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CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES ( ). 

1. Kn atención a que los tribunales en lo penal económico integran los nacio- 
nales de la ('a pita 1 Federal del art. 32 del decreto-ley 128;Vf>8, y dado el silencio 
de las leyes 14.8,'H y 14.f)")S acerca del procedimiento para el juramento de los 
jueces de la ('amara en su primera instalación, corresponde (pie la Corte Supre- 
ma lo reciba, por aplicación de la norma del art. 2f> de la ley 40")"): p. 15. 

CAMARAS PARITARIAS DE ARRENDAMIENTOS RURALES. 

Ver: Constitución Nacional, 12; Jurisdicción y competencia, (iO; Kecurso extra- 
ordinario. 1ó2. 

CAMINOS. 

Ver: Constitución Nacional, 15; Doble imposición, 1; Recurso extraordinario, 55. 

CAPACIDAD. 

Ver: Honorarios, .'i. 

CAUSAS CIVILES. 

Ver: Kcmisión de autos, 2. 

CESANTIA. 

Ver: Medidas disciplinarias, 5. 

CESION DE DERECHOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2.5; Kecurso de amparo, 14; Kecurso ordinario 
de apelación, 14. 

CODIGO DE JUSTICIA MILITAR. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 56. 

COEFICIENTE DE DISPONIBILIDAD. 

Ver: Kecurso ordinario de apelación. 11. 

COEFICIENTES. 

Ver: Expropiación. 11, 'J.'i, '27. 

COLONIZACION. 

Ver: Expropiación, 1, 'J, 7, í). 

COMISO. 

Ver: Kecurso extraordinario, 10. 



JiirisflirriiSn y competencia. 4 : Medidas ti isr iplinuriiiH, 3. 4, 
.11. A-¿, :i:t, <i*2. f>:i. tí!). !>6; Recurso ordinario do upelu- 

*J ; Superintendencia. 1. 2, 3, 4. 
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COMPRAVENTA. 

Ver: Expropiación, 24, .T2; Impuesto a las ventas, 1; Jurisdicción y competen- 
cia, 14, ()(); Recurso de amparo, 4; Rei vindicación, 2. 

CONCORDATO. 

Ver: .Jurisdicción y í-ompetencii), ü.'{. 

CONFEDERACION DE EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Impuesto universitario, 1. 

CONFISCACION. 

Ver: Honorarios, (i; Recurso extraordinario, 147. 

CONGRESO NACIONAL. 

Ver: Amnistía, 1; Recurso ordinario de apelación. 5. 

CONSEJO AGRARIO NACIONAL. 

Ver: Kxpropiación, 2, !K 

CONSENTIMIENTO. 

Ver: Kxpropiación, 4, 12; Jurisdicción y competencia. 41, u'U; Recurso extra- 
ordinario, 10. ,T2, 4S, (>;">, 68, 122; Recusación, 4. 

CONSIGNACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 40, 111, 12:5. 

CONSTITUCION NACIONAL (') 

iN'DU'K SUMARIO 
Aduana: 1. Honorarios: 10. 

Aplicación de la ley: 3. Honorarios de al tobados y procuradores: 

Arrendamientos rurales: 12. 14. 

Calificación del delito: 5. Igualdad: <*», 1<>. ls. lí>. 

(amaras Paritarias de Arrendamientos lmpm , stn a 'i ¡is Ventas: ln. 

Huíales 1_. Impuestos municipales: 1."). 
( a un nos : 1 .>. 

Capacidad patrimonial del apelante: 0. Leyes de emergencia: 17. 

( 'aso contencioso : 2. Locación de cosas: 1 17. 21. 

Caso o controversia judicial: 2. _ r , . 

(osa jugada: 12 . ' Materia pruna principal: lo. 

Costas: 1*. Monto del juicio: I *. 

M un ic i pal ida des : 1". 

Defensa en juicio: 11. 

Depósito previo a la concesión del re- Notificación nula; 11. 

Derecho de propiedad: 12. 1S, lí>. !, U 11 1 M _ • 

, , i-i i .» I mena : 

Derechos adquiridos: Li. 

Desalojo: 21. Kecurso de apelación: 12. 

Dolde instancia: (1, S, í>, 10, 11. Recurso ordinario de apelación: 11. 

Domicilio: 11. . 

\ ande/, «le las leves nacionales: l. 

Expropiación: 1S. ]*>. Valide/ de los actos de las autoridades 

Facultades .jurisdiccionales de organis- constituidas: A. 

nios administ rat i vos: 1. \" ijjcncia de la ley : 1 :i. 



(I) Ver tíiniKirií : Corte Suprema. "t ¡ .lucres. 'J ; Jurisdicción y competencia. 0. ls; T\»trn- 
pato nacional. 1. '2. :i : Recurso de o ni paro. 'J.'I. "Jl. 'J.">. 'J 7 ; Recurso extraordinario. ."), lo, 'J 1 SU, 
llí». Kio. 
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Control de constitucionalidad. 
Facultades del Poder Judicial. 

1. La atribución de jurisdicción originaria a una repartición administrativa, 
como lo son las autoridades aduaneras, con recurso optativo judicial respecto 
de sus decisiones condenatorias, no es pasible de objeción constitucional, ni puede 
ser objeto de impedimento judicial por razón de la posible discrepancia con el 
criterio legislativo que la concesión de tales facultades supone: p. 351. 

2. El control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legis- 
lativa requiere que el requisito de la existencia Ae un *'caso" o "controversia" 
sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la división 
de los poderes. Tales casos o causas, en los términos de los arts. 100 y 101 de la 
Constitución Nacional, son aquéllos que contempla el art. 2 tf de la ley 27 con 
la exigencia de que los tribunales federales sólo ejerzan jurisdicción en los casos 
"contenciosos" : p. 552. 

3. La aplicación de los preceptos de las leyes de la Nacióft, por vía de principio, 
no puede impedirse por medio de la promoción de un juicio declarativo de incons- 
titucionalidad : p. 552. 

4. Los actos de las autoridades constituidas y las leyes dictadas por el Congreso 
de la Nación se presume que son válidos, mientras no se pruebe transgresión 
constitucional : p. 552. q 

Derechos y garantías. 
Defensa en juicio. 

Procedimiento y sentencia. 

5. La modificación de la calificación legal del delito efectuada por el tribunal 
de alzada, en tanto el hecho motivo de la condena haya sido objeto del proceso, 
no constituye agravio a la garantía de la defensa. Ello -es así particularmente 
cuando, como en el caso, no se expresa concretamente al deducirse ol recurso 
extraordinario cuáles son las pruebas de cuya producción el procesado se hubiera 
visto privado: p. 80. 

6. Toda vez que la doble instancia no constituye requisito constitucional, la exi- 
gencia del depósito previo del capital, intereses y costas, establecido por el art. 57 
de la ley 5178 de la Provincia de Buenos Aires como requisito para, la concesión 
de recursos en el orden local, no es violatoria de la defensa en juicio ni de la 
igualdad ante la ley. 

La alegada "imposibilidad de efectuar el depósito previo" que se hace depender 
en el caso de "dificultades económicas y financieras" no constituye excepción a 
la doctrina antes expuesta, tanto más si el recurrente — en una etapa anterior del 
juicio — requirió y consintió la aplicación de la norma legal impugnada; y si, 
además, la capacidad patrimonial de la empresa apelante, acreditada en la ?ausa, 
excede con notable* amplitud el monto de la condena y el depósito previo exi- 
gido : p. 135. 

.7. La garantía constitucional de la defensa en juicio no requiere la audiencia 
previa a toda forma de procedimiento: p. 183. 

8. La doble instancia no es requisito constitucional de la defensa en juicio: 
p. 200. 

9. La doble instancia judicial no es requisito de la defensa en juicio: p. 311. 

10. La privación de una instancia y la circunstancia de que la interpretación 
practicada para regular honorarios se ajuste a los agravios de la contraparte, no 
afectan sustancialmente la garantía de la defensa en juicio: p. 363. 

11. El requisito de la múltiple instancia judicial no es de naturaleza constitucio- 
nal. En consecuencia, no procede el recurso extraordinario fundado por el recu- 
rrente en que, al aceptarse la validez de la notificación de la sentencia — diligencia 
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que reputa nula — y, por ende, mantenerse el pronunciamiento que declara extem- 
poráneo el recurso ordinario de apelación, se le ha privado de la tercera instancia, 
con violación del art. 18 de la Constitución Nacional: p. 511. 

Derecho de propiedad. 

12. Establecido expresamente por las partes, en un convenio homologado por la 
Cámara Regional, que la sentencia de ésta en cuanto a la efectividad de la excep- 
ción a la prórroga del arrendamiento sería inapelable, es incompatible con la 
firmeza de actos jurisdiccionales ejecutoriados la decisión de la Cámara Central 
Paritaria de Arrendamientos y Aparcerías Huíales, dictada en oportunidad de 
una apelación improcedente, que revocó lo resuelto por la Cámara Regional y no 
hizo lugar a la efectividad convenida por los interesados: p. 169. 

13. Si la causa se hallaba en trámite, sin sentencia de primera instancia, al tiem- 
po de sancionarse la norma cuya aplicación cuestiona el recurrente (art. 34 del 
decreto-ley 2186/57), no puede sostenerse que ella haya desconocido un derecho 
definitivamente incorporado al patrimonio del demandado, afectando, por ello 
mismo, su derecho de propiedad : p. 450. 

14. La circunstancia de que el monto del honorario alcance al valor de la con- 
dena no es, por sí, motivo de confiscatoriedad, cuando la sentencia tiene presente 
otros elementos del juicio y la regulación se vincula al monto de él, cuya fijación 
es irrevisible en la instancia extraordinaria: p. 524. 

Igualdad. 

16. La circunstancia de que el gravamen para el arreglo y conservación de 
caminos, establecido por una municipalidad de provincia, se aplique sólo a las 
extensiones mayores de diez hectáreas, no constituye una discriminación arbi- 
traria : p. 85. 

16. No afecta el principio de la igualdad ante la ley impositiva la distinción 
invocada por el recurrente, "entre los industriales que realizan trabajos por encar- 
gos de terceros que proporcionan el modelo al cual deben ajustarse y los que 
efectúan idénticos trabajos pero sin ajustarse a ningún modelo y para una clien- 
tela indeterminada", a los efectos de la exención o del pago, respectivamente, 
del impuesto a las ventas. 

Tal garantía constitucional no impide que la legislación contemple en forma 
distinta situaciones que considera diferentes; la distinción alegada es razonable, 
pues diferencia, a los I ines del impuesto, a los impresores que suministran la 
"materia prima principal" de los que no la proporcionan: p. 221. 

Constitucionalidad e inconstitucionalidad. 
Leyes nacionales. 

Com unes. 

17. Las leyes de emergencia en materia de locaciones no son susceptibles, en 
principio, de ser impugnadas en forma parcial, salvo el supuesto de que se trate 
de cláusulas separables: p. 410. 

Administrativas. 

18. El art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la canra de las costas entre 
ambas partes, cuando la indemnización fijada en la sentencia no excede la suma 
ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta y la reclamada, no es viohtorio 
de las garantías constitucionales de la igualdad ante la ley y del derecho de 
propiedad : p. 237. 

19. Xo es inconstitucional el art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la 



590 



CORRETAJE 



carga de las costas entro ambas pintes, cuando la indemnización lijada en la 
sentencia no excede ln suma ofrecida más la mitad de la diferencia enlre ésta y 
la reclamada. Tal solución no es violatoria de la igualdad ante la ley y de la 
garantía del derecho de propiedad: p. 2Ó2. 

20. I.#a razón del sistema establecido por el art. 28 de la ley 13.264, aun con 
independencia del interés público (pie defiende una de las partes en el proceso, 
consiste en sancionar toda pretensión excesiva, ya que si el expropia dor y el 
expropiado tienen obligación de fijar el monto de sus pretensiones respectivas, 
una correcta conducta procesal exige (pie esa operación, en sí difícil, sea hecha 
de manera prudente, sin excesos de una y de otra parte. Kn esas condiciones, 
tal sistema, cualquiera fuese el juicio acerca de su justicia o injusticia, no apa- 
rece irrazonable en términos (pie lleven a la declaración de su inconstitucionalidad 
(Voto de! Señor Ministro Doctor Don Luis María Hoiíi Boggero) : p. 252. 

Efectos de la declaración de inconstitucionalidad. 

21. La exigencia del art. 2(í de la ley 13.5S1, integra la excepción admitida por 
la ley al régimen general de la prórroga de las locaciones. Por ello, dicha exi- 
gencia no puede ser obviada por vía de impugnación de inconstitucionalidad en 
razón de no tratarse de una cláusula separable, cuya validez deje inalterada ]a 
norma legislativa subsistente: p. 419. 

CONSTITUCIONES PROVINCIALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 107, 12S. 

CONSUL EXTRANJERO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 40, 41. 

CONTESTACION A LA DEMANDA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12; Recurso extraordinario, 19, 124, 143. 
CONTRATO. 

Ver: Expropiación, 32; Jurisdicción y competencia, 41. 
CONTRATO DE TRABAJO. 

Ver: Empresas del Estado, 1; Jubilación del personal del comercio, actividades 
atines y civiles, 1; Jubilación y pensión, 3; Jurisdicción y competencia, 21, 22; 
Recurso extraordinario, 3Í), 44," 93, 94, 100, 127. 

CONVENCIONES COLECTIVAS DE TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 93. 

CONVOCATORIA DE ACREEDORES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 62, 63. 

CORRETAJE. 

Ver: Jubilación de empleados de compañías de segaros, reaseguros, capitaliza- 
ción y ahorro, 1. 
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CORTE SUPREMA (<). 

1. I^a Corte Suprema no puede substituirse ;il legislador en el c^taldeciniienro 
del régimen legal de la República: ]). 410. 

2. La Corte, en ejercicio de la competencia (pie le atribuyen la Constitución v 
las leyes, es Suprema. Sus decisiones son finales y nim/ún tribunal, nacional 
o provincial, puede olvidar o desconocer la necesidad institucional de respetarlas 
v acatarlas: p. 42í). 

3. Es condición de la propia supremacía de la Corte, el desempeño de sii> facul- 
tades dentro del ámbito de la jurisdicción (pie la Constitución y la ley, con funda- 
mento constitucional, le acuerdan. Su responsabilidad más alta y grave es l-i de 
controlar el respeto, por las demás autoridades, de las limitaciones impuesta^ a su 
actuación por la Constitución Nacional. Tiene, entonces, 1; obligación ineludible 
de asumir celosamente las propias, pues es cabeza del Poder Judicial y mis 
decisiones son insusceplibles de contralor directo (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid): p. 4.V). 

COSA JUZGADA (-). 

1. La resolución firme dictada en 1042 por la ex Junta de Administración de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Civiles — cuya Valide/ formal no impugnó 
la recurrente — denegatoria de una pensión con fundamento en la ausencia de los 
requisitos exigidos en el art. 47 de la ley 4/J4Í) entonces en videncia, no pudo 
ser alterada en 1 !).")(> por la Caja de Previsión para el Personal del Kstado ante 
una nueva solicitud de la apelante, habida cuenta (pie el valor de la cosa ¡uzeada 
afecta en pro y en contra a los administrados y al propio Poder actuante: p. 40(j. 

2. La sola iniciación de la demanda no basta para atribuir jerarquía constitu- 
cional a los derechos, ni impide que éstos puedan ser modificados por leves de 
orden público, característica (pie los precedentes de la Corte reconocen como efecto 
a las sentencias firmes : p. 465. 

COSTAS (*). 

Naturaleza del juicio. 
Expropiación. 

1. No es irrazonable (pie en los juicios de expropiación, en que una de la< par- 
tes actúa en miras de int M'eses públicos, no se apliquen con rigor los principios 
procesales que rigen cuando las partes sólo actúan, ambas, por un interés parti- 
cular o privado, tanto más cuanto que el art. *2S de la ley 1^.'2ü4. para establecer 
la distribución de las costas, tiene en cuenta expresamente la conducta excesiva 
del expropiado (pie, en esa medida, hizo también necesario el juicio para la 
fijación de la indemnización : p. 252. 

Derecho para litigar. 

2. Comprobada la seriedad de la oposición fiscal al derecho de un perito para 
percibir honorarios, no obstante (pie la decisión final le adversa, se justifica 
la exención de las costas del artículo: p. 200. 



(1) Ver también: Ejecución «le sentencia. 1; Indulto. 2. 3: Juicio político. 1: Jurisdioión 
y competencia, 1. 2, 3. 4. 5, 6. 7: Patronato nacional. 1. 2. 3; Recurso de ampam. 2 5: Recurso 
extraordinario. 12!». 35. 36. 37. 11*2. 1 Ü9 ; Recurso ordinario de apelación. 5. 0; Recusación, 
1, 2, 3. 4: Sanciones disciplinarias, 2: Superintendencia, 3. 4. 5. 6. 

(2) Ver también: Actos administrativos. I; Constitución Nacional. 12: Ejecución de sen- 
tencia, 1; Jubilación de empleados nacionales, 3; Recurso de amparo, 7; Recurso extraordinario. 
3ü, 1 1 1, 147. 154. 

(3) Ver también: Constitución Nacional. 1S. 19; Expropiación, 3: Honorarios. 1: Recurso 
de <|ueja. 1; Recurso extraordinario, 24, 59, 122; Re( urso ordinario de apelación, 3, 13. 
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Desarrollo del juicio. 
Desistimiento. 

3. El desistimiento del juicio, en principio, trae apnrejnda la imposición de 
costas, pero puede dispensarse de ellas cuando median motivos excepcionales: 
P- 17. 

4. El desistimiento del interdicto, ante el juicio de expropiación y pedido de 
posesión judicial del inmueble "deducido por la demandada, autoriza la exención 
de costas cuando los decretos provinciales, que declaran vigentes las expropia- 
ciones dispuestas por la ley local y disponen la iniciación de las acciones perti- 
nentes, son posteriores a la fecha en (pie se promovió aquél: p. 17. 

5. La regla atinente a que el desistimiento de la acción trae aparejada la impo- 
sición de costas, vale especialmente en materia de expropiación en cuanto, de lo 
contrario, se afectaría el derecho de propiedad garantizado por la Constitución 
Nacional, tanto más si el propio decreto de desistimiento ha documentado la 
sinrazón de los procedimientos que culminaron con el juicio: p. 207. 

Resultado del litigio. 

6. En el incidente sobre regulación de honorarios en juicios de expropiación, es 
de práctica la exención de costas cuando no media oposición ni desconocimiento 
por parte del Fisco, sino objeción en cuanto al monto: p. 180. 

CUESTION ABSTRACTA. 

Ver: Kecurso extraordinario, 11. 

CUESTION FEDERAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 151. 

CUESTION POLITICA. 

Ver: Keruiso extraordinario, 7, 113. 

CULPA. 

Ver: Enriquecimiento sin enusu, 1. 

D 

DAÑO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27. 

DAÑOS Y PERJUICIOS ( ! ). 
Responsabilidad del Estado. 
Casos varios. 

1. Aun en el supuesto de (pie, a raíz de la desaparición de un arma pertene- 
ciente a la Policía Federal, depositada en la secretaría de un Juzgado Nacional, 
existiese responsabilidad de empleados del Poder Judicial, ella recaería sobre la 
Nación y no sobre ese Poder en particular. Por ello y pon pie es también 
la Nación la perjudicada por el hecho, es indudable la improcedencia del trá- 
mite iniciado ante el Ministerio de Kducación y Justicia por la Policía Federal 



(1) Wr también: Knriquei i miento sin cnusn. 1; Jurisdicción y competencia. 20; Poderes 
ile íruerrn. I. "í. 



DASOS Y PKKJUICIOS 



593 



y girado a Ja Corto Suprema para obtener el pago de la cosa; ello, sin perjuicio 
del derecho di» la Nación al resarcimiento perseguido, mediante las acciones 
judiciales que correspondan, en caso de (pie se considere que derivan del hecho 
responsabilidades de carácter personal; p. 71. 

2. Puesto (pie la retención del inmueble por la autoridad administrativa res- 
pondió exclusivamente a la necesidad de impedir una interrupción en el funcio- 
namiento de establecimientos de enseñanza oficiales allí instalados desde lu toma 
de posesión, y no al ejercicio de los poderes de guerra — abandonados volunta- 
riamente por haberse resuelto (pie la propietaria (Asociación Escuela Popular 
Germana Argentina Helgrano) no se hallaba comprendida en las disposiciones 
del decreto 11 .509/46 — la responsabilidad del Kstndo es incuestionable; y carece 
de objeto decidir si se trata de responsabilidad por aeto lícito (ocupación tem- 
poraria) o de "responsabilidad euasidelietual", si lo discutido es únicamente la 
obligación de indemnizar — no su monto — porque es obvio que ella existiría 
tanto en uno como en otro supuesto; p. 146. 

3. Producida la declaración de utilidad pública (26 de diciembre de 1050), el 
inmueble (pie ocupara el Estado (desde el 15 de marzo de 1046) en ejercicio de 
los' poderes de guerra, quedó afectado al régimen de la ley 1 .'1.264; y sólo pudo 
mantenerse la ocupación en la forma prevista en el art. 18 de esa ley. En 
consecuencia, existió una desposesión irregular desde la primera fecha mencionada 
hasta la loma de posesión en el juicio expropiatorio (15 de setiembre de 1054) 
y el Estado debe responder por los daños ocasionados a la demandante, corres- 
pondientes a la pérdida por ésta del uso y goce del inmueble: p. 146. 

4. El ejercicio de las atribuciones conferidas al Presidente de la Nación en ma- 
teria de poderes de guerra debe realizarse dentro del ámbito institucional, sin 
desviarse de los fines para los (pie esas atribuciones fueron otorgadas. La 
afectación de la propiedad privada, durante la investigación administrativa, 
a fines extraños al conflicto bélico — instalación y funcionamiento de estable- 
cimientos oficiales de educación, en el inmueble afectado — , aunque de interés 
público indubitable, y que ha producido l>encficios al Estado, crea la obligación 
de restituirlos a su titular. 

Por consiguiente, desde (pie no se trata, en el caso, de un supuesto de respon- 
sabilidad por daños derivados a la a ctora de la ocupación de su propiedad por 
el Estado, sino del enriquecimiento sin causa (pie el Estado habría recibido 
al ocupar el inmueble e instalar en él, gratuitamente, establecimientos de ense- 
ñanza, la indemnización reclamada es pertinente, pues además del perjuicio 
sufrido por la actora I ay el consiguiente beneficio patrimonial obtenido por el 
Estado al usar el inmueole para objetos no vinculados con el ejercicio de los 
poderes de guerra: p. 146. 

5. Desde (pie el Poder Ejecutivo hizo uso del local ocupado en forma que no 
puede ser cubierta por los "poderes de guerra" (al instalar en el inmueble 
establecimientos de educación oficiales), perjudicando intereses particulares, 
ha incurrido en una transgresión (pie constituye tunda mentó suficiente para 
decidir en favor de la indemnización por responsabilidad aquiliana del Estado 
(Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggcro): p. 146. 

6. Si bien el Estado responde ante los particulares siempre (pie aparezcan 
reunidos de los elementos (pie integran el enriquecimiento sin causa, las condi- 
ciones de la acción de in rew rerso no deben alterarse en perjuicio del supuesto 
enriquecido, por la circunstancia de (pie éste sea el Estado. Aún en tal supuesto, 
para (pie la demanda pueda prosperar no >ólo <•> preciso que exi>ta enriqueci- 
miento del demandado sino también, imprescindiblemente, el correlativo empo- 
brecimiento sin causa del actor. 

En consecuencia, si el derecho de uso y goce del demandante e>taba legítima- 
mente suspendido por acto (pie en sí mismo no originó responsabilidad del 
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Estado — por haberse cumplido en ejercicio de los poderes de guerra — no existe 
posibilidad jurídica de daño indemnizable derivado de la ocupación del inmueble 
con establecimientos de enseñanza oficiales, pues ello no pudo causar empobre- 
cimiento resarcible (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio ()y bañarte) : p. 146. 

Determinación de la indemnización. 
Daño material. 

7. Si la sentencia de la Cámara se lia inspirado en la prudencia de los jueces 
para "fijar el monto de la indemnización y el modo de satisfacerla" (art. 1084 
del Cód. Civil) corresponde desestimar el agravio del recurrente en cuanto aduce 
que la indemnización fijada por la muerte del esposo de la actora en un accidente 
de tránsito debe comprender únicamente lo necesario para la subsistencia de 
la viuda y de los hijos menores, no debiendo tenerse en cuenta sólo la edad 
de la víctima, ni lo (pie, hipotéticamente, hubiera podido ganar en el término 
probable de su vida : p. 556. 

8. Corresponde confirmar la sentencia en cuanto estima razonable que el acci- 
dentado, hombre de 32 años y de presumible buena salud, hubiese pío Ion gado su 
existencia en 3ü años — según tablas de mortalidad — , si el representante de la 
Nación recurrente no ha desvirtuado en i orina esa aseveración. 

Tampoco e* admisible la impugnación del fallo en cuanto computa la desvalori- 
zación de la moneda en el cálculo del resarcimiento por la muerte de la víctima 
en un accidente de tránsito, desde que el tribunal apelado la considera como una 
de las circunstancias de hecho necesarias para establecer la reparación integral 
que incumbe a los jueces apreciar en materia de responsabilidad aquiliana : p. 556. 

DECLARACION. 

Ver: Aduana, 1, 2; Hecurso de amparo 10. 
DECLARACION JURADA. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1, 2. 

DECLARATORIA DE HEREDEROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 50, 59. 

DECRETOS NACIONALES. 

Ver: Hecurso de amparo, 16. 

DECRETOS PROVINCIALES. 

Ver: Costas, 4; Hecurso extraordinario, 117. 

DEFENSA EN JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 5, 6, 7, 9, 10, 11; Impuesto a los réditos, 2; Hecurso 
extraordinario, .3, 1.*, lí), 2b\ 27, 42, 44, 52, 68, 70, 71, 75, 77, 80, 81, 85, 95, 
109, 110, 112, 11(3, 117, 118, 120, 124, 125, 12b, 140, 146. 

DEFENSOR. 

Ver: Hecurso extraordinario, 73, lltí. 
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DEFRAUDACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4ó, 4(i, 40, ;VJ, f).'i, ."m; Recurso de ¡un paro, 4. 
DELITOS. 

Ver: Amnistía. 2; Constitución Nacional, o; Jurisdicción y competencia, 32; 
Recurso extraordinario, Ofi. 

DELITOS COMUNES. 

Ver: Indulto. 2. .1. 4; Wecurso de amparo, ">. 

DELITOS CONEXOS. 

Ver: 'Jurisdicción y competencia, 4Í>, ">0. 
DELITOS CONTRA EL HONOR. 

Ver : A mnistía. 'í, .">. 

DELITOS MILITARES. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 5(5. 

DELITOS POLITICOS, 

Ver: Amnistía, 4, f>. 

DEMANDA. 

Ver: Cosa juzgada. '2; Notificación, 1. 
DENUNCIA. 

Ver: Medidas disciplinarias, S; Superintendencia, 3. 
DEPOSITO. 

Ver: Kccurso extraordinario. l.'Hi. 

DERECHO A LA ORGANIZACION SINDICAL LIBRE Y 
DEMOCRATICA. 

Ver: Asociaciones pro! e.-ionales. 1; Kstado de sitio. 1; lícciirso de ampare, ]0, 
12. Vi. 

DERECHO DE PETICION. 

Ver: Recluso extraordinario. 70. 

DERECHO DE PROPIEDAD. 

Ver: Constitución Nacional. 12. 1>\ 1!>; ('oslas, .">; Poderes de guerra. 4; Re- 
curso de amparo, 10. Keciirso extraordinario, 44. .">2. ti."), 111). 112. ll.'v 1*20. 12(¡. 

DERECHO DE RETENCION. 

Ver: Recurso de amparo, 20. 
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DERECHO DE REUNION. 

Ver: Krnii'M) do amparo, 10. 

DERECHO DE TRABAJAR. 

Ver: Kecurso de amparo, 16. 

DERECHO DEL TRABAJO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 10; U ocurso extraordinario, J14. 

DERECHOS ADQUIRIDOS. 

Ver: Constitución Nacional. 13; Cosa juzgada, 1; Jubilación do empleados na- 
cionales, 3. 

DERECHOS HUMANOS. 

Ver: Kecurso do amparo. 23. 

DERECHOS Y GARANTIAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 44; Poderes de »uerra, 1, 3; Kecurso do am- 
paro, 13. ló. 

DESALOJO. 

Ver: Constitución Nacional. 21; .Jurisdicción y competencia. 41. 01; Pereneión 
de instancia, 2; Recurso de reposición, 1; Kecurso extraordinario. 15, 45, 46, 
4!), !)7. 115. 118, 120, 121, 154. 

DESERCION DEL RECURSO. 

Ver: Kecurso extraordinario, 00. 

DESISTIMIENTO. 

Ver: Costas, 3, 4. o; Honorarios de abobados y procuradores. 2, f). 6. 

DESLINDE. 

Ver: Línea de ribera, 1; Reivindicación, 2. 
DESPIDO. 

Ver: Kmpresas del Kstado. 1; Impuesto a los réditos, 2; Jurisdicción y com- 
petencia, 21, 22; Kecurso extraordinario, í)4, 127. 

DETENCION DE PERSONAS. 

Ver: Kecurso extraordinario, 14"). 

DIGESTO MARITIMO Y PLUVIAL 

Ver: Kccnr>o extraordinario, 2. 

DIPLOMATICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 3Í). 
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DIRECCION GENERAL IMPOSITIVA. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1. 2; Recurso extraordinario, 24, 83. 

DIRECCION NACIONAL DE INSTITUTOS PENALES. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 2(¡. 

DIRECCION NACIONAL DE MINERIA. 

Ver: Kccuiso extraordinario, 10. 

DIRECCION NACIONAL DE VIALIDAD. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 20. 
DIVISION DE LOS PODERES. 

Ver: Amnistía, 4; Constitución Nacional. 'J ; liecurso extraordinario. 111. 

DIVORCIO. 

Ver: Hecurso de amparo, 1. 

DOBLE IMPOSICION. 

1. La ¡llorada doble imposición, como sería en el caso el irravamen municipal 
para el arreglo y conservación de caminos y el impuesto inmobiliario provincial, 
no configura por sí sola agravio constitucional: p. 85. 

DOBLE INSTANCIA. 

Ver: Constitución Nacional, (i, 8, í), 10, 11. 

DOMICILIO. 

Ver: Constitución Nacional, 11; Jurisdicción y competencia, 'Mh 55, 57, 5S, 59; 
Recurso extraordinario. 155. 

DOMINIO. 

Ver: Recurso extraordinario. 'AH\ Reivindicación, 1. 

DOMINIO PUBLICO ('). 

1. El dominio público fluvial sobro la extensión de tierra basta donde llegan 
las más altas a^uas en su estado normal no se crea mediante el acto de "delimi- 
tación", cuyo carácter meramente declarativo de derecho* no tiene otro alcance 
(pie comprobar la existencia de un fenómeno natural al que la ley condiciona 
el carácter público de dicha extensión : p. 470. 



(1) Wr laminen' Linón dr riheru, 1: Kcivindicíw ion, 1, 2. 
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EJECUCION DE SENTENCIA ('). 

1. Si la Corte Suprema, en oportunidad del recurso extraordinario interpuesto 
con anterioridad, desestimó expresamente la te-is de la "indivisibilidad" do la 
sentencia recurrida en el principal, a la 0,11c consideró dividida en "partes vicia- 
das" — a cuyo respecto procedh que la Cámara dictara nuevo fallo — y "partes 
firmes" —con electos propios de la cosa juzgada — la ejecución de estas últimas 
lia podido iniciarse válidamente: p. 

ELECCIONES. 

Ver: Recurso extraordinario, 8. 

EMBARGO. 

Ver: Recurso extraordinario, 1*28. 

EMERGENCIA. 

Ver: Constitución Nacional, 17; Poderes de guerra, 2. 

EMPLEADOS BANC ARIOS. 

Ver: Iiccinsu <'xtmonli]i¡;río, 106, 107. 

EMPLEADOS DE COMERCIO. 

Ver: Impuesto universitario, 1; Sueldo, 1. 

EMPLEADOS JUDICIALES. 

Ver: Daños y perjuicios, 1; Medidas disciplinarias, 4; Poder judicial, 1; Su- 
perintendencia, 4, b\ 

EMPLEADOS NACIONALES 

Ver: Jubil.-ición <1<> nnplfiulos ihk-íoidiIcs, 2; Jurisdicción y competencia, 27. 

EMPLEADOS PUBLICOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia. 22. 

EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES. 

Ver : Jurisdicción y competencia, 31. 

EMPRESAS DEL ESTADO (-'). 

1. Nada obsta al mantenimiento de la sentencia que admite el régimen de la 
ley 11.72Í) y sus correlativas, para el caso de despido de un agente de la Km presa 
del Estado Aerolíneas Argentinas, desvinculado de toda relación de empleo 
público, cuando, en presencia de las facultades reconocidas al directorio de 



(1) Ver tninldén: Recurso de amparo, 28; Recurso extraordinario, 36, 16.1. 164. 165. 

(2) Ver tnnihn-n: .Turisriicción y competencia, 21. 22; Recurso extraordinario. 127; Recurso 
ordinario de apelación, 7. * 



i;stado M-: sitio .->í»9 

aquella |M»r el decreto-lev oruá nico 4<>7V~>~ < - ] m i ; 1 1 1 1 1 * ■ 1 1 1 ** art. 14. incs. ."í", 
\'2 y l.'í , no resulta que exista un ordenamiento jurídico expreso distinto del 
común de la ley mencionada. Kn electo, a lalla de tale- normas, la invalidación 
del convenio laboral invocado por el Tallo apelado no >e Mi-íenta con la naturaleza 
administra! i\ a de los preceptos (pie riuen la entidad recurrente: p. 271. 

ENCUBRIMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia. f)4. 

ENRIQUECIMIENTO SIN CAUSA ('). 

1. No existe "enriquecimiento >in causa" como >upiirsto autónomo, si el reclamo 
del actor por daños y perjuicios encuentra fundamento en ta responsabilidad 
aquiliana del Kstado; pues aquel remedio excepcional actúa cuando rl damni- 
ficado no cuenta con otra acción en favor de su derecho (Voto del Señor Ministro 
Doctor Don Luis María Roffi lionero ) : p. 14(i. 

ENTIDADES AUTARQUICAS. 

Ver: Jurisdicción y competencia. *>1. 

ERROR. 

Ver: Kecurso extraordinario, 14(). 

ESCRITO. 

Ver: Recurso «•xtrannliiuirio, 124, 143. 
ESCRITURA PUBLICA. 

Ver: Kxpropiación, 32. 

ESCRITURACION. 

Ver: Impuesto a los réditos. 1. 

ESTADO. 

Xi'v: Kni'iipii'ciinit'nto >:n causa, 1; I'odcns ik' irnerra. 3. 
ESTADO DE SITIO (-). 

1. Cuando la autoridad administrativa, durante el estado de sitio, declina el 
uso de sus facultades excepcionales o simplemente se abstiene de usarlas, man- 
tienen videncia los principios y normas comunes, propios de circunstancias 
normales. Kn consecuencia, si en la ocasión el Poder Kjecutivo -(pie indudable- 
mente pudo haber ejercido las potestades del art. "J."5 de la Constitución Nacional — 
se abstuvo de hacerlo, es procedente el recurso de amparo deducido contra el 
decreto 4.H1 ó!) y resoluciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
(pie dispusieron la intervención de la Asociación Bancaria ( Regional de Tucu- 
mán), en abierta violación del art. de la ley 14.4")"). rc^la menta ria del derecho 
constitucional a la organización sindical libre y democrática: p. Sb\ 



íl) \'cr tainl>¡('n : l>:iíios y perjuicios. 4. 6. 
(2) Wr tu m liit'*ti : Ixt'i'iirso de amparo. 1 ;t 
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ESTAFA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 32, 45, 47. 

ESTATUTO DEL PERIODISTA. 

Ver: K ocurso extraordinario, 9, 94. 

EXCARCELACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 73, 116, 145, 146. 
EXCEPCIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12; Recurso extraordinario, 98, 127, 154. 

EXHORTO í 1 ). 
Requisitos. 

1. Tratándose de sentencias condenatorias dictadas en juicio criminal, la natu- 
raleza del neto y las consecuencias que de él pueden derivar para el interesado, 
imponen la necesidad de que el exhorto, por medio del cual se le notifica, con- 
tenga la transcripción íntegra del fallo, a fin de que el condenado adquiera 
conocimiento cabal de sus fundamentos: p. 426. 

Diligenciamiento. 

2. Corresponde a la justicia nacional de paz de la Capital Federal, y no a la 
civil de esa ciudad, diligenciar el exhorto librado por un juez en lo civil y 
comercial de la Provincia de Buenos Aires, a los efectos del cumplimiento de 
un trámite en el juicio por consignación de alquileres seguido ante el tribunal 
provincial. 

No obsta a ello la declaración del juez de la provincia de que sólo debe dirigir 
exhortos a jueces de igual clase, habida cuenta que todos los jueces de la Capital 
Federal tienen el mismo origen constitucional y son idénticos los procedimientos 
para su designación, así como sus prerrogativas y su imperio: p 317. 

3. Los exhortos deben diligenciarse, en principio, ante el tribunal que, con 
arreglo a sus leyes procesales, tenga competencia según la naturaleza de la causa 
en que han sido librados: p. 317. 

4. Corresponde al Juez en lo Comercial de Registro de la Capital Federal tra- 
mitar los exhortos en que se soliciten informes sobre constancias existentes en 
el Registro Público de Comercio. Nada obsta a que los tribunales provinciales 
se diri jan directamente al juez de la Capital que, a partir de la sanción de la ley 
14.7(i9, tiene a su cargo el Registro donde constan los datos requeridos: p. 372, 

EXPRESION DE AGRAVIOS. 

Ver: Mandato, 2; Recurso extraordinario, 10, 71, 138, 153; Recurso ordinario 
de apelación, 8. 



(1) Ver también: Jurisdicción y competencia, 2, 3, f>, 6, 7, 8; Provincias, 3; Recurso 
extraordinario, 132. 
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EXPROPIACION ( l ). 

Indick sumario 

Accesorios del inmueble expropiado: 30. Ley especial: 1, 2. 

4 , £ i„ Lev griirral: 1, 2. 

Coeticiente de coireccion por forma de • * ' 

tlo Loteo: L'4, 2*. 
pago: J3. 

Coeficiente de disponibilidad: 21. Medidas para mejor proveer: 20, 27. 

Coeficiente de ubicación: 11. Mejoras: 29. 32. . 

Coeficientes: 27. Método directo: í». 

Colonización: 1, 2, 7, !>. Método indirecto: 9. 

Compraventa: 32. Método "indirecto" de "productividad": 

Consejo Agrario Nacional: 2, 9. 7. 

Consentimiento: 4. Moneda: 10. 

Contrato: 32. Obras Sanitarias de la Nación: 30. * 
Costas: 3. 

t v i • r . . 4 . Partes: 32. 

Deducción por riesgo previsto en la ope- p tll .j ( .¡., . -> 07 

ración de compraventa: 22. ¡Wsión • " 

Deducción por "venta conjunta 1 ': 22. Precios obtenidos por ventas de lotes con- 

Depreciacion monetaria: S, 13. ti^uos* 00 

Desposesión: 13 Productividad: 0. 

Desvalonzación de la moneda: 10. Productividad del inmueble: 7. 

Dictamen del tribunal de tasaciones: 4, propiedad • 3 l > 

6. 7, 11, 12, 16, 17, 18. 2S, 1 29. Prueba :' 4,' 6,~Ío, 19, 20, 26. 30. 

Escritura pública: 32. Reparación integral: 3. 

Gastos de ventas y propaganda: 23. Representantes ante el tribunal de ta- 

Impuesto a las ganancias eventuales: 33. saciones: 4. 

Impuestos posteriores a la desposesión: Terrenos de t( ciénego": 6, 20. 

31. Testigos: 20. 

Inflación: S, 10. Toma de posesión: 24, 30. 

Influencia de la obra pública: 2C. Tribunal de Tasaciones: 19, 20, 27. 

Inmovilización del capital: 24. 1,1,. 1 

Inmuebles: !», 32. 1 tll " 1:u, ,,cl ,,,cn i'*P«M»««i©: * 4 

Interés del capital invertido: 24. Valor objetivo: 13, 14, 1S. 

Inventario en el acto de la toma de po- Valuación fiscal: 17. 

sesión: 30. Vegetación: 6. 19. 

LrtiAK dk unre ación del inmlkklk 

Capital Federal Provincia de Córdoba 

Calle Maipú 426-28: p. 227. 1 ) Ciudad de Córdoba: ps. 64, 00. 



) Departamento Marcos Juárez : p. 164. 
Provincia de Jujuy 



Provincia de Buenos Aires 

1) Partido de Tornquist : p. 1S3. 

2) Partido de San Martín: p. 237. Departamento de Rinconada: p. 123. 

3b Partido de La Plata: p. 232. Provincia de Santa Fe 

4) Partido de Cañuelas: p. 406. Departamento Rosario: p. 303. 



5) Partido de Lauús: p. 403. 



Principios generales. 



Provincia del Chaco 

Departamento Capital: p. 400. 



1. Si In expropiación respondió claramente a la finalidad de incorporar el 
inmueble a la colonización oficial, corresponde aplicar en el caso las disposiciones 
de la ley 12.636, pues ésta no fué derogada por la H.'2ti4, a la que debe conside- 
rarse vigente 11 n (1 l carácter de ley yene ral de la materia, mas sin que sea dado 
entender que sus preceptos extinguieron o reemplazaron las normas de valuación- 
proscriptas por una ley especial como la 12.036: p. 164. 



(1) Ver también: Constitución Nacional. 18, 19; Costns. 1. 4, 5, 6; Daños y perjuicios, 3; 

HonorarioH de abocados y procuradores. 2, 3, 4. 5. 7, 8. 9, 10; Honorarios de ingenieros, 1; 

Jurisdicción y competencia. 23; Recurso extraordinario, 82. 104. 126; Recurso ordinario de 
apelación, 1, 3, 4. 10, 11. 12, 13, 14, 15, 16. 



602 



EXPROPIACION 



2. Las normas de valuación contenidas en los arts. 14 de la ley 12.636 y 65 
del decreto 126.989/42, reglamentario de aquélla, no han sido derogadas por la 
ley 13.264, a la que debe considerarse como ley general de la materia, sin 
entender que sus preceptos extinguieron o reemplazaron tales normas de valua- 
ción prescriptas por una ley especial como la 12.636: p. 185. 

Indemnización. 
Generalidades. 

3. La disposición del art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la carga de 
las costas entre ambas partes, cuando la indemnización fijada en la sentencia 
no excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta y la reclamada, 
no^ afecta el principio de reparación integral, pues éste no tiene carácter absoluto 
y sólo lia de entenderse dentro de los límites establecidos por aquella ley: p. 252. 

Determinación del valor real. 

Generalidades, 

4. Existiendo conformidad general del representante del ex propiador recurrente 
ante el Tribunal de Tasaciones, corresponde aceptar las conclusiones del dicta- 
men en cuanto al valor del terreno, admitidas en primera y segunda instancias, 
tanto más cuanto que la representación fiscal no ha aportado nuevos elementos 
de juicio que permitan apartarse del informe técnico: p. 64. 

5. Corresponde confirmar la sentencia apelada si las consideraciones formu- 
ladas por el Fisco actor en las instancias anteriores, fueron atentamente exami- 
nadas v desestimadas, con fundamentos suficientes, por el juez y la cámara: 
p. 99. " 

6. Cuando median elementos concretos reveladores de error u omisión, a los 
jueces les está permitido apartarse del dictamen del Tribunal de Tasaciones, 
especialmente si ese dictamen — como eti el caso — ha motivado tres disidencias, 
a las que se sumaron las de los interesados. En consecuencia, corresponde con- 
firmar la sentencia que, computando factores no contemplados por el Tribunal 
de Tasaciones — «mayor extensión de los terrenos de "ciénego" y valor económico 
atribuíble a la "vegetación" del inmueble — así como antecedentes de ventas o 
expropiaciones anteriormente efectuadas en la zona, gradúa el resarcimiento 
elevando la estimación efectuada por aquel cuerpo técnico: p. 123. 

7. Si la expropiación se funda en el cumplimiento de la ley 12.636, la indem- 
nización a abonarse como valor del inmueble expropiado debe establecerse con 
arreglo al criterio de valuación previsto en el art. 14, inc. b), de dicha ley, que 
lo remite a la "productividad apreciada en los 10 años precedentes al de la 
expropiación dentro de la zona en que se halle ubicado" el inmueble. En esas 
condiciones, corresponde aceptar la tasación practicada en los dictámenes del 
Tribunal de Tasaciones con arreglo al método "indirecto" o de "productividad", 
si las conclusiones a que arriban aparecen suficientemente fundadas y adecuadas 
a la realidad económica del inmueble expropiado y de la zona respectiva durante 
el lnpso previsto por la ley: p. 164. 

8. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en definitiva, 
en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación sufrida 
por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio: p. 164. 

9. Si la expropiación se funda en el cumplimiento de la ley 12.636, el valor del 
inmueble expropiado ha de fijarse con arreglo a las normas de valuación pres- 
criptas en dicha ley y su decreto reglamentario 126.989/42, que atribuyen im- 
portancia decisiva a la productividad, estimada durante los diez años precedentes 
a la. pericia. Corresponde, en consecuencia, confirmar la sentencia que establece 
la indemnización debida a los expropiados promediando las cifras obtenidas por 
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el Tribunal do Tasaciones por 'aplicación del método "directo", de comparación 
con operaciones de ventas relativas a campos ubicados en la zona del predio 
expropiado, y. el método "indirecto" o de productividad, criterio que se concilia, 
en el caso, con la doctrina de la Corte al respecto: p. 185. 

10. Es improcedente la pretensión de que la indemnización a lijarse en defini- 
tiva, en el juicio expropiatorio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación 
sufrida por la moneda desde la techa en' que tuvo lugar el desapropio: p. 227. 

11. Si el dictamen del Tribunal de Tasaciones aparece suficientemente fundado 
y no se aportan elementos de juicio susceptibles de desvirtuarlo, corresponde 
desestimar los agravios fundados, en que el cuerpo técnico prescindió de valores 
asignados en casos anteriores, y en que la sentencia admitió un coeficiente de 
ubicación que el apelante considera exagerado: p. 30o. 

12. Procede confirmar la sentencia que fija el valor del bien expropiado ajus- 
tándose al dictamen del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.264, emitido por 
unanimidad, con la única ausencia del representante del expropiado y con la 
expresa conformidad del de la ex propiadora recurrente, circunstancia esta última 
que impide la impugnación posterior por parte de los propios interesados, salvo 
casos de excepción no invocados en la causa : p. 406. 

13. La circunstancia de que, sobre la base de situaciones de hecho, se ha\a 
apreciado en conjunto el valor del bien expropiado, es cuestión ajena a lo dis- 
puesto por el art. 11 de la ley 13.264: p. 444. 

14. Aunque en un considerando del decreto respectivo se exprese que el lote 
expropiado "revisto carácter militar y es el único que por su situación, exten- 
sión y demás características generales reúne las condiciones indispensables para 
plaza de armas de las unidades destacadas en la ciudad de Resistencia'*, tal 
circunstancia no debe computarse a los electos de determinar la indemnización, 
pues las apreciaciones que la utilidad del bien merece al expropiado]*, fuera de 
que deben suponerse favorables por razones obvias, constituyen un factor total- 
mente ajeno al criterio "objetivo" de valuación consagrado por el art. 11 de 
la ley 13.264: p. 490. 

15. Corresponde rechazar el agravio (pie el recurrente funda en que el precio 
establecido no se adecúa a la realidad económica actual, habida cuenta que el 
valor del inmueble expropiado debe fijarse con relación a la época en (pie se 
produjo la desposesión, y (pie la depreciación monetaria no constituye factor 
computable a aquellos fines: p. 490. 

16. Corresponde confirmar la sentencia que fija el valor del inmueble expro- 
piado sobre la base de la estimación hecha por el Tribunal de Tasaciones, si el 
recurrente no ha aportado a la causa argumentos nuevos que permitan apartarse 
de ella : p. 490. 

17. Xo basta la sola afirmación del ex propiador de que su parte ha tenido pre- 
sente el avalúo fiscal para el pago de impuestos, aumentado en un 10 ( /< . para 
calificar de "muy excesivo" el monto fijado por el Tribunal de Tasaciones 
y aceptado, salvo pequeña diferencia, por el fallo apelado; máxime ante el 
hecho de no haber comparecido su representante ante el Tribunal, no obstante 
habérsele citado en legal forma: p. 493. 

18. Corresponde confirmar la sentencia que fija el justiprecio en forma coinci- 
dente con el del Tribunal de Tasaciones, emitido con la sola disidencia del re- 
presentante del expropiado, si las consideraciones expuestas por éste no demues- 
tran el error ni contrarrestan la eficacia del dictamen de aquel organismo: p. 493. 

Valor th la Un ta. 

19. Es inobjetable la inclusión, dentro del justiprecio de la cosa, del valor 
correspondiente a la "vegetación" (pie cubre el inmueble expropiado, aunque 
no lo haya tomado en cuenta el Tribunal de Tasaciones, si el "fallo se funda en 
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elementos cíe jimio cor. érelos e idóneos, frente a los cuales carteen de eficacia 
las razones que el oxpropiador aduce: p. 123. 

20. Corresponde desestimar el agravio f ululado en que el juez de primera ins- 
tancia adoptó un criterio insostenible al atribuir a los terrenos de "ciénego" exis- 
tentes en el tundo, una extensión mayor que la fijada por el Tribirnal de Tasa- 
ciones, sin más apoyo que declaraciones testimoniales — porque para ello sólo 
pudo basarse en informes periciales — , si la Cámara, para mejor proveer, re- 
quirió el dictamen técnico respectivo, que fué agregada a la causa y justificó 
plenamente lo decidido por los jueces spbre el punto: p. 123. 

21. No corresponde aplicar el coeficiente de disponibilidad en el caso de inmue- 
bles ocupados por terceros con derecho a ello: p. 227. 

22. En' mérito a la evolución visiblemente progresiva de los precios obtenidos 
en la venta de lotes contiguos a las dos fracciones expropiadas, corresponde 
confirmar la sentencia que no admite la deducción del 2 Yz f/ c que el Tribunal 
de Tasaciones practica en concepto de riesgo inherente a las operaciones de 
compraventa del tipo de las cotejadas en los autos ni el descuento en concepto 
de ''venta conjuntn": p. 237. 

23. Corresponde aceptar el precio unitario a que arriba la sentencia de la Cámara 
sobre la base del informe del Tribunal de Tasaciones, si no.se proporcionan 
motivos suficientes para apartarse de lus conclusiones de ese organismo coa 
respecto al tipo de interés computable a fin de determinar el coeficiente de 
corrección por forma de pago. No aparece fundado el argumento del recurrente 
acerca de la contradicción que señala entre el criterio del cuerpo técnico y el 
utilizado por el Fisco a los fines impositivos, pues la presunción prevista por 
el art. 68 del decreto 6188/52 que invoca, aparte de responder a razones y finali- 
dades diversas a las consideradas por el Tribunal de Tasaciones, no induce, en 
modo alguno, que el interés computado por aquél sea inequitativo o irrazonable: 
p. 237. 

24. Corresponde confirmar la sentencia que, para estimar el valor de la tierra, 
establece un descuento en concepto de interés del capital invertido, fundada en la 
inmovilización a que éste hubiera quedado sometido durante el lapso que insumiría 
la realización de los lotes expropiados. No obsta a ello que, en el caso, la demora 
en la venta hubiera quedado compensada con el mayor precio que se habría 
obtenido — dado la manifiesta progresión comprobada en los valores de la tierra 
objeto del juicio — , porque a la formación de este aumento habrían concurrido 
circunstancias sobrevinientes a la fecha de la toma de posesión, que es el mo- 
mento que debe tenerse en cuenta para establecer la indemnización: p. 237. 

25. Corresponde confirmar la sentencia que, al establecer el valor de la tierra 
expropiada, admite la deducción de los gastos de venta y propaganda, si no 
se ha. acreditado en la causa que aquéllos no son soportados por el propietario: 
p. 237. 

26. Si no existe en la causa constancia probatoria alguna que acredite la in- 
fracción al art. 11, in fine, de la ley 13.264, debe rechazarse la impugnación 
basada en que, antes de conocerse el proyecto de ampliación del aeródromo 
Fuerte Barragán, las tierras expropiadas — anegadizas — no sólo no aumentaban 
de valor, sino que lo disminuían en relación con otras zonas de diferentes ca- 
racterísticas: p. 252. 

27. Corresponde confirmar la sentencia apelada en cuanto eleva el precio fijado 
por el Tribunal de Tasaciones, adecuándolo a las medidas reales del inmueble 
expropiado — que se establecieron mediante un peritaje dispuesto para mejor 
proveer, no objetado por las partes — y desestima la aplicación de coeficientes 
proyectados para lotes urbanos, en atención a que las tierras de la zona — según 
el cuerpo técnico — presentan las características de las islas del Delta: p. 252. 

28. La alegada "diversidad de criterios" entre los miembros del Tribunal de 
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Tasaciones no constituyo argumento capaz de fundar la elevación del monto que 
pretende el apelante, si los seis vocales que votaron por el rechazo del dictamen 
producido por una de las Salas del Tribunal se pronunciaron, salvo el represen- 
tante del demandado, por la fijación de una indemnización menor a la establecida 
en ese dictamen: p. 490. 

Mejoras. 

29. Corresponde confirmar la sentencia de segunda instancia que acepta el valor 
atribuido por el Tribunal de Tasaciones a las mejoras, si aparecen razonables 
las consideraciones de hecho formuladas por la Cámara vinculadas con las mo- 
dalidades del crecimiento de la ciudad de Córdoba, para mantener los funda- 
mentos y conclusiones del dictamen técnico: p. 64. 

30. La circunstancia de (pie las mejoras computadas por el Tribunal de Tasa- 
ciones no se hayan inventariado en el acto de la toma de posesión sino en opor- 
tunidad de intimarse a los inquilinos la desocupación del inmueble, por lo que 
al actor (Obras Sanitarias de la Nación) no le constaría quién es el propietario 
de aquéllas, no sustenta la pretensión de que sean excluidas del monto indemni- 
zatorio establecido. Las mejoras constituyen accesorios del inmueble expropiado, 
cuya pertenencia la ley presume a favor del propietario del mismo, salvo prueba 
en contrario (pie no incumbe al expropiado, v que, en el caso, no fué rendida : 
p. 30». 

Otros daños. 

31. Procede reintegrar a los expropiados el importe de los impuestos corres- 
pondientes al período posterior a la /echa de la desposesión: p. 493. 

Procedimiento. 

Procedimiento judicial. 

32. Aún cuando el propietario del inmueble que se expropia haya suscripto un 
boleto de compraventa, dado posesión de la cosa al comprador y recibido de 
éste — (pie realizó en ella construcciones y mejoras — una parte sustancial del 
precio, si no se ha elevado el boleto a escritura pública, en el juicio ex pro pin- 
to rio no procedí» admitir como parte al tercero adquirente, (pie reclama intervenir 
en til calidad invocando ser titular del bien jurídico de la posesión y propietario 
de las mejoras introducidas. 

Al comprador, que sólo pretendo ser titular de un derecho personal o creditorio 
en los términos del art. 1185 del Código Civil, le es aplicable el art. 23 de la 
ley 13.264; y corresponde que, en todo caso, promueva acción ordinaria por 
separado, sin perjuicio de su intervención para la fijación del daño que sufra 
con la expropiación v del derecho (pie le acuerda el art. 1106 del Código Civil: 

p- <\ 

33. Xo corresponde considerar, en un juicio de expropiación, lo atinente a la 
aplicación del impuesto a las tranancias eventuales, tanto más cuanto (pie el 
punto no puedo decidirse sin intervención *lel organismo fiscal respectivo; y 
ello, sin perjuicio de que el interosado plantee la procedencia de su aplicabilidad 
por la vía pertinente: p. 227. 

EXTRANJEROS. 



Ver: Jurisdicción y competencia, 9. 
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FACULTADES EXTRAORDINARIAS. 

Ver: Recluso extraordinario, SO. 
FACULTADES PRIVATIVAS. 

Ver: Amnistía. 4; Poderes de iru<-rr:i, 4. 

FALSIFICACION DE DOCUMENTOS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 5(1. 

FALSIFICACION DE INSTRUMENTOS. 

Wr: Jurisdicción y competencia, 47, 53. 

FALTA DE ACCION. 

Ver: Recurso extraordinario. Í)S. 

FALLO PLENARIO. 

\ ci : Recurso extraordinario, 93. 

FAMILIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 38, 97. 

FEDERALISMO. 

Ver: Recurso extraordinario, 8. 

FERROCARRILES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 20; Recurso extraordinario, 105. 

FILIACION NATURAL. 

Ver: Jurisdicción y competencia, ¡>9. 

FISCAL DE ESTADO. 

\'rr: Jurisdicción y competencia. 42; Notificación, 2. 
FISCO NACIONAL. 

Ver: Recurso extraordinano, 122. 

FORMA DE LOS ACTOS JURIDICOS. 

Ver: Actos administrativos, 1. 

FRIGORIFICOS. 

Ver: Jubilación del personal del comercio, actividades afines y civiles, 1. 
FRUTOS. 

Ver: Kccurso extraordinario, .'16. 
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FUNDACION EVA PERON. 

Ver: Impuesto universitario, 1. 

G 

GOBERNADORES DE PROVINCIA. 

Ver : I ndulto, 2. 

GRAN BUENOS AIRES. 

Ver: Jurisdicción y competencia. .'54. 

GRATIFICACION. 

Ver: .Jubilación de periódicas. 1; ululación y pensión, 4. 
GUERRA. 

Ver: Daños y perjuicio*, 2; Poderes de guerra. 'S. 

H 

HABEAS CORPUS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, Ki. 17; Recurso de simpa rn. 22. 2(>, 27. 

HIPOTECA. 

Ver: Honorarios de abobados y procuradores, 1; Recurso extraordinario, 

HONORARIOS ('). 

Empleados a sueldo de la Nación. 

1. El art. 1*5 de la ley 1 1 .672 (t. o. lí)4.*>) en cuanto dispone (pie los peritos, 
y profesionales, de cualquier categoría, (pie desempeñen empleos ;i sueldo de la 
Nación, no podrán reclamar honorarios en los asuntos en que intervengan por 
nombramiento de oficio \ en que el fisco sea parte, siempre que las costas no sean 
a carero de la contraria, establece un régimen de excepción al lc^al ordinario 
(pie no debe extenderse interpretativamente : p. 200. 

2. La calidad de militar retirado efectivo, a los fines del ;irt. l.'í de la lev ll.b'72 
ít. o. líU.'í), no es equivalente al desempeño de un empleo a sueldo de la Nación. 
La ausencia del requisito de actualidad del vínculo (pie dicha norma contempla, 
es óbice para justificar la privación del derecho a honorarios reculados : p. 21*0. 

3. Con arrecio a lo dispuesto en el art. 40 Ki del Código Civil, no es susceptible 
de objeción la funevón pericial cumplida hasta la fecha en que el perito es 
nombrado para ocupar un cartro público a sueldo de la Nación: p. 20!). 

4. I rejrla p rescripta por el art. l'í de la ley 1 1 .(¡72 ( t. o. 1!)4"> ) no debe 
aplicarse con alcance retroactivo (pie ella no establece: p. 20!). 

5. No existe impedimento para la percepción de los honorarios correspondientes 
a la labor pericial desempeñada entre la fecha de la designación como perito y la 
del nombramiento para ocupar un canro público a sueldo de la Nación, aun 
ruando la pericia se haya presentado dos meses después de la fecha últimamente 



(1) Ver t n i íi 1 >i ti : Constitución N'acional. 10: Costas. 6; Jurisdicción y < ompetem ia. 1 
Recurso extraordinario. 61, 91. Í'W. 1 Olí. \'.\'.\, 147; Recurso ordinario de apelación. 1. l'J. 13 
Remisión do mitos. 1. 
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mencionada, si la presunción de que el trabajo estaba concluido antes de la 
misma, faltando sólo su compaginación, es admisible por tener fundamento en 
las circunstancias especiales de la causa, derivadas del hecho imprevisible de los 
sucesos de setiembre de 1955: p. "209. 

Regulación. 

6. El hecho de que el criterio lijado, a los efectos de practicar una reculación 
permita que el monto de los honorarios alcance al 32 ( /< del valor del juicio 
no es, sin más, comprobatorio de la confiscatoriedad impugnada. Kn efecto, 
la valide/ constitucional del honorario no se subordina sólo al monto del litigio, 
ni al interés del litigante a quien incumbe su pago: p. 110. 

7. Lo propio de la determinación de los honorarios es su justiprecio y no las 
cargas legales (pie los afectan, ni otras circunstancias ajenas al tema: p. 209. 

8. No es pertinente la parquedad usual del fundamento de los autos regula torios 
de honorarios si, habiéndose propuesto articulaciones sertas, la solución acordada 
no permite referir concreta mentí* al arancel la regulación practicada : p. 359. 

9. La v; lidez constitucional del honorario no se subordina sólo al valor del 
litigio ni al interés del litigante a quien incumbe su pago: p. 524. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES ('). 

1. Habiéndose declarado incompetente la justicia civil, para conocer en la eje- 
cución hipotecaria seguida, entre otros, contra una sociedad de responsabilidad 
limitada, las regulaciones de honorarios pertinentes deben efectuarse con arreglo 
a i a escala correspondiente a los incidentes, en los términos del art. 26 del arancel 
vigente, pues no existe sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada: p. 46. 

2. El monto del pleito a los efectos de la regulación de honorarios, en los casos 
de desistimiento del juicio de expropiación sin haber sentencia o transacción, es 
la mitad de la diferencia entre la suma pretendida y la ofrecida. La circunstan- 
cia de (pie la cantidad recia muda incluya partidas condicionales autoriza, sin 
embargo, la exclusión de las mismas, pues se trata de pretensiones que carecen 
de certeza para servir de base a la regulación a practic.r: p. 207. 

3. Kl arancel para abogados y procuradores no rige en los juicios de expropia- 
ción, sin perjuicio de (pie los principios que contiene, en cuanto expresan criterios 
imperantes de justicia, deben contemplarse en las regulaciones a efectuar: p. 207. 

4. Ante el monto elevado del juicio y su singularidad excepcional, proveniente 
de las circunstancias de pública notoriedad en que se promovió la expropiación 
y posteriormente se desistió de ella, Ja regulación de los honorarios adeudados 
debe hacerse con prudente moderación: p. 207. 

5. La decisión atinente a la inaplicabilidad del arancel, en los juicios de expro- 
piación, como a la determinación del monto del pleito concluido por vía de total 
desistimiento, encuentra fundamento -bastante en los términos de la ley arance- 
laria V responde a claros designios de justicia. En efecto, en principio, la 
materia de los juicios de dicha naturaleza, es la determinación del precio del 
bien expropiado, como base de la indemnización legal, lo cual reviste principal 
carácter técnico: p. 209. 

6. Kl rechazo total de la demanda o su terminación por desistimiento, a los fines 
regúlatenos, no equivalen a una sentencia positivamente condenatoria: p. 209. 

7. La prescindencia del arancel, en los juicios de expropiación, no significa la 
inadvertencia de la magnitud de la labor profesional ni impide la ponderación 
de las circunstancias todas de la causa, tales como la singular jerarquía de los 



ÍI) Ver también: Confltiturión Nacional, 14; Honorario». 6, 8; Rerurso extraordinario, 57, 
60. 92, 106; RecurBO ordinario de apelación, 15, 16. 
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trabajos y las condiciones particularmente difíciles en que se realizaron: p. 2*1!). 

8. Kn los juicios de expropiación, puede destacarse la labor de la dirección le- 
trada del plcilo, pues no es obligatorio el respeto de las proporciones legales 
enlre los honorarios de los profesionales del juicio: p. LÍO!). 

9. Kl arancel de abobados y procuradores no es de aplicación en los juicios fie 
expropiación, sino como elemento referencial : p. 227. 

10. A los fines de la reculación de los honorarios, en juicios de expropiación, 
no deben acumularse los intereses al capital, desde que ellos son el rebultado de 
una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional : p. 'M)~*. 

HONORARIOS DE INGENIEROS. 

1. I'ara recular los honorarios coi respondientes a los peritos ingenieros, en 
juicio de expropiación, debe considerarse como monto del pleito la diferencia 
entre la indemnización lijada en la sentencia definitiva y la oferta l'isc.d: p. YA\). 

2. Los honorarios de los peritos' ingeniero-, como requisito para la justicia de ia 
ivirulación a practicarse, deben adecuarse i\\ monto del pleito y a las demás recu- 
laciones efectuadas en la causa : p. 1 - tí> . 

HONORARIOS DE PERITOS. 

Ver: Costas. 2 ; Honorarios, 1, 12, 4, ;V, Honorarios de ingenieros, 1, '2. 

HURTO. 

Ven: Jurisdicción y competencia. 2">, 40. ">4. 



IGUALDAD. 

Ver: Constitución Nacional, (i, 1;\ 1(¡, 1S, lí); Recurso extraordinario. 44, 71, 
100, 114, V22, V2\ VA7. 

IMPORTACION. 

Ver: Recurso de amparo, í), l(i. 

IMPUESTO. 

Yrr: Expropiación. .'H ; Poderes <!<• guerra. 'J; Ueeursn e.\tr;ionlin;irio, .">.">, >>:>. 

IMPUESTO A LAS GANANCIAS EVENTUALES. 

Ver: Kxpropiación, .'i.'i. 

IMPUESTO A LAS VENTAS ('). 

1. Kn los trabajos de litografía, fotocromía y fotograbado realizados por cuenta 
de terceros, la materia prima principal está constituida por el modelo — dibujo, 
diseño, fiuura o cuadro- proporcionado por el cliente para su reproducción por 
el impresor. 

Kn consecuencia, aquellos trabajos no s ( . encuentran gravados por el imnuesto 
a las ventas en los términos del art. '2'-' de la lev 12.14i>, salvo en los caso- excep- 
cionales en (jue la materia prima utilizada por el impresor sea d-> mayor valor o 



(1) Wr taruluén: Constitución Nacional. lf>. 
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importancia que lo que en ella se inscribe o graba, circunstancia que debe ser 
acreditada para justificar la aplicación del tributo y que, en el caso, no lo ha 
sido con respecto al papel de "importación*' utilizado por la actora : p. 221. 

IMPUESTO A LOS REDITOS. 

Procedimiento y recursos. 

1. Pese al limitado alcance que el art. 2 V de la resolución 191 del 20 de julio 
de 1950, de la Dirección General Impositiva, impone al contenido de la "decla- 
ración jurada" requerida a los fines del certificado único para la transferencia 
de inmuebles, no cabe descartar la contingencia de que ella incluya datos relativos 
al estado patrimonial del transmitente del dominio, razón por la cual corresponde 
en principio considerarla amparada por la garantía del secreto que consagra, en 
favor del contribuyente, el art. 100 de la ley 11.683. Pero tal conclusión no puede 
extenderse a las restantes actuaciones producidas con motivo de la solicitud del 
certificado. 

Por consiguiente, si la prueba solicitada por la actora en el juicio sobre escritu- 
ración tiende a acreditar la existencia de trámites administrativos para la obten- 
ción del certificado y la actitud asumida por la demandada con motivo de ellos 
— circunstancia ajena al fundamento de la norma del art. 100 de la ley 11.683 — 
corresponde confirmar la resolución dictada en el juicio, que ordena requerir 
de la mencionada Dirección se remitan "todas las actuaciones promovidas por 
Certificado l'nico en razón de la venta de la finca...", con la salvedad de que 
en el oficio pertinente se limitará la información solicitada a la fecha en que 
fué presentada la solicitud y a los trámites administrativos realizados con poste- 
rioridad : p. 384. 

2. La reserva con que el art. 100 de la ley 11.633 ampara a "las declaraciones 
juradas, manifestaciones e informes" (pie se presentan a la Dirección General 
Impositiva, se limita a los datos (pie aquéllas consignan sobre el estado patri- 
monial de los contribuyentes o responsables, de manera tal que esas constancias 
no puedan eventual mente utilizarse como ''armas" contra estos últimos. 

Kn consecuencia, corresponde confirmar la resolución que, en un juicio sobre 
despido, dispone se evacúe un informe que tiene por objeto acreditar circuns- 
tancias vinculadas con los procedimientos realizados por dicha Dirección a laíz 
de la presunta infracción, por parte de los actores, de la ley de impuestos internos; 
a lo que cabe agregar que la prueba derivjida del informe solicitado es suscep- 
tible de incidir en la solución de la causa, por lo que admitir la oposición del 
organismo oficial importaría menoscabar el derecho de defensa en juicio: p. 447. 

IMPUESTO DE JUSTICIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 

IMPUESTO TERRITORIAL. 

Ver: Doble imposición, 1. 

IMPUESTO UNIVERSITARIO. 

1. Por ser de la esencia del "sueldo" o ''salario" su efectiva percepción por paite 
del obrero o empleado, el tributo creado por el art. 107, inc. 2*\ de la ley 13.031, 
no puede ser aplicado al monto equivalente a los dos meses de aumento en las 
remuneraciones que, con arreglo a lo estipulado en el convenio colectivo 108/48, 
no 'ucron percibidos por los empleados de comercio, sino retenidos por los 
empleadores y depositados con destino a la ex Fundación "Eva Perón" y a la 
Confederación de Empleados de Comercio: p. 400. 
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IMPUESTOS INTERNOS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 2. 

IMPUESTOS MUNICIPALES. 

Ver: Constitución Nacional, 15; Doblo imposición, 1; Recurso extraordinario, 55. 
IMPUESTOS PROVINCIALES. 

Ver: Doble imposición, 1; Jurisdicción y competencia, 42, 44. 
INCIDENTES. 

Ver: Honorarios de abogados y procuradores, 1; Recurso de queja, 1. 
INDEMNIZACION. 

Ver: Daños y perjuicios, 2; Recurso extraordinario, 44, 100. 

INDULTO. 

1. Si bien la expresión "causas pendientes" contenida en las leyes 14.037, 14.204 
y 14.408. sobre provinciallzación de territorios (arts. 16, 13 y 12, respectivamente) 
se ba referido a las que, por cualquier motivo, se encontraban en trámite, cabe 
extender el mismo principio a los procesos criminales terminados por sentencia 
firme, en los que está ejecutándose la condena impuesta por los tribunales, 
entonces federales, de los territorios provLnciali/ados, y por delitos de carácter 
común, a los fines del informe requerido por el (iobernador de la Provincia 
durante el trámite del indulto solicitado por el reo: p. 12. 

2. Xo habiéndose cuestionado la facultad del (iobernador de la Provincia de 
Formosa para indultar a reos de delitos de carácter común o no federal come- 
tidos en esc Kstado antes de su provincLali/.aeión — y que sí» encuentran cum- 
pliendo condenas impuestas por los tribunales entonces federales — , corresponde 
(pie el informe requerido en el expediente de indulto sea evacuado por los tribu- 
nales locales competentes y v.o por la Corto Suprema, (pie dw*tó la sentencia 
definitiva en la causa : p. 12. 

3. En el caso de indulto de un condenado por delitos comunes ante la justicia 
federal, con anteriorid:i 1 a la provinciali/.ación del territorio, el informo reque- 
rido por el (iobernador de la provincia debe ser producido por las autoridades 
judiciales locales o, en todo caso, por la Corte Suprema, que dictó, por vía del 
recurso ordinario de apelación, la sentencia definitiva recaída en la causa: pero 
no por la Cámara Federal con jurisdicción en la provincia: p. 468. 

4. So baila dentro de las atribuciones que corresponden a las autoridades locales 
la concesión de indulto, por el (iobernador de una provincia, al condenado por la 
justicia federal, como roo de delito común, con anterioridad a la provineializaoión 
del territorio respectivo: p. 468. 

INGENIERO. 

Ver: Honorarios de ingenieros, 1, 2; Kecurso extraordinario, 

INHABILIDAD DE TITULO. 

Ver: Hecurso extraordinario, 1 .'{;>. 



INHIBITORIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 12; Recurso ordinario de apelación. 7. 
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INJURIAS. 

Ver: Amnistía, 3. 

INMUEBLES. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 3, 4, 6; Expropiación, 9, 21, 29, 30, 32; Impuesto 
a los rédito^ 1 ; Recurso ordinario de apelación, 4. 

INSTITUTO NACIONAL DE ACCION SOCIAL. 

Ver: Mandato, 1, 2; Recurso ordinario de apelación, 8. 

INSTITUTO NACIONAL DE PREVISION SOCIAL. 

Ver: Jubilación y pensión, 2, 3, 5; Recurso extraordinario, 18, 25, 26, 27, 84. 

INSTRUCCION PUBLICA. 

Ver: Daños y perjuicios, 2. 

INTENDENTE MUNICIPAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 113. 

INTERDICCION DE BIENES. 

Ver: Recurso extraordinario, 136, 14S. 

INTERDICTOS. 

Ver : Costas, 4. 

INTERES PUBLICO. 

Ver: Cosías, 1; Daños y perjuicios, 4; Leyes aduaneras, 1. 

INTERESES. 

Ver: Expropiación, 23, 24; Honorarios de abobados y procuradores, 10. 

J 

JUBILACION DE EMPLEADOS BANCARIOS. 
Sueldo. 

1. El alcance del art. 7 V , inc. c). de la ley 11.575, lué ampliado — incluso en lo 
(jue respecta al personal bancario — merced a la sanción del art. 3", inc. d), del 
decreto-ley 23.682/44. Desde la techa de videncia de éste los conceplos "sueldo" 
y "remuneraciones totales" deben ser interpretados, a los electos jubilatorios, 
seirún la acepción (|ue el derecho vidente les ron riere tanto en orden a la legis- 
lación laboral (art. 2 V del decreto-ley 33.302/45) como en lo relativo a supuestos 
de alguna manera equivalentes (art. 13 del decreto-ley 31.665/44 y art. 12 del 
decreto-ley 13.937/46, ratificados por ley 12.921). En consecuencia, corresponde 
continuar la sentencia (pie decide (pie el valor locativo de la casa habitación 
facilitada por un Manco al empleado solicitante de la jubilación, integra el con- 
cepto de sueldo a los electos de la ley 11.575, a partir del 15 de setiembre de 1944: 
p. 76. 
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JUBILACION DE EMPLEADOS DE COMPAÑIAS DE SEGUROS, 
REASEGUROS, CAPITALIZACION Y AHORRO. 

1. El decreto 8,'H*2/48 vino a contemplar la situación de "las personas físicas 
que liaban del corretaje de seguros, reaseguros, capitalización y ahorro su pro- 
fesión habitual y principal, cualquiera fuera la denominación que las empresas 
les den", ampliando de tal. manera las previsiones del decreto-ley 2.ü)K*_í/44, y 
excluyendo del régimen juhilalorio tan sólo a aquellas personas (pie ejercieren 
las referidas actividades en forma no habitual y principal: p. l*b\ 

2. Establecido en la can si de manera irrcvisible, que los productores de seguros 
ejercían su actividad como pro l esión habitual y principal, aunque sin vínculo de 
subordinación jurídica respecto de la empresa actora, la obligación de é^ta de 
efectuar los aportes jubilatorios correspondientes no nació a partir de la fecha 
de videncia del decreto-ley 2.'i.b'8'2/44 — cuyos beneficios quedaron reservados a 
quienes desempeñaran sus ta ivas en condiciones de dependencia y subordinación 
(art. ines. c y d) — . sino desde la fecha del decreto 40..'tt)8 47. en virtud de 
expresa disposición del art. 'A'-\ apartado secundo, del decreto S.'t12/48: p. 1 S(¡. 

JUBILACION DE EMPLEADOS DE EMPRESAS PARTICULARES. 

Ver: Acumulación de beneficios, 2. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES ('). 
Cómputo de servicios. 

1. Ln prohibición prevista en el art. 1() del decreto reglamentario de la ley 
11.02.Í no ri*re con respecto a los alumnos o "cadetes" de las tres escuelas militares 
de la Nación, desde que ellos forman parte del personal en servicio activo de las 
fuer/as armadas y adquieren, con su incorporación a dichos institutos, "estado 
militar", siendo independiente de esas calidades la circunstancia de que los respec- 
tivos servicios no sean remunerados a sueldo. Kn consecuencia, si los servicios 
cuestionados son computantes en el caso para el retiro del Ejército y el interesado 
no percibe suma alguna en concepto de "retiro, militar", por lo que no se pre- 
senta la Mtuación prevista en el art. 08, /// fine, de la ley 4.54Í), aquéllos deben 
ser computados a los fines' del beneficio jubilatorio:' p. '((¡4. 

Jubilaciones. 
Determinación del monto. 

2. El art. ¡V' del decreto 11.001/50, reglamentario del art. X\ de la ley 14.370, 
no condiciona la computabilidad de los viáticos percibidos por los agentes del 
Estado al hecho de (pie, como tales, se asigne una suma lija no sujeta a rendición 
de cuentas; sólo c\i*j;e que los aludidos importes hayan sido liquidados en forma 
habitual y permanente y en razan de los canjos desem peñados. En consecuencia, 
si la actora, durante los años lí)f)0 a 1955 y en el desempeño del canjo de 
Inspectora de la Dirección General de Enseñan/a Técnica del Ministerio de Edu- 
cación, percibió diferentes importes en concepto de compensación de trastos 
(viáticos), tiene derecho n (pie le sean computados a los fines de la determi- 
nación de su haber jubilatorio: p. 230. 

Pensiones. 

3. K< ajustada a derecho la resolución que denegó el derecho a pensión, fundada 
en que no concurrían en el caso ninguno de los requisitos exigidos por el irt. 47 



( 1 ) Ver tnnibii'n : Cosn juzgada, 1 . 
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de la ley 4.MÍ), vigente al dictarse aquélla. No obsta a tal conclusión el art. 29 
de la ley 12.8S7, derogatorio del ajt. 47 de la 4.J4Í), pues sólo se aplica a los 
beneficiarios cuyos derechos se originen desde la fecha de mi videncia, lo que 
no ocurrió en el caso; ni, en cuanto a la existencia de un hijo extramatrimonial, 
lo dispuesto por la ley 14.367, cuyo art. 7" consagra c*l principio de la i rre tro- 
ai ct i vida d cuando exista la posibilidad de alterar actos cumplidos con anterioridad 
a su sanción : p. 406. 

JUBILACION DE PERIODISTAS (')* 

1. Para determinar la "índole'' e "importancia" de los servicios prestados a que 
se refiere el art. 12 de la ley 14.370 respecto de la "forma normal de retribu- 
ción", corresponde considerar, como pautas objetivas para resolver el caso, la 
circunstancia de que el diario donde el peticionante desempeñó el cargo de Di- 
rector de Publicidad suele retribuir a ciertos funcionarios o colaboradores cali- 
ficados, con gratificaciones que se asignan en función del cargo e importancia 
de los servicios, así como el monto de los sueldos percibidos durante el período 
cuestionado, que no aparece desproporcionado con respecto al importe de las 
"gratificaciones". En consecuencia, éstas constituyen remuneraciones computables 
a los fines del precepto legal citado: p. 12ÍKÍ . 

JUBILACION DEL PERSONAL DE LA INDUSTRIA. 

Ver: Jubilación y pensión, 1, 6; Recurso extraordinario, 20. 

JUBILACION DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDADES 
AFINES Y CIVILES ( 2 ). 
Personas comprendidas. 

1. Establecido por el tribunal a quo, de manera irrevisible en la instancia extra- 
ordinaria, que existe, por una parte, subordinación de los obreros y, por otra, 
dirección y vigilancia de la empresa frigorífica recurrente, respecto del personal 
de ''changadores" o peones ocupados transitoriamente por la última, es incues- 
tionable la inclusión de tales trabajadores dentro del régimen jubila torio esta- 
blecido en el decreto-ley 31.665/44, de conformidad con lo dispuesto en el art. 2<> 
de ese cuerpo legal. La falta de continuidad de la relación jurídica (contra- 
tación discontinua, accidental o transitoria) no tiene significación alguna ante 
lo que preceptúa el art. 7'\ i» fine, de dicho decreto-ley. En consecuencia, 
corresponde confirmar el fallo que condena a la empresa a cumplir la obligación 
establecida en el art. 6o del decreto-ley aludido: p. 505. 

JUBILACION Y PENSION ( 3 ). 

1. El requerimiento de la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la 
Industria de (pie a los efectos de la jubilación por invalidez se compruebe, con 
inlorme de "Medicina Social", si la incapacidad verificada de la recurrente se 
"retrotrae a la lecha del primer cese" de sus actividades laborales, ocurrido seis 
años antes, tiene fundamento en lo dispuesto por el art. 21 de la ley 14.370: p. 47. 

2. El régimen del art. 14 de la ley 14.236, aparte de los puntos de interpretación 
legal, no autoriza la revisión judicial de las decisiones administrativas sobre 
previsión social, en sus aspectos de hecho, salvo los supuestos de inobservancia 



(1) Ver tiiinhif'n: .Inhibición y pensión. 4; "Recurso extraordinario, 25. 

(2) Ver tHtnhién : Recurso extraordinario. 20. 

(3) Ver tnriilm'-n: Acumulación de beneficios, 1; Recurso extraordinario, 18, 20, 25. 26. 27, 
28. 84. 95. 
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de los derechos y garantías constitucionales o de que las decisiones aludidas 
adolezcan de arbitrariedad: p. 47. 

3. La prueba de que la invalidez se ha producido durante la relación laboral 
y por causa sobreviniente a su iniciación, a los fines de la jubilación pertinente 
prevista en el art. 21 de la ley 14.370, es técnico-profesional y debe, por vía de 
principio, producirse por medio de los facultativos del Instituto Nacional de 
Previsión Social, siendo ineficaz, a dichos fines, la consistente en declaraciones 
de testigos y certificados patronales. I^a solución no varía por la circunstancia 
de haber presentado el recurrente, en la causa, un certificado expedido por un 
médico particular, pues el misino no reviste la forma de una peritación : p. 214. 

4. El art. 12 de la ley 14.370 no define, con exactitud, lo que debe entenderse 
por "forma normal de retribución", limitándose a relacionar ese concepto con 
la "índole" e "importancia" de los servicios prestados. Esta última circunstancia 
no es susceptible de determinarse sobre la base de la mayor o menor jerarquía 
intelectual de las tareas cuestionadas ni con fundamento en distinciones entre 
actividad "financiera o económica", por un lado, e "intelectual e informativa", 
por otro, como lo pretende, en el caso, la Caja Nacional de Previsión para el 
Personal del Periodismo, pues ello, aparte de resultar ajeno a las menciones 
dogmáticas del precepto le*ral, importaría abrir un peligroso mnnren a la di se na- 
cionalidad de los órganos de aplicación: p. 293. 

5. La intervención, en causas sobre jubilación por invalidez, de los facultativos 
del Instituto Nacional de Previsión Social para comprobar si la incapacidad veri- 
ficada de la recurrente se "retrotrae a la fecha del primer cese" de sus actividades 
1; -borale*. tiene fundamento en lo dispuesto en el art. 21 de la ley 14.370: p. 364. 

6. No dándose razones suficientes para prescindir de los precedentes de la Corte, 
en lo atinente a la interpretación del art. b'7 del decreto-ley 13.937 y 46, es válida 
la comprobación de la invalidez por los médicos forenses: p. 462. 

JUECES ('). 

1. Es también misión de los jueces, en cumplimiento de su ministerio como órga- 
nos de aplicación del derecho, la preservación de la gestión de los intereses que 
las leyes encomiendan a otros organismos gubernamentales. Ello es así, aun en 
los supuestos en que tal gestión requiera el ejercicio, por las respectivas autori- 
dades titulares, de funciones jurisdiccionales: p. 351. 

2. Es obligación de los ¡ueces, en cuanto órganos que son de aplicación del 
derecho, la de expedir mis decisiones derivándolas del ordenamiento jurídico 
vigente. Sus fallos han de ser fundados en las normas constitucionales y legales 
vigentes o en los principios que las integran, no en la libre determinación judicial 
(Voto del Señor Ministro Doctor Üon Aristóbulo I). Aráoz de Lamadrid) : p. 435. 

JUECES NATURALES. 

Ver: Kecurso extraordinario, 62. 

JUICIO CRIMINAL. 

Ver: Exhorto, 1: Indulto, 1; Jurisdicción y competencia, 2, 6. 54; Recurso 
extraordinario, 109, 140. 

JUICIO DE APREMIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 42; Recurso extraordinario, 76. 



(1) Ver también: Juicio político. 1; Provincias. 3; Recurso de amparo, 23; Sanciones 
disciplinarias, 2. 
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JUICIO DE ARBITROS. 

Ver: Kecurso de amparo, 2S, 29. 

JUICIO EJECUTIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 121, 133, 134, 135. 

JUICIO ORDINARIO. 

Ver: Recurso extraordinario, 135. 



JUICIO POLITICO O- 

1. En atención a la naturaleza del juicio político que la Constitución encomien- 
da al Senado de la Xación, no corresponde que la Corte Suprema u otro tribunal 
de justicia formule peticiones o sugerencias vomo la que transmite la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, referente a la conve- 
niencia de pedir al Senado la suspensión provisional de un magistrado del fuero, 
cuyo juicio político se encuentra en trámite. 

Ello, cualquiera sea la gravedad o importancia de la situación que las motiva: 
p. 219. 

JUICIO SUCESORIO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 50, 57, 58, 59, 60; Recurso extraordinario, 137. 
JURAMENTO. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 1. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA (-). 
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Dirección Nacional «lo Institutos Pénalos: 

Dirección Nacional «lo Vialidad: 20. 
Domicilio : ."¡6, ~)9. 

Domicilio del acreedor prendario: 55. 

Kmplcados nacionales: 27. 
Kinprcsa nacional de telecomunicaciones: 
31. 

Empresas del Estado: 21, 22." 

Encubrimiento : ó4. 

Entidades a utú replicas : .'51. 

Entrega de la posesión del campo: 60. 

Estafa: :S2, 45, 47. 
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Exliorto: ;i, ó, 6, 7, 8. 

Expediente en reconstrucción: 63. 

Expediente extraviado: 6.'í. 

Expropiación : 2ií. 

Extranjeros ; 9. 

Falsificación de documentos: 50. 
Pacificación de instrumentos: 47, 53. 
Fecha de la presentación en convocatoria: 
G2. 

Fecha del pedido do quiebra: 62. 
Ferrocarriles : 29. 
Filiación natural: 59. 
Fiscal de Estado: 42. 

Oran Huonos Aires: 34. 

II á boas corpus: 1(5, 17. 
Honorarios: 1. 
Hurto: 49, 54. 

Impuestos provinciales: 42, 44. 
Inactividad de las partes: 1. 

Juicio criminal: 6. 

Juicio de apremio: 42. 

Juicio sucesorio: 50, 58, 59, 00. 

Justicia del trabajo: 17, 21. 

Justicia federal: 2, 6, 19. 

Justicia militar: 6. 

Justicia nacional: 1, 3, 59. 

Justicia nacional en lo 'Omereinl: 03. 

Justicia provincial: 1, 2. í, 19, 42, 59, 63. 

Lesiones: 27, 4't. 

Lesiones por imprudencia: 29, 34, 35. 
Leves federales: 19. 
Leyes nacionales: 9, 10. 
Leves nacionales do procedimientos: 11. 
Leves provinciales : 9, 42. 
Libertad física o corporal: 16. 
Libreta de enrolamiento: 36, 53. 
Locación de cosas: 41, 61. 
Lotería Nacional de Beneficencia y Casi- 
nos : 32. 



Lugar de comisión de la infracción: 24. 
Lugar del cumplimiento de la obligación: 
l:: f 14. 

Militares : 56. 
Ministros : 2S 
Monopolio: 2S. 

Munición para armas de guerra: 25. 
Municipalidad de la Ciudad de Buenos Ai- 
res: 23. 
Mutuo: 15. 

Nación: 23. 
Nulidad: 42. 

Pagadores ambulantes en los hipódromos: 
32. 

Partes: 23. 

Partidas de defunción: 57. 

Partida de matrimonio: 50. 

Patrimonio nacional: 29, 30, 32, 33, 34. 

Permiso de importación: 2S. 

Plazo: 15. 

Prefectura nacional marítima: 4S. 
Prenda con regist ro : 55. 
Prisión nacional : 26. 
Proceso abierto: 54. 
Prórroga de jurisdicción: 41. 
Provincializacióii de territorios naciona- 
les: 27. 
Provincias: 2, S, 27, 43, 44. 
Prueba: 12, 57, 5S. 

Quiebra: 31. 62. 

Recurso contenciosoadminist rativo : 24. 
Recurso de amparo: 16, 17. 
Recurso extraordinario: 44. 
Relación de empleo público: 22. 
Remate: 60. 

Remisión de expediente: S. 
Resistencia a la autoridad: 48. 
Responsabilidad del Estado: 29, 34, 35. 
Responsabilidad patrimonial del Estado: 
27. 

Servicio militar: 36. 
Servicios locales: 34. 
Subdelegado sindical: 22. 
Sublocación : 15. 
Sucesión : 60. 

Sujeto pasivo del delito: 32. 

Teléfonos: 31. 
Tribunal pleno : 4. 

Tribunal Superior de Justicia de Córdoba: 

V 

Tribunales del trabajo: 9, 10. 
Vinos : 24. 



Conflictos entre jueces. 

1. De ninguna manera puede quedar supeditado a la actividad o inactividad de 
las partes en juicio, el debido acatamiento a lo resuelto por la Corte Suprema 
sobre la competencia para conocer del mismo. 

Va\ consecuencia, el juez provincial debe remitir la causa al nacional de la 
Capital, en el término de diez días, sin perjuicio de las medidas (jue estime perti- 
nentes para la observancia de la lev local sobre honorarios: p. 28. 
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2. Corresponde que el juez en lo Criminal y Correccional de la Primera Nomi- 
nación de Santiago del Estero, que no ha remitido contestación alguna al exhorto 
librado, y reiterado en cinco oportunidades, por el juez federal de Resistencia, 
en un juicio criminal cuyo trámite se halla interrumpido por esa circunstancia, 
dé cumplimiento en el término de cinco días al encargo formulado y haga saber 
a la Corte Suprema, dentro del' mismo plazo, las fechas en que recibió los 
exhortos aludidos, el trámite que les dió y las razones que tuvo para no contes- 
tarlos: 61. 

3. La falta de respuesta por un juez provincial a las rogatorias libradas por 
un magistrado federal constituye una efectiva traba a la acción de la justicia 
nacional, a la que la Corte Suprema debe poner término, en ejercicio de la 
jurisdicción que le confiere el art. 24, inc. 7^ del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) : 
p. 61. 

4. Corresponde a la respectiva cámara en pleno resolver cuál es la sala que debe 
intervenir, en el caso en que los jueces de una de sus salas se han excusado y la 
que sigue en orden de turno considera improcedente la excusación. La interven- 
ción de la Corte Suprema para dirimir el conflicto es improcedente, pues aquél 
no configura ninguno de los supuestos a que se refiere el art. 24, inc. 7", del 
decreto-ley 1285/58 (ley 14.467); y, además de la norma del art. 17 de la ley 
4128, aplicable a la hipótesis planteada, los arts. 6'-' de la lev 7055, 28, ap. a), 
de la ley 13.998 y 27, ap. a), del decreto-ley mencionado, han contemplado casos 
en que podrían suscitarse cuestiones entre sí; las de una misma cámara, encomen- 
dando su solución al tribunal en pleno: p. 177. 

5. La disensión que plantea la resistencia, expresa o no, al diligenciamiento de 
rogativas entre jueces de distinta jurisdicción, constituye una especie de los con- 
flictos entre magistrados que incumbe a h Corte Suprema solucionar, en ejer- 
cicio de su jurisdicción legal: p. 379. 

6. Corresponde que el Juez de Instrucción Militar de Aeronáutica dé cumpli- 
miento, en el término de diez días, a lo solicitado por el Juez Federal de Bell 
Vil le, Córdoba, en exhorto librado y reiterado en dos oportunidades — con reque- 
rimiento infructuoso, en otras tres, de la intervención de la Secretaría de Aero- 
náutica — en un juicio criminal cuyo trámite se encuentra interrumpido por esa 
circunstancia; y que, dentro del mismo término, informe a la Corte sobre los 
motivos determinantes de la demora : p. 379. 

7. La disensión que plantea la resistencia, expresa o no, al diligenciamiento de 
rogativas entre jueces de distinta jurisdicción, constituye una especie de los 
conflictos entre magistrados que incumbe a la Corte Suprema solucionar, en 
ejercicio de su jurisdicción legal: p. 518. 

8. No importa desconocimiento de la obligación legal de acatar el pedido formu- 
lado por el juez nacional, ni vulnera las prerrogativas del Poder Judicial de la 
Nación, la devolución — sin diligenciar — de un exhorto librado por el juez 
federal de Bell Vi lie, Córdoba, al Tribunal Superior de Justicia de la Provincia, 
si la decisión de este último se funda en (pie la rogatoria versa sobre materia 
ajena a su competencia, pon pie el trámite para la remisión de un expediente 
archivado corresponde, dentro de la Provincia, al Juez en lo Civil y Comercial 
en turno; tampoco está afectada, en el caso, la necesaria colaboración y armonía 
de las autoridades provinciales con las nacionales en el ejercicio de la jurisdicción 
que atribuyen a éstas la Constitución y las leyes de la Nación: p. 518. 

Cuestiones de competencia. 
Generalidades. 

9. Corresponde confirmar la sentencia que desestima la incompetencia de juris- 
dicción del tuero del trabajo, deducida con fundamento en que el actor es -irgen- 
tino y el demandado extranjero, si la resolución se sustenta en disposiciones 
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de la ley 517S de la Provincia de Buenos Aires concordantes con las normas 
de carácter nacional sobre competencia contenidas en el decreto-ley 32.347/44 
(ley 12.948) : p. 445. 

10. Las normas sobre competencia consagradas en el decreto -ley 32.347/44, ley 
12.948, tienen alcance nacional y su objeto es allanar los obstáculos provenientes 
de la diversa distribución de la competencia que puedan oponerse al mejor fun- 
cionamiento de los tribunales del trabajo en el país: p. 445. 

11. Las cuestiones de- competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben 
resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos: p. 527. 

Inhibitoria: planteamiento y trámite. 

12. . Es tardía la cuestión de competencia por inhibitoria planteada por la deman- 
dada después de habérsele dado por decaído el derecho de contestar la demanda, 
ofrecer prueba y oponer excepciones: p. 314. 

Competencia territorial. 
Elementos determinantes. 

Lugar del cumplimiento (h- la obligación. 

13. El juez competente para conocer en los juicios en que se ejercen acciones 
personales es, con preferencia al del domicilio del demandado, el del lucrar conve- 
nido, explícita o implícitamente, para el cumplimiento de la obligación: p. .318. 

Compraventa. 

14. Corresponde conocer del juicio por cobro de pesos a la justicia de la Capital 
Federal y no a la de Colón, Provincia de Entre Ríos, si existen en los autos 
elementos de juicio suficientes para acreditar que la Ciudad de Buenos Aires 
era el lugar convenido implícitamente por las partes para cancelar la ob libación 
de pagar, el precio de la mercadería reclamada al demandado y resultante de 
un contrato de compraventa : p. 318. 

Mutuo. 

15 De conformidad con lo prescripto en el art. 46, inc. I 9 , del decreto-ley 1285/ 
58, corresponde a la justicia nacional en lo civil, y no a la nacional de paz de la 
Capital Federal, conocer leí juicio en el que se reclama la devolución de pesos 
15.000 m/n. dados en pivstamo a la demandada al contratar con la actora la 
sublocación de dos habitaciones; oportunidad en que las partes convinieron que, 
hasta la total devolución, dicha cantidad debía imputarse al pago del arrenda- 
miento a razón de $ 155 mensuales, bajo la condición de que el plazo caducaría 
y el crédito sería inmediatamente cxknhle si la sublocataria no ocupaba la 
vivienda en una fecha establecida, como efectivamente ocurrió: p. 321. 

Competencia nacional. 
Principios generales. 

16. Todos los jueces nacionales, dentro del ámbito de sus respectivas jurisdic- 
ciones territoriales y sin distinción de fueros, son competentes para conocer de 
demandas de amparo que no se refieran a la libertad física o corporal: p. 435. 

17. Corresponde confirmar la sentencia que declara la incompetencia de la justi- 
cia nacional del trabajo para conocer de una demanda de amparo, fundada en 
que las disposiciones locales pertinentes no le acuerdan competencia pura conocer 
de la causa. Ello porque no existe, en el caso, razón esencial para prescindir 
de lo dispuesto en los arts. 20 de la ley 4S y bl8 del Código de Procedimientos 
en lo Criminal,- que en nada obstan al expedito funcionamiento del amparo y, 
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por el contrario, le dan baso legal (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aris- 
tóbulo D. Aráoz de Lamadrid) : p. 435. 

18. Xo obstante la generalidad de los términos de los arts. 67, inc. 17, 94 y 100 
de la Constitución Nacional, esas prescripciones no impiden la atribución de com- 
petencia a los jueces locales en el caso de no existir los propósitos que las infor- 
man, sea por el escaso monto de los juicios, la relativa importancia de las causas 
civiles o penales, o por otros motivos: p. 445. 

Por la materia. 

Causas regidas por normas federales. 

19. Xo es admisible que la aplicación en los casos concretos de una ley de amnis- 
tía pueda efectuarse sin la garantía que contempla la primera cláusula del art. 
100 de la Constitución Nacional y con los riesgos que ella ha tratado de eliminar. 
Mediante la inserción de ese precepto se quiso impedir que el objeto de las dispo- 
siciones federales pudiera verse frustrado como consecuencia de las interpreta- 
ciones disímiles y acaso contrapuestas de los jueces provinciales: p. 455. 

Causas excluidas de ¡a competencia nacional. 

20. Con arreglo a lo dispuesto en el art. 42, inc. a), de la lev 13.998 — en vigencia 
aún después de dictado el decreto-ley 1285/58 — corresponde a la justicia nacio- 
nal de paz de la Capital Federal, y no a la civil y comercial federal, conocer 
de la demanda promovida por la Dirección Nacional de Vialidad, por daños y 
perjuicios, sobre la base de los daños sufridos a raíz de un accidente de tránsito 
por un automotor de su propiedad y que no se vincula con hechos, actos o con- 
tratos concernientes a los medios de transportes terrestres: p. 324. 

Poi las personas. 

Nación. 

21. Es competente la justicia del trabajo de la Capital Federal para conocer en 
la demanda entablada contra la Empresa Nacional Aerolíneas Argentinas, sobre 
indemnización por despido, cuando no resulta de lo actuado que la actora inte- 
grara las autoridades de aquélla, ni tuviera a su cargo funciones de dirección, 
gobierno o conducción ejecutiva, ni fuera tampoco funcionaría superior o subor- 
dinada, en los términos de los arts. 5 9 , 6^ y 17, inc. 1*\ del decreto 4678/57. La 
sola circunstancia de que la demandante formara parte del "personal" de la 
aludida empresa, en condiciones de empleada subalterna, no basta a los fines 
de la procedencia del fuero federal en la causa: p. 271. 

22. No es competente la justicia federal para conocer en la demanda entablada 
contra la Empresa Nacional Aerolíneas Argentinas, sobre indemnización por 
despido, cuando no inedia relación de empleo público. Tal ocurre en el supuesto 
en que no resulta de los autos que el actor desempeñara funciones directivas, de 
gobierno o conducción ejecutiva, ni revistiera calidad de funcionario superior o 
subordinado, en los términos de los arts. 5?, 6° y 17 del decreto 4678/57, sino 
que integraba el "personal" de la empresa mencionada en calidad de subdelegado 
sindical : p. 280. 

23. Las circunstancias sobrevini entes a \p radicación de la causa por demanda y 
contestación, en cuanto a las partes del pleito — en el caso la cesión de los dere- 
chos del Estado -a, la Municipalidad — , no dan lugar, por vía de principio, a 
objeción respecto a la competencia del Tribunal que ha conocido en la causa, 
en las instancias ordinarias: p. 282. 

Causas penales. 

Violación de normas federales. 

24. Cualquiera sea la naturaleza de la sanción aplicada con arreglo a lo dis- 
puesto por los arts. 22 de la ley 12.372 y 2* del decreto-ley 4497/57, corresponde 



JURISDICCION Y COMPETENCIA fi21 

conocer del recurso contcneiosoadministrativo deducido ni juez del lugar donde 
habría sido cometida la infracción. 

En consecuencia, aunque la firma sancionada tenga su domicilio en otro luirá r, 
si el fraccionamiento, depósito, circulación o venta del producto cuyo análisis 
de control no coincidió con el do origen, habrían ocurrido en la ciudad de R ra gado, 
es competente para entender en la causa el juez federal de Mercedes, Provincia 
de Rueños Aires: p. 57. 

25. Con arreglo a lo dispuesto en los arts. 3'> y 4" de la ley 13.945, corresponde 
conocer de la causa a la justicia federal, y no a la penal provincial del lugar 
de la sustracción, si los cartuchos calibre 38, largo especial — munición que perte- 
nece al tipo de las clasificadas como ''armas de guerra" — , aunque elaborados 
con materiales hurtados en una fábrica, fueron armados fuera del establecimiento 
y en forma clandestina : p. 264. 

Delitos t¡ur obstruyen el normal f uncionamif nto de las instituciones nacionales. 

26. No corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional federal 
de la Capital, sino a la nacional en lo criminal de instrucción, conocer de la 
denuncia por apremios ilegales que habrían sido perpetrados en la Prisión Na- 
cional, por funcionarios de la Dirección Nacional de Institutos Penales: p. J(iS. 

27. Es competente el juez federal de Santa Cruz, y no el de primera instancia 
de Kío Gallegos, para conocer del sumario instruido con motivo de hechos delic- 
tuosos (lesiones y daño) que se habrían cometido, en la Cárcel Nacional de Río 
Gallegos, con intervención de funcionarios y empleados cuyo carácter nacional 
no se discute; tales hechos podrían afectar u obstruir el buen servicio de los 
empleados de la Nación y aún, eventualmente, dar lugar a la responsabilidad 
patrimonial de esta última. Xo es necesario, entonces, para dirimir la contienda, 
establecer si el edificio de la Cárcel de Río Gallegos ha pasado o no a ser 
propiedad de la Provincia de Santa Cruz, circunstancia de la (pie lia ce mérito 
el juez provincial para afirmar su competencia, en razón del vencimiento de 
los plazos fijados en la ley 14.408 y en el decreto-ley 4í)0S/f)8 : p. 453. 

28. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional federal y 
no a la de instrucción, de la Capital Federal, conocer de la causa en la que se 
investiga la infracción a la ley 12.906, imputada a un ex Ministro de Finanzas 
de la Nación y Presidente del Raneo Central y a un ex Director de aquel Minis- 
terio, consistente en man obras que tendían a establecer un monopolio mediante 
el otorgamiento de permisos de importación: p. 548. 

Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y de sus reparticiones au- 
tánfuicas. 

29. Aunque no exista daño a los bienes de la Nación, la posibilidad de (pie, como 
consecuencia del hecho, aquélla deba responder civilmente, determina la inter- 
vención de los jueces federales y no de los provinciales en el conocimiento de 
la causa. 

En consecuencia, es competente el Juez Federal de Resistencia, Provincia de 
Chaco, y no el Criminal y Correccional de Presidencia Roí pie Sáenz Pena, para 
conocer de la causa instruida por lesiones producidas a raíz de un accidente 
ferroviario, y en la que se investiga la posible responsabilidad criminal del perso- 
nal — dependiente de la Nación — (pie, conducía el tren : p. 34. 

30. La justicia federal es la competente para conocer de las causas penales origi- 
nadas por delitos que, en términos generales y con pre>cindencia de la clasifica- 
ción (pie les corresponda, afectan o pueden afectar el patrimonio nacional: p. 34. 

31. \jí\ circunstancia de (pie la Nación o una de sus reparticiones autárquicas sea 
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acreedora del fallido no determina por sí sola la competencia de los tribunales en 
lo federal de la Capital para conocer del proceso iniciado contra aquél por dolo o 
fraude en su conducta. 

En consecuencia, corresponde a la justicia nacional en Id criminal de instruc- 
ción, y no a la criminal y correccional federal de la Capital, conocer del sumario 
aunque en el expediente sobre quiebra la Empresa Nacional de Telecomunica- 
ciones reclame una suma de dinero por la no devolución de los aparatos telefónicos 
de su propiedad : p. 59. 

32. La justicia federal es la competente para conocer de las causas penales ori- 
ginadas por delitos que, en términos generales y con prescindencia de la clasifi- 
cación que les corresponda, afectan o pueden afectar el patrimonio nacional. 
Corresponde a la justicia en lo criminal y correccional federal de la Capital, y 
no a la nacional en lo criminal de instrucción, el conocimiento del sumario por 
estafa y tentativa de estafa que se habrían cometido mediante la presentación 
de boletos no válidos, denunciadas por dos Apagadores ambulantes" que actúan 
en los hipódromos dependientes de la Lotería Nacional de Beneficencia y Casi- 
nos; pues el hecho de que los boletos no habilitados hayan sido pagados, como 
en el caso, por un empleado de la Lotería Nacional con fondos propios que, en 
los supuestos normales, deben serle reintegrados contra la entrega de los boletos, 
no signitica que el sujeto pasivo del delito sea el dependiente de la institución. 
Aquella circunstancia se refiere a la responsabilidad civil del empleado frente 
a la entidad que organiza el juego y no incide en la consumación del hecho 
delictuoso: p. 265. 

33. Corresponde conocer de la causa a la justicia federal de la Capital, y no a la 
de instrucción de dicha ciudad, si las constancias del proceso permiten suponer 
que la sustracción de mercadería que se investiga habría ocurrido cuando ésta 
se hallaba depositada en jurisdicción de la Administración General de Puertos, 
circunstancia de la que puede, eventualmente, derivarse responsabilidad patri- 
monial para la Nación : p. 381. 

34. Corresponde a la justicia nacional en lo correccional de la Capital, y no a la 
federal de dicha ciudad, conocer del sumario instruido por lesiones culposas, a 
raíz de un accidente de tránsito en el que resultó con desperfectos un camión 
de Gas del Estado, afectado a la prestación de servicios en la Capital y en las 
localidades de la Provincia de Buenos Aires (Tigre, Olivos, Lia vallo]) que están 
comprendidas dentro del llamado Gran Buenos Aires: p. 383. 

35. Corresponde al juez nacional en lo correccional de la Capital, y no al Juez 
en lo criminal y correccional federal de esa ciudad, conocer del delito de lesiones 
culposas sufridas por un soldado conscripto al ser embestido — mientras cumplía 
una comisión del servicio — por el vehículo conducido por un particular. 

En las circunstancias del caso, y en atención al carácter igualmente nacional de 
los jueces en conflicto, la eventual responsabilidad civil que podría resultar para 
el Estado no está necesariamente relacionada con lo que se resuelva en el pro- 
ceso acerca de la responsabilidad criminal del autor del hecho: p. 529. 

Casos varios, 

36. Puesto que la obligación de incorporarse al servicio militar debe cumplirse 
con la presentación en el asiento de la unidad correspondiente, el conocimiento de 
la presunta infracción al art. 29 del decreto-ley 29.375/44, ley 12.913. corres- 
ponde a la justicia federal de San Martín, Provincia de Buenos Aires, en cuya 
jurisdicción se encuentra ese lugar; y no a la de Bell Ville, Provincia de Córdoba, 
donde se halla el último domicilio anotado en la libreta de enrolamiento del 
infractor: p. 376. 
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Competencia originaria de la Corte Suprema. 

Gt nt ralitladt s. 

37. La incompetencia de la jurisdicción originaria de la Corte Suprema debe 
ser declarada de oficio, en cualquier estado de la causa: p. KM. 

38. La incompi tencia originaria de la Corte Suprema puede declararse en cual- 
quier estado de. la causa, ya sea por petición de parte o de oficio, aun cuando 
con anterioridad se haya dado curso al juicio; en efecto, este procedimiento no 
radica de modo definitivo el expediente ante el Tribunal : p. 217. 

39. La demanda sobre restitución de un cargo diplomático del servicio exterior 
de la República no encuadra en ninguno de los supuestos que, para la jurisdicción 
originaria de la Corte, prevén los arts. 101 de la Constitución Nacional y 24 del 
decreto-ley 1285/58, ni importa la interposición de un recurso a los fines de la 
jurisdicción apelada del Tribunal: p. 388. 

Agvntts diplomáticos y consulares. 
Cónsules extranjeros. 

40. La competencia originaria de la Corte Suprema está reservada a las causas 
que versan sobre privilegios y exenciones de los cónsules extranjeros en su carácter 
público y siempre (pie se trate de hechos o actos cumplidos en el ejercicio de 
funciones propias, en (pie se cuestione su responsabilidad civil o criminal. 

En consecuencia, es ajena a la competencia originaria del Tribunal la causa 
instruida por el delito de lesiones contra un cónsul extranjero y su esposa: p. 63. 

41. Corresponde declarar la incompetencia de la Corte Suprema para conocer 
en el juicio de desalojo entablado contra un cónsul extranjero si, pese a ser dudoso 
que la causa no encuadre específicamente en el supuesto contemplado en el 
art. 24, inc. 1\ del decreto-ley 1285/5S, mediando renuncia expresa ni fuero 
federal y convención expresa que somete las cuestiones a que el contrato perti- 
nente pudiere dar lugar a los jueces ordinarios, sólo la conformidad posterior 
indudable de los contratantes, que no existe en el caso, puede obviar los efectos 
de la prórroga de jurisdicción: p. 217. 

Causas en que es parte una provincia. 
Causas civiles. 

Cunáis que versan sobre normas lóenles y uetoe ele Ins autoridades provinciales regidos por aquéllas. 

42. Las demandas que persiguen la anulación de actos cumplidos por jueces o 
tribunales provinciales, «n ejercicio de la jurisdicción que las leyes locales Jes 
acuerdan, son ajenas a la competencia originaria de la Corte Suprema. Tal 
ocurre con la promovida a la Provincia de Rueños Aires para que, declarándose 
la nulidad de los autos de embargo de títulos y remate de los mismos, dictados 
en el apremio sobre cobro de impuestos de la lev provincial 4.'tá0, se condene a 
su restitución. Ello es así, tanto más si la demanda comprende puntos de naturaleza 
procesal local, como son los atinentes al incumplimiento de lo dispuesto en el 
art. 462 del Código de Procedimientos de la Provincia mencionada y a la im- 
pugnación a la capacidad con (pie actuó el Fiscal de Estado: p. 104. 

43. La restricción a la competencia originaria de la Corte Suprema, cuando se 
debaten cuestiones de índole local de la competencia exclusiva de los jueces pro- 
vinciales, acontece no sólo en los supuestos en que ha mediado prórroga voluntaria 
de jurisdicción : p. 104. 

44. En cuanto las provincias conservan todo e-I poder no delegado al gobierno 
federal, dictan sus leyes de impuestos y fijan los procedimiento* para hacerlos 
efectivos ejercitan atribuciones (pie escapan a la revisión directa de la Corte 
Suprema. En efecto, en tales casos, las acciones a que pueda haber lu^ar deben 
iniciarse ante los propios magistrados provinciales sin perjuicio de (pie, en el 
supuesto de viola rs? derechos y garantías constitucionales, pueda recurrí rse ante 
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dicho Tribunal, por vía do la a polución extraordinaria, respecto de la. sentencia 
final de los jueces locales: p. 104. 

Competencia penal. 
Lugar del delito. 

45. Xo cuestionado en la causa que la presunta estafa de un automóvil se come- 
tió en Tucumán, es indudable la competencia del juez de instrucción y correccional 
de esa Provincia para conocer del respectivo sumario; pues a ello no obsta que 
el juez en lo Penal de La Plata, Provincia de Buenos Aires, que conoce del 
proceso motivado por la entrega del mismo vehículo como parte del precio de im 
negocio — hecho ocurrido en Hurzaco — , pretenda decidir sobre la propiedad del 
auto sin intervención de quien alega ser su primitivo y legítimo dueño: p. 55. 

46. Corresponde a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Ca- 
pital Federal, > no a la penal de La Plata, Provincia de Rueños Aires, conocer 
de la denuncia por defraudación, si fué en la Capital donde se concertó la ope- 
ración presuntamente dolosa, se efectuó la entrega del dinero por el querellante 
y se habría omitido dar cumplimiento a ¡a obligación: p. 144. 

47. Corresponde conocer de la causa a la justicia nacional en lo criminal y correc- 
cional federal de la Capital, y no a la federal de La Plata, Provincia de Rueños 
Aires, si el documento presuntamente falso habría sido usado en la Capital Federal 
como medio engañoso para efectuar la venta de un automóvil : p. 267. 

Pluralidad de delitos. 

48. Si los procesados han perpetrado, "prima facie", dos hechos distintos, en 
concurso real: uno, constitutivo de delito contra la propiedad — de competencia 
ordinaria — , y otro, que configuraría resistencia a la autoridad, cometido contra 
un marinero" de la Prefectura Nacional Marítima, corresponde conocer del pri- 
mero a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de la Capital, y del 
segundo a la nacional en lo criminal y correccional federal: p. 29. 

49. La circunstancia de que la justicia federal conozca del hurto que se imputa 
al procesado no obsta a la competencia de los tribunales provinciales respecto de 
la defraudación que aquél habría cometido al vender a particulares las cosas 
hurtadas. Trátase, en el caso, "prima facie", de delitos conexos pero indepen- 
dientes, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal, y provincial por apli- 
cación de las reglas generales de competencia y sin perjuicio de observarse 
oportunamente lo dispuesto en el art. 38 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal : p. 510. 

50. Cualquiera sea el vehículo de conexión final que pueda existir entre los hechos 
delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" como independientes, 
deben ser investigados por los jueces del lugar donde habrían sido cometidos, 
sin perjuicio de aplicar, si es el caso, lo dispuesto en el art. 39 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal. 

En consecuencia, corresponde a la justicia en lo criminal de instrucción de la 
Capital Federal conocer de la denuncia por falsedad de instrumento público que 
se habría cometido en dicha ciudad al inscribirse en el Registro Civil una partida 
de matrimonio y a la justicia de instrucción en lo criminal y correccional de La 
Iiioja, entender en el presunto delito de defraudación perpetrado al obtener —con 
la copia de la partida — declaratoria de herederos en el juicio sucesorio allí tra- 
mitado: p. 527. 

51. La solución del supuesto previsto por el art. 37 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal depende de la mayor o menor gravedad de los delitos de que 
conocen los jueces federales en conflicto, sin que la conexidad o la falta de ella 
obsten a la aplicación de las reglas legales sobre competencia: p. 550. 

52. Si no aparece acreditado que la defraudación presuntamente cometida en 
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jurisdicción del Juez Federal de San Martín sea, por su naturaleza, reiteración, 
monto de lo defraudado y demás circunstancias del caso, mas grave que. la de- 
fraudación imputada a la misma persona en la causa que, iniciada con anterio- 
ridad, tramita ante el Juez Federal de la Capital, corresponde entender del proceso 
a este magistrado: p. 500. 

53. Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los 
liedlos delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima tacie M como indepen- 
dientes, deben ser investigados por los jueces del lugar donde habrían sido 
cometidos. 

En consecuencia, corresponde al juez federal de Azul, Provincia de Rueños Aires, 
conocer en el delito de falsificación de libretas de enrolamiento que se habría 
perpetrado en su jurisdicción; y, al Juez en lo Penal de Mar del Plata, del de 
defraudación que también se imputa al procesado: p. 551. 

54. Corresponde al Juez en lo Penal de La Plata y no al nacional en lo criminal 
de sentencia de la Capital Federal, resolver sobre el destino de los automotores 
si se ha dado término a la causa seguida por hurto de aquéllos — tramitada ante 
la justicia de la Capital — y se encuentra abierto el proceso sustanciado por el 
delito de encubrimiento, resultante dé la venta de los mismos vehículos en juris- 
dicción de la Provincia de Buenos Aires: p. 56ü. 

Lelitos en particular. 

¡artos. 

55. La competencia territorial para conocer de la infracción al art. 45 del decre- 
to-ley 15.348/46 (ley 12.962) se determina por el lugar donde tiene su asiento 
el patrimonio del acreedor prendario perjudicado por el hecho del deudor. 

Fn consecuencia, si no existen constancias de que el asiento de dicho patrimonio 
pueda encontrarse en un lugar distinto al del domicilio del acreedor (en el caso, 
una persona física), corresponde conocer del sumario al juez en lo penal de 
ese lugar : p. 203. 

Competencia militar. 

56. Conforme a lo dispuesto en el art. 108, inc. V\ del Código de Justicia Militar, 
corresponde conocer de la causa a la justicia militar, y no a la federal, si los 
hechos comprobados importan la comisión de delitos y faltas esencialmente mili- 
tares, previstos y penados en el Tituló 111 del Código citado (Delitos contra la 
disciplina) : p. 371. 

Sucesión. 

Domicilio del causante. 

57. La sola mención de un domicilio en Cas-telar, Provincia de Buenos Aires, 
contenida en las partidas de defunción de los causantes, no es suficiente para 
desvirtuar la prueba testifical, instrumental y de presunciones, sesrún la cual 
aquéllos tuvieron su último domicilio en la Capital Federal, ¡» cuyos jueces, en 
consecuencia, corresponde conocer del juicio sucesorio: p. 113. 

58. Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al 
último domicilio del causante, fallecido en la Ciudad de Buenos Aires, y domici- 
liándose ocho de los diez presuntos herederos — incluida la familia legítima — 
en esa ciudad, corresponde admitir la competencia de los tribunales de la Capital 
Federal, de conformidad con el principio establecido en el art. TJSó del Código 
Civil: p. 516. 
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Fuero de atracción. 

59. Corresponde a la justicia nacional en lo civil de la Capital Federal, que 
conoce del juicio sucesorio en el que se lia dictado declaratoria de herederos en 
favor de una hija legítima del causante como única heredera, entender también en 
la demanda contra la sucesión iniciada ante la justicia de Córdoba, por recono- 
cimiento de filiación natural. No basta para fundar la competencia . del juez 
provincial, sostener que el último domicilio del causante se encontraba en Cór- 
doba — donde falleció — y que no es el caso de excepción previsto en el art. 3285 
del Código Civil, pues: a) la competencia del juez de la Capital para conocer 
del juicio sucesorio no fué debidamente cuestionada; b) la acción de filiación es, 

"en el caso, una de las acciones personales que deben acumularse al juicio universal, 
con arreglo a lo dispuesto en el art. 3284 del Código Civil; c) el art. 3285 del 
Código Civil, rige en todas las hipótesis previstas en el art. 3284 de ese código: 
p. 43. 

Acciones relativas a bienes hereditarios. 

60. Si la venta del campo fué ordenada después que el coheredero — que invoca 
ante los tribunales paritarios el carácter de arrendatario — diera su conformidad 
para que el inmueble se vendiese libro de ocupantes, y las resoluciones dictadas al 
respecto en el juicio sucesorio se encuentran firmes> lo referente a la entrega de 
la posesión del campo a quien lo compró en el remate judicial es cuestión propia 
de los jueces del sucesorio v ajena a la competencia de las Cámaras Paritarias: 
p. 141." 

Acciones personales de los acreedores. 

61. El juez en lo civil y comercial de la provincia ante el que tramita el juicio 
sucesorio, y no el juez federal del lugar de ubicación del inmueble, es el compe- 
tente para conocer del desalojo de una fracción de campo, en que el actor es el 
Banco de la Nación y la demandada la sucesión. Se, trata en el caso de una de 
las acciones personales previstas en el art. 3284, inc. 4* del Código Civil, que 
deben "tramitar ante el juez de la sucesión aunque, de no mediar el fallecimiento 
del demandado, su conocimiento hubiese correspondido a la justicia federal : p. 315. 

Quiebra. 

Fuero de atracción. 

62. Si el deudor solicitó convocatoria de acreedores el 30 de diciembre de 1958 
ante un juzgado de comercio de la Capital Federal, donde tiené su domicilio y se 
encuentra inscripto como comerciante, en tanto que los acreedores se presentaron 
pidiendo la quiebra del primero el 5 de febrero de 1959 y 16 del mismo mes, 
ante la justicia de Mar del Plata, Provincia . de Rueños Aires, corresponde 
conocer del juicio universal al juez nacional en lo comercial de la Capital, pues 
la fecha de la presentación del deudor — anterior a la de los acreedores — deter- 
mina la competencia del magistrado que debe intervenir: p. 236^ 

63. Corresponde al Juez Nacional en lo Comercial de la Capital Federal, y no al 
Juez en lo Civil, Comercial y Minas de Mendoza seguir conociendo dcl'expcdicnte, 
en reconstrucción, sobre convocatoria de acreedores iniciado ante la justicia de 
la Capital, con anterioridad al juicio similar radicado ante la provincia — cuyo 
magistrado plantea cuestión de competencia por vía de inhibitoria — , si de las 
actuaciones resulta que el expediente extraviado concluyó con la homologación 
del concordato. Es el magistrado a cargo del juzgado que intervino en la primera 
convocatoria el que está en condiciones de reunir los antecedentes que pcrmitnn 
a los acreedores verificados hacer valer sus derechos de tales y al deudor, en su 
caso, ]) robar el payo de las cuotas concordatarias : p. 563. 
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JURISPRUDENCIA. 

Ver: Jubilación y pensión, (i; Kecurso extraordinario. 112. 

JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA. 

Ver: Kecurso extraordinario. .'Í4, (¡2, b'.'i, (¡í), 110. 

JUSTICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 17, "21, 22; Recurso extraordinario, l.'iü. 

JUSTICIA FEDERAL. 

Ver: Indulto, 1, 2. .'i; Jurisdicción y competencia, 2, h\ 1!), 2">. 27. 29, 'UK .Tí, .'M, 
.'{'), .'$(>. 47, 4í), ")2, 5.'{, (il ; Kecurso de amparo, "> ; Kecurso extraordinario, (34; 
Kecurso ordinario de apelación, 7. 

JUSTICIA MILITAR. 

Ver: -Jurisdicción y competencia, (). 

JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Daños y perjuicios, 1 ; Jurisdicción y competencia. 1, .'i, ¡S. 14, ls, 20, ">0, f)í); 
l'odcr judicial. 1; Provincias, 1, 2, .'!; lí omisión de autos, 1. 

JUSTICIA NACIONAL DE PAZ. 

Ver: Kxhorto, 2; Jurisdicción y competencia, 1">. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL. 

Ver: Kxhorto. 2; .Jurisdicción y competencia. 1"). 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CIVIL Y COMERCIAL FEDERAL. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 20. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO COMERCIAL. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, (>2, (i.'í. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CORRECCIONAL, 

Ver: Jurisdicción y competencia, Ü4, .">.">. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE INSTRUCCION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2(i. 2S, .'il, .i2, .'i.'í, 41), 4S. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL DE SENTENCIA. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, ">4. 

JUSTICIA NACIONAL EN LO CRIMINAL Y CORRECCIONAL 
FEDERAL. 

Vuv: .Jurisdicción y competencia. 2(5, 2S. ."51, .'52 , 47, 4*v 
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JUSTICIA NACIONAL EN LO PENAL ECONOMICO. 

Ver: Cámaras nacionales de apelaciones, 1. 

JUSTICIA PROVINCIAL. 

Ver: Exhorto, 2; Indulto, 1, 2, 3; Jurisdicción y competencia, 1, 2, 3, 8, 14, 19, 
25. 27, 2í> 42, 43, 44, 4b\ 4<), 50, 53, 54, 59, 61, (32, 03; Provincias, 2, 3; Recurso 
extraordinario, 3; Recurso ordinario de apelación, 7; K emisión de autos, 1, 

JUZGADO EN LO COMERCIAL DE REGISTRO. 

Ver: Exhorto, 4. 

L 

LEGADO. 

Ver: Hecurso extraordinario. 36. 

LESIONES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 27, 2H. 40. 

LESIONES POR IMPRUDENCIA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 34, 35. 

LEY. 

Ver: Constitución Nacional. 3. 4. 13, 21; Corte Suprema, 1, 3; Jubilación de em- 
pleados de compañías de seguro*, reaseguros, capitalización y ahorro, 2; Jueces, 
2; Leyes aduaneras, 1; Recurso de amparo, 27; Recurso extraordinario, 23. 

LEY ACLARATORIA. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1, 2. 

LEY, DEROGACION. 

Ver: Kxpropiaeión, 2; Jubilación de empleados nacionales, 3; Hecurso extra- 
ordinario. 7ü\ 100. 

LEY DE SELLOS. 

Ver: Recurso de (jueja, 1. 

LEYES ADUANERAS. 

1. Las cláusulas que acuerdan jurisdicción a organismos administrativos deben 
ser ajdicadas e interpretadas con un criterio concorde con el fin perseguido por 
la ley que es la tutela eficaz y expedita de los intereses públicos afectados: p. 351. 

LEYES COMUNES. 

Ver: Amnistía, 1, 2; Recurso extraordinario, 54, 8Í). 



LEYES FEDERALES. 

Ver: Amnistía. 1, 2; Jurisdicción y competencia, 19. 
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LEYES IMPOSITIVAS. 

Wr: Constitución Nacional, 1(>. 

LEYES LOCALES NACIONALES. 

Ver : Amnistíii. 1. 

LEYES NACIONALES. 

Yor: .Jim isdieeión y competencia, 9, 10; Patronato nacional, ], 2, 3. 

LEYES PENALES. 

Ver : Amnistía. 2. 

LEYES PROCESALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 5(5, (>4. 
LEYES PROVINCIALES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 0, 42, 44; Provincias, 1, 3; Recurso extraor- 
dinario, 5H, 12"), 128, luU 

LIBERTAD DE CULTOS. 

Ver : Recurro extraordinario, 125. 

LIBERTAD DE IMPRENTA. 

Ver: Recurso extraordinario, 124. 

LIBRETA DE ENROLAMIENTO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 36, 5.3. 

LINEA DE RIBERA ('). 

1. Debe rechazarse el ; ara vio referente a la falta de objeto y utilidad de la línea 
de ribera, fundado en !;. circunstancia de (pie, en la actualidad, entre los terrenos 
particulares afectados por aquella línea y ol límite del vio. se interponen obras 
portuarias erigidas sobre terrenos ganados en él, dado (pie el acto de "delimitación" 
que tácitamente consintió el actor, goza de presunción de legitimidad hasta tanto 
se deslinden por la vía correspondiente, y en caso de ser procedente, los terrenos 
de propiedad pública y privada; p. 470. 

LITISCONTESTAGION. 

Ver: Recurso extraordinario, 35, 104. 

LOCACION DE COSAS. 

Ver: Constitución Xacional, 13, 17, 21; Kxhorto, 2; Jurisdicción y competencia, 
41, 61 ; Perdición de instancia, 2; Recurso de reposición. 1; Recurso extraordi- 
nario, 15, 21, 40, 45, 46, 4!), 52, 54. !)7, 101, 103, 111, 112, 115. 11 S, 120, 121, 
154, 15S. 



(1) Ver tainliu'n : Dominio público. 1; KiMvimliruriúu, 1, 2. 
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MARCAS DE FABRICA 



LOCACION DE OBRA 

1. La facultad que, parn conceder un plazo, acuerda a los jueces el apartado 
final del art. -Ib" del Código de Comercio, está condicionada a "las circunstancias" 
del caso, entre las que cuenta también la actitud de la locadora de obra: p. 444. 

LOTEO. 

Ver: Expropiación, 24. 

LOTERIA NACIONAL DE BENEFICENCIA Y CASINOS. 

Ver: Jurisdicción v competencia, 32. 

M 

MANDATO ( 2 ). 

1. Dictado el decreto 14.829/57, correspondía al Instituto Nacional de Acción 
Social — demandado por cobro de pesos — solicitar la aceptación judicial de la 
revocación del mandato y, posteriormente, constituir nuevo mandatario, o com- 
parecer por sí mismo, sin necesidad de citación alguna. Corresponde, en conse- 
cuencia, confirmar la resolución de la Cámara que desestimó la nulidad planteada 
por el Procurador P'iscal de Cámara respecto de las actuaciones posteriores a la 
fecha de dicho decreto, fundada en que la actora estaba obligada a requerir la 
intervención del nuevo mandatario de ln demandada a los efectos de proseguir 
el trámite del juicio: p. 1PS. 

2. Los apoderados tienen la obligación de proseguir el juicio hasta la cesación 
le<:al del mandato. En consecuencia, la deserción del recurso de apelación decla- 
rada por la Cámara en el juicio seguido contra el Instituto Nacional de Acción 
Social, por no haberse expresado agravios dentro del término legal, no puede 
ser referida a la revocación del poder por parte de la demandada al dictarse el 
decreto 14.829/57: p. 198. 

MARCAS DE FABRICA. 

Designaciones y objetos. 

1. La mera "evocación" o "sugerencia" que un nombre es capaz de despertar 
sobre el objeto o la naturaleza de un producto determinado, no constituye óbice 
a su registro como marca con arreglo al sentido de las prohibiciones contenidas 
en el art. 3v (ines. 4'-' y ;>•■') de la ley 3975. 

En consecuencia, el vocablo "Aeilac" — resultante del apócope, de las palabras 
"ácido" y "lácteo" — no es de aquéllos que, según el art. 3 V , inc. 4 9 , han pasado 
al "uso general", entendido como utilización del término por todos o por la mayoría 
de los comerciantes con relación a los productos del tipo de los protegidos con 
esa marca, que tampoco "resulta necesariamente indicativa de la naturaleza del 
producto o de 1¡: clase a (pie pertenece : p. 287. 

Oposición. 

2. Si bien el sistema de especialidad adoptado por la ley 3975 impide al titular 
de un registro oponerse al de una marea igual o semejante destinada a distinguir 
artículos distintos, tal principio resulta inaplicable cuando concurren circuns- 



(\) Ver también: Impuesto a las ventas. 1: Recurso de uníparo, 29; Recurso extraordi- 
nario. 51. 105. 

(?) Ver ♦ni!il>í»*Mi : Notificación. ]. 2; Recurso extraordinario. 124, 143; Recurso ordinario 
de apelación. H. 
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tancias especiales que demuestran la posibilidad de c*on fusión entro los productos. 
Establecida, en forma irrevisible en la instancia extraordinaria, la vinculación 
existente entre los productos respectivamente protegidos por la solicitud de la 
demandada (artículos comprendidos en la clase 2.'t) y por el registro de la actora 
(incluidos en la clase 22), corresponde confirmar la sentencia (pie hace lugar a 
la oposición al uso del nombre social "Aeilac", deducida por el titular de la 
marca homónima - : p. 287. 

3. Kl fundamento de la doctrina que considera aplicable el art. 43 de la ley 3075 
en los conflictos entré un nuevo nombre y una marca preexistente, reside en la 
necesidad de evitar que, merced a la analogía o a la identidad entre nombres o 
marcas, o viceversa, el público pueda ser inducido a engaño sobre la procedencia 
o el origen de los productos (pie adquiere, con la posibilidad consiguiente de 
que algún comerciante o industrial aproveche ilegítimamente los frutos de la 
actividad y el prestigio ajenos: p. 287. 

4. Kl art. 43 de la ley 3075 no sólo contempla la hipótesis de posibles confusiones 
entre dos nombres o designaciones comercia les, sino también los conflictos even- 
tuales que pueden surgir entre un nuevo nombre y una marca preexistente. Kn 
consecuencia, la demandada no pudo adquirir el derecho de propiedad consagrado 
por el art. 42 de esa ley. si la primera exteriorización referente al uso del nom- 
bre "Acilac" por su parte, consistió en la publicación del contrato social el 20 
de febrero de 1951 — sin que exista prueba de que lo utilizara con anterioridad — , 
en tanto (pie la marca homónima había sido concedida a la actora el 24 de enero 
de 1949. 

Xo obsta a ello la circunstancia de que la demandada no haya comenzado a 
comerciar efectivamente en los renglones cuestionados, si de los autos resulta 
evidente su propósito de utilizar el nombre para proteger actividades (pie coin- 
ciden, directa o indirectamente, con el objeto de la marca : p. 287. 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS ('). 

1. Las sanciones de multa aplicadas por una cámara' nacional de apelaciones a 
una de hts partes y a su letrado patrocinante, por obstruir el curso de la justicia 
y agraviar a uno de los magistrados que la integran, tienen fundamento norma- 
tivo suficiente en lo dispuesto por el art. 18 del decreto -lev 1285 58 y 22 del 
Reglamento para la Justicia Nacional. Ello es así porque no-se trata de sanciones 
del derecho criminal, sino de índole disciplinaria, que no exceden de las usuales: 
]). 25. . 

2. Las sanciones de multa aplicadas al litigante y a su letrado quienes, no obstan- 
te haber obtenido la revocatoria de la resolución apelada, alegas la nulidad del 
pronunciamiento del tribunal de alzada, son inobjetables dada R manifiesta au- 
sencia de interés y el fundamento de obstrucción a la justicia y agravio a uno 
de los miembros de la cámara (pie tiene el auto oue las decreta : p. 25. 

3. Las resoluciones de las Cámaras Nacionales de Apelaciones referentes a me- 
didas disciplinarias impuestas en primera instancia, son definitivas, y. en con- 
secuencia, no procede respecto de ellas recurso legal para ante la Corte Suprema: 
p. 67. 

4. Las Cámaras tienen la facultad de agravar las medidas disciplinarias im- 
puestas por los jueces a los empicados di» su dependencia inmediata, nue obste 
a ello la circunstancia de haberse consentido por el afectado la resolución per- 
tinente: p. 68. 

5. Corresponde continuar la snición de cesantía impuesta por la Cámara a un 
empleado si los fundamentos de la resolución no ¡ parecen desvirtuados y. de las 



(1) Ver también: Recurso extraordinario. 3: Recusación, 2; Sanciones disciplinarias 1. 2; 
Superintendencia, 1. 
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propias expresiones del memorial, surge (jue el apelante — en el mejor de los su- 
puestos — ha cometido una grave incorrección en el local del juzgado. A lo que cabe 
agregar que anteriormente fué objeto de una sanción severa por íalta de respeto 
a una empleada : p. 68. 

6. Siendo manifiesta la falta de respeto a la Cámara en que ha incurrido el 
letrado al interponer el recurso extraordinario con tunda monto en la arbitrariedad 
del tallo apelado — la que atribuye a la animosidad que afirma tenerle el juez 
de ciímarn a cuyo voto adhirieron los restantes — corresponde confirmar la san- 
ción de multa de cien pesos m/n. que le ha sido aplicada : p. 70. 

7. La sanción de suspensión en el cargo, aplicada a un secretario de primera' 
instancia, no es propia del derecho criminal ni del ejercicio del poder ordinario 
de imponer penas: p. 284. 

8. Dado que la denuncia efectuada por el letrado afectaba a uno de los jueces 
integrantes de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, no debió ser for- 
mulada sobre la sola base de la información que, según lo explicó, fué suminis- 
trada por empleados de secretaría a quien actuaba como procurador en el juicio. 
En consecuencia, corresponde confirmar la sanción de quinientos pesos moneda 
nacional de multa impuesta al recurrente por aquel tribunal, con fundamento en 
la impropiedad de las sugestiones contenidas en la presentación y en las diversas 
sanciones aplicadas anteriormente al profesional: p. 393. 

MEDIDAS PARA MEJOR PROVEER. 

Ver: Expropiación, 20, 27; Hccurso extraordinario, 75, 77, 84. 

MEDIDAS PRECAUTORIAS. 

Ver: Hecurso extraordinario, 13(5. 

MEJORAS. 

Ver: Expropiación, 29, 30, 32. 
MERCADO. 

Ver: Hecurso extraordinario, 158. 

MILITARES. 

Ver: Honorarios, 2; Jubilación de empleados nacionales, 1;. Jurisdicción y com- 
petencia, 56. 

MINAS. 

Ver: Hecurso extraordinario, 10, 160. 

MINISTROS. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28. 
MONEDA. 

Ver: Danos y perjuicios, 8; Expropiación, 8, 10, 15. 
MONOPOLIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28. 
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MONTO DEL JUICIO. 

Ver: Constitución Nacional, 14; Honorarios, 6, 9; Honorarios de abosados y pro- 
cu raido res, 2, 4, 5; Honorarios de iiisrenicros, 1, 2; Recurso extraordinario, 57, 
61, 106; Recurso ordinario de apelación, 1, 10, 11. 

MULTAS. 

Ver: .Medidas disciplinarias, 1, 2, 6, 8. 

MUNICIPALIDAD DE LA CIUDAD DE BUENOS AIRES. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 2'í; Recurso ordinario de apelación, 14. 

MUNICIPALIDADES. 

Ver: Constitución Nacional, 15; Recurso de amparo, 30: Recurso extraordinario, 
55, SO, 113, 12H; Reivindicación, 2. 

MUTUO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15. 

N 

NACION. 

Ver: Daños y perjuicios, 2, 3, 6; Jurisdicción y competencia, 23;. Poder judicial, 
1; Poderes de guerra, 1, 2; Recurso ordinario de apelación, 14, 15, 16. 

NEGLIGENCIA. 

Ver: Percncitín de instancia, 1. 

NOMBRE COMERCIAL. 

Ver: Marcas de fábrica, 1, 2, 3, 4. 

NOTIFICACION < ! ). 

1. El art. 69 de la ley 50, referente a supuestos de traslado de demandas, no os 
óbice para que la providencia del art. 8'.' de la ley 4055 se notifique únicamente 
al apoderado de la provincia (pie es parte en la causa: p. 16. 

2. Es válida la notificación de la providencia del art. 8'-* de la ley 4055 practicada 
al apoderado de una provincia. En efecto, representando éste al Fiscal de Estado, 
puede actuar como mandatario del Gobernador de quien, por otra parte, proviene 
el poder sustituido y presentado ante la Corte: p. 16. 

NULIDAD. 

Ver: Constitución Nacional, 11; Jurisdicción y competencia, 42; Recurso extra- 
ordinario, 77, 136; Recurso ordinario de apelación, í); Reivindicación, 2. 

NULIDAD DE SENTENCIA. 

"Ver: Ejecución de sentencia, 1; Medidas disciplinarias, 2: Recurso extraordina- 
rio, 67, 72, 96, 123. 



(1) Ver títmbirn: Constitución Xneumnl, 11; Kxhorto, 1; IVreiuión de instnnein, 1: Recurso 
extraordinario. 71, 77; Kecurso ordinario de npelaiión, 9. 
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NULIDAD PROCESAL. 

Ver: Mandato, 1; Recurso extraordinario, 41, 68, 71, 72, 74, 137; Recurso ordi- 
nario de apelación, 8. 

O 

OBRAS SANITARIAS DE LA NACION. 

Ver: Expropiación, 30. 

ORDEN PUBLICO. 

Ver: Cosa juzgada, 2. 

P 

PAPEL SELLADO. 

Ver: Recurso extraordinario, 11. 

PARTES. 

Ver: Expropiación, 32; Jurisdicción y competencia, 1, 23; Mandato, 1; Notifi- 
cación, 1,2; Recurso extraordinario, 45; Reivindicación, 1. 

PARTIDA DE MATRIMONIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 50. 

PARTIDOS POLITICOS. 

Ver: Recurso extraordinario, 6, 7, 8. 

PATENTE. 

Ver: Recurso extraordinario, 2. 
PATRIMONIO NACIONAL. 

Ver: Daños y perjuicios, ]; Jurisdicción y competencia, 29, 30, 32, 33, 34. 
PATRONATO NACIONAL. 

1. Con las reservas que emanan de la Constitución Nacional y de las leyes dic- 
tadas con arreglo a ella respecto del Patronato Nacional, corresponde que la Corte 
Suprema preste acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula 
por la que el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor Dr. Antonio 
Caggiano — oportunamente presentado para el cargo por el Poder Ejecutivo a 
la Santa Sede — Arzobispo de la Arquidiócesis de Buenos Aires, desligándolo 
de la Diócesis de Rosario: p. 66. 

2. Con las reservas que emanan de la Constitución y de las leves dictadas con 
arreglo a ella sobre el Patronato Nacional, corresponde que la Corte Suprema 
preste acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula por la cual 
el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor Doctor Silvino Martínez, 
oportunamente presentado por el Poder Ejecutivo a la Santa Sede, Obispo de la* 
Diócesis de Rosario, desligándolo de la de San Nicolás de los Arroyos: p. 145. 

3. Con las reservas (pie emanan de la Constitución Nacional y de las leyes dic- 
tadas con arreglo a ella sobre el Patronato Nacional, corresponde que la Corte 
Suprema preste acuerdo para (pie el Poder Ejecutivo conceda el pase a la Bula 
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por la cual el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor Doctor Fran- 
cisco Yennera, oportunamente presentado por el Poder Ejecutivo a la Santa Sede, 
Obispo de la Diócesis de San Nicolás de los Arroyos: p. 146. 

PENSION. 

Ver: Cosa juzgada, 1; Jubilación de empleados nacionales, 3. 
PERENCION DE INSTANCIA ('). 

1. Notificada al recurrente la concesión del recurso de apelación, era carga suya 
peticionar la elevación de los autos al superior, desde que la circunstancia de que 
tal diligencia se encuentre a cargo de la secretaría actuaría no configura la ex- 
cepción prevista en el art. 8* de la ley 14.191, ni exime al apelante de la carga 
procesal de urgir la marcha del juicio, realizando los actos o formulando las 
peticiones tendientes a obtener el cumplimiento de los trámites omitidos: p. 112. 

2. La norma del art. 2» de la ley 14.191, sobre cómputo de los días inhábiles, 
contempla una situación diferente a la del .tiempo en que los juicios se han encon- 
trado paralizados por ley, como ocurre con los de desalojo: p. 443. 

PERIODISTAS. 

Ver: Jubilación y pensión, 4; Hecurso extraordinario, 9, 25, 14. 

PERITOS. 

Ver: Costas, 2; Expropiación, 20, 27; Honorarios, 1, 2, 3, 4, 5; Jubilación y 
pensión, 3, 5, 6; Recurso extraordinario, 18, 84. 

PERMISO DE CAMBIO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 28; Kecurso de amparo, 16. 
PLAZO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15; Locación de obra, 1; Perención de instan- 
cia, 2; Hecurso de reposición, 1. 

PODER DE POLICIA. 

Ver: Auto de no innovar, 1 ; Poderes de guerra, 2. 
PODER EJECUTIVO. 

Ver: Patronato nacional, 1, 2, 3; Poder judicial, 4. 

PODER JUDICIAL (-). 

1. Si bien el Poder Judicial cuenta con un servicio contable propio, carece de 
autonomía financiera. 

En consecuencia, aún en el supuesto de que, a raíz del hecho de empleados de la 
justicia nacional existiese responsabilidad a los fines del resarcimiento correspon- 
diente — en el caso, desaparición de una pistola perteneciente a la Policía Fede- 



(1) Ver también : Recurso de reposición, 1; Hecurso extraordinario. 76. 

(2) Ver también: Amnistía. 4. 5; Constitución Nacional. 'J ; Corto Suprema. :i ; ]>nños y 
perjuicios, 1; Poderes de ífuerra. -I; Hecurso extraordinario. 1. 



636 



POLICIA FEDERAL 



ral — osa responsabilidad recaería sobre la Nación y np sobre aquel Poder en 
particular: p. 71. 

PODER LEGISLATIVO. 

Ver: Amnistía, 4, f>; Corte Suprema, 1. 

PODERES DE GUERRA ('). 

1. Kl ejercicio, por parte del Gobierno, de poderes legítimos de él, como son los 
poderes de guerra, no puede, en principio, ser fuente de indemnización para los 
particulares, aun cuando traiga aparejados perjuicios para éstos. El respeto, con 
semejante extensión/ de l;.s garantías individuales, podría detener la actividad 
gubernativa : p. 146. 

2. Aceptado que no deriva para el Estado ninguna responsabilidad indemniza- 
toria respecto de los daños que ocasiona el ejercicio legítimo del poder impositivo 
o del poder de policía, parece obvio que la solución no puede variar cuando están 
en juego los poderes de guerra, pues éstos, que poseen naturaleza afín, tienen 
mayor intensidad y más alta jerarquía institucional, en razón de la gravísima 
situación de emergencia que los pone en movimiento y del supremo interés que 
protegen : la integridad de la Nación y aun su existencia misma como entidad 
soberana (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de 
Lamadrid y Don Julio Oy bañarte) : p. 146. 

3. Entre los poderes de guerra conferidos al Estado se encuentra el que habilita 
a los órganos competentes para limitar o suspender derechos investidos por 
subditos enemigos, en la medida en que pueda presumirse que el uso de esos 
derechos ha de afectar la seguridad o defensa de la Nación, lo que a su vez supone 
la facultad de adoptar medidas tendientes a neutralizar la acción hostil suscep- 
tible de ser emprendida mediante el empleo de determinados bienes pertenecientes 
a aquellos subditos. 

Por consiguiente, no da lugar a indemnización la privación del uso y goce de 
Jos bienes que, en virtud de la declaración del estado de guerra entre la Argentina 
y Alemania, quedaron en la situación jurídica de propiedad enemiga, a raíz de 
medidas dispuestas por el legislador para neutralizar o impedir el desarrollo de 
actividades perjudiciales o riesgosas para la seguridad nacional, en tanto se inves- 
tigaba y resolvía sobre el origen, vinculaciones y el real interés representado por 
ciertas entidades integradas por subditos de países enemigos (Voto de los Seño- 
res Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio 
Oyhanarte) : p. 146. 

4. El principio, fundado en la supremacía constitucional, según el cual las facul- 
tades privativas de un Poder no constituyen facultades incontrolables por el 
Poder Judicial, es aplicable a los "poderes de guerra", para deslindar los ejercidos 
razonablemente y los que han ido más allá de su fundamento y finalidad. La 
posición contraria podría hacer ilusorios los derechos del individuo, entre los 
cuales se encuentra el de "propiedad" (Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis 
María Hot'fi Roggero) : p. 14b'. 

POLICIA DEL TRABAJO. 

Ver: Recurso extraordinario, 6o. 

POLICIA FEDERAL. 

Ver: Daños y perjuicios, 1; Poder judicial, 1. 



(1) Ver tttmliién: Drtñon y perjuicios: 2, 4, 5, 6. 
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POSESION. 

Ver: Kxpropiación, -VI; .Jurisdicción y competencia, 60. 
PREFECTURA NACIONAL MARITIMA. 

Ver: -Jurisdicción y competencia, 4S; Recurso extraordinario, 2. 

PRENDA CON REGISTRO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 55. 

PRINCIPIO DE RESERVA. 

Ver: Recurso extraordinario, 44, uT). 

PRISION PREVENTIVA. 

Ver: Recurso extraordinario, 142, 14"), 1 40. 

PROCEDIMIENTO. 

Ver: Recurso de amparo. b\ *22, 24; Recurso de nulidad, 1; Recur>o extraordina- 
rio. 2!), 4b\ 52, b4, 120, 122, 151, 1Ü4. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. 

Ver: Recurso extraordinario, 117. 

PROCURADOR FISCAL. 

Ver: Recurso extraordinario, 71, 

PROFESIONES LIBERALES. 

Ver: Recurso de amparo, 7. 

PROPIEDAD. 

Ver: Kxpropiación, 32. m 
PROVINCIAS H. 

1. Las autoridades provinciales no pueden trabar o turbar en forma alguna la 
acción de los jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación: p. 2K. 

2. Los jueces provinciales no pueden trabar o turbar en forma alguna la acción 
de los jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación: p. til. 

3. Si bien las autoridades provinciales no pueden prevalerse de las normas con- 
tenidas en sus propias leyes para trabar o turbar en modo alguno la acción de 
los jueces (pie forman parte del Poder Judicial de la Nación, es indudablemente 
propio de ellas reglamentar por vía de leyes, decretos o acordadas, la forma 
de dar exacto cumplimiento al auxilio debido a la justicia nacional, pudiendo 
establecer la vía a seguirse para que los jueces provinciales den curso a los 
encaraos dirigidos por los magistrados de la Nación. Kl mismo criterio ha do 
observarse cuando, no existiendo la reglamentación antes mencionada, las leyes 



(1) Ver titmhién : Constitución Nacional. 15; Dolilc imposición. 1; Indulto. 1, 2. 3. 4; 
Jurisdicción y competencia, 2, S. 27, 4.J, 44; Xotif inició n. 1, 2; Recurso extraordinario, 4. G, 7. 
H. 10. 55. 113; Reivindicación, 1, 2. 
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lócalos do procedimiento o de organización de los tribunales señalen concreta- 
mente un determinado juez como competente para suministrar al juez nacional 
la colaboración que necesita; p. 518. 

PRUEBA. 

Ver: Constitución Nacional, 5; Daños y perjuicios, 7, 8; Expropiación, 4, 6, 16, 
lí), 20, 26, ,'Í0; Impuesto a los réditos, 1,2; Jubilación del personal del comercio, 
actividades afines y civiles, 1; Jubilación y pensión, 3, 5, 6; Jurisdicción y com- 
petencia, 12, 57. 58; Recurso extraordinario, 13, 18, 19, 25, 26, 27, 52, 81, 84, 
85, 05, 107, 114, 118, 140. 

PUERTO. 

Ver: Línea de ribera, 1. 

Q 

QUERELLA. 

Ver: Recurso extraordinario, 70. 
QUIEBRA. 

Ver: Jurisdicción v competencia, 31, 62, 63; Recurso extraordinario, 50, 123, 
139, 140. 

R 

REBELDIA. 

Ver: Recurso extraordinario, 81. 

RECURSO CONTENCIOSOADMINISTRATIVO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 24. 

RECURSO DE AMPARO (>). 

1. Es improcedente el recurso de amparo interpuesto sí existen vías ordinarias 
para que el recurrentg obtenga rápida satisfacción a su derecho, en el supuesto 
de que lo tuviere, pues dentro del juicio de divorcio que tiene en trámite cabe 
plantear como medida provisional la recuperación de la casa que habitaba y 
demás efectos de su propiedad, si fuere manifiesto, como lo pretende, el derecho 
que invoca : p. 8. 

2. El recurso de amparo no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa 
en las decisiones que les incumben : p. 8. 

3. Es improcedente el recurso de amparo si las circunstancias que lo fundan 
suponen un conflicto entre particulares con motivo de actos ilícitos que se dicen 
cometidos por la cónyuge y uno de los hijos del actor, en perjuicio de éste (Voto 
de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid y Don 
Julio Oyhanartc) : p. 8. 

4. Es improcedente el recurso de amparo deducido por el vendedor de un esta- 
blecimiento, invocando la conducta delictuosa del comprador que habría motivado, 
además, una denuncia por defraudación: p. 11. 

5. La hipotética competencia de la justicia federal para entender en el caso, 
basada en la inteligencia que se atribuye a los arts. 16 y 17 de la Ley de Aduana 



(1) Wr tnnihii'Mi : Artunnn. 1; Kstfwlo de sitio, 1; .Jurisdicción y competencin. 16, 17; Recurso 
extraordinario, 125. 130, 167. 
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y en l;i argüida posibilidad do un delito común que "podría" afectar al titular 
del dominio de un automóvil, no es bastante para sustraer la causa al conoci- 
miento de la autoridad aduanera interviniente, por lo menos mientras no se plan- 
tee, sustancie y resuelva, la respectiva cuestión de competencia. En consecuencia, 
corresponde revocar el tallo de la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza 
(pie hace lugar a la demanda de amparo de quien, alegando ser propietario del 
automóvil secuestrado por la Aduana en uso de facultades que le acuerda la 
respectiva ley, solicita (pie el vehículo no sea sacado de la jurisdicción de la 
Provincia y le sea entregado en depósito hasta tanto se dilucide su situación 
legal : p- -*5. 

»6. Si la autoridad aduanera ha obrado en ejercicio de atribuciones jurisdiccio- 
nales conferidas por la ley (arts. '20 y '21 de la ley de Aduana — T. O. 1950 — ), la 
tutela del derecho invocado debe requerirse con sujeción a las pertinentes dispo- 
siciones de forma (arts. 70, 84 y sigts. de la misma ley). En consecuencia, es 
improcedente el remedio excepcional constituido por la demanda de amparo: 

i>- 

7. La acción de amparo constituye un remedio de excepción cuyo empleo, en 
principio, procedo únicamente en ausencia de procedimientos establecidos por el 
legislador para la tutela judicial del derecho debatido. Ella es improcedente si el 
actor utilizó efectivamente — «obre la base de los mismos argumentos, que repro- 
duce — otra vía procesal preconstituída para la defensa del derecho (pie invoca, 
dando lugar a decisiones judiciales firmes que desecharon su reclamo y decla- 
raron la constitucionalidad de las normas legales atinentes a los recaudos estable- 
cidos para el ejercicio en el paí* de las profesiones liberales: p. 41. 

8. La procedencia de la demanda de amparo, en los casos en (pie existe vía 
legal para la tutela del derecho invocado, se halla condicionada a la ilegitimidad 
manifiesta e indudable del acto impugnado -como viola tono de alguna garantía 
constitucional. Tal extremo no concurre si el secuestro del automóvil cuya resti- 
tución reclama el apelante fue dispuesto por la Administración de la Aduana 
de la Capital en ejercicio de facultades expresamente acordadas a dicho orga- 
nismo por el art. 3v del decreto 18.910/50: p. 50. 

9. Es improcedente el recurso de amparo si la medida cuestionada (secuestro, 
por la Aduana, de un automóvil (pie, introducido con arreglo al sistema del 
''Carnet de Passages en Douanes''. no salió del país dentro del término legal, y 
aparece comprado por el recurrente luego de sucesivas transferencias) no ha 
obstado a la promoción del sumario administrativo reglamentado en el cap, II de 
la ley de Aduana (t.o. en 1956), donde cabe al apelante la posibilidad de plan- 
tear las defensas y producir las pruebas que estime oportunas: p. 50. 

10. El recurso de amparo interpuesto contra el decreto 4311/59 y resoluciones 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de los cuales se dispuso 
la intervención de la Asociación Ranearía (Regional Tucumán), y fundado en las 
disposiciones" constitucionales sobre los derechos de propiedad y reunión, los 
arts. 31 y 80, i no. 2", de la Constitución Nacional, y el derecho a la organización 
sindical libre y democrática reglamentado por la ley 14.455, es formalmente pro- 
cedente, habida cuenta de la naturaleza del derecho invocado y de la inexistencia 
de vía procesal apta para tutelarlo. Ello es así, además: a) porque la cuestión 
suscitada es de puro derecho, pues no media discrepancia en cuanto a los hechos; 
b) la posibilidad de inmediata protección judicial (pie prevé la ley 14.455 para 
los supuestos en que se utilicen medios; legales supone una plena justificación 
del amparo respecto de casos en que el actor sostiene haber sido víctima del 
empleo de un medio de control proscripto por la ley: p. 8b\ 

11. Xo obsta a la procedencia formal del recurso de amparo interpuesto el hecho 
de que la intervención a la Asociación Ranearía (Regional Tucumán) no haya 
llegado a materializarse, por haber estimado prudente la autoridad administrativa 
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"demorar hasta nueva orden" la tomu de posesión; los actos administrativos ya 
producidos constituyen una amenaza de lesión, cierta, actual e inminente, cuya 
entidad justifica el reclamo de tutela judicial: p. 86. 

12. Tanto el decreto 4311/59 como las resoluciones del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social emitidas en su consecuencia, disponiendo la intervención de la 
Asociación Hancaria ( Regional Tucumán), tienen el carácter de actos administra- 
tivos mi;, ni I i esta mente ilegales — ante la disposición categórica del art. 38 de la 
ley 14.455 — , de los que ha derivado una ilegítima restricción del derecho a la 
organización sindical libre y democrática. 

En consecuencia, la tutela judicial debe ser otorgada sin demora a fin de que 
la garantía constitucional invocada sea restablecida en su integridad: p. 86. 

13. El recurso de amparo deducido contra el decreto 4311/59 y las resoluciones 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de los cuales se dispuso 
la intervención de la Asociación Hancaria (Regional Tucumán), sería improce- 
dente si la autoridad administrativa hubiera actuudo valiéndose de las potestades 
que surgen del estado de sitio, en concordancia con una restricción sustancial 
impuesta a los derechos sociales, justificada por la necesidad de asegurar la 
preservación del Estado democrático ante las amenazas de la conmoción interior 
o el ataque exterior. 

IVro para que esto ocurriera, sería preciso que el Poder Ejecutivo hubiese ma- 
nifestado expresamente la voluntad de ejercer las restricciones ¿miañadas del art. 
23 de la Constitución Nacional. En efecto, tratándose de situaciones como la 
del caso, la opción pertenece siempre a la autoridad administrativa y la forma 
en (pie la resuelva determina el régimen jurídico aplicable, bajo control judicial 
de razonabilidad : p. 86. 

14. Es improcedente el amparo deducido por una sociedad propietaria de insta- 
laciones para remates-ferias contra el cesionario que, según el actor, le impide el 
acceso y uso de los bretes y demás accesorios, violando el contrato verbal mediante 
el cual el recurrente sólo habría cedido en forma precaria el uso de las referidas 
instalaciones para realizar en ellas un remate por mes: p. 258. 

15. Habida cuenta de que no se halla reglada, en la acción de amparo no debe 
verse sino una de las garantías implícitas (pie nacen de la "forma republicana 
de gobierno". Por ello, si bien es admisible que dicha garantía sea reconocida 
a los gobernados frente a los gobernantes, como medio de efectivizar la limitación 
de los poderes que estos últimos invisten, no se advierte, en cambio, por qué ha de 
trasladársela al orden jurídico en que se desenvuelven las relaciones entre parti- 
culares. Entre estas relaciones y la "forma republicana dé gobierno" no existe 
vínculo alguno susceptible de justificar semejante extensión de la esfera asignable 
a ese remedio, que es estrictamente excepcional (Voto de los Señores Ministros 
Doctores Don Aristóbulo I). Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte) : p. 258. 

16. Es improcedente el recurso de amparo — deducido con invocación del derecho 
de comerciar y trabajar, la garantía de la propiedad y la violación del art. 86, 
inc. 2", de la Constitución Nacional — mediante el cual A recurrente pretende se 
inviene a la Aduana de la Capital Federal que se abstenga de gravar en la forma 
dispuesta en el decreto 11.918/58 distintos permisos de importación de los que 
manifiesta ser titular. La impugnación del apelante versa sobre disposiciones 
generales emitidas por el Poder Ejecutivo Xacioipil en ejercicio de facultades 
legales (art. 14, inc. b, del decreto-ley 5168/58, ratificado por ley 14.467) y, 
en circunstancias como las del caso, el remedio de amparo sólo procede contra 
actos administrativos- manifiestamente ilegales de los que haya derivado una ilegí- 
tima restricción de los derechos constitucionales alegados: p. 269. 

17. La existencia de vía legal pertinente para tutelar los derechos debatidos, aun 
cuando se les asigne fundamento constitucional, es excluyente, en principio, del 
procedimiento excepcional de la demanda de amparo: p. 269. 
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18. Kl ¡impuro no procede respecto de la actividad administrativa sino cuando 
ésta es inequívoca y manifiestamente ilegal: p. -5:">1 . 

19. La resolución judicial que hace luirá r al amparo deducido por quien fu*' 1 nue- 
vamente requerido para prestar declaración como testigo ante las autoridades 
aduaneras, importa indebida inferencia en el legítimo ejercicio de las atribuciones 
legales di» aquéllas y. en consecuencia, debe ser dejada sin electo: p. .'151. 

20. La procedencia de la demanda de amparo, en los casos en (pie exista vía leiral 
para la tutela del derecho invocado, se halla condicionada a la ilegitimidad mani- 
fiesta e indudable del acto impugnado como violatorio de alalina garantía consti- 
tucional. Tal extremo no concurre si el secuestro de un automóvil cuya restitución 
reclama el apelante fué dispuesto por la Dirección Nacional de Aduanas en ejer- 
cicio de facultades expresamente acordadas a dicho organismo: p. 397. 

21. La existencia de una vía procesal, prevista por el legislador para la tutela 
del derecho invocado excluye, en principio, el remedio excepcional constituido 
por la demanda de amparo: p. 3Í)7. 

22. Si bien la demanda de amparo se halla regida, subsidiariamente, por las 
normas procesales del babeas corpus, ello es así en tanto éstas sean compatibles 
con la índole sustancial de aquélla. Tratándose de la defensa de los derechos 
constitucionales que no se refieren a la preservación de la libertad individual, 
la limitación (pie el art. 618 del Código de Procedimientos en lo Criminal con- 
tiene en materia de babeas corpus, no es pertinente respecto de la demanda de 
amparo : p. 435. 

23. Kl amparo versa sobre una sola y genérica materia — el aseguramiento de la 
plena vigencia de la Constitución Nacional en orden a los derechos humanos — y, 
en ausencia de preceptos especiales, esto no puede ser sólo de conq>etcncia de 
algunos jueces, sino un deber inexcusable de todos ellos cuando los interesados 
les requieran, con fundamento, el auxilio de su autoridad: p. 435 

24. Uno de los presupuestos de la doctrina sobre amparo es la ausencia de nor- 
mas que reglen el procedimiento y establezcan el deslinde de competencias a que 
deberá sujetarse el amparo. Y así como la inexistencia de normas legislativas no 
impidió la formulación judicial de la doctrina sobre amparo, fundada directa e 
inmediatamente en previsiones constitucionales, tal ausencia de normas no puede 
invocarse para declarar la incompetencia de los jueces llamados a conocer del 
amparo: p. 435. 

25. El procedimiento de amparo admitido por la jurisprudencia de la Corte reco- 
noce fundamentos específicamente constitucionales. Lo atinente a la jurisdicción 
donde tal procedimiento sea susceptible de tramitarse puede afectar la eficiencia 
del remedio de amparo, cuyo expedito funcionamiento integra su esencial razón 
de ser: p. 435. 

26. Por la índole estrictamente excepcional de la demanda de amparo es menes- 
ter, para su viabilidad, que medie por parte de la autoridad una manifiesta 
violación de los derechos (pie el hombre tiene frente al Estado. Se trata, entonces, 
de una grave situación de hecho, de naturaleza, si no específicamente, por lo 
menos lindante con lo ilícito penal. Es así prudente y conveniente mantener las 
regla* que gobiernan la competencia en materia de babeas corpus (Voto del 
Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid) : p. 435. 

27. En una institución como la acción de amparo, reconocida con fundamento 
constitucional únicamente, deben aplicarse las normas legales que prevén lo* pro- 
cedimientos de recursos análogos. A fin de no invadir la esfera legislativa, se ha 
admitido la aplicación de los preceptos atinentes al babeas corpus, incluso para 
solucionar las cuestiones de competencia a (pie el amparo puede dar lugar. Y no 
hay razón para establecer otras excepciones al principio que el supuesto de que 
los preceptos análogos contraríen la esencia del amparo (Voto del Señor Minis- 
tro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid): p. 435 
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28. El procedimiento de ¡impuro no sustituye las vías legales establecidas para la 
decisión de las controversias entre particulares referentes a sus derechos contrac- 
tuales, ni constituye el trámite pertinente para la ejecución de resoluciones 
jurisdiccionales o de lipo arbitral: p. 449. 

29. No justifica el procedimiento de amparo la circunstancia de (|ue, dictada 
decisión inapelable por el amigable componedor, el locador de obra ejerza el 
derecho de retención sobre el inmueble hasta el pago de la deuda : p. 449. 

30. Ks j m procedente el recurso de amparo si el apelante* tuvo y tiene a su alcance 
procedimientos legales adecuados para la defensa de los derechos que invoca. Tal 
es el caso en que se ha rechazado la demanda de amparo contra resoluciones 
municipales y de la Secretaría de Cctiuunicaciones de la Nación (que disponen la 
prohibición de' venta y circulación de publicaciones calificadas inmorales, así co- 
mo el allanamiento de domicilio y secuestro de aquéllas) con fundamento en 
que el recurrente abandonó el recurso jera replico interpuesto ante la nombrada 
Secretaría de Estado v no a trotó la vía administrativa ante la Municipalidad: 

p. rm. 

31. No procede el recurso de amparo deducido contra el acto de una Cámara 
Gremial (pie priva al recurrente de su calidad de socio, si la resolución del Pre- 
sidente y Secretario de la entidad disponiendo la suspensión del apelante aparece 
avalada por la asamblea societaria, que ratificó lo actuado por la ("omisión 
Directiva y votó por mayoría la expulsión. 

No existe, pues, manifiesta ilegalidad o arbitrariedad de los actos impugnados en 
la situación de autos, (pie no es más que un conflicto cuya solución puede lograrse 
mediante los procedimientos ordinarios v no por la vía excepcional del amparo: 
p. 542. ' 

32. Es improcedente el recurso de amparo deducido contra la resolución de una 
Cámara Gremial que priva al recurrente de su calidad de socio, desde que la 
demanda no ha sido promovida contra un acto emanado de autoridad pública 
(Voló de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
y Don .Julio Oyhanartc) : p. ;)42. 

RECURSO DE APELACION. 

Ver: Constitución Nacional, Vi: Mandato, 2; Perdición de instancia, l; # Recurso 
extraordinario, b'4, 6ó, 66, 138; Recurso ordinario de apelación, 8; Superinten- 
dencia, 2, 3. 

RECURSO DE CASACION. 

Ver: Recurso extraordinario, 9, 56, 94. 

RECURSO DE INAPLICABILIDAD DE LEY. 

Ver: Recurso extraordinario, 62, 63, 69, 108. 

RECURSO DE NULIDAD ('). 

1. No corresponde considerar el recurso de nulidad, si la cuestión en él com- 
prendida, por vincularle con el fondo del asunto es susceptible de remedio me- 
diante el recurso de apelación concedido: p. 470. 

RECURSO DE QUEJA (-). 

1. La imposición de las costns del incidente importa la obligación de reponer el 
sellado de actuación, de acuerdo con los arts. 144 y 146, inc. V\ del Código' de 



(1) Ver también: Reriirno extraordinario, 65. 

(2) Ver también: Recurso de reposición, I; Recusación, 1. 
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Procedimientos en lo Criminal. K igual procedimiento corresponde seguir en la 
queja deducida ante la Corte: p. 268. 

2. \jJ\ denegatoria por parte del juez de primera instancia de la apelación extra- 
ordinaria, siendo ineficaz la interposición de la misma ante él. no da lugar a la 
intervención de la Corte por vía de queja : p. f).'W. 

3. La sola enunciación de haberse violado distintos artículos de la Constitución 
Nacional no constituye fundamento suficiente del recurso extraordinario dedu- 
cido por vía directa. A lo que corresponde agregar que la deficiencia do funda- 
monto de la queja no se remedia con la agregación de recaudos (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Hofli Boggero) : p. 571. 

RECURSO DE REPOSICION. 

1. Procedo el recurso de reposición contra ta resolución de la Corte que declara 
operada en la queja la peronción do la instancia cuando, en presencia de lo 
establecido en el art. 2*> do la ley 14.775, sobro prórroga do la paralización de 
los juicios de desalojo dispuesta por las leyes 14.4'ÍH y 14.442, lia mediado error 
en el cómputo del plazo de caducidad: p. 443. 

RECURSO DE REVISION. 

1. El recurso de revisión, previsto en el art. 241, inc. 2", de la ley 50, sólo cnbc 
respecto do las sentencias do la Corto Suprema dictad-as en primera instancia 
originaria : p. 185. 
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1. No procede el recurso e\t rnonÜn:i rio, como principio, sino revierto de stMi- 
leneiiis jutlicialcs (lol i nit i\ns, es decir, do tn> rrsolucioiios do lo> <trmnio> poriuii- 
neiitcs del Poder .ludirijil tío l;i Nmcohi o de ln> piovineiiis : p. .~).UI. 

2. Procedo v\ loemso c\t mordí mi rio, respecto do his diM'isioiios do l'iMicion.M nos 
iidininist rnl i\'os, s(>lo cuando óslos ejercon, de tiinnrrn liiuil, ni i ilnicioiie^ judi 
oiíilos tpio son propins de los jnooos < i n rl t»i »lon noi'innl do líis íik( it uoionos v so 
luí Hm ii Mistrnídn* n su coihmí ni iont«i por proscripción Iconl. Kilo no ocurro con 
lo ;ilinenlc ni nlors»íi micnlo o ol retiro de In pnlcnlo de nunpiinist.'i por el Prefecto 
Nncioniil Mnrílinu», 4*n los términos del Di^csto Mnrítimo v Kluvial v del decre- 
to :m¡/:>M: p. ;>;io. 

Cuestión Justiciable. 

3. Las inedidiis d iscipli un rins (pie no exceden de Ims umuiIcn, nplicnd.'is por los 
triliunnles «pie inte^rnu el Poder .ludicinl de In Nnción o do Ins Provincins, son 



insusceptibles de revisión en infancia extraordinaria, aun cuando se invoque el 
art. 1S de la Constitución Nacional. Tal ocurre con la medida de suspensión en el 
cargo, por el término de treinta días, aplicada a un secretario de primera instancia 
por un superior tribunal de provincia: p. 1284. . 

4. Los conflictos de autoridades provinciales son extraños a la jurisdicción extra- 
ordinari» de la Corte: p. 532. 

5. Xo procede el recurso extraordinario contra la sentencia (pie, en razón de 
no existir "caso contencioso", rechaza ln demanda sobre inconstitucional! dad del 
art. 33 de la ley 14. 405 y de la resolución ministerial 218/58, en cuanto disponen 
que la parte patronal debe actuar como agente de retención respecto de las con- 
tribuciones obreras para el fondo asistencial de una asociación profesional * de 
trabajadores: p. 552. 

6. Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución de 
la Junta Electoral Permanente de Corrientes, que rechaza el reconocimiento de 
una agrupación como partido político dentro de la provincia: p. 571. 

7. Xo procede el recurso extraordinario contra resoluciones de naturaleza polí- 
tica, a lin cuando provengan del ejercicio de atribuciones de tal índole encomen- 
dadas a los tribunales de justicia. 

En consecuencia, es improcedente el deducido contra la resolución de la Junta 
Electoral Permanente de Corrientes, que rechaza el reconocimiento de una agru- 
pación como partido político dentro de la provincia (Voto del Señor Presidente 
Doctor Don A Uredo Orgaz y del Señor Ministro Doctor Don Benjamín Villegas 
Basavilbaso) : p. 571, 

8. Hallándose en juego tan sólo la participación en elecciones provinciales, es 
ajena a la estera del recurso extraordinario la resolución de la Junta Electoral 
Permanente de la Provincia de Corrientes que, con arreglo a la interpretación 
de disposiciones locales, declara no poseer atribuciones para decidir acerca del 
reconocimiento de nuevos partidos provinciales. Ello, habida cuenta que dicho 
órgano, sin desconocer normas ni actos del Gobierno Federal, estima inexistente, 
en el orden provincial, la personería de la agrupación a cuyo nombre se formulan 
las peticiones — personería que fuera acordada por el Juez Federal a cargo del 
Juzgado Electoral de ese distrito — . 

La interpretación contraria lesionaría una de las bases esenciales sobre las que 
se apoy.i el Estado Federal Argentino, la que la Constitución consagra en su 
art. 105 (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de 
Lamadrid y Don Julio Oyhanarte) :, p. 571. 

Gravamen. 

9. Toda vez que la sentencia apelada no omite la consideración del alcance del 
art. 83 del Estatuto del Periodista en que el recurrente funda su derecho, aunque 
atribuyéndole inteligencia distinta a la sustentada por aquél, el punto atinente 
a las limitaciones con que la casación fué admitida no causa gravamen sustancial 
que autorice el otorgamiento del recurso extraordinario :• p. 22. 

10. Si el recurrente consintió la jurisdicción de la Dirección Xacional de Minería 
sin formular reservas de ninguna naturaleza, es tardía la alegación de inconsti- 
tucionalidad de Ja ley 1762 de la Provincia de San Juan — que importa, a juicio 
del apelante, la delegación a las autoridades federales de atribuciones privativas 
de la provincia — introducida en el escrito de expresión de agravios: p. 137. 

11. Eximidas las partes de la reposición del sellado de actuación e impuesto de 
justicia, resulta abstracta la cuestión planteada acerca de la inconstitucionnlidad 
de las disposiciones del decreto-ley 10.472/56 de la Provincia de Buenos Aires, 
en cuanto se refieren al pago del sellado a los efectos del aporte obligatorio que 
deben efectuar los abogados a la Caja de Previsión para Abogados de la Pro- 
vincia de Buenos Aires: p. 171. 
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12. La contribución del 6 r í de toda remuneración de origen profesional que 
devenguen los colegiados, establecida por el decreto-lev 10.472/56 de la Provincia 
de Buenos Aires en beneficio de la Caja de Previsión para Abogados de la Pro- 
vincia, así como el pago de estampillas profesionales, están a cargo de los letrados. 
En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario que deduce el abogado 
por la representación que ejerce, contra la sentencia que desestima la inconstitu- 
cional i dad de diversas disposiciones de ese decreto-ley, ya que no existe gravamen 
alguno para la parte por él representada, que carece de interés personal y jurí- 
dico en lo que atañe a dicha contribución: p. 171. 

13. La sola invocación del art. 18 de la Constitución Nacional no sustenta el 
recurso extraordinario si, en el escrito ule su interposición, el recurrente omite 
concretar cuáles son las defensas y los medios de prueba de que se habría visto 
privado, así como su pertinencia para la decisión del juicio: p. 183. 

14. No procede el recurso extraordinario cuando el derecho que pueda asistir 
a la recurrente, separada del cargo de administradora de una sucesión, no resulta 
que sea insusceptible de tutela en las instancias ordinarias: p. 214. 

15. La implicación retroactiva de oficio de la ley 14.821, en los supuestos en que 
dificulta la acción de desalojo', no puede ser impugnada, por vía del recurso extra- 
ordinario, por los beneficiarios del sistema que aquélla establece: p. 361. 

16. La resolución de las autoridades aduaneras que, con la garantía de la Nación, 
de cuyos órganos se trata, dispone el remate de mercaderías susceptibles de dete- 
riorarse, aun cuando no se haya decretado su comiso, no debe impedirse so coloi- 
de a era vi os constitucionales en el curso del procedimiento, pues no ocasiona gra- 
vamen irreparable: p. 362. 

17. Lo atinente al acierto con que se ha interpretado p aplicado el art. 106 de 
la lev de aduana, en presencia del acto de las autoridades pertinentes que dispo- 
nen el remate de mercaderías que pueden deteriorarse, es insusceptible de revisión 
por vía del recurso extraordinario : p. 362. 

18. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la justicia del 
trabajo que, confirmando la resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, 
deniega el beneficio de la jubilación por invalidez pretendido por la recurrente 
si, en presencia de los términos de la historia clínica agregada a los autos a 
requerimiento de la Corte, el agravio fundado en la insuficiencia del informe 
de los facultativos de dicho organismo no resulta bastante para el otorgamiento 
de la apelación: p. 364. 

19. Xo procede el recurso extraordinario, fundado en que se habría violado el 
derecho de defensa por no darse al recurrente la oportunidad de contestar la 
demanda y ofrecer prueba, -i de las constancias de la causa resulta que a aquél 
se le corrió traslado de la demanda y se lo citó a una audiencia, no obstante lo 
cual se abstuvo de comparecer y de ofrecer pruebas : p. 427. 

20. Si las actuaciones fueron promovidas, esencialmente, con el propósito de 
que quedara establecida la existencia o inexistencia de obligación de la empresa 
respecto de su personal de vhm\<j%u\orex frente al régimen j ubi h: torio con arreglo 
al art. 111 del decreto-ley 13.937/46, equivalente al art. 82 del decreto-ley 31.665/ 
44, la decisión acerca de la mera calificación de los servicios de la que resulte 
cuál es la Caja que, más adelante, otorgará el beneficio respectivo, no lesiona 
derecho alguno actual de la compañía actora : p. 505. 

21. La impugnación constitucional de las cláusulas de las leyes de emergencia 
vigentes en materia de locaciones* urbanas, con mira a aumentar los beneficios 
que aquéllas acuerdan, no da lugar a recurso extraordinario. Tal ocurre con la 
invalidez, alegada por el inquilino, del art. 26 de la ley 13.581: p. 571. 
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Requisitos propios. 
Cuestión federal. 

Cuchí tonta federales .simples. 
Interpretación de las leyes federales. 

22. Es procedente el recurso extraordinario si, habiéndose cuestionado la inter- 
pretación del art. 1" de la ley 14.436, de amnistía, la decisión ha sido contraria 
ni derecho que el apelante funda en esa disposición : p. 455. 

23. La aserción de ser claro el* derecho invocado a la uinnistía dispuesta por la 
ley 14.43(5 y de que ésta debe interpretarse en forma extensiva, no constituye 
cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario: p. 569. 

Leyes federales de curtid er procesal. 

24. Es improcedente el recurso extraordinario si el agravio del recurrente se 
limita a discutir la imposición de costas a la Dirección General Impositiva, vale 
decir, a una cuestión de naturaleza procesal (pie es ajena a dicho recurso, aun 
en el caso de que sí» la funde en la interpretación de leyes federales, desde que 
esa interpretación integra la naturaleza procesal de la decisión: p. 216. 

25. Puesto que la facultad reconocida a los organismos administrativos de pre- 
visión para pronunciarse — de manera definitiva e irrevisible — sobre los hechos 
que les son sometidos, hace a la esencia del régimen establecido por la ley 14.236, 
el desconocimiento de la limitación de la competencia de la ('timara del Trabajo, 
consagrada por el art. 14, implica contrariar una de las normas (pie regulan 
instituciones básicas de la Nación. 

En tales condiciones, corresponde revocar la sentencia (pie, como consecuencia 
de una mera. discrepancia del tribunal con el Instituto acerca de la apreciación 
de la prueba, decide computar como "forma normal de retribución", en los 
términos del art. 12 de la ley 14.370, las gratificaciones percibidas por un perio- 
dista, sin (pie se alegue arbitrariedad de la resolución administrativa ni prescin- 
dencia de las reglas normativas de la prueba (Voto del Señor Ministro Doctor 
Don Julio Oyhanarte) : p. 2í)3. 

26. Lo atinente a la extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.236, constituye materia 
procesal que escapa a la jurisdicción (pie acuerda el art. 14 de la ley 48. En 
consecuencia, no procede el recurso extraordinario, fundado en la extralimitación 
en que habría incurrido la Cámara al arrogarse la facultad de examinar situa- 
ciones de hecho cuya apreciación incumbe al Instituto Nacional de Previsión 
Social, si, en el caso, lo decidido no afecta ni restringe garantías constitucionales 
ni compromete la vigencia de instituciones básicas de la Nación — únicos supuestos 
en que resulta viable la apelación extraordinaria contra resoluciones de índole 
procesal — . Los arts. 18 y 33 de la Constitución Nacional, invocados por la 
recurrent'», caneen de relación directa e inmediata con la materia del pronun- 
ciamiento: p. 308. 

27. Lo atinente a la extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.236, constituye materia 
procesal que escapa a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. 

En consecuencia, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Cámara (pie, sin arbitrariedad, revoca la resolución del Instituto Nacional do 
Previsión Social fundada en <jue el menejonadp organismo quebrantó los princi- 
pios que desciplinan la carga de la prueba y las reglas de la sana crítica, pues 
tal decisión no afecta ni restringe garantías constitucionales ni compromete la 
viable la apelación extraordinaria contra resoluciones de índole procesal — . Los 
vigencia de instituciones básicas de la Nación —únicos supuestos en (pie resulta 
arts. 18 y 33 de la Constitución Nacional, invocados por la recurrente, carecen 
de relación directa e inmediata con la materia del pronunciamiento: p. 311. 
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28. La dimisión de la Cámara del Trabajo <|U(\ con fundamento en los hechos 
del caso y en las normas de carácter procesal de la ley 14.23b\ declara su propia 
incompetencia y la de los tribunales del tuero para conocer en la demanda ordi- 
naria sobre reajuste jubilatorio promovida contra el Instituto Nacional ele Pre- 
visión Social, es insusceptible de recurso extraordinario. Kilo es, además, así, 
porque los arts. 14, 16, 18 y 95 de la Constitución Nacional invocados carecen 
de relación directa con lo resuelto: p. 467. 

Interpretación de otras normas y actos federales. 

29. La resolución del tribunal provincial que se limita a establecer a quién 
incumbe impulsar el procedimiento para exigir el cumplimiento de lo resuelto, 
dentro de los límites en que el derecho de los actores fué reconocido por la 
Kentencia ti nal de la Corte, no importa alzamiento contra este ultimo pronun- 
ciamiento ni sustenta, dada su índole procesal, el recurso extraordinario: ¡>. 24. 

30. Kl agravio referente a la invalidez constitucional del art. 109 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional no sustenta el recurso extraordinario en el 
supuesto en que, mediando desintegración, la decisión de la Sala de una Cámara 
Nacional de Apelaciones ha sido dictada por el voto concorde de dos de ^us 
jueces : p. S3. 

31. La sentencia dictada por el voto concordante de dos jueces de la Sala de 
una Cámara Nacional de Apelaciones, en los términos del art. 10!) del Reglamento 
para la" Justicia Nacional, es válida. Kste precepto, en efecto, se ajusta a lo 
dispuesto por los arts. 27 de la ley l.i.998 y 26 del decreto-ley 12Sf>/">8. y su 
impugnación constitucional no constituye cuestión substancial bastante para el 
otorgamiento de la apelación extraordinaria: p. 107. 

32. Ks improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en el art. 109 del 
Reglamento para la Justicia Nacional, si la intervención de un miembro de la 
Cámara Nacional de Apelaciones ha sido consentida en la causa y, en cualquier 
caso, su habilidad para conocer eji los autos, en razón de haber actuado como 
juez en la ejecución ofrecida como prueba, no constituye cuestión federal que 
sustente la apelación : p. 107. 

33. No existe transgresión al art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional 
cuando, en la sentencia de 1h Cámara Nacional de Apelaciones y demás actua- 
ciones de la causa, se ha dejado constancia que uno de sus miembros no suscribe 
el fallo por haber intervenido como juez en primera instancia: p. 107. 

34. A los efectos de la revisión de las sentencias contradictorias de las Salas de 
las Cámaras Nacionales, bajo la vigencia del art. 113 del Reglamento para la 
Justicia Nacional, corresponde que el litigante, que ha podido informarse acerca 
de la jurisprudencia existente sobre el punto debatido, requiera antes del fallo 
final la constitución del tribunal plenario. Kilo no ocurre cuando aquél, al 
enunciar los diversos pronunciamientos sobre el punto cuestionado, omite con- 
cretar petición alguna, a los fines dispuestos en la norma señalada : p. 108. 

35. Ks improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que condena 
al pago de la contribución patronal a la obra social de una asociación profesional 
de trabajadores si, teniendo aquélla fundamentos suficientes para la decisión del 
pleito, ha sido respetado el fallo anterior de la Corte Suprema (pie, en su opor- 
tunidad, dejó sin efecto la sentencia de la Cámara del Trabajo que había omitido 
considerar y pronunciarse acerca de un capítulo de la litis sustancial para ¡a 
solución del caso: p. 27o. 

36. Decidido por la Corte Suprema, en anterior pronunciamiento, que la senten- 
cia de la Cámara había quedado firme en cuanto resolvía la caducidad del legado 
de un campo y la obligación de restituir los frutos, es indudable el derecho del 
actor a reclamar la entrega o restitución del inmueble litigioso, derecho (pie se 
basa en el fallo irrevisible y obligatorio de la Corte. 
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Por consiguiente, la decisión que, en el procedimiento di» ejecución de esa sen- 
tencia, linee lugar a la excepción tle inhtihilidad de título y desestima la ejecu- 
ción, importa desconocer un pronunciamiento obligatorio de la Corte, por lo que 
debe ser dejada sin efeeto: p. á'.VA. 

37. Kl desconocimiento de los tallos pronunciados por la Corte Suprema da 
1 turar a recurso extraordinario si se discuten derechos concreta mente reconocidos 
por ellos en la causa en que fueron dictados: p. 5M. 

Cuestiones no federales. 

Interpretación tte norma* // actos comunes. 

38. La sentencia (pie no hace lugar a la tercería de dominio deducida por la 
esposa en la ejecución seguida contra su cónyuge, por razones de hecho y de 
derecho común y procesal suficientes para sustentarla, es irrevisible en la instan- 
cia extraordinaria. Kilo es ¡.sí incluso en lo atinente a las cláusulas de la ¡ey 
14..W4 que instituye el "bien de familir", sin (pie la invocación del precepto 
programático del nuevo art. 14 de la Constitución Nacional, referente a la pro- 
tección de la familia v al acceso a I:; vivienda digna, varíe la solución del caso: 
p. 21. ' - 

39. Las cansas entre empleadores y sus agentes, seguidas ante el fuero laboral 
y referentes a derechos originados en relaciones de e?*a naturaleza, aún cuando 
se invoquen preceptos de los respectivos estatutos profesionales, son ajenas a lu 
jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 22. 

40. La circunstancia de (pie la ley aplicada por el tribunal de alzada, para revo- 
car el fallo del inferior y hacer lugar a la consignación de alquileres efectuada 
por la co-inquilina del locatario fallecido, se aparte del redimen de locación del 
Código Civil, no constituye violación constitucional: p. 47. 

41. Kl pronunciamiento del tribunal de alzada que declara nula la audiencia 
donde se comino la entrega de un inmueble desocupado para su subasta, decide 
cuestiones de orden común v procesal, irrevisibles en la instancia extraordinaria: 
p. 8.1. 

42. La sentencia de la Cámara (pie, por razones de hecho y de derecho común 
suficientes para sustentarla, revoca la del inferior y condena al recurrente por 
el delito de usurpación, es insusceptible de recurso extraordinario con fundamento 
en los arts. 14 y 18 de la Constitución Nacional, no mediando arbitrariedad: 
p. 107. 

43. Lo atinente a los efectos que sentencias y pronunciamientos anteriores, recaí- 
dos en causas diversas seguidas entre los interesados ante jueces distintos, puedan 
tener sobre la suerte del pleito, es problema de orden común y procesal ajeno, 
en principio, a la jurisdicción del art. 14 de la ley 48: p. 108. 

44. La interpretación de la ley 96S8 y de los decretos-leyes 650/55 y 5005/56, 
es ]) robleiua de derecho común, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte Suprema; por lo que las garantías establecidas en los arts. 14, 16, 17, 18, 
lí) y "21 de la Constitución Nacional no guardan relación directa con la sentencia 
que, aplicando tales preceptos, decide (pie no corresponde deducir de la indem- 
nización por incapacidad parcial permanente los salarios entregados a la víctima, 
por incapacidad temporal, durante el período de su curación: p. 174. 

45. La determinación de quien es parte en el juicio es problema de derecho co- 
mún regido por las leyes respectivas y ajeno, en principio, a la instancia extra- 
ordinaria. Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario deducido 
contra la sentencia (pie resuelve (pie el apelante no probó ser parte legítima para 
promover el juicio de desalojo: p. 180. 

46. I>as leves vigentes en materia de locación revisten carácter común y su inter- 
pretación y aplicación no da lugar a recurso extraordinario. Kilo es así aun 
respecto del régimen de aplicación de dichas leyes en el tiempo: p. 200. . 
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47. La sentencia condenatoria al pa&ro de la contribución patronal a la obra social 
do una asociación profesional de trabajadores, en razón de considerar válida 
la resolución 12/f).'J del Ministerio de Trabajo <|iu\ con la conformidad de la 
cámara patronal respectiva para decidir sobre el punto, establece la obligatorie- 
dad de aquélla respecto de los empleados y obreros de la industria del cartón 
y aliñes, tiene fundamentos de hecho y de derecho común bastantes para susten- 
tarla e irrevisibles en la instancia extraordinaria. Kilo es así, incluso en lo 
atinente al alcance de dicha conformidad y al valor de la presentación posterior 
revocándola, antes de la cual hubo manifestación de acuerdo de la contraparte: 
p. 27t¡. 

48. Lo atinente a la valide/, de la resolución 12/.VJ impugnada del Ministerio de 
Trabajo, y por la cual se dispone el aporte patronal a la obra social de una 
asociación profesional de trabajadores, con fundamento en la "aceptación for- 
mulada'* por la Cámara de Fabricantes de Knvasos de Cartón y Afines y lo 
establecido por los arts. llí)7 del Código Civil y l.'tS de la l^cy Orgánica del Pro- 
cedimiento Laboral, es cuestión irrevisible en instancia extraordinaria: p. 27!). 

49. I>> atinente a la existencia de acción, con fundamento en el Código Civil, 
para obtener la rescisión de un contrato do locación, poso al régimen de suspen- 
sión de los desalojos de las leyes 1 4.4-ÍS y 14.442, es punto irrevisible en la 
instancia extraordinaria o insusceptihle de la tacha de arbitrariedad: p. 2*4. 

50. N'o es materia federal decidir si, en el caso, procedía o no la declaración de 
quiebra : p. **2í). 

51. La sentencia que, por razones de hecho y de derecho común, declara rescin- 
dido un contrato de locación de obra, es irrevisible en instancia extraordinaria : 
p. 444. 

52. Lo referente al alcance que cabe asignar al art. ."54 del decreto-ley 21S(> ,')7, 
en tanto dispono la aplicación de sus preceptos a la> causas en trámite cuando 
lo permita el estado de aquéllas, es materia de interpretación de una norma de 
derecho común, reservada a los jueces de la causa, por lo que la cuestión carece 
do relación directa o inmediata con los arts. 17 y 1S de la Constitución Nacional, 
máxime si la sentencia no consagra una discriminación arbitraria o irrazonable 
entre las situaciones procesales posibles; y s¡, además, el recurrente no ha enun- 
ciado concretamente las pruebas de (pie se habría visto privado, ni ha justificado 
la eficacia do ellas para la decisión do la causa : p. 4")0. 

53. Lo atinente a la retroactividad do la ley, en materia civil, no revisto carácter 
constitucional. La solución no varía aún cumulo se invoquen los arts. !>. f>, 4044 
y 404") del Código Civil, pues el problema queda siempre ubicado en el ámbito 
propio del derecho común : p. 40"). 

54. \jí\ ley 1-LK21 es do carácter común y su interpretación no da luirá r a recurro 
extraordinario : p. f)71 . 

I ' nlrrpi'rtiicióit t¡t normas }/ actos toral* s tu íjí mral. 

55. La sentencia do la Suprema Corte de Justicia do la Provincia de Buenos 
Aires (pie, sin arbitrariedad y con fundamentos de hecho v do derecho local 
suficientes para sustentarla, rechaza la repetición del gravamen para el arreglo 
y conservación de caminos aplicado por una municipalidad de aquélla, os insus- 
eeptiblo de recurso extraordinario con base en los arts. (¡7, ine. 2", 1 < M . 10") y 
107 de la Constitución Nacional, en razón do la jurisdicción impositiva ou el 
orden provincial y de la naturaleza del tributo: p. Só. 

56. Ks improcedente el recurso extraordinario fundado en que la Suprema Corto 
de . Justicia de Mendoza ha excedido los límites do su competencia al resolver 
que los arts. .*í y 27 do la ley provincial 1">7S — referente a los contratistas de 
viña — son inaplicables al caso, y al revocar la sentencia do la Cámara del Tra- 
bajo local, en baso a lo dispuesto en el art. 102 del Código do Procedimientos 
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Civiles de Mendoza; pues, tratándose de una sentencia suficientemente fundada 
en derecho, las cuestiones referente* al sentido de la ley procesal y a la compe- 
tencia del tribunal de alzada, suponen la interpretación de disposiciones locales 
y procesales ajenas a la instancia extraordinaria. En tales condiciones, los pre- 
ceptos constitucionales referentes a la defensa en juicio y al derecho de propie- 
dad carecen de relación directa con la materia del litigio: p. 326. 

Interpretación de normas i ocal ex de procedimientos. 
Costas y honorarios. 

57. Lo atinente a la determinación del monto de la causa y a la aplicación e 
interpretación del arancel para abogados y procuradores, a los fines de la regu- 
lación de honorarios pertinente, son cuestiones ajenas al recurso extraordinario: 
p. 110. 

58. La interpretación del decreto-ley 7887/55, sobre arancel para las profesiones 
de agrimensura, arquitectura e ingeniería, es punto de naturaleza procesal irre- 
v i si ble en la instancia extraordinaria : p. 139. 

59. Lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es cues- 
tión procesal y accesoria que no da lugar, como principio, a recurso extraordinario, 
salvo los supuestos de excepción admitidos por la jurisprudencia cuando se com- 
prometen garantías constitucionales o las instituciones que aquél está destinado 
a tutelar: p. 180. 

60. Las cuestiones atinentes a la regulación de los honorarios devengados en las 
instancias ordinarias son, por vía de principio, ajenas al recurso del art. 14 de 
la ley 48. La solución puede variar cuando medie manifiesta desproporción entre 
la regulación practicada y los servicios a que corresponde o si las circunstancias 
especiales del caso requieren la fundamentación de derecho de la resolución res- 
pectiva : p. 359. 

61. Lo atinente a la determinación del monto del juicio y a la consiguiente re- 
gulación de honorarios, es materia propia de los jueces de la causa y ajena, como 
principio, a la jurisdicción extraordinaria de la Corte: p. 363. 

Doble Instancia 7 recursos. 

62. A partir de la vigencia del decreto-ley 1285/58, cuyo art. 28 ha creado el 
recurso de inaplicabilidad de ley, no procede la apelación extraordinaria, con 
fundamento en el art. 113 del Reglamento para la Justicia Nacional y en la ga- 
rantía de los jueces naturales, contra la resolución de la Sala del tribunal de 
grado denegatoria de aquél : p. 24. 

63. Las resoluciones que deniegan el recurso de inaplicabilidad de ley, previsto 
por el art. 2S del decreto-ley 1285/58, no son recurribles para ante la Corte. El 
remedio contra tales resoluciones, expedidas por una Sala del tribunal de grado, 
debe buscarse ante la Cámara en pleno que aquélla integra: p. 24. 

64. Decidir si las sanciones que las autoridades administrativas de la Provincia 
de Mendoza pueden aplicar de acuerdo con la ley 2285 sobre usura — cuyo art. I 9 
hace suyas las establecidas por el art. 6^ de la ley 12.830 — , son apelables ante la 
justicia federal, o si deben estimarse sujetas a las reglas generales de procedi- 
mientos vigentes en la provincia, es cuestión procesal vinculada exclusivamente a 
la inteligencia de las respectivas normas locales, y, por ello, ajena a la esfera del 
recurso extraordinario: p. 96. 

65. La resolución que declara improcedente un recurso para ante el Tribunal de 
la causa, en razón de versar sobre cuestiones de índole procesal, no es, en principio, 
susceptible de recurso extraordinario. Ello es incuestionable, sobre todo, cuando 
la denegatoria se basa en la circunstancia de hallarse firme el auto contra el que 
se intentó el recurso, punto éste que — siendo irrevisible por la Corte — es ajeno 
a la instancia de excepción. 
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En consecuencia, no procede el recurso extraordinario interpuesto, con funda- 
mento en los nrts. 14, 17 y 19 de la Constitución Nacional, contra la sentencia 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que, estimando consentida 
por el recurrente la resolución condenatoria del Director de Policía del Trabajo, 
desestimó los recursos de nulidad v apelación deducidos respecto de la última: 
p. 98. 

66. Son cuestiones de carácter procesal, ajenas a la instancia extraordinaria, las 
referentes a la deserción o mantenimiento de los recursos de apelación ante el 
tribunal de alzada: p. 146. 

67. La aplicación del art. 46 de la ley 14/237, que autoriza a los tribunales de 
alzada a resolver sobre el fondo del asunto en los casos de decretarse la nulidad 
de la sentencia por defectos formales propios de ésta, constituye una cuestión 
procesal ajena a la instancia extraordinaria: p. 311. 

68. No procede el recurso extraordinario, fundado en (pie sería violatorio de la 
defensa el fallo dictado con omisión del veredicto previo estatuido en la ley 953 
de Salta, si el tribunal de alzada ha declarado que el apelante no planteó en la 
oportunidad debida la nulidad de la sentencia de primera instancia, (pie quedó 
así consentida, conforme a la ley local de procedimientos: p. f>24. 

69. La resolución que deniega el recurso de inaplicabilidad de ley del art. 28 del 
decreto-ley 128.")/. r )8, en principio, es insusceptible de apelación extraordinaria: 
p. 5ó4. 

Casos varios. 

70. Decide una cuestión de derecho procesal y común la resolución que, con fun- 
damentos de igual naturaleza, declara incompatible el carácter de querellante y 
procesado en la misma causa; es improcedente, en consecuencia, el recurso extra- 
ordinario, fundado en la violación de los arts. 14, 18 y 31 de la Constitución 
Nacional, que carecen de relación directa e inmediata con la materia del pro- 
nunciamiento : p. f>0. 

71. Lo decidido en orden a la validez o nulidad de notificaciones es cuestión 
procesal, ajena a la instancia extraordinaria. En consecuencia, es improcedente 
el recurso extraordinario deducido contra la resolución (pie declaró desierto el 
recurso de apelación luego de haber dado por decaído el derecho a expresar agra- 
vios a la Nación, y que se funda en la validez de la notificación personal de la 
providencia respectiva al Procurador Fiscal de Cámara (que resulta del pase de 
los autos a su despacho) y cuya nulidad opone dicho funcionario aduciendo que 
debió ser diligenciada por cédula; tanto más cuanto que el apelante no niega 
que el expediente le fué pasado en la fecha indicada ni alega desconocimiento 
personal del auto notificado. En tales condiciones, carecen de relación directa e 

, inmediata con lo resuelto las garantías de los arts. 16 y 18 de la Constitución 
Nacional : p. 79. 

72. El recurso extraordinario no es la vía para la corrección de posibles nuli- 
dades procesales : p. 80. 

73. Es cuestión de orden procesal y local, ajena al recurso extraordinario, la 
relativa a decidir si, fallecido el defensor del procesado, corresponde aplicar el 
art. 203, inc. 6 V , de la ley 5177 de la Provincia de Buenos Aires (relativo al cese 
de la representación por muerte o inhabilidad del apoderado o procurador) o si, 
por el contrario, procede la inmediata sustitución por el Defensor de Pobres, con 
arreglo a disposiciones referentes a los procesados (pie gozan de los beneficios de 
la excarcelación: p. 102. 

\ 74. I^as nulidades de procedimientos son ajenas a la instancia extraordinaria: 

p. 146. 

75. La facultad de disponer medidas para mejor proveer, aparte de ser privativa 
de los jueces de la causa, constituye materia procesal ajena a la garantía consti- 
tucional de la defensa en juicio: p. 311. 
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76. Lo atinente a la innpelahilidad de la decisión dictada respecto de la peren- 
ción de instancia, en el procedimiento de apremio, es cuestión que no reviste 
carácter federal, y, en consecuencia, resulta ajena n la jurisdicción extraordinaria 
de la Corte. La circunstancia de haberse alegado arbitrariedad, con fundamento 
en el art. 5 de la ley 14.191, no varía la solución del caso, pues lo resuelto sobre 
el alcance de dicha norma, unte lo dispuesto por el art. 320 de la ley 50, consti- 
tuye un -■problema de derogación que, tratándose de normas procesales, es propio 
de los jueces de la causa : p. 3 39. 

77. Lo resuelto, sin arbitrariedad, en materia de validez o nulidad de notificacio- 
nes, es ajeno a la instancia extraordinaria: p. 511. 

78. Tanto la adopción de medidas para mejor proveer como la denegatoria de 
las que fuesen solicitadas en ese carácter, es cuestión procesal y propia de los 
jueces de la causa, que no se vincula con la garantía constitucional de la defensa 
en juicio: p. 11 tí. 

79. Es materia propia de los jueces de la causa el alcance que cabe atribuir a la 
norma del art. 435 del Código de Procedimientos en lo Criminal: p. 524. 

80. La garantía de la defensa y las cláusulas de los arts. 29, 30 y 31 de la 
Constitución Nacional no autorizan a la Corte Suprema de la Nación a revisar 
el alcance de la jurisdicción atribuida a la Suprema Corte de la Provincia de 
Buenos Aires, respecto de los conflictos locales entre autoridades, por ser punto 
regido exclusivamente por las normas provinciales, en los términos de los arts. 
104 y sigtes. de la Constitución Nacional: p: 532. 

81. Las cuestiones atinentes al régimen legal de la rebeldía, al cargo de la prueba 
en talesi condiciones y a las consecuencias de una absolución de posiciones por 
parte del demandado, no revisten carácter federal, ni su aplicación compromete 
la garantía invocada de la defensa: p. 533. 

Exclusión <h las cuestiones de hecho. 
Expropiación. 

82. La determinación del precio de un bien expropiado es cuestión de hecho y 
prueba, ajena al recurso extraordinario. No obsta a la aplicación de dicha doc- 
trina la circunstancia de que el recurrente invoque la errónea interpretación del 
art. 11, in fine, de la ley 13.264, {lesde que la sentencia en recurso no se funda 
en inteligencia de dicha norma que sea contraria a la sostenida por la actora, 
sino en razones de hecho tendientes a desvirtuar el argumento de que las ventas 
antecedentes computadas en el dictamen del Tribunal de Tasaciones se hallaban 
influenciadas por la obra gubernamental: p. 311. 

Impuestos y tasas. 

83. El alcance del allanamiento formulado por la Dirección General Impositiva 
en un juicio sobre devolución de impuestos, condicionado a las resultas de la 
liquidación a practicar por esa Dirección es ajeno a la inteligencia de la ley 
11.683, por ser cuestión de hecho y procesal. 

En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario deducido por aquélla 
contra la sentencia que ordena devolver la suma reclamada, fundado en que no se 
tuvo en cuenta la limitación invocada al allanarse, negándosele así las facultades 
de inspección y verificación que le confieren los arts. 23, 24, 25, 40, 41 y 74 de 
la ley citada : p. 4\9. 

Varias. 

84. La sentencia que, en base al informe de los médicos forenses, declara com- 
probada la incapacidad de la peticionante en los términos del decreto-ley 13.937/ 
46 y procedente la jubilación por invalidez, decide cuestiones de hecho, insus- 
eeptibles de recurso extraordinario. Dicha solución se impone tanto más si el 
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citado informe, ordenado como medida para mejor proveer, no lia sido objeto de 
impugnación concreta por el Instituto recurrente: p. 4t>2. 

85. Ijo atinente a la prueba de la existencia de persecución irremial o política, 
en principio, es cuestión de hecho insusceptible de revisión en instancia extra- 
ordinaria y (pie no guarda relación directa con la garantía invocada de la defensa: 
p. 5oí). 

St h ti tu tus íirbit rin itis. 
Principios generales. 

86. No es aplicable la doctrina establecida en materia de Arbitrariedad a la 
sentencia suficientemente fundada : p. 815. 

87. La mención explícita de la norma (pie rL r e el caso no es siempre indispen- 
sable a los fine- de la adecuada fundamentación de l.-.s sentencias: p. 1S1. 

88. No procede el recurso extraordinario si la sentencia apelada, en cuanto a la 
determinación de las cuestiones conducentes para la decisión del caso, no excede 
de las atribuciones propias del tribunal de la cau>a : p. 270. 

89. La decisión fundada, cualquiera sea su acierto o error, es insusceptible de 
la tacha de arbitrariedad. La doctrina sobre fallos insostenibles revisto carácter 
estrictamente excepcional y no tiene por objeto corregir en tercera instancia pro- 
nunciamientos equivocados o (pie el recurrente considere como tales, seirún su 
divergencia con respecto a la inteligencia que el tribunal de al/ada atribuya a 
los hechos y a las leyes comunes: p. M27. 

20. La existencia de arbitrariedad debe <vv aleada de manera explícita: p. ")00. 
Procedencia del recurso. 

91. Procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina M>bre arbitrariedad 
cuando, al hacer hipar la justicia civil a la incompetencia de jurisdicción opuesta 
en una ejecución hipotecaria seguida, entre otros, contra una sociedad de respon- 
sabilidad limitada, se repulan honorarios atribuyendo al fallo un carácter definiti- 
vo que no corresponde, con inobservancia de principios federales como el del 
art. 24, inc. 7'\ del decreto-ley 1285/08: p. 40. * 

92. Procede el recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la resolución 
de la cámara cuando, no obstante la solide/ de los argumentos esgrimidos por la 
recurrente, sin fundamentación normativa para sustentarla modifica y eleva de 
$ 2.500 m/n. a $ 27.000 m n. la reculación de honorarios practicada por el in- 
ferior: p. 359. 

93. Corresponde dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda por cobro 
de sueldos, retroactividad y aguinaldo, fundada en un fallo plenario de la Cámara 
Xacional del Trabajo, sepún el cual corresponde declarar la incompetencia del 
fuero laboral para entender en las reclamaciones fundadas en cuestiones relacio- 
nadas con convenios colectivos de trabajo, si antes no se recurrió a las respectivas 
Comisiones Paritarias; y que omite toda consideración a la ley 14.200 — pro- 
mulgada con posterioridad al plenario y vipente al dictarse la sentencia — , cuyo 
art. 10 establece que la intervención de las Comisiones Paritarias no excluye ni 
suspende el derecho de los interesados a iniciar directamente la acción judicial : 
p. 416. 

Improcedencia del recurso. 

94. La sentencia de la suprema corte provincial que, por vía del recurso de 
casación e interpretando el art. S.'i del Estatuto del Periodista frente a la norma 
supletoria del art. 15S del Códipo de Comercio (reformado por la ley 11.729), 
declara incomputable, a los efectos de la indemnización por despido, el período 
anterior a la reincorporación del recurrente a la empresa de la cual se había 
retirado voluntariamente, tiene fundamentos suficientes para sustentarla y os 
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insusceptiblc de revisión por medio de la apelación extraordinaria fundada en 
la doctrina excepcional establecida en materia de arbitrariedad: p. 22. 

95. Es improcedente el recurso extraordinario, con base en la garantía de la 
defensa y en la doctrina sobre arbitrariedad, contra la sentencia de la Cámara 
de Trabajo que, rechazando las pruebas de testigos y de certificados de emplea- 
dores ofrecidas por la recurrente, por no hallarse contempladas en la ley y ser 
además extemporáneas, confirma la decisión del Instituto Nacional de Previsión 
Social que denegó el beneficio de jubilación por invalidez, en raz£n de no haberse 
comprobado, en la forma determinada por la ley, que la incapacidad verificada 
se retrotrae a la «lecha del primer cese de las actividades laborales, reiniciadas 
siete años después : p. 47. 

96. Si dos jueces de cámara suscriben la parte dispositiva del- fallo, cuya pena 
coincide con la señalada en los votos respectivos, la circunstancia de (pie aparezcan 
discrepancias en cuanto a la calificación legal del delito, no da lugar a recurso 
extraordinario con fundamento en la arbitrariedad y en la nulidad de aquél: p. 80. 

97. La decisión con arreglo a la cual, a los fines del art. 14, inc. l'>, del decreto- 
ley 2186/57, se requiere prueba de la existencia de un núcleo familiar, por parte 
del actor, a los efectos del desalojo de una vivienda "para habitar con su familia'-', 
no resulta imposible ni es susceptible de la tacha de arbitrariedad: p. 86. 

98. La sentencia que. con fundamento explícito en el sistema normativo vigente, 
admite la excepción de falta de acción opuesta y, en consecuencia, rechaza la de- 
manda sobre rescisión de contrato, cualquiera fuere su acierto o error, es insus- 
ceptible de descalificación como acto judicial: p. 108. 

99. La circunstancia de que los fundamentos de la resolución regulatoria de 
honorarios sean escuetos, admitiendo este género de resoluciones fundamentación 
breve, no basta por sí sola para la procedencia de la tacha de arbitrariedad: p. 139. 

100. Si la sentencia afirma que el decreto-ley 650/55 se aplica a todos los acci- 
dentes o "eventos dañosos" ocurridos durante su vigencia, es improcedente el 
recurso fundado en que el fallo es arbitrario porque omite pronunciarse sobre 
la cuestión planteada acerca de la deducción de los importes pagados por la 
empresa en concepto de incapacidad temporal al accidentado desde la fecha del 
decreto-lev 5005 derogatorio del anterior. 

En efecto: la cuestión aparece, así, resuelta en el sentido de que las disposiciones 
derogatorias que se alegan sólo contemplan los accidentes acaecidos con poste- 
rioridad a la fecha de vigencia del decreto-ley 5005/56: p. 174. 

101. El pronunciamiento que, a los fines de la efectividad de los derechos consti- 
tuidos y reclamados en juicio, excluye de la retroactividad dispuesta por la ley 
14.821 la exigencia de formalidades imprevisibles/ como lo es la atinente a la 
prueba por escrito del contrato de locación transitoria celebrado con anterioridad 
a la vigencia de la ley 13.581, se encuentra fundado y no puede ser invalidado 
con ba^e en. la doctrina establecida en materia de arbitrariedad: p. 284. 

102. La resolución fundada es insusceptible de la tacha de arbitrariedad que, por 
lo demás, en materia de regulación de honorarios debe ser especialmente restrin- 
gida : p. 363. 

103. La sentencia que hace lugar al desalojo 1 undado en el cambio de destino del 
inmueble, por interpretación y aplicación de normas que no revisten carácter 
federal, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa, ni justifica la 
apertura del recurso extraordinario con base en la jurisprudencia excepcional 
establecida en materia de arbitrariedad: p. 388. 

104. No procede el recurso extraordinario, con fundamento en la jurisprudencia 
sobre arbitrariedad, si la cuestión atinente al alcance de la litiscontestación, en 
cuanto al distinto origen y la individualidad consiguiente de las fracciones ex- 
propiadas, aún reconocida, no impide la apreciación que sea pertinente del total, 
en la forma adecuada a su estado en oportunidad del desapoderamiento: p. 444. 
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105. No procede el recurso extraordinario con fundamento en la doctrina sobre 
arbitrariedad cuando el pronunciamiento apelado, por el cual se hace lugar a la 
rescisión de un contrato de locación de obra, es con Mr mato rio del de primera 
instancia y no se lia demostrado (pie sea decisiva para la solución del pleito la 
circunstancia alegada de que el objeto de los carros, cuya construcción se enco- 
mendó a la recurrente, no era su utilización exclusiva en las reparaciones ferro- 
viarias contratadas: p. 444. 

106. La regulación de lionorarios efectuada en un juicio por reincorporación o 
indemnización regido por la ley 12.637, no es pasible de la tacha de arbitrariedad, 
que se funda en que da como producida la opción a pesar de hallarse ella pen- 
diente de la decisión del Raneo demandado, y fija los honorarios en una suma 
antojadiza y más elevada aún que el monto de los sueldos cuyo pago se ordena 
en la sentencia, si ésta tiene presentes los dos términos de la alternativa planteada 
en la demanda, con independencia del ejercicio de la opción y del monto de los 
sueldos cuyo pago ordena el fallo : p. 524. 

107. No procede el recurso extraordinario fundado en (pie vi fallo es arbitrario 
porque aplica la ley nacional 12.637, en lugar de la Constitución Provincial, y, 
además, en que la interpretación de la prueba es errónea. Kilo porque — cual- 
quiera sea el acierto o error del Tribunal de Al /.¡ida — , éste no excedió sus fa- 
cultades propias al aplicar dicha ley; y porque, tratándose en el caso de una 
decisión fundada suficientemente en los hechos de la causa, no basta para sus- 
tentar la apelación la mera discrepancia del recurrente con el criterio del tribunal 
respecto de la valoración de la prueba : p. 524. 

108. Ks inaplicable la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad con- 
tra la resolución fundada de la Cámara del Trabajo que, previo dictamen del 
Procurador General del fuero a que se remite, desestima el recurso de inapli- 
eabilidad de ley del art. 28 del decreto-ley 1285/58: p. 554. 

Relación directa. 

Normas extrañas al juicio. 
Disposiciones constitucionales. 

109. La existencia de agravio constitucional no se con ti gura por razón de que 
la sentencia de la cámara, revocando la del inferior, condene al procesado. En 
efecto, el hecho no se vincula con la igualdad ante Lti ley ni con la amplitud de 
la defensa : p. 80. 

110. Es improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en los arts. 17 
y 18 de la Constitución Nacional, con miras a uniformar soluciones judiciales 
encontradas, sobre cuestiones de derecho común: p. 108. 

111. Si la sentencia apelada no ha juzgado sobre la validez o* legalidad de la 
resolución de la Cámara de Alquileres — relativa a la fijación del valor locativo — 
sino (pie se limitó a declarar (pie la actora careció de derecho para promover la 
acción fundada en el decreto municipal 8864/54 — que clasificó a la finca como 
casa de departamentos y le negó carácter de hotel — ya que, por estar recurrida 
dicha resolución "no había adquirido la autoridad de cosa juzgada", es obvio 
que el pronunciamiento judicial no versó sobre el monto del alquiler, sino sobre 
el título (pie confiere derecho para la consignación; en consecuencia, es impro- 
cedente el recurso extraordinario fundado en que el alegado desconocimiento 
del valor loVativo fijado por la Cámara de Alquileres importaría violación del 
principio constitucional de la división de los poderes: p. 311. 

112. La cuestión federal atinente a (pie el art. 34 del decreto-ley 218b" 57 sería 
violatorio de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional resulta insustancial 
para el otorgamiento de la apelación extraordinaria cuando la sentencia recurrida 
concuerda con doctrina reiterada de la Corte, de la que el apelante no da razones 
fundadas para prescindir: p. 450. 



(¡58 



RECURSO EXTRAORDINARIO 



Arl. 5. 

113. La invocación del ¡irt. f>" de la Constitución Nacional, dada la índole política 
de las cuestiones que suscita y cuya naturaleza no cambia por la alegación de 
otras cláusulas constitucionales, no autoriza el recurso extraordinario contra el 
pronunciamiento de la suprema corte provincial por el cual se desestima la 
querella, planteando ron ti ido municipal, promovida por un Intendente separado 
provisionalmente» de su cargo por el Concejo Deliberante respectivo, a raíz de la 
disposición de una partida de fondos que di'hía quedar inmovilizada : p. 532. 

Art. 16 

114. La impugnación de la inversión legal de la prueba, con base en el art. 16 
de la Constitución Nacional, es improcedente y no da lugar a recurso extraordi- 
nario, pues no sí» trata de medidas discriminatorias, sin otro fundamento que pro- 
pósitos de injusta persecución o privilegio, sino de una prescripción adecuada a 
un fin de justicia y acorde con los requerimientos del orden normativo vigente en 
materia laboral : p. 282. 

Art. 17. 

115. No procede el recurso extraordinario fundado en el art. 17 de la Constitu- 
ción Nacional contra la sentencia de la Cámara de Paz que, por aplicación de 
oficio del art. 26 de la ley 14.821, revoca el pronunciamiento del inferior que 
hacía lugar al ilesa lojo de un departamento adquirido con posterioridad al año 
1950: p. 465. 

Art. 18. 

116. Kl art. 18 de la Constitución Nacional no guarda relación inmediata y di- 
recta con lo decidido en la sentencia según la cual, tratándose de procesados que 
gozan de los beneficios de la excarcelación, corresponde la inmediata sustitución 
del defensor particular tallecido por el Defensor de Pobres, si el encausado, que 
goz;.ba de aquellos beneficios, tuvo oportunidad de estar en juicio mediante la 
representación del letrado (pie libremente eligió mientras el proceso se hallaba 
aún en primera instancia; y, además, porque de los agravios expuestos no surge 
en qué habría consistido concretamente la privación efectiva ocasionada a la 
defensa ni la> pruebas de que el recurrente no pudo valerse a raíz del trámite 
impreso a la causa : p. 102. 

117. Ks improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en el art* 18 
de la Constitución Nacional, cuando no se ha acreditado la existencia de airrfcvio 
sustancial a la defensa que justifique el otorgamiento de aquél. Tal ocurre si la 
omisión de audiencia, en el procedimiento administrativo inicial (pie culminó con 
el decreto 221)1/58 del P. E. de Entre Híos, por el cual se ordena el reintegro de 
una suma de dinero, gastada en publicaciones por el Contador General de la 
Provincia, no ha impedido a éste su posterior impugnación, ni la actuación ante 
el Superior Tribunal de Justicia local, por vía del recurso contenciosoadminls- 
trativo: p. 18.1. 

118. El art. 18 de la Constitución Nacional carece de relación directa con la 
sentencia (pie no hace lugar a) desalojo de un departamento reclamado como 
vivienda única de >u propietario cuando, dej escrito de interposición del recurso 
extraordinario, no resulta cuáles son las defensas y pruebas atinentes ji la solución 
del caso de (pie el apelante se baya visto privado: p. 46">. 

Sentencias ron j (tinta mt titos no ffderates o ftderatts consentidos. 
Fundamentos de orden común. 

119. Los arts. 14 y .51 de la Constitución Nacional carecen de relación directa 
con el pronunciamiento (pie rechaza la demanda sobre tercería de dominio y tiene 
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fundamentos di» hecho y de deYocho común su! ¡cientos para sustentarlo: p. 21. 

120. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
fundada en el art. 7 del decreto-ley !W40/~>7, modii icatorio del 2lS()/."i7, dócil;; 
(pie este último decreto es inaplicable en el caso, por no permitirlo el estado de 
la cau*a. y confirma lo resuelto en primera instancia en cuanto se hizo lucrar al 
desalojo; en tales condiciones el fallo reconoce fundamentos de hecho y de dere- 
cho común, propios de los jueces de ia causa, sin que las garantías de los arts. 17 
y 18 de la Constitución Nacional ^usirden relación directa e inmediata con lo 
decidido: p. 200. 

121. Kl pronunciamiento (pie. con acierto o error, por interpretación y aplicación 
de normas de las leyes no federales ll.í)24 y 14.442. cuya valide/ constitucional 
no se ha impugnado de manera "prima lacio" fundada, declara procedente el 
juicio ejecutivo por cobro do alquileres, iniciad») después de la sentencia (pie 
decreta el desahijo, es insuscoptiblo de recurso extraordinario con base en los 
arts. 14, 17, 1S y .*íl de la Constitución Nacional: p. .'ÍSS. 

Fundamentos de orden local y procesal. 

122. No procede el recurso extraordinario, con lundamento en el art. Ib' de la 
Constitución Nacional, contra la sentencia que, habiéndose abonado administra- 
tivamente y con posterioridad a la demanda judicial la suma cuya repetición 
se persigue, aplica las costas del .juicio al fisco. Kilo <>» así tanto más si la con- 
formidad fiscal con la habilitación de la instancia impide, en oportunidad del 
iallo, cuestionar la inobservancia de lo dispuesto en los arts. 7."> y sietes, de la 
ley 11.(>S.'{, (pie reculan el procedimiento contencioso judicial: p. ISO. 

123. Ks improcedente el recurso extraordinario si la Cámara resolvió que la 
revocación del auto de quiebra —por haberse consignado a embarco el monto del 
crédito reclamado — hacía innecesario pronunciarse sobre la cuestión de nulidad 
de aquel auto, pues ha decidido un punto de naturaleza procesal, con fundamentos 
de i<rual carácter que bastan para sustentar el pronunciamiento y hacen inapli- 
cable la jurisprudencia establecida en casos excepcionales de arbitrariedad: p. .T2Í). 

124. Kl pronunciamiento del tribunal riel trabajo de la Provincia de Hucnos 
Aires que. con base en el art. Ib' de la ley local 4")12. ordena devolver el escrito 
de contestación a la demanda, por no haberse acreditado la videncia del mandato, 
decide cuestiones de hecho y de derecho común y procesal, con las cuales no 
guardan relación directa los arts. 1S y .'J2 de la Constitución Nacional invocados 
como fundamento del recurso extraordinario, si no resultan do los autos circuns- 
tancias legales o do hecho (pío importen obstrucción al ejercicio de la represen- 
tación en juicio : p. .'Jí)l. 

125. Ks improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que rechaza 
el amparo deducido contra la negativa de una sociedad do beneficencia a permitir 
la inhumación do un cadáver en el cementerio de la misma hasta que se aho ? io 
una suma de dinero, si el fallo apelado se funda en (pie la negativa cuestionada 
encuadra en facultados conferidas por los estatutos do la entidad y en (pie, en 
consecuencia, no hubo restricción ilegítima y evidente del derecho que se invoca, 
como lo establece el art. 3", inc. 2". de la ley 2.'!.V> de Mendoza. Sustentado el 
fallo e:i razones de hecho y en la inteligencia de una ley local, a jenas, en princi- 
pio, a la instancia de excepción, no guardan con lo resuelto relación directa e 
inmediata las garantías constitucionales, invocadas por el recurrente, de la liber- 
tad de culto, igualdad ante la ley y deten-a en juicio: p. 421. 

Fundamentos de hecho. 

126. Ks" improcedente el recurso extraordinario cuando las consideraciones del 
tribunal de la causa, tendientes a la determinación del monto de la indemnización 
que deberá pagarse por la expropiación, no excodo dt* lo (pie es propio do decisión 
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por los juccos ordinarios. Los arts. 17 y 1S de la Constitución Nacional, invocados 
como fundamento de la apelación, carecen así de relación directa con lo decidido: 
p. 444. 

Besolución contraria. 

127. Tratándose de la distribución de la competencia entre jueces de la Capital 
Federal, que revisten todos carácter nacional, no procede el recurso extraordinario 
fundado en la denegatoria del fuero federal contra la sentencia que, en la demanda 
sobre i i ídem ni /ación por despido, seguid :i contra la Km presa Nacional Aerolíneas 
Argentinas, rechaza la excepción de incompetencia de jurisdicción opuesta por 
la recurrente: p. 280. 

128. No procede el recurso extraordinario contra la sentencia del tribunal de 
alzada provincial (pie, confirmando la del interior, mantiene el embargo preven- 
tivo trabado sobre fondos de la Municipalidad de Rosario si, habiéndose cuestio- 
nado la inteligencia de los arts. 132 de la Constitución de la Provincia de Santa 
Fe y 1 í* de la ley local 2756, frente a lo dispuesto por el art. 42 del Código 
Civil, el tallo apelado decide el conflicto a favor de la norma nacional: p. 285. 

129. La distribución de la competencia entre los jueces de la Capital Federal no 
da lugar, como principio, a recurso extraordinario. Esa regla admite excepción 
en supuestos en que la cuestión de competencia así resuelta aléete privilegios 
federales específicos: p. 435. % 

130. Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo que, fundada en <jue las disposiciones legales per- 
tinentes no atribuyen competencia a la justicia laboral para entender en la causa, 
declara la incompetencia de ella para conocer de una demanda de amparo: p. 435. 

Sentencia definitiva. 

Conct ¡ito (/ t/t nt validades. 

131. * Sólo son sentencias definitivas, a los efectos del recurso extraordinario, las 
<|iic ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de imposible 
o insuficiente reparación ulterior. 

La invocación de garantías constitucionales no excusa la falta de cumplimiento 
de ese requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en instancias 
posteriores o por vía de intervención de la Corte al dictarse la sentencia final 
de la causa : p. 204. 

132. Lo atinente a la sustitución de la administradora de una sucesión y a la 
regularidad del trtámite seguido en el exhorto para poner en posesión al nuevo 
administrador, no son cuestiones di» naturaleza federal, ni revisten carácter .de- 
finitivo en los términos del art. 14 de la ley 48: p. 214. 

Kt solución* s anteriores a la sentencia definitiva. 
Jálelos de apremio 7 ejecutivo. 

133. I^as decisiones recaídas en procedimientos de apremio o ejecutivo no dan 
luir ar a recurso extraordinario, salvo supuestos excepcionales que comprendan 
puntos de interés institucional. Kilo no ocurre cuando de las actuaciones adminis- 
trativas no resulta que la ejecución se haya seguido con irregularidad manifiesta, 
ni sr haya planteado cuestión ÍVderal sustancial que justifique la apertura de la 
apelación : p. 18. 

134. Ln< resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos son, como principio, 
insuseeptibles de recurso extraordinario. Dicha doctrina reconoce excepción en 
el supuesto en que el orden institucional se encuentre afectado, lo cual.no ocurre 
por la circunstancia de que la defensa de inhabilidad de título, opuesta por el 
ejecutado, lu.ya sido admitida por la Cámara: p : 20. 

135. Las resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos, por vía de principio, 



RKCl'KKO KXTKAOKDIXAKIO 



661 



son insuscopliblcs do recurso extraordinario. Kntre las excepciones, ndmitidas por 
esta jurisprudencia, no lisura la consistente en los inconvenientes que pueden re- 
sultar del juicio ordinario que, en el cuso, so reconoce procedente: p. 143. 

Medidas precautorias. 

136. Las resoluciones referentes a medidas do tipo precautorio, ya sea que las 
decreten, levanten o modifiquen, no revisten carácter definitivo, en los términos 
del art. 1 í de la ley 48. Tal ocurre con la que, al desestimar una nulidad, mantiene 
la designación de depositario do un 'bien do propiedad del interdicto: p. .'$!)<*. 

Varias. 

137. Ks improcedente el recurso extraordinario con fundamento en la igualdad 
hereditaria y en el art. 1H do la Constitución Nacional cuando, limitándose la 
sentencia apelada a declarar la invalidez do la audiencia celebrada, en razón de 
la carencia de facultados expresas del representante de unos herederos, no resulta 
que exista en la causa decisión final respecto de la forma en (pie debo practicarse 
la venta de los bienes sucesorios : p. 83. 

138. La resolución que establece (pie el término para expresar agravios no ha 
vencido, por lo (pie no procedo declarar desierto el recurso do apelación, no os 
sentencia definitiva, pues sólo resuelvo una situación de índole procesal (pie no 
afecta -el fondo de la situación controvertida ni impide la prosecución de la 
causa : p. 1 Til. 

139. Kl pronunciamiento do la (Vi mam Comercial que, modificando la decisión 
del inferior, dech.ra (pie la quiebra, además de culpable, es fraudulenta, no es 
equiparable a sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la lev 4S. Kn 
efecto, dicha calificación, (pie no es obligatoria para la justicia represiva, sólo 
tiene por lili la iniciación del proceso penal y la detención del fallido si se lo 
hallare fraudulento: p. 182. 

140. Kn atención a lo dispuesto por los arts. 177, 2" parto, y 178 de la ley de 
quiebras, lo resuelto por la justicia comercial al calificar la conducta del fallido 
tiene un carácter puramente provisional, de información o antecedente p:ira el 
posterior juicio criminal, pues tal calificación no obliga al juez del crimen ni 
impide que ésto se pronuncie sobre la conducta del deudor aunque el juez de 
comercio no encuentre mérito para calificar la quiebra de culpable o fraudu- 
lenta. 

Kn consecuencia, os improcedente el recurso extraordinario (pie deduce el fallido 
contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, ale- 
gando (pie se ha violado el derecho de defensa al encuadrar su conducta en las 
disposiciones de los arts. 1()9, inc. 11, y 170, i no. 5'\ de la ley de quiebras, (pie 
no fueron invocadas por el síndico, sin que se le diera oportunidad de desnuco 
y de ofrecer y producir prueba respecto de las causales a (pie so refiere el tallo 
del tribunal: p. 204. 

141. Kl pronunciamiento revocatorio de la resolución (pie suspendía el remate de 
mercaderías ordenado por la autoridad aduanera, no es sentencia dofinitiv;* : 
p. 362. ^ 

142. Kl auto do prisión preventiva no es, en principio, sentencia definitiva a los 
fines del recurso extraordinario: p. 384. 

143. I^a resolución (pie, por no haberse acreditado oportunamente la videncia del 
mandato, no mediando dificultados legales y do hecho para hacerlo, ordena de- 
volver el escrito do contestación a la demanda, no es sentencia definitiva en los 
términos del art. 14 de la ley 48: p. ,'W1. 

144. Kl auto por el cual se sobresee provisionalmente en un proceso penal no 
constituye sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario: p. f>24. 

145. Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución 
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que deniega el pedido de libertad formulado por el procesado, detenido durante 
un lapso mayor que el fijado en el art. b'M) del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, ron prisión preventiva firme y excarcelación denegada, en un proceso 
de características excepcionales (Mí cuerpos de expediente, casi 6000 fojas de 
actuación, OS personas implicadas, múltiples incidentes y recursos interpuestos 
durante la tramitación del sumario). La jurisprudencia según la cual las decisio- 
nes re rerentcs a prisión preventiva y excarcelación no constituyen, en principio, 
sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario, debe mantenerse en el 
caso, cuyas circunstancias especiales llevan a aplicar la regla general y no la 
excepción reconocida en precedentes del Tribunal. A lo que cabe agregar que el 
recurrente no pretende (pie el lapso de prisión preventiva cumplida exceda la 
condena que pueda corresponder al delito por el que se le procesa ni que sea 
arbitraria la interpretnción que el tribunal de la causa ha dado a la norma legal 
citada : p. 54G. 

146. Las decisiones referentes a prisión preventiva y excarcelación no constitu- 
yen, por vía de principio, sentencia definitiva a los fines del recurso extraordi- 
nario, sin (pie obste a ello la invocación de la garantía de la defensa en juicio 
ni el alegado error en la interpretación de los textos legales: p. 54b". 

lirsotuciotit .s poxtrriort .s a ¡a .sentencia definitiva. 

147. La sentencia (pie, en el procedimiento de ejecución de honorarios, 'declara 
que existe cosa juzgada respecto al monto de aquéllos, es insusceptible de recurso 
extraordinario con fundamento en que las regulaciones practicadas son confisca- 
toria* y violan garantías constitucionales: p. 1K. 

148. Las resoluciones posteriores a la sentencia definitiva no son susceptibles 
de recurso extraordinario, salvo que importen notorio apartamiento de lo decidido 
por aquélla u ocasionen un gravamen de imposihlc*o insuficiente reparación ulte- 
rior. Kilo no ocurre en el caso en que se lia desestimado el pedido de extracción 
de fondos, formulado por la adora, hasta tanto no se resuelva en forma definitiva 
la situación jurídica de la firma demandada, que se encuentra interdicta: p. 433. 

Tribunal Superior. 

149. Procede el recurso extraordinario cuando la Suprema Corte de la Provincia 
de Buenos Aires, decidiendo el punto federal del pleito, admite la apelación dedu- 
cida para ante ella y revoca la sentencia: p. 404. 

180. La jurisprudencia con arreglo a la cual la Suprema Corte de la Provincia 
de Kueiios Aires no es el superior tribunal, de provincia, en los términos del 
art. 14 de la ley 48, ritre para los casos en que se ha desechado el recurso extra- 
ordinario llevado ante ella: p. 4b'4. 

Requisitos formales. 
Introducción de la cuestión federal. 

Forma. 

151. Si bien la introducción de una cuestión federal no exijre fórmulas especiales 
ni términos sacramentales, la jurisprudencia de la Corte Suprema requiere un 
planteamiento formal y preciso, principio al que no hace excepción la invocación 
de arbitrariedad. No cumplen el requisito antes señalado las afirmaciones for- 
muladas por el apelante, eji la expresión de agravios, con respecto a la sentencia 
de primera instancia, si ellas son insuficientes para el planteamiento de la cues- 
tión de arbitrariedad, como caso federal: p. .T27. 

152. Aunque la inti oriucción de una cuestión federal no exitre fórmulas espe- 
ciales ni términos sacramentnlen, se requiere el planteamiento formal y preciso 
de la arbitrariedad invocada. En consecuencia, es extemporánea la tacha intro- 
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(lucid;) en el escrito de i nterj mi>¡ t-iiMi del recurso extraordinario contra líi sentencia 
de la Cámara Central Paritaria, que conl i mió la de la Cámara Keirional, si el 
recurrente >c limitó a impugnar "la arbitrariedad .indicia!*' del tallo de 'sta 
últ iin.-i : p. 4'J7. 

Opnrt it ti iflttff. 

^Planteamiento en el escrito de interposición del recurso extraordinario. 

153. No precede el recurso extraordinario 1 lindado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad cuando, siendo la sentencia de secunda instancia confirmatoria de la de 
primera, dicha cursi ¡ñu no fué planteada en el cx-rito de expresión de agravios, 
sino en el (pie se dedujo el aludido recurso: p. IOS. 

154. La sentencia del tribunal de alzada «pie, por los I undamontos del Callo ape- 
lado <pie aco^e, confirma el pronunciamiento del interior por el cual, rechazando 
la excepción de cosa .¡uzeada atinente a la calidad de subinquilino aireada por 
los recurrentes, se decreta el di -alojo por la cau>al del art. M'J de la lev l.'í./M, 
es insuscept ible de recurso extraordinario con Ihim» en «pie la aludida sentencia 
de la Cámara violaría las <jar;nlías de lo-> arls. 17 y 1!) d* 1 la Constitución Na- 
cional. Kilo es así, aún cuando se invoque la doctrina establecida en materia de 
arbitrariedad: p. 111. 

155. Ks extemporánea la impugnación, con fundamento constitucional, en el 
escrito de interposición del recurso extraordinario, de disposiciones del decreto- 
lev 10.47'J ")<> de la Provincia de Hílenos Aire-, «pie establecen la obligación de 
efectuar aportes a la Caja de Previsión para Abobado** de o>a Provincia a nrol'e- 
sionales con domicilio real fuera de ella: p. 171. 

156. Ks extemporánea la cuestión de arbitrariedad introducida al interponer re- 
curro extraordinario contra la >entencia de la Cámara (pie confirma la del juez: 
p. .T27. 

Interposición del recurso. 

. ( n tt ffu if'ti iii }>( int< rfiom r.\t . 

157. Kl recurso extraordinario debe interpoic-ise ante el superior tribunal de la 
causa, (pie es (piien debe pronunciarse al respecto: p. ~)'.Y.\. 

Funda ni f n la. ^ 

158. La circunstancia de expresarse que la autoridad administrativa ha proco 
dido de manera "arbitraria" y "dictatorial", al intimar a los locatarios en un 
mercado municipal el paiío de los nuevos alquileres lijados bajo apercibimiento 
de clausura, no constituye cuestión federal concreta susceptible de recurso extra- 
ordinario. Kilo es así, tamo más no acreditándose (pie el derecho (pie pueda 
asistir a h» recurrentes carezca de tutela le«ral en las instancias ordinarias: p. 1S. 

159. Ks improcedente el recurso extraordinario -i el apelante se reduce a -o-te- 
ñor (pie determinadas disposiciones han sido violadas, mas sin expresar razones 
justificantes de tal alerto ni especificar los hechos que coniiuuran el caso sujeto 
a decisión del Tribunal: ]». 41. 

160. No procede el recurso extraordinario cuando el escrito en (pie se lo inter- 
puso omite la enunciación concreta de los hechos de la causa (pie guarden relación 
directa con las cuestiones planteadas, en los términos del art. ló de la ley 48 
y la jm imprudencia de la Corle Suprema. Kilo ocurre si el apelante se limitó a 
expresar (pie el recurro es procedente por cuanto el tribunal a (pío estimó que 
la ley 170L* de la Provincia de San Juan no es violatoria de los arts. 40 y 07 
de la relorma de 1040, y 104 de la Constitución Nacional vidente, y, además, 
desconoció el "derecho de propiedad** que importa, a su juicio, la concesión de un 
i;rupo minero: p. 1.'57. 

161. Ka remisión a los antecedentes de la causa no Miple la deficiencia de funda- 
mento del escrito de interposición del recurso extraordinario: p. 'J0K ? 
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162. El fundamento del recurso extraordinario excluye las impugnaciones for- 
muladas en términos generales y no se satisface con simples afirmaciones no 
demostradas, tales como la de estimarse comprendido en el régimen legal de la 
amnistía : p. 5(ií). 



163. De conformidad con lo dispuesto en el art. 7" de la ley 4055. lo atinente 
a la ejecución de la sentencia, respecto de la cual se lia concedido el recurso 
extraordinario, debe cuestionarse ante el superior tribunal de la causa: p. 387. 

164. \jí\ facultad que asiste a ln Corte para disponer la suspensión de los proce- 
dimientos, aun en circunstancias de haberse acordado la ejecución de la sentencia 
apelada, en los términos del art. 7'-' de la ley 4055, es estrictamente excepcional 
y no puede ejercitarse sino en supuestos en que ineludiblemente lo impongan 
razones de orden institucional: p. 425. 

165. Lo atinente a la ejecución de la sentencia recurrida, por vía del art. 14 de 
la ley 48, debe proponerse ante el superior tribunal de la causa, como lia ocu- 
rrido en el caso, sin (pie se luí ya apelado de la resolución respectiva para ante 
la Corte: p. 425. 

Resolución. 

Límites del pronunciamiento. 

166. La resolución de la Corte debe limitarse a las cuestiones propuestas en el 
escrito en (pie se dedujo el recurso extraordinario, sin perjuicio de las medidas 
a (pie pueda haber lugar, por la vía pertinente, con motivo de las irregularidades 
expresadas por el recurrente e incurridas durante el trámite de la causa : p. 108. 

167. Kl recurso de amparo deducido directamente ante la Corte, respecto de una 
sentencia judicial (pie se estima arbitraria, es improcedente como procedimiento 
autónomo v como forma de requerir el ejercicio de la jurisdicción apelada del 
Tribunal: p. 388. 

163. \o corresponde dictar pronunciamiento sobre la tacha de arbitrariedad de 
la sentencia apelada, introducida por el recurrente en el memorial presentado 
ante la Corte : p. 421. 

Revocación de la sentencia apelada. 

169. Teniendo en consideración las modalidades excepcionales del juicio — entre 
ellas mi prolongadísima duración, la interposición, con éxito, de tres recursos 
extraordinarios y el hecho de que no haya podido hacerse efectiva la seiítencia 
que la Corte expidió en favor de la recurrente hace cuatro años — corresponde 
que el Tribunal avoque el conocimiento de la causa y, a fin de evitar nuevas 
dilaciones, decida sobre el fondo del asunto planteado: p. 533. 
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"Dañado de Flores": 14. 



Cesión de derechos: 14. 
Coeficiente de disponibilidad: 4, 11. 
Corte Suprema : 5, <>. 
Costas: :¡, i;¡. 



Cámaras nacionales de apelaciones: 2. 
(V'dula de notificación: í>. 



(1) Ver también; Constitución Nacional, 11; Medula* dÍHriplinnrinh, 3; Recurso do nu- 
lidad, 1. 
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Deserción - < 1**1 recurso: 

Kmpiesas l Kstadn: 7. 
Kxpresión d<' agravios: s . 
Kxpropiación : I, -i. 4. lo, II. 12, l:¡, 14, 
1.1, 1<>. 

Honorarios: 1, l'J, 1.". 
Honorarios do al>ogao^os y procuradores: 
H». 

I niiniehles : 4. 

Instituto Nacional de Arción Social: S. 

.1 u ri sd ice i ó ii y competencia : f>, (i, 7, 14. 
Justicia federal: 7. 
Justicia provincial : 7. 

Monto <lc los honorarios a cargo de la 
Nación: 1(>. 

Tercera instancia. 
Generalidades. 



Monto de! agravio : 1 , 11. 
Monto <li I juicio: 10. 

Municipalidad tic la CíikIimI -Ir lineaos 
Aires: 14. 

Nacii.n: 1 l. 
Noli. la. 1: í». 
N ulidad procesal : S. 

lírcurso extraordinario: 7. 
Humillación : 1 -\ 
Hcprcscntacióii : >. 

Servicios Kléct ricos del (irán lineaos 
A i res : 7. 

Tri1»uiial de ta.-acioiu s : 10. 



1. V.< improcedente el recurso ordinario de ¡ipelnrión deducido por el letrado 
patrocinante del expropiado en cuanto a la estimación de los honorarios recu- 
lados, si no lia determinado el monto de mi agravio, a fin de establecer si él 
alcanza al límite establecido en el art. 24, inc. ()■■'. ap. a), del decreto-lev l'Jsó/óS 
(ley 14.4(>7) : p ÍM). 

2. Si la resolución que concedí' el recurso ordinario de apelación, en freera 
instancia, se halla sólo firmada por uno de los jueces (pie integran la Sala do 
una Cámara Nacional de Apelaciones, deben devolverse los autos al tribunal do, 
su procedencia, a fin de (pie se pronuncie sobre la procedencia de la apelación: 

p. m. 

3. Corresponde rechazar las pretensiones relativas a la inaplicahilidad al caso 
del art. 28 de !;• ley 13.264 y a la inconstitucionalidad del precepto citado, si la 
primera no fué mantenida en secunda instancia y la secunda sólo se introdujo 
en el memorial ante la Corte: p. 164. 

4. No se sustenta en un verdadero interés jurídico el agravio de la Nación, 
aetora en un juicio do expropiación, si su representante ha admitido (pie la 
valuación del terreno y del edificio — excluida la deducción en concepto de dispo- 
nibilidad — excodo la suma lijada por aquel concepto en la sentencia apHada: 
p. 227. 

5. Atento lo dispuesto por el art. 101 de la Constitución Nacional, no os dudosa 
la facultad del Congreso para modificar la jurisdicción apelada de la Corte 
Suprema, por vía directa o indirecta, hasta tanto no haya recaído sentencia del 
Tribunal: p. 2*2. 

6. Dentro de los límites de la compotencia constitucional de los tribunales na- 
cionales, la de apelación do la Corte Suprema depende de las levos que razona- 
blemente» la reírla menta u : p. 282. 

7. La apelación ordinaria ante la Corte Suprema sólo procede, en la actualidad, 
en los supuestos previstos por el art. 24, inc. ()'■', del decreto-ley 128~>/f)S. Kn 
consecuencia, dado (pie tampoco se trata del recurso extraordinario y (pie no 
existe cuestión do competencia a resolver, correspondo declarar improcedente la 
apelación fundada en el art. 48 do la ley ñi) contra la resolución de un juez de 
paz provincial (pie hizo luirá r a la inhibitoria planteada por la justicia federal 
en un juicio p;>r consignación seguido contra la empresa Servicios Kléetrieos del 
(irán Kuonos Aires: p '.][)[). 
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Sentencia definitiva. 

Concepto. 

8. Procedo ol recurso ordinario do apelación intorpuosto contra la resolución 
que desestima la nulidad planteada por el Procurador Fiscal de Cámara — fun- 
dada en que, desde la sanción del decreto 14.329/57, la adora estaba obligada 
a requerir la intervención de los nuevos mandatarios del Instituto Nacional de 
Acción Social — respecto de la resolución de la Cámara que, por no haberse 
expresado agravios, declaró desierto ol recurso do apelación intorpuosto contra la 
sentencia de primera instancia por ol entonces representante de la demandada. 
Aquella resolución, aunque no resuelvo el fondo del litigio, impide su continua- 
ción y priva al recurrente del medio legal para la tutela de su derecho: p. 198. 

Resolución* s posteriores. 

9. ,La resolución (pie desestima el incidente de nulidad respecto de la cédula de 
notificación del fallo de la Cámara no es la sentencia que pono fin al pleito €n 
los ten mí nos del art. 24, i no. ()'•', del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) y la juris- 
prudencia de la Corte: p. 524. 

Juicios en que la Nación es parte. 

10. Para la procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instancia, 
en eausrs en (¡ue la Nación revisto el carácter do parto o en juicios de expropiación 
con arreglo a lo dispuesto en la ley 13.264, os requisito esencial la demostración 
de (pie la suma debatida excede el mínimo legal. Kilo no resulta del solo "hecho 
de que la oferta inicial difiera do la condena en más de $ 50.000 m/n., ni aparece 
cumplida con la afirmación de que los jueces pueden apartarse do las conclu- 
siones del Tribunal de Tasaciones "cualquiera haya sido la composición do los 
votos en el acta plcuaria": p. 46. 

11. No procede el recurso ordinario de apelación deducido por ol expropiado, 
limitado a la admisión por la sentencia del coeficiente de disponibilidad, si la 
diferencia pretendida no alcanza al límite establecido en ol art. 24, ine. 6*', ap. a), 
del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467): p. 99. 

12. Aunque sea improcedente el recurso ordinario de apelación deducido por el 
expropiado respecto del monto de los honorarios regulados, que están a su cargo 
en razón do que las costas deben pagarse en el orden causado correspondo dejar 
sin efecto las regulaciones practicadas a fin de que el tribunal apelado las adecué 
al monto de la indemnización establecido por la Corte: p. 164. 

13. Si las costas del juicio de expropiación deben pagarse en el orden causado, 
no corresponde pronunciarse sobre el monto de los honorarios regulados a los 
profesionales de la parto demandada: p. 237. 

14. Con el decreto- ley 11.400/57, por el que la Nación cedió a la Municipalidad 
de la Ciud ;d de Rueños Aires los derechos patrimoniales emergentes de las expro- 
piaciones de inmuebles ubicados en el "Ra ña do do Floros" y las "acciones judicia- 
les' 1 promovidas en consecuencia, han desaparecido las razones jurídicas * que 
atribuían competencia a la Corte Suprema como tribunal do torcera instancia: 
p. 2S2. 

15. No procede el recuix) ordinario do apelación en tercera instancia si el monto 
de los honorarios regulados en el juicio de expropiación, en la parte en que están 
a cargo de la Nación, no alcanza el mínimo legal señalado en ol art. 24, ine. 6 9 , 
ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467): p. 490. 

16. No procede el recurso ordinario de apelación en tercera instancia respecto 
del monto de los honorarios regulados a los profesionales de la parte demandada, 
en un juicio de expropiación en que la Nación os parte, si la suma disputada, a 
cargo del Fisco, no alcanza el límite de $ 50.000 m/n. : p. -193. 
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RECUSACION. 

1. La recusación sin causa de los jueces de la Corto Suprema, efectuada en el 
memorial de la queja, os improcedente y debe declararse a.-í de plano:' p. 24. 

2. Kn los procedimientos de Superintendencia de la Corto Suprema, como es 
el (pie autoriza el art. lí) del decreto-ley 12S5/f>S por "vía jerárquica", son 
inaplicables las disposiciones del art. 7") del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, sobre recusación de magistrados en el tuero respectivo* p. '20. 

3. Las consideraciones a que haya habido lugar con motivo del ejercicio por la 
Corte Suprema de la jurisdicción que le acuerda el art. 11. inc. 4" de la lev 40;V), 
no constituyen causal de recusación en los términos del art. 75, inc. l.J, del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. Dicho ejercicio tampoco encuadra en 
los Mipuostos contemplados en los ines. y A'\ que no son susceptibles do apli- 
cación analógica : p. 20. 

4. La recusación do un juez de la Corte Suprema que resulta manifiestamente 
tardía, por habérsela deducido después de consentida la providencia de autos a 
los efectos del art. S" de la ley 40.V), es ineficaz: p. ISó. 

REGISTRO PUBLICO DE COMERCIO. 

Ver : Kxhorto, 4. m 

REGLAMENTACION. 

Ver: Asociaciones profesionales, 1; Provincias, .'1; Koeurso do amparo, 10, 1(5. 

REGLAMENTO PARA LA JUSTICIA NACIONAL. 

Ver: Recurso extraordinario, '50, 451, .T2, X\, M4, 02; Superintendencia, 0. 

REIVINDICACION. 

1. Xo habiendo la adora cuestionado la facultad del Kstado Nacional para 
trazar la línea do ribera, (pie afecta al terreno cuyo dominio intenta reivindicar, 
carece de relevancia el agravio fundado en (pie la Prov.incia do Buenos Aires no 
formuló reclamación alguna sobre dicha tierra y en que no ha intervenido como 
parte en el juicio. También carece de significación jurídica el hecho do que la 
Provincia haya inscripto el dominio y percibido impuestos sobre la fracción en 
litigio, habida cuenta (pío ésta se encuentra afectada ni uso público, por lo (pío 
la Provincia no hubiera podido desprenderse de su dominio en favor de torco- 
ros : p. 470. 

2. Corresponde confirmar la sentencia que no hace limar a hi reivindicación 
do tierras ubicadas dentro do la franja do ribera deslindada por la Hiivcción 
(íoneral do Navegación y Puertos do la Nación, deslindo que la Provincia de 
Huonos Aires acopló por decreto de febrero 2 do liKt.'l; que no fué objeto do 
reclamación por parte del actor ni por sii antecesor en el dominio; y cuya 
valido/ pudieron discutir mediante la acción de deslindo del art. 2750 del Código 
Civil. Kilo, no obstante haber sido enajenadas por la Municipalidad local a 
favor del antecesor en el dominio del reivindicante, por tratarse do una venta 
afectada de nulidad absoluta : p. 470. 

REMATE. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 00; Kceurso extraordinario, 10, 17, 41, V\7 141. 
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REMISION DE AUTOS (<). 

1. 1 1 n biiMiclo declarado la Corte Suprema que la causa es do competencia del 
juez de comercio de la Capital, y puesto que nada obsta a que el juez de Merce- 
des, Provincia de Muchos Aires, expida los testimonios o certificados necesarios 
para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el art. 185 de la ley provincial 
5177, corresponde (pie el segundo de los magistrados aludidos — que se niega a 
enviar los autos hasta tanto se efectúe el depósito de los honorarios previsto en 
esa disposición legal — remita al primero el expediente en el término de diez 
días: p. 28. 

2. Kl principio de que la declaración de incompetencia en las causas civiles no 
autoriza la remisión de los autos a otro juez para la continuación de su trámite, 
reconoce razonables excepciones fundadas en razones de economía procesal y de 
celeridad en los trámites, (pie autorizan a la Corte Suprema a pronunciarse 
sobre la cuestión de competencia planteada: p. 324. 

REPETICION. 

Ver: Recurso extraordinario, 55, 122. 

REPRESENTACION. 

Ver: Recurso ordinario de apelación, 8. 

RESCISION DE CONTRATO. 

Ver: Recurso extraordinario, 49, 51, 08, 105. 

RESISTENCIA A LA AUTORIDAD. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 48. 

RESOLUCION ADMINISTRATIVA. 

Ver: Jubilación y pensión, 2; Recurso de amparo, 10, 11, 16, 30; Recurso extra- 
ordinario, 2, 47, 48, 64, 65 

RESOLUCIONES MINISTERIALES. 

Ver: Recurso extraordinario, 47, 48. 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO. 

Ver: Daños y perjuicios, 5, 7, 8; Enriquecimiento sin causa, 1; Jurisdicción y 
competencia, 2Í), .'15; Poderes de guerra, 2, 3. 

RETIRO MILITAR. 

Ver: Acumulación de beneficios, 1, 2; Jubilación de empleados nacionales, 1. 
RETROACTIVIDAD. 

Ver: Honorarios, 3, 4; Jubilación de empleados nacionales, 3; Recurso extra- 
ordinario. 15, 53, 101, lió. 



(1) \Yr turnhicn: Jurisdicción y competencia, 8 
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SALARIO. 

Ver: Impuesto nniver>it:irio, 1: Sueldo, 1. , 

SANCIONES DISCIPLINARIAS (<). 

1. K< adecuada la sanción de a percibimiento aplicada por la Cámara Nacional 
(Ir Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital a un jnez de instruc- 
ción por la demora en la sustanciación de una causa y por no haber dado 
cumplimiento a lo dispuesto en el art. 20ti del Código de Procedimientos en 
lo Criminal: y, al secretario del juzgado, porgue habiéndose ordenado la captura 
de los procesados el 20 de marzo de 10f)0, sólo se libró el o I icio correspondiente 
el 2<> de mayo del mismo año: p. .'Í01, 

2. I.as declaraciones dadas a publicidad por un juez nacional, sometido a inicio 
político, con bastante anterioridad a la defensa que ha ejercido ante el Senado 
de la Nación constituido en Tribunal, en cuanto pretenden imputar a la Corto 
Suprema y a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
"irraves desaciertos e injusticias**, importan una falta al respeto y consideración 
(pie <e deben a los más altos tribunales de la Nación. Corresponde, en consecuen- 
cia, aplicarle una sanción adecuada a la gravedad de la falta porque, de lo 
contrario, quedaría seriamente menoscabada la indispensable jerarquía del l'o- 
th r .Judicial: p. 420. 

SECRETARIOS. 

Ver: Medidas disciplinarias, 7; Recurso extraordinario. '.\\ Superintendencia, 5. 

SECRETO DE LAS DECLARACIONES JURADAS. 

Ver: Impuesto a los réditos, 1, 2. 

SEGUROS. 

Ver: .Jubilación de empleados de compañías de seguros, reaseguros, capitaliza- 
ción y ahorro, 1, 2. 

SENADO NACIONAL. 

Ver: Juicio político. 1; Sanciones disciplinarias, 2. 

SENTENCIA. 

Ver: Cosa juzgada, 2; Recurso extraordinario, 35. 

SENTENCIA ARBITRARIA. 

Ver: KYcurso extraordinario, 42, 7(>, Sb\ S7, SS. SO. 00, 02. O.í. 04. 0f). 00, 07, 
^08, 00, 101, 102, 10.J, 104, 105, 10(5, 107, IOS, 12:*, I.')!. LV2, 1.V5, lf)i), KiS. 

SERVICIO MILITAR. 

Ver: Jurisdicción y competencia, Mi. 



(1) \'vt laminan: MimIhIhs «lisciplinnria*. 5. 6, 8; Rm-usnción. 2; ¡Sup^rintiiulnniH. 1. 
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SINDICATO. 

Ver: .Jurisdicción y competencia, 22; Recurro de amparo, 10; Recurso extra- 
ordinario, 5, ."Jó. 47, 4">. 

SOBRESEIMIENTO PROVISIONAL. 

Xw: Recurso «■xtr.-inrdiiiiirio. 70, 144. 

SOCIEDAD. 

Ver: Ucrnrso tic ¡impuro. .'51. 'V2. 

SOCIEDAD DE RESPONSABILIDAD LIMITADA. 

Yit: Homcimiíos de ¡iho^nili» y proeiinitloics. 1; Recurso extraordinario, 01. 

SUBLOCACION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 15; Recurso extraordinario. 154. 
SUCESION. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 58, 60, (¡1 ; Recurso extraordinario. 14, 132. 
SUELDO ('). 

1. De conformidad con la definición contenida en el arl. 2 V , parr. V% del decreto- 
ley X\. .'M2/45 (ley 12.021), cuyo sentido concuerda con las normas de los arts. 
15"), 157, inc. y 100 del Código de Comercio (reformados por la ley 11.729), 
f< de la esencia del "sueldo" o "salario" su efectiva percepción por parte del 
ohrcro o empleado, desde (pie constituye, sustancialmente, una prestación ten- 
diente a proveer el sustento del trabajador y de su familia : p. 400. 

SUMARIO ADMINISTRATIVO. 

Ver: Kceurso de amparo, í). 

SUMARIO CRIMINAL. 

Ver: Recurso de queja, 1; Recurso extraordinario, 70, 145; Sanciones discipli- 
narias. 1. 

SUPERINTENDENCIA ( 2 ). 

1. Sin perjuicio de las atribuciones de superintendencia ireneral de la Corte 
Suprema, l;is Cámaras deben preservar la disciplina del personal de los juzgados 
y organismos de los distritos o fueros respectivos. Tal responsabilidad importa, 
con^iiruieiMeniente. la facultad de adecuar las sanciones cuando así lo estimen 
convenienle: p. ()H. 

2. MI procedimiento de superintendencia tiene por finalidad la tutela de la co- 
rrecta administración de justicia y no la de un derecho subjetivo de quien se 
sicnt'* agraviado por la medida que cuestiona, dispuesta por un magistrado en 
el desempeño de su car»o. 

Ks improcedente, en consecuencia, el recurso de apelación interpuesto por un pro- 



i 1) Vrr tiuiilnrn: linimento univcrsitiirio. 1; .1 ululación do empicados hnnrnrios. 1; Jubilación 
dr rtnpl'-n dos naiion ales. 1; J uliilnrión de |»(>rjn(IÍ8taH, 1: Jubilación y pendón, 4; Tí ocurso extra- 
oi(I i mi rio. 'J'i. 1(16. 

I *J > Ver tRinhit'n : Recurho cxtriinriliniirio, D ; Itcrusnción, 2. 
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lesiona I contríi la resolución tic l;i Cámara recaída cu el expediente formado 
a raíz de la denuncia formulada por aquél contra uno de los jueces de im i 
tribunal : p. 

3. La improcedencia del recurro de apelación interpuesto por el profesional 
denunciante, contra la resolución de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional de la Capital Federífl en un expediente de superinten- 
dencia, no obsta a (pie la Corte ejerza las atribuciones de superintendencia general 
que le com|)eten larts. 10 de la ley 4055 y 11 S del Hcvrlamento para la Justicia 
Nacional ) . 

Kn consecuencia, >\ la Cámara lia omitido considerar y resolver alguna de las 
cuestiones (pie fueron materia de la denuncia del letrado contra uno de los jueces 
que la interran. corresponde (pie la Corte avoque las actuaciones y deje sin electo 
la resolución a fin de que el Tribunal de irrado dicte un nuevo pronunciamiento: 
]>. XV2. 

4. Las cuestiones referentes a designación y promoción del personal de los tri- 
bunales nacionales son. en principio, de exclusiva competencia de las Cámaras. 
Kilo no obsta a que, cuando la Corte Suprema lo estime conveniente, ejerza las 
facultades de superintendencia ueneral (pie le son propias: p. .'594. 

5. Si entre el personal de los tribunales y ministerios públicos del asiento del 
Juzgado Federal de San .Martín, Provincia de Rueños Aires, no existe empleado 
con título habilitante para el caruo de secretario, corresponde» que la Cámara 
Federal de La Plata considere la propuesta — formulada por el juez, para pro- 
veer la vacante — de un secretario del Ju/.uado Federal de Rawson; pues no 
median normas o resoluciones dictadas por la Corte Suprema que impidan tal 
consideración : p. .'W4. 

6. Si bien ni el K calamento para la Justicia Nacional ni la Acordada de la 
Corte Suprema de 'í de marzo de 195S contienen disposiciones expresas referentes 
al traslado de personal de otro distrito, tampoco lo proscriben. Por lo demás, tales 
traslados — cuando media propuesta — pueden solucionar, con justicia, la situa- 
ción de funcionarios que se desempeñan en tribunales federales de lejano asiento, 
en tanto no resulte así perjudicada la can-era del personal (pie — con similares 
títulos y antigüedad— preste servicios en los tribunales del distrito en que la 
vacante» existí» y baya expresado conformidad con el traslado. Mediando aná- 
logas circunstancias debí» considerarse, con preferencia, al personal de un mismo 
distrito, aunque a su respecto h designación importare ascenso: p. ^?94. 

7. En los edificios públicos afectados al Poder Judicial, sólo están autorizados 
los homenajes (pie fuesen de costumbre. 

Por ello, sin desconocer el loable propósito perseguido ni la trascendencia del 
acto, no corresponde acordar la autorización solicitada por el Instituto Argentino 
de Derecho Comercial para colocar una placa en el edil icio de los tribunales del 
fuero, con motivo de festejarse el vicésimo aniversario del Instituto y en con- 
memoración del primer centenario del Código de Comercio: p. 4'5'J. 

SUPREMACIA DE LA CONSTITUCION Y LEYES NACIONALES. 

Ver: Poderes de truena, 4; Recurso de amparo. 10; Recluso extraordinario, 70. 80. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE BUENOS 
AIRES. 

Ver: Recurso extraordinario. SO. 140. 1")0. 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE 
MENDOZA. 



Ver: Recurso extraordinario, 5(>. 
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SUSPENSION. 

Ver: Medidas disciplinarias, 7; li ocurso extraordinario, 



T 

TELEFONOS. 

Yct: Jurisdicción y competencia. .'11. 

TERCERIA. 

Ver: Kecurso extraordinario, 38, 119. 

TERRITORIOS NACIONALES. 

Ver: Indulto, 1. •>. 4; .Jurisdicción y competencia, '27 

TESTIGOS. 

Ver: Aduana. 1. 2; Kxpropiación. 20; .Jubilación \ pensión, 3; Recurso de ampa- 
ro, 10; Kecurso extraordinario, 95. 

TIERRAS PUBLICAS. 

Ver: Reivindicación, 2. 

TRASLADO. 

Ver: Notificación, 1. 

TRIBUNAL DE TASACIONES. 

Ver: Kxpropiación, 4, C. 7, 9, 11, 12, 1G\ 17, 18, 19, 20, 22, 23, 27, 28, 29; Recurso 
ordinario de apelación, 10. 

TRIBUNAL PLENO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 4; Recurso extraordinario, 34. 63. 

TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CORDOBA. 

Ver: Jurisdicción y competencia, S. 

TRIBUNALES DE LA CAPITAL FEDERAL. 

Ver: Kxhorto, 2; Recurso extraordinario, 127, 129. 

TRIBUNALES DEL TRABAJO. 

Ver: Jurisdicción y competencia, 9, 10; Recurso extraordinario, 39. 

u 

UNIVERSIDAD. 

Ver: Impuesto universitario. 1. 

USO. 

Ver : Reivindicación, 1 . 
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ACUERDOS de la CORTE SUPREMA 



REGLAMENTACION 1 > E LAS ¡UNCIONES DE AK(¿1" ELECTOS, 
AÍJHIMKXSOHES K INOEN1EKOS. REO 1STKOS. INSCRIPCIONES 

Y DESIGNACIONES 

En Rueños Aires, a los 2\ días del mes de octubre del año l'Jó'J, reunidos en 
la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
.Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Onjaz, y los Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Arislóbulo D. A rúo/ de Lamadrid, Don 
Luis María RoL'ti Boirtrero y Don .Julio Oyhanarte, 

Consideraron : 

(¿ue los Consejos Profesionales de Arquitectos. Agrimensores c Ingenieros 
han solicitado do esta Coi-te la reglamentación de las i'uiieiones. que les corres- 
ponda desempeñar en la justicia, a los profesionales a que se refiere el decreto 
17.!)4(¡/44 —ley i:t.SÍ);V-. modificado por el decreto-ley (¡070/58 —ley 14.4U7-- . 

Al respecto, expresan que la falta de registros en los distintos fueros, crea 
dificultades en los casos de designaciones de oficio, las que se obviarían mediante 
la creación de registros por las Cámaras de Apelaciones de la Capital, a fin 
de que en ellos pudieran inscribirse los profesionales, con especificación de 
especialidad. 

Que el Tribunal estima conveniente acceder a lo solicitado, dictando una 
reclamen t ación uniforme para los diversos fueros de la Capital. 

Resolvieron : 

1" Las Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital formarán anual- 
mente un registro para cada una de las profesiones a que se refiere el art. V- 
del decreto-ley (>070/f>S, ley 14.4(>7, con determinación de las especialidades. 

*J V En dichos registros se inscribirá a los profesionales que lo soliciten. >\\\ 
otro requisito que la presentación del instrumento (pie acredite hallarse ma- 
triculados. 

Ü v Lis designaciones de oficio sólo podrán recaer en los profesiones inscrip- 
tos en los registros respectivos, cuando la peritación sea de su exclusividad 
c( forme a las disposiciones legales videntes, teniéndose en cuenta las distintas 
pi -lesiones y especialidades y la naturaleza de las pericias que se les encomiende. 

4" Lis designaciones a (pie se refiere el artículo precedente se efectuarán 
por sorteo practicado en acto público. 

f) v Ix)s profesionales, designados de oficio o a propuesta de parte, deberán 
exhibir al aceptar el carino el instrumento que acredite su mat riculación. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alkkkih) Om;\x - Bk\- 

.IAMÍN Yll.l.KdAS BaSAVILHASO AlMSTOlUlO D. Ak\<>/. 1M! LaMVOKIO Ll 1 s 

Makía Dokim Hot;>¡i:iin .Iri.u» Oyii\\\kti\ J<tr<n Arturo ]*t rñ (Secretario). 
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FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FUNCIONARIOS Y EMPLEADOS DE LA JUSTICIA NACIONAL. 
CUMPLIMIENTO DEL HORARIO REGLAMENTARIO 

En Buenos Aires, a los 22 días del mes de octubre del año 1959, reunidos en 
la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación,. Doctor Don Alfredo Orgaz, y los Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, Don 
Luis María Boffi Boggero y Don Julio Oyhanarte, 

Consideraron : 

En atención a los hechos ocurridos en el Palacio de Justicia en el día de 
ayer y en el de la fecha, que han perturbado gravemente el servicio de la justicia, 
en detrimento del decoro del Poder Judicial; y resultando que es indispensable 
adoptar con urgencia las medidas conducentes a fin de evitar la reiteración de 
esos hechos, 

Resolvieron : 

Disponer que las Cámaras Nacionales de Apelaciones de la Capital Federal, 
soliciten de los señores jueces de sus respectivas jurisdicciones, se ordene a los 
funcionarios y empleados no deben ausentarse de sus oficinas durante el horario 
reglamentario, comunicando a sus superiores los nombres de aquéllos que hayan 
desobedecido, sin perjuicio de las otras medidas que puedan disponer las Cámaras 
— en uso de sus atribuciones de superintendencia directa — a los referidos efectos. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alfredo Orgaz — Ben- 
jamín Villegas Basavilbaso — Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — Luifl 
María Boffi Boggero* — Julio Oyhanarte. — Jorge Arturo Peró (Secretario). 



SUSPENSION DEL CURSO DE LOS TERMINOS DURANTE LOS 
DIAS 21, 22 Y 23 DE OCTUBRE 

En Buenos Aires, a los 23 días del mes de octubre del año 1959, reunidos en 
la Salfi de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Orgaz, y los Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, Don 
Luis María Boffi Boggero y Don Julio Oyhanarte, 

Consideraron : 

Que en razón de los hechos de público conocimiento ocurridos en los días 
21, 22 y el de la fecha, que han perturbado seriamente la actividad de los tribu- 
nales de la Capital, 

Resolvieron : 

Declarar suspendido el curso de los términos en la Justicia Nacional de la 
Capital Federal, los días 21, 22 y 23 del mes de octubre comente, sin perjuicio 
de la validez de los trámites judiciales que se hubieran cumplido. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
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en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alfredo Orgaz — Ben- 
jamín Villegas Basavilbaso — Aristóbulo D. Aríoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio Oyhanarte. — Jorge Arturo Peró (Secretario). 



SUCESOS DE LOS DIAS 21, 22 Y 23 DE OCTUBRE 

En Buenos Aires, a los 27 días del mes de octubre del año 1959, reunidos en 
la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Orgaz, y los Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, Don 
Luis María Boffi Boggero y Don Julio Oyhanarte, 

Consideraron : 

En atención a los sucesos ocurridos los días 21, 22 y 23 ppdos., y a sus deri- 
vaciones, que son de público conocimiento, 

Resolvieron : 

1° Teniendo en cuenta el contenido y los términos de los oficios de la 
Excma. Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y de la mayoría de los 
Señores Jueces de ese fuero, elevados a esta Corte el día 23 ppdo., contestar el 
de la mencionada Cámara en la forma acordada, devolviéndose el de los Seño- 
res Jueces. 

2? Disponer que por la Secretaría de Superintendencia se formule una decla- 
ración, de acuerdo con los términos establecidos por esta Corte, sobre la forma en 
que se han desarrollado los hechos de referencia. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alfredo Orgaz — Ben- 
jamín Villegas Basavilbaso — Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio Oyhanarte. — Jorge Arturo Peró (Secretario). 
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AÑO 1959 — Octubre 

RATMUNDO JOSE BOURDIEU 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de amparo interpuesto si existen vías ordinarias 
para que el recurrente obtenga rápida satisfacción a su derecho, en el supuesto 
de que lo tuviere, pues dentro del juicio de divorcio que tiene en trámite 
cabe plantear como medida provisional la recuperación de la casa que habi- 
taba y demás efectos de su propiedad, si fuere manifiesto, como lo pretende, 
el derecho que invoca. 

RECURSO DE AMPARO. 

El recurso de amparo no autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa 
en las decisiones que les incumben. 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de amparo si las circunstancias que lo fundan 
suponen un conflicto entre particulares con motivo de actos ilícitos que se 
dicen cometidos por la cónyuge y uno de los hijos del actor, en perjuicio de 
éste. (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. Aráoz de 
Lamadrid y Don Julio 0} 7 hanarte). 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Tal como lo puso de manifiesto la resolución de fs. 6 vta., 
confirmada a fs. 13, el recurrente tiene expeditas distintas accio- 
nes procesales para obtener una eficaz tutela de los derechos que 
invoca, motivo por el cual no aparece justificada la vía excepcional 
del recurso de amparo que aquí se intenta. 

Corresponde, en consecuencia, confirmar el auto apelado, en 
cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. Buenos Ai- 
res, 13 de agosto de 1959. — Ramón Lascarlo. 
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Buenos Aires, l 9 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Bourdieu, Raymundo José s interpone 
recurso de hábeas corpus", en los que a fs. 17 se ha concedido 
el recurso extraordinario contra la sentencia de la Támara 3- de 
Apelación en lo Penal de La Plata de lecha lí) de mayo de 1959. 

Y considerando : 

Que el recurrente interpuso recurso de amparo ante el Juz- 
gado en lo Penal n° 3 de La Plata a fin de que — dijo — "se libre 
oficio al Señor Jefe de Policía para que por su intermedio se 
rae restituya en la posesión de mi propiedad y todos mis bienes 
personales, y la internación de mi hijo menor Gustavo Fernando 
en un establecimiento educacional' 1 (fs. 2 'ti). En los antecedentes 
que justificaban su pedido, seüaló que tiene» un conflicto de fa- 
milia con su esposa e hijos, que se halla en trámite un juicio de 
divorcio, separación de bienes y tenencia de hijos, promovido por 
su mujer y que, en las circunstancias que relata, fué gravemente 
herido por uno de sus hijos, menor de edad, habiéndose dado con 
este ultimo motivo intervención al juez de menores. Sostuvo que 
había sido "echado por la fuerza'' de su propia casa y que toda- 
vía no encuentra autoridad que lo ampare en el ejercicio de su 
derecho, por lo que, luego de haber sido desestimadas sus preten- 
siones en primera y segunda instancias (fs. 6 vta. 7 y 13) ocurre 
ante esta Corte, por vía del recurso extraordinario (fs. 15/16), 
invocando el precedente de Fallos: 241 : 291 (caso Kot). 

Que, como resulta de lo expuesto, existen vías ordinarias 
para que el recurrente obtenga rápida satisfacción a su derecho 
en el supuesto de que lo tuviere, pues dentro del juicio de divorcio 
cabe plantear como medida provisional la recuperación de la casa 
que habitaba y demás objetos de su propiedad, si fuere manifiesto, 
como lo pretende, el derecho que invoca. 

Que, existiendo así abiertas otras vías igualmente expediti- 
vas, en el caso, como la del amparo, no se justifica el uso simul- 
táneo de aquéllas y de ésta, tanto menos cuanto que de este modo 
un juez distinto al que interviene en el juicio de divorcio podría 
interferir, con sus resoluciones, en el ámbito y en la materia que 
sólo incumben a éste (Fallos: 233: 103; 237: 8, entre otros). 

Que es así igualmente indudable que la doctrina del prece- 
dente invocado por el apelante, es extraña a la situación configu- 
rada en esta causa. 
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Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada de fs. 13. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid (según su vo- 
to) — Luis María Boffi Boggero 
(según su roto) — Julio Oyha- 
narte (según su voto). 

Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte 

Considerando : 

Que, habida cuenta de la naturaleza de los derechos invocados 
en autos y de las circunstancias que fundan la acción interpuesta, 
las que suponen un conflicto suscitado entre particulares con mo- 
tivo de actos ilícitos que se dicen cometidos por la cónyuge y uno 
de los hijos del actor en perjuicio de éste, la decisión del tribunal 
a quo resulta ser ajustada a derecho. Así lo evidencian las razones 
que los abajo suscritos expusieron en el precedente de Fallos: 
241: 291, las que se dan por reproducidas, brevitatis causo. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia 
del recurso extraordinario. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oyhanarte. 

Voto del Señor Ministro Doctor Luis María 
Boffi Boggero 

Considerando : 

Que las circunstancias de la causa no difieren, en lo que al 
amparo interesa, de las examinadas en Fallos: 244: 63. 

Que, a mérito de ello, el suscripto se remite, con el citado 
alcance, a los fundamentos del voto que formulara en esa causa. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia recurrida en lo que ha sido materia del 
recurso. 

Luís María Bofti Boggero. 
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ORLANDO ANXJEL CIVALE y Otho v. HORACIO AMANCIO 
MERCEVICH MEDINA 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de amparo deducido por el vendedor de un esta- 
blecimiento, invocando la conducta delictuosa del comprador que habría moti- 
vado, además, una denuncia por defraudación. 

FALLO DE LA CORTE SlTREMA 

Buenos Aires, 2 de octubre de IÍKjí). 

Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por los acto- 
res en la causa Civale Orlando Anii'cl y Arenas Velazco Fran- 
cisco c/ Mercevich Medina Horacio Amancio", para decidir so- 
bre su procedencia. 

( 1 onsiderando : 

Que los recurrentes afirman haber, vendido al señor Ho- 
racio Mercevich Medina un establecimiento y que este 4 4 tomó po- 
sesión del establecimiento en forma extorsiva... sin abonar un 
solo centavo y se quedó con el boleto sin entregar ni el original 
ni el duplicado" (fs. 10 y 11). Añaden que 4í se ha violado el art. 
1S de la Constitución Nacional en cuanto garantiza la defensa 
en juicio y demás restricciones del derecho de propiedad 1 ' (fs. 
1S). Además, señalan que formularon la denuncia respectiva por 
defraudación; por último, invocan la jurisprudencia de esta Corte 
establecida en el caso t4 Kot" (Fallos: 241: 291). 

Que, so«-ún jurisprudencia de este Tribunal, en principio, la 
existencia de vía legal para la tutela del derecho debatido, aun 
cuando se lo asigne fundamento constitucional, excluye el pro- 
cedimiento excepcional constituido por la demanda d* k amparo 
(Faros: 242: 435). 

Que, asimismo, esta Corte ha declarado que el recurso de 
amparo no actúa como accesorio de una deulauda iniciada o que 
corresponda iniciar porque, de ser así, carecería de* sentido. Se 
trata de una acción excepcional, no utilizable cuando se discute 
entre contratantes con respecto a situaciones de hecho de las que 
no surífe con nitidez definitiva la violación categórica de un pre- 
cepto constitucional (doctrina de Fallos: 244: (¡8). 

Que la doctrina precedente y su aplicación a los hechos de 
esta causa determinan la improcedencia del amparo deducido. 

Por lo demás, las circunstancias de este litigio tal como re- 
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sultán de la queja demuestran por sí que ninguna vinculación tie- 
ne esta causa con los antecedentes que invoca el apelante. 
Por ello se desestima la queja. 

• 

Bexjamíx Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
{según su voto) — Luis María 
Boffi Boggero (según su voto) — 
Julio Oyhanarte {según su voto). 

Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Doy Julio Oyhaxarte 

Y vistos: 

Que por las razones que los abajo suscritos expusieron en el 
precedente de Fallos: 241: 291, las que en lo pertinente se dan 
por reproducidas, brevitatis causa, corresponde desestimar la pre- 
sente queja. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Julio Oyhanarte. 

Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María 

Boffi Boggero 

Y vistos : 

Que por los fundamentos del voto formulado por el suscripto 
en Fallos: 244: 68, que se dan por reproducidos en lo pertinente, 
procede el rechazo de la pretensión del recurrente. 

Por ello, se desestima la presente queja. 

Luis María Boffi Boggero. 



JUAX CARRASCO 

INDULTO. 

Si bien la expresión "causas pendientes" contenida en las leyes 14.037, 14.294 
y 14.408, sobre provincialización de territorios (arts. 16, 13 y 12, respecti- 
vamente) se ha referido a las que, por cualquier motivo, se encontraban en 
trámite, cabe extender el mismo principio a los procesos criminales termi- 
nados por sentencia firme, en los que está ejecutándose la condena impuesta 
por los tribunales, entonces federales, de los territorios provincializados, y 
por delitos de carácter común, a los fines del informe requerido por el 
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Gobernador de la Provincia durante el trámite del indulto solicitado por 
el reo. 

IXD ULTO. 

No habiéndose cuestionado la facultad del Gobernador de la Provincia de 
Forniosa para indultar a reos de delitos de carácter común o no federal 
cometidos en ese Estado antes de su provincialización — y que se encuentran 
cumpliendo condenas impuestas por los tribunales entonces federales — , co- 
rresponde que el informe requerido en el expediente de indulto sea evacuado 
por los tribunales locales competentes y no por la Corte Suprema, que dictó 
la sentencia definitiva en la causa. 



Dictamen del Pkoct'kadoh General 

Suprema Corte : 

Con motivo del pedido de indulto deducido por el recluso 
Juan Carrasco, el señor gobernador de la Provincia de Formosa 
solicita que V. E. tenga a bien servirse disponer el informe co- 
rrespondiente, en virtud — dice — de lo dispuesto en el art. 3 9 del 
decreto del P. E. Nacional n 9 21.669/33, por haber sido el reo 
condenado en última instancia por la Corte Suprema. 

Cabría observar a la solicitud que el mencionado decreto se 
refiere a los informes que los tribunales nacionales deben propor- 
cionar al Poder Ejecutivo nacional, en cumplimiento de la norma 
expresa contenida en el art. 86, inc. 6 9 de la Constitución ; y en 
consecuencia, que aunque el gobernador de Formosa se hallare 
habilitado para indultar a un condenado por tribunal nacional, 
no lo está para requerir el informe que pretende sea expedido por 
V. E.. 

Mas tal conclusión, con ser exacta, dejaría sin resolver un 
problema que trasciende el caso concreto, e importa, a mi juicio, 
solucionar: el de establecer a que jurisdicción deben ser sometidos 
los penados que están cumpliendo pena en virtud de sentencia 
dictada por los tribunales de territorios nacionales antes de la 
ere ción de las nuevas provincias. 

Todo penado se halla, en efecto, mientras extingue la sanción 
impuesta, a disposición de los tribunales que lo han condenado, 
y a estos tribunales corresponde, no sólo informar en caso de in- 
dulto, sino también conceder la libertad condicional, y vigilar en 
general el debido cumplimiento de la pena. Es pues necesario es- 
tablecer si, al producirse la transformación del territorio nacio- 
nal en provincia, los penados pasan a depender, a los fines men- 
cionados, de los tribunales provinciales, o continúan a disposición 
de la justicia nacional. 

Aunque las leyes 14.294, 14.408 y 14.037 no prevén especial- 
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mente el caso, el primer término de la alternativa es, a mi juicio, 
el correcto, siempre y cuando se trate de condena por delito co- 
mún, impuesta por tribunales nacionales en ejercicio de la juris- 
dicción que ahora corresponde a la provincia. Es claro, a mi jui- 
cio, que dicha potestad, en cuanto inherente al gobierno sobre el 
territorio, ha sido íntegramente transferida a las autoridades 
provinciales. 

En tal sentido, el art. 12 de ía ley 14.408 dispone: "Las nue- 
vas provincias procederán a la organización de su Poder Judicial. 
Cuando se haya procedido a la organización del Poder Judicial 
local, le serán transferidas las causas, tomando en consideración 
las reglas generales legales que rijan las jurisdicciones respecti- 
vas. Igualmente, le serán transferidos todos los legajos, regis- 
tros y actas correspondientes a las causas pendientes". 

Ahora bien, atento lo que antes expresé, me parece indudable 
que la expresión causas pendientes debe entenderse referida tam- 
bién, en el contexto legal, a aquéllas en las cuales, aun cuando se 
haya dictado sentencia definitiva, subsiste la sujeción del reo a 
la autoridad del tribunal, precisamente por hallarse la condena 
pendiente de ejecución. 

Pienso^ por tanto, que las causas mencionadas deben ser 
transferidas, conjuntamente con todos los legajos, registros y ac- 
tas correspondientes, al poder judicial de las provincias, y que 
es éste el que, en consecuencia, debe tener a su cargo el emitir 
los informes que sean necesarios — de acuerdo con las normas 
locales — para que pueda ejercerse, en caso de que así correspon- 
da, la facultad de indulto por el poder ejecutivo provincial. 

Los penados que se encuentren en las condiciones enuncia- 
das dejan pues de tener, a mi juicio, otra relación con las autori- 
dades nacionales que la que resulte de la aplicación del art. 18 
del C. Penal ; y el Poder Ejecutivo de la Nación pierde consiguien- 
temente, a su respecto, la posibilidad de ejercer la facultad con- 
ferida por el art. 86, inc. 6 9 , de la Constitución. 

Procede, en consecuencia, que los autos agregados sean re- 
mitidos — con el alcance que dejo expuesto — al Poder Judicial 
de la Provincia de Formosa; sin perjuicio de que V. E. disponga, 
en uso de las facultades de superintendencia que le correspon- 
den, se dé cumplimiento en forma general a la mencionada dis- 
posición del art. 12 de la ley 14.408, y a las similares de los arts. 
13 de la ley 14.294 y 16 de ía ley 14.037, con relación a las causas 
en las que se hallen extinguiendo pena personas que han sido con- 
denadas por tribunales de la Nación en ejercicio de la jurisdicción 
que ahora corresponde a los poderes locales. Buenos Aires, 31 
de agosto de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Ai ros, 5 do octubre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que el Tribunal comparte, en lo esencial, los fundamentos 
del precedente dictamen del ¡Sr. Procurador General. Estima, en 
efecto, que si bien la expresión "causas pendientes" contenida 
en las leyes 14.037, 14.294 y 14.408 (arts. 16, 13 y 12, respectiva- 
mente) se ha referido a las que, por cualquier motivo, se encon- 
traban en trámite, cabe entender que el mismo principio que ins- 
pira los citados preceptos debe extenderse, en casos como el pre- 
sente, a los procesos criminales terminados por sentencia firme, 
en los que está ejecutándose la condena impuesta al reo por los 
tribunales, entonces federales, de los territorios que se han pro- 
vincializado, y por delitos de carácter común o no federal. Esta 
inteligencia de tales preceptos es, además, compatible con la ple- 
na asunción por las nuevas provincias de los poderes relaciona- 
dos con los fines de administración de justicia en sus respectivos 
territorios (arts. 5 y 107 de la Constitución Nacional). 

Que no habiéndose cuestionado la facultad del Sr. Gobernador 
de la Provincia para indultar a los reos de delitos de esa natura- 
leza cometidos en ella antes de la creación de la Provincia, el 
informe correspondiente debe ser expedido por las autoridades 
locales competentes. 

Por ello y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
Procurador General, se declara que corresponde a los tribunales 
competentes de la Provincia de Formosa expedir el informe re- 
querido a fs. 8. A tal efecto, remítanse estas actuaciones y sus 
ag-rc^ados al Sr. Gobernador de dicha Provincia. Con copia del 
dictamen precedente y de esta resolución, fórmese expediente de 
superintendencia, a efecto de decidir lo que corresponda respecto 
de lo mencionado en el apartado final de dicho dictamen. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Araoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhanarte. 



JUECES de CAMARA en lo PENAL ECONOMICO 

CAMARAS NACIONALES DE APELACIONES. 

En atención a que los tribunales en lo penal económico integran los nacio- 
nales de la Capital Federal del ftrt. 32 del decreto-ley 1285/58, y dado el 
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silencio do las leyes 14.831 y 14.558 acerca del procedimiento para el jura- 
mento de los jueces de la Cámara en su primera instalación, corresponde 
quo la Corte SupriMua lo reciba, por aplicación de la norma del art 25 de 
la ley 4055 (' ). 



DKLIA CATALINA MAXIXFIOR — slcksióx— 
SUTIL ¡CAVIOS. 

Es válida la notificación de la providencia del art. S*> de la ley 4055 practi- 
cada al apoderado de una provincia. En electo, representando éste al Fiscal 
de Estado, puede actuar como mandatario del Gobernador de quien, por 
otra parte, proviene el poder sustituido y presentado ante la Corte. 

NOTIFICACION. 

El art. C9 de la ley 50, referente a supuestos de traslado de demandas, no 
es óbice para que la providencia del art. 8^. de la ley 4055 se notifique úni- 
camente al apoderado de la provincia que es parte en la causa. 
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Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Maninfior, Delia Catalina s/ su sucesión", 
para decidir con respecto a la nulidad pedida a fs. 66, punto b). 

Y considerando : 

Que la nulidad de la notificación practicada a fs. 61 que se 
pide en el punto b) del memorial de fs. 66, es improcedente. En 
efecto, el peticionante actúa en calidad de representante del Sr. 
Fiscal de Estado, lo que en términos de la jurisprudencia de esta 
('orto lo habilita para hacerlo como mandatario de la Provincia, 
de cuyo Gobernador, por otra parte, proviene el poder sustituido 
a f s. 64 — conf . doctr. Fallos : 242 : 278—. 

Que no es impedimento lo dispuesto por el art. 69 de la ley 
50, que contempla supuestos distintos al de autos. 

Que la nulidad mencionada debe tratarse con carácter previo 
al fallo de la causa, en cuanto su posible procedencia afectaría la 
regularidad del trámite. 

Por ello se declara no haber lugar a la nulidad pedida de la 
notificación dispuesta a fs. 58 y 60 vta. y practicada a fs. 61. 

Benjamín Villegas Basavelbaso — 
Aritóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Luis María Boffi Boggero — 
Julio Oyhanarte. 



(i) 5 de octubre. 



de jrsTiciA nr: la nación k 

MARIA ELVIN'A RODRIGUEZ ALONSO he NEGRT PISANO t Otros 
v. PROVINCIA de LA PAMPA 

COSTAS : Desarrollo del juicio. Desistimiento. 

VA desistimiento del juicio, en principio, trae aparejada la imposición de 
costas, pero puede dispensarse de ellas cuando median motivos excepcionales. 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Desistimiento. 

El desisitimiento del interdicto, ante el juicio de expropiación y pedido de 
posesión judicial del inmueble deducido por la demandada, autoriza la exencióu 
de costas cuando los decretos provinciales, que declaran vigentes las expro- 
piaciones dispuestas por la ley local y disponen la iniciación de las acciones 
pertinentes, son posteriores a la fecha en que se promovió aquél. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Acreditada que sea en la forma de práctica la distinta vecin- 
dad de los actores, estimo que V. E. debe declararse competente 
para conocer del sub iudice (conf. Fallos: 42: 308; 52: 100; 129: 
75; 176: 36). 

En cuanto al impuesto do justicia correspondería requerir 
del organismo competente de la Provincia de La Pampa que in- 
forme la valuación fiscal del inmueble ubicado en Villa Elvira 
— Ciudad de Santa Rosa — deslindado a fs. 9/10. Buenos Aires, 
9 de marzo de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Nogri Pisano, María Elvira Rodríguez 
Alonso de y otros c./ La Pampa, Provincia de s./ interdicto de 
recobrar la posesión". 

Y considerando : 

Que a fs. 85 las actoras desisten del presente interdicto en 
razón de que, habiéndose iniciado posteriormente por la Provin- 
cia demandada juicio de expropiación ante esta Corte y solici- 
tado en él la posesión judicial del inmueble cuestionado, aquél 
carece actualmente de objeto; piden que las costas se impongan 
en el orden causado. Corrido traslado a la contraparte, esta, pol- 
los motivos que expresa en el escrito precedente, se opone a la 
exención solicitada. 
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Que os doctrina de esta Corte, reiterada el 27 de mayo de! 
corriente año, en la causa i ' Banco Hipotecario Nacional c./ Agus- 
tín L de Elía y otro s./ expropiación", que si bien el desisti- 
miento, en principio, trae aparejada la imposición de costas, pue- 
de dispensarse de ellas cuando median motivos excepcionales 
(Fallos: 171): WvA) y otros). 

Que del juicio de expropiación aludido en el primer conside- 
rando y que se tiene a la vista, resulta que tanto el decreto-ley 
10.")!) como el decreto 104^ de la Provincia de La Pampa, por los 
cuales se declaran vigentes las expropiaciones dispuestas por la 
ley 4f) local y se autoriza a iniciar las acciones pertinentes (fs. 8 
y 9), han sido dictados después de la fecha en que se promovió 
el presente interdicto. 

Que, en tales condiciones, no es dudoso que el desistimiento 
de las actoras, no trae aparejada la carga de las costas pedida, 
conforme a los precedentes del Tribunal (Fallos: 182: 15). 

Por ello se resuelve tener a las actoras por desistidas del 
presente interdicto. Costas por su orden. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Araoz de Lama- 
ísmo — Lns María Bofki Bouie- 
ko — Julio Oyhanartk. 



EDGARDO RROZZI y Otros 

RECl'RSO EXTRAORDISARIO : Requisitos formales. Inter posición del rc- 
c u rso . Eu n da tu e uto. 

La circunstancia de expresarse que la autoridad administrativa ha procedido 
de manera "arbitraria" v "dictatorial", al intimar a los locatarios en un 
mercado municipal el pago de los nuevos alquileres fijados bajo apercibi- 
miento de clausura, no constituye cuestión federal concreta susceptible de 
recurso extraordinario. Ello es así. tanto más no acreditándose (pie el derecho 
que pueda asistir a los recurrentes carezca de tutela legal en las instancias 
ordinarias ( 1 )• 



CAJA ih: PREVISION i. \ka kl PERSONAL i»k la INDUSTRIA 
v. S. A. ROSA TI y ORISTOFARO 

RECE R SO EX TRA ORDISA RIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

La sentencia que, en el procedimiento de ejecución de honorarios, declara 
que existe cosa juzgada respecto al monto de aquéllos, es insusceptible de 

(i) 7 de octubre. 



di: .irsTiuA ni: i.a \ \rin\ 



lí) 



rirui Mi extraordinario con fundamento ni i|iie las reculaciones piad Ínulas 
son ron I iscatorias y violan garantía- roiM it urioua Ies. 

¡\l'.( l 'l\SO A I r f\ I O l\ I i l\ .1 // / i ) : iii-tftti^i'tts }uí>¡,k><. Srnttmiii (hiinittnt. 
¡fvsoluciotirs (tntcínnts a Id s<)it*utui ih ( ¡ntt / ni . .hu<it>s tlr apremio i( vjvcntiro. 

Las decisiones recaídas ni procedimientos de apremio o ejecutivo no dan 
luirar a recurso extraordinario, salvo supuestos excepcionales (pie compren- 
dan puntos de interés institucional. Kilo no ocurre cuando de las actuaciones 
administrativas no resulta (pie la ejecución se haya seguido con irregularidad 
manifiesta, ni se haya planteado cuestión federal sustancial que justifique 
la apertura de la apelación. 

DlCTAMKX I * I ; Ot l ' 1 í A l »tí I : (¡KNKIíAl, 

Suprema ( 1 orte : 

Lo decidido on la sentencia recurrida — en cuanto declara 
que la reculación de honorarios hecha a favor de los ejecutantes 
a fs. % 1\ de los autos principales y confirmada por la Cámara a 
fs. de los mismos ha pasado en autoridad de cosa juzgada — 
resulta, por su naturaleza, insuscei)tihle de ser revisada jxtr 
V. E. en la instancia de excepción. 

En consecuencia, considero (pie correspondo declarar hien 
denegado a fs. 107 del principal el recurso extraordinario inten- 
tado a fs. !();> y no hacer lu¿>ar a la presente queja deducida 
por dicha denegatoria, lineaos Aires, 15 de setiembre de HMíh 
— Ramón Lascano. 

FALLO PK LA COKTK SlTKKMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1!*.")?). 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Taja de Previsión para el Personal de la Indus- 
tria c. Rosati y Cristófaro Metalúrgica Industrial S. A.*\ para 
de idir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arrollo a reiterada jurisprudencia de esta Corte 1 las 
resoluciones que reunían honorarios constituyen sentencia defi- 
nitiva a los fines de la determinación del monto de la reculación. 
Ks consecuencia de ello que la deducción del recurso extraordi- 
nario con fundamento en el exceso de la suma señalada debe dedu- 
cirse respecto del auto rejíulatorio. 

Que, por tanto, la resolución apelada de fs. í)J) que declara 
existir cosa juzgada por virtud de* lo resuelto a fs. ,'U) de los 



- u FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

mismos autos principales, es insusceptihle de revisión en instan- 
cia extraordinaria. 

Que, por otra parto, es también jurisprudencia de esta Corte 
que las decisiones recaídas en procedimientos de apremio o eje- 
cutivos no dan lugar a la apelación del art. 14 de la ley 48. Y si 
bien esa jurisprudencia admite excepción para casos extraordi- 
narios, (pie comprendan puntos de interés institucional, cuya 
solución se requiera de esta Corte, el Tribunal no estima que el 
caso de autos encuadre en el supuesto mencionado. 

Que en particular no resulta de las actuaciones administra- 
tivas agregadas que la ejecución se haya seguido con irregula- 
ridad manifiosta. Xo resulta tampoco de las manifestaciones de 
la queja que exista cuestión federal sustancial que justifique la 
apertura del recurso. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavjlbaso — 
Aristóbulo D. Araoz de Lama- 
dhíi) — Lns María Bofki Botije- 
ro — Julio Oyhanarte. 



RODOLFO J. HARDOUIN' v. PEDRO DLLULA 

RKCÍ'RSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sentencia definitiva. Juicios d-e apremio y ejecutivo. 

Las resoluciones dictadas en procedimientos ejecutivos son, como principio, 
insusceptiblos de recurso extraordinario. Dicha doctrina reconoce excepción 
en el supuesto en que el orden institucional se encuentre afectado, lo cual 
no ocurre por la circunstancia de que la defensa de inhabilidad de título, 
opuesta por el ejecutado, haya sido admitida por la Cámara. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Hardouin, Rodolfo J. c./ Diluía, Pedro", para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que esta Corte tiene declarado que las resoluciones dictadas 
en procedimientos ejecutivos son, como principio, insusceptibles 
do recurso extraordinario. 

Que de esta manera y toda vez que el derecho del recurrente 
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pueda encontrar amparo en las instancias ordinarias, la apelación 
no procede, porque la excepción contemplada por la jurispruden- 
cia se refiere a supuestos en que el orden institucional está 
afectado. 

Que la circunstancia de (pie la defensa opuesta por el eje- 
cutado haya conducido, luego de la apelación deducida por aquél, 
a la admisión por la ('amara de la inhabilidad del título, no 
plantea un problema de orden institucional bastante a sustentar 
la apelación. Porque resulta de los recaudos traídos que ha me- 
- diado recurso ante el tribunal de la causa, el alcance de cuya 
jurisdicción es, en tal supuesto, cuestión de orden procesal local. 
El punto, por lo demás no podría reverse sin considerar el alcance 
de la discusión de la causa de la obligación, todo lo que manifies- 
tamente excede la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. 
Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de L.vma- 
dimi) — Litis María Boffi Bo<;<;k- 
ro — Julio Oyhanahte. 



JOSE MARIA ASPRONI v. ALEJANDRO CARLOS NATANSON 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federaUs. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Jai sentencia que no hace lugar a la tercería de dominio deducida por la 
esposa en la ejecución seguida contra su cónyuge, por razones de hecho y de 
derecho común y procesal suficientes para sustentarla, es irrevisihle en la 
instancia extraordinaria. Ello es así incluso en lo atinente a las cláusulas 
de la ley 14.394 que instituye el ' Trien de familia", sin que la invocación del 
precepto programático del nuevo art. 14 de la Constitución Nacional, refe- 
rente a la protección de la familia y al acceso a la vivienda di ¿ni a. varíe 
la solución del caso. 

RECLUSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
tencias cow fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de 
orden común. 

Tx>s arts. 14 y .'51 de la Constitución Nacional carecen de relación directa 
con el pronuncia miento que rechaza la demanda sohre tercería de dominio y 
tiene fundamentos de hecho y de derecho común suficientes para sustentarlo. 

FALLQ DE LA CORTE SITHF-MA 

Buenos Aires, 7 (le octubre de 1959. 

Vistos los autos: ''Recurso de hecho deducido por Marín 
Evan<jplina Pérez del (Vito de Xatanson en la causa Xatn -on. 
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María Kvangelina lVroz del (Vito do - Torco ría en autos: Aspro- 
ni, José María c./ Xatanson, Alejandro Carlos", para decidir 
sol)re su procedencia. 

Y considerando: 

Que resulta de los recaudos traídos a requerimiento de esta 
Corte que lo resuelto en los autos principales son cuestiones de 
hecho y do derecho común y procesal suficientes para sustentar 
el pronunciamiento. Ello es así incluso en lo atinente a las cláu- 
sulas de la ley 14.394 que instituyo el 4 'bien de familia" sin 
que la invocación del precepto programático del nuevo art. 14 
de la Constitución Nacional, referente a la protección de la fami- 
lia y al acceso a la vivienda digna varío la solución del caso 
— conf. doct. causa: "Llavallol M.M.E. s./ sucesión", sentencia 
dol 21 do setiembre del año en curso — . 

Que tanto el art. 14 como el 31 de la Constitución Nacional 
carecen de relación directa con lo resuelto en los términos dol 
art. 15 de la ley 48. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Bexjamíx Villeísas Basavilbaso — 

AltlSTÓBVLO D. AliÁOZ DE I jA MA- 
DRID JrMO OVHAXAHTE. 



JUAX JOSE XOCETI v. DIARIO "LA LIBERTAD" 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Las causas entro empleadores y sus agentes, seguidas anle el fuero laboral 
y referentes a derechos originados en relaciones de osa naturaleza, aún 
cuando se invoquen preceptos de los respectivos estatutos profesionales, son 
ajenas a la jurisdicción extraordinaria de la Corto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Rafuisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I m procedencia del recurso. 

La sentencia de la suprema corto provincial que, por vía del recurso de 
casación o interpretando el art. s:í del Estatuto dol Periodista trente a la 
norma supletoria del art. 1">8 del Código de Comercio (reformado por la 
ley 11.729), declara incomputablc, a los efectos de la indemnización por 
despido, el período anterior a la reincorporación del recurrente a la empresa 
de la cual so había retirado voluntariamente, tiene fundamentos suficientes 
para sustentarla y es insusoeptible de revisión por medio de la apelación 
extraordinaria fundada en la doctrina excepcional establecida en materia de 
arbitrariedad. 
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RhCCRSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes Gravamen. 

Toda vez que la sentencia apelada no omite la consideración del alcance del 
nrt. 8.* del Estatuto del Periodista en que el recurrente funda su derecho, 
¿mnquo atribuyéndole inteligencia distinta a la sustentada por aquel, el punto 
atinente a las limitaciones con que la casación fué admitida no causa grava- 
men sustancial (pie autorice el otorgamiento del recurso extraordinario. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por ol actor 
en la causa Xoceti, Juan José c./ Diario "La Libertad", para 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que la sentencia de que se acompaña copia decide cuestiones 
de hecho y de derecho común, irrevisibles en instancia extraordina- 
ria. Tal ocurre, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, 
en las causas entre los empleadores y sus agentes, seguidas ante 
el fuero laboral y referentes a derechos originados en relaciones 
de esa naturaleza, aun cuando se invoquen preceptos de los res- 
pectivos estatutos profesionales — Fallos : 242 : 252 y 7)21 ; 243 : 
45 y otros — . 

Que la sentencia de que se agrega copia a fs. ló está sufi- 
cientemente fundada y no admite tacha de arbitrariedad en los 
términos de la jurisprudencia del Tribunal. Lo resuelto, on efec- 
to, no excede lo que es propio de la función judicial y no admite 
revisión por la vía excepcional de la doctrina invocada. 

Que por otra parte, las cláusulas constitucionales invocadas 
carecen de relación directa con la materia dol pronunciamiento 
y no sustentan tampoco la apelación. 

Que, por ultimo, toda vez que la sentencia no omite la con- 
sideración del alcance del precepto en que el recurrente sostiene 
que su derecho encuentra fundamento, aunque atribuyéndole inte- 
ligencia distinta a la sustentada por aquél, el punto atinente a 
las limitaciones con que la casación fué admitida no causa grava- 
men sustancial que autorice el otorgamiento del recurso extra- 
ordinario. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Bexjamíx Villegas Basavilbaso — 
Aristóbvlo D. Araoz de Lama- 
dííid — ■ Lns MaiíÍa Boiti Bocck- 
no — Jumo Oyitaxakte. 
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JOSE ARMANDO SECO VILLALBA v. PEDRO AZCARRAGA y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. 

La resolución del tribunal provincial que se limita a establecer a quién 
incumbe impulsar el procedimiento para exigir el cumplimiento de lo re- 
suelto, dentro de los límites en que el derecho de los actores fué reconocido 
por la sentencia final de la Corte, no importa alzamiento contra este último 
pronunciamiento ni sustenta, dada su índole procesal, el recurso extraordi- 
nario. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Seco Villalba, José Armando c./ Azcárraga, Pe- 
dro y otros", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que de los recaudos acompañados a requerimiento de esta 
Corte no resulta que la sentencia de que se apela desconozca 
derecho específico alguno otorgado por el anterior fallo del 
tribunal. La decisión, limitada a establecer a quien incumbe 
impulsar el procedimiento para exigir el cumplimiento de lo re- 
suelto, dentro de los límites en que el derecho de los actores 
fué reconocido por la sentencia de esta Corte, no importa, en 
efecto, alzamiento actual contra el pronunciamiento recordado ni 
sustenta, dada su índole procesal, el recurso deducido. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aráoz de Lama- 
dr id — Julio Ovhanabte. 



CASIANO J. RODRIGUEZ ARIAS v. ALFREDO IIARDOY 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

Las resoluciones que deniegan el recurso de inaplicabilidad de ley, previsto 
por el art. 28 del decreto-ley 1285/58, no son recurribles para ante la 
Corte. El remedio contra tales resoluciones, expedidas por una Sala del 
tribunal de grado, debe buscarse ante la Cámara en pleno que aquélla 
integra (*). 



(i) 7 de octubre. Fallón: 242: 276, 333 y 521. 
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PE< I'RSO EX TR AOPDIX A RIO : Requisitos ¡trapíos. ( nrstiotirs no frdmdcs. 
I nttrjtn t(n ithi de mutuos fomlrs dv ¡no* rd i tu ii-nt os. Doh\t inta>NÍ<i >i recursos. 

A partir de la videncia del decreto-lev l'Jsó/ós, cuyo art. Js lia creado 
el recurso de ina plicabilidad de ley, n<> procede la apelación extraordinaria, 
con fundamento en el art. ll.'í del Iteirlamentn para la Justicia Nacional y en 
la ira ra n tía de los jueces naturales, contra la resolución de la Sala del tri- 
bunal de jurado denegatoria de atpiél. 

HECCSACIO.X. 

La recusación sin causa de los jueces de la Corte Suprema, efectuada en el 
memorial de la queja, es improcedente y debe declararse así de plano (M. 



AMALIA FKKKAKI HAKDOY m; KODK Iíil'KZ ARIAS v . CASIANO J. 
RODRIGUEZ ALMAS v S.A. A.F.I.S. 

MEDIDAS Di SC ¡PIA X ARIAS. 

Ijjis sanciones de multa aplicadas por una cámara nacional de apelaciones 
a una de las partes y a su letrado patrocinante, por obstruir el curso de la 
justicia y agraviar a uno de los magistrados que la integran, tienen funda- 
mento normativo suficiente en lo dispuesto por el art. 18 del decreto-lev 1285/ 
">K y '22 del Reglamento para la Justicia Nacional. Kilo es a>í porque no se 
trata de sanciones del derecho criminal, sino de índole disciplinaría, (pie no 
exceden de las usuales. 

MEDIDA S DI sel i >L I XA R IAs\ 

I^is sanciones de multa aplicadas al litigante y a >u letrado quieius, no obstan- 
te haber obtenido la revocatoria de la resolución apelada, alejan la nulidad 
del pronunciamiento del tribunal de alzada, son inobjetables dada la mani- 
fiesta ausencia de interés y el fundamento de obstrucción a la ju>ticia y 
agravio a uno de los miembros de la cámara (pie tiene el auto (pie las decreta. 

DlCTAMKN HKL P l¡< K ' l ' K A 1 >< »l¡ (ÍKNKlíAL 

Suprema Corte : 

i ontra la resolución de la Cámara Nacional de Apelaciones 
en ]o Civil de esta Capital de fs. 1SÍI <|ue impuso al deniantlado y 
a su letrado patrocinante multas de £ .")()() y £ ;!<)<> m n., respec- 
tivamenle, dedujeron los interesados el recurso previsto por el 
art. 1!» del decreto-ley VJSó :>S ( fs. lü'J y vía.). 

Kn el memorial presentado ante V. K. se agravian l<»s recu- 
rrentes, invocando los arts. 17 y IX de la Constitución Nacional, 
respecto de \n falta de facultades del a quo para aplicar esas 
sanciones, y cuyos agravios considero improcedentes dada la na- 
turaleza y alcance del presente recurso, que no autoriza el plan- 

i 1 i KalN.s: -J I -J : 
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Teamiento do semejantes cuestiones reservadas, en el mejor de 
los supuestos, a las previsiones del art. 14 de la ley 48. 

En cuanto a las multas impuestas, estimo que las mismas no 
exceden las atribuciones que los arts. 18 del decreto-ley referido 
y del Reglamento para la Justicia Nacional, confieren al 
Tribunal que las aplico. Buenos Aires, 15 de setiembre de 1959. 
— Hamón Lascaiio. 

FALLO DK LA COKTK SITHEMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: 4 'Rodríguez Arias, Amalia Ferrari Hardoy 
de c. / Rodríguez Arias, Casiano J. y la Sociedad Anónima 
A.F.I.S.", en los que a fs. 193 se lian concedido los recursos 
de apelación contra la sentencia de la Cámara Nacional de Ape- 
laciones en lo Civil de fecha 2 de junio de 1959. 

Y considerando: 

Que las sanciones aplicadas a los recurrentes no exceden de 
las usuales y encuentran fundamento normativo suficiente en lo 
dispuesto por el art. 18 del decreto-ley 1285/58 y 22 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional. Ello es así porque no se trata 
de sanciones del derecho criminal, sino de índole disciplinaria 
que no exceden de las usuales que autoriza el texto legal 
mencionado. 

Que, por lo demás, la procedencia de las sanciones aplicadas 
no es objetable dada la manifiesta ausencia de interés de la 
nulidad pedida y los demás fundamentos del auto de fs. 189. 

Por (dio y lo concordantemente dictaminado por el Señor 
Procurador (íeneral, se confirma la resolución apelada de fs. 189. 

Hkxjamíx Villegas 1-Jasavilbaso — 
Aiíisi óni'LO 1). Aiíaoz de Lama- 
dimi) — Lns Maiiía Bofe i Bogge- 
iío — Jruo Oyuaxakte. 



DAVID S. KLAl'PFA'HACII 

ItKcrsACWX. 

En los procedimientos de Superintendencia de la Corte Suprema, como es 
el que autoriza el art. 10 del decreto-ley 12SÓ/5S por ''vía jerárquica", son 
inaplicables las disposiciones del nrt. 75 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, sobre recusación de magistrados en el fuero respectivo. 
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RECUSACIOX. 

Las consideraciones a que haya habido 1 lisiar con motivo del ejercicio por la 
Corte Suprema de la jurisdicción que le acuerda el art. 11, inc. 4'\ de la 
ley 4055, no constituyen causal de recusación en los términos del art. 75, 
inc. 13, del Código de Procedimientos en lo Criminal. Dicho ejercicio tam- 
poco encuadra en los supuestos contemplados en los ines. 3* v 4'\ que no 
son susceptibles do aplicación analógica. 



FALLO DE LA COKTE SUPREMA 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: 4 'Deficiencias y demoras en el trámite de 
la causa seguida en el Juzgado de Instrucción n 9 3 contra José 
Rodolfo Kutsche", para decidir con respecto a la recusación soli- 
citada precedentemente. 

Y considerando : 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, 
las recusaciones manifiestamente improcedentes deben ser dese- 
chadas de plano. 

Que en los procedimientos de Superintendencia, como es el 
que autoriza el art. 19 del decreto-ley 1285 58 "por vía jerár- 
quica", son inaplicables las disposiciones del art. 75 del Código 
de Procedimientos, referentes a las causas de recusación de los 
magistrados (pie ejercen la jurisdicción criminal. 

Que, por otra parte, ni las consideraciones a que haya habido 
lugar con motivo del ejercicio por el Tribunal de la jurisdicción 
que le acuerda el art. 11, inc. 4 P , de la ley 4055, constituyen causal 
de recusación en los términos del inc. K> del art. 75 del Cód. de 
Procedimientos Penales, ni aquél encuadra en los supuestos con- 
templados por sus ines. :> 9 y 4 9 , que no son susceptibles de apli- 
cación analógica — Fallos: 201: 'JlíS y sus citas — . 

Por ello se declara improcedente la recusación de los Jueces 
de esta Corte y del Señor Procurador (Jeneral. 

Bkxjamíx Yiklkcas Basavilbaso — 
AltISTÓKrU) D. AüÁoz dk Lama- 
DiMD — Lns Maiiía Boiti Bogüe- 
no — Jruo OviiAXAKTK. 
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RUZZALLVO Unos. v. S. R. L. GHAXOLEAM 

PROVINCIAS. 

Las autoridades provinciales no pueden trabar o turbar en forma alguna 
la acción de los jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación. 

REMISION DE AUTOS. 

Habiendo declarado la Corte Suprema que la causa es de competencia del 
juez do comercio de la Capital, y puesto que nada obsta a que el juez de 
Mercedes, Provincia de Buenos Aires, expida los testimonios o certificados 
necesarios para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el art. 185 de la 
ley provincial 5177, corresponde que el segundo de los magistrados aludidos 
— que se niega a enviar los autos hasta tanto se efectúe el depósito de los 
honorarios previsto en esa disposición legal — remita al primero el expe- 
diente en el término de diez días. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

De ninguna manera puede quedar supeditado a la actividad o inactividad 
de las partes en juicio, el debido acatamiento a lo resuelto por la Corte 
Suprema sobre la competencia para conocer del mismo. 
En consecuencia, el juez provincial debe remitir la causa al nacional de la 
Capital, en el término de diez días, sin perjuicio de las medidas que estime 
pertinentes para la observancia de la ley local sobre honorarios. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El conflicto suscitado entre un juez de comercio de esta 
Capital y otro en lo civil y comercial de Mercedes (Prov. de Bue- 
nos Aires) corresponde sea dirimido por V. E., al no existir un 
órgano superior jerárquico común que pueda resolverlo (art. 24, 
inc. 7*, del decreto-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto —se trata de la negativa del 
magistrado provincial a remitir un determinado expediente al 
juez de la Capital Federal hasta tanto se dé cumplimiento al 
depósito de honorarios que dispone el art. 185 de la ley local 
5177 — , considero que, en razón de lo resuelto a fs. 25 por V. E. 
declarando la competencia del Juzgado Nacional para entender 
en las presentes actuaciones, correspondería librar oficio al Juez 
en lo Civil y Comercial n* 2 del Departamento Judicial de Mer- 
cedes, Provincia de Buenos Aires, haciéndole saber que debe 
remitir los autos caratulados "Buz/aliño Unos, c./ Granoleam 
S.R.L., s./ cobro de pesos" al Juzgado Nacional de Primera 
Instancia en lo Comercial n* 6 de la Capital Federal, sin perjui- 
cio do las medidas que estime pertinentes para la observancia 
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de la ley local en tanto tales medidas no obsten al cumplimiento 
de lo resuelto por Y. E. Buenos Aires, 10 de setiembre de 1959. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COKTK SITREMA 

Buenos Aires, 8 de octubre de 1959. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que, como dictamina el Sr. Procurador General, nada obsta 
a que el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Mercedes, Prov. 
de Buenos Aires, expida los testimonios o certificados necesa- 
rios para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en el art. 185 
de la ley provincial 5177, tal como ese magistrado lo ha ordenado 
(fs. 28). Pues, de ninguna manera puede quedar supeditado a la 
actividad o inactividad de las partes en ese juicio el debido aca- 
tamiento a lo resuelto por esta Corte según constancias de fs. 
24/26. — doctrina de Fallos: 242: 480 y sus citas — . 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se resuelve que el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Mercedes, 
Provincia de Buenos Aires, debe remitir al Sr. Juez Nacional en 
lo Comercial de la Capital Federal, en el término de diez días, 
los autos caratulados "Buzzalino Unos, c/ Granobam S. R. L. 
s./ cobro de pesos". Líbrese por Secretaría el oficio correspon- 
diente, en la forma de estilo, y devuélvanse estos autos al juzgado 
de origen. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AitlSTÓBULO D. AltAOZ DE IjAMA- 

drid — Julio Oyhanarte. 



MAURICIO LUCAS SUAREZ y Otros 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de delitos. 

Si los procesados han perpetrado, "prima facie", dos hechos distintos, en 
concurso real: uno, constitutivo de delito contra la propiedad — do compe- 
tencia ordinaria — , y otro, que configuraría resistencia a la autoridad, come- 
tido contra un marinero de la Prefectura Xacional Marítima, corresponde 
conocer del primero a la justicia nacional en lo criminal de instrucción de 
la Capital, y del segundo a la nacional en lo criminal y correccional federal. 
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Skntkxcia i»i:l Jckz Xacu>\\\i. kn l<> Ckiminai. i>k Instrucción 

Huonos Aires, 24 de julio de 1950. 

Autos y visto: 

Este Mimario n (> 75, instruido por prevención de la oficina de Sumarios de 
la Subprefectura de Puerto Madero de la Prefectura Nncional Marítima, y en 
el (pie se procesa a Mauricio Lucas Suárez y Pedro Villafañe de los demás 
sobrenombres y datos personales mencionados respectivamente a fs. 28 y 30 del 
presente; y 

Considerando : 

Que como ya se ha dicho en las presentes ¡ict naciones, el hecho investigado 
consiste en síntesis en haber sido detenidos los imputados en autos, en momentos 
en que se hallaban cortando con fines delictivos, elementos propiedad de una firma 
particular instalada en un guinche de la Dirección de Puertos; y, en haberse 
resistido con posterioridad a la detención, al marinero interviniente, llegando en 
la emergencia a tratar de evadirse Mauricio Lucas Suárez y tratar de agredir, 
Villafañe, a dicho marinero. 

Que asimismo se ha 'sostenido en esta causa que, con la comisión de la 
presunta resistencia a la autoridad no se configura un concurso ideal de este 
delito con el de robo, al no surgir del estudio de la causa la existencia de unidad 
de hecho y/o resolución en el ánimo de sus autores; vale decir que simplemente 
— y tal sigue siendo el actual criterio del proveyente — se encuentra el infrascripto 
ante dos hechos, a cada uno de los cuales lo integro un elemento objetivo propio 
y un elemento subjetivo independiente, de legal juzgamiento por separado; a 
todo lo cual no puede oponerse — así se dijo anteriormente — argumento alguno 
de "continuidad de ficción", por ser éste producto de doctrinas ya superadas 
— ver Soler, Derecho Penal Argentino, t. II, ps. 305 y sigtes. — que en modo 
alguno pueden impedir el desdoblamiento de la instrucción en fueros de perti- 
nente y distintas competencia, dadas las circunstancias del presente sumario. 

Que igualmente incluso se llegó a decir, en lo que atañe a lo establecido 
on el último párrafo del art. 164 del C. Penal que ello no podía jugar como argu- 
mento contrario a lo ya expuesto "sino por un absurdo supuesto"; pareciéndole 
al suscripto correcta tal aseveración e innecesaria de mayor fundamento, dada la 
existencia de lo que para él mismo era, neta separación de hechos independientes. 

Ahora bien, sin perjuicio del criterio del suscripto sobre la materia; no 
habiendo dado resultado hasta el presente las diligencias tendientes a lograr 
el actual paradero de los procesados; atento lo dictaminado en oposición por el 
Sr. Fiscal de Cámara a fs. 104 y la declaración de nulidad del auto de fs. 90 
dispuesta por la p]\cma. Cámara Nacional de Apelaciones del fuero a fs. 106, y 
no obstante que a juicio del suscripto si fuera de aplicación al caso lo preseripto 
en el art. 164 del C. Penal — por tratarse de un solo hecho conforme lo sustentado 
por el Rr. Fiscal de Cámara a fs. 104 vta. — , al pasar "la resistencia a la auto- 
ridad" a ser un mero elemento constitutivo del único delito de Tobo, mal se 
entiende que permanezca como elemento primario y determinante fundamental de 
una cuestión de competencia; siendo en la actualidad estéril toda otra argumen- 
tación dado lo resuelto por el Superior Tribunal, corresponde sin más trámite, 
de acuerdo a la opinión vertida a fs. 84 por el Sr. Agente Fiscal y a lo dicta- 
minado en lo pertinente por el Sr. Fiscnl de Cámara a fs. 104 vta., una decla- 
ración total de incompetencia, y así, 
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Resuelvo : 

Declarar la incompetencia do este Tribunal para continuar entendiendo en 
este sumario n*' 7.") seguido a Mauricio Lucas Suárez y Pedro Villa tañe, por 
robo —art. 1<¡4 del (\ Penal—, y ordenar su remisión a conocimiento del Señor 
Juez Nacional en lo Criminal y Correccional Federal a cargo del Tribunal n* .'í, 
Doctor Jorge Alborto Aguirrc, por ser materia do competencia federal farts. 2.S, 
ine. :K y 25, ino. 1?, del Cód. de Proe. en lo Crim.) y estar ya conociendo cu ello 
— ver informo de fs. 107 vía.— : sirviendo esta providencia do muv atenta nota 
de envío. — Mifjael F. del Castillo. 

Dictamen" i»el Pihx ckaior Fiscal 

Señor Juez: 

Las presentes actuaciones llegan a conocimiento de V. S. en virtud de haberse 
declarado incompetente el Sr. Juez de Primera Instancia en lo Criminal de 
Instrucción a cargo del Juzgado n? 15 (fs. 110), con motivo de la resolución de 
la Exorna. Cámara de esc fuero (fs. 10(i), por entender que el hecho investigado 
en estos autos (delito contra la propiedad), con el de resistencia a la autoridad 
de que da cuenta el expediente n* 945/58, agregado por cuerda floja, del 
Juzgado a cargo de V. S., a cuyo conocimiento se haya avocado por el auto de 
incompetencia de fs. 90 de estas actuaciones, guardan la conexidad ideológica 
establecida por el art. 164 del Cód. Penal, puesto que la violencia física sobre el 
marinero de la Prefectura Nacional Marítima se ejercitó después de la tentativa 
y con la finalidad de procurar la impunidad del hecho. 

Este Ministerio no comparte ese criterio. Veamos cómo ocurrieron los hechos : 

Según la declaración de Fortunato Olivera (fs. 10), marinero de la Prefec- 
tura Nacional Marítima, el día 18 de octubre ppdo., en circunstancias que se 
encontraba de guardia en la salida de la calle Cangallo de la zona portuaria, fué 
informado por un estibador que, en el dique 4, sección 7*, estaban sustrayendo 
efectos de una grúa que se encontraba en reparaciones; que de inmediato se 
trasladó al lugar sorprendiendo a dos sujetos que sustraían cables de una grúa 
allí ubicada; observó algunos minutos y después se acercó en forma cautelosa, 
dándoles orden de detención, encañonándolos con la pistola de la repartición. 
Luego guardó la pistola, los tomó de las muñecas e inició el camino de retorno 
a la garita; "que aproximadamente a la altura de la intersección de Cangallo 
y Antártida Argentina los detenidos iniciaron una franca resistencia, tironeando 
al dicente y tirándose al suelo repetidas veces...". 

De lo expuesto surge que la resistencia a la autoridad es un hecho indepen- 
diente a la tentativa del delito contra la propiedad que se investiga, toda vez 
que la expresión "después de cometido" del art. 1()4 del Código Penal, no está 
empleado indefinido, como dice Soler (Derecho Penal Argentino, t. IV, p. 271), 
"se refiere al mismo contexto de acción, tiempo inmediato al apoderamiento, caso 
típico, el ladrón que al ser descubierto emplea su arma con la amenaza a que 
nade se mueva". Pero en el caso sub examen, la situación es distinta. Luego de 
ser tomados pivsos se resisten en el camino. Soler en la obra y tomo citados, 
pág. 272, expone un caso similar al de autos y dice "el ladrón ha sido tomado 
preso, el hecho no se trasforma en robo si, mientras el ladrón es conducido, lucha 
con el agente y escapa. Esto constituye un hurto materialmente concurrente con 
ana resistencia. La escena del hurto ha terminado definitivamente". 

Por todo lo expuesto estimo que el delito contra la propiedad que se inves- 
tiga en esta causa es un hecho independiente al de la resistencia a la autoridad, 
por lo que estimo que V. S. debe declararse incompetente para entender en estas 
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actuaciones. Despacho 9954, Fiscalía, 3 de agosto de 1959. — Juan Carlos 
Lipa race. 

Sentencia del Juez Xacíoxal ex ;,o Criminal y Correccional Federal 

Buenos Aires, 10 de agosto de 1959. 

Autos y vistos : 

Para resolver la competencia del Juzgado en la presente causa 1680; 

Y considerando : 

Que el examen de las constancias de hecho del presente sumario, y de modo 
especial el análisis de las actuaciones de fs. 2, 10, 58 y 00, llevan al suscripto a 
coincidir en un todo con el dictamen del Sr. Procurador Fiscal, obrante a fs. 113. 

Que en efecto, de los elementos de hecho referidos se desprende que no ha 
habido en el obrar de los procesados la comisión de violencias inmediatamente des- 
pués de comenzar a intervenir la autoridad, y sin solución de continuidad con 
dicha intervención, -con el fin de procurar la impunidad al pretendido hecho de- 
lictuoso que se les atribuye. Como el mismo Sr. Fiscal de la Cámara en lo Cri- 
minal y Correccional expresa en su ditamen de fs. 104, — base de la resolución 
de fs. 106 y de la consecuente declaración de incompetencia del Sr. Juez de 
Instrucción — los procesados luego de ser sorprendidos "se atuvieron a la orden 
de detención recibida de un marinero", si bien agrega que a poco andar iniciaron 
diversos actos de resistencia y ataque a la autoridad. 

Es evidente que interrumpida la presunta acción delictuosa con la interven- 
ción de la autoridad y habiéndose atenido los procesados a la orden de detención 
de la misma, terminó el iter crhninis del supuesto delito contra la propiedad y que 
toda acción posterior, aun cercana en tiempo y lugar, que pudieran haber reali- 
zado los prevenidos para sustraerse a la acción del funcionario interventor, cae- 
ría prima facie en la figura de la resistencia a la autoridad, siempre que concu- 
rrieran los requisitos exigidos por el art. 239 del Código Penal. Pero, repito, 
en modo alguno tal resistencia podría considerarse integrando la figura delictiva 
contra la propiedad, ya terminada definitivamente en cuanto a su comisión. 

En virtud de las razones indicadas, las expuestas en el dictamen fiscal que 
antecede y la doctrina citada por el mismo, estimo que el delito contra la pro- 
piedad investigado en el presente sumario constituye un hecho independiente 
de la resistencia a la autoridad que se imputa a los procesados, por lo que tra- 
tándose de un delito común su conocimiento es ajeno a la competencia de la jus- 
ticia Federal. 

Por ello, de conformidad Fiscal, resuelvo: 

Declarar la incompetencia del Tribunal para conocer en la presente causa 
n* 1680, debiendo la misma ser devuelta al Sr. Juez de Instrucción a cargo del 
Juzgado n 9 15 Dr. Miguel F. del Castillo, a efectos de entender en ella, invitando 
al citado Magistrado en caso de disconformidad a dar por planteada la cuestión 
de competencia y elevar los autos a la Excelentísima Corte Suprema de Justicia 
para dirimirla. — Jortje Alberto Agnirre. 

Sentencia del Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 

Buenos Aires, 19 de agosto de 1959. 

Y vistos: considerando: 

Que el señor Juez Federal en lo Criminal y Correccional ha declarado su 
incompetencia por la resolución que antecede. 
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Que — dejando a salvo el criterio personal reflejado eu la resolución de 
fs. í)0 — en atención a lo resuelto por el Superior a fs. 10b", no cabe otra alterna- 
tiva íjue la de mantener lo resuelto a fs. 110/111. 

Por ello, teniendo en cuenta lo resuelto por la Corte Suprema en c./ Acevedo 
Juan, del 23 de julio de 1056, resuelvo: Insistir en lo resuelto a fs. 110/111 y en 
consecuencia elevar el sumario a la Corte Suprema de Justicia (art. 43, (\ I\ C.) 
para que se dirima la cuestión planteada, con oficio de estilo. — Miguel F. del 
Castillo. 

j 

Dictamen del. Procurador General 

Suprema Corte: 

Comparto los puntos de vista expuestos en el dictamen fiscal 
de fs. 113, y estimo, en consecuencia, que de acuerdo con las 
constancias de autos, los procesados habrían, prima facie, come- 
tido dos hechos distintos, en concurso real: uno, constitutivo de 
delito contra la propiedad — de competencia de la justicia nacio- 
nal en lo criminal de instrucción — , y otro que configuraría la 
infracción prevista en el art. 239 del Cód. Penal, cometida contra 
un marinero de la Prefectura Nacional Marítima, y cuya averi- 
guación corresponde, por tanto, a los tribunales en lo criminal y 
correccional federal. 

En tal sentido procede, a mi juicio, resolver la presente con- 
tienda. Buenos Aires, 3 de setiembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 8 de octubre de 1959. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo 
Criminal de Instrucción debe reasumir su jurisdicción en esta 
causa para juzgar el delito contra la propiedad denunciado en 
ella, y que vi Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal es ol competente para seguir conociendo de la resistencia 
a la autoridad investigada en la causa 945, agregada sin acumu- 
lar. Devuélvanse estos autos al Sr. Juez de Instrucción y hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Federal, a quien se remi- 
tirá la causa agregada n 9 945. 

Benjamín Villeg as B asa v i l b a s< ) — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
orto — Julio Oyhanartk. 
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PEDRO ALCANTARA VERA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Causas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la X ación y de sus reparticiones 
autárquicas. 

La justicia federal es la competente para conocer de las causas penales origi- 
nadas por delitos que, en términos generales y con prescindencia de la clasi- 
ficación que les corresponda, aí'ectan o pueden afectar el patrimonio nacional 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Causas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y de sus reparticiones 
autárquicos. 

Aunque no exista daño a los bienes de la Nación, la posibilidad de que, 
como consecuencia del hecho, aquélla deba responder civilmente, determina 
la intervención de los jueces federales y no de los provinciales en el conoci- 
miento de la causa. 

En consecuencia, es competente el Juez Federal de Resistencia, Provincia de 
Chaco, y no el Criminal y Correccional de Presidencia Roque Sáenz Peña, 
para conocer de la causa instruida por lesiones producidas a raíz de un acci- 
dente ferroviario, y en la que se investiga la posible responsabilidad criminal 
del personal — dependiente de la Nación — que conducía el tren. 

Dictamen del Procukadou General 
Suprema Corte: 

Estimo que, como bien lo puntualiza la resolución de fs. 20, 
lo actuado no permite descartar totalmente la posibilidad de 
que a raíz del hecho investigado en estos autos resulte afectado 
el patrimonio de la Nación. 

Opino, por ello, que de conformidad con la doctrina de Fa- 
llos: 235: 165 y 238: 583, entre otros, corresponde declarar que 
debe seguir conociendo de la presente causa el Señor Juez Fede- 
ral de Primera Instancia con asiento en Resistencia (Pcia. del 
Chaco). Buenos Aires, 30 de setiembre de 1959. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de octubre de 1959. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que tanto el Sr. Juez Federal de Resistencia como el Sr. Juez 
en lo Criminal y Correccional de Presidencia Roque Sáenz Peña 
se han declarado incompetentes para conocer de la presente cati- 
ra. En ella se investiga un accidente ferroviario, como conse- 
^ncia del cual una persona resultó herida al ser embestida por 

~cn. El juez federal sostiene que no se afectó el tránsito 
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ferroviario y que el hecho no lia lesionado el patrimonio de la 
Nación (fs. 18); el juez provincial se funda, para declararse 
incompetente, en que aun no se ha estahlecido si existe o no 
responsabilidad criminal del personal (pie conducía el tren, lo que 
podría dar lui>ar, eventualmeute, a que la Nación respondiera 
civilmente de los daños ocasionados a la víctima ( t's. '20). 

Que la jurisprudencia de esta (orte ha resuelto, reiterada- 
mente, (pie la justicia federal es la competente para conocer de 
las causas penales originadas por delitos (pie, en términos gene- 
rales y con prescindencia de la clasificación (pie les corresponda, 
afectan o pueden afectar el patrimonio nacional — Kallos : 240: 
417, los allí citados y otros — ; y haciendo aplicación de ese prin- 
cipio, ha declarado que, aunque no exista daño a los bienes de 
la Nación, la posibilidad de que, como consecuencia del hecho, 
aquella deba responder civilmente, determina la intervención de 
los jueces federales, y no de los provinciales, en el conocimiento 
de la causa —Fallos: ^5: 1(5") ; 2:58: 583—. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Federal de Resistencia es el compe- 
tente para seguir conociendo de esta causa. Remítansele los autos 
y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Criminal y 
Correccional de Presidencia Roque Sáenz Peña. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
diiii) — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Jl'lio Oyhanakte. 



CAMILO JULIO PEPA 

RECURSO DE AMPARO. 

Si la autoridad aduanera ha obrado en ejercicio de atribuciones jurisdic- 
ción; les conferidas por la ley (arts. 20 y 21 de la ley de Aduana — T. O. 
195t¡— ) la tutela del derecho invocado debe requerirse con sujeción a las 
pertinentes disposiciones de forma (arts. 70, 84 y sigts. de la misma ley). 
En consecuencia, es improcedente el remedio excepcional constituido por la 
demanda de amparo. 

RECURSO DE AMPARO, 

La hipotética competencia de la justicia federal para entender en el caso, 
basada en la inteligencia que se atribuye a los arts. 1(5 y 17 de la Ley de 
Aduana y en la argüida posibilidad de un delito común que "podría" afec- 
tar al titular del dominio de un automóvil, no es bastante para sustraer la 
causa al conocimiento de la autoridad aduanera interviniente, por lo menos 
mientras no se plantee, sustancie y resuelva, la respectiva cuestión de com- 
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petencia. En consecuencia, corresponde revocar el fallo de la Cámara Fede- 
ral de Apelaciones de Mendoza que hace lugar a la demanda de amparo de 
quien, alegando ser propietario del automóvil secuestrado por la Aduana 
en uso de facultades que la acuerda la respectiva ley, solicita que el vehículo 
no sea sacado de la jurisdicción de la Provincia y le sea entregado en depó- 
sito hasta tanto se dilucide su situación legal. 



Sentencia del Jiez Federal 

Mendoza, 7 de enero de 1959. 

Autos y vistos: Este expte. n<> 11.140-A, caratulado: "Camilo Julio Pepa 
s./ medidas precautorias", traído para resolver sobre las medidas precautorias pe- 
didas a fs. 1 y siguientes por Don Camilo Julio Pepa y 

Considerando : 

Que las medidas solicitadas por el recurrente Camilo Julio Pepa importan 
invadir la jurisdicción exclusiva de la Administración de la Aduana de Madryn 
como instructor del sumario n? 80/958 - A. M. incoado con motivo de la infracción 
a los arts. 4° y 5<> del decreto-ley 9924/57 a cuyo cargo y disposición se en- 
cuentra el automotor en cuestión; y como por otra parte el presentante no acre- 
dita la preexistencia de acto administrativo contrario a derecho que haga admi- 
sible una medida precautoria como la peticionada, estimo que corresponde deses- 
timar la pretcnsión del mismo, formulada a fs. 1 y siguientes. 

La legitimidad del acto de compra del auto, buena fe invocada por el señor 
Pepa y demás razones aducidas para demostrar su derecho a recobrar la posesión 
del vehículo son cuestiones que podrá apreciar y juzgar la única autoridad com- 
petente para ello, conforme a lo dispuesto por la ley de Aduana, art. 15 — el ad- 
ministrador de la aduana por donde fué introducido el mismo — . Dicha autoridad 
administrativa está plena y legalmente facultada para disponer la incautación y 
depósito a su orden del automotor en infracción y no resulta admisible que en un 
régimen constitucional como el vigente en la República donde la jurisdicción pro- 
viene de la ley. se pretenda que el órgano judicial extralimite sus funciones in- 
vadiendo a otro poder en base a un recurso de amparo a la propiedad como es 
la medida precautoria solicitada, fundándose en el art. 17 de la Constitución Na- 
cional. 

El suscripto no deja de advertir que la recurrente no discute la secuela del 
juicio y que limita su pretensión a una medida precautoria, pero tampoco se le 
escapa que con dicha medida ejerce un acto de disposición sobre algo que está 
sometido al exclusivo arbitrio de la jurisdicción administrativa de la autoridad 
legalmente facultada al respecto. 

Por ello, resuelvo: No hacer lugar a las medidas precautorias solicitadas a 
fs. 1/4, por Don Camilo Julio Pepa en estos autos n* 11.140-A. — Juan Bernardo 
Ortiz. 

Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones 

En la ciudad de Mendoza, a 29 de abril de 1959, reunidos en acuerdo los se- 
ñores miembros de la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza, doctores Oc- 
tavio Gil, Ernesto D. Guevara y José Elias Rodríguez Sáa, procedieron a re- 
solver en definitiva los autos n* 22.020-P-1008, caratulados: "Camilo Julio Pepa 
s./ medidas precautorias", venidos del Juzgado Federal de Mendoza bajo el 
n f> 11.140-A, en vitrud de los recursos de apelación y nulidad interpuestos a 
is. 12 contra la resolución de fs. 10 por la que se resuelve: "No hacer lugar a las 
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medidas precautorias solicitadas a ts. 1/4, por don Camilo Julio Pepa en estos i 

autos n* 11.140-A". \ 

El Tribunal planteó las siguientes cuestiones a resolver: \ 

1" ¿Es nula la sentencia apelada? \ 

2 a * Caso negativo: ¿es ella arreglada a derecho? j 

De conformidad con lo dispuesto por el art. 26 del decreto-ley 1285/58 y 
art. 4* del Reglamento de esta Cámara, se estableció por sorteo el siguiente orden ¡ 
de votación: Doctores Guevara, Gil y Rodríguez Sáa. j 

Sobre la primera cuestión, el Dr. Guevara dijo: ji 

El recurso de nulidad, opuesto conjuntamente con el de apelación, no ha sido 

fundado. Por otra parte, ni la sentencia ni el procedimiento adolecen de vicios o i 
defectos que lo hagan procedente a los términos del art. 233 de la ley 50, por lo 

que corresponde su rechazo. Voto en tal sentido. [ 

Los doctores Gil y Rodríguez Sáa adhieren por sus fundamentos al voto í 

precedente. j 

Sobre la segunda cuestión, el Dr. Guevara dijo: j 

De los autos 33.811-D, caratulados: "Fiscal por averiguación inf. al art. 292 j 
del Cód. Penal", surge que en enero de 1958, en la ciudad de San Martín de j 
esta Provincia, donde está domiciliado don Camilo Julio Pepa, por intermedio del 
comisionista Isidro Cueto, de la misma localidad, compró a don Esteban Babenco, 
tin automóvil marca "Mercury", modelo 1952, color celeste y negro, motor 
n« M. E. 59.376, por la suma de $ 188.500, cuyo precio satisfizo por lo que efec- 
tuadas las gestiones pertinentes, obtuvo de la Dirección de Tránsito el patenta- 
miento del vehículo. 

A raíz de esta última diligencia, la Dirección de Aduanas observa que el auto- 
motor de referencia fué introducido al país por importación n<> 1.116/1957 de la 
Aduana de Madryn, consignado a Carlos F. I barra, con las franquicias aduaneras 
y cambiarías acordadas por el decreto-ley 10.991/56, por lo que encontrándose en 
infracción al norte del paralelo 42 9 , conforme con lo dispuesto por el art. 4* del 
decreto ley 9924/57 y penada con el comiso irredimible por el art. 5° del mismo 
decreto, ordena a la Aduana de Mendoza su inmediata incautación, lo que ésta 
cumple, y a mérito de que la infracción se ha cometido en Madryn, la Aduana de 
Mendoza se declara incompetente para entender en la causa, ordena pasar los 
antecedentes a aquella jurisdicción y pone a disposición de la misma el vehículo 
incautado. 

Tal medida determina a su propietario a promover estas actuaciones, solici- 
tando el amparo judicial a objeto de que dicho bien no sea sacado de la jurisdic- 
ción de Mendoza y le sea entregado en depósito hasta tanto se dilucide su situa- 
ción legal. 

'OI a quo no hace lugar a las medidas pedidas por entender que su interven- 
ción en lo que es materia, a su juicio, privativa de la Aduana, sería invadir la 
jurisdicción exclusiva de ésta, conforme con lo dispuesto por el art. 15 de la 
Ley de Aduana y porque no se ha acreditado el acto administrativo contrario a 
derecho que haga procedente la medida pedida. 

Contra la resolución citada, se deduce el recurso que motiva la intervención 
del Tribunal. 

Conforme con Ir. doctrina sustentada por la Corte Su moma i>i rr "Siri 
Angel, recurso de babeas corpus" (Fallos: 230: 459), procede aeojror en s.u as- 
pector formal el recurso de amparo articulado a fs. 1 y entrar a su consideración. 

Si bien el art. 15 de la Ley do Aduana (T. O. 1956) atribuye a las autori- 
dades aduaneras el conocimiento originario de las causas que se sustancien por 
infracciones a sus leyes y reglamentos, por el art. 17 de la misma, esa compe- 
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tcncia so acuerda al Juez Federal cuando el delito común sea de los -que afectan 
a la propiedad (art. 1(¡), por lo que en el caso de autos, el Tribunal es compe- 
tente para entender en esta ^ausa, ya que el delito común podría afectar al 
titular actual del dominio del automóvil secuestrado, atento a que la documenta- 
ción acompañada al Exp. n° 33.811-D, con la que el recurrente acredita la propie- 
dad de aquél, ha sido tildada de apócrifa. 

Por otra parte, la disposición legal citada (art. 15 ), que otorga a la Aduana 
el conocimiento originario de las causas sobre infracción a que se ha aludido, no 
impide la intervención de la Justicia Federal para conocer en casos como el 
presente. 

De las constancias de autos se desprende prima facie, que Pepa es com- 
prador de buena fe del vehículo secuestrado, a quien no alcanzarían las sanciones 
del comiso irredimible a que se refiere el art. 5?, del decerto-ley 9924/57, con- 
forme con lo dispuesto por el art. 199 de la misma ley, que es de aplicación en el 
snb iudive, advirtiéndose además que aquella norma (art. fv> - D. L. 9924/57) ha 
quedado enervada por el término de 90 días a partir de su publicación por el de- 
creto 3029/59 que permite la nacionalización de automotores en circulación que 
estuvieren en infracción al decreto ya aludido. 

La salida de la jurisdicción del automotor secuestrado dificultaría al propie- 
tario presunto, el acogimiento a los beneficios del decreto citado, al par que el 
traslado del mismo demandaría gastos inútiles, con posibilidad de su detrimento 
y si a ello se agrega que en esta situación el actor poseedor de buena fe podría 
ser afectado en su derecho a la propiedad, sin haber sido oído por su juez natu- 
ral, lo que afectaría la garantía del art. 17 de la Constitución Nacional, va de suyo 
que la medida pedida es procedente, máxime si el propietario del auto otorgará 
las contracautelas suficientes para garantizar el interés fiscal en la emergencia. 
A mayor abundamiento debo expresar que coincidentemente con la opinión que 
dejo expresada, la Cámara Federal de La Plata en el fallo n<> 136 que aparece 
en A. del 23 de enero ppdo. in re: "Rctolaza Antonio", en un caso similar al 
presente, acordó el amparo pedido. 

En su mérito considero que la sentencia apelada no está ajustada a derecho y 
corresponde su revocatoria, disponiéndose se haga saber a la Aduana local que 
debe proceder a la entrega en depósito del automotor secuestrado a su propieta- 
rio presunto Don Camilo Julio Pepa, previa constitución de fianza a satisfacción 
del Juzgado y con conocimiento de aquélla. Así voto. 

El Dr. Gil adhiere por sus fundamentos al voto que antecede. 

Sobre la misma cuestión, el Dr. Rodríguez Sáa dijo: 

Según resulta de autos, el secuestro del automóvil del actor fué dispuesto 
por la Dirección de Aduanas, en uso de indiscutidas facultades jursdiceionales 
que le acuerda el T. O. de las O. O. de Aduana. Si a ello se agrega que cualquier 
decisión condenatoria de aquel organismo puede ser apelable ante la justicia, re- 
sulta claro que no juegan en el caso las garantías invocadas por el recurrente ni 
resulta procedente por lo tanto la tutela que se pretende. 

El recurso de amparo es un remedio excepcional que puede interponerse con- 
tra actos arbitrarios de la autoridad, pero la lesión debe ser manifiesta y directa 
y deben ser condiciones indispensables su irreparabilidad y que no exista otro 
remedio paralelo o concurrente. En mi concepto esas condiciones no se cumplen 
en el presente caso, ya que como queda expresado, el afectado puede buscar la 
protección legal ante otros órganos competentes. Esa es la doctrina de la Suprema 
Corte, expuesta in re: "Lumelli Ornar", según fallo publicado en el diario La Ley 
de fecha 23 de abril en curso. 

Cabe agregar, finalmente, que no se ha alegado ni acreditado que exista un 
agravio económico de magnitud que pudiera hacer inoperantes o nulos los reme- 
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dios por las vías legales, y que por esa causa pudiera ser viable, excepcional- 
mente, el recurso de amparo. 

Por estas razones y las del auto apelado, voto afirmativamente la cuestión 
propuesta. 

En mérito a la votación de que instruye el acuerdo precedente, se resuelve: 
Revocar la sentencia apelada y disponer la entrega en depósito del automotor se- 
cuestrado a su propietario presente don Camilo Julio Pepa, previa constitución 
de fianza a satisfacción del Juzgado y con conocimiento de la Aduana local. — 
Octavio Gil. — Ernesto D. Guevara. — José Elias Rodríguez Sáa. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario concedido a fs. 38 vta. es proce- 
dente, por haberse cuestionado en autos la inteligencia de normas 
federales y la validez de actos emanados de autoridad nacional, 
siendo la decisión definitiva del superior tribunal de la causa 
adversa a las pretensiones del apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, si bien las circunstancias del 
presente caso no coinciden exactamente con las que motivaran 
el pronunciamiento de V. E. registrado en Fallos: 242: 300 (cau- 
sa "Ornar Pablo Lumelli M ), porque en el sub iudice, además de 
la infracción aduanera, mediaría presuntivamente la comisión de 
un delito común, creo, sin embargo, que debe concluirse también 
aquí en la improcedencia del recurso de amparo. 

La razón decisiva para ello es la misma que hizo valer V. E. 
en la precitada causa, a saber, que «el ejercicio, por parte de la 
autoridad administrativa, de atribuciones conferidas por la Ley 
de Aduana, que contiene asimismo disposiciones de forma para 
la tutela de los derechos, resulta excluyente del remedio excep- 
cional constituido por la demanda de amparo. 

Es verdad que el a quo, por el voto de la mayoría, ha aludido 
en los considerandos de la sentencia de fs. 33 al art. 17 de la 
mencionada Ley de Aduana (T. O. 1956), sosteniendo, en conse- 
cueni ia, que el tribunal es competente para entender en la causa, 
ya que el delito común podría afectar al titular actual del auto- 
móvil secuestrado por la Aduana de Mendoza. 

Pero aunque se admitiere que corresponde a la justicia fede- 
ral entender en el caso y decidir, especialmente, sobre la situa- 
ción del vehículo en cuestión a mérito de la influencia que sobre 
los derechos del señor Pepa respecto del mismo pueda tener lo 
que en definitiva se resuelva en la causa por infracción al art. 292 
del Código Penal, pienso, no obstante ello, que la vía elegida 
—a saber, bajo forma de un pedido de amparo— es improce- 
dente para plantear y definir una cuestión de competencia. 
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Sin desconocer que la presentación del interesado a fs. 1/4 
sólo perseguía que se dictara una medida de no innovar y embar- 
go del automotor de referencia, pienso también que acceder a 
ello comportaría una interferencia indebida en el ejercicio de las 
atribuciones jurisdiccionales de la autoridad aduanera, ya que 
basta el momento no aparecí» de modo claro y manifiesto que ésta 
baya obrado con apartamiento de sus facultades legales. 

En tanto la cuestión de competencia no se plantee y resuelva 
corno corresponde, cosa que no ha ocurrido pues no hay contienda 
trabada ni lia recaído decisión expresa sobre el punto en la parte 
dispositiva de la sentencia, la justicia federal se encuentra inha- 
bilitada para decidir acerca de la situación del automotor. 

Por ello opino, en conclusión, que debe revocarse el fallo 
afielado en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 
7 de agosto de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: ' 4 Pepa, Camilo Julio s./ medidas precau- 
torias" en lo que a fs. 38 vta. se ha concedido el recurso extra- 
ordinario contra la sentencia de la Cámara Federal de Apelacio- 
nes de Mendoza de fecha 29 de abril de 1959. 

Considerando : 

Que las modalidades de la presente causa hacen procedente 
aplicar la doctrina que esta Corte expuso en los precedentes 
"Ornar Pablo Lumelli" (Fallos: 242: 300) y "Domingo Costa" 
(sentencia del 21 de setiembre pasado) con los que guarda pare- 
cido sustancial. Cabe reiterar, pues, que, habiendo actuado la 
autoridad administrativa de que aquí se trata en ejercicio de 
facultades legales que le son propias (arts. 20 y 21 de la Ley de 
Aduana, T. O. 1956) y existiendo una vía procesal dispuesta por 
el legislador y apta para la tutela del derecho que se dice infrin- 
gido (arts. 70, 84 y siguientes de la misma ley), es improcedente 
el remedio excepcional constituido por la demanda de amparo. 

Que ta] conclusión no se ve impedida por la circunstancia de 
que hace mérito la mayoría del tribunal a quo. La hipotéticá 
competencia de éste para entender en la especie, basada en la 
inteligencia que se atribuye a los arts. 1(> y 17 de la Ley de Adua- 
na y en la argüida posibilidad de un delito común que "podría" 
afectar al titular actual del dominio del automóvil, no es bastante 
para sustraer la causa al conocimiento de la autoridad aduanera 



DE JUSTICIA DK LA NACIÓN" 41 

intorvinionto, por lo monos mientras no so planteo, sustancie y 
resuelva la respectiva cuestión de competencia. 

Por ello y las razones concordantes que el Señor Procurador 
General expone en su dictamen de fs. 4S, se revoca la sentencia 
apelada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. AtíÁoz de Lama- 
drid — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Julio Oyhanarte. 



EUGENIO PETERFFY 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del recurso. 
Fundamento, 

Es improcedente el recurso extraordinario si el ¡ pelante se reduce a sostener 
que determinadas disposiciones lian sido violadas, mas sin expresar razones 
justificantes de tal aserto ni especificar los liedlos que confiaran el caso 
sujeto a decisión del Tribunal. 

RECURSO DE AMPARO. 

La acción de amparo constituye un remedio de excepción cuyo empleo, eD 
principio, procede únicamente en ausencia de procedimientos establecidos 
por el legislador para la tutela judicial del derecho debatido. Ella es im- 
procedente si el actor utilizó electiva mente — sobre la base de los mismos ar- 
gumentos, que reproduce — otra vía procesal p reconstituida para la defensa 
del derecho que invoca, dando lugar a decisiones judiciales firmes que dese- 
charon su reclamo y declararon la constitucional i dad de las normas legales 
atinentes a los recaudos establecidos para el ejercicio en el país de las pro- 
fesiones liberales. 

Dictamen del Pikk tiiadoi; General 

Suprema Corto: 

A mi juicio el recurso extraordinario interpuesto a fs. 26 
no lia sido suficientemente fundado, tal como lo exige el art. 15 
de la ley 48 y la jurisprudencia de V. E. sobro el particular. 

Por otra parte, las meditadas razones (pie sustentan la deci- 
sión de fs. 24 y siguientes demuestran (pie la exigencia del exa- 
men de reválida, que el recurrente debe cumplir para ejercer su 
profesión, no vulnera garantía constitucional alguna. A ello cabe 
agregar que tampoco so baila en pugna con los principios procla- 
mados en la Tarta de las Naciones Unidas o en la Declaración 
de los Derechos Humanos, debiendo señalarse que las disposicio- 
nes que cita el recurrente, contenidas en los arts. 55 y 56 de la 
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primera y 7, 8, 17, 29 y 30 de la segunda carecen de relación 
directa con la cuestión aquí planteada; y por lo que hace a los 
arts. 19 y 22 de la Convención del 28 de junio de 1951, relativa 
al Estatuto de los Refugiados — que por lo demás no ha sido sus- 
cripta por nuestro país — , sólo establecen que se acordará a los 
refugiados un tratamiento tan favorable como sea posible y en 
todo caso no menos favorable que el acordado a los extranjeros 
en general, en las mismas circunstancias, propósito que no apa- 
rece tampoco desconocido en las decisiones impugnadas. 

Corresponde pues, en mi opinión, declarar improcedente el 
recurso extraordinario concedido a fs. 28. Buenos Aires, 30 de 
julio de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de octubre de 1959. 

Vistos los autos : "Peterffy, Eugenio s./ recurso de amparo", 
en los que a fs. 28 se ha concedido el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Fe- 
deral y Contenciosoadministrativo de. fecha 16 de junio de 1959. 

Considerando : 

Que, según consta en autos, el señor Eugenio Peterffy pro- 
movió acción de amparo contra diversos actos administrativos 
expedidos por la Universidad Nacional de Buenos Aires y el 
Ministerio de Educación y Justicia de la Nación, alegando que 
ellos, en cuanto lo obligan a rendir exámenes de reválida como 
requisito previo a su habilitación para ejercer en el país la profe- 
sión de abogado, son violatorios de los arts. 14, 16, 20, 25, 28, 29, 
30, 31, 33, 67, ines. 11 y 16, 86, inc. 20, y concordantes de la Consti- 
tución Nacional, así como de previsiones expresas contenidas en 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la Carta 
de las Naciones Unidas y en la Convención de 28 de junio de 
1951 relativa al Estatuto de los Refugiados (fs. 1/13). 

Quo, habiendo sido desestimadas sus pretcnsiones en prime- 
ra y segunda instancias (fs. 18 y 24/25), el actor dedujo recurso 
extraordinario (fs. 26), que le fue concedido (fs. 28). 

Que, como con acierto lo señala el Señor Procurador Gene- 
ral, el recurso interpuesto carece de la debida fundamentación, 
por lo que procede su rechazo conforme a lo proscripto en el art. 
15 de la ley 48. Ello, habida cuenta de que el apelante se reduce 
a sostener que determinadas disposiciones han sido violadas, mas 
sin expresar razones justificantes de tal aserto ni especificar los 
hechos que configuran el caso sujeto a decisión del Tribunal. 
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Que, sin perjuicio de ello y sólo a mayor abundamiento, cabe 
agregar que, conforme a la doctrina de esta ('orto, la acción de 
amparo constituye un remedio de excepción cuyo empleo, en prin- 
cipio, procede únicamente en ausencia de procedimientos esta- 
blecidos por el legislador para la tutela judicial del derecho deba- 
tido (Fallos: 242: 300 y 434). Esta consideración resulta deci- 
siva en la especie, toda vez que el actor no sólo tuvo a su alcance 
otra vía procesal preconstituída para la defensa del derecho que 
invoca, sino que además la utilizó efectivamente — sobre la base 
de los mismos argumentos que ahora reproduce — , con lo que dio 
lugar a decisiones judiciales firmes que desecharon su reclamo y 
declararon Ja constitucionalidad de las normas legales atinentes 
a los recaudos establecidos para el ejercicio en el país de las 
profesiones liberales (Fallos; 243: 40). 

Que la improcedencia de la apelación extraordinaria es mani- 
fiesta, pues, por las consideraciones que anteceden y, también, 
porque de ellas se infiere que las autoridades administrativas 
contra las que se deduce la acción se han limitado, en la emer- 
gencia, a ejercer legítimamente facultades legales que les son 
propias. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se declara improcedente el recurso extraordinario con- 
cedido a fs. 28. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AnisTÓBrLo D. AuÁoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanabte. 



DOMINGO C APELLA HERRERA —sucesión— 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión. Fuero de atracción. 

Correspondo a la justicia nacional en lo civil do la Capital Federal, que 
conoce del juicio sucesorio en el que se lia dictado declaratoria de herederos 
en favW de una hija legítima del causante como única heredera, entender 
también en la demanda contra la sucesión iniciada ante la justicia de Cór- 
doba, por reconocimiento de filiación natural. No basta para fundar la com- 
petencia del juez provincial, sostener que el último domicilio del causante se 
encontraba en Córdoba — donde falleció — y que no es el caso de excepción 
provisto en el art. :í'2Sí> del Código Civil, pues: a) la competencia del juez 
de la Capital para conocer del juicio sucesorio no fué debidamente cuestio- 
nada; b) la acción de filiación es. on el caso, una de las acciones personales 
que deben acumularse al juicio universal, con arreglo a lo dispuesto en el 
art. 3284 del Código Civil) ; v) el art. 32Sf> del Código Civil, ritre en todas las 
hipótesis previstas en el art. 3284 de ese Código. 
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Dictamen del Pkoovkador General 
Suprema Corto : 

V. E. decidió a fs. 137 que lo dispuesto por el art. 3285 del 
Código Civil, según el cual cuando el causante no hubiera dejado 
más que un solo heredero, las acciones deben tramitarse ante 
el juez del domicilio de este, rige en todas las hipótesis previstas 
en el art. 3284 del mismo cuerpo legal; agregando que no obsta 
a ello la demanda de filiación natural deducida por un supuesto 
hijo del de rujas en razón de no existir aun pronunciamiento 
judicial que la haya declarado procedente. Y en definitiva — de 
acuerdo con mi dictamen — declaró la competencia de la justicia 
nacional de la Capital Federal para conocer en el juicio promo- 
vido por doña María Rojo contra la sucesión de don Domingo 
Capella Herrera por disolución y liquidación de sociedad de 
hecho. 

Vuelven ahora las presentes actuaciones a consideración de 
la Corte Suprema a efectos de que dirima una nueva cuestión 
de competencia trabada entre el mismo Juzgado Nacional en lo 
Civil n 9 11 de esta Capital e idéntico Juzgado de Primera Instan- 
cia en lo Civil y Comercial {V Nominación) de la ciudad de 
Córdoba, esta vez en razón de que los titulares de ambos se consi- 
deran competentes para entender en el juicio de filiación natural 
al que hizo referencia Y. E. en la oportunidad citada, es decir, al 
iniciado por don Miguel Angel Rojo ante la justicia de Córdoba. 

Al respecto, y toda vez que las cuestiones debatidas son 
similares a las contempladas en mi precitado dictamen, en home- 
naje a la brevedad doy por reproducidas las consideraciones for- 
muladas a fs. 135 y con apoyo en las mismas, estimo que corres- 
pondería dirimir el presente conflicto en favor de la competeneia 
del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Civil n 9 11 de 
la Capital Federal. Buenos Aires, 27 de julio de 1959. — Ramón 
Lasrano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de octubre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que la sucesión de don Domingo Capella Herrera tramita 
ante la justicia nacional en lo civil de la Capital Federal, donde 
se ha dictado declaratoria de herederos en favor de una hija 
legítima del causante como única sucesora. En esta causa no se 
ha cuestionado la competencia del juez de la Capital para cono- 
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cor del juicio sucesorio, competencia que se declaró a fs. 11 sobre 
la base de la información sumaria producida en la causa. Ade- 
más, el domicilio del único heredero declarado tal se encuentra 
en esta ciudad. A fs. 137, este Tribunal resolvió que el juez de 
la Capital Federal era el competente para conocer de la demanda 
por disolución de sociedad de hecho promovida ante los tribu- 
nales de Córdoba contra la sucesión, fundándose para ello en la 
reiterada jurisprudencia establecida acerca del alcance del art. 
3285 del Código Civil (Fallos: 240: 25). 

Que, también ante la justicia civil y comercial de Córdoba, 
se ha promovido un juicio por reconocimiento de filiación natural 
4 'en contra de la sucesión de don Domingo Ca pella Herrera, 
representada por la heredera legítima doña Carmen A. Capella 
de Stok, domiciliada en calle Galileo n 9 2416 de la Capital Fede- 
ral..." (fs. 7/9 del expediente agregado). Notificada de esa 
demanda, la Sra. de Stok planteó cuestión de competencia por 
inhibitoria ante el juez de la sucesión (fs. 28/29), que declaró 
procedente el artículo (fs. 34). El juez de Córdoba se negó a 
desprenderse del conocimiento de esa causa (fs. 158/166), invo- 
cando, esencialmente, dos razones: l p ) que el último domicilio del 
causante se encontraba en el lugar donde falleció, es decir, la 
ciudad de Jesús María, Córdoba, por lo que la demanda de filia- 
ción, on virtud del fuero de atracción 4fc del juicio sucesorio debida 
y legítimamente radicado" (fs. 163) debe tramitar en Córdoba; 
2 9 ) porque tampoco es el caso de la exención prevista en el 
art. 3285 del Código Civil, toda vez que "las acciones aludidas 
en este artículo son únicamente las del inciso 4° del art. 3284" 
(fs. 163 vta.). Al insistir el juez de la Capital en su decisión 
anterior, ha quedado debidamente trabada una contienda que esta 
Corte debe dirimir. 

Que las razones invocadas por el Sr. Juez en lo Civil y Co- 
mercial de Córdoba para fundar su competencia no son valederas. 
En primer lugar porque, como se expresó en el considerando pri- 
mero, no esta debidamente cuestionado que el Sr. Juez en lo Civil 
de la Capilal no sea competente para conocer del juicio sucesorio 
de don Domingo Capella Herrera; en segundo lugar, porque la 
acción de filiación natural es, en casos como el presente, una de 
las acciones personales que deben acumularse al juicio universal, 
con arreglo a lo dispuesto en el art. 3284 del Código Civil (Fa- 
llos: 106: 27; 107: 7; 134: 340); y, finalmente, porque la juris- 
prudencia de esta Corte, como se ha dicho antes, tiene resuelto 
que lo dispuesto en el art. 3285 del Código Civil rige en todas las 
hipótesis provistas en el art. 3284 del mismo Código (Fallos: 
240: 25 y los allí citados). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
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se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Civil de la Capital 
Federal es el competente para conocer de la demanda sobre reco- 
nocimiento de filiación natural promovida por Miguel Angel 
Rojo contra la sucesión de Domingo Capella Herrera. Remítan- 
sele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
de Primera Nominación en lo Civil y Comercial de Córdoba. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AlMSTÓBULO D. Aháoz de Lama- 
dkid — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Julio Oyhanarte. 



RODOLFO PAOLUCCI v. RAFAEL J. RODRIGUEZ y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitrarie- 
dad cuando, al hacer lugar la justicia civil a la incompetencia de jurisdicción 
opuesta en una ejecución hipotecaria seguida, entre otros, contra una sociedad 
de responsabilidad limitada, se regulan honorarios atribuyendo al fallo un 
carácter definitivo que no corresponde, con inobservancia de principios fe- 
derales como el del art. 24, inc. 7*, del decreto-ley 1285/58 (*). 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

Habiéndose declarado incompetente la justicia civil, para conocer en la ejecu- 
ción hipotecaria seguida, entre otros, contra una sociedad de responsabilidad 
limitada, las regulaciones de honorarios pertinentes deben efectuarse con arre- 
glo a la escala correspondiente a los incidentes, en los términos del art. 26 
del arancel vigente, pues no existe sentencia pasada en autoridad de cosa juz- 
gada. 



BANCO HIPOTECARIO NACIONAL v. JOSE HECTOR FERRARIO 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Juicios en que 
la Nación es parte. 

Para la procedencia del recurso ordinario de apelación en tercera instancia, 
en causas en que la Nación reviste el carácter de parte o en juicios de expro- 
piación con arreglo a lo dispuesto en la ley 13.264, es requisito esencial la 
demostración de que la suma debatida excede el mínimo legal. Ello no resulta 
del solo hecho de que la oferta inicial difiera de la condena en más de 
$ 50.000 m/n., ni aparece cumplida con la afirmación de que los jueces 
pueden apartarse de las conclusiones del Tribunal de Tasaciones "cualquiera, 
haya sido la composición de los votos en el acta plenaria". 



(i) 14 de octubre. Fallos: 243: 369. 
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Bucmios Aires, 14 do ootubro do 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Banco Hipotecario Nacional c./ Ferrario, José 
Héctor", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que para la procedencia de la queja por denegación del re- 
curso ordinario en casos en que la Nación es parte, o en juicio 
de expropiación con arreglo a lo dispuesto por la ley de la mate- 
ria, es requisito la demostración de que la suma debatida excede 
el mínimo legal. Esta demostración no resulta del solo hecho de 
que la oferta inicial difiera de la condena en más de $ 50.000 m/n., 
ni aparece cumplida con la afirmación de que los jueces pueden 
apartarse de las conclusiones del Tribunal de Tasaciones ' ' cual- 
quiera haya sido la composición de los votos en el acta plenaria" 
— doctr. Fallos : 237 : 682 y 728, y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavllbaso — 
AuiSTÓBULO D. AuÁoz de Lama- 
dkid — Luis María Boffi Bogge- 
ho — Julio Oyhanajvte. 



NELIDA ROMERO v. ERNESTO PITTALUGA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La circunstancia de que la ley aplicada por el tribunal de alzada, para revo- 
car el fallo del inferior y hacer lugar a la consignación de alquileres efectuada 
por la co-inquilinn dfl locatario fallecido, se aparte del régimen de locación 
del Código Civil, no constituye violación constitucional (*). 



AURELIA JORDA de SELLES v. INSTITUTO NACIONAL de PREVISION 

SOCIAL 

JUBILACION Y PENSION. 

El régimen del art. 14 de la ley 14.236, aparte de los puntos de interpretación 
legal, no autoriza la revisión judicial de las decisiones administrativas sobre 



(i) 14 de octubre. 
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previsión social, en sus aspectos de hecho, salvo los supuestos de inobservan- 
cia de los derechos y garantías constitucionales o de (jue las decisiones aludidas 
adolezcan de arbitrariedad. 

JUBILACION Y pensión. 

El requerimiento de la Caja Nacional de Previsión para el Personal de la 
Industria de que a los efectos de la jubilación por invalidez se compruebe, 
con informe de "Medicina Social", si la incapacidad verificada de la recu- 
rrente se "retrotrae a la fecha del primer cese" de sus actividades laborales, 
ocurrido seis años antes, tiene* fundamento en lo dispuesto por el art. 21 de 
la ley 14.370. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Es improcedente el recurso extraordinario, con base en la garantía de la 
defensa y en la doctrina sobre arbitrariedad, contra la sentencia de la Cá- 
mara del Trabajo que, rechazando las pruebas de testigos y de certificados 
de empleadores ofrecidas por la recurrente, por no hallarse contempladas 
en la ley y ser además extemporáneas, confirma la decisión del Instituto 
Nacional de Previsión Social que denegó el beneficio de jubilación por invali- 
dez, en razón de no haberse comprobado, en la forma determinada por la 
ley, que la incapacidad verificada se retrotrae a la fecha del primer cese 
de las actividades laborales, reiniciadas siete años después. 

Dictamen del Phoctiíauor General 

Suprema Corte : 

La exclusión de las probanzas cuyo ofrecimiento considera 
improcedente la sentencia del superior tribunal de la causa puede 
resultar frustratoria de un derecho federal, como quiera que 
aquellas tendían a acreditar la época inicial de la incapacidad 
invocada como fundamento del beneficio jubilatorio impetrado, 
siendo esa circunstancia decisiva para el caso. 

La existencia de dicha incapacidad con carácter total y per- 
manente ha sido reconocida, por lo demás, en el informe médico 
oficial obrante a fs. 12 del principal. * 

En estas condiciones, y pese a que las pretensiones de la 
recurrente han sido desestimadas, en definitiva, por considera- 
ciones de orden procesal, lo cual, en principio, tornaría inadmi- 
sible el remedio federal intentado, pienso, no obstante, que cabe 
hacer lugar al mismo. 

Me remito para ello a la doctrina sentada por V. E. en la 
causa "Michalak, Nicolás s./ jubilación" (25-2-59), en cuanto los 
principios allí enunciados fueran de pertinente aplicación al 
sub Índice, por lo que correspondería, en consecuencia, declarar 
mal denegado el recurso extraordinario a fs. 159 del principal. 
Buenos Aires, 23 de junio de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos A i ros, 14 do octubre do 1 í)f)í). 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Sellos, Aurelia Jordá de c./ Instituto Nacional de 
Previsión Social'', para decidir sobro su procedencia. 

Y considerando : 

Que los precedentes de esta ( 1 orto de que se hace mérito en 
la sentencia dictada con fecha 2f) de setiembre del año en curso 
— autos: "Reyes, M. (\ L. c. I.X.P.S." — , permiten concluir 
que la comprobación de los extremos de hecho pertinentes a los 
fines de la obtención de los beneficios de previsión social debe 
producirse ante las autoridades do los organismos respectivos, 
en la forma en que las leyes y reglamentos pertinentes lo esta- 
blezcan, en tanto se respeten los derechos y garantías constitu- 
cionales y los procedimientos y decisiones administrativas no 
adolezcan de arbitrariedad. Aparte los puntos de interpretación 
legal, el régimen del art. 14 do la ley no autoriza, fuera 

de la inobservancia de los extremos mencionados, la revisión judi- 
cial de tales decisiones en sus aspectos de hecho, todo lo que 
reconoce por fundamento la naturaleza técnica de las cuestiones 
a resolver y la exigencia del expedito funcionamiento de las insti- 
tuciones do provisión social que la ley organiza. 

Que en el caso, el requerimiento de que so compruebe, con 
informe de "Medicina Social", si la incapacidad verificada de 
doña María Aurelia Jordá de Sellés, se "retrotrae a la fecha del 
primer ceso de" sus actividades laborales, ocurrido el 30 de 
diciembre de 1047, riene fundamento en lo dispuesto por el art. 
21 de la ley 14.370. fisto dispono, en su segundo apartado, que 
"no podrá otorgarse esto beneficio (jubilación por invalidez) a 
quien inicia las gestiones después de seis meses de haberse di- 
suelto el contrato de trabajo, salvo... cuando por las causas 
generadoras de la incapacidad surja su existencia en forma indu- 
bitable a la fecha de cesación". Para el caso conviene observar 
que la señora de Sellés reinició sus tareas en l 9 cíe octubre de 
19Ó4 y cesó nuevamente en ellas en .'U de diciembre del mismo 
año, existiendo la incapacidad (pie la aqueja a la fecha de su 
nuevo ingreso. 

Que la disposición transcripta responde a la necesidad de 
una justificación objetiva rigurosa do la incapacidad, en supues- 
tos en que la tai-danza en la petición del beneficio permita el 
fraude a las exigencias leíalo*. Kxplíeaso así «pu» elementos tales 
como las declaraciones de testigos y los certificados de emplea- 
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dores sean insuficientes y que se exija en cambio comprobación 
4 'por las causas generadoras de la enfermedad", es decir, técnico- 
profesional. Esta, por lo demás, según la jurisprudencia antes 
mencionada, debe por vía de principio, requerirse a los organis- 
mos técnicos del Instituto Nacional de Previsión Social, como en 
el caso ha ocurrido — conf. fs. 19—. Habida cuenta de que los 
elementos probatorios ofrecidos a fs. 30, además de tardíos, no 
son los contemplados por la norma que rige el caso, la restric- 
ción de la defensa en que el recurso se funda, no está justificada. 
En tales condiciones la arbitrariedad imputada a la sentencia en 
recurso es inadmisible y no existe cuestión federal bastante para 
el otorgamiento de la apelación. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Abistóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte. 



FACUNDO ALBERTO PETERSON y Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Decide una cuestión de derecho procesal y común la resolución que, con fun- 
damentos de igual naturaleza, declara incompatible el carácter de querellante 
y procesado en la misma causa; es improcedente, en consecuencia, el recurso 
extraordinario, fundado en la violación de los arts. 14, 18 y 31 de la Consti- 
tución Nacional, que carecen de relación directa e inmediata con la materia 
del pronunciamiento (*). 



BERNARDO PRICE v. NACION ARGENTINA 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de amparo si la medida cuestionada (secuestro, 
por la Aduana, de un automóvil que, introducido con arreglo al sistema del 
"Carnet de Passages en Douanes", no salió del país dentro del término legal, 
y aparece comprado por el recurrente luego de sucesivas transferencias) 
no ha obstado a la promoción del sumario administrativo reglamentado en 
el cap. II de la ley de Aduana (t. o. en 1956), donde cabe al apelante la 
posibilidad de plantear las defensas y producir las pruebas que estime 
oportunas. 



(i) 16 de octubre. Fallos: 180: 136; 188: 178; 194: 220; 242: 124, 439. 
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HK( l'Hsa I)/-; AMI'MtO. 

La procedencia tic l:i demanda de amparo, en los casos en que existe vía 
legal para la tutela del dercelií» invocad)), se halla condicionada a la ilegitimi- 
dad manifiesta e indudable del acto impugnado como violatono de alguna 
garantía constitucional. Tal extremo no concurre si el secuestro del automóvil 
cuya restitución reclama el apelante fué dispuesto por la Administración 
de la Aduana de la Capital en ejercicio de facultades expresamente acor- 
dadas a dicho organismo por el art. S° del decreto n" 1 s.Ol 0/50. 

Si;\ti:n( i \ m:i. Jri;/ \.\cin\\w, kx t,o Civil y Comkiíu al Kki»í:i:at. 

Rueños Aires, 22 de octubre de 105R. 

Autos, vistos y considerando : 

Se presenta Bernardo Drice, y pide se ampare svi derecho de propiedad sobre 
un automóvil, marca Chevrolet, modelo 1054. secuestrado por la Aduana, con 
motivo de haber solicitado de esa repartición el original del permiso de libre 
tránsito, a los efectos de poder venderlo. Señala que la Aduana procedió a se- 
cuestrarlo en virtud de que el vehículo fué introducido al país en 1955 con ''car- 
net de passage en douane" y como su introductor no pairó los recargos cambiarios 
establecidos por los decretos leyes 515:*/;"), 5154/55, .'t OS 7/57 y 4787/57, que se 
obligó a pairar, era procedente incautar el vehículo v venderlo en remate según 
decreto ] 8.91 0/50. 

Sostiene que adquirió el automóvil de buena fe, luego de haber sido el mismo 
objeto de diversas transferencias; que pairó los impuestos, obtuvo recibo de dichos 
pairos, y fué patentado conforme a las reírlas imperantes en la Provincia de Rue- 
llos Aires, no obstante lo cual se lo quiere hacer responsable de una deuda con- 
traída por un tercero, como si la misma pudiera pesar sobre la cosa. 

Señala que la Aduana ha reconocido su buena fe y en consecuencia no puede 
exigirle el pago de una obligación contraída por un tercero, y menos suplir la 
ausencia de garantías que omitió exigir para afianzar el cumplimiento de esa 
obligación, sobre un automóvil que ingresó en forma definitiva a su patrimonio 
luego de sucesivas transferencias. De ahí que» el secuestro del vehículo resulta la 
consecuencia de un acto arbitrario, ya que no se funda en ninguna causa jurídica. 
Se halla, dice, lesionado su derecho de propiedad, y es por ello que invoca la 
protección del mismo mediante el recurso de amparo. 

Requerido informe a la Dirección Nacional de Aduanas, esta manifiesta: 
que remite legajo que contiene los distintos expedientes originados con motivo 
del asunto en cuestión, (pie secuestró el automóvil por haber sido introducido al 
país con errnet de passage en douane, cuyo importador se obligó a hacerlo salir 
en el pía/- de reglamento, y para ello suscribió un compromiso previsto por el 
decreto IR. 1)10/50. Que por haberse falsificado las firmas de los funcionarios en 
los certificados de libre tránsito del vehículo fué posible su patenta miento en el 
país. 

Del exp. 4'2'í.7O0, surge que David Marcos Rodríguez pidió a la Aduana se 
le entregara el automóvil marca Chevrolet modelo 1054, que individualiza, fs. 1, 
para introducirlo al país con el sistema de carnet de passage en douane. se le 
concedió dicho permiso hasta el 7 de noviembre de 1055 y se le exigió la firma 
d:> la declaración prevista por el art. I'- 1 del decreto 1S. 010/50, como garantía 
para cambios y el pago de los servicios (pie se adeudaren, fs. 2\ el 10 de a íroslo 
ile ese año el interesado retiró el automóvil de la Aduana, fs. 2 vta.; el de agosto 
suscribió el documento de fs. 5, por el cual David Marcos Rodríguez prestaba su 
conformidad para une en caso de no reexportar el vehículo en el plazo de 
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validez del carnet de passagc en douanc, o lo hiciera permanecer en el país mayor 
tiempo del concedido, la Dirección Nacional de Aduanas se incautara del mismo 
y lo vendiera en pública subasta para ingresar su producido al Raneo Central 
a los efectos de saldar la deuda por diferencias de cambio. 

Luego se produjeron las distintas transferencias y finalmente adquirió el 
dominio Rernardo Price, cuya buena fe se presume arg. art. 23(52 del Cód. Civ. 
y ha sido admitida en algunos informes que figuran en los expedientes adminis- 
trativos inf. fs. 23, fs. 2(> y vta., exp. 401.4(51. 

Lo que en definitiva corresponde decidir en este recurso de amparo es si 
procedía que la Aduana secuestrara el vehículo del $nb lite para hacer efectiva 
la obligación contraída por el importador, desde que no existe, según las cons- 
tancias de autos, es más, del informe de fs. 2(5 vta. del exp. 401.4(51 surge lo 
contrario, fundamento (pie vincule las medidas adoptadas por la autoridad admi- 
nistrativa a las facultades que tiene concedidas por la ley y las ordenanzas 
de aduana. 

Ks más, del mismo compromiso que la Aduana hizo suscribir a David Mar- 
cos Rodríguez, fs. 2 vta., exp. 423. 7(59, aparece con evidencia que el secuestro 
y la venta ulterior para el caso de que no reexportara el interesado el vehículo 
eu los plazos previstos fué menester pactarlos. Luego no es en virtud de una 
disposición legal que la Aduana ha tomado ese temperamento sino de lo conve- 
nido con el importador. 

Surge así con claridad que lo único que se discute es si la autoridad admi- 
nistrativa, en defecto de disposición legal que lo autorice, puede proceder al 
secuestro y venta en pública subasta de una cosa (pie pasó a poder de un ter- 
cero, cuya buena fe se presume, arg. art. 2362 Cód. Civ. y aún admiten algunos 
funcionarios administrativos, inf. fs. 23, 2G y vta., exp. 401.461. 

Como se ve, no es menester, ni tampoco está autorizado el suscripto por la 
índole de la causa, a entrar a considerar si hay o no obligaciones propter rem 
y si la que persigue la administración pertenece a ese tipo de vínculos jurídicos, 
ni tampoco si. ha sido o no derogado el decreto 18.010 desde que lo único que es 
materia del rápido remedio puesto en marcha es si el fundamento que ha tenido 
la Aduana para secuestrar y disponer la venta del vehículo es o no legal. 

La Aduana ha obrado sin tener derecho de prenda constituido sobre el vehícu- 
lo, ni facultad establecida por concreta disposición objetiva, sin procedimiento 
aíguno, y sin intervención de órgano competente que autorizara la medida al se- 
cuestro de la cosa, para disponer de la misma, a los efectos de hacer efectiva 
una obligación que, prima faeie, no pesa sobre el poseedor actual del automotor. 

No hay duda que configura ello una arbitrariedad que viola la garantía que 
a la propiedad tiene acordada la Constitución Nacional, arts. 14 y 17, a la que 
debe ponerse remedio en forma sumaria, mediante el recurso de amparo que para 
estos casos ha admitido la C. S. Fallos: 239: 459 c in re "Kot Samuel S. R. L. 
s/ recurso de hábeas corpus", 5/9/58. 

Por ello y sin perjuicio de los derechos y acciones que tenga la Nación con 
motivo del hecho que instruye este amparo, resuelvo : hacer lugar al mismo y 
disponer que la Aduana entregue de inmediato a Rernardo Price el automóvil 
marca Chevrolet, modelo 1954, motor N*> 0104308 T. 54, con costas. — José Sar- 
torio. 

Sentencia i»e la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal 
y contenciosoapministrativg 

Buenos Aires, 7 de mayo de 1959. 

Vistos y considerando : 

Que no existiendo procedimiento especial que reglamente el recurso de ape- 
lación en esta clase de juicios, debe estarse a la disposición general del art. 208 
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de ];i ley .Vi y como i'll ole r;i>o la apelación -e interpUx» dentro del pla/o allí 
e>taldccidn. lia >nh) l>icn concedida, por lo (pie <-orrc>pomle pronuncia r-e s(»lirc l:i 
procedencia del 1 1 1 1 »:i ro. 

(¿uc las Ordenanzas de Aduana y las leve- (|iie !;i complementan acuerdan 
jurisdicción administrativa :i lo> adminiM radorcs de las aduanas para conocer en 
las causa> (pie se instruyen por violación a la- leves aduaneras e imponer penas 
y sus resoluciones condenatorias son - u>cept i 1>1 de apelación ante los tribunales 
federales. 

(¿uc en el caso (pie motiva este recurso de amparo, las autoridades aduaneras 
están instruyendo un sumario par;, determinar -i en la importación del automóvil 
de propiedad del actor se lian infringido la- leve- respectivas, en perjuicio de la 
renta fiscal. 

(¿ue existiendo un procedimiento reblado por la ley para sustanciar esta clase 
de causas, es mediante ese procedimiento v ante las autoridades administrativas 
y judiciales competentes, donde el actor debe alegar las defensas (pie tenua (pie 
reclamar sus derechos pero no por la vía (pie a<pi: ha elegido. Su derecho de 
defensa está asegurado, bastando para ello (pie haira uso de lo- recursos <pie lo 
acuerda la lev. De lo contrario, la admisión del recurso de amparo importaría 
una indebida intromisión en causa ajena al conocimiento del Tribunal, lo «pie 
importaría hacer tabla rasa de las leyes (pie organizan la jurisdicción y compe- 
tencia. I^i Corte Suprema se ha pronunciado en análogo sentido en el recurso 
deducido por Ornar (i. Lumelli ( La ¡j abril J.'í !>;")<)>. 

Por ello se revoca la sentencia recurrida de l>. ^4 y no se hace luirá r al re- 
curso de amparo deducido a ís. 11, con costas. — Eduardo .1. Orti: Hasnaldo. — 
Jase Francisco Hidau. — Francisco Javier Vacos. 

Dictamen* dkl Pi;orri;\i;oi; ( íknkiiai. 

Suprema ( 'orto : 

Fl recurrente dedujo ante el .1 uzeado Nacional de Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial Federal, recurso de amparo 
contra la orden do incautación de un automóvil d<> su propiedad 
impartida por la Aduana de esta Capital. 

Fl juez hizo luuar a la medida solicitada, que fué revocada 
por la Cámara respectiva, por considerar aplicable al ca>o lo 
resuelto por V. F. (Mi Fallos: J4- : :J(H). 

Con! a este pronunciamiento el interesado dedujo recur>o 
extraordinario, «pie os procedente por haberse invocado la garan- 
tía constitucional de la propiedad y ser la decisión contraria al 
derecho fundado en la misma. 

Fu cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, que ya ha asumido ante A'. E. 
la intervención que le corresponde lis. 7(>). Huellos Aire-, 1*7 de 
julio de 1 {)."){). — ¡{aman Lftscnun. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: 4í Priee, Bernardo c./ Dirección Nacional de 
Aduanas s./ amparo", en los que a fs. 72 se ha concedido el 
recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacio- 
nal de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de 
fecha 7 de mayo de líKií). 

Considerando : 

Que la Administración de la Aduana de la Capital Federal 
dispuso el secuestro del automóvil marca "Chevrolet", modelo 
1950, motor n p 0104309/T 54/ZA, actualmente de propiedad de 
don Bernardo Price, en razón de que dicho vehículo fué introdu- 
cido al país con arreglo al sistema del "Carnet de Passagos en 
Douanes" y no se produjo su salida del país dentro del termino 
establecido en el compromiso suscripto por el importador de 
acuerdo a lo dispuesto en el decreto 18.910/50 (fs. 7 del expte. 
401.4(51 acumulado a las actuaciones administrativas que corren 
por cuerda separada). El actual propietario del automóvil pro- 
movió demanda de amparo (fs. 11/17 vta.) a fin de que se orde- 
nase la restitución de aquel, fundándose en que lo adquirió luego 
de sucesivas transferencias y conforme a todos los recaudos de 
orden fiscal y administrativo, lo que demostraría su buena fe 
y la arbitrariedad de la medida dispuesta por el organismo ofi- 
cial, que reputa violatoria de los arts. 14, 17, 18, 19 y 28 de la 
Constitución Nacional. 

Que el juez de primera instancia hizo lugar al amparo, fun- 
dándose en que el recurrente es poseedor de buena fe con arreglo 
a la norma del art. 2362 del Código Civil y que el secuestro fué 
decretado en virtud del incumplimiento de un convenio suscripto 
por el importador del vehículo y no en ejercicio de facultades 
otorgadas a la Aduana por la ley u ordenanzas en vigencia, 
circunstancia que probaría la arbitrariedad en que incurrió aque- 
lla repartición (fs. 34/36). La Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Federal revocó ese pronunciamiento y declaró la' improce- 
dencia del remedio intentado, por considerar que el interesado 
está on condiciones de defender los derechos que entiende afec- 
tados mediante la vía prevista por las leyes y ordenanzas de 
Aduana. 

Que contra esa sentencia el interesado interpuso recurso 
extraordinario, fundándolo en la circunstancia de que no media 
en el caso infracción aduanera ni caso "contencioso" (pie le per- 
mita defenderse de la medida dispuesta, agregando que ella no 
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pudo fundarse en el decreto 18.910/50 porque las autoridades 
administrativas "no están facultadas para reglamentar el art. 17 
de la Constitución Nacional y 2511 del Cód. Civil", las normas 
cambiarías han sido modificadas con posterioridad y, en el mejor 
de los casos, las facultades conferidas a la Dirección General de 
Aduanas para incautarse y rematar los automóviles cuyos intro- 
ductores infringieren el compromiso de reexportación no pueden 
ejercerse contra los adquirentes de buena fe sin riesgo de menos- 
cabar la garantía instituida por el art. 3 7 cíe la Constitución 
Nacional. 

Que, en primer lugar, según se desprende de las actuaciones 
agregadas por cuerda, la medida cuestionada no ha obstado a la 
promoción del sumario administrativo reglamentado en el cap. II 
de la Ley de Aduana (t. o. en 1950), donde cabe al recurrente la 
posibilidad de plantear las defensas y producir las pruebas que 
estime oportunas, por lo que la vía intentada — que supone la 
inexistencia de otro procedimiento legal para la tutela del dere- 
cho (Fallos: 242: .*>00) — debe declararse improcedente. 

Que, en segundo lugar, y con arreglo a la doctrina estable- 
cida por esta Corte —Fallos: 239: 459; 241 : 291 y otros— la pro- 
cedencia de la demanda de amparo, en casos como el de autos, 
se halla condicionada a la ilegalidad manifiesta e indudable del 
acto impugnado como violatorio de alguna garantía constitucional. 

Que dicho extremo no concurre en el caso de autos, desde 
que el secuestro dispuesto por la Administración de la Aduana 
de la Capital respondió al ejercicio de facultades expresamente 
acordadas a dicho organismo por el art. 3* del decreto 18.910/50. 

Que las conclusiones a que se llega en los considerandos 
anteriores tornan innecesario el examen de los agravios consti- 
tucionales invocados por el apelante. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. f¡2 en lo que ha sido materia de 
recurso extraordinario. 

Hex.tamíx Vtu.koas Rasayilbaso 

AtMSTÓHn,o D. Akáoz hk Lama- 

DIÍIT) Jl'LlO OyHAKARTK. 



ANOEL CELESTINO CONZONO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Lugar thl tlrlito. 

No cuestionado on la causa que la presunta estafa de un automóvil se come- 
tió en Tueumán, es indudable la competencia del juez de instrucción y correc- 
cional de esa Provincia para conocer del respectivo sumario; pue< a olio no 
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obsta que el juez en lo Penal de La Plata, Provincia de Buenos Aires, que 
conoce del proceso motivado por la entrega del mismo vehículo como parte 
del precio de un negocio — hecho ocurrido en Burzaco — , pretenda decidir 
sobre la propiedad del auto sin intervención de quien alega ser su primitivo 
y legítimo dueño. 

Dictamen del PuooritADOR General 
Suprema Corte : 

Los antecedentes remitidos por el Sr. Juez de Instrucción y 
Correccional de 3- Nominación de Tucumán, permiten establecer 
que la presunta defraudación cometida por el procesado Angel 
Celestino Conzono en perjuicio de don Oscar Bergantín, se habría 
consumado en la ciudad capital de aquella provincia, ya que en 
ese lugar se concertó la permuta origen del delito y el segundo de 
los nombrados entregó el automóvil marca "Hudson Ten-aplane" 
de su propiedad. 

En tales condiciones, no me parece dudoso que la investiga- 
ción de ese hecho es ajena a la competencia del Juez en lo Penal 
de La Plata, provincia de Buenos Aires; y, asimismo, contra- 
riamente a lo sostenido por este último en la resolución de que 
da cuenta el exhorto testimoniado a fs. 12 vta./13 de estos autos, 
tampoco creo que corresponda a dicho magistrado decidir lo rela- 
tivo a la actual propiedad del vehículo de referencia, pues esta 
cuestión, como es lógico, sólo podrá ser definitivamente resuelta 
en una causa en la que revistan calidad de parte quienes alegan 
ser titulares de aquel derecho. 

En orden a lo expuesto, opino que no existe motivo para que 
el proceso que la justicia del crimen de Tucumán instruye contra 
Conzono, sea remitido al Sr. Juez de V Instancia en lo Penal a 
cargo del Juzgado n 9 4 de La Plata y, por lo tanto, estimo que así 
corresponde declararlo. Buenos Aires, 15 de setiembre de 1959. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de octubre de 1959. 

Autos y vistos; considerando: 

Que oio está cuestionado en la causa que la presunta estafa 
del automóvil marca "Hudson Ten-aplano" so cometió en juris- 
dicción del Sr. Juez de Instrucción y Correccional de Tucumán. 
Por su parto, el Sr. Juez en lo Penal do La Plata conoce del 
procoso motivado por la entrega del automóvil defraudado como 
parto del precio de un negocio de restorán, bocho ocurrido en la 
localidad de Burzaco, Provincia de Buenos Aires. En esta última 
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causa, el a<l(|iii rente del vehículo aleuó la propiedad de <'!, fundado 
en el arl. 241 2 del Código Civil y olduvo *pie le fuera entregado 
en carácter de depositario. Invocando mt competente para re- 
solver en definitiva la propiedad del vehículo y la ''extensión de 
Ja competencia de la Justicia Penal con respecto a cuestiones civi- 
les" ( fs. 12 vía. 1.">), el juez de La IMata solicitó al de Tucunian 
se inhibiera de conocer en el sumario por la estafa del automóvil 
Iludson, a lo cual este último magistrado no ha accedido. 

(¿ue, en tales condiciones, y como lo demuestra el precedente 
dictamen del Señor Procurador (¡cutral, es indudable la compe- 
tencia del juez de Tucumán para conocer del hecho consumado 
en su jurisdicción, pues a ello no obsta «pie el juez de La Plata 
pretenda decidir lo referente a la propiedad del vehículo sin inter- 
vención de quien ale^a ser su primitivo y legítimo dueño. 

1*01' ello y lo dictaminado por el Señor Procurador (Jcncral, 
se declara que el Sr. .Juez de Instrucción y < Nirrcccional de Tucu- 
mán es el competente para conocer del procedo instruido a An<rel 
Celestino Conzono por defraudación del automóvil marca "Ilud- 
son Ten-aplane" denunciada por Oscar Berivamín. Remítansele 
los autos y hádase saber en la forma de estilo al Sr. .Juez en lo 
Penal de La Plata. 

Bknmamíx Villkíías Basa vi i. baso — 
AnisTÓnri/) I). AüÁoz i>k Lama- 

DKID Jl'LlO OvilANAliTE. 



JOSK ANTONIO AXAYA i; IIi.ios. v. DIKECCIOX ni; VINOS 

JV RISDICCIOX Y COMPKTKSriA: Competencia nacional Cansa* pruales. 
Violación (h normas federales. 

Cualquiera sea la naturaleza do la sanción aplicada con arreglo a lo dispuesto 
por los arts. 22 de la ley 12. .'i 72 y 2'- del decreto- ley 44 O 7 /ó 7. corresponde 
conocer del recurso eontcnciosoadminislrativo deducido al juez del luirar donde 
habría, sido cometida la infracción. 

Kn conse. uencia, aunque la tirina sancionada tcnua su domicilio en otro 
lu<;ai\ si i 1 fraccionamiento, depósito, circulación <> venta del producto cuyo 
análisis de control no coincidió con el de oriuen. habrían ocurrido en la 
ciudad de Brasrado, es competente para entender en la causa el juez federal 
de Mercedes, Provincia de Bueno* Aires. 

I>ICTA MKX DK!. PliOC 1* II A DO|; ( ¡KVKKAK 

Suprema ( 'orte : 

La euestión de compet eneia negativa a (pie s t . refieren las 
presentes actuaciones — trabada entre un juez federal de la !Vo- 
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vincia de Mendoza y otro de igual carácter de la de Buenos Aires — 
corresponde dirimirse por V. E., al no tener dichos magistrados 
un órgano superior jerárquico común que pueda resolverla (art. 
24, inc. 7* del decreto-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto, de acuerdo con las constancias 
del expediente agregado n p 152.659 (Ministerio de Comercio de 
la Nación), en el presente caso se trata de la infracción prevista 
en el art. 22 de la ley 12.372, la que habría sido cometida — a 
estar a lo que surge de fs. 1, 2, 5, 7, 8, 10, 18 y 19 de dicho expe- 
diente agregado — en la localidad de Bragado, Provincia de Bue- 
nos Aires. 

En tales condiciones, y toda vez que se desprende de autos 
que la multa aplicada por la Dirección de Vinos y otras Bebidas 
lo ha sido a la firma José Antonio Anaya e Hijos ' 'con planta 
fraccionadora sita en la calle Xecochea (560, Bragado, Buenos 
Aires" (ver resolución de fs. 19 del expediente agregado) y así 
lo reconoce la propia interesada a fs. 4, 8 y 10 de dicho expedien- 
te, me parece claro que la que debe entender en esta causa es la 
justicia de la Provincia de Buenos Aires, y no la de la Provincia 
de Mendoza, por más que el presunto infractor haya constituido 
domicilio legal en la ciudad de San Rafael o tenga domicilio real 
en la localidad de Bowden (F.C.N.D.F.S.)- 

En razón de lo expuesto, considero que correspondería decla- 
rar la competencia del Juzgado Federal de Mercedes (Prov. de 
Buenos Aires). Buenos Aires, 22 de setiembre de 1959. — Ra- 
món Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de octubre de 1959. 
Autos y vistos ; considerando : 

Que en Bragado, Provincia de Buenos Aires, empleados de 
la Dirección de Vinos extrajeron muestras de vino fraccionado 
en el local de la firma José Anaya c Hijos, ubicado en la calle 
Necochea 660 de esa ciudad. La Dirección Nacional de Química 
dictaminó que el producto no correspondía al análisis de origen, 
por lo que se encontraba en infracción a lo dispuesto en el art. 22 
de la ley 12.372. La intervención del vino controlado no pudo 
hacerse efectiva en la planta de fraccionamiento porque la mer- 
cadería había sido vendida al comercio (fs. 5 del expediente agre- 
gado). Como consecuencia de todo ello, la firma fraccionadora 
fué sancionada con multa de % 16.000 m/n. —art. 22 de la ley 
12.372 y art. 2 ? del decreto-ley 4497/57 — y, al deducirse el recurso 
contenciosoadministrativo que prevé el art. 38 de la ley, se ha 
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planteado una contienda negativa do competencia entre los jueces 
federales de San Rafael, donde tiiMie domicilio la firma sancio- 
nada, y de Mercedes, en cuya .jurisdicción habrían ocurrido los 
hechos antes relatados. 

Que, como dictamina el Señor Procurador (ieneral, de las 
constancias de la causa que corre a y recada por cuerda resulta 
que tanto el fraccionamiento, depósito, circulación o venta del 
producto cuyo análisis de control no coincidió con el de origen, 
habrían ocurrido en la ciudad de "Bragado, Provincia de Buenos 
Aires, por lo que, cualquiera fuese la naturaleza de. la sanción 
impuesta, el juez competente para conocer del recurso interpuesto 
contra el acto administrativo que penó la infracción comprobada, 
es el del lugar donde ella habría sido cometida. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador (ieneral, 
se declara que el Sr. Juez Federal de Mercedes, Provincia de 
Buenos Aires, es el competente para conocer de esta causa. Re- 
mítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. 
Juez Federal de San Rafael, Mendoza. 

Bknjamíx Villkgas Basavilhaso — 
Ahistóbui/) D. Aráoz de Lama- 
niíiu — Julio Oviianartk. 



8. K. L. ODATEX 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Cautas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de ¡a Nación y de sus reparticiones 
autá rquicas. 

Ln circunstancia do que la Xa ció n o una de sus reparticiones a u túrquicas sea 
acreedora del fallido no determina por sí sola la competencia de los tribunales 
en lo federal de la Capital para conocer del proceso iniciado contra aquél 
por dolo o fraude en su conducta. 

En consecuencia, corresponde a la justicia nacional en lo criminal de ins- 
truí ion, y no a la criminal y correccional federal de la Capital, conocer del 
Sun. :i rio aunque en el expediento sobre quiebra la Empresa Xa ció nal de 
Te'.v i omunicaciones reclame una suma de dinero por la no devolución de los 
aparatos telefónicos de su propiedad. 

DlCTAMKX IiKL 1 > K( )( * 1" K ADOR (JkXKKAL 

Suprema Corte : 

FjI Juez Nacional en lo (Viminnl de Instrucción se ha decla- 
rado incompetente para entender en la presenil» causa, en razón 
de la existencia de hechos delictuosos que hahrían perjudicado 
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el patrimonio del Estado — so trata do la no devolución de dos 
teléfonos de propiedad de la Empresa Nacional de Telecomuni- 
caciones — , mientras que por su parte el Juez Nacional en lo Cri- 
minal y Correccional Federal considera que tampoco le corres- 
ponde intervenir en el juicio, salvo en lo concerniente al delito 
en cuestión, sosteniendo que por ser éste un hecho independiente 
de los demás a que se refiere la quiebra en que se declaró culpa- 
ble al fallido, debe ser tramitado por separado. 

Vueltas las actuaciones al Juez de Instrucción que previno, 
éste estima que no corresponde el desmembramiento del proceso, 
por lo que eleva las actuaciones a consideración de Y. E. a efectos 
de que dirima la cuestión planteada. 

Ahora bien, teniendo en cuenta que, pese al hecho de haber 
calificado como de depósito el contrato en cuya virtud el fallido 
tenía en su poder los aparatos telefónicos en cuestión, la Empre- 
sa Nacional de Telecomunicaciones sólo reclama el pago de una 
suma de dinero, considero aplicable al caso la doctrina sentada 
por V. E. en situaciones similares. 

La circunstancia de que la Nación o una de sus reparticiones 
autárquicas sea acreedora del fallido — ha dicho la Corte — , no 
determina por sí sola la competencia de los tribunales en lo 
federal de la Capital para conocer del proceso iniciado contra 
aquél por imputársele dolo o fraude en su conducta (Fallos: 237: 
181, entre otros) y ello así en razón de que a consecuencia de lo 
resuelto en la quiebra se persigue, no ya el cobro de lo adeudado 
por el fallido, sino la represión de la actividad ilícita que se le 
atribuye y que, en el caso de ser exacta la imputación, no se 
habría realizado en perjuicio de un acreedor determinado, sino de 
todos los comprendidos en la masa (confr. Fallos: 173: 208 y 
220: 1489). 

Pienso, por lo tanto, que no corresponde individualizar como 
bien jurídico lesionado el patrimonio de la Empresa Nacional de 
Telecomunicaciones, llegando así a la conclusión de que la causa 
no debe ventilarse — total ni parcialmente — ante la justicia en 
lo criminal y correccional federal. 

En consecuencia, considero que correspondería dirimir la pre- 
sente contienda de competencia negativa, resolviendo que debe 
entender en las presentes actuaciones el Juzgado Nacional de 
Primera Instancia en lo Criminal de Instrucción n 9 11 de la Capi- 
tal Federal. Buenos Aires, 30 de setiembre de 19ÓÍ). — Ramón 
La sea no. 
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FALLO I)K LA COKTK SIPKKMA 

Huonos Aires, 1(5 do octubre de 1 ( X)9. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor Pro- 
curador (lencral, si* declara que el Sr. Juez Nacional en lo Cri- 
minal de Instrucción es el competente 1 para conocer de esta causa. 
Remítansele los autos y hádase saber en la forma de estilo al 
Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Correccional Federal, quien 
deberá remitir al Juzgado de Instrucción n° 11 las actuaciones 
a que se refiere el auto de fs. 4 vta. o. 

Benjamín Villkoas Basavilbaso — 

AlíISTÓHCLO D. A KÁOZ DE L\ MA- 
DRID JCUO OVIIANAIÍTE. 



MANUEL ARMANDO LUNA o KOMEKO 

PROVINCIAS. 

Los jilecos provinciales no pueden t raba r o turbar en 1 orina alguna la acción 
de los jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

]j¿i falta de respuesta por un juez provincial a las rogatorias libradas por 
un magistrado federal constituye una electiva traba a la acción de la justicia 
nacional, a la que la Corte Suprema debe poner término, en ejercicio de la 
jurisdicción que le confiere el art. *24, i no. 7'\ del decreto -lev VJSfy/óS (lev 
H.4(¡7). 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Conflictos cutre jueces. 

Corresponde que el juez en lo Criminal y Correccional do la Primera Nomi- 
nación do Santiago del Estero, que no lia remitido contestación alguna al 
exhorto librado, y reiterado en cinco oportunidades, por el juez federal de 
Resistencia, en un juicio criminal cuyo trámite se halla interrumpido por 
esa circunstancia, dé cumplimiento en el término de cinco días al encardo 
formulado y lia^a saber a la Corto Suprema, dentro del mismo plazo, las 
lechas en que recibió los exhortos aludidos, el trámite que les dió y las 
razones que tuvo para no contestarlos. 

1) UTA M EN DEE I *!:(>(• I" líADOi; ( ¡ EN EKAE 

Suprema ( 'orto : 

Atonto el inouuipliniirnlo de la< ívilerada^ rogativas diri- 
gidas por v\ Sr. .luoz Federal do KV^isíniria al Sr. .hi' 1 / ni lo 
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Criminal y Correccional do V Nominación do la Provincia do 
Santiago dol Estero, procedo emplazar a oste último magistrado 
para (pío, on el termino <pie V. JO. designe, remita los informes 
solicitados y haga sabor al Tribunal las causas determinantes 
de la demora (Fallos: 235 : (5<>2, y los allí citados). Buenos Aires, 
14 do octubre de 1959. — Itamón Lascano. 

FALLO DK LA CORTK SITKEMA 

Buenos Aires, 1(5 de octubre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que el presente sumario, instruido por supuesta defrauda- 
ción a la ("aja Nacional de Ahorro Postal, se inició ante el Juzga- 
do Federal de Resistencia el día 23 de enero de 1958. En el se 
estableció, por informes policiales, que la persona sospechada 
como autora del delito se encontraba detenida en la cárcel de 
Santiago del Estero, a disposición del Sr. Juez en lo Criminal y 
Correccional de la Primera Nominación de esa Provincia, Dr. 
Ricardo Choble. El Sr. Juez Federal de Resistencia, por exhorto 
librado el 7 de marzo do 1958, requirió informes a aquel magistra- 
do acerca de si el imputado si» encontraba detenido a su dispo- 
sición y, en su caso, por (pió delito (fs. lí) vta./20). Al no obte- 
nerse contestación, el exhorto fué reiterado el 25 de junio (fs. 
21/22), el 2(5 de setiembre (fs. 23/24), el lí) de noviembre (fs. 
25/2(>), todos del año 1958 y on forma telegráfica el 27 de febrero 
(fs. 27 28) y el 2(> de mayo de» 1959 (fs. 29/30), sin que obre en 
los autos respuesta alguna del juez requerido. Finalmente, el 
magistrado instructor del sumario elevó las actuaciones a esta 
Corte porque se encuentra entorpecida la marcha normal del pro- 
ceso, "aparte de la desconsideración que esa actitud representa" 
(fs. 31). 

Que esta Corto ha resuelto reiteradamente, con fundamento 
on lo dispuesto por oí art. 20 del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) 
— que repite el precepto de los arts. 13 de la ley 48 y 20 de la 
13.998 — , que los jueces provinciales no pueden trabar o turbar 
en forma alguna la acción de los jueces que forman parto del 
Poder Judicial de la Nación — Fallos: 242: 480; sentencia del 
18 de setiembre pasado en la causa C. (511, "Rabinovieh, Saúl S. 
e./Inarco S.R.L. s. despido" y los allí citados — . 

Que el trámite do esta causa criminal se halla paralizado 
desde el mes de marzo de 1958 y no existe en ella constancia 
alguna de que los exhortos dirigidos al Sr. Juez de Santiago del 
Estero — algunos de ellos por pieza postal certificada y otros por 
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vía tol(\i»M'á l'ica — no hayan sido recihiilos por su destinatario. La 
falla do respuesta a las rogatorias lihradas por el Sr. dnez KVdr*- 
ral eonstiluve una efeoiivn traha a la acción de la justicia nacio- 
nal, a la que esta Corte dehe poner término, en ejercicio de la 
jurisdicción (pío le confiere el art. '24, inc. 7 ( \ del deerelo-loy 1285/ 
;")8 (ley 14.4(i7) Fallos: 2.'!."): (¡(¡2; sontonrin del 1S de setiembre 
en la causa C. (>11, anles citada . 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador (¡eneral, 
se resuelvo que, en el término de cinco días, el Sr. Juez en lo 
Criminal y Correccional do la Primera Nominación do Santiago 
del Estero, Dr. Ricardo Choble, dehe contestar al Sr. Juez Fede- 
ral do Resistencia los oxhortos que éste le ha dirigido en la causa 
caratulada "Caja Nacional de Ahorro Postal s. denuncia, exp. 
n 9 1444, año VXu'\ solicitando informes acerca do si Manuel 
Armando Luna o Romero, o Calderón, o Miranda, se encuentra 
detenido a su disposición, por qué delito y si so ha dictado reso- 
lución definitiva en la causa que se lo sii»uo. Y (pie, dentro del 
mismo término de cinco días, el Sr. Juez de» Santiago del Kstoro 
ha ¿ra saber a esta ('orto las fochas en (pie recibió los oxhortos 
mencionados en este pronunciamiento, el trámite (pie los dio y 
las razones (pie tuvo para no contestarlos. Remítanse los autos 
al Sr. Juez Federal de Resistencia, oficioso por Secretaría, en la 
forma do estilo, al Sr. Juez en lo Criminal y Correccional de 
Santiago del Kstoro y resérvese en Mesa do Futradas copia do 
esta resolución y del dictamen precedente para proveer al informo 
que deberá, darse a esta Corto. 

BkX.I AM IX YlLLKC.AS R.\SAVI UlASO 

AinKTÓKru> 1). AnÁoz nr Lama- 
i>i;u> - Jrrjo Oyu axaktk. 



LUÍS GALLEGOS HARREIRO y Otra 

.1VRISD1CCIOX Y COMPETEXCl A: Comprimía nacional. Competencia ori- 
ginaria de hi Corte Suprema, A tj entes <fi plomát iros it con>)tIan >-. Cónsules 
extranjeros. 

La competencia originaria do la Corto Suprema está reservada a las causas 
que versan sobro privilegios y exenciones de los cónsules extranjeros en su 
carácter público y siempre que se trate de liedlos o actos cumplidos en el 
ejercicio de funciones propias, en que se cuestiono su responsabilidad civil 
o criminal. 

En consecuencia, es ajena a la competencia originaria del Tribunal la causa 
instruida por el delito de lesiones contra un cónsul extranjero y su esposa C 1 ). 



( 1 ) lf> de octubre. Fallos: 241: 183. 
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XAOIOX AIÍGENTIXA v. SARA Kl'XES m: CAEIKO v Otiíos 

h'XPPOPIAClOX: 1 ndemnicación. Determinación del valor real, (ieneralidades. 

Existiendo conformidad general del representante del expropiador recurren- 
te ante el Tribunal de Tasaciones, coi-responde aceptar las conclusiones del 
dictamen en cuanto al valor del terreno, admitidas en primera y segunda 
instancias, tanto más cuando que la representación fiscal no ha aportado 
nuevos elementos de juicio (pie permitan apartarse del informe técnico. 

EXPIWPI ACIOX : ¡ n de m n i :ac i ó n . I) e t e r ni i n ae ión del va lor real, M ejo ra s . 

Corresponde confirmar la sentencia de segunda instancia que acepta el valor 
atribuido por el Tribunal de Tasaciones a las mejoras, si aparecen razonables 
las consideraciones de hecho formuladas por la Cámara vinculadas con las 
modalidades del crecimiento de la ciudad de Córdoba, para mantener los 
fundamentos y conclusiones del dictamen técnico. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Gobierno de la Nación c./ Sara Funes de 
Caeiro y otros s./ expropiación", en los que a fs. 230 vta. se ha 
concedido el recurso ordinario de apelación contra la sentencia 
de la Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba de fecha 12 
de diciembre de 1958. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente con arreglo a lo dispuesto por 
el art. 24, inc. fi* ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

Que en la presente causa, el Procurador Fiscal, en represen- 
tación del Gobierno de la Nación, promovió ante el Juzgado Fe- 
deral de Córdoba, con fecha 28 de junio de 1950, juicio de expro- 
piación contra los demandados o quienes resultaren propietarios 
del inmueble sito en la ciudad de Córdoba, calle Colón 252, que 
figura como parcela n 9 1(5 del plano general de Catastro de la 
Municipalidad, con una superficie de (578,GO nr. Kl representante 
del actor consignó el importe de la avaluación fiscal acrecido en 
un treinta por ciento, o sea la suma de $ 315.421,50 m/n., solici- 
tando que, al dictarse sentencia, se fijara en dicha cantidad el 
monto total de la indemnización correspondiente. Kn la audien- 
cia del juicio verbal, fijada por el juez — fs. 71 — , la actora rati- 
ficó su demanda y la demandada contestó la acción en el memorial 
de fs. (5(5 (57, estando conforme con la expropiación, pero no así 
ron el precio ofrecido, el cual estimó en $ 554.020,54 m/n., con 
mas la suma que correspondiera en concepto de impuesto a las 
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ganancias eventuales liquidado provisoriamente por la Dilección 
(¡cneral Impositiva en * (>.'!. 7.'ÍO,S7 tu u. 

( c hie, además de las pruebas documental y testimonial ofre- 
cidas por ambas parles ( fs. <>!> y acta de fs. 71), se produjo el 
dictamen del 'Tribunal de Tasaciones fs. l.'¡7 el que, por ma- 
yoría de votos, tasó el inmueble expropiado cu $ 7)04.707>,7- m/n., 
inclusive mejoras y sin considerar indemnización de ninguna 
especie. 

La sentencia de primera instancia ( l's. 107 '200) aceptó el 
dictamen del Tribunal (le Tasaciones con respecto al valor del 
terreno en $ 4--.01 S,1 mu., con el que estuvieron conformes 
los representantes de las partes, seuúii constancias de fs. 171 y 
]S7 (consid. Vil), mas no relativamente a las mejoras; el citado 
Tribunal las había valuado en # K!S.7ó(i m n. fs. 1 ( ¡lí — y el 
juez, por los fundamentos que expresó en el considerando \TI1 
de su sentencia, las estimó en # 100. (Illll m n. Además, decidió 
la deducción del ') [ '< sobre el valor del inmueble en razón de 
estar ocupado por inquilinos, o sea % 2b. 100, !»1 ni n. (cousider. 
1\); declaró no corresponder pronunciamiento aluuno acerca del 
impuesto a las ganancias eventuales, y la procedencia del pa.üo 
de los intereses sobre el saldo no consignado, así como estable- 
ció las costas a carino del expropiante. Apelada esta sentencia 
por ambas partes, la Cámara la confirmó en cuanto al valor del 
leí-reno y la revocó en lo referente al valor de las mejoras, acep- 
tando al respecto la valuación del Tribunal de Tasaciones de 
S K!S.17)I¡ ni ii.; con respecto al descuento por disponibilidad, te- 
niendo (mi (Mienta lo decidido por esta ('orle cu Kallos: 2.'!7 : 707, 
(Mitre otros, declaró su improcedencia. Kn definitiva, el monto 
total en esta instancia alcanzó a la suma de # .~><¡o. 7X4,1,'$ m n., 
pero el Tribunal lo redujo a # 7)04. 020, 7)4 m n., en atención a ser 
ésta la cantidad reclamada por el propietario en la audiencia de 
fs. 71, con arrcirlo al principio de "no conceder más allá de lo 
pedido". l)ispuso que los intereses fuesen liquidados de^de la 
desposesión hasta el pa^o efectivo. Las costas las impuso al actor 
en ambas instancias ( fs. 224 22S). í'onlra esta sentencia lia ape- 
lado solamente el representante del Kisco ( fs. 2.'!0). 

< L hie el representante del expropiado! ante el Tribunal de 
Tasaciones, manifestó expresa conformidad a fs. 1 si i con la tasa- 
ción efectuada por la Oficina Técnica, que a >u vez fué ratificada 
por la Sala 2da. ( fs. 1S1 1S2) y adoptada definitivamente por 
el Tribunal de Tasaciones a fs. 1S7. 

< t hie, e u atención a esa conformidad min-nil del representante 
de la ach»ra, corresponde aceptar, laminen m rM¡i instancia, las, 
perliiienles conclusiones de aquel dictamen, lauto más cuanto (pie 
la representación fiscal, en el informe sobre el mérito de las prue 



66 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



bas (fs. 191) y en el memorial de fs. 214, no ha aportado nuevos 
elementos de juicio que permitan apartarse del dictamen técnico. 

Que, con respecto a la parte de la sentencia de primera ins- 
tancia que modifica la estimación del Tribunal de Tasaciones en 
cuanto al valor de las mejoras, la sentencia de la Cámara con- 
tiene una exposición de circunstancias de hecho, vinculadas con 
las modalidades del crecimiento de la Ciudad de Córdoba, que 
esta Corte considera razonable para mantener los fundamentos 
y las conclusiones del Tribunal de Tasaciones. 

Que en lo relativo a la deducción por disponibilidad, al pago 
de los intereses y de las costas, la sentencia apelada se ajusta 
a derecho. 

Por tanto, se confirma en todas sus partes la sentencia de 
fs. 226/228, con costas a cargo del actor en esta instancia. 

Alfredo üjk;az — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aiustóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid — Luis Ma- 
ría Boffi Boggero — Julio 
Oyhanakte. 



MONSEÑOR DOCTOR ANTONIO CAGGIANO 

PATEOS ATO NACIONAL. 

Con las reservas que emanan de la Constitución Nacional y de las leyes dic- 
tadas con arreglo a ella respecto del Patronato Nacional, corresponde que la 
Corte Suprema preste acuerdo para que el Poder Ejecutivo conceda el pase 
a la Rula por la que el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor 
Dr. Antonio Caggiano — oportunamente presentado para el cargo por el 
Poder Ejecutivo a la Santa Sede — Arzobispo de la Arquidiócesis de Bue- 
nos Aires, desligándolo de la Diócesis de Rosario. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El Poder Ejecutivo somete a consideración de V. E., a fin 
de dar cumplimiento a lo proscripto en el inc. 9 9 del art. 86 de 
la Constitución Nacional, la Bula original dada en Castel Gan- 
dolfo el día 15 de agosto de 1959, a la que acompaña la corres- 
pondiente traducción al castellano, por la que Su Santidad el 
Papa Juan XXIII designa Arzobispo de la Arquidiócesis de Bue- 
nos Aires a Su Eminencia el Cardenal Dr. Antonio Caggiano, y 
consiguientemente lo desliga de su vinculación con la Diócesis 
de liosa rio. 
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Dado que con lo dispuesto por dicha Bula no aparecen afec- 
tados los derechos del Patronato Nacional, no encuentro incon- 
veniente para que V. E., con las reservas de práctica que emanan 
de la Constitución y leyes vigentes sobre la materia, preste* el 
acuerdo que se le solicita. Buenos Aires, IT) de octubre* de lí)5!). 
Ramón Lascauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1 ( J de octubre de 1Í)5Ü. 
Autos y vistos; considerando: 

(¿ne el Excmo. Sr. Presidente de la Nación somete a la consi- 
deración de esta Corte Suprema, a los fines expresados en el 
inciso !) 9 del art. 86 de la Constitución Nacional, la Bula por la 
que S. ¡S. el Papa Juan XXIII instituye canónicamente a Su Emi- 
nencia Hevdma. el Cardenal Dr. Antonio (.-aggiano como Arzo- 
bispo de la Arquidiócesis de Buenos Aires, designación para la 
cual fue oportunamente presentado por el Poder Kjccutivo a la 
Santa Sede. 

Que corresponde prestar el acuerdo requerido, con la salve- 
dad de los derechos del Patronato Nacional, conforme a reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte Suprema. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Cene- 
ral, la Corte Suprema de Justicia de la Nación presta su acuerdo 
para que el Kxcmo. Sr. Presidente de la Nación conceda el pase 
a la Bula por la que el Sumo Pontífice instituye canónicamente 
Arzobispo de la Arquidiócesis de Dueños Aires, desligándolo de 
la Diócesis de Posario, a S. Fj. Kevdma. el Cardenal Dr. Antonio 
Casiano, con las reservas que emanan de la Constitución Nacio- 
nal y de las leyes dictadas con arreglo a ella respecto del Patro- 
nato Nacional. Devuélvase al Poder Ejecutivo en la forma de 
estilo. 

Alkkkdo Orgaz — Bknmamín" Viu.k- 

gas Basavilraso — A I ; ISTÓ 1U ' L( ) ]). 
ArÁoz i>k LamadiüI) — Lris Ma- 
ría D() K K I BoGGKRO Jl"U<> 

Ovil A X ARTK. 



ARIEL C. PIÑEYKO 

MEDIDAS DI S( ¡PUXARIAS. 

Ijíis resoluciones de las ( 7i niaras Nacionales de Apelaciones reí eren tes a 
medidas disciplinarias impuestas en primera instancia, son definitivas, y. 
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en consecuencia, no procede respecto de ellas recurso legal para ante la (jo ríe 
Suprema. 

FALLO DK LA COHTK SUIMtKMA 

Buenos A i ros, 1!> do octubre do lí);ií). 

Considerando : 

Que el solicitante se agravia do las medidas disciplinarias 
que le fueron impuestas por el Juez Nacional en lo Comercial de 
Registro y confirmadas por la Cámara del fuero. 

Que, según expresa en el apartado segundo del petitorio, 
interpone ante la Corte "recurso do reclamación". En el inciso 
8 9 del escrito, expone que las manifestaciones formuladas "tien- 
den a expresar una denuncia reclamatoria de carácter adminis- 
trativo, por la arbitrariedad en el ejercicio de funciones disci- 
plinarias de los órganos inferiores". 

Que, conforme a jurisprudencia reciento, conf. resolución 
de 14 de setiembre ppdo., in rv "Superintendencia Procurador 
Fiscal ante el Juzgado Federal do Resistencia, Dr. Saúl A. Fos- 
torazzi s./ recurre sanción disciplinaria", la resolución do las 
cámaras referente a medidas disciplinarias impuestas en primera 
instancia, es definitiva, y, en consecuencia, no procede respecto 
de ellas recurso legal para ante la Corte Suprema. 

Que siendo ello así, sólo cabría admitir que el Tribunal adop- 
tare alguna decisión en la materia — haciendo uso de sus facul- 
tades de superintendencia general— en algún supuesto de excep- 
ción que el caso de autos no configura. 

Por ello se resuelve archivar las actuaciones (pie anteceden. 

Alkkkho ()h.(íaz — Rknjamíx Yillk- 
(ías Basaviuwso — Julio Oyjta 

XAKTK. 



JUAN JOSE TARANTO 

MEDIDAS DISCIPLINA El AS. 

Las Cámaras tienen la facultad de agravar las modulas disciplinarias im- 
puestas por los jueces a los empicados de su dependencia inmediata, sin que 
obste a olio la circunstancia de haberse consentido por el afectado la resolu- 
ción pertinente. 

SVPEKISTKNCIA. 

Sin perjuicio de las atribuciones de superintendencia general do la Corte 
Suprema, las Cámaras deben preservar la disciplina del personal de los juzga- 
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<lo> y organismos oV lo> distritos o lunos respectivos. Tal responsabilidad 
importa, coii>iu r uirnt<'inrnt<\ la facultad dv adecuar las sanciones cuando así 
lo estimen conveniente. 

MEDIDAS !)/S( I ¡'USARIAS. 

( , on , es|)onde continuar la sanción de cesantía impuesta por la ('amara a 
un empleado si los tundamentos de la resolución no aparecen desvirtuados y, 
de las propias expresiones del memorial, sur^o que el apelante - en el mejor 
de los supuestos — lia cometido una ijrnve incorrección en el local del juz- 
irado. A lo que cabe, a^reiíar que anteriormente fué objeto de una sanción 
severa por falta de respeto a una empleada. 

Dicta m kn dki, PuorritADoit (Iknkhai, 
Suprema Corte : 

De conformidad con ol art. 1(> del decreto-ley 1 l!S;"i/->8 f "la 
cosan! ía y exoneración serán decretadas por las autoridades judi- 
ciales respectivas que toncan la facultad do designación 1 \ 

( 1 oncedida esta ultima facultad a las (Yunaras Nacionales do 
Apelaciones (Acordada do V. K. del li de marzo de l!)f>H), os, sin 
duda, inherente a la consiguiente atribución de dictar remociones 
y cesantías la de avocar las actuaciones que si» instruyan con mo- 
tivo do faltas cometidas por empleados de los juzgados nacionales. 
Do lo contrario, el ejercicio de dicha atribución disciplinaria, 
propia de las Cámaras do Apelaciones, dependería en definitiva 
de la voluntad do los jueces inferiores. 

lastimo pues que ol a quo ha oblado dentro de su competencia 
al dictar la resolución de fs. '27. 

Kn cuanto a los fundamentos de hecho que sustentan la alu- 
dida resolución, comparto los enunciados por el Juez de Cámara 
(pie vota en primer término y a los que adhiere la mayoría del 
Tribunal. 

Correspondo, pues, a mi juicio, confirmar la resolución ape- 
lada. Buenos Aires, 14 de octubre de l!)f)í). — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COHTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1¡) de octubre de 1 í)f)J). 

Vistos los autos: "C. A. s. denuncia", en los (pie a fs. 40 
so ha concedido ol recurso do apelación contra la resolución de la 
Cámara Federal de Apelaciones do La Plata de fecha _M de 
julio do 1!K)Í). 

Considerando : 

Que, conformo a los fundamentos del precedente dictamen del 
, Señor Procurador (loneta!, v t Mimndo <mi cuenta lo dispuesto por 
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el art. 118 del Reglamento para la Justicia Nacional, corresponde 
declarar que las Cámaras tienen la facultad de agravar las medi- 
das disciplinarias impuestas por los jueces a los empleados de 
su dependencia inmediata, sin que obste a ello la circunstancia 
de haberse consentido por el afectado la resolución pertinente. 

En efecto, sin perjuicio de las atribuciones de superinten- 
dencia general de la Corte Suprema, las Cámaras deben preser- 
var la disciplina del personal de los juzgados y organismos de 
los distritos o fueros respectivos. Tal responsabilidad importa, 
consiguientemente, la facultad de adecuar las sanciones cuando 
así lo estimen conveniente. 

Que, en cuanto a la cesantía decretada en el caso, el Tribunal 
estima que la resolución apelada tiene fundamentos que no resul- 
tan desvirtuados en el memorial de fs. 50/52. De sus propias 
expresiones — confr. fs. 51 — surge que el apelante — en el mejor 
de los supuestos — ha cometido una grave incorrección en el local 
del juzgado. A lo que cabe agregar que anteriormente ha sido 
objeto de sanción severa — fs. 18 — por falta de respeto a una 
empleada. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la resolución apelada. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid — Luis Ma- 
ría BOFFI BOGGERO JULIO 

Oyhanarte. 



ALFREDO JUSTO VACCARI 

MEDIDAS DISCIPLINARIAS. 

Siendo manifiesta la falta de respeto a la Cámara en que ha incurrido el 
letrado al interponer el recurso extraordinario con fundamento en la arbitra- 
riedad del fallo apelado — la que atribuye a la animosidad que afirma tenerle 
el juez de cámara a cuyo voto adhirieron los restantes — corresponde con- 
firmar la sanción de multa de cien pesos m/n. que le ha sido aplicada. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso de apelación deducido por el recurrente a fs. 217 ( 
se ajusta a lo dispuesto al respecto por el art. 19 del decreto- 
ley 1285/58. Considero por ello que ha sido bien concedido a 
fs. 219. 
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Km cuanto a la mulla de cien posos impuesta al Dr. Alfredo 
Justo Vaccari por la ('amara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo de la Capital Federal, estimo <|Ue no excede las atribuciones 
(pie los arts. 1S del decreto-ley 1JS.") .">S y J*J del Reglamento para 
la Justicia Xacional, le confieren al tribunal (pie la aplicó. Une- 
nos Aires, .'{O de setiembre de !!».")!>. Hantóu I ,a s<<ni<>. 

FALLO I)K LA COKTK SITKKM A 

Unenos Aires, 1!) de octubre de lüó!). 

Vistos los autos : " I lerrero, Fd nardo y oí ro c. The Standard 
S.U.F. s. dif. indenini/.ación 1 \ en los (pie a fs. 'Jl!> se lia conce- 
dido el recurso de apelación contra la resolución de la ('amara 
Xacional de Apelaciones di»] Trabajo do rocha i*!) do julio di» 1!).")!). 

( 'onsidorando : 

Que la ('simara Xacional do Apelaciones del Trabajo aplicó 
al letrado apelante, doctor Alfredo du>1o Vaccari, una multa do 
cien pesos moneda nacional por los términos del escrito en que 
interpuso recurso extraordinario a fs. iMO. 

Que os manifiesta la falta do respelo al tribunal a quo en 
que. ha incurrido el Dr. Vaccari, al interponer el recurso extra- 
ordinario con fundamento en la arbitrariedad del fallo apelado, 
la que atribuyo a la animosidad que afirma tenerlo el juez do la 
cámara a cuyo voto adhirieron los restantes. 

Por (dio, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la resolución apelada. 

Alkiíkdo Oiioaz — Bkxjamíx Viu.k- 
<;\s Basayilkaso — Lns María 

Boi-MM UooOKIiO Jl'LlO OviTA- 

XAIITK. 



Jl'Z(¡AI)() NACIONAL i:x 1.0 CRIMINAL h¡: SK-NT KNCI A LKTHA "IV 

DAXOS Y Ph.R.iriClOS : Hrsponsahdolad d<¡ Estado. Casos varios. 

Aún ni el supuesto de que, a raí/ de la desaparición de un anua perteneciente 
a la Policía Federal, depositada en la secretaría de un Juzgado Nacional, 
existiese responsabilidad de empleados del poder Judicial, ella recaería sobre 
la Nación y no sobre ese Poder en particular. Por ello y porque es también 
la Xación la perjudicada por el hecho, es indudable la improcedencia del trá- 
mite iniciado ante el Ministerio de Educación y .Justicia por la Policía Fe- 
deral y girado a la Corte Suprema para obtener el pairo de la cosa; ello. 
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sin perjuicio del derecho de la Nación al resarcimiento perseguido, mediante 
las acciones judiciales que correspondan, en caso de (pie se considere que 
derivan del hecho responsabilidado de carácter personal. 

PODEN JI'DD JAL. 

Si bien el Poder .Judicial cuenta con un servicio contable propio, carece de 
autonomía financiera. 

Kn consecuencia, aún en el supuesto de (pie. a raíz del hecho de empleados 
<lc la justicia nacional existiese responsabilidad a los iines del resarcimiento 
correspondiente en el caso, desaparición de un;* pistola perteneciente a la 
Policía Federal esa responsabilidad recaería sobre la Nación y no sobiv 
aquel Poder en particular. 

DlC T AMKX DEL Pl¡< >( U' U Al >OK ( i K N ERAL 

Suprema Corto : 

Las actuaciones agregadas, instruidas con motivo do la des- 
aparición de la pistola marca Ballester Molina n (> . 4 W(il, calibro 
4f>, y do un cardador con sus respectivos proyectiles, ponen do 
manifiesto (pie dicha pérdida se produjo en la Secretaría n 9 22, 
dependiente del .Juzgado Nacional en lo Criminal de Sentencia, 
letra k 'IV\ actualmente a ear¿>o del Dr. Juan ('arlos Bornaldo de 
(¿uirós, sin que hayan dado resultado las diligencias efectuadas 
para esclarecer el bocho. 

Ahora bien, el Ministerio de Fducación y Justicia remite, 
ft4 a los fines «pie eslime corresponder'", el expediente labrado con 
iífual motivo por la Policía Federal, institución que ha solicitado 
(fs. 'J(i) el pauo por dicho ministerio del valor del arma des- 
aparecida. 

Fn cuanto concierne a V. F., me parece claro (pie no le corres- 
ponde disponer resarcimiento alguno a la institución solicitante. 
FI Poder Judicial cuenta, es cierto, con un servicio contable pro- 
pio, poro carece do autonomía financiera. 

Por ello, aun en el supuesto do <pic en este caso existiese 
alguna responsabilidad derivada del hecho de sus empleados, 
dicha responsabilidad recaería sobre la Nación y no sobro esto 
Poder en. particular. 

Como a tal circunstancia se a^re^a la de que 1 os también la 
Xación la perjudicada por el hecho, resulta indudablemente esta- 
blecida — a mi juicio — la improcedencia del trámite arbitrado. 

Queda, sin duda, a salvo el derecho de la Xación para obte- 
ner mediante 1 las acciones judiciales que correspondan, el resar- 
cimiento perseguido, en caso de (pie se considere (pie derivan del 
hecho responsabilidades de carácter personal. 

Así procede, en mi opinión, (pie V. F. lo declare disponiendo 
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la devolución de estos actuados al Ministerio remitente. Buenos 
Aires, 31 de agosto de 195». — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 19 de octubre de 1959. 

Téngase por resolución el precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General. Devuélvanse las actuaciones a la dependencia 
y tribunales de origen. 

Alfredo Okgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Araoz de Lamadhid — Julio 
Oyhanarte. 



ADMINISTRACION GENERAL de OBRAS SANITARIAS de la NACION 

v. HONORIO TONINI y GER 

EXPROPIACION : Procedimiento. Procedimiento judicial. 

Aún cuando el propietario del inmueble que se expropia haya suscripto un 
boleto de compraventa, dado posesión de la cosa al comprador y recibido de 
éste — que realizó en ella construcciones y mejoras — una parte sustancial 
del precio, si no se ha elevado el boleto a escritura pública, en el juicio ex- 
propiatorio no procede admitir como parte al tercero adquirente, que reclama 
intervenir en tal calidad invocando ser titular del bien jurídico de la posesión 
y propietario de las mejoras introducidas. 

Al comprador, que sólo pretende ser titular de un derecho personal o crédi- 
to rio en los términos del art. 1185 del Código Civil, le es aplicable el art. '23 
de la ley 13.204; y corresponde que, en todo caso, promueva acción ordi- 
naria por separado, sin perjuicio de su intervención para la fijación del 
daño que sufra con la expropiación y del derecho que le acuerda el art. 1106 
del Código Civil. 

Dictamen del Proci'kadok General 

Suprema Corto : 

Siendo la sentencia apelada contraria a las pretensiones que 
el recurrente funda directamente en la Constitución Nacional, 
estimo que el recurso extraordinario es procedente de acuerdo 
con lo que dispone el art. 14, inciso 3 9 , de la ley 48. 

En cuanto al fondo del asunto la expropiante actúa por 
intermedio de apoderado especial, el (pie ya ha asumido ante 
V. E. la intervención que le corresponde (fs. 114). Buenos Aires, 
15 de octubre de 11)57. — Sebastián Soler. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
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dentro do la Constitución y a la referencia implícita del art. 17 
de la ley M1264. 

Que, se^ún se desprende de los arts. ló, 11) y 20 de la 
ley i;5.L ) (i4 y resulta, también, del respectivo debato parlamentario 
(I). Sos. Dip., set. 2 y de 1ÍM-8, p. ;}40t>), en causas como la que 
motiva este pronunciamiento únicamente son partes el expropia- 
do!' y el propietario expropiado. Ello, por lo demás, os congruen- 
te con la naturaleza misma de la expropiación strictu sensn sobre 
la que versan los preceptos cuestionados, toda vez que ella, en 
supuestos como el de autos, implica fundamentalmente el tras- 
paso al Estado del dominio del inmueble, de donde se sig;ue que 
supone un conflicto jurídico entre el titular que lo pierde y el 
expropiador que lo adquiere. Por tanto, dado que el recurrente 
sólo pretende ser titular de un derecho personal o creditorio, en 
los términos del art. 1185 del Código Civil, le es aplicable el 
art. 23 de la ley mencionada y corresponde que, en todo caso, 
promueva acción ordinaria por separado, sin perjuicio de su 
intervención para la fijación del daño que sufra con la expro- 
piación, de acuerdo a lo establecido por la sentencia apelada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 92 en lo que lia sido materia de 
recurso. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AmsTÓnru) J). Araoz dk Lama- 
dkii) — Lris María Boffl Bocíge- 
íio — JrLio Oyhaxarte. 



LUIS PAULINO ALVAREZ v. INSTITUTO NACIONAL i>k PREVISION 

SOCIAL 

JVRILAVWy DE EMPLEADOS BASCAMOS: Sueldo. 

El a Irán ce del art. 7*\ inc. c), de la ley 11.575, fué ampliado — incluso en lo 
(pie respecta al personal bancario — merced a la sanción del art. 'V\ inc. d) T 
(leí deerelo-ley 23.()K2/44. Desde la fecha de videncia de éste los conceptos 
"sueldo" y "remuneraciones totales" deben ser interpretados, a los efectos 
jubilatorios, seirún la acepción (pie el derecho vidente les confiere tanto en 
orden a la legislación laboral (art. 2 V del decreto-ley :>:i..'í02/4f> ) como en lo 
relativo a supuestos de alguna manera equivalentes (art. 1-í del decreto-ley 
:n.<¡<¡5/44 y art. 12 del decreto-ley i:UM7/4<L ratificados por ley 12.021). 
En consecuencia, corresponde confirmar la sentencia (jue decide que el valor 
locativo de la casa habitación facilitada por un Banco al empleado solicitante 
de la jubilación, inteirra el concepto de sueldo a los efectos de la ley 11.575, 
a partir del 15 de setiembre de 1044. 
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Dktamkn dkl Pi;ncri:.\i>oi; ( Jknkkai. 

Suprema Corto : 

Kl recurso extraordinario concedido a fs. S4 es procedente, 
toda vez que so ha puesto en cuestión en autos la interpretación 
de normas de carácter federal y la resolución definitiva del 
superior tribunal de la causa es adversa a las protensiones del 
apelante 1 . 

Kn cuanto al fondo del asunto el punto en litigio consiste en 
determinar si el uso de casa-habitación sufragado por el banco 
empleador en beneficio do un gerente de la institución, integra 
o no el concepto de sueldo a los efecto* do la obligación le^al de 
efectuar aportes jubilatorios. 

La sentencia apelada se pronuncia por la afirmativa, agra- 
viándose de esa decisión el recurrente. 

Pienso, por mi parte, que el fallo os arreglado a derecho, a 
mérito de lo que resulta del art. - () del decreto-ley .'?;?..'?0'2 4."), de 
aplicación supletoria al caso, y conforme al cual se entiende por 
sueldo o salario "a toda remuneración do servicios en dinero, 
especies, alimentos, itso de habitación . . . 11 , etc. 

Por lo demás esta conclusión no contradice, antes bien corro- 
bora, lo preceptuado en el decreto-ley 'J.'J.bS'J 44 (arts. 1° y Ir, 
ino. d), que vino a ampliar el concepto de sueldo tal como lo 
caracterizaba la ley ll.f>7r> (art. 7°, ino. c), ya que como so enten- 
dió en Fallos: 'J1S: 544, ose concepto debe ser el mismo tanto para 
el personal do empleados hauearios como para el tío las compa- 
ñías do seguros que el decreto-ley citado incorporaba al régimen 
de aquéllos. 

Opino, por tanto, que corresponde confirmar la sentencia 
apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 
2ti de diciembre de 1ÍM7. ' — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA TOKTE SCPREM A 

Muenos Aires, lM de octubre de 1ÍK")}). 

Vistos los autos: ''Alvaro/, Luis Paulino c. Intitulo Xa- 
cional do Provisión Social s. jubilación", en los que a fs. S4 se 
ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
(Ynnara Nacional de Apelaciones del Trabajo de techa 10 de 
octubre do 1Í*Ó7. 
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Considerando : 

Que, según consta en ñutos, el tribunal a quo confirmo la 
resolución expodida por ol Instituto Nacional do Provisión Social 
con arreglo a la cual ol valor locativo do la casa-habitación quo ol 
Ba neo Kspanol dol Río do la Plata Ltdo. facilitó a uno do sus ex 
empicados, don Luis Paulino Alvaroz, integra ol concepto de 
"sueldo" a los efectos de la ley 11.070, debiendo entenderse que 
ello os así a partir dol 17) do setiembre do 1!)44, por cuanto, desde 
esta focha, o] art. inc. d), dol decreto-ley 23.G82/44 (ratificado 
por ley 1.119(5) modificó ol texto del art. 7 9 , inc. e), de la mencio- 
nada ley 1 1 ,f>75 (fs. 77/78). 

Que, contra osa sentencia, so interpuso y fue concedido re- 
curso extraordinario de apelación (fs. y 84), cuya proce- 
dencia formal es incuestionable toda vez quo en la causa ha sido 
controvertida la inteligencia de disposiciones federales y la deci- 
sión emitida resulta ser contraria al derecho quo ol apelante fun- 
da en tales disposiciones. 

Quo, como lo señala el fallo impugnado, ol alcance del art. 7*, 
inc. e), de la ley 11.7)77), conforme a cuyo texto debía conside- 
rarse i ' sueldo " la remuneración * 4 fija en dinero" quo el emplea- 
do percibiera por sus servicios ordinarios, fué indudablemente 
ampliado — incluso en lo que respecta al personal bancario — 
merced a la sanción del art. 3 P , inc. d), del decreto- ley 23.682/44 
precitado, dol que se desprende que el aludido vocablo debo hacer- 
se extensivo a 4 'todas las remuneraciones que, con cualquier deno- 
minación, perciba durante un año el empleado u obrero". 

Que de este último precepto se infiere claramente la conclu- 
sión de que, a partir de la fecha de su videncia, los conceptos 
4 4 sueldo" y 44 remuneraciones totales", sobre los que versa la 
contienda judicial, deben ser interpretados, a los fines que aquí 
interesan, según la acepción quo ol derecho vigente les confiere 
tanto en orden a la legislación laboral (art. 2 P del decreto-ley 
33.302 4ó) como en lo relativo a supuestos do alguna manera 
equivalentes al sitl lite (art. 13 del decreto-ley 31. fifi.") 44 y art. 
12 del decreto-ley 13.037 40, ratificados ambos por la ley 12.921). 
Y tal acepción pone de manifiesto el acierto de la sentencia ape- 
lada y de las razones que la fundan. 

Que, por tanto, la doctrina jurisprudencial que el recurrente 1 
invoca (causa "Caja Nacional do Jubilaciones Trancarías v. Banco 
Español dol Río de la Plata", Fallos: K5Í) : 1517) os inaplicable 
en la especio, habida cuenta do que ella so basó, exclusivamente, 
en la inteligencia quo correspondía asignar al ya derogado art. 7 P , 
inc. o), de la ley 11.7)77). 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
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General, se confirma la sentencia apelada en cuanto lia sido ma- 
teria del recurso extraordinario. 

BKNJAMÍN VlLLKdAS B.VSAVILHASO 

AltlSTÓBl'LO D. AlíAOZ DK IjAMA- 

i)i;ii> — Luis Makía Bokfi Bogge- 
iío — Julio Oyhanahte. 



FRANCISCO AGUSTIN" DIOXE v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Lo decidido en orden a la validez o nulidad de notificaciones es cuestión 
procesal, ajena a la instancia extraordinaria. En consecuencia, es improce- 
dente el recurso extraordinario deducido contra la resolución que declaró 
desierto el recurso de apelación lueiro de haber dado por decaído el derecho 
a expresar agravios a la Nación, y que se Tunda en la validez de la notifi- 
cación personal de la providencia respectiva al Procurador Fiscal de Cámara 
(que resulta del pase de los autos a su despacho) y cuya nulidad opone 
dicho funcionario aduciendo que debió ser diligenciada por cédula; tanto 
más cuanto que el apelante no niega que el expediente le fué pasado en la 
fecha indicada ni alega desconocimiento personal del auto notificado. En 
tales condiciones, carecen de relación directa e inmediata con lo resuelto las 
garantías de los arts. 1(¡ y 18 de la Constitución Nacional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 21 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Dionó, Francisco Agustín c. Nación 
Argentina s./ cobro de pesos", en \o* que a fs. é .Y.)7> so ha conce- 
dido el recurso extraordinario contra la sentencia de la ('amara 
Federal de Apelaciones de La Plata de techa 2 de octubre de 19Ó8. 

Considerando : 

Que contra el auto de fs. lV2\ n (pie declaró desierto el recurso 
de apelación deducido por la demandada, luego de haber dado 
por decaído su derecho a expresar agravios, el Sr. Procurador 
Fiscal de Cámara interpuso recurso extraordinario (fs. IY.V2 .'>.'>4), 
el que le fué concedido (fs. X)7} :>:>()). 

Que, según se pretende, mediaría en la especie violación de 
las garantías constitucionales relativas a la defensa en juicio y 
la igualdad ante la ley. Kilo en razón de que la providencia de fs. 
319 vta. — por la que, con fecha 2S de agosto, se dispuso: "a Se- 
eretaría para expresar agravios; martes y viernes para notifi- 
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caciones on la oficina" — debió haber sido notificada por cédula, 
de modo tal que la notificación de la Ujiería con arreglo a la cual 
en la misma fecha, fueron pasados los autos al Sr. Procurador 
Fiscal, no ha podido sustituir a aquella notificación y, en rigor, 
carece de fuerza legal. Por tanto, el recurrente alega que, no ha- 
biendo mediado notificación válida, el auto de fs. 321, que resuelve 
lo contrario y priva a la demandada de derechos procesales que 
le son propios, supone desconocimiento de los arts. 16 y 18 de la 
Constitución Nacional. 

Que, al desechar el recurso de reposición que se interpuso 
simultáneamente con el extraordinario, el tribunal a quo afirma 
que el pase de los autos al despacho del Sr. Procurador Fiscal 
tuvo el carácter de una verdadera notificación personal, válida y 
ajustada a las previsiones del art. 33, inc. 12 9 , del código procesal 
supletorio, según las modificaciones introducidas en él por el de- 
creto-ley 23.398/56 (fs. 335/336). 

Que, conforme a reiterada jurisprudencia, lo decidido en or- 
den a la validez o nulidad de notificaciones es cuestión procesal, 
ajena por su naturaleza a la instancia extraordinaria (Fallos: 
239: 28; 241: 185 y otros). Tal criterio resulta aplicable en el 
sub lite, sin duda, tanto más cuanto que el apelante en ningún 
momento sostiene que los autos no le fueron pasados en la fecha 
preindicada ni aduce no haber tenido conocimiento personal, en 
esa misma fecha, de la providencia de fs. 319 vta. En tales con- 
diciones, las garantías constitucionales que se invocan carecen de 
relación inmediata y directa con la decisión judicial impugnada. 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 335. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — - 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Julio Oyhanarte. 



SANTIAGO BONOMO 

COSSTITVCION X ACION AL: Derechos tf garantías. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento // sentencia. 

\jíi modificación de la calificación le^al del delito efectuada por el tribunal 
de alzada, en tanto el hecho motivo de la condena haya sido objeto del 
proceso, no constituye agravio a la garantía de la defensa. Kilo es así parti- 
cularmente cuando, como en el caso, no se expresa concretamente al deducirse 
el recurso extraordinario cuáles son las pruebas de cuya producción el pro- 
cesado se hubiera visto privado. 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. ¡(i-Unión directa. \ or- 
inas t i traíais al juicio. Dis pf>siciones cttnst it uñona! es . 

\jíí existencia. <W? agravio constitucional no >c con Cisura por razón de que 
la sentencia de la cámara, revocando la del interior, condene al procesado. 
Kn electo, el hecho no se vincula con la igualdad ante la ley tii con la 
amplitud de la defensa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I m procedencia del recurso. 

Si dos jueces de cámara suscriben la parte dispositiva del fallo» cuya pona 
coincide con la señalada en los votos respetivos, la circunstancia de que 
aparezcan discrepancias en cuanto a la calificación le^al del delito, no da 
lucrar a recurso extraordinario con fundamento en la arbitrariedad y en la 
nulidad do aquél. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Caso K s varios. 

VA recurso extraordinario no es la vía para la corrección de posibles nuli- 
dades procesales. 



Dictamen del Püocimeadoh (Jenekal 

Suprema Corte : 

La disposición contenida en el art. 42, primer párrafo, del 
Reglamento para la Justicia Nacional no establece, a mi juicio, 
distinción alguna de la que pueda inferirse que la regla en ella 
preceptuada deba regir sólo por las sentencias de 1- Instancia. 
Por el contrario, la trascendencia que revisten las decisiones de- 
finitivas hacen jugar aún con mayor fundamento respecto de 
ellas los motivos que inspiran la aludida disposición reglamen- 
taria. 

Es coincidente con tal criterio lo decidido por V. E. en 
Fallos: 1T)8: 1()0, con referencia expresa a la posibilidad de ejer- 
cer los recursos de apelación ordinaria y t4 el extraordinario del 
art. 14 de la ley 48". 

Tonsidero, por lo tanto, que el recurso extraordinario co- 
rriente a fs. 1234 ha sido interpuesto en término, ya que el proce- 
sado que lo suscribe no había sido aún notificado de la sentencia 
condenatoria. 

En cambio, y en lo (pie atañe a la cuestión constitucional 
planteada, como quiera que la acusación de primera instancia y 
la expresión de agravios de segunda versaron sobre el mismo 
hecho, difiriendo sólo en la calificación legal de aquél, estimo que 
no ha existido la alegada violación de la garantía de la defensa 
en juicio (Fallos: iMlí : lí.'H), por cuyo motivo, en mi opinión, el 
mencionado recurso exl raordinario e^ improcedente, y, en con- 
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secuencia, la denegatoria do fs. 21)9 resulta, en definitiva, arregla- 
da a derecho. 

( 'orrespondo, por lo lauto, desechar la presento queja. Bue- 
nos Aires, í> de octubre de lílól). — llamón ¡jttscmio. 

FALLO DI-: LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, -1 de octubre de líMO. 

Vistos los autos; 44 Recurso de hecho deducido por el proce- 
sado en la causa Bononio, Santiago s homicidio culposo y aten- 
tado medios de transportes", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

(¿ue el Tribunal comparte las conclusiones del dictamen pre- 
cedente del Sr. Procurador General con arreglo a las cuales la 
queja debe ser desechada. 

Que, en efecto, la jurisprudencia de esta Corto ha admitido 
que, en tanto el hecho motivo de la condena haya sido objeto del 
proceso, la modificación de la calificación legal de aquel no cons- 
tituye agravio a la defensa (pie sustente el recurso extraordinario 
— Fallos: 242: 21U y 45(i y otros — . Y ello es así particularmente 
cuando, como en autos, no se expresa concretamente al deducir 
el recurso extraordinario cuales son las pruebas de cuya produc- 
ción el recurrente se haya visto privado. 

Que la existencia de agravio constitucional no se configura 
por razón del carácter condenatorio de la sentencia de segunda 
instancia. El hecho no se vincula, en efecto, con la amplitud de 
la defensa ni con la igualdad ante la ley. 

Que, por otra parte, habida cuenta de que ambos jueces de 
("amara suscriben la parte dispositiva del fallo, cuya pona coin- 
cide con la señalada en los votos respectivos, la circunstancia 
de que aparezcan discrepancias en cuanto a la calificación legal, 
en que se funda la nulidad pedida, no da lugar a recurso extra- 
ordinario. Xo os ésta, en efecto, la vía para la corrección de 
posibles nulidades procesales. Por lo demás, el Tribunal no estima 
que la sentencia recurrida, que está suficientemente fundada, 
admita la tacha de arbitrariedad ni que medie cuestión federal 
bastante para sustentar la apelación. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General se 
desestima la precedente queja. 

Bex.tamíx Yilleoas Basavilbaso — 
Atustóbulo D. Akáoz de Lama- 
Diun — Julio Oyhaxarte. 
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KOSA MAZZINI i.k CAPI KW<> - -su r.smN - 

RI\( l'RSO i:\ TRA ORDIS . 1 A70 ; Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tión* s federales simples. ¡ ntcr prt taeión de otras normas a ditos federal* s. 

YA agravio referente a la invalide/ con>titucional del art. 10í> del Ke<rla- 
111011 1 <» para la Ju-ticia Nacional no sustenta el rrcuiso extraordinario en el 
supuesto en (|Ue. mediando desintegración. la decisión de la Sala de una 
Cámara Nacional de Apelaciones lia sido dieiada por el voto concorde de 
dos de sus jueces. 

RKCC RSO EXTRAORDIX ARÍO : Requisitos propios. Cuestión** no federales. 
I ntrr ¡>r< t avión de normas u actos <-omnnes. 

YA ]>ronunciamiento del tribunal de alzada que declara nula la audiencia 
donde se convino la entrega de un inmueble desocupado para su subasta, 
decide cuestiones de orden común y procesal, irrevisibles en la instancia 
extraordina ria. 

RFJ'CRSO E X T R A ORDI X ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios <}t ne rales. 

No es aplicable la doctrina establecida en materia de arbitrariedad a la 
sentencia suficientemente fundada. 

RECE RSO K X TRAORDI X ARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resudaciones anteriores a la sentencia definiti ra. Varias. 

Ks improcedente el recurso extraordinario con fundamento en la iurualdad 
hereditaria y en el art. l(i de la Constitución Nacional cuando, limitándose 
la sentencia apelada a declarar la invalidez de la audiencia celebrada, en 
razón de la carencia de facultades expresas del representante de unos here- 
deros, no resulta que exista en. la cansa decisión final respecto de la forma 
en que debe practicarse la venta de los bienes sucesorios. 



DlCTAM KN 1>KI> PlíOi r i:\!MH; ( ¡ KNKK AL 

Suprema ( 'orto : 

K\ criterio de <|iic las decisiones de la Cámara o Salas pueden 
ser dictadas por la mayoría de sus miembros siempre (pie con- 
cuerden en la solución del caso lia sido claramente establecido 
por el art. "2i\ del decreto-ley 1-S."> el (pie repite, así, el principio 
que ya estaba consagrado en su antecedente leiral : el art. _7 de 
la ley 1.">.Í)!)H. Xo advierto, pues, entre esta norma y la contenida 
en el art. 10!) del Reglamento para la Justicia Nacional, la con- 
tradicción a que se refiere el apelante y de la cual bace derivar 
el agravio que menciona. 

Kn lo demás, e! fallo se funda en razones de becbo y di» 
derecho común, suficientes para sustentarlo, con las que no suar- 
da relación inmediata m directa la ¡ra ra n tía constitucional de la 
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igualdad. A olio cabo agregar que la sentencia no ocasiona agra- 
vio insusceptible de ulterior reparación. Kn efecto : siendo nulo 
el compromiso relativo a las condiciones en que debía realizarse 
la subasta por carecer de poder suficiente quien realizó el con- 
venio, las partes deberán acordar nuevamente si la venta se lleva 
a cabo y en qué condiciones, o bien someter el punto a decisión 
judicial. 

Pienso pues, en mérito a lo expuesto, (pie el recurso extra- 
ordinario intentado no procede y (pie correspondo desestimar la 
presente queja deducida por su denegatoria. Buenos Aires, lo de 
octubre do 195Í). — Ramón Lasca-no. 
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Buenos Aires, 21 de octubre de 1959. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por Teresa 
Oapurro de Ventura y otros en la causa Capurro, Rosa Mazzini 
de s ; sucesión", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que en presencia de la jurisprudencia reiterada de esta Corte 
con arreglo a la cual, mediando desintegración, la decisión de las 
Salas de las Cámaras Nacionales de Apelaciones puede dictarse 
por el voto concorde de dos de sus jueces, el agravio referente a la 
invalidez constitucional del art. 109 del Reglamento! para la Jus- 
ticia Nacional no sustenta la apelación. No se plantea en efecto 
cuestión constitucional actual suficiente para sustentar el recurso 
—Fallos: 242: 375; 237: 385 y otros—. 

Que la decisión apelada de fs. 361 de los autos principales 
versa sobre cuestiones de orden común y procesal y de hecho irre- 
visibles en instancia extraordinaria. Se trata de una sentencia 
suficientemente fundada a la que no es aplicable la doctrina es- 
tablecida en materia de arbitrariedad. 

Que habida cuenta de la forma del mencionado pronuncia- 
miento que se circunscribe a la invalidez de la audiencia celebrada 
a fs. 275 por razón de la falta de facultades expresas en el man- 
dato ejercido por el recurrente, no resulta que exista en la causa 
pronunciamiento final respecto de la forma en que deba practi- 
carse la venta de los bienes sucesorios. La consideración de los 
serios agravios que con fundamento en la igualdad hereditaria y 
"U el art. 16 de la Constitución Nacional se invocan en funda- 
mento del recurso no es, así, pertinente. 
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Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurado]' General, 
se desestima la precedente queja. 

Rkn j a.m ín Viu,k<;as Ras avilkaso — 

AiüSTÓIU'IjO 1). AliAOZ l>K I j A MA- 
1)1111) LllS MaüÍa RoKKI B()0(iK- 

i¡o — .Julio Oyiianaiíte. 



CONCEPCION' CNZUE di; CASARES v. MUNICIPALIDAD 
i>e VEINTICINCO dk MAYO 

RECURSO EXTRAORDIXARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y artos locales en general. 

La sentencia de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos 
Aires que, sin arbitrariedad y con fundamentos de hecho y de derecho local 
suficientes para sustentarla, rechaza la repetición del gTavamen para el 
arreglo y conservación de caminos aplicado por una municipalidad de 
aquélla, es insusccptible de recurso extraordinario con base en los arts. ()7, 
inc. 104, 105 y 107 de la Constitución Nacional, en razón de la jurisdic- 
ción impositiva en el orden provincial y de la naturaleza del tributo. 

COXSTiTrciOX XA< IOXAL: Derechos y garantías. Igualdad. 

La circunstancia de que el gravamen para el arreglo y conservación de 
caminos, establecido por una municipalidad de provincia, se aplique sólo 
a las extensiones mayores de diez hectáreas, no constituye una discriminación 
arbitraria. 

DOBLE IMPOSICIOX. 

La alegada doble imposición, como sería en el caso el gravamen municipal 
para el arreglo y conservación de caminos y el impuesto inmobiliario pro- 
vincial, no configura por sí sola agravio constitucional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Hílenos Aires, 21 de octubre de líKií). 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa ('asares, Concepción Tn/ué de c Municipalidad de 
Veinticinco de Mayo", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que en circunstancias <|ue guardan analogía con las «pie mo- 
tivan la queja esta Corte ha declarado improcedente el recurso 
extraordinario. 

(¿ue, en efecto, se ha resuelto — Fallos: •_!;><>: 4!>.*> y otros — 
que la sentencia de la Suprema ('orle d^ la Provincia de Rueños 
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Aires, en cuanto rechaza la demanda de repetición de graváme- 
nes aplicados por la Municipalidad de 25 de Mayo, tfene fun- 
damentos de hecho y de derecho local suficientes para sustentar- 
la. Ello basta para desechar el recurso en cuanto se lo funda en 
los arts^ 67, inc L>, 104, 105 y 107, de la Constitución Nacional, 
por razón de la jurisdicción impositiva en el orden provincial 
y de la naturaleza del tributo. 

Que en el precedente citado se estableció además que el gra- 
vamen en cuestión y la sentencia que lo convalida, no son arbi- 
trarios en los términos de la jurisprudencia de esta Corte. Y que 
la alegada doble imposición no configura agravio constitucional 
bastante para el otorgamiento de la apelación. 

Que en tales condiciones el Tribunal no estima que la queja 
acredite la existencia en la causa de cuestión federal que justi- 
fique su acogimiento. 

Por ello se la desestima. 

Alfhroo Oiuíaz — Benjamín Vi lle- 
cas Rasavilbaso — Auistóbulo D. 
Aháoz de Lamadriu — Julio 
Oyhanahte. 



DOMINGO FUSCO v. JULIO VILELA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 

Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

La decisión con arreglo a la cual, a los fines del art. 14, inc. 1<\ del decreto- 
ley 218G/57, se requiere prueba de la existencia de un núcleo familiar, por 
parte del actor, a los efectos del desalojo de una vivienda "para habitar 
con su familia", no resulta imposible ni es susceptible de la tacha de arbi- 
trariedad (*). 



ASOCIACION BANCARIA — tucuman— 

RECURSO DE AMPARO. 

El recurso de amparo interpuesto contra el decreto 4311/59 y resolu- 
ciones del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de los cuales 
se dispuso la intervención de la Asociación Bancaria (Regional Tucumán), 
y fundado en las disposiciones constitucionales sobre los derechos de propie- 
dad y reunión, los arts. 31 y 86, inc. 2*, de la Constitución Nacional, y el 
derecho a la organización sindical libre y democrática reglamentado por la 
ley 14.455, es formalmente procedente, habida cuenta de la naturaleza del 



(i) 21 de octubre. Fallos: 239: 260. 
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derecho invocado y de la inexistencia de vía procesal apta para tutelarlo. 
Kilo es así, además: a) porgue la cuestión suscitada es de puro derecho, 
pues no media discrepancia en cuanto a los hechos; b) la posibilidad de 
inmediata protección judicial que prevé la ley 14.455 para los supuestos en 
que se utilicen medios legales supone una plena justificación del amparo 
respecto de casos en que el actor sostiene haber sido víctima del empleo 
de un medio de control proscripto por la ley. 

RECURSO DE AMPARO. 

Xo obsta a la procedencia formal del recurso de amparo interpuesto el 
hecho de que la intervención a la Asociación Ranearía (Regional Tucumán) 
no haya llegado a materializarse, por haber estimado prudente la autoridad 
administrativa "demorar hasta nueva orden" la toma de posesión; los actos 
administrativos ya producidos constituyen una amenaza de lesión, cierta, 
actual e inminente, cuya entidad justifica el reclamo de tutela judicial. 

ASOCIACIONES PROFESION ALES. 

En circunstancias normales, la autoridad administrativa debe subordinar a 
la ley 14.455 — reglamentaria del derecho a la organización sindical libre y 
democrática — el ejercicio de sus potestades relativas al control de las 
actividades sindicales, sin que en ninguna hipótesis le sea dado' desconocer 
las limitaciones o prohibiciones impuestas por el legislador. 
Esa subordinación no ha sido observada al disponerse por decreto 4311/59 
la intervención a la Asociación Ranearía (Regional Tucumán), en pugna 
con la prohibición literal y categórica del art. 38 de la citada ley, cuyo 
alcance es palmario y debe hacerse extensivo a toda autoridad administrativa. 

RECURSO DE AMPARO.. 

Tanto el decreto 4311/59 como las resoluciones del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social emitidas en su consecuencia, disponiendo la intervención 
de la Asociación Ranearía (Regional Tucumán), tienen el carácter de actos 
administrativos manifiestamente ilegales — ante la disposición categórica del 
art. 38 de la ley 14.455 — , de los que ha derivado una ilegítima restricción 
del derecho a la organización sindical libre y democrática. 
En consecuencia, la tutela judicial debe ser otorgada sin demora a fin de 
que la garantía constitucional invocada sea restablecida en su integridad. 

RECURSO DE AMPARO. 

El recurso de amparo deducido contra el decreto 4311/59 y lns resoluciones 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en virtud de los cuales se 
dispuso la intervención de la Asociación Ranearía (Regional Tucumán), 
sería improcedente si la autoridad administrativa hubiera actuado valiéndose 
de las potestades que surgen del estado de sitio, en concordancia con una 
restricción sustancial impuesta a los derechos sociales, justificada por la 
necesidad de asegurar la preservación del Estado democrático ante las ame- 
nazas de la conmoción interior o el ataque exterior. 

Pero para que esto ocurriera, sería preciso que el Poder Ejecutivo hubiese 
manifestado expresamente la voluntad de ejercer las restricciones emanadas 
del art. 23 de la Constitución Nacional. En efecto, tratándose de situa- 
ciones como la del caso, la opción pertenece siempre a la autoridad admi- 
nistrativa y la forma en que la resuelva determina el régimen jurídico apli- 
cable, bajo control judicial de razonabilidad. 
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ESTADO DE SITIO. 

Cuando la autoridad administrativa, durante el estado de sitio, declina el 
uso de sus facultados excepcionales o simplemente se abstiene de usarlas, 
mantienen vigencia l° s principios y normas comunes, propios de circuns- 
tancias normales. En consecuencia, si en la ocasión el Poder Ejecutivo — que 
indudablemente pudo haber ejercido las potestades del art. 23 de la Consti- 
tución Nacional — se abstuvo de hacerlo, es procedente el recurso de amparo 
deducido contra el decreto 4311/59 y resoluciones del Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social que dispusieron la intervención de la Asociación Ban- 
caria (Regional de Tucumán), en abierta violación del art. 38 de la ley 
14.455, reglamentaria del derecho constitucional a la organización sindical 
libre y democrática. 

Sentencia del Juez Federal 

Tucumán, 8 de mayo de 1959. 

Autos y vistos: el recurso de amparo interpuesto por el señor Arturo E. 
Zurita, en su carácter de Secretario General y en representación de la Asocia- 
ción Ranearía, Regional Tucumán; y, 

Considerando : 

I) Que el recurso interpuesto por el señor Arturo E. Zurita, en su carácter 
de Secretario General de la Asociación Bancaria, Regional Tucumán, comprende 
la defensa de la libertad física y los derechos de asociación y posesión de los 
bienes de la agrupación gremial que representa. 

Que en lo referente a la privación o amenaza a la libertad personal, que se 
ejercita en justicia mediante el requerimiento jurisdiccional del recurso de 
babeas cor pus el proveyente ya se ha pronunciado, desestimando la acción en 
razón de no existir privación de la libertad ni orden que la restrinja. 

II) Que en cuanto a los derechos de asociación y posesión, el Juzgado 
entiende debe conocer de ellos. El suscripto en oportunidad de sentenciar el caso 
''Gallardo, Antonio s./ amparo a la libertad de trabajo" (Juzgado en lo Civil 
y Comercial, IV Nominación, Sec. VIH*, 5/9/958), tiene dicho que: el recurso 
de amparo procede contra toda acción u omisión de las autoridades administrati- 
vas que afecten o amenacen derechos elementales garantizados por la Constitución 
Nacional; el recurso de amparo al decir de Ib.íxez Frocham (Tratado de los 
Recursos en el Derecho Civil, p. 437), funcionaría como una especie de extensión 
del babeas corpus a otras hipótesis además de la restricción de la libertad física 
del sujeto cuando la administración amenazare afectar o afectare dereclios civiles f 
amparados por la Carta Magna. 

Que la Corte Suprema de Justicia, en el caso "Kot, Samuel S.R.L. s./ re- 
curso de hábeas corpus" (C. S. N. Fallos: 241: 291), precisó el alcance del recur- 
so de amparo delineando los caracteres y la extensión del instituto. El art. 18 
de la C. Nacional establece, con una fórmula muy general, que toda privación 
ilegítima de la libertad personal, sí» distinción alguna acerca de quien emana, 
autoriza el amparo constitucional procedente también cuando aparezca de modo 
claro y manifiesto la ilegitimidad de una restricción a cualquiera de los derechos 
esenciales que con respecto de las personas consagra la Constitución Nacional. 

Que de acuerdo a lo expuesto, la consideración del recurso es procedente; no 
obsta a ello el informe de fs. 7/8, por cuanto la "demora" en la realización de 
la medida, importa una amenaza a los derechos cuya protección se demanda. 

III) Que la Constitución Nacional en sus arts. 14, y 14 bis, consagra el 
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(Inveho de "asociarse con tinos útiles", estableciendo en especial la "onpnncarión 
Ubre // democrática". Consecuente con ello el Congreso Nacional en uso de facul- 
tades propias (nrt. (¡7 de la C. Nacional), sancionó la lev 14.450 sobre "Ré-imen 
Legal de la Asociación Profesionales de Trabajadores", cuyo art. 38 establecí» 
clara y terminantemente : «En ningún caso la autoridad de aplicación podrá 
nitervemr en Ja dirección o administración de las asociaciones profesionales a 
que se refiere esta ley". Se deja en mano de los propios asociados el manejo de 
los intereses y bienes afectados a su desenvolvimiento. 

Que la facultad del Poder Ejecutivo es también clara y está reblada por 
la Constitución, limitándose a la sanción de reglamentos necesarios para la eje- 
cución de las le\es de la Nación, cuidando de no alterar su espíritu con excep- 
ciones reglamentarias (art. Sli. ine. 2*\ de | a \ac). En ejercicio de sus dere- 
chos el Poder Ejecutivo dictó las normas reglamentarias establecidas en el decreto 
f>S22 / f>K, (|ue de ninguna manera afectan los derechos constitucionales materia- 
lizados con la sanción de la lev 14.455. 

Que delimitadas las facultado de cada uno de los poderes (pie crea nuestra 
estructura constitucional, la ley fund;. mental establece en su art. :U un orden 
de prelación cuyo trastocamiento corresponde al Poder Judicial restablecer y 
hacer respetar. 

IV) Que requeridos por providencia de fs. 5, copia del decreto de inter- 
vención y todos sus antecedentes, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y Delegación Regional de dicho Ministerio, remiten los que obran en autos, de 
los cuales no surge el uso de las facultades que el art. 2.5 de la Constitución 
Nacional otorga al Poder Ejecutivo. Ello así cabe considerar el decreto 4.511/5!) 
a la luz de los preceptos constitucionales ya citados. 

Que a juicio del proveyente el Poder Ejecutivo Nacional no tiene facultad 
alguna para interferir, por medio de decretos, la libertad de asociación (pie 
consagra la. Constitución y efectiviza la lev de asociaciones profesionales. De 
ninguna manera puede alegarse el uso de derechos de contralor establecidos a 
favor del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social por el art. 36 de la ley 14.455, 
por cuanto ello está referido a la personería gremial y jurídica, con el tramite 
administra i vo y judicial que determina el art. .'J7 de la misma ley. Tan es así 
que en el caso no actúa el Ministerio, sino el Poder Ejecutivo Nacional en 
acuerdo de Ministros. 

Que establecido lo precedente el Juzgado entiende (pie la sanción del decreto 
4.'íll importa el uso de una facultad (pie no corresponde al Poder Ejecutivo 
Nacional. El Poder Ejecutivo, sostiene Biklsa (Régimen Jurídico de Policía, 
fs. 18), es ''ejecutor" y no ''legislador". Administrar no es legislar, sino cumplir 
bien las leyes, las cuales, no sólo limitan y conforman los derechos individuales 
para el mejor ejercicio de ellos, sino también la potestad, administrativa <n 
cnanto a la con* petcncia¡ modo >f forma de obrar. 

Que dentro de los misinos lincamientos estructurales que la Constitución 
establece, el Código Civil dispone clara y expresamente (art. 17), "que las leyes 
no pueden ser derogadas en todo o en parte, sino por otras leyes", de manera 
tal que el arroga miento de facultades como la sanción del decreto 4311/59, 
aparte de importar una transgresión constitucional, es imposible en un régimen 
democrático representativo de gobierno, por la prohibición expresa que consagra 
el art. 20 de la Constitución Nacional. 

Que requerido el órgano jurisdiccional con el pedido de amparo, es deber 
del Poder .Judicial restablecer el orden alterado, protegiendo los derechos cons- 
titucionales, violados por el Poder Ejecutivo. La vía del recurso excepcional y 
extraordinaria tiende a asegurar de un modo .inmediato y efectivo los derechos, 
cobrando sentido y vivencia la libertad en -us múltiples manifestaciones. 

Cabe aclarar que la consideración del decreto 4:111/.")!) hecha en e<ta senten- 
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cia, se refiere pura y exclusivamente en cuanto por él se dispone la intervención 
de la Asociación Hancaria y consecuente con ello, la toma de posesión del local 
y bienes pertenencia de dicha asociación; escapa al proveyente juzgar en cuanto 
a la legalidad o ilegalidad de la huelga banearia. 

Que por todo ello y lo dictaminado por el Señor Procurador Fiscal en 
igual sentido; 

Resuelvo : 

Hacer lugar al presente recurso de amparo deducido por el señor Arturo 
E. Zurita, en representación de la Asociación Banearia — Regional Tucumán — ; 
en consecuencia, ordeno se deje sin electo la medida de intervención y toma de 
posesión del local y bienes de pertenencia de la recurrente. — Eduardo Lucio 
Valle jo. 

Sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones 

San Miguel de Tucumán, 5 de junio de 1959. 

Y vistos: El recurso de apelación deducido por el Señor Procurador Fiscal 
a fs. 26, contra la sentencia dictada de fs. 20 a 23, del presente recurso de ampa- 
ro interpuesto por la Asociación Banearia de Tucumán; y, 

Considerando : 

Que si bien la intervención dispuesta no se ha efectivizado, sino que fué 
demorada, según constancias de fs. 7/8, ello significa una situación que puede 
fundar la interposición del recurso, ya que para ello sólo se requiere una simple 
amenaza al goce de las garantías constitucionales. 

Que el Tribunal en el caso "Asociación Banearia de Salta" se ha pronun- 
ciado en un recurso análogo al que se juzga y cuyos fundamentos son aplicables 
al presente. En esa oportunidad el Tribunal dijo : 

Que el Juez Federal hace lugar al recurso declarando sin efecto la medida de 
intervención y toma de posesión del local y bienes de la recurrente; viniendo a 
conocimiento del Tribunal por apelación del Ministerio Fiscal. 

Que en virtud de lo resuelto por la Excma. Corte Suprema de Justicia de 
la Nación en Fallos: 239: 459 y a la doctrina allí establecida, la vía elegida e9 
correcta, correspondiendo que el Tribunal se pronuncie sobre el amparo solicitado. 

Que el Alto Tribunal en pronunciamiento sobre la materia objeto del 
presente, tiene expresado que el estado de sitio importa la suspensión de todas 
las garantías constitucionales, con las limitaciones que establece el art. 23 de la 
Constitución Nacional y sin perjuicio del funcionamiento de los tribunales de 
justicia en sus jurisdicciones correspondientes, siendo en principio facultad pri- 
vativa del Poder Ejecutivo apreciar lo referente a la necesidad adoptada en 
ejercicio de las facultades que le otorga el citado artículo de la Constitución, 
sin que obste a ello que se invoque la libertad de imprenta y de trabajo, desde 
que el estado de sitio importa la suspensión de las garantías constitucionales 
con las limitaciones expresadas (caso Diario "La Hora", 5 de octubre de 1956, 
Fallos: 236: 45). En reciente fallo el citado Tribunal en el caso de la Liga 
Argentina por los Derechos del Hombre, publicado en La Nación del 24/5/59, 
sostuvo que durante el estado de sitio se suspende el derecho de reunión y que 
las facultades del Poder Ejecutivo, durante el mismo, no están en principio 
sujetas a revisión del Poder Judicial, ya que los jueces sólo ejercen un control 
de razonabilidad en el ejercicio de tales facultades, y en cuanto respecta a la 
causa inmediata del estado de sitio — la situación de conmoción — y no a loa 
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motivos concretos que se tuvieron en vista para imponerlos, ya que la ley, en 
todo caso, no se fundó sólo en conflictos gremiales. 

En esa oportunidad el doctor Laplaza sostuvo que la suspensión de las 
garantías constitucionales referentes a los derechos individuales civiles y polí- 
ticos, debe entenderse en relación con la razonable necesidad de prevenir la 
emergencia que motivó la declaración del estado de sitio, agregando que el derecho 
de reunión no desaparece durante el estado de sitio, pero el Poder Ejecutivo 
dentro de la prudencia y discrecionalidad de que goza para aplicarlos, puede 
no autorizar una reunión pública que por sus proyecciones llegue a alterar el 
orden. Peor sería, termina, que el ejercicio de una facultad que nadie desconoce, 
detuviera o trasladara, de un punto a otro del país, a todos los participantes 
de la reunión. 

Conceptos análogos registra el fallo de la Sala en lo Criminal de la Cámara 
Federal de la Capital en el recurso de la Unión Metalúrgica, Diario La Prensa 
del 14/5/59. 

En el caso en examen las razones con que fundamenta el Poder Ejecutivo el 
decreto 4311/59 en el sentido de que "es indispensable evitar la acción de quie- 
nes, en pugna con la realidad nacional y los altos intereses del país, coartan 
la libertad de trabajo, realizando así actos calificados de ilegales. Que tales 
actos han llegado hasta hechos que atentan contra la seguridad del Estado me- 
diante la violencia que perjudica los bienes del Estado y la seguridad de las 
personas, etc", guardan estrecha similitud con las expresadas en el decreto 9764/ 
58 ratificado por la ley 14.774 y 14.785, en cuanto se alude al estado de conmo- 
ción pública que vive el país, a circunstancias de que particulares expresiones 
de la actividad gremial y sindical están afectando las bases mismas de la organi- 
zación democrática del país y los intereses económicos primordiales de la Na- 
ción, etc. 

Que rigiendo de pleno derecho las leyes citadas que implantaron el estado 
de sitio en todo el territorio del país, tal estado excepcional rige de pleno derecho 
y es de aplicación ipso i un;, por lo que su no invocación en el decreto 4311 
resulta sobre entendida, atento a los fundamentos que han servido de base a la 
resolución impugnada, aun cuando en casos similares se mencionó expresamente 
las facultades que acuerdan dicho estado, sin cuyo imperio, por otra parte, no 
pudo dictarse la medida que origina este recurso. 

Es indudable que frente a los fundamentos que originaron y mantienen el 
estado de sitio y a los actos que suspenden o restringen las garantías durante 
su vigencia, se impone una extrema ponderación y prudencia para decidir sobre 
la legitimidad de la restricción y la relación de causalidad con los motivos que 
mantienen tal remedio excepcional. 

Que del análisis de las circunstancias particulares debe surgir la razonabi- 
lidad y la legiti nidad de la restricción en base a lo arriba expuesto, para evitar 
excesos so pretexto de asegurar el orden y disciplina colectiva y el resguardo 
del imperio de la Constitución. 

Que en el presente caso, teniendo en cuenta lo antes expuesto y fundamentos 
del dictamen del Sr. Fiscal de Cámara, el Tribunal estima que el Poder Ejecutivo 
no se ha excedido de las facultades que le otorga el estado de sitio, al disponer 
la intervención de la Asociación Bancaria Seccional Tucumán. 

Por ello y de conformidad con lo manifestado por el Sr. Fiscal de Cámara, se 

Resuelve : 

Revocar la sentencia apelada de is. 20 a '2-\ de los presentes autos. -- Silo 
Lucero (en disidencia) — Julio Cr*ttr Abn-tfú -- Jorov Y. MiffwL 
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Disidencia del Sr. Vocal Presidente, Dr. Don Ni lo Lucero 
Y considerando: 

Planteado el recurso de amparo por la Asociación Ranearía de Tucumán 
contra el decreto 4311/59 del Poder Ejecutivo Nacional que dispone la inter- 
vención de dicha institución gremial, y fundado el mismo en el estado de vigencia 
que han concedido decisiones jurisprudenciales del más Alto Tribunal del país 
al invocado recurso como medio de defensa y protección de los derechos y garan- 
tías constitucionales, viene a esta Cámara en apelación, por iniciativa Fiscal, la 
sentencia del Sr. Juez Federal de Tucumán que admitiera la procedencia del 
recurso v declarara ilegal la medida de intervención (Corte Supr. Nac. : Fallos: 
239: 459 y 241: 291). 

Estas decisiones judiciales amplían el panorama del resguardo y seguridad 
de los derechos fundamentales de los habitantes, "protegiéndoles de toda restric- 
ción o amenaza ilegal o arbitraria contra los mismos por parte de los órganos 
estatales o de otros particulares" J. Linares Quintana, Tratado de la Ciencia 
y del Derecho Constitucional, t. V, p. 373. 

Constituyendo el recurso de amparo la defensa efectiva de la libertad en 
todos sus aspectos, como lo ha consagrado y garantiza nuestra Constitución 
Nacional, su protección se mantiene aún en las especiales situaciones de suspen- 
sión de las garantías constitucionales por la declaración del estado de sitio, ya 
que, como lo ha expresado nuestro Alto Tribunal, "el estado de sitio reconoce 
como finalidad suprema la defensa de la Constitución y de sus derechos y garan- 
tías" (Corto Supr. Xac: Fallos: 54 : 462; 157: 317)'. 

Solo cuando el acto de poder público declarando el estado de sitio se encuen- 
tra vinculado específicamente a la necesidad de restringir ciertos derechos o 
garantías éstos se suspenden o limitan y en función de los motivos que lo justi-* 
fican, expresamente declarados (R. Biklsa, Derecho Constitucional, p. 256 n 9 97). 

La aplicación de estos principios nos conduce a reconocer la procedencia 
del recurso de amparo al caso en examen, por cuanto se dan en el mismo las 
condiciones esenciales que requiere su reconocimiento y aceptación. 

La intervención a la Asociación Ranearía cuya legalidad se cuestiona, te- 
niendo su origen en un decreto del Poder Ejecutivo de la Nación, evidentemente 
vulnera disposiciones legales que expresamente prohiben toda ingerencia estatal 
en la dirección o administración de las asociaciones profesionales (art. 38, 
ley 14.455). 

Dichas disposiciones legales privan en nuestro orden constitucional sobre 
decisiones del poder administrador (art. 31, Constitución Nacional). 

La circunstancia de encontrarse el país en estado de sitio, tampoco justifica 
la medida objetada, si se considera eme el decreto impugnado no se encuentra 
motivado, ni expresamente vinculado a la disposición declarativa del estado de 
sitio, cuyas facultades no se invocan al disponer la intervención estatal del gre- 
mio afectado, medida no dirigida específicamente a restablecer el orden o la 
seguridad pública. 

Los conceptos de amparo se extienden aún a la simple inminencia o ame- 
naza, como en el presente caso, de restricción en el libre y legítimo ejercicio del 
derecho que goza la asociación gremial recurrente. 

Corresponde, en consecuencia, hacer lugar al recurso de amparo interpuesto 
por la entidad gremial intervenida, confirmando así la resolución recurrida. 

Por todo ello y oído el Sr. Fiscal de ('amara, se resuelve: Confirmar la 
sentencia recurrida. — Xilo Lucero. 
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Suprema ( 1 orte : 

Por íos fundamentos expuestos por la mayoría del tribunal 
a fs. 3Í) y sietes., y las razones concordantes del dictamen del Se- 
ñor Fiscal de Cámara ( fs. 30 S) corresponde, a mi juicio, confir- 
mar el auto apelado en cuanto pudo ser materia del recurso ex- 
traordinario. Buenos Aires, 17 de julio de VX) { .). — llamón Las- 
ca uo. 

FALLO DE LA CORTE SUPKEMA 

Buenos Aires, 23 de octubre de 19.")í). 

Vistos los autos: "Arturo Iv Zurita por la "Asociación Ban- 
caria" de Tucumán s amparo a la libertad y propiedad", en los 
que a fs. 47 se ha concedido e] recurso extraordinario contra la 
sentencia de la ('amara Federal de Apelaciones de Tucumán de 
fecha o de junio de 1909. 

Considerando : 

l p ) Que, seirún consta en autos, el Sr. Arturo Iv Zurita, Se- 
cretario (¡eneral de la Asociación Bancaria (Regional Tucumán) 
inició demanda de amparo contra el decreto 4311 .~>9 y las con- 
siguientes resoluciones expedidas por el Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, actos por medio de los cuales fue dispuesta 
la intervención administrativa de la entidad sindical que repre- 
senta, ('orno fundamentos de la acción interpuesta, invocó las 
disposiciones constitucionales atinentes a los derechos de propie- 
dad y de reunión, así como las normas contenidas en los arts. 31 
y 3b, inc. de la Ley Fundamental, y el derecho a la organiza- 
ción sindical libre v democrática reglamentado por la lev 14.4.V) 
(f>. 1). 

2°) ( L )ue la intervención formalmente decretada no lleuó a 
hacerse electiva, en razón de que la autoridad administrativa es- 
timó prudente "demorar hasta nueva orden" la loma de posesión 
del interventor designado, con motivo de la resistencia que en >u 
oportunidad opusieron los dirigentes de la Asociación deman- 
dante ( fs. 7 8). 

3°) ( c )ue el Sr. Juez de» Primera Instancia concedió el amparo 
peticionado y, en consecuencia, ordenó se dejara sin efecto "la 
medida de intervención y toma de posesión del local y bienes do 
pertenencia de la recurrente" ( fs. JO i'3). 

4°) ( t )ue habiendo sido revocada esa -entencia por el tribu- 
nal a quo (fs. 39 43), el actor interpuso recurro extraordinario 
(fs. 45 4(i), que le fué concedido ( t's. 47). 
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5 9 ) Que, habida cuenta de la naturaleza del derecho invocado 
y de la inexistencia de vía procesal apta para tutelarlo, el remedio 
excepcional de amparo utilizado en autos es formalmente pro- 
cedente. Ello es así, además: a) porque la cuestión suscitada re- 
sulta ser do puro derecho, toda voz que, según lo acreditan los 
informes remitidos por el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, no media discrepancia alguna en cuanto a los hechos an- 
teriormente descritos; b) porque la ley 14.455, luego de señalar 
cuáles son los medios de control reconocidos a la autoridad de 
aplicación (arts. 34, 35 y 36), dispone que contra la aplicación 
de ellas habrá recurso directo de apelación ante la Cámara Na- 
cional do Apelaciones del Trabajo de la Capital Federal (arts. 
37), y esta posibilidad de inmediata protección judicial para los 
supuestos en que se utilicen medios legales supone una plena jus- 
tificación del amparo respecto de casos, como el presente, en que 
el actor sostiene haber sido víctima del empleo de un medio de 
control proscripto por la ley. 

6 P ) Que a la conclusión admitida en el considerando ante- 
rior no obsta el hecho de que la intervención cuestionada no haya 
llegado a materializarse, por cuanto los actos administrativos ya 
producidos constituyen una amenaza de lesión, cierta, actual e 
inminente, cuya entidad justifica el reclamo de tutela judicial 
promovido. 

7 9 ) Que, en cuanto al fondo del asunto, cabe señalar que, si 
bien es cierto, que el derecho a la organización sindical libre y 
democrática — incluido en el art. 14 de la Constitución Nacional 
por la reforma de 1957 — no tiene carácter absoluto y, a semejanza 
de los demás derechos humanos, se encuentra sujeto a los dispo- 
siciones legales que reglamenten su ejercicio, también lo es que 
la pertinente ley reglamentaria ha sido sancionada por el Congreso 
bajo ol 14.455, y que, en circunstancias normales, la autoridad ad- 
ministrativa debe subordinar a esa ley el ejercicio de sus potesta- 
des relativas al control de las actividades sindicales, sin que en 
ninguna hipótesis la sea dado desconocer las limitaciones o pro- 
hibiciones impuestas por el legislador. 

8 9 ) Que esa necesaria subordinación no ha sido observada 
en ol caso. Kn efecto, ol acto administrativo contra el que apa- 
rece deducida la acción do amparo — intervención a la Asociación 
Bancaria, Regional Tueumán — es uno de aquellos que ha sido 
vedado a la Administración pública de manera expresa, en res- 
guardo, justamente, del derecho a la organización sindical libre 
y democrática sobre el que versa la contienda judicial. Así resul- 
ta del texto de la citada ley 14.455, según ol cual, de entre los 
diversos medios de control utilizables en la materia snb examine, 
está expresamente excluido el que origina las presentes actuacio- 
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nes. El art. .'58 no deja dudas al respecto: "En ningún caso la 
autoridad de aplicación podrá intervenir en la dirección o admi- 
nistración de las asociaciones profesionales a que se refiere esta 
ley". Trátase, pues, de una prohibición literal y categórica, cuyo 
alcance general es palmario y debe hacerse extensivo a toda auto- 
ridad administrativa. 

!> () ) Que, conforme a lo expuesto, tanto el decreto 4:511/59 
como las resoluciones que el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social emitió en su consecuencia, tienen el carácter de actos admi- 
nistrativos manifiestamente ilegales de los que ha derivado una 
ilegítima restricción del derecho que los actores alegan. Por con- 
siguiente, la tutela judicial que se pide debe ser otorgada sin 
demora, a fin de que "la garantía constitucional invocada sea 
restablecida en su integridad" (Eallos; '2:$í): 40!)). 

10 9 ) Que la cuestión examinada sería distinta si la autori- 
dad administrativa hubiera actuado, en la especie, valiéndose 1 de 
las potestades particularmente acrecidas (pie surgen del estado 
de sitio, (Mi concordancia con una restricción sustancial impuesta 
a los derechos de la naturaleza del que aquí se debate, justificada 
por la necesidad de asegurar la preservación del Estado demo- 
crático ante las amena/as de la conmoción interior o el ataque 
exterior. Pero para que esto ocurriera, es decir, para que fuera 
aplicable la doctrina inherente al art. 23 do la Constitución Na- 
cional, sería preciso (pie el Poder Ejecutivo hubiera manifestado 
expresamente la voluntad de ejercer las restricciones que de ese 
precepto emanan. 

En efecto, tratándose de situaciones como la que aquí se 
juzga, la opción pertenece siempre a la autoridad administrativa 
y la forma en que la resuelva determina el régimen jurídico apli- 
cable, bajo control judicial de í'azonabilidad. Así, cuando esa 
autoridad, durante el estado de sitio, declina el uso de sus facul- 
tades excepcionales o simplemente si» abstiene de usarlas, man- 
tienen viifen 'ia los principios y normas comunes, propios de cir- 
cunstancias normales. ( 1 on arreglo a esta premisa, la solución 
del sub lile no parece dudosa, ya (pie de las constancias agregadas 
a la causa se desprende que el Poder Ejecutivo, que indudable- 
mente pudo haber ejercido las potestades del art. l\ M >, se abstuvo 
de hacerlo. 

11°) <¿iu\ por tanto, en lo que al caso interesa, está claro 
que el Poder Ejecutivo, habiéndose abstenido de utilizar las atri- 
buciones del art. -.'5, manifestó la decisión de someter sus actos 
al régimen ordinario de la ley 14.4")."), luego de lo cual incurrió 
en la manifiesta ilegitimidad consistente en desconocer la prohi- 
bición que esa ley establece en su art. .*>S. En tales condiciones, 
el amparo debe ser concedido. 
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Por olio, habiendo dictaminado ol Señor Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 39/43. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Luis María 
Boffi Boggero — Julio Otha- 
xakte. 



,S.R.L. EL HOGAR 

BECl'RtiO EXT RAORDIS ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

Decidir si las sanciones que las autoridades administrativas de la Provincia 
de Mendoza pueden aplicar de acuerdo con la ley 2285 sobre usura — cuyo 
art. "h" hace suyas las establecidas por el art. O 9 de la ley 12.830 — , son 
apelables ante la justicia federal, o si deben estimarse sujetas a las reglas 
generales de procedimientos videntes en la provincia, es cuestión procesal 
vinculada exclusivamente a la inteligencia de las respectivas normas locales, 
y, por ello, ajena a la esfera del recurso extraordinario. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte: 

La resolución apelada decide una cuestión de carácter proce- 
sal que, por su naturaleza, es irrevisible en la instancia de 
excepción. 

El recurso extraordinario es por tanto improcedente y ha 
sido nial acordado a fs. 11 vta. Así correspondería declararlo. 
Buenos Aires, 14 de agosto de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "El Hogar S.R.L. s./ recurso de hecho", 
en los que a fs. 11 vta. se ha concedido el recurso extraordinario 
contra la sentencia del Juez Federal de Mendoza de fecha 5 de 
mayo de 1958. 

( 'onsiderando : 

Que el Interventor Federal en la Provincia de Mendoza, por 
decreto 3751 57, aplicó a la sociedad de responsabilidad limitada 
"El Hogar" una mulla de $ 100.000 m u. en ejercicio de las 
facultades que le confiere la ley 2285 sobre represión de la usura, 
cuyo art. I 9 acogí» — haciéndolas suyas — las sanciones establecí- 
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das por el art. (>° de la ley U.S:;i}. La calidad sancionada apeló 
de dicha resolución solicitando se elevaran las actuaciones al Juz- 
gado Federal, al que estimó competente para conocer del asunto 
por vía de recurso y ello dio motivo al decreto óbiM) 07, que dene- 
gó la petición. Interpuesto el correspondiente recurso de queja 
por apelación denegada ante el Sr. Juez Federal de Mendoza, 
este magistrado lo declaró improcedente. Sostuvo que la ley 
subordina la materia litigiosa, esto es, la posibilidad de recurrir 
contra las sanciones impuestas por la autoridad administrativa, 
a la reglamentación que al respecto emita el Poder Fjecutivo 
local. Por consiguiente, añadió, no habiéndose dictado aun las 
normas pertinentes, u son de aplicación las formas generales de 
procedimiento que reglamentan la forma de cuestionar la validez 
de los decretos del Poder Ejecutivo de la Provincia" (fs. (j y vta.). 

Que, contra esa sentencia, la interesada dedujo recurso extra- 
ordinario de apelación en los términos de la ley 4S (fs. S 11). 
Adujo que, habida cuenta de que la ley li-JSó acoge las sanciones 
de la ley 12.S30, 4 'cae de su peso que ha querido otorgarse a los 
sancionados la garantía del Juzgado Nacional en Segunda Ins- 
tancia, como contralor imparcial y eficaz", conforme a lo esta- 
tuido por las leyes 12.KÍW y 13.í)()(i. V, complementariamente, 
invocó también los arts. 1(5, 1 S y :>1 de la Constitución Nacional 
en cuyo desconocimiento, dijo, incurrí 1 la sentencia apelada. 

Que, según se desprende de lo expuesto, la cuestión plantea- 
da en la especie versa sobre el carácter que cabe asignar, respecto 
de su apelabilidad, a las sanciones que las autoridades adminis- 
trativas de la Provincia de Mendoza se hallan habilitadas para 
aplicar a particulares de acuerdo con lo preseripto por el art. I 9 
de la ley l^iSÓ. Xo parece dudoso, pues, que dicha cuestión, con- 
sistente en decidir si las referidas sanciones son apelables ante 
la justicia federal — como lo pretende el recurrente — o si deben 
estimarse sujetas a las reglas generales de procedimiento vigen- 
tes en la Provincia de Mendoza — como lo resuelve el juez a quo — , 
es típicamente procesal y aparece vinculada, de manera exclusiva, 
a la inteligencia de las respectivas normas locales. Pronunciarse 
acerca de si con éstas 4 4 ha querido otorgarse a los sancionados 
la garantía de la intervención del Juzgado Nacional en Segunda 
Instancia", es asunto (pie, por su índole, resulta indudablemente 
ajeno a la esfera del recurso extraordinario. 

Va\ su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
(ieneral, se declara improcedente el recurso concedido a fs. 11 vta. 

Bkn.iam íx Viu.koas Basavm.kaso — 
Akistóhu.o I). Ai:Áoz ni-: La.ma- 

DIMD Jl LlO ( h'IIANAIITK. 
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JAIME SALZMANN 

RECURSO EXTRAORDIXARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

La resolución que declara improcedente un recurso para ante el tribunal 
de la causa, en razón de versar sobre cuestiones de índole procesal, no es, 
en principio, susceptible de recurso extraordinario. Ello es incuestionable, 
sobre todo, cuando l;i denegatoria se basa en la circunstancia de bailarse 
fin ne el auto contra el (pie se intentó el recurso, punto éste (pie — siendo 
irrevisible por la Corte— es ajeno a la instancia de excepción. 
En consecuencia, no procede el recurso extraordinario interpuesto, con fun- 
damento en los arts. 14, 17 y lí) de la Constitución Nacional, contra la sen- 
tencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo que, estimando 
consentida por el recurrente la resolución condenatoria del Director de Poli- 
cía del Trabajo, desestimó los recursos de nulidad y apelación deducidos 
respecto de la última. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

En su pronunciamiento de fs. 37 el a quo se ha limitado a 
desestimar por extemporánea la nulidad promovida, a fs. 32, 
en razón de considerar consentida y, por lo tanto, firme la deci- 
sión que corre a fs. 8. 

En tales condiciones, lo resuelto por la sentencia apelada 
resulta ajeno a la instancia de excepción; y, por otra parte, nin- 
guna de las cuestiones de carácter federal sobre cuya base inten- 
ta el recurrente la apertura de dicha instancia, ha sido objeto 
de oportuno planteamiento. 

En consecuencia, pienso que el recurso extraordinario dedu- 
cido a fs. 41 es improcedente y ha sido mal concedido a fs. 46 vta. 
Buenos Aires, l p de diciembre de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Salzmann, Jaime s./ recurso por apela- 
ción denegada", en los que a fs. 46 vta. se ha concedido el recurso 
extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo de fecha 17 de octubre de 1958. 

Considerando : 

Que, contra la resolución de fs. 8, emanada del Sr. Director 
de Policía del Trabajo, que impuso a D. Jaime Salzmann, en su 
carácter de presidente del directorio de "Salzmann Medias Pa- 
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rís, S.A.(!. e f.'\ pena de mulla con arreglo a lo proscripto por 
el decreto-ley 21 .877/44 (ratificado por la ley r_\!)'_M), se inter- 
pusieron recursos de nulidad y apelación para ante la ('amara 
Nacional de Apelaciones del Trabajo de la Capital Federal, soli- 
citándose, además, se; requiriera la remisión de determinadas 
pruebas ( fs. IV2/IU.). 

Que el tribunal a quo, haciendo mérito de lo dispuesto por 
el art. (i v de la ley 11.570 y el art. lí), inc. c), del decreto-ley l)±:U7/ 
44 (ley 12.í)48), desestimó los recursos interpuestos. Sostuvo 
que el recurrente había consentido la resolución administrativa 
de que fue objeto, al no usar en término los remedios procesales 
pertinentes (fs. 37). 

Que, agraviándose de tal decisión, el interesado dedujo re- 
curso extraordinario de apelación (ts. 41 4(i), fundándolo en la 
alegada violación de los arts. 14, 17 y 15) de la Constitución 
Nacional. 

Que, conforme a reiterada jurisprudencia, la resolución que 
declara improcedente un recurso para ante el tribunal de la cau- 
sa, en ra/xm de versar sobre cuestiones de índole procesal, es, en 
principio, insusceptible de recurso extraordinario (Fallos: 241: 
92; 242: 221 y otros). Ello ha de considerarse particularmente 
incuestionable, sobre todo, cuando la denegatoria se base en la 
circunstancia de hallarse firme el auto contra el que se intentó 
el recurso, punto éste que — dado su carácter de irrevisible por 
la Corte Suprema — es ajeno a la instancia de excepción (Fallos: 
240: 120 y los allí citados). 

Que, por lo demás, cabe agregar que, en atención a las moda- 
lidades del caso, el planteamiento de la cuestión federal, que apa- 
rece introducida en el escrito de interposición del recurso extra- 
ordinario, adolece» de extemporaneidad. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se declara improcedente el recurso concedido a fs. 4(¡ vta. 

Benjamín" Yilleoas Basavilraso — 

AuiSTÓKrLO ]). AlíAOZ 1>K Lama- 

drid — Jruo Oyiiaxahte. 



NACION AKGRNTINTA v. SALOMON KOITMAN 

EXPROPIACION: Indemnización. Determinación del valor real, (¿cnendidades. 

Correspondo confirmar la sentencia apelada si las consideraciones formula- 
das por el Fisco actor en las instancias anteriores, fueron atentamente xa- 
minadas y desestimadas, con fundamentos suficientes, por el juez y la 
cámara. 
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HECrHSO OIWISMUO DE APELA CIO.X : Tercera instancia. Juicios en qae 
fu Sacian es parte. 

No procodo ol recurso ordinario do apelación deducido por el expropiado, 

limitado a la admisión por la sentencia del coeficiente de disponibilidad, 

si la diferencia pretendida no alcanza al límite establecido en el art. 24, 
inc. t¡'>, ap. a), del decreto-ley 12S5/58 (ley ]4.467). 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION: Tercera instancia. Generalidades. 

Es improcedente el recurso ordinario de apelación deducido por el letrado 
patrocinante del expropiado en cuanto a la estimación de los honorarios 
reculados, si no lia determinado el monto de su asrravio, a fin de establecer 
si él alcanza al límite establecido en el art. 24, inc. 6*, ap. a), del decreto- 
ley 1285/58 (ley 14.4(57). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buonos Aires, 28 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Gobierno de la Xaeión c. / Roitman, Salo- 
món s. expropiación", en los que a fs. 280 vta. so lian concedido 
los recursos ordinarios de apelación contra la sentencia de la 
Cámara Federal de Apelaciones de Córdoba de fecha 31 de di- 
ciembre de 1938. 

Considerando : 

Que de las circunstancias de la causa resulta que el Procu- 
rador Fiscal ante el Juzgado Federal de Córdoba dedujo demanda 
de expropiación concerniente al inmueble situado en Avda. Gral. 
Paz n p 273/77 Je dicha ciudad, con superficie de 5í)(i,8940 nr y que 
figura como parcela n p 2 del plano General de Catastro de la 
Municipalidad local. Con la demanda manifestó haber depositado 
el monto asignado al inmueble para la Contribución Territorial 
acrecido en un 30% (ley 13.264, art. 13), es decir, la suma de 
$ 320.094,82 m n., por cuyo importe solicitó que se declarara trans- 
ferido el dominio en favor deja Nación (fs. l.Vlfi). El deman- 
dado, después de señalar que en realidad la suma depositada alcan- 
zaba sólo a $ 302.441,64 ni n. y de manifestar que no estaba con- 
forme con la cifra fijada por el actor como indemnización (fs. 27/ 
28), contestó la demanda allanándose a la expropiación, pero re- 
clamó como indemnización la suma de $ ()()3. 778,40 m/n. por la 
tierra y sus mejoras, con más sus intereses y costas; y pidió que 
asimismo se declarara que dicho importe no estaba sujeto al pago 
de g-anancias eventuales (fs. 102 104). 

Producida prueba por ambas partes, el tribunal requirió dic- 
tamen del Tribunal de Tasaciones, el cual, por mayoría de votos, 
fijó el valor del terreno en la suma de $ f)03. 428,9(5 m n., aconse- 
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jado por la Sala respectiva (l's. -juíí): por unanimidad, con la 
sola divergencia del representante del expropiado, estimó las 
mejoras en * i:>7.SKS ( f>. i>ll), también de conformidad con el 
dictamen de la Sala: y aplicó una deducción del 7 < '< en concepto 
de coeficiente de disponibilidad, con lo que, en definitiva, avaluó 
el monto total de la indemnización en í (il 0.0^4,77 m n., sin consi- 
derar indomni/ación por ningún otro concepto (l's. '2:\:\). La sen- 
tencia de primera instancia aceptó el dictamen del Tribunal de 
Tasaciones en cuanto al valor del terreno, fijó en * ll'O.onn m n. 
ol de las mejoras y redujo el total en un 7) % en concepto de dis- 
ponibilidad, esto es, estableció la indemnización total en pesos 
'y\Vl:17u¿ü m n., con intereses y costas ( fs. :>4:i 27ñ). Apelada 
esta sentencia por ambas partes, la Támara la modificó sólo en 
cuanto a la estimación de las mejoras, la cual, por apreciaciones 
vinculadas con circunstancias de hecho de la ciudad de Córdoba, 
se estableció en la misma suma aconsejada por el Tribunal de 
Tasaciones. Reconoció asimismo que la deducción por disponi- 
bilidad no correspondía, de acuerdo con la última jurisprudencia 
de esta Corto Suprema, pero — añadió — "habiendo el represen- 
tante del demandado en la sesión plenaria del T. de Tasaciones 
(fs. aceptado la deducción, el 7 r /c por el concepto (pesos 

46729:!, I** m n.), es este el (pie, en consecuencia, debe fijarse", 
modificándose también la indemnización a pagar en la cantidad 
de $ (iir).()lM,77 m n., con intereses y costas (fs. 27")/'J77). 

Contra esta sentencia han deducido recurso ordinario de ape- 
lación ambas partes y el letrado patrocinante del expropiado en 
cuanto al monto regulado de sus honorarios. 

Con respecto a la apelación del actor, el Señor Procurador 
General, en representación de aquél, dio por reproducidas las 
consideraciones hechas valer por el Ministerio Público en las 
instancias anteriores. Ahora bien, esas consideraciones fueron 
atentamente examinadas en las dos sentencias y, con fundamentos 
suficientes, desestimadas, por lo que corresponde mantener en 
este respecto el fallo recurrido. 

En cuanto a la apelación del demandado, reducida a la admi- 
sión en la sentencia del coeficiente de disponibilidad, es manifiesto 
que ella no procede por no alcanzar la diferencia pretendida al 
límite establecido en el art. :]4, inc. (5°, ap. a), del decreto-ley 
1287) 7)8 (ley 14.4(57). Lo mismo corresponde decidir con relación 
al recurso del letrado patrocinante del demandado, ya que, como 
señala el Señor Procurador (Jeneral, incumbía al interesado de- 
terminar el monto de su agravio a fin de establecer si él alcan- 
zaba a dicho límite legal, lo que no ha hecho. 

Por ello, se confirma la sentcneV. apelada en todo cuanto 
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ha sido objeto de los recursos deducidos. Costas de esta instan- 
cia por su orden. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ajustóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Luis María Boffi Bogge- 
ro. 



HECTOR YAN1NETTI 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Fts cuestión de orden procesal y local, ajena al recurso extraordinario, la 
relativa a decidir si, fallecido el defensor del procesado, corresponde aplicar 
el art. 203, inc. 6?, de la ley 5177 de la Provincia de Buenos Aires (rela- 
tivo al cese de la representación por muerte o inhabilidad del apoderado o 
procurador) o si, por el contrario, procede la inmediata sustitución por el 
Defensor de Pobres, con arreglo a disposiciones referentes a los procesados 
que gozan de los beneficios de la excarcelación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Nor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 18. 

El art. 18 de la Constitución Nacional no guarda relación inmediata y directa 
con lo decidido en la sentencia según la cual, tratándose de procesados que 
gozan de los beneficios de la excarcelación, corresponde la inmediata susti- 
tución del defensor particular fallecido por el Defensor de Pobres, si el 
encausado, que gozaba de aquellos beneficios, tuvo oportunidad de estar en 
juicio mediante la representación del letrado que libremente eligió mientras 
el proceso se hallaba aún en primera instancia; y, además, porque de los 
agravios expuestos no surge en qué habría consistido concretamente la pri- 
vación efectiva ocasionada a la defensa ni las pruebas de que el recurrente 
no pudo valerse a raíz del trámite impreso a la causa. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

La intervención en 2da. instancia del letrado designado por 
el recurrente purga, a mi juicio, la irregularidad que podría 
resultar de la designación de defensor de oficio en la primera 
etapa del proceso. 

Ha tenido, pues, el apelante oportunidad para hacer valer 
ante el tribunal las defensas que ha estimado convenientes (v. 
escrito de fs. 58). Si a ello se agrega que no ha demostrado que 
la mencionada irregularidad le haya privado de ofrecer alguna 
prueba decisiva en la estación correspondiente (Fallos: 235: 768), 
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estimo que debe concluirse que no lia existido la violación del 
derecho de defensa en juicio, que sustente el présenle recurso 
extraordinario, el (pie corresponde, pues, declarar improcedente 
y, en consecuencia, mal concedido a l's. 82 vta. Kuenos Aires, f> 
de noviembre de VX)S. — ¡{anión Ijiscauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de lllóí). 

Vistos los autos: "Vaninetti, Héctor s. usurpación de pro- 
piedad", en los que a fs. SI se ha concedido el recurso extra- 
ordinario contra la sentencia de la ('amara de Apelación en lo 
Penal de Bahía Blanca de fecha 28 de marzo de líl.~)8 

( 1 onsiderando : 

Que, contra la sentencia obrante a fs. (>.") /(>}), confirmatoria de 
la de primera instancia (fs. 4Í> ól), que condena al procesado a la 
pena de tres meses de» prisión en suspenso como autor respon- 
sable del delito de usurpación de propiedad, se interpuso recurso 
extraordinario de apelación (fs. 7f) 7í)), el que ha sido concedido 
(fs. 81/8:?). 

Que el apelante funda su impugnación en la circunstancia de 
(pie hacia el mes de noviembre de 1Í).V), hallándose pendiente de 
apelación el recurso deducido contra el auto de procesamiento 
(fs. .T2 y .'?-!■/&")), falleció el defensor particular interviniento en 
la causa, hecho del que no tuvo conocimiento el procesado, cuyo 
derecho de defensa fué desconocido, por cuanto, sin dársele noti- 
cia alguna, se confirió traslado de la acusación al Sr. Defensor 
Oficial, quien actuó en el juicio hasta (pie se dictó el fallo conde- 
natorio de primera instancia. Sostiene (pie tal procedimiento 
implicó violación de lo preceptuado por el art. 2(K?, inc. f) 9 , de la 
ley 5177 de la Provincia de Buenos Aires, serrín el cual: kk La 
representación do los apoderados cesa... por muerte o inhabili- 
dad del apoderado o procurador. Ocurrida la inhabilitación o el 
fallecimiento del apoderado, se suspenderá la tramitación del jui- 
cio y el juez fijará al mandante un término para (pie comparezca 
por sí o por nuevo apoderado y constituya domicilio, citándolo 
en la forma propuesta en el inciso anterior. Vencido el plazo 
fijado sin que el mandante satisfaga el requerimiento, se conti- 
nuará el juicio en rebeldía". Añade que, en razón de haberse 
prescindido de la norma procesal transcripta, ha mediado res- 
tricción sustancial de la garantía de defensa en juicio a (pie se 
refiere el art. 18 de la Constitución Nacional. 

Que, sin duda alguna, es de orden procesal y local la cuestión 
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rotativa a si en la ospocio debió aplicarse el precepto que el recu- 
rrente invoca o si, por el contrario, como lo sostiene el tribunal 
a <]Uo, el procedimiento observado en autos fué le^al, con arrollo 
a disposiciones sem'iu las cuales, tratándose do procesados que 
¡rozan de los beneficios de la excarcelación, correspondo la inme- 
diata sustitución del defensor particular fallecido por el Defensor 
do Pobres. Dicha cuestión, por tanlo, resulta ajena a la esfera del 
recurso extraordinario y no autoriza a esta Corte para (Mitrar al 
examen del pronunciamiento do fs. (>."> (¡!), cuya arbitrariedad no 
lia sido alegada. 

(¿uo, por lo domas, el art. 18 de la Ley Fundamental no guar- 
da relación inmediata y directa con lo decidido en la causa, cuyas 
modalidades difieren sustancialmente de las consideradas en el 
procedente de Fallos: 237: l.")S. Filo es así, ante todo, porque el 
procesado, a quien se» concedió excarcelación bajo caución jura- 
toria el 22 de setiembre 1 de líí.V) (fs. 2 vta. del expediente agre- 
gado por cuerda), tuvo oportunidad de estar en juicio, mediante 
la representación del defensor particular que libremente eligió, 
a partir del escrito de fs. .")4, presentado cuando el proceso se 
hallaba aun en primera instancia. Y, ademas, porque de los agra- 
vios expuestos no surge en qué habría consistido concretamente 
la privación efectiva ocasionada a la defensa ni las pruebas de 
que el recurrente -no pudo valerse a raíz del trámite impreso a 
la causa (Fallos: 2:*!> : .'«7; 242: 124 y 411). 

Fn su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
(ieneral, se declara improcedente el recurso concedido a fs. 81/83. 

Bknmamíx Villeoas Basayilbaso — 
Akistórulo O. Aráoz de Lama- 
dhii> — Luis María Bokfi Boogk- 
ko — Julio Oyhaxarte. 



S. A. LIMETAS y Otras v. PROVINCIA dk RUENOS AIRES 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional Competencia ori- 
ginaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La incompetencia de la jurisdicción originaria de la Corto Suprema debe 
ser declarada de oficio, en cualquier estado de la causa. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional Competencia ori- 
(finaria de la ( , ortc Suprema. Causas en que es parte una provincia. Causas 
civiles. Cansas que versan sobre no rutas locales ff actos de las autoridades provin- 
ciales re ff i dos por aquéllas. 

En cuanto las provincias conservan todo el poder no delegado al gobierno 
federal, dictan sus leyes de impuestos y fijan los procedimientos para hacer- 
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los efectivos, ejercitan atriluiciones que escapan a la revisión directa de la 
Corle Suprema. Kn electo, en tales casos, las acciones a que pueda haber luirnr 
deben iniciarse ante los propios magistrados provinciales, sin perjuicio do 
que, en ol supuesto de violarse derechos y <rarantías constitucionales, pueda 
recurrirse ante dicho Tribunal, por vía de la apelación extraordinaria, res- 
pecto de la sentencia final de los jueces locales. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Competencia ori- 
ginaria dr la Corte Suprema. Causas en que es parte una provincia. Causas 
civiles. Causan que versan sobre normas ¡ocales 1/ actos de las autoridades provin- 
ciales regidos por aquéllas. 

La restricción a la competencia originaria de la Corte Suprema, cuando se 
debaten cuestiones de índole local de la competencia exclusiva de los jueces 
provinciales, acontece no sólo en los supuestos en (pie ha mediado prórroga 
voluntaria de jurisdicción. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA; Competencia nacional. Competencia ori- 
ginaria de la Corte Suprema. Causas en que es parte una provincia. Causas 
civiles. Causas que versan sobre normas locales u actos de las autoridades pro- 
vinciales regidos por aquéllas. 

Las demandas que persiguen la anulación de actos cumplidos por jueces o 
tribunales provinciales, en ejercicio de la jurisdicción que las leyes locales 
les acuerdan, son ajenas a la competencia originaria de la Corte Suprema. 
Tal ocurre con la promovida a la Provincia de Buenos Aires para (pie, decla- 
rándose la nulidad de los autos de embargo de títulos y remate de los misinos, 
dictados en el apremio sobre cobro de impuestos de la ley provincial 
se condene a su restitución. Kilo es así, tanto más si la demanda comprende 
puntos de naturaleza procesal local, como son los atinentes al incumplimiento 
de lo dispuesto en el art. W2 del Código de Procedimientos de la Provincia 
mencionada y a la impugnación a la capacidad con que actuó el Fiscal 
de Estado. 
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Suprema Corto : 

La prosonto causa os do naturaleza civil porque la acción 
intentada contra la Provincia do Buenos Aires se funda en dispo- 
siciones do derecho común. 

Kn consecuencia, estando acreditado (fs. 31, 3."> y :\7) que 
las sociedades aetoras se domicilian en el extranjero, opino que 
corresponde declarar procedente la jurisdicción originaria. 

Kn cuanto al impuesto de justicia, y para expedirme sobro 
ose punto, solicito se lihre oficio al Sr. Juez a cargo del Juzgado 
n 9 10 de Primera Instancia en lo Civil y Comercial del departa- 
mento Capital de la Provincia de Buenos Aires, Secretaría n° 8, 
para que informo por qué valor fueron adjudicados los títulos al 
Fisco de la Provincia en ol juicio (pie por apremio éste promovió 
a TJomborir, Luis Kmilio, María Oonzalo del Corazón de .le<ús v 
otros. Buenos Aires, de noviembre do 19ÓS. — fítimthi La^cum. 
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FALLO I)K LA COKTK SITRKMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Limetas S. A. C. y F. ; Los Manantiales 
S. A.; Camoatí S. A. y La Cautiva ¡S. A. c. / Buenos Aires, la Pro- 
vincia s./ restitución de títulos M . 

Y considerando : 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte la 
incompetencia de su jurisdicción originaria debe ser declarada de 
oficio, en cualquier estado de la causa — Fallos: 207: 139 y sus 
citas — . 

Que igualmente se ha resuelto que la circunstancia de que 
en instancia originaria de esta Corte se persiga la anulación de 
actos cumplidos por jueces o tribunales provinciales, en ejercicio 
de la jurisdicción que las leyes locales les acuerdan, obsta a la 
competencia de este Tribunal. Porque, como se ha dicho en oca- 
sión reciente, en cuanto las provincias conservan todo el poder no 
delegado al gobierno federal, dictan sus leyes de impuestos, y 
fijan los procedimientos para hacerlos efectivos, ejercitan atri- 
buciones que escapan a la revisión directa de esta Corte. 

Que resulta, en efecto, concorde con el sistema federal de 
gobierno y la autonomía de las autoridades que las provincias se 
han dado, que en casos tales, las acciones a que pueda haber lugar 
se inicien ante los propios magistrados de las provincias. Y que 
la necesaria intervención de esta Corte, en salvaguardia de los 
derechos y garantías constitucionales, se limite a la que pueda 
haber lugar por vía del recurso extraordinario respecto de la 
sentencia final de los jueces de provincia entendiendo por vía del 
juicio ordinario de amplio conocimiento. 

Y esta restricción acontece no sólo en los supuestos en que 
ha mediado prórroga voluntaria de jurisdicción como así se lo 
dejó establecido en el precedente transcripto en Fallos: 240: 210 
y los que allí se citan. 

Que toda vez que la presente causa persigue que se declare 
la nulidad manifiesta y absoluta del auto en que se decretó el 
embargo de los títulos, del que ordenó su remate y trámites ulte- 
riores y se condene, en consecuencia, a restituirlos a los actores, 
la aplicación al caso de la jurisprudencia mencionada es proce- 
dente. Confr. demanda de fs. 39, a fs. 47 y siguientes. 

Que por lo demás del escrito que antecede, en cuanto arguye 
la improcedencia del arraigo por razón de la existencia anterior 
de los procedimientos provinciales impugnados confirma las con- 
clusiones precedentes. 
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Que por último debo todavía advertirse que la demanda com- 
prende cuestiones de naturaleza procesal local lo que basta igual- 
mente para excluir la causa de la jurisdicción originaria de esta 
Corte. Tales son las atinentes al incumplimiento de lo dispuesto 
en el art. 462 del Código de Procedimientos de la provincia, cuya 
omisión, se afirma, dejó expedita la vía para la acción de nulidad 
y lo mismo puede decidirse de la impugnación a la capacidad con 
que actuó el Fiscal de Estado de la Provincia — Confr. Fallos: 
240 : 210 y sus citas—. 

Por ello se declara que la presente causa no es de la com- 
petencia originaria del Tribunal. Sin costas atenta la natura- 
leza de las cuestiones decididas y la forma del pronunciamiento. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Araoz de Lama- 
ro — Julio Oyhanarte. 



CLAUDIO ANDRES CARRIL v. OBDULIA VIDAL de PARRA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
t iones federales simples. Interpretación de otras myrm-as y actos federales. 

No existe transgresión al art. 109 del Reglamento para la Justicia Nacional 
cuando, en la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones y demás 
actuaciones de la causa, se ha dejado constancia que uno de sus miembros 
no suscribe el fallo por haber intervenido como juez en primera instancia i 1 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. 

Es improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en el art. 109 del 
Reglamento para la Justicia Nacional, si la intervención de un miembro de 
la Cámara Nacional de Apelaciones ha sido consentida en la causa y, en 
cualquier caso, su habilidad para conocer en los autos, en razón de haber 
actuado como juez en la ejecución ofrecida como prueba, no constituye cues- 
tión federal que sustente la apelación. 



ERNESTO ALFREDO GOHLIER 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. 

La sentencia dictada por el voto concordante de dos jueces do la Sala de 
una Cámara Nacional de Apelaciones, en los términos del art. 109 del Regla- 
mento para la Justicia Nacional, es válida. Este precepto, en efecto, se 
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ajusta n lo dispuesto por los arts. 27 de la ley 13.998 y 2(¡ del decreto-ley 
128o/óS, y su impugnación constitucional no constituye cuestión substancial 
bastante para el otorgamiento de la apelación extraordinaria ( l ). 

RECURSO E XTRA ORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas // artos comunes. 

La sentencia de la Cámara que, por razones de hecho y de derecho común 
suficientes para sustentarla, revoca la del interior y condena al recurrente 
por el delito de usurpación, es insusceptible de recurso extraordinario con 
^fundamento en los arts. 14 y 18 de la Constitución Nacional, no mediando 
arbitrariedad. 



AQUILINO DOMINGO MORADO v. ARTl'RO ASCIIEK KITSCHER 

RECURSO EX IRA O R DI NA RIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I m procedencia del recurso. 

La sentencia (pie, con fundamento explícito en el sistema normativo vidente, 
admite la excepción de falta de acción opuesta y, en consecuencia, rechaza la 
demanda sobre rescisión de contrato, cualquiera fuere su acierto o error, 
es insusceptible de descalificación como acto judicial. 

RECURSO EX TRAORDIN ARIO : Requisitos formales. Introducción de la 
cuestión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del 
re cu rso extraordinario. 

No procede el recurso extraordinario fundado en la doctrina sobre arbitra- 
riedad cuando, siendo la sentencia de segunda instancia confirmatoria de la 
de primera, dicha cuestión no fué planteada en el escrito de expresión de 
agravios, sino en el que se dedujo el aludido recurso. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación d-e normas // actos comunes. 

Lo atinente a los efectos que sentencias y pronunciamientos anteriores, recaí- 
dos en causas diversas seguidas entre los interesados ante jueces distintos, 
puedan tener sobre la suerte del pleito, es problema de orden común y proce- 
sal ajeno, en principio, a la jurisdicción del art. 14 de la ley 48. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
t i o n es f vd*' ra les s i m pies. I nterp re t ación d e o t ra s ñor m a s // acto s fe d e ra les. 

A los efectos de la revisión de las sentencias contradictorias de las Salas 
de las ('amaras Nacionales, bajo la videncia del art. 11'? del Reglamento 
para la Justicia Nacional, corresponde que el litigante, que ha podido infor- 
marse acerca de la jurisprudencia existente sobre el punto debatido, requiera 
antes del fallo final la constitución del tribunal plenario. Kilo no ocurre 
cuando aquél, al enunciar los diversos pronunciamientos sobre» el punto cues- 
tionado, omite concretar petición alguna, a los fines dispuestos en la norma 
señalada. 



(i) L\S de octubre. Fallos: 194: 220; 237: 385; 242: 375. 
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RECURSO K X TRAORDI X ARIO : Requisitos propios. Relación directa. Xor- 
mas extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Es improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en los arts. 17 
y 18 de la Constitución Nacional, con miras a uniformar soluciones judiciales 
encontradas, sobre cuestiones de derecho común. 

RECURSO EXTRA ORDIXARIO : Resolución. Límites del pronunciamiento. 

La resolución de la Corte debe limitarse a las cuestiones propuestas en el 
escrito en que se dedujo el recurso extraordinario, sin perjuicio de las medi- 
das a que pueda haber lugar, por la vía pertinente, con motivo de las irre- 
gularidades expresadas por el recurrente e incurridas durante el trámite de 
la causa. 

Dictamen del Procuhadok General 

Suprema Corte: 

La arbitrariedad de la sentencia de segunda instancia, con- 
firmatoria de la de primera, no fue invocada en la expresión de 
agravios del actor de fs. 405 de los autos principales, sino al 
interponerse el recurso extraordinario y las garantías constitu- 
cionales, que a su juicio habrían sido vulneradas, no guardan 
relación directa e inmediata con las razones de hecho y prueba 
y de derecho común en que se funda el pronunciamiento recurrido. 

En cuanto a las pretensiones que hace derivar el apelante de 
la presunta cosa juzgada que invoca, las mismas no fueron plan- 
teadas ante el a quo como cuestión de naturaleza federal. 

Por ello, opino que el recurso extraordinario intentado es 
improcedente y que corresponde desestimar esta queja. Buenos 
Aires, 17 de setiembre de 1059. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de octubre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Morado, Aquilino Domingo c. Kutscher, Arturo 
Asehcr", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que a lo expresado en el dictamen precedente del Señor Pro- 
curador General correspondí 1 añadir que la sentencia de fs. 449 
de los autos principales está suficientemente fundada y no admite 
descalificación como acto judicial. 

Que ello es así porque, cualquiera sea el error o el acierto 
del pronunciamiento, el fallo se ha expedido con fundamento 
explícito en el sistema normativo vigente. Lo (pie, por ser ios 
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aplicados preceptos de carácter común, excluye la intervención de 
esta Corto en la causa. 

Que lo atinente al efecto de sentencias y pronunciamientos 
anteriores sobre la suerte de este pleito, es problema de orden 
común y procesal, ajeno como principio, a la jurisdicción del art. 
14 de la ley 48. Y la doctrina del precedente sentado "in re" 
"Da Silva J. c./ Piccaluga S.R.L. " — sentencia de 16 de setiem- 
bre del año en curso — no es aplicable fuera de las precisas con- 
diciones en que fué establecida y que no coinciden con las invo- 
cadas en fundamento del recurso de fs. 464 del principal. Por 
lo demás el escrito de fs. 447 de los autos principales no reúne los 
requisitos previstos en Fallos: 235: 456 y otros, a los efectos de 
la revisión de las sentencias contradictorias de las Salas de las 
Cámaras Nacionales bajo la vigencia del art. 113 del Reglamento 
para la Justicia Nacional. 

Que en tales condiciones las cláusulas constitucionales invo- 
cadas carecen de relación directa con la materia del pronuncia- 
miento. En todo caso, no autorizan el otorgamiento del recurso 
con miras a uniformar soluciones judiciales encontradas, como es 
jurisprudencia reiterada — Fallos: 242: 222 y otros — . 

Que toda vez que la resolución de esta Corte debe limitarse 
a las cuestiones propuestas en el escrito en que se dedujo el 
recurso extraordinario lo dicho basta para el rechazo de la queja 
— Fallos: 242: 542; 238: 32 y 51 y otros — sin perjuicio de las 
medidas a que pueda haber lugar por la vía pertinente, con moti- 
vo de los hechos expresados en la queja. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Benjamín" Villegas Basavtlbaso — 
Artstóbulo D. Araoz de Lama- 
drtd — Julio Oykanarte. 



RAFAEL ANX3EL RUTA y Otros v. ARZOBISPADO de LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Lo atinonte a la determinación del monto de la causa y a la aplicación e 
interpretación del arancel para abogados y procuradores, a los fines de la 
regulación de honorarios pertinente, son cuestiones ajenas al recurso extra- 
ordinario. 

HONORARIOS: Regulación. 

El hecho de que el criterio fijado, a los efectos de practicar una regulación, 
permita que el monto de los honorarios alcance al 32 % del valor del juicio 
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no os, sin más, comprobatorio de la confiscatoriedad impugnada. Ki\ efecto, 
la validez constitucional del honorario no se subordina sólo al monto del 
litigio, ni al interés del litigante a quien incumbe su pago. 

FALLO DE LA CORTK Sl'PRKMA 

Buenos Aires, l\S de octubre de 1959. 

Vistos los autos: ' í Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Ruta, Rafael Auí>v1 y otros c Arzobispado de 
La Plata", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que por vía de principio, lo atinente a la determinación del 
monto de la causa, a los fines de la reculación de honorarios 
y la interpretación y aplicación del arancel respectivo, es insus- 
ceptible de recurso extraordinario. 

Que si bien es cierto que el referido arancel se impugna con 
base constitucional, no aparece de lo expuesto que los agravios 
expresados sustenten la apelación. El hecho de que el criterio 
seguido permita una regulación que alcance al IV2 % del valor 
del juicio no es, en efecto sin más, comprobatorio de la confisca- 
toriedad impugnada. Ha dicho, en efecto, esta Corte que la vali- 
dez constitucional del honorario no se subordina sólo al monto 
del litigio, ni al interés del litigante a quien incumbe su pago 
—Fallos: 23(>: 17:? y otros—. 

Que, por lo demás, el escrito en que se dedujo el recurso 
extraordinario no aparece debidamente fundado porque omite la 
concreta enunciación de los hechos de la causa y del mérito de la 
cuestión constitucional que se desea someter a esta Corte. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villk<;as Basavilhaso — 
AlUSTÓBVU) 1). AuÁoz dk Lama- 
niíii) — Jruo Ovil \n aiítf. 



ROSA ZACCA v. VICENTK y JOSK SCIIILIKO 

RECURSO E'XTRAORDIXARIO : Requisitos formales. Introducción tU la cues- 
tión federal. Oportunidad. Plan tea c miento en el escrito de interposición del re- 
c u rs o ex t ra o rdinario . 

La sentencia del tribunal de alzada que, por los lundamentos del tallo apelado 
que acoge, confirma el pronunciamiento del inferior por el cual, rechazando 
la excepción de cosa juzgada atinente a la calidad de subinquilino alegada 



FALLOS |>L LA CMKTK Si' CHUMA 



por los reennvules, m* deereln el desnlojo por 1m enusnl del riri. .'t'J de la ley 
l.'l..'»s|, es insuseeptilde «Ir reeurso rxl morditm rio ron Imsr rn »|iie la almlidn 
srntriieia dr laCarnara violaría las garantías de los nrls. 17 y 1!) »Ir la Cons- 
(ilueión Nacional. Kilo rs así, aún ruando sr invoque la doctrina establecida 
rn materia dr arliit rarirdad ('). 



NACION AlítíKNTIN A v. KOHKUTO IWTTKHKON y Otho 

I'KIíK.XCIOX />/•: I.XSTA A i 7 .1 . 

Notificada al reeiiiTente la eoiieesión drl recurso dr jipelneion, rra ear^a suya 
peticionar la elevneión de los autos al superior, desde qur la circunstancia 
dr (jiic lal diliirrncia sr eneuentre n cai'^o de la secretaría actuaria no eon- 
liirura la excepción provista en el art. de la ley 1 1.1 Í>1, ni exime al apelante 
de la carLT" proresnl dr unrir la marclia del juicio, realizando los netos o 
formulando las peticione- tendientes a obtener el cumplimiento dr los trá- 
mites omitidos, 

FALLO DK LA COKTK SUMÍ KM A 

ISllelins Aires, ÜO de octubre de 1 {).">!). 

Vistos los ñutos: "Kiseo Nacional c. Pntterson, Roberto y 
otro s. nulidad, caducidad de título y reivindicación ' \ en los que 
a fs. \Kí se lia concedido el recurso ordinario de apelación contra 
la resolución de la Támara Nacional de Apelaciones en lo Fede- 
ral y ( Nndenciosoadiuinist rat ivo de Techa '_!_ de mayo de 1!>ÓS. 

( 'onsidcrnndo : 

( c )ue en oportunidad de not i Tica rse di» la sentencia de primera 
instancia de t's. S.*¡ S4, el Señor Procurador Kiscal interpuso re- 
curso de apelación, que le fué concedido ( fs. Só). Kl auto perti- 
nente fué notificado a la contraparte con fecha -\) de mayo de 
1**7)7 (ver cédula de fs. S7), y transcurridos seis meses desde esa 
notificación sin ojie el apelante urdiese la marcha del procedi- 
miento, la demandada acusó, a fs. SS, la caducidad de la instancia. 

< t hic elevados los autos al tribunal a (pío ( fs. SS vía.), éste 
resolvió, previo traslado a la parle adora, declarar perimidu la 
secunda instancia, con costas, ('nutra esa resolución el Sr. Fiscal 
de ('amara interpuso recurso de apelación, que es procedente con 
arreglo a lo dUpue<1o por el art. Jl, inc. 7 l \ ap. a), ley L'!.!):»S 
(reproducido por el art. _M, inc. ti"), ap. a) del decretóle)' 1 L*ST> 
.">S ( lev I l. H 1 7 L atento a que el valor di s| miado en autos excede el 
límile Fi jado por dicha norma y porque el rebultado a que I letra 
la resolución apelada imp'ule la prosecución del proceso. 

, I , -S dr nrlul.re. I\illnv : -J | -J ; -J.".*! v .Míi. 



Di: justicia m; la nación 1 11 

(¿lie I Mt vlao de liahersr tml i Imih lo ;i h demn m l;id;i el auto dr 
concesión del recurro ilc apelación, era car^a «Id apclanlc pcli 
cionar lo conducente a fin de ipic |o> aulus fueren elevados al 
trilmmd superior, desde ojie, se^ún lo lia decidido ota Curtr en 
Knllos: L* U : |SS (y los allí rilado.-), la circunstancia de ojie lal 
diligencia se encuentre a car un de la secretaría actuaría no confi 
ifurn la excepción prevista en el arl. S" de la le\ M.líM. ni exime 
al recurrenle de la cai^a procesal de ur^ir la inarelia del inicio, 
realizando los actos o formulando la- peticiones tendientes a oble 
ner el eunipliinient o de los trámites omitidos. 

( t hie, en consecuencia, toda ve/ (pie entre la fecha de notifi 
cnción del unto de l's. S."> y la del escrito de l's. SS lia transcurrido 
el plazo previsto por el arl. 1", inc '_!"), de la lev 1 I.I1M, sin «pie 
la aetora haya realizado diligencia alguna para inlcrrumpir su 
curso (ai't. - v \ ley citada), cu Le concluir ojie se lia operado la 
cadueidad de la secunda inslaneia y así se declara. 
IN>r ello, se confirma la resolución de fs. !>ó. 

Rkn.i am ín Y ii.lkoas I i asa vi mi \ so 
Aiiisróiirm |). AiíÁoz i>k L\m.\ 
i>i;ii> Lns M \i;í \ Hm i- i Uo*¡ 
maco. 



S. A. COMPAÑIA AlíOKNTINA m KLK< "llí 1< "1 I ) A I » x. MUNICIPALIDAD 
i»k la C1CDAD i»; lU'KNOS A1KKS 

ItKCl'KSO OPI>l\ AKJO />/•-' - 1/'/'./, A( l<>\: Tm-rni not,tnr ltl . < ¿* nrmhthulf s. 

Si la resolución (pie con Ic el recurso ordinario de apelación, ni tercera 

instancia, se baila sólo firmada por uno de los jueces que integran ln Sala 
de una Cámara Nacional de A pelaciones, deben devolverse los autos al tri- 
bunal de su procedencia, a fin de (pie >e pronuncie sobre l;i procedencia de 
la apelación ( 1 ) ■ 



KMILIO MKNDK/- v Otk \ si ci sió\ 

.//7í I SDHf !()\ ) t'O M PEI E \ ( I I Sui-rsit'ni. hnnnriltn <lrl t<tn*<inh. 

sola ineiición de un domicilio en Castelar. I ' n i\ i de üm-iins Aire>, 

contenida en las partidas de defunción de ln- caíganle-, no e^ ^uln-icnle para 
desvirtuar la prueba testifical, ín^l rumcnlal \ de presunciones, -i'^fin la nuil 
aquéllos tuvieron sil último domicilio en la Capital federal, a divo- jueces, 
en consecuencia, corresponde conocer del inicio -mcMirio. 



( l ) :;0 de ort ubre 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema ( 1 ortc : 

La cuestión do competencia trabada entre el juzgado nacional 
en lo ('¡vil n 9 9 de la Capital Federal y el Juzgado en lo Civil y 
Comercial n° 3 del Departamento de la Capital (Pcia. de Buenos 
Aires), corresponde dirimirse por V. E., al no existir un órgano 
superior jerárquico común (pie pueda resolverla (art. 24, inc. 7 9 , 
del decreto-ley 1285 7)8). 

El caso es el siguiente: con fecha 11 de setiembre de 1952, 
doña Alaría Emilia Méndez de Xogueiras inicia el juicio suce- 
sorio de sus padres, don Emilio Méndez y doña María González 
de Méndez, radicando el mismo ante la justicia ordinaria de la 
Provincia de Buenos Aires, por cuanto afirma que los causantes 
se domiciliaban en la localidad de Castelar — donde fallecieron — 
en jurisdicción de dicha Provincia. Al mes siguiente se presenta 
ante la justicia nacional de la Capital Federal don Ernesto F. 
Méndez, otro hijo de los causantes, y sobre la base de que éstos 
habían tenido su último domicilio en esta ciudad, inicia la misma 
sucesión. 

Al tener conocimiento de la existencia del otro juicio, la 
señora de Xogueiras, con fecha 6 de octubre de 1953, deduce 
cuestión de competencia por declinatoria ante el juez nacional 
(fs. 35 del expediente agregado), pero por razones de orden 
procesal se tiene por no presentado el escrito pertinente (ver reso- 
lución de fs. 45 vta. y fs. 76 del expediente agregado). Promueve 
entonces cuestión de competencia por inhibitoria (ver escrito de 
fs. 72, de fecha 18 de julio de 1955) ante la justicia provincial, 
la que es resuelta favorablemente. Librado el correspondiente 
exhorto al titular del Juzgado Xacional, éste no hace lugar a lo 
solicitado (fs. 95 vta. del expediente agregado), quedando debi- 
damente trabada la contienda al mantener a fs. 107 su resolución 
anterior el magistrado provincial. , 

En cuanto al fondo del asunto, si bien escasas, las probanzas 
arrimadas a los autos (ver declaraciones testimoniales de fs. 12 
y 13 y recibos de fs. 5 y (> del expediente agregado) hacen supo- 
ner que tal como lo manifestó el presentante de fs. 10 del expe- 
diente agregado, el xiltimo domicilio lo tenían los causantes en 
esta Capital y no en la localidad de Castelar como lo pretende 
la señora de Xogueiras, sobre la base de las constancias — de 
muy relativo valor probatorio — de las partidas de defunción que 
obran en autos, y sin ninguna otra prueba que lo corrobore. 

En consecuencia, por aplicación de lo dispuesto en el art. 
3284 del Código Civil, considero que correspondería dirimir la 



I 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



115 



presento contienda en favor de la competencia del Juzgado Na- 
cional de Primera Instancia en lo Civil n 9 í> de la Capital Fede- 
ral. Buenos Aires, 7 de octubre de 19Ó9. — Ramón La sea no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de octubre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que el Tribunal comparto los fundamentos del procedente 
dictamen dol Sr. Procurador General. En efecto: la sola mención 
de un domicilio en Castelar, Provincia de Buenos Aires, conte- 
nida en las partidas de defunción agregadas a fs. 1 y 2, no basta 
para desvirtuar la prueba producida en la causa que corro por 
cuerda separada. Los testigos que allí declararon (fs. 12 y 13) 
coinciden en que los esposos Méndez vivieron, desde su matrimo- 
nio, en Valentín Virasoro 9(>0, Capital; a nombre de ellos se pres- 
taban, en esa finca, los servicios de teléfono y gas (fs. f) y (5). 
Además, la manifestación hecha a fs. 10 en el sentido de (pie los 
causantes fallecieron accidentalmente en Castolar, donde pasaban 
una temporada en la casa de recreo de la heredera María Emilia 
Méndez de Xogueira, aparece corroborada por la circunstancia 
de que ésta ha denunciado, en reiteradas oportunidades, que su 
domicilio real se encuentra en Valentín Virasoro 9(50, Capital, es 
decir, la misma casa y único bien inmueble de la sucesión en que, 
según los testigos de fs. 12 y 13, vivieron los causantes y nacieron 
los hijos do éstos (conf. fs. 34 vía. y 3o do la causa agregada; 
fs. r>3,' 79, SO, 82 de estos autos). 

Por olio y lo precedentemente dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Civil 
de la Capital Federal os el competente para conocer del juicio su- 
cesorio de Emilio Méndez y María González do Méndez. Remí- 
tanselo los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
en lo Civil y Comercial de La Plata. 

Bkx.tamin Viuj;<;as .Basavilhaso — 
AmsTÓBru) 1). Akáoz dk Lamamíid 
— .Jruo Oyuanahte. 
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A LI-'K II IX) <;o|M>Y 

( I /,'>() /. \ '//i'.lí'/i'/'/\.l/i7l': /i'rí/ií^/'/.-v fintfiins. < ifstmurs un ffrff ftths. 
< i jtit hi< tnit <lt //ní/iíih ¡ni t\l' s tlr fiiDi t t i t ni 1 1 u t ns . ( it^ns t itiin 1 *. 

T.mto l:i ;nlo] ii-imi dr 1 1 iril 1 1 l;i - |>;ir;i mejor proveer romo |;i drnrua I < >ria de 

la- i|llr I llrscli -ol leí ! ;nl;i s rll r-r rarártcr, r- rlir-llon procesal y propia di' 

lo- jueces dr l;i rall>a, i|Mr lio >r \lllrlda ron la uaiaillía rollM 1 1 llr lona 1 dr 
l;i drt rll-a rll JUlrlo ( 1 ) . 



J l' AN MKKL1 



il) !>!•; XO ¡XXOVAK. 

Kn principio, no son admisibles medidas dr no innovar respecto de artos 
admmistratn os (pie suponen ejercicio drl poder de policía ('). 



n dr nctnluv. Kallns : *J:! I : 7(i<» ; 'Jila : 772; 'J M »*: ; LNO: .101. 

1 , i|r m i uIhc. l-'allos : "JO 7 : - 1 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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NOTII-MCACIONKS Poli VIA TKLKdK A F I (' A KN EL 
1-TKKO DKL trabajo 

Kn Buenos Aires, a los ls días del mes de noviembre del uño l l Jf)9, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Alt redo Onraz. y los Señores Jueces 
Doctores Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de La- 
madrid, Don Luis .María Boí'fi Botijero y Don Julio Oyhanartc. 

( 'onsideraron : 

Que el ejercicio de las funciones que actualmente oempeten a la Corte Su- 
prema, con arreglo a la ley de contabilidad decreto-ley '2:!.^">4/r>(¡ (lev 14.4(>7) — , 
lia permitido al Tribunal observar que la aplicación del art. 'M) del decreto-ley 
'V1M7 44 - (pie dispone la vía telegráfica para notificaciones *'n el fuero del 
trabajo- importa anualmente elevadas erogaciones. 

Ks así que en el proyecto de presupuesto para el ejercicio l!)")í)/(»0 lia debido 
preverse un crédito de !)(> millonea de pesos para atender (lidias notificaciones. 
Esa cuantiosa suma ha incidido, de manera principal, en el incremento del presu- 
puesto de. la justicia ¿¿rayándolo en forma considerable: el proyecto de presu- 
puesto para el antedicho ejercicio alcanzará en total la suma de £ 771 .(i.'tÜ.l S4 m/n. 

Que en las condiciones expuestas, y a los efectos de adoptar las medidas (pie 
correspondan, procede requerir de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo informe acerca de la conveniencia de mantener el referido régimen de noti- 
ficaciones, y subiera bis modificaciones que la experiencia aconseje al respecto. 

Resolvieron : 

Oficiar a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo a los efectos seña- 
lados en la presente acordada. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — ■ Ai.fkki»o Okcaz --- Bkn- 
.tamíx Viudas Basayiluaso — Akistóuiu) D. Aráoz i>k Lamapuip - Luis 
Mahía Boffi Bom;i;ko — Jluo Ovuaxaiíti:. Jornc Arturo Prró i Secretario ). 
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AÑO 1959 — Noviembre 

NACION AKCKNT1N A v. CATALINA LLANOS m; APARICIO y Otkos 

EXPROI*! AC 1()X : indcmni :ariún. Prtrrmimuión del ralnr real. Valor f/r ¡a 
tierra. 

( 'orrespomlc desestimar el agravio i lindado en que «'1 juey, de primera instan- 
cia adoptó un criterio insostenible al atribuir a lo> terrenos <le "ciénego'* exis- 
tentes en el fundo, una extensión mayor (pie la lijada por el Tribunal de 
Tasaciones, sin más apoyo (pie declaraciones testimoniales - -porque para 
ello sólo pudo basarse en informes periciales , m la Cámara, para mejor 
proveer, requirió el dictamen técnico respectivo, (pie fué airreirado a la cau>a 
y justificó plenamente lo decidido por los jueces sobre el punto. 

EXI'ROI*! M IOX : I mhtn ni unión. I ht enninmuhi d*\ va\or real. Valor tb' hi 
tierra. 

Ks inobjetable la inclusión, dentro del justiprecio de la cosa, del valor co- 
rrespondiente a la "vegetación" que cubre el inmueble expropiado, aunque 
no lo haya tomado en cuenta el Tribunal de Tasaciones. >i el fallo se funda 
en elementos de juicio concretos e idóneos, líente a los cuales carecen de 
eficacia las razones que el expropiado!' aduce. 

EX RROl*l ACIOX : I nd< mni uteiún. I>etennin(t< iñn <i< I ralnr real. ( * * n* ral ithitl* s. 

Cuando median elementos concretos reveladores de error u omisión, a los 
jueces les está permitido apartarse del dictamen del Tribunal de Tasaciones, 
especialmente si ese dictamen - como en el caso lia motivado tres disi- 
dencias, a las (pie se sumaron las de los interesados. Kn consecuencia, corres- 
ponde confirmar la sentencia que. computando factores no contemplados por 
el Tribunal de Tasaciones mayor extensión de los terrenos de "ciénego" y 
valor económico atribuible a la "vegetación" del inmueble así como ante- 
cedentes de \entas o expropiaciones anteriormente electuadas en la zona, 
gradúa el resarcimiento elevando la estimación efectuada por aquel cuerpo 
técnico. 

Skntknvi \ or.i. Jrr.z Kr.m.ií \i. 

San Salvador de .lujuy. J de diciembre de l*f">7. 

Y vistos : 

l^»s del juicio de expropiación de otos auto>. caratulado: "Kstado Nacional 
Argentino c Catalina Llanos de Aparicio, Catalina IVtrona Aparicio \ Andrea 
Anselma Aparicio de Bcrnard; s./ expropiación", de sus constancias, 
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Resulta : 

i\) Interpuesta la demanda por el Señor Procurador Fiscal inicialmcntc, 
contra la primera de las personas arriba nombradas o contra quien o quienes 
resulten ser propietarios del inmueble denominado "San José de la Rinconada'', 
situado en el departamento de Rinconada de esta Provincia, que es objeto de la 
acción expropiatoria ; invocando para instaurarla lo dispuesto por la ley 1 2.9(50' 
de la Nación y el decreto 1 S.:i41 /4Í) del Poder Ejecutivo Nacional, de fecha 1? 
de agosto de 194!), y estimando, por el Ksíado ador, que la suma (pie debe abo- 
narse al tit'.ilar o titulares de la propiedad por concepto de indemnización, con- 
forme al ait. 11 de la ley i:J.2<¡4, es la de $ írHUiSó id n.: la que, depositada en 
el Manco de la Nación Argentina — Sucursal .Jujuy- , según boleta (pie se acom- 
paña a la demanda, se consigna a la orden del Juzgado para el pago, con arrollo 
a lo preceptuado en el art. \'\. ley citada en último término, a fin de (pie, como 
se solicita, se ordene la inmediata entrega de la posesión del inmueble al Poder 
Ejecutivo Nacional y oportunamente la anotación en el Registro Inmobiliario 
de la Provincia, de la transferencia del dominio del mismo a IV.vor del Estado 
expropiante, con destino al Ministerio de Finanzas de la Nación. 

b) Al traslado de la demanda, su contestación (a fs. 41); hecha ésta por 
el apoderado, letrado 1). Rafael J. Dacal. con el patrocinio del letrado y coapo- 
derado D. Abraham A. IJapur. en representación de Da. Anselma Aparicio de 
Hernán!. Da. María Rita Aparicio de (¡ini, Da. Catalina Petrona Aparicio y I). 
José Plácido Aparicio, invocando en sus mandantes el carácter de propietarios 
"pro-indiviso" del inmueble a expropiar, en virtud de los títulos do (pie hace 
mérito, cuya prueba instrumental en parte acompaña, solicitando por lo demás 
las medidas conducentes para (pie ella fuera traída al Juzgado y agregada en 
autos. Contestación en la (pie expresan: que sus representados no tienen objeción 
que oponer a la viabilidad de la acción, en cuanto al derecho ejercitado para la 
misma; pero sí, en lo (pie se relaciona con el (¡naHÍNin del depósito hecho y su 
consignación en concepto de pago de la indemnización; al (pie estiman inferior 
al valor real del inmueble expropiado y legalmente insuficiente para constituir 
la justa indemnización a que se consideran acreedores por la expropiación. Por 
lo (pie agrega --luego de hacer mérito de los elementos de juicio y del criterio 
con (pie considera debe establecerse los valores correspondientes a esos conceptos — 
que los demandados estiman justo y equitativo obtener como indemnización, por 
el valor real u objetivo de la propiedad, cuya superficie es de 1.J4..W0 lias., 20í)2 
mts. 2 . a un precio unitario de $ 10 íu/n. por hectárea, la suma de $ ] ..'Í43..'i00 
m/n.,; eneluyendo en ella la indemnización por daños y perjuicios originados 
por la des posesión de la finca, a la vez que por mejoras existentes a su tiempo, 
que no sean las de edificación consistentes en las cas:.s principales denominadas 
"Casa de la Hacienda" y "Casa Planea", citas en Rinconada y Ciénago Grande, 
respectivamente; de h¿s cuales estiman su valor, por separado, en la suma total 
de $ f).i.f>00 m n., (pie demandan les sea también pagada; lo mismo que los inte- 
reses correspondientes a los más (pie se resuelva mandar pagar como crédito y Jas 
costas del juicio. 

c) Concretada así la contestación de la demanda, a sólo lo que concierne 
al precio de la expropiación, en lo principal, para fundamentar la estimación 
hecha y en su oportunidad se establece las circunstancias de abono relacionadas 
con los factores de la ubicación, vías de comunicación y para transportes, pobla- 
ción y colindancias del inmueble, para aducir después, en términos que habrían 
de. resultar concordantes en general con la información reunida y proporcionada 
al cuerpo en las actuaciones del Tribunal de Tasaciones, como características y 
condiciones propias del mismo, como finca rural de su extensión, que el inmueble 
"San José de la Rinconada", está integrado en su superficie y configuración 
geográfica, por tres zonas bien delimitadas; de topografía distinta y constituidas 
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por 'la serranía", con una extensión aproximada di* S0.000 Has por "las faldas" 
a Ik que puede llamarse "tolnr" con 22.000 Mas. v ]>...- el "ciénego" de ^íi 000 Has • 
aparte del sector ocupado por la La-una Pozuelos, q»««. con una superficie apro- 
ximada de 9.000 Mas., penetra en tierras de la lima en el extremo X.K de su 
situación, sobre unas (¡.000 Has. más o menos. Zonas éstas w.vus c.iracterísticas 
corresponden a la naturaleza «leí terreno y a las que se les asirían condiciones 
particulares, como constitutivas de factores o elementos de índole económica para 
la valoración del inmueble en su integridad, junto con aquellas circunstancias a 
que antes se habría aludido. 

Es así que comenzando por la zona del "ciénago'', a la (pie se atribuye el 
mayor valor en sus tierras, en virtud o por v \ mérito de tales condiciones y la 
incidencia de esas mismas circunstancias a su respecto, se aduce: la de su excep- 
cional extensión, como de 2f) a 30 kilómetros de larsro. por 10 de ancho, que 
ha determinado que se dé al lugar el nombre de Ciénago (¡rande; la de que su 
calificativo de "ciénago" no responda al significado que el vocablo —así empleado 
en sinonimia de "ciénaga"- tendría en la lengua del país o su diccionario; sino 
a su empleo regional — de sentido edafológico, se diría -; correspondiente a 
terrenos llanos y fértiles, con mucha humedad, en razón de la presencia en su 
suelo de una capa de tierra impermeable, a poca profundidad (0,:tf) a 0,40 ctms.), 
que hace (pie las aguas de lluvia se mantensrnn en el terreno impregnándolo y 
aflorando a la superficie, en parte, en los lugares más bajos, cuando la precipi- 
tación pluvial es mayor, en verano; y esto, con el beneficio de disminuir la 
extrema sequedad del clima de la región y de (pie haya allí siempre buen pasto 
verde en verano, para el alimento del ganado y que reservado para el invierno, 
en su abundancia, se puede disponer de él también entonces, cuando el alimento 
escasea en los otros sectores o zonas del campo; la de que los mismos terrenos 
se encuentren prácticamente cercados en su totalidad y también todos arrendados 
a los pobladores del campo, para el pastoreo o mantenimiento del ganado que 
poseen, en no menos de 300 animales cada uno y por lo general de 1.500 a 3.000 
cabezas; siendo que en la finca, coincidentemente con los datos suministrados al 
Banco Hipotecario Nacional en la gestión de un préstamo cuyas actuaciones han 
sido invocadas para la prueba en autos, y a la fecha de la contestación de la 
demanda que se relaciona, se tengan como cifras de la existencia de ganado, que 
en la finca se mantiene, merced a las condiciones para la explotación pecuaria 
ofrecidas por esta zona; y que se afirma son equivalentes a las dos terceras 
partes del mismo ganado existente en el Departamento de Rinconada, las de 
00.000 ovinos, 5.000 cabríos, 2.500 asnales e igual número de llamas y 1.000 
Vacunos. 

Para luego hacer mérito, con respecto a las otras zonas o sectores de la finca, 
de la importancia que debe asignarse como factores económicos de productividad, 
para la val mu-. >n del inmueble, a la existencia en ellas y su explotación progre- 
siva, como combustible conveniente a la vez que único en la región, de la "queñua", 
la ''vareta", la "tola'' y "tolilla"; y como madera apta para tirantería y postes 
de alambrado la que proporciona también la primera; siendo aquélla importancia 
mayor, por lo que respecta a la leña de la "vareta", de la serranía, en cuanto 
por su índole resinosa ofrece gran combustibilidad y poder calórico; y por esto, 
sea es pecia Intente a precia ble para su compra o explotación mediante el arrenda- 
miento, por parte de las explotaciones mineras y fundiciones de la región; hasta 
el punto de que se dice que sería, en parte, en vista de su disponibilidad, que 
habríase llegado al arrendamiento que de la finca ha mediado entre los años 
1934 y 1951, por parte de firmas interesadas en las explotaciones mineras de 
Pirquitas y Fundición de "El Rosario". Señalándose a la vez, como precios de la 
venta de dicha madera o productos combustibles o utilizables como material de 
construcción, el de $ 4 m/n. la carga de leña de "Tola", en una extracción posible 
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de S00 ¡i 1.000 raíais por hectárea; de $ 80 in/n. la tonelada de "Vareta", que 
puede extraerse de media hectárea explotada y de * 1,30 mu. la unidad, como 
tirantes o postes, la madera de "queñua". 

Y por último, aducir para lo mismo, la importancia y efectividad de la riqueza 
minera de las tierras del inmueble, en el sector de "la serranía" también, como 
puesta de manifiesto por la explotación existente; aunque sea mediante procedi- 
mientos rudimentarios de explotación; tal la del oro, de cuya extracción y venta, 
se dice, que muchos de los arrenderos de la tinca hacen un medio de vida u obtie- 
nen recursos apreciables para la misma, en términos de que es índice el control 
llevado a cabo de la venta de él en Abra Pampa, de 10 kilos por año, a un precio 
de $ 25 m/n. el gramo; aparte de las explotaciones organizadas ya en planta 
industrial, que elaboran la extracción de plomo, estaño, plata, antimonio, etc., 
en la región proveniente de la misma zona. Y todo ello, no sin que se deje de 
hacer mérito también, de la fuente de recursos que se ofrece como factor de la 
valuación por productividad de la finca, con la explotación de la caza y la venta 
de huevos, de la gran cantidad de patos que se crían y existen en la laguna de 
Pozuelos, dentro de la propiedad y de (pie se aduce que los huevos loaran en su 
venta un precio hasta de .+ 0,30 la unidad. 

d) Planteada así la litis, con los extremos que se han relacionado hasta 
aquí, después de proveerse por el Juzgado a la declaración y registro de la 
transferencia del dominio del inmueble expropiado, según constancias de fs. 275 
a 278 y vta., a la vez que a la apertura a prueba del juicio y a las diligencias 
pertinentes de la ofrecida por las partes, con el resultado de que dan cuenta las 
actuaciones y documentación agregada, de fs. 27!) a 508; incluyéndose entre las 
mismas actuaciones y pronunciamiento del Tribunal de Tasaciones, al haber sido 
remitidas con la devolución de Ion autos hecha por el mismo, al vencer ya el tér- 
mino de suspensión de trámite de las expropiaciones, señalado por decreto-ley 
201 S de fecha 2 de lebrero de 15)5(5, se decretó el llamamiento de autos para dictar 
sentencia. Y con la realización de la audiencia para (pie las partes informen 
i)t vare sobre el mérito de autos para el juicio, agregándose por vía de tal informe 
los memoriales de fs. 510 a 52.5, se encuentra el expediente al despacho, en el 
turno de ley para este acto. 

Y considerando : 

l v Que el ] necio de la expropiación demandaba, único punto cuestionado 
y que, en lo principal, cabe que sea materia del juzgamiento en estos autos, resulta 
fijado para ello por el Tribunal de Tasaciones, en virtud de lo dispuesto en el 
art. 14 de la ley 13.204, en la suma de $ (¡."$5.555,95 m/n., conforme a lo que 
consta del acta de fs. 500/507 y comunicación al Juzgado de fs. 508; es decir, 
por el Tribunal en mayoría, con la disidencia de dos de sus miembros titulares, 
aparte de la disconformidad de los representantes de los interesados en el juicio, 
que concretaran en el acto su fundamento, reproduciendo estos últimos sus infor- 
mes por escrito relacionados con el informe de Sección Técnica, elevado al Tri- 
bunal con la conformidad de la División del mismo carácter y que obran agre- 
gados de fs. 387 a 401 de autos. Y con la aclaración que expresamente se hace 
en el pronunciamiento, de que con él la tasación aprobada lo era "por el valor 
objetivo del inmueble y mejoras, a la fecha de la toma de posesión (15 de abril 
de 1951) y sin considerar indemnización de ninguna especie". Pues consta del 
acta de la sesión plenaria del cuerpo, en que ese pronunciamiento tuviera lugar, 
que se procedió mediante la aprobación del dictamen de la Sala Tercera, cuyo 
texto es el de fs. 501 a 503 y en el cual, por lo demás, se tasaba la tierra libre 
de mejoras del inmueble expropiado, en el justiprecio hecho de ella por la Divi- 
sión Técnica, de la suma de $ 604.485,95 m/n., a un precio unitario de $ 4,50 
m/n. por hectárea ; haciéndolo de las mejoras, como consistentes ellas en las edi- 
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Menciones cuyo valor se estimara por separado en la contestación a la demanda, en 
la suma de * :*1.07U m/n.; con un aumento de * KÍ..T70 m/n., sobre su tasación 
por parte de la División Técnica, de $ 14.700 m /n. (v. acta citada, informe de 
fs. 'M\H a ;JS1 de División Técnica y dictamen de Sala Tercera citada). 

2° y ni» al haberse procedido de tal manera, la tasación resultante para la 
tierra libre de mejoras se habría hecho o autorizado por el Tribunal de Tasaciones, 
ajustada en la apreciación de las condiciones y características del inmueble, a la 
descripción y mérito que de las mismas y de las atribuidas como que son comunes, 
en general, a los campos de la región de la Puna en que se sitúa el de autos, se 
luce en el informe de fs. 'M\H a 381, por la Sección ¡)* de la División Técnica de 
Tasaciones del Tribunal. Majo el concepto de (pie, en la zona, la explotación que 
puede resultar económica para los propietarios del inmueble es la ganadera o 
sea la que se practica en él por sus pobladores arrendatarios, con especialización 
en la cría de ganado menor ovino; siendo que la agrícola, de escasos rendimientos 
en los productos allí cultivados, es prácticamente antieconómica. V con el criterio 
del organismo informante y avaluador, de que las tierras, irrigables o no, exis- 
tentes en el inmueble son un complemento necesario para aquella explotación del 
campo con la ganadería, al constituir en su mayor parte una reserva, en la que, 
con pastos de invierno, se mantendría las unidades ganaderas de procreo, en los 
meses menos propicios; considerando además (pie en el campo expropiado, si 
bien la parte llamada "ciénago*' tiene excelentes pastos blandos (para la zona), 
ella sólo representa un 15% de la superficie total, (pie resulta indivisible del 
resto, en cuanto la misma se reserva (con esos pastos, se sobreentiende) para el 
invierno; cuando no hay posibilidades de mantener el ganado en las otras zonas 
altas del campo, por carencia de pasto. Y teniendo en cuenta, por fin, las circuns- 
tancias de ubicación, comunicaciones viales, topografía y aptitud agropecuaria 
descriptas; con la apreciación, además, de que, aproximadamente, las tres zonas 
o sectores distintos de la tierra que integra el inmueble tasado: ''ciénago", '''fal- 
das" y "serranías*', tienen, respectivamente, superficies de 1S.000, 25.000 y Só.OOO 
hectáreas; correspondiendo el resto de la superficie total del campo a lo ocupado 
por la penetración de la laguna de Pozuelos, dentro de su linde, de más de 
(i.000 hectáreas. 

Ü ? Que en cuanto a la descripción y mérito de las condiciones y caracterís- 
ticas del inmueble, cabe anotar que lo consignado en las actuaciones citadas del 
Tribunal de Tasaciones no acusa sino escasas discordancias con lo que se ha 
relacionado la contestación de la demanda al respecto; siendo quizá la única con 
trascendencia para el juicio, por lo que ha de verse, la que concierne a la impor- 
tancia, en extensión, de la zona de "ciénago" existente en la tinca; como puede 
ocurrir, por otra parte, con la omisión en la primera, de la mención y mérito 
(pie en la enumeración hecha por parte de los demandados en lo segundo, de ele- 
mentos o producios (pie pueden constituir recursos económicos del inmueble en 
sus distintas zonas o sectores aludidos, como factores de la valuación de (pie se 
trata; y de los (pie en el alegato se habría hecho mérito, en parte, para reclamar 
de tal omisión o falta de cómputo para la tasación del valor de la tierra expro- 
piada a que se aduce (pie se ha probado en autos, que corresponden como tales 
y se reclama que no fueran tenidos en cuenta para el avalúo. 

4^ Que con respecto a la estimación por el Tribunal de Tasaciones, como 
factor del justiprecio de la tierra libre de mejoras del campo expropiado, en 
base a la información contenida en sus actuaciones, de las condiciones agrope- 
cuarias relacionadas con el aspecto edafológico del terreno, la alegación hecha 
por los expropiados, concordantemente con lo observado antes en su dictamen o 
informe escrito por el representante ante el organismo de dicha parte del juicio, 
de que se habría efectuado con error sobre la importancia de la zona de ''ciénego" 
n (pie corresponden las más favorables de esas condiciones y características de 
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que ha sido hecho mérito, según acaba do anotarse y se ha relacionado al hacerlo 
de lo que es el contenido de la contestación de la demanda ; y que ello habría 
ocurrido por haber el Tribunal tomado en cuenta para dicha zona una superficie 
de 1K.000 Has., cuando la prueba hecha en autos ha establecido que la misma 
alcanza a 2b\0<)0 lías., como mínimo, es desde luego fundada. Pues, en efecto, la. 
prueba testimonial rendida al respecto, válida y legalmente eficiente, pone de 
manifiesto el error, frente a la circunstancia de (pie consta de la propia informa- 
ción del Tribunal de Tasaciones, que aquella superficie era asignada aproxima- 
damente y por mero cálculo, como autoriza a pensarlo la particularidad de que 
a la tierra ocupada en la finca por la laguna de Pozuelos le sea atribuida allí 
mismo una superficie de saldo entre la suma de las asignadas a las otras zonas 
o sectores diferenciados en el campo expropiado y la que tiene, en total el inmueble. 
Por lo que, en consecuencia, el menos precio del valor objetivo que correspon- 
dería a la linca en razón del mayor mérito económico reconocido de sus terrenos 
de ''ciénego" que, como se ha aducido por los interesados, por su excepcional 
extensión, en contraste con los (pie de análogas características hay en otros 
inmueble?» o campos de la reuión, resulla lógicamente cierto y causado por el 
error existente Mihre un elemento concreto de la tasación objetada. 

.">'■' Que así es como entonces y en virtud de la existencia de tal error, el 
Juzgado, admitiendo el reclamo y la prueba traída al juicio para establecerlo; 
que, por otra parte, se habría omitido tener en cuenta por el Tribunal de Tasa- 
ciones en su pronunciamiento; cuando menos para desestimarla expresamente, 
como correspondía ya, ante la afirmación contradictoria de parte sobre dicho 
elemento concreto di' la valuación, contenida en la contestación de la demanda 
y también en el inlorme de su representante ante el organismo, está autorizad» 
para ello y debe tenerlo presente para modificar en definitiva la tasación admi- 
nistrativa de que se trata, por tal causa y con enmienda de aquel menosprecio, 
en términos de equidad; sin perjuicio de lo míe corresponda resolver para la 
fijación del valor ex propia torio a que se halla avocado, en relación con otros 
factores. Y que, el proveyente, su titular, así lo juzgue, teniendo en cuenta : 
que es doctrina imperante on la jurisprudencia de los tribunales del fuero, en lo 
judicial, ahora ya ratificada en pronunciamientos de la Kxcma. Corte Suprema 
de -Justicia de la Xación. con su actual constitución, la di» que, en la aplicación 
de la lev 1.'i.2(>4, de expropiaciones, para la fijación de la indemnización por los 
jueces, debe proeederse "en base a las actuaciones y dictámenes del Tribunal de 
Tasaciones"; en el concepto de que su texto — en el art. 14 — 'Mes atribuye inequí- 
vocamente, un valor preferente a todo otro elemento de juicio y prueba, normal- 
mente decisivo" y de (pie, aun cuando el dictamen del Tribunal citado no obligue 
a los jueces para su decisión en último término, sea manifiesto (pie, por el carác- 
ter de organismo que ejerce funciones de asesora miento, el parecer del mismo 
sea, en principio, de un valor probatorio definitivo; pero sólo en los casos en 
que el dictamen hubiere sido expedido por unanimidad o con la única disidencia 
de los interesados; por lo (pie, excepcionalmentc, en virtud de elementos con 
cretos (pie revelen la exsitencia de un error u omisión, pueden los jueces modificar 
las conclusiones de ese dictamen, en la medida (pie parezca necesario (v. Fallos do 
la S. (\ X. de Justicia: Zu : 2'M) y allí citados). 

b" Que indirectamente también, por la forma en que el pronunciamiento 
del Tribunal de Tasaciones ha tenido lugar en el caso de autos, se ha objetado 
al mismo en el alegato de parte de los expropiados la inconsistencia o falta de 
fundamento del motivo por el cual en el organismo se desecha como factor para 
la tasación el elemento concreto apreciación, aducido y acreditado en el juicio, 
relativo a la renta real del arrendamiento del inmueble, después de admitir que 
mediante él se establecería como precio unitario del valor objetivo del campo 
expropiado el de $ 3,0.'] la hectárea, al dar como tal motivo el de la afirmación 
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que se hace de que para su actualización a la Ocha de la toma de posesión del 
inmueble, no hay ejemplos reales que puedan servir de pauta para establecer el 
lógico aumento y como consecuencia la de cue solo cabe tomar a dicho elemento o 
tactor como < índice ilustrativo para el justiprecio a realizar. Y que se lia alegado, 
haciendo mérito de que consta en autos y en los antecedentes colacionados por el 
mismo Tribunal para su desempeño, como tal ejemplo, el del precio de la venta 
nv 5, allí contemplada (v. fs. M'A vta.), a razón de * f),20 m/n. la hectárea. 

Mas al respecto, lo mismo que sobre lo alegado también, de que sería del 
mismo modo infundada la consideración de que se carecería de bases para deter- 
minar con certidumbre la productividad de la explotación ganadera así como el 
capital agrario de la finca, el suscripto entiendo que no se pone en todo ello de 
manifiesto la existencia de error u omisión sobre elementos concretos en cuya 
virtud puede haber fundamento bastante para quitar al expresado pronuncia- 
miento el valor que, según la doctrina antes sintetizada, legalmente tiene para la 
fijación del precio de que aquí se trata; dando limar así a que surja como bien 
acreditado un elemento de juicio como debe ser el necesario para que el Juzgado, 
por la alegación o reclamo de (pie se ocupa, deba modificar la tasación hecha por 
el Tribunal que ha sido creado y llamado a intervenir para el juicio con el objeto 
de practicarla, por la ley de la materia de autos, en los términos y con el alcance 
que aquella doctrina invocada ha puntualizado. 

7° (¿ue en cuanto a lo alegado sobre el factor económico de valuación que 
sería la explotación de las existencias que en la tinca hay de vegetación apta o 
utilizable como combustible y para material de construcción de casas o alambra- 
dos, cuya omisión de cómputo para la tasación también ha sido materia de alega- 
ción por fiarte de los expropiados, con el sentido de que con ella se habría incurrido 
en inequidad e injusticia en la tasación del Tribunal de Tasaciones, cuya repa- 
ración se reclama, el proveyente aprecia que si bien la prueba traída al juicio, 
como la que podría surgir de las actuaciones de dicho organismo; aquélla en 
cuanto es puramente testimonial, resulta imprecisa y toda es insuficiente para 
dar por acreditada una real o efectiva explotación de ese material, como su impor- 
tancia entre la renta por productividad de la finca, no lo es, en cambio, ni mucho 
menos, para tener por cierta, en base a ella, la existencia en el campo y su rela- 
tiva importancia de esa vegetación; como de la posibilidad de su explotación 
como recurso económico en la zona de ubicación del inmueble; en cuanto tal exis- 
tencia constituiría en sí y por su aptitud para la utilización que se ha dicho, 
una riqueza o fuente de recursos económicos de innegable admisibilidad como 
factor de la avaluación de la' propiedad. Y que por lo tanto debe ser aquí tomada 
en cuenta para la fijación judicial del valor de la finca, a los efectos de la indem- 
nización que se reclama. De acuerdo en esto, con el criterio que se ha sustentado 
en caso análogo, por la jurisprudencia, al establecer: que en cuanto la ley 
prescribe estimar el valor del inmueble, en su expropiación, cuando no hay modo 
o manera de hacerlo por el establecimiento de lo que se denomina el valor venal, 
el justiprecio debe hacerse por la productividad y entonces el valor del bien ha de 
resultar de su aptitud o posibilidades de producción y no de lo que ocasionalmente 
o en determinado tiempo le haga producir realmente su propietario; porque las 
posibilidades que ofrece un campo para determinada explotación (con el pro- 
vecho probable consiguiente) son independientes de las posibilidades actuales 
(o de ese tiempo) de su propietario. Como que, para probar el valor de ese 
campo, sólo es necesario probar las condiciones del mismo (v. en J. .4.. tomo 
IV, lí)ó4, p. 17b\ 2" Inst.). Siendo de notar, en el caso de autos, qua a la prueba 
de partes antes aludida, sobre este factor, se añadiría la de las referencias con- 
tenidas en el informe de la División Técnica al Tribunal de Tasaciones que, según 
se ha visto por lo expuesto en el considerando la constituyen de valimiento 
especial para los juicios de la naturaleza del presente; en particular, por lo que 
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lineo a la existencia de "tola" y "tolilla" utili/.ables para leña (v. inf. eit. fs. :í(¡8/ 
381 ¡i fs. 370 y 370. acapte. "faldas"). 

Que en lo que concierne a la alegación hecha por los demandados de que 
habría inequidad en la tasación por falta de cómputo de la desvalorización de 
la moneda, o del "circulante'', a su respecto y como en decisiones anteriores del 
Juzgado, en que tal elemento tuviera que ser materia del juicio, el suscripto ha 
de atenerse, como corresponde, atento a lo dispuesto en la ley 13.264, a la juris- 
prudencia desestimatoria de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
registrada, entre otros, de sus Jallos insertos en los tomos 208: 164; 209: 333; 
211: 26 y 606; 215: 47 y 2.18: 816; pero en particular en el primero citado. 
Aunque ello lo haga dejando a salvo, como más fuere pertinente, su criterio per- 
sonal en contrario y de adhesión, en principio, a lo sustentado como doctrina 
por el Dr. (¡uillermo E. de Nevares (h), en ./. .1., tomo I, 1052, Sección Doctri- 
naria, p. 31. 

í) v Que con lo que ha sido considerado y el criterio que el proveyente entien- 
de que debe aplicarse para la fijación del precio de la tierra libre de mejoras, 
en las circunstancias establecidas del inmueble expropiado en autos; do confor- 
midad también con el (pie, en último término, ha sido adoptado por el Tribunal 
de Tasaciones para su pronunciamiento, según ha sido anotado en el ap. 2 9 ; vale 
Jecir: de que el justiprecio tiene que hacerse tomando en cuenta los elementos 
de juicio allí enumerados , y con el mérito evaluativo que dicho organismo les 
tiene que haber asignado, obrando con la competencia pericial que su especial 
composición ha hecho que le sea reconocida en la jurisprudencia invocada y 
concordante anterior de los fallos de la misma Excma. Corte Suprema de Justicia 
de la Nación (Fallos: 237: 230 eit., entre otros); con la salvedad de lo que 
atañe a los factores sobre que antes se ha apreciado que son procedentes las 
modificaciones señaladas en los considerandos 4'\ fv? y 7 9 . el suscripto piensa 
que es de equidad y justicia, con la introducción de estas, elevar la tasación del 
rubro hecha por el Tribunal citado, en base a un precio unitario que fija, así, 
en $ 5.50 m u. por hectárea; habida cuenta así mismo y para esto, en cuanto 
• *s ello pertinente, de lo resuelto al respecto en el juicio análogo de que se ha 
hecho mérito en el alegato de los expropiados (exp. n" (¡52/1950, "Expropiación 
Estado Nacional contra Segundo Colqui"), al par que lo que si» ha considerado 
en actuaciones del Tribunal de Tasaciones, con respecto a la índole del valor venal 
de la propiedad en la zona de la expropiación de autos sobre el precio unitario 
de la venta ir 5, de la planilla de fs. 375 vta., y desde luego con aplicación del 
coeficiente de mayor extensión del inmueble "San José de la Rinconada" y del 
tiempo correspondiente a la desposesión en autos y al de la realización de dicha 
venta, cuya apreciación se efectúa bajo la base de los elementos de juicio resul- 
tantes de autos. 

10? Que en lo que concierne al valor de las mejoras incluidas en el importe 
de la tasación del Tribunal administrativo bajo el justiprecio hecho de las que 
han sido tomadas en cuenta en el dictamen de la Sala 3", por aquél aprobado, 
no habiendo en autos ni en la prueba de los interesados otros elementos de juicio 
que los (pie han servido de base para ese justiprecio de ellas, en $ 31.070 m/n. 
y siempre de conformidad con la doctrina establecida por la jurisprudencia de 
(pie ha sido hecho mérito *Mit supra", corresponde mantener como tal valor el 
de la expresada tasación. 

11" Que por lo que respecta al reclamo de indemnización por concepto de 
daños y perjuicios originados por el hecho de la desposesión, como comprendidos 
en el monto de la estimación del precio de la expropiación hecho en la contes- 
tación de la demanda, no existiendo en el juicio ninguna prueba que justifique 
su efectividad ni en qué han consistido ellos, su indemnización se hace improce- 
dente y así cabe tenerlo en cuenta para la fijación del quantum de la que es 
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pertinente por concepto de la expropiación, como precio de! inmueble y sus 
mejoras (v. Fallos: 211: 1782; 214: 349 y 218: 219, entre (Uros). 

129 Que en cuanto al reclamo del pairo de intereses comprendido en la 
contestación de la demanda, su procedencia no es cuestionable y debe en el 
juicio hacerse lugar al mismo, en la forma solicitada, a mérito de lo establecido 
con respecto al monto de la indemnización a pagar por la expropiación; vale 
decir: que éste ha do fijarse en una suma mayor que la consignada por el Estado 
actor, resultante de la multiplicación del precio unitario del inmueble fijado en 
el considerando 9?, o sea $ 5,50 m/n. la hectárea, por la superficie total del 
campo, o sea: 134.330 lias., 2.092 m-; con más el importe correspondiente al 
valor de las mejoras, tasado en la suma de $ .11.070 m 'n., según se ha considerado 
anteriormente en el ap. 1(W. Por lo que tal pago de intereses corresponde que 
sea resuelto sobre la diferencia entre la suma así resultante y el monto de la 
consignada al tiempo de la demanda, liquidados a estilo de Banco y por el tiempo 
comprendido entre la lecha de la toma de posesión (15 de abril de 1951) y la 
del pairo cancelatorio de la indemnización, como lo tiene decidido para estos 
casos la Excnia. Corte Suprema de Justicia de la Nación (v. Fallos: 230: 438 
y allí citados, de los tomos 28: 458; 30: 47; 38: 5; 97: 408; 190: 92; 202: 31G, 
entre otros). 

13 v Que por lo que hace a las costas del juicio, es igualmente procedente 
resolver que ellas deben ser abonadas en el orden causado, por lo dispuesto en el 
art. 28 de la ley 13.204 y los extremos del caso atinentes a ello. 

Por las consideraciones que anteceden; las que se lian lomado en cuenta como 
fundamento y antecedentes del pronunciamiento del Tribunal de Tasaciones sobre 
el valor objetivo del inmueble "San José de la Kinconnda", de cuya expropiación 
se trata en este juicio; la doctrina y jurisprudencia citadas y lo aducido y ale- 
gado concordantemente por la representación de los demandados, en autos fallo: 

I. Haciendo lugar a la demanda de expropiación del inmueble denominado 
"San José de la Rinconada'', sobre que versan estos autos, de cuva propiedad 
fueron titulares, en condominio, Da. Catalina Petrona Aparicio. Da. María Hita 
Aparicio de Gini, Da. Andrea Aparicio de Berna rd y D. Juan Plácido Isidro 
Aparicio, y declarando: (pie el Estado Nacional Argentino — por la repartición 
administrativa que corresponda — , deberá pairar a los mismos, dentro del término 
de treinta días, en concepto de precio y de toda indemnización, incluyéndose 
mejoras, por dicha expropiación, la suma de * 709.SS0.15 m/n., con más los 
intereses corrientes al tipo de los (pie cobra el Banco de la Xaeión Argentina, 
liquidados sobre la diferencia entre la cantidad preconsignada y el importe del 
depósito a que corresponde la boleta agregada a i's. 0; vale decir: sobre la suma 
de $ 030.201,15 ni n. y desde la fecha de la des posesión del inmueble expropiado 
—15 de abril de 1951 — , hasta la focha en que se haga electivo, por parte del 
actor en el juicio, dicho saldo, mediante su depósito a la orden de este Juzgado. 

II. Disponiendo que las costas del juicio sean abonadas por su orden, con- 
forme a lo dispuesto en el art. 28 de la. ley 13.204. Rodolfo Carrillo. 

Skntknua m: ( ' \m aka Fkmkiía», m: Apki.acimnks 

San Miguel de Tucumán, 31 de octubre de 1958. 

Y vistos: IjOs recursos de apelación interpuestos por las partes, contra la 
sentencia de fs. 520 a fs. 538, dictada por el Sr. Juez Federal de Jujuy, que 
resuelve hacer lugar a la demanda promovida por el Kstado Nacional Argentino, 
sobre expropiación del inmueble denominado "San José de la Rinconada" des- 
cripto en la misma, y fija en concepto de indemnización la suma de $ 709.880,15 
ni/n., con las costas en el orden causado; y 
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Considerando : 

Los fundamentos del fallo recurrido, lo dictaminado por el Tribunal de Tasa- 
ciones, motivaciones de esos pronunciamientos, antecedentes reunidos para su 
apreciación, y lo dictaminado en la pericia de fs. 558/559, corresponde considerar 
justa y equitativa la suma do $ 769.886,15 m/n. fijada como valor en concepto 
de indemnización. 

Que al formular las consideraciones que anteceden, se ha tenido muy espe- 
cialmente en cuenta las comprobaciones realizadas por el perito ingeniero civil 
Fortunato Daud, designado por el Juez que entiende en la causa, en cumplimiento 
de lo resuelto por este Tribunal como medida para mejor proveer. Dichas com- 
probaciones ilustran suficientemente sobre las características y extensión de los 
"cien ctros" existentes en el inmueble expropiado, los que al contar con grandes 
cantidades de pastos lo hacen apto para el pastaje del ganado de la zona. La 
extensión de esos "ciénegos" resulta ser mayor que la asignada por el Tribunal 
de Tasaciones, y como elemento objetivo y concreto justifican la circunstancia 
de que el a quo se haya apartado, en la medida en que lo hizo, de las conclusiones 
del citado organismo técnico, asignando valor probatorio suficiente a las testimo- 
niales rendidas en autos. 

El valor atribuido al inmueble expropiado guarda relación con el asignado 
por este Tribunal en otros juicios de expropiación a los inmuebles de la zona. 

Por estas consideraciones, corresponde desestimar la apelación interpuesta 
por el Señor Procurador Fiscal, confirmando la sentencia recurrida; sin que 
pueda el Tribunal entrar a considerar la apelación interpuesta por el represen- 
tante de los expropiados, desde que el recurso interpuesto y concedido en relación 
como correspondía (del que legalmente tuvo conocimiento, ver diligencia de 
fs. 542 vta. y actuación de fs. 543), no ha sido mantenido con el respectivo 
memorial dentro del plazo establecido por el art. 15 del decreto-ley 23.398/56, 
quedando en consecuencia desierto. 

Que las costas de esta instancia deben ser en el orden causado, en atención 
a la suerte de los recursos planteados. 

Por todo ello, y disposiciones legales citadas, se 

Resuelve : 

Declarar desierto el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada 
y confirmar la sentencia recurrida que resuelve hacer lugar a la demanda promo- 
vida por el Estado Nacional Argentino sobre expropiación del inmueble denomi- 
nado "San José de la Rinconada", y fija en concepto de indemnización la suma 
de $ 769.S86,15 m/n., con las costas en el orden causado. Costas de esta instancia 
en el orden causado. — A' río Lucero — Jorge V. Miguel, 

FALLÍ) DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "listado Nacional Argentino c/ Catalina 
Llanos de Aparicio y otros s expropiación", en los que a fs. 565 
se ha concedido el recurso ordinario de apleción contra la sen- 
tencia de la Cámara Federal de Apelaciones de Tueumán de 
fecha 31 de octubre de 1958. 
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( 1 onsi<lerando : 

Que contra la sentencia do fs. 5()2 / 5(>:$, confirmatoria de la de 
primera instancia (fs. 520/538), por la cual se fija en $ 769.:W(i,16 
m/n. el monto total de la indemnización a cargo del Kstado Na- 
cional — "incluyéndose mejoras" — , el actor interpuso recurso 
ordinario de apelación (fs. 5(54), el que le ha sido concedido (fs. 
5(>5). Trátase de la expropiación de un bien inmueble denominado 
4 4 San José de la Rinconada", que se encuentra situado en el de- 
partamento de Rinconada, Provincia de Jujuy, y cuya superficie 
es de l.'U/W0 hs., 2092 nr. El expropíador tomó posesión de la 
cosa el 15 de abril de 1951, previo depósito judicial de la cantidad 
de f 1M9.0S5 m/n., con arreglo a lo previsto por el art. 18 de la 
ley 1.V2K4 (fs. (> y 8/9). 

Que, en oportunidad de expresar agravios ante la Cámara, 
el Señor Procurador Fiscal solicitó que el monto de la indemniza- 
ción fuera reducido a # (J;?5. 555,95 m n., de conformidad con el 
dictamen emitido por el Tribunal de Tasaciones (fs. 505/507). 
Kundó esta pretensión en los argumentos siguientes: a) al atribuir 
a los terrenos de 4 "ciénego", existentes en el fundo, una extensión 
mayor que la fijada por aquel Tribunal, sin más apoyo que el 
resultante de meras declaraciones testimoniales, el Sr. Juez de 
Primera Instancia adoptó un criterio insostenible, por cuanto una 
decisión de tal naturaleza sólo pudo basarse en informes pericia- 
les, los que, en todo caso, debieron ordenarse como medida para 
mejor proveer; b) de la misma impugnación es merecedor el 
pronunciamiento judicial en cuanto incluye dentro del valor obje- 
tivo el correspondiente a la "vegetación" que cubre el inmueble, 
la que no babía sido tomada en consideración por el Tribunal de 
Tasaciones; c) la sentencia es vaga y abstracta, ya (pie no deter- 
mina de modo preciso cuál ha sido la incidencia de los nuevos 
factores que computa sobre el valor unitario por hectárea asig- 
nado a la tierra expropiada (fs. 54() y vía.). 

Que el Señor Procurador General hace suyas las objeciones 
señaladas en el considerando anterior y solicita se modifique la 
sentencia según la petición Fiscal, imponiéndose las costas a la 
demandada (fs. 58;$). 

Que el recurso interpuesto es procedente, conforme a lo pres- 
cripto por el art. 24, inc. apartado a) del decreto-ley 1285/58 
(ley 14.467). 

Que el primero de los agravios expuestos por el apelante se 
halla, actualmente, desprovisto de fundamento. Rilo es así porque 
< i l tribunal a quo, con el carácter de medida para mejor proveer, 
dispuso requerir informe pericial acerca de "la extensión de los 
terrenos de ciénego existentes en el inmueble que motiva el pre- 
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senté juicio" (fs. ,").")()), y, cu consecuencia, fue agregado el dic- 
tamen técnico inserto a fs. .mS .")')!). De él se desprende (pie la 
superficie de los referidos terrenos {22. i X)[) lis.) es considerable- 
mente mayor (pie la (pie oportunamente calculó el Tribunal de 
Tasaciones (1S.000 lis.), lo que supone una plena justificación 
de lo resuelto sobre el punto por los jueces de la causa. 

( t )ue son inobjetables, asimismo, las conclusiones que esos jue- 
ces adoptan en orden a la inclusión, dentro del justiprecio de la 
cosa, de la 4 4 vegetación" (pie ella contiene y (pie es apta o utili- 
zable como combustible y para material de construcción do casas 
o alambrados 1 ' (fs. 7)1)4). A este respecto, el fallo descansa sobre 
elementos de juicio concretos e idóneos, frente 1 a los cuales care- 
cen de eficacia las razones (pie el expropiado!* aduce (véase con- 
siderando 7° de la sentencia de fs.;VJ(i .VJX) . 

Que, finalmente, no es tampoco atendible el agravio (pie se 
bacc depender de la insuficiente fundamentación de la sentencia 
en la parte concerniente a la gravitación de los nuevos factores 
computados — mayor extensión de los terrenos de ''ciénego" y 
valor económico atribuible a la '■vegetación"— sobre» la elevación 
del resarcimiento, (pie los jueces llevaron de $ ■+..")() m n. (estima- 
ción del Tribunal de Tasaciones, fs. .'}7í> y .")().']) a * ."i.óO ni n. por 
hectárea. Habida cuenta de la naturaleza c importancia de esos 
factores, así como de la correcta mención de antecedentes de ven- 
las o expropiaciones anteriormente efectuadas en la zona (fs. 
1)7') \\, ~h\(i y r>(ii? v.), no parece dudoso que el mencionado aumento 
es fundado y, además, se ajusta a la doctrina de esta Corte que el 
Sr. Juey, de Primera Instancia reproduce». Infectivamente, cuando 
median elementos concretos reveladores de error u omisión, a los 
juece< les está permilido apartarse del dictamen del Tribunal de 
Tasaciones (caso "Xnción Argentina v Francisco Xerantes y 
Federico Pinedo", Fallos: '21)7: -.'*<>), especialmente si ese dicta- 
men — como en el caso ocurre — ha motivado tres disidencias, a 
las (pie se sumaron las de los interesados. 

Fn su mérito, se confirma la sentencia apelada de f)(jl\ 

Bkx.tamíx Vi i. mío as Basavilhaso — - 

AlMSTÓU'LO I). AlíÁoZ ÜK LAMADIfiU) 

— - L'"IS M\CÍ\ BoiTI BíXiCKIÍO 

Jruo O Vil A X A líTK, 
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ANASTASIO E. PALOMEQUE v. S.R.L. ROBIANU 

COS STITIJC IOX X ACION AL; Derechos \j garantías. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

Toda vez que la doble insta ucia no constituye requisito constitucional, la exi- 
gencia del depósito previo del capital, intereses y costas, establecido por el 
art. 57 de la ley 5178 de la Provincia de Buenos Aires como requisito para 
la concesión de recursos en el orden local, no es violatoria de la defensa en 
juicio ni de la igualdad ante la ley. 

La alegada "imposibilidad de efectuar el depósito previo" que se hace de- 
pender en el caso de "dificultades económicas y financieras" no constituye 
excepción a la doctrina antes expuesta, tanto más si el recurrente — en una 
etapa anterior del juicio — requirió y consintió la aplicación de la norma 
legal impugnada; y si, además, la capacidad patrimonial de la empresa ape- 
lante, acreditada en la causa, excede con notable amplitud el monto de la 
condona y el depósito previo exigido. 

Dictamen dkl Piuktraix)!; (jknkuaj. 
Suprema Corte : 

Tiene reiteradamente resuelto V. K. <iue la exigencia conte- 
nida en el ar;. 57 de la ley 5178 de la provincia de Buenos Aires 
no resulta violatoria de las garantías constitucionales de la de- 
fensa en juicio y de la igualdad (Fallos: 2;55 : 478; 2:iS : 418 y 
ó 14, entre otros). 

Con sujeción a dicha doctrina estimo que corresponde deses- 
timar las pretensiones sustentadas en el recurso extraordinario 
<|ue corre a fs. 201 de estos autos. Buenos Aires, i:> de febrero 
de 1959. — Ramón Isasvauo. 

FALLO DK LA CORTE SCIMiKMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1!).")!!. 

Vistos los autos: fci Palomcquc Anastasio K. c/ Robiano S. 
H. L. s/ accidente de trabajo", en los (pie a fs. 205 se ha come- 
dido el recurso extraordinario contra la sentencia de la Suprema 
Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires de fecha 2(5 
de agosto de 1958. 

Considerando : 

Que, agraviándose del pronunciamiento de la Suprema Corte 
de la Provincia de Buenos Aires obrante a fs. lí)8, que declaró 
bien denegado el recurso de inaplicabilidad interpuesto contra la 
sentencia del Tribunal de Trabajo interviniente en la causa (fs. 
157 170), la parte demandada dedujo recurso extraordinario de 
apelación (fs. 201 204), que le fué concedido (fs. 205). 
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Que, al fundar dicha apelación, el recurrente impugnó la 
constitucionalidad del art. 57 de la ley 5178 de la Provincia de 
Buenos Aires, en cuanto tal precepto exige, como requisito previo 
a la concesión del recurso de inaplicabilidad de ley, el depósito del 
capital, intereses y costas resultantes de la condena de primera 
instancia. Afirmó que semejante exigencia crea 4 4 una diferencia- 
ción efectuada en base únicamente a un elemento extraño como 
es la situación económica de los apelantes", y, por tanto, consagra 
una discriminación arbitraria, lo cual supone violación del art. 16 
de la Constitución Nacional. Sostuvo, asimismo, que en el sub lite 
inedia desconocimiento de la garantía de defensa en juicio. 

Que el recurso es procedente desde el punto de vista formal 
debido a que la sentencia contra la que él se intenta declara la 
validez de una ley provincial objetada como contraria a la Ley 
Fundamental. 

Que la valide/ constitucional del art. 57 de la referida ley 
5178 ha sido admitida, en diversos pronunciamientos, por esta 
Corte Suprema, sobre la base de consideraciones que evidencian 
la plena compatibilidad de aquella disposición con las cláusulas 
constitucionales sobre las que versa el recurso (Fallos: 235: 478; 
l\"38: 418 y 514, sentencias del 7 y lí) de agosto pasado en las cau- 
sas M. 108, "Measen Celia y otros c/ Perona Barbouth S. R. L. 
s/ salarios" y K. 41, "Kinen, Roberto Antonio c Canteras Kumi- 
gnasi S. R. L.'\ respectivamente). Corresponde, pues brevitatis 
anisa, dar por reproducidas esas consideraciones en la especie. 

Que la alegada "imposibilidad de efectuar el depósito pre- 
vio", que se hace depender de "dificultades económicas y finan- 
cieras" (fs. *2(VA), no constituye excepción a la doctrina jurispru- 
dencial antes aludida, en supuestos como el de autos, habida cuen- 
ta de las razones que la sustentan, tanto más cuanto que el recu- 
rrente — en una etapa anterior del juicio — requirió y consintió 
la aplicación de la norma legal que ahora impugna (fs. 55/58), a lo 
que puede añadirse que la capacidad patrimonial de la empresa 
apelante, acreditada según contrato de fs. 19/20, excede con no- 
table amplitud el relativamente reducido monto de la condena y, 
por ello, ol depósito previo que le fué exigido. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia apelada do fs. 15)8 en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario. 

Ben.tamíx Villegas Basavilbaso — 
Aristóbt'lo D. Aiíaoz de Lamadkii» 
— Luis María Boffi Bogoeko — 
Julio Oyhaxaute. 
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W1LLIAM LAXC ASTER 

RECCRSO EX TR AORDIXA RI O : Requisitos formales. Interposición del recur- 
so. Fundamento. 

No procede el recurso extraordinario cuando el escrito en que se lo inter- 
puso omite la enunciación concreta do los hechos de la causa que guarden 
relación directa con las cuestiones planteadas, en los términos del art. 15 
de la ley 48 y la jurisprudencia de la Corte Suprema. Ello ocurre si el ape- 
lante se limitó a expresar que el recurso es procedente por cuanto el tribunal 
a quo estimó que la ley 17(i'2 de la Provincia de San Juan no es viola toria 
de los arls. 40 y 1)7 de la reforma de 1Í)4ÍJ, y 104 de la Constitución Nacional 
vidente, y, además, desconoció el "derecho de propiedad" (pie importa, a su 
juicio, la concesión de un i^rupo minero. 

RECURSO EXTR AORDIXA RIO: Requisitos comunes, (iraramen. 

Si el recurrente consintió la jurisdicción de la Dirección Nacional de Minería 
sin formular reservas de ninguna naturaleza, es tardía la alegación de incons- 
titucional i dad de la ley 17li*2 de la Provincia de San .Juan — que importa, 
i\ jui.-'io de! apelante, la delegación a las autoridades federales de atribucio- 
nes privativas de la provincia-- introducida en el escrito de expresión de 
agravios. 



Dictamen dke Pkoci:i¡.ai»ok (íenekal 
Suprema Corte: 

Aun para el supuesto de que A'. E. considerara que el recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 99 reúne formalmente los requi- 
sitos de fundamentación necesarios, lo que me parece dudoso, 
pienso que el mencionado recurso es improcedente. 

En efecto: la primera cuestión que se pretende traer a de- 
cisión de V. E. es la que se refiere a la ley local 17(52, que el recu- 
rrente considera inconstitucional por importar, a su juicio, una 
delegación no autorizada de atribuciones privativas de la provin- 
cia a favor de las autoridades federales. 

De lo actuado resulta, sin embarco, que el apelante consintió 
la jurisdicción administrativa nacional en la materia objeto del 
litigio, tanto durante la vigencia de la constitución de 1949 como 
después de haber recobrado su imperio la que hoy nos rige, según 
lo atestiguan los escritos presentados a fs. *_M (apelación ante el 
Director General de Geología y Minas de la Nación), fs. 39 (ape- 
lación ante el ministro de Industria de la Nación), y act. 303.227 
(ñola agregada sin foliar después de la foja ól ) en la que reitera 
petitorios ante el Ministro de Industria y Comercio de la Nación, 
con fecha 7 de setiembre de 1956. En ninguna de estas presenta- 
ciones planteó el recurrente, por lo demás, cuestión alguna acerca 
de la eonstitucionaüdad de la delegación de facultades que luego 
impugnó. 



Id0 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Estimo, pues, aplicable en este punto la doctrina sentada por 
Y. K¡. en Fallos: 5(i : IX); 148: 21)] ; 149: l.'i7; 1S4: ; 207): KJ5 y 
212: li(íí), entre otros, en cuya virtud la voluntaria sujeción del re- 
currente» a la jurisdicción administrativa nacional le inhibe de sos- 
tener ante V. K. la inconstitucionalidnd de las normas locales an- 
tes recordadas. 

Fax cuanto a la secunda cuestión que si» plantea en el recurso 
extraordinario de fs. 99, esto es la relativa a la alegada violación 
del derecho do propiedad (art. 17 de la Constitución Nacional), 
advierto (pie ella no se planteó formalmente, ni se invocó la 
enunciada cláusula constitucional, durante las instancias juris- 
diccionales administrativas, haciéndose una somera referencia a 
la misma sólo al tramitarse ante la ('orto provincial ol recurso 
previsto en el art. l y A del decreto-ley 200 57 do San Juan. 

Kn tales condiciones, el punto aparece extemporáneamente 
introducido en la litis, a lo que debe agregarse que no fue objeto 
de pronunciamiento en la sentencia apelada. 

Fax consecuencia, pienso que este agravio no puede ser traído 
ante Y. K. en la instancia do excepción, por no haber sido plan- 
teada oportunamente la cuestión sobre la cual se funda. 

Procede, por tanto, a mi juicio, declarar mal concedido a fs. 
102 el presente recurso. Buenos Aires, 25 de airosto de 1958. — 
Ramón Lascatio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Lancaster William s/ solicita se le conceda 
formación grupo minero "Sol de Mayo", en los que a fs. 102 se 
ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Corte de Justicia do la Provincia do San Juan do focha 10 do di- 
ciembre de 1957. 

Y considerando : 

( c )ue en ol escrito de fs. 99, ol recurrente se limitó a expresar 
que ol recurso extraordinario es procedente por cuanto el tribunal 
a quo estimó que la ley provincial 1762 no es violatoria de los arts. 
40 y 97 de la Reforma de 1949 y 104 de la Constitución vidente, 
y, además, desconoció el "derecho de propiedad" quo importa, 
a su juicio, "la concesión del Grupo minero "Sol de Mayo", per- 
feccionado por la resolución 239-OP-1950. 

Que la mera enunciación de tales infracciones, sin mencio- 
narse concretamente los hechos de la causa que guardan relación 
directa con las cuestiones planteadas, no constituyo adecuado 
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fundamento del recurso extraordinario en orden a lo dispuesto 
por el art. 15 de la ley 48 y a la reiterada jurisprudencia del 
Tribunal —Fallos: 23f> : ; 237: 2<M>; L\'i8: 495; 240: 419, entre 
otros — . 

Que, por lo demás, como lo señala el ttr. Procurador General 
en su dictamen y surge de las presentes actuaciones (ver espe- 
cialmente fs. 1, 9/11, 15, 24, 39/42 y 52/3), el recurrente consintió 
la jurisdicción de la Dirección Nacional de Minería sin formular 
reservas de ninguna naturaleza, por lo que resulta visiblemente 
tardía la alegación de inconstitucionalidad introducida en el es- 
crito de expresión de agravios de fs. 64/69. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, se 
declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
102. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Akistórulo D. AiíÁoz de Lamat>kid 
— Lris Manía Bofe i Bogceko. 



EMPRESA NACIONAL h: T ELECOM C N 1 C A C 1 ON KS v. M. L, CAÑAS 

im: OIRIBOXE 

RECURSO EX TRAORDI X ARIO : Requisitos propios. Cuestiones un federales. 
I nferpret ación de normas locales de procedimientos. Costtis 7 honorarios. 

La interpretación del decreto-ley 7887/55, sobre arancel para las profesiones 
de agrimensura, arquitectura e ingeniería, es punto de naturaleza procesal 
irrevisible en la instancia extraordinaria. 

RECURSO KXTRAORDIX ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I m procedencia del recarso. 

La circunstancia de (pie los fundamentos de la resolución regulatoria de 
honorarios sean escuetos, admitiendo este género de resoluciones funda men- 
tación breve, no basta por sí sola para la procedencia de la tacha de arbi- 
trariedad. 

IÍOXORARIOS DE IXdEXIEROS. 

Para jegular los honorarios correspondientes a los peritos ingenieros, en 
juicios de expropiación, debe considerarse como monto del pleito la dife- 
rencia entre la indemnización fijada en la sentencia definitiva y la oferta 
fiscal. 

HONORARIOS DE IXGE'MEROS. 

Los honorarios de los peritos ingenieros, como requisito para la justicia de la 
regulación a practicarse, deben adecuarse al monto del pleito y a las demás 
regulaciones efectuadas en la causa. 
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DlCTAMKX I>KI. I 'itOC 1" lí A I >OR GkXKKAL 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario es procedente, con arreglo a la ju- 
risprudencia de V. E. de que la impugnación sobre base consti- 
tucional prima facir fundada- de una regulación de honorarios, 
por razón de su monto, da lugar a aquel (Fallos: 239: 204; 241: 
121). 

En el sub Indice el recurrente estimó sus honorarios e invocó 
disposiciones del arancel de los profesionales inscriptos en los 
Consejos de Agrimensura, Arquitectura e Ingeniería (decretos- 
leyes 7887/55 y 16.140 7)7 — ley 14.4(17 — ). Tanto el juez como la 
Cámara se apartaron de esa estimación sin fundamentación legal 
alguna. 

Por ello, opino que» corresponde revocar la sentencia apelada, 
en cuanto ha podido ser materia de recurso. Buenos Aires, 3 de 
julio de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA COKTK SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Empresa Nacional de Telecomunicaciones 
c/ Giribone, M. L. C. de s/ expropiación M , en los que a fs. 413 se 
ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso- 
administrativo de fecha 19 de marzo de 1959. 

Y considerando: 

Que la resolución apelada de fs. 4(19 no es revisible por esta 
Corte en instancia extraordinaria en lo que hace a la interpreta- 
ción del arancel profesional invocado por el recurrente. El punto 
es, en efecto, de naturaleza procesal, según se lo ha declarado 
reiteradamente por la jurisprudencia de esta Corte. 

Que habida cuenta de la naturaleza de la resolución mencio- 
nada, la circunstancia de que sus fundamentos sean escuetos no 
basta por sí sola para la admisión de la tacha de arbitrariedad. 
Esta Corte ha establecido, en efecto, que este genero de resolucio- 
nes admite fundamentación breve que por lo demás es de práctica 
corriente. 

Que a ello debe agregarse que es también jurisprudencia 
que el monto del pleito, a los fines de las regulaciones pertinentes, 
se ha declarado ser, en los juicios de expropiación, la diferencia 
entre la indemnización señalada en la sentencia y la oferta fiscal 
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(Fallos: 241 : 404 y otros). Y también se* lia decidido que los hono- 
rarios de los peritos ingenieros deben adecuarse a las demás re- 
gulaciones practicadas en la causa y al monto del juicio, como 
requisito para la justicia de la regulación a practicarse. — Fallos: 
2'Mi: 127; 239: 12:5; 242: 519 y otros—. 

Que habida cuenta de lo expuesto, la suma establecida por la 
sentencia apelada de fs. 409 resulta ajustada a las constancias de 
la causa y a los principios de que esta sentencia hace mención. En 
tales condiciones, la arbitrariedad alegada como fundamento del 
recurso no es adminisblc. 

Que, por último, las cláusulas constitucionales invocadas ca- 
recen de relación directa con lo resuelto y no sustentan la apelación 

Por ello, habiendo dictaminado el señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
413. 

Benjamín Y i llecas IJasavilisaso — 
Aristóbl lo D. AliAOZ de Lamadbid 
— Luis Maiiía Roi i i Boggkro — 
Julio Oyiiaxakte. 



JOSK ACKKinLXXX v. KIXACIO ACKKKMAXN v Otros 

JVRISDlVriOS Y COMPKTESCIA: Sucesión. Fuero ,h atracción. Arciones 
reláficas a bienes hereditarios. 

Si la venta del campo fué ordenada después (pie el coheredero -—(pie invoca 
ante los tribunales paritarios el carácter de arrendatario diera su con I tr- 
inidad para (pie el inmueble se vendiese libre de ocupantes, y la> resoluciones 
dictadas al respecto en el juicio sucesorio se encuentran firmes, lo reí érente 
a la entrega de la posesión del campo a quien lo compró en el remate judicial 
es cuestión propia de los jueces del Miccsorio y ajena a la competencia do 
las Cámara- Paritarias. 

DlCTAMKX 1 >KL PliOC V K ADOlí (ÍKXKKAL 

Suprema Corte: 

Del expediente sucesorio agregado resulta que dosc Ackcr- 
niann, en su carácter de coheredero de una fracción rural inte- 
grante del acervo, dio conformidad, por intermedio de su apo- 
derado, para la venta de dicho inmueble el que sería entregado 
libre de ocupantes el 31 de enero de 1958 (escrito de fs. 102 y po- 
der de fs. 71/72). Realizada la operación fué aprobada por auto 
de 26 de junio de 1958 (fs. 216 vta.) ; y por resolución de fs. 277, 
de 22 de octubre del mismo año, se dio por oblado el precio y se 
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ordenó que se diera al comprador posesión del inmueble adqui- 
rido. 

Días después, el 29 de octubre de 1958, José Ackennann se 
presentó ante la Támara Regional de Bahía Blanca demandando 
a sus coherederos. Invocando estar ligado a los mismos por un 
contrato de arrendamiento se opone en definitiva a la entrega del 
campo y pretende que los derechos que alega deben ser resueltos 
por los organismos paritarios, planteando contienda de incom- 
petencia por inhibitoria que ha sido favorablemente acogida por 
la Cámara Regional. 

El juez del sucesorio no ha accedido a la cuestión planteada 
y ha quedado trabado el conflicto jurisdiccional que corresponde 
a V. K. resolver de acuerdo con el art. 24, inc. 7 9 , del decreto-lev 
1285. 

En cuanto el fondo del asunto fácil es advertir que lo que 
Ackermann discute e intenta enervar es la obligación contraída 
en su carácter de heredero vendedor, la que no se halla subordina- 
da a los derechos que podían asistirle como presunto arrenda- 
tario. 

En consecuencia, y por aplicación de la doctrina de V. E. de 
Fallos: 21U: 715; 235: 56; 237: 285, (573 entre otros, estimo que 
el juez del sucesorio es competente para entender en el plantea- 
miento que el causante ha formulado ante la Cámara Regional. 
Buenos Aires, 27 de julio de 195Í). — Itamón Lascatw. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como dictamina el Sr. Procurador General, el conflicto 
planteado en esta causa no se refiere a una cuestión suscitada 
4 4 entre arrendadores y arrendatarios o aparceros, con motivo de 
los respectivos contratos de arrendamiento y/o aparcería y de 
las leyes que los rigen" — art.l 9 de la ley 13.897 — , sino a la venta 
de un bien que forma parte del acervo hereditario y a la entrega 
de la posesión al tercero que lo adquirió en remate judicial. En 
efecto : según resulta del juicio sucesorio agregado por cuerda, 
la venta del campo fué ordenada después que el coheredero ,Iosé 
Ackermann, que invoca ante los tribunales paritarios el carácter 
de arrendatario, diera su conformidad para que el campo se ven- 
diese libre de ocupantes. V las resoluciones dictadas en el juicio 
sucesorio sobre venta del inmueble y aprobación del remate se 
encuentran firmes (conf. fs. 102, 105, 111, 114, 119, 123, 206, 216 v., 
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227 del expediento agregado sin acumular). Kn consecuencia, lo 
referente a la entrega do la posesión del campo a quien lo compró 
en ol remato judicial es, en el caso, cuestión propia de los jueces 
del sucesorio y ajena a la competencia de las Cámaras Paritarias. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador (¡enera], se 
declara que ol Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Bahía Blanca 
es el competente para conocer de la cuestión a que se refiere el 
presente pronunciamiento. Remítasele el expediento agregado 
por cuerda, con las copias do estilo y devuélvase esta causa a la 
Cámara Regional do Bahía Blanca. 

Benjamín Viu.koas Basavilkaso — 

AlílSTÓBCLO O. AlíÁOZ DK LaMAIMMI) 
J riJO ( ) Y 1 1 A N'AIíTK. 



XoKlíKRTO JTLIO IIKHNAMX) v Otu-.s v. C.MÍLOS MAKCKLINo 

LOPKZ SHA A 

/.'/■; r 'CIíSO KXTHAOHDiXAKIO: fírqnisitos /m T m>. Snitatria th-f tuitiva. 

Hi suhtt innrs aittrrinrrs a ht srntvnvia (h fUtitirn. ./ni< i<ts iU ttftnmift >t r jn itt i vo. 

L;is resoluciones dictadns **n procedimientos ejecutivos, por vía de pi i ncipio, 
>on insusceptiblcs <lc recurso extraordinario. Kntre la^ excepciones, admi- 
tidas por esta jurisprudencia, no figura la consistente en los inconvenientes 
ojie pueden resultar del juicio ordinario (pie, en el «aso, se reconoce pro- 
cedente 

FALLÍ) DE LA CORTL SITKKM A 

Buenos Aires, 4 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 4h Rocurso do hecho deducido por ol deman- 
dado en la causa Hernando, Xorberto Julio y otros c Lope/ Sil- 
va, ('arlos Marcelino", para decidir sobre» su procedencia. 

Y considerando: 

(¿ne la jurisprudencia de esta Corto tiene establecido que, 
por vía de principio, las sentencias dictadas en procedimientos 
ejecutivos son insusceptibles de recurso extraordinario. 

Que entre las excepciones que admite esta jurisprudencia no 
figura la consistente en los inconvenientes que pueden resultar 
del juicio ordinario, que en el caso, se reconoce procedente — Fa- 
llos: 241 : 117 y otros — . Se trata, por lo contrario, do una doctrina 
con arreglo a la cual la invocación de garantías constitucionales 
no basta para el otorgamiento de la apelación en el trámite eje- 
cutivo, de no mediar razones institucionales que bagan inoperante 
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la tutela del derecho que puede asistir al apelante por los tribu- 
nales de la causa, a quienes tales procedimientos incumben. 

Que por lo demás, la sentencia de que se acompaña copia, 
está suficientemente fundada y no le es aplicable la jurisprudencia 
establecida en materia de arbitrariedad. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Bkx.iam íx Villegas Basavilba^o — 

AlUSTOBULO D. ARAOZ DE TjAMADRID 

— Luis Mahía Boi-ri Bo<;<;rcito — 
Ji'Lio Oyiíaxaiíte. 



AXACAKSJS MATKO ANTONIO v AKDOX CAMILO HIDALGO 

Jl'R/SMCCIO.X Y COMI'F.TESCIA: Compvtvnrin prual. Liiffur del delito. 

Correspondo ;i l;i justioin naci(lfi;il on lo orimin;il ilt» in>tru(*oión do la Capital 
Kodoral, y no a la penal do \a\ Plata, Provincia do Huonos Airos, conocer 
do la denuncia por defraudación, si fué en la Capital donde se concortó la 
operación presuntamente dolosa, so efectuó la entroja del dinero por el que- 
rellante v >o habría omitido dar cumplimiento a la obligación. 



DlCTAM KX 1>KL I > 1 i C >C l * 1 í A 1 X > I i (iKXKKAf. 

Suprema Corte : 

De ser exactos los hechos que sirven de base a la denuncia 
de fs. 1 de la causa criminal agregada por cuerda floja, la defrau- 
dación se habría realizado, sin duda, en la Capital Federal, ya 
que sería aquí donde se habría producido la disposición patri- 
monial y donde, por otra parte, se habría omitido dar cumpli- 
miento a la presunta obligación. 

Sobre tal base» debe pues resolverse» la presente contienda, 
pues la aceptación de la tesis sostenida por el Señor Juez en lo 
Penal de La Plata implica prácticamente resolver el fondo del 
asunto en el sentido de que el delito imputado no se habría co- 
metido. 

Por ello, y teniendo presente, por lo demás, la regla contenida 
en el art. ?Ai del C. de Procedimientos en lo Criminal, estimo que 
procede declarar que debe seguir entendiendo en la causa el Se- 
ñor Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. Buenos Aires, 
7 de octubre de 1909. — Ramón Lasca no. 
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KALU) DK LA COUTK Sl'IMíKMA 

Buenos Aiivs, (> de noviembre de 1!)59. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como lo demuestra el precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador (jcncral, la justicia nacional en lo criminal de la Capital 
es la competente para decidir si los hechos denunciados por el 
querellante constituyen o no delito, pues la defraudación impu- 
tada a lo señores Hidalgo, en caso de existir, se habría consumado 
en la Ciudad de Buenos Aires, donde se concertó la operación 
presuntamente dolosa y se efectuó la entrega del dinero por parte 
del Sr. Martínez — Kailos: m 2l\H: :>S0, doctrina de Fallos: :U0 : 170 
y 241 : 27, entre otros — . 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador (Jeneral, se 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
de la Capital Federal es el competente para conocer de la causa 
instruida a Anacarsis Mateo Antonio Hidalgo y Abdon Camilo 
Hidalgo, por defraudación. Remítanse los autos y hágase* saber 
en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Penal de La Plata. 

Bkxj amíx Vi u .]■:<; as H asavilbaso - — 

AlllSTÓlU'LO 1). AIIÁOZ DK I.AMADHin 

■ — Lrrs MaiíÍa Boiti I>o<;r,KKO — ■ 

Jl'LIO Ovil ANAKTK. 



MONSKÑOK I)(HT<)K SIIAINo MAKTINKZ 

VATROS ATO S Arios AL. 

Con las reserva - que emanan de la ( oust it luión y de las leyes dictadas con 
arreglo a ella sobre el Patronato Nacional. corresponde que la Corte Supre- 
ma presto acuerdo para que el Poder Kjecutivo conceda el pase a la Rula 
por la cual el Sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor Doctor 
Silvino Martínez, oportunamente presentado por el Poder KÍ<vutivo a la 
Santa Sede. Obispo de la Diócesis de Horario, desligándolo de la de San 
Nicolás de los Arroyos (M. 
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MONSEÑOR IHXTOK FKANCISCO VENXERA 

PATROXATO XACIOXAL. 

Con las reservas que emanan do la Constitución Nacional y de las leyes die- 
t das con arreglo a ella sobre el Patronato Nacional, corresponde que la 
Corte Suprema presto acuerdo para (pie el Poder Ejecutivo conceda el pase 
a la Bula por la cual el sumo Pontífice instituye canónicamente a Monseñor 
Doctor Francisco V cunera, oportunamente presentado por el Poder Ejecu- 
tivo a la S¡;nta Sede. Obispo de la Diócesis de San Nicolás de los Arroyos ('). 



Ll'JS EDCAIÍDO K ASPANTI 

RKCCHSO ¡\X ¡RA ORI)/ X ARIO: Requisitos propios. Cursilones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos ra r ios. 

Las nulidades de procedimientos son ajenas a la instancia extraordinaria ( 2 ). 

RhCCRSO KXTRAORDIX AR/O: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
I nterpretat ión de normas locales de procedimientos. Doble instancia // recursos. 

Son cuestiones de carácter procesal, ajenas a la instancia extraordinaria, las 
referentes a la deserción o mantenimiento do los recursos de apelación ante el 
tribunal de alzada 



ASOCIACION EKíTELA POPULAR GERMANA ARGENTINA 
HELOR ANO v. NACION ARGENTINA 

DAXOS Y PERJC ICIOS : Responsabilidad del Estado. Casos varios. 

Puesto (pie la retención del inmueble por la autoridad administrativa res- 
pondió exclusivamente a la necesidad do impedir una interrupción en el 
funcionamiento de establecimientos de enseñanza oficiales allí instalados desde 
la toma de posesión, y no al ejercicio de los poderes de guerra — abandonados 
voluntariamente por haberse resuelto (pie la propietaria (Asociación Escuela 
Popular Germana Argentina Helgrano) no so hallaba comprendida en las dis- 
posiciones del decreto ll.óí)í)/4o" — la responsabilidad del Estado os incuestio- 
nable; y oa i*ooe do objeto decidir si so trata de responsabilidad por acto lícito 
(ocupación temporaria) o de "responsabilidad cuasidelictual", si lo discutido 
os únicamente la obligación do indemnizar — no su monto — porque es obvio 
que olla existiría tanto en uno como en otro supuesto. 



(l*) 6 de noviembre. 

C¿) 6 de noviembre. Fallos: 241: 157; 243: 180. 
(*) Fallos: 243: 45 y 178. 
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PASOS ) PERJUICIOS: Responsabilidad <lvl Estado. Casos rarios. 

Producida la declaración de utilidad pública do diciembre de 1950), el 
inmueble que ocupara el Estado (desde el 15 do marzo de 1!)-M>) en ejercicio 
de los poderes de guerra, quedó afectado al régimen de la ley i:*.2<>4; y sólo 
pudo mantenerse la ocupación en la i'orma prevista en el art. 18 de esa ley. 
En consecuencia, existió una desposesión irregular desde la primera techa 
mencionada basta la toma de posesión en el .juicio expropiatorio ( 15 de se- 
tiembre de 1954) y el Estado debe responder por los daños ocasionados a 
la demandante, correspondientes a la pérdida por ésta del uso y goce del in- 
mueble. 

PODERES PE GUERRA. 

El ejercicio, por parte del Gobierno, de poderes legítimos de él, como son 
los poderes de guerra, no puede, en principio, ser fuente de indemnización 
para los particulares, aún cuando traiga aparejados perjuicios para éstos. 
El respeto, con semejante extensión, de las garantías individuales, podría 
detener la actividad gubernativa. 

PASOS Y PERJUICIOS: Responsabilidad del Estado. Casos varios. 

El ejercicio de las atribuciones conferidas al Presidente de la Xación en ma- 
teria de poderes de guerra debe realizarse dentro del ámbito institucional, 
sin desviarse de los fines para los que esas atribuciones fueron otorgadas. La 
afectación de la propiedad privada, durante la investigación administrativa, 
a fines extraños al conflicto bélico — instalación y funcionamiento de esta- 
blecimientos oliciales de educación, en el inmueble afectado — . aunque de 
interés público indubitable, y que lia producido beneficios al Estado, crea 
la obligación de restituirlos a su titular. 

Por consiguiente, desd: 1 (pie no se trata, en el caso, de un supuesto de res- 
ponsabilidad por daños derivados a la actor a de la ocupación de su pro- 
piedad por el Estado, sino del enriquecimiento sin causa que el Estado habría 
recibido al ocupar el inmueble e instalar en él, gratuitamente, establecimien- 
tos de enseñanza, la indemnización reclamada es pertinente, pues además 
del perjuicio sufrido por la actora hay el consiguiente beneficio patrimonial 
obtenido por el Estado al usar el inmueble para objetos no vinculados con 
el ejercicio de los poderes de guerra. 

POPE RES DE GUERRA. 

El principio, fundado en la supremacía constitucional, según el cual las fa- 
cultades privativas de un Poder no constituyen facultades incontrolables por 
el Poder Judicial, es aplicable a los "poderes de guerra", para deslindar 
los ejercidos razonablemente y los que han ido más allá de su fundamento 
y finalidad. La posición contraria podría hacer ilusorios los derechos del 
individuo, entre los cuales se encuentra el de "propiedad". (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Moggero). 

PASOS Y PERJUICIOS : Responsabilidad del Estado, ( osos rarios. 

Desde que el Poder Ejecutivo hizo uso del local ocupado en forma que no 
puede ser cubierta por los "poderes de guerra" (al instalar en el inmueble 
establecimientos de educación oficiales), perjudicando intereses particulares, 
ha incurrido en una transgresión que constituye fundamento suficiente para 
decidir en favor de la indemnización por responsabilidad aquiliana del Estado 
(Voto del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Roggero). 
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ESRIQCEi IMIESTO SIS CAl'SA. 

No existe "enriquecimiento sin causa" como supuesto autónomo, si el reclamo 
del actor por <laíios y perjuicios encuentra fundamento en la responsabilidad 
aquiliana del Kstado; pues aquel remedio excepcional actúa cuando el damni- 
ficado no cuenta con otra acción en favor de su derecho. (Voto del Señor 
Ministro Doctor Don Luis María Boffi Homero.) 

PODERES DE (i VE REA. 

Entre los poderes de guerra conferidos al Kstado se encuentra el que habilita 
a los órganos competentes para limitar o suspender derechos investidos por 
subditos enemigos, en la medida en (pie pueda presumirse que el uso de esos 
derechos ha de afectar la seguridad o defensa de la Nación, lo que a su vez 
supone la facultad de adoptar medidas tendientes a neutralizar la acción 
hostil susceptible de ser emprendida mediante el empleo de determinados 
bienes pertenecientes a aquéllos subditos. 

Por consiguiente, no da lugar a indemnización la privación del uso y goce 
de los bienes que, en virtud de la declaración del estado de guerra entre la 
Argentina y Alemania, quedaron en la situación jurídica de propiedad ene- 
miga, raíz de medidas dispuestas por el legislador para neutralizar o impedir 
el desarrollo de actividades perjudiciales o riesgosas para la seguridad na- 
cional, en tanto se invectivaba y resolvía >obrc el origen, vinculaciones y el 
real interés representado por ciertas entidades integradas por subditos de 
países enemigos. (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz di- Lamadrid y Don I ulio Oyhanarte.) 

PODERES DE (¿CERRA. 

Aceptado que no deriva para el Kstado ninguna responsabilidad indemni- 
zatoria respecto de los daños que ocasiona el ejercicio legítimo del poder im- 
positivo o del poder de policía, parece obvio que la solución no puede variar 
cuando están en juego los poderes de guerra, pues éstos, que poseen naturaleza 
afín, tienen mayor intensidad y más alta jerarquía institucional, en razón 
de la gravísima situación de emergencia (pie los pone en movimiento y del 
supremo interés que protegen: la integridad de la Nación y aún su existencia 
misma como entidad soberana (Voto de los Señores Ministros Doctores Don 
Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte). 

DA SOS Y PERJC ICIOS: R< si>o)tsahili<ia</ drl Estado, (usos varias. 

Si bien el Kstado responde ante los particulares siempre que aparezcan reuni- 
de los elementos que integran el enriquecimiento sin causa, las condiciones 
de la acción de in n m wrxo no deben alterarse en perjuicio del supuesto 
enriquecido, por la circunstancia de que éste sea el Kslado. Aun en tal su- 
puesto, para (pie ia demanda pueda prosperar- no sólo es preciso que exista 
enriquecimiento del demandado sino también, imprescindiblemente, el corre- 
lativo empobrecimiento sin causa del actor. 

Kn consecuencia, si el derecho de uso y goce del demandante estaba legítima- 
mente suspendido por acto que en sí mismo no originó í-esj; uisabilidad del 
Kstado - por haberse cumplido en ejercicio de los poderes de guerra — - no 
existí* posibilidad .jurídica de daño indcmnizable derivado de la ocupación 
del inmueble con establecimientos de enseñanza oficiales, pues ello no pudo 
causal' empobrecimiento resarcible. (Voto de los Señores Ministros Doctores 
Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte.) 
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Skntkncia dki, Jl-kz Nacional i:x i,o Civil y Comkkcial Feuekal 

Buenos Aires, 2í) de julio de 1955. 

Y vistos: Para sentencia esta causa seguida por la Asociación Escuela Po- 
pular (iermana Argentina Belgrano ( ./ | a Nación s/ daños y perjuicios. 

Resultando : 

]v Explica la adora que en el interdicto de despojo que inició oportuna- 
mente contra la Nación respecto del inmueble de su propiedad >ito en la calle 
Monroe :>0(il f la Exema. Cámara de Apelaciones en lo Federal con firmó, con 
costas, la sentencia de 1» Instancia que declaraba que la Nación debía devolver 
a la adora la posesión de dicho inmueble y dejaba a salvo los derechos de la 
misma para pedir la indemnización por daños y perjuicios a (pie se consideraba 
con derecho. 

Agreda que a pesar de ese fallo no pudo lograr que se le restituyera el 
inmueble, perdurando la ilegal y arbitraria desposesión desde el 14 de marzo de 
lí)4ü hasta ahora. Por tal motivo, entiende la adora ser acreedora a los daños y 
perjuicios consistentes: a) en la privación del uso y goce del bien despojado y 
de sus accesorios, daños y perjuicios (pie se traducen en el valor locativo de uso 
de la citada linca y de todos los muebles existentes en la misma y que estima en 
$ 7.000 m/n. mensuales y b) en el valor locativo de uso del gran salón de fiestas 
de la linca, equipado con proyector cinematográfico sonó Xeiss a razón de $ 1.500 
m/n. anuales. Por último también hace constar la adora que a raíz de haber 
cesado en sus funciones como consecuencia de la ilegal desposesión (pie cometió 
la demandada, le han sido iniciados por parte de su personal juicios de despido, 
por cuyo motivo deja reservadas las acciones para repetir de la Nación toda suma 
(pie tenga que abonar por ese concepto. Igual reserva formula respecto a los 
intereses, costas y gastos que tenga que sufragar en la ejecución (pie le ha promo- 
vido su acreedor hipotecario el Hogar Funcke. Fundando su derecho en lo 
resuelto en el referido juicio de despojo y en lo dispuesto en los arts. 1007, ]109, 
311. 'i y concordantes del Código Civil y arts. 30. :í;"> y !58 y concordantes de la 
Constitución Nacional, pide se haga lugar a la demanda, con intereses y costas. 

2<¿ A fs. M contesta la demanda la Nación puntualizando el Sr. Procurador 
del Tesoro diversos antecedentes explicativos de los motivos por los cuales no se 
devolverá, a la adora la posesión del inmueble y se ha resuelto por decreto de- 
clararlo sujeto a expropiación. Sostiene que el Poder Ejecutivo al tomar pose- 
sión del inmueble lo hizo conforme a normas jurídicas originadas por el estado 
de guerra con Alemania que lo facultaba a intervenir y tomar posesión de bienes 
e investigar las actividades de l;¡s personas físicas o jurídicas, cuando prima facic 
aparecían como contrarías a los intereses de la Nación. Agrega que la posesión 
del inmueble durante el período necesario para llevar a cabo la investigación 
practicada, no puede generar ninguna responsabilidad a cargo de los órganos 
del Estado que la dispusieron por aplicación de dichas normas. En apoyo de esta 
tesis cita jurisprudencia de la Cámara Federal i La Lr*i. t. 4!). p. 'JO) y de la 
Corte Suprema (t. 211, ps. 102 y 4ÍV.J). A lodo evento niega luego el valor loca- 
tivo pretendido por la adora, el lapso de tiempo durante el cual pretende tener 
derecho de retribución, así como que la adora haya sufrido perjuicios por otros 
motivos. Pide en definitiva el rechazo de la demanda, con costas. 

Y considerando. 

Que conforme ha interpretado la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
(Fallos: 211: 162) es propio de los poderes de guen-a del Poder Ejecutitvo que 
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los ado> cumplidos en ejercicio de esos poderes estén exentos de toda responsa- 
bilidad civil ulterior. A juicio del suscripto, tal doctrina aplicada al sub htrlicr. lleva 
¡i decidir «pie mientras duró la investigación administrativa ninguno de los actos 
efectuados por el P. K. en relación con la posesión y uso de los bienes de la adora 
pudo constituir fuente de obligaciones indemnizatorias para dicho poder. 

Que en cambio, a partir del 2-i de febrero de Ií)4h, fecha en (pie se dictó 
la resolución que puso fin ¡¡ la invedigación administrativa aludida, y en (pie 
quedo aclarada la situación de la actor», debió simultáneamente del P. E. reinte- 
grar a ésta la posesión de esos bienes y si así no lo hizo y continuó usufructuán- 
dolos, ninguna excusa legal puede valerle para rehuir la responsabilidad civil 
consiguiente. Por lo demás, el propio 1\ K. reconoció que er:; innegable el derecho 
de la adora a ser reintegrada en la posesión del inmueble, citando la resolución 
de la Dirección de Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad Encmiiía, sin 
observarla, en el decreto 27.271 50 — fs. 82/83 — (pie dispone la expropiación 
de aquél, de modo que su reconocimiento de tal derecho debe considerarse admi- 
tido desde la lecha de esa resolución. De ahí que la pretensión de la adora tenga 
que aceptarse como valedera desde el 23 de debrero de 1048 y siendo que los daños 
y perjuicios ocasionados consisten — y en esto concuerda n ambas partes — en el 
valor locativo del inmueble y de los muebles, sólo resta determinar esc valor. 

Que a tal efecto se han porducido en autos estudios realizados por peritos 
ingenieros y una estimación efectuada por la Dirección ( teñera 1 Impositiva 
(Cámara de Alquileres). 

Que .según resulta del análisis de esas probanzas, la pretensión indemniza- 
tona de la aetora consistente en un valor locativo de $ 7.125 m/n. mensuales por 
el uso del inmueble y de los muebles es equitativa y razonable. En efecto, la 
Cámara de Alquileres y el perito Bianchi llegan a un valor más alto — $ 8.804,50 
m/n. y + 8.588,90 m/n. respectivamente — y si bien los otros dos peritos Ing. 
Placoná y Méndez Calzada sólo fijan $ 4.7.'W,(¡1 m/n., cabe decir que es por obra 
de la aplicación de un coeficiente de inadaptabilidad, que a criterio del Juzgado 
caieee de razón, ya que precisamente las particulares características del inmueble 
cuyo uso debí» indemnizarse son las (pie han motivado la decisión del P. E. de 
seguir ocupándolo no obstante la resolución administrativa habida y de expro- 
piarlo en última instancia. El valor locativo a fijarse perdería el carácter indeni- 
nizatorio <pie en derecho le corresponde en el caso ocurrente, si se hacen jugar 
factores teóricos (pie no responden a la realidad de la situación creada entre 
las partes. 

(¿ue el valor de $ 7.125 m/n. que el Juzgado acepta para el conjunto debe 
ser discriminado como consecuencia de tener (pie lijar por separado el valor de 
uso del inmueble y de los muebles. Con criterio ajustado a lo probado en autos, 
así«:nan>e $ 5. 025 m n. mensuales y $ 1.500 m/n. por mes respectivamente. 

(¿ue con respecto al inmueble el valor aludido debe considerarse devengado 
hasta el 15 de setiembre de lí)54 fecha (pie indica el acta de toma de posesión 
de fs. :>04 dejando a salvo el derecho de la demandada a las acciones (pie corres- 
pondiesen para el caso de (pie en el juicio de expropiación se establezca en 
definitiva una distinta lecha de desposesión. 

Por las consideraciones que anteceden, fallo: Haciendo lugar a la demanda 
y declarando que l;i Nación debe abonar a la Asociación Escuela Popular Ger- 
mana Argentina Bclgr.no: 1") Por el uso del inmueble sito calle Monroe SOíil 
de esta Capital la suma de $ 5. (¡25 m/n. mensuales desde el 2:> de febrero de 
lí)48 hasta el 15 de setiembre de 1954, sin perjuicio de la salvedad de derechos 
aludida en el considerando precedente y 2'-') Por el uso de los muebles que adornan 
dicha finca la suma de * 1.500 m/n. mensuales desde el 2S de febrero de 1048 
y mientras persista su utilización por la demandada. Todo con intereses al estilo 
de los «pie cobra el Banco de la Nación Argentina en sus operaciones habituales 
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ríe descuento n partir di- la notificación de la demanda sobre las mensualidades 
vencidas y desde la fecha de vencimiento de cada unn de ellas para las poste- 
nores. ( oslas a cargo de la demandada. — Josv Sartorio. 

SkXTKNOA Mí I.A ("\\MAKA XacIOXAL l»K Al*KI..\nn\KS V.S U> Kk.HKkAI. 

y ( N >xteí;ciosoadm i X I STR ATI \ O 

Unenos Aires. 2:> de octubre de 1957. 

Y vistos los de la causa promovida por la Asociación Kscuela Popular Ger- 
mana Argentina Bclgrano c' el Gobierno Nacional s/ indemnización; para co- 
nocer de los recursos concedidos con respecto a la sentencia de fs. 344 a fs. 34(5, 
(pie: acepta la acción; fija la base para liquidar la indemnización, por capital 
e intereses; condena en costas a la demandada; y regula honorarios. 

El Señor Juez Doctor José Francisco Midan, dijo: 

1. 1. Se agravia, en primer lugar, la demandada porque sostiene (pie, 
habiendo el gobierno ocupado el inmueble de la actora en ejercicio de los poderes 
de guerra, no debe responder por los daños y perjuicios resultantes de esa actitud, 
llevada a. cabo como consecuencia de facultades inherentes al estado de beligerancia. 
Añade que no es suficiente la resolución n'- 1 940 dictada por el interventor de la 
Junta de Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad eneiui-a, con fecha 23 
<;c febrero de 10 4S, pues, si bien dicha resolución declaró (pie aquélla persigue 
una finalidad puramente fih;ntrtópica y no ha realizado ninguna actividad 
contraria a la paz y seguridad de las Naciones Unidas y dió por finalizada la 
investigación respectiva, el I\ E. recién se pronunció por decreto 27/J71 / 1 f>50. 
que dispuso expropiar el inmueble. 

Por más amplitud que se reconozca a los poderes de guerra del l\ K., no 
puede llegarse a admitirle la facultad de disponer, sin niguna razón, de los bienes 
cneiniuos como si fueran suyos. Kn el caso, el referido decreto de l!)f>0 reconoció 
como innegable el derecho de la actora ( fs. S*2/3) a que se le reintegrara la 
posesión del inmueble y, citando la referida resolución n" 040, dispuso la expro- 
piación, lo (pie significaba que se fundó en aquélla para admitir tal derecho. 

Ya con ello dicho (pie, por lo menos a partir del 23 de lebrero de 1Í)4S, no 
puede ponerse en tela de juicio el derecho de la actora a disponer del inmueble 
de su propiedad y a que se le reintegrara la posesión del mismo, que como 
\ i tiios reconoció expresamente el I\ K. Por supuesto «pie sería absurdo admitir (pie 
ésh> pudo mantener en suspenso ese derecho durante el tiempo (pie se le antojara 
y esto es. en definitiva, lo que sostiene la demandada, puesto (pie. en lugar de 
dictar el decreto de expropiación en lí)f>0. pudo postergar su firma eternamente. 

1>) insostenible de ese primer agravio salta a la vista. 

2. Pretende, en segundo término, la apelante que, en caso de hacerse lugar 
a la demanda, debe disminuirse el valor locativo del edificio y sus muebles en 
la forma que dH reminan los peritos ingenieros Flacona y Méndez Calzada. 

F-tiw dicen a fs. 2(i(> vta. (pie corresponde tener en cuenta la dcs\ aloi ización 
del edificio, en el doble concepto de antigüedad e inadaptabilidad, esto último 
por haberse construido con destino a escuela. Con t;il motivo, disminuyen el valor 
del edil icio y. aplicando al mismo el interés del 7 r ' r anual, fijan para el T> de 
marzo de lí)4(¡ un alquiler de + 3.2(¡.V>S m n.. incluidos muebles y. para el 23 
de lebrero de 1!)4S, $ 4.730.S1 m/n. Fero tiene razón el a quo cuando decide que 
la desvalorizaron por inadaptabilidad no juega en el caso, porque, durante el 
tiempo de ocupación (pie interesa en autos, el Fstado dió precisamente a la tinca 
el destino para el cual se edificó. e> decir el de escuela. Chimo la Cámara de Al- 
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quileres informo a ís. 295, a pedido del propio gobierno, que fijaba un alquiler, 
incluidos muebles, de $ 8.157,50 m/n. para 1946 y de $ 8.804,50 para 1948, cabe 
hacer lugar al monto reclamado en la demanda, inferior a ambas cifras . 

3. El tercer agravio se refiere al momento final hasta el que debe extenderse 
la indemnización y dice el Fisco que nunca podría ser posterior al 21 de mayo 
de 1954, fecha en que la actora contestó la demanda por expropiación y quedó, 
en consecuencia trabada la litis. El a quo ha resuelto que tal fecha debe ser la de 
entrega judicial de la posesión en dicho juicio y entiendo que tiene razón : antes 
de esa fecha, el Fisco ocupaba ilegítimamente, desde que vimos que había recono- 
cido el derecho de* la actora, y, en consecuencia, recién cuando, entablado el juicio 
de expropiación y depositivo el precio ofrecido, obtuvo la entrega del bien por or- 
den judicial comenzó a poseer con derecho. A partir de ese momento, correrán 
los intereses aplicables en el régimen expropiatorio; antes se debe el precio 
correspondiente a la ocupación, es decir el valor locativo. 

V por supuesto qu eel presente pleito no tiene porqué esperar que se resuelva 
el de expropiación entablada mucho después, ya que no hay razones para dejar 
supeditada la solución de un litigio a la de otro posterior, con lo que quedaría 
el Poder Judiical atado a la voluntad de una de las partes, lo que no es ad- 
misible, aunque se trate del Gobierno de la Nación. 

4. El último agravio se refiere a la imposición de costas. Me parece que 
el derecho de la actora es demasiado evidente para librar a la parte perdedora 
de ellas, máxime cuando nada hizo para facilitar la solución del pleito. 

II. 1. El primer agTavio de la actora tiende a que se le acuerde también 
indemnización por el período que corre desde el 14 de marzo de 1946, fecha 
en que el Estado se incautó de la Escuela, hasta el 2^ de febrero de 1948. 

Cuando la actora se enteró por los diarios de !a resólución que ordenaba el 
apodera miento, entabló interdicto de retener que corre por cuerda floja y, a fines 
de 1945, obtuvo una orden de no innovar, que meses después el P. E. desobedeció, 
tomando posesión de la finca el 14 de marzo de 194(5. Al día siguiente instaló 
allí la Escuela 7 de Comercio de esta Capital (ver nota fs. 108 del exp. 
48.197/51), que desde entonces funciona en el local. 

Xo me parece, en modo alguno, admisible que, so pretexto de poderes de gue- 
rra, el Estado se beneficie abiertamente a costa de los subditos del enemigo, sobre 
todo mucho después de terminado el conflicto. I.»as facultades exclusivas del P. E. 
sobre la materia no pueden llegar al extremo de impedir al Poder Judicial el 
examen de actos que evidentemente no respondan a los fines de guerra. Aquí 
no se trata de clausura por motivos de investigación; de modo que no veo cómo 
puede sostenerse que, después de burlar una orden de Juez competente, corres- 
ponda validrr la incautación de un bien para darle un destino en beneficio del 
Estado, así sea la educación pública. En todo caso, el Gobierno no puede negarse 
a pagar un alquiler, como hubiera tenido que hacer por la ocupación de cualquier 
otro bien ajeno. 

Rajo pretexto de poderes de guerra, no pueden los jueces pasar por alto 
abiertas transgresiones al derecho de propiedad, cuando evidentemente nada tiene 
que ver con fines bélicos. Son demasiado importantes las garantías constitucio- 
nales para permitir que tan fácilmente se las burle, máxime cuando ello ocurre 
en forma manifiesta. 

Creo, en consecuencia, que procede hacer lugar al agravio. 

2. La actora sostiene también que no corresponde dejar a salvo ningún 
derecho de la demandada para el caso de que, en el juicio de expropiación del 
inmueble de autos, se establezca en definitiva una focha de desposesión distinta 
del 15 de setiembre de 1954. 

Creo que el agravio es fundado. El Tribun il (lc!>e diciar sentencia en este 
juicio, donde median todos los elemento^ necesarios para expedirse. Ya aclaré 
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que antes del 15 de setiembre de 1954, el Estado ocupaba el inmueble sin derecho 
y le corresponde, en consecuencia, pagar indemnización. Después cabe aplicar 
los principios sobre intereses correspondientes a la expropiación. 

Voto, en consecuencia, porque se continué en lo principal la sentencia ape- 
lada, que deberá modificarse: 1* determinando como punto de partida de las 
indemnizaciones que ella fija el 15 de marzo de 104(5, en lucrar del 2:í de lebrero 
de 1048; 2'-' dejando sin efecto la salvedad de derechos que ella contiene. De- 
berán adecuarse a este resultado las reculaciones de honorarios. Las costas de esta 
instancia también a ear^o de la demandada. 

Los Señores Jueces Dr. Eduardo A. Ortiz Masualdo y Dr. Francisco Javier 
Yocos, adhirieron al voto que antecede. 

Conforme al acuerdo precedente, se confirma la sentencia en lo principal que 
decide; modificándosela para fijar el comienzo de la liquidación del resarcimiento 
en el día 15 de marzo de 1946. Las costas de la alzada, también a cargo de la 
demandada. — José Francisco Bidau. — Francisco Javier Yocos. — Eduardo 
A. Ortiz Basualdo. 

A C h A RATORIA 

Buenos Aires, 7 de noviembre de 1957. 

Autos y vistos: 

Atento el recurso de aclaratoria interpuesto a fs. 411 y conforme a lo dis- 
puesto por el art. 232 de la ley '50, habiéndose incurrido en omisión en la sentencia 
de fs. 405 a fs. 408, se aclara este fallo, en el sentido de que se revoca la sentencia 
de primera instancia en cuanto deja a salvo el derecho de la demandada a accio- 
nes que pudiesen corresponder si en el juicio de expropiación se estableciera una 
lecha distinta de desposesión de los bienes de que se trata. 

Atento el recurso interpuesto a fs. 413, concédese el de apelación ordinaria ; 
elévense los autos a la Corte Suprema. — José Francisco Bidau — Francisco Ja- 
vier Vocos. — Eduardo A. Ortiz B as unido. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a fs. 414 es pro- 
cedente de acuerdo con lo que dispone el art. 24, inc. 7 9 , ap. a) 
de la ley 13.998. 

En cuanto al fondo del asunto el Gobierno de la Nación actúa 
por apoderado especial el que ya ha asumido ante V. E. la inter- 
vención que le corresponde (fs. 442). Buenos Aires, 10 de diciem- 
bre de 1957. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: " Asociación Escuela Popular Germana 
Argentina Belgrano c/ Gobierno de la Nación s/ daños y per- 
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juicios", cu los (|iic a t's. 414 si» ha concedido c| recurso ordinario 
di* apelación contra la sentencia de la (Tunara Nacional de Apela- 
ciones en lo Federal y ( 'ontcuciosondminisl rativo de lecha *2'A de 
octubre de 15)57. 

Considerando : 

l v ) (¿ue la naturaleza y complejidad de las múltiples cues- 
tiones planteadas en la presente causa obligan a una previa y 
detenida relación de sus antecedentes. 

1*0 Que el día 14 de marzo de 1!>4(¡, el entonces Ministerio 
de Justicia e Instrucción Pública de la Nación "tomó posesión" 
del inmueble situado en la calle Monroe ;>()(>! de esta Capital y de 
los bienes muebles que en él se encontraban, pertenecientes — és- 
tos y aquél — a la Asociación demandante (fs. .">!)). Eu dicho in- 
mueble había funcionado con anterioridad una escuela llamada 
kt I lumboldt " la cual si» hallaba clausurada, por cuyo molivo el 
alumnado "había pasado a proseguir sus estudios en otros esta- 
blecimientos del Estado" (consid. S° del decreto (>7Sr> 4(5). La 
ocupación fué llevada a efecto con invocación expresa de los po- 
deres de uuerra investidos por el Congreso y el Poder Ejecutivo, 
y en cumplimiento de las disposiciones legales y administrativas 
contenidas en los decrclos-lcyes lií)4r)/4.">, 70.TJ 4»") y 11. .">!)!) 4(¡, así 
como en los decretos iM.-O.'i 40 y (>7.'>."> 4(¡. 

Que el día 1.") de marzo de 1!*4(>, teniendo en cuenta el 
hecho de que la "Ilumholdt Scbule" había dejado de funcionar 
"en carácter de centro de enseñanza" (Consid. del decreto 
(iTSf) 4(¡), la autoridad administrativa dispuso e hizo efectiva la 
instalación en el inmueble de la Escuela Nacional de Comercio 
N 9 7 de la Capital Federal, y, más tarde, del Curso Vespertino 
de Peritos Mercantiles (Consid. 1* del decreto 17/J71 7>0, fs. SS). 
Al propio tiempo, di* conformidad con lo establecido principal- 
mente en el decreto-ley IÍ(UI4(i/4."), la Jinda de Vigilancia y Dis- 
posición Final de la Propiedad Enemiga inició una investigación 
administrativa destinada a establecer la naturaleza, el origen, las 
actividades, etc., do la entidad propietaria y a decidir, en conse- 
cuencia, el régimen jurídico definitivo a que ella y sus bienes de- 
bían quedar sometidos. Sobre la base de» las comprobaciones de 
este modo reunidas y de lo actuado en el expediente administra- 
tivo 1 7.ÍÍ4T) 47, el Interventor-Liquidador de la .Inula de Vigilan- 
cia, con fecba 2'A de lebrero de 1Í>4S, expidió la resolución í)40. 
Mediante ella, y por entender que la Asociación no había reali- 
zado "nmiruna actividad contraria a la paz y seguridad de las 
Naciones Cuidas, persiguiendo una finalidad puramente filan- 
Irópica", decidió dar por terminada la investigación ( fs. lf)(>). 



1MÍ .U STICIA Di; l.A NACIÓN IT»."» 

medida esta que, según manifestaciones posteriores del mismo 
Funcionario, significó "establecer M ue la sociedad actora no estaba 
comprendida dentro do las proscripciones del decrelo 11 ÓDD 4()" 
il's. 1(58). 

4 o ) Que no obslanle la explicada circunstancia, el Ministerio 
mantuvo la ocupación de] inmueble, en el que continuaron fun- 
cionando los establecimientos oficiales antes indicados (Consids. 
1° a r>° del decreto li7.:i71 ;>()). Semejante estado de cosas se 
prolongó hasta que el Poder Ejecutivo, sin abandonar en ningún 
momento el inmueble, dictó el decreto 21:11] de 2(i de diciembre 
de VXA) (t's. 82), por medio del cual incluyó a la tinca de la callo 
Monroe dentro de la declaración do utilidad pública a los finos 
expropiatorios (pie contiene el art. ;>° de la ley 12.D(¡(¡. 

•V) Que aproximadamente tres anos más tarde, el :H) de 
octubre do 1 !);>;*, fue iniciado el correspondiente juicio de expro- 
piación por ante el Juzgado en lo ('i vil y Comercial Kspecial 
n° 'A do esta Capital (fs. ;i00 IMY2) y, en él, id oxpropiador obtuvo 
la posesión judicial a que so refiero el art. 1S do la ley 1.V21Í4, 
con feoba lo de setiembre de 1DÓ4 ( fs. :?o:> vta.). 

() v ) Que, al promover la demanda, la actora afirmó (pie de- 
bía indemnizárselo el daño consistente en "la privación del uso 
y goce" do sus bienes, con arreglo a los preceptos (pie rigen la 
"responsabilidad cuasidolictual" del Estado (arts. 10(i7, 1 101), 
111.'? y concordantes del Código Civil y arts .'!(), l\7) y ;>S de la 
Constitución Nacional, correspondientes a los arts. ID, 28 y 17 
del texto en vigor). Desdo su escrito inicial, además, la actora 
alegó en su favor las decisiones judiciales omitidas en la causa 
''Asociación Escuela Popular Hermano-Argentina Uelgrano v. 
(íobierno de la Nación, interdicto de. retener la posesión", que 
corre agregada por cuerda. En esta causa, iniciada el 2 de no- 
viembre de 1 í>45 a raíz del decreto 21.20:? 4o, el magistrado inter- 
viniouto dictó un auto de no innovar ( fs. (ió y DO del expíe, citado), 
que no fué cumplido por el Poder Rjcoutivo. Y una voz finalizada 
la tramitación del interdicto, la Cámara Federal de la Capital, 
el 7 de octubre de 1D48, basándose esencialmente en la resolu- 
ción D40 48 de la Junta de Vigilancia, hizo lugar a la demanda, 
dispuso la restitución del inmueble y dejó a salvo "los derechos 
de la actora para pedir la indemnización de daños y perjuicios 
a que se considere con derecho" (fs. 212 del mismo expediento). 

7 9 ) Que, en el sub lite, el Sr. Juez de Primera Instancia ha 
acogido parcialmente las peticiones de la actora (fs. :U4 346). 
Con respecto al período comprendido entre la "toma do posesión" 
y el momento en que fué expedida la resolución D40/4S, declaró 
(pie, en razón do haber actuado el Estado en uso de sus poderes 
de guerra, de los que no puede derivar responsabilidad alguna, 
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la acción deducida ora improcedente. Pero agregó que, con mo- 
tivo de aquella resolución, el Poder Ejecutivo "debió reintegrar' 7 
los bienes de (pie se liabía incautado, "y si así no lo hizo y con- 
tinuó usufructuándolos, ninguna excusa legal puede valerle para 
reliuir la responsabilidad civil consiguiente' \ Kn mérito a ello, 
y estimando el daño irrogado con arreglo al valor locativo de los 
bienes, según las pericias obrantes en autos, condenó a pagar 
las siguientes cantidades: a) por el uso del inmueble, $ ;">.62;">,60 
m/n. mensuales, desde el 23 de febrero de 1948 basta el 15 de 
setiembre de 11)54, "dejando a salvo el derecho de la demandada 
a las acciones que correspondiesen para el caso de que en el 
juicio de expropiación se establezca en definitiva una distinta fe- 
cha de desposesión"; b) por el uso de los muebles (pie adornan la 
linca, £ 1.500,00 m n. mensuales, "desde el 23 de febrero de 
ÜM-S y mientras persista su utilización por la demandada". 

S p ) Que, apelada la sentencia por ambas partes, la (Vunara 
la modificó en beneficio de la adora (fs. 405 408). Sostuvo que 
"la liquidación del resarcimiento" debe hacerse a partir del 15 
de marzo de l!>4(i, día en que la Asociación fue privada del uso 
y goce de sus bienes, sin que a ello obste la alegación de los 
poderes de guerra. Asimismo, resolvió dejar sin efecto la salve- 
dad de derechos contenida en la sentencia de primera instancia 
relativamente a la fecha de la desposesión ordenada por el juez 
de la expropiación (fs. 414). 

í>°) Que en su memorial de fs. 442/44:), con (pie funda el 
recurso ordinario (art. 24, inc. ap. a), del decreto-ley 1285/ 
5S, lev 14.4(57), que le fue concedido (fs. 414) al ttr. Procurador 
del Tesoro de la Xación, solicita la revocación del fallo apelado. 
Dice que la demandada se encuentra exenta de responsabilidad 
por los actos objeto del litigio, debido a que ellos fueron ejecu- 
tados en ejercicio de los poderes de guerra. Añade que, aun 
cuando se luciera lugar al resarcimiento pedido, de ningún modo 
podría incluirse en la condena 4 4 el lapso que insumió la investi- 
gación" practicada por la Junta de Vigilancia, es decir, "el pe- 
ríodo comprendido entre la fecha de incautación de los bienes por 
el Poder Ejecutivo y la de finiquito de la actora a raíz del decreto 
27.271/50". Finalmente, pide que se restablezca la salvedad de 
derechos formulada por el Sr. Juez de Primera Instancia, ya que 
si se entendiera que la responsabilidad indemnizatoria concluyó 
el día de la posesión judicial otorgada en el juicio de expropia- 
ción, no sería admisible ignorar la posibilidad de que en este 
último — donde el punto ha sido cuestionado — llegue a decidirse 
que ella ocurrió en fecha anterior a la que resulta de la constan- 
cia de fs. 303 vta. 

10*) Que a los efectos de una más clara elucidación de las 
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diversas cuestiones planteadas cu la causa, conviene» destacar que, 
durante el transcurso de los hechos controvertidos, las partes se 
encontraron en tres situaciones jurídicas, inconfundibles entre sí 
y sucesivas, cada una de las cuales corresponde a una etapa 
diferente de las otras dos; a saber: 

a) Ktapa que se extiende desde la 44 toma de posesión" de los 
bienes por la autoridad administrativa (U de marzo de 1946) 
hasta la focha de la resolución 940/48 (23 de febrero de 1948). 

b) Etapa transcurrida entre esta resolución y el instante en 
que ol inmueble fue declarado de utilidad pública a los efectos 
de la expropiación (2(> de diciembre de 1900). 

c) Etapa que va desde la videncia del respectivo decreto al 
otorgamiento de la posesión judicial dada en la expropiación (IT) 
de setiembre de 1954, fs. 303 vta.). 

II 9 ) Que la argumentación del apelante es inaceptable en 
lo que atañe a la segunda de las etapas recientemente indicadas, 
toda vez que, durante su transcurso, el Estado, por propia deci- 
sión, dejó de ejercer los poderes de guerra de que antes se había 
valido. Así resulta claramente del expediente 1 5. 9(57 48, agrega- 
do por cuerda. Consta allí que, notificados de la resolución 940, 
4S, los órganos administrativos competentes no sólo dispusieron 
que los propietarios podían percibir alquileres pagados por la 
locación de una parte de la finca de la calle Monroc (fs. 51 y 45 
vta.)-, sino que, ademas, realizaron activas e 'infructuosas gestio- 
nes encaminadas a lograr el arrendamiento de olla (fs. 55, 55 vta., 
56, 85 y 87). De esa constancia y de las restantes del referido 
expediente, se desprende que medió un expreso reconocimiento del 
derecho de uso y goce recuperado por los actores en virtud del 
pronunciamiento de la Junta de Vigilancia, y (pie, en consecuen- 
cia, hubo un correlativo desistimiento estatal de los poderes de 
guerra. La circunstancia de que la autoridad administrativa 
retuviera el inmueble respondió exclusivamente a la necesidad de 
impedir una interrupción en el funcionamiento de la Escuela 
Nacional de Comercio n p 7 y del Curso Vespertino de Peritos 
Mercantiles (véase: Consids. 2 P y 5 9 del decreto 27.271 7 50). Está 
claro, por consiguiente, que el Poder Ejecutivo sólo pretendió 
hallarse en ejercicio de la potestad atinente a la prestación regu- 
lar e ininterrumpida del servicio de enseñanza oficial, con volun- 
tario abandono de los poderes de guerra. Tal es la comprobación 
de hecho que surge de las actuaciones. La eximente que se invoca, 
pues, no aparece configurada en la etapa sub examine, de donde 
se sigue que la responsabilidad de la demandada es incuestiona- 
ble, careciendo de objeto decidir si se trata de responsabilidad 
por acto lícito (ocupación temporaria) o de ''responsabilidad 
cuasidelictuaP\ como lo pretende la aetora, por cuanto lo único 
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que aquí so discute os la obligación de indemnizar — no su mon- 
to-- y es obvio que ella existiría tanto en uno como en otro 
supuesto. 

ll> l> ) Que en lo referente a la torcera de las etapas mas arri- 
ba señaladas, tampoco puede prosperar la causal que el apelante 
aduce. Producida la declaración de utilidad pública por medio 
del decreto 'J7.1Í71 51), el inmueble litigioso quedó afectado al 
régimen de la ley 1.'>.1Í(54 y, desdi 1 ese instante, el Kstndo, conver- 
tido en poseedor (Uiinnts domini, no actuó en ejercicio de los pode- 
ros de guerra, sino del poder oxpropiaiorio con sujeción a las 
leyes li\})(>(> y afines. Kosulta evidente, por lo tanto, que no pudo 
ocupar o mantenerse en la ocupación del inmueble por su propia 
voluntad. Conforme a las disposiciones (pie fueron do aplicación 
obligatoria a partir de la focha do la declaración de utilidad pú- 
blica ---(i de diciembre do 1 !).">() — , sólo una forma do dosposesión 
era recular y legítima: la prevista en el art. 1S de la ley l.'».L ) (¡4. 
Si ella so hubiera observado, los daños sufridos por el expropia 
do, correspondientes a la perdida del uso y goce desdo la despo- 
sesión judicial, habrían quedado cubiertos por los intereses a 
liquidarse en el juicio de expropiación (Fallos: l\'>() : -b'5S y otros). 
Mas los hechos no acaecieron así durante la tercera etapa en 
estudie». Con posterioridad al decreto 27.1271 7)0 y por espacio 
do casi cuatro años, existió una desposesión irregular, producida 
sin forma do juicio y el mareen de lo dispuesto en el precitado 
art. 18. El responsable do esto uso lesivo y contra leqem del 
poder expropiatorio debe responder por los daños ocasionados 
(Fallos: 184: 127:5 y 1%: 90). 

]'.¥•) ( t )ue en cuanto a la primera de las tres etapas señala- 
das en el considerando 10 v , los actos originarios de la presento 
causa fueron indiscutiblemente realizados en ejercicio de los po- 
deres de guerra pertenecientes a los órganos legislativo y ejecu- 
tivo con fundamento en disposiciones legales expresas (decreto- 
ley (¡940 4o, ratificado por ley VJ. S.'í7, especialmente art. 4 P ; 
decreto-ley 70:52 4f>, ratificado por ley l.'J.SÍH ; decreto-ley 10.ÍK55/ 
47), ratificado por ley 1:5.891, consid. .T; decreto-ley 77(50/45, rati- 
ficado por ley i:>.891 ; decreto-ley 120.40(5/45, ratificado por ley 
1:5.891, art. S"; decreto-ley 11.500 4(5, ratificado por ley 13.891, 
especialmente art. 7 i? ; decreto 121 .lMKí/45 ; decreto (5785 4(5, etc.). 

14°) ( L )ue, como ha declarado esta Corte en diversos prece- 
dentes, el ejercicio por parto del Gobierno, de poderes propios de 
él, 4 'no puede, en principio, ser fuente de derecho a indemniza- 
ción liara los particulares, cuando traiga aparejado perjui- 
cios para estos, porque de lo contrario el respeto con semejante 
extensión, de las garantías individuales, podría detenor la acti- 
vidad gubernativa" (Fallos: 180: 107; 182: 146). Y no cabe 
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iluda r que, cuando el Fstado privó a la actora «lc»l goce de sus 
bienes el 14 de mar/o de 194b, lo hizo en ejercicio de sus legítimos 
poderes de guerra (arls. (57, ine. lM, y 8(¡, iucs. ló y sietes.). 

15°) Que, sin embarco, en las circunstancias particulares de 
esta causa, la doctrina precedente carece 1 de adecuada aplicación 
en cuanto al aspecto parcial que ahora se examina. Xo se trata 
aquí, en efecto, de un supuesto de responsabilidad por daños 
derivados a la actora de la ocupación de su propiedad por el 
Fstado, sino del enriquecimiento sin causa (pie el Fstado habría 
recibido de esa- ocupación, en cuanto instaló en aquella, gratui- 
tamente 1 , la Fscuela Nacional de Comercio n° 7 de la Capital Fe- 
deral y, mas tarde, el Curso Vespertino de Peritos Mercantiles 
(Consid. I 9 del decreto "J7.271 T>(>, fs.S'J, antes citado). Ademas 
del perjuicio sufrido por la actora, hay en el caso, por consi- 
guiente, el beneficio patrimonial obtenido por el Estado por el 
uso del inmueble 1 para objetos que ninguna vinculación tenían 
con el ejercicio de los poderes de guerra. Si este ejercicio no 
puede entrañar responsabilidad para el Kslado, es evidente, como 
contrapartida, que tampoco puede significarle ningún beneficio 
patrimonial. 

Fl ejercicio de las atribuciones conferidas al Presidente de 
la Nación en materia de poderes de guerra debe» realizarle den- 
tro del ámbito institucional, sin desviarse de los fines para los 
que esas atribuciones fueron otorgadas. La afectación de la pro- 
piedad privada, durante la investigación administrativa, a fines 
extraños al conflicto bélico, aunque de interés público indubita- 
ble, y (pie ha producido beneficios al Fstado, crea la obligación 
de restituirlos a su titular. 

Se trata, en suma, de la simple aplicación del principio jurí- 
dico y moral que veda el enriquecimiento sin causa a costa de 
otro, o sea, de la aplicación de "una de esas raías reglas de dere- 
cho natural, que dominan todas las leyes, aun cuando el legislador 
no haya tenido especialmente el cuidado de formularlas". ( IYa- 
N'irr. Traite clcwcuiairc tic droit dril, t. 11, núm. ÍKW). Fila rige 
también, por consiguiente, en relación al Fstado, tanto en su favor 
como en su contra, (pie queda así sometido a una especie de "orden 
moral" ( A k man ka r, Les principes gencraux du droit thms ¡a 
jiirispntdou'e adminisfratire, París, 1954, p. 19."); ademas Fallos: 
141 : 190; 181 : 1(55; 204: <>.'«>)■ 

1(> ü ) Que la impugnación deducida contra la parte de la 
sentencia apelada que deja sin efecto la salvedad de derechos rela- 
tiva a la posible modificación de la fecha de la desposesión re- 
suelta en el juicio expropiatorio, no parece atendible. Trátase, 
en efecto, de una cuestión de hecho a cuyo respecto la constancia 
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do fs. 30o vta. posee eficacia probatoria suficiente, como lo pono 
de manifiesto el tribunal a quo. 

Por ello, se confirma la sentencia apelada, con costas a la 
demandada en esta instancia. 

Alfredo Orgaz — Benjamín- Villegas 
Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid (en disidencia 
parcial) — Luis María Boffi 
Bogo ero (en disidencia parcial de 
fundamentos ) — Juno ( )yha- 
nwrte (en disidencia- parcial). 

Disidencia paiiciai. de fundamentos del Señoií Mixistiio Doctoil 
Dox Luis María Boffi Boooeko 

( 'onsiderando : 

Que participando del voto en mayoría, expresa solamente 
disidencia parcial de fundamentos. 

Que el suscripto ha manifestado en reiteradas oportunidades, 
sea compartiendo doctrina en fallos o fuera haciéndolo en votos 
individuales, que las facultades privativas de un Poder no cons- 
tituían facultades incontrolables por el Poder Judicial. Y ese 
principio, en cuya base se encuentra la supremacía constitucional, 
es perfectamente aplicable aun a los llamados "poderes de gue- 
rra", deslindando los que se han ejercido razonablemente y los 
que, a la inversa, han ido más allá de su fundamento y finalidad. 
La posición contraria, en cambio, podría hacer ilusorios los dere- 
chos del individuo. (Mitre los cuales se encuentra el de "propie- 
dad" (art. 17 de la ( 1 onstitución Nacional). 

Que en esta causa, desde que el Poder Ejecutivo hizo uso 
del local ocupado en forma que no puede ser cubierto por los 
"poderes de guerra", perjudicando intereses particulares, ha 
incurrido en una transgresión que, junto a los otros elementos 
afines, constituye fundamento suficiente para decidir en favor 
de la indemnización por responsabilidad aquiliana del Estado 
(arts. 43, 1112, 111:5 y sigtes. del Código Civil). 

Que cabe añadir, sin embarco, la inexistencia de "enriqueci- 
miento sin causa' ' como supuesto autónomo — y no como figura 
integrante de otra, verbigracia, el hurto, donde hay también 
"enriquecimiento sin causa", mas le absorbe la figura del deli- 
to — , porque este remedio excepcional actúa cuando el damni- 
ficado no cuenta con otra acción, como la de autos, en favor de 
sus derechos. Y en esta causa la transgresión es de mayor enti- 
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dad, pues constituyo una típica, como se dijo, do responsabilidad 
aquiliana. 

Por olio, so confirma la sentencia apelada, con costas a la 
demandada en esta instancia. 

Luis Makía Boi ri Bo<;<;eko. 

DlSIDKXCIA PAKUIAL I>K LOS SkXORKs MlXlSTIíOS l)í)CT()|;KS DoX 

Auistóbulo 0. AiíÁoz DK Lamadhid v hox .Jruo Oviiaxaiíte 
Considerando : 

l 9 ) Que en cuanto a la primera de las tres (Mapas señaladas 
on el considerando 10 9 del voto de la mayoría, los actos origina- 
rios de la presento causa fueron indiscutiblemente realizados en 
ejercicio de los poderes de guerra pertenecientes a los órganos 
legislativo y ejecutivo, con fundamento en disposiciones legales 
expresas (decreto-ley 6945/4;), ratificado por ley 12.S37, espe- 
cialmente art. 4 P ; decreto-ley 7(¡32 45, ratificado por ley 13.891; 
decreto-ley 10.035,45, ratificado por ley 13.981, considerando 3°: 
decreto-ley 7700 45, ratificado por ley 13.981; decreto-ley 20.49(5/ 
45, ratificado por ley 13.231, art. 3 9 ; decreto-ley 11.505/46, rati- 
ficado por ley 13.891, especialmente art. 7 o : decreto 21 .2(52/45; 
decreto 6785 '46, etc.). 

2 9 ) Que, efectivamente, en virtud de la declaración del esta- 
do de guerra entre la Argentina y Alemania, los bienes del actor 
quedaron colocados "en situación jurídica de propiedad enemi- 
ga", es decir, sometidos a un régimen legal específico y dife- 
rencial (considerando 3 9 del decreto-ley 10.335 45), cuya nota 
típica, en lo que aquí interesa, estuvo dada por la suspensión 
transitoria del derecho de usar y de gozar, dispuesta por el legis- 
lador como medio de neutralizar o impedir precautelarmcntc el 
desarrollo de aclividades que estimó perjudiciales o riesgosas 
para la seguridad nacional, para el esfuerzo Ix'lico de las Nacio- 
nes Unidas y para la paz, el bienestar y la seguridad de las 
naciones americanas (art. 4 o del decreto-ley (5845 45 y decreto 
21.203/45) ; y también como medio de investigar el origen, las 
vinculaciones y el real interés representado por ciertas entidades 
de las que formaron partí* subditos de países enemigos, antes 
de resolver acerca del destino de ellas (decreto-ley 11.599 46 y 
decreto 19.731/48, considerandos 2 9 y fi p ). 

3 9 ) Que la restricción cuestionada por la adora, o sea la 
privación del uso y goce de sus bienes de que fué objeto entre 
el 14 de marzo de 1946 y el 23 de febrero de 194S, no puede ser 
confundida con otras manifestaciones del poder estatal, como la 
expropiación o las requisiciones militares que disciplina la ley 
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l.*>.l\'{4. Klla, en efecto, tuvo el carácter di» un acto do autoridad 
y soberanía dispucslo en el ejercicio de los poderes de guerra 
(pie el Kstado j)osee. Según está jurisprudencialmente resucito, 
(Mitre tales jxxlcres se encuentra el que habilita a los órganos 
competentes para limitar o suspender derechos investidos por 
subditos enemigos, en la medida en que pueda presumirse que 
el uso de esos derechos ha de afectar la seguridad o la defensa 
de la Nación (doctrina de Tallos: '2()\ : 477; A. V. (Íoxzalez. Obras 
Completas, ed. 1 !):?.">, t. III, p. 408), lo (pie, a su ve/, supone la 
facultad de adoptar medidas tendientes a neutralizar la acción 
hostil susceptible de ser emprendida mediante el empleo de de- 
terminados bienes pertenecientes a aquellos subditos (Fallos: 
LÜl : voto en disidencia del Dr. 'Pomas I). ('asares, conside- 

rando 12°). 

4°) ( L hu\ por tanto, habida cuenta de que la restricción so- 
bre la (pie versan los agravios del recurrente no es sino la conse- 
cuencia de que el órgano competente' haya utilizado poderes lega- 
les (pie le son propios, cabe reiterar aquí el principio según el 
cual, en circunstancias como las descriptas, ninguna responsabi- 
lidad indenmizatoria deriva para el Kstado del eventual perjui- 
cio (pie los particulares hubieren debido soportar. Dicho prin- 
cipio, incorporado a la jurisprudencia de listados Unidos con 
motivo del fallo que puso fin a las llamadas "Legal Tender Cas- 
se" ( IValIacr's Reportes, t. XI í, ps. 4o7 y sietes.), ha sido acogido 
por esta Torte Suprema en diversos pronunciamientos (Fallos: 
ISO: 107; 1S;>: 14(! y otros). Su aplicabilidad en la especie no 
resulta dudosa, ya que, si es común aceptarlo respecto de los 
daños (pie ocasiona el ejercicio del poder impositivo o del poder 
do policía (Fallos: 172: 51, voto en disidencia parcial del Dr. 
Roberto Repetto, considerando 4L )P ), parece obvio que la solu- 
ción no pueda variar cuando están en juego los poderes de gue- 
rra. Y ello, dado que estos, (pie poseen naturaleza afín, tienen 
mayor intensidad y mas alta jerarquía institucional, en razón de 
la gravísima situación de emergencia que los pone en movimiento 
y del supremo interés que protegen: la integridad de la Nación 
y aun su existencia misma como entidad soberana. 

7)°) Que, conforme a lo expuesto, el derecho de uso y goce de 
la actora estuvo legítimamente suspendido hasta el 21] de febrero 
de 1Í>4S, por acto que en sí mismo no originó responsabilidad del 
listado. Tal es el principio que gobierna el caso sometido a 
juzgamiento. Lo (pie queda por examinar es si las muy particu- 
lares circunstancias (pie el apelante y el tribunal a quo mencio- 
nan, alcanzan a configurar un supuesto de excepción. 

(i 9 ) Que la primera de esas circunstancias es la atinente a 
la posibilidad de (pie haya mediado enriquecimiento sin causa. 
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Según parece desprenderse de la sentencia apelada, este enrique- 
cimiento habría consistido en el beneficio patrimonial que el 
Kstado obtuvo merced a la ocupación del inmueble litigioso dis- 
puesta por el decreto (>7Sr>/4(>, cuyo art. "J 9 facultó al Ministerio 
de Justicia e Instrucción Pública a destinar dicho inmueble — así 
como todos los que estuvieran en similares condiciones— "a los 
fines de la instrucción pública oficial". Y bien; es cierto que, 
como esta Corte lo ha declarado reiteradamente, el Kstado res- 
ponde ante los particulares siempre que aparezcan reunidos los 
elementos que integran la aludida fuente de obligaciones (Fallos: 
179: 249; 180: 233; 181: 1615 y otros). Pero nada justifica que 
los principios que la informan, al ser trasladados a la esfera del 
derecho público, sufran una desnaturalización que agrave la 
situación jurídica del deudor. Fs decir que las condiciones de la 
acción in rem verso no deben alterarse en perjuicio del supuesto 
enriquecido por la circunstancia de que éste sea el Fstado. Los 
requisitos propios de esa acción continúan siendo exigiblcs en 
supuestos como el de autos y, en consecuencia, para que la pre- 
tensión deducida pueda prosperar no sólo es preciso que exista 
enriquecimiento del demandado, sino también, imprescindible- 
mente, (pie ese enriquecimiento se haya producido a efectos de 
un hecho (pie entrañe el correlativo empobrecimiento sin causa 
del demandante» ( IYaxioi,, Kipkkt y Fsmkin. Traite ¡mitiqui* dr 
tlroit civil fraudáis* ed. 11)31, t. Vil, números 755 y 7(il). Puede 
aceptarse que esta última exigencia se halla cumplida en el su-b 
lite. La negativa, creemos, no ofrece dudas. Efectivamente, tal 
como sucedieron las cosas no ha habido posibilidad jurídica de 
daño indemnizable, por cuanto, durante la etapa de que aquí se 
trata — marzo de 1946 a febrero de 1948 — , el derecho de uso y 
goce que el actor alega y con relación al cual sostiene que hubo 
privación o empobrecimiento, se encontraba legítimamente en 
suspenso desde mucho antes que ésta ocurriera. 

Dicho de otro modo: si el supuesto empobrecimiento del actor 
es el que consiste en la privación del derecho de usar y gozar, 
es obvio que él, en cuanto proviene de actos legislativos emitidos 
en el año li>4(i, ha tenido causa legal: en tanto que, a su turno, 
la ocupación del inmueble tampoco ha podido causar empobreci- 
miento resarcible, toda vez (pie al tiempo en que ella se produjo 
— marzo de 194(5 — el ador, según se vió, carecía del derecho de 
usar y de gozar pretendidamente dañado. Sólo un nuevo acto del 
Congreso podría decidir lo contrario (372 TS 1 y 300 US 115). 

7") Que los fundamentos de la resolución 940/4S no modi- 
fican la conclusión expuesta. VA alcance de esa resolución con- 
sistió en dejar establecido (pie la entidad investigada no debía 
ser sometida al régimen di 1 liquidación previsto por el decreto- 
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ley 11. ÓW) 4(5 y que, por consiguiente, debía cesar la administra- 
ción precautelar hasta allí mantenida. Xada más. Las razones 
expuestas en los considerandos precedentes conservan plena efi- 
cacia, entonces, especialmente ante» lo dispuesto por el art. 7" del 
decreto-ley citado, tanto más cuanto que en el caso no se ha de- 
mostrado ni aun pretendido que haya mediado incautación erró- 
nea por no tratarse de una "propiedad enemiga" en los términos 
de la legislación aplicable. 

8 9 ) (¿ue lo resuelto por la Támara Federal de la Capital, 
en la oportunidad a que hace» referencia el considerando (> 9 in fine 
del voto de la mayoría, ninguna influencia puede ejercer en esta 
causa. La sentencia que declara procedente un interdicto, en 
cuanto debe limitarse al fin "policial" que informa ese procedi- 
miento extraordinario, no importa prejuzgamicnto acerca de la 
viabilidad de la acción iudenmizatoria, sobre la cual sólo incumbe 
pronunciarse a los jueces que entienden en el juicio ordinario 
pertinente» (Fallos: 1ÓS: 237 y otros). 

í) 9 ) Que tampoco influye» el- hecho de que la incautación se 
baya mantenido después de concluidas las hostilidades. Pista 
Corte tiene resuelto que, en atención a las facultades privativas 
que emanan de los arts. (>7, inc. 21, y 8G, inc. 18, de la Constitu- 
ción, una vez declarado el estado de guerra "hay para la Nación 
conflicto bélico mientras no cese dicho estado" (Fallos: 204: 
418), lo que sólo aconteció en el año 1951, con motivo de la san- 
ción do la ley 14.049. 

Que, por todo ello y de conformidad con las razones expre- 
sadas en los considerandos l p a 12 p y ltí 9 del voto de la mayoría, 
se modifica la sentencia apelada en el sentido de que las indem- 
nizaciones a cargo de la demandada deberán calcularse a partir 
del día 23 de febrero de 1948. 

Aristóbvtx) 1). Araoz de Lamadmd — 
Julio Oyhaxarte. 



BANCO i.k i.a XACIOX v. S. A. TERRITORIAL. KCKAL v MERCANTIL 

SUD AMERICANA 

KXP1WPIACWX : Principios generales. 

Si la expropiación respondió claramente a la finalidad de incorporar el 
inmueble a la colonización oficial, corresponde aplicar en el caso las dispo- 
siciones de la ley 12.(>.'Ki, pues ésta no fué derogada por la 13.264, a la que 
debe considerarse vigente en el cank-ter de h// (fencrnl de la materia, mas sin 
que sea dado entender (pie sus preceptos extinguieron o reemplazaron las 
normas de valuación prescriptas por una letf especial como la 12.636. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN" 



165 



ENJ'ROPI ACION : Indemnización. Determinación del valor real. Generalidades. 

Si la expropiación se funda en el cumplimiento de la ley 12.G36, la indem- 
nización a abonarse como valor del inmueble expropiado debe establecerse 
con arreírlo al criterio de valuación previsto en el arl. 14. inc. b), de dicha 
ley, que lo remite a la "productividad apreciada en los 10 años precedentes 
al de la expropiación dentro de la zona en que se halle ubicado" el inmueble. 
En esas condiciones, corresponde aceptar la tasación practicada en los dic- 
támenes del Tribunal de Tasaciones con arreglo al método "indirecto" o de 
"productividad", si las conclusiones a que arriban aparecen suficientemente 
fundadas y adecuadas a la realidad económica del inmueble expropiado y de 
la zona respectiva durante el lapso previsto por la ley. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor nal. Generalidades. 

Es improcedente la pretensión de que la indemnización a lijarse en definitiva, 
en el juicio ex propia torio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación su- 
frida por la moneda desde la fecha en que tuvo lucrar el desapropio. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Terrera instancia. Generalidades. 

Corresponde rechazar las pretensiones relativas a la inaplicabilidad al caso 
del art. 28 de la ley 13.264 y a la inconstitucionalidad del precepto citado, 
si la primera no fué mantenida en segunda instancia y la segunda sólo se 
introdujo en el memorial ante la Corte. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Tercera instancia. Juicios en que 
la Nación es parte. 

Aunque sea improcedente el recurso ordinario de apelación deducido por el 
expropiado respecto del monto de los honorarios regulados, que están a su 
cargo en razón de que las costas deben pagarse en el orden causado, corres- 
ponde dejar sin efecto las regulaciones practicadas a fin de que el tribunal 
apelado las adecúe al monto de la indemnización establecido por la Corte. 
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Buenos Aires, 9 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Banco de la Xación Argentina (ley 12.636) 
c./ S. A. Territorial, Rural y Mercantil Sud Americana s./ expro- 
piación", en los que a fs. 391 vta. se han concedido los recursos 
ordinarios de apelación contra la sentencia de la Támara Federal 
de Apelaciones de Córdoba de fecha :20 de agosto de 19ÓS. 

Y considerando: 

Que el Banco de la Nación Argentina promovió juicio de 
expropiación del campo denominado "Isla Verde", ubicado en 
el Departamento Marcos Juárez (Provincia de Córdoba), con una 
superficie de 19.000 Has. "o la que resulte libre de calles o trazos 
destinados a tal fin", de propiedad de la Sociedad Anónima 
Territorial, Rural y Morcan til Sud Americana, con el objeto de 
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incorporar dicho inmueble a la colonización oficial prevista por 
'a lev ll'.b.'Jíi. Ofreció como precio la suma de $ 47)1, :¡4 ni n. por 
hectárea, o sea S..~>77).4bO m u. en total, que fueron depositados 
sem'm consta en la l)oleta a,i»rt\uada a fs. IT). Puesto en posesión 
del iunmelíle el expropiador con fecha 4 de mayo de 1!»4S (acta 
de fs. 40), la expropiada contestó la demanda manifestando alla- 
narse al desapropio pero formulando disconformidad con el pre- 
cio ofrecido, (pie estimó inadecuado a la ubicación del inmueble 
y a los precios entonces corrientes en la zona respectiva ( fs. 

:¡í> 41 ). 

< c Mie la Sección Técnica del Tribunal de Tasaciones justi- 
preció el bien expropiado, incluidas sus mejoras, a la fecha do la 
toma de posesión judicial, en la suma de» * 1 1 .'JT.'J.lUl ,oS m n. de 
acuerdo al método de la productividad, y en la suma di» pesos 
1 L'.OlO. .'!!!*, IT) m n., de acuerdo al método de comparación con 
ventas; y la Sala .'¡ra., luc«'o de examinar los informes presen- 
tados por los representantes de las partes, elevó dichos valores 
a las sumas de * 1 1 .;¡41 .!M(¡,<¡4 m u. y # 1 l\OS4.S7S.7)7 m/n., respecti- 
vamente (fs. IOS del expediente amelado por cuerda). Kl Tribu 
nal de Tasaciones, por mayoría, decidió) aprobar los valores 
establecidos por la Sala ( fs. 11.'? 114, también del expediente 
am elado por cuerda ). 

l t >ue la sentencia de primera instancia fijó la indemnización 
de acuerdo con el dictamen del Tribunal de Tasaciones, adop- 
tando la suma obtenida mediante el método de comparación con 
ventas ($ 12.OS4.S7S,") 7 m n.) e impuso las costas del juicio a la 
adora ( fs. IVMI). Interpuestos sendos recursos de apelación 
por el Señor Procurador Fiscal ( fs. :>.'{})), por el representante 
de la demandada (fs. 340) y por el apoderado de la Junta de 
Vigilancia y Disposición Final de la Propiedad Fnemiira (fs. 
.'141) y concedidos libremente, a fs. ;¡:>!> vía. el primero y fs. ;!41 
vta., los segundos, la (Yunara Federal de Córdoba modificó la 
sentencia elevando el monto de la indemnización a la suma de 
# 1 -.1 7)7 ni n., siguiendo también el método de compara- 

ción con ventas, declaró por su orden el pai»o de las costas en 
ambas instancias y elevó el monto de los honorarios reculados 
en primera instancia ( fs. .'?S4 3S(¡). 

< c )ue a fs. .'{SO, :!!)(! y oíM dedujeron recurso de apelación con- 
tra la sentencia del a quo el Señor Fiscal de Cámara, el repre- 
sentante de la demandada y el de la Junta de Vigilancia, respec- 
tivamente 1 , los que, concedidos con arreglo a lo dispuesto en el 
art. *J4, inc. del decreto-ley PJS.") ÓS (fs. ;!!>1 vta.), licúan a 
conocimiento de esta Corte Suprema. 

< t >ue el Señor Procurador (iencrnl, en su presentación a fs. 
40li, da por reproducidas ante esta instancia las consideraciones 
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hechas valer oportunamente por los representantes de su parte 
«pie son, en el caso, las formuladas por el Sr. Fiscal de Cámara 
a fs. .'Wl/. 4 ^ en el sentido de que 4 4 la indemnización total que 
se mande a pagar, no debe ser otra que la estimada por el Tri- 
bunal de Tasaciones por el método indirecto o de productividad, 
es decir, la suma de $ 11.341 .946,64 in/n., con el cual ha mani- 
festado conformidad el Señor Procurador Fiscal en su informe 
de fs. 244/45". Los apoderados de la entidad expropiada se agra- 
vian, por su parte, de que: l p ) La sentencia se atuvo exclusiva- 
mente a las conclusiones del Tribunal de Tasaciones, con prescin- 
dencia de las estimaeiones practicadas por el representante de su 
parte; L )v ) Xo se tuvo en cuenta, al fijar la indemnización, la 
depreciación monetaria; Xo se impusieron las costas a la 
parte actora, y 4 9 ) No se respetó el arancel en la fijación de los 
honorarios (fs. 407/410). FjI apoderado de la Junta de Vigilancia 
y Disposición Final de la Propiedad Fnemiga, finalmente, for- 
mula consideraciones semejantes, aduciendo, además, la incons- 
titucionalidad del art. 28 de la ley l.'V2(i4. 

Que la expropiación substanciada en esto> auio> respondió a 
la finalidad claramente establecida en el decreto cuya copia obra 
a fs. 5/14 y en el escrito de demanda, donde se expresa: 4fc La 
medida de gobierno (pie se hace efectiva con esta demanda per- 
mitirá la incorporación de este inmueble a la colonización oficial, 
solucionándose con ello un problema de ubicación de colonos que 
requiere inmediata y u rifen te solución 1 ' (fs. 17). Fn consecuen- 
cia, no es dudosa la aplicación al caso de la.s disposiciones de la 
ley LJ.ti.'Ui, invocada como fundamento de la demanda, pues, como 
esta Corte lo ha expresado en el precedente de Fallos: 241: 361, 
aquélla no fué derogada por la ley 1.VJ64, k *a la (pie debe consi- 
derarse vigente con el carácter de la/ f/nirral de la materia, mas 
sin (pie sea dado entender que sus preceptos extinguieron o re- 
emplazaron las normas de valuación prescriptas por una h tt cs- 
¡wcial como la 12.636". 

(¿ue siendo ello así, la indemnización a abonarse* como valor 
del inmueble expropiado debe establecerse con arreglo al criterio 
de valuación previsto en el art. 14, inc. b) de la ley TJ. (>:>(), (pie lo 
remite a la 4 'productividad apreciada en los 10 años precedentes 
al de la expropiación dentro de la zona en (pie se halle ubicado" 
el inmueble. Fn esas condiciones, corresponde aceptar la tasación 
practicada en los dictámenes del Tribunal de Tasaciones con arre- 
glo al método "indirecto" o de "productividad", toda vez que 
las conclusiones a que arriban aparecen suficientemente funda 
das y adecuadas a la realidad económica del inmueble expro- 
piado y de la zona respectiva durante el lapso previsto por la ley. 
Por lo demás, si bien el representante de la demandada ante el 
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Tribunal do Tasaciones objeta la aplicación del método 4 ' indirec- 
to' ' en cuanto lo considera incapaz de suministrar un índice 
acertado del valor "real" del bien expropiado (fs. (Jl del expe- 
diente agregado), no formula discrepancias acerca de las conclu- 
siones concretamente obtenidas mediante aquel método. Se acep- 
ta, pues, la tasación de $ 9.727.381,64 (fs. !()(> del expíe, agregado) 
como valor del bien expropiado, libre de mejoras. En cuanto a 
estas ultimas, el Tribunal estima que es justo el valor que les 
asigna la sentencia apelada, por lo que se la confirma en ese 
aspecto. 

Que en lo relativo a la pretensión formulada por los deman- 
dados en el sentido de que la indemnización a fijarse en definitiva 
debe ajustarse con arreglo a la depreciación sufrida por la mo- 
neda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio, el Tribunal 
da por reproducidas las razones expuestas en el caso de Fallos: 

241 : 73, donde se estableció la doctrina contraria a la pretensión 
de los recurrentes. 

Que tanto el planteamiento constitucional formulado a fs. 

242 vta./243, relativo a la supuesta inaplicabilidad de] art. 28 
de la ley i;>.2()4 al caso de autos, como el que se introduce en el 
punto TI del memorial de fs. 401 '40(i, fundado en la inconstitu- 
cionalidad de la norma citada, deben ser rechazados. El primero, 
porque no fué mantenido ante el Tribunal a quo; el segundo, 
porque no fué objeto de planteamiento oportuno ante los tribu- 
nales inferiores (Fallos; 240: 302). En cuanto al monto de los 
honorarios, si bien no procede el recurso ordinario de apelación 
deducido por el expropiado (Fallos: 240: 28(i), corresponde de- 
jar sin electo las regulaciones de fs. :>84 .'$88, a fin de que el 
tribunal apelado adecúe las mismas a lo resuelto en el presente 
pronunciamiento. 

Por ello: Se reforma la sentencia apelada de fs. :?84/.'?88 
en cuanlo al monto de la indemnización a cargo del expropiante, 
que se fija en la suma de Once millones trescientos ochenta y 
nueve mil trescientos setenta y un pesos con sesenta y cuatro 
centavos moneda nacional ($ 1 1 .:i89.;J71 ,()4 m/n.) ; y 2 P ) Se la con- 
firma en todo lo demás que decide, con excepción de las regu- 
laciones practicadas y correspondientes a primera y segunda ins- 
tancias, que se dejan sin efecto a fin de que el tribunal apelado 
adecúe las mismas a lo resuelto en el presente pronunciamiento. 
Las costas de esta instancia, por su orden. 
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LUIS GÜEMES (1)) y Otro v. JOSE (¡OVA 
COXSTITUCIOX XÁCIOXAL: Derecho* y (januitías. Derecho rf<> propiedad. 

Establecido expresamente» por las partes en un convenio homologado por la 
Cámara Regional, que la sentencia de ésta en cuanto a la electividad de la 
excepción a la prórroga del arrendamiento sería inapelable, es incompatible 
con la firmeza de actos jurisdiccionales ejecutoriados la decisión de la Cá- 
mara Central Paritaria de Arrendamientos y Aparcerías Rurales, dictada 
en oportunidad de una apelación improcedente, que revocó lo resuelto por la 
Cámara Regional y no hizo luswr a la efectividad convenida por los inte- 
resados. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

A raíz de una excepción a la prórroga legal de los arrenda- 
mientos rurales, fundada en la hipótesis prevista por el art. 32, 
inc. a) de la ley 13.2-Mi, tramitada por el expediente agregado 
3<5;{;}, las partes acordaron el convenio homologado por la Cáma- 
ra Regional de que informa el acta de fs. 34 del expresado ex- 
pediente. 

En lo que a este caso interesa la cuestión cardinal consiste 
en que, para el supuesto de desavenencias sobre la forma de 
cumplimentar el convenio, las partes se sometían a la decisión 
inapelable de la ("amara Regional (fs. 34, punto i>°, expte. 3(¡.'>.'>). 

Ocurridas las divergencias de» que informan los presentes 
autos (expte. 5)01 S ) la Cámara dictó su resolución de fs. 42 49, 
aclarada a fs. 91/92 la cual, en virtud de lo anteriormente ex- 
puesto era inapelable. Sin embargo, la ('Amara Central entrando 
a conocei' de la causa, ha modificado la sentencia del Inferior. 

En tales condiciones, y dada la identidad de características 
del sub índice con lo resuelto por V. K. en Fallos: 2.*>9 : 201, esti- 
mo de aplicación al caso ocurrente la doctrina allí sentada en el 
sentido de que los actos jurisdiccionales ejecutoriados no pueden 
reverse sin violencia de la garantía de los derechos adquiridos 
y de la irrevisihilidad de los pronunciamientos definitivos de na- 
turaleza judicial. 

Con sujeción a oso criterio, entonces, opino que corresponde 
revocar la sentencia apelada declarando firme la del inferior. 
Buenos Aires, 27 de mayo de 1938. — Ramón Jjiscano. 

FALLO DK LA UOHTK SITKKMA 

Buenos Aires, 9 de noviembre 1 de 1939. 

Vistos los autos: "Gücmes, Luis (hijo) y francisco c/ (Joya, 
José s/ efectividad", en los que a fs. 138 se ha concedido el re- 
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curso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Central 
Paritaria de Arrendamientos y Aparcerías Rurales de focha 2'A 
de diciembre de 1!K")7. 

V considerando: 

Que, como resulta de las constancias de la causa y del expe- 
diente abrogado "(iiiemes, Luis; Francisco; Laura ;* Gabriel y 
Lanuse María Teresa (}. de c / (Joya, José s excepción prórroga 
legal (art. 7r2 inc. a)'\ ambas partes en el juicio antes citado 
convinieron que el demandado entregaría a los actores el campo 
arrendado cuando éstos proporcionaran a aquél otra porción 
de tierra, con vías de comunicación cercana que le permitan con- 
tinuar !a explotación tambera que realizaba; se estableció asi- 
mismo el procedimiento a seguir, con traslado al demandado del 
ofrecimiento de los actores, agregándose expresamente que "Kn 
caso de que el demandado rechace la oferta de los señores (lüe 
mes, ambas partes se someten a la decisión inapelable de la 
(amara" (fs. 54). 

Producido por los actores el ofrecimiento de la fracción de 
tierra en sustitución de la arrendada, y rechazado este ofreci- 
miento por el demandado, la ( 'amara Regional, previo dictamen 
de un perito (lesionado de oficio, hizo lugar al pedido de efectivi- 
dad de la excepción a la prórroga en virtud del ofrecimiento de 
los actores, que el tribunal declaró ajustarse a lo convenido, e 
intimó al demandado para que en el término de noventa días 
formalizara con los actores el contrato de arrendamiento de la 
nueva fracción de tierra (fs. 42 49 de los autos principales). Esta 
sentencia fué apelada por el demandado para ante la Cámara 
Central que la revocó y no hizo lugar a la efectividad de la 
excepción de prórroga convenida anteriormente por las partes 
(fs. 140/144). 

Que, como resulta de los antecedentes señalados, las circuns- 
tancias de hecho y de derecho de esta causa son análogas, en lo 
esencial, a las que motivaron la sentencia de esta Corte en el 
precedente de Fallos: 239: 201 . Establecido por las partes ex- 
presamente, en un convenio homologado por la Cámara Regional, 
que la sentencia de ésta en cuanto a la efectividad de la excepción 
a la prórroga sería inapelable, es manifiesto que la decisión 
de la Cámara Central, dictada en oportunidad de una apelación 
improcedente, es incompatible con la firme/a de actos jurisdiccio- 
nales ejecutoriados. Basta esta comprobación, sin necesidad de 
entrar al examen de los demás agravios del recurrente, para que 
la sentencia apelada deba ser dejada sin efecto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
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se deja sin efecto la sentencia apelada de fs. 140/144 de los autos 
principales y se declara firme la de fs. 42/4Í). 

Alfredo Oiuíaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Jruo Oyjiaxarte. 



ENRIQUE AMOROSO y Otros v. S. R. L. ASTILLERO y VARADERO 

SANCHEZ 

RECURSO EXTRAORDIX ARIO : Requisitos comunes. Gravamen. 

Lu contribución del 6 % de toda remuneración de origen profesional que 
devenguen los colegiados, establecida por el decreto-ley 10.472/56 de la Pro- 
vincia de Buenos Aires en beneficio de la Caja de Previsión para Abogados 
de la Provincia, así como el pago de estampillas profesionales, están a cargo 
de los letrados. 

En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario que deduce el abo- 
gado por la representación que ejerce, contra la sentencia que desestima la 
inconstitucionalidad de diversas disposiciones de ese decreto-ley, ya que no 
existe gravamen alguno para la parte por él representada, que carece de 
interés personal y jurídico en lo que atañe a dicha contribución. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Introducción de la cues- 
tión federal. Oportunidad. Planteamiento en el escrito de interposición del re- 
c u rso ext rao rdina rio . 

Es extemporánea la impugnación, con fundamento constitucional, en el es- 
crito de interposición del recurso extraordinario, de disposiciones del decreto- 
ley 10.472/50 de la Provincia de Buenos Aires que establecen la obligación 
de efectuar aportes a la Caja de Previsión para Abogados de esa Provincia 
a profesionales con domicilio real fuera de ella. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Gravamen. 

Eximidas las partes de la reposición del sellado de actuación e impuesto de 
justicia, resulta abstracta la cuestión planteada acerca de la inconstitucio- 
nalidad de las disposiciones del decreto-ley 10.472/5(i de la Provincia de 
Buenos Aires, en cuanto se refieren al pago del sellado a los efectos del 
aporte obligatorio que deben efectuar los abogados a la Caja de Previsión 
para Abogados de la Provincia de Buenos Aires. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El recurso extraordinario interpuesto a fs. 134 es procedente, 
toda vez que se ha puesto en cuestión en autos la validez de dis- 
posiciones contenidas en leyes de la provincia de Buenos Aires, 
bajo la pretensión de ser violatorias de la Constitución Nació- 
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nal, y la decisión definitiva del superior tribunal de la causa es 
contraria a las alegaciones del apelante. 

Kn cuanto al fondo del asunto, pienso (pie deben prosperar 
los agravios de la parte (pie trae el recurso. 

( 1 onviene precisar, empero, <pie de la copia de disposicio- 
nes tachadas de invalide 1 / constitucional basta retener, como 
decisiva y fundamental, la contenida en el art. 4Í) y concordante 
del decreto-ley 10. 472 56 di» la provincia de Buenos Aires, que» 
hace del domicilio real en su territorio condición indispensable 
para poder gozar de los beneficios otorgables por la Caja de Pre- 
visión Social para abobados. 

Bajo tal condición, y siendo por lo demás ineludible la afilia- 
ción a dicha Caja para los profesionales (pie ejerzan en juris- 
dicción provincial (art. 75 del decreto-ley citado), la consiguien- 
te obligación de efectuar aportes al fondo social reviste el ca- 
rácter de una contribución forzosa (pie no da derecho a contra- 
prestación alguna en lo que concierne al recurrente, dado que el 
mismo tiene su democilio real fuera de la provincia. 

VA aporte societario (pie se le exige configura de tal suerte 
una lesión evidente a la garantía de la inviolabilidad de la pro- 
piedad consagrada en el art. 17 de la Constitución Nacional y sig- 
nifica, por otra paite, una traba indebida al libre ejercicio de 
una actividad lícita, ya que el único medio de eludir la obligación 
de aportar sería renunciar al ejercicio profesional. 

Lo dicho es suficiente, a mi juicio, para acreditar el funda- 
mento del remedio federal intentado, correspondiendo por ello 
revocar la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del re- 
curso. Buenos Aires, 27 de diciembre de 1957. — Sebastián Soler. 

VALLO Í)K LA CORTE SHMíKMA 

Rueños Aires, 9 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 4< Amoroso Enrique y otros c / Astillero y 
Varadero Sánchez S. K. L. s haberes", en los que a fs. 137 se ha 
concedido el recurso extraordinario contra la sentencia del Tri- 
bunal de Trabajo X 9 3 de la Ciudad de (íeneral San Martín (Pro- 
vincia de Buenos Aires) de fecha 4 de febrero de 1957. 

Considerando : 

Que a fs. 128 vta. la parte demandada solicitó se declarara 
la inconstitucionalidad de los arts. 8, 27, 28, 2!), 30, 32, 36, 37, 38, 39, 
44, 48, 50, 51, 52, 54, 65, «7, 70, 72, 75, 76, 77, 78, 79 y 80 del decreto- 
ley 10.472/56 de la Provincia de Buenos Aires, en cuanto estable- 
cen la obligatoriedad para los abogados con domicilio real fuera 



DK .JUSTICIA 1*1-: |,.\ XAí ION 173 

de la provincia, de efectuar aporto a la Caja de Previsión para 
Alujados de la Provincia do Bunios Aires, sin que dichos pro- 
fesionales puedan ( i»o'/ar los beneficios jubilal orios acordado* por 
el mencionado decreto-ley. 

Que la tacha de inconstitucionalidad fué desestimada por el 
tribunal a (pío, en razón de que, a juicio de éste, el sistema de 
previsión sujeto a controversia está " imbuido en elementos pro 
pios del concepto de asistencia social" merced a los cuales <4 se 
confiere el derecho a la prestación a un grupo de personas a ex- 
pensas de la colectividad" (fs. i:ít)/i:Jl). 

Que, contra esa sentencia, se interpuso recurso extraordina- 
rio de apelación (fs. KU i:?(¡) con base en la alegada violación 
de los arts. 7, S, 14, 1(), 17, M y 108 de la Constitución Nacional. 
Kl respectivo escrito incluyó dentro de la impugnación "el pago 
de sellado y estampillas profesionales" impuesto por las dispo- 
siciones legales y pertinentes, y el letrado que lo firma dejó cons- 
tancia de (pie deducía el recurso por la representación que ejerce 
y "por derecho propio". 

Que la cuestión sobre la que versa el snb lile se encuentra 
relacionada, principalmente, con dos diferentes contribuciones 
previstas por el decreto-ley 10.472 5(5; a) el i\ r /< de toda remune- 
ración de origen profesional que devenguen los colegiados, a cargo 
de éstos; b) el ó % de esos mismos honorarios, a cargo de las 
personas que utilicen los servicios profesionales (art. 27, iuc. a). 

Que, según consta en autos, el planteamiento de la cuestión 
federal que constituye la materia del recurso fué formulado única 
y exclusivamente por la demandada, esto es, por su apoderado 
general, quien actuó en calidad de tal (fs. 128 vta.). 

Que, por tanto, dado que 44 Astillero y Varadero Sánchez, 
S. R. L. " carece de interés personal y jurídico en lo cpie atañe a la 
contribución del (5 c /< — única que funda los argumentos del recu- ■ 
rrente — y al pago de estampillas profesionales, debido a que esa 
contribución y ese pago no están a su cargo, resulta claro que la 
apelación extraordinaria no puede prosperar. Kilo es así por cuan- 
to: a), si se la considera deducida por la paite demandada, no 
existe gravamen; en tanto que b), si se la estima interpuesta por 
el letrado de aquella parte, la impugnación sólo aparece expre- 
sada en el escrito de fs. KU , 'l.'Hj, de donde se sigue su manifiesta 
extemporancidad. 

Que, por lo demás, las partes han sido eximidas de la reposi- 
ción del sellado de actuación e impuesto de justicia (fs. 131 vta.), 
lo que convierte en abstracta la cuestión planteada a este respecto. 

Que, sólo a mayor abundamiento, corresponde agregar que 
la declaración de la procedencia formal del recurso extraordina- 
rio configuraría un supuesto de total indefensión en perjuicio d? 
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la Caja acreedora de la contribución tachada de inconstitucional: 
y, in¿ís aun, obligaría a decidir sobre el fondo del asunto con 
relación a un hecho (falta del domicilio real en la Provincia de 
Rueños Aires aducida por el letrado de la parte demandada) 
acerca del cual no media prueba alguna en la causa. 

Vj\\ su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador Ge- 
neral, se declara improcedente el recurso concedido a fs. l.'?7. 

Al,KKKDO OltííAZ BKXJAMÍN VlU.KÜAS 

Basavilbaso — AuiSTÓnrLo D. 
Akáoz de Lamadh id — Jrno 
Oyhaxarte 



ABEL ENRIQUE ROVEDA v. S. A. FRIGORIFICO SWIFT m: LA PLATA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no fedrmhs. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La interpretación de la ley 9688 y de los decretos-leyes (>50/55 y 5005/56, 
es problema de derecho común, ajeno a la jurisdicción extraordinaria de la 
Corte Suprema ; por lo que las garantías establecidas en los arts. 14, 16, 17, 
18, 10 y 21 de la Constitución Nacional no guardan relación directa con la 
sentencia que. aplicando tales preceptos, decide que no corresponde deducir 
de la indemnización por incapacidad parcial permanente los salarios entre- 
gados a la víctima, por incapacidad temporal, durante el período de su 
curación. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarios. I m procedencia del recurso. 

Si la sentencia afirma que el decreto- ley 650/55 se aplica a todos los acci- 
dentes o "eventos dañosos" ocurridos durante su vigencia, es improcedente el 
recurso fundado en (pie el tallo es arbitrario porque omite pronunciarse sobre 
la cuestión planteada acerca de la deducción de los importes pagados por la 
empresa en concepto de incapacidad temporal al accidentado desde la fecha 
del decreto-ley 5005/56, derogatorio del anterior. 

En efecto : la cuestión aparece, así, resuelta en el sentido de que las dispo- 
siciones derogatorias que se alegan sólo contemplan los accidentes acaecidos 
con posterioridad a la fecha de vigencia del decreto-ley 7005/56. 



DlCTAMKX DKL PlíOC l'lí ADOK (iENKKAL 

Suprema Corto : 

Del escrito de responde que corre a fs. 11 de estos autos re- 
sulta que la demandada, luo^o de exponer los motivos por los que 
consideraba inaplicable en el presente caso el decreto-ley 650/ 
55, sostuvo que aún en la hipótesis de que se decidiera hacer jup.ar 
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dicho cuerpo Icual procedería igualmente descontar, <lc la suma 
reclamada por el actor, una parto do los salarios abonados pol- 
la empresa (luí ante la incapacidad temporal de aquél: los corres- 
pondientes al lapso comprendido entre la derogación del ya citado 
derroto-ley y la lecha do reintegro a sus tareas por parte del ac- 
riollante (v. fs. 1S). 

Ksta cuestión, (pie como resulta de lo dicho fué oportuna- 
mente propuesta a consideración del tribunal de la causa, no 
aparece tratada en la sentencia <pie puso fin al pleito. 

Kn dicho pronunciamiento, en efecto, el a quo se ha limitado 
a declarar, en forma que resulta irrovisible por V. K. (confr. 
••irAnu-elo v Swift de La Plata", fallo del :il X/óS), que las 
normas sobre» cuya baso debe resolverse la presente litis son las 
contenidas en el deereto-ley (>.*)(} .V), y (pie de conformidad con las 
mismas no procodo deducir de la indemnización por incapacidad 
parcial permanente, los salarios entregados a título de resarci- 
miento de incapacidad temporal; pero sin expresión de causa que 
justifique la omisión, ha prescindido de manifestar las razones 
■ *n virtud de las cuales entiende que ese criterio resulta asimismo 
aplicable a los jornales a (pie hiciera especial referencia la de- 
manda, es decir, a los abonados por esta última en el seuundo 
do aquellos conceptos, pero a partir de la derogación de la norma 
-■n que se funda el fallo. 

V. K. tiene reiteradamente declarado (pie las sentencias (pie 
Militen considerar cuestiones oportunamente planteadas por las 
partes y conducentes para la decisión del pleito carecen de fun- 
damento bastante para sustentarlas, y resultan violatorias de la 
defensa en juicio (Fallos: l\'U: íiií'J :' ?A7} : IT)*) y :iS4 : 'J:?7 : '207), 
i'iitre otros). 

Kn mi opinión, dicha doctrina resulta do aplicación al sub 
>i<Hc<' y, por lo tanto, estimo que correspondería dejar sin efecto 
I pronunciamiento en recurso a fin do (pie la causa sea nueva- 
nente resuelta oo.i arreglo a derecho. Buenos Aires, 1S de diciem- 
bre de 1958. — Ttamó-u Lascano. 

FALLO DK LA COlíTK SPPKKMA 

Buenos Aires, 9 do noviembre de 19Ó9. 

Vistos los autos: "Roveda, Abel Knriquo c/ Frigorífico Swift 
do La Plata S. A. s accidento del trabajo", en los que a fs. (il vta. 

ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia del 
Tribunal del Trabajo X* 1 de La Plata (Prov. de Buenos Aires) 
de fecha 11 de abrii de 1958. 
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Considerando : 

Quo el ador, víctima do un accidente de trabajo que sufrió 
mientras realizaba tareas para la accionada, pretende que esta 
le pague la indemnización por incapacidad parcial y permanente 
que dice padecer, pero sin que de su monto se descuenten los im- 
portes que ya percibió de la empresa, en concepto de incapacidad 
temporal, durante el período de su curación. Para ello invoca el 
decreto-ley X p 650/55, modificatorio de la ley 9688, el cual, a su 
entender, no autoriza la aludida deducción (fs. 2 4). 

Que la demandada sostiene que el referido decreto-ley no es 
aplicable» al siib lite Agreda (pie si, en definitiva, llegare a de- 
clararse su aplieabilidad al caso, tampoco procedería la preten- 
dida acumulación de las indemnizaciones mencionadas; ya quo, 
habiendo sido expresamente derogado el aludido decreto-ley por 
el (pie lleva el n° 5005, del 19 de marzo de 1956, en ningún su- 
puesto el actor podría acumular desde esa fecha las dos indemni- 
zaciones pretendidas. Deja planteado el caso federal para ocurrir 
a esta Corte por vía del recurso extraordinario en el supuesto 
de no resolverse en instancia final como lo solicita, pues estima 
que, en tal caso, se habrían conculcado diversas garantías acor- 
dadas por la Constitución Nacional (fs. 11/20). 

Que en la sentencia dictada a fs. 47/31 el tribunal a quo acoge 
la demanda, por aplicación del decreto-ley 650/.");),. interpretándolo 
en el sentido de que no autoriza a deducir de la indemnización por 
incapacidad parcial permanente los salarios entregados a la víc- 
tima por incapacidad temporal. 

Que al interponer el recurso extraordinario (fs. 56/61), I a 
demandada, en extensas consideraciones ya adelantadas en su re- 
cordado escrito de contestación, impugna el fallo de que recurre 
por estimar que contraviene diversas garantías de los arts. 14, 
1G, 17, 18, 19 y 21 y, también, porque omite pronunciarse sobre 
un punto que fué oportunamente planteado a fs. 18, o sea, que en 
ningún supuesto podrían dejar de deducirse del monto de la in- 
demnización por la pretendida incapacidad parcial permanente, 
los importes que la empresa pagó al actor en concepto de incapa- 
cidad temporal desde el 19 de marzo de 1956, fecha del decreto 
5005 que, como se dijo, derogó el decreto-ley 650/55, hasta el 80 
de abril de 1956, en que el actor fue dado de alta. 

Que, como se indica en el dictamen del Sr. Procurador Gene- 
ral (fs. 70), el pronunciamiento apelado es irrevisible en esta ins- 
tancia extraordinaria desde que se funda en la interpretación de 
la ley 9688 y los decretos 650/55 y 5005/56 (Fallos: 237: 70; 238: 
31, 375; 242: 182), por lo que las garantías constitucionales in- 
vocadas no guardan relación directa con lo resuelto. 
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Que en lo atinente al argumento de que el irihunal a <|iio 
omitió considerar una de las cuestiones planteadas por el recu- 
rrente, su improcedencia no parece dudosa. Kfccl ivainente, el 
acuerdo que precede a la sentencia apelada contiene la afirmación 
de que el decreto-ley <>r>0 .V) se aplica a todos los accidentes o 
"eventos dañosos" ocurridos durante el tiempo de su videncia 
(fs. 4Í) in fine, voto del J)r. Russo al que adhirieron los Dres. Ves 
Losada y Lecot). De ello se si^ue que la referida cuestión fué 
tratada y resuelta en el sentido de que las disposiciones deroga- 
torias que el demandado alega sólo contemplan los accidentes 
acaecidos con posterioridad a la fecha en que entró a regir el 
decreto-ley ")()()") 0(5. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador íieneral, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 61 vta. 

Alfkkdo ()i«;az — Iíkx.iamíx Vitj.koas 

BaSAVILBASO Jl'LlO ( ) V 1 1 AXAKTK. 



KM I LIA CAXTKA ei VI.ASOV v. A LIv! AXI >K l ) YLASOY 

JI'RISDICCIOS Y COMPETKSCIA: Cnnftirtos nttrr jnrer*. 

Corresponde a la respectiva cámara en pleno resolver cual c< la sala que 
debe intervenir, en el caso en 'pie los jueces <le una de sus sala> se han excu- 
sado y la que si<rne f*n orden de lurno considera improcedente la excusación. 
La intervención de la Corte Suprema para dirimir el conflicto es improce- 
dente, pues aquél no configura ninguno de los Mipucsto< a que se refiere el 
art. 24, inc. 7'\ del decreto-ley llNÓ/óS (lev 14.-K¡7): y. además de la norma 
del art. 17 de la ley 412B, aplicable a la hipótesis planteada, los arts. t><? de 
la ley 70")ó, 28, ap. a), de la ley 1:>.!)9S y 27. ap. a), del decreto-ley men- 
cionado, lian contemplado casos en que podrían suscitarse cuestiones entre 
salas de una misma cámara, encomendando su solución al tribunal en pleno. 

DlCTAMKX DKL 1 *!!()( ' V lí A |)Olí (ÍKXKUAI. 

Suprema Corte : 

Los jueces integrantes de la Sala "IV de la ('amara Nacional 
de Apelaciones en lo Civil de esta Capital, Dres. Kleitas, y Ciehc- 
ro, ]>or las razones dadas a fs. ó:>") si» excusaron de seguir en- 
tendiendo en los presentes autos y dispusieron el pase de los mis- 
mos a la Sala "E M que sigue con orden de turno, la que a su vez, 
por considerar que los hechos invocados por los nombrados ma- 
gistrados no encuadraban en ninguna de las causales previstas 
por el art. 368 del Cód. de Procedimientos respectivos, desestimó 
dicha excusación (fs. 526). 
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Los jueces nombrados, estimando que el motivo determinante 
de su actitud constituía un obstáculo fundamental para seguir 
interviniendo en la causa, decidieron elevarla a la Presidencia 
"a los efectos que correspondan" (fs. 527). 

La Cámara, por el voto de los 11 jueces componentes de sus 
restantes Salas, declaró que a falta de recurso previsto ante ella 
no podía resolver la cuestión planteada, por lo que ordenó la de- 
volución de los autos a la Sala de origen (fs. 530). 

Esta última, integrada asimismo con el Dr. Martínez, ratificó 
su primitiva posición y considerando que existía un conflicto en- 
tre dos Salas, dispuso la remisión de las actuaciones a la Presi- 
dencia de la Cámara para su elevación a esa Corte a fin de que, 
"en uso de las atribuciones que le competen (art. 24, inc. 7 9 , de- 
creto-ley 1285/58), disponga lo (pie estime pertinente para sub- 
sanar la anomalía y evitar una afectiva privación de justicia" 
(fs. 534/535). 

Los autos son así elevados a V. Iv de acuerdo a lo ordenado 
por el Presidente de la Cámara a fs. 535 vta. 

Xo es éste, sin embargo, a mi juicio, el procedimiento que ba 
debido seguirse, y creo que el caso hállase regido por el art. 17 
de la ley 4128 (pie dispone: "Kn los casos de excusación, si el 
juez que sigue en el orden de turno entendiese (pie aquella es im- 
procedente, se formará incidente por separado que será pasado, 
sin más trámite, al Superior, sin que esto paralice la substancia- 
ción de la causa". 

En mi opinión, tratándose de salas de una misma Cámara, 
si la que ha recibido los autos considera (pie la excusación no pro- 
cede, debe pasarlas al Superior, debiendo entenderse que éste es, 
a los efectos previstos en la norma, el tribunal en pleno por 
cuanto al mismo corresponde, por principio, zanjar las cuestiones 
que puedan suscitarse entre las salas. 

Kn consecuencia, pienso que la providencia de fs. 629 por la 
que se sometía a resolución de la Cámara la cuestión acerca de 
la Sala que debía seguir entendiendo en autos debió así cumpli- 
mentarse, en concordancia con lo que precedentemente he expues- 
to, pues a diferencia de lo que se interpretó a fs. 530 el conoci- 
miento del incidente incumbía al Tribunal por las razones antedi- 
chas aunque no hubiera recurso contra la resolución de fs. 526. 

Por ello; porque no es el presente ninguno de los supuestos 
previstos en el art. 24, inc. 7 P , del decreto-ley 1385 ; y porque de 
acuerdo con la doctrina de Fallos: 156: 283 y posteriores incum- 
be a la Corte en cumplimiento de sus altos deberes, y aun de 
oficio, disponer lo pertinente, en casos como el snb iiulice, para 
que se cumplan los principios inherentes a la mejor y más correcta 
administración de justicia, estimo que corresponde que V. E. de- 
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cicla ciuo la Támara Civil en pleno debe resolver, de eonformidad 
con el art. 17 de la ley 4lL>S, cuál es la sala que dehe entender 
en esta causa. Buenos Aires, 1° de octubre de 1!>:)!>. — Hamón 
Lascano. 

FALLO DK LA COKTK SLTHKM A 

Buenos Aires, í) de noviembre' de lí)f)9. 
Autos y vistos; considerando: 

Que ol Tribunal comparte los fundamentos del precedente 
dictamen del Sr. Procurador (¡eneral. Kstínia, en efecto, que la 
situación ]>lanteada en esta causa no confimira ninguno de los 
supuestos a que se refiere el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 1-87)/ 
58 (ley 14.467); y que, además di» la norma del art. 17 de la ley 
4128, los arts. (i 9 de la ley 707):), JS. a]), a) de la VA.WS y *J7 ap. a) 
del decreto-ley vidente lian contemplado casos en que podrían 
suscitarse cuestiones entre las salas de una misma cámara, en- 
comendando su solución al tribunal en pleno. Por lo demás, no 
resulta de los autos la existencia de efectiva privación de justicia. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador (¡eneral, se 
declara que corresponde a la Cámara Nacional de Apelaciones 
en lo Civil de la Capital resolver cuál es la Sala que debe conocer 
en esta causa. A tal efecto, devuélvansele 1 los autos. 

Au-'KKOO OlíOAZ — 1 > KN.J A M í N VlLLKOAS 

Basaviuíaso — AuisróurLo 1). 
AuÁoz ok Lamaoimi) — Lns Maiiía 
Bokti Bohhkiio — druo Ovma- 

NAlíTK. 



XACIOX AKííKNTINA v. FL( >K KNTI NO < ¡ 1 1 1< ¡ Ll A No 

RKCl'RSO KXTRAORDIXARIO : Requisitos /noftins. >t atetieai definitiva. 
Resoluciones anteriores a la sen te neta defimt i ra. \ anas. 

\j¡\ resolución (pie establece t|iie el término par;: expre-ar :iur;i\ n»- no lia 
vencido, por lo que no procede declarar desierto el recur-o de apelación, no 
es sentencia definitiva. pues sólo rcsvelw un-» <itu::ción de índole procesal 
(pie no afecta el fondo de la situación controvertida ni impide la prosecu- 
ción do la causa ). 



(i) 9 de noviembre. Fallos: 175: 315; 242: 46*). 
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ANIBAL SILVA v. ISIDORA ESCOBAR i>k SUAREZ 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Lh determinación de quien es parte en el juicio es problema de derecho co- 
mún regido por las leyes respectivas y ajeno, en principio, a la instancia 
extraordinaria. En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario 
deducido contra la sentencia que resuelve que el apelante no probó ser parte 
legítima para promover el juicio de desalojo! 1 ). 



NACION ARGENTINA v. JTAX M. KOSSI 
COSTAS: Resultado del litigio. 

En el incidente sobre regulación de honorarios en juicios de expropiación, es 
de práctica la exención de costas cuando no media oposición ni desconoci- 
miento por parle del Fisco, sino objeción en cuanto al monto (-). 



RICARDO FRANCISCO AMBROSINO y Otros v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Lo atinente a la imposición de las costas en las instancias ordinarias es cues- 
tión procesal y accesoria que no da lugar, como principio, a recurso extra- 
ordinario, salvo los supuestos de excepción admitidos por la jurisprudencia 
cuando se comprometen garantías constitucionales o las instituciones que 
aquél está destinado a tutelar. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
tencias con fundamentos no federales o federales consentidos. E andamentos de 
orden local // procesal. 

No procede el recurso extraordinario, con fundamento en el art. 1(> de la 
Constitución Nacional, contra la sentencia que. habiéndose abonado adminis- 
trativamente y con posterioridad a la demanda judicial la suma cuya repe- 
tición se persigue, aplica las costas del juicio al fisco. Ello es así tanto más 
si la conformidad fiscal con la habilitación de la instancia impide, en 
oportunidad del fallo, cuestionar la inobservancia de lo dispuesto en los arts. 
75 y sgtes. de la ley 11.683, que regulan el procedimiento contencioso judicial. 



(i) 9 de noviembre. Fallcrn: 242: :'41. 
(-) 10 de noviembre. Ka líos: 127. 
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FALLO l>K LA COlíTK SIPKKMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1!».")!». 

Vistos los autos: "Recurso de heclio deducido por el deman- 
dado en la causa Ambrosino Ricardo Francisco y olios c/ Fisco 
Nacional (1). (J. I.)", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que lo atinente a la imposición de las costas en las instancias 
ordinarias, es cuestión procesal y accesoria, <i U( * no da, como 
principio, lujjar a recurso por la vía del art. 14 de la ley 4S. 

Que habida cuenta de las circunstancias de hecho y de orden 
procesal invocadas por la sentencia de (pie se acompaña copia, 
lo expuesto por el recurrente no justifica «pie el caso encuadre 
en los supuestos di» excepción < pie la jurisprudencia admite al 
principio recordado en el anterior considerando. No resulla, en 
efecto, <pie lo resuelto comprometa rai nal ías constitucionales ni 
las instituciones que el recurso extraordinario está destinado a 
tutelar --Ka líos: : 11 y ,V> y otros . Kn electo, el art. Ib de 
la ( 1 onstitución Nacional es extraño a lo decidido en la cau-a y 
la conformidad fiscal con la habilitación de la instancia impide, 
en oportunidad de la sentencia, cuestionar la inobservancia de 
los arts. 7T) y sietes, de la ley ll.bS.'i. 

Por (dio se desestima la precedente queja. 

Ai.i' i;i:i>o ()i;<;v/ Lris M\!;í\ Pxh i t 

Iior.CKIIO - -Il lJO UvilAN MíTF.. 



TFKKSA l'FKKZ M-: IWLnTTK \. 

<rnh-m-itis tirhit rarius. Prhici pius ant'rnhs-. 



KL f AFF.TAL 



Li mención explícita de ln nnrniíi <p ll> n - (> l>1 ;' : ^ n nn ^ Ul \\ vv indi-»"" 
>¡imY ;i los Cines (le l;i ;idecii;id;i I oíoln incnl ;ic ; nn de l;w -riitriiniis ( 1 i 
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S.R.L. FACOR, FAKK.RAKU v Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Resoluciones anteriores a l-a sentencia definitiva. Varias. 

El pronunciamiento de la Cámara Comercial que, modificando la decisión del 
interior, declara que la quiebra, ademá> de culpable, es fraudulenta, no es 
equiparable a sentencia definitiva en los términos del art. 14 de la ley 4S. 
En efecto, dicha calificación, que no es obligatoria para la justicia repre- 
siva, sólo tiene por fin la iniciación del proceso penal y la detención del 
fallido si se lo llalla re fraudulento. 

DlCTAMKN DKL PhOCI'HADOH ÜKNKKAL 

Suprema Corte : 

La sentencia de secunda instancia, que confirmo la de pri- 
mera en cuanto a la calificación de la conducta comercial de los 
recurrentes como culpable y la modificó calificándola además co- 
mo fraudulenta, no reviste carácter definitivo en los términos 
del art. 14 de la ley 48, en virtud de lo dispuesto por el art. 178 
de la ley de la materia. 

Por ello, el recurso extraordinario es improcedente, sin que 
obste esta conclusión la alegada vulneración de la garantía de 
la defensa en juicio, (pie se funda en la modificación de la causal 
resuelta por la Cámara, desde (pie, en el mejor de los supuestos 
para los interesados, la revocatoria por V. K. del pronuncia- 
miento apelado que se pretende no mejoraría su situación, en 
razón de que quedaría firme la calificación de culpable decidido 
por el juez de Comercio, la que es revisible en el proceso crimi- 
nal, conforme con lo dispuesto por la norma citada, lo mismo que 
la de fraudulenta. 

Kn consecuencia, considero que corresponde desestimar esta 
(pieja. Buenos Aires, 21] de octubre de l!)")í>. — Ramón Luscano. 

FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1 !)•">!). 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por Lázaro 
Spoleanschi, César Coler y Josua A. Ridelener en la causa Facor, 
Faerharí»* y Cía. S.R.L. s./ incidente de calificación de conduc- 
ta", para decidir sobre su procedencia. / 

Y considerando : 

Que la conclusión a que llejra el cjictamen precedente del Sr 
Procurador General concuerda con la aceptada por la jurisprvt 
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denria de esta Corte, según precedente transcripto en Fallos: 
195: :$35. 

Que no desconocido que la calificación pronunciada por el 
auto en recurso no es obligatoria para la jurisdicción represiva, 
la procedencia del recurso no puede fundarse en la de "liedlos" 
o "situaciones definitivas". Se traía de la distinta jurisdicción 
y de la forma a imprimir al trámite penal, con la detención del 
fallido si se lo bailare fraudulento, lodo lo que no excede de 
la iniciación del proceso y no autoriza la equiparación de lo 
resuelto a sentencia- definitiva en los términos del art. 14 de la 
ley 48. 

Por (dio, babiendo dictaminado el Señor Procurador (¡eneral, 
se desestima la precedente queja. 

Am-iikdo Okuaz — Bknmamín Villküas 
Basaviltaso — Li'is Makía Boffi 

KOOOKRO JrUO OvilAXAKTF.. 



DIONISIO I). YILLAMONTK 

RKCl'RSO /«;\ TU MUi HI X .1 RÍO : R* qtiisitos minuta <¡m mw h. 

La sola invocación del art. 1^ de la l'onst ítm-ióti Nacional n» -u>tenta el re- 
curso extraordinario si, en el escrito de su interposición, el recurrente omite 
concret;ir cuáles son las defensas y los medios de prueba de que s ( > hahna 
visto privado, así como su pertinencia para la decisión del inicio. 

RIX'l'RSO KX TRAOIWIXARK* : Rnftasttns ^;o/wn>. R,-l,ir¡,;,. <hr> < t„. .\ or- 
inas r.rtntHtis <ti juicio. Disftosiciout's < onstit u< nnmh <. Art. 

Ks improcedente el recurso extraordinario, con fundamento en el art. I** de la 
Constitución Nacional. cuand<» no se 1.a acreditólo la existencia de a-ravio 
sustancial a la defensa que justifique el olor-amiento de aquel, fal ocurre 
m la omisión «le audiencia, en el procedimiento adm mist ral i \ o inicial que 
culminó con el decreto ÍJ!)1 ^ del 1». K. de Kntre Kíos. por el cual se 
ordena r \ reintegro de una suma «le dinero. y uaM ada en publicaciones por el 
( untador Oenonil «le la Provinria. no ha impedido a «-te .«i posterior impmr- 
„ nr ión. ni la actuación ante el Superior Tribunal de .lubina local, por vía 
del recurso eonteneiosoadmiiiist rati\ o. 

(OXSTiTI'( lOX X.\( IOXAL: ¡hnch<>« n <nn -tutti.i*. Ihi',n*.i > >< 
vrdiwiftitn // srntrtttiit. 

U garantía institucional de la defensa m ¡uieio no r«Mpnere la audiencia 

previa a toda forma de procedimiento. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 10 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 ' Recurso de hecho deducido por Dionisio 
D. Villamonte en la causa Villamonte, Dionisio D. — Paraná — s./ 
interpone recurso do revocatoria y nulidad", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte, la 
sola invocación del art. 18 de la Constitución Nacional no sus- 
tenta el recurso extraordinario si el recurrente no concreta las 
defensas de que so ha visto privado en virtud del procedimiento 
seguido y las pruebas de que hubiera podido valerse en la causa, 
así como su pertinencia para la decisión del juicio — Fallos: 
242: 124 y 227, y otros—. 

Que tal extremo no aparece cumplido en el escrito en que la 
apelación se dedujo — de que se agrega copia — ni en la queja 
precedente, lo que basta para su rechazo. 

Que, por lo demás, lo expresado en los autos no acredita la 
existencia de agravio sustancial a la defensa que justifique el 
otorgamiento de la apelación. Ello es así porque la omisión de 
audiencia, en el procedimiento administrativo inicial, que culminó 
con el decreto 2291/58 que ordena recabar del recurrente el rein- 
tegro de $ 7.510 m/n., no le ha impedido su posterior impugna- 
ción — rechazada por decreto 459/59 — ni la actuación ante el 
Superior Tribunal de Justicia, por vía del recurso contencioso- 
administrativo que le fué concedido. En tales condiciones y sien- 
do así que la garantía invocada no requiere la audiencia previa 
a toda forma de procedimiento —Fallos: 181 : 240; 193: 408; 198: 
78 y otros — y que no se ha demostrado que la prueba ofrecida, 
según copia agregada a fs. 8, fuera idónea para la decisión del 
caso, que lo fuó sobro fundamentos do derecho ajenos a aquellas, 
lo expuesto por el recurrente no comprueba el agravio constitu- 
cional que invoca. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Alfredo Ohgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Luis María Boffi 
Bocígero — Julio Oyhaxarte. 
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AMALIA FERRARI HARDOY di; RODRIGUEZ ARIAS v. CASIANO J. 

RODRIGUEZ ARIAS y Otuo 

RECURSO VE REVISION. 

El recurso de revisión, previsto en el art. 241, inc. 2*, de la ley 50, bóIo cabe 
respecto de las sentencias de la Corte Suprema dictadas en primera instancia 
originaria 

RECUSACION. 

La recusación de un juez de la Corte Suprema que resulta manifiestamente 
tardía, por habérsela deducido después de consentida la providencia de autos 
a los efectos del art. 8° de la ley 4055, es ineficaz ( 2 ). 



BAXOO pk la XAfTOX v. DTOXISIA JUANA SOKBKT i-i; DECESARES 

y Otuo 

EXPROPIACION: Principios generales. 

normas de valuación contenidas en los arts. 14 de la ley 12.030 y 05 
del decreto 120.989/42, reglamentario de aquélla, no han sido derogadas por 
la ley 13.204, a la que debe considerarse como leg general de la materia, sin 
entender que sus preceptos extinguieron o reemplazaron tales normas de 
avaluación prcscriplas por una Ug t-s^rrial como la 1J. ti.it> ( : M. 

E XPR O PI A T / O N : I n de m ni:: a c i ó u . J) e t e r m i n a ció n cb I valor nal. Gene ra l ida d<s. 

Si la expropiación se funda en el cumplimiento de la ley I2.G36. el valor del 
inmueble expropiado ha de fijarse con arreglo a las normas de valuación 
p rescriptas en dicha ley y su decreto reglamentario 120.989/42, que atribuyen 
importancia decisiva a la productividad, estimada durante \o< diez años pre- 
cedentes a la pericia. Corresponde, en consecuencia, confirmar la sentencia 
que establece la indemnización debida a los expropiados promediando las 
cifras obtenidas por el Tribunal de Tasaciones por aplicación del método 
"directo", de comparación con operaciones de ventas relativas a campos ubi- 
cados en la zona del predio expropiado, y el método "indirecto" o de produc- 
tividad, criterio que se eoncilia, en el caso, con la doctrina de la Corte de 
respecto. 



(M 10 de noviembre. Tallos: 1S7: 41*. 
(2) Fallos: 185: ÜG. 

(U) i:i de noviembre. Kallos: lM 1 : '.til. 
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S. A. de SEGUROS COLUMRI A v. INSTITUTO NACIONAL 
dk PKEVISION SOCIAL 

JUBILACION DEL PERSONAL DE COMPAÑÍAS DE SEGUROS, REASE- 
GUROS, CAPITALIZACION Y AHORRO. 

El decreto 8312/48 vino a contemplar ln situación de "las personas físicas 
que hagan del corretaje de seguros, reaseguros, capitalización y ahorro su 
profesión habitual y principal, cualquiera fuera la denominación que las 
empresas les den", ampliando de tal manera las previsiones del decreto-ley 
23.684/44, y excluyendo del régimen jubilatorio tan sólo a aquellas personas 
que ejercieren las referidas actividades en forma no habitual y principal. 

Dicta m kx dkl Pi«u ihaik)h (íkxkhal i>ki, Trabajo 
Excma. Cámara : 

Por resolución de lecha 15 de marzo de 1951. el Instituto Nacional de Pre- 
visión Social — fs. 39 vta.— declaró, que correspondía intimar a la Sociedad Anó- 
nima de Seguros "Columbia", para que, en el doble carácter de empleadores y 
agentes de retención, procediera a abonar, dentro del término de diez días de la 
notificación, los aportes de ley omitidos, sobre las sumas abonadas a sus directo- 
res y productores, desde el lf) de setiembre de 1944 hasta el 31 de octubre de 
1948, que en total, hacía una cantidad de $ 840.142,40 m/n., debiendo abonar 
igualmente en el mismo plazo, los aportes de ley omitidos, sobre las sumas abo- 
nadas a los directores y productores, con posterioridad a la fecha indicada hasta 
el presente, todo con los intereses del (i % y bajo apercibimiento de una multa 
de $ 200 m/n. diarios, para el caso de incumplimiento. Se aplicó asimismo una 
multa de $ 5.000 m n., por el atraso encontrado en su contabilidad y demoras e 
inconvenientes opuestos a la inspección realizada a sus libros. 

A fs. 48 se presentó el apoderado de la citada Sociedad, interponiendo los 
recursos de revocatoria y apelación en subsidio — art. 53 del decreto 29.170 — , 
haciendo expresa reserva del que autoriza el art. 14 de la ley 48. 

Se expresó en ese entonces que la resolución era nula, por cuanto había sido 
dictada sin haber dado oportunidad a la Compañía a discutir el objeto y causa 
del incumplimiento que se le atribuía, lo que se traducía en una violación a la 
garantía de la defensa en juicio consagrada en la Constitución Nacional. Que 
sin perjuicio de ello, no correspondía formular cargos por aportes, respecto de los 
directores, ya que éstos sólo habían percibido las retribuciones que en el carácter 
de tales le asignaban los respectivos Estatutos de la Sociedad, sin desempeñar 
cargos administrativos rentados. En cuanto a los productores, por haber reali- 
zado su tarea sin relación de dependencia, no correspondía efectuar aportes desde 
la fecha indicada en la resolución, habiendo, en cambio, efectuado aportes con 
relación a sus productores que hicieron del corretaje su profesión habitual, a partir 
del 30 de diciembre de 1947. Se dijo también que podía demostrarse la forma 
cómo ha cumplido con las obligaciones legales, a partir de aquella fecha. En lo 
que se refiere a la multa aplicada, se argüyó que ella sólo corresponde, en caso 
de una pertinaz obstrucción, a la autoridad legal, cosa que no ha ocurrido en la 
especie, toda vez que el atraso en la contabilidad era consecuencia de una exce- 
siva labor y multiplicidad de operaciones realizadas. 

Con fechü 18 de setiembre de 1951, el Instituto — fs. 72 — intimó al repre- 
sentante de la Compañía a que en el término de diez días hábiles presentara las 
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pruebas de cumplimiento que of recicra en su escrito de fs. 4S/(i4, lo que así se 
hizo, mediante la documentación obrante a fs. 74/KHi. 

A raíz de ello, se levantó el arta corriente a t's. 12:t. por la cual se pidieron 
explicaciones a la Sociedad Anónima relacionadas con el problema planteado, de 
cuyo contenido resultó lo siguiente : 

1*) Se reconoció la exactitud del monto correspondiente a las remunera- 
ciones percibidas por los directores y síndico, por el período ló de setiembre de 
1944 al M de octubre de 1948 y que ascendía a la suma de $ :i4.(¡:*7,f>0 m/n. 

2 n ) Que dicha suma, con más de la de * lS4..Yi.">,s;> m/n., correspondiente 
a! período 1/11 4S al :iO/(¡/;Vi, habíase depositado bajo protesto, por entenderse 
que no correspondía s U pago, por las razones dadas en el escrito de t's. 4S. 

:*'•') Que los depósitos efectuados, respecto a productores, corresponden al 
período 2-V12/47 al :tl 10/4S por un total de * ll¡:i.41(i.:¡;i m n. 

4*') Que no obstante reconocerse exacta la cantidad de * 1 .f)Sl . 1 19.0f> m/n., 
como total de remuneraciones abonadas a los productores, durante el período 
2:í/12/47 al :n/10/4K. sólo depositó la cantidad de + 1 lüi.il li.:¡:t m n.. por sel- 
la correspondiente a Nk productores que hicieron de ello su profesión habitual, 
conforme al decreto 40.:¡(¡K/47 y S.Í12/4S, no reconociendo por ello (pie el resto, 
hasta completar la suma de * :M li.22:i,77 m/n., pueda serle cxisriblc, ya que debe 
imputarse a comisiones percibidas por cobradores sin relación de dependencia. 

ó v ) Igual argumentación se hace respecto de la suma de $ 49"). 217, 19 m n., 
imputable a aportes sobre comisiones abonadas a los corredores por el período 
. lf>/!>/44 al 22/12 47. 

A fs. :í() vta. el instituto Nacional de Previsión Social no hizo lunar al 
recurso de revocatoria, concediendo, en cambio, el de apelación, en los términos 
del art. f).'i del decreto 29.17b", habiendo presentado las parles sus memoriales 
que corren a fs. VM 1:¡S y i:¡9/141. 

La Sociedad Anónima recurrente manifiesta que sostuvo la ineonstituciona- 
lidad de la resolución del 1") de marzo de 19">1, por ser violatoria de los arl>. H», 
17, 1S y 19 de la Constitución Nacional, sin que el Instituto nada resolviera ;;1 
respecto. (Jue fundó la nulidad de la resolución en razón de no haber sido escu- 
chada la Sociedad y no habérsele permitido ofrecer prueba sobre los hechos en 
los que preventivamente se apoyó el Instituto. Se dice además (pie, en auto-, -e 
ha negado la relación de dependencia y ni se ha probado su existencia y que. al 
no habérseles permitido demostrar la inexistencia de esa circunstancia, se ha 
coartado el derecho de defensa en juicio. 

Acerca de la argumentación esgrimida por el recurrente, séame permitido 
formular reflexiones que me sugiere la misma, por cuanto, desde mi punto de 
vista, no creo que se hubiere configurado la situación que se plantea. 

Cuando el instituto Nacional de Previsión Social o cualquiera de las Caja>= 
(pie integran el sistema previsional argentino actúa en uso de facultades (pie por 
ley le han sido expresamente delegadas, imponiendo tribuios o incorporando per- 
sonas o entidades en el carácter de empleadores o empleados, se coloca en situa- 
ción de actor, tal como ocurre en otra dase de juicios, en cuyo carácter y como 
consecuencia de principios procesales inconmovibles contrae la obligación de pro- 
bar y acreditar lo (pie afirma. 

Si por el contrario, su reclamo se apoya en una cuestión de puro derecho 
y se licúa a conminar el cumplimiento de la ley. de acuerdo a su unilateral inter- 
pretación, bastaría demostrar el punto de vista erróneo en que se ha colocado el 
Instituto para pretender y obtener en ese caso una revocatoria del acto, dejando 
sin electo lo dispuesto administrativamente. 

Kn el caso a examen, el Instituto ha resuelto que los productores de seguros 
están incluidos en el decreto 2.i.bs2/44, obligando a la Sociedad a efectuar apor- 
tes omitidos sobre las comisiones percibidas a partir del año 1944, fecha de vigen- 
cia de aquel decreto. 
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La recurrente desde un comienzo sostuvo que, salvo algunos casos, los produc- 
tores de seguros habían trabajado para la empresa sin relación de dependencia, 
en cuyo mérito no se había considerado obligada a efectuar aportes ni reten- 
ciones, toda vez que estaban excluidos de las pertinentes normas legales, hacién- 
dolo en cambio a partir del año 1947, respecto de los que habían hecho del corre- 
taje de seguros su profesión habitual, de conformidad con lo dispuesto en los 
decretos 40.368/47 y 8312/48. 

Se plantean así dos cuestiones: a) si de acuerdo a la serie de decretos-leyes 
dictados oportunamente corresponde la inclusión de los productores de seguros 
al régimen previsionnl respectivo, y en caso afirmativo desde que fecha corres- 
ponde la afiliación; b) existiendo discrepancia entre las partes, acerca de la 
clase de productores de seguros (pie deben considerarse afiliados al régimen 
respectivo y fecha en que debieron ser incorporados, a quien correspondió el 
cargo de la prueba. 

El primer punto ha sido ampliamente debatido en este Fuero y la solución 
a que se ha arribado es contraría a la tesis del Instituto. 

Repitiendo conceptos ya vertidos en otras oportunidades, corresponde ana- 
lizar los sucesivos decretos-leyes que se fueron dictando con relación a los pro- 
ductores de seguros. 

El primero de ellos se dictó el 4 de setiembre de 1044 y lleva el n* 23.682, 
que luego fué ratificado por ley 13.196 de 12 de mayo de 1948. 

Mediante el mismo, y como ya se ha dicho anteriormente, se incorporó a sus 
disposiciones y a las de la ley 11.575, en cuanto fueran compatibles, a las empre- 
sas de seguros, rea se» uros, capitalización y ahorro, y al personal que formaban 
parte de l;.s mismas — arl. 2'- 1 — . 

El art. 3" definió lo que era "empresa", "empleado" y "sueldo" a los fines 
de la ley. 

Puesto en vigencia el decreto-ley, apareció un primer conflicto a raíz de la 
situación de los corredores o productores de seguros, ya que la mayoría de ellos 
desempeñaban sus tareas en forma autónoma e independiente, o sea que se tra- 
taba de corredores libres, sin vínculo de dependencia con las empresas. 

Ateniéndose a la propia terminología del decreto, se sostuvo, fundadamente, 
que dichos servidores no estaban incluidos en las previsiones de dicho decreto, 
ya que sólo se había dictado para los que se desempeñaban como "empleados 
u obreros'', es decir, bajo subordinación y demás elementos tipificadores del con- 
trato de trabajo, situación en la que no se encontraban los titulados productores 
de seguros, a menos (pie hubiesen realizado su labor en las condiciones antedichas. 

Con lecha 27 de marzo de 194G se dicta el decreto H38Í) que modificó el 
inc. c) del art. 3<> del anterior decreto 23.G82 y en sus "considerandos decía el 
P. E., con relación a los ines. c) y d) de este último decreto que: "de la inter- 
pretación de las normas arriba señaladas, no puede considerarse incluidas en el 
régimen jubilatorio del citado decreto-ley a las personas que se dediquen a opera- 
ciones de corretaje y que en su carácter de intermediarios (corredores o agentes) 
perciban como remuneración de sus servicios, comisiones exclusivamente". Tras 
otras consideraciones se estableció en definitiva que: Art. I 9 : "Modifícase el 
inc. c) del art. 3* del decreto 23.682 en la siguiente forma: Por empleado u 
obrero, la persona que presta servicios retribuidos en las condiciones establecidas 
en el inc. d), con exclusión de quienes perciban únicamente comisiones y no 
estén en relación directa de permanencia y subordinación jurídica con uno o más 
empleadores". 

El decreto, pues, dio razón a los que sostenían que el productor de seguros, 
sin relación de dependencia, había quedado excluido del sistema del decreto 23.682. 

La reforma pareció no resultar del agrado de la Federación de Asociaciones 
de Afrentes de Seguros, puesto que en repetidas oportunidades formuló protestas 
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y reclamaciones hasta conseguir la firma del decreto 40.36K, dictado ol 23 de 
diciembre de 1047, en cuyos considerandos so hacía mención a las presentaciones 
de dicha Asociación, asneándose : »Q U( . basándose en el texto del decreto 8.389/ 
46 y haciendo una interpretación amplísima i f errónea del mismo, las empresas 
de seguros, reaseguros y ahorro han considerado excluido del régimen general 
establecido por el decreto 23.682, a múltiplos personas que desarrollan sus acti- 
vidades en las empresas enumeradas". 

Por ello se declaró "comprendidos en el régimen establecido por el decreto 
23.682, su modificatorio 8389/4G y 35.302/45 — íey 12.921— y toda la legislación 
social, a los productores de las Compañías de seguros, reaseguros, capitalización 
y ahorro, como así también a los cobradores y cualquier otro personal en fun- 
ciones similares". 

Por este decreto, entonces, se incluyó sin discriminación a los productores 
de seguros en el régimen del decreto 23.682, aun cuando lo que resultaba de 
mayor interés era la situación de los que lo hacían sin relación de dependencia, 
desde que aquellos que lo hubieren hecho en la condición de empleados debía consi- 
derárseles incluidos, no sólo por disposición del art. 3?, ines. c) y d), del decreto 
23.082, sino también por lo normado en el art. .V- del decreto 8389. 

Kospeeto, pues, de los producto ros sin relación de dependencia la fecha de 
inclusión no pudo ser otra que la correspondiente a la videncia del decreto 40.368, 
que así lo declaraba y no con referencia a la del decreto 23.682 ó del 8389 que 
los excluía expresamente, máxime teniendo presento que en el susodicho decreto 
40.368 no se había insertado cláusula alguna que retrotrayera los efectos del 
mismo al instante en que se dictara aquél. 

Si so deelaraba comprendidos en el decreto 23.682 a los productores de 
seguros, ello no ha debido significar en ningún caso que la afiliación de los 
mismos se refiriera a la fecha de vigencia de ese decreto, sino a partir del mo- 
mento en que el nuevo decreto los declaraba expresamente incorporados, ya que 
en cuanto a los que desarrollaban sus funciones sin relación de dependencia 
habían sido excluidos, no por interpretación errónea, según los considerandos, 
sino por terminantes y clara disposiciones del decreto 8389 y por aplicación del 
23.682, en tanto éste hablaba de empleados u obreros. 

Este cuadro de rectificaciones y modificaciones que aparejó un estado de 
confusión y desorientación fué luego aclarado el 22 de marzo de 1948, mediante 
el decreto 8312. en el que por el art. 1* se dispuso: "Las personas físicas que 
hacen del corretaje de seguros, reaseguros, capitalización y ahorro su profesión 
habitual y principal, cualquiera fuere la denominación que las empresas les den, 
gozarán de los beneficios que por el présenle decreto so establece'', vale decir, 
que por este artículo se introducía una variante, desdo que ya no aludía a la 
relación de dependencia, sino a lo- (pie hacía del corretaje, profesión habitual y 
principal, aunque, más adelanto, en el art. 4'-' quedó concuñado que eran los que 
se desempeñaban bajo subordinación jurídica. 

El art. 3'-' dice: "L<e* aportes ctn'respondientes al personal < ^at prendida en el 
art. V> del decreto >.">>'.'>. serán abonados por las empresas empleadoras y las 
productoras en la forma (pie establecen las disposiciones videntes, ¡.os producto- 
res no rom prendidos en el párrafo antt rior. ingresarán a la Caja Nacional de 
Jubilaciones del Personal de Empresas Hanearias. de seguros, reaseguros, ahorro 
y capitalización, a partir de la fecha del decreto desde la cual efectua- 

rán los aportes correspondientes, de acuerdo a lo previsto en ol art. 7* del de- 
creto 23.682". 

El artículo, como fluyo de su propia redacción, determina la focha en que 
impone la obligación de aportar, respecto de los productores calificados en el 
art. del decreto 8389, o sea los que se desempeñaren bajo relación do depen- 
dencia, como así en cuanto a los que mencionaba el decreto 40.:UN. i> decir, a 
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todos ellos sin discriminación, entro los que indudablemente se encontraban los 
que lo habían hecho sin subordinación. 

Al distinguir la norma a los corredores-empleados (decreto 8:189) y los que 
se desempeñaban en forma autónoma y libre, fijando fecha de incorporación y 
correlativa obligación de aportes, quedaba perfectamente deslindada la situación, 
tanto respecto de las empresas como así también de los productores, establecién- 
dose la fecha de incorporación. 

Kilo quedó reafirmado en el art. 4'- 1 al disponer que: "Las personas com- 
prendidas en el art. I* que ejerzan su profesión en relación de dependencia o 
subordinación jurídica, gozarán de todos los beneficios que acuerda la legislación 
social a quienes se encuentren en esa situación. Los productores que actúen en 
otras condiciones que las expresadas, gozarán únicamente de los beneficios esta- 
blecidos en los arts. 2* y 3* del presente decreto". Es decir, sueldo anual com- 
plementario e incorporación al régimen del decreto 23.082 a partir de la fecha 
del decreto 40.3C8. 

De la correlación y análisis de esta serie de decretos puede concluirse que: 
los productores-empleados quedaron incorporados a su régimen desde la lecha 
de vigencia del decreto 23.682, que luego confirmó el decreto 8389, en tanto que 
los que lo hacían sin relación de dependencia quedaron afiliados a partir de la 
fecha del decreto 40.3ÍÍ8 —23 de diciembre de 1947—. 

La tesis sustentada por el Instituto Nacional de Previsión Social, en el sen- 
tido de que los productores de seguros sin distingos deben considerarse incorpo- 
rados desde el año 1944, obligando por ello a efectuar aportes a partir de tal 
lecha, es errónea y contraria a derecho, según mi opinión. 

A los que se desempeñaron como empleados, pudo estimarlos incorporados 
desde el año 1944, exigiendo el aporte desde esa fecha ; en cambio a los que ejer- 
citaron sus funciones como productores o corredores libres, debió sólo exigir el 
pago del aporte con relación a la fecha del decreto 40.308. 

Resulta equivocada también la tesitura del recurrente al pretender que el 
aporte debe efectuarlo sobre los corredores que hubieren hecho de ello su profe- 
sión habitual y principal, dado que, según se ha visto, tal obligación se hizo 
cxigible desde la lecha de vigencia del decreto 40.308, por imperio y mandato 
del art. 3v del decreto 8312 que se remitió a lo normado en el decreto 40. .308, 

Por ello fué que el art. 4v de aquel decreto 8312, al referirse a las personas 
comprendidas en el art. l v , estaba indicando a las que ejercían su profesión en 
forma habitual y principal bajo relación de dependencia, declarándolos acreedores 
de todos los beneficios del decreto y legislación social, en tanto que los otros 
sólo tenían derecho a gozar de los beneficios consagrados en los arts. 2" y 3 V , 
o sea el sueldo anual complementario y afiliación al régimen del decreto 23.082, 
desde la fecha de vigencia del decreto 40.3(58/47. 

A fs. (¡2 vta. la empresa, por intermedio de su apoderado, manifestó que 
podía demostrar la forma como cumplió con las resoluciones y decretos, depo- 
sitando en su doble carácter de empleador y agente de retención los aportes 
correspondientes a los productores que hacían del corretaje su habitual y princi- 
pal profesión, a partir del 30 de diciembre de 1947, por tener pruebas suficientes 
a ese efecto, que no se le permitió producir con anterioridad. 

El Instituto, por proveído de fs. 72, le concedió a la empresa un plazo de 
10 días hábiles para presentar las pruebas prometidas a fs. 02 vta. y a ese fin 
se acompañaron las que figuran a fs. 73/100. 

Esta circunstancia adquiere cierta relevancia por cuanto desvanece en cierto 
modo las quejas de la recurrente, tornándolas apresuradas e inconsistentes por 
aparecer incontrovertiblemente demostrado que se brindó oportunidad de acreditar 
los extremos alegados por la Sociedad en defensa de sus intereses. 

I» que ha ocurrido, es que la apelante produjo la prueba que, según su 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 191 

punic no vista, ora la que corroboraba sus alegaciones, no «revendo necesario 
ofrecer otras por estimarlas inconducentes. 

Estas reflexiones nos llevan a analizar el contenido del secundo punto plan- 
teado al comienzo do esta vista y que inciden sobre el pedid,, de nulidad formu- 
lado por la recurrente. 

Si por interpretar el Instituto (pie los productores de seguros otaban incluí- 
dos en el decreto 2:UiKl\ por ser empleados, en situación de ador, debió probar 
que esa era la modalidad de la tarea, máximo ante la negativa de la Sociedad 
intimada a efectuar el aporto. A cargo de quien bacía la afirmación oslaba el 
poso do la prueba y no de quien negaba, por resultar inaceptable exigir la prueba 
do un hecho negativo. 

Sin perjuicio do ser equivocada la interpretación dada por el Instituto, res- 
pecto de las obligaciones impuestas por el decreto 2:S.(¡S2, no se acreditó p»r otra 
parte que las personas que pretendía incluir en eso régimen desempeñaran mis 
funciones en la forma que la ley lo requería para incorporarlas desdo el ano 

Si por el contrario, la to.sis sustentada por el Instituto era el resultado de 
una singular interpretación do los respectivos texto* legales al considerar que los 
productores en relación de dependencia estaban incluidos en el decreto J'I.lísJ a 
partir do la focha de videncia, demostrado como lo está, lo erróneo de esa 
postura, la cabal interpretación do osas normas, resuelve el problema. 

En cualquiera de las dos situaciones la Compañía de Seguros no resillaba 
lesionada en sus derechos e intereses por f;;lta de prueba atinente a aquella 
circunstancia. 

No aparece, pues, justificado el pedido de nulidad (pie >c formula, respal- 
dado en la falta do garantías al derecho de defensa en juicio, si es que la omi-ión 
que se denuncia no podía perjudicarla en sus legítimos intereses. 

Si en mérito a las razones (pie so han venido señalando, los productores >in 
relación do dependencia quedaron incorporados al régimen del decreto JI.líSj, 
a partir do la locha del decreto 40,:il¡S no habría sido necesario produci»- prueba 
respecto a osa modalidad en la tarea, ya que en ningún caso podía exigirse a la 
Compañía el ingreso de aportes a partir del año 1044. Tampoco en este supuesto 
aparece lesionada la empresa en su derecho do defensa. 

Si desde otro punto de vista se lia llegado a la conclusión do que la afilia- 
ción do las personas en cuestión sólo debió ser obligatoria desde la locha del 
citado decreto 40. 'WS, contrariando así la tesitura de la recurrente al afirmar que 
el aporto sólo os obligatorio respecto do los (pie se desempeñaron en relación 
do dependencia, haciendo del corretaje profesional habitual y principal, de nada 
lo habría valido a la Sociedad (pie le hubiera brindado oportunidad do probar 
que el total del cargo (pie se le hacía pertenecía en parto a comisiones percibidas 
por cobradores sin relación de dependencia si es que aun desempeñándose en esas 
condiciones la obligación lo ora igualmente exigible. 

Kstimo, en definitiva, que en principio corresponde al Instituto en >u condi- 
ción de actor probar lo que afirma y no exigir que la reclamada acredito su 
negativa, cuando la aplicación do las normas legales (pie gobiernan el ca><> pueda 
sor el resultado do la forma como han ocurrido los hechos motivos del reclamo 
que formula aquella repartición. Que en el caso a examen la impugnación do 
la recurrente no puede tenor favorable acogida, dado los motivos que se invocan 
para apoyarla, toda vez (pie no a pairee demostrado en que grado o intensidad 
han podido lesionar sus derechos o intereses las omisiones (pie denuncia, olio sin 
perjuicio do apreciar (pie el Instituto le brindó oportunidad para producirla 
prueba (pie hiciera a su defensa produciendo la (pío desdo su postura jurídica 
creyó suficiente para robustecerla y corroborarla. 

Kxprosadu así mi opinión, en lo que atañe a las impugnaciones do la r* ■ u- 
rronte y a lo (pie constituyo el fondo del asunto con relación a la situación de los 
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productores de seguro, corresponde examinar en qué medida puede prosperar el 
recurso interpuesto. 

Producida la prueba de la reclamada, se levantó el acta de fs. 123, que en 
forma concreta, mediante preguntas formuladas por un inspector del Instituto y 
respuestas del señor subgerente de la Sociedad Anónima Columbia, quedó perfec- 
tamente deslindada la situación planteada, no sólo respecto a cifras sino también 
en cuanto a la posición jurídica de las partes. 

Quedó reconocido que: a) que el depósito de $ 163.410,33 m/n. que informan 
las boletas de fs. 73/102 corresponden al período 23/12/47 a 31/10/48; b) que el 
total de las remuneraciones abonadas a los productores por el período 23/12/47 
:\ 31/10/48. asciende a la suma de $ 1.581.119,05 m/n.; c) que el importe de la 
contribución de aportes por esc período alcanza a la suma de $ 310.223,77 m/n., 
habiéndose sólo alionado la suma de $ 1 (¡3.41 0,33 por entenderse que el resto o 
sean .+ 152.807,44 m'n.. no corresponde sor depositado, dado que se asigna a 
corredores que no lineen del corretaje su profesión habitual y principal; d) Que 
si bien la deuda total alcanza a $ S1 1.494,9(1 m/n. por el período 15/0/44 a 
22/12/47 y 23/12/47 al 31/10/48, la Compañía se ha considerado obligada a 
depositar únicamente las sumas de $ 103.410,33 m/n. antedicha, al sostener que 
es improcedente el pago de aportes durante el primer período por no tratarse 
de "empleados'' y en cuanto al resto por las razones apuntadas anteriormente. 

De acuerdo, pues, a la opinión que he emitido, la resolución apelada, debe 
ser revocada en cuanto exige el aporte por el período 1944 a 1947 y confirmada, 
respecto de la exigencia del pago de $ 316.223,77 m/n. por aportes de productores, 
por el lapso que va desde el 23/12/47 al 31/10/48, con descuento de la cantidad 
depositada por la empresa o sea de $ 163.416,33 m/n., según boleta de fs. 72/102. 

En lo que se refiere u los aportes de Directores y Síndicos, opto por la 
confirmatoria de la decisión del Instituto. 

Conforme a lo que disponen los estatutos que rigen el funcionamiento de la 
Compañía apelante, cuyo ejemplar obra a fs. 43, las utilidades realizadas y 
líquidas que arroje el balance anual, después de efectuadas las amortizaciones 
castigos, reservas técnicas y demás que resulten necesarias, de acuerdo con las 
pertinentes normas lógales } T reglamentarias vigentes, deben ser distribuidas en 
la siguiente forma entre otras: ...b) 10% para remuneración del Directorio 
y Síndico. 

Sobre ésta, el Instituto ha declarado que es procedente el aporte, basándose 
para ello, en lo que a ese respecto decidió la Corte Suprema de Justicia de la 
Nación en el caso registrado en Fallos: 201: 91 y 214: 173 (Banco Español 
del Hío de la Plata) en el que declaró: "Debe considerarse incluida dentro del 
concepto de "sueldo'' a los efectos del aporte jubilatorio de la ley 11.575, la par- 
tieipación en las utilidades que se distribuyen a los Directores de Bancos o em- 
presas análogas". 

En cuanto a la multa aplicada, basta leer las constancias de fs. 14, 15, 16/17, 
24, 25, 27, 28, 29 para justificar la sanción impuesta, sin atenuantes de ninguna 
naturaleza, pues los que ensaya la recurrente, no resultan atendibles. 

Dejo así expresada mi opinión, acerca de lo que ha sido materia de vista. 
Decpacho, 8 de abril de 1957. — Víctor A. Sureda Graells. 

Sentencia de la CAmaba Nacional de Apelaciones del Trabajo 

En la ciudad de Buenos Aires, a los 18 días del mes de octubre de 1957, 
reunida en la Sala I» de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para 
dictar sentencia en los autos: "Columbia S. A. Cía. de Seguros c/ Instituto 
Nacional de Previsión Social s/ inspección generar' y de acuerdo a la correspon- 
diente desinsaculación se procede a votar en el siguiente orden. 
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Kl Dr. Katli, dijo: 

Por resolución dictada a fs. 39 vta. y mantenida a fs. 130 vta., el Directorio 
dol Instituto Nacional de Previsión Social dispuso intimar a la Sociedad Anónima 
de seguros Columhia «1 pago de los aportes sobre las sumas percibidas por sus 
productores, a partir del 15 de setiembre de 1944. Tales resoluciones se tundan 
en la interpretación de las normas legales vigentes, o como se expresa textual- 
mente en la memoria de fs. 137, "en virtud de la interpretación dada reiterada- 
mente por la jurisprudencia a los decretos 40.3(58/47 y 8312/48". Es decir, que 
para considerar comprendidos a los productores en el decret. 23.G82/44 desde 
su vigencia, no se han invocado circunstancias de hecho. 

El mencionado decreto, ratificado por la ley 13.19(¡, se refiere a "empleado 
u obrero" (art. 3v ines. c. y d.), lo que supone un contrato de trabajo subordinado. 

Posteriormente, el 27 do marzo de 104(¡, se dictó el decreto aclaratorio 8389, 
disponiendo que deberá entenderse "por empleado u obrero la persona que presta 
servicios retribuidos en las condiciones establecidas en el ine. d). con exclusión 
de quienes perciban únicamente comisiones y no estén en relación directa de 
permanencia y subordinación jurídica con uno o más empleadores" (art. 1*), 
corroborando así lo dicho precedentemente acerca del decreto 23.082/44. 

Luego el decreto 40.308, del 23 de diciembre do 1947, declaró comprendidos 
en el régimen de los dos decretos antes citados a los productores de compañías 
de seguros, sin distinción alguna. Y finalmente, el decreto 8312/48 los distingue 
en tres grupos, y establece en el 2" apartado de su art. 3?, que "los productores 
no comprendidos en el párrafo anterior (se refiere ;i los excluidos por el art. V-' 
del decreto S389/40) ingresarán a la Caja Nacional de .Inhibiciones..., a partir 
de ln fecha del decreto 40.30S/47, desde la cual se efectuarán los aportes corres- 
pondientes de acuerdo con lo previsto en el art. 7 del decreto 23.082/44". 

Surge de las normas transcriptas, que si no se ha probado ni siquiera in- 
vocado que se trate de productores con vínculo do subordinación, uo corresponde 
exigir el pago de los aportes a partir do la vigencia del decreto 23.082/44, pnes 
tanto éste como el 8389/40 los excluyen do su régimen. Dichos aportes sólo deben 
efectuarse desde la fecha del decreto 40.308/47, es decir 23 de diciembre de 1947, 
por así haberlo dispuesto expresamente el art. 3 del decreto S3 12/48. 

Las impugnaciones que formula el recurrente haciendo mérito de que no se 
le ha permitido ofrecer, y producir prueba, carecen a mi juicio de asidero, no 
sólo por lo que resulta de la providencia de fs. 72 y actuaciones agregadas de 
fs. 74 a 100, sino también porque dada la interpretación do las normas legales 
que queda expuesta precedentemente, y teniendo en cuenta los hechos invocados 
por las partes, así como aquellos sobre cu\a base so dictó el pronunciamiento 
recurrido, es evidente que la prueba a que se hace referencia a fs. 139 carecía 
de trascendencia para decidir la cuestión en debate. 

Acerca del monto exigióle en concepto de aportes de los productores me 
remito a las constancias de fs. 72 102, 123/124 y a lo expuesto por el Procurador 
General del Trabajo a fs. 149 vta. y 150. 

Respecto a los aportes de los Directores, entiendo que debe confirmarse la 
resolución en recurso. En la distribución do las utilidades de la compañía, a los 
Directores les corresponde el 10 conjuntamente con el Síndico, en concepto de 
remuneración (estatutos cuya copia corre a fs. 43, art. 28 inc. b). Y es por 
aplicación del criterio sustentado por la ('orto Suprema Nacional, al interpretar 
normas análogas al art. 3 inc. d, del decreto 23.082 (ley 13.190), que cabe admitir 
la solución antedicha, pues el Alto Tribunal ha declarado en Fallos: 201: 91, 
que las utilidades distribuidas por los bancos entre los miembros dol directorio 
como remuneración, deben ser considerados como sueldos a los efectos de los 
aportes que dichas instituciones deben efectuar conforme a la ley 11.575. 

Finalmente, considero que también corresponde confirmar la resolución en 
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lo roí érente- ft ia inulta impuesta. A ese respecto, surge de las presentes actua- 
ciones, y especialmente del informe de t's. 20, (pie en el caso no se lia tratado 
únicamente "del atraso en los asientos contables", como se pretende a fs. 63. 
Dado lo que resulta de fs. 14 a 17 y 24 a 2í), y lo dispuesto en los arts. 16, 17 
y 20 del decreto 2'í. 682/44 considero que la multa impuesta se ajusta a derecho. 

Por ello, y fundamentos sustentados por el Procurador General en su dictamen 
de fs. 142 y sigtes., voto por la revocatoria de la resolución recurrida en cuanto 
al aporte correspondiente a los productores por el período lí)44 a lí)47, y por 
su confirmatoria en lo que respecta a la exigencia del pago de $ 316.22.'*, 77 m/n., 
en el mismo concepto, por el lapso comprendido entre el 23 de diciembre de 
1947 y el 31 de octubre de 1948, previa deducción de la suma de $ 163.416,33 
m/n.. ya percibido ( t's. 72/102, y 123 punto 2" a. y c); y, asimismo, por su con- 
firmatoria en lo que se refiere a los aportes de los directores y a la multa im- 
puesta; las costas de la alzada por su orden (art. 92 L. O.). 

\a>s Doctores Kisler y Rebullida: por los mismos fundamentos, adhieren al 
voto precedente. 

A mérito de lo que surge del presente acuerdo, y fundamentos sustentados 
por el Sr. Procurador General del Trabajo, el Tribunal Resuelve: Revocar la re- 
solución recurrida en cuanto al aporte correspondiente a los productores por el 
período 1944 a 1947. Confirmarla en lo que respecta a la exigencia del pago de 
$ 316.223,77 m/n., en el mismo concepto, por el lapso comprendido entre el 23 
de diciembre de 1947 y el 31 de octubre de 194S, previa deducción de la suma de 
if¡ 163.416,33 m/n. de igual moneda, ya percibida, y asimismo, en lo que se refiere 
a los aportes de los directores y a la mulla impuesta. Costas de alzada por su 
orden (art. 92. L. O.). — Jorge A. F. Ratti. — (arlos B. Kisler. — Osvaldo F. 
Rebullida. 

J)l(TAMKX DKL PlMKTKAhOIE UkXKIíAÍ, 

Suprema Corto : 

Contra la .sentencia- de fs. 151 52 interponen sendos recursos 
extraordinarios la Compañía "Columbia" S. A. y el Instituto 
Nacional de Previsión Social. 

En el primero de ellos, la Compañía recurrente impugna de 
inconstitucionalidad el decreto 8312/48 como violatorio de los 
artículos (57 y 8(i de la Constitución Nacional, porque dicho decreto 
"no ha podido legítimamente incluir en sus disposiciones a los 
productores accidentales, que fueron expresamente excluidos del 
beneficio jubilatorío por el decreto-ley 8389/46, hoy ley de la 
Nación 7 '. 

Debo observar al respecto, que la cuestión planteada resulta 
inoficiosa por una parte y, por otra, extemporánea. En efecto, 
carece de interés práctico considerar la constitucionalidad del de- 
creto 8312/48, bajo el presunto agravio de que el mismo incluye 
indebidamente a los "productores accidentales", toda vez que 
esa categoría de personas no figura entre las que se declaran 
comprendidas por el decreto en cuestión en el ámbito provisional, 
por hacer del corretaje de seguros, reaseguros, capitalización y 
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ahorro, su profesión habitual y principal, sea en relación de 
dependencia o subordinación jurídica, sea de otra manera. 

Del análisis del decreto S;il2 48 se deduce que respecto de 
las personas incluidas en la primera categoría, es decir, las que 
trabajando en relación de dependencia o subordinación jurídica 
hacen del corretaje mencionado su profesión habitual y princi- 
pal, la obligación de efectuar aportes jubilatorios rige desde el 
decreto-ley L\'M)8'2/44, en tanto que, para las que no trabajaron 
en relación de dependencia la obligación de aportar sólo es exigí- 
ble a partir del decreto 40.:UiS 47, siempre (pie tales personas 
hagan también de esa actividad su profesión habitual y principal. 
Kn cambio, la situación de los que no hacen del corretaje su 
profesión habitual y principal, no aparece contemplada en el refe- 
rido decreto. 

Kn estas condiciones, como bien si» adviertes no tiene objeto 
el tratamiento de la pretendida inconstitucionalidad del decreto 
8^12/48, ya (pus supuesta su validez, la conclusión es idéntica a 
la (pie llega el recurrente que la niega, en cuanto a la exclusión 
de los llamados "productores accidentales' 1 . 

Pero ocurre, además, que la cuestión planteada resulta extem- 
poránea. La pretensión de caracterizar a las personas de que aquí 
se traía como "productores accidentales" ba sido tardíamente 
articulada en el escrito de interposición del recurso extraordi- 
nario que estoy considerando. Con anterioridad, las alegaciones 
del apelante se afirmaban en la pretcnsión que dichos corredores 
o productores no se hallaban vinculados por una relación de de- 
pendencia, o subordinación jurídica, y a demostrar ese extremo 
iba enderezada toda la argumentación del recurrente (Confr. me 
moríales de fs. 48 (54 y fs. i:W/40). 

La sentencia no niega e>a situación, antes bien la reconoce 
expresamente. Por ello lia podido decir con razón que "las impug- 
naciones (pie formula el recurrente, haciendo mérito de que no 
se le ba permitido ofrecer y producir prueba, carecen de asidero, 
no sólo por lo que resulta ele la providencia de fs. 7- y actuacio- 
nes agregadas de fs. 74 a 1(K>, sino también porque es evidente 
<pie la prueba a que se hace referencia a fs. l.'ÜI carecía de tras- 
cendencia para decidir la cuestión en debatí 1 '' ( fs. K>1, 'nt f"ni<\ 

fs. ir>2). 

De ello se desprenden las siguiente* conclusiones: 
l 9 ) Que la garantía constitucional di» la libre defensa en 
juicio de los derechos no aparecí 1 conculcada en el presente caso, 
por lo que resulta desprovisto de fundamento el agravio del 
apelante sobre el particular. 

2 9 ) Que, establecido en la sentencia (pie se trata de produc- 
tores sin vínculo de subordinación — con criterio coincidente, por 
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lo demás, oh este aspecto, con lo sostenido por la parte — , el 
tribunal de la causa ha encuadrado correctamente la situación 
legal al resolver que la obligación de efectuar aportes jubilato- 
rios por los aludidos productores es exigible sólo a partir del 
decreto 40.368/47, como lo dispone el decreto 8312/48 (art. 3 9 ). 

3 9 ) Que la afirmación del recurrente, introducida con el 
recurso extraordinario, en el sentido que se trata de "produc- 
tores accidentales", importa un planteo nuevo de la cuestión y 
resulta, en consecuencia, extemporánea, como ya dije, a los efec- 
tos del remedio federal intentado. 

A mérito de las precedentes consideraciones, opino que es 
improcedente el recurso extraordinario deducido en estas actua- 
ciones por la Compañía de Seguros "Columbia" S. A. y ha sido, 
por tanto, mal concedido a fs. 162. 

Pienso que igual suerte debe correr el recurso interpuesto 
a fs. 158 por el Instituto Nacional de Previsión Social, con arre- 
glo a la doctrina sentada en las causas "Sandlcr, David" (Fa- 
llos: 217: 754) y "Vellcs, Tomás" (Fallos: 227: 835). Buenos 
Aires, 2(> de agosto de 1958. — fíamón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Columbia S. A. de Seguros c./ Instituto 
Nacional de Previsión Social s./ aportes", en los que a fs. 162 
se han concedido los recursos extraordinarios contra la sentencia 
de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de fecha 18 
de octubre de 1957. 

Y considerando : 

Que a fs. 130 vta., el Instituto Nacional de Previsión Social 
confirmó la resolución adoptada a fs. 39 vta. por el Directorio 
de la Caja de Jubilaciones de Empleados Bancarios, de Seguros, 
Reaseguros, Capitalización y Ahorro, mediante la cual se intimó 
a la Sociedad Anónima de Seguros "Columbia" para que abo- 
nara la suma de $ 84ti. 132,46 m/n. en concepto de aportes jubi- 
latorios sobre las remuneraciones percibidas por sus directores 
y productores desde el 15 de setiembre de 1944 hasta el 31 de 
octubre de 1948, como asimismo las sumas correspondientes a los 
aportes omitidos por el mencionado concepto con posterioridad 
a la fecha indicada y hasta el presente, con más los intereses del 
6 %, bajo apercibimiento de ley, y una multa de $ 5.000 m/n. 
"por el atraso encontrado en su contabilidad y demoras e incon- 
venientes opuestos a la inspección realizada en sus libros". La 
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Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo (fs. ir>2) revo- 
có dicha resolución en lo que atañe a los productores, cuyos apor- 
tes declaró exigiblos sólo desde la lecha del decreto 4().;5G8/47 (23 
de diciembre de 1ÍH7) y la confirmó con respecto a los aportes 
de los directores y a la multa impuesta. 

(¿ue contra esa sentencia interpusieron recurso extraordina- 
rio* el representante de Columbia S. A. (fs. l.")(¡) y el apoderado 
del Instituto Nacional de Previsión Social (l's. l.Vv 1T>!)): el pri- 
mero, fundándolo en las consideraciones vertidas ante el Instituto 
(fs. 48/(54) y el tribunal a quo (l's. 1:$1)/140); el secundo, en que 
los productores de seguros se hallan alcanzados por las previ- 
siones del decreto-ley 2.'$. (JH'J/44, ines. o) y d), y que la empresa 
interesada no produjo prueba ninguna para demostrar lo con- 
trario. 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 15G por el 
apoderado de " (-olumbia" S. A. carece de la mención de los 
hechos de la causa y de la relación (pie ellos guardan con la cues- 
tión federal que pretende someterse a conocimiento de este Tri- 
bunal, siendo insuficiente la mera remisión (pie se hace a las argu- 
mentaciones expuestas en oportunidades procesales anteriores 
-Fallos: L\'lf) : 8<).'i ; 2'M : 2<Mi ; 2.'5S : 4Í>:>, (Mitre otros Por ello, 
corresponde declararlo inadmisible. 

Que con respecto al recurso interpuesto a fs. IjS ló!) por el 
representante del Instituto Nacional de Previsión Social, está 
resuelto en la causa y es irrevisiblc en esta instancia — por ser 
cuestión de hecho — que los productores do seguros cuya situa- 
ción se controvierte en autos ejercen su actividad como profesión 
habitual y principal, aunque sin vínculo do subordinación jurí- 
dica respecto de la empresa. 

Que, siendo así, la obligación de efectuar el depósito de los 
aportes jubílatorios correspondientes no nació, como pretende el 
Instituto recurrente, a partir de la fecha de la entrada en vigen- 
cia del decreto-ley 2M.(iS2/44 - --cuyos beneficios quedaron reser- 
vados a quienes desempeñaron sus tareas en condiciones de 
dependencia y subordinación (art. IY\ ines. o) y d) , sino desde 
la fecha del decreto 4l).;W8/47, en virtud de expresa disposición 
del art. .'í 9 , apartado segundo, del decreto S;? 12/48. Sólo este últi- 
mo, en efecto, vino a contemplar la situación de 4t las personas 
físicas (pie hagan del corretaje» de seguros, reaseguros, capitali- 
zación y ahorro su profesión habitual y principal, cualquiera fue- 
ra la denominación (pie las (impresas les den", ampliando de tal 
manera las previsiones del decreto-ley L\'!.<¡8:> 44, y excluyendo 
del régimen jubilatorio tan sólo a aquellas personas que ejercie- 
ron las referidas actividades en forma no habitual y principal. 
Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (Jeneral, 
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:so confirma la sentencia de fs. 151/152 en lo que ha sido materia 
de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Boggero — Ju- 
lio Oyhanarte. 



CARLOS GIARRTZO v. INSTITUTO NACIONAL df ACCION SOCIAL 

RECURSO ORDIS ARIO DE APELACION: Tercera instancia. Sentencia de- 
finitiva. Concepto. 

Procede el recurso ordinario de apelación interpuesto contra la resolución 
que desestima la nulidad planteada por el Procurador Fiscal de Cámara 
— fundada en que, desde la sanción del decreto 14.829/57, la acto ra estaba 
obligada a requerir la intervención de los nuevos mandatarios del Instituto 
Nacional de Acción Social — respecto de la resolución de la Cámara que, por 
no haberse expresado agravios, declaró desierto el recurso de apelación in- 
terpuesto contra la sentencia de primera instancia por el entonces represen- 
tante de la demandada. Aquella resolución, aunque no resuelve el fondo del 
litigio, impide su continuación y priva al recurrente del medio lejral para ln 
tutela de su derecho. 

MANDATO. 

! ■u tado el dei-reto 14.S2Í) f>7, correspondía al Instituto Nacional de Acción 
Social — demandado por cobro de pesos — solicitar la aceptación judicial de 
h revocación del mandato y, posteriormente, constituir nuevo mandatario, 
o comparecer por sí mismo, sin necesidad de citación alguna. Corresponde, en 
consecuencia, confirmar la resolución de la Cámara que desestimó la nulidad 
planteada por el Procurador Fiscal de Cámara respecto de las actuaciones 
posteriores a la techa de dicho decreto, fundada en que la acto ra estaba 
obligada a requerir la intervención del nuevo mandatario de ln demandada 
a los efectos de proseguir el trámite del juicio. 

MANDATO. 

Los apoderados tienen la obligación de proseguir el juicio hasta la cesación 
legal del mandato. En consecuencia, la deserción del recurso de apelación 
declarada por la Cámara en el juicio seguido contra el Instituto Nacional 
de Acción Social, por no haberse expresado agravios dentro del término 
legal, no puede ser referida a la revocación del poder por parte de la deman- 
dada al dictarse el decreto 14.829/57. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Giarrizo, Carlos o./ Instituto Nacional de 
Acción Social (ex Fundación Eva Perón) s/ cobro de posos", en 
los que a fs. 102 se ha concedido el recurso ordinario do apela- 
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ción contra la sentencia de la Cámara Nacional do Apelaciones 
en lo Federal y Contenciosoadiiiinist rativo de fecha 2(i de mavo 
de lí)f)8. 

( 1 onsiderando : 

Que la sentencia de primera instancia condenó al Instituto 
Nacional de Acción Social a pagar a 1). ('arlos Giarrizo la canti- 
dad de $ 8().S94,74 mu. (fs. (>1 /(>8). Contra esta decisión la 
demandada interpuso a fs. 77 recurso de apelación y, como no 
expresara agravios dentro del termino legal, el tribunal de alzada 
declaró desierto el recurso (fs. Sí)). A fs. 01 se presentó el Pro- 
curador Fiscal de (Vunara manifestando que, atento lo dispuesto 
por el decreto 14.82Í), de fecha 11 de noviembre de lí>f)7, en el 
sentido de que los procuradores fiscales asumían la representa- 
ción en juicio del Instituto Nacional de Acción Social, la parte 
actora estaba obligada a requerir la intervención del nuevo man- 
datario de la demandada a efectos de» proseguir el trámite judi- 
cial y, en consecuencia, habiéndose omitido el cumplimiento de 
esa diligencia, debía declararse la nulidad de la> actuaciones 
practicadas con posterioridad a la fecha del citado decreto. Para 
el supuesto de no prosperar la nulidad planteada interpuso, en 
forma subsidiaria, recurso ordinario de apelación contra la reso- 
lución de fs. Sí). 

Que la Cámara de Apelaciones resolv ió desestimar la nulidad 
aducida y conceder el recurso de apelación (t's. prj). A t's. 111 
el Señor Procurador General adhirió a las razones expuestas 
por el Fiscal de (Vunara y solicitó se dejase sin efecto el pronun- 
ciamiento de fs. Sí), ordenándose la sustanciacióu del recurso de- 
clarado desierto. 

Que la sentencia apelada, aun cuando no decide sobre el 
fondo del litigio, impide su continuación y priva al recurrente 
del medio legal para obtener la tutela de su derecho, por lo que 
el recurso ordinario es procedente con arreglo al art. 'J4, inc. <>■', 
ap. a), del decreto-ley TJS5 T>S (Fallos: 1!>1 : MV2 : -JOli: 401 ; "240: 
14 y ot ros). 

Que la actora no estaba legalmente obligada a efectuar nin- 
gún requerimiento pues, por aplicación de la^ norma- del Código 
de Procedimientos en lo Civil y Comercial de la Capital, era la 
demandada quien debía solicitar la aceptación judicial tic la revo- 
cación del mandato (inc. 1), art. 1 S, del mencionado Código) y, 
posteriormente, constituir nuevo mandatario, o comparecer por 
sí misma sin necesidad de citación alguna (art. PH. Ninguno de 
estos actos efectuó la demandada, que solamente compareció, 7 
meses después de dictado el decreto 14.S29 07, a fin de impugnar 
de nulidad las actuaciones posteriores a esa fecha. 
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Que, asimismo, cabo destacar que la deserción del recurso de 
apelación no puede ser referida a la revocación del poder por 
parte de la demandada, ya que sus apoderados tenían la obliga- 
ción de proseguir el juicio hasta la cesación legal del mandato, 
conforme lo normado por el art. ló del Código de Proc. Civil y 
Comercial. 

Por ello se confirma el auto apelado de fs. Sí). Las costas 
de esta instancia a cargo de la demandada. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AiusTÓurLo 1). Aiíáoz de Lamadkid 
— Lns María Bokfi Bocgero — 
Julio Oyhanaute. 



S. A. FKIGIN" Unos. Ltj.a. v. MIGUEL PITMKTTO v Cía. y Otros 

RECURSO E X TRAO R D I X A RIO : Requisitos propios. Relación directa. Sen- 
tencias con fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de 
orden común. 

Ks improcedente el recurso extraordinario deducido contra la sentencia que, 
1 mulada en el art. 7 del decreto-ley 9940/57, modificatorio del 21 SO/57, decide 
que este último decreto es inaplicable en el caso, por no permitirlo el estado 
de la causa, y confirma lo resuelto en primera instancia en cuanto se liizo 
lu<?ar al desalojo; en tales condiciones el fallo reconoce fundamentos de hecho 
y de derecho común, propios de los jueces de la causa, sin que las garantías 
de los arts. 17 y IS de la Constitución Nacional guarden relación directa e 
inmediata con lo decidido. 

RECURSO EXTRA ORDiX ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Las leyes vi frentes en materia de locación revisten carácter común y su inter- 
pretación y aplicación no da lu^ar a recurso extraordinario. Ello es así 
aun respecto del reprimen de aplicación de dichas leyes en el tiempo. 

COXSTITUCIOX XACIOXAL: Derechos y yarantías. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

La doble instancia no es requisito constitucional de la defensa en juicio. 

Dictamen del Pkoci'kauou General 

Suprema Corte: 

La cuestión referente al régimen intertemporal de la apli- 
cación de las leyes comunes no es punto de naturaleza federal 
(Fallos: 238: 31), y reiteradamente ha declarado V. E. que la 
doble instancia no es garantía de orden constitucional ni requi- 
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sito de la defensa en juicio impuesto por el artículo 18 de nuestra 
Carta Fundamental (Fallos: 2158: 71 y 301 entre otros). 

Por aplicación de este criterio el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 207 resulta improcedente. 

En cuanto al que se deduce a fs. 21(5 es de aplicación, para 
abonar su improcedencia, la recordada doctrina de Fallos: 238: 
31. Por lo demás dicho recurso no ha sido fundado conforme lo 
exige el artículo 15 de la ley 48, toda vez que el recurrente no 
expresa cuáles son las defensas de que ha sido privado ni en que 
medida ellas hubieran podido determinar un distinto resultado 
de la litis. 

Considero pues, en mérito a lo manifestado, que los recursos 
interpuestos lian sido mal acordados a fs. 200 y 218 respectiva- 
mente. Buenos Aires, 22 de mayo de 195S. — Sebastián Soler. 

VALLO DE LA COKTK Sl/PKEMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de 11)55). 

Vistos los autos: "Feigin linos. Ltda. K. A. c. Miguel Piu- 
metto y Cía. y otros s./ desalojo", en los que a fs. 4(52 y 471 se 
han concedido los recursos extraordinarios contra la sentencia 
de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Segunda No- 
minación, de la Ciudad de Córdoba, de fecha 4 de octubre de 1957. 

Considerando : 

Que la actora demandó (fs. 10 12) a Miguel Piumetto y Com- 
pañía y Sabagh y Compañía por desalojo de los inmuebles sitos 
en la Ciudad de Córdoba, calles Humberto Primero 4(53, 443 y 
451 y Rioja 440 al 466, para demoler total o parcialmente las 
habitaciones y galpones allí existentes y reemplazarlos con nue- 
vas construcciones, aumentando la capacidad locativa de acuerdo 
con las exigencias legales (art. 30 de la ley 13.581). Denunció 
la existencia de subinquilinos a fin de (pie se les diera, la inter- 
vención correspondiente y ofreció pagar en su oportunidad a los 
demandados las indemnizaciones que establecía el art. 31 de la 
ley citada en razón de no disponer de locales adecuados para 
brindarles. A fs. 132 y 155 60 contestaron, respectivamente, los 
demandados, pidiendo el total rechazo de la acción por estimar 
que no se habían llenado los extremos de los arts. 30 y 31 de la 
ley 13.581 para la procedencia del desalojo por la causal de refe- 
rencia. Sabagh y Compañía dejó planteado (fs. 160) el caso fede- 
ral por considerar que la acción sería repugnante al principio 
de la función social que asignaba a la propiedad privada el 
art. 38 de la Constitución Nacional en su derogada reforma de 
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lí>49. La sentencia de primera instancia (fs. 335/347) hizo lugar 
a la demanda, condenando a los accionados, ' i con las personas 
que de ellos dependan", a devolver los inmuebles locados previo 
cumplimiento de los recaudos establecidos por el decreto-ley 
10.077/56 en sus incisos l p y 3 P , y declaró, asimismo, "impro- 
cedente el caso federal". 

Que, dictado el decreto-ley 2186/57, "Sabagh y Compañía" 
expresó a fs. 425 que se acogía a 61; y aduciendo que la Cámara 
a quo carecería de jurisdicción originaria para seguir entendiendo 
en la causa, solicitó el archivo de las actuaciones. Dejó planteado 
el caso federal para el supuesto de que no accediera a su pedido, 
pues se habrían violado, a su juicio, todas las formas sustanciales 
del proceso (doble instancia, prueba, ley aplicable, etc.) que hacen 
el derecho de la defensa en juicio. La codemandada "Piumetto 
y Compañía" formula igual acogimiento a fs. 434. 

(¿ue el a quo (fs. 440/449 y 452), fundado en lo dispuesto 
por el art. 7 9 del decreto-ley 1)940/57, modificatorio del 2186/57, 
declaró en su fallo que este decreto es inaplicable al sub examine, 
por no permitirlo el estado de la causa; asimismo rechazó la 
inconstitucionalidad alegada y confirmó la sentencia de primera 
instancia en cuanto hizo lugar al desalojo, pero disponiendo que 
éste se haría efectivo dentro de los 90 días de determinada la 
procedencia de las indemnizaciones y, en su caso, abonadas o 
consignadas éstas a disposición de sus titulares, las que se fija- 
rían por vía de ejecución de sentencia. 

Que contra ese fallo de alzada, "ttabagh y Compañía" de- 
dujo recurso extraordinario ( t's. 4(¡0/4(>l), sosteniendo que sería 
violatorio de la garantía del derecho de propiedad y del debido 
proceso (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional), en cuanto, 
por aplicación de una norma legal (art. 30 de la ley lo.581), que 
reputa inexistente, se le habría privado de un derecho incorpo- 
rado a su patrimonio (el de locatario) y, también, en cuanto al 
expresar que aplicaría el decreto-ley 21S(í 57 para la ejecución 
de la sentencia, se suprimiría una instancia, con clara restricción 
del derecho de defensa. 

Que el subinquilino Juan José Manis, al deducir recurso 
extraordinario (fs. 469/470) contra el fallo del tribunal a quo, 
lo impugnó también como violatorio del derecho de propiedad 
y del debido proceso (arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional) 
por razones análogas a las expresadas por Sabagb y Compañía. 

Que si bien los trámites de la causa se realizaron en buena 
parte bajo la vigencia de la ley 13.581 y al pronunciarse la sen- 
tencia apelada, regía el decreto-ley 2186/57, que derogó a esa ley 
y sus complementarias, también estaba vigente el decreto-ley 
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9940/07, modificatorio de a<|Ucl, cuyo art. 7 o se funda concreta- 
monte en la hipótesis del art. 'M) de la ley l.J.ÓHl. 

Que, de lo relacionado y expuesto en los considerandos pre- 
cedentes, resulta (pie el fallo recurrido reconoce fundamentos de 
hecho y de derecho común propios de los jueces de la causa y 
suficientes para sustentarlo; sin que las garantías constituciona- 
les invocadas por los apelantes guarden relación directa e inme- 
diata con lo decidido, que es, así, irrcvisihle en la instancia extra 
ordinaria ante los términos de la reiterada jurisprudencia de 
esta ( 'orle. 

( t )ue, por oirá parte, y como lo señala el Señor Procurador 
(jcucrul, lo referente al régimen intertemporal de la aplicación 
de las leyes comunes no es asnillo de naturaleza federal (Fallos: 
J.'iS: .'51 ; iMO; .*)! y 4-."), entre otros) ; y, en cuanto a la pretendida 
violación de la defensa en juicio, que los apelantes fundan en una 
supuesta privación de la doble instancia, tampoco constituye agra- 
vio que pueda ser acogido en lo> términos de la jurisprudencia 
de este Tribunal (Fallos: 238: 71 y 301, entre otros). 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declaran improcedentes los recursos extraordinarios con- 
cedidos a fs. 462 y 471. 

Alkiikik) Okc.vz - - Lns Mauía Hofh 
Boooero — Jmo Oyuanaktk. 



V1CTOK MAM'KL AtU'lKKH 

Jl'ltlSDK Y70.V Y COMPKThM I A : f'om ¡Htinun ¡niial. Pditos en ptut'an- 
htr. \ arios. 

\jí\ competencia territo rial pa r;i conocer de la in Tracción al art. -I- 1 * dd 
decreto-ley 15.:¡4S/4(¡ (ley Y2M2) se determina por el limar donde tiene su 
asiento el patrimonio del acreedor prendario perjudicado por el herlm del 
deudor. 

Kn consecuencia, si no exi>tcn constancia- de que el asiento de dicho patri- 
monio pueda encontrarse en un luuar di>tinto al del domicilio del acreedor 
(en el caso, una persona tísica), corresponde conocer del sumario al juez 
en lo penal de ese luíjar. 

DlCTAMKN" OKL PltOC l 'K W>< >K (jrENKltAL 

Suprema Corte» : 

Por aplicación de la doctrina sentada por V. E. en Fallos: 
231]: 141 y 241 : y últiniainenle en las causas "Cortes de Qui 
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roga. Sebastiana del (). s./ defraudación prendaria" y 4 'Banco 
do Crédito Industrial c./ Indalur S.R.L. s./ denuncia", senten- 
cias del 28 de setiembre y 8 de octubre ppdo., respectivamente, 
considero que corresponde resolver el conflicto negativo plantea- 
do, declarando la competencia del Juzgado de Primera Instancia 
en lo Penal n 9 6 del Departamento Judicial de la Capital de la 
Provincia de Buenos Aires. Buenos Aires, 27 de octubre de lí)5í). 
— Hamón Lascano. 

FAIjIjO DK LA COKTK SITKEMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que del expediente agregado por cuerda resulta que el domi- 
cilio del acreedor prendario se encuentra en la Provincia de 
Buenos Aires (conf. poder de fs. 2/3 y contrato de fs. 4). Y nin- 
guna constancia existe en ese expediente, ni en esta causa, que 
permita suponer que el asiento del patrimonio del acreedor pren- 
dario, que es en el caso una persona física, pueda encontrarse en 
un lugar distinto al de su domicilio. 

Que, en tales condiciones, por aplicación de la reiterada juris- 
prudencia de esta Corte mencionada en el dictamen precedente, 
el conocimiento de la presente causa corresponde a la justicia 
provincial. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez en lo Penal de La Plata es el compe- 
tente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y bagase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional cti lo Criminal de 
Instrucción. 

A;. ¡-redo Oimíaz — Bknjamín Villegas 
Basavilbaso — Aristón tlo D. 
Ahaoz de Lamadhid — Lns Mahía 
Bokfí Boooero — Jtlio Oyha 

NARTE. 



BENMAMIX SIVAK 

RECUÍiSO EXTRAORDINARIO: Requisitos formales. Interposición del re- 
curso. Fundamento. 

La remisión a los antecedentes ríe 1n en usa no suple la deficiencia de funda- 
mento del escrito de interposición dd recurso extraordinario. 
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JCRILAí IOS DE EMPLEADOS DE COMPAÑIAS DE SECI ROS, REASE- 
ai? KOS, CAPITALIZAMOS Y AHORRO. 

Kstablecido en la causa de manera irre\ isible, que los productores de seguros 
ejercían mi actividad como profesión habitual y principal, aunque sin vínculo 
de subordinación jurídica respecto de la «mi» presa adora, la obligación de 
ésta de elVctuar los aportes jubilatorios correspondientes no nació a partir 
de la fecha de videncia del decreto-ley L ) :i.(iS4/-44 - cuyos beneficios queda- 
ron reservados a quienes desempeñaran sus tareas en condiciones de depen- 
dencia y subordinación (art. ines. c y d)— , sino desde la fecha del 
decreto 40.:{fi8/47, en virtud de expresa disposición del art. 3^, apartado 
secundo, del decreto 8312/4S. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Concepto p pene ral tiktdes. 

Sólo son sentencias definitivas, a los efectos del recurso extraordinario, las 
que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan un agravio de 
imposible o insuficiente reparación ulterior. 

La invocación de irarantías constitucionales no excusa la falta de cumpli- 
miento de ese requisito cuando los agravios pueden encontrar remedio en 
instancias posteriores o por vía de intervención de la Corle al dictarse la 
sentencia final de la causa. 

RE( 'CRSO ES TRAORDIS A RIO : R< ^nisitos propios. Sentencia definitivo. 
Resol n< iones anteriores a Ja sentencia definitiva. \' arias. 

Kn atención a lo dispuesto por los arts. 177, 'ida. parte, y ITs de la ley 
de quiebras, lo resuelto por la justicia comercial al calificar la conducta del 
fallido tiene un carácter puramente provisional, de información o antece- 
dente para el posterior juicio criminal, pues tal calificación no obliga al 
juez del crimen ni impide que éste se pronuncie sobre la conducta del deudor 
aunque el juez de comercio no encuentre mérito para calificar la quiebra de 
culpable o fraudulenta. 

Kn consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario que deduce el 
fallido contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Co- 
mercial, alegando que se ha violado el derecho de defensa al encuadrar su 
conducta en las disposiciones de los arts. 1(>Í\ i tic. 11, y 170. ine. Ty.\ de la 
ley de quiebras, que no fueron invocados por el síndico, sin que se le diera 
oportunidad de descargo y de ofrecer y producir prueba respecto de las 
causales a (pie se refiere el fallo del tribunal. 



Dktamkx i > k i , INíoeriíAhoií (¡kxkkal 

Suprema Corto: 

La sentencia <le secunda instancia, confirmatoria de la de 
primera en cuanto calificó la quiebra del recurrente como culpa- 
ble y fraudulenta, no reviste carácter definitivo en los términos 
del art. 14 de la. ley 48, en virtud de lo dispuesto por el art. 178 
de la ley do la materia. 

Por ello, el recurso extraordinario intentado es improceden- 
te, sin (pie obste a esta conclusión la alocada vulneración de la 
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garantía de la defensa en juicio, que se funda en la modificación 
de la causal de la conducta fraudulenta del fallido resuelta pol- 
la Cámara, desde que, en el mejor de los supuestos para el inte- 
resado, la revocatoria por V. E. del pronunciamiento apelado que 
se pretende no mejoraría su situación, en razón de que quedaría 
firme la calificación de culpable decidida por el juez de Comer- 
cio, la que es revisible en el proceso criminal, conforme con lo 
dispuesto por la norma citada. 

En consecuencia, considero que corresponde desestimar esta 
queja. Buenos Aires, 4 de agosto de 1959. — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 13 de noviembre de 19o9. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el fallido 
en la causa Sivak, Benjamín s./ convocatoria de acreedores (hoy 
su quiebra)", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, cumplidos los trámites previstos en los arts. 175 y sietes, 
de la ley de quiebras, el Sr. Juez de Comercio calificó de culpa- 
ble -y fraudulenta la conducta del fallido, encuadrándola en lo 
dispuesto por los arts. 169, incisos 3, 9 y 11, y 170, inciso 7, de 
la ley citada. Interpuestos los recursos de nulidad y apelación, la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial, previa vista 
del Fiscal de Cámara, desestimó la nulidad y confirmó el auto 
de fs. 31/32, con la salvedad de que la calificación de fraudulenta 
correspondía en virtud de la causal prevista por el inc. f) p y no 
el 7 9 del art. 170 (fs. 49 del incidente respectivo, agregado a la 
queja sin acumular). El fallido interpuso recurso extraordina- 
rio, sosteniendo que se ha violado ol derecho de defensa al encua- 
drar su conducta en las disposiciones de los arts. 169, inc. 11, y 
170, inc. 5 P , de la ley do quiebras, que no fueron invocados por 
el síndico, sin que se le diera oportunidad de descargo y de ofre- 
cer y producir prueba respecto de las causales a que se refiere el 
fallo de la Cámara (fs. 54 vta./57). Denegado el recurso, ocurrió 
en queja ante este Tribunal. 

Que, según reiterada jurisprudencia de esta Corte, sólo son 
sentencias definitivas, a los efectos del recurso extraordinario, 
las que ponen fin al pleito, impiden su continuación o causan 
un agravio de imposible o insuficiente reparación ulterior. Tam- 
bién se ha resuelto que la invocación de garantías constitucio- 
nales no excusa la falta de cumplimiento de ese requisito, esta- 
blecido en el art. 14 de la ley 48, cuando los agravios pueden 
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encontrar remedio en instancias posteriores o por vía <lt> inter- 
vención de la Corte al dictarse la sentencia final de la cansa 
—Fallos: 242: 460 y los allí citados—. 

Que, como dictamina el ¡ár. Procurador General, la resolu- 
ción apelada en los autos principales no es la sentencia definitiva 
a que se refiere el art. 14 de la ley 48, en los términos de lo 
expuesto en el considerando precedente. Kn presencia- de lo dis- 
puesto por los arts. 177, 2da. parte, y 178, de la ley de quiebras, 
lo resuelto por la justicia comercial al calificar la conducta del 
fallido tiene un carácter puramente provisional, dr información 
o antecedente para el posterior juicio criminal, pues 4 4 la califica- 
ción hecha por el juez de comercio (no) obligará al juez del cri- 
men" (art. 178, in fine) ni impide que éste se pronuncie sobre la 
conducta del deudor aunque el juez de comercio no encuentre 
mérito para calificar la quiebra de culpable o fraudulenta. Fa- 
llos: 195: X\7)\ sentencia del 10 del corriente en la causa K. 2S1 
XIII, "Kecurso de hecho deducido por Lázaro Spoleanschi. Cé- 
sar Coler y Josua A. Ridelcner en los autos Facor, Faerbaru y 
Cía. S. "R. L. s/ incidente de calificación de conducta" — . 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la queja. 

Ai.i'hkdo <)iu;az — Benjamín Viuj:*;as 
Bas.wil.haso — Lris María Bokim 
Boggkuo — Julio Oyhanarte. 



NACION' AK0KXT1NA v. KZKQT1KL l'KDKO l'AZ v Otra 

COSTAS: Desarrollo del juicio. Desistimiento. 

Ln roda atinente» a que el desistimiento do la acción trae aparejada la impo- 
sición de costas, vale especialmente en materia do expropiación en cnanto, 
de lo contrario, so afectaría el derecho de propiedad garantizado por la 
Constitución Nacional, tanto más si el propio decreto de desistimiento ha 
documentado la sinrazón de los procedimientos ípie culminaron con el juicio. 

HOXOKARIOS DE AJUMADOS Y PKOCl'nADOKhS. 

VA monto del pleito a los efectos do la rotulación do honorarios, en lo> c:i>o> 
de desistimiento del juicio de expropiación sin haber sentencia o transacción, 
os la mitad do la diferencia entro la suma pretendida y la ofrecida La 
circunstancia de que la cantidad reclamada incluya partidas condicionales 
autoriza, sin embarco, la exclusión do las mismas, pues se trata do preten- 
siones que carecen de certeza para servir de base a la re-ulación a practicar. 

IIOXORARIOS DK AHOGADOS Y PKOCl'RA DOHKS. 

El arancel para abogados v procuradores no rií*e en los juicios de expro- 
piación, sin perjuicio do que los principios que contiene, en cuanto expresan 
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criterios imperantes de justicia, deben contemplarse en las regulaciones a 
efectuar. 

HONORARIOS DE ABOBADOS Y PROCURADORES. 

Ante el monto elevado del juicio y su singularidad excepcional, proveniente 
de las circunstancias de pública notoriedad en que se promovió la expro- 
piación y posteriormente se desistió de ella, la regulación de los honorarios 
adeudados debe hacerse con prudente moderación. 

Dictamen del Procurador General 
Suprema Corto: 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 298 son 
procedentes a mérito de lo dispuesto por el art. 24, inc. G 9 , ap. a), 
del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

En cuanto al fondo del asunto, el Gobierno Xacional actúa 
por intermedio del Señor Procurador del Tesoro de la Nación, 
que ya ha asumido ante Y. E. la intervención que le corresponde 
(fs. 303). Buenos Aires, 19 de agosto de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "La Xación c./ Ezequiel o Ezequiel P. o 
Ezequiel Pedro Paz y Zelmira Paz o Paz de Gainza o Paz Ancho- 
rena s./ expropiación de inmuebles", en los que a fs. 284 vta. se 
ha concedido el recurso ordinario de apelación contra la sentencia 
de la Cámara Xacional de Apelaciones en lo Federal y Conten- 
ciosoadministrativo de fecha 7 de abril de 1959. 

Y considerando : 

Que lo resuelto a fs. 279 respecto de las costas, debe ser 
confirmado, en razón de hallarse de acuerdo el pronunciamiento 
apelado con el criterio sustentado por esta Corte en la sentencia 
dictada en la causa sobre expropiación de bienes muebles, seguida 
entre las mismas partes, cuyas consideraciones sobre el punto 
se dan aquí por reproducidas para evitar repeticiones innecesa- 
rias (Fallos: 239: 123). 

Que en los casos de desistimiento del juicio de expropiación, 
sin haber sentencia o transacción, como ocurre en la especie, el 
monto del pleito a los efectos de la regulación de honorarios, 
según lo tiene resuelto el Tribunal en la causa señalada en el 
considerando precedente, es la mitad de la diferencia entre la 
suma pretendida y la ofrecida. La circunstancia de que la canti- 
dad reclamada incluya partidas condicionales autoriza, sin embar- 
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go, las conclusiones del fallo apelado porque so trata de una 
pretensión que carecí» de certeza para servir de base a la regu- 
lación a practicar. 

Quo asimismo es jurisprudencia reiterada que el arancel para 
abogados y procuradores no rige en los juicios de expropiación, 
sin perjuicio de que los principios que contiene, en cuanto expre- 
san criterios imperantes de justicia, deben contemplarse en las 
regulaciones a practicar. 

Que a ello corresponde añadir (pie dado el monto del juicio 
y su singularidad excepcional, proveniente de las circunstancias 
de pública notoriedad en que se promovió la expropiación y 
posteriormente se desistió de ella, la regulación de los honorarios 
adeudados debe hacerse con prudente modelación. 

Que como consecuencia de lo expuesto y habida cuenta del 
mérito y la importancia de los trabajos profesionales realizados, 
esta Corte estima que las regulaciones apeladas deben ser man- 
tenidas. 

En su mérito, se decide confirmar en todas sus partes la sen- 
tencia apelada de fs. 279. 

Alfredo Oi»¡az — Bkxjamíx Villk<;as 
Basayilbaso AUISTÚIU'LO D. 

AlEAOZ I ) K LaM ADIMD Jl'LIO 

Oyjiaxaktk. 



NACION ARGFAT1XA v. Souki.u. Comitiva LA PWKXSA 

HONORARIOS: Empleados a sueldo de hi Naeión. 

El art. l-> de la ley 11. (¡72 (t. <>. lí)4:i) en cuanto dispone que los peritos 
y profesionales, de cualquier categoría, que desempeñen empleos a sueldo 
de la Nación, no podrán reclamar honorarios en los asuntos en que interven- 
gan por nombramiento de oficio y en (pie el fisco sea parte, siempre (pie 
las costas no sean a cargo de la contraria, establece un régimen de excepción 
al legal ordinario que no debe extenderse interpretativamente. 

HONORARIOS : Empleados a suehlo de /</ Xaeiótt. 

La calidad de militar retirado efectivo, a los fines del art. ^^ de la ley 11. (¡7.2 
(t. o. líM.'l). no es equivalente al desempeño de un empleo a sueldo de la 
Nación. La ausencia del requisito de actualidad del vínculo que dicha norma 
contempla, es óbice para justificar la privación del derecho a honorarios 
regida dos. 

HONORARIOS : Empleados a sueldo de la Nación. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 404(> del Código Civil, no es susceptible 
de objeción la función pericial cumplida hasta la fecha en (pie el perito es 
nombrado para ocupar un cargo público a suelde» de i a N:»"iór.. 



¿1U FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

HONORARIOS: Empleados a sueldo de la Nación. 

La regla prescripta por el art. 13 de la ley 11.672 (t. o. 1943) no debe 
aplicarse con alcance retroactivo que ella no establece. 

HONORARIOS: Empleados a sueldo de la Nación. 

No existe impedimento para la percepción de los honorarios correspondien- 
tes a la labor pericial desempeñada entre la fecha de la designación como 
perito y la del nombramiento para ocupar un cargo público a sueldo de la 
Nación, aun cuando la pericia se haya presentado dos meses después de la 
techa últimamente mencionada, si la presunción de que el trabajo estaba con- 
cluido antes de la misma, faltando sólo su compaginación, es admisible por 
tener fundamento en las circunstancias especiales de la causa, derivadas del 
hecho imprevisible de los suceso*? de setiembre de 195:). 

C O S TA S : I )crech a pa ra l itiga r. 

Comprobada la seriedad de la oposición fiscal al derecho de un perito para 
percibir honorarios, no obstante que la decisión final le sea adversa, se justi- 
fica la exención de las costas del artículo. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

La decisión atinente a la inaplicabilidad del arancel, en los juicios de expro- 
piación, como a la determinación del monto del pleito concluido por vía de 
total desistimiento, encuentra fundamento bastante en los términos de la 
ley arancelaria y responde a claros designios de justicia. En efecto, en 
principio, la materia de los juicios de dicha naturaleza, es la determinación 
del precio del bien expropiado, como base de la indemnización legal, lo 
cual reviste principal carácter técnico. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

El rechazo total de la demanda o su terminación por desistimiento, a los 
fines regula torios, no equivalen a una sentencia positivamente condenatoria. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

La prescindencia del arancel, en los juicios de expropiación, no significa 
la inadvertencia de la magnitud de la labor profesional ni impide la ponde- 
ración de las circunstancias todas de la causa, tales como la singular jerar- 
quía de los trabajos y las condiciones particularmente difíciles en que se 
realizaron. 

HONORARIOS DE ABOGADOS Y PROCURADORES. 

En los juicios de expropiación, puede destacarse la labor de la dirección le- 
trada del pleito, pues no es obligatorio el respeto de las proporciones legales 
entre los honorarios de los profesionales del juicio. 

HONORARIO s" : Regulación. 

Lo propio de la determinación de los honorarios es su justiprecio y no las 
cargas legales que los afectan, ni otras circunstancias ajenas al tema. 
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Dictamen del Procurador General 
Suprema Corte : 

Los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 715 
vta. y 721 vta. son procedentes a mérito de lo dispuesto por el 
art. 24, inc. 6 P , ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

En cuanto al fondo del asunto el Gobierno de la Nación actúa 
por intermedio del Señor Procurador del Tesoro de la Nación, 
el que ya ha asumido ante Y. K la intervención que le corres- 
ponde (fs. 727). Buenos Aires, 2 de julio de 1?)59. — Ramón 
Lascano. 

FALLO PE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 1(> de noviembre de 1' >.")!>. 

Vistos los autos: "La Nación c./ La Prensa, Soc. Colectiva 
s. expropiación de muebles", en los que a t's. 715 vta. y 721 vta. 
se lian concedido los recursos ordinarios de apelación contra la 
sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal 
y Contenciosoadministrativo de fecha '_!.") de febrero de 1950. 

Y considerando : 

Que la sentencia apelada de l's. 71-, en cuanto mantiene el 
auto de t's. 700 que admitió el derecbo del perito in<»\ I ntzauruarat 
al cobro de los honorarios devengados en los autos, no es impug- 
nable con fundamento en la condición de militar retirado de aquel. 

Que, en efecto, el art. i:i de la ley 11.07:2 — T. O. 1ÍU.V- invo- 
cado por el Fisco, dispone que "los peritos y profesionales de 
cualquier categoría que desempeñen empleos a sueldo de la Na- 
ción, no podrán reclamar honorarios en los asuntos en que inter- 
vengan por nombramiento de oficio cu los que el fisco e^ parte 
y siempre (pie las costas no sean a caru'o de la parle contraria". 
Establece de esta manera un régimen contrario al le^al ordina- 
rio de remunerabilidad de los trabajos profesionales — art. I(il27 
del Código Civil — (pie, dada la evidente justicia de la norma 
ueneral, no debe extenderse interpretativamente. 

Que de consiguiente, toda ve/ que la calidad de retirado efec- 
tivo no es equivalente al desempeño de un empleo a sueldo de la 
Nación, por ausencia de actualidad del vínculo que la norma con- 
templa, no basta para justificar la privación del derecho a los 
honorarios reculados. 

Que corresponde, en consecuencia, indagar si la circunstan- 
cia de que, a la fecha de la presentación de la peritación, el Sr. 
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Intzaurgarat desempeñase efectivamente un cargo público — Ad- 
ministrador General de Yacimientos Petrolíferos Fiscales desde 
el 3 de octubre de 1955 — lo inhabilita para el cobro de las sumas 
que le han sido reguladas en autos, teniendo en cuenta que la 
designación como perito fué aceptada con bastante anterioridad 
— en 16 de julio de 1954 — y. el dictamen fué presentado en l 9 de 
diciembre de 1955. A este objeto corresponde observar que, aten- 
ta la conclusión alcanzada en los anteriores considerandos, la 
función pericial cumplida hasta el 3 de octubre de 1955 no es 
susceptible de objeción, con arreglo al principio establecido en 
el art. 4046 del Código Civil. 

Que esto sentado, el principio de interpretación estricta de 
que más arriba se ha hecho mención, conduce a concluir que la 
regla prescripta por el art. 13 de la ley 11.672 — T. O. de 1943— 
no debe aplicarse con alcance retroactivo que ella no establece. 
Por consiguiente, no hay impedimento para la percepción de los 
honorarios correspondientes a la labor desempeñada entre el 16 
de julio de 1954 y el 3 de octubre de 1955. 

Que es cierto que no se produjo en autos prueba concluyente 
de la efectiva realización de trabajos anteriores a esa última 
fecha. Pero la presunción admitida por el fallo recurrido tiene 
fundamento en las circunstancias de la causa y debe admitirse 
en presencia de la racional imposibilidad de la constitución de 
una prueba adecuada de la circunstancia mencionada — porque 
los hechos de setiembre de 1955 no fueron previsibles, al menos 
en cuanto a su fecha — y ante la seria dificultad de su demos- 
tración legal posterior. Por lo demás, la presentación del perito 
en los autos, en ocasión de su reingreso al servicio público no 
está impuesta por la ley y su exigencia constituye un argumento 
susceptible de volverse por pasiva. A lo que debe añadirse que 
la forma de la terminación del juicio y la oportunidad de la 
presentación del dictamen, se tuvieron en cuenta, como circuns- 
tancias del caso, en ocasión de la determinación del monto de los 
honorarios, a fs. 568. 

Que lo dicho basta, sin embargo, para comprobar la serie- 
dad de la oposición fiscal deducida en los autos, que justifica la 
exención de las costas del artículo. 

Que respecto de los honorarios regulados por la resolución 
apelada de fs. 712, debe estarse a los principios establecidos 
en la sentencia de esta Corte de fs. 568. Ocurre, en efecto, en 
primer término, que tanto respecto de la inaplicabilidad del aran- 
cel en los juicios de expropiación como de la determinación del 
monto del pleito concluido por vía de total desistimiento, lo 
decidido se apoya en una firme línea de precedentes. Además, 
la conclusión adoptada encuentra fundamento bastante en los 
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términos (lo la ley arancelaria y responde a claras exigencias 
de justicia. Porque es el caso que, por vía de principio, la ma- 
lcría de los juicios de expropiación es la determinación del pre- 
cio del bien expropiado, como base de la indemnización legal, y 
es tema que reviste principal carácter técnico. 

( t >ue por otra parte el rechazo total de la demanda o su 
terminación por desistimiento no equivalen a una sentencia po- 
sitivamente condenatoria. Esta, en electo, comprueba la mag- 
nitud del debate por los términos de la condenación judicial, en 
tanto (pie la primera rechaza sólo pretensiones infundadas, en la 
apreciación de cuyo monto fácilmente puede pecarse por falta 
de objetividad. 

Que, por ultimo, la prescindencia del arancel no significa 
la inadvertencia de la magnitud de la labor profesional ni im- 
pide la ponderación de las circunstancias todas de la causa. En 
el caso permite destacar la labor de la dirección letrada del 
pleito porque no es obligatorio e] respeto de las proporciones 
legales entre los honorarios de los profesionales del juicio. 

Que importa todavía señalar que la regulación a que se hace 
referencia corresponde a trabajos de singular jerarquía, cumpli- 
dos en condiciones particularmente difíciles. Y si bien lo propio 
de la determinación de los honorarios es su justiprecio y no la< 
cargas legales que los afectan ni otras circunstancias ajenas al 
tema, las razones expresadas conducen a la elevación de los esta- 
blecidos a fs. 712, a favor de la dirección letrada. 

Por ello se confirma la sentencia de fs. 71-, en cuanto man- 
tiene, en lo principal, lo resuelto a fs. 700, y se la modifica respecto 
de las costas del incidente, que se declaran por su orden en todas 
las instancias. Se la confirma igualmente respecto de las regula- 
ciones practicadas a favor de los doctores Rodolfo X. 1-uquc y 
Luis F. (Jaibrois. Y sí 1 modifica la regulación a favor de la di- 
rección letrada de la demandada, que se eleva a ocho millones de 
pesos moneda nacional. 

AhFlíKOO OlMíAZ — 1>KXJ\MÍX YlLLFCAS 

Basavilkaso — AiiisTÓnrLO D. 

AfíAOZ DF. LaMAOüII» J TLIO 

Oyhaxaktk. 
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JUAN ANTONIO MARSANO —sucesión— 

REC URS O EX T RAO RUI X A R I O ; Requisitos propios. Sentencia definitiva. 
Concepto y y me validades. 

Lo atineuto a Ja sustitución de la administradora de una sucesión y a la 
regularidad del trámite seguido en el exhorto para poner en posesión al 
nuevo administrador, no son cuestiones de naturaleza federal, ni revisten 
carácter definitivo en los términos del art. 14 de la ley 48 

RECVIiSO EX IRA O R DI XA RI O : Requisitos comunes. Gravamen. 

So procede el recurso extraordinario cuando el derecho que pueda asistir 
a la recluiente, separada del car^o de administradora de una sucesión, no 
resulta que sea insusceptihle de tutela en las instancias ordinarias. 



MANTEL BARKKÑA 

JVR1LACIOX Y PEXSIOX. 

L:: prueba de que la invalidez se lia producido durante la relación laboral 
y por causa sobreviniente a su iniciación, a los fines de la jubilación perti- 
nente prevista en el art. 21 de la ley 14.370, es técnico profesional y debe, 
por vía de principio, producirse por medio de los facultativos del instituto 
Nacional de Previsión Social, siendo ineficaz, a dichos fines, la consistente 
en declaraciones de testigos y certificados patronales. La solución no varía 
por la circunstancia de haber presentado el recurrente, en la causa, un 
rcitificado expedido por un médico particular, pues el mismo no reviste la 
¡oniia de una peritación. 

Dicta mkx i>kl Piíocchadoií ti ex kk al 
Suprema Corte: 

Fil recurso concedido a fs. 51 por el Instituto Nacional de 
Previsión Social ha sido desestimado en la sentencia de fs. 54, 
scü'iin el voto de la mayoría, por razones de orden procesal. Pese 
a que la circunstancia apuntada obstaría al progreso del recurso 
extraordinario — aunque viniera concedido por el tribunal de la 
causa, como ocurre en autos — pienso, sin embargo, que las cir- 
cunstancias del presente caso hacen excepción del principio de 
irrevisibilidad de aquel género de decisiones. 

Para fundar esta afirmación hago mérito de la doctrina 
sentada por V. E. in re "IVlichalak, Nicolás s jubilación" (Fa- 
llos: 243,78) y, además, en las consideraciones pertinentes verti- 
das por el suscripto al dictaminar con fecha 31 / 7/5í) en la causa 
"Schillaci, Sara María Ramírez de c/ I. N. P. S. M (5275-XIII), 
a las cuales me remito en cuanto lo consienta la analogía de si- 
tuaciones. 

n ) Mi ilc noviembre. 
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Por todo ello opino, en conclusión, que correspondería revocar 
la sentencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Bue- 
nos Aires, 21 de setiembre de lí).")!). — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 19.VJ. 

Vistos los autos: "Barreña, Manuel s/ solicita jubilación", 
en los que a fs. óí) se ha concedido el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo de fecha 17 de junio de l!)f)9. 

Y considerando : 

Que el caso de autos es análogo al resuelto con fecha 14 de 
octubre del año en curso, en la causa "Selles, A. J. de c/ I. N. P. 
S.". Kn el mencionado expediento so dejó establecido que la 
prueba requerida, en los supuestos del arl. lM do la ley 14.1)70, 
os técnico-profesional y debe, por vía de principio, producirse 
por medio do los facultativos del Instituto. También so declaró 
que no son eficaces, a los finos de la ley, las declaraciones de 
testigos ni los certificados patronales, porque se trata de casos 
en que la oportunidad del podido del beneficio y su naturaleza 
— jubilación por invalidez solicitada más de í¡ meses después de 
terminada la relación laboral — permiten el fiando do las exigen- 
cias legales. 

(¿uo la solución no varía por la circunstancia do la presen- 
tación, en la causa, de un certificado médico particular. Ksto, en 
efecto, no reviste la forma de una peritación; so refiero en tér- 
minos genéricos a la aptitud del recurrente para el trabajo a la 
focha do su reingreso a ésto y no documenta la relación de la 
causa de cesación que menciona — tos seca persistente — con las 
dolencias comprobadas y no discutidas del interesado; a saber: 
hipertensión arterial, artorioesclorosis, hernia imuiinal izquierda 
y senectud. 

Que en talos condiciones y atonto el fundamento dal fallo 
de» fs. T)4, el recurso extraordinario deducido a fs. .")(> debe decla- 
rarse improcedente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (¡onoral se 
declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
5í). 

Benjamín Villkcas Hasayii.uaso — 
AitiSTÓnrLo D. AnÁoz dk Lamaimíii) 
— Julio Oyhaxautk. 
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S. A. ESTABLECIMIENTOS GRAFICOS GOMEZ y Cía. 
v. NACION ARGENTINA 

RECURSO EX TRAORDI S ARl O : Requisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tiones federales simple*. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales 
de carácter procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario si el agravio del recurrente se 
limita a discutir la imposición de costas a la Dirección General Impositiva, 
vale decir, a una cuestión de naturaleza procesal que es ajena a dicho re- 
curso, aun en el caso de que se la funde en la interpretación de leyes federa- 
les, desde que esa interpretación integra la naturaleza procesal de la decisión. 

Dictamen del Pkoccrador General 

Suprema Corte : 

Hallándose en juego la interpretación de normas federales 
el recurso extraordinario interpuesto a fs. 109 es procedente 
(art. 14, inc. 3 P , de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial el que ya ha asumido ante 
V. E. la intervención que le corresponde (fs. 122 y 127). Buenos 
Aires, 25 de junio de 1958. — llamón Laxcano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Establecimientos Gráficos Gómez y Cía. 
S. A. c/ Dirección General Impositiva s/ repetición de impuestos", 
en los que a fs. 112 se ha concedido el recurso extraordinario 
contra la sentencia de la Cámara Federal de Apelaciones de Ro- 
sario de fecha 18 de abril de 1958. 

V considerando : 

Que el tribunal a quo declaró a cargo de la Dirección Gene- 
ral Impositiva el pago de las costas de ambas instancias, fun- 
dándose en que fué rechazada la defensa de prescripción opuesta 
por aquélla y en que el allanamiento formulado con respecto al 
ejercicio fiscal de 1950 no fué acompañado de la pertinente con- 
signación y quedó condicionado a una discriminación no prac- 
ticada oportunamente (fs. 105/106). 

Que contra esa sentencia interpuso recurso extraordinario 
el apoderado de la Dirección General Impositiva, fundándolo en 
que: a) El agregado hecho por el art. F, ap. 1) del decreto-ley 
8718/57 al art. 65 de la ley 11.683 con respecto al curso de la 
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prescripción en caso de mediar recurso administrativo, reviste 
carácter modificatorio y no aclaratorio, por lo que la defensa de 
prescripción era procedente al tiempo de contestarse la demanda ; 
b) El hecho de no haberse consignado el importe que correspon- 
día devolver no es susceptible de fundar la imposición de costas 
a su parte, desde que el art. 41 de la ley 11.(583 (t. o. 1956) con- 
fiere a la Dirección General Impositiva la facultad de verificar 
en cualquier momento la materia imponible, máxime si se tiene 
en cuenta que de la pericia realizada en autos resultó disminuido 
el monto reclamado. 

Que como surge de lo expuesto en el considerando que ante- 
cede, el recurrente ha limitado su agravio a discutir la imposición 
de costas de que ha sido objeto la Dirección General Impositiva, 
vale decir, a una cuestión de naturaleza procesal, que es ajena a 
la jurisdicción extraordinaria de osta Corte — Fallos: 2',]'): 552; 
236: 70, 675; 241: 348; 242: 220—, aún en el caso de que se la 
funde en la interpretación de leyes federales, desde que esa inter- 
pretación integra la naturaleza procesal de la decisión. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 112. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóiu'lo D. Araoz de Lamadicid 
— Luis María Boffi Boggeho — 
Jruo Oyhaxakte. 



DAVID LUJAN v. RODOLFO VILLA K. CONSUL dk la R. O. dki, 
URUGUAY CONCORDIA < ENTRE RIOS) 

JL'RfSDM ( Y ro l/ PETESCIA : Compt tenria na< tonal. Competencia ori- 

ginaria de la Corte Suprema. (Generalidades. 

\jí\ incompetencia originaria de la Corte Suprema puede declararse en cual- 
quier estado de la causa, ya sea por petición de parte o de oficio, aun 
cuando con anterioridad se huya dado curso al juicio; en efecto, este proce- 
dimiento no radica de modo definitivo el expediente ante el Tribunal. 

JCRISDICCIOX Y COMPK'TESCl .1 : Competencia nacional. Competencia ori- 
ginario, de la Corta Suprema. Agentes diplomáticos g consulares. Cónsules 
extranjeros. 

Corresponde declarar la incompetencia de la Corte Suprema para conocer 
en el juicio de desalojo entablado contra un cónsul extranjero si, pese a 
ser dudoso que la causa no encuadre específicamente en el supuesto contem- 
plado en el art. '2-1, inc. V\ del decreto-ley ViSS/SS. mediando renuncia 
expresa al fuero federal y convención expresa (pie somete las cuestiones a 
que el contrato pertinente pudiere dar lugar a los jueces ordinarios, sólo la 
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conformidad posterior indudable de los contratantes, que no existe en el 
caso, puede obviar los efectos de la prórroga de jurisdicción. 

Dicta ai kx del Procurador Gkxkral 

¡Suprema Corte: 

Mediante el contrato de fs. 7 se dio en arrendamiento al señor 
Rodolfo Villar, cónsul de la República Oriental del Uruguay en 
Concordia (Entre Ríos), una finca ubicada en dicha ciudad con 
destino a la familia del nombrado señor y a las oficinas del res- 
pectivo Consulado. 

La presente causa de desalojo y cobro do pesos que tiene 
origen en ese contrato, no es, en mi opinión, una de las previstas 
en el art. 24, inc. l p del decreto-ley 1285/ 08 (ley 14.467) por no 
versar sobre privilegios y exenciones de los cónsules extranjeros 
en su carácter público. En efecto, no se trata en el sitb índice de 
hechos o actos cumplidos en el ejercicio do las funciones propias 
del cónsul como serían las referentes a la protección de las per- 
sonas, intereses o bienes do los nacionales de su país, las de índole» 
notarial o administrativa u o* ras que son específicas do dichos 
funcionarios, sino do un negocio privado o particular, como lo ha 
declarado V. E. en Fallos: 2.'Í6: 389, al interpretar los arts. 24, 
inc. I 9 , ap. d), y f)f), inc. o) do la ley 13.998, el primero de los 
cuales es do idéntica redacción a la norma legal referida y ol 
segundo rige en la actualidad, en virtud do lo dispuesto por el 
art. 51 del mencionado decreto-ley. 

Por ello, considero que no corresponde conocer a V. E. en 
forma originaria en los presentes autos. 

Por lo demás, tampoco correspondería la intervención de V. 
E. que pretendo ol actor, en el caso (le sor pertinente, en razón 
de la prórroga de jurisdicción pactada por las partes en la cláu- 
sula 5* del contrato de locación, según la cual las mismas so 
sometieron a la jurisdicción de los tribunales ordinarios de la 
Ciudad de Concordia, renunciando al fuero federal si procediese. 
(Conf. Fallos: 203: 160; 240: 94). 

En consecuencia, opino que V. K. debe declararse incompe- 
tente para conocer en estos autos y disponer el archivo do los 
mismos. Buenos Aires, 23 de octubre de 1959. — Ramón Lascano. 

PALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 do noviembre de 1959. 

Vistos los autos: * 4 Lujan, David o/ Cónsul de la República 
Oriental del Uruguay (Concordia) s/ desalojo y cobro de alquilo- 
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res", para decidir con respecto a la competencia originaria de 
esta Corto. 

V considerando : 

Que con arrecio a la jurisprudencia reiterada de esta Corte 
— Fallas: 207: 13Í) y otros— la incompetencia originaria del 
Tribunal puedo declararse en cualquier estado de la causa, ya sea 
por petición do parto o de oficio. A ello no obsta la circunstancia 
de que con anterioridad so haya dado curso al juicio porque el 
mencionado procedimiento no basta para radicar de modo defi- 
nitivo el expediento ante el Tribunal. 

Que con arreglo a la doctrina de los procedentes enunciados 
en el dictamen del Sr. Procurador (¡onoral corresponde declarar 
la incompetencia originaria do esta Corto, porque aun cuando 
fuera dudoso que la causa no encuadre 1 específicamente en el su- 
puesto contemplado por el art. *J4, inc. D* del decreto-ley iLÍSÓ/fiS, 
mediando convención expresa que somete las cuestiones a que el 
contrato puedo dar lug'ar a los jueces ordinarios y renuncia ex- 
presa del fuero federal, sólo la conformidad posterior indudable 
de la contraparte ha podido obviar los efectos do la prórroga. 

Que la falta de jurisdicción que resulta do lo expresado en 
los anteriores considerandos releva de decisión respecto de* las 
demás cuestiones planteadas en la causa. 

Por (dio y lo dictaminado procedentemente por el Sr. Procu- 
rador (1 onoral se declara que la presento causa no es de la com- 
petencia originaria de esta Corte Suprema. Sin costas en atención 
a la naturaleza de las cuestiones resueltas y a las circunstancias 
de la causa. 

Alkkkdo Okga/ — AmsTÓitrLo D. 
Aií.voz i»k Lamadimd Jrun 

OvilAXAKTK. 



DAVID S. KLAL'l'KNHACU 

JUICIO l'OUTHO. 

Kn atención a la naturaleza del juicio político (jue la Constitución encomien- 
da al Senado de la Nación, no corresponde que la Corle Suprema u otro 
trilmnal de justicia formule peticiones o sugerencias como la (pie transmite 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, referente 
a la conveniencia de pedir al Senado la >uspensión provisional de un magis- 
trado del fuero, cuyo juicio político se encuentra en trámite. 
Kilo, cualquiera sea la gravedad o importancia de la situación (pie la< 
motiva. 



220 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Determinar la forma y el modo de proceder en el trámite 
del juicio político, así como apreciar la pertinencia de medidas 
cautelares tales como la que señala la Cámara Nacional de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional, son materias libradas a 
la decisión exclusiva del Senado de la Nación. 

A esta rama del Poder Legislativo lia sido confiado, en efec- 
to, la atribución de juzgar a los funcionarios enumerados en el 
art. 45 de la Constitución, y en el desempeño de esa facultad, de 
carácter eminentemente político, aquella Cámara obra con entera 
independencia de los otros órganos del Estado, en cuanto a la 
oportunidad y extensión de las medidas que adopta y a la ponde- 
ración de los hechos y las circunstancias que las determinan. 

Por ello, no incumbe, en mi entender, a la Corte Suprema 
dictar resoluciones que impliquen, expresa o implícitamente, en 
general o con referencia a un caso concreto, abrir opinión acerca 
de si procede, formalmente, la suspensión de un juez sometido 
a juicio político, cuestión que, como es notorio, ha dado lugar a 
diversos pareceres en la doctrina, y a contradictorios precedentes 
parlamentarios. 

Estimo, pues, que no es posible» acceder a lo solicitado por 
la Cámara de Apelaciones en lo Criminal y Correccional, en el 
sentido de que Y. E. considere la conveniencia de pedir al H. Se- 
nado la suspensión provisional del Juez Klappenbach, puesto 
que, al hacerlo V. E. se estaría pronunciando, siquiera tácitamen- 
te, sobre la procedencia de dicho arbitrio cautelar. V, de acuerdo 
con lo que llevo dicho, ese pronunciamiento, efectuado por la 
Corte Suprema de Justicia, no podría menos de importar una 
especie de prejuzgamiento sobre materia de privativo resorte del 
Senado. 

Lo expresado no significa que deba negarse a la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional el legítimo 
derecho a hacer llegar al Senado una expresión de deseos sobre 
la conveniencia de dicha medida, fundada en la apreciación del 
mencionado tribunal sobre las necesidades del fuero, pues no 
juega a su respecto la objeción antes señalada, que se basa en 
el carácter de intérprete último de la Constitución que inviste 
V. E. 

En mi opinión, por lo tanto, sólo corresponde que de confor- 
midad con lo dispuesto en el art. 40 del Reglamento para la Jus- 
ticia Nacional, V. E. haga llegar al H. Senado, con las salvedades 
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que dejo expuestas, la acordada que en copia corre a ts. 1. Bue- 
nos Aires, 9 de noviembre de 195}). — Ramón La.scano. 

FALLO DF LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de noviembre de 1959. 

Autos y vistos : 

Kn atención a la naturaleza del juicio político que la Consti- 
tución encomienda al H. Senado de la Nación, no corresponde que 
esta Corte Suprema u otro tribunal de justicia formule peticio- 
nes o sugerencias como la que trasmite en el oficio precedente 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
de esta Capital Federal, cualquiera sea la gravedad o impor- 
tancia de la situación que motiva dicho oficio. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se resuelve archivar estas actuaciones. 

Alfredo Orcaz — Benjamín* Villegas 
Basavilraso — Jtllo Oymanarte. 



S. A. ALEJANDRO RIAXCII1 y Cía. Lti.a. v. XATION ARGENTINA 

IMPUESTO A LAS VENTAS, 

En los trabajos de litografía, fotocromía y fotograbado realizados por men- 
ta de terceros, la materia prima principal está constituida por el modelo 
— dibujo, diseño, figura o cuadro — proporcionado por el cliente para su 
reproducción por el impresor. 

En consecuencia, aquellos trabajos no se encuentran gravados por el impuesto 
a las ventas en los términos del art. 1 de la ley 12.14.Í, salvo en los casos 
excepcionales en que la materia prima utilizada por el impresor sea de mayor 
valor o importancia que lo que en ella se inscribe o graba, circunstancia (pie 
debe ser acreditada para justificar la aplicación del tributo y que, en el 
caso, no lo lia *¡ido con respecto al papel de "importación" utilizado por la 
actora. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ff tfuyanthis. I tjn<i!<!«<¡ . 

No afecta el principio de la igualdad ante la ley impositiva la distinción 
invocada por el recurrente, "entre los industriales que realizan trabajos por 
encargos de terceros que proporcionan el modelo al cual deben ajustarse y 
los (pie efectúan idénticos trabajos pero sin ajustarse a ningún modelo y para 
una clientela indeterminada", a los efectos de la exención o del pago, 
respectivamente, del impuesto a las ventas. 

Tal garantía constitucional no impide que la legislación contemplo en forma 
distinta situaciones que considera diferentes; la distinción alegada es razo- 
nable, pues diferencia, a los fines del impuesto, a los impresores que sumi- 
nistran la "materia prima principal" de los que no la proporcionan. 
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Sentencia ukl Jvez Nacional en lo Gontexciosoauministkatlvo 

Buenos Aires, 13 de agosto de I 1 );)!*. 

Y vistos : 

Pura sentencia estos autos caratulados: "Alejandro Hianchi y Cía. Ltda. c./ 
Fiseo Nacional (Dirección General Impositiva) s./ repetición" y 

Resultando : 

I, Que a fs. 1 se presenta la actora, por apoderado, reclamando el papo 
de la suma de $ 311.598,15 m/n., en virtud de considerar que la Dirección Gene- 
ral Impositiva le ha cobrado a su representada, indebidamente, un impuesto a 
las ventas por los trabajos realizados en litografía por aquélla, durante los años 
1048 a 1951, inclusive. 

Dice que el Fisco discriminó arbitrariamente, en aquellos trabajos, los rea- 
lizados con papel importado por su mandante, al que aplica el impuesto a \\\< 
venta?, considerándolo como materia imponible. 

Sostiene que como dicho papel se incorpora a los trabajos de litografía, 
exentos por la ley y la jurisprudencia del impuesto, debe seguir la misma suerte 
de éstos. 

Funda su derecho en la ley de impuesto a las ventas, en el decreto de ><> 
de marzo de 1950 y en la jurisprudencia que cita. 

Para el caso de resolverse desfavorablemente a sus pretensiones, planten el 
caso federal, sustentándolo en los arts. 4<\ 38 y S."i, inc. 2 9 , de la Constitución 
Nacional entonces vigente. 

Pide intereses y costas. 

IT. Que a fs. 11 vta. se libra oficio a la demandada a fin de que remita 
el expediente administrativo correspondiente. 

Que una vez remitidos estos antecedentes, a fs. 1.7 vta. se da vista al Señor 
Procurador Fiscal, y en razón de las constancias de aquéllos, se tiene por habi- 
litada la instancia, por competente el Juzgado y se corre traslado de la demanda. 

1TÍ. Que a fs. 20 se presenta la demandada, por apoderado, y solicita se 
rechace la demanda en todas sus partes, con costas, por estimarla improcedente 
dadas las expresas disposiciones legales aplicadas por su mandante al considerar 
administrativamente el caso planteado. 

Manifiesta que el decreto invocado por la actora y que exime a los trabajos 
de litografía del impuesto, no innova en la materia, por cuanto del art. tí 9 , inc. a), 
párrafo 3 V , de la ley y los arts. 3 V y 27 de la reglamentación, se desprendería 
que si se incorporan al trabajo realizado mercaderías de su propia importación, 
el ejecutante debe oblar el impuesto sobre su importe, salvo una desgravación 
de la Dirección General Impositiva (art. 27). Agrega que, de seguirse otro cri- 
terio, se produciría una irritante desigualdad entre casos como el de autos y el 
importador que sólo importa la mercadería sin trabajarla. 

Considerando : 

1?) Planteada la cuestión de autos como de puro derecho, ya que la única 
prueba ofrecida ha sido el expediente administrativo agregado por cuerda floja, 
debe resolverse pura y exclusivamente teniendo en cuenta las disposiciones de la 
ley y de su decreto reglamentario, vigentes antes de la interposición de la deman- 
da, y con referencia a los años en que se efectuaron las imposiciones que se 
repiten, es decir, de 1948 a 1951 inclusive. 

La demandada sostiene que corresponde la aplicación del impuesto a las 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 223 

ventas, cuando en el trabajo de litografía se incorpore mercaderías que sean de 
importación, basándose en lo establecido en el párrafo 3<\ inc a), del art (¡ 9 
de la ley 12.143. 

Esta argumentación tomada aisladamente, parecería darle la razón, pero para 
la debida consideración de la cuestión de autos, se la debe relacionar con el 
párrafo l 9 de ese mismo inciso y artículo, y con el art. 2* de dicha ley. 

En efecto, el párrafo primero aludido establece u Los productores e indus- 
triales nacionales... en todos los casos en que, aportando la materia prima prin- 
cipal, ejecuten trabajos por cuenta propia o de terceros..." y a su vez el art. 2 V 
dice: "A los efectos de esta ley debo entenderse por venta todo acto (pie importe 
transferencia a título oneroso de una mercadería, fruto o producto del dominio 
de una persona de existencia visible o ideal (vendedor expropiado, locador th> 
obra que suministra la materia prima principal, permutante, etc.) al dominio de 
otra (comprador, expropiante, locatario de obra, etc.)". 

De las disposiciones legales precedentemente transcriptas, surge que la 
teoría de la demandada sería procedente, en el caso de que el litografiado!' o 
locador de obra ponga la materia prima principal, situación que no es la que se 
discute en autos, ya que la jurisprudencia de todos los tribunales nacionales, 
comprendiendo al más alto de todos, han sostenido reiteradamente que en los 
trabajos semejantes al de autos, la materia prima principal es "el dibujo, la 
fotografía o el cuadro que se reproduce y no los elementos sobre los cuales se 
graba". 

Así la Exema. Cámara Nacional en lo Especial (La L*'ft, t. 51, p. 305), por 
mayoría, decidió en un caso de trabajos de grabado que, "no puede sostenerse 
que la madera y la chapa que constituyen el "cliché", objeto final éste del trabajo 
encomendado, constituya la materia prima principal". 

En la misma situación se encuentran los trabajos de litografía y ello explica 
la resolución de la Dirección G. Impositiva de fecha 18 de julio de 1051. en la 
cual se exime del impuesto a las ventas a los trabajos de litografía realizados por 
encargo de terceros; dicha resolución, por su naturaleza jurídica y sus funda- 
mentos, no puede ser considerada como modi ficatori:¡ sino interpretativa y acla- 
ratoria, y, mediante ella, la repartición administrativa ajustó su criterio al 
respecto por la jurisprudencia. 

2?) Debe recordarse que la Corte Suprema de Justicia ha establecido que: 
"La interpretación de las leyes impositivas no puede extenderse más allá de su 
texto y su espíritu a fin de "que su propósito se cumpla dentro de los principios 
de una razonable v discreta interpretación, y, en caso de duda, en favor del 
deudor" (Fallos: 198: 193). 

En ese mismo caso, y en relación directa con una situación muy semejante 
a las de autos, agregó dicho Tribunal que: "En el contrato de impresión no 
puede decirse que haya venta al público, ni precio de venta, aun cuando el 
impresor hava puesto el papel v la tinta, indispensables para cumplir el contrato 
de locación* de obra" y, al glosar el proyecto del P. Ejecutivo Xacional que 
acompañó a la lev, v lo manifestado por el miembro informante de la II. Cámara 
de Diputados de la lación, señaló que: "de los antecedentes expuestos se infiere 
sin esfuerzo que los propósitos del Poder Ejecutivo y del Congreso, que inter- 
vinieron en la formación y sanción de la ley, al usar el vocablo "venta" confluyen 
en el sentido de referirse al contrato de compraventa y no al de locación de 
obra, definidos en la ley común". m 

Por lo expuesto, considérase que no debió la Dirección O. Impositiva hacer 
una discriminación sobre una clase de papel que utilizó la actora para su trabajo 
de litografía, ya que de la lev específica no surge diferenciación de esa natura- 
leza, limitándose dicha disposición a diferenciar si el locador de obra aporta o 
no la materia prima principal para gravarlo solamente en aquel caso. 



224 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Por otra parte, del art. 2^ mencionado se desprende que, al no suministrurse 
por el locador la materia prima principal, o sea, "el dibujo, la fotografía o el 
cuadro que se reproduce", no debe considerarse como venta y, por ende, no debe 
gravarse de acuerdo con lo dispuesto en el art. I 9 de la misma disposición legal. 

3<?) Por último, la argumentación de la demandada de que de no resolverse 
como ella lo sostiene, imponiéndose un impuesto a esta clase de trabajos, se 
cometería una irritante desigualdad en el tratamiento fiscal entre dos importa- 
dores, uno que ejerza la actividad de litografiador y el otro que venda productos 
utilizados en esa actividad es también improcedente, por cuanto el Estado tiene 
facultad para imponer diversas cargas según sea la actividad a que se dedican 
Jas personas, sin que ello involucre una desigualdad, la que realmente existiría 
si, por ejemplo, a dos importadores que realicen trabajos de litografía les aplicara 
a cada uno un impuesto diferente. 

Por estos fundamentos fallo: Haciendo lugar a la demanda promovida por 
la firma "Alejandro Bianchi y Cía. Ltda." y condenando al Fisco Nacional, Di- 
rección General Impositiva, a devolver a aquélla la suma de in$n 311.599,15 
que le cobró indebidamente en concepto de impuesto a las ventas, por los tra- 
bajos realizados de litografía durante los años 1948 a 1951, ambos inclusive, con 
intereses a partir de la lecha de iniciación de esta acción y las costas del juicio. — 
Julio Alberto Dacharry. 

Klxtexcia de i.a Cámara Nacional l>k Apelaciones ex lo Fepehal 
y c'oxtkxciosoadministrativo 

Buenos Aires, 29 de diciembre de 1958. 

Vistos los autos ''Alejandro Bianchi y Cía. Ltda. c./ Fisco Nacional s./ 
repetición'', en los que se ha concedido a fs. 37 vta. recurso de apelación contra 
la sentencia de fs. 30/33. 

El Dr. Gabrielli, dijo: 

No existe discrepancia entre las partes de los hechos, cuyos antecedentes 
obran en l:.s actuaciones administrativas agregadas a los autos principales. Tam- 
poco está discusión si los trabajos de litografía — principal actividad comer- 
cial de la actora— se hallan o no gravados con el impuesto a las ventas, pues el 
Fisco Nación;;! ha aceptado que a la fecha en que los mismos se realizaron estaban 
liberados del tributo cuando se hacían por encargo de terceros. La cuestión se 
plantea respecto de la materia prima importada (papel) que se incorpora al 
trabajo realizado y que la actora sostiene que, al igual que la obra o el producto, 
debe estar exento del impuesto, en contra de lo que afirma el Fisco. 

Para resolver el caso es necesario tener en cuenta ante todo que a los fines 
de la imposición del gravamen los trabajos de litografía por encargo de terceros 
cuando éstos suministran la materia prima principal — según la interpretación 
de la Corte Suprema de Justicia — no se consideran procesos de producción o 
industrialización alcanzados por el impuesto y en consecuencia el producto u 
obra motivo del contrato de locación quedan igualmente exentos del mismo. 

Partiendo de esta base, para llegar a la solución del punto controvertido, es 
conveniente recordar cuáles son las características fundamentales del impuesto 
a las ventas. Sabido es que este gravamen, creado por la ley 12.143, sé aplica 
sobre toda transferencia de mercaderías o productos nacionales o importados 
realizada a título oneroso, en forma que el tributo incida sobre una sola de las 
etapas de que es objeto la negociación. El momento característico del nacimiento 
de la obligación de pagar el impuesto es el de la entrega de la mercadería o 
acto equivalente, excepto que por la naturaleza de los productos motivo de las 
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ventas o las características particulares en que éstas se realizan se hallen eximi- 
das dol tributo. 

Particularizando estos conceptos al caso planteado en autos en seguida que 
si los trabajos de litografía so hallan exentos del gravamen, esa exención debe 
alcanzar también el papel importado que se utilizó en la obra y (pie no había 
pagado el tributo por no haber sido objeto de ninguna transferencia anterior. 
Por otra j>arti\ la Corte Suprema ha declarado ya (pie en asuntos de esta natu- 
raleza el papel no constituye la materia prima principal que contempla la ley 
lf«. re: "Tamhurini c./ Fisco Nacional", sentencia del 22 de octubre último). 

Dentro del concepto fiscal de lo (pie se entiende por venta, cuando la ley 
establece la exención del gravamen en determinados casos no distingue entre 
r\ producto í'inal y sus elementos constitutivos, separando éstos de aquél para 
hacerlos tributar el impuesto. Es lo que ocurre, por ejemplo, con algunos pro- 
ductos como el jabón, dentífricos, vinos, frutas, etc., en los cuales ya sea como 
materia prima o para el condicionamiento o envase de los mismos se utiliza 
material importado (substancias químicas, papel, corcho, etc.) (pie queda com- 
prendido dentro de la exención, porque el impuesto no recae >obre la importa- 
ción — como los derechos de aduana — , sino sobre las ventas; y si éstas no 
están gravadas tampoco deben estarlo esos materiales (pie integran el "producto" 
que es su objeto. 

En consecuencia, en lo que hace al fondo de la demanda, estimo que corres- 
ponde confirmar la sentencia apelada, con cortas. 

En cuanto a la cuestión planleada por el Fisco Nacional relativa :il monto 
(pie el fallo ordena devolver, no puede prosperar por extemporánea, pues nin- 
guna reserva hizo al respecto en ocasión de con test ai- la demanda, quedando ese 
punto al margen de la relación jurídica procesal. 

Considero, en cambio, que la sentencia recurrida debe ser modificada en lo 
que se refiere a los intereses que corresponde liquidar no desde la fecha de ini- 
ciación de la acción, sino desde la fecha de notificación de la demanda, según 
uniformemente lo tiene resuelto la jurisprudencia. 

El Dr. líeredia adhiere por sus fundamentos al voto precedente. 

Por lo (pie resulta de la votación de (pie instruye el Acuerdo (pie antecede, 
se confirma con costas la sentencia apelada de fs. 'M)/'.V.\ en lo (pie han» al fondo; 
y se la modifica en lo que se refiere a los intereses (pie corresponde liquidar 
desde la fecha de notificación de la demanda. Ifonuin //. ff>n(fi<i Alfolio 
R. (¿abrirlU. 

Dictamen dkl Phocthadok Genkkal 

Suprema Corto : 

El recurso ordinario de apelación concedido a fs. .V), es pro- 
cedente dado (pie el monto del agravio, cuya reparación ^c inten- 
ta, supera el límite previsto por el art. '24, inc. <¡ ( \ ap. a), del 
decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional (D. G. I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha asumido 
ante V. E. la intervención que le corresponde (fs. 7:?). Buenos 
Aires, 14 de abril de 1959. — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Alejandro Bianchi y Cía. Ltda. S. A. o 
Fisco Nacional (D. G. T.) s/ repetición ($ 311.599,15 -ni n.)", en 
los que a fs. 55 se ha concedido el recurso ordinario de apelación 
contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Federal v Contenciosoadministrativo de fecha 29 de diciembre 
de 1958. ' 

Y considerando : 

Que la firma "Alejandro Bianchi y Cía. Ltda." demandó a 
la Dirección (¡¡cucral Impositiva por repetición do la suma do 
$ 311.599,15 m/n., percibida indebidamente por dicha repartición 
en concepto de impuesto a las ventas por los años 1948 a 1951, 
inclusive (fs. 1/3). Sostuvo (pie la discriminación formulada por 
la Dilección General Impositiva entre los trabajos de "litogra- 
fía" según se empico en ellos papel nacional o importado, gra- 
vándolos en este último caso con el impuesto a las ventas, pugna 
con la naturaleza de aquellos trabajos, cuyo producto no está en 
el dominio del industrial, y cuya materia prima os suministrada 
por el cliente que encarga el trabajo. La Dirección General Im- 
positiva contestó la demanda (fs. 20/21) y pidió su rechazo, adu- 
ciendo que si bien la Resolución General n 9 245 eximió del tributo 
en cuestión a los trabajos de "litografía" realizados por encargo 
de terceros, tanto el art. (i°, inc. a), párrafo 3 9 de la ley 12.143 
como su reglamentación disponen que el impuesto debe ser apli- 
cado en el supuesto de que se incorporen al trabajo realizado 
mercaderías de propia importación del ejecutante. La sentencia 
de primera instancia (fs. 30/33) hizo lugar a la demanda, con 
costas e intereses desde la fecha de iniciación de ella, fundándose 
en (pie las normas invocadas por la demandada deben relacionarse 
con el párrafo 1* de aquel mismo inciso y artículo y con el art. 2 P 
de la ley de la materia que condicionan la procedencia del grava- 
men al aporte, por parte del productor o locador de obra, de la 
"materia prima principal", caso que no es el de autos. La Cámara 
Federal (fs. 4S 50) confirmó eso pronunciamiento por análogas 
razones, modificándolo en cuanto a los intereses, que declaró pro- 
cedentes desde la fecha de la notificación de la demanda. Contra 
esta ultima sentencia el apoderado de la Dirección demandada in- 
terpuso recurso ordinario de apelación, que es procedente desde 
el punto de vista formal con arreglo a lo dispuesto por el art. 24, 
inc. 6, ap. a), del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467). 



UE JUSTICIA DE LA NACION 



227 



Que esta Corte tiene decidido, en un caso análogo al presente 
— Fallos: 242: í)f)— , 4 4 que en los trabajos de litografía, fotocro- 
mía y fotograbado, realizados por cuenta de terceros, "la materia 
prima principal" está constituida por el modelo — dibujo, diseño, 
figura o cuadro — proporcionado por el cliente para su reproduc- 
ción por el impresor" y que, por consiguiente, aquellos no se en- 
cuentran gravados por el impuesto "a las ventas" en los términos 
del art. 2* de la ley 12.143. 

Que si bien el Tribunal declaró, en el mismo caso citado, que 
el principio reconoce la excepción fundada en que la materia pri- 
ma utilizada por el impresor sea de mayor valor o importancia 
de lo que en ella se inscribe o grabe, no es menos exacto que esa 
circunstancia no ha sido acreditada en estos autos con respecto 
al papel de "importación" utilizado por la parte actora. 

Que, en esas condiciones, forzoso es concluir que las modali- 
dades del caso no autorizan a apartarse de la doctrina recordada 
en el segundo considerando. 

Que en cuanto al agravio consistente en que la sentencia re- 
currida afecta la garantía de la igualdad ante la ley impositiva, 
el Tribunal se remite a los argumentos enunciados en el conside- 
rando H 9 de la citada sentencia, los que se dan por reproducidos 
brvvitat'is cansa. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 49/50 en lo que ha sido materia de 
recurso. Las costas de esta instancia a caigo de la demandada. 

Alfukdo Okcaz — Benjamín* Villegas 
Basavilbaso — Luis María Boffi 
Boggero. 



NACION' AKíiKXTIN A v. KDT AKDO VKLKZ CARRANZA — sivksión— 

RFA'l'RSO OliDIS A RIO DE A PEI.AC I O S : Trrcrru instnnria. ( irnmdidades. 

No se sustenta en un verdadero interés jurídico el agravio de la Nación, 
actora en un juicio (le expropiación, si su reproentante ha admitido (pie la 
valuación del terreno y del edificio - excluida la deducción en concepto de 
disponibilidad— excede la suma l'ijada por aipiel concepto en la sentencia 
apelada 

EXPIiOÍ'I AC i(>.\ : ludcwui\*u -inu. I >(t rnttimtdón <U¡ rular rral. \'tilnr de la 
tierra. 

No corresponde aplicar el coeficiente de disponibilidad en el caso de inmue- 
bles ocupados por terceros con derecho a ello. 
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EXPROPIACIOX : Provrdimiruto. Prowdhnit uto judicial. 

No correspondí 1 considerar, en un juicio de expropiación, lo atinente a la 
aplicación del impuesto a las ganancias eventuales, tanto mas cnanto que el 
punto no puede decidirse sin intervención del organismo fiscal respectivo; 
y ello, sin perjuicio de que el interesado plantee la procedencia de su apli- 
ca bilidad por la vía pertinente. 

HOXORARIOS DE AHOGADOS Y PROCURADORES. 

VA arancel de abogados y procuradores no es de aplicación en los juieios de 
expropiación, sino como elemento refereneial. 

EXPROPI ACIOX : Indt mui.arión. Determinación del valor reaL Generalidades. 

Ks improcedente la pretensión de que la indemnización a fijarse en defini- 
tiva, en el juicio expropia torio, deba ajustarse con arreglo a la depreciación 
sufrida por la moneda desde la fecha en que tuvo lugar el desapropio. 
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Buenos Aires, 20 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: kA La Nación <•/ Sucesión Veloz Carranza, 
Fduardo s/ expropiación", en los que a fs. 198 vta. se lian con- 
cedido los recursos ordinarios de apelación contra la sentencia de 
la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Contencioso- 
adniinistrativo de fecha 13 de junio de 1958. 

Y considerando : 

Que el presente juicio de expropiación se refiere al inmueble 
sito en la calle Maipú 426/428 de la Capital Federal, con una su- 
perficie de 243,90 nr., chvunscripción 14, sección Ira., manzana 
13, parcela 28, del que si» tomó posesión el 19 de diciembre de 1950 
(fs. 25). El Tribunal de Tasaciones valuó el inmueble expropiado 
en la suma de f 1.091.5)70 ni/n., inclusive mejoras, previa deduc- 
ción de $ 363.990 m, n. en concepto de disponibilidad (fs. 157/158). 
El juez de primera instancia desechó la aplicación del coeficiente 
de disponibilidad y fijó la indemnización a pagarse al expropiado 
en la suma de $ 1.097.550 m/n., coincidentc con la estimada por 
aquel en su escrito de contestación a la demanda, imponiendo las 
costas a la adora (fs. 174/176). La Cámara confirmó dicho pro 
nunciamiento en lo principal, modificándolo en cuanto al curso 
de los intereses (fs. 194/196). 

Que contra esta ultima sentencia interpusieron recursos de 
apelación la actora a fs. 196 vta. y la demandada a fs. 198, los 
que fueron acordados a fs. 198 vta. y son procedentes con arreglo 
a lo dispuesto por el art. 24, inc. 6 P , apartado a) del decreto-ley 
1285/58 (ley 14.467). 
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Que la parto actora se agravia porque: l 9 ) So prescindió do 
computar ciertos antecedentes de ventas que hubiesen justificado, 
como valuación del terreno y edificio expropiados en autos, la su- 
ma do $ l/2f)f).f)43,f>4 in/n., deduciendo de ésto el coeficiente do dis- 
ponibilidad (fs. 192), lo que importaría la suma de $ 878.8K0,r>4 
m/n. 2 9 ) Xo se practicó deducción do coeficiente de disponibilidad 
u ocupación (ver memorial do fs. lí)0/lí)3, al que so remito el Sr. 
Procurador General en su prosentateión do fs. 201]). La demanda- 
da, por su parte, concreta ante el Tribunal los siguientes agravios: 
V } ) No se incluyó, en la condena, la suma que se vio obligada a 
abonar en concepto do impuesto a las ganancias eventuales ($ 
79.(5(55 m/n., ver fs. 71 y 76 vta.) ; 2 9 ) Los honorarios profesionales 
de su letrado-apoderado fueron regulados al margen de la res- 
pectiva escala; 3 9 ) La indemnización no fué actualizada tenién- 
dose en cuenta la desvalorización de la moneda. 

Fu cuanto a los agravios de la actora : 

Que el primer agravio do la actora no so sustenta en un 
verdadero interés jurídico, desdo que, como lo señala el tribunal 
a <pio, la suma indicada a fs. 192 como valuación del inmueble 
de la callo Maipu 42(5/28 excedo la do # 1.0J)7.r>¿)0 m n. fijada por 
la sentencia do primera instancia con arreglo a la estimación 
formulada a fs. 32 35 por el representante do la expropiada. En 
consecuencia, se lo rechaza. 

Que también debe rechazarse el agravio consistente en que 
procede aplicar el coeficiente do disponibilidad, en virtud de las 
razones expuestas por esta Corte en Fallos: 231: 707 y otros, a 
las (pie se remito breviiatis causa. 

Fu cuanto a los agravios del demandado: 

Que, según lo ha decidido esta Corte en diversas oportuni- 
dades (Fallos: 239: 73 y 110; 242: 38!) y otros), no corresponde 
considerar en el juicio de expropiación lo atinente a la aplica- 
ción del impuesto a las ganancias eventuales, tanto mas cuanto 
(pie el punto no puedo decidirse sin intervención del organismo 
fiscal respectivo; y ello, sin perjuicio de» que el interesado planteo 
la procedencia de su nplicahilidad por la vía pertinente. 

(¿no con respecto al segundo agravio, es jurisprudencia del 
Tribunal que el arancel de abogados y procuradores no es de 
aplicación en los juicios de expropiación sino como elemento refe- 
rencial, por lo que, estimándose justas las regulaciones practi- 
cadas por el tribunal a quo, se las confirma. 

Que lo atinente al ajuste de la indemnización a la deprecia- 
ción monetaria, ha sido objeto de pronunciamiento adverso a la 
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pretensión del recurrente en el caso de Fallos : 241 : 73, cuyos fun- 
damentos se dan aquí por reproducidos. 

Por ello, se confirma la sentencia de fs. 11)4/196 en todo lo 
que ha sido objeto de los recursos de apelación. Costas de esta 
instancia por su orden. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Ahistóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Luis María Bokfi Boggero. 



i 

MAK1A ECíiEXI A DE ELIAS m- KODK KrTKZ i.k la TOHRE 

Jlli/LACIOS DE EMPLEADOS A". I (IOS. I LES : J ululaciones. Determinación 
del monto. 

El nrt. 5 del decreto 1 1 .001/55, reglamentario del art. X\ de la ley U..*70, 
no condiciona la computabilidnd de los viáticos percibidos por los agentes 
fiel Estado al hecho de que, como tales, se asigne una suma fija no sujeta a 
rendición de cuentas; sólo exige que los aludidos importes hayan sido liqui- 
dados en forma habitual y permanente y en razón de h»s caraos desempeñados. 
En consecuencia, si la actora, durante los años 15)50 a 1055 y en el desempeño 
del cargo de Inspectora de la Dirección General de Enseñan/a Técnica del 
Ministerio de Educación, percibió diferentes importes en concepto de com- 
pensación de gastos (viáticos), tiene derecho a que le sean computados a 
los fines de la determinación de su haber jubilatorio. 

DlCTAMKN l'K I.A ASESOKÍA LliTRADA 

Adoptado como resolución por el Directorio del Instituto Sacional 

de P re v is i ó n S o e i a l 

Señor A seso r: 

Ea Caja Nacional de Previsión para el Personal del Estado resolvió ( fs. 24) 
desestimar la computación de los viáticos percibidos por doña María Eugenia 
de Elias de De la Torre mientras se desempeñó en la Dirección Técnica del 
Ministerio de Educación y Justicia, por considerar que su situación no encuadra 
en las disposiciones estatuidas por el art. 5'> del decreto 11.001/55 y en mérito 
a lo resuelto en el expediente de don Armando Agustín Lavorato. 

El presente caso difiere del antecedente citado, ya que en aquél las sumas 
cuya computación se solicitaba estaban caracterizadas por su habitual i dad y la no 
obligación de rendir cuentas, mientras que los importes detallados a fs. 20/1 
fueron pagados "sobre la base de las rendiciones de cuentas efectuada* v las 
miomas se ajustan a los importes reales percibidos", según informe suministrado 
por el Ministerio de Educación y Justicia a fs. 2.T. 

De ello se desprende (pie los viáticos percibidos por doña María Eugenia de 
Elias de De la Torre no constituyeron un aumento de sus remuneraciones, sino 
que sólo compensaban el gasto que le ocasionaba el desempeño de sus tareas. Por 
ello estimo que tales sumas no están encuadradas en lo dispuesto por el art. 5v 
del decreto 11.001/55. 

Cabe agregar además, que la Corte Suprema de Justicia de la Nación en 
sentencia de fecha 20 de setiembre de 1057 recaída en el expediente G42.737-CPC, 
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de Gandolfo Antista, declaró que no son computubles los viáticos a los efectos 
jubilatorios, en t¡mto estén sujetos a rendición de cuentas. 

En mérito n lo expuesto procedería se continuara la decisión de fs. 24. 
Huenos Aires, lí) de diciembre de 1957. 

Señor Presidente: 

De conformidad con el dictamen que antecede, sería procedente que el Direc- 
torio del Instituto Nacional de Previsión Social adoptara la siguiente resolución: 

Confírmase la decisión de la Caja Nacional de Previsión para el Personal 
del Estado ( fs. 24), por la cual se desestima la computación de los viáticos 
percibidos por doña María Eugenia de Elias de De la Torre, como inspectora 
de la Dirección Técnica del Ministerio de Educación y Justicia, en virtud de no 
hallarse los mismos encuadrados en lo dispuesto por eí art. del decreto 11.001/ 
55. 20 de diciembre de 1957. 

Dk'tamkn pki. Pitorra a i »ou Gknkkai. dki. Trabajo 
Excma. ('amara : 

A la recurrente se le otorgó el beneficio de jubilación ordinaria bajo el 
régimen de la ley 4349, a raíz de servicios prestados en el Ministerio de Educa- 
ción, romo personal docente, desempeñando en los últimos año*, el cargo de Inspec- 
tora Técnica — fs. 0- . 

Al efectuarse la respectiva liquidación y cómputo, a los efectos de fijar 
el haber jubilatorio, no se tomó en cuenta el importe de los viáticos recibidos 
en los últimos cinco años en el ya antedicho carácter, lo que dió motivo, para 
que a fs. 19. se solicitara la inclusión de los mismos en aquel cómputo, con- 
forme a la planilla de fs. 20 y lo que al respecto dispone el decreto 11.001/55, 
en el art. ">*•', solicitud (pie fué denegada por resolución de fs. 24, a mérito 
de lo decidid») en el caso " Armando Agustín Lavorato", en el que se estimó, 
que no son computables los importe* percibidos en el expresado concepto, (Miando 
signifiquen compensación o reintegro de gastos efectuados, de cuyo carácter, 
participaban los reclamados por la peticionante, según informe de fs. 23. 

Esta decisión, fué confirmada por le Instituto Nacional de Previsión Social 
-fs. 34 vta. — a mérito de lo aconsejado por la Asesoría Letrada — fs. 33 — siendo 
ello, lo que ha provocado la interposición del recurso legislado en el art. 14 de 
la ley 14. 230, fundado en los razonamientos que luce el escrito de fs. 38/39, 
que en cuanto a su forma, a mi entender, reúne los requisitos exigidos para :*stos 
casos, por la doctrina y jurisprudencia para considerarlo procesalmente viable, 
en cuanto, »e invoca y demuestra, (pie sv ha mal aplicado en la especie, las 
pertinentes disposiciones del Decreto 11.001/55 ya citado. 

En cm-nto a lo (pie constituye materia del recurso intentado, coincido con 
l;i tesitura del apelante. 

Tanto la Caja, como el Instituto, fincan la razón de la denegatoria, en la 
circunstancia, de (pie las sumas, cuya computación se peticiona, responden a una 
compensación de gastos efectuados en el desempeño de larcas, no incrementando 
por ello, la remuneración asignada y percibida. 

En mi concepto, se hace hincapié en un hecho, que el Decreto 11.001/55-no 
exige, aplicándose un criterio análogo, al (pie priva en materia laboral v en los 
Decretos 31.005 y 33.302, que contemplan una situación distin'a. precis-mientc 
en orden, a las diferentes normas que regulan el caso presente y los que puedan 
presentarse por acogimiento a aquellos cuerpos legales. 

A raíz de la sanción de la ley 14.370, cuyo art. 33, autorizó la computación 
de adicionales, bonificaciones, suplementos y complementos de asignaciones, a 
los efectos de determinar el haber de pasividad de los agentes al servicio del 
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Estado, el 1\ E. dictó el Decreto 11.001 do fecha 12 do julio do 1955, publicado 
en el Boletín Oficial el día 15 del misino mes y año, por el que se dispuso, que 
los servidores públicos comprendidos en regímenes del Instituto Nacional de 
Provisión Social, podían adicionar a sus sueldos, los importes percibidos en 
concepto de bonificaciones por costo do vida, en virtud do lo roblado por los 
decretos 7025/51 ; (¡000/52 y (>0I!> 52, sobre los que no se hubieren efectuado 
aportes jubila torios, en razón de su propia naturaleza. 

El arl. 5" dispuso que: "Iguales procedimientos (pie los establecidos por los 
artículos precedentes y para los mismos redímenos provisionales a (pie esas 
disposiciones se refieren, serán aplicados con respecto a los importes acordados 
a los aírenles al servicio del Estado, en concepto do compensación por las ero- 
(¡aviones que les t>riffinan sus respectivas f naciones, siempre que tales importes 
hatfan sido hq nidadas en forma habitual // permanente y en razón de los can fas 
que aquéllos hubieran desempeñado". 

Resulta claro, pues, do los propios términos del artículo, que las sumas 
computahlos a los efectos de determinar el haber jubilatorio, deben ser aquéllas 
(pie hubieren importado una compensación de gastos originados por el desempeño 
de la función, a condición de (pie so hubieren liquidado en forma habitual y 
permanente y como consecuencia de la misión encomendada. Estas pues son las 
únicas condiciones (píe exige el Decreto para la computación a los linos do fijar 
ol monto jubilatorio. El requisito que exige ol Instituto, no figura en ol articulado 
del Decreto, ol cual no requiere que el viático haya significado un aumento de la 
remuneración, sino una compensación do las erogaciones que originan la función 
respectiva, con tal (pie asuman ol carácter de habitual y permanente, vale decir, 
(pie la circunstancia en que so apoya el Instituto, para denegar la computación, 
es precisamente, ol motivo determinante del reconocimiento del derecho impe- 
trado por la recurrente, si como consta en autos, las sumas abonadas, responden 
a gastos o lectiva mente efectuados, previa rendición do cuentas — f's. 2." i — y (pie 
son los (pío ol art. 5'-' ordena computar. Com pensar en este caso, implica resarcir 
o devolver lo que el servidor del Estado ha desembolsado de su peculio, a fin do 
(pie el sueldo asignado, no so vea disminuido en su cuantía, a raíz del ejercicio 
y modalidad do la función desempeñada, lo que por otra parte y bajo ciertos 
aspectos, significa también un incremento o equilibrio del sueldo, toda vez, que 
éste no aparece menguado, en la parte que so debió gastar, para cumplir con la 
misión encomendada. 

El cargo <pio desempeñara la recurrente — Inspectora do la Dirección General 
do Enseñanza Técnica del Ministerio do Educación de la Xación — exige des- 
plazamiento y movilidad fuera de la sedo del empleador y los gastos (pie ello 
requiero, son los (pie so lo compensan, cada vez que las necesidades do la fuñeión 
lo requieran, siendo ello, lo (pie tipifica el carácter do habitual y permanente a 
(pie *e refiere el art. 5* del ya mencionado Decreto. Si so trata do compensación 
o resarcimiento do importes real y efectivamente gastados, adquieren aquellos 
caracteres, por la sola circunstancia de haberlos realizado, cada vez que el ejer- 
cicio do la función ha obligado a un desplazamiento hacia lujaros ubicados fuera 
de la sede del local donde ol servicio se presta. 

El error en (pie ha incurrido ol Instituto radica, en equiparar esta situación, 
a la (pie impera en la relación laboral, por aplicación do lo dispuesto en ol art. 2^ 
del Decreto 'A'A.'MV*. Do ahí que el caso "Antista (íandolfo" resuelto por la Corto 
Suprema de Justicia de la Xación — Ka líos: 2.J8 : 555 — citado por el Señor 
Asesor Iiotrado a fs. M, no guarde ninguna relación o conexidad con el que 
ahora os materia de juzgamiento, pues, en ese precedente, dijo el alto Tribunal 
(pie "con arreglo a lo dispuesto en el art. I.'i del Decreto .'51.005, cuno alcance, 
respecto a los viáticos ha nido dttdo por el art. 2° del Decreto-ley 33.302, los viá- 
ticos percibido^ por el empleado u obrero, do los (pie rinde cuenta al empleador, 
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no integran la remuneración tolnl v deben ser deducidos para el cómputo de 
ésta". 

La Corte Suprema lo decidió así, en presencia de una norma terminante, co- 
mo lo es la del art. 2 ,} del Decreto '.Y.\.'MY2 que excluye del concepto "remune- 
ración", a la parle de viáticos, lo abonado en concepto de resarcimiento por gastos 
comprobados y realizados por el empleado u obrero, pero, este principio, no fun- 
ciona con igual electo, respecto a los servido] es del Kstado, a mérito, precisamente, 
de la exislencia de una disposición expresa, como lo es la del art. del Decreto 
1 1.001 /f)f), (pie ordena lo contrario, al establecer, (pie se computará a los efectos 
de determinar el baber juhilalorio "los importes acordados a los agentes al 
servicio del Kstado, en concepto de compensación por las erogaciones que les 
originan sus respectivas funciones..." vale decir, (pie respecto a estos servidores 
se incluye, el rubro que excluye el Decreto X\.'M)'>, para los empleados u obreros 
comprendidos en el mNino, o sea lo efectivamente gastado, en ocasión del desempeño 
de su respectiva función. 

Por estas razones es que aconsejo a Y. E. declarar procedente el recurso 
interpuesto, revocando, consecuentemente, la resolución recurrida. Despacito, 2 
de julio de lí)f>S. — \ictor A. Su redo (¡nulls. 

Skntknua i>k i. a C\.\iAif\ Nacional i>i-: Ai'i;i.a<'ionks m-;l Tkahajo 

En la Ciudad de Rueños Aires, a los trece días del mes de octubre de I05S, 
reunida la Sala I" de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo para 
dictar sentencia en los autos: "De La Torre Marín Kugenia de Klías s 7 Jubila- 
ción" y de acuerdo a la correspondiente desinsaculación se procede a votar en el 
siguiente orden : 

El Doctor Watt i, dijo : 

Por los fundamentos sustentados en el dictamen del Señor Procurador (Jc- 
neral del Trabajo ( Is. 44/40). <l Uí> ' l( l ui P m ' reproducidos, voto por la revo- 
catoria de la resolución dictada a fs. ;i4 vta. 

Los Doctores Kebullida y Eisler: por los mismos fundamentos, adhieren al 
voto que antecede. 

A mérito de lo que surge del presente acuerdo, el Tribunal Resuelve: K evocar 
la resolución dictada a fs. !M vta. — Jonje A. F. Rut ti. — Osvaldo F. Rebullida, 
Carlos It. Fisler. 

Dictamen del Pitocr mador General 

Suprema ( 1 orto : 

K\ recurso extraordinario concedido a fs. fn$ es procedente, 
toda vez (pío lia sido cuestionada en autos la inteligencia do 
normas que revisten carácter federal y la decisión definitiva del 
superior tribunal de la causa lia resultado adversa a las pretcn- 
siones del apelante. 

Kn cuanto al fondo del asunto, estimo (pie los fundamentos 
en que so apoya la sentencia apelada hacen procedente su con- 
firmación en cuanto pudo ser materia del recurso. Buenos Aires, 
25 do febrero do 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 20 de noviembre de 1950. 

Vistos los autos: "Rodríguez do la Torre, María Eugenia 
de Elias de s./ jubilación", en los que a fs. 53 se lia concedido 
el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Na- 
cional de Apelaciones del Trabajo de techa 13 de octubre de 1958. 

Considerando : 

Que el recurso es procedente, porque en la causa se ha cues- 
tionado el alcance de una norma de carácter federal (art. 5 9 del 
decreto 11.001/55, reglamentario de la ley 14.370) y la decisión 
es adversa a lo pretendido por el apelante con fundamento en 
esa norma (art. 14, inc. 3 9 , ley 48). 

Que la Caja Nacional de Previsión para el Personal del 
Estado otorgó a doña María E. de Elias de Rodríguez de la Torre 
el beneficio de la jubilación (ley 4349) por los servicios pres- 
tados en el Ministerio de Educación (fs. 16 vta.). Atento a que, 
para determinar el haber jubilatorio, no se le computaron los 
importes (pie en concepto de viático percibió durante los cinco 
últimos años de su desempeño como Inspectora de la Dirección 
de Enseñanza Técnica, solicitó el correspondiente reajuste (fs. 
19), acompañando, al efecto, las planillas en que se especifican 
tales importes (fs. 20 y 21). La Caja desestimó el pedido (fs. 
24), por entender que él no se hallaba autorizado por el art. 5 P 
del decreto 11.001/55. Ksta resolución — confirmada por el Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social (fs. 34 vta.) — fue dejada sin 
efecto por el tribunal a quo (fs. 48) eu virtud de los fundamentos 
dados por el Señor Procurador (Jeneral del Trabajo (fs. 44/46), 
quien opinó (pie la computabilidad de los viáticos en cuestión 
resulta de los propios términos del art. 5 9 del decreto 11.001/55, 
distintos a los del art. 2 9 del decreto-ley 33.302/45, (pie fijó el 
alcance de lo establecido en el art. 13 del -decreto-ley 31.665/44, 
y a base de los cuales esta Corte si» pronunció en el caso "Antista 
Gandolfo" (Fallos; 238: 555). Por ello, este precedente no es 
invocable — a su juicio — para la solución de la causa. 

Que, contra la decisión apelada, el Instituto Nacional de 
Previsión Social se agravia por entender que el art. 5 9 del decre- 
to 11.001/55, en cuanto autoriza la computación de los importes 
percibidos en concepto de compensación de gastos, excluye el 
supuesto en que los viáticos estén sujetos a rendición de cuentas 
y sólo comprendería los casos en que no existiese esa obligación ; 
es decir, cuando el agente reciba una suma fija, determinada e 
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invariable y no un importo que varíe en función do los gastos 
efectivamente realizados. 

Que do lo relacionado surge que la cuestión a resolver con 
siste en la determinación del alcance del art. 5° del decreto 11.001/ 
55, reglamentario del art. 33 de la ley 14.370; disposición esta 
que, a los efectos de establecer el haber de pasividad de los 
agentes al servicio del Kstado, autoriza la computación de adi- 
cionales, bonificaciones, suplementos y complementos de asigna- 
ciones, sea cual fuero su denominación. Kn lo que interesa al 
caso stth era m ine — viáticos — , el citado art. 5 o estatuye» (pie serán 
computables, a los efectos de referencia, los importes acordados 
a los agentes del Kstado "en concepto de compensación por las 
erogaciones que les originan sus respectivas funciones, siempre 
que talos importes hayan sido liquidados en forma habitual y 
permanente y en razón de los cargos que aquéllos hubieran des- 
empeñado". Este texto no condiciona la eomputabilidad de los 
viáticos al hecho de que, como tales, se asigne una suma fija no 
sujeta a rendición de cuentas, según lo pretende el recurrente; 
sólo exige que los aludidos importes hayan sido liquidados en 
forma habitual y permanente y ni razón de los cargos desempe- 
ñados. De estas actuaciones resulta (planillas de fs. 20 y 21) que 
la aetora, durante los años 1950 a lí)55 y en el desempeño del 
cargo do Inspectora de la Dirección General de p]nscñanza Téc- 
nica del Ministerio do Educación, percibió diferentes importes 
en concepto de compensación de gastos (viáticos), lo que basta 
para (pie lo asista derecho a que le sean computados a los finos 
do la determinación de su haber jubilatorio. 

Que, como lo señala el Señor Procurador General del Traba- 
jo (fs. 46), no es aplicable al caso lo resuelto por esta Corte en 
Fallos: 238: 555, donde so interpretó un texto legal distinto (art. 
2 9 del decreto-ley 33.302/45, (pie fijó el alcance del art. 13 del 
decreto-ley 31.665/44, relativo al régimen de provisión para el 
personal del comercio, actividades afinos y civiles), el cual esta- 
blece que: "A los efectos del presento decreto-ley se entiendo 
por 4 4 sueldo" o 4 'salario" a toda remuneración do servicios en di- 
nero, especies, alimentos, uso de habitación, comisiones, propina* 
y viáticos, excepto en la parte efectivamente gastada con com- 
probantes. . . ". 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia 
del recurso. 

Alfiíkdo Oiíc.az — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aiúoz i>k Lamaim{ii> — Luis Ma- 

1UA BOFTI BOOOEHO. 
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MARIO A MOSTO AYOS 

JURISDICl IOS ) VüMPKTKSriA: Quiebra. Fuero <lr atracción. 

Si A deudor solicitó convocatoria do acreedores el 30 de diciembre de 1958 
ante un juzgado de comercio de la Capital Federal, donde tiene su domicilio 
y se encuentra inscripto como comerciante, .en tanto (pie los acreedores se 
presentaron pidiendo la quiebra del primero el f) de febrero de 1959 y 16 
del mismo mes. ante la justicia de Mar del Plata, Provincia de Huenos Aires, 
corresponde conocer del juicio universal al juez nacional en lo comercial de 
la Capital, pues la fecha de la presentación del deudor -anterior a la de 
los acreedores-- determina la competencia del magistrado que debe intervenir. 



Dicta m ex del Procukadok General 

Suprema Corto : 

So trata do decidir cuál os ol juzgado competente para inter- 
venir en autos. El Juez Nacional en lo Comercial de la Capital 
Federal considera que es a 61 a quien corresponde entender en 
ellos, en razón do que el deudor solicitó en esta Capital convo- 
catoria con anterioridad a la quiebra pedida por sus acreedores 
ante la justicia ordinaria de la ciudad de Mar del Plata; encon- 
trarse inscripto como comerciante desdo el 11 de agosto de 1941 
en el Kegistro Público de Comercio de la Capital Federal, según 
se desprende del certificado corriente a fs. 17; y estar domici- 
liado en esta Capital. El magistrado provincial, a su vez, sobre 
la base de la declinatoria planteada por el deudor — que a su 
juicio, y cualquiera sea ol resultado final a tal respecto, impide 
el planteamiento posterior de la cuestión de competencia por vía 
de inhibitoria, como se ha hecho en autos — decide declararse 
competente en los pedidos de quiebra a que se refieren los expe- 
dientes agregados 7.410 y 5.070, hasta tanto se resuelve dicha 
declinatoria. 

Opino que la solución correcta es la primera. En conflictos 
como el presente, la fecha de presentación iniciando el pertinente 
juicio universal es fundamental; y como de las respectivas cons- 
tancias se desprende que mientras el deudor solicitó convocato- 
ria de acreedores el 30 de diciembre de 1958, los interesados que 
se presentan en los expodientes mencionados pidiendo la quiebra 
de aquel lo hacen recien el 5 do febrero de 1959 (exp. n 9 5070) y 
el 16 del mismo mes (exp. n 9 7410), respectivamente, me parece 
claro que la fecha de la presentación del deudor — anterior a la 
de los acreedores — determina la competencia del magistrado que 
debe intervenir. 

Xo modifica tal conclusión la circunstancia puesta do mani- 
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Tiesto por el Juez do Mar dol Plata oh el sentido de que el deudor 
no habría podido plantear cuestión de competencia por inhibitoria 
una vez utilizada la otra vía, no sólo porque a mi juicio uo se 
trata ele una declinatoria formalmente planteada, sino porque ol 
propio deudor — seifún lo destaca en el cap. VII de su escrito de 
ts. 1S (exp. u 9 7410) — pone en conocimiento del juzgado que 
plantearía de inmediato la correspondiente inhibitoria ante el 
magistrado que entiende en el juicio de convocatoria de acree- 
dores, como efectivamente lo hace poco después (ver escrito de 
Is. 20 del principal). 

Kn tales condiciones, considero que la presente contienda 
debe ser resuelta a favor de la competencia del Juzgado Nacional 
de Primera Instancia en lo Comercial n 9 (5 de la Capital Federal. 
Buenos Aires, 21 de setiembre de IDóí). — Ramón- Lascano. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 20 de noviembre di* lt)f)í). 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor Pro- 
curador General, se declara (pie el Sr. Juez Nacional en lo Co- 
mercial de la Capital Federal es el competente para conocer del 
juicio de convocatoria de acreedores promovido por Mario Arios- 
1o Ayos. Remítansele los autos y hauase saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez en lo Civil y Comercial de Mar del Plata. 

Alfredo Oh<;az — Benjamín Ytelecas 
Basavilbaso — Aristón feo D. 
Akáoz de La Madrid — Lris Ma- 
ría Boffi Bo<h;eko. 



NACION ARíiKNTINA v. S. lí. L. INIM'STRIAL I-MNANC1KRA AERICOLA 

(i ANADHR A "S. 1. V. A. G." 

hXI* ROI 1 ] AC I O A ; l Hrfennti :a< ion . / >rti rumiación del valor mil. Valor tJr ¡a 
1 ierra. 

En mérito a la evolución visiblemente proirrosix a do los precios obtenidos 
en la venta do lotos contiguos :\ las dos fracciones expropiadas, correspondo 
confirmar la sentencia que no admito la deducción dol 2 1 ¿ c ' ( (pie el Tribunal 
do Tasaciones practica en concepto do riesgo inherente a las operaciones de 
compraventa dol tipo do las cotejadas en los autos ni el descuento en concepto 
de "venta conjunta". 
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EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor reaL Valor d* la 
tierra. 

Corresponde aceptar el precio unitario a que arriba la sentencia de la Cámara 
sobre la base del informe del Tribunal de Tasaciones, si no se proporcionan 
motivos suficientes para apartarse de las conclusiones de esc organismo con 
respecto al tipo de interés computable a fin de determinar el coeficiente de 
corrección por forma de pago. No aparece fundado el argumento del recu- 
rrente acerca de la contradicción que señala entre el criterio del cuerpo téc- 
nico y el utilizado por el Fisco a los fines impositivos, pues la presunción 
prevista por el art. (¡8 del decreto 6188/52 que invoca, aparte de responder 
a razones y finalidades diversas a las consideradas por el Tribunal de Tasa- 
ciones, no induce, en modo alguno, que el interés computado por aquél sea 
inequitativo o irrazonable. 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. Valor de la 
tierra. 

Corresponde confirmar la sentencia que, para estimar el valor de la tierra, 
establece un descuento en concepto de interés del capital invertido, fundada 
en la inmovilización a que éste hubiera quedado sometido durante el lapso 
que insumiría la realización de los lotes expropiados. No obsta a ello que, en 
el caso, la demora en la venta hubiera quedado compensada con el mayor 
precio que se habría obtenido — dado la manifiesta progresión comprobada 
en los valores de la tierra objeto del juicio — , porque a la formación de 
este aumento habrían concurrido circunstancias sobrevinientes a la fecha de 
la toma de posesión, que es el momento que debe tenerse en cuenta para 
establecer la indemnización. 

EXPROPI ACION : Indemnización. Determinación del valor reaL Valor de la 
ti ierra. 

Corresponde confirmar la sentencia que, al establecer el valor de la tierra 
expropiada, admite la deducción de los gastos de venta y propaganda, si no 
se ha acreditado en la causa que aquéllos no son soportados por el propietario. 

CONSTITUCION NACIONAL: Constitucionalidad e inconstit ucionalidad Leyes 
nacionales. Administrativas. 

El art. 28 de la ley 13.264, en cuanto distribuye la carga de las costas entre 
ambas partes, cuando la indemnización fijada en la sentencia no excede la 
suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta y la reclamada, no 
es violatorio de las garantías constitucionales de la igualdad ante la ley y 
del derecho de propiedad. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Tercera instancia, Juicios en que 
la Nación es parte. 

Si las costas del juicio de expropiación deben pagarse en el orden causado, 
no corresponde pronunciarse sobre el monto de los honorarios regulados a 
los profesionales de la parte demandada. 
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SKNTKNCIA 1»KL Jvkz Fki>kral 

Y vistos . 

Estos autos caratulados Fisco Nacional contra Sociedad Industrial Financiera 
Aerícola Ganadera "S. I. F. A. (}" Ltda., sobre expropiación" (Expte. 298(5, A ), 
(|ue se encuentra en estado de dictar sentencia y de los que 

Resulta : 

I) Que ¡i fs. :\Q y 138 el Señor Procurador Fiscal, por la Nación, promueve 
demanda contra la Sociedad Industrial Financiera Agrícola Ganadera S.I.F.A.G. 
de Responsabilidad Limitada, o quien resulte propietario, sobre expropiación 
de dos tracciones de terreno, situadas en Caseros, Partido de San Martín, 
de esta Provincia, con una superficie, la primera, de 1 10.017,09 ni-, y circuns- 
cripta por los siguientes límites: sobre la línea municipal Este de la calle Villarino 
y a partir del mojón II, con ángulo interno de 149", '22', 10", y hacia el S. E. 
una recta II. (í. de 100 nis.; desde el mojón (i. con ángulo interno de 91", 40', 50". 
con rumbo N. E. una recta G. F. de 403,97 m. basta el mojón F., donde la línea 
sigue con ángulo interno de 184", 47 minutos, 35 segundos en una extensión de 
|0. r ),0f) ni. hasta el mojón Z. ; desde aquí con ángulo interno de 53", 14', 5" sigue 
hacia el oeste en una extensión de 22.'!,í)0 m. de cuyo extremo oeste continúa con 
ángulo interno de ISO", 1:V en una longitud de 17S.-J0 que se continúa con ángulo 
interno de 102°, 21', 15" en 1!),27 ni. para seguir desde este último punto con 
ángulo interno de 90° en una longitud de 82,35 m. hacia el sud, donde dobla hacia 
<4 oeste con ángulo interno de 252°, 21', lf>" y extensión de 148,35 m. hasta al 
canzar el límite Este de la calle Villarino, con ángulo interno de 89", 57' 50", 
para seguir por este límite en una longitud de 227, Oí) ni. hasta el mojón 11. de 
partida, excluidas de la superficie delimitada las tracciones 150 y 159 A. y cuyas 
superficies respectivas son de 9,110,07 ni-, y 1.409.04 m L \, y la segunda con una 
superficie de 175.505,112 m-, y con las medidas y linderos (pie se consignan en el 
plano agregado a fs. 142. Ofrece en pago la suma de + 100.570.04 m/n. por la 
primera fracción y $ 14:1.028,90 m/n. por la segunda, y expresa que dicho inmuc- 
. ble ha sido declarado de utilidad pública, por el decreto 30.513/48 { \ v \ Poder 
Ejecutivo Nacional, dictado en uso de las facultades que le confiere la ley na- 
cional 12.900. 

II) Que a fs. 52 y 140 la demandada contesta la demanda. Si bien no se 
opone a la expropiación, manifiesta su disconformidad con las sumas ofrecidas 
en pago por la actor.], por considerarlas bajas. Estima el valor de la primera 
fracción que se le expropia en la cantidad de * 0.901.025,40 m/n. y el de la 
-egunda en $ 1:5.102.902 mn., y pide (pie se condene a la demandante al pago 
de dichas sumas, con costas e intereses. 

III) Que la actora obtuvo la posesión de la primera fracción el día 7 de 
abril de "1919 (t's. 05), y de la segunda el 27 de febrero de 1950 ( fs. 14:*) y re- 
cibido el juicio a prueba se produjo la certificada por el actuario a fs. 240 vta. 
De fs. 250 a 335 se agregaron las actuaciones elaboradas por el tribunal de tasa- 
ciones y a fs. 330 se llamó autos para sentencia. 

Y considerando: 

Primero: Que la expropiación de la fracción de terreno individualizada en 
el "resultando" primero está autorizada por el decreto del Poder Ejecutivo Na- 
cional 30.51 M/48 y por la ley nacional 12.900. Por lo demás, la demandada no se 
ha opuesto al progreso de la acción 
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Segundo: Que ol dictamen del tribunal de tasaciones constituye la prueba 
f undamental sobre los hechos controvertidos en autos, porque — como dicho orga- 
nismo administrativo se integra con representantes de las partes y funcionarios 
técnicos que asumen el carácter de peritos terceros — sus conflusiones hacen plena 
prueba en juicio, en tanto no medien observaciones fundadas de la parte dis- 
conforme (Corte Suprema de Justicia de la Nación. Fallos: 210 : 215). 

Terrero : Que el tribunal de tasaciones en la sesión en pleno, de que instruye 
el acta de fs. 330, por mayoría de sus miembros, valuó el inmueble objeto de este 
juicio, a la fecha de la desposesión, en la cantidad de $ 6.422.929,57 m/n., por su 
valor objetivo y sin considerar indemnización de ninguna otra especie, de los 
cuales $ 2.256.523,03. m/n., corresponden al valor de la primera fracción y 
$ 4.166.406,5-4 m/n. al valor de la segunda. 

La actora a fs. 338 solicita que la indemnización a fijarse en estos autos a 
favor de la expropiada lo sea en base a dicha tasación. 

La demandada, en el memorial de ís. 339/344, ma ni tiesta su disconformidad 
con el a valúo. Kx presa que el Tribunal de tasaciones no ha tenido en cuenta para 
efectuar el justiprecio todos los antecedentes de ventas de terrenos de la zona e 
impugna el coeficiente de forma de pago aplicado y las deducciones efectuadas 
por tratarse de una enajenación en block. También observa el coeficiente de ubi- 
cación utilizado para la segunda fracción y estima que a la tasación de la primera 
fracción debe aplicársele un coeficiente de actualización, pues afirma que el in- 
mueble expropiado tenía un valor mayor al tomar la actora posesión del mismo. 

La exclusión de las ventas a que hace alusión la demandada al efectuar el 
avalúo el tribunal de tasaciones se justifica, por tratarse de operaciones realizadas 
con posterioridad a la fecha de la toma de posesión del inmueble expropiado, 
en cuyo precio ha influido la obra pública para la cual se efectúa la expropiación, 
no pudiendo por esa causa tenerse en cuenta (art. 11 ley 13.264). El coeficiente 
de correción por forma de pago utilizado por el tribunal de tasaciones es acer- 
tado, bastando al efecto remitirse a la funda mentación del mismo que a fs. 324/ 
325 lia ce la sala 2* de dicho organismo. Las deducciones efectuadas por intereses 
del capital inmobilizado durante la venta en lotes del inmueble y por tratarse de 
una venta en block son también acertadas, pues al adquirir el Estado en conjunto 
una extensión de 201.522,41 m 2 ., los vendedores no soportan ninguno de los cuan- 
tiosos gastos y riesgos que le ocasionaría la venta a compradores particulares como, 
por ejemplo, erogaciones de propaganda, preparación de remates, etc. La proce- 
dencia de dichas deducciones hn sido aceptada por la Excma. Cámara Nacional 
de Apelaciones de esta circunscripción en numerosos casos, entre otros, en el 
juicio "Administración General de Vialidad Nacional c/ Atilio Teodoro Eche- 
varría, s/ expropiación", que tramita por ante la Secretaría no 6 de este Juzgado. 

La modificación que pretende la demandada del coeficiente, de ubicación 
aplicado para la segunda fracción debe desecharse por no haberse probado los 
hechos en que se funda esa pretensión. Asimismo, debe rechazarse el pedido de 
que se aplique un coeficiente de actualización al valor obtenido para la primera 
fracción, pues tampoco se ha probado la valorización que se invoca. 

En definitiva, el juzgado, encontrando acertada la tasación efectuada por 
el aludido organismo administrativo y no mediando observación fundada de las 
partes contra su dictamen pericial, fija en la suma de $ 6.422.029,57 m/n. la in- 
demnización que le corresponde al demandado, por el bien que se le expropia. 

Cuarto: Que la parte actora adeuda a la demandada, desde las fechas de la 
desposesión (fs. 65 y 143) el pago de los intereses sobre la diferencia entre las 
sumas consignadas al interponerse la demanda y las que se manda pagar por esta 
sentencia. 

Las costas son en el orden en que han sido causadas, porque la indemnización 
de que es acreedora la demandada según este pronunciamiento excede de la can- 
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tidad ofrecida más ]¡i mitad de hi diferencia entre ésta v la suma reclamada 
(art. 28 ley 13.204). 

I\>r estos fundamentos, fallo haciendo luirá r a las demandas de i's. 30 y 138 
v, en consecuencia, declarando expropiadas a favor del Estado Nacional las 
fracciones de terreno que se individualizan en el resultando primero de esta sen- 
tencia, situados en Caseros, partido de San Martín, de esta provincia, mediante 
el pairo a la Sociedad Industrial Financiera Aerícola Ganadera "S.I.F.A.ii" de 
Responsabilidad Limitada, o quien resulte propietario, de la suma de $ 0.422.920.57 
m/n., de los cuales * 2.250.523,03 m/n. corresponden al valor de la primera frac- 
ción y * 4.100.400.54 m/n. al valor de la segunda, con intereses desde el 7 de 
abril de lí)4í) para la primera fracción y desde el 27 de febrero de 1050 para la 
segunda fracción, al tipo que cobra el Banco de la Nación Argentina, sobre la 
diferencia entre las sumas depositadas ( fs. 27 y 13(1) al interponerse las demandas 
y las (pie se mandan pagar en esta sentencia. Las costas en el orden en que han 
sido causadas. — Joaquín C\ Serva. 



Skntknua di-: la Cámaka Kkm-.i; \i. di; A I'KI.acioxds 

La Plata, 14 de noviembre de 1057. 

Y vistos: Kl expediente 04-F-1057, caratulado "Fisco Nacional c/ Sociedad 
Industrial Financiera Agrícola Ganadera ''S.I.F.A O." de R. Ltda. >' expropia- 
ción"; procedente del Juzgado Nacional de Primera Instancia de La Plata N<? 2; 

Considerando : 

1. Que estos autos se siguen por el Fisco Nacional contra la Soc. Industrial 
Financiera Agrícola Ganadera S.I.F.A.G. de Kesp. Ltda. por expropiación de 
dos fracciones ubicadas en San Martín (ver fs. 30 y 13S). Por la primera frac- 
ción se depositaron $ 100.570,40 m/n. y por la segunda $ 143.05S,S(i m/n. 

La sentencia de fs. 341, de conformidad con la cantidad establecida por el 
Tribunal de Tasaciones condenó al pago de 2.250.523,03 m n. por la primera 
fracción y $ 4.100.400,54 m/n. por la segunda con intereses a estilo del que cobra 
el Raneo de la Nación desde el 7 de abril de 1040 y desde el 27 de febrero de 
1050 respectivamente, sobre la diferencia entre el depósito y las sumas deter- 
minadas en el fallo. Las costas se declararon en el orden causado. 

La parte expropiada interpuso recurso de apelación pidiendo se eleven esas 
cantidades a $ 3.230.441,03 m/n. y $ 8.1 SS.31 X,54 m/n. respectivamente. 

TI. Sri'KHFlCIK KX PHOIM ADA. 

Que aunque no se cuestiona, debe dejarse sentado (pie la expropiación de 
la fracción, por título, importaría la cantidad fie 110.017,00 m-„ pero se descuen- 
tan de esa cantidad 28.380,80 m 2 . para ochavas y calles, al aprobarse el plano 
de división, con lo cual la superficie sobre la que deben de hacerse los cálculos 
e< de 87.027,23 m 2 . 

Que la segunda fracción, originariamente de 175.505,30 ni-., queda reducida 
por las mismas razones a LÍO. 143.02 m 2 . (ver fs. 2S5). 

III. COKKICIKXTK DK ADAPTACION DK LAS VKNTAS POR M KN SI' A 1 .1 DADKS A 

vi:n'Tas ai, contado. 

Que el Tribunal de Tasaciones y la sentencia recurrida después de obtener 
el precio por unidad métrica en las ventas (pie se cotejan, como éstas han sido 
efectuadas en 126 mensualidades, les aplica un coeficiente para adecuarlas a 
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ventas al contado, de 0,63 para la primera tracción y de 0,02 para la segunda, esto 
es un descuento del 37 y 38 

Sostiene el recurrente que esos coeficientes son inadecuados y no concuerda n 
con la ley impositiva que sólo admite un descuento del 25 °/ . 

Respecto de este último punto cabe destacar que este no es el caso contem- 
plado en JA-1 950-111-13 frente a la ley de la Provincia la cual a los efectos del 
impuesto a la venta consideraba como valor imponible el 80 °/ del valor total, 
y podría haber una desigualdad en considerar una cantidad mayor según que el 
Fisco lucra acreedor o deudor. En cambio el art. 08 del Dto. Reclamen. Gl 88/52 
referente a la ley 11.082 que se invoca dispone que en las operaciones a plazos 
se considerará un interés presunto del 25 % cuando sean más de 100 mensuali- 
dades. La norma está destinada a gravar el rédito, y si considera un interés menor 
al que resultaría de operaciones matemáticas, se trataría solamente de una libera- 
lidad fiscal que no puede computarse, a electos de establecer el justo precio, 
del mismo modo (pie no se toma como valor definitivo el de la tasación fiscal, 
establecida con fines distintos. 

Que en cambio el Tribunal considera elevados esos descuentos. Kn ellos 
además del interés presunto de la operación, se incluye el riesgo inherente a este 
tipo de compraventas (2 1 -j 'y — fs. 325). Kse riesgo no es tal, pues frente a la 
valorización de las tierras suburbanas, cualquier rescisión de contrato habría 
sido beneficiosa y no perjuidicial para el vendedor. En consecuencia y de con- 
formidad con lo resuelto en los juicios "Fisco Nacional c/ Finochictto" ( fs. 95/ 
19/1957) y Fisco Nacional c' Ferrari ( F. 100-1957) el coeficiente debe fijarse 
en el (¡7 c / r . 

IV. Y \1.DH hi: I, A l'KIMKHA fracción. 

Que para determinar el valor de la primera fracción, cuya posesión se toma 
el 7 de abril de 1949, el Tribunal de Tasaciones cotejó el valor de 34 lotes de las 
manzanas 123. 124, 125 y 130. realizadas según se dijo a fs. 290 en los meses 
de enero, febrero y abril del mismo año. 

El arquitecto Machi, representante, del expropiado, rectificó esas fechas en 
la planilla de fs. 319 a 323 y ello no fué objetado por el Tribunal de Tasaciones 
por lo que debe tenerse por cierta la corrección (ver fs. 325 y 320). Los lotes 
5 a 10 de la man/ana 1.30, que se indican vendidos en la planilla de fs. 297 el mes 
1Y, lo fueron en realidad el 22-111-40. En este caso la diferencia es de 15 días 
a la desposesión, pero en cambio el lote 2 de la manzana 125 que se da como 
vendido el 1-49, lo fué el 24-YIII-4H. Los lotes 17 y 18 de la manzana 124 que 
aparecen adquiridos el 1-49, lo fueron el 3-XI-48 y en general m la planilla de 
fs. 297 se da la fecha del mes siguiente a la fecha de la operación. Por otra 
parte, salvo los lotes 5 a 10 de la manzana 130 ya citados, vendidos en morzo, 
los demás que toma el T. T. son de enero y febrero, siendo que la posesión es del 
7 de abril. 

El Tribunal de Tasaciones adjudicó como promedio de zona para esta fecha 
$ 29,00 m/n. (hecho el descuento del 03 °/ para adecuar los valores obtenidos 
en ventas por mensualidades, a precio al contado), y para la 2da. fracción, cuya 
posesión se toma el 27 de lebrero de 1950, esto es casi un año después, Tealizados 
los mismos descuentos, saca $ 41,14 m/n. Ello demuestra la importancia decisiva 
del factor tiempo que hizo variar el valor en un 50 % aproximado. 

El Tribunal de Tasaciones debió en consecuencia establecer un coeficiente 
por tiempo, para adecuar esos precios que anteceden desde cinco meses y medio 
a 15 días a la fecha de la desposesión o sino promediar con las ventas posteriores, 
Ijíi naturaleza de la obra a realizar — un barrio obrero — no resulta que haya 
influido en forma ponderable en la zona. No hizo, en relación al valor sino io 
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que los mismos expropiados estaban haciendo con los lotcos (pío se venían practi- 
cando en el mismo Ilion. 

La planilla de fs. 207 utilizada por el Tribunal de Tasaciones, en su ante- 
penúltima columna, da los precios por metro cuadrado obtenidos en las ventas 
por mensualidades de las manzanas indicadas, sin los coeficientes de corrección 
— <pie fueron motivo de otro considerando — y arroja un total de $ 1.5(58,44 m 'n., 
(pie dividido por los :14 lotes da un promedio de $ 40,1.1 el m-. Dado lo expuesto, 
ese promedio debe ser aumentado en un 10 c / c por razón de tiempo o sea a 
$ 50,74 m/n. 

A este valor por mensualidades en la zona, debe aplicársele el coeficiente 
indicado en el Considerando 111 para adecuarlo a precio al contado, lo cual arroja 
* :í;{,í)!)5S m/n. Para redondear cifras se tomará .+ 14.00 m n. el in-. 

Kn las distintas manzanas que abarca esta fracción los peritos están de 
acuerdo en aplicar un coeficiente do corrección som'in el tamaño de los lotes, 
coincidiendo en ellos ( planillas; de fs. 20S y :>14). A las distintas manzanas 
corresponden los simientes valores: 



Man/.. 
7 

i:u 
1:12 

140 
147 
14S 
155 
157 
I5s 
150b 



$ 11)2 

:¡4.oo 



Coef. 
medidas 

1 ,0 2 
0,00 
0,07 
SS 
0,0s 
0,00 
1,01 
0,04 
1,02 
o.ss 



Sup. manz. 

4.40S.40 
1 1.107.10 

I. 1.710,07 

II. 1:11,77 

I1.s:i7.27 
0.571.20 
7.14S.S0 
0.401,00 
1.100.04 
5.00:1.57 



Valor manz. 

154.007.2:1 
40:l.:io:l,:¡4 
I52.is7.70 
:;:i:í. 002.55 
:;04.417,s:i 
:¡22.10s.01 
245.401 ,S5 
207.452,:i0 
1O7.74S.05 

17s.4rto.01 



2.s50.:i20.22 



l)cbe. en consecuencia, 
2.S50..T2O,22 m n. 



pagarse |>or esta Tracción la cantidad di 1 posos 



V. VaUIK 1»K I.A SKtil'NliA Kl¿ ACCION . 

Que el Tribunal de Tasaciones avalúa la unidad métrica en la zona a la 
época do la desposesión en $ 00,:15 m/n. (antepenúltima columna do f>. 200: 
$ .1. 510, 07 m n. di\'dido por 5S lotes), aplica lue^o el coeficiente de 0,(¡2 por 
cuanto osos precio> so refieren a compraventas en 120 meiiMialidades. con los 
(pie queda reducido a $ 41,11 m/n.. pero, considerando que el bien expropiado 
está en una situación de menos valor (pie los lotos (pie sirvieron para establecer 
osos precios, le aplica un nuevo coeficiente de ubicación del 0,s5, con lo cual 
queda reducido a •+ .14,07 m n.. criterio que os apoyado por el a quo. 

KI recurrente quo pretendo $ 5S,50 m/n. el m-, cuestiona además del citado 
coeficiente del 0,02: a) quo no se aplicó coeficiente por valor tiempo; b) (pie 
se debieron cotejar más operaciones; c) (pie no os aceptable el coeficiente de 
ubicación puesto (pie en la época en que se hizo la expropiación tenía más valor 
el lu*rar de la expropiación que aquellas manzanas (pie so utilizaron para esta- 
blecer el promedio. 

Teniendo en cuenta (pie la> rectificaciones efectuadas por el representante del 
expropiado de fs. :*21 y siü'. no fueron objetadas por el Tribunal de Tasaciones, 
se puedo ver (pie los 5:5 lotes de las manzana* 05. 102. MK1. |.'15 y 112 que so (tunan 
por dicho Tribunal, son los de fecha más cercana a la desposesión, que lo fué el 
27 de febrero. I,os lotes 17 v 18 de la manzana í)5 vendidos el i:* 1/50. I» s 
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otros 51 lotos se enajenaron a mediados de diciembre de 194!), con excepción del 
3 de la manzana 102 vendido el 22 de noviembre de 1949. Con esas ventas resul- 
taba pues superfluo recurrir a otras más distantes. 

Hay, sin embargo, un elemento que invoca el expropiado para mejorar su 
situación, y es el antecedente indicado como 2 en los planos de fs. 257 y 258, 
cuyos lotes fueron vendidos de octubre de 1950 a abril dé 1951, obteniéndose-un 
promedio de $ 109, 65 y 110,30 m/n. en 126 mensualidades, que reducidas al 
contado con el coeficiente de 0,07 establecido en el considerando III arrojarían 
$ 73,46 y 73,90 m/n. (fs. 317). Pero tampoco debe exagerarse este antecedente, 
pues en relación al conjunto del bien expropiado está un tanto mejor colocado, 
por su mayor proximidad a la estación Caseros, y habría de someterlo a coefi- 
ciente de tiempo. 

El factor ubicación hizo vacilar al Tribunal de Tasaciones donde dos de 
sus miembros sostuvieron debía tomarse el coeficiente del 0,92 en vez del 0,85 
que adoptó la mayoría. En virtud de todos estos antecedentes y de Ja circuns- 
tancia do que el precio fijado por el citado Tribunal lo es comparando ventaB 
que preceden de uno a dos meses a la desposes ion, sin corrección alguna, debe 
por ambos conceptos adoptarse el coeficiente del 0,92. 

Al precio en bruto de 66,35, obtenido en la zona por el Tribunal de Tasacio- 
nes, debe aplicársele el coeficiente del 0,67 a que se refiere el considerando III 
y el del 0,92 lo cual da 40,899 o sea, redondeando cifras, 40,90 el m 2 . Las 
manzanas tienen, en consecuencia, los siguientes valores: 

xr . - Coef. Sup. de Valor total 

Manz. $ m* , 1 

medidas manz. manz. 

1 40,90 0,98 7.143,28 286.302,66 

2 „ 1,01 4.914,75 202.979,17 

3 „ 1,01 4.924,50 203.381,85 

120 „ 0,98 11 .670,20 467.741 ,61 

1 21 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

122 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

127 „ 0,99 1 1 .625,58 470.71 9,73 

1 28 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

1 29 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

149 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

1 50 0,99 1 0.382,00 420.367,18 

151 „ 1,14 7.743,88 361.019,68 

152 „ 1,12 8.065,73 369.410,68 

153 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 

154 „ 0,99 10.382,00 420.367,18 



5.724.492,82 

Deben, cu consecuencia, abonarse por esta fracción $ 5.724.492,82. m/n. 

VI. I)KSCl*K\TOS IWKA BASTOS 1»K SUBDIVISIÓN. 

Que la sentencia recurrida acepta el criterio del Tribunal de Tasaciones que 
descuenta la cantidad de $ 2.000 m/n. por gastos de subdivisión de la manzana 
159, parte B, perteneciente a la Ira. fracción, y la cantidad de $ 25.000 m/n. 
por el mismo concepto previstos para la 2da. fracción. 

Tratándose de zona de loteos y calculándose el precio del bien de acuerdo a 
subdivisiones en tal forma, ese gasto sería ineludible para llegar a obtener lo* 
precios que se fijan, calculados y cotejados con los fraccionamientos del lugar. 

Pero se cuestiona también que ese fraccionamiento ya estaba realizado. Debe 
hacerse el distingo de división en lotes del de división en manzanas. Este último 
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está expresamente admitido; en cuanto a la subdivisión en lotes, solamente se 
ha reconocido el de la primera tracción, con excepción de la man/ana 150, 
parte H. 

Kl plano de fs. 4S corrobora (pie esta última manzana no está subdividida. 
Falta el plano de la secunda Tracción. Kl hecho de (pie la Dirección de Catastro 
de la Provincia haya aprobado el plano, presupone la admisión de la división 
de manzanas y la correspondiente cesión de tierras para las calles, pero no 
la división interna de aquéllas. Kl mismo perito Machi, admitió esa circunstancia 
a l's. Ü00, aunque posteriormente cambió de parecer. Faltando la prueba que 
lal trasto se hubiera realizado con anterioridad a la expropiación debe ser des- 
contado. 

Los descuentos de + 2.000 y # 25.000 m n. han sido calculados sobre un 
precio del bien menor que el que se lija en los considerandos 1 Y y Y, y debe, 
en consecuencia, adaptarse a ese mayor valor, por lo cual tal rubro debe aumen- 
tarse a í Ü.000 y SO. 000 m/n., respectivamente. 

X" II. I'ok M A Vouí \. Descuentos por capital i ti rertido. 

Kn el informe de la oficina técnica (pie luce a i's. 202 se sostiene que las 
cifras obtenidas como ingreso bruto (pie produciría la venta de las tierras total- 
mente fraccionadas en parcelas funcionales para la zona, no pueden dar direc- 
tamente el valor de tasación, pues contienen implícitamente los gastos de subdi- 
visión de manzanas en lotes de la secunda fracción y parte \\ de la manzana 15!), 
¿Tastos de propaganda y venta particular o remate e intereses del capital inver- 
tido durante el tiempo (pie demanda la operación dado que, por tratarse de 270 
unidades en el primer caso y 477 en el secundo, no cabe suponer su realización 
instantánea. Para efectuar tal corrección se adopta un S C J ( como tasa de interés 
anual y se estima en seis meses y un año el tiempo a emplear para la realización 
de la primera y secunda fracción (pie, admitiendo un ritmo de venta escalonado 
y uniforme, equivale a los intereses calculados sobre el capital invertido durante 
tres y seis meses respectivamente. 

Kste criterio lo mantiene la Sala !'■ a fs. .'>27 al desestimar la objeción del 
representante de la expropiada que se oponía a la referida deducción, lo que 
se encuentra ratificado por el Tribunal de Tasaciones a fs. XV.\ t airreuando para 
ello otra razón atendible que la colocación en plaza de uran número de lotes en 
forma simultánea provocaría una disminución del precio de venta. 

Cabe, por lo tanto, concluir que la deducción objetada se justifica por la 
inmovilización del capital y entrar a considerar otros hechos como, por ejemplo, 
el mayor valor de la t racción durante ese período como resultado del alza general 
de precios, importaría hacer jilear factores (pie pueden violar el principio rector 
en materia de expropiación que el precio de los inmuebles está sujeto al (pie 
tenían al tiempo de la desposesión. 

Kn consecuencia, el descuento debe efectuáis»' pero reducido al 7 r ¿ como 
lo tiene resuelto esta Cámara en el expediente Y-(¡0 ''Administración (¡enera! de 
Yialidad Nacional c/ Kcheverría, Atilio. expropiación", y por ser esa también 
la tasa de redescuento del Banco de la Nación a la fecha de toma de posesión 
(Conf. fs. .i25). 

Y III. Dr.scrKvm mu vkxta conmixta. 

Después del descuento por realización inmediata tratado precedentemente, se 
expresa en el informe de la Comisión Técnica a fs. 202 y lo hace suyo el Tribunal 
de Tasaciones y la sentencia apelada, (pie la expropiación importa la realización 
inmediata y conjunta de todas las parcelas, lo que haría rebajar el precio. Kn 
tal virtud, se descuenta un 5 c / c sobre el valor de la primera fracción expropiada 
en 1040 y un 10 c / c sobre el de la secunda, efectuada en 1050. 
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La diferencia del porción to consisto en que la primero fracción ya estaba 
por iniciarse el loteo, de donde sería menos probable «pie los demandados admi- 
tieran un precio mucho menor por evitar los trastornos del mismo. 

La venta de una gran fracción en lotes por exceso de oferta disminuye la 
demanda, de donde se ha admitido aplicar un descuento sobre los valores que 
arrojan los demás bienes de la zona cuando los precios se extraen de pequeñas 
ventas. 

Pero es el caso que los precios que se han cotejado para determinar el del 
bien expropiado provienen también de grandes lotes, de los que lian surgido los 
barrios Colomho, Villa Pinera I y Manuel Itclgrano, originado este último en la 
subdivisión efectuada en tierras linderas por los mismos expropiados. Kilo re- 
sulta del mismo in! orme de la Oficina Técnica (pie expresa se han tomado "Jos 
datos principales de 1.750 ventas" ( fs. 2H(j y 287). Kesulta también claramente 
del plano de fs. 254, donde se indica el primer, segundo y tercer remate que 
realizaron los demandados. 

Si esos precios cotejados provienen de grandes lotcos, estuvieron ya some- 
tidos a la in fluencia de la i^ran oferta de donde no es racional aplicarles un 
nuevo descuento para obtener el valor venal del bien que se expropia. 

Cabe, por otra parte, señalar que se hacen al bien los descuentos de super- 
ficie para calles y ochava*, los de gastos de subdivisión, propaganda y cobranza, 
que son propio** de» tales lotcos. 

Siendo así no es necesario tratar la cuestión planteada por el expropiado 
acerca de que este descuento es el mismo o se superpone sobre el de realización 
inmediata, (pie se estudió en el considerando anterior. 

Debe, pues, desestimarse c*le descuento. 

IX. Dksccknto roa <;astos i'Koi»a(¡.\ni>a y vknta mi:n*si;alii»aih:s. 

(¿uc las ventas por mensualidades y en lotcos de varias manzan; s, como la 
expropiada, originan forzosamente trastos de propaganda y cobranza, que se evi- 
tan al expropiado con este juicio y deben serle descontado. La propaganda está, 
por otra parte, acreditada respecto de los lotcos anteriores con los folletos de 
fs. 40 y 2K0, y ¡os gastos de cobranza resultan implícitamente reconocidos al 
decirse a fs. 2HS por el representante del expropiado ante el Tribunal de Tasa- 
ciones, que eran efectuados por la oficina Rasílico (ver también fs. 40) 

Que el Tribunal de Tasaciones propuso $ 21.000 m/n. para los gastos de la 
primera fracción y $ 70.000 m/n. para los de la segunda. Al ser elevados por 
esta Cámara los precios de esas fracciones en la forma establecida en los consi- 
derandos VI y VIII, dichos gastos deben ser también acrecentados, a cuyo efecto 
el descuento debe fijarse en * 24.000 y $ 80.000 m/n. pora una y otra fracción. 

X. Costas y iiovohahios i>kl kki'hkskntaxtk i»kl kxim(oi»iai»o wtk ki, 
Thihcnal oí-: Tasaciones. 

Que la cantidad fijada no llega al margen previsto por el art. 2K de la 
iev l'J.204, por lo cual las costas deben satisfacerse en el orden caus.;do. Se ofer- 
taron $ 100.570,40 y $ 14.*ü)58,80 m/n. y se pidieron $ O.Í)(¡1.025 y $ n.102.002 
m/n. por lo primera y secunda fracción respectivamente ( fs. 54 y 140 respec- 
tivamente). 

KI expropiodo cuestiona la inconstitucionolidad de esa normo, por conside- 
rarla en pugna con los arts. 10 y 17 de la Constitución Nacional. 

lia actora no ha negado su obligación de pagar la expropiación. Por el 
contrario concurre o juicio o fin de que se establezca su monto si es que el 
expropiodo no está conforme con lo oferta. La relación procesal esta entonces 



ni; jr^'iM ia di; la naciúx 



247 



I rabada entre la pretcnsión de l;i parte actora de pagar una -unía determinada 
y la de la demandada de obtener otra muy superior, y el arl. 28 de la ley 1 .'Í.2G4 
al disponer que el expropiante pagará las costas sólo cuando la i ndemni/ación 
que se lije exceda de la ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta y la 
reclamada, se coloca en forma objetiva en un justo promedio de las pretensiones, 
pues no debe el Fisco cardar con la imposición ante una actitud desmesurada 
del expropiado. No coloca a éste en situación de desigualdad, puesto que el 
Fisco no es el vencido en el punto discutido. Dentro de las normas comunes 
podría llegarse nun a imponer las costas al expropiado ante su pías petitio 
(art. 221, C. Proc. Cap. Ved.). 

Kse principio no viola el arl. 17 de la Constitución o el 2.511 del C. C. 
La imposición de costas es de orden procesal, y es uno de los electos constitutivos 
de la sentencia (Ai.sixa, t. 2v, p. 744). I^a obligación de pagar la justa indem- 
nización y el perjuicio directo que se sufra por la expropiación no supone que 
el ex propia ntc deba hacerse cargo do esos gastos accesorios, que deben quedar 
librados al desarrollo de la relación procesal y que se impondrán o no de confor- 
midad con el principio del vencimiento en el punto cuestionado. C. S.: 204: 535. 

Que en cuanto a los gastos del representante del expropiado ante el Tri- 
bunal de Tasaciones, no pueden seguir un principio distinto, de manera que no 
correspondiendo imponer las costas a la adora, tampoco corresponde que asuma 
dicho gasto. 

XI. Que respecto de los honorarios, de los letrados intervinientes, no co- 
rresponde la aplicación de la ley 12.91)7 y 14.170 de conformidad con la juris- 
prudencia reiterada de la Corte Suprema. 

XII. (¿uc de conformidad con lo que resulta de la presente, el precio de la 
primera fracción se fija en $ 2.859.: J20 m/n., de los que deben descontarse 
$ .1.000 y $ 24.000 m/n. (considerandos IV, VI y IX). De esa cantidad de 
$ 2.8.Í2..Í20 m/n. debe descontarse a su vez el 7% anual (considerando VII) 
durante .'í meses, lo cual da $ 2.782.754,40 m/n. 

De la segunda fracción cuyo precio se determinó en $ 5.724.492 m/n. en el 
considerando V, debe descontarse $ .'50.000 y $ 80.000 m/n. (considerandos VI 
y IX), lo cual arroja $ 5.014.492 m/n. De ello debe descontarse el 7 % anual 
durante seis meses (considerando VII), por lo que la cifra definitiva para frac- 
ción es de $ 5.41 7.984 ,78 m/n. 

Por ello se modifica la sentencia de fs. :J4(>/350 y se condena al Fisco de 
la Nación a pagar la cantidad de $ 2.782.754,40 m/n. por la fracción primera 
y de $ 5.417.984,78 m/n. por la segunda. Esas cantidades se abonarán previo 
descuento de las sumas que fueron depositadas, con intereses a estilo del que 
]M'rcibe el Banco Nación desde el 7 de abril de 1949 y 27 de febrero de 1950, 
respectivamente. Las costas de ambas instancias se declaran en el orden causado. 
— Alberto Fernández Del Casal — Alfredo (\ R i varóla — Arfara (¡. (¡on:ález. 



DlSlhKNCIA TAKCIATi 

Considerando Vil. Descuentos por capital invertido 

Que el Tribunal de Tasaciones teniendo en cuenta que la realización de los 
lotes, en caso de no mediar expropiación se haría en forma escalonada y no 
instantánea, sobre el precio calculado hace un descuento del 8 c / c anual, durante 
el período de tres meses para la primera fracción, cuyo loteo ya estaba prepa- 
rado, y de seis meses para la segunda. 

I\l valor venal de los inmuebles de la zona, ubicada en San Martín, <e incre- 
mentó por la doble razón del crecimiento suburbano de la Capital Federal y por 



248 



FALLOS DE LA CORTE SITREMA 



H ínonor valor adquisitivo de l;i idoihmIji. Estos son hechos notorios por su 

conocimiento general el juez debe tomar en cuenta (Con i. Aí.sina. t. II. p. 1S7; 
Hl'(i() K(mvh, ¡)vr. Proa sal CiriL Trat. Tena., p. 24!)). Ello resulla, por otra 
parte, de la simple cont rontación de las planillas de t's. *2í>7 y 299. 

La reali/aciói: escalonada, en ve/ de inslantánea. lejos de causar una merma 
en el capital invertido, lo habría acrecentado. A<rré<ruese (pie la sociedad deman- 
dada está en e>e negocio y (pie es para do jai 1 hablar de realización inmediata 
cuando a ocho año> de la desposesión la parte sola mentí* percibió un mínimo del 
precio ($ *24^.(>2!*.2<> m/n.). El descuento debe rechazarse en este rubro. — 
Alfredo (\ R i va rola. 

FALLO DE LA CORTE SITKEMA 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 'Fisco Nacional c./ Sociedad Industrial 
Financiera Aerícola Ganadera U S.I.F.A.(¡." de H. Ltda. s./ 
expropiación", en los que a fs. 378 vía. y 382 vta. se han conce- 
dido los recursos ordinarios de apelación contra la sentencia de 
la ('amara Federal de Apelaciones de La Plata de fecha 14 de 
noviembre de 1957. 

Y considerando : 

Que la expropiación promovida en estos autos se refiere a 
dos fracciones de terreno ubicadas en la Provincia de Buenos 
Aires, Partido de San Martín, localidad de raseros, Barrio Gene- 
ral Belgrano, con una superficie, deducidas calles y ochavas (fs. 
285 y 330), de 87.627,23 nr la primera y de 139.143,92 nr la se- 
gunda, de las cuales se tomó posesión el 7 de abril de 1949 (acta 
de fs. 65) y el 27 de febrero de 1950 (acta de fs. 143), respectiva- 
mente. La actora ofreció en pago la suma de $ 100.570,04 m/n. 
para la primera fracción (ver boleta de fs. 27) y la de $ 143.058,86 
m/n. para la segunda (ver boleta de fs. 130), estimándose, en 
cambio, por la demandada el valor de las fracciones en las sumas 
de $ 6.961.025,40 m n. (fs. 54) y $ 13.162.902 m/n. (fs. 146) con 
más los intereses y las costas del juicio. 

Que el Tribunal de Tasaciones, por mayoría de votos, justi- 
preció el valor en las sumas de $ 2.256.523,03 m/n. la primera 
fracción y $ 4.1(56.406,54 la segunda, las que no fueron aceptadas 
por el representante de la expropiada (fs. 306 311 y 330/333). 
Kl juez de primera instancia (fs. 346 350) fijó la indemnización 
en las cantidades establecidas por el organismo oficial, las que 
fueron elevadas por la ('amara Federal de Apelaciones de La 
Plata (fs. 369 '377) a las de $ 2.782.754,40 y $ 5.417.984,73 m n., 
con respecto a la primera y segunda fracción, respectivamente, 
declarándose, en ambas instancias, el pago de las costas en el 
orden causado. Apelado el fallo de segunda instancia por la 
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adora (fs. ;>78) y demandada ( fs. ;]80), licúan los autos a cono- 
cimiento do esta Corto Suprema, siendo los recursos admisibles 
con arrollo a lo dispuesto en el art. 1*4, inc. 7°, ap. a), ley 1 :>.Í>Í)S 
(reproducido por el art. 24, inc. ap. a), decreto-ley 128") ÓS). 

Que en su presentación de t's. 40Í), el Señor Procurador Ge- 
neral se remito a la petición del Procurador Fiscal de fs. IVAH en 
el sentido de que la indemnización a pagarse a la demandada se 
establezca con arreglo a la tasación practicada por el organismo 
oficial. La parte demandada — después do abstenerse de plantear 
lo referente a la desvalorización monetaria para fijar el precio 
4 'como una contribución a la solución do los graves problemas 
estatales" — , concreta ante esta instancia los siguientes agravios: 
1) Si bien la Cámara elevó el coeficiente de corrección por forma 
de pago sobre la base de (diminar el 2 l o c /< en concepto de riesgo 
previsto por el Tribunal do Tasaciones, no tuvo en cuenta (pie la 
tasa do interés computada no coincido con la establecida por el 
Fisco en materia impositiva, por lo (pie solicita so aplique el 
coeficiente do 0,7.") ó, "por lo monos", el de 0,7274: 2) Para justi- 
preciar la segunda fracción, el tribunal a «pío prescindió do las 
1172 operaciones de venta computadas por el perito propuesto 
por olla y estableció un coeficiente de ubicación del 0,9*2 que esti- 
ma inadecuado; D) Practicó un descuento en concepto de capital 
invertido, que pugnaría con el criterio utilizado para eliminar el 
coeficiente do riesgo; 4) Descontó, asimismo, valores en concepto 
de g*astos do venta y propaganda, siendo que ellos no son sopor- 
tados por el vendedor; 5) Declaró la constitucionalidad del art. 
28 de la ley l.V2(U, contrariamente al criterio sustentado por 
esta Corte. Pido, en consecuencia, (pie las costas so impongan al 
oxpropiador. También solicita una elevación prudencial de los 
bonorarios rebrillados en las instancias anteriores y, en defini- 
tiva, (pie el monto de la condena se establezca en la suma de 
$ 10.f)18.S8!>,(íl ni n., la cual, previo descuento por gastos de sub- 
división, so descompone en ♦ H.202.J)74,.'W m/n. para la primera 
fracción y £ 7.^48.01."), 22 m n. para la segunda. 

Fj\\ cuanto a los agravios del actor: 

Que en mérito a la evolución visiblemente progresiva do los 
precios obtenidos en la venta de lotos contiguos a las dos frac- 
ciones expropiadas, no procede, en el caso, la deducción del 
por ciento que el Tribunal do Tasaciones practica en concepto do 
riesgo inherente a las operaciones do compraventa del tipo de las 
cotejadas en autos. Es justa, pues, la sentencia apelada, en cuan- 
to descarta dicho coeficiente del calculo do adaptación. 

Que sobro la base do las comparaciones (pie el Tribunal a 
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quo formula en ol considerando VIII, so confirma asimismo la 
sentencia apelada en cuanto decido descartar el descuento prac- 
ticado por el Tribunal de Tasaciones en concepto do i 'venta 
conjunta 

En cuanto a los agravios del demandado: 

Que el Tribunal no encuentra motivos atendibles para apar- 
tarse do las conclusiones establecidas por el organismo oficial 
con respecto al tipo de interés computable a los finos de deter- 
minar el coeficiente de corrección por forma de pago. Xo estima 
fundado el argumento que so ha bocho valor, consistente en la 
contradicción que surge comparando ese criterio con el utilizado 
por el Fisco a los finos impositivos, toda voz quo la "presun- 
ción" provista por el art. 68 del decreto 6188/52, que invoca el 
apelante, aparte de responder a razones y finalidades diversas 
a las tomadas en consideración por el Tribunal do Tasaciones, 
no induce, en modo alguno, que ol interés computado por dicho 
organismo sea inequitativo o irrazonable. Kn consecuencia, se 
declara equitativo el precio unitario do $ 34,00 m/n. ol nr a que 
arriba el Tribunal a quo con referencia a la primera fracción, 
obtenido mediante la aplicación del coeficiente de 0,67. 

Quo la pretensión formulada en ol sentido de quo se dismi- 
nuya a 1 el coeficiente de ubicación 0,92 aplicado por el tribunal 
a quo a la segunda fracción expropiada, constituye un agravio 
tardíamente introducido en el juicio, y como tal debo sor recha- 
zado. En efecto, si bien en ol memorial de fs. 356/368 el deman- 
dado pidió (ver fs. 3(58) que "se establezca como coeficiente de 
ubicación de la segunda fracción expropiada, 1 ó en el peor de 
los casos 0,92 y no 0,85 según el criterio erróneo del Tribunal 
do Tasaciones M , importa observar quo en el memorial presentado 
en primera instancia (fs. 339/344) aceptó expresamente — remi- 
tiéndose a las observaciones formuladas por su representante 
ante ol Tribunal do Tasaciones (fs. 332) — ol coeficiente de 0,92, 
actitud con la cual delimitó definitivamente el alcance de su pro- 
tensión en eso aspecto, impidiendo así quo tanto el juez de pri- 
mera instancia como los tribunales superiores la modificasen por 
vía do aumento. 

Que en lo que respecta al justiprecio de la segunda fracción 
expropiada, esta ( 1 orte hace suyos los argumentos expuestos en 
la sentencia apelada acerca de la incidencia del factor ubicación 
con respecto a los lotes a (pie alude el recurrente, razón por la 
cual se la confirma también en ese aspecto, aunque rectificando 
el valor de $ 5.734.492,82 — erróneamente consignado a fs. 373 — 
por el de $ :>.724.X24,38 m n. 
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Que asimismo correspondo rechazar el agravio con arreglo 
al cual no procedí» practicar descuento alguno en concepto de 
interés del capital invertido, tal comí) lo establece la sentencia 
en recurso fundada en la inmovilización a que aquél hubiese que- 
dado sometido durante» el lapso (pie insumiría la realización de 
los lotes expropiados. Si bien es cierto (pie — dada la manifiesta 
progresión comprobada en los valores de la tierra objeto de este 
juicio — la demora en la venta hubiese quedado compensada con 
el mayor precio (pie se habría obtenido, no os menos exacto que 
a la formación de ose aumento habrían concurrido circunstan- 
cias sobroviniontos a la focha de la toma de posesión, que consti- 
tuyo, con arreglo a la reiterada jurisprudencia de esta Corle 
— Fallos: 241: 7.*> y los allí citados — el momento que necesaria- 
monte debo computarse a los efectos de establecer la indemni- 
zación. Por lo demás no existo, a juicio de esto Tribunal, el 
criterio contradictorio que importaría, según el recurrente, acep- 
tar una deducción do osa naturaleza, por un lado, y suprimir el 
factor riesgo, por el otro, toda vez (pie ambos descuentos se 
refieren a supuestos esencialmente diversos como son la inmovi- 
lización del capital invertido durante el período previo a su rea- 
lización, y las eventualidades que pueden surgir con posteriori- 
dad a la venta merced a posibles actitudes do les compradores. 
Se confirma, por lo tanto, la sentencia apelada, en todo lo que 
decido sobro este rubro. 

Que no habiéndose allegado a esta causa elemento de juicio 
alguno tendiente a acreditar que los gastos de venta y propa- 
ganda no son soportados por el propietario, corresponde desechar 
el agravio correspondiente y confirmar la sentencia en cuanto 
admite la deducción y fija los respectivos valores en las sumas 
de $ 24.000 y $ 80.000 m n. con respecto a la primera y segunda 
fracción expropiada. 

Que en cuanto al agravio referente a la imposición do las cos- 
tas, so resuelvo declarar aplicable el caso lo dispuesto en el art. 
28 de la ley 13.2(54, con remisión a los fundamentos expuestos 
por los jueces de esta Corto, en su actual composición, al fallar 
en la focha la causa F. 1T)2, "Fisco Nacional o. Lobo, César Ra- 
món y otros s./ expropiación". 

Que, en atención a lo decidido sobre el cargo de las costas, 
no corresponde pronunciarse» sobre el monto de los honorarios 
regulados a los profesionales do la parto demandada (Fallos: 
240: 28(5, 351 y los allí citados). 

Por ello, se rectifica la sentencia apelada en cuanto al valor 
de la segunda fracción, (pie so fija en la suma do cinco millones 
cuatrocientos dieciocho mil trescientos cinco posos con f)2 eenta- 
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vos moneda nacional y se la confirma en todo lo demás que decide 
y lia sido materia del recurso. Las costas de esta instancia por 
su orden. 

Alfkeijo Ohoaz — Aristóuulo D. 
Aráoz de Lamadimd — Luis Ma- 
ría BoFFI BOOGERO .7 l'LIO ÜYHA- 

XARTE. 



NACION AKÍíKNTINA v. CESAR RAMON LOBO v Otros 

EXI'KOPI A ( IOS : Indemnización. Determinación de] valor real. Valor de 
la tierra. 

Si no existe (Mi la causa constancia probatoria alguna que acmlite la infrac- 
ción al art. 11. in fine, de la ley 13. 264. debe rechazarse la impugnación 
basada en que. ant<s de» conocerse el proyecto de ampliación del aeródromo 
Fuerte Barragán, las tierras expropiadas — anegadizas — no sólo no aumen- 
taban de valor, sino que lo disminuían en relación con otras zonas de dife- 
rentes características. 

KXPROPIACIOX : Indemnización. Determinación del ralor nal. Valor de 
la tierra. 

Corresponde confirmar la sentencia apelada en cuanto eleva el precio fijado 
por el Tribunal de Tasaciones, adecuándolo a las medidas reales del inmue- 
ble expropiado - — que se establecieron mediante un peritaje dispuesto para 
mejor proveer, no objetado por las partes — y desestima la aplicación de 
coeficientes proyectados para lotes urbanos, en atención a que las tierras 
de la zona — según el cuerpo técnico — presentan las características de las 
islas del Delta. 

COXSTITreiOX X At 10 X AL: Const nacionalidad e inconstitucionalidad. Le- 
pes nacionales. Administrativas. 

No es inconstitucional el art. 2S de la ley 13.264, en cuanto distribuye la 
carga de las costas entre amba* partes, cuando la indemnización fijada en 
la sentencia no excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre 
ésta y la reclamada. Tal solución no es violatoria de la igualdad ante la ley 
y de la garantía del derecho de propiedad. 

COSTAS: X ata raleza del juicio. h'.rpropiación. 

No es irrazonable que en los juicios de expropiación, en (pie una de las par- 
tes actúa en miras de intereses públicos, no se apliquen con rigor los princi- 
pios procesales (pie rigen cuando las partes sólo actúan, ambas, por un 
interés particular o privado, tanto más cuanto que el art. 2S de la ley .13.264, 
para establecer la distribución de las costas, tiene en cuenta expresa mente 
la conducta excesiva del expropiado que. en esa medida, hizo también nece- 
sario el juicio para la fijación de la indemnización. 
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1*1 disposición del ;irt. 2s de la lev l:í.2<>4. en cuanto distribuye la ear^n de 
las costus entre ambas parto, cuando la indemnización fi jada en la sentencia 
no excedo la suma o trocida más la mitad de la di Tenencia entro ésta y la 
reclamada, no afecta el principio do reparación inteirral. pues ésto no tiene 
carácter absoluto y sólo ha de entenderle dentro de los límites establecidos 
por aquella ley. 

( (iXSTI I I ( f()\ XAC/OXA /. : Conytitttrinnulidud *> inrn t ,stitnrit, nulidad. Le- 
i(cs nticinmdrs. AdmiHistratiru*. 

La razón del sistema establecido por el art. Js de la ley I.i._ ) «i4, aun con 
independencia del interés público que defiende una de las partes en el pro- 
ceso, consiste en sancionar toda pretcnsión excesiva, ya que si ,»1 expropiador 
y el expropiado tienen obligación de fijar el monto de sus pretensiones 
respectivas, una correcta conducta procesal exi^o que esa operación, en sí 
difícil, sea bocha do manera prudente, sin excesos de una y de otra parto. 
En osas condiciones, tal -istema, cualquiera fuese el juicio acerca de su justicia 
o injusticia, no aparece irrazonable en términos que lleven a la declaración 
do su inconstitucionalidad t\ o1o del Señor Ministro Poetor I>on Luis María 
Bot'í'i Hoüfiroro \ . 
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Buenos Aires, 23 de noviembre de 1059. 

Vistos los autos: "Fisco Nacional e Lobo, César Ramón y 
otros s expropiación", en los que a fs. L|25 se ha concedido el 
recurso ordinario de apelación contra la sentencia de la Cámara 
Federal de Apelaciones de La Plata de techa 2b de junio de 1958. 

( 'onsidcrnndo : 

Que el recurso deducido es procedente, de acuerdo con lo 
proscripto por el art. 24, inc. (5°, ap. a), del decreto-ley 1285 58 
(ley 14.4(57). 

Que, con destino a fines militares y para la defensa nacional, 
el ador promueve acción expropiatoria de tierras de propiedad 
de los demandados, sitas en la localidad de Camhncercs, Partido 
de La Plata, Provincia de Rueños Aires, designadas por la Direc- 
ción de (ieodcsia. Catastro y Tierras, como Circunscripción IV, 
Sección Fracción L Parcelas llí y 2 A, con acceso por el ca- 
mino pavimentado i|Uc va di* Ensenada a Punta La ra y con una 
superficie total di* 42.100 nr ( fs. 2<i). 

< t )ue, como precio de la expropiación, el accionante depositó 
en autos la suma de * 18.4:>0 m/n., M ue es la tasación de las refe- 
ridas tierras formalizada por el Banco Hipotecario Nacional 
(fs. 15). 

Que los demandados, sin oponei>e a la expropiación, consi- 
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de ran "extremadamente exiguo" el precio ofrecido y consignado 
por el expropiador y, por ello, inaceptable. Luego de una valo- 
ración del inmueble y sus mejoras con referencia a la época de 
la loma de posesión por el Fisco (22 de abril de 1949, acta de 
fs. 42/44), estiman y pretenden, como valor aproximado del bien, 
la suma de $ 759.995,50 m/n., o lo que en más resulte de la pericia 
a realizarse por el Tribunal de Tasaciones, o aún de la sentencia 
a dictarse (fs. 55 61). 

Que diclio Tribunal avaluó el inmueble v sus mejoras en la 
suma de $ 321.314 m/n. (fs. 153 104). 

Que atento a la forma imprecisa en que aparecen consig- 
nadas las medidas del inmueble bajo desapropio en los títulos de 
fs. 50 52, se designio (fs. 166 vta.), en carácter de medida para 
mejor proveer, un perito para que determinase la real super- 
ficie del bien, la que resulta de ese modo fijada en 40.000 m 2 
(fs. 172 75). Esta pericia y sus ampliaciones (fs. 186/87 y 192) 
no fueron objetadas por las partes. 

Que la sentencia de primera instancia (fs. 194/98) fijó como 
precio de la expropiación el determinado por el Tribunal de Ta- 
saciones, pero adecuándolo, en cuanto a la tierra, a la mayor 
extensión que, en la pericia (fs. 192), se adjudicó a la zona O, 
fijando como indemnización total la suma de 323.220 m/n. Dis- 
puso, además, el pago de costas por su orden por aplicación del 
art. 28 de la ley 13.264. 

Que apelada por 'ambas partes la sentencia prealudida, la 
Cámara dictó su pronunciamiento a fs. 220/22, elevando a pesos 
329.217,60 m/n. la indemnización por todo concepto, en virtud 
de haber acogido las observaciones de los demandados con refe- 
rencia al procedimiento seguido por el Tribunal de Tasaciones 
para la valuación de la zona O, dada sus modalidades topográ- 
ficas distintas a las de los lotes urbanos. En cuanto a las costas, 
decidió, por aplicación del precedente de esta Corte (Fallos: 239: 
496), en que se declaró la inconstitucionalidad del art. 28 de la 
ley 13.264, que ellas deben ser a cargo de la actora en ambas 
instancias, atento la naturaleza del juicio, resultado de éste y de 
los recursos deducidos. 

Que el Señor Procurador General, en representación del actor 
— único apelante — , limitándose a dar por reproducidas las consi- 
deraciones hechas valer por los representantes de su parte, pide 
se revoque la sentencia apelada y se resuelva i 'de conformidad a 
la petición fiscal c imponiéndose las costas del juicio a la contra- 
parte" (fs. 235). 

Que el Señor Procurador Fiscal, en su memorial de fs. 158 
(snstitntivo del informe in roer del art. 80, ley 50), en mérito a 
las conclusiones del dictamen del Tribunal de Tasaciones (fs. 
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17)1) 04), que califica de "estudio meduloso y fundado' 1 , pide so 
dicte* sentencia "fijándose como total indemnización la simia de 
# ;>-!l ..'!14 ni 11., y (pie en atención a la> cantidades consignadas 
y reclamadas $ 1<S.4:]0 (I's. 2(5) y 8 7óí).!>!l.V>() m n. (contestación 
de fs. 7)7) (¡0), se declaren las costas en el orden cansado". Pos- 
teriormente, la misma parle pretende, por intermedio d<d Señor 
Procurador Fiscal de ('amara (fs. 21Í) vía.), se fije como indem- 
nización por los terrenos — mejoras aparte — la suma de 1 $ 1S.430 
m/n, o, en último caso, la de S 2:5.000 m n. a que se refieren los 
demandados (I's. 1/-): y solicita, además, que se impongan las 
costas a la parte demandada. Kn suma, los agravios del recu- 
rrente son los que siguen: a) respecto al precio total de la expro- 
piación fijado por el a quo, en cuanto aquél excede del determi- 
nado por el Tribunal de Tasaciones, o sea, el de S .'>21.:>14 m/n. 
(fs. 1ÓS), y 1)) en lo relativo a la distribución de costas, (pie el 
apelante pretende» sean impuestas en mi totalidad a los deman- 
dados. 

(¿ne, con relación al primer agravio y fuera de las conside- 
raciones formuladas en el párrafo anterior, las argumentaciones 
del actor en su memorial ( f s. 21Í1) no pasan de meras afirma- 
ciones generales no sustentadas en prueba alguna. Kl argumento 
de que, antes de conocerse el proyecto de ampliación del aeró- 
dromo .Puerto Barragán, las tierras de (pie se trata — anegadi- 
zas — , no sólo no aumentaban de valor, sino que lo disminuían 
en relación con otras zonas de diferentes características, única- 
mente podría ser acogido si mediara la prueba concreta de una 
plus valía artificial e ilegítima derivada de la obra pública para 
la que el inmueble se expropia (Fallos: 242: 148), circunstancia 
que no aparece acreditada en autos de manera alguna. 

Que la diferencia entre 1 la tasación practicada por el Tri- 
bunal de Tasaciones (t ;}'J1.:>14 m/n.) y la determinada en defini- 
tiva por la sentencia recurrida ($ :52í).21 7,(50 m n.), es fundada 
desde que: a) el fallo de primera instancia, adecuando la tasa- 
ción del Tribunal de Tasaciones a las medidas reales del inmue- 
ble objeto del desapropio, le elevó a ¡fe :>2.'>.o20 ni n. ; b) el fallo 
apelado, a su vez, acogiendo ( fs. 220 vta. ¡a fiar 221) las obser- 
vaciones (fs. 210/10) de los demandados respecto al procedimien- 
to seguido por el Tribunal de Tasaciones para la valuación de 
la zona ( 1 , elevó la tasación a la suma de £ o2í). 21 7,(50 m/n. Tales 
observaciones son razonables, pues se basan en la circunstancia 
de (pus presentando las tierras de diclia zona — según el Tribu- 
nal de Tasaciones, fs. 124 — las características de las islas del 
Delta, y reduciéndose su explotación inicial a la plantación de 
sauces y alamos, no es admisible aplicar, con relación a ellas, 
coeficientes proyectados para lotes urbanos. 
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Que con respecto a la inconstitucionalidad del art. 28 de la 
ley l.V2<)4, en cuanto distribuye la carga de las costas entre 
ambas partes, cuando la indemnización fijada en la sentencia no 
excede la suma ofrecida más la mitad de la diferencia entre ésta 
y la reclamada, el Tribunal, en su actual composición, apartándose 
del precedente de Fallos: 2.'>í) : 4!>b y manteniendo uno anterior 
de Fallos: 204:.").'U, a propósito de un precepto idéntico (art. 18, 
decreto 17.í)2l)/44), estima que la sentencia apelada debe ser revo- 
cada. Fsta solución no es violatoria de la igualdad ante la ley y 
de la garantía del derecho de propiedad, como se dijo en el 
ultimo precedente citado, con fundamentos que se dan aquí por 
reproducidos. Por otra parte, no es irrazonable que en esta clase 
de juicios, en que una de las paites actúa en miras de intereses 
públicos, no se apliquen con rigor los principios procesales que 
rigen cuando las partes sólo actúan, ambas, por un interés parti- 
cular o privado, tanto más cuanto que el art. 2S de la ley 13.2(54, 
para establecer la distribución de las costas, tiene en cuenta expre- 
samente la conducta excesiva del expropiado que, en esa medida, 
hizo también necesario el juicio para la fijación de la indem- 
nización. 

( c )ue tampoco esta solución afecta el principio de reparación 
integral, declarado también por esta Corte en materia de expro- 
piación (Fallos: 1S1 : 2.">0 y :>f)2 ; 2,%: 127, entre otros), pues tal 
principio no tiene carácter absoluto y sólo ha de entenderse den- 
tro de los límites establecidos por la ley de la materia. 

Por ello se confirma la sentencia apelada de fs. 220/22 en 
cuanto al monto de la indemnización total que establece, y se la 
revoca en lo que decide sobre las costas, las cuales se declaran 
por su orden en las tres instancias, por aplicación de lo dispuesto 
en el art. 2S de la ley i:>.2li4 y en atención al resultado de los 
recursos. 

Alfkkim) Oi;<; ax — A iíistóiulo D. 
Ai:.\oz ]>k Lamadüid — Lns M\- 
rtÍA Boffi Boííiíkko (disidencia 
parcial de fundamentos) — Jruo 
Ovií axai; i k. 
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Doctoi; Don Lns Maim'a I >oi i i Boi;«;ki:o 
Considerando : 

(¿no con respecto al agravio sobre las costas, corresponde 
decidir sobre el valor constitucional del art. :28 de la ley 13.264 
desde (pie él ha sido contemplado en la sentencia del a quo y 
las partes lo han consentido (ver voto del suscripto en Fallos: 
243: 111 ). 

Que el sistema sobre las costas establecido por el precitado 
art. 2H es uno de los que adoptan las diversas leyes y sostienen 
los diferentes autores en procedimientos de esta índole, sistemas 
(pie van, pasando por otros intermedios, desde el que establece 
la imposición de costas para el Kstado expropiador en todas las 
hipótesis hasta el que introduce diferencias sei>nn que la suma 
fijada definitivamente se acerque a una u otra de las ofertas, o 
bien coincida con el termino medio de ellas. Este último es el 
de la norma en examen, ya que establece: "Las costas del juicio 
de expropiación serán a carifo del expropiante cuando la indem- 
nización exceda de la ofrecida mas la mitad de la diferencia (Mitre 
la suma ofrecida y la reclamada: se satisfarán en el orden cau- 
sado, cuando no exceda de esa cantidad o si siendo superior a la 
ofrecida el expropiado no hubiere contestado la demanda o no 
hubiese expresado la suma por él pretendida; y serán a carifo del 
expropiado cuando la indemnización se fije en iuual suma que la 
ofrecida por el expropiante". 

Que la razón del sistema establecido por el artículo antes 
referido, aun con independencia del interés público que defiende 
una de las partes en el proceso, consiste en sancionar toda pre- 
tensión excesiva, ya (pie si el expropiador y el expropiado tienen 
obligación de fijar el monto de sus pretensiones respectivas, una 
correcta conducta procesal exiue que esa operación, (Mi sí difícil, 
sea hecha de manera prudente, sin excesos de una y de otra parte. 

Que, en esas condiciones, el sistema del art. l'K de la ley L¡.-()4, 
cualquiera fuese el juicio acerca de su justicia o injusticia, no 
aparece irrazonable 1 en términos que lleven a la declaración do 
su inconst itucionalidad. 

Que estos fundamentos y los que sustentan la decisión de 
esta Corte en Fallos: lM)4: j.'U, que se dan esencialmente por re- 
producidos, son bastantes para modificar la sentencia apelada, 
desde que ella impone» las costas íntegramente al actor, y para 
desestimar la pretensión del apelante en el sentido de que se im- 
pongan al demandado en su totalidad. 

Lris Mahía Horn Bouckko. 
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AGUSTIN' Í'AUM) 

RE( ( RSO DE AMPARO. 

Es improcedente el amparo deducido por una .sociedad propietaria de insta- 
laciones para remates- ferias contra el cesionario que, según el actor, lo impide 
el acceso y uso de los bretes y demás accesorios, violando el contrato verbal 
mediante el cual el recurrente sólo habría cedido en forma precaria el uso 
de las referidas instalaciones para realizar en ellas un remate por mes. 

RECE RSO DE AMPARO. 

Habida cuenta de que no se baila reblada, en la acción de amparo no debe 
verse sino una de las garantías implícitas que nacen de la ''forma repu- 
blicana de gobierno". Por ello, si bien es admisible que dicha garantía sea 
reconocida a los gobernados frente a los gobernantes, como medio de efecti- 
vizar la limitación de los poderes (pie estos últimos invisten, no se advierte, 
en cambio, por qué ha de trasladársela al orden jurídico en que se desen- 
vuelven las relaciones entre particulares. Entre estas relaciones y la "forma 
republicana de gobierno" no existe vínculo alguno susceptible de justificar 
semejante extensión de la esfera asignable a ese remedio, que es estricta- 
mente excepcional (Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Don Julio (Miañarte). 

Skxtkncia ma Jrrz r.x 1,0 Pgnwl 

Mercedes, 7 de mayo de 1059. 

Autos y vistos; considerando: 

Que a f>. 1, Agustín Caldo recurre por vía de amparo en razón de que, 
sostiene de que la Sociedad de (pie representa "Ganaderos Unidos de Cañada 
Seca S . R . L. '\ cedió las instalaciones para el remate-feria que posee en la 
localidad de C -añada Seca, partido de Oral. Villegas, a la firma "Martín Unos, 
y Cía.", para la realización de un remate, por mes, y que ahora la firma "Martín 
Hnos.", impidiéndole el acceso y uso de las instalaciones, se niega a que su 
representada haga uso de las mismr.s para la realización de los remates ferias. 

Que según resulta de la propia manifestación del representante de la deman- 
dada, contenida en el acta de fs. 0, la misma niega a la recurrente el uso de las 
instalaciones de aquélla, en razón, según sostiene, de un contrato verbal de arren- 
damiento de las mismas, y agrega que por ese arrendamiento abona el 0,80 % de 
las ventas que realiza su representada. 

Que de las propias manifestaciones contenidas en la citada acta, resulta que 
el contrato invocado no presenta los caracteres del contrato de locación, tratándose 
más vale de un contrato sn¿ gen-cris \ más aún, si como lo sostiene el recurrente, 
el pago de la locación quedaría supeditado a la determinación de la demandada, 
de realizar o no actividades en las instalaciones, que dice, locadas. 

En consecuencia y siendo así, la conducta de la firma Martín Hnos. y Cía. 
resulta violatoria del derecho constitucional del libre comercio que le asiste 
al actor. 

Por todo ello y con forme a la doctrina jurisprudencial del art. 41S y con- 
cordantes del C. Procesal, 

Resuelvo : 

Hacer lu^ar al recurso de amparo interpuesto por Agustín Caldo y mandar 
se notifique ;i la firma "Martín Tinos, y Cía.", que debe permitir el uso de las 
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instalaciones do la Eeria, materia do osto recurso, ;i la firma í ianaden» ["nidos 

do Cañada Soo¡i S.K.L., olí las lechas oh que no realice remates l;i firma 

demandada, ;» cuyo ol'ooto líbrese oficio a la policía do (¡ral. Yilloua-. l*e<lvo 
Daniel l*iccolomini. 

Sr.NTKNci v di; i.\ Címaiía ím: A i -¡i \riú\ i:\ i.<> I'knm. 

Mercedes. '2 de junio de l!»")í*. 

Y vistos: Los do osto rocur>o do amparo doducido por D. Agustín Caldo 
invocando su carácter do asociado do "danadoros Cuidos do Cañada Soca, 
S.R.L.". 

Y considorando : 

I. a) Do la confrontación do las expropiónos dol recurrente cmi las do 
''Martín Unos, y Cía.'* contra quienes ol amparo si» pido, so advierte la existencia 
do una vinculación jurídica entro ambas partos. 

b) So advierto, asimismo, que ol conflicto — materia del recurso — se centra 
sobro las instalaciones do remato-feria, instalaciones cuya propiedad reconocen 
los accionados como de la entidad representada por Caldo, pero atribuyéndose, 
al mismo tiempo, la tenencia e.rrlusiru de la> mismas. 

o) Esta última circunstancia derivaría do un convenio verbal entro ambas 
entidades. 

d) Lo cual es notado por el recurrente* quien, por el contrario, sostiene* 
que Martín linos, y Cía. contaba, solamente, con autorización para realizar, en 
ol local referido, una subasta mensual. Añado (pie, mediante una maniobra (que 
no describo) si* apoderaron do las llaves entrando, así. indebidamente en la tenen- 
cia d(d local. 

o) I-ios nombrados Martín linos, y Cía. mencionan una concesión o una 
locación a cambio de la entroja a "(¡anaderos luidos" di' un 0,s0 <]' c del uiro 
de cada remate, cuya realización queda su arbitrio ( fs. 1/J vta.. 7 y !)). 

II. El señor juez apelado considerando (pie de las propias manifestaciones 
de "Martín linos, y Cía." resultaría de no tratarse do una locación, sino do un 
contrato $n¡ tjéneris, con mayor razón si "como lo sostiene el recurrente, el paco 
de la locación quedaría supeditado a la determinación de la demandada, do rea- 
lizar o no actividades en las instalaciones (pie dice locadas. En consecuencia, y 
siendo así, la conducta do la firma Martín linos, y Cía. resulta violatoria del 
derecho constitucional dol libro comercio (pie asiste al actor". Manda, por ello, 
notificar a Martín linos, y Cía. (pie debían permitir el uso do las instalaciones 
a los recurrentes, en las fechas en (pie ellos no realizaran reinales [ f s. 11). 

II I. So observa, de inmediato, la colisión de dos pretensiones (pío reclaman, 
cada una de ellas, el apoyo del derecho. 

\'o es, entonces, la controversia aquí suscitada, equiparable a la do! caso 
Kol resuelto por la Corte Suprema ( ")/í)/í)5S ) , mso en el cual los obreros en 
conflicto con sus patrones ocuparon la lúbrica, pero - sovrún ol Alto Tribunal 
lo hizo notar — "no han invocado ni pretenden tener nimjitn derecho a la posesión 
o detención de dicha fábrica". 

La diferenciación de ambas situaciones aparece* fácil. 

En lauto que la actitud de los obreros señalada ora do tan notoria arbitra- 
riedad que. ni ellos mismos — los obreros - invocaron principio jurídico alguno 
para otorgar apariencias de legitimidad a la ocupación de la lúbrica, en la especie 
stth erutniitc por el contrario existo una pretensión, mudada en un supuesto 
acto jurídico bilateral (art. 11Í17 C. C. ) formulada por quienes detentan el 
inm neldo (y. consiguientemente. las instalaciones ) y en contra de quienes se 
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requiere el amparo judicial. En otras palabras, en ningún momento Martín Unos, 
y Cía. han admitido linber obrado sine inre t ni han invocado tampoco normas o 
situaciones de hecho, absurdas para fundar la juridicidad de su conducta. Asien- 
tan su tenencia en un derecho a la misma que se atribuyen. 

IV. Tero, si e>e derecho, que se legitimaría la tenencia ejercida por Martín 
Unos, y Cía. y la exclusión de dicha tenencia de "Ganaderos Cuidos...", existe 
o no existe, no es, a juicio del tribunal, tema lícito de considerar ahora y por el 
procedimiento excepcional intentado. 

"En tales hipótesis los jueces deben extremar la ponderación y la pruden- 
cia... a fin de no decidir, por el sumarísimo procedimiento de esta garantía 
constitucional, curst iones susceptibles de un mayor debate y que corresponde 
resolver de acuerdo a los procedimientos ordinarios... (C. S. J M caso cit.)". 

Si tal se hiciera, se correría el riesgo gravísimo de privar al sujeto de 
derecho, de otros derechos subjetivos tan garantizados por las constituciones 
— nacional y provincial — y tan respetables como aquéllos que se pretende ampa- 
rar, mediante el remedio aquí intentado. 

Bien que, en rigor, Martín Unos, y Cía. fueron oídos, no parece ser ello 
suficiente para satisfacer cabalmente las exigencias formales y substanciales del 
"debido proceso" (arts. 18 C. X., 158 C. P. B. A., sus cono, y doct.). 

Y, no parece ser suficiente porque de las sumarias actuaciones practicadas, 
resulta la existencia de hechos controvertidos, fundamento de las pretensiones 
jurídicas en pugna. Este panorama implica la necesidad de que, a los contendo- 
res, se les brinde la alternativa de producir las probanzas que entiendan hagan 
a su derecho. De lo contrario, resultaría burlada la referida exigencia del 
"debido proceso". 

Como ya lo expresó esta Cámara, "si las declaraciones de derechos y garantías 
enumeradas en la Constitución no serán entendidas como negación de otros dere- 
chos y garantías no enumerados, pero nacidos del principio de la soberanía del 
pueblo y de la forma republicana de «robierno (art. C. N.), es evidente que, 
con mayor razón, ninguno de los derechos y garantías enumerados debe entrar 
en colisión con otro también enumerado, ni, mucho menos, significar su nega- 
ción" ( 0/2/1 D5f>, in r< Rccur. amparo de la l\ 0. Metalúrgica). 

V. No se percibe tampoco, en la especie, que el libre juego de las insti- 
tuciones de derecho común, pudiera traer aparejada la producción de graves e 
irreparables perjuicios. Aquellos contra los cuales se dirige el amparo desarro- 
llan una actividad comercial bien definida y administrativamente reglamentada 
y controlada. lia de pensarse, entonces, razonablemente, que ellos — 1 Martín 
linos, y Cía. — serán capaces de afrontar las responsabilidades de cualquier 
clase, que el ejercicio de su aludida actividad comercial pueda generar. 

VI. En síntesis, en manera alguna *e ha acreditado la violación de ninguno 
de los derechos o garantías enunciados en la primera parte de la Constitución 
Nacional; y <'» supuesto hipotético de que así fuera, no se darían las demás 
condicione* que hicieran viable el progreso de lo que se intenta a fs. 1. 

Si los componentes de la razón social accionada cometieron el delito de usur- 
pación (como lo insinuó el recurrente) o, si mediante interpretaciones especiosas 
convirtieron la estipulación realmente existente, en atentatoria a la moral y las 
buenas costumbre*, son cuestiones que pueden (y deben) ventilarse por los proce- 
dimientos ordinarios, con el juego de las leyes formales y substanciales aplicables 
al caso. Tales cuestiones resultan, en la especie, total y absolutamente ajenas al 
remedio preconizado bajo el rótulo de "recurso de amparo". 

Por tanto se revoca el auto apelado de fs. 11, en cuanto fué materia de 
recurso. Y, se desestima, con costas, la pretensión formulada a fs. 1 y sigtes. 
(arls. Ii7 y 42* C. I\ R). — Emilio M. R. I) ai re mu: — Enrique Allemle — 
Eraueist o //. Chapáis. 
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Dktamkx dkl Pi:o(ti:ai>< m; ( !kn kkal 

Suprema ( 1 orte : 

En el escrito de t's. ."iS/liO, que sólo contiene consideraciones 
¿>-enerales acerca de la doctrina y jurisprudencia existentes en 
materia de recurso de amparo, el apelante lia omitido la per- 
tinente referencia a los hechos de la causa y a la relación que ellos 
guardan con la cuestión federal que pretende someter al conoci- 
miento de V. E. En tales condiciones, y con arreglo a la inter- 
pretación que el Trihunal ha asignado reiteradamente al art. lo 
de la ley 48, estimo que el recurso extraordinario carece de la 
dehida funda mentación. 

Por lo demás, pienso que, como claramente lo ha puesto de 
relieve el a quo a través de su análisis de las circunstancias del 
caso, la situación que lia dado origen a estos autos en modo al- 
guno puede sei' equiparada a aquella que motivó el pronuncia- 
miento de Fallos: 241: 291. Antes bien, creo que en el sttb ¡ujier 
sería aplicahle la doctrina sentada por V. E. íh re *'Bnosi, José 
s/ recurso de amparo' 9 (fallo del 1S de junio ppdo. ). 

De conformidad, pues, con lo expresado en el primer párrafo 
de este dictamen, opino que corresponde declarar improcedente el 
recurso concedido a t's. SI. Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. — 
Ramón /, a samo. 

FALLO ]>K LA ("'< )RTK SITKKMA 

Buenos Aires, de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Caldo, Agustín s/ interpone recurso de am- 
paro", en los <pie a fs. 81 se ha concedido el recurso extraordi- 
nario contra la sentencia de la Cámara de Apelación en lo Penal 
de Mercedes (Provincia de Buenos Aires) di 1 fecha - de junio de 
19f)9. 

Y considerando: 

( t Mu\ como señala exactamente la sentencia apelada, está 
aereditado que las partes interesadas en esta causa se hallan 
vinculadas por una relación jurídica de carácter contractual, 
divergiendo ambas sobre hechos esenciales y sobre la apreciación 
de los derechos respectivos derivados del contrato. Estas circuns- 
tancias son por sí solas decisivas para estimar improcedente el 
amparo deducido, desde que no resulta de ningún modo manifiesta 
la alegada ilegitimidad que se invoca por el recurrente, ni la vio- 
lación directa e inmediata de un derecho constitucional, condicio- 
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nes indispensables parn la procedencia del amparo, conforme a 
la doctrina establecida por esta ''orle (Fallos: :M1 : iMH y otros 
posteriores). 

Por tanto, babiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario deducido a fs. 
f)S/60. 

AlKüKDO OlUíAZ BkX.JAMIX VlUJíGAS 

Basa vii ,baso — AiusTÓBru) 1). 
AhÁoz dk Lamadimd {sefjtui su vo- 
to) — Li is Manía Boiki Boogero 
{ser/un su roto) — Jruo Oyha- 
naiítk (según su roto). 

Voto DKi- Sknoií Mixistho Doctok Dox Li'is Manía 

BOKKT BOOOKKO 

(Considerando : 

Que la presente causa reconoce, a los electos de la proce- 
dencia o improcedencia del amparo, una esencial analogía con la 
de Fallos: 244: por lo (pie el suscripto se remite breritatis 
muso a los fundamentos allí expresados. 

Por ello, babiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
SI. 

Lris Mai:ía Bokki Bogofjío. 

Voto de los Skxoiíks Mixistiios Doctohks Dox Auistóbulo 
I). AiíÁoz dk Lamadiud y Dox Jtmo Oyhaxakte 

( Vmsiderando : 

Que la sociedad "Ganaderos Unidos de Tañada Seca S. R. L. 
manifestando ser propietaria de las instalaciones para remates- 
ferias ubicadas en el Partido de General Villegas, Provincia de 
Buenos Aires, inicio demanda de amparo ante la justicia ordina- 
ria de esa Provincia. Sostuvo que, en el mes de marzo de 1955, 
celebró contrato verbal con "Martín Unos, y Cía" a la que cedió 
precariamente el uso de las referidas instalaciones, a fin de (pie 
realizara en (días 4< un remate por mes". Añadió que, no obstante 
esa circunstancia, se ha producido una desposesión total en su 
perjuicio, hallándose actualmente impedida de ejercer el derecho 
de propietaria que inviste. Resulta, en efecto, se»Tin lo afirma la 
peticionante, que "Martín Unos, y ( 1 ín.'\ luego de consumar cier- 
tos actos previos, tales como el despido de un empleado y el uso 
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indebido de las llaves del local, "se ha apoderado de un bien 
ajeno, valiéndose (leí permiso precario para la realización de las 
actividades un día de cada mes", de modo tal que la sociedad 
"Ganaderos ruidos de Canadá Seca S. I?. L." se ve impedida 
de tener acceso y hacer uso "do los bretes v demás accesorios" 
(fs. 1/2). 

Que, por entender que los hechos descritos suponen violación 
"del derecho constitucional del libre comercio que le asiste al 
actor", el Sr. Juez intervinionte hizo lugar a la demanda de am- 
paro y dispuso que "Martín Unos, y ría.", ateniéndose a los tér- 
minos del "contrato sui geu-rris" celebrado, "debe permitir el 
uso de las instalaciones de la Feria, materia de este recurso, a la 
firma Ganaderos Unidos de Cañada Seca S. R. L., en las tedias en 
que no realice remates la firma demandada" (fs. 11 y v.). 

Que "Martín Hnos. y Cía." se hizo parte en el juicio y, des- 
pués de haber tomado conocimiento del fallo de primera instan- 
cia, dedujo recurso de apelación (fs. 16/18), merced al cual la Cá- 
mara a quo dictó sentencia revocatoria desestimando las preten- 
siones de la actora (fs. 4b/48). 

Que, contra esta última sentencia, se ha interpuesto recurso 
extraordinario de apelación (fs. 7)8/60), basado en la doctrina 
que resulta del precedente de Fallos: 241 : 291. 

Que, como surge de los antecedentes relacionados, la deman- 
da dé fs. 1/2 es manifiestamente improcedente. Así corresponde 
entenderlo en atención a que el amparo constituye un modo de 
tutela judicial que resulta viable — aun a falta de norma expre- 
sa — únicamente cuando ha sido vulnerado un derecho público 
subjetivo de base constitucional y para la protección de ese de- 
recho no existe otro remedio previsto por el legislador. A los fun- 
damentos de este aserto expuesto por los abajo suscritos en el 
precedente de Fallos: 241: 291, habría que agregar tan sólo una 
reflexión complementaria. Habida cuenta de que no se halla re- 
glada, en la acción de que aquí se trata no debe verse sino una de 
las garantías implícitas que nacen de la i 'forma republicana de 
gobierno" (art. 33 de la Constitución Nacional). Por ello, si bien 
es admisible que dicha garantía sea reconocida a los gobernados 
frente a los gobernantes, como medio de efectivizar la limitación 
de los poderes que estos últimos invisten, no se advierte, en cam- 
bio, por que ha de trasladársela al orden jurídico en que se des- 
envuelven las relaciones entre particulares. Parece claro, en 
efecto, que entre estas relaciones y la ' i forma republicana de 
gobierno" no existe vínculo alguno susceptible de justificar se- 
mejante extensión de la esfera asignable al remedio sub examine, 
que es estrictamente excepcional (Fallos: 242: 300 y 434). De 
todo ello se sigue que no media relación inmediata y directa entre 
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las narantíns constitucionales que sc^ invocan y lo dividido en la 
causa. 

Kn su mérito, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (íe- 
nernl, se declara improcedente el recurso concedido a fs. SI. 

AlilSTÓlU'KO I). AlíÁoZ HK IjAMAIHíID 

J l'LIO Ovil AN ARTK. 



I LISKS CAKLOS AKMKNTANO v Orno 

JI'KISDK ( ) ( ()\IPETi\\( i A : Com />rh liria utuitnmL Cansas penales. 

I itihicn'w <lf normas fedt rules. 

l'on arreglo a lo ili^piM'Mo en los arts. .'i'-' y 1" de la ley l.'í.íMf), eorresponde 
eunorcr de la eausa ;i l;i justicia federal, y no a la penal provincial del lu^ar 
de la sustracción, si los cartuchos calihrc ."Js. lariro espeeial munición (pie 
pertenece al tipo de las clasi I 'iradas como "armas de guerra" , aunque ela- 
horado> con materiale> hurí:. dos en una tahrica. fueron armados fuera del 
establecimiento y en forma clandestina. 



Dicta m kn i>ki, Puorr iiadoi: (í kn kual 

Suprema ( -orle : 

Las constancias obrantes a fs. 177 y ;¡7l\ que demuestran que 
los cartuchos calibre .'JS, laruo especial, lian sido elaborados con 
materiales de la casa Orbea pero armados fuera de su estableci- 
miento fabril y en forma clandestina, determinan, a mi juicio, la 
competencia di 1 la justicia federal para entender en la causa. 

Kn efecto, dado que dicha munición pertenece al tipo de las 
clasificadas como "armas de uuerra , \ y como tal encuadra en 
la primera categoría de las establecidas en el art. .'!° de la ley 
l.'?.!>4."i, los actos a ella atinentes caen bajo la jurisdicción nacional, 
se»iin lo determina el art. 4" di» la mencionada ley (Fallos: '2;W : 

:¡:íí>). 

Hasta (dio, en consecuencia, para que corresponda dirimir la 
presente con! ¡(Mida de competencia negativa declarando que debí 1 
seguir entendiendo en esta causa el Señor Juez Federal X 9 .*> de 
la Ciudad de La Plata. Buenos Aires, :>() de setiembre de 1JK)!) 
— Htnwhi Lascano. 



DI! .H'STIUA 1)1: I.A N'ACIÓN' 



IWLLo 1»K LA roiíTK Sl'PKKMA 

Rueños Aires, de noviembre de 1!>Ó!>. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador (¡enerni y con lo resucito por esta Corle en los casos 
registrados ni Fallos; I : ;!:!!» y J*:!: .VI!», S e declara <|ii^ el Sr. 
Juez l'Yderal de I ,a I Main es el competente para conocer de esla 
causa. Remítasele los autos y hádase salier en la forma de estilo 
al Sr. Juey, en lo Penal de dicha ciudad. 

A I.KIíKU» < )|;<;AZ - Rk.N.IAMÍN V 1 1 .1 J\( i AS 
I ) ASAVll.KASO -- AlílSI'ÓlUI.O D. 

AkÁoz i>k Lamaihíih Lris Makía 
Roí v\ Roooküo — Jruo Ovka- 
x \i;tk. 



ost ai; km uU'Ikt* » iikum* 

.//' líISDH ( IO.X ) COMPETESCI A : Cnw t** tmritt muiomil. (tu<s<ts ptttahs. 
hrfifos ni fnrjtttfti» <h los hutns n f'tHtds d> hi \(nnm tf tlf sus rt - jnu't it-nnifs 
tt Htn ra n h as . 

La justicia federal es l;i coiu pétente para nnini't'r de las rinitis penales Ol'i 
amadas por delitos t| m». di términos generales y con prescinden» ia de l:i 
clasi I '¡ración (pir les corresponda, aírclan u piudci» afect ir el patrimonio 
nacional. 

( 'orresponde a la justicia en lo criminal y currcci ion ; I federal tic l:i ("api 
t;il, y no a la nacional di lo criminal de his| rucción, el conocimiento del 
suniiirio por estafa \ tentativa de estala (|u- se habrían cometido mediante 
l:i presentación de holelos no válidos, denunciadas por dos "pagadores n mhu- 
lantes" (pie actúan di los lil pódromos dependientes de l:i I .oteria Nacional 
de Henel icencia y t'asiiios; pues el hecho de ipte los boletos no halii Mt ados 
hayan sido pagados, como di el caso, por un empleado di' la Lotería Na- 
cional con fondos propios (pie, di los siipucslos normales. deben serle re- 
integrados contra la entrega de los boletos, no significa (pie el sujeto pasivo 
del delito >ea el dependiente de la i nst it ui -ion. Acuella ci rcuusl a ncia se 
refiere a la responsabilidad eivil del empleólo frente a la entidad (pie orga- 
niza el pie^o y no incide en la consumación del hecho delictuoso. 



DlCTAM KN 1>KI, RlíOC 1'K \ 1 OK (¡KN KliAI. 

Suprema ( 'orle : 

Tal eomo lo pone di 1 manifiesto la fundada resolueión del 
Señor Juez en lo Criminal v ( \>rreecional ( fs. 7.")) el eoluo de 



FALLOS DK LA CORTf- M'PREMA 

boletos sustraídos configura un delito contra ol patrimonio do la 
Lotería de Beneficencia Nacional y Casinos, con presoindcncia de 
la responsabilidad civil (pío haya en definitiva recaído sobre el 
empleado sorprendido por la maniobra. 

Corresponde, en consecuencia, en virtud de lo dispuesto en 
ol art. 3°, inc. 3 9 , de la ley 48, dirimir la presente contienda de- 
clarando que debo continuar entendiendo en la causa el Señor 
Juez en lo Criminal y Correccional Federal. Buenos Aires, 15 de 
setiembre de 1959. — Ramón La ¿¡amo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de noviembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, en ol estado actual del sumario, sólo existe contienda 
entre los jueces en lo federal y de sentencia do esta Capital acerca 
de la estafa y tentativa de estafa denunciadas por Fausto Flores 
y Manuel Ricoy, respectivamente. Se trata de "pagadores am- 
bulantes" que actúan en los hipódromos dependientes de la Lo- 
tería Nacional de Beneficencia y Casinos y abonan al público, 
fuera de las ventanillas, los boletos de apuestas correspondientes 
a caballos ganadores. En ambos casos, los boletos presentados 
no eran válidos; el Sr. Flores abonó su importe, que luego no pu- 
do recuperar, pues la Lotería, que no proveo anticipadamente de 
fondos a los "pagadores ambulantes'', se negó a reintegrarle el 
valor de los boletos (fs. 14, 23, 38, 51, 85) ; en cuanto al Sr. Ricoy 
(fs. 2, 23), advirtió a tiempo la maniobra y no pagó los boletos 
que lo fueron presentados. 

El Sr. Juez en lo Criminal y Correccional Federal, luego de 
sobreseer definitivamente al menor acusado do haber hurtado los 
talonarios, se declaró incompetente para conocer de la estafa y ten- 
tativa do estafa antes mencionadas, por considerar que, dadas 
las circunstancias del caso, han afectado el patrimonio de los "pa- 
gadores ambulantes" y no el de la Lotería Nacional de Benefi- 
cencia y Casinos (fs. (51/62) ; la justicia en lo criminal se negó a 
conocer del sumario (fs. 75 7(5 y 81), por lo que, habiendo insis- 
tido en su decisión ol Juez Federal (fs. 3(5), correspondo a esta 
Corto dirimir la contienda. 

Que, como dictamina ol Sr. Procurador General, el conoci- 
miento do la causa corresponde a la justicia federal. En efecto: 
esta Corte tiene reiteradamente resuelto que corresponde a di- 
chos tribunales conocer do las causas penales originadas por de- 
litos que afectan o pueden afectar el patrimonio nacional — Fa- 
llos: 240: 417; 241: 11 y los allí citados, entre otros—. En el 
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supuesto de autos, el hecho de «pie lo> holeto> no habilitado- ha- 
yan sido pagados por un empleado de la Lotería Nacional con 
fondos pro])ios (pie, en lo> casos normales, dehen serle reintegra- 
dos contra entrega de los boletos, no significa que el sujeto pasivo 
del delito sea el empleado de la Lotería, pues aquella circunstan- 
cia se refiere a la responsabilidad civil del empleado frente a la 
institución (pie organiza el juego y no incidí* en la consumación 
del hecho delictuoso (doctrina de Fallos: J.'JS : 08!); 242: .V2 ; sen- 
tencia del 9 de octubre pasado en la causa C. 71V2, "Vera Pedro 
A. s lesiones' '). A lo cual cabe agregar (pie, en este mismo su- 
mario, la justicia federal ha admitido su competencia para juzgar 
el caso del empleado (pie pagó boletos falsos en la ventanilla y 
tuvo que reintegrar luego a la Lotería el importe correspondiente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
sí 1 declara que el .Juez Nacional en lo Criminal y Correccional 
Federal es el competente para conocer de esta causa. Remítan- 
sele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
en la Criminal de Sentencia de la Capital. 

Alfukih» Oih.az — Aií.isTÓnrLo I). 
Akáoz i>k Lamadimi» — Lns M akía 
Boffi Bo<;<;kro. 



CAYKTANO FAUiARKS 

JVRISDK ( IO.X Y ( 'VMPh'TESi JA : f h< -ta */" nal. Lutiar <hl delito. 

Corresponde conocer de la causa a la justicia nacional en lo criminal y co- 
rreccional federal de la Capital, y no a la federal de La Plata, Provincia de 
Hnenos Aires, si el documento prcsuntaMientc lalso habría sido usado en 
la Capital Federal como medio ciiuaño-o para efectuar la venta de un 
automóvil. 

Dictamen i>el Pikk r i; ai km: (íknkkal 

Suprema ( 1 orte : 

So^i'in resuelta de las actuaciones administrativas agrega- 
das (fs. 7), el instrumento falso ai» regado a fs. 2 habría sido usa- 
do en esta ciudad como medio engañoso para efectuar la venta 
del automóvil al (pie dicho documento se refiere. 

En consecuencia, y teniendo en cuenta, por otra parte, lo es- 
tablecido en el art. 29(> del Código Penal, estimo que corresponde 
dirimir la presente contienda declarando que debe entender en la 
causa el Señor Juez en lo Criminal y Correccional Federal de la 
Capital. Buenos Aires, 27 de octubre de 1959. — Ramón Las cano. 



FALLOS DE LA OOKTE Sl'PKEMA 



FALLO DK LA COKTK SITHUMA 

Buenos Aires, 211 do noviembre do 1955). 
Aillos y vistos; considerando: 

( L )m\ como lo ponen de manifiesto el precedente dictamen del 
Sr. Procurador (ieneral, las resoluciones dictadas por el Sr. Juez 
Federal de La Plata y las constancias del expediente agregado 
por (Mierda, el documento presuntamente falso de fs. 2 habría sido 
usado en la (Mudad do Buenos Aires para cometer el hecho de- 
lictuoso que so investida en esta causa. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (ieneral, 
so declara que el Sr Juez Nacional en lo Criminal y Correeoional 
Federal de la Capital os el competente para conocer do esta cau- 
sa. Bemítansele los autos y hádase sabor en la forma de estilo al 
Sr. Juez Federal do La Plata. 

Alkkkdo Okcaz — Benjamín Villegas 
Basayilhako — Lris María Bokfi 

RouCSKItO JriJO OVIÍANAHTE. 



JAIMK AK1UTI v Otkos 

.H'RISincClOX ) COMI'ETKSCI A : Cowprtrnciit Hartona!. Cansas prnalrs. 
ih'littts (¡ar ohst rtt ttrn t i narmal t h in imia miriitu tlr las inst it mittnrs intriattales. 

No corresponde :i l:i justicia nacional en lo criminal y correccional tYdernl 
de la Capital, sino a la nacional en lo criminal fie inst rucción, conocer 
de ln denuncia por a premios i Iranios 0,110 habrían sido perpetrados en In 
Prisión Nacional, por funcionario^ de la Dirección Nacional de Institutos 
Penales ('). 



MAKIO IOSK ISASI 

/Í/-.7 7 KSO !>!-: y/ 7.7.1. 

\j¡\ imposición de la> co>la> del incidente importa la obligación de reponer el 
sellado de actuación, de acuerdo con lo> arU. III v 1 K>, inc. 1'\ del Código 
<le Procedimientos en lo Criminal. K i.uual procedimiento correspondo seguir 
en la «|Ueja deducida ante la Corte (-}. 



'J.'t de nnvicmlirc. Kallos : 
L'.'I ile novieinUre. 



■j::7: -N*; lm:¡: ls7. 
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•IAIMK IIAUAKI 

Kl-.'CI'KSO DE AMDAIUK 

existrneia do vía lei»'al pertinente \m\'\\ tutelar los Wenvhos debal idos, 
aun manilo se los asigno luinlamento constituí* ional. es excluvente. cu prin- 
cipio. <lel procedimiento excepcional ile la nVmamla do amparo. 

liECI'KSO di: AUIWIKK 

Ks improcedente el recurso de amparo deducido ron invocación del uV rocho 
do comerciar y trabajar, la garantía de la propiedad y la violación dol nrt. 
S(¡, inc J'.', do la Constitución Nacional niodinnto ol cual ol recurrente 
protondo so ordono a la Aduana do la Capital rYderal que so abstenga de 
gravar on la forma dispuesta en id decreto 1 I .*) 1 S/f>S distintos permisos do 
importación do los que manifiesta ser titular. La impugnación del apelante 
versa sobre disposiciones generales emitidas por el Poder Kjocutivo Nacio- 
nal (Mi ejercicio de facultados locales (nrt. 11, inc. I>, del decreto-ley r>l(iS/T)8 f 
ratificado por ley 14.1(>7) y. on circunstancias como las del caso, ol remedio 
do amparo sólo procede contra actos administrativos manifiestamente ilegales 
do los (pie haya derivado una ilegítima restricción do los derechos constitu- 
cionales ale«rado>. 



Dicta m i:n uki, Puncen ai >oi¡ ( ¡ kn ki; ai, 

Suprema ( \>rte : 

Mediante el recurso de amparo dedueitlo en lo> presen1e> ail- 
los, el interesado, que manifiesta ser titular de distintos permisos 
de importación, obtenidos del Banco ('cutral a razón de £ 1S por 
dólar, pretende, invocando el dereeho de comerciar y trabajar y 
la garantía de la propiedad, larts. 14 y 17 de la ( 1 onst it ución 
Nacional), se ordene a la Aduana de esta Capital, que se abstenga 
de gravar dichos permisos en la forma dispuesta por e! decreto 
ll.!>lS/:>X. 

Por este decreto, dictado por el Poder Kjecutivo cu Uso do 
la facultad concedida por el nrt. 14, inc. b), del decreto lev ."dliS/ 
áS ratificado por la ley 14.4<¡7 se estableció un recargo equi- 
valente a dos veces y media el valor ( \ y K. de la^ mercaderías 
cuyo despacho a pla/.a efectúe mediante la utilización de permi- 
sos en circulación v cuyo recargo será calculado al tipo indicado 
por dólar. 

Sostiene asimismo el recurrente que aquel decreto esta en 
puuna con las normas constitucionales citadas y con el arl. St>, 
inc. L )0 , de la Carta fundamental va «pie, a su juicio, el Poder 
Kjccutivo no ha procedido en uso de atribuciones conferidas por 
esta ultima disposición, que le impide alterar el espíritu de las 
leves de la Nación con excepciones reulamenl a rias. 



-' u FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

[Manteada así osta cuestión, os evidente que el acto adminis- 
trativo impugnado no aparece como ilegítimo dado qne ha sido 
dictado por el Presidente de la Nación en uso de una facultad 
atribuida por ley, por lo que, existiendo para supuestos como el 
presente, el procedimiento legal para la tutela del derecho que se 
considera lesionado, o sea deduciendo la correspondiente deman- 
da contra la Nación, ello excluye el excepcional del recurso de 
amparo (conf. Fallos: 242: 3()()'y 'MI). 

En consecuencia, opino que corresponde confirmar la senten- 
cia apelada, en cuanto ha podido ser materia del recurso extraor- 
dinario. Buenos Aires, 30 de setiembre de 1959. — limitan Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: ' 4 1-Iarari, Jaime s recurso de amparo", en 
los que a fs. 23 se ha concedido el recurso extraordinario contra 
la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Federal 
y ( Ymtenciosoadministrativo de fecha 28 de julio de 1959. 

Considerando : 

Que esta Corte ha declarado reiteradamente que la existencia 
de vía legal pertinente para tutelar los derechos debatidos, aun 
cuando se les asigne fundamento constitucional, es excluyente, en 
principio, del procedimiento excepcional de la demanda de amparo 
(Fallos : 242 : 300 y 434; 243 : 55, 179, 423 y lo resuelto en la causa 
B. 374, "Brozzi, Edgardo y otros s interpone recurso de amparo 
en Bahía Blanca", con fecha 7 de octubre de 1959). 

Que, por lo demás, como surge de la relación de antecedentes 
contenida en el dictamen del Sr. Procurador General, la impug- 
nación del recurrente versa sobre disposiciones generales emiti- 
das por el Poder Ejecutivo Nacional en ejercicio de facultades le- 
gales (art. 14, inc. b) del decreto-ley 5168/58, ratificado por ley 
14.467). En tales condiciones, cabe declarar la improcedencia de 
la acción intentada, por cuanto, en circunstancias como las de au- 
tos, el remedio de amparo sólo procede contra actos administra- 
tivos manifiestamente ilegales de los que haya derivado una 
ilegítima restricción de los derechos constitucionales alegados 
(sentencia del 23 de octubre de 1959 en la causa: 14 A. 266. Arturo 
E. Zurita por la Asociación Banearia de Tucumán s/ amparo a 
la libertad y propiedad"). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
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se confirma la sentencia apelada en cuenta ha sido materia del 
recurso extraordinario. 

AtjFREih» ( hiiiAz — Bkn.iamín Villegas 

15 ASAVIM1ASO AlIlSTÓlU'LO D. 

Aráoz de Lamadkii) — Lris María 
Born HocdEiu) — Jtlio Oyh.v 

NAIíTK. 



ANíiKLA ESTUKR ToKIÍKS v. A I ~ i < jLINKAS A K< ; KNT I XAS 

JVttlSDK ( IOS Y f'OMJ'ETEXf ¡A: 
Xitcióu. 

Ks 4-tíin j >c1 ente la ju>ticia del traban» .Ir la i'apital Federal para conocer en 
la demanda entablada contra la Kmpro;- Nacional Aerolínea- Argentinas, 
sobre indemnización por despido, cuando no resulta de lo actuado que la 
aetora integrar;; las autoridades de aquélla, ni tuviera a su canro funciones 
de dirección, gobierno o conducción 'ejecutiva, ni fuera tampoco funcionaría 
superior o subordinada, en lo< término- de lo> arts. 5'\ ()'■' y 17. inc. 1°. del 
decreto 4()7¡\/. r )7. I*i sola eirennstaneia de que la demandante formara parte 
del "personal" de la aludida empresa, en condiciones de empleada subalterna, 
no basta a los fines de la procedencia del fuero federal en la eausa. 

EAfl'KES A S DEL ESTADO. 

Nada obsta al mantenimiento de la sentencia, (pie admite el régimen de la 
ley 11.7*2!* y mis correlativas, para ei caso de despido de un aírente de la 
Empresa del Estado Aerolínea- Argentinas, desvinculado de toda relación de 
emplee» público cuando, en presencia de las facultades reconocidas al direc- 
torio de aquélla por el decreto- ley orgánico 4(i7S/57 — especialmente art. 14, 
ines. :V\ Y2 y i:t — •. no resulta (pie exista un ordenamiento jurídico expreso 
distinto del común de la ley mencionada. En efecto, a falta de tales normas, 
la invalidación del convenio laboral invocado por el fallo apelado no se 
sustenta con la naturaleza administra! i v;. de los precepto- que ri.sren la 
entidad recurrente. 



Dictamen del Pi:'mtiiai>ok (Ikneral 

Suprema ( 1 orte : 

Toda vez que a fs. J54 de estos autos A 7 . E. lia considerado 
procedente la apertura de la instancia extraordinaria, paso a re- 
ferirme al fondo del asunto. 

Es jurisprudencia constante de la ("orto que, a los efectos de 
la jurisdicción de los tribunales nacionales, los juicios promovidos 
contra las empresas sometidas al régimen de la ley i;>.()5r¡ (texto 
ordenado por decreto 4053 55) delnm considerarse como iniciados 
contra la Nación misma, por tratarse dichas empresas de orjra- 
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nismos del Fstado en cuya "-ostión aquella está directamente in- 
teresada (ver entre otros Fallos: 2l\8: 226 y :385; 2:*9 : 196, y lo 
decidido con fecha 14, XI 58 en los autos "Yofre Felipe Alejan- 
dro c/ Fmpresa Nacional de Telecomunicaciones"). 

Por otra parte, al resolver en Fallos: 239: 214 un problema 
de competencia, V. F., interpretando la norma contenida en el 
art. 47 de la ley 13.998 — cuya videncia se mantiene en virtud de 
lo dispuesto por el art. 45 del decreto-ley 1285/58 — , tuvo opor- 
tunidad de señalar que para que en la Capital Federal una de- 
manda contra la Nación pueda ser llevada ante los estrados de 
los Tribunales del Trabajo, se requiere que se trate de una de 
las causas a las que hace referencia el art. I) 9 de la ley 12.948, es 
decir, de un juicio en el que haya de examinarse una relación ju- 
rídica sometida al derecho privado laboral. 

En consecuencia, y puesto que en el *ub i artice aparece pre- 
cisamente como demandada una de las referidas empresas esta- 
tales (v. decretos 6136 56; ll.óo^/óíí y 4678/57), se torna nece- 
sario determinar si el conflicto aquí suscitado puede o no consi- 
derarse regido por aquel derecho. Y a estos fines pienso que re- 
sulta ilustrativa la mención de algunas de las particularidades 
presentadas por el vínculo de empleo <|uc ligó a las partes. 

Fn efecto, y en primer lugar, ha de tenerse presente que en 
las empresas del tipo de la accionada en esta causa, todo el per- 
sonal se halla sujeto a los juicios de responsabilidad conforme 
a las previsiones de la ley 12.961 y a las normas establecidas a 
ese respecto por la Contaduría General de la Nación, según así 
se desprende de lo dispuesto por el art. 8 9 , segunda parte, tío la 
ley 13.653, y por el art. 15) do su decreto reglamentario 5883/55. 
Además, este ultimo decreto en su art. 2*, inc. b), declara aplica- 
bles con respecto a aquel personal las disposiciones de carácter 
general que en materia de incompatibilidades se hallan en vigor 
para los agentes de la Administración Publica Nacional. 

Por otro lado, cabe señalar que a las personas que se des- 
empeñan (Mi aquellas empresas les corresponde la asignación 
familiai' que para el personal del Fstado establece el decreto 
14.9S4 57 (ver art. I o de este cuerpo legal); y, asimismo, de lo 
informado a fs. 130 por la Caja Nacional de Ahorro Postal surge 
que alcanzarían a dichas personas las proscripciones de la ley 
13.003 y del decreto 8271 49. Por ultimo, el decreto 20.414/56 
otorgó al Poder Fjecutivo Nacional facultados especiales en orden 
a la solución de los conflictos colectivos surgidos entre las empre- 
sas del Fstado y su personal, sustrayendo el conocimiento de los 
mismos do los tribunales arbitrales previstos en el decreto 2739 '56. 

Ahora bien; las circunstancias que acabo de puntualizar dan 
a mi juicio apoyo suficiente para sostener que la relación de 
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empico de que se trata en autos, aún cuando en algunos de sus 
aspectos pueda diferenciarse de la que vincula a la Nación con 
los asentes de sus organismus administrativos centrales, se 
encuentra también regida por disposiciones del derecho público 
y, por consiguiente, fuera de la órbita del derecho laboral común. 

Fn consecuencia, estimo que la presente no es una de aquellas 
causas a las (pie V. F. se refiriera en la ya recordada oportu- 
nidad de Fallos: i\'$í):*J14 y, ello sentado, pienso (pie por aplica- 
ción de la doctrina de ese pronunciamiento correspondí» reconocer 
a la demandada el beneficio del fuero especial. 

Las razones expuestas me llevan a considerar que la justicia 
del trabajo de la Capital Federal ha carecido de competencia para 
conocer de esta lilis y admitir el progreso de la demanda, y, por 
lo tanto, opino que corresponde revocar el fallo apelado en 
cuanto ha sido materia de recurso extraordinario. Buenos Aires, 
7 de abril de l!)óí). — Iiawón Lascum*. 

FALLO l)K LA COlíTK Sl'PKEMA 

.Buenos Aires, Jó de noviembre de 

Vistos los autos: ki Torres, A nucía Fsther c. Aerolíneas 
Argentinas s./ despido", en los que a fs, 'J7)4 esta Corte Suprema 
declaró procedente el recurso extraordinario. 

V considerando : 

Que si bien esta Corte declaró procedente el recurso extra- 
ordinario deducido por vía de queja según resolución de fs. 25-4, 
de 2H de noviembre de lo hizo por razón de que "los agra- 

vios de naturaleza federal" entonces expresados no eran suscep- 
tibles de consideración al examinar la procedencia formal de 
la queja. 

Que en tales condiciones y en atención a la doctrina expuesta 
en los autos "Ftcheverry ,J. K. c./ Aerolíneas Argentina- s. 
despido" —Fallos: 1*44 : 1 !M5 — . la sentencia apelada de fs. líló 
debe confirmarse en cuanto admite la competencia de h>> tribu- 
nales del trabajo de la Capital en la presente causa. Xo resulta 
(Mi efecto, de lo actuado, que la actora integrara h\< autoridades 
de la empresa ni tuviera a su cargo funciones de dirección, go- 
bierno o conducción ejecutiva, ni fuera tampoco funcionario supe- 
rior o subordinado en los términos de los arts. .Y\ y 17, ine. I 9 , 
del decreto 4()7S/r>7. 

Que con arreglo al precedente citado la M>la circunstancia 
de (pie la demandante formara parte del "personal" de la empre- 
sa en condiciones de empicada subalterna no basta para la pro- 
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cedencia del fuero federal en la causa (confr. declaraciones de 
t's. 70 y sietes, especialmente a í's. 74 vta. y doctrina del prece- 
dente antes citado). 

( t )uc por otra parte ni en el recurso do queja oportunamente 
traído ante esta ( 1 orte ni en el memorial de t's. 257 se plantea 
cuestión federal concreta en lo referente a la aplicación al caso 
de la ley 11.729 y sus correlativas. Por lo contrario el mismo 
recurrente admite la conexión entre el pronunciamiento respecto 
del fuero y lo atinente a la aplicación al caso del régimen laboral. 

Que en particular no resulta de lo expuesto la existencia de 
un régimen jurídico expreso distinto del aplicado en los autos 
y previsto por ley, reglamento o resolución del superior que sea 
obstáculo al derecho reconocido en el caso — confr. Fallos: 244: 
1ÍK¡: 1SÍ>: 128 y sus citas — . Porque a falta de» tales normas o 
resoluciones, en presencia de las facultades reconocidas al direc- 
torio por el decreto-ley orgánico 4678 57 — especialmente art. 14, 
ines. 12 y l.'í — la invalidación del convenio laboral invocado 
por la sentencia no se sustenta con la naturaleza administrativa 
de los preceptos que rigen la entidad demandada. 

Que, por lo demás, no resultando de las constancias de la 
causa que medie disposición legal o reglamentaria ni resolución 
del directorio de la empresa demandada (art. 14, ines. 3 P , 12 y 13 
del decreto-ley 4(578 57) de las que surja un régimen jurídico 
distinto del admitido por la cámara a quo, nada obsta al man- 
tenimiento de las conclusiones a que arriba la sentencia apelada 
con base en el convenio laboral de que se hace mérito. En tales 
condiciones, el Tribunal no estima que resulte de autos razón 
federal bastante para la revocatoria de la sentencia apelada. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia apelada de fs. 215 en lo que ha sido 
objeto del recurso extraordinario concedido a fs. 254. 

Alkhkdo Okoaz — Benjamín Villegas 

b a sa v i lp aso a kistób ( t lo d . 

Akáoz de Lamadiud — Luis Ma- 
hía Bofki Boí;(;kiio — Jtlio 
Oyhaxaistk. 
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F KDKK ACION CliACICA AKOKNTINA v. >. !í. h. ( AWTONOKAF 

HFJ'l'KSO EXTRAOKDIS AKK) : Requisitos propios. ( nrstión t>drrai. ('n<:<- 
t iones federales si tupies. I ule y ¡treta/ inu de otras normas >i artos ffí/rrah-s. 

Ks improcedente el recurso extraordinario centra la >entencia que condena 
al pniío de la conl lihuciún patronal a la ulna social de una asociación profe- 
sional de trabajadores >i. teniendo aipiélla fundamentos suficiente- para la 
decisión del pleito, lia sido respetado el tallo anterior de la Corle Suprema 
que, en su oportunidad, de,jó sin efecto la sentencia de la CYmiarii del Tra- 
bajo que había omitido considerar y pronunciarse acerca de un capítulo de 
la litis sustancial para la solución del ca>o. 

FALLO I)K LA COKTF SCPKKMA 

Buenos Aires, *J5 de noviembre de 

Vistos los autos: ''Federación Gráfica Argentina c Carton- 
graf S.R.L. s./ cobro de posos", en los que a fs. ;>4."> vta. se ba 
concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones del Trabajo de tocha 14 de agosto 
de 1958. 

Y considerando : 

Que la sentencia do fs. :>;>S de los autos principales es funda- 
mentalmente coineidentc con la dictada en la causa <¿ Federación 
Gráfica Argentina c. Establecimiento Keen y otros", en que 
esta Corte ha declarado improcedente el recurso extraordinario. 

Que esa coincidencia existe incluso en lo (pie hace a la con- 
formidad de la Cámara de empleadores con tfc la facultad de deci- 
dir del Ministerio", cuyo fundamento se da en el caso antes 
recordado. 

Que en tales condiciones, siendo suficientes para la decisión 
del pleito los fundamentos del fallo apelado, la razón de ser 
del anterior fallo de esta Corte — fs. IV29 — ha sido respetada. En 
consecuencia, corresponde declarar improcedente el recurso con- 
cedido a fs. M7) vta. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario deducido 
a fs. 342. 

Benjamín* Yitxkiías Basavu.baso — 

AlílSTÓBULO 1). AlíAOZ DK La MA- 
DRID — Luis María Born Boui;ki:o 
— Jumo Oyhaxartk. 
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KKDKKACIOX (MiAFICA AI\í¡K\TI\A v. KSTA BLKCI M I FA'Tí) KKKX 

Y O TI {-OS 

RK( l'RSO K X IR AORDl A ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
/ nterprrtaeión dr normas // artas < otna nes. 

sentencia condenatoria al pavo de la contribución pat roñal a la obra social 
de una asociación profesional de trabajadores, en razón do considerar válida 
la resolución 1 *_?/">;> del .Ministerio de Trabajo 0,11c. con la conformidad de la 
cámara patronal respectiva para decidir sobre el punto, establece la obliga- 
toriedad de aquélla respecto de los empleados y obreros de la industria del 
cartón y afines, tiene fundamentos de hecho y de derecho común bastantes 
para sustentarla o i previsibles en la insta ncia oxt ra ordinaria . Kilo es así, 
incluso en lo alíñente al alcance de dicha conformidad y al valor de la pre- 
sentación posterior revocándola, antes de la cual hubo manifestación de 
acuerdo de la contraparte. 

RFJ l'RSO F.XTRAORDIX ARIO : Requisitos propias. Cuestiones no federales. 
Sfiift arias n rhif ra rats. J'ri nci pios qr arrales. 

\'o procede el recurso extraordinario si la sentencia apelada, en cuanto a la 
determinación de las cuestiones conducentes para la decisión del caso, no 
excede de las atribuciones propias del tribunal de la causa. 

Dicta m ex i>kl Piíocciíador í J ex eral 

Suprema ( 1 ortc : 

Xo rabo duda que lo decidido por la Támara de Apelaciones 
del Trabajo de la Capital Federal en la sentencia plenaria a la 
(pie se remite el fallo apelado (publicada en La Ley, t. í)l, p. 448), 
desvanece los agravios <pie las demandadas fincaran en la pre- 
gunta ilegalidad de lo reclamado por la adora, y quita fuerza 
a las impugnaciones de carácter constitucional que aquéllas opu- 
sieron contra la resolución ministerial 12 .").'{ por igual motivo, 
es decir, por considerar (pie los aportes (pie la misma pretendía 
imponerles (Man incompatibles con lo dispuesto por el art. (J 9 del 
decreto J.'J.S.VJ 45 (ley Fácil es advertir, en efecto, que 

con la interpretación que se lia asignado a esta norma legal re- 
sultan insubsistentes las referidas objeciones, e inatacable aquel 
acto administrativo desde el punto de vista señalado. 

Pero por otra parte, y atenta la forma cómo ba quedado 
planteada la presente litis, también parece claro que la sola cir- 
cunstancia de que los aportes cuestionados se compadezcan con 
la disposición antes citada es insuficiente para demostrar que las 
demandadas se encontraban realmente obligadas a hacerlos efec- 
tivos. Por lo tanto, la invocación de la doctrina plenaria de 
referencia, aunque pertinente a los fines que surgen de lo expre- 
sado en el párrafo anterior, resulta, por el contrario, ineficaz 
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para acreditar (|Uc lo reclamado cu la demanda es efectivamente 
exiti'ible a las empresas recurrentes. 

A esto último tienden en cambio las restantes consideracio- 
nes hechas valer por el a (pío, y, a mi criterio, de ellas se despren- 
de (pie las pretensiones de la accionante no tienen en definitiva 
otro sustento aparente <pie la ya mencionada resolución minis- 
terial n" 1- ó-'!, pues las referidas consideraciones van todas (Mica- 
minadas a demostrar la valide/ de la misma, y su carácter obli- 
gatorio para las demandadas. 

Sobre este particular el Iribunal de la causa ha apoyado su 
decisión en las dos conclusiones siguientes: a) en que el entonces 
Ministerio de Trabajo y Previsión estuvo investido de facultades 
legales para resolver el diferencio suscitado entre los fabricantes 
de envases de cartón y la actora, con respecto al aporte de diez 
pesos mensuales por obrero reclamado por esta ultima, y b) en 
(pie, por lo demás, la propia entidad (pie representaba a los 
industriales recién mencionados había prestado su consentimien- 
to para (pie dicho ministerio resolviera aquella cuestión. 

Ksta última conclusión ha sido extraída por el a (pío de lo 
expresado por la Cámara de Fabricantes de Knvases de Cartón 
en la comunicación telegráfica obrante a fs. 1 del expediente 
administrativo n° lS'J.-Mi.'!, (pie corre aureuado a estas actuaciones; 
y en lo (pie toca a la anterior, lia sido fundada por aquel exclu- 
sivamente en lo dispuesto por el art. 'Jl¡, inc. o\ de la ley 1Ü..V2!). 

Ahora bien; con respecto al primero de estos argumentos 
corresponde señalar (pie si bien es exacto (pie con fecha de 
junio de \':Kv2 la Cámara antes mencionada dirigió al Señor 
Ministro de Trabajo y Previsión el telegrama (pie aparecí» trans- 
cripto en el fallo, no es ohmios cierto que el día 'J4 de setiembre 
de ese ano la misma entidad efectuó ante la autoridad adminis- 
trativa correspondiente la presentación de que informa el acta 
(pie corre a fs. 7(1 vía. del expediente n" 40.") r>i\ también a <>" recado 
a estos autos; y si, como lo ha hecho el a quo, se interpreta que 
la antedicha comunicación significó aceptar (pie aquel alto fun- 
cionario decidiera por vía de resolución el diferencio existente 
(Mitre los industriales cartoneros y la actora, no cabe duda que, 
en principio, correspondería igualmente concluir (pie la recien 
aludida presentación, atentos sus términos y su fecha, comportó 
revocar esa aceptación mucho antes de (pie recayera la resolución 
ministerial, por cuanto esta última fué dictada el 22 de enero de 
1 }).").*>. Kn este orden de ideas, me parece claro (pie para poder 
asignar al texto de la mentada comunicación telegráfica el alcaucí* 
que en su fallo le atribuye, el tribunal de la causa debió previa- 
mente hacer conocer las razones por las (pie, a su juicio, la poste- 
rior expresión de voluntad contraria de la entidad remitente 
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— que las constancias arrimadas al pleito acreditan — no pudo 
enerva i* los efectos de aquella primera manifestación suya. 

En lo que se refiere al segundo de los argumentos más arriba 
reproducidos, es de hacer notar que las demandadas, invocando 
al efecto lo dispuesto por el art. 89 de la Constitución Nacional 
(art. 86, de la reforma del año 1949, han venido sosteniendo a lo 
largo del juicio que, excepto en lo relativo al régimen económico 
y administrativo de sus respectivos departamentos, los ministros 
del Poder Ejecutivo carecen de facultades para imponer obliga- 
ciones en forma objetiva y general mediante resoluciones de 
naturaleza normativa. Ello sentado, estimo que el tribunal de la 
causa tampoco ha podido reconocer esa facultad a uno de aque- 
llos funcionarios sin antes resolver concretamente la referida 
objeción, a la cual, dado su linaje constitucional, no cabe consi- 
derar obviada, por supuesto, con la sola mención de disposiciones 
contenidas en una ley. 

Las reflexiones precedentes me llevan a pensar que <3l tribu- 
nal apelado ha omitido el tratamiento de cuestiones que reves- 
tían fundamental importancia para decidir el punto relativo a la 
validez y obligatoriedad de la resolución ministerial n p 12/53. 

En consecuencia, y puesto que, como ya lo señalara, lo re- 
suelto sobre este particular ha sido la razón determinante del 
acogimiento de la demanda, concluyo que el fallo de fs. 470 en 
definitiva constituye un pronunciamiento desprovisto de la debida 
fundamentación. 

Por ello pienso que dicha sentencia resulta violatoria de la 
garantía constitucional de la defensa que ampara a las recurren- 
tes y, por lo tanto, que corresponde dejarla sin efecto a fin de 
que la causa sea nuevamente fallada con arreglo a derecho. Bue- 
nos Aires, 23 de junio de 1959. — Ramón Latearlo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: kt Federación Gráfica Argentina c./ Esta- 
blecimiento Keen y otros s./ cobro de pesos", en los que a fs. 481 
se ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de fecha 13 de 
noviembre de 1958. 

Y considerando : 

Que la sentencia recaída en los autos tiene fundamentos de 
orden común y de hecho, bastantes para sustentarla, como el 
Tribunal ha resuelto en los precedentes de Fallos: 239: 393; 243: 
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1152: 244: 2015 y en los autos ''Federación Gráfica Argentina c./ 
Matlulich Unos, y Cía." en pronunciamiento dictado en la fecha. 

( t )ne ello es así, incluso en lo <|ue hace al alcance de la con- 
formidad de la Cámara patronal con la resolución del Ministerio 
— Fallos: 244 : 20:> — . A lo que dehe añadirse que tampoco reviste 
carácter federal lo atinente al valor de la presentación posterior, 
antes de la cual hubo manifestación conforme de la contraparte. 
V lo mismo debe decirse respecto de la necesidad de resolver 
expresamente el punto a los fines del fallo de la causa. 

Que resultando de lo dicho que la sentencia dictada en el 
caso, en cuanto a la determinación de las cuestiones conducentes 
para la decisión del mismo, no excede de las atribuciones propias 
del tribunal de la causa, el recurso extraordinario concedido a 
fs. 481 debe declararse improcedente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario deducido a 
fs. 47G. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Akistóbulo D. Aráoz de Lama- 
niUD — Luis María Bofki Boüueko 
— Julio Oyhaxaiste. 



FEDERACION" GRAFICA ARGENTINA v. MATTULICII Usos, y Cía. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales, 
interpretación de normas y actos comunes. 

Lo atinente a la validez de la resolución 12/53 impugnada del Ministerio de 
Traba.joj y por la cual se dispone el aporte patronal a la obra social de una 
asociación profesional de trabajadores, con fundamento en la ''aceptación 
formulada" por la Cámara de Fabricantes de Envases de Cartón y Afines 
y lo establecido por los arts. 1107 del Código Civil y 138 de la Ley Orgánica 
del Procedimiento Laboral, es cuestión irrevisible en instancia extraordinaria. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

De acuerdo con el criterio sustentado por V. E. el 15 de 
julio ppdo. al resolver el expediente F. 188, L. XIII, correspon- 
dería declarar que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 238 
es improcedente y ha sido mal acordado a fs. 245. Buenos Aires, 
20 de agosto de 1959. — Ramón Lasca no. 



280 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 25 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: * 4 Federación Gráfica Argentina c./ Mattu- 
lich Hnos. y Cía. s./ cobro de pesos' \ en los que a fs. 245 se ha 
concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de fecha 12 de ju- 
nio de 1959. 

Y considerando : 

Que por aplicación de la doctrina establecida en el prece- 
dente invocado por el Señor Procurador General — Fallos: 244: 
203 — , lo atinente a la validez de la resolución ministerial impug- 
nada, con fundamento en la "aceptación formulada 99 por la aso- 
ciación patronal y lo dispuesto por el art. 1197 del Código Civil y 
138 de la Ley Orgánica del Proc. Laboral, es cuestión irrevisible 
en instancia extraordinaria. 

Que en tales condiciones, con arreglo a la doctrina de Fallos: 
239: 393; 243: 162 y a lo resuelto en los autos "Federación de 
Obreros y Empicados Industria del Papel, Cartón, Químicos y 
Afines c./ E. Flaiban S. A." — sentencia de 12 de agosto del año 
en curso — , la apelación deducida a fs. 238 debe declararse impro- 
cedente. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 245. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Luis Makía Boffi Boooero 
— Julio Oyhanarte. 



CARLOS HERNANDEZ v. AEROLINEAS ARGENTINAS 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional Por hts personas. 
Nación. 

No es competente la justicia federal para conocer en la demanda entablada 
contra la Empresa Nacional Aerolíneas Argentinas, sobre indemnización 
por despido, cuando no media relación de empleo público. Tal ocurre en el 
supuesto en que no resulta de los autos que el actor desempeñara funciones 
directivas, de gobierno o conducción ejecutiva, ni revistiera calidad de fun- 
cionario superior o subordinado, en los términos de los arts. 5<\ G v y 17 del 
decreto 4678/57, sino que integraba el "personal" de la empresa mencionada 
en calidad de subdelegado sindical. 



ni; .i r>Ti< i a m: la nación 

HE* 'l'h'SO EXT '¡{Aaíihl S AKIO : Erqnisitos propio*. líooltK mu ivutrarm. 

Tratándose <lo ln distribución de la compelcnciit entre jileco de la Capital 
Keder;il. (pie revisten lodo> carácter nación;,!, no procede el recluso extra- 
ordinario lundado en la dene^attnia del lucro federal contra la sentencia 
o;ue, en la demanda sobre indemnización por despido seguida contra la 
Kinpre^a Nacional Aerolíneas Argentinas, reclia/a la excepción de incompe- 
tencia de jurisdicción opuesta por la recurrente. 



DlCTAMKX l>KT, PlííXTlIAIK)!; ( i K N Klí A I . 

Suprema ('orle: 

Por aplicación del criterio que Y. K. sustentara al resolver 
el 1*8 de noviembre de l!)f)S el recurso de hecho deducido por la 
demandada en los autos "Torres, Angela Ksther c. Aerolíneas 
Argentinas s. despido", considero procedente la apelación extra- 
ordinaria promovida a fs. 111 de estas actuaciones. 

En lo que toca al problema de fondo, resulta análogo al que 
contemplara al dictaminar, con techa 7 de abril ppdo., en la 
■ansa recién citada. Kn consecuencia doy por reproducidas, en 
homenaje a la brevedad, las consideraciones que allí hiciera valer 
y con apoyo en las mismas estimo (pie corresponde revocar la 
sentencia apelada en cuanto ha podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 1(5 de junio de lí)f)9. — Hamon ¡jisanu*. 

FALLO DE LA COKTK Sl'PHKMA 

Buenos Aires, 2f) de noviembre de lí*f)í). 

Vistos los autos: "Hernández, ('arlos c. Aerolíneas Argen- 
tinas s. despido", en los que a fs. 117 se lia concedido el recurso 
i'xtraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo de fecha -0 de mar/o de 1 });")!>. 

Y considerando : 

Que el caso de autos es similar al decidido por esta Corte en 
"I juicio seguido por don J. K. Ktcheverry c. Aerolíneas Argén- 
linas s. despido. Kn efecto, no resulta de los autos (pie el actor 
desempeñara funciones directivas, de gobierno o conducción eje- 

utiva ni revistiera calidad de funcionario superior o subordi- 
nado en los términos de los arts. f)°, (>° y 17 del decreto 4(¡7S 57. 
Y la circunstancia de (pie intégrala el "personal" de la deman- 
dada en condición de subdelegado sindical — sueldo $ 1.Ü00 m n. — 

io basta para la procedencia del fuero federal en la causa. 

Que limitándose a este aspecto del pleito la sentencia recu- 
brida de fs. 107 y tratándose de la distribución de la competencia 
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entre jueces de la Capital Federal el recurso concedido a fs. 
117 debe declararse improcedente. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario deducido 
a fs. 111. 

Alkiíkdo üiu;az — Benjamín Villegas 

BaSAVILBASO AlUSTÓBULO D. 

Aráoz de Lamadrid — Luis Ma- 
ría BOFFI BOGGEUO JULIO 

Ovil AN ARTE. - 



MACKICIO BCLG AKELLI v. A. CIU'Z 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios.' Relación directa. Ñor- 
?na$ entrañas al juicio. Disposiciones eonstit ueionales. Art. 16. 

La impugnación de la inversión legal de la prueba, con base en el art. 16 de 
la Constitución Nacional, es improcedente y no da lugar a recurso extra- 
ordinario, pues no se trata de medidas discriminatorias, sin otro fundamento 
(|ue propósitos de injusta persecución o privilegio, sino de una prescripción 
adecuada a un fin de justicia y acorde con los requerimientos del orden 
normativo vigente en materia laboral (M. 



NACION' AKG ENTINA v. OCTAVIO BAR ASSI 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Tercera instancia. Juicios en que 
la X ación es parte. 

Con el decreto-ley 11. 400/57, por el que la Nación cedió a la Municipalidad 
de la Ciudad de Buenos Aires los derechos patrimoniales emergentes de las 
expropiaciones de inmuebles ubicados en el "Bañado de Flores" y las "accio- 
nes judiciales" promovidas en consecuencia, han desaparecido las razónos 
jurídicas que atribuían competencia a la Corte Suprema como tribunal de 
tercera instancia. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Competencia nacional. Por las personas. 
Nación. 

Las circunstancias sobre vi nien tes a la radicación de la causa por demanda y 
contestación, en cuanto a las partes del pleito — en el caso la cesión de los 
derechos del Estado a la Municipalidad — , no dan lugar, por vía de princi- 
pio, a objeción respecto a la competencia del Tribunal que ha conocido 
en la causa, en las instancias ordinarias. 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Tercera instancia. Generalidades. 

Atento lo dispuesto por el art. 101 de la Constitución Nacional, no es dudosa 
la facultad del Congreso para modificar la jurisdicción apelada de la Corto 

(n 25 de noviembre. Fallos: 241: 37; 240: 4.10. 



ni: .irsTKiA di: la nación 2*:í 

Supivin;i, por \ í;i ilnvchi o indi rc-c-tn. h;M;i tanto no lui vn recaído sentencia 
del Tribunal. 

HKCrHSO OKDISMiiO DE A VE L A( 1<> \ Tvrwra instancia. Uenvralidnths. 

Dentro de los límites de la competencia constitucional de los tribunales nacio- 
nales, la de apelación de la Corte Suprema depende de las leyes que razo- 
nablemente la reglamentan. 

Dicta m k n i>ki. Puorri; aik>i! (íkxkiíal 
Suprema ( 'orlo : 

Do conformidad con la doctrina de Y. F. de Fallos: '2-12: ÓO.'} 
y sus citas, el recurso ordinario de apelación es improcedente y 
lia sido correctamente denegado a Fs. IV21] de los autos principales. 

En consecuencia, corresponde desestimar esta queja. Buenos 
Aires, S de octubre de 1 !».")<). — ¡í<imó)i I,ascmt(t. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, L\") de noviembre de lííóí). 

Vistos los autos: i4 Kecurso de hecho deducido por el doman- 
dado en la causa (Jobierno de la Nación (hoy Municipalidad do 
la (Mudad do Buenos Aires) o. Barassi, Octavio", para decidir 
sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que tal como lo señala el dictamen precedente del Señor 
Procurador (Jenoral, esta Corle ha expresado en la causa cuya 
sentencia se transcribo en Fallos: 242 : óOl?, las razones conformo 
a las cuales la queja precedente debe ser desechada. Corres- 
ponde, no obstante, añadir (pie las circunstancias sobrovinientes 
a la radicación de la causa por demanda y contestación en cuanto 
a las partes del pleito, no dan lu¿>ar, por vía de principio, a obje- 
ción respecto de la competencia del tribunal de la causa — Fallos: 
l'Ol : 18ÍJ y otros—. 

Que debo, además, destacarse (pie no es dudosa la Facultad 
del Congreso para modificar la jurisdicción apelada de esta 
Corto, por vía directa o indirecta y hasta tanto no haya recaído 
sentencia del Tribunal. Fs lo (pie resulta del art. 101 de la 
Constitución Nacional a cuyo tenor la referida jurisdicción ape- 
lada debe ejercerse "seuún las reídas y excepciones (pie prescriba 
el Congreso' \ Fn consecuencia y dentro do los límites de la 
competencia constitucional de los tribunales nacionales, la de 
apelación do esta Corte depende do las leyes que razonablemente 
la reglamentan. 
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Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Alfredo Okoaz — Benjamín Villegas 
Basavflbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrio — Julio 
Oyhaxarte. 



MARIA KSTIIKK GCERRERO ESCANPON v. ENRIQUE MAZZINI 

t Otra 

REC URSO EX TR AORD IX A R I O : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Se ni ene i a s a rb it ra rías . / m p ro ce fon cia de l reeu rso . 

El pronunciamiento que, a los fines de la electividad de los derechos cousti- 
t un los y reel ainados en juicio, excluye de la ret roa eti vida d dispuesta por la 
ley 14.821 la exigencia de formalidades imprevisibles, como lo es la atinente 
a la prueba por escrito del contrato de locación transitoria celebrado con 
anterioridad a la vigencia de la ley 13.. r )81, se encuentra fundado y no puede 
ser invalidado con base en la doctrina establecida en materia de arbitrarie- 
dad (*). 



GERONIMO RUGIR ELLO v. FRANCISCO IUTFOLO y Oticos 

RECURSO E X TRIO RiJIXA R I O : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Lo atinente a la existencia de acción, con fundamento en el Código Civil, 
para obtener la rescisión de un contrato de locación, pese al régimen de 
suspensión de los desalojos de las leyes 14.43S y 14.442, es punto irrevisible 
en la instancia extraordinaria e insusceptible de la tacha de arbitrariedad ( 2 ). 



HORACIO ANIBAL SAWAVA 

RECURSO EXTRAOROIXA RÍO : Requisitos comunes. ( nrstión justiciable, 

\jí\> medidas disciplinarias que no exceden de las usuales, aplicadas por los 
tribunales (pie integran el Poder Judicial de la Nación o de las Provincias, 
son insusceptibles de revisión en instancia extraordinaria, aun cuando se invo- 
que el art. 18 de la Constitución Nacional. Tal ocurre con la medida de 
suspensión en el cargo, por el término de treinta días, aplicada a un secre- 
tario de primera instancia por un superior tribunal de provincia. 



( i ) 2't de noviembre. 
('-) 2~> de noviembre. 
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MEDIDAS 1)1 SC. ¡PUS ARIAS. 

La sanción do suspensión en el car^o, aplicada a un secretario de primera 
instancia, no es propia del derecho criminal ni del ejercicio del poder ordi- 
nario de imponer penas. 



FALLO I)K LA CüKTE SUPREMA 

Buenos A iros, de noviembre do 1959. 

Vistos los autos: "Recurso do hecho deducido por Horacio 
Aníbal Sawaya on la causa Sr. Juo/ Penal de Metan, Dr. Rómulo 
Alfredo Piccone, comunica ausencias del Secretario Dr. Horacio 
Aníbal Sawaya", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte, 
las medidas disciplinarias que no exceden de las usuales, apli- 
cadas por los tribunales que integran el Poder Judicial de la 
Nación o de las Provincias, son insusceptibles de revisión en 
instancia extraordinaria. Ello es así incluso si se invocan cláu- 
sulas constitucionales carentes de relación directa con lo resuelto, 
como lo es, para el caso el art. 1S de la Constitución Nacional 
porque la sanción aplicada no es propia del derecho criminal ni 
se trata del ejercicio del poder ordinario de imponer penas — Fa- 
llos : 241 : 419 y otros—. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Alfredo Okgaz — Bknjamín Villegas 
Basavtlbaso — Aristóíwlo D. 
Aráoz de Lamaimud — Julio 

O V n A X A RT E . 



ZAMBKCXI v STKXTA v. Ml'XICI PALl DAD w. KOSAKH) 

RKil'RSO bIXTRAOiWl X AMO : R t ' t¡ nis¡h,< propio*. Rtsohirión . )it r,tr¡.> . 

N'o procede el recurro extraordinaria contra la sentencia del tribunal de 
al/ada provincial que, confirmando la del interior, mantiene el embarco pre- 
ventivo trabado sobre fondos de la Municipalidad de Kosario si, habiéndose 
cuestionado la inteligencia de los arts. YV2 de la Constitución de la Provincia 
de Santa Vv y líl de la ley local "J7.~>(¡, ['rente a lo dispuesto por el art. VI 
del Código Civil, el fallo apelado decide el conflicto a favor de 1-: norma 
nacional. 



rrrriiTin» nr, l <A 1 UU1 T ^fTRnM A 



Dmtam kn ih;l Pi;o< ti; aimu; ( ¡ i:n i: i: ai, 

Suprema ( 'orle : 

Kn estos ¡Hilos si» ha hecho lugar a un embargo preventivo 
conlia la Municipalidad de Kosario, declarándose inconstitucio- 
nales las normas locales que prohiben tal medida. 

( 1 ontra esta decisión se ha interpuesto recurso extraordinario 
alegándose, en síntesis, que el a quo lia hecho extensivo al embar- 
go preventivo el principio que solamente rige en los supuestos 
de embarco ejecutivo. 

Aún de ser exacta esta tesis creo, sin embargo, que t'l remedio 
federal no procede pues como se expresa en el auto denegatorio 
la resolución es en favor de la ley nacional y contraria a lo que 
estatuyen las normas locales. Por lo demás, expresa el vocal que 
vota en disidencia (pie media ya sentencia firme contra la deman- 
dada y que por lo tanto el embarco se ha transformado o hállase 
(mi condiciones de transformarse» en ejecutivo y en consecuencia 
debe mantenerse, afirmación que no es negada por el apelante. 
Kn tales condiciones cualquier decisión de V. K. sobre la proce- 
dencia del embargo preventivo configuraría una cuestión abs- 
t rada. 

I'or lo expuesto considero que el recurso extraordinario inten- 
tado es improcedente y que corresponde no hacer lugar a la 
presente queja deducida por su denegatoria. Kucnos Aires, de 
noviembre de 1!*. r >!>. - Httmón ¡jasrain*. 

FALLO PK LA COJiTK Sl'PKKMA 

Muenos Aires, 2f> de noviembre de 19f>í). 

Vistos los autos: "Itccursn de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Zambruni y Stenta c. Municipalidad de Rosa- 
rio , \ para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte la supre- 
macía reconocida a la ley nacional respecto de preceptos provin- 
ciales, por un tribuna] provincial, no da, como principio, lugar 
a recurso extraordinario. 

( t >ue cuando, como en el caso ocurre, se trata de la aplicación 
de una disposición del Código Civil, el recurso es improcedente 
tanto en lo que respecta a su interpretación como en la que co- 
rresponde a las normas provinciales divergentes -art. (¡7, inc. 
11, Constitución Nacional, y 15, lev 48 -. Y también es improcc- 
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dente 4*11 lo »|Ue hace ;i la implícita invalide/ de las, ú 1 1 i 1 1 ia s, por 
virtud (Ir lo dispuesto en el arl. I í, inc. J", de la ley IS. No hay, 
en efecto, con ello resolución favorable a la validez de las normas 
locales, como lo rcipiicrc el precepto mencionado Kallos: SM : 
b!)S; i::S; ]S!I: 4<)S y sus cüas . 

< t >uc, en lales condiciones, y habida cnenla «pie el posible 
error en la interpretación y aplicación de las leyes de su incum- 
bencia, por un tribunal local, no plantea, como principio, cues- 
tión federal «pie justifique el ejercicio de las atribuciones judi- 
ciales e\t raordinarias de esta ('orte, la queja debe ser desechada. 

Tor ello y lo dictaminado por el Señor Procurador (iciicr¡*|, 
se desestima la queja precedente. 

AlJ'ÜKbO OlK.AZ I \.M ÍN \ ' 1 1 A t H . AS 

I > AS \\ J'AS< i A lí ISTÚlU' LO I ). 

A i;Áoz ni; I ,\ M AiMMD .1 ruó 

( ) Y 1 1 A N A l¡T K. 



S. A. LAM(HÍAT(»|;|(»S <íl,A\n v. s. K. L. ACII.AC 

l/.l/l'í l> 1)1. I \ It f\ I ( \ ; I), s¡<lii«rttnu > #/ **h)th,s. 

La mera "evocación" o "sugerencia" rpir un nomine r^ rapa/ de despertar 
sobre el objeto o l;i nat tira le/a de un producto determinado, no constituye 
óbice ;i >u re; i s| v\ » romo m;i rea con ;i rreulo al sent ido de l;is prohibiciones 
contenidas ni el a rt . (inc-. 1" y ~> " ) de la Iry '_M)7f>. 

Kn consecuencia, rl vocablo "Acilac" resultante del apócope dr las pala- 
bras "ácido" y "lácteo** no e- dr arpie Nos ijuc, scmiii rl arl. í". inr. 4?. 
lian |ias;ido al "uso ü'eueral", entendido romo utilización drl termino por to- 
dos o por l:i mayoría dr los roiur ?via nt rs ron rrlarión a los producios drl 
lipo dr los prolri'idos ron esa marra. <pir tampoco resulta nerrs , ria tnent r 
indicativa dr la nalurah /a drl piodiuln <> dr la clase a <|iir pertenece. 

MAItcAs /;/•; I' AIÜUCA : O/msiriñu. 

VA arl. TI de la lev ;t!*7"> lio sólo contempla l:i lupi'itesis dr posibles confii 
sinnes entre do> nombres o designaciones comercia Irs, -iih» también los 
conflictos- eventuales ipir pueden surgir entre un nuevo nomine y una marca 
preexistente, Mu consecuencia, la demandada no pudo adquirir el derecho de 
propiedad consagrado por el arl. \\1 de i's'i ley. si la piimrra ex t criori /.ación 
rrfcreiile al Uso del nomine "Acilac" por su parle, coiis|>|ió en la publicación 
del contrato social el Jll de lebrero de t M.~> l sin ipie exista pincha dr (pie 
lo utilizara ron a ni r tu > rolad . rn lauto (pie la marca homónima hahía sido 
concedida a la acloca rl Jl dr enero de IÍM!*. 

No ohsta a ello la circunstancia de (pie la demandada no lia\a c ni/;uln 

a comerciar efectivamente en los reuniones cursi hhi;ii|u\ si dr los autos resulta 
evidente su propósito de utilizar el nombre para proteucr actividades < pie 
coinciden, directa o indirectamente, con el objeto de la marra. 
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MARCAS ]>K FABRICA : Oposición. 

El fu ndn mentó de la doctrina ijuo considera aplicable el art. 43 de la ley 3975 
en los conflictos entre un nuevo nombre y una marca preexistente, reside 
en la necesidad de evitar que, merced a la analogía o a la identidad entre 
nombres o marcas, o viceversa, el público pueda ser inducido a engaño sobre 
la procedencia o el origen de los productos que adquiere, con la posibilidad 
consiguiente de que algún comerciante o industrial aproveche ilegítimamente 
los frutos de la actividad y el prestigio ajenos. 

MARCAS DE FABRICA: Oposición. 

Si bien el sistema de especialidad adoptado por la ley 3975 impide al titular 
de un registro oponerse al de una marca igual o semejante destinada a dis- 
tinguir artículos distintos, tal principio resulta inaplicable cuando concurren 
circunstancias especiales que demuestran la posibilidad de confusión entre los 
productos. 

Establecida, en 1 orina irrevisible en la instancia extraordinaria, la vincula- 
ción existente entre los productos, respectivamente protegidos por la solicitud 
de la demandada (artículos comprendidos en la clase 23) y por el registro 
de la adora (incluidos en la clase 22). corresponde confirmar la sentencia 
que liace lugar a la oposición al uso del nombre social "Aeilac", deducida por 
el titular de la marca homónima. 

Dictamen del Proctradoií General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido es procedente toda vez 
que el apelante cuestiona la inteligencia e interpretación de dis- 
posiciones federales, como son los arts. 3 9 , 8°, 42, 46 y 47 de la 
ley 3975. 

En cuanto al fondo del asunto se trata de lo siguiente: Labo- 
ratorios Glaxo 8. A. Com. e Ind. inicia demanda contra Acilac 
8. R. L. a efectos de que se condene a ésta a cesar en el uso del 
nombre social adoptado, en razón de la identidad total existente 
entre éste y el correspondiente a la marca de su propiedad opor- 
tunamente registrada. 

La demandada contesta la acción, y luego de una negativa 
general de los hechos y de la pertinencia de aplicar el derecho 
invocados por la contraparte», reconviene solicitando que se de- 
clare infundada la oposición de la actora a su pedido de registro 
de la marca "ACILAC 1 " para productos de la clase 23 y se anule 
la obtenida por su oponente — n 9 203.207 — para la clase 22 por 
tratarse de una locución de uso general. El juez dicta sentencia 
a fs. 1K8 haciendo lugar a la demanda y rechazando la reconven- 
ción, todo con costas. Apelado el fallo, el tribunal de alzada con- 
firma lo resuelto por el Inferior en todas sus partes. 

De las constancias de autos surge que la marca 4 'ACILAC" 
que se opone al mismo nombre comercial "ACILAC", ha sido 
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otorgada por la Oficina do Patentes y Marcas el -4 de enero de 
lí)49, mientras la publicación del contrato social de la firma de- 
mandada — constituida por instrumento privado en el año 1950 — 
recien se bizo en el Boletín Oficial con fecha -0 de febrero de 
1í)f)l; la mera confrontación do fechas demuestra acabadamente 
que la marca ha sido registrada por su titular con sensible ante- 
rioridad al presunto uso del nombre comercial idéntico. 

.Kn tales condiciones, considero que el precedente jurispru- 
dencial (pie cita el apelante en apoyo de su pretensión, en el sen- 
tido de (pie cabo oponer un nombre comercial a una marca cuando 
existí 1 posible confusión do vocablos o locuciones, aun cuando ol 
oponente no sea titular de» una marca idéntica o análoga a la que 
se pretende registrar (Fallos: 224: 4(>.'í), no mejora precisamente 
su situación, toda vez que por aplicación 4i a contrario sensu" do 
tal doctrina, si nombre comercial os oponiblo a marca, con mayor 
razón sera posible oponer marca a nombre comercial . cuando, co- 
mo sucede en el caso de autos, aquélla lia sido registrada con 
muchos meses de anticipación, no sólo al uso del nombro do quo 
so trata, sino a la propia constitución de la sociedad demandada 
que lleva dicho nombre. Por lo demás la publicación del contrato 
social en el Boletín Oficial, es como si* ha visto, aun posterior. 

"La prioridad de la marca y su derecho a defenderse contra 
toda utilización de la misma ya sea marcaría o en denominación 
comercial, hacen (pie ol derecho de la adora sea indiscutible en 
cuanto a la validez de su marca". Así lo expresa el a mío y 
acertadamente a mi juicio. 

En cuanto a la nulidad do la marca * fc Acilac'', registrada bajo 
el n 9 •J(5.'?.'J07, tanto el juez como la Cámara manifiestan que no 
estando probado que el vocablo en cuestión indique concretamen- 
te un producto determinado, o la composición del mismo, os 
perfectamente admisible como marca. Tal conclusión, por <u na- 
turaleza, es irrevisible en la instancia extraordinaria. 

Por último, en lo (pie respecta al alcaucí» quo debe dar>e al 
arl. 8° de la ley :>í>77), V. K. tiene resuelto en forma reiterada 
(pie el sistema de la especialidad adoptado por nuestra legisla- 
ción como re^la general no impide, al titular de una marca regis- 
trada para una clase determinada, a oponerse con i'xito a la 
concesión di» otra para una clase distinta siempre que la seme- 
janza de ambas, la difusión de la primera, el bocho de vender los 
respectivos productos en los mismos tipos de negocio u otras 
circunstancias especiales, pueden inducir en confusión al público 
consumidor acerca de la procedencia de los artículo.-, aún cuando 
éstos no sean confundibles (Mitre sí (Fallos: 1S!>: :!7* : 1*7: L'H y 
'Jur>: lí>:? : i)2 y 1)7; 2:i7 : KW). 

Por las particularidades del caso sometido a dictamen, esti- 
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mo que tal doctrina os de estricta aplicación al snh lite. La opo- 
sición de la actora, por lo tanto, resulta ajustada a derecho, de 
conformidad con la jurisprudencia de Y. K. 

Kn consecuencia, considero que correspondería confirmar la 
sentencia apelada en cuanto lia podido ser materia de recurso. 
Buenos Aires, 4 de julio de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 4 Laboratorios 'Glaxo' S. A. c./ Acilac S. 
R. L. s. cese uso nombre social", en los que a fs. 231 se ha con- 
cedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Federal y Oontenciosoadministra- 
tivo de focha 2 de mayo de 1958. 

"V. 

( 1 onsidorando : 

( L )ue, como lo señala el dictamen precedente del Señor Pro- 
curador General, el recurso extraordinario concedido es admisi- 
ble con arreglo a lo dispuesto en el art. 14, inc. 3 ? , de la ley 48, 
en razón de haberse cuestionado en autos la inteligencia de los 
arts. 3 (ines. 4 P y 5 P ), 8, 42, 46 y 47 de la ley 3975, y ser la senten- 
cia recurrida de carácter definitivo y contraria al derecho que el 
apelante funda en esas normas federales. 

( t >uo Laboratorios Glaxo S. A. (Vnnercial e Industrial, pro- 
pietaria de la marca de comercio 4 'Acilac", concedida con el nu- 
mero 263.207 para distinguir los artículos comprendidos en la 
clase 22 de la respectiva nomenclatura,, demando a Acilac Socie- 
dad de Responsabilidad Limitada para (pie se la condenara a 
cesar en el uso del nombre social <4 Acilac"o a modificarlo de tal 
manera (pie resulte inconfundible con la denominación de la mar- 
ca homónima de (pie es titular. Como fundamento de su acción 
adujo (pie el objeto social de la demandada, comprensivo de "todo 
lo referente a productos alimenticios en general y lácteos en espe- 
ciar' (fs. 17), y coincidente, por lo tanto, con el rubro protegido 
por el título n 9 263.207, es susceptible de crear confusiones de 
procedencia u origen, en cuanto los adquirentes eventuales de 
los productos elaborados y expendidos bajo el nombre "AcHac" 
pueden entender que se trata de productos amparados por la 
marca del mismo nombre. La demandada, tras negar esa posibi- 
lidad, expresó que había solicitado el registro de la marca "Aci- 
lac' , para distinguir los artículos comprendidos en la clase 23 
— "bebidas en general, no medicinales, alcohólicas o no" — y que 
en la respectiva solicitud recayó una oposición de la actora, fun- 
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dada 011 el registro anterior de la misma marca cu la ela>e 22. 
b)\\ la inteligencia de que no media superposición entre los ren- 
glones respectivamente cubiertos por la referida solicitud y la 
marca registrada, reconvino a la adora para que se declarase 
infundada la oposición interpuesta, agregando el pedido de que 
se declarase la nulidad de la marca "Acilac" en la clase 22 por 
haber sido concedida en contravención a lo dispuesto en el art. M° 
(ines. 4° y ó 9 ) de la ley Mí)?."). La sentencia de primera instancia 
hizo lugar a la demanda y rechazó la reconvención (fs.ISS 1:M), 
])ronunciamiento luego confirmado por la Cámara a fs. 22Ó 22(> 
y contra el cual la demandada interpuso recurso extraordinario 
que fué concedido a fs. 2.'51. 

Que el recurrente somete al conocimiento de este Tribunal 
las siguientes cuestiones: 1°) La nulidad de la marca "Acilac" 
n p 2(i.'j.2()7, concedida a la adora para proteger los artículos com- 
prendidos en la clase 22 de la nómina oficial; 2") Su derecho de 
propiedad al nombre comercial "Acilac" (art. 42 de la ley .*W7")), 
y las consiguientes facultades de» utilizarlo con exclusividad, re- 
gistrarlo como marca y hacerlo valer contra nombres o marcas 
confundibles con el; l> 9 ) La incompatibilidad de la oposición for- 
mulada por la demandada con el principio de "especialidad" 
(pie consagra el art. H 9 de la ley de la materia. 

Que la mera "evocación" o "sugerencia" que un nombre es 
capaz de despertar sobre el objeto o la naturaleza de un producto 
determinado, no pudo constituir óbice a su registro como marca 
con arreglo al sentido de las prohibiciones contenidas en el art. 
I) 9 (ines. 4 9 y 7f) de la ley ;>!)7o. Desde ningún punto de vista, en 
efecto, resultaría legítimo afirmar (pie el vocablo "Acilac" — re- 
sultante del apócope de las palabras "ácido" y "lácteo" — es 
de aquéllos que, según el inc. 4 9 del art. .'v, han pasado al "uso 
general", entendido el concepto como utilización del término por 
todos o por la mayoría de los comerciantes con relación a los 
productos del tipo de los que la sociedad adora protege con su 
marca. Tampoco resulta dicho término necesariamente indicativo 
de la naturaleza del producto o de la clase a (pie pertenece; por 
lo que corresponde desestimar el pedido de nulidad de la marca 
"Acilac" formulado por la demandada, y así se declara. 

Que en cuanto al segundo agravio, mal puede la demandada 
atribuirse e invocar la propiedad del nombre comercial "Acilac" 
para oponerlo al incuestionable derecho adquirido por la adora, 
con anterioridad, sobre la marca homónima. De autos surge, en 
efecto, (pie mientras esta última fué concedida a la adora el 24- 
de enero de lí)45> (ver título de fs. 10), la primera exteriorización 
referente al uso del nombre "Acilac", por parte de la deman- 
dada, consistió en la publicación del respectivo contrato social en 



292 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



el "Boletín Oficial" do focha 20 de febrero do 1951 (ver fs. 13), 
no existiendo prueba ninguna do que la citada denominación se 
viniese utilizando con anterioridad a esa fecha. 

Que on osas condiciones, no resulta dudoso ol derecho de la 
actora a oponerse al uso del nombre comercial "Acilac", pues 
no obstante las diferencias do régimen jurídico que separan al 
nombro y a la enseña de la marca, esta Corte Suprema tiene 
decidido que el art. 4o de la ley 3975 no sólo contempla la hipó- 
tesis de posibles confusiones entro dos nombres o designaciones 
comerciales, sino también los conflictos eventuales que pueden 
surgir entre un nuevo nombro y una marca preexistente. Esta 
doctrina ha sido reiterada en la causa 4 4 Compañía General de 
Comercio o Industria S. A. c./ Confitería Plaza S.R.L. s./ uso 
indebido de marca y enseña" (Fallos: 243: 537) y su fundamento 
reside on la necesidad de evitar que, merced a la analogía o a la 
identidad entre nombres y marcas, o viceversa, el público pueda 
ser inducido a engaño sobre la procedencia o el origen de los 
producios que adquiere, con la posibilidad consiguiente de que 
algún comerciante o industrial aproveche ilegítimamente los fru- 
tos do la actividad y el prestigio ajenos. Cabe concluir, en con- 
secuencia, (pío la demandada no pudo adquirir el derecho de 
propiedad consagrado por el art. 42 de la ley 3975, pues a ello se 
oponía ol derecho anterior y preferente de la parte actora sobre 
la marca 44 Acilao". 

Que no obsta a la conclusión procedente, la circunstancia de 
que la demandada no haya comenzado a comerciar efectivamente 
oti los renglones cuestionados, pues de los elementos de juicio 
que obran en la causa se desprende, con evidencia, el inequívoco 
propósito de aquélla de utilizar el nombre 44 Aoilac" para proteger 
actividades que coinciden, directa o indirectamente, con él objeto 
de la marca n 9 263.207- Son índices elocuentes de ello, a juicio 
del Tribunal, tanto los explícitos términos on que se halla redac- 
tado el art. 4 P del contrato de sociedad, excluyentes de todo otro 
ramo que no sea el de "productos alimenticios en general y lác- 
teos en especial", cuanto el posterior pedido de la marca 44 Aci- 
lac" para proteger un renglón estrechamente vinculado a aquél. 

Que corresponde rechazar, asimismo, el agravio consistente 
en la errónea interpretación del art. 8 9 de la ley de marcas. Esta 
Corto tiene decidido, con reiteración, que si bien el sistema de 
especialidad adoptado por la ley 3975 impide al titular de un 
registro oponerse al de una marca igual o semejante destinada 
a distinguir artículos distintos, tal principio resulta inaplicable 
cuando concurren circunstancias especiales que demuestren la 
posibilidad do confusión entre los productos (Fallos: 181: 378; 
187: 131 ; 193: 92; 237: 163). Y en el sub huhee, las conclusiones 
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de hecho a que arriban las instancias inferiores acerca de la vin- 
culación existente entre los productos respectivamente protegi- 
dos por la solicitud de la demandada y por el registro de la actora 
— irrevisibles en instancia extraordinaria — , permiten encuadrar 
la hipótesis de autos en el margen excepcional establecido por la 
citada jurisprudencia. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se confirma la sentencia de fs. 2-!f) L'L'íi en lo que ha podido 
ser materia de recurso extraordinario. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 

AlUSTÓlU'LO 1), Alí.XOZ de Lama- 

niun — Li'is AJaUía Boffi Boggero 

d I'LIO Ovil ANAIíTE. 



IIOKACIO MALPOXAPn FKKKKYKA 

J VIH LACIOS > l'ESSIOS. 

VA art. VI de la ley 14..'i7U no detinc, ron exactitud, lo que debe entenderse, 
por "forma normal de retribución", limitándose a relacionar ese concepto con 
la "índole'' e ''importancia" de lo> servicio- prestados. Esta última circuns- 
tancia no es susceptible de determinarse sobre la base de la mayor o menor 
jerarquía intelectual de las tareas cuestionadas ni con fundamento en distin- 
ciones entre actividad "financiera o económica", por un lado, c "intelectual 
e informativa", por otro, como lo pretendí», en el caso, la Caja Nacional de 
Previsión para el Personal del Periodismo, pues ello, aparte de resultar ajeno 
a las menciones dogmáticas del precepto legal, importaría abrir un peligroso 
mareen a la discrecionalidad de los órganos de aplicación. 

JVMLACIOS DE PEKloDISTAS. 

Para determinar la "índole" c "importancia" de lo> servicios prestados a (pie 
se refiere el art. 12 de la ley 14. .'570 respecto de la "forma normal de retri- 
bución", corresponde considerar, como pautas objetivas para resolver el caso, 
la circunstancia de (pie el diario donde el peticionante desempeñó el cargo 
de Director de Publicidad suele retribuir a ciertos funcionarios o colabora- 
dores calificados, con gratificaciones que se asignan en función del canro 
e importancia de los servicios, así como el monto de los sueldos percibidos 
durante el período cuestionado, que no aparece desproporcionado con res- 
pecto al importe de las 'Ratificaciones". Kn consecuencia, éstas constitu- 
yen remuneraciones computables a lo*, fine- del precepto legal citado. 

HECCIiSO EX TRAORDIS AMO : R<qxisitos propios. Cuestión federal Cues- 
tiones federales simples. Interpretación- <h la* lepes federales. Lepes federales de 
carácter p roe (sal. 

Puesto que la facultad reconocida a los organismos administrativos de pre- 
visión para pronunciarse — de manera definitiva e irremisible — sobre los 
becbos que les son sometidos, bacc a la esencia del régimen establecido por 
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la ley 14.230, el desconocimiento de la limitación de la competencia de la 
Cámara del Trabajo, consagrada por el art. 14, implica contrariar una de 
las normas que regulan instituciones básicas de la Nación. 
En tales condiciones, corresponde revocar la sentencia que, como consecuen- 
cia de una mera discrepancia del tribunal con el Instituto acerca de la 
apreciación de la prueba, decide computar como "forma normal de retri- 
bución'', en los términos del art. 12 de la ley 14.370, las gratificaciones 
percibidas por un periodista, sin que se alegue arbitrariedad de la resolución 
administrativa ni prescindencia de las reglas normativas de la prueba (Voto 
del Señor Ministro Doctor Don Julio Oyhanarte). 

Rksoia'ción" i>k l Dklküado-Ixtkkvuxtoií ex la Caja Nacional i>k Previsión 
para i:i. Personal del Periodismo 

Buenos Aires, 29 -de noviembre de 195G. 

El art. 2 o del decreto-ley 058/55, otorga al suscripto en su carácter de 
Delegado- Interventor de esta Caja, las facultades conferidas a su Directorio y 
Presidente por las leyes 12.921 (decreto orgánico 14.535/44) y 14.23G. 

Por ello y visto lo actuado: 

Resuelve : 

1? Otórgase a don Horacio Maldonado Ferreyra la jubilación ordinaria que 
solicita, prevista en el art. 62, reformado, del decreto orgánico 14.535/44, la cual 
se abonará a partir del 6 de octubre de 1955. 

2'- 1 Establécese: a) conforme con lo expuesto por la Asesoría Legal en su 
dictamen 18.938 (fs. 47 y vta.), y lo establecido en el art. 12, segundo párrafo, 
de la ley 14.370, que las sumas abonadas al nombrado por el diario "Clarín" en 
concepto de gratificación no responden a remuneraciones integrantes del con- 
trato laboral, por lo que no deben incluirse en el cómputo jubilatorio respectivo; 
b) en $ 8.398,39 in/n. el haber mensual del beneficio que se concede según cóm- 
puto practicado por la Contaduría a fs. 50, que se aprueba. 

3<> Con intervención de Contaduría, páguese a don Horacio Maldonado Fe- 
rreyra la cantidad de $ 103.814,52 m/n., a que asciende la liquidación de fs. 52, 
que también se aprueba. — Julio Aramburu. 

Dictamen de la Asesoría Letrada 

Adoptado como resolución por el Directorio del Instituto Nacional de 

Pre visión Social 

Señor Asesor: 

La Caja Nacional de Previsión para el Personal del Periodismo, por reso- 
lución de fs. 53, otorgó jubilación ordinaria a don Horacio Maldonado, dejando 
establecido (punto segundo) que las sumas abonadas al nombrado por el diario 
''Clarín" en concepto de gratificaciones, no responden a remuneraciones inte- 
grantes del contrato laboral, por lo que no deben incluirse en el cómputo jubi- 
latorio respectivo. 

Contra esta disposición de la Caja el recurrente expresa su disconformidad 
(fs. 58/bO vta.), alegando que en su caso no puede aplicarse el art. 12 de la 
ley 14.370, dado el principio general establecido por los textos legales vigentes 
en cuanto al concepto de "remuneración total", y sosteniendo que las sumas 
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percibidas ininterrumpidamente desdo 1951 hasta 1955 han sido como retribución 
efectiva de servicios, con carácter do liahitualidad y en estrecha relación con la 
índole e importancia de los servicios prestados. 

Kl in forme proporcionado a fs. 02 y vía. da cuenta del carácter de esas 
.sumas, señalándose (pie la empresa "Clarín" A.ÍJ.E.A. (S.A.), retribuye al 
personal superior de las distintas secciones de administración, redacción y publi- 
cidad, con gratificaciones especiales en monto variable y forma periódica. 

Kl art. 12 de la ley 14.370, en la parte atinente al problema de autos, faculta 
a las Cajas a excluir o reducir del cómputo toda suma que le hubiere sido abonada 
al afiliado, que no constituya una forma normal de remuneración de acuerdo 
a la índole o importancia de los servicios prestados. 

Resulta evidente, a mi juicio, (pie dicha norma es de estricta aplicación al 
presente caso, y en ese sentido adhiero a los términos del dictamen de is. 03 y vta. 

La legislación provisional vigente y la jurisprudencia administrativa y judi- 
cial no consideran como integrantes de la remuneración del empleado u obrero, 
n los fines jubilatorios, las gratificaciones o participaciones extraordinarias con 
el solo requisito de que sean acordadas durante la vigencia del vínculo laboral ; 
son recaudos exigidos, la proporcionalidad con el monto del sueldo, la periodi- 
cidad en su percepción, etc. 

Resulta claro de la certificación de fs. 39 la desproporcionada relación 
existente entre las remuneraciones mensuales en concepto de sueldos asignados 
al interesado y el volumen de las gratificaciones percibidas en función del cargo e 
importancia de los servicios. En efecto, en el año 1951 llegó a percibir $ 8.000 
de sueldo. $ (¡7.050 de comisiones y $ 308.250 de gratificaciones. En 1952, el 
sueldo alcanza a $ 20.000. hay apenas $ 787,50 de comisiones, y $ 300.366.92 de 
gratificaciones. En 1953, el sueldo os de $ 30.000, no percibió comisión, y la 
gratificación se redujo a $ 92.007,88. En 1954, el sueldo sigue siendo de $ 30.000 
y la gratificación es de $ 102.308,77, la cual aumenta en 1955 a $ 142.007. 

De ello se deduce, pues, que tales gratificaciones no podrían, en rigor, consti- 
tuir una forma normal de retribución, lo (pie hace en la emergencia perfectamente 
aconsejable declarar las gratificaciones en cuestión como no integrantes de la 
remuneración total, atento lo establecido en el art. 12 de la iey 14.370. 

En consecuencia, correspondería confirmar la resolución de fs. 53, en cuanto 
ha sido materia del recurso. Buenos Aires. 31 de mayo de 1957. 

Señor Presidente : 

De conformidad con el dictamen que antecede, procedería que el Directorio 
del Instituto Nacional de Previsión Social adoptara la siguiente resolución: 

Confírmase la decisión de la Caja Nacional de Previsión para el Personal 
del Periodismo ( fs. 53), en cuanto establece (punto 2 9 a) que las sumas abo- 
nadas al nombrado por el diario "Clarín**, en concepto de gratificaciones, no 
responden a remuneraciones integrantes del contrato laboral, atento lo dispuesto 
en el art. 12 de la ley 14.370. 31 de mayo de 1957. 
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Excma. ( 'amara : 

Mediante el recurso interpuesto a is. 71/72 contra la resolución del Instituto 
Nacional de Previsión Social corriente a fs. OS vta. que confirma la de fs. 53 
dictada por la Caja Nacional de Previsión para el Personal del Periodismo, se 
pone en tela de juicio la interpretación (pie cabe asignar al art. 12 de la ley 14.370, 
acerca de la cual difieren las partes, toda vez, que en tanto el Instituto sostiene 
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que las gratificaciones abonadas por el diario "Clarín" al señor Horacio Ma Ido- 
nado Eerreyra no responden a remuneraciones integrantes, del contrato de tra- 
bajo, sostiene, en cambio, el recurrente que, por las circunstancias del caso, esas 
gratificaciones integran el sueldo percibido por el afiliado y que al negarlas se 
ha aplicado mal la referida norma legal, aportándose en respaldo de la tesitura 
una serie de consideraciones dignas de tenerse en cuenta para la solución cabal 
que corresponde adoptar sobre el punto debatido. 

De ahí que, en primer caso, deba considerarse que, en cuanto a su forma, 
el recurso interpuesto ajusta su contenido a los requisitos exigidos por la doctrina 
y jurisprudencia para optar por su viabilidad procesal, con lo cual queda abierto 
el camino para entrar al estudio y análisis de lo que lia sido materia del remedio 
legislado por el art. 14 de la ley 14.2.'tt). 

El recurrente se desempeñó durante muchos años en un cargo de alta jerar- 
quía dentro de la empresa periodística "Clarín", percibiendo sueldos correspon- 
dientes a su categoría, que apartir del año 1950 fué incrementado por el importe 
de comisiones y desde 1951 hasta el cese de su actividad — 5/10/55 — con otra 
suma de dinero que la empresa le entregó en concepto de gratificaciones (fs. 39), 
las que, según lo informado a fs. 45 por la empleadora, respondían a una costum- 
bre de la empresa, otorgándose a los funcionarios y colaboradores calificados, en 
orden a la importancia de los servicios prestados. 

La Caja, a través de lo aconsejado por su Asesor Letrado — fs. 47 — estimó 
que las gratificaciones abonadas al señor Maldonado Ferreyra lo fueron respon- 
diendo al cargo de Director de Publicidad que desempeñaba en el diario "Clarín" 
y que el sueldo asignado tenía un monto suficientemente remunerativo y acorde 
con la importancia del mismo, siendo por ello que la gratificación escapa al con- 
cepto de premio o estímulo y, en consecuencia, desde el punto de vista provi- 
sional, no deben integrar el cómputo jubilatorio, evitándose así la desnaturali- 
zación del verdadero concepto de refribución a los fines previsionales, dado que 
se trata de excluir del mismo elevadas sumas que no responden a pagos normales 
por los servicios prestados. 

Estos mismos conceptos se reiteran a fs. 66 por el señor Jefe del Departa- 
mento de Asesoría del Instituto Nacional de Previsión Social, con el agregado de 
que. según el punto de vista del funcionario, la legislación vigente y la juris- 
prudencia administrativa y judicial no consideran como integrantes de la remu- 
neración del empleado u obrero, a los fines jubilatorios, las gratificaciones o 
participaciones extraordinarias con el solo requisito de que sean acordadas du- 
rante la vigencia de la relación laboral, siendo recaudo exigido, la proporciona- 
lidad con el monto del sueldo y la periodicidad de su percepción, condiciones 
éstas que no confluyen en el caso a examen, ya que todos los años la gratifi- 
cación superó en demasía el sueldo percibido. 

No comparto, Excnia. Cámara, tal tesitura pues, en mi opinión, tanto de los 
términos de la norma aplicable, cuanto de la doctrina y jurisprudencia imperante, 
dimana una interpretación contraria a la que formula el Instituto. 

El art. 12 de la ley 14.370 dice textualmente: "No se considerará remu- 
neración a los efectos de las leyes de previsión, las sumas que se abonen en 
concepto de gratificación voluntaria vinculadas con el cese de la relación de tra- 
bajo, en el importe que exceda el promedio anual de las que se hubiesen percibido 
anteriormente con habitualidad". Las Cajas podrán excluir o reducir del cómputo 
toda suma que le hubiese sido abonada al afiliado, que no constituye una forma 
normal de remuneración, de acuerdo a la índole o importancia de los servicios 
prestados. Sobre las sumas que no sean consideradas en el cómputo, las Cajas 
deberán efectuar los pertinentes ajustes por aportes y contribuciones. 

La disposición es a mi juicio clara en cuanto con toda precisión determina, 
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en qué siluaciom s; las - ra ! i ficaciones a lo> electos de la- leve- do | iro\ i -ión soci.-.l. 
no so computarán y en su caso, excluirlas o reducirlas. 

í^os ((Mininos en que está redactada la norma, da la exacta v cabal impre- 
sión de í|iic no lia sido intención del legislador la de excluir las sumas entregadas 
al empleado u obrero en concepto de gratificaciones, del cómputo pertinente v 
determinativo del haber jubilatorio a percibir por el jubilado, concretándose, en 
cambio, a establecer las condiciones en que pueden ser computadas, reducidas o 
excluidas de dicho cómputo. 

Si la gratificación es entregada con motivo de la rescisión del contrato 
laboral, la simia respectiva puedo sor computada hasta el límite de las que se 
hubieren abonado anteriormente en forma habitual, de manera pues que, en prin- 
cipio, la gratificación es aceptada por la ley en forma condicionada, a los electos 
di* lijar el haber jnbilalorio (pie pueda corresponder al que está en condiciones 
de acogerse al beneficio de retiro, por cualquiera de las cansas (pie la lev prevé. 

Sin embarco, las Caja* quedan autorizadas a reducir o denegar el cómputo 
de esas gratificaciones cuando éstas no pudieran constituir una forma normal de 
remuneración, de acuerdo a la índole o importancia de los' servicios prestados 
por oí afiliado. 

La reducción o denegación, setrún este apartado del artículo, está diferida al 
concepto do lo anormal, en relación a la natura lo/.a o importancia de los servi- 
cios prestados. 

IjO normal setriin acepción corriente — gramatical y jurídica es lo recular, 
habitual, común, usual, acostumbrado y todo aquello (pie por >n l'orma o mag- 
nitud so ajuste a los cánones impuestos por la ley o la costumbre. 

En el caso a examen, do acuerdo a los antecedentes ya expuesto-, fué norma 
y costumbre de la empresa abonar sumas en concepto de gratificaciones a los 
empleados superiores y colaboradores calificados, en l unción del caruo o impor- 
tancia de los servicios, (pío en el supuesto del recurrente, se le ontreuaron en 
forma habitual dur;.nte los años l!)f)1 a 105.") inclusive, aunque no siempre con 
el mismo criterio, en lo que a monto se refiero, siendo esta circunstancia, preci- 
samente, la que caracteriza la gratificación, puesto (pie de otra manera podría 
caer en el concepto de participación en las utilidades, do naturaleza muy distinta 
a aquélla. 

El Instituto so alarma porque el recurrente, cuando percibió X.000 men- 
suales - año 1 í>r> L — se le en t retro $ S0K.2;)0 de "ratificación, y que cuando ganó 
$ 20.000 mensuales, se lo acordó $ :>(>0.:i(>0,í)2 do irrati ficación, en cambio, cuando 
en el año 1Í)5."> percibió $ SO. 000 mensuales, la «ratificación se redujo a •* 02.000, 
ascendiendo durante los años 1004 y 10")") con iuual sueldo a las sumas do 
$ 102. SOS, 71 y 142.007, respectivamente, encontrando en ello una forma anormal 
de retribución, para no computarla en el haber jnbilalorio. 

(Maro está, (pie el Instituto para respaldar tal criterio ha tomado en forma 
ulohal el total de la gratificación y la ha comparado con lo percibido en un 
solo mes do sueldo, do cuyo cotejo resultaría una evidente desproporción o anor- 
malidad dentro siempre, del concepto (pie atribuyo el Instituto a lo "normal", 
pero a poco (pie so examinen los guarismos, se caerá en cuenta que no so cons- 
tata "anormalidad" alguna, puesto (pie si la gratificación es anual, iirual tempe- 
ramento debo soLMiir^e respecto a las sumas percibidas en iuual lapso por el 
empleado en concepto de sueldos y comisiones, en cuyo supuesto podrá apre- 
ciarse fácilmente que es poca la diferencia existente entro ambas sumas. Mas 
aún. puede apreciarse también que a medida que el empleado fué cobrando mayor 
sueldo, ol importe de la gratificación decreció notablemente, suprimiéndolo el 
pairo de comisiones. Ello es lo que en mi concepto es normal y se ajusta a los 
términos de la ley, desde que no debe olvidarse que ol señor Maldonado Ferreyra 
era un alto empleado de la empresa periodística "(Marín'' —Director de Publi- 
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cid nd — y í|iK' sus servicios debieron ser muy importantes, como así lo exterio- 
riza la remuneración de que pozaba, no debiendo entonces extrañar, ni alarmar, 
el importe de las gratificaciones M lu> s<> ^ alionaron, porque si ellas ascendieron 
a las sumas a que se lia hecho referencia, es a no dudar porque la empresa reco- 
noció la eficacia de la labor desarrollada por su subordinado y, desde luego, 
los beneficios que pudo obtener mediante su gestión. 

La situación que contempla el segundo párrafo del art. 12 de la ley 14.370 
no debe ser juzgada con el mismo criterio que el que corresponda seguir, en 
cuanto al supuesto previsto en el primer párrafo para discriminar lo normal 
de lo anormal. 

La ley ha calificado de anormal el importe abonado al empleado, en concepto 
de gratificación, en ocasión de la ruptura del vínculo laboral, cuando aquél exce- 
diera lo que habitualmente se le pagaba por tal rubro, autorizando sólo la compu- 
tación hasta esa cantidad. 

No es anormal, en cambio, que en orden a la jerarquía del empleado y a la 
importancia de sus servicios, la empresa lo recompense con una gratificación que 
tiene íntima conexidad con aquellas circunstancias, máxime teniendo presente la 
continuidad y habitualidad con que fueron entregadas. 

Si algún o algunos años las sumas excedieron lo cobrado por otros concep- 
tos, en cambio se constata que en años posteriores y a medida que las remune- 
raciones eran mayores, la gratificación disminuye en su cuanta w y si abordá- 
ramos la tarea de sacar un promedio general de lo percibido en calidad de suel- 
dos y comisiones y por otra parte el de gratificaciones, verificaríamos que menor 
es éste que aquél. 

Por el solo hecho de haber excedido en determinadas oportunidades el impor- 
te de gratificaciones, de lo cobrado en concepto de sueldos, no por ello debe consi- 
derarse "anormal", juzgando la situación con la misma medida que indica el 
primer párrafo del art. 12, para así calificarla, cuando la suma entregada al 
disolverse la relación laboral, excede lo que habitualmente se abonaba. Y si en 
el peor de los casos tal pudiera ser el criterio, nunca pudo ser excluida, sino 
reducida en la medida equivalente a lo percibido por sueldos y comisiones, cuando 
se configurara la situación del 2 do. párrafo del referido art. 12. 

Concluyo pues sosteniendo que en orden a la naturaleza de la función desem- 
peñada por el recurrente y la importancia de los servicios prestados, es normal, 
dentro de los términos del art. 12 de la ley 14..Í70, el importe de gratificaciones 
percibidas por aquél en forma habitual y continuada durante los últimos cinco 
años de labor en la empresa periodística "Clarín" y, consecuentemente, tales 
importes deben ser tenidos en cuenta a los efectos de determinar el haber jubi- 
latorio que le corresponda. 

Por tales razones, es que aconsejo a Y. E. la revocatoria de la resolución 
recurrida, en la medida que lo solicita el apelante. Despacho, 17 de diciembre 
de 1!)57. — Víctor A. Su reda Graells. 

Skxtkxcma ok la Cámara Nacional de Apklacioxks »>el Trabajo 

En la ciudad de Buenos Aires, a los 31 días del mes de diciembre de 1957, 
reunidos en la Sala de Acuerdos, bajo la Presidencia de su titular Dr. Armando 
David Machera, los Vocales Dres. Mario E. Videla Morón y Electo Santos, a 
fin de considerar el recurso deducido contra la resolución de fs. 08 vta., se 
procede a oir las opiniones de los Sres. Vocales en el orden de sorteo practicado 
al efecto resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación: 

El Dr. Videla Morón, dijo: 

T. En estas actuaciones se discute la interpretación del art. 12 de la 
ley 14.370. 
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La discrepancia existente entre la Caja demandada y el afiliado recurrente 
versa sobro si deben o no considerarse comprendidas dentro del concepto "remu- 
neración", tal cual lo cxijre la ley para el cálculo del haber jubilatorio, las sumas 
abonadas por la empresa periodística bajo la denominación "gratificación" y sí 
puede, la citada institución previsional. en uso de facultad acordada por la ley, 
excluir o reducir lo computable. 

La Ca ja de la ley l'J.óM sostiene ser aplicable en el caso, el seirundo apar- 
tado del art. 12 de la ley 14.370, y el reclamante nic*ra a ésta derecho para 
hacerlo, agraviándose por haber rechazad*» su pretensión. 

Kl Señor Procurador (general, en lo> dos primeros parágrafos de su dicta- 
men de í's. 7Ó/7Í). hace el planteo de la cuestión traída en alzada y encuentra, 
en mérito a la índole de la misma, viable el recurso interpuesto. Comparto este 
criterio y lo liavro mío. pronunciándome en el -cutido indicado. V así lo declaro. 

II. Respecto al fondo del asunto, cabe decir: La norma general en materia 
de "remuneraciones" computablcs, dentro del régimen jubilatorio para perio- 
dista, es el arl. ■")<* del decreto-ley 1 4. ;Y?f> /44. convalidado por la lev 12.021 y 
modificado por la lü.OOf). Dice así: "para el cálculo di* los descuentos y contri- 
buciones previstos en esc 1 decreto-ley, *e considerará la remuneración total que 
percibe m en analmente cada una de las perdonas comprendidas en el mismo... 
Entendiéndose por remuneración total todo importe dada ra dinero, por cualquier 
concepto, o en especie, alimento- o uso de habitación. 

Kl haber jubilatorio —sabemos-- >e calcula con relación al promedio a lo- 
sueldos previstos por el citado artículo scirún resulta de las disposiciones conte- 
nidas en los arts. (i.'í, lis. 71 y 77 del mencionado decreto-ley. 

"Prima facie" parecería quedar excluido del cálculo todo pairo, aunque se 
hiciera en dinero, si no lo fuera mensual; más tal criterio debe desecharse, pues 
existen en el mismo cuerpo letral otras disposiciones respecto a salarios, y cabe 
sin luirá r a dudas, la computación de retribuciones: diarias, semanales o anuales. 

Kn cuanto a las anuales, al art. 12 prealudido. invocado por la accionada, 
establece: "No se considerará remuneración a los efectos de las leyes de pre- 
visión las sumas (pie se abonen en concepto de gratificación vinculadas ron el 
cese de la relación de trabajo, en el importe que aceda del promedio anual de lu$ 
que hubiere percibido anteriormente con habitualidad". 

La norma transcripta no prohibe la computación de "gratificaciones"; tan 
sólo la limita. Esta restricción le¡ral excluye del cálculo a las vinculaciones con e\ 
cese de Ir relación laboral; más aún. sin totalmente prohibirla. 

La norma transcripta no es prohibitiva, sino limitativa. Restriñiré y no ex- 
cluye la computación de ' gratificaciones" en general, y la prohibición de in- 
cluirlas en el cálculo se reduce a aquéllas "vinculadas con el cese de la relación 
de trabajo", si no excediera su inquine el promedio anual de las percibidas 
anteriormente con habitualidad. Condiciona el derecho, pero no lo niesja. 

Podría, por lo tanto, decirse "a contrario sensu" : Se considerará remune- 
ración lo abonado en concepto de gratificación cuando el pairo haya sido hecho 
sin vinculación al ¿runa con el cese de la relación laboral y también cuando se 
hiciere en esta ocasión, si lo abonado por tal concepto no excede del promedio 
anual de lo percibido anteriormente con habitualidad. 

La institución previsional demandada invoca el secundo apartado del art. 1- 
de la ley 14.1*70 para nc»rar la computación, no solo de la parte, m no del todo 
abonado en concepto de "gratificación". Kl artículo referido, dice: "I>as Cajas 
podrán excluir o reducir del cómputo toda suma que le hubiere sido abonada al 
afiliado, (pie no constituya una forma normal de remuneración de acuerdo a 
la índole o importancia de los servicios prestados". 

No podría considerarse la "gratificación", en sí. una forma anormal de re- 
muneración, si en el apartado anterior se la admite como uno de los medios de 
papo. 
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La ley, os cierto, ha conferido a las Cajas, en virtud de la precitada disposi- 
ción, tina facultad de apreciación; más no con carácter discrecional, pues no ha 
podido dejar al arbitrio administrativo la computación o no de las sumas abo- 
nadas en concepto de "gra titilación". Dicha facultad se haya limitada, por la 
última parte del parágrafo, en cuanto dice: "Que no constituye una forma normal 
de remuneración de acuerdo a la índole o importancia de los servicios prestados". 
Volvamos ln frase construida en sentido negativo, y tenemos "contrario sensu"; 
son computables aquellas sumas alionadas como forma normal de remuneración 
acordada de acuerdo a la índole o importancia de los serv icios prestados. 

El recurrente, según planilla de fs. .Sí), desempeñaba en "Clarín", A. G E. A. 
S. A. el cargo de Director de Publicidad desde el 1? de agosto de 1945 hasta el 5 de 
octubre de 1955 y percibió en concepto de sueldos y de gratificaciones las siiruien- 
tes cantidades: Año 1950, $ 75.500 m/n. (S.) y $ 2-U00 m/n. (ir); Año 1951, 
*1S7.(>79,12 m/n. (S.) y * 308.250,50 m n (g.); Año 1952, $ 220.7SS,50 m/n. (S.) 
y $ :tt¡0.:¡(>() m/n. (g.); Año 1953, $ 390.000 m/n. (S.) v $ 92.0(57,80 m/n. (g.); 
Año 1954, $ 390.000 m/n. (S.) y * 102.308,77 m/n. (g.) y Año 1955, $ 406.333,30 
m/n. (S.) y $ 142.007 m/n. (g.). 

No se trata, por cierto, de la situación prevista por el apartado segundo del 
art. 12, pues el cargo de Director, las funciones desempeñadas al frente de la 
sección de publicidad, la antigüedad de servicios, indican una forma normal de 
pairo dada la índole e importancia de las tareas. La sección publicidad, en toda 
empresa periodística, se encuentra íntimamente vinculada a la explotación co- 
mercial y es corriente, en esta suerte especial de actividad, vincular al personal 
afectado a ese servicio, al negocio, ya sea mediante el régimen de comisiones, 
ya el de la habilitación o participación en las ganancias. 

Esta Cámara, en sus fallos del 26 '7/57 ni re: 'Talladino Luis c/ F.O.C.A.S.A. 
s/ despido salarios y gratificaciones'' y del 29/11/57 caso "Goldmann David y 
otros ( / Raneo Israelita del Hío de la Plata s/ cobro de pesos" ha tratado el tema 
relativo a la diferencia substancial existente entre los conceptos ''gratificación" 
(mera liberalidad) y "remuneración" (obligación onerosa). Señaló se trataba 
de dos géneros distintos en donde cabía, en cada cual, las diversas especies de los 
mismos sin confundirse con las del otro; aclaró no podía estarse a la denomina- 
ción caprichosamente dada o atribuida a las sumas abonadas, sino debía estarse 
a la verdadera naturaleza jurídica de las mismas y dejó sentado era necesario 
conocer no sólo los elementos formales o externos constitutivos de* esa entrega 
de dinero (periodicidad, regularidad, continuidad, o sea: habitnalidad), sino 
también a los substanciales (la causa determinante, ya sea la manifestación 
expresa o sólo ta cija de voluntad). 

En el caso de autos, resulta evidente esa manifestación tácita de voluntad 
de constituir una obligación de carácter oneroso, mediante una retribución ex- 
traordinaria anual, además, de la ordinaria mensual. "Suele esta Empresa — dice 
el informe de fs. 45 — retribuir a cierto* funcionario* g colaboradores "calificados 
mediante gratificaciones que se asignan en función del cargo c importancia de 
su* se rr tetes". 

El recurrente tenía asignado, en razón del cargo, un "sueldo mensual"; 
percibía, por avisos publicados, "comisiones" y gozaba, en razón de ser un 
calificado funcionario y colaborador dadas sus tarcas e importantes servicios, de 
"gratificaciones", o sea, de "participaciones". 

Ahora bien, en el informe de fs. 02, capítulo de la "naturaleza de las gra- 
tificaciones", se advierte lo siguiente: "La Empresa "Clarín" A.G.E.A., S.A." 
retribuye al personal superior de las distintas secciones de administración, re- 
dacción y publicidad, con gratificaciones especiales en monto variable y forma 
periódica, con imputación a la cuenta "gratificaciones".... 

La periodicidad, en este caso, configura la habitnalidad, pues se declara ser 
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norma de la empresa el abonar esas sumas al personal superior (directores) de 
las secciones (publicidad) y el monto variable no repercute sobre el derecho del 
recurrente, pues ln última suma percibida por él no excede del promedio anual 
de las anteriores gozadas con habitualidad. 

Por lo dielio, y de acuerdo con lo dictaminado por el Señor Procurador Ge- 
neral, voto por la revocación de la resolución apelada. 

Los Doctores Santos í/ Machado, dijeron: 

Que compartiendo los fundamentos de hecho y derecho expuestos en su 
voto por el Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Por lo que residía del precedente Acuerdo el Tribunal fíesnelrr: Revocar 
la resolución apelada. — Electo Santos. -- Mario E. Vidria Morón. — Armando 
David Machera. 

Dktamkx dkl Pimhth adoi; (íenehal 

Suprema ( 4 orte : 

Tomo la misma recurrente lo reconoce en el escrito de inter- 
posición del recurso extraordinario, es una cuestión de hecho la 
relativa a determinar si las gratificaciones abonadas al afiliado, 
en este caso, constituyen una forma de remuneración normal a 
los efectos del art. 12 de la ley 14.370. 

En estas condiciones las conclusiones de la sentencia sobre el 
particular no pueden ser revisadas por la vía del remedio federal. 

Xo basta a enervar lo dicho precedentemente la afirmación 
del Instituto de Previsión Social en el sentido de que el tribunal 
a (pío, al pronunciarse sobre el punto en cuestión, ha excedido 
la competencia que le asigna el art. 14 de la ley 14.236, ya que 
ello también escapa a la revisión en instancia extraordinaria, por 
ser cuestión de naturaleza procesal. Buenos Aires, 2$ de mayo de 
1958. — "Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Maldonado Ferreyra, Horacio s. ' jubila- 
ción", en los que a fs. 90 se ha concedido el recurso extraordi- 
nario contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones 
del Trabajo de fecha 31 de diciembre de 1957. 

Y considerando : 

Que la Caja Nacional de Previsión para el Personal del Pe- 
riodismo resolvió excluir del cómputo jubilatorio correspondiente 
a don Horacio Maldonado Ferreyra, las sumas que le abonó el 
Diario "Clarín" en concepto de "gratificaciones", por conside- 
rar que ellas no responden a "remuneraciones integrantes del 
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contrato laboral" y se hallan, por lo tanto, comprcMididas en la 
limitación que establece el art. 12, secundo párrafo, de la ley 
14.370 (fs. 53). 

Que dicha resolución fué confirmada por el instituto Nacio- 
nal de Previsión Social (fs. l>t>, (57 y HS vta.) y revocada luego por 
la ('amara Nacional de Apelaciones del Trabajo (fs. 80/82), cuya 
sentencia declaró que las «-ratificaciones abonadas al interesado, 
en orden a la periodicidad con que fueron liquidadas y a la índole 
o importancia de las funciones desempeñadas por aquel (Director 
de Publicidad del Diario "Clarín"), constituían una "forma nor- 
mal de remuneración" con arreglo a lo dispuesto por el art. 12 
de la ley 14.370. 

Que contra esa sentencia interpuso recurso extraordinario 
(fs. 8(>/88) el apoderado del Instituto Nacional de Previsión So- 
cial, fundándolo: l 9 ) en la errónea interpretación asignada por 
el tribunal a quo al art. 12 de la ley 14.370; 2 P ) en la circuns- 
tancia de que aquel, al haberse pronunciado sobre cuestiones de 
hecho, excedió el límite de competencia que le fija, el art. 14 de la 
ley 14.23G, desdi 1 que este sólo faculta a la Cámara Nacional de 
Apelaciones del Trabajo para decidir 44 sobre la aplicabilidad de 
la ley o de la doctrina". 

Que en el sttb Índice no existe discusión sobre la clase de fun- 
ciones desempeñadas por el interesado ni sobre el importe y pe- 
riodicidad de las ''^ratificaciones" percibidas por aquel durante 
el período comprendido (Mitre los años lí)51 a lí)f)5. Por lo tanto, 
la cuestión de derecho a decidir por esta Corte reside en deter- 
minar, mediante interpretación del art. 12 de la ley 14.370, si 
las "gratificaciones" referidas encuadran en el concepto de "re- 
muneración normal" a que esa norma aludí 1 . 

Que el precepto legal no define, con exactitud, lo que debe 
entenderse por "forma normal de retribución", limitándose a 
relacionar ese concepto con la "índole" c "importancia" de los 
servicios prestados. 

Que esta última circunstancia no es susceptible de determi- 
narse sobre la base de la mayor o menor jerarquía intelectual de 
las tareas cuestionadas ni con fundamento en distinciones entre 
actividad "financiera o económica", por un lado, e "intelectual 
e informativa", por otro, según el criterio expuesto a fs. 63 por 
la Asesoría Legal de la Caja interviniente, desde que tales reglas, 
aparte de resultar ajenas a las menciones dogmáticas contenidas 
en el precepto cuya inteligencia se cuestiona, importarían abrir 
un peligroso margen a la discrecionalidad de los órganos de 
aplicación. 

Que, como pautas objetivas para resolver el caso ocurrente, 
merecen destacarse tanto el informe del Diario "Clarín" de fs. 
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4í"), en el que con relación al cíimi del señor Maldonado Kcrrcy- 
ra— se señala que la empresa "suele. . . retribuir a ciertos fun- 
cionario^ y colaboradores calificados ¿»t:i1 ificaciones que se asig- 
nan en función del carino e importancia de lo^ servicios", como 
la circunstancia de que el monto de los sueldos percibidos por el 
interesado durante el período en cuestión no aparece en modo 
alguno desproporcionado con respecto al importe de las k 'írrati- 
f icacioncs' \ 

( t )ue, frente a tales circunstancias, forzoso es concluir que 
las "gratificaciones" cuestionadas en autos constituyen remune- 
raciones eomputables a los fines del arl. 1 J de la ley 14. ."¡Tu. 

(¿uc la conclusión a que se Meya en el anterior considerando 
torna innecesario el pronunciamiento del tribunal sobre el <e<run- 
do de los agravios invocados. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (¡ene- 
ral, se confirma la sentencia de fs. ^0 Si* t*n lo que ha sido mate- 
ria de recurso extraordinario. 

Au-iíku» \/ Iíkn.ia.míx Viu.kc.as 
I?.\s.\vili:aso — Lris Mai;Ía Üokfi 

liotiOKIÍO — Jl'UO ()VH ANARTK ( en 
(itstffrucia ) . 
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( 1 onsiderando : 

(¿ue. contra la sentencia de fs. SO Si!, el representante del 
Instituto Nacional de Previsión Social ha interpuesto recurso 
extraordinario, basado en dos argumentos: a) la decisión de la 
(Yimara en el sentido de que las gratificaciones abonadas al afi- 
liado constituyen "una forma normal de remuneración" y deben 
ser tenidas en cuenta para la fijación del monto .inhibitorio, su- 
pone errónea interpretación del arl. 1- de la ley 14.:?7(>; b) al 
pronunciarse sobro dicha cuestión, el tribunal a (pío lia excedido 
los límites de su competencia, con violación del art. 14 de la 
ley U.lWi. 

(¿ue, como lo señala con acierto el Señor Procurador (Jeneral 
y lo admite el apelante al enunciar su secundo agravio, el pri- 
mero de los referidos argumentos versa sobre una cuestión de 
hecho, ajena a la esfera del recurso extraordinario. Sobre este 
punto corresponde tener presente que la autoridad administra- 
tiva basó su decisión en el aserto de que las gratificaciones discu- 
tidas no constituían mía iurwu nonnal de r* t rtlntcián ' fs. <i(¡ v.) 
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y el tribunal a quo, luego de un detenido análisis de la prueba 
— especialmente de las planillas de fs. 39 y de los informes de 
fs. 45 y (32 — así como de la consideración de diversas circunstan- 
cias de hecho, rectificó el aludido criterio administrativo fundan- 
do en ello su sentencia revocatoria. 

Que, justamente por ello, es decir, por tratarse de una cues- 
tión de hecho, la impugnación relativa a la inteligencia del art. 14 
de la ley 14.23G, que es procedente desde el punto de vista formal, 
debe prosperar. Es cierto que la Corte Suprema tiene resuelto 
que lo concerniente a la extensión de la competencia otorgada a 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en la materia 
sub examine, es asunto procesal, extraño a la jurisdicción pre- 
vista por el art. 14 de la ley 48 (Fallos: 242: 55). Pero ello sólo 
es exacto por vía de principio, toda vez que, según se sostuvo 
en el precedente citado, la regla expuesta reconoce excepción 
cuando lo decidido en la causa afecte alguno de los principios 
que el recurso extraordinario procura tutelar. Tal lo que sucede 
en la especie. La facultad reconocida a los organismos adminis- 
trativos actuantes para pronunciarse — de manera definitiva e 
irrevisible — sobre los hechos que les son sometidos, hace a la 
esencia del régimen establecido por la ley 14.236 y ha sido dis- 
puesta imperativamente, por el legislador, como uno de los aspec- 
tos singulares y cardinales del sistema argentino de previsión 
social (sentencia del 25 de setiembre ppdo. en la causa "Recurso 
de Hecho — Reyes, María Consuelo López de c./ Instituto Na- 
cional Social"). De ello se sigue que el desconocimiento de la 
limitación de competencia consagrada por el art. 14 de esa ley 
implica contrariar una de las normas que regulan instituciones 
básicas de la Nación. Y no parece dudoso que semejante desco- 
nocimiento surge de la sentencia apelada, por cuanto la revoca- 
ción que ella dispone no es sino la consecuencia de una mera dis- 
crepancia del tribunal a quo con el Instituto acerca de la apre- 
ciación de la prueba atinente a la cuestión de hecho mencionada 
en el considerando segundo, sin quo se haya protendido siquiera 
la existencia de arbitrariedad en la resolución administrativa ni 
la preseindencia de las reglas normativas de la prueba. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se revoca la sentencia apelada de fs. 80/82. 



Julio Oyjtanarte. 
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ADMINISTRACION (JKNKHAL i>i: OHKAS SANITARIAS M -; i. A NACION 
v. ALFKKDO -I TAN KOI ILLON VIKRC1 v Otiíós 

KXPROP I A( IOS : Indemnización. Determinación fiel valor rral. (Generalidades. 

Si el dictamen del Tribunal de Tasaciones aparece suficientemente fundado 
y no se aportan elementos de juicio susceptibles de desvirtuarlo, correspon- 
de desestimar los agravios fundados en que el cuerpo técnico prescindió 
de valores asignados en casos anteriores, y en que la sentencia admitió un 
coeficiente de ubicación que el apelante considera exagerado. 

KXPROPI AC IOS : hule m ni .ación. Determinación del calor rral. Mejoras. 

La circunstancia de que las mejoras computadas por el Tribunal de Tasa- 
ciones no se hayan inventariado en el acto de la toma de posesión sino en 
oportunidad de intimarse a los inquilinos la desocupación del inmueble, 
por lo que al actor (Obras Sanitarias de la Nación) no le constaría quién es 
el propietario de aquéllas, no sustenta la pretensión de (pie sean excluidas 
del monto indcmnizalorio establecido. Las mejoras constituyen accesorios 
del inmueble expropiado, cuya pertenencia la ley presume a favor del pro- 
pietario del mismo, salvo prueba en contrario que" no incumlx 1 al expro- 
piado, y que. en el caso, no fué rendida. 

HONORARIOS DK AHOGADOS Y PROi l R ADORES . 

A los fines de la regulación de los honorario-, en juieios de expropiación, 
no deben acumularse los intereses al capital, desde (pie ellos son el resultado 
de una contingencia esencialmente variable y ajena a la actividad profesional. 

Dktamkx m-x PnocriíAnoi; ( ¡r.x ki:al 

Suprema Corte : 

Dado el monto de los agravios cuya reparación se intenta, 
los recursos ordinarios de apelación concedidos a fs. 220 son 
procedentes. 

Fn cuanto al fondo del asunto, la parte actora actúa por 
intermedio de apoderado especial, el que ya lia tomado interven- 
ción ante V. F. (fs. 2:¡1). Buenos Aires, 1.") de mayo de 1958 — 
Ramón Lascano. 

FALLO DK |,A CORTK SITKKMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 
Vistos los autos: <k Administración (Jencral de Obras Sanita- 
rias de la Nación c. Alfredo Juan líouillón Yierci y otros s./ 
expropiación'', en los que a fs. 220 se lian concedido los recursos 
ordinarios de apelación contra la sentencia de la Cámara Federal 
de Apelaciones de "Rosario de fecha de diciembre de ÍMÓT. 
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Y considerando : 

( t )uo el presento juicio do (expropiación so refiero a una frac- 
ción do liona ubicada en la localidad do "Granadero Baigorria", 
.Departamento Kosario, compuesta do dos sectores separados por 
la rula nacional u 9 11, que totalizan una superficie de ¿>7C>.1?J)Í>,73 
ni'. VA Tribunal do Tasaciones valuó la tierra expropiada en 
# 2.21 -'>.()()() m n., incluyendo mejoras (fs. f)2, expte. agregado ), 
monto que fue reducido a $ 2.199.7GO ni n. por la sentencia de 
primera instancia do fs. 174 1 79. La sentencia de segunda instan- 
cia confirmó ese pronunciamiento en cuanto al fondo y la reformó 
en lo atinente al monto do los honorarios (fs. 209 212). 

(¿ue contra la sentencia del tribunal a quo interpusieron 
recursos ordinarios do apelación ambas partos, los que fueron 
concedidos a fs. 220 y son procedentes con arreglo a lo dispuesto 
por el art. 24, inc. <i<\ ap. a), del decreto-ley 1285 C)8 (ley 14.467). 

( L hio la parte actora formula ante esta instancia los siguientes 
agravios: a) so prescindió de los valores asignados en los juicios 
seguidos por la Administración de Obras Sanitarias contra 
Scliliopor y llorfath; b) se admitió un coeficiente de ubicación 
que estima exagerado: c) las mejoras no debieron incluirse en 
la indemnización, por cuanlo no se hizo mención de ellas en el 
acto de toma de posesión y no le consta quien es el propietario 
de las (pie so inventariaron a fs. 130; d) para fijar el monto de 
los honorarios no debieron computarse los intereses (ver memo- 
rial do fs. 231/23(5). La demandada, por su parte, funda sus agra- 
vios en que: a) no se tomó en cuenta el antecedente concerniente 
a las ventas realizadas en el Barrio 14 La Florida" durante los 
años 1947/48 y en el Barrio i 'El Paraíso" durante el año 1946; 
b) no se ponderaron los elementos probatorios allegados por 
su parto. 

b)n cnanto a los agravios de la actora: 

(¿uo las observaciones formuladas por el representante de la 
expropiadora ante el Tribunal de Tasaciones — a las que se alude 
en el memorial de fs. 231 230 — no aportan ningún elemento de 
juicio susceptible de desvirtuar las conclusiones a que arribó el 
organismo oficial en oportunidad de comparar los valores fijados 
en los casos citados por el apelante. Kn efecto, según se expresa 
por la Sala II en la resolución de fs. 43/45 del expediente agre- 
gado, mientras en el caso "Sehliepcr" no so utilizó — como en el 
caso de autos — el método de tasación en "block" y sólo se compu- 
taron dos operaciones que databan del año 1942, en el caso 
" Ilerfarth" se tuvieron en cuenta los antecedentes examinados 
en este juicio pero no se realizó un estudio exhaustivo de ellos, 
especialmente en lo que atañí» a los coeficientes de forma de pago, 
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actualización y ubicación. Se líala, como se advierte, de con- 
clusiones suficientemente fundadas, por lo i[ue corresponde deses- 
timar el primer agravio de la actora. 

Que la misma suerte debe correr el agravio relativo al coefi- 
ciente de ubicación establecido por el Tribunal de Tasaciones, y 
admitido por las instancias inferiores, desdo que él se funda, a 
juicio de esta Corte, en un correcto análisis de las ventas ante- 
cedentes consignadas a fs. 18 del expediente agregado. 

Que la circunstancia de que las mejoras computadas por el 
Tribunal de Tasaciones no se hayan inventariado en el acto d*> 
la toma de posesión (fs. 8), sino en oportunidad de intimarse 1 a 
los inquilinos la desocupación del inmueble ( fs. i:>0), por lo que 
al actor no le constaría quien es el propietario de aquéllas, no 
sustenta la pretensión de que sean excluidas del monto indemni- 
zatorio establecido, desde que las referidas mejoras constituyen 
accesorios del inmueble expropiado, cuya pertenencia la ley pre- 
sume a favor del propietario del mismo (arts. '251Í), 2f)20 y con- 
cordantes del Código Civil) salvo prueba en contrario que, en 
modo alguno, incumbe al expropiado y que, por lo demás, no se 
ha rendido en estos autos. 

Que, en cambio, procede 1 acoger el agravio con arreglo al 
cual los intereses no deben acumularse al capital a los efectos 
de la regulación de honorarios, desde (pie ellos son el resultado 
de una contingencia esencialmente variable 1 v ajena a la actividad 
profesional —Fallos: 201: 47:5; 24:5: lí)2— 

En cuanto a los agravios del demandado: 

Que 1 ni las razones expuestas por él, ni las pruebas (pie señala 
en su memorial de fs. 241 245 son capaces de desvirtuar las fun- 
dadas conclusiones a (pie arriban las instancias inferiores — acep- 
tando los fundamentos del Tribunal de Tasaciones — para excluir, 
como antecedentes de la valuación, las ventas realizadas en el 
Barrio "El Paraíso' 1 durante el año lí)4() y en el Barrio "La 
Florida" durante los anos 1947 48. Corresponde, en consecuen- 
cia, confirmar la sentencia apelada en ese aspecto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 201) 'Jl'J en todo lo (pie decide 
respecto a la indemnización y se la revoca en cuanto a los hono- 
rarios, que habrán de recularse con prescindencia de los inte- 
reses. Las costas de esta instancia por su orden. 

Bexjamíx Yiixkcas Basavilbaso — 

ArISTÓBI'LO 1). AltAOZ I)K La MA- 
DRID — Luis María Boffi Boooe- 

RO JUT.10 OYHANARTE. 
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ROSA AMKL1A BURLANDO 

ltl<!( l 'ltSO EXTRAORDISAHIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cuestio- 
nes federales simples. Interpretación de las leyes federales. Leyes federales de 
carácter procesal. 

Lo ;i tinento a la extensión de la competencia otorgada a la Cámara Xncional 
de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.230, constituye materia 
procesal que escapa a la jurisdicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. 
En consecuencia, no procede el recurso extraordinario, fundado en la extra- 
limitación en que habría incurrido la Cámara al arrogarse la facultad de 
examinar situaciones de hecho cuya apreciación incumbe al Instituto Na- 
cional de Provisión Social, si, en el caso. lo decidido no afecta ni restringe 
garantías constitucionales ni compromete la vigencia de instituciones básicas 
do la Nación — únicos supuestos en que resulta viable la apelación extra- 
ordinaria contra resoluciones de índole procesal — . Los arts. 18 y 33 de la 
Constitución Nacional, invocados por la recurrente, carecen de relación di- 
recta o inmediata con la materia del pronunciamiento. 

Dictamen del Pkocckadou General 

Suprema Corte: 

De acuerdo con el criterio que expuse al dictaminar con fe- 
cha 28 de mayo ppdo. in re "Maldonado Ferreyra, Horacio s./ 
jubilación", pienso que el recurso extraordinario interpuesto a 
fs. 70 de estos autos es improcedente. 

Corresponde, pues, declararlo mal concedido a fs. 75. Bue- 
nos Aires, 4 de junio de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Burlando, Rosa Amelia s./ jubilación", 
en los que a fs. 75 se lia concedido el recurso extraordinario con- 
tra la sentencia de la ("amara Nacional de Apelaciones del Tra- 
bajo de fecha 18 de marzo de 1958. 

Considerando : 

Que contra la sentencia de fs. 65/66 el apoderado del Insti- 
tuto Nacional de Previsión Social interpuso recurso extraordi- 
nario que fundó en la extralimitarían en (pie habría incurrido el 
tribunal a quo al arrobarse la facultad de examinar situaciones 
de hecho cuya apreciación incumbe con carácter excluyente a las 
instancias administrativas, con arreglo a lo dispuesto por el art. 
14 de la ley 14.236. Adujo, también, que el fallo recurrido "afec- 
ta indiscutiblemente claros principios constitucionales en, cuanto 
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a la organización e independencia de los organismos llamados a 
administra r justicia (art. 1S y IVA de la Constitución Nacional)", 
e imputó al pronunciamiento apelado la taclia de arbitrariedad. 

Que seí>un lo tiene decidido esta Corte en el caso de Fallos: 
242: .V), lo atinente a la extensión de la competencia otorgada a 
la Cámara Xacional de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 
de la ley 14.'2.'í(> constituye materia procesal que escapa a la juris- 
dicción que acuerda el art. 14 de la ley 48. Por lo demás, lo deci- 
dido no afecta ni restringe garantías constitucionales ni compro- 
metí 1 la vigencia de instituciones básicas de la Xación, únicos 
supuestos en que, con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte 
Suprema, resulta viable la apelación extraordinaria contra reso- 
luciones de índole procesal. 

Que siendo ello así, las cláusulas constitucionales invocadas 
carecen de relación directa e inmediata con lo resuelto, no 
estimando el Tribunal que el pronunciamiento apelado adolezca 
de arbitrariedad en los términos de su jurisprudencia sobre el 
punto. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (lene- 
ral, se declara improcedente el recurso extraordinario concedido 
a fs. 7o. 

Alviíküo Oiíoaz ■ — Bkxjamíx Viu.koas 
Basaviuuso — Lns Mauía Boffi 

BOOOKKO — - dl'TJO ÜYHAXAlíTK. 



CENT K O SOCIALISTA i>k (¿CILUES v. S. A. SERVICIOS ELECTRICOS 
ma ÍJIÍAX HITAOS AIRES — S.E.Íi.K.A. - 

KKCVRSO OUDIS ARIO DE APK LAC /O A* : Tvrwru instnm-in. (¡< u<nt¡i<l(uh$. 
La apelación ordinaria auto la Corto Suprema sólo procedo, en la actualidad, 
en los supuestos provisto- por el art. 24, ine. (>'■', del decreto-ley V2Sf)/f>8. En 
consecuencia, dado une tampoco so trata del recurso extraordinario y que 
no existe» cuestión de competencia a resolver, corresponde declarar impro- 
cedente la apelación fundada en el art. 4S do la ley 50 contra la resolución 
de un juez do paz provincial (pie liizo luuar a la inhibitoria planteada pol- 
la justicia federal en un juicio por consignación seguido contra la empresa 
Servicios Eléctricos del (irán Ruónos Aires. 

I)l(TAMKX DKL PlíOCdiAnOlI (¡kxkwai. 

Suprema Corte : 

Por vía do apelación ordinaria, el Juez de Paz de Quilines 
(Provincia de Buenos Aires), sobre la base de lo preceptuado por 
el art. 48 de la ley 50, pretende someter a consideración de V. E. 
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el recurso deducido ]>ov la parto adora contra la resolución de 
fs. 43, a cuyo efecto eleva los autos a la Corte Suprema. 

De conformidad con las normas locales en vigencia (art. 24 
del decroto-loy 128.") 58), no corresponde a V. E. entender en 
dicho recurso — por lo demás, el art. 4S de la ley 50 ha sido 
modificado por el art. 17 de la ley 4()f)f) — y no tratándose tam- 
poco de la apelación extraordinaria prevista por el art. 14 de 
la ley 48, considero que no cabe sino devolver las presentes actua- 
ciones al juzgado de origen, a sus efectos. Buenos Aires, 5 de 
noviembre de 1959. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Centro Socialista de Quilines c./ Servicios 
Eléctricos del Gran Buenos Aires S.E.G.B.A. Sociedad Anóni- 
ma s. consignación de pesos", en los que a fs. 44 vta. se ha conce- 
dido el recurso de apelación contra la sentencia del Juez de Paz 
de Quilines (Provincia de Buenos Aires) de fecha 2 de octubre 
de 1959. 

Considerando : 

Que, promovida ante la justicia de Paz de la Provincia de 
Buenos Aires demanda por consignación contra la empresa Ser- 
vicios Eléctricos del Gran Buenos Aires (Segba), el Sr. Juez 
Federal de La Plata hizo lugar a la inhibitoria planteada ante 
él por la demandada, se declaró competente y solicitó al Sr. Juez 
de Paz de Quilmes que se desprendiera del conocimiento de la 
causa (fs. 31 33). El juez requerido hizo lugar a la inhibitoria 
y dispuso que las actuaciones se remitieran al juez federal (fs. 
43). Contra esta última resolución, la parte actora interpuso re- 
curso ante la Corte Suprema, que le fué concedido (fs. 44 y 44 
vta.), fundándose en lo dispuesto por el art. 48 de la ley 50. 

. Que, como dictamina el Señor Procurador General, el recurso 
concedido es improcedente, pues la apelación ordinaria ante esta 
Corte sólo procede 1 , en la actualidad, en los supuestos previstos 
por el art. i>4, inc. (i 9 , del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467); tam- 
poco se trata, en el caso, del recurso extraordinario ni existe 
cuestión de competencia que corresponda decidir a este Tribunal, 
en los términos del art. :24, inc. 7", de la ley vigente. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso concedido a fs. 44 vta. y que 
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no existe en la presente causa contienda de competencia que esta 
Corte deba dirimir. 

Axfueix) Oküaz — Benjamín Villegas 
Basavelbaso — Aristóbulo D. 
Akaoz de Lamadrid — Julio 
Oyhanahte. 



NACION ARGENTINA v. SEVKHIAX-O MARTINEZ 

RECURSO EX T RAORDIX ARIO : Requisitos propios. Cuestiones >w federales, 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Expropiación. 

La determinación del precio de un bien expropiado es cuestión de hecho y 
prueba, ajena al recurso extraordinario. No obsta a la aplicación de dicha 
doctrina la circunstancia d*' que el recurrente invoque la errónea interpre- 
tación del art. II , in fine, de la ley l.'*.2íi4, desde (pie la sentencia en recurso 
no se funda en inteligencia de dicha norma que sea contraria a la sostenida 
por la «■■ctorn, sino en razones de hecho tendientes a de>virluar el argumento 
de que las ventas antecedentes computadas en el dictamen del Tribunal de 
Tasación" > se hallaban influenciadas por la obra gubernamental ( 1 ) . 



POLONIA SORIA 

RECURSO EXT RAORDIX ARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. I nterpretw ión de las leyes federales. Jueyes federales de 
(aráeter proa' sal. 

\a) atinente a l.i extensión de la competencia otorgada a la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo por el art. 14 de la ley 14.2:i(i, constituye materia 
procesal que escapa a la jurisdicción (pie acuerda el art. 14 de la ley 48 
En consecuencia, no procede el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Cámara que, sin arbitrariedad, revoca la resolución del Instituto Nacional 
de Previsión Social fundada en que el mencionado organismo quebrantó los 
principios que disciplinan la carua de la prueba y las reírlas de la sana 
crítica, pues tal decisión, no afecta ni restriñiré garantías constitucionales ni 
compromete la videncia de instituciones básicas de la Nación - -únicos su- 
puestos en (pie resulta viable la apelación extraordinaria contra resoluciones 
:ie índole procesal — . T»s arts. 1S y \\\\ de la Constitución Nacional, invocados 
por la recurrente, carecen de relación directa e inmediata con la materia del 
pronunciamiento ( - ) . 

1NOK lilNDEK i.k SKIFERT \ P.ACíiINI (¡EKDINO. v HELLuKA 

RECURSO EXTRA ORDIX ARIO ; Rfqtnst'fos propios. Cmstioucs )m federales. 
/ nterpretat i<>)/ </< normas locales do prat cd im ¡e n< . f)nfde instancia u reen rsns. 

La aplicación del arl. U> de la ley 1 l.'2"7. (pie autoriza a los tribunales de 
alzada a resolver sobre el fondo del asunto en los casos de decretarse la 

( l ) L'7 de noviembre. Fallos: li>li: (U)4 ; *JIO: 4 1 !V 

(-) -~ de noviembre. Ka II os: .V> ; <cei ene i :i de !:i t'erlia en l;i c;His;i '' B ar- 

lando, Rosa Amelia s. jubilación", p. 308. 
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nulidad de la sentencia por defectos formales propios de esta, constituye 
una cuestión procesal ajena a la instancia extraordinaria. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Pro- 
cedimiento y sentencia. 

La doble instancia judicial no es requisito de la defensa en juicio. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Normas 
ext rafias al juicio. Disposiciones constitucionales. 

Si la sentencia apelada no ha juzgado sobre la validez o legalidad de la 
resolución de la Cámara de Alquileres — relativa a la fijación del valor 
locativo — sino que se limitó a declarar que la a c tora careció de derecho para 
promover la acción fundada en el decreto Municipal 88(14/54 — que clasificó 
a la finca como casa de departamentos y le negó carácter de hotel — ya que, 
por estar recurrida dicha resolución "no había adquirido la autoridad de cosa 
juzgada", es obvio que el pronunciamiento judicial no versó sobre el monto 
del alquiler, sino sobre el título que confiere derecho para la consignación; 
en consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario fundado en que 
el alegado desconocimiento del valor locativo fijado por la Cámara de Al- 
quileres importaría violación del principio constitucional de la división de 
los poderes. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos r arios. 

La facultad de disponer medidas para mejor proveer, aparte de ser privativa 
de los jueces de la causa, constituye materia procesal ajena a la garantía 
constitucional de la defensa en juicio. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto : 

La pretensión fundada en la distinción entre la justicia fede- 
ral y la que el apelante denomina ordinaria de la Capital (ver 
fs 223), configura, a mi juicio, una cuestión insustancial a partir 
de la doctrina de V. E. de Fallos: 236: 8; y respecto del agravio 
invocado en el punto a), capítulo II, del escrito de fs. 241; cabe 
destacar que reiteradamente ha declarado V. E. que la doble ins- 
tancia no es garantía de orden constitucional. 

Por lo demás el fallo apelado se funda en razones de hecho 
y de derecho común y procesal suficientes para sustentarlo y, 
en consecuencia, el remedio federal es improcedente y ha sido 
mal acordado a fs. 244. 

Así correspondería declararlo. Buenos Aires, 11 de diciem- 
bre de 1958. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 27 do noviembre de lí*59. 

Vistos los autos: "Bindcr de Seifert, Inge c Baggini, Ger- 
ding y Bellora s./ consignación", en los que a fs. 244 se ha conce- 
dido el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara 
Nacional de Apelaciones de Paz de fecha 20 de octubre de 1958. 

Considerando : 

( L )ue contra la sentencia del tribunal a quo la parte adora 
dedujo recurso extraordinario fundándolo en (pie: a) al haberse 
aplicado el art. 4G de la ley 14.2;?7, la Cámara juzgó como tribunal 
de primera y única instancia y la privó del recurso de apelación 
autorizado por la ley; b) el tribunal no pudo juzgar la validez de 
un "acto de gobierno 1 ' como e> la resolución de la Cámara de 
Alquileres que fijó el "valor locativo" sin riesgo de menoscabar 
el ki precepto constitucional de la separación de los poderes pú- 
blicos"; e) al haberse dispuesto una medida para mejor proveer 
<\n notificársela, se violó el derecho de defensa en juicio ( fs. 
241 < 24;*). 

Que el agravio atinente a la aplicación del art. 4(> de la ley 
14.2Ü7, (pie autoriza a los tribunales de alzada a resolver sobre 
el fondo del asunto en los casos de decretarse la nulidad de la 
sentencia por defectos formales propios de esta, constituye una 
cuestión procesal (pie es ajena a la instancia extraordinaria del 
Tribunal (Fallos: 240: K> y otros). A lo que cabe agregar que la 
doble instancia judicial — de la (pie el recurrente pretende se le 
ha privado — no constituye garantía constitucional capaz de sus- 
tentar el remedio intentado (Fallos; 207): (5S : 2:W : 247 y 301 ; 243: 
2í)(i y otros). 

Que en cuanto al segundo agravio, importa señalar (pie el tri- 
bunal a (pío no lia juzgado sobre la validez o legalidad de la 
resolución de la Cámara de Alquileres — relativa a la fijación 
del valor locativo (fs. í >í > ) — , sino (pie se limitó a declarar (pie la 
part(» actora careció de derecho para promover la acción fun- 
dada en el Decreto Municipal SSbS T>4 -—(pie clasificó la finca co- 
mo casa de departamentos y le negó carácter de hotel — ya que, 
por estar recurrido, "no había adquirido la autoridad de cosa 
juzgada" y fué luego revocado judicialmente (fs. 234). Es obvio, 
así, que el pronunciamiento no versó sobre el monto del alquiler, 
sino sobre el título que confiere derecho para la consignación y 
de ahí (pie la impugnación referente al desconocimiento del valor 
locativo fijado por la Cámara de Alquileres carezca de eficacia 
para variar la decisión del a quo. 
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Que, finalmente, la facultad de disponer medidas para me- 
jor proveer, aparte de ser privativa de los jueces de la causa, 
constituye materia procesal que no se vincula con la garantía 
constitucional de la defensa en juicio (Fallos: 240: 301; 242: 318 
y otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 244. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Julio Oyhanarte. 



REGI NO WALTEH SC1IIAFFINO v. MAKIA CARBONE 
de GIRTBALDI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Inhibitoria : 
planteamiento y trámite. 

Es tardía la cuestión de competencia por inhibitoria planteada por la de- 
mandada después de habérsele dado por decaído el derecho de contestar la 
demanda, ofrecer prueba y oponer excepciones. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte» : 

La presente cuestión de competencia por vía de inhibitoria, 
fue planteada el 7 de mayo de 1959 (cargo de fs. 5), es decir, des- 
pués de haberse dado al demandado por decaído el derecho de 
contestar la demanda (resolución de fs. 14 vta. del expediente 
agregado, de 4 de mayo de 1959). 

Ks por tanto de aplicación al caso la doctrina de Y. E. en cuya 
virtud el término para promover cuestiones de competencia vence 
con la contestación ficta de la demanda, la que tiene lugar me 
diante la declaración de rebeldía del juez (Fallos: 1G5: 180 y 237: 
212). 

Por lo tanto, y en razón de haber sido extemporáneamente 
articulada corresponde decidir que en esta causa debe seguir 
entendiendo la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires. 
Buenos Aires, 3 de noviembre de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, según resulta de la causa agregada por cuerda, el 4 de 
mayo de 1959 la Cámara Paritaria dio por decaído a la deman- 
dada el derecho de contestar la demanda, ofrecer prueba y oponer 
excepciones, por haber vencido el plazo que se le había acordado 
a tales electos (t's. 14- vta.). Ku consecuencia, la inhibitoria plan- 
teada el 7 del mismo mes y año ante el Tribunal del Trabajo de 
Bragado es extemporánea, conforme a lo dispuesto en el art. 414 
del Código de Procedimientos en lo Civil y Comercial y a la reite- 
rada jurisprudencia de esta Corte sobre el punto — Fallos; 1(55: 
ISO; l\°>7: 2V2: Hl): 2SS y ;}(};}—. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
>e declara que la Cámara Regional Paritaria de Buenos Aires 
es la competente para seguir conociendo de la causa promovida 
por Kegino Walter Schiaffino contra María Carbono de (jiribaldi 
sobre pago de arrendamiento y violación de aparcería. Remítan- 
sele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Tribunal 
del Trabajo de Bragado, Provincia de Buenos Aires. 

Alfiikdo Oiuíaz — Bknmamíx \'iijj:i;\s 
Basavilraso — - AmsTÓnru) 1>. 
Akaoz de Lamadimi) — Lns Ma- 

KÍA BOKFI BOGGKHO Jil.lO 

Oyhanarte. 



BANCO i»k :.\ NACION r. DOMINCO .MAWT1NKZ 

JlltlSDICCIOX Y VOMPI'ITESCI A : Saresióu. I 'n< r<> tlr atracción. Acción*-* 
personales tlr los acreedores. 

Kl juez en lo civil y comercial de la provincia ante el que tramita el ju¡.-w- 
sucesorio, y no el juez federal del hiírar de ubicación del inmueble, es ti 
competente para conocer del desalojo de una tracción de campo, en que el ;i<-- 
tor es el Haneo de la Nación y la demandada la sucesión. Se trata en el c:-su 
de una de las acciones personales previstas en el art. T2S4, inc 4* del Códi-e 
Civil, (Míe deben tramitar ante el juez de la sucesión aunque, de no media»- ei 
fallecimiento del demandado, su conocimiento hubiese correspondido a 1 ; » Í M * 
tie-ia federal. 
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Dictamen del Phocurador General 

Suprema Corte : 

La cuestión de competencia a que se refieren las presentes 
actuaciones — trabadas entre la justicia ordinaria y el juez fede- 
ral de una misma provincia — corresponde dirimirse por V. E., 
al no tener los magistrados intervenientes un órgano superior 
jerárquico común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7*, del decre- 
to-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto, do antiguo tiene declarado la 
Corto Suprema que las acciones personales corresponden ser lle- 
vadas ante el juez de la sucesión (Fallos: 86: 212) ; que la acción 
de desalojo es de carácter personal (Fallos: 66: 288); y que en 
caso de fallecimiento del demandado aquélla debe tramitarse ante 
el juez del respectivo juicio sucesorio (Fallos: 119: 330 y poste- 
riores). Asimismo ha resuelto Y; E., al interpretar los arts. 12, 
inc. I 9 , de la ley 48, y 2* de la ley 927, que el juicio universal de 
sucesión atrae las acciones personales de los acreedores del cau- 
sante aunque, do no mediar aquella circunstancia, su conocimiento 
hubiera correspondido por cualquier razón a la justicia federal 
(Fallos: 12(i: 50; 1(58: 121; 190: 469 y 241: 104 entre otros). 

En el caso de autos, en el que se trata de una acción por 
desalojo de una fracción de campo, en la que el actor es el Banco 
de la Xación y la demandada una sucesión, por aplicación de lo 
que establece el art. .^284, inc. 4 P , del Código Civil y la mencio- 
nada doctrina de \\ E., pienso que es el juez del juicio universal 
el que debe entender en la presente causa. 

En razón do lo expuesto, considero que corresponde dirimir 
el conflicto negativo planteado declarando la compotencia del 
Juzgado do Primera Instancia en lo Civil y Comercial n 9 2 del 
Departamento de la Capital (Provincia de Buenos Aires). Bue- 
nos Aires, l p de octubre de 19Ó9. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 do noviembre de 1959. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita, se declara que el Sr. Juez en lo Civil y Comercial de 
La Plata es el competente para conocer de la presente causa. 
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Remítansele los autos y hádase saber on la forma de estilo al 
Sr. Juez Federal de Mercedes, Provincia de Buenos Aires. 

Alfredo Ohc.az — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Aristóbvlo D. 

AlíAOZ DE IjAMADHID. 



ANICETO UZ RIVAS v. MKil'KL KOXTSOUVITIS 

K X¡l O UTO : l)rt¡<] e n r ¡a m iento. 

\a)< exhortos deben diligenciarse, en principio, ante el tribunal que, con arre- 
irlo a sus leyes procesales, teñirá competencia se<rún la naturaleza de la causa 
en «pie han sido librados. 

K XJf O I\TO : DiJ i ye n ( i a ni ir ato. 

Corresponde a la justicia nacional de paz de la Capital Federal, y no a la 
civil de esa ciudad, diligenciar el exhorto librado por un juez en lo civil 
y comercial de la Provincia de Rueños Aires, a los efectos del cumplimiento 
de un trámite en el juicio por consignación de alquileres seiruidos ante el 
tribunal provincial. 

No obsta a ello la declaración del juez de la provincia de que sólo debe 
dirnrir exhortos a jueces de i<rual clase, habida cuenta (pie todos los jueces 
de la Capital Federal tienen el mismo origen constitucional y son idénticos 
los procedimientos para su designación, así como su? prerrogativas y su 
imperio. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Kl conflicto entre un juez en lo civil de la Capital Federal 
y otro en lo civil y comercial de la Provincia de Buenos Aires 
a que se refieren las presentes actuaciones, corresponde sea diri- 
mido por Y. K. al no existir un órgano superior jerárquico común 
que pueda resolverlo (art. 24, inc. 7 o , del decreto-ley 128,1 7)8). 

Kn cuanto al fondo del asunto, se trata de lo siguiente: en 
un juicio por consignación de alquileres que tramita por ante el 
Juzgado en lo Civil y Comercial del Departamento de Mercedes 
(Provincia de Buenos Aires), el titular del mismo, a efectos del 
cumplimiento de determinada diligencia, libro exhorto al Juez 
en lo Civil en turno en esta Capital, radicándose el mismo ante 
el ,1 uzeado Nacional de Primera Instancia en lo Civil n 9 29. El 
juez exhortado, al tomar conocimiento de la rogatoria declara su 
incompetencia para entender en la misma, en razón de lo dis- 
puesto en el art. 46, inc. 4*, del decreto-ley 12K") r>X, que atribuye 
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competencia a la justicia nacional de Paz para entender en toda 
cuestión relativa a locaciones. 

Vuelto el expediente al juez exhortante, proveyendo a lo 
solicitado por parte interesada, el magistrado provincial, luego de 
declarar que sólo debe dirigir exhortos a jueces de igual clase 
que la suya, ordena elevar los autos a la Corte Suprema a efectos 
de que resuelva la cuestión planteada (ver fs. 6 vta.). 

V. E. tiene resuelto que, en principio, los exhortos deben dili- 
genciarse ante el tribunal que con arreglo a sus leyes procesales 
tenga competencia según la naturaleza de la causa en que han 
sido librados (confr. Fallos: 233: 66 y 238: 180) ; y, en lo que se 
refiere a lo declarado a fs. 6 vta. por el juez de Mercedes, cabe 
destacar que todos los magistrados de la Capital Federnl tienen 
el mismo origen constitucional y son idénticos los procedimientos 
para su designación, así como sus prerrogativas y su imperio 
(Fallos: 236: 8). 

En consecuencia, por aplicación de estos principios, conside- 
ro que la rogatoria en cuestión no ha debido dirigirse — como 
se ha hecho — al juez en lo civil, sino al juez Xacional de Paz 
de la Capital Federal que corresponda, que es el que debe enten- 
der en la misma. Buenos Aires, 20 de octubre de 197)9. — Ramón 
La se ano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de líKíO. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor Pro- 
curador General, se declara que corresponde a la justicia nacional 
de paz de la Capital Federal diligenciar el exhorto a que se refie- 
ren estas actuaciones. Devuélvanse los autos al Sr. Juez en lo 
Civil y Comercial de Mercedes, Provincia de Buenos Aires. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Arjstóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid. 



SIRTTO, SOLIS y Cía. v. ERNESTO SANTA CRUZ 

.H'RISDICCIOX Y COMPETENCIA: Competencia territorial Elementos de- 
terminante*. Lutjar del cumplimiento de la obligación. 

El juez competente para conocer en los juicios en que se ejercen accionen 
personales es, con preferencia al del domicilio del demandado, el del luirá r 
convenido, explícita o implícitamente, para ol cumplimiento de la obligación. 
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JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia territorial. Compraventa. 

Corresponde conocer del juicio por cobro de pesos a la justicia de la Ca- 
pital Federal y no a la de Colón, Provincia de Entro Ríos, *i existen en los 
autos elementos de juicio suficientes para acreditar (pie la Ciudad de Buenos 
Aires era el lugar convenido implícitamente por las partes para cancelar la 
obligación de pagar el precio de la mercadería reclamada al demandado y 
resultante de un contrato de compraventa. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Con arreglo a lo dispuesto por el art. 24, inc. 7 9 , del decreto- 
ley 1285/58, correspondo a V. K. dirimir la presente con t ¡(Mida 
de competencia. 

De las constancias de autos no puede concluirse, en mi opi- 
nión, que se haya convenido un determinado lugar para el cum- 
plimiento del contrato que, según el actor, ligaba a las partes y 
hasta cuya existencia misma ha negado el demandado (ver escrito 
de fs. 2 del exp. agregado 333). En tales condiciones, considero 
de aplicación al presente caso la doctrina sentada por V. E. en 
Fallos: 238: 73; 240: 334; 242: 371 y 243: 82, entro otros, de 
acuerdo con la cual, en supuestos tales, las acciones personales 
— como sin duda os la de autos — deben tramitarse ante el juez 
del domicilio del demandado. 

En consecuencia, considero que corresponde dirimir la pre- 
sente contienda en favor de la competencia del Juez do Primera 
Instancia en lo Civil y Comercial do Colón (Prov. do Wntre liíos). 
Buenos Aires, 5 de noviembre do 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 do noviembre de 15)59. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corto, 
el juez competente para conocer en los juicios en (pie se ejercen 
acciones personales es, con preferencia al del domicilio del de- 
mandado, el del lugar convenido, explícita o implícitamente, para 
el cumplimiento de la obligación — Palios: 235: 1()3 y otros — . 

Que, en el caso, se trata do un juicio por cobro del importo 
de mercaderías que, según el actor, domiciliado en la Capital 
Federal, fueron suministradas en esta ciudad, donde el compra- 
dor se comprometió a abonar el precio (fs. 7 del expediente 36.251 
del Juzgado Nacional de Paz n° 37 do la Capital, agregado por 
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cuerda). El demandado, que tiene domicilio en Colón, Provincia 
de Entre Ríos, sostiene que ello es 4 4 absoluta y totalmente inexac- 
to" (fs. 2 del expediente 333 del Juzgado en lo Civil y Comercial 
de Colón, también agregado sin acumular). 

Que la prueba producida en la causa mencionada en primer 
término es suficiente para decidir, en la medida necesaria a efecto 
de dirimir la contienda de competencia, que las partes convinie- 
ron, al menos implícitamente, que la obligación del comprador 
— pago de las mercaderías, si éstas hubiesen sido suministradas — 
debía cumplirse en la ciudad de Buenos Aires. En efecto, al pie 
do las facturas presentadas por el actor (fs. 46, 47 y 48 del expe- 
diento mencionado) hay una leyenda que dice: "El importe de 
esta factura os pagadero en Buenos Aires a la orden de Sirito 
Solís y Cía. Soc. en Com.". El demandado, al absolver posicio- 
nes (fs. T)(5) reconoce que en las distintas operaciones realizadas 
con la firma vendedora, esta le remitía facturas como las exhi- 
bidas en esc acto; (pie en oportunidad de reclamársele el precio 
de las mercaderías adquiridas, contostó con el telegrama de fs. 49, 
expedido en Colón y dirigido a Sirito, Solís y Cía., en Buenos 
Aires, donde se lee: "Remití importe de las facturas"; que tam- 
bién es cierto que, por iguales motivos, dirigió a la actora la 
carta de fs. .")(), cuya firma es autentica, y donde dice: "Se envió 
documentos por la deuda que le adeudo a ustedes ... 99 ; que, 
finalmente, al responder a la sexta posición, el demandado expre- 
sa que en algunas oportunidades abonaba las mercaderías me- 
diante giros o pagos en Buenos Aires y, en otras, pagaba en 
Colón al corredor de la firma actora. Estos elementos de juicio 
bastan para resolver que el lugar implícitamente convenido para 
cancelar la obligación reclamada al demandado, cuya legitimidad 
se decidirá en la causa, era la ciudad de Buenos Aires, donde 
deberá tramitar el juicio. 

Por ello, habiendo dictaminado ol Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional de Paz de la Capital es el 
competente para conocer del juicio promovido por Sirito, Solís y 
Cía. contra Ernesto Santa Cruz, sobre cobro de pesos. Remí- 
tansele los autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
en lo Civil y Comercial de Colón, Entro Ríos. 

Benjamín Villegas Basavelbaso — 
Luis María Boffi Boggero — Ju- 
lio OVHANAUTE. 
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ANA TRANSITO ALTAM IK AXDA v. BKKTA (¡KX-OVEVA ALDAO 

JCRIShICCIOS Y COMPETEWIA: Competencia territorial. Mutuo. 

J)o coní onnidiMl con lo proscripto en ol art. -Mi, i no. 1<\ dol decreto- lev 1285/ 
f)H, oorrospondo a la justicia nacional, en lo civil, y no a la nacional do paz 
do la Capital Fodoral, conocer dol juicio en ol que so rochuna la devolución 
de $ 1 ").()()() m/n. dados en prístanlo a la demandada al contratar con la 
aetora la siiblocaoión de dos habitaciones; oportunidad en que las partes con- 
vinieron que, hasla la total devolución, di'-ha oantidad debía imputarse al 
pai:o del arrendamiento a razón do $ 1.V> mensuales, ba p la condición do que 
ol plazo caducaría y ol crédito sería inmediatamente oxi^ible si la sub- 
lor-ataria no ocupaba la vivienda en una lecha establecida, como efectivamente 
ocurrió. 

DlCTAMKN 1)KL PliOCl* KADOK GeNEKAIj 

Suprema ( 'orte : 

A fs. M] se presenta por apoderado doña Ana Tránsito Alta- 
miranda iniciando demanda ordinaria por cobro de pesos contra 
doña Berta (íenoveva Aldao, la que después de diversas tramita- 
ciones (pieda radicada ante el Juzgado Nacional en lo ( 1 ivil n 9 D> 
de esta ( 1 apital. 

A fs. 19 vta. el titular del mismo dieta una resolución por 
lo que declara su incompetencia para entender en id juicio, en 
razón de lo dispuesto en el art. 4(), inc. 4 P , del decreto-ley 1285 

ordenando la remisión de las actuaciones a la ('¿uñara Nacio- 
nal de Apelaciones de Paz Letrada. Radicado el pleito ante el 
Juzgado de Paz n 9 1 de esta Capital, el magistrado a cargo del 
mismo, a fs. 27, resuelve declararse igualmente incompetente, 
por entender (pie las partes ban circunscripto las cuestiones a 
decidir al contrato de préstamo en dinero, sin plantearse asunto 
alguno vinculado al contrato de sublocaeión, también celebrado 
entre aetora y demandada. Apelado el Tallo por el representante 
de la primera, es confirmado a fs. :>7 — por sus fundamentos — 
por la Cámara del fuero. Y a solicitud de parte — "para que 
di lima la cuestión de competencia suscitada de acuerdo con lo 
establecido por el art. 24, inc. 7°, del decreto-ley 128;Vr>S" — ol 
juez do paz letrado eleva las présenles actuaciones a conside- 
ración de Y. E. 

Ante todo, observo que el titular del Juzgado en lo Civil, al 
disponer "motu proprio" la remisión de las actuaciones a la 
justicia nacional de paz letrada (ver resolución de fs. 1!) vta.), 
indudablemente ba equivocado el procedimiento a seguir. Ello 
así, cu razón de (pie debió limitarse a declarar su incompetencia, 
toda vez que a diferencia de lo que ocurre en el procedimiento 
criminal — en el que, por disposición expresa del art. 453 del 
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código respectivo, el juez que se considera incompetente debe 
remitir los autos al juez a cuya jurisdicción corresponde — en el 
procedimiento civil no cabe otra declaración, en principio, que 
la de su propia incompetencia (Fallos: 228: 341 y los allí citados). 

En cuanto a los fines que persigue el juez nacional de paz 
al elevar las actuaciones a consideración de V. E. — que no pue- 
den ser otros, dada la forma en que está redactado el auto de 
fs. 42 vta., que los solicitados por el actor a fs. 42, o sea: "para 
que dirima la cuestión de competencia suscitada" — no son los 
que legalmente corresponden, ya que de las constancias del expe- 
diente se desprende que la de autos no constituye la situación a 
que se refiere la primera parte del art. 24, inc. 7 9 , del decreto- 
ley 1285 .kS (cuestiones de competencia y conflictos (Mitre jueces). 
Y en lo que so refiere a lo dispuesto en la parte final de dicha 
norma, es decir, en los casos en que la intervención de la Corte 
Suprema 4 'sea indispensable para evitar una electiva privación 
de justicia", la circunstancia de (pie la actora no haya agotado, 
todas las instancias de que pudo disponer — deduciendo recurso 
de apelación, en su oportunidad, contra la sentencia de fs. lí' 
vta. — , podría significar obstáculo a un pronunciamiento de V. E. 
por la vía que abre aquella disposición. 

Pero considerando que en el presente supuesto juegan las 
razones de economía procesal y de celeridad en los términos que 
en Fallos: 2.*>3: 144 fueron tenidos en cuenta para consagrar una 
excepción a los principios que rigen la intervención de la Corte 
en este tipo de cuestiones, estimo pertinente que, con el objeto 
de lograr que la causa pueda seguir su curso sin mayores demo- 
ras, Y. E. se pronuncio acerca de cuál es el tribunal con compe- 
tencia para entender en ella. 

Lo que se persigue en la demanda — dice el juez en lo civil — 
no es sino el reintegro de sumas percibidas en concepto de 
alquileres devengados o a devengarse por la ocupación de parte 
del departamento sublocado, mientras el juez de paz letrado 
entiende que no es así, en razón de que si bien el contrato de fs. 4 
c> de sublocación y de préstamo en dinero, lo que en realidad 
quiere obtener la actora, y así lo expresa en su demanda, es la 
devolución del dinero prestado "sin plantear o invocar cuestiones 
referidas a la sublocación o vinculadas a ésta". 

A mi juicio, del documento en cuestión se desprende que las 
partes lian suscripto, en un mismo instrumento, dos contratos 
diferentes: uno, de sublocación y otro «le mutuo. 

La circunstancia de que el primero se haya realizado en 
oportunidad de haberse formalizado el segundo, así como la impu- 
tación de pago estipulada en este ultimo — como acertadamente 
lo pone de manifiesto la Cámara de Paz al confirmar a fs. 37 
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el fallo de primera instancia — ninguna relevancia tiene en cuan- 
to al cumplimiento de la obligación emergente de dicho préstamo, 
y que no es otra, de acuerdo con lo establecido en el art. 8 P "in 
fine" del contrato, que la devolución inmediata de la suma pres- 
tada, en caso de no llegar a ocupar la sublocataria la vivienda 
en cuestión, tal como efectivamente ha ocurrido, a estar a las 
manifestaciones de la actora no negadas por la demandada. 

Por ello encuentro plenamente valederas las razones expues- 
tas en el auto de fs. 27, mas aún si se tiene en cuenta que la 
propia demandada reconoce que se trata del 4 'cumplimiento de un 
contrato de préstamo en dinero", objetando tan sólo la exigibi- 
lidad de su devolución. 

Fn tales condiciones, me parece claro que al no corresponder 
en la especie hacer jugar el art. 4(> del decreto-ley 1IÍS5/58 (como 
se pretende a fs. lí) vía.') no cabe sino declarar la competencia 
del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo ( 1 ivil n 9 :> de 
la Capital Federal. Buenos Aires, de octubre d< 1 1!)")!». — Ra- 
món Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, % J7 de noviembre de 1!>5!). 
Autos y vistos; considerando: 

Que el Tribunal comparte las conclusiones del precedente 
dictamen del Señor Procurador General. Estima que la petición 
formulada por la actora a fs. 1 ;? 14 tiene por objeto obtener la 
devolución de la suma dada en préstamo a la demandada, con- 
forme al contrato de fs. 4 5, suma que, por su monto, excede la 
competencia de la justicia nacional de paz (Ir la Capital — art. 4G 
iuc. I 9 , del decreto-ley VJS5 58, ley 1 í.4(>7 — . Fn efecto: las par- 
tes convinieron, el 'J'J de junio de 1!)57, que la demandada daría 
en sublocación a la actora dos babitaciones, con derecho al uso 
de baño y cocina; se estipuló un arrendamiento mensual de $ 155 
m n. Fn el acto de firmar el contrato, la sublocadora señorita 
Aldao recibió en préstamo de la señorita Altamiranda la canti- 
dad de $ 15.000 m n., conviniéndose que, hasta su total devolu- 
ción, debía imputarse al pairo do la sublocación a razón de $ 155 
m n. mensuales (cláusula tercera). Fn el punto octavo, las partes 
previeron que si la sublocataria no llegaba a ocupar la vivienda 
el l p de julio del mismo año tal como ocurrió — caducaba el 
plazo para pag-ar el préstamo, (pie podía ser inmediatamente 
exigido. Como esto es, precisamente, lo que reclama la actora 
— y no desconoce la demandada, fs. l(i — , las resoluciones dicta- 
das a fs. 27 y 37 por el Juez y la Cámara de Paz declarando su 
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incompetencia, se ajustan a las constancias de la causa y a lo dis- 
puesto en el art. 46 del decreto-ley 1285/58. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Civil es el competente 
para conocer de esta causa. Remítansele los autos y hágase saber 
en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional de Paz. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid — Luis Ma- 
ría BOFFI BOGGERO JULIO 

Oyhanarte. 



DIRECCION NACIONAL i>k VIALIDAD v. ROBERTO MAGLIOCO y Otro 
REMfSJOX DE AUTOS. 



El principio de que la declaración de incompetencia en las causas civiles no 
autoriza la remisión de los autos a otro juez para la continuación de su trá- 
mite, reconoce razonables excepciones fundadas en razones de economía pro- 
cesal y de celeridad en los trámites, que autorizan a la Corte Suprema a pro- 
nunciarse sobre la cuestión de competencia planteada. 

JCRISD/CCIOX Y COMPETEXCIA: Competencia nacional Por la materia. 
Causas excluidas de la competencia nacional. 

Con arreglo a lo dispuesto en el art. 42, inc. a), de la ley 13.998 — en vigencia 
aún después de dictado el decreto- ley 1285/58 — corresponde a la justicia 
nacional de paz de la Capital Federal, y no a la civil y comercial federal, 
conocer de la demanda promovida por la Dirección Nacional de Vialidad, por 
daños y perjuicios, sobre la base de los daños sufridos a raíz de un accidente 
de tránsito por un automotor de su propiedad y que no se vincula con hechos, 
actos o contratos concernientes a los medios de transportes terrestres. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Si bien el titular del Juzgado Nacional de Paz n 9 3 de esta 
Capital ha equivocado el procedimiento a seguir, toda vez que 
en los procesos civiles no corresponde que el juez que se declare 
incompetente en una causa disponga la remisión de los autos al 
magistrado a cuya jurisdicción le corresponde (Fallos: 228: 341 
y los allí citados), considerando que en el presente caso juegan 
las razones de economía procesal y de celeridad en los términos 
que en Fallos : 233 : 144 fueran tenidos en cuenta para consagrar 
una excepción a los principios que rigen la intervención de la 
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Corte en este tipo de cuestiones, estimo pertinente que, con el 
objeto de lograr que el juicio pueda seguir su curso sin demoras, 
V. K. se pronuncie acerca de cual es el tribunal con competencia 
para entender en él. 

Kn cuanto al fondo del asunto, se trata de lo siguiente: a 
t's. 2 un representante de la Dirección Nacional de Vialidad ini- 
cia demanda ordinaria por daños y perjuicios contra los señores 
Roberto Maglioco y Julián Migueles, sobre la base de los daños 
sufridos el 21 de julio de 19f)7 — a raíz de un accidente de trán- 
sito en la ciudad de Buenos Aires — por un automotor de pro- 
piedad de la entidad nacional actora. 

Iniciada por inadvertencia (según se pone de manifiesto en 
el escrito de fs. (i) ante el Juzgado de Paz Letrado n 9 3 de la 
Capital Federal, este, baciendo lugar a lo solicitado por la deman- 
dante, se declara incompetente para entender en la causa y remite 
los autos al Juzgado federal en turno (ver fs. 12) el que resuelve 
devolver las actuaciones al tribunal de origen por considerar que 
no corresponde la medida dispuesta por el juez remitente y 
agregando que, por lo demás, el art. 42, inc. a), de la ley 18,1)98 
excluye del conocimiento de los jueces federales las causas como 
la presente (ver fs. 12 vta.). A fs. 31, el juez nacional de Paz 
insiste en su anterior pronunciamiento, resolviendo enviar nue- 
vamente éstos actuados al juez federal, el que, por aplicación 
de la doctrina de la Corte sustentada en Fallos: 230: 28, se decla- 
ra igualmente incompetente; ampliando el auto, resuelve remitir 
el expediente al juez de Paz, para que en caso de insistencia, 
tenga por planteada cuestión de competencia y eleve los autos a 
Y. F. para que la dirima. V así lo bace el magistrado a fs. .35. 

A efectos de decidir cuál es el juez que deberá, entender en 
la presente causa, el punto a resolver no es sino el siguiente: ¿Es 
de aplicación al sub ¡itc la regla que establece el art. 42, inc. a), 
de la ley 13.998 — en vigencia aun después de dictado el decreto- 
ley 1285 58 — o corresponde, por el contrario, hacer jugar la 
excepción contenida en dicha disposición? 

Recordemos su texto: "Conocerán, además (los juzgados fe- 
derales) de las causas que versen sobre hechos, actos y contratos: 
a) Concernientes a los medios de transportes terrestres, con 
excepción de las acciones civiles por reparación de daños y per- 
juicios causados por delitos y cuasidelitos". Como en el caso de 
autos no se trata de cuestión alguna vinculada con hechos, actos 
o contratos concernientes a los medios de transporte terrestre 
(a diferencia de lo resuelto por Y. F. de acuerdo con mi dicta- 
men, en Fallos: 243: 372, en que se trataba de una acción fun- 
dada en el art. 184 del Código de Comercio, es decir directamente 
vinculada con el contrato de transporte que ligaba a las partes), 



326 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



va de suyo que no es la regla sino la excepción que contiene la 
norma en cuestión, la aplicable al presente caso, toda vez que la 
indemnización de daños y perjuicios que persigue la accionante 
se funda, según alegación expresa contenida en el escrito de 
demanda, en los arts. 1109, 1113 y concordantes del Código Civil, 
que como se sabe se refieren a los hechos ilícitos que no son 
delitos, es decir, a los 4 ' cuasidelitos M . 

A mérito de lo expuesto, de acuerdo con la concordante juris- 
prudencia de V. K. (Fallos: 1>:U: 38:2: 23Í» : 19(5; 243: 165), consi- 
dero que quien debe entender en el presente juicio es el Juzgado 
Xacional de Taz n p 3 de l<\ Capital Federal. Buenos Aires, 13 
de Xovicmbre de 19.")}). — Ramón Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita, se declara que el Sr. Juez Nacional de Paz es el compe- 
tente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y hágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez en lo Civil y Comercial 
Federal. 

Alfredo Oroaz — Benjamín Villegas 
Basavtlbaso — Julio Oyhanakte. 



LORENZO KAKIXA v. ESTELA GKOSSO de DUTO 

RELl'RSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas jf artos lo rales en general. 

Es improcedente? el recurso extraordinario fundado en que la Suprema Cor- 
te de Justicia de Mendoza ha excedido los límites de su competencia al resol- 
ver que los arts. 3 y 27 de la ley provincial 1578 — referente a los contratistas 
de viña — son inaplicables al caso, y al revocar la sentencia de la Cámara 
del Trabajo local, en base a lo dispuesto en el art. 102 del Código de Pro- 
cedimientos Civiles de Mendoza; pues, tratándose de una sentencia suficiente- 
mente fundada en derecho, las cuestiones referentes al sentido de la lev pro- 
cesal y a ln competencia del tribunal de alzada, suponen la interpretación 
de disposiciones locales y procesales ajenas a la instancia extraordinaria. 
En tales condiciones, los preceptos constitucionales referentes a la defensa 
en juicio y al derecho de propiedad carecen de relación directa con la materia 
del 'litigio ( x ) t 



(l) 27 de noviembre. Fallos: 240: 443; 242: 141. 
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JOSK (¡UKKKKZ MICA v. K\ lí l(¿t"K (lAKCIA 

¡i¡<( l USO ¡\ \ Th'AOMHX AMO : h'rtfnisitos fonmrhs. Intr<H¡Hf < ¡<',,i dr la < f( es- 
t ión ft de ra I . i o rm a . 

Si bien la introducción de una cuestión IVderal no exi«'e lonmilas especiales 
ni términos sacramentales, la jurisprudencia de la ('orto Suprema requiere 
un planteamiento formal y preciso, principio al (pie no hace excepción la 
invocación de arbitrariedad. No cumplen el requisito antes señalado las 
afirmaciones formuladas por el apelante, en la expresión de agravios, con 
respecto a la sentencia de primera instancia, si ellas son insuficientes para 
el planteamiento de la cuestión de arbitrariedad, como caso federal. 

IU-:< l'KSO EXTHAOHDIS AMO : Requisitos formales. Introdurriún de Ja cues- 
tión federal. O parí n ttifhul . f'hmtra mtmto cu rf tserito de inte r ftosiri/nt drl recurso 
r / 1 raordnia rio. 

Ks extemporánea la cuestión de arbitrariedad introducida al interponer rc- 
cur^r extraordinario contra la sentencia de la Cámara (pie confirma la del 
juez. 

KKCCHSO I\XTRAOM>L\ AMO : JO qaisit os im>i>it>s. Cuestiones no federales. 
Setftmrias a rhit ra rías. Pri n< i j)ios ff( n eral es. 

ha decisión fundada, cualquiera >ea su acierto o error, es insusccptible de 
la tachíi do arbitrariedad. \ai doctrina sobre fallos insostenibles reviste ca- 
rácter estrictamente excepción;: 1 y no tiene por objeto corregir en tercera 
instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere como 
tales, sorm'm su divergencia con respecto a la inteligencia que el tribunal de 
alzada atribuya a los heclios y a las leyes comunes. 



J )l(TAM KN DKL I > li()(M * II ADOK (¡KNKIIAL 

Suprema Corlo : 

La sentencia do sonancia instancia dictada a fs. 140 do los 
autos principales, confirmó la do primera, (pie desestimó la de- 
manda entablada por el recurrente tendiente a obtener la decla- 
ración de nulidad do laudo arbitral recaído en los autos sobre 
constitución de tribunal arbitral, seguido (Mitre las mismas paitos. 

VA recurso extraordinario interpuesto contra esto pronun- 
ciamiento so ha fundado en que el mismo os arbitrario y viola- 
torio do la defensa en juicio. 

Al respecto pienso que dicho recurso es improcedente y que 
lia sido correctamente denegado ya que si bien V. K. lia resuelto 
que pava la correcta introducción en la causa de una cuestión 
federal, no son necesarias fórmulas especiales, ni términos sacra- 
mentales, también es jurisprudencia reiterada de esa Torte que 
se requiere la mención oportuna y concreta del derecho federal 
(pie se estima desconocido y su conexión con la materia del pleito, 
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principio al que no hace excepción la invocación de arbitrariedad, 
(juo también debe ser formalmente planteada (Fallos: 242: 21V.) 
y sus citas). 

El interesado sostiene en el escrito de queja que esa causal 
fué debidamente planteada e invocada en su expresión de agra- 
vios y cita como prueba de ello la referencia que en el fallo de 
la Cámara se hace a la misma, al transcribirse en el voto del 
juez que se expidió en primer término, las conclusiones del ape- 
lante en el sentido de que la sentencia de primera instancia "ha 
tenido que desenfocar el fundamento de la acción de nulidad 
hasta cambiar la faz del litigio; ignorar el régimen jurídico de la 
institución arbitral; prescindir de postulados y principios inde- 
clinables del derecho procesal ; hacer caso omiso de la ley y de la 
doctrina universal; y desconocer el sentido de la jurisprudencia". 

No comparto el criterio del recurrente, pues considero que 
esas expresiones, que pueden ser eficaces como expresión de agra- 
vios, son insuficientes de acuerdo a la doctrina de esa Corte, 
como planteamiento de la cuestión de arbitrariedad, como caso 
federal, cuya introducción en el escrito de interposición del re- 
curso extraordinario es extemporánea. 

Por lo demás, la sentencia recurrida resuelve cuestiones de 
hecho y de derecho común, con fundamentos de igual carácter, 
con los que la garantía constitucional invocada no guarda rela- 
ción directa ni inmediata, a lo que cabe agregar que a lo deci- 
dido por aquélla, no le es aplicable, a mi juicio, la jurispruden- 
cia de V. E. respecto de la arbitrariedad, dado que lo resuelto 
por la Cámara no excede de las facultades que son propias del 
tribunal de la causa (conf. Fallo citado y los en él mencionados). 

En consecuencia, opino que corresponde desestimar esta pre- 
sentación directa. Buenos Aires, 3 de setiembre de 1959. — Ra- 
man Lasca no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Gutiérrez Muga, José c./ García, Enrique", para de- 
cidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, si bien esta Corte ha declarado que la introducción de 
una cuestión federal no exi^e fórmulas especiales ni términos 
sacramentales, también es de jurisprudencia requerir el plantea- 
miento formal y preciso de la arbitrariedad invocada (Fallos: 
242: 239 y los allí citados). 



DI-: .JUSTICIA DE 1,A NACIÓN 



329 



Que, como señala el Señor Procurador íicnernl ( fs. 7y¿), no 
cumplen el requisito antes señalado -planteamiento formal de 
la arbitrariedad, como caso federal — las af ilinaciones siguientes 
del apelante expuestas en la expresión de agravios con respecto 
a la sentencia de primera instancia: "lia tenido que desenfocar el 
fundamento de la acción de nulidad hasta cambiar la faz del liti- 
gio; ignorar el régimen jurídico de la institución arbitral; pres- 
cindir de postulados y principios indeclinables del derecho proce- 
sal; hacer caso omiso de la ley y de la doctrina universal, y 
desconocer el sentido de la jurisprudencia" (fs. 101 del expte. 
principal). 

Que, en consecuencia, cabe concluir que es extemporánea la 
cuestión de arbitrariedad introducida al interponer recurso extra- 
ordinario contra la sentencia de la Cámara que confirma la del 
juez (Fallos: 2.'U: 74o; 23fi: 270, entre otros). Por lo demás, en 
cuanto a la arbitrariedad alegada, este Tribunal estima que el 
fallo recurrido tiene fundamento suficiente para sustentarlo. 
Reiteradamente, esta Corte ha establecido que la decisión fun- 
dada, cualquiera sea su acierto o error, es insusccptiblc de la 
tacha de arbitrariedad. La doctrina sobre» fallos insostenibles 
reviste carácter estrictamente excepcional y no tiene por objeto 
corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que 
el recurrente considere como tales según su divergencia con re- 
porto a la inteligencia (pie el tribunal de alzada atribuya a los 
hechos y a las leyes comunes (Fallos: 235: 27() y 249; 240: 25:? y 
440; 242: 'MI y 393, entre otros). En esas condiciones, carece 
de relación directa con la materia del litigio la garantía constitu- 
cional invocada (fs. 46). 

Por ello, desestímase la queja. 

ATíKükuo Oimíaz — "Bexjamíx Viixkoas 
Rasavilbaso — Lris María Boki-m 

BOCCKHO JrUO OVÍÍAXATÍTE. 



DAVID SAXDKOYSKY v. DE LFAIZ. DE POMAR v ELTAS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. (' nest iones no federales. 
Interpretación ele normas y actos comunes. 

No es materia federal decidir si. en el caso, procedía o no la declaración 
de quiebra. 
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RE( l'RSO k'XTRAORDIXARIO; Requisitos propios. Relación directa. Senten- 
fias con fundamentos no federales o federales consentidos. F andamentos de orden 
local tt procesal. 

Ks improcedente el recurso extraordinario si la Cn niara resolvió que la re- 
vocación del auto de quiebra — por haberse consignado a embargo el monto 
del crédito reclamado — hacía innecesario pronunciarse sobre la cuestión de 
nulidad de aquel auto, pues ha decidido un punto de naturaleza procesal, 
con fundamentos de igual carácter que bastan para sustentar el pronuncia- 
miento y hacen inaplicable la jurisprudencia establecida en casos excepciona- 
les de arbitrariedad. 



Dicta m ex dkl Procciíadok Gkxkkal 

Suprema ('orto : 

La resolución do segunda instancia, dictada a fs. 71 de los 
autos principales, confirmó la de primera en cuanto esta dispuso 
el levantamiento de la quiebra de la recurrente y decidió que no 
correspondía pronunciarse sobre la cuestión de nulidad del auto 
que la declaró. 

El recurso extraordinario interpuesto contra este pronuncia- 
miento se lia fundado en que el mismo es arbitrario y violatorio 
de la defensa en juicio. 

Al respecto pienso que dicho recurso es improcedente y que 
ha sido correctamente denegado ya que si bien V. E. ha resuelto 
que para la correcta introducción en la causa de una cuestión 
federal, no son necesarias fórmulas especiales, ni términos sacra- 
mentales, también es jurisprudencia reiterada de esa Corte que 
se requiere la mención oportuna y concreta del derecho federal 
que se estima desconocido y su conexión con la materia del pleito, 
principio al que no hace excepción la invocación de arbitrariedad, 
que también debe ser formalmente planteada (Fallos: 242: 239 
y sus citas). 

En el stth Indice, la interesada tanto en el escrito de fs. 28, 
como en el memorial presentado ante la Cámara (fs. (50) mani- 
fiesta que "sería evidentemente , arbitraria una decisión que con- 
siderara títulos hábiles para pedir la quiebra los agregados a 
autos, contrariamente a lo que establecen las disposiciones inter- 
givcrsablcs del Código de Comercio y lo que enseñan una doctrina 
y jurisprudencia unánime". 

Considero que esas expresiones son insuficientes como plan- 
teamiento de la cuestión de arbitrariedad, cuya introducción en 
el escrito de interposición del recurso extraordinario es extem- 
poránea. 

Por lo demás, la sentencia recurrida resuelve cuestiones de 
derecho común, con fundamentos de igual carácter, por lo que la 
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garantí;» constitucional invocada no guarda relación directa e 
inmediata con la materia del pronunciamiento, a lo que 1 cabe agre- 
gar que a lo decidido por aquélla, no le es aplicable, a mi juicio, 
la doctrina establecida por V. E. respecto de la arbitrariedad, 
dado (pie lo resuelto por la Cámara no excede de las facultades 
que son propias del tribunal de» la causa (conf. Fallo citado y 
los en el mencionados). 

En consecuencia, opino que corresponde no hacer lugar a 
esta presentación directa, en la que el interesado no ha guardado 
estilo. Buenos Aires, 4 de agosto de lííóí). — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 27 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Sandkovsky D. c. De Leniz de Pomar y Elias", 
para decidir sobre su procedencia. 

( 'onsiderando : 

(¿ue las cuestiones resueltas en los autos principales son de 
derecho común y procesal, ajenas a la instancia extraordinaria. 
En efecto: no es materia federal decidir si procedía o no la decla- 
ración de quiebra en las condiciones del caso; y al resolver la 
Támara que la revocación del auto de quiebra, por haberse con- 
signado a embargo el monto del crédito reclamado, hacía inne- 
cesario pronunciarse sobre la cuestión de nulidad de aquel auto, 
ha decidido un punto de naturaleza procesal, con fundamentos 
de igual carácter que bastan para sustentar el pronunciamiento 
y hacen inaplicable la jurisprudencia establecida en casos estric- 
tamente excepcionales de arbitrariedad. Por último, no resulta 
del expediente principal que baya mediado privación ni restric- 
ción del derecho de defensa, que el recurrente ha ejercitado 
ampliamente durante la sustanciación de» la causa. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la queja. 

Au-iíkim) ()ií(¡.\z — Bkx.ia.míx Viu,k<;as 
Basaviluaso — Jn.io Oyiiaxaiítk. 
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HOBEKTO AUrtOXE VIDKLA 
.s7 PKRIXTKXDKXCIA. 

La improcedencia del recurso de apelación interpuesto por el profesional 
denunciante, contra la resolución de la Cámara Nacional de Apelaciones en 
lo Criminal y Correccional de la Capital Federal en un expediente de super- 
intendencia, no obsta a que la Corte ejerza las atribuciones de superinten- 
dencia general que le competen (arts. 10 de la ley 4055 y 118 del Reglamento 
para la Justicia Nacional). 

En consecuencia, si la Cámara lia omitido considerar y resolver alguna de las 
cuestiones que fueron materia de la denuncia del letrado contra uno de los 
jueces que la integran, corresponde que la Corte avoque las actuaciones y 
deje sin efecto la resolución a fin de que el Tribunal de grado dicte un 
nuevo pronunciamiento. 

S VPEJUX TKX DKX CIA . 

El procedimiento de superintendencia tiene por finalidad la tutela de la co- 
rrecta administración de justicia y no la de un derecho subjetivo de quien 
se siente agraviado por la medida que cuestiona, dispuesta por un magistrado 
en el desempeño de su cargo. 

Es improcedente, en consecuencia, el recurso de apelación interpuesto por un 
profesional contra la resolución de la Cámara recaída en el expediente 
formado a raíz de la denuncia formulada por aquél contra uno de los jueces 
de ese tribunal. 



Dictamen del Pkocuuador Gexehal 

Suprema Corte : 

La providencia de fs. 8, en cuya virtud se lia concedido el 
presente recurso para ante Y. E., se halla suscripta sólo por el 
Sr. Presidente de la Cámara en lo Criminal y Correccional, mo- 
tivo por el cual considero que no se ha abierto válidamente la 
instancia. 

Por otra parte, y con prescindencia de dicha omisión formal, 
estimo que el recurso es substancialmente improcedente, no sólo 
por no hallarse fundado en disposición legal alguna que lo esta- 
blezca para supuestos similares, sino porque, a mi juicio, la 
intervención que cabe en las actuaciones al profesional firmante 
de la presentación de fs. 3 no puede ser otra que la de mero 
denunciante. 

Ello resulta claro, si se advierte que el procedimiento de 
superintendencia tiene por finalidad la tutela de la correcta admi- 
nistración de justicia, mas no la de un derecho subjetivo del 
agraviado. 

Sin embargo, la improcedencia del recurso no obsta a que 
V. E., en conocimiento de los hechos, pueda ejercer las atribu- 
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rioncs de superintendencia »-encral que le competen sin perjuicio 
de las que han sido acordadas a las Cámaras de Apelaciones, y, 
además, sobre los actos mismos de estos tribunales superiores 
(arts. 10 de la ley 405;) y 118 del Reglamento para la Justicia 
Nacional). 

Pienso que, en el presente caso, procede poner en ejercicio 
tales atribuciones. En efecto, el auto dictado por la Cámara en lo 
Criminal y Correccional (fs. 7) ha omitido pronunciarse sobre 
ciertos hechos relevantes de la presentación de fs. 3 y omisión que 
priva, en parte, del debido fundamento a la decisión que desestima 
la denuncia. 

Corresponde señalar, en tal sentido, que el Dr. Aubone Vi- 
dela sostiene» que, además de la medida adoptada por el Señor 
Juez de Cámara Dr. Alberto S. Millán durante la realización de 
una audiencia, en uso de sus facultades como presidente de la 
Sala, el mencionado camarista, lueífo de haber finalizado el acto, 
habría ordenado nuevamente la expulsión ríe dicho profesional 
en momentos en que este había concurrido por secunda vez a la 
sala de audiencia, sin que mediaran ya los motivos que deter- 
minaron en la primera oportunidad tal medida. 

Es pues necesario, en mi opinión, que estos "últimos hechos, 
que no han sido considerados en la resolución de fs. 7, sean objeto 
de esclarecimiento y decisión. 

A tal efecto procedí» que Y. Iv, avocando las actuaciones, deje 
sin efecto la resolución de fs. 7 y declare que la Cámara de Ape- 
laciones en lo Criminal y Correccional debe considerar y resolver 
todas las cuestiones que han sido materia de la denuncia. Buenos 
Aires, 2(> de octubre de lOoí). — Ii anión Lasanio. 



^ALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de noviembre de 1959. 

Vistos los autos: "Denuncia formulada por el Dr. Roberto 
Aubone Yidela contra el Juez de Cámara Dr. Alberto K. AIillán , \ 

Considerando : 

Que el Tribunal comparle, en lo esencial, el procedente dicta- 
men del Señor Procurador (leneral respecto de la improcedencia 
del recurso concedido. 

Que, asimismo, por los fundamentos del dictamen, corres- 
ponde avocar las actuaciones y dejar sin efecto la resolución de 
fs. 7 de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Crimina^ y 
Correccional, a fin de que dicho tribunal dicte nuevo pronuncia- 
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miento que considero los hechos señalados en la presentación 
de 1's. 3. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se resuelve» : 

a) Declarai* improcedente el recurso interpuesto a fs. 7 vta. ; 

b) Avocar las actuaciones y dejar sin efecto la resolución 
de fs. 7, debiendo devolverse aquellas al tribunal de su proce- 
dencia a fin de que dicte nuevo pronunciamiento con arreglo a lo 
declarado en la presente resolución; 

c) Prevenir al firmante del memorial de fs. 10 por no guar- 
dar estilo los términos que se subrayan en rojo, los que se testarán 
por Secretaría. 

Alfredo Okgaz — Benjamín* Yiu.kgas 
Basavii/baso — Aristóbulo D. 
Aiuoz pe TjAMadkii) — Lris MA- 
RTA BOFFI BOC.OERO. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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PRIMER LIBKO DE ACCERDOS DK LA CORTE SITR KM A 

En Buenos Aires, a los 11 días del mes di» diciembre del año 1í).">9, reunidos 
en ln Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don A Uredo Or^az y lo> Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóhulo D. Aráoz de Lamadrid, Don 
Luis María BolTi Botrirero y Don Julio Oyhanarlc, 

(Considerando : 

Que es un deber custodiar en forma especial los documentos públicos del 
pasado argentino que por su contenido revisten >i i _rni ficación histórica. 

Que entre esos documentos posee este Tribunal el primer Libro de Acuerdos, 
iniciado el 11 de octubre de lStiii y cerrado el J 1 de noviembre de 1 ¡H 1 , en el que 
fiiruran los nombres y firmas de los primeros Jueces de la Corte Suprema de Jus- 
ticia de la Nación, algunos de los cuales subscribieron la Constitución de Santa Vé 
de 1 Sf>M y su reforma de 1*00. 

Resolvieron : 

El primer Libro de Acuerdos de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, 
será guardado en un mueble adecuado que se colocará en la Sala de Acuerdos 
del Tribunal. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando que por la Secretaría de 
Superintendencia se tomen las medidas necesarias para su cumplimiento. Regís- 
trese en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Ai.kkkik) Oiíi.az 
Bk\mamí\ Yiu.kcías Basavii.uaso -- Aiíis-muru) D. Ai;\oz i>k Lauapkiií - - Lris 
MauÍa Bokki Bma.KkO — Jri.io Oyiianaktk. - Jurtn- Arturo Perú (Secretario). 



REGISTRO D PROCURADORES. INFORME SOBRE ANTECEDENTES 

JUDICIALES 

En Hílenos Aires, a los días del mes de diciembre del año 1 !);")'), reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Ortraz, y los Señores Jueces Docto- 
res Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóhulo D. Aráoz de I^unadrid, 
Don Luis María Hoffi Bolero y Don Julio Oyhanarte. 

Consideraron : 

Que el certificado expedido por la policía, requerido por el arl. ine. d), de 
la Acordada de 29 de noviembre de 191 i), tiene por objeto comprobar que los 
procuradores que solicitan su inscripción en el registro creado por la ley 10.99l>, 
no se encuentran afectados por las inhabilidades establecidas en el art. rv\ ine. V\ 
de dicha ley, consistentes en condenas judiciales por los delitos allí mencionados. 
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Que el decreto 15.211, de 12 de noviembre último, dispone limitar el servicio 
policial de información de antecedentes, invitando a las autoridades del Poder 
Judicial a modificar las normas pertinentes con arreglo a las nuevas modalidades 
del servicio. 

Que, teniendo en cuenta el propósito perseguido por la referida disposición 
de la Acordada de 1919, nada obsta a que se la modifique, disponiéndose que la 
información sobre antecedentes sea suministrada por el Registro Xacional de 
Reincidencia. 

Resolvieron : 

1* Derogar la disposición del art. 2*, inciso d), de la Acordada de 29 de 
noviembre de 1919. 

2? Sustituir dicha disposición por la siguiente: "Requerir un informe del 
Registro Xacional de Reincidencia y Estadística Criminal y Carcelaria a fin de 
comprobar no estar comprendido en las causas de impedimento que establece el 
inciso del artículo 5 9 ". 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrare 
en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alfredo -Orgaz — Ben- 
jamín' Villegas Basavilbaso — Aristórulo 1). Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffl Boggero — Jumo Oyiianakte. — Jorge Arturo Pero (Secretario). 



JUZGADO NACIONAL DE PAZ X* 6. FERIADO JUDICIAL HASTA 

EL 31 DE DICIEMBRE 

En Buenos Aires, a los 28 días del mes de diciembre del año 1959, reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Orgaz, y los Señores Jueces Docto- 
res Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, 
Don Luis María Boffi Boggero y Don Julio Oy bañarte, 

Consideraron : 

Que de los oficios de fechas 21 y 23 del comente del Sr. Juez Nacional de 
Paz, Dr. Domingo Méndez Terrero, resulta el grave riesgo que importa para el 
personal que cumple funciones en el tribunal a su cargo, como asimismo para el 
publico concurrente, el estado en que se encuentran varias dependencias del inmue- 
ble sede de dicho Juzgado. En efecto, el Ministerio de Obras y Servicios Públicos 
— al que oportunamente se dio intervención — está procediendo a la demolición 
de los techos afectados. 

Que, en consecuencia, corresponde disponer el cese de actividades del Juzgado 
Nacional de Primera Instancia de Paz N 9 tí de la Capital Federal por un período 
que permita — con la urgencia que el caso requiere — la solución del problema 
creado. 

Resolvieron : 

Disponer —en ejercicio de la facultad conferida a esta Corte por el art. 2* 
del Reglamento para la Justicia Nacional — feriado judicial a los efectos proce- 
sales, para el Juzgado Nacional de Primera Instancia de Paz N* tí de la Capital 
Federal, hasta el 31 del mes en curso, encomendándose al Juzgado de esc fuero 
n<> 4, la recepción de escritos que no admitan demora. 
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Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí (pie doy fe. — Alkhkho Oimíaz — Bkx- 
.TAMÍX VlLLKÜAS BaSAVIKKASO — AlUSTÓlULO ]). AlíÁOZ |>K Lamahkii» — Luis 
Mahía Boffi Bogckko — Jruo Oyíianaktk. — Jonje Arturo Pero (Secretario). 



LISTA DE CONJFECES PARA EL AÑO 19(>0 

En Buenos Aires, a los 2S días del mes de diciembre del año 10ÓÍ), reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, Doctor Don AH^'do Or^a/., y los Señores .Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas. Basavilbaso, Don Aristóbulo D. A rao/, de Lamadrid, Don 
Luis María Boffi Bolero y Don Julio ( Miañarte, con el fin de formar para el 
año 1 Í)(i0 la lista de Con jueces a que se refiere el artículo 22. inc. .í", del decreto- 
ley 12S5 de fecha 4 de febrero de IHóS — lev 14.4(>7— , se practicó atento lo dis- 
puesto por dicha disposición la respectiva insaculación, resultando designados 
los doctores : 

Manuel J. Ar^añarás, Benito Xazar Ancliorena, Francisco Hamos Mcjía, 
Sebastián Soler, Pedro Abemstury, (íuillermo Ahumada, Santiauo Bacqué. Rafael 
Bielsa, Silvio Bonardi, Afilio DclTOro Maini, .Juan -José Díaz Arana, Juan Anto- 
nio (ionzález Calderón, Amancio (tonzález Zimmcrmann, Laure;.no Landaburu, 
Francisco La plaza. Secundo Linares Quintana, Miguel S. Marienhoff, (íuillermo 
Michelson, Belisario Moreno Huevo, Julio Ojea. José Peco. Alfonso Poccard, Car- 
los J. Rodríguez, Carlos Sánchez Viamonte y José Manuel Saravia, 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí (pie doy fe. — Ai.kki i o Oucaz — Bix- 
jamín' Vii.lkiías Basavilbaso — Aristóiulo D. Aráoz i»k Lamammh — Lris 
María Bokki Bo»;<;kro — Jruo Oyiianahtk. — Jonjc Arturo Peró (Secretario). 



NOMINA DE COXJCECES PARA LOS JTZOADOS FEDERALES. AÑO lí)6() 

En Buenos Aires, a los 2S días del mes de diciembre del año 1 !)">!). reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Aliredo Onraz, y los Señores Jueces Docto- 
res Don Benjamín Villegas Basavilbaso. Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, 
Don Luis María Boffi Bolero y Don Julio Oyhanartc, 

Resolvieron : 

Proceder a practicar las desinsaculaciones de los abobados de la matrícula 
cuyas listas elevaron los Juzgados Federales de Primera Instancia (pie a continua- 
ción se detallan, en virtud de lo dispuesto por el art. 12S del Reglamento para 
la Justicia Nacional a los efectos de formar las nóminas de Conjueces y Fiscales 
"a-d hoc" para el año 1960, prevista por los arts. 2" y i5 9 de la ley ÍK55, resultando 
designados en este acto para: 

Juzyado Federal de Primera Instancia 1 de La Plata, a los doclores: 
Eduardo H. E lírucra, Julio Fernández Mouján, Amílcar A. Mercader, Auirusto 
Mario Morello, José R alunan, Abel Ripa Alberdi, Jor<;e Romano Yalour, José 
E. Rozas, Luciano M. Sieard y Pedro J. Alegre. 



342 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



Juzgado Federal de Primera Instancia N 9 2 de La Plata, a los doctores: 
Ricardo Albina, Luis C. Caggiano, Julio Cueto Rúa, Eduardo García Quiroga, 
Tomás S. Ido, Oscar Lavapour, Luis Roberto Lima, Luis A. Morzone, Francisco 
Oleastro y Raúl II. Oyhanartc. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X 9 3 de La Plata , a los doctores : 
Alberto Relisario Arana, José Enrique Brochou, Oscar Alberto Games, Oscar F. 
Ilirschi, Félix I me ron i Campos, Ernesto Malmierca Sánchez, Rafael F. Marino, 
Hugo Enrique Mendioros, Víctor J. Roberts Alcorta y José Abel Verzura. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X? 1 de San Martín, a los doctores: 
Manuel Ortega, Elio Renhaim, Alfredo Giménez Zapiola, Horacio Francisco Mar- 
sán, Ornar Lima Quintana, Bernardo Krause, Daniel Ornar Peirano, Héctor Conde, 
Ignacio Lasarte y Carlos Alfredo Hurtado. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X? 2 de San Martín, a los doctores: 
Raúl Acevedo Díaz, Lucas Francisco Ayarragaray, Rafael José Beláustcgui, 
Enrique Cortés Funes, Martín de Monasterio, Mario Amadeo Luis Raufulf, José 
Humberto Saporiti, Carlos Unen, Daniel Vázquez Rodríguez y Juan Carlos Bruni. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Nicolás, a los doctores: Carlos 
del Forno, Carlos Guillermo Linlaud, José Cruz Pérez Galarraga, Ricardo C. 
Olivera Aguirre, Miguel Angel Inchausti, Enrique Gamerro, Adhemar Hcriberto 
Briechi, Eduardo A. Scgovia, Alicia Nélida de la Torre y Héctor Montedónico. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Mercedes, a los doctores: Eugenio 
F. Cozzi, Raúl A. Espil, Héctor F. Hercdia, Emilio Iglesias Berrondo, Fernando 
A. Lillia, Vicente Mahiqucs, Juan B. Muscagorry, Julio M. Ojea Quintana, Carlos 
Waisman y Manuel Silva de la Riestra. 

Ju:gado Federal de Primera Instancia d-e La Pampa (Santa Rosa), a los 
doctores: Félix Amado, Pedro José Berhongnray, Pablo Simón Fernández, Pedro 
Fernández Acevedo, José Demetrio Nalc, Zacarías Otiniano, Isaac Pascual, Sadit 
Peyregne, Lázaro Angel Romero y Juan Carlos Tierno. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X 9 1 de Nenquén, a los doctores: 
Marcelo Juan Ol harán, Horacio Marciano Isaac Remigio Ahumada, Luis Roberto 
Ortega, Juan Antonio López, Julio Humberto Andino, Benjamín César Torres, 
Felipe Alvarez Yofré, Orlando Lucio Funes y Héctor Atilio Sabattoli. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X Q 2 de X cuquen, a los doctores: Pe- 
dro Luis Quarta, Manuel Kohon, Mateo A. Fabani, Rodolfo José Valdés, Jorge 
Doroteo Solana, Pedro Augusto de la Vega, José María Caballero, Roberto J. 
Ferrer, Jorge Díaz García y Saturnino M. La ra Lardizábal. 

Juzgado Federal de Primera Instancia ds Pío Xegro (Viedma), a los doctores: 
Roberto De Rege, Mario Nazario Campo ra, Angel Cayetano Arias, Félix Jorge 
Frías, Orfilio Modesto Arró, Dante Raúl Agüero, Manuel Rodolfo Salgado, Mario 
Rómulo de Nuestra Señora de Guadalupe Ramírez y Oscar Hugo Mauri. 

Juzgado Federal de Primera Instancia d-e Bahía Blanca, a los doctores: Raúl 
E. Bagur, Santiago Cenoz, Julio César Martella, Fvrmín Moisá, Juan Guido 
Pastorino, Roberto Sahores, Gregorio Scheincs, Jorge A. Viglizzo, Bernardo Vila 
y Danilo Biondo. 

Juzgado Federal de Primera Instancia 1 tle Río Negro (General Roca) f 
a los doctores: Leandro Isla, José Enrique Gadano, Justo Epifanio, Federico 
Luis Frugone, Santiago Antonio Hernández, Hugo Romeo González, Osear Blás 
Genoscio, Rubén M. Tempone, Ovidio Méndez y Roberto Jorge Ferrer. 
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Juzgado Federal de Primera Instancia X 9 2 de Río Negro (deneral Roca), 
a los doctores: Pedro Sehiapira, José J. Joison, Adolfo F. Xielsen. Norberto M. 
Kajneri, Arturo Pérez Petit, Roberto M. Yieccns, Juan F. Melendo Navarro, 
José Miras Trabalon, Jorge K. Hernández y Julio J. Kajneri. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Paraná, a los doctores: Antonio 
Uzin, Benjamín Yieyra, Agustín Fedcrik Borgobcllo, Luis Calderón Hernández, 
Juan A. Oodoy, Eduardo Reviriego, Eduardo de Felipe, Roberto Ramón Quino- 
doz, Eduardo Fernández de la Puente y Juan 0. Xux. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Corrientes, a los doctores: Jorge 
Oscar Benchetrit Medina, Justo Díaz Colodrero, Fernando Díaz Ulloque, León 
Horacio Gutmisky, Juan Carlos Lubary, Luis Adán Maciel, Luis T. Mansutti, 
Ernesto R. Meabe, Diómcdes Guillermo Rojas y Rodolfo C. Roibón. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Paso de los Libres, a los doctores: 
Sotero A. A quino, Honorato R. Cubero, Ever II. Etchcnique, Jorge E. Ijconardi, 
Absalón L. Pascuet, Humberto V. Pcrego, Pedro G. Polo y Luis G. Zcrvino. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Concepción del l'ruguag. a los 
doctores: Virginio P. Barbieri, Juan Carlos Ceretti, Juan E. Laeavn, Teodoro 
E. Marcó, Delio Panizza, Justo M. Pintos, Julio C. Ralto, Luis M. Rodríguez, 
Benjamín Stubrin y Juan A. Texier. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Misiones (Posadas) , a los docto- 
res: Luis María Duarte, Raúl Fernández, Roberto Peralta, Domingo F. Sarmiento, 
Armando O. Barrionucvo, Horacio B. Aniuchástegui, Juan Carlos Martos Juárez, 
Héctor R. Pereyra, Herta K. de Glamann y María S. Etcheparc de Galarza. . 

Juzgado Federal de Primera I nst(tnci<t X (> 1 de Rosario, a los doctores: Héctor 
Lorenzo Avalle, Angel B. Chavan-i, Manuel de Juano, Luis A. Premoli, Manuel 
T. Rodríguez, Francisco S. Oliva, Francisco F. Amato Agoglia, Camilo J. Munia- 
gurria, Federico Ortiz de Guinea y José A. Ghioldi. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X 9 2 de Rosario, a los doctores: Alber- 
to Arrue Gowland, Enrique Delpino, José X. Antelo, Rafael Rubén Schamis, 
Mario H. Cliiodin, Manuel Eugenio De Vita, Absalón D. Casas, Francisco Ca- 
teulM; Francisco Rinesi y Juan Bautista Pozzoli. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Santa Fe, a los doctores: Sixto 
Bayer, Francisco M. Kerrer, Carlos R. Mayol, Luciano F. Molinas, Rafael Vega 
Milesi, Arón Rabinovich, Olinto A. Pividori, Carmelo Piedrabuena, Osvaldo J. 
Stratta y Gregorio Armas. 

Juzgado Federal de Primera Instancia A" (> / de Córdoba, a los doctores: Aldo 
J. Cima, Enrique Martínez Paz (hijo), Pedro J. Frías (hijo), Tomás Fulgueira, 
Ricardo Gianola, Ernesto R. Gavier, Lindor Novillo Corvalán, Juan Ricardo 
Laguinge, Benjamín Cornejo y Mario Piantoni. 

Juzgado Federal de Primera Instancia X 9 2 de Córdoba, a los doctores: Luis 
Aniuchástegui, Miguel Angel Buteler Echenique, Pablo Chiavassa, José Vicente 
Ferreira Scaje, Juan G. García Castellanos, Miguel Maluf, Augusto Anselmo 
Palacio Arce, Atilio S. Pérsico, Salomón Roitman y Carlos Julio Torres. 

•> 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Río Cuarto, a los doctores: Julio 
Wenceslao Alonso, Alberto Clodomiro Carranza, Alberto M. Díaz, Héctor Mura, 
Julio Ojeda Gómez, Oscar T. Pinero, Miguel Angel Pérez Yidela, Juan P. Pros- 
saeco, Eduardo Rizzo Falco y Juan Verzura. 
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Juzgado Federal de Primera Instancia de Bell Ville, a los doctores: Severo 
Gérez Padilla, Eduardo Julio Semino, Hugo Leonelli, Gustavo Gavier, Emilio 
Pedro Maggi, Luis M. Aliaga Orortcgui, Angel II. Ortiz Hernández, Francisco 
Javier Gómez, Oscar D. Mariconde y José Luis Vesco. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de La Rio ja, a los doctores: Fran- 
cisco Gabriel Gallardo, Cándido Anselmo Vargas, Salvador de Jesús Ferrcyra, 
Mauricio Cándido de la Fuente, Víctor Dardo Herrera, Wenceslao Carlos Codi- 
goni, Manuel G. Fernández Valdés, Délfor Augusto Brizuela, Carlos Saúl Meneru 
y Vicente Miguel Dellonardi. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Mendoza, a los doctores: Juan 
Chappinotlo, Lino Guiñazú, Constanzo Moi, José Carlos Motta, Abelardo Xan- 
dares. Jorge O'Donnel, Carlos A. Pithod, Julio Argentino Quevedo Mendoza, 
Leopoldo Suárez y Alberto Vicchi. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Rafael, a los doctores: Emilio 
Poccioni, Ladislao Lorenzo Gómez, Armando Oscar Pérez Pesce, Francisco Ca- 
ruso, Alfredo Ramón Cuarta ra, Carlos Carsón, Félix Ayub, Nicolás Guiñazú 
Sicardi, Ricardo Sanz y Carlos A. Pont. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Luis, a los doctores: Fran- 
cisco M. Tula, Vicente A. Zupo, Andrés M. Gazzo, Andelino Torrontogui, Roque 
E. Torres Morales, Domingo Flores, Roberto José Mazzola, Rodolfo Eduardo 
Pravo, Aníbal E. Sosa y Mario Pueyo Mnrillo. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Jnan f a los doctores: Armando 
Guevara, Carlos Alberto Casas, Horacio Videla, Antonia Sarazúa, Antonio López, 
Carlos Guido Coll Palacios, Rolando Porfirio Xavarta, Onofrc Sansó, Eduardo 
Segundo Aguiar Aranciva y Salvador Olmedo Yanzón. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Miguel de Tucumán, a lv)S 
doctores: Jorge Ezequicl Molina, Argentino Santos Alonso, Jorge Raúl Poviña, 
Roberto Amín Farías, Arnaldo E. Ahuma na, Simón F. Zelaya, Jaime Marcos 
Movsovieh, Oscar Pedro Fernández, Eduardo Sabaté Prebich y Ranulfo Germán 
Aranda Hulacio. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Catamarón, a los doctores: Arman- 
do Acuña, IlerilMMto X. A. Barrionucvo, Adolfo R. Castellano, Jorge Eduardo 
Crook, Alberto Federico Filippini, Xallif José Jalil, Víctor José Xavarro Pe- 
ñalva, Felipe E. Ponferrada, Luis Alberto Sánchez Ahumada y Luis Nicolás 
Sánchez Recalde. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de San Salvador de Jnjuij, a los doc- 
tores: Fondón Quintana, Mario Busignani, Ramón Elias Jenctcs, Renato A. 
Rabbi Baldi, Miguel Angel Medina, Raúl Octavio Xoceti, Julio Domingo Frías, 
Ciro Alberto Parlan, Oscar A. del Campo y Abraham Aref Llapur. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Santiago del Estero, a los docto- 
res: Juan Delibano Chazarreta, Juan Carlos Rojas, Jorge R. Echegaray Pinto, 
Juan Bautista Espeche, Jaime Berdaguer González, Benjamín Zavalía, ¿lugo R. 
Catella, Mariano R. Paz, José María Cantizano y Lorenzo Fazio Rojas. 

Juzgado Federal de Primera Instancia*dc Salta, a los doctores: Adolfo Arias 
Linares, José G. Arias Almagro, Carlos Cornejo Costas, Ramón D'Andrea, Ro- 
berto Escudero, Lídoro Leal Aliñada, Oscar Reynaldo Loutayf, Daniel Ovejero 
Solá, Roberto S. Storni y Marcos Benjamín Zorrilla. 
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Juzgado Federal de Primera Instancia del Charo (Inexistencia), a los docto- 
res: Miguel Santiago Aselle, María S. Solimano M. de luirías, Juan Alejandro 
Luco, Víctor Hugo Legal, Alberto E. Martín, Juan Néstor Homero, Marcelino 
Sánchez, Andrés Ruiz Posso, Salvador Chain y Humberto Amábile. 

Juzgados Federales de Primera Instancia Xas. 1 g 2 de Formosa, a los doc- 
tores: Flavio Hené Arias, Luis Slepoy, Osear Liberato Medina, Tomás Laluente, 
Antenor Polo, Francisco Martos, Alberto Domingo Montoya, Dora Polo, Enrique 
Guerra Stewart y Felisa Elena Fu sea Medina de Carranza. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Comodoro Picadavia, a los docto- 
res: Diego Joaquín Zamit, José María Forrcyra Roynafé, Jorge Adolfo Méndez 
Caldeira, Manuel Antonio Garasino, Arturo Bernardo Kiernau y Félix Komán 
Angulo. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Fsqnel, a los doctores: Juan Pedro 
Cartosio, Armando Juan Bautista ( 'a veri, Roberto Concepción Costa, Ricardo 
Angel Pedro Cerosa, Antonio Rufino Martínez Aguirre, Benito Fernández, Julián 
Isidoro Ripa, Hipólito Oses y Alberto M. Berro. 

Juzgado Federal de Primera histancia de Pío Callegos, a los doctores: Néstor 
Dalmiro (launa, Alfredo Martín Maldonado, Roberto Aguilera, Ignacio Eduai lo 
Basombrío, Horacio Aguila, Aleides Bartolomé Gallart, Adolfo A. Barbich. Jorge 
O. Yisot, Sebastián A. Beruti y Gabriel Martínez. 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Paivson, a los doctores: Diógenes 
Várela Díaz, Ricardo B. Elicjagaray, Luis Yicenzi. Osvaldo Williams, Beltrán A. 
Mulhall, Agustín Torrejón, Jacobo Joaquín, Eduardo A. Scigliauo y Ricardo 
Ramaugé. 

Juzgado Federal de Primera I nstancia de Tierra del Fuego, Antárt ida e I<las 
del Atlántico Sud (Cshuaia) , a los doctores: Adolfo Merniers y Conrado Gui- 
llermo AViHhaus (en la lista enviada por el Sr. Juez sólo se consignaba a los 
profesionales citados). 

Juzgado Federal de Primera Instancia de Azul, a los doctores: Gaspar Ono- 
fre Casado, Clemente Oscar Gazzolo, Juan El'raín Pe rey ra, Rodolfo Praí, Juan 
Carlos Peralte Royes, Felipe Gabriel Ricci, Enrique Carlos Squirru, Angel Mo- 
desto Santopaolo, Héctor Ricardo Soler y Alfredo Sanio. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí (pie doy fe. — Ai.frkik) Oiu;az — Ri:x- 
.tamív Villkcas Basaviluaso — Akistóuu/» D. Ak\oz of. Lamaokid — Ll.'IS 
María Boffi Bouíkiío — Ji'uo Oyiiaxaktk. Jorge Arturo Per ó (Secretario). 



DESIGNACION DE MINISTRO DE FERIA PARA. LA CORTE SUPREMA 
Y FUNCIONARIOS DE MINISTERIOS PUBLICOS 

En Buenos Aires, a los 28 días del mes de diciembre de 1Í);VJ, reunidos en la 
Sala de Acuerdos del Tribunal el Señor Presidente de la Corte Suprema do 
Justicia de la Nación. Doctor Don Alfredo Org;:z, y los Señores Jueces Doctores 
Don Benjamín Villegas Basavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, Don 
Luis Alaría Boffi Boggero y Don Julio Oy bañarte, con el objeto de nombrar 
Juez de la Feria de la Corte Suprema para el mes de enero de 10(¡0, con arreglo 
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a lo dispuesto por el art. 75 del Reglamento para la Justicia Nacional y a los 
funcionarios de los Ministerios Públicos, 

Resolvieron : 

1" Designar al Doctor Don Benjamín Villegas Basavilbaso, como Juez de 
Feria de la Corte Suprema, quien actuará con el Secretario y el personal que 
noMibre a ese electo. 

2" Disponer que el Señor Procurador General sea sustituido por el Señor 
Fiscal de la Cámara Federal de Apelaciones de la Capital, designado por dicho 
tribunal como Fiscal de Feria. 

Designar al Doctor Alfredo María Rafael Méndez, como Defensor de 
Feria ante la Corte Suprema y demás tribunales Federales de la Capital. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y registrase 
en el libro correspondiente, por ante mí (pie doy fe. — Alfkkih) Ok<;az — Bkn 1 - 
.iamín" Vim.kíías Basavilhaso — Ahistoiu'lo D. Aráoz dk Lamaohid — Luis 
María Boffi Bíh;<;kro — Jruo. Oyiíanwrtk. — Jonjo Arturo Peró (Secretario). 



FERIA DE SEMAXA SANTA 

En Buenos Aires, a los 30 días del mes de diciembre del año 1050, reunidos 
mi la S de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Nación, Doctor Don Alfredo Oriraz, y los Señores Jueces Doc- 
tores Don Benjamín Villegas Basavilbaso. Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid, 
Don Luis María Boffi Roggero y Don Julio Oy bañarte, para considerar las 
solicitudes formuladas por la Federación Argentina de Colegios de Abogados y 
por la Asociación de Abogados de Buenos Aires, referentes al régimen de las 
ferias judiciales. 

í*ns peticiones de las mencionadas entidades profesionales coinciden en cuanto 
a la conveniencia de establecer, además de la de enero, una feria judicial perma- 
nente en el mes de julio. La Federación establece como término de la feria el 
comprendido entre los días í) y 20, en tanto la Asociación la extiende del día 10 
al 24 inclusive. Mientras ésta propone se deje sin efecto la feria de Semana 
Santa, con excepción de los días Jueves y Viernes Santos, la Federación plantea 
esa supresión sólo como una posibilidad. 

Las razones invocadas son análogas, y, en lo substancial se refieren al bene- 
ficio (|iie resultaría — tanto para miembros de la administración judicial como 
para los profesionales — de una distribución más equitativa de los desean «os 
— dada la proximidad de las ferias actuales — ; y de la coincidencia que se obten- 
dría con las vacaciones escolares, sin que, de suprimirse la feria de Semana Santa, 
se disminuyan los actuales días de actividad, sino en escasa medida. 

Los Señores Jueces del Tribunal, Doctores Don Benjamín Ville^a< Basavil- 
baso. Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid y Don Luis María Boffi Boggero 
expresaron : 

Que no consideraban conveniente modificar el actual régimen de ferias judi- 
ciales en la forma propuesta, teniendo en cuenta que aun adoptándose la suges- 
tión formulada por la Federación (feria desde el 9 basta el 20 de julio), y 
suprimiendo el carácter de feriados de los días lunes a miércoles de la Semana 
Santa (Jueves y Viernes Santos son días no laborables), habría en el año — con 
esa reforma — entre 7 y í) días hábiles, sesrún sea el calendario, que perderían tol 
carácter para las actividades judiciales. En relación a lo actualmente reglamen- 
tado se agregarían, así, de 4 a íi días de inactividad. Por iguales razones de 
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calendario, sólo un año de cada siete la feria cubriría los días lunes a viernes 
de dos semanas. En los años restantes, quedaría, entre el sábado y el comienzo 
o fin de la feria, días hábiles intermedios, circunstancia que no es favorable a la 
continuidad de la labor judicial y que, en los hechos, importaría la prolongación 
de la inactividad de los tribunales. 

Que, además, establecer la proyectada feria judicial importaría, una solución 
de continuidad en el trabajo con su secuela de inconveniente* en una época del 
año en que la actividad inherente a la administración de justicia ha alcanzado 
su pleno desarrollo. 

Que, por último, no resulta oportuno en estos momentos en que se hace indis- 
pensable acrecentar el trabajo, en todas las actividades públicas y privadas de 
la Nación, innovar en materia de feria judicial, tanto más cuanto la de Semana 
Santa, instituida desde antiguo, constituye arraigada tradición. 

Los Doctores Don Alfredo Orgaz y Don Julio Oyhanarte, dijeron: 

Que, indudablemente, la feria judicial de Semana Santa, por su proximidad a 
la de enero, no cumple ninguna función útil y dilata, aún, en el espíritu de ma- 
gistrados, funcionarios y letrados, el comienzo efectivo de sus respectivas labores, 
sobre todo si se tiene en cuenta que todavía existe en el intermedio, los días no 
laborables de Carnaval, en cuya semana, por razones de hecho, se resiente asi- 
mismo el trabajo judicial. 

Que existe conveniencia, por tanto, en suprimir la feria de Semana Santa 
durante los días lunes a miércoles — que son laborables para la administración 
pública y para las actividades privadas — y situar un poco más lejos de la fe ría 
de enero un corto período de descanso — análogo a la de Semana Santa — que 
podría ser de diez días en el mes de julio, en las condiciones y en los términos 
que corresponda establecer. 

Esa breve pausa en una labor cada vez más intensa, como es la judicial, no 
sólo no perjudicaría a ésta sino que, al contrario, permitiría que se realice durante 
el segundo semestre de cada año en condiciones más favorables desde el 'punto 
de vista de las fuerzas psíquicas y físicas de quienes participan en ella. 

Estiman, en consecuencia, que es de conveniencia resolver favorablemente lo 
pedido por la Asociación de Abogados y por la Federación Argentina de Colegios 
de Abogados, en las condiciones y términos que se determinarán en la Acor- 
dada a dictar. 

En mérito de la opinión de la mayoría de los Señores Jueces del tribunal, 
resolvieron no introducir modificaciones en el actual régimen de ferias judiciales. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando se comunicase y regis- 
trase en el libro correspondiente, por ante mí que doy fe. — Alkkkik) Ouiíaz — 
Rknmamínt Vii.i,k<;as R asa vi i. baso — Ahistóbito D. Akáoz wk Lamai>kii> — Lns 
Makía Roffi B<)(;<;kho — Jruo Ovil anwhtk. — Joryr Arturo Per ó (Secretario). 



XOKMAS PARA LA APLICACION DE LA LEV 15.017 

En Rueños Aires, a los 'M días del mes de diciembre del año 10oí), reunidos 
en la Sala de Acuerdos del Tribunal, el Señor Presidente de la Corte Suprema 
de Justicia de la Kación, Doctor Don Alfredo Orgaz. y los Señores Jueces Doc- 
tores Don Benjamín Villegas Rasavilbaso, Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid. 
Don Luis María Roffi Roggero y Don Julio Oyhanarte, 

Consideraron : 

Que, con fecha 21 del corriente, se ha publicado la lev 1 ">.()1 7 que, respecto 
del personal judicial, establece modificaciones referentes a los regímenes de (> Ro- 
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nificación por antigüedad" y "Salario familiar", disponiendo, asimismo, un 
aumento del 20 °/o sobre los sueldos básicos y bonificaciones por costo de vida 
percibidos al 31 de octubre ppdo. 

Que en el expediente 8182/59, la Direcció» Administrativa y Contable señala 
la necesidad de lijar normas de aplicación para facilitar la liquidación y per- 
cepción de los beneficios y aumento a que se ha hecho referencia. 

Que, relativamente a dicho aumento, destaca la Dirección la conveniencia de 
que el importe correspondiente al 20 % de los actuales sueldos básicos y boni- 
ficación por costo de vida, incida sobre los haberes que se percibirán por este 
último concepto. 

Que, sin embargo, en atención a los términos de la ley, sólo cabe que dicho 
aumento del 20 c / c sea imputado a los haberes que se perciben por los dos con- 
ceptos : sueldo básico y bonificación por costo de vida. 

Que, en lo restante, deben contemplarse las circunstancias de que hace mérito 
la mencionada Dirección, y establecerse las normas indispensables para la liqui- 
dación y percepción de las mejoras. Asimismo, respecto del "salario familiar" 
y en atención a lo dispuesto por el art. l v , inciso c), de la ley 15.017, corresponde 
dejar sin electo la limitación establecida por la Acordada de l v de julio último. 

Resolvieron : 

T. Dictar las siguientes normas: 

]'■' El aumento del 20% establecido en el inciso a) del artículo l 9 de la 
ley lf).017, se liquidará sobre el sueldo básico y sobre la bonificación por costo 
de vida, correspondientes a las diversas categorías de personal existente al 31 de 
octubre de lí)59. 

2" Igual aumento se adjudicará : 

a) a los cargos, creados con posterioridad a esa fecha, cuyos haberes hayan 
sido establecidos sin tener en cuenta las mejoras dispuestas por la ley 15.017. 

b) a los agentes 'promovidos con anterioridad a la reestructuración de las 
categorías resultantes de dicha ley. 

.'J" El régimen de "bonificación por antigüedad" instituido por el apartado 
b) del artículo V f de la ley 15.017, será aplicado con arreglo a las siguientes 
condiciones : 

a) Los magistrados, funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Na- 
ción, percibirán un adicional por antigüedad de $ 100 m/n. mensuales por año 
de servicio y hasta un máximo de M) años, sin que — para devengarlo — se hallen 
sujetos a calificación. 

Queda comprendido en esa denominación el personal que revista con carácter 
permanente en el anexo presupuestario correspondiente al Poder Judicial. 

El personal suplente, jornalizado o eventual, tendrá derecho al beneficio 
cuando se desempeñe ininterrumpidamente en sus funciones luego de un plazo 
no menor de seis meses, y siempre que esos, servicios puedan ser reconocidos por 
la Caja de Previsión para el Personal del Estado o satisfagan sus aportes 
jubilatorios. 

b) Ix)s ajustes de adicionales por antigüedad se efectuarán mensualinente, 
comprendiéndose en ellos a los agentes que hubieran completado un período anual 
de antigüedad en el mes inmediato anterior. 

c) Para hacer posible el cómputo integral de los servicios y la liquidación 
de este beneficio en forma simultánea a todos los agentes, autorízase el procedi- 
miento de liquidación sobre la base de los datos consignados por cada agente en 
declaración jurada suscripta a ese electo la que deberá remitirse a la Dirección 
Administrativa y Contable por los presidentes de las Excmas. Cámaras Nació- 
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nulos y Federales, jueces o jefes superiores de los organismos judiciales, antes 
del 1.") de febrero de 1ÍHÍ0. 

Concédese a todos los agentes plazo hasta el 'M) de junio de 1 !)(»() para la 
remisión a la citada Dirección Administrativa y Contable, de los certificados que 
acrediten los servicios declarados, extendidos por autoridad competente, quedando 
autorizada la citada Dirección a suspender la liquidación de este beneficio y a 
disponer el reintegro de las sumas que se hubieran percibido indebidamente, sin 
perjuicio de otras sanciones a aplicarse» por la autoridad correspondiente. 

Queda eximido de esta obligación el aconte que haya acreditado servicios 
computables ante la Dirección Coneral de Personal de la Subsecretaría de Justi- 
cia, circunstancia (pie, no obstante, cada interesado hará conocer por nota a la 
Dirección Administrativa y Contable. 

4'-' A los electos de la percepción del ''Salario familiar", a partir del l v 
de noviembre último, déjase sin electo el límite establecido en la Acordada del 
l v de julio de lí)f)í), y autorízase la liquidación de esto concepto con a r reírlo a lo 
así dispuesto. 

f)V Hasta tanto no se considere necesario dictar normas reglamentarias o 
aclaratorias de aplicación especial para magistrados, funcionarios y empleados 
del Poder -Judicial, rcuirá lo dispuesto en aquella Acordada, excepte» en lo refe- 
rente al "Salario familiar*' (pie corresponda percibir por la madre ";i car*ro v , 
beneficio (pie será devengado por esa sola circunstancia. 

<¡" Autorízase» a la Dirección Administrativa y Contable a contratar direc- 
tamente la impresión de todos aquellos formularios necesarios para solicitar las 
constancias sobre la base de las cuales procederá a liquidar los beneficios de 
que ya sí» ha hecho mención. 

11. Comunicar al Poder Ejecutivo la presente Acordada, solicitándolo quie- 
ra disponer lo necesario a fin de que se hauan efectivas las mejoras establecidas 
en la ley 1").017. 

Todo lo cual dispusieron y mandaron, ordenando sí» comunicase y regis- 
trase en el libro correspondiente, por ante mí (pie doy fe. — Ai.kkkih) Oki;az — 
Bkn.t amín* Yiujxias H asa vi i. ha so — Aristóiui.o D. Aháoz ih: Lamaimíip — Luis 
MakÍa Pokki Ho»;<¡kko — .Jt uo OvilAN aki'K. — Jonjv Arturo Pvró (Secretario). 
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AÑO 1959 — Diciembre 

KXZO AKXOI.MO OIAXXOXI 

JFFCFS, 

Ks también misión do los jilecos, on cumplimiento do su ministerio como 
óruanos do aplicación del derecho, la preservación de la irestión de los inte- 
reses (pío las leyes encomiendan a otros organismos irubornamentales. Ello 
es así, aun en los supuestos en que tal «restión requiera el ejercicio, por las 
respectivas autoridades titulares, de funciones jurisdiccionales. 

COXST/TFCIOX XACIOXAL: Control de ronstitncionnlidad. Facultad* s del 
Poder J ndieial. 

I.a atribución de jurisdicción originaria a una repartición administrativa, 
como lo son las autoridades aduaneras, con recurso optativo judicial respecto 
de sus decisiones condenatorias, no es pasible de objeción constitucional, ni 
puede ser objeto do impedimento judicial por razón de la posible discrepancia 
con el criterio legislativo que la concesión de tales facultades supone. 

LEYES A DFAXERAS. 

Las cláusulas que acuerdan jurisdicción a organismos administrativos deben 
ser aplicadas e interpretad.- s con un criterio concorde con el fin perseguido 
por la lev que os la tutela eficaz y expedita do los intereses públicos afectados. 

ADFAXA : Proeedimi* uto. 

La obligación do concurrir para prestar declaración ante la autoridad adua- 
nera, en los términos del art. .'>1 do la ley pertinente, no so extingue con 
una primera comparencia, máxime cuando el testigo so ha limitado a esta- 
blecer sus datos personales, a manifestar haber declarado on un sumario 
judicial y a solicitar asistencia letrada, cuya concesión motivó la suspensión 
del acto. 

ADFAXA : Procedimiento. 

VA testisro puede ser compelido por la fuerza pública a prestar declaración 
ante las autoridades aduaneras, en las oportunidades que el curso de la 
investigación lo requiera. La solución no varía a la luz do los principios 
que nuon el procedimiento do amparo. 

RFFFRSO DE AMPARO, 

YA amparo no procede respecto de la actividad administrativa sino cuando 
éstn es inequívoca y manifiestamente ilegal. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

SE PÚBLICA ARGEMTINA 
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RECURSO DE AMPARO. 

La resolución judicial que hace lugar al amparo deducido por quien fué nue- 
vamente requerido para prestar declaración como testigo ante las autoridades 
aduaneras, importa indebida ingerencia en el legítimo ejercicio de las atri- 
buciones legales de aquéllas y, en consecuencia, debe ser dejada sin efecto. 



Dictamen del Procurador Fiscal 

Señor Juez: 

El art. 37 de la ley 12.964 establece la obligación de comparecer ante el 
funcionario aduanero, a su requerimiento, pero no hace referencia alguna a la 
obligación de declarar, ni prevé sanciones para dicho supuesto. En consecuencia, 
entiendo que Enzo Amoldo Giannoni ha cumplido con el deber que la disposición 
legal citada le impone, pero habiéndose negado a deponer sobre los puntos sobre 
los cuales se le interrogó, remitiéndose a las manifestaciones efectuadas ante 
este Tribunal, en ningún caso puede ser hecho comparecer coercitivamente para 
interrogarlo sobre las mismas cuestiones que motivaron su anterior negativa. Lo 
contrario importaría reconocer al funcionario aduanero prerrogativas de que sólo 
gozan los jueces, y extender por vía de interpretación analógica la disposición 
penal del art. 239 del Código Penal, sancionando la desobediencia en un supuesto 
que la referida ley 12.964 no prevé. 

Por ello, estimo que V. S. debe hacer lugar al presente recurso de amparo, 
librando oficio al Sr. Receptor de Aduanas a fin de que se abstenga de hacer 
comparecer mediante el auxilio de la fuerza pública al recurrente en relación 
a los hechos que dieron lugar a la instrucción del expediente 2-T-1958-RU. Fis- 
calía, lo de enero de 1959. — XeHtf E. Ortiz de Fauvelij. 



Sentencia del Juez Federal 

Ushuaia, 21 de enero de 1959. 

Autos y vistos: El recurso de amparo formulado a fs. 1 de este expediente 
por don Enzo Amoldo Giannoni, y 

Considerando : 

Que como muy bien lo expresa en su dictamen que antecede la Señora Pro- 
curador Fiscal ante este Juzgado, la ley 12.964 autoriza al Sr. Receptor de Ren- 
tas Aduaneras — en este caso — a usar del auxilio de la fuerza pública, con el 
objeto de asegurar la comparencia de un testigo a las oficinas aduaneras. 

Que en el caso de autos, el recurrente ha comparecido ante la autoridad 
aduanera y frente a ésta, como consta a fs. 6 del agregado, ha expresado su? 
condiciones personales de identidad a lo que agregó, que ya había prestado decla- 
ración testimonial ante este Juzgado Federal, por ser la autoridad que, entendía, 
era la competente para conocer en el sumario sobre contrabando que suponía 
investigaba también la Aduana. 

Sin necesidad de considerar la razón que pueda o no asistir al recurrente 
en la apreciación que hace sobre la competencia del Tribunal y de la Aduana, 
va que esto no hace al caso, debe destacarse que como lo manda la ley, el testigo 
concurrió al acto de la declaración, única obediencia que le cabía, vale decir, 
que allí terminó también la autoridad otorgada por la ley 12.964 al Sr. Receptor 
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de Adumms p;ir;i obtener ooinpulsh ¡miento l;i comparencia de un testigo, toda 
voz (pie el testigo concurrió a la primor citación. 

Como lo dice también la Señora Procurador Fiscal, la negativa a concurrir 
una secunda ve/, para (pie declarara lo (pie por primera vez no quiso hacer, 
escapa a la sanción del funcionario administrativo y sólo está reservado al 
juez por imperio de lo dispuesto en el art. '2'M) del Cód. Penal. 

Por estas consideraciones y las demás del Ministerio Público (pie el suscripto 
hace suyas, correspondo y Kevueho: Hacer limar al recurso de amparo inter- 
puesto por don Kti/.o Amoldo (¡iannoni en contra do la disposición do la Recep- 
toría de Rentas Aduaneras de l'sliuaia (pie dispone su comparendo compulsiva- 
mente. -- Jnrtfr Atjnihir. 

DlCTAMKN DKL PllOC Y Ií ADOlí (¡KN'KÜAL 

Suprema Corle : 

Resuelto por V. K. (pie la situación de que informan las pre- 
sentes actuaciones configura un conflicto jurisdiccional (pie torna 
procedente la intervención del Tribunal en ejercicio de las fun- 
ciones (pie le atribuye el art. -4, inc. 7°, del decreto-lev 1 liX."> ,")S, 
paso seguidamente a expedir el dictamett que sobre diebo conflic- 
to me lucra requerido en la decisión de fs. 11. 

A mi juicio, el examen de la cuestión planteada exilie poner 
en claro un primer punto, cual es el de saber si de conformidad 
con lo dispuesto por el a rt . de la I ¿ey de Aduana ( 1 . o. en 
lí)f)(i), la facultad atribuida a esta última de hacer comparecer 
en las causas de su competencia - incluso mediante el uso de la 
fuer/a pública — a las personas cuya indagación haya resuelto, 
reconoce alguna limitación en cuanto al número de veces que du- 
rante la instrucción de un sumario puede ordenar la comparecen- 
cia de un mismo testigo. 

A este respecto debe comenzarse por señalar que nada hay 
en el texto de aquel cuerpo leual ni, por consiguiente, cu el del 
referido artículo '?1, (pie autorice a sostener la existencia de una 
limitación de carácter expreso en el sentido que se acaba de indi- 
car y, ello sentado, no creo que sobre la única base de la l'elra 
de la ley pueda pretenderse (pie, en todos los casos, quien ha 
comparecido a prestar una primera declaración ante la autoridad 
aduanera ha satisfecho con ello la obligación que impone la dis- 
posición ya mencionada, y se halla por lo tanto autorizado a no «jar 
su concurrencia a posteriores comparendos. 

Pero por mucho que esto sea así, por mas (pie no exista una 
restricción expresa, escapa a toda discusión (pie ello no puede 
significar (pie la autoridad administrativa se encuentre facultada 
para valerse de la antedicha atribución en forma que exceda los 
límites (pie surgen de la finalidad perseguida por la ley al reco- 
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nocérsela. Y, en mi opinión, esos límites se verían sobrepasados 
en el caso de que la aduana compeliera una segunda compare- 
cencia de una persona que, por alguna razón especial, justificada 
o no, ya se hubiera negado a declarar ante ella al concurrir a 
una primera citación. No se advierte, en efecto, que objeto ten- 
dría en tal supuesto el nuevo comparendo como no fuera brindar 
a dicha persona la posibilidad de reiterar su actitud negativa, lo 
cual, como es lógico, no puede considerarse incluido entre los 
fines tenidos en cuenta por la ley al conceder el uso de la fuerza 
pública. 

De esta manera, pues, en hipótesis como la (pie, a guisa de 
ejemplo, acabo de considerar, o en otras que pudieran equiparár- 
sele, pienso que toda medida compulsiva que decretase la auto- 
ridad aduanera supondría un ejercicio abusivo de la atribución 
con que el art. 31 de la ley la ha investido, y que, salvo lo dis- 
puesto en la parte final de dicha norma, en tales situaciones debe 
aquélla limitarse a promover la actuación del juez competente, a 
fin de que este determine si la conducta de quien se ha negado 
a deponer configura o no el delito previsto en el art. 243 del 
Código Penal. 

Naturalmente que el problema cambiaría de aspecto si la 
cláusula legal de que aquí se trata contuviera una norma similar 
a la del inciso 2° del artículo 2í)l del Código de Procedimientos 
en lo Criminal, que al contemplar el caso de una injustificada 
negativa a prestar declaración por parte de un testigo, dispone 
(pie se lo mantenga arrestado basta que declare. Pero no hallán- 
dose facultada la autoridad de referencia para proceder de este 
modo, creo (pie no cabe otra conclusión que la expuesta en el 
párrafo anterior. 

Sentado pues que la atribución en examen debe ser ejercida 
dentro de los límites que demarca la natural exigencia de su 
uso razonable, resta elucidar si en punto a ordenar la compare- 
cencia por la fuerza pública de un testigo, la actuación de los 
funcionarios mencionados en el art. 18 de la Ley de Aduana admi- 
te alguna especie de control judicial y, supuesto que así sea, si 
para ese fin puede -considerarse pertinente la vía de una demanda 
de amparo. No debe perderse de vista, en efecto, que la medida 
de mención supone menoscabo de la libertad individual y, por 
consiguiente, que si su adopción implica ir más allá de lo querido 
por la norma que la autoriza, en definitiva comporta para la 
persona compelida una ilegítima restricción de aquel derecho de 
raíz constitucional. 

En pronunciamiento de reciente data ("Reyes, María Con- 
suelo López de c. Instituto Nacional de Previsión Social" — R. 171 
L.XT1I — de fecha 2f> de setiembre ppdo.), V. E. tuvo oportuni- 
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dad de recordar que en lo referente a la actuación de organismos 
administrativos que ejercen funciones de tipo jurisdiccional, el 
Tribunal 4 4 ha estimado indispensable que las decisiones por ellos 
emitidas dejen expedita la instancia judicial"; y aunque de inme- 
diato agregó que < ' no debe verse en ello una exigencia rígida, 
insusceptible de ser adecuada a los requerimientos impuestos poi 
la estructura del Estado moderno y por las actividades que él 
desarrolla teniendo en vista el bienestar social", creyó oportuno 
sin embargo señalar que "lo que el ordenamiento vigente de- 
manda es el cabal respeto de la garantía constituida por la cer- 
teza de que aquellas decisiones quedarán sujetas a control judicial 
suficiente". 

Pues bien, creo que las resoluciones a las que me be venido 
refiriendo no tienen por que constituir una excepción al principio 
que emergí* de esta doctrina. Xo encuentro, en efecto, motivo 
valedero en cuya virtud el ejercicio manifiestamente irrazonable 
de la facultad de disponer comparendos compulsivos por parte 
del funcionario instructor de una causa por infracción aduanera, 
deba quedar substraído a todo tipo de revisión judicial, siendo 
que ese ejercicio abusivo necesariamente comprometerá un dere- 
cho individual de la importancia que en nuestro sistema tiene 
la libertad de las personas. 

Kn este orden de ideas, y teniendo en cuenta que la Ley de 
Aduana no prevé ninguna acción o recurso para ante los tribu- 
nales de justicia que permita poner remedio a una de aquellas 
situaciones — los contemplados en el texto legal sólo pueden inter- 
ponerse contra fallos condenatorios de las aduanas o recepto- 
rías — , entiendo que la vía idónea para ello no puede ser otra 
que una demanda de amparo. Más aún, pienso que esta última, 
en razón de su trámite sumarísimo, constituye el procedimiento 
más adecuado >ara que la garantía del control judicial suficiente 
pueda hacerse afectiva sin interferir más allá de lo estrictamente 
indispensable la actuación del organismo administrativo, máxime 
si se tiene en cuenta que, según lo ha resuelto V. K. en el presente 
caso, de discrepar aquél con la decisión que dictare el juez del 
amparo, quedaría planteada una contienda que posibilitaría la 
intervención directa de la Corte Suprema en la cuestión. 

Claro está que en uno de estos casos, como en todos aquéllos 
a (pie dan lugar los pedidos de amparo, el juez deberá extremar 
la ponderación y la prudencia a fin de admitir el recurso sólo en 
el supuesto de que la decisión administrativa aparezca como ma- 
nifiestamente inconsulta, pues no se trata de que la gestión enco- 
mendada a la administración pueda ser frustrada por presenta- 
ciones inmotivadas, sino tan sólo de poner remedio a situaciones 
extremas, de evitar la efectividad de medidas apoyadas — vuelvo 
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a las palabras do Y. E. — 4 'tan sólo en la voluntad arbitraria o 
en el capricho de los funcionarios". 

Vertidas estas reflexiones de carácter general en las que he 
creído necesario extenderme por lo novedoso de la cuestión plan- 
teada, corresponde determinar, ya con especial referencia a ia 
situación de autos, si es pasible de aquella calificación lo proveído 
por el Receptor de Kentas Aduaneras de Ushuaia en el sumario 
administrativo que corre agregado, en el sentido de requerir un 
nuevo comparendo de la persona interrogada en la audiencia de 
fs. (> de dicho expediente. 

A este respecto estimo que la forma en (pie don Enzo Amol- 
do (Jiannoni se expidió en oportunidad de aquel primer interro- 
gatorio, no permite inferir, con absoluta certeza, (pie el mismo 
(piiso negarse a prestar toda declaración ante la autoridad del 
sumario. Observo, en efecto, (pie si bien a la primera pregunta 
respondió manifestando (pie ya había depuesto ante el juzgado 
federal acerca del hecho sobre el (pie* se le interrogaba, y a las 
dos siguientes contestó remitiéndose a la respuesta anterior, al 
serle formulada la cuarta pregunta se limitó, en cambio, a expre- 
sar (pie para seguir contestando el interrogatorio solicitaba la 
presencia de un abogado, lo cual, como se advierte, antes que 
involucrar una cenada negativa a responder a esa pregunta o a 
otras posteriores, parecería por el contrario indicar que la volun- 
tad del declarante fué la de contestarlas, pero asistido por un 
letrado; con mayor razón, si se -advierte que aquél suscribió sin 
ninguna observación el acta correspondiente a esa audiencia, cuya 
parte final expresa: ... 44 Atento lo requerido, esta instrucción inte- 
rrumpe el interrogatorio para permitir (pie el causante continué 
su declaración en presencia del profesional..." (v. fs. H vta. del 
expediente de referencia). 

Por lo tanto, ya sea para que el aludido (Jiannoni prosiga 
deponiendo en las condiciones que exigió, o bien para que clara 
y categóricamente-exprese su negativa a contestar cualquier pre- 
gunta que la instrucción pudiere considerar necesaria formularle, 
parece evidente que en el estado actual del sumario el nuevo 
comparendo de aquél constituye una diligencia necesaria y, en 
consecuencia, pienso que, por el momento, esa medida no paten- 
tiza una decisión a todas luces inconsulta, apoyada únicamente 
en el arbitrio del funcionario antes mencionado. 

En definitiva, y a mérito de lo precedentemente expuesto, 
soy de opinión que si bien desde un punto de vista estrictamente 
formal cabe admitir la procedencia de la acción intentada por 
don Enzo Amoldo Oiannoni ante el Sr. Juez Federal de Ushuaia, 
corresponde declarar que el Receptor de Rentas Aduaneras de 
esa ciudad ha obrado en el ejercicio legítimo de sus atribuciones 
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al disponer la medida cuestionada. Buenos Aires, 17 de noviem- 
bre de lí).")!). — Ramón Lasca-no. 

FALLO DE LA COKTK Sl.TKEMA 

Buenos Aires, *1 de diciembre de lítoí). 

Vistos los autos: 41 Recurso de hecho deducido por el Fisco 
Nacional (Dirección Nacional de Aduanas) en la causa Giannoni, 
En/o Amoldo s/ recurso de amparo", para decidir sobre su pro- 
cedencia C). 

Y considerando: 

(¿ue como el Tribunal lo señaló en la resolución de fs. 11, la 
cuestión a decidir se lia suscitado con la admisión por el Juez 
Federal de» rshuaia, del recurso de amparo intentado por 1). Knzo 
Amoldo Giannoni. Por esa resolución judicial, tal como lueifo 
fue aclarada, se establece, en electo, que el receptor de rentas 
aduaneras de aquella localidad debe abstenerse de exigir el com- 
parendo del mencionado (Jiannoni, para lo (pie !a Dirección de 
Aduanas estima estar facultada por virtud de lo dispuesto por 
el art. .'>1 de la Ley de Aduana — t. o. en 1 í >.">( ¡ — . 

(¿ue como esta Corte ha tenido ocasión de señalarlo en opor- 
tunidad reciente, es también misión de los jueces, en cumplimiento 
de su ministerio como órganos de aplicación del derecho, la pre- 
servación de la gestión de los intereses (pie las leyes encomiendan 
a otros organismos gubernamentales. Y ello es así, aun en los 
supuestos en (pie tal gestión requiera el ejercicio por las respec- 
tivas autoridades titulares de funciones jurisdiccionales, porque 
la distribución de las atribuciones públicas de gobierno depende 
de la ley, sin mas limitaciones que las (pie su rifen de los princi- 
pios, uarantías y derechos (pie la ( '(institución Nacional establece 
y consagra — con I", causa: 44 Reyes, María Consuelo López de c. 
Instituto Nacional de Previsión Social", sentencia de _."> de se- 
tiembre del año en curso y sus citas--. 

Que con arreglo a la mencionada jurisprudencia, la atribu- 
ción de jurisdicción originaria a una repartición administrativa, 
como lo son, para el caso, las autoridades aduaneras, con recurso 
optativo judicial respecto de sus decisiones condenatorias — t. o. 
en 1 <),")(> de la Ley de Aduana — no es pasible de objeción consti- 
tucional. No debe ser tampoco objeto de impedimento judicial 
por razón de la posible discrepancia con el criterio legislativo 
que la atribución de tales facultades supone, porque es aquél el 
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que dobo privar, en ausencia de razón constitucional que lo impi- 
da — conf. Laxdis, James M., The Administra-Uve Process, ps. 
46 y 123 y siguientes — . 

Que de lo expuesto se sigue que las cláusulas legales de que 
en cada caso se trata, deben ser aplicadas con un criterio con- 
corde con el que determina el otorgamiento de la atribución dis- 
puesta por la ley. Y puesto que la mira es la mejor y más expedita 
tutela de los intereses públicos afectados, según también lo pone 
en claro la jurisprudencia mencionada más arriba — ver igual- 
mente : Da vis, Kexxeth Culp, Administrativc Law Treatise, 
t. 4, ps. 2(58 y sigtes. — , la interpretación debe asimismo procurar 
inmediatamente la satisfacción del fin perseguido por la ley. 

Que así las cosas, no parece dudoso que la inteligencia atri- 
buida, en el caso, al art. 31 de la ley aduanera, es errónea. Nada, 
en efecto, autoriza a concluir, como lo hace el juez del amparo, 
que la obligación de concurrir para prestar declaración ante la 
autoridad aduanera, se extinga con una primera comparecencia, 
máxime cuando el testigo se ha limitado a establecer sus datos 
personales, a manifestar haber declarado en un sumario judicial 
~ y a solicitar asistencia letrada, cuya concesión motivó la suspen- 
sión del acto. La ley no dice, en efecto, que la obligación se agote 
de esta manera y el admitirlo, so color de interpretación legal o 
de exigencia racional, importa un medio efectivo para dificultar 
la investigación administrativa, que la misma ley autoriza e impo- 
ne — conf. arts. 2, IT) y 29 y sigtes. de la Ley de Aduana — . 

Que no es, desde luego, pertinente al caso, la invocación de 
los arts. 239 y 243 del Código Penal. Xo se trata, en efecto, de 
sancionar penalmente a Giannoni por desobediencia, sino de dis- 
poner el cumplimiento, por este, de su deber de declarar ante la 
autoridad aduanera, a cuyo fin puede ser compelido por la fuerza 
pública a concurrir ante aquella, en las oportunidades que el 
curso de la investigación lo requiera. Si todavía puede haber 
lugar, con motivo del desarrollo de su deposición, a la aplicación 
de sanciones administrativas, disciplinarias o penales, así como 
la determinación de la autoridad facultada para imponerlas, no 
es ahora la ocasión de decidirlo en abstracto. 

Que la solución no varía a la luz de los principios que rigen 
el procedimiento de amparo, tal como han sido establecidos pol- 
la jurisprudencia de esta Corte a partir del precedente trans- 
cripto en Fallos: 239: 459. El amparo, en efecto, no procede 
respecto de la actividad administrativa sino cuando ésta es ine- 
quívoca y manifiestamente ilegal porque la razón de la institu- 
ción de aquel no es someter a la supervisión judicial el desempeño 
de los funcionarios y organismos administrativos, sino proveer de 
remedio inmediato contra la arbitraria invasión palmaria de de- 
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rcclios reconocidos por la Constitución Nacional. Xi ol control del 
acierto con que la administración desempeña las funciones que 
la ley le encomienda válidamente, ni la moderación racional del 
ejercicio de las atribuciones propias do la administración son 
bastantes para motivar la intervención judicial por vía de ampa- 
ro, en tanto, scí?ún se ha dicho, no medie arbitrariedad por parte 
do los funcionarios u organismos del caso. 

Que no es tal, por lo domas, el supuesto de autos, como resul- 
ta, sin duda, de la relación de las circunstancias do la causa prac- 
ticadas a fs. 11 y de los términos de la ley a que so ha hecho antes 
referencia. Debe, entonces, concluirse que la resolución judicial 
de fs. 9 vta. del expediente do amparo, importa indebida inge- 
rencia en el legítimo ejercicio de sus atribuciones legales por la 
autoridad aduanera a cuyo favor debe decidirse el conflicto así 
planteado en las actuaciones que instruye». 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor "Procurador (Jone- 
ral, se declara (pie el Receptor de Rentas Aduaneras de rshuaia 
está facultado para disponer, como lo ha hecho, la nueva compa- 
recencia ante él do Unzo Amoldo Giannoni, en los términos del 
art. 31 de la Ley de Aduana, t. o. en !!)")(), dejándose, en conse- 
cuencia, sin efecto, la sentencia dictada a fs. !> vta. del expediente 
do amparo, llágase saber; devuélvanse con oficio a la Dirección 
Nacional do Aduanas y comuniqúese en la forma de estilo al Señor 
Juez Federal de Uslmaia. 

Alfukdo Okcaz — Rkxjamíx Yiu.koas 
Basaviuíaso — A iíistóu ru> D. 
AüÁoz dk Lamadiíid — d ruó 

Ovil A XAH TK. 



AIDA XK'nLASA DK KEXZIS v. Jl'LIO MARIO ASTK 

RECURSO EXTRAORDIX ARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales, 
interpretación de normas ¡ocales de procedimientos. Costas y honorarios. 

Las cuestiones atinentes a la reculación de los honorarios devengados en las 
instancias ordinarias son, por vía de principio, ajenas al recurso del art. 14 
de la ley 48. La solución puede variar cuando medie manifiesta despro- 
porción entre la reculación practicada y los servicios a que corresponde o 
si las circunstancias especiales del caso requieren la f undamentación de 
derecho de la resolución respectiva. 

UOXORA RÍOS: Regulación. 

Xo es pertinente la parquedad usual del fundamento de los autos resrulato- 
rios de honorarios si, habiéndose propuesto articulaciones serias, la solución 
acordada no permite referir concretamente al arancel la reculación practicada. 
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RKCTRSO EXTRAORDIXARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Procedo ol recurso extraordinario y corresponde dejar sin efecto la resolución 
do la cámara cuando, no obstante la solidez de los argumentos esgrimidos 
por la recurrente, sin funda mentación normativa para sustentarla modifica 
y eleva do $ 2.500 m/n. a $ 27.000 m/n. la regulación de honorarios prac- 
ticada por el inferior. 



Dictamen del Piíocthador (Jexkiíai, 

Suprema Corte : 

VA letrado de la parte aotora, invocando lo dispuesto por 
los arts. (J y 19 del decreto-ley 30.4:19/44 — ley 12.997— modi- 
ficado por la ley 14.170, solicitó reculación de sus honorarios por 
los trabajos de fs. 278, 280 y 284/90 de los autos principales. 

VA juez nacional de primera instancia en lo civil, teniendo 
en cuenta los honorarios fijados en 4a sentencia de fs. 267 y lo 
dispuesto por los arts. 10, in f¡m\ 23 y 37, inc. 8 P , del arancel de 
honorarios de ahogados y procuradores, reguló aquellos en la 
suma de $ 2.500 m/n. La ("amara respectiva, en atención "al 
monto, la importancia y extensión de los trabajos realizados*', 
elevó esa regulación a la cantidad de $ 27.000 m/n. 

Contra esta resolución dedujo la parte demandada recurso 
extraordinario, que es procedente con arreglo a la jurisprudencia 
de Y. K. de Fallos: 239: 10 y 204; 241: 121 y otros. 

Kn consecuencia, y por aplicación de esta doctrina — dado 
(pie el fallo carece de fundamentación normativa — estimó que 
corresponde dejar sin efecto la regulación apelada y disponer 
que se dicte nuevo pronunciamiento. Buenos Aires, 20 de no- 
viembre de 1959. — Ramón Lasca tío. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 2 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa De Rcnzis, Aída Xicolasa c. Aste, Julio Mario", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, por vía 
de principio, la regulación de honorarios devengados en las ins- 
tancias ordinarias no da lugar al recurso del art. 14 de la ley 48 
— Fallos: 243: 223 y 298 y otros — . En efecto, mientras lo cues- 
tionado sean los hechos de la causa o la interpretación y aplica- 
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ción (Id arancel respectivo, las cuestiones decididas son ajenas 
a la jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 

Que la solución puede, sin embarco, variar cuando medie 
manifiesta desproporción entre la reculación practicada y los 
servicios a que corresponde» — cont'r. Fallos: 211): '22'.] — o cuando 
las circunstancias especiales del caso requieran la fundamenta- 
ción de derecho de la resolución respectiva. Porque si bien la 
parquedad de fundamentos de los autos rej^ulatorios es usual 
— incluso ha sido admitida por la jurisprudencia de esta Corte — , 
ella no es pertinente en los casos en (pie se han propuesto articu- 
laciones serias, atin^entes a la determinación de los honorarios 
y además, la solución acordada no permite 1 referir concretamente 
al arancel la reculación practicada — Fallos: 241: l'Jl ; _!.'>S : f)1í) 
y otros — . 

(¿ne de lo expuesto y de lo señalado en el dictamen prece- 
dente del Señor Procurador General resulta (pie el recurso extra- 
ordinario deducido a fs. ;>47 del principal debe admitirse. 

Por ello se declara procedente el recurso extraordinario de- 
negado a fs. ;>">() de los autos principales. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser ne- 
cesaria más suslanciación : 

(¿ne con arreglo a la doctrina de los precedentes menciona- 
dos, la sentencia de fs. de los autos principales debe ser 
dejada sin efecto. Los autos deben volver al tribunal de la causa 
a fin de que la Sala (pie sigile en orden de turno dicte nuevo 
pronunciamiento, como lo dispone el art. 1(5, primera parte, de 
la ley 48 y de acuerdo con la presente sentencia. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador (¡ene- 
ral, se deja sin efecto la resolución apelada de fs. ;U1. Y vuelvan 
los autos al tribunal de su procedencia a los fines expresados en 
los considerandos. 

Alfredo Oiicaz — Benjamín Yillkuas 

BASAVILBASO AlUSTOlU'LO 1). 

AlíAOZ DK Lamadkid. 



S. K. L. AUTOMOVILES ALYEAK v. HKKTA i»k ANTiELlM) y Otros 

RECl'HSO KXTItAOttDlXAltIO : Requisitos coniitn<<s. (intramai. 

Ln aplicación retroactiva do oficio do la. lev 14.S21, on los supuestos on que 
dificulta la acción do desalojo, no puede ser impugnada, por vía del recurso 
extraordinario, por los beneficiarios del sistema que aquélla establece ( 1 ) . 



(i) J do diciembre. Fallos: LM2: 47C>; 1M0: 101. 



HOJA COMPLEMENTARIA 

Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 




Corte Suprema de Justicia de la Nación 

SE PÚBLICA ARGEMTINA 
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Esta hoja complementaria se encuentra a los efectos de permitir 
la búsqueda por página dentro del Volumen. 
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COSST1TUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

La privación de una instancia y la circunstancia de que la interpretación 
practicada para recular honorarios >e ajuste a los agravios de la contraparte, 
no afectan sustancialmcntc la garantía de la defensa en juicio. 



SARA JUANA RAMIREZ de SCIIILLACI v. INSTITUTO NACIONAL 

de PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

No procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la justicia del 
trabajo que, con firmando la resolución del Instituto Nacional de Previsión 
Social, deniega el beneficio de la jubilación por invalidez pretendido por 
la recurrente si, en presencia de los términos de la historia clínica agregada 
a los autos a requerimiento de la Corte, el agravio fundado en la insuficiencia 
del informe de los facultativos de dicho organismo no resulta bastante para 
el otorgamiento de la apelación 

JUBILACION Y PENSION. 

La intervención, en causas sobre jubilación por invalidez, de los facultattivos 
del Instituto Nacional de Previsión Social para comprobar si la incapacidad 
verificada de la recurrente se ''retrotrae a la fecha del primer cese" de sus 
actividades laborales, tiene fundamento en lo dispuesto en el art. 21 de la 
ley 14.370. 



MARIO LEONCIO RENABBI 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Cómputo de servicios. 

La prohibición prevista en el art. 10 del decreto reglamentario de la ley 
1 1 .92-*} no rige con respecto a los alumnos o "cadetes" de las tres escuelas 
militares de la Nación, desde que ellos forman parte del personal en servicio 
activo de las fuerzas armadas y adquieren, con su incorporación a dichos 
institutos, "estado militar", siendo independiente de esas calidades la cir- 
cunstancia de que los respectivos servicios no sean remunerados a sueldo. 
En consecuencia, si los servicios cuestionados son computables en el caso 
para el retiro del Ejército y el interesado no percibe suma alguna en concepto 
de "retiro militar", por lo que no se presenta la situación prevista en el art. 
58, in fine, de la ley 4349, aquéllos deben ser computados a los fines del 
beneficio jubilatorio. 

Dictamen del Procurador General del Trabajo 
Excma. Cámara : 

El problema traído a decisión de V. E., mediante el recurso de apelación 
interpuesto contra la resolución de fs. 38, i*adica en establecer, si son o no com- 



(!) 2 de diciembre. 
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putablcs los servicios prestados por el apelante, como cadete del Colegio Militar 
de la Nación, certificados a i's. 17. 

El 14 de febrero de 1952, el Sr. Mario Leoncio Benabbi — fs. 20— solicitó 
ante la Sección-ley 4349, el beneficio de jubilación por retiro voluntario, denun- 
ciando para ello, servicios prestados en el Instituto Geográfico Militar, Minis- 
terio de Obras Públicas, Ministerio de Marina y de Ejército, además de 3 años, 
10 meses y 12 días como cadete del Colegio Militar. 

La Caja, por resolución de fecha 15 de abril de 1952, declaró (pie, con las 
constancias obrantes en autos, el peticionante había acreditado debidamente el 
derecho al beneficio solicitado, salvo en lo relativo al tiempo transcurrido en 
calidad de cadete becado en el Colegio Militar de la Nación, no obstante lo dicta- 
minado por el Sr. Asesor Iletrado a fs. 31, por no considerar computables dichos 
servicios, lo que así quedó con firmado posteriormente a fs. 35, ante un pedido 
de reconsideración presentado por el peticionante. 

Interpuesto recurso de apelación, éste fué concedido en los términos que lo 
autorizaba el art. 53 del decreto 29.1 7(i. 

Sostiene el Instituto — fs. 1S0/S7 — (pie la situación de becado del Sr. Benabbi, 
en el tiempo en (pie prestó servicios en el Colegio Militar de la Nación, está 
demostrando, (pie tal prestación no fué remunerada, ni tiene carácter de salario, 
dado que la beca, no se concede por una prestación de servicios, sino en función 
de ayuda o colaboración económica por alguna situación de mérito del benefi- 
ciario o bien al solo y exclusivo fin de permitir que el becado pueda cursar deter- 
minados estudios. Que, por otra parte, el art. l(i del decreto reglamentario <le la 
ley 11.923, excluye del concepto "sueldo", las asignaciones pagadas en carácter 
de becas cualesquiera sean las obligaciones que ella imponga al becado. 

El recurrente en el extenso memorial de fs. 1SS/93, trata de demostrar el 
error interpretativo en que han incurrido la Caja y el Instituto, al proceder a la 
negativa del pedido formulado. 

Analizados los antecedentes (pie obran en autos, mi opinión va emitida en 
sentido favorable a la tesis propugnada por el recurrente, por encontrarla per- 
fectamente ajustada a derecho. 

El art. 5S de la ley 4349 dispone, (pie no se computarán a los efectos de la 
ley, los servicios prestados a las municipalidades o en las administraciones de 
provincias, ni tampoco los desempeñados en el Ejército, cuando éstos fueren 
retribuidos con retiro militar, vale decir, en el único caso en (pie los servicios 
militares quedan excluidos de la computación, es cuando ellos puedan ser retri- 
buidos con un retiro militar. La ley, pues, no establece ninguna otra causal de 
exclusión y por ello mi> ¡io, la reglamentación, no pudo establecerla, ya (pie en 
tal hipótesis, el 1\ E. habría excedido las facultades que le confiere la Constitu- 
ción Nacional en su art. K(>, inc. 2". En este orden de ideas, pues, resulta de 
meridiana claridad, (pie cuando se trata de computar servicios militares y civiles 
para la obtención de un beneficio autorizado por la ley 4349, la computación de 
los primeros son ineludibles e inexcusables, a menos que pudieran servir para el 
goce de retiro militar. En la especie, según certificación de fs. 1S, se acredita 
(pie al recurrente no se le liquida ningún retiro militar. 

Xo obstante la circunstancia de tratarse de servicios prestados como Cadete 
del Colegio Militar de la Nación, no cabe duda alguna, (pie se computan como 
servicios militares a los efectos del respectivo derecho al haber de retiro, como 
así lo dispone la ley 13.99(5 en su art. 91, inc. 3'\ 

Según el Instituto, el obstáculo (pie se opondría a la computación de tales 
servicios, fincaría en lo normado en el art. Ib* del decreto reglamentario 55.211/35, 
ya que no se trataría de servicios remunerados a sueldo. 

En mi opinión, se ha buscado un impedimento, en donde no existe como tal 
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o por lo menos, con una extensión que la reglamentación no le ha asignado, como 

causal denegatoria de lo solicitado por el recurrente. 

El art. 16 citado se refiere al concepto "sueldo", a los tinos de la ley y del 
propio decreto, es decir, a lo que debe entenderse como tal, a electos de establecer 
el promedio del haber jubilatorio y la obligación de efectuar aportes, excluyendo 
de aquél, lo asignado en carácter de becas, atento su naturaleza, que en cierto 
modo, implica una especie de viático que el Estado otorga a determinadas perso- 
nas, para que solventen los gastos de estadía, movilidad, manutención, etc., a fin 
de perfeccionar estudios, ahondar investigaciones, etc., tanto en el país, como en 
el extranjero. Ello explica la exclusión, toda vez, que se trataría de sumas entre- 
gadas al solo efecto de resarcir los gastos que ocasiona el fin perseguido al con- 
ceder la beca. Pero lo que la reglamentación prohibe, es que tales sumas se 
consideren como "sueldo", a los fines de incrementar la asignación lijada por 
presupuesto al agente de la administración nacional, bancos oficiales y reparti- 
ciones autónomas, como contraprestación al servicio prestado. Téngase por bien 
entendido, que lo no computable es la suma de dinero entregada en concepto de 
beca, y no el servicio prestado, pues éste, no puede dejar de ser computable 
porque no se haya abonado sueldo, si es que aun los servicios honorarios prestados 
a la Nación son computables, por expresa disposición del art. 9 de la ley 14.069. 
Extremando aún más la argumentación bien puede decirse que la prohibición 
sólo funciona para los servicios de carácter exclusivamente civil, mas no respecto 
de los de carácter militar, sometidos a un régimen propio, que aun cuando no se 
hagan valer en su totalidad para la obtención de un beneficio consagrado en la 
ley específica, no por ello pierden su individualidad y carácter, cuando se trata 
de su computación y reconocimiento para el amparo de otro régimen previsional. 
Si la ley reconoce como militares, los servicios prestados como cadete del Colegio 
Militar de la Nación, sin discriminaciones, la computación no es dudosa, aun en 
el supuesto de que los mismos se consideren a exclusivo fin de fijar el haber 
de retiro y su graduación y no se alcance a éste, por haber pasado el titular 
a prestar otra clase de servicios amparados en otro régimen, ya que bajo el 
establecido por la ley 4349, no serían computables, en el único supuesto de que 
hubieran sido retribuidos con aquel retiro. 

Recordaba el Sr. Asesor Letrado en el dictamen de fs. 31, que el cómputo 
de servicios militares debió hacerse sin restricciones, cuando se intentaren hacer 
valer bajo el régimen de la ley 4349, resultando por ello inaplicable lo dispuesto 
en el art. 2<>, ine. d), del decreto 2(5.214/44 — ley 12.921 — y argumentaba así, 
por cuanto lo normado en ese decreto regía para los Agentes Civiles de la Nación 
y se refería a las sumas que no estaban sujetas a aportes forzosos así como de la 
fijación de futuras prestaciones. 

Por las razones expuestas y dando por reproducidas las que luce el memo- 
rial de fs. 188/93, es que en mi opinión corresponde revocar la resolución re- 
currida. Despacho, 14 de mayo de 1958. — Víctor A. Sureda Graells. 

Sentencia i>e la Cámaka Nacional i>e Apelaciones del Trabajo 

En la ciudad de Buenos Aires a los 27 días del mes de mayo del año 1958, 
reunidos en la Sala de Acuerdos, bajo la Presidencia de su titular Dr. Mario 
Videla Morón y los Sres. Vocales Doctores Electo Santos y Armando D. Machera, 
a fin de considerar el recurso deducido contra la resolución de fs. 38 y vta., se 
procede a oír las opiniones de los Señores Vocales en el orden de sorteo practi- 
cado al efecto, resultando así la siguiente exposición de fundamentos y votación. 
El Dr. Videla Morón dijo: La resolución apelada del Instituto Nacional de Pre- 
visión Social de fs. 38 y vta., desestima el pedido de computación de 3 años, 10 
meses y 12 días de servicios militares prestados como cadete del Colegio Militar 
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de la Nación, on razón del carácter de becado del alumno y hallarse excluidos del 
régimen de la ley 4.Í4Í) los bocados, de acuerdo a lo dispuesto por la última 
parte del art. 1(¡ del decreto reglamentario de la ley 11.923. 

ley 4349, en cuanto al ámbito de aplicación, reviste el carácter de ley 
especial y tiene por sujeto el llamado "afrento civil de la Nación", mas no todas 
sus disposiciones están referidas exclusivamente a él. 

Efectivamente, el art. 58 de esa ley, no se refiere al "aérente civil de la Na- 
ción", pues dice: "No se computarán, a los efectos de esta ley, los servicios 
prestados en las municipalidades o en las administraciones de provincia, ni tam- 
poco los desempeñados en el ejército, cuando éstos sean retribuidos con retiro 
militar". 

El decreto-ley 0:510/4(1, en lo referente a sus materias, es también una ley 
especial, poro en cuanto atañe a la extensión do su aplicación, es irenoral. Esta- 
blece, entro los diversos aspectos do la previsión contemplados en su texto, un 
sistema do reciprocidad en el reconocimiento y computación de servicios para todos 
los redímenos jnbilatorios incluidos en él, ya sea por estarlo expresamente dispuesto 
por la ley, ya por habéis*» incorporado al sistema la provincia o el municipal 
rospoot ivo. 

Este sistema, por el cual resultan válidos para el otorgamiento de un bene- 
ficio emanado do un instituto provisional, los servicios correspondientes a otro 
u otros regímenes jnbilatorios, existía ya en la ley 4:'4í). aunque en forma lici- 
tada, restringida y unilateral, sin mención alguna tío reciprocidad en el trata- 
miento, con respecto a "los desempeñados en el Ejército" cuando éstos no sean 
retribuidos <*on retiro militar. 

La ley 1X99Í;, orgánica do las fuerzas armadas de la Nación, fué reglamen- 
tada en sus distintos anexos y en el referente a "Retiro", por el decreto "Jó. 040 
del 24 do setiembre do 1950 (A. L. A. Xl-A., 20!S), modificado por el 1 1 .1**21 del 
21 do noviembre do 1952 (A. E. A. NI 1 1 - A-259 ) , estableciéndose, en su art. 42, 
con imial criterio limitado, restringido y unilateral, lo siguiente: "Serán compu- 
tables, al >olo efecto de determinar la graduación del haber de retiro del personal 
del cuerpo de comando y del cuerpo profesional que pase do la sit ilación de 
actividad a la de retiro efectivo, los siguientes: 1 n ) Los servicios civiles, recién 
cuando el causante haya cumplido (punce años simples de servicios militares y 
siempre (pie dicho* servicios civiles hayan sido prestados antes do su ingreso al 
Ejército y en la Administración Nacional exclusivamente". 

El carácter especial de los servicios, o sea : el de los militares tenidos en 
cuenta por el art. 58 do la ley 4"t4í), como el do los civiles aludidos por el art. 42 
de la reglamentación di* la ley l."J.99(i, sólo puede ser calificados por el régimen 
propio de la actividad a la cual pertenecen y así pues, respecto a los "militares", 
cabe señalar. 

La ley 13.990, en su art. 34 dice: "El personal militar dentro de la eseala 
jerárquica será agrupado en las categorías de personal superior, personal subal- 
terno y personal de alumnos con las clasificaciones (pie al respecto determinan los 
anexos 1 y 2" y en el anexo 2 so establecen las "equivalencias de ^rado en el Ejér- 
cito, Marina de (iuorra y Aeronáutica Militar (en las escuelas de reclutamiento 
incluyéndose, específicamente, a los "cadetes" de las tros escuelas militares de la 
Nación como personal activo de las fuer/as armadas, y en el decreto 20.493 del 
12 do octubre de 1951 (A. L. A. XlI-A-200), al referirse a la "Constitución 
del Ejército", señala, en su artículo V-, inc. 2'\ ap. 3v, como parte integrante del 
Ejército permanente: "El personal de alumnos de escuelas o institutos do reclu- 
tamiento de personal superior y subalterno de cabos del ejército", en el 4*\ inc. :V-\ 
confiero "estado militar" a dicho personal de alumnos. 

El carácter de "becado" del cadete, motivo de la objeción hecha por la Caja 
y el Instituto para fundar su denegatoria a la computación, que se apoya en la 
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exclusión prevista por el último apartado del art. Ib' del decreto reglamentario de 
la ley ll.í)2.*>, sólo puede funcionar para el personal comprendido específicamente 
en la ley 4349, o sea : el agente civil de la Nación y no por aquél regido por otros 
regímenes jurídicos, como lo es el incluido por la ley 13.í)í)í) y sus reglamentaciones, 
por lo tanto, no puede ser aplicado a la situación contemplada por el art. 58 de la 
ley 4349 la cual sólo exige, para la excepción prevista, el no ser retribuido el 
servicio con retiro militar, vale decir: no haber sido utilizado para el otorga- 
miento de ese beneficio. 

La índole especial del servicio, sea ''becado" o no el cadete, difiere, en cuanto 
a su situación, a la de los alumnos correspondientes a otras escuelas de estudio 
y a los "becados" pertenecientes a otros órdenes de actividades, pues los alumnos 
de las escuelas militares de la Nación adquieren, al incorporarse, estado militar, 
quedando sujetos a las leyes ordenadoras de dicho estado, y forman parte del. 
personal permanente del arma respectiva, en servicio activo, sin ser necesario, 
para acreditar esa situación, el goce o no de una asignación mensual. La compu- 
tación de servicios nace en razón del servicio prestado y del carácter específico del 
mismo, y no por el hecho de una retribución económica. 

En el orden civil existe, sin embargo, una situación, aunque no análoea, 
semejante en este aspecto particular: la de los servicios "ad honorem" y la au- 
sencia de sueldo no ha sido óbice para determinar su computación. 

l^i "beca**, concedida en el orden civil, importa arbitrar los medios para el 
estudio o investigación por el agraciado, sin gastos a su cargo, ni otra obligación, 
salvo la de cumplir con el fin perseguido de perfeccionamiento profesional; mas 
la "beca*', en el orden militar, aunque exima de gastos al cadete, sólo tiene en lo 
interno significación, pues el alumno sigue sujeto, a igual del no becado, a la 
prestación de servicios y sujeto a las reglamentaciones impuestas dado su estado 
militar y por pertenecer al personal permanente de las fuerzas armadas, con 
iguales deberes y obligaciones. 

El recurrente, en verdad, hace en su memorial de fs. 188/93, un concienzudo 
estudio del problema y establece, con claridad, cual es la real diferencia entre la 
situación del "becado** en el orden civil y la del "cadete becado" como así también 
de los antecedentes administrativos invocados por la Caja y el Instituto para 
decidir la cuestión. Comparto su criterio, y me remito a lo expuesto en dicho 
memorial, a fin de evitar inútiles repeticiones. Otro tanto declaro respecto a la 
opinión vertida por el Sr. Procurador General, en su dictamen de fs. 194/90. 

Por lo dicho, voto por la revocación de la resolución apelada, haciendo lugar 
a la computación de servicios pedida por el recurrente. 

Los Doctores Santos y Machera dijeron: que compartiendo los fundamentos 
del vocal preopinante, se adhieren al mismo. 

Por lo que resulta del precedente Acuerdo, el Tribunal resuelve: Revocar el 
fallo recurrido, haciendo lugar a la computación de servicios pedida por el re- 
currente. — Mario E. Vidria Moró». — Electo Santos. — - Armando David Ma- 
chera. 

Dictamen del Puocukadoii General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido a fs. 204 es procedente, 
por haberse puesto en cuestión la inteligencia de normas fede- 
rales y ser la decisión definitiva del superior tribunal de la causa 
contraria a las pretensiones del apelante. 
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Kn manto al fondo de] asunto, opino que los agravios del 
Instiluto recurrente no son admisibles. 

Ln efecto, según resulta de la constancia de fs. 17, revisten 
carácter militar y son eomputables para el retiro en el ejército 
los servicios prestados como cadete por el señor Alario Leoncio 
Benabbi en el Colegio Militar de la Nación. 

Pero por otra parte, diebos servicios no han originado en ol 
prosento caso ningún beneficio de retiro militar a favor del peti- 
cionante, conforme se acredita con el certificado de fs. 18. 

En estas condiciones, la situación de autos encuadra en las 
provisiones del art. T>S de la ley 4:i4í), a lo que cabe agregar <|ue 
la disposición del art. 1(5 del decreto reglamentario de la ley 
1 1 .í*--n invocada por el Instituto Nacional de Previsión Social, 
resulta extraña a la cuestión «pie aquí se discute. 

( 'orrespondo, por tanto, la confirmación de la sentencia ape- 
lada en cuanto pudo sor materia del recurso extraordinario. Bue- 
nos-Aires, ^'2 de setiembre de 1908. — Ramón I,asc<nm. 

FALLO DK LA COKTK SITK KM A 

Buenos Aires, 4 de diciembre do 1 !>.")!). 

Vistos los autos: "Benabbi, Mario Leoncio s jubilación", en 
los que a I's. 204 se ha concedido el recurso extraordinario contra 
la sentencia de la ('amara Nacional de Apelaciones del Trabajo 
do focha 27 de mayo de líKIS. 

( 'onsidcrnndo : 

(¿no el Instituto Nacional de Previsión Social ( fs. .*>S) aprobó 
ol proyecto de resolución (devado por la Junta Seccional de la 
ley 4)U!), por l cual so aconsejó que no debía computarse, a los 
(doctos do la jubilación acordada a don Mario Leoncio Benabbi, 
el lapso durante el cual ol interesado prestó servicios en el Cole- 
gio Militar de la Nación como cadete "bocado", por cuanto tal 
situación — en opinión de la Caja — se halla excluida del cómputo 
jubilatorio en virtud de lo dispuesto por el art. 1(¡ del decreto 
reglamentario de la ley ll.í>-.*> (fs. ,T>). 

( t )ue la Cámara Nacional do Apelaciones del Trabajo (fs. 
1Í)7/1Í)!>) revocó ese pronunciamiento, por considerar (pie la exclu- 
sión establecida por aquella norma sólo se refiere al personal 
específicamente comprendido en ol régimen de la ley 4.*?4í) y 
no al regido por la ley K>.9!Hi ,orgániea de las fuer/as armadas) 
y sus reglamentaciones, añadiendo que el art. T)8 do la ley 4.'U9 
sólo excluye del cómputo jubilatorio los servicios desempeñados 
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en el ejercito en el caso de que estos sean retribuidos con retiro 
militar, lo que no ocurre en el caso. 

Que contra esa sentencia interpuso recurso extraordinario 
el apoderado del Instituto Nacional de Previsión Social, fundado 
en que el art. l(i del decreto reglamentario de la ley 11.923 "no 
hace distingos de ninguna naturaleza y dispone con toda clari- 
dad que no son computables los servicios prestados como becado" 
(fs. 2017203). 

Que el recurso extraordinario es procedente desde el punto 
de vista formal en virtud de haberse cuestionado en autos la 
inteligencia y aplicación del art. 1(> del decreto reglamentario de 
la ley 11.923 y ser la sentencia recurrida contraria al derecho 
que el apelante funda en dicha norma federal (art. 14, inc. 3 9 , 
de la ley 48). 

Que como lo establecen, con exactitud, tanto el dictamen del 
Señor Procurador General del Trabajo (fs. 194/196) como la 
sentencia en recurso, la prohibición prevista en el art. 1(5 del 
mencionado decreto reglamentario no rige con respecto a los 
alumnos o "cadetes" de las tres escuelas militares de la Nación, 
desde que ellos forman parte del personal en servicio activo de 
las fuerzas armadas (ley 13.99(>, art. 34, anexo 2) y adquieren, 
con su incorporación a dichos institutos, "estado militar" (de- 
creto 20.4í)3/f)l, art. 4 P , inc. 3 9 ), siendo independiente de esas 
calidades la circunstancia de que los respectivos servicios no sean 
remunerados a sueldo. 

(¿ue en esas condiciones, habida cuenta que los servicios cues- 
tionados son computables para el retiro del Ejército (ver fs. 17) 
y surgiendo de autos (fs. 18) que el interesado no percibe suma 
alguna en concepto de * i retiro militar", por lo que no se presenta 
la situación prevista por el art. 58, in fine, de la ley 4349, cabe 
concluir que aquellos deben ser computados a los fines del be- 
neficio jubilatorio solicitado. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 197/108 en lo que ha sido materia 
de recurso extraordinario. 

Alfredo Ohgaz — Benjamín 7 Villegas 
Basavilbaso — Luis María Boffi 
Boggeho — Julio Oyhanarte. 
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CARLOS ALFKKDO (i ATICA 

JVRISDICCIOS Y COMl>ETEXC¡A: Compvtvnvin militar. 

Conformo a lo dispuesto v\\ v\ art. IOS, \ w . V\ riel Código de Justicia Militar, 
correspondo conocer de la causa a la justicia militar, y no a la federal, 
si los hechos comprobados importan la comisión de delitos y tallas esencial- 
mente militares, previstos y penados en el Título III del Códiiro citado (De- 
litos contra la disciplina). 

I) IOTA ME X DKL PlíOíTIÍADOlí (iKXKUAl, 

Snpi'oina Corte : 

La mera circunstancia do quo los hechos que originaron estos 
actuados se* hayan desarrollado en luuar ajeno a la jurisdicción 
militar no resulta óbice para (pie la justicia castrense deba enten- 
der (Mi su juzgamiento, pues los mismos fueron cometidos por 
personal militar y con violación de normas previstas exclusiva- 
mente en el Código de Justicia Militar (art. IOS, inc. 1°, del men- 
cionado código). 

En efecto, tal como ^urue de las actuaciones sumariales ins- 
truidas en la justicia federal y en la militar, el cabo V } oficinista 
("arlos A. (Jatica, al haber agredido de hecho al cabo 'J l) Juan C. 
López y con armas al conscripto Ateniio Carnero, en oportunidad 
en que este integraba una patrulla militar en actos de servicio, 
habría incurrido, prima fa<h\ en la comisión de los delitos de 
"abuso de autoridad" y resistencia "con actos de 1 violencia a una 
patrulla (pie procede en cumplimiento de una consigna 1 ' (arts. 
704 y (>71 (\ J. M.). En cuanto se refiere al cabo 2 9 Juan Carlos 
Juárez se hallaría incurso en el delito de "irrespetuosidad" 
(art. (>(>f) del C. J M.), por haber agraviado de hecho a su supe- 
rior fuera de acto de servicio. 

Estimo, en consecuencia, (pie corresponde resolver el presente 
conflicto declarando competente a la justicia militar. Buenos Ai- 
res, 1Í5 de noviembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como lo demuestra el precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General, los beclios comprobados en las causas aí?rci?a- 
das por cuerda importarían la comisión de delitos y faltas esen- 
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cialmonto militaros, previstos y penados en el Título Til del Có- 
digo de Justicia Militar (Delitos contra la disciplina), cuyo juz- 
gamiento corresponde a los jueces castrenses, conforme ¡i lo dis- 
puesto en el art. 108, inc. 1", del Código citado. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador (Jcneral, se 
declara que el Sr. Juez de Instrucción Militar de Ushuaia es el 
competente para conocer de la causa a que se refieren las pre- 
sentes actuaciones. Remítansele estos autos y el expediente mili- 
tar n 9 70/1958; hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez 
Federal de Ushuaia, a quien se devolverá la causa n 9 519/1958. 

Alfredo Okgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Akistóbulo D. 
Akáoz de Lamadrid — Luis María 
Bofki Boüueko — Julio Oyita- 

XARTE. 



RAMON MENDOZA v. FABRICA i>k ACEITES RIOPLATKXSES 

KXUOU TO : Diligencia miento. 

Corresponde ni Juez en lo Comercia 1 do Registro do la Capital Federal tra- 
mitar los exhortos en que se soliciten informes sobre constancias existentes 
en el Registro Público de Comercio. Nada obsta a que los tribunales pro- 
vinciales se dirijan directamente al juez de la Capital que, a partir de la 
sanción de la ley 14.7(ií), tiene a su cargo el Registro donde constan los datos 
requeridos. 

Skxtkxcia m-:l Jckz Nacional pkl Traha.jo 

Huenos Aires, lf) de setiembre de 1959. 

Autos y vistos: para resolver el pedido de inhibitoria que planten el Sr. 
Juez Nacional de Primera Instancia en lo Comercial de Registro: (autos: Exhorto 
del Sr. Presidente del Tribunal del Trabajo n v 1 del Departamento de la Capital 
de la Prov. de Rueños Aires, exp. Mendoza Ramón c/ Fábrica de Aceites Kío pín- 
tense s/ indemnización por enfermedad). V considerando: 1) que estas actuaciones 
se originan en exhorto del Tribunal del Trabajo n" 1 del Departamento Capital 
de la Prov. de Huenos Aires, por el (pie se solicita se oficie al Registro Público 
de Comercio de la Capital Federal, a fin de que informe si la firma demandada 
"Fábrica de Aceites Ríoplatensc", con domicilio en la calle Lavnlle 2441 de la 
Capital Federal, subsiste inscripta como tal entidad, si se ha disuelto o si se ha 
transferido. 2) Que diligenciado el oficio, el Señor Juez Nacional de Primera 
Instancia en lo Comercial de Registro, éste contesta n fs. 4 vtn. devolviéndolo 
y solicitando que el suscripto tenga a bien inhibirse — por razones do competen- 
cia — y pase las actuaciones a su Juzgado, atento a que dicho oficio ha sido li- 
brado en un exhorto en el (pie se recaba información relativa a antecedentes que 
obran en el Registro Público de Comercio. l\) Que a fs. (i es oído el Sr. Agente 
Fiscal quien dictamina en sentido favorable a la competencia de este Juzgado; 
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criterio que comparto el suscripto. 4) Que así queda planteada en principio una 
cuestión <le competencia que debe resolverse de acuerdo a las normas legales en 
vigor (art. 124 inc. 7<-' del D. L. PJSf>/f>K; :ir l. de la ley l'J.!)4S; art. 4l>:i, 41!) y 
concordantes del ( od. de Procs. Civil y Comercial de la Capital. Por todo ello y 
i'undamentos del dictamen del Sr. Agente Fiscal; Resuelvo: 1) Ratificar la com- 
petencia del Juzgado para seguir entendiendo en estas actuaciones. 11) Hacer 
saber tal resolución al Sr. Juez que promueve la inhibitoria, requiriéndole, para 
que en caso de insistir dé por formada la cuestión de competencia, remitiendo 
los antecedentes a la Suprema Corte y requiriéndole se sirva hacer saber al sus- 
cripto, a la mayor brevedad, el trámite impreso a estas actuaciones. Ofícieso al 
efecto, con transcripción del presente y del dictamen fiscal de fs. (>. III) Hacer 
saber la cuestión promovida al Tribunal exhortante, a sus electos, exhórtese. — 
Juan Pedro Tamborema. 

DifTAMKN" ih-:i, Skñoií At.r.vn; Fiscal 

Señor Juez, : 

La presente cuestión de competencia por inhibitoria ha sido deducida por el 
Sr. Juez, en lo Comercial de Registro en la oportunidad de que el Sí*. Juez de 
Trabaje» a cargo del Juzgado n" *J!) le requiera los informes de que instruye el 
exhorto (pie le fuera librado en los autos "Mendoza Ramón c/ Fabrica de Aceites 
Ríoplatcnse s/ indemnización por enfermedad" (pie tramitan por ante el Tribunal 
del Trabajo n" 1 de Avellaneda, provincia de Rueños Aires y al respecto, estimo 
(pie en definitiva no existen razones que puedan fundamentarla desde que en la 
especie la rogatoria librada ha tenido lunar ante el Juez del tuero respectivo 
— Conf. art. .'> de la ley l'J.íMS- , tal como estatuyen los fallos de la Corte Su- 
prema Nacional insertos en ¡ai l.eu Repertorio \\ 11 p. Ü.~>í* y preconiza 
Fi:i{\ \N [»[■:/.. t'ntl. de i*tns. dril // Conureitd. ed. PU'J, p. M. citados en el dic- 
tamen transcripto. 

Por ello este Ministerio Fiscal considera (pie Y. F. puede aceptar las razones 
expuestas y desistir en consecuencia de la contienda procesal a (pie se refiere 
el Sr. Juez exhortado. Fiscalía. 2S de setiembre de 1 !>">*). ¡)ie<jo L. Htirroettivvña. 

Si:\tkn(I.\ m:l Jikz Nacional kn i .o Comkkci ai, ni: Rk<;isti;o 

Hítenos Aires. P l de octubre de 1 !):"><). 

Y vistos : 

(¿ue el Señor Juez Nacional de Primera Instancia del Fuero del Trabajo a 
cargo del Juzgado n" 'J!l oficia al suscripto, en cumplimiento del exhorto librado 
por el Señor Presidente del Tribunal del Trabajo n 1 ' 1 de Avellaneda (Provincia 
de P»uenos Aires) solicitando se le informe si la firma "Fábrica de Aceites Río- 
platcnse". con domicilio en la calle Lavalle J 141 de esta Capital subsiste ins- 
cripta como tal entidad, si se ha disuelto o si ha sido transferida, todo de acuerdo 
a las constancias existentes en el Registro Público de Comercio a cargo de este 
Juzgado. 

Que de acuerdo eon lo previsto por la ley n" 1 1.7(¡Í) del -\0 de setiembre de 10")S, 
el Registro Público de Comercio de la Capital Federal pasa a depender de este 
Juzgado, estando en consecuencia a cargo del suscripto intervenir en forma ex- 
clusiva en todas las actuaciones relativas al funcionamiento de aquél. 

Que por lo tanto, al suscripto incumbe ordenar la expedición de informes 
de antecedentes que obren en el Registro y por ello, para el debido cumplimiento 
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de la rogatoria de que se trata y velando por su propia competencia fué que 
requirió del Señor Juez oficiante la remisión de la misma. 

Que es Jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Xación que los 
exhortos deben ser diligenciados de acuerdo a las normas de competencia que 
para los jueces de la Capital Federal establecen las leyes respectivas, en cuanto 
expresa... "Que este último criterio lia sido aplicado por esta Corte Suprema 
en sus pronunciamientos de fallos 1ÍW: M50 concordante con lo resuelto en fa- 
llos: 10!): 247; 14G: 20 y oíros en el cual declaró además que correspondía al 
Tribunal requerido remitir, a su vez el exhorto al que fuera competente, a efecto 
de su tramitación...". "Que dicha solución, al mismo tiempo que permite dili- 
genciar debidamente los exhortos, respeta las normas legales establecidas para la 
competencia de los tribunales requeridos e impide que las rogatorias se distribu- 
yan según el solo arbitrio de los magistrados (pie las expidan" (La Lv)j\ 07: 251). 

Que no contradice sino lo refirma lo expuesto en fallos de la Corte Suprema de 
Justicia de la Xación, cuyo sumario, registrado en La Lrff, Repertorio XV IT, p. 
.'Jfií), cita el Señor Agente Fiscal (Fuero en lo Comercial) en mi dictamen de fs. 3 
y que se halla publicado en Fallos: 2'X\ : de aquel Alto Tribunal. 

Que en efecto, en dicha resolución la Corte Suprema de Justicia de la Nación 
dispuso que el pedido de informe formulado en la rogatoria en cuestión debía 
remitirse al juez que intervenía en los autos de cuyas constancias se trataba, 
por ser éste el único (pie podía disponer su expedición y para evitar la inútil 
interferencia de otro magistrado que no podía sino limitarse a librar oficio. 

Por ello, oído el Señor Agente Fiscal y de acuerdo con lo dispuesto en el art. 
24, inc. 7 ,} del decreto-ley 1285/58, atento la invitación formulada por el Señor 
Juez oficiante, insistiendo el suscripto en entender eii la diligencia del exhorto 
de referencia. 

Resuelve: Elevar las presentes actuaciones a la Corte Suprema de Justicia 
de la Xación, con nota de estilo. Hacer saber al Señor Juez Xación al de Primera 
Instancia del Trabajo a cargo del Juzgado n? 20 lo resuelto, librándose el perti- 
nente oficio con transcripción del presente. — Joan Christian Xiswn. 



DlCTAMKX DEL PliOCU HADOK Ci KXKTIAL 

Suprema Corte: 

Correspondo a Y. E. dirimir la presente contienda de com- 
petencia entre jueces de esta Capital por no existir un órgano 
superior jerárquico común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7 9 
del decreto-ley V2$')/'>8). 

De las constancias de autos surge que se trata de lo siguiente: 
en un juicio laboral que tramita por ante el Tribunal del Trabajo 
n 9 1 de Avellaneda (Prov. de Buenos Aires), se libra un exhorto 
al Juez Nacional del Trabajo n 9 29 de esta Capital, solicitando se 
oficie al Registro Público de Comercio de la Capital Federal a 
fin de que se informe al tribunal si la firma demandada subsiste 
inscripta como tal, si se ha disuelto, o si ha sido transferida. Dili- 
genciado el oficio, el Juez Nacional en lo Comercial de Registro 
devuelve el mismo, solicitando al juez del trabajo se inhiba de 
seguir entendiendo en la rogatoria, por razones de competencia 
— toda vez que se recaba información relativa a antecedentes 
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que obran en el Registro Público de Comercio— remitiéndole las 
actuaciones, a sus efectos. Kl juez oficiante no hace lugar a lo 
solicitado y ratifica su competencia, haciéndolo saber al magis- 
trado en lo comercial su resolución para que, en caso de insistir, 
dé por formada la pertinente cuestión de competencia. Al man- 
tener este su criterio queda la misma formalmente trabada y a 
consideración de la Corte Suprema. 

V. K. tiene declarado que no tratándose de diligencias que 
deban necesariamente ser cumplidas ante un juez determinado, 
los exhortos deben diligenciarse ante el tribunal que con arreglo 
a sus leyes procesales tenga competencia según la naturaleza de 
la causa en que lian sido librados (Fallos: i>:j:i : (5(5). 

Por aplicación, pues, de este criterio, y toda vez que el único 
que puede expedir el informe requerido es el magistrado a cuyo 
cargo exclusivo se encuentra el Registro Público de Comercio de 
la Capital Federal (art. 4 P , ley 14.7(59), pienso que corresponde- 
ría dirimir la presente contienda en favor de la competencia del 
Juez Nacional de Primera Instancia en lo Comercial de Registro 
de la Capital Federal, a quien deberá remitir el juez nacional del 
trabajo la rogatoria en cuestión, a efectos de su diligenciamiento. 
Buenos Aires, 20 de octubre de lí)f)í). — lUunón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1í)j9. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, como dictamina el Sr. Procurador General, el Sr. Juez 
en lo Comercial de Registro de la Capital es el competente para 
tramitar el exhorto a que se refieren estas actuaciones, pues en 
la Capital Federal, desde la sanción de la ley 14.7(50, lo referente 
al Registro Público de Comercio está a cargo del Juzgado creado 
por el art. 4 9 de dicha ley. 

Que, además, se da en el caso una circunstancia similar a la 
que esta Corte tuvo presente en Fallos: 2.'v>: (58, pues ocurre que 
tratándose de informes a expedir sobre la base de constancias 
existentes en el Registro Público de Comercio, ningún otro tri- 
bunal podría cumplir el requerimiento con prescindencia del juz- 
gado de Registro. Se trata, en definitiva, como lo expresó esta 
Corte en el precedente antes mencionado, de evitar 4 4 un proce- 
dimiento indirecto que sólo importaría complicaciones y trámites 
dilatorios y completamente inútiles", pues nada obsta a que el 
tribunal provincial exhortante se dirija directamente al juez de la 
Capital que tiene a su cargo el Registro donde constan los datos 
requeridos. 
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Por elló y lo concordaiitcmentc dictaminado por el Sr. Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Co- 
mercial de Registro de la Capital es el competente para tramitar 
el exhorto a que se refieren estas actuaciones. Remítansele los au- 
tos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional del 
Trabajo, quien deberá enviar al Sr. Juez de Registro la rogatoria 
en cuestión. 

Alfredo ürgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — A kisto bu lo D. 
AiíÁoz de Lamadrid — Luis María 

BOFKI BOGGHRO JULIO OyhA- 

narte. 



FRANCISCO GIT1KRREZ 

JUHISDICCIOX Y COMPKTh'XCIA: Competencia nacional. Causas penales. 
Casos varios. 

Puesto que la obligación de incorporarse al servicio militar debe cumplirse 
con la presentación en el asiento de la unidad correspondiente, el conoci- 
miento de la presunta infracción al art. 29 del decreto-ley 29.375/44, ley 
12.91 i), corres])onde a la justicia federal de San Martín, Provincia de Buenos 
Aires, en cuya jurisdicción se encuentra ese lugar; y no a la de Bell Ville, 
Provincia de Córdoba, donde se halla el último domicilio anotado en la li- 
breta de enrolamiento del infractor. 



Skxtkxcia i»ki, Jlkz Fki>khal 

Bell Ville, 2:* de junio de 1959. 

Autos v vistos: la causa incoada en contra del ciudadano Francisco Gutiérrez, 
clase 1937/ Distrito Militar 44 (Bell Ville, Córdoba), matrícula 6.544.829, do- 
miciliado en Sargento Cabral s/n., Bell Ville (Cha.), p. s. a. de inf. al art. 29 
de la ley 12.913; y 

Considerando : 

Que se le imputa al menor Francisco Gutiérrez no haber comparecido opor- 
tunamente al "Primer Grupo de Artillería Liviana de Campaña Motorizada — Ciu- 
dadela — (Bs. As.)", que debió cumplimentar una vez producida la recepción del 
telegrama librado por el I). Militar 44 en fecha 17/2/59. 

Se trata, así, de una infracción que se comete por omisión de diligencias 
que deben cumplirse. "Lo que acontezca en el fuero interno del agente es penal- 
mente irrelevante mientras no se exteriorice en un acto que la ley reprima, y es 
por ello que carecen de significación jurídica el momento y lugar en que aquél 
adoptó la decisión de violarla. Que conforme a la citación de fs. 2 del proceso 
el imputado debió presentarse el 18 de nov. de 1949 en el Regimiento X" 4 de 
Artillería, sito en esta capital. Que encontrándose el lugar de comisión de la 
infracción dentro de la jurisdicción territorial del Juzgado Xacional de la ciudad 
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do Córdoba, os a éste al que lo correspondo conocer en la misma — argumento del 
art. ;Sf) primera parle y correlativos del Cód. de Proe. en lo Criminal de la Nación" 
(IIkkkwa Saturnino, Cámara Federal de Córdoba, diciembre 14/!);YI). 

Por ello, siendo la jurisdicción criminal improrrogable (art. lí) del C. de 
P. P.) y jurisprudencia del superior citada, 

Resuelvo : 

1*) Declarar la incompetencia del Tribunal para conocer en la presente 
causa que deberá remitirse al Señor Juez Federal de San Martín ( Hs. As.); sin 
costas por ser pronunciamiento de oficio; ■_>'■') Cna vez firme comunicar esta re- 
solución al I). Militar 44 con copia de la misma, poniendo a disposición del 
magistrado competente al supuesto infractor. — Luis /•'. (¡arzón Femara. 



Skntknu a i»ki. Jui.z Fi:m:rai, 

San Martín, 11 de setiembre de 1959. 

Autos y vistos : 

Para resolver sobre la competencia de! .Juzgado para entender en estos 
obrados ; 

Considerando : 

Que como lo ba resuelto la Corte Suprema "el conocimiento de la infracción 
cometida contra la ley 12.91 :t. por parte de quien no se habría presentado a 
cumplir el servicio militar (pie le correspondió por sorteo, compete al Juez Na- 
cional del último domicilio anotado en la libreta de enrolamiento de dicho ciuda- 
dano, independientemente del procedimiento seguido por las autoridades militares 
para convocarlo y del lugar en que aparecería cometida la in tracción". T. 228, 
p. .522. 

Que, por consiguiente, siendo el último domicilio anotado en la libreta de 
enrolamiento del ciudadano (iuliórrcz, la calle Sargento Cabial s/n de la ciudad 
de Hell Yille (Córdoba), la infracción que se investiga compete al Señor Juez 
Federal de dicha Ciudad, sin que obste a tal conclusión la circunstancia de haber 
sido citado por la* autoridades militares al domicilio de San Fernando y que 
debiera presentare a Cindadela, todo por aplicación de la doctrina sentada por 
la Corte en el fa 1 » de mención. 

Por ello y oí- » el Sr. Procurador Fiscal, 

Hosuelvo : 

Declarar la incompetencia del suscripto para entender en el sub examen, 
remitiendo la causa al Sr. Juez Federal de Hell Aillo (Córdoba), a quien se 
invita, en caso de mantener la resolución de fs. i>. a dar por trabada la contienda 
negativa de competencia y elevar los autos a la Corte Suprema para que la 
dirima. — Raid Horario Ríos Centeno. 

Skntknua i>kt, Jukz Fki>kkai, 

Hell Yille. ") de octubre de 1909. 

Autos y vistos: La declaración de incompetencia formulada a fs. 7 por el Sr. 
Juez Federal de primera Instancia n v 1 do San Martín (Hs. As.) y la consi 
guíenle devolución do estos obrados a este Tribunal; y 
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Considerando : 

Que la circunstancia de que el art. 11 de la ley 11.386 disponga que el último 
domicilio es el único válido "a los efectos militares y electorales que establezcan las 
leyes respectivas", no importa derogación o modificación de las reglas generales 
establecidas por la ley o por la doctrina sobre la competencia judicial en materia 
de delitos. 

El lugar donde se comete el hecho es el que primeramente determina la juris- 
dicción (art. 2.i, inc. del Código de Procedimientos Penales v art. 3 9 , inc. 3?, 
ley 48). 

Los delitos de simple omisión están caracterizados, según Soler, por no hacer 
lo que la ley manda. "Entonces al delito lo constituye el no hacer: éstos Bon los 
llamados delitos de omisión, simple omisión, o delitos de omisión propiamente 
dicho. De ellos tenemos ejemplos en el hecho de no presentarse para el enrola- 
miento, de no denunciar un delito estando obligado a ello, etc." (Derecho Penal 
Argentino, p. 291, ed. 1<)4<)>. 

Los delitos de omisión se consuman donde el acto omitido debe cumplirse. 
El art. 2Í) de la Ley Orgánica del Ejército impone a todo argentino varón la 
obligación de prestar servicio militar en tiempo de paz; el art. 51, a su vez, 
castiga al "argentino que no se presente sin causa justificada en la fecha fijada 
para cumplir con sus obligaciones de la conscripción". Vale decir, se pune la no 
presentación en el lugar (pie la autoridad militar fija. No cumpliría el ciudadano 
que se presentara en otra anidad distinta de la que le ha sido indicada en el aviso 
de presentación. Por ello es indiferente el domicilio que figura en su libreta para 
determinar la jurisdicción competente que debe entender en el juzgamiento de su 
omisión, pon pie ese domicilio sólo fija un domicilio válido para efectos pura- 
mente militares o políticos, pero no para atribuir jurisdicción en caso de delitos. 
Si así no se decidiera, habría que concluir que determinados delitos de comisión, 
por ejemplo: — la mutilación (art. 820, Código de Justicia Militar) — deben 
ser juzgados por el juez con competencia en el último domicilio que figura en 
la libreta de enrolamiento, hipótesis claramente contraria a todos los principios 
procesales sobre competencia penal.' No hay, pues, dentro del art. 11 recordado, 
nada que obsta a la aplicación de los principios generales sobre jurisdicción y 
competencia en materia penal, los cuales subsisten en su integridad por no haber 
sido modificados expresamente por ley positiva. 

Que resulta de la copia del telegrama obrante a fs. 1 que el ciudadano Fran- 
cisco Gutiérrez debía presentarse en el primer grupo de artillería liviana de 
campaña motorizado, sino en Ciudadela, provincia de Buenos Aires, lugar donde 
tiene jurisdicción el Sr. Juez Federal de San Martín. 

Por ello y oído el Sr. Fiscal, Resuelvo: Declarar la incompetencia ratione 
loci del Juzgado a mi cargo y tener por trabada la cuestión, a cuyo efecto se ele- 
varán estos autos a la Corte Suprema de Justicia para la definitiva decisión del 
conflicto (art. 24, inc. 7<\ del decreto-ley 1285/58, Ley 14.4(i7). — Luí» F. 
(¡arzón Fcrreyra. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La infracción que ha dado lugar a la presente causa debe es- 
timarse cometida — como todos los delitos de omisión — en el lu- 
gar donde correspondía realizar la acción exigida por las dispo- 
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sicionos lógalos portinentos, osto os, en ol oaso, on ol asiento do la 
unidad militar a la que dobía incorporarse ol imputado. 

Estimo pues, quo os competente, para entender en ol proceso, 
ol Señor Juez Federal de San Martín, en cuya jurisdicción se 
encuentra el lugar do referencia; sin quo a ello obste la disposi- 
ción contenida on ol art. 11 de la ley 1 1.-Í8(>, quo, como lo demues- 
tra ol Señor Juez Federal de Bell Villo a fs. lü, no tiene relación 
con la cuestión debatida en autos. Buenos Aires, í) de noviembre 
de lí)óí). — Ramón Luscano. 

FALLO DE LA COKTK Si PH KM A 

Buenos Aires, 4 do diciembre de lí>f)í). 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Sr. 
Procurador (Jcneral y con lo resuelto por esta ('orto on Fallos: 
lUO: 12, se declara que ol Sr. Juez Federal de San Martín, Pro- 
vincia de Buenos Aires, es el competente para conocer de esta cau- 
sa. Remítanselo los autos y bagase sabor on la forma do estilo 
al Sr. Juez Federal de Boíl Villo, Córdoba. 

Al riiK.no Okcaz — Bkn.iamíx Yiu.kcas 

BasAYIUíASO A IíISTÓIU'U) 1). 

Aráoz dk Lamai>i;ii) — Luis Maiíía 
Bopri BoíjGKko — dri,io Oyiia- 

XAHTK. 



¥ K K X A X J ) ( ) RAKTOLOMK 

JCIUSDICCIOX Y COM PETESCl A: Conflictos entre jueces. 

La disensión que plantea la resistencia, expresa o no, al di licénciamiento de 
rogativas entre 1 jueces de distinta jurisdicción, constituye una especie de los 
conflictos (Mitre magistrados (pie incumbe a la Corte Suprema solucionar, en 
ejercicio de su jurisdicción leiral. 

•JCRISDICCIOS Y COMPETEXCIA : CoufUvtos entre jtteees. 

Corresponde <pie el Juez de Instrucción Militar de Aeronáutica dé cumpli- 
miento, en el término de diez días, a lo solicitado por el Juez Federal de 
Bell Villo, Córdoba, on exhorto librado y reiterado en dos oportunidades — con 
requerimiento infructuoso, en otras tros, de la intervención do la Secretaría 
do Aeronáutica — en un juicio criminal cuyo trámite se encuentra interrum- 
pido por esa circunstancia ; y (pie, dentro del mismo término, informe a la 
Corte sobro los motivos determinantes de la demora. 
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Dictamen del Pi«ocrKAi>oi« (Jexeiíal 

Suprema Corto: 

Atento el incumplimiento de los reiterados oficios (fs. 340, 
342 y 344) dirigidos por el Señor Juez Federal de Bell Ville al 
Señor Juez de Instrucción Militar n 9 1 — de la Secretaría de Aero- 
náutica — procede emplazar a este último magistrado para que, 
en el término que Y. F. designe, remita las facturas originales 
que le fueron solicitadas y haga saber al Tribunal las causas de- 
terminantes de la demora (Fallos: 235: W>2, y los allí citados). 
Buenos Aires, 25 de noviembre de 1959. — Ramón Lasvano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que ante el Juzgado Federal de Bell Ville, Córdoba, tramita 
la presente causa, instruida a Fernando Bartolomé, por defrau- 
dación. En ella se dispuso, el 5 de agosto de 15)58, requerir del 
Sr. Juez de Instrucción Militar de Aeronáutica, a cargo del Juz- 
gado n 9 1 de esta ('api tal, la remisión de los originales de las fac- 
turas referentes al sumario n p 182, J. I. M. n (> 1, (causa Fiscal 
-7/57) instruido por la justicia militar con motivo de las irregu- 
laridades administrativas y en el manejo de fondos cometidas 
por Fernando Bartolomé en el líotel Colonia Villa Rumipal de 
la Dirección General de Ayuda Social Aeronáutica (fs. 339 vta./ 
340). Fl exhorto fue reiterado el 17 de setiembre de 1958 (fs. 341 
/342) y el 30 de abril de 1959 (fs. 343 344), sin que conste en la 
causa contestación alguna del Sr. Juez de Instrucción Militar. 
Fn ese estado, el Juez Federal resolvió dirigirse al Sr. Secretario 
de Aeronáutica de la Nación, a fin de que arbitrara las medidas 
necesarias para que el juzgado militar contestase el exhorto (auto 
de fecha l 9 de junio de 1959, fs. 34(5 vta./348). Fl requirimiento 
fue reiterado el 16 de julio (fs. 349 vta./350) y el 8 de setiembre 
(fs. 351 Z352). Al no obtener respuesta satisfactoria, el Sr. Juez 
Federal remitió las actuaciones a esta Corte, a los efectos de 
!o dispuesto en el art. 24, inc. 7 (¡> , del decreto-ley 1285/58, pues ' ' la 
demora en contestar el exhorto y sus reiteraciones por parte del 
Tribunal Militar impiden la prosecución de la causa penal M (ofi- 
cio de fs. 353). 

Que, como lo ha resuelto esta Corte en Fallos: 235: 351, 6Í52 
y otros, la disensión que plantea la resistencia, expresa o no, al 
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diligonciamiento do rogativas entro juoeos do distinta jurisdic- 
ción, constituyo una especio do los conflictos entro magistrados 
que incumbo a osta ('orto solucionar. 

Quo las constancias do la presento causa, resumidas on el 
considerando l 9 do esto pronunciamiento, ponen do manifiesto que 
el tramito del procoso criminal so halla efectivamente entorpecido, 
desde el ó de agosto do 1908, por la falta de contestación satisfac- 
toria a los exhortos dirigidos por ol Sr. Juez Federal a las auto- 
ridades militares. Como so ha resuelto on ocasiones semejantes, 
correspondo que esta Corto ponga término a tal situación, en 
ejercicio de la jurisdicción legal de (pie se halla investida (art. 
24, inc. 7", del decreto-ley l'JSÓ/óS, ley 14.4(57; Fallos: 242: 480; 
sentencias del 18 do setiembre y l(i de octubre pasados on las cau- 
sas C. (¡11, "Rabinovich, Saíifs. c Inarco S. H. 1.. s/ despido" 
y C. 7ó(), "('aja Nacional de Ahorro Postal s denuncia c/ Ma- 
nuel Armando Luna o Romero"). 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, so 
resuelve que ol Señor Juez do Instrucción Militar do Aeronáutica 
a cargo del Juzgado n 9 1 de esta Capital debe dar cumplimiento, 
en el termino de diez días, a lo solicitado en osta causa por ol So- 
ñor Juez Federal do Bell Yille, Córdoba y, dentro del mismo ter- 
mino, informar a esta Corto sobro los motivos determinantes de 
la demora. Con copia del oficio de fs. lió;?, del dictamen del Sr. 
Procurador General y de esto pronunciamiento, oficioso al Sr. 
-Juez de Instrucción Militar y al Sr. Secretario de Aeronáutica: 
devuélvanse los autos al Sr. Juez Federal de Bell Yille y resér- 
vense en Mesa de Futradas las copias pertinentes a fin de proveer 
al informe que deberá darse a esta Corto. 

Alkkkdo ()it<;.\z — Bkx.iamín Yit/lk<i\s 
Basavilhaso — Akistóhtlo 1). 
Akáoz dk Lamadiíid — Jruo 
Oyhaxaktk. 



EDUARDO CIIEDIEK 

JCHISDICCIOX Y COMPKTKM IA: Competencia nacional. Cansa* pruales. 
Delitos en perjuicio de los bienes a rentas de la X ación a de sus reparticiones 
a n túrquicas. 

Corresponde conocer de l;i causa a la justicia federal de la Capital, y no a la 
de instrucción de dicha ciudad, si las constancias del proceso permiten ¿uponer 
(pie la sustracción de mercadería que se investida habría ocurrido cuando ésta 
se hallaba depositada en jurisdicción de la Administración (¡eneral de l'uer- 
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tos, circunstancia de la que puede, cventualmente, derivarse responsabilidad 
patrimonial para la Nación. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Sí bien de lo actuado no resulta establecido con absoluta cer- 
teza en que lugar se habría llevado a cabo la sustracción que se 
denuncia, es decir si ello ocurrió en dependencias de la Adminis- 
tración General de Puertos o en circunstancias de ser trasladada 
la mercadería a la ciudad de Avellaneda, — donde se advirtió la 
falta — , los elementos de juicio obrantes en autos permiten, hasta 
el presente, considerar como más probable que las substracciones 
hayan ocurrido hallándose los elementos en la Administración 
General de Puertos, la que resultaría de tal modo sujeto pasivo 
del delito. Así se desprende de las declaraciones testimoniales de 
fs. 9 vta., 12, y 12 vta. 

Considero, por lo tanto, que debe por ahora conocer de la 
causa el Señor Juez en lo Criminal y Correccional Federal (art. 
3 9 , inc. 3 9 , de la ley 48). Buenos Aires, 25 de noviembre de 1959. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando : 

Que, como dictamina el Sr. Procurador General, las constan- 
cias de la presente causa, apreciadas prima facie y en la medida 
necesaria para resolver la contienda planteada, permiten suponer 
que los hechos delictuosos a investigar habrían ocurrido cuando 
la mercadería se hallaba depositada en jurisdicción de la Admi- 
nistración General de Puertos. Como de tal circunstancia puede, 
cventualmente, derivarse responsabilidad patrimonial para la 
Nación, el conocimiento de la causa corresponde, por ahora, a la 
justicia federal —Fallos: 240: 417; 242: 510; 243: 143—. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General se 
declara que, por ahora, el Sr. Juez Nacional en lo Criminal y Co- 
rreccional Federal de la Capital es el competente para conocer 
de esta causa. Remítansele los autos y hágase saber en la forma 
de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Julio Oyhanarie. 
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JOSE KOBKKTO VAZQl'KZ 

JUIUSDK'CIOX Y C()M PETES (1 A : Competencia nacional. Causas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes // rentas de la Sación y de sus reparticiones 
autúrquicas. 

Corresponde» a la justicia nacional en lo correccional de la Capital, y no a la 
federal de dicha ciudad, conocer del sumario instruido por lesiones culposas, 
a raí/, de un accidente de tránsito en el que resultó con desperfectos un ca- 
mión de (las del Estado, afectado a la prestación de servicios en la Capital 
y en las localidades de la Provincia de Buenos Aires (Turiv, Olivos, Llavallol) 
que están comprendidas dentro del llamado tiran Buenos Aires. 

DlCTAMKX DKL PltCK T IIAIHMí (JkXKüAÍ, 

Suprema Corte : 

La Empresa Nacional (Jas del Estado presta servicios (pie 
trascienden el ámbito de la Capital Federal y (Jran Buenos Aires. 
Por otra parte 1 , se.u'un el testimonio de fs. 2!), el camión de propie- 
dad de dicha empresa que fué chocado en el hecho de autos no 
se hallaba afectado a servicios locales, puesto (pie realizaba viajes 
semanales a la localidad de Llavallol, Provincia de Buenos Aires. 

El caso no es pues, de los previstos en el art. l p de la ley 
14. ISO, motivo por el cual debe entender en la causa el Señor Juez 
en lo (Yiminal y Correccional Federal. Buenos Aires, IM) de no- 
viembre de 19.")}). — Ramón La sea no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 4 de diciembre de 1 {).")!). 
Autos y v ; stos; considerando: 

Que, como lo ha resuelto reiteradamente esta Corte, en la 
Ciudad de Buenos Aires la intervención de la justicia federal está 
condicionada, en los casos de delitos que perjudiquen el patri- 
monio nacional, a la circunstancia de que ese patrimonio no esté 
afectado a la prestación de servicios locales en la Capital Federal 
y el (Jran Buenos Aires. Así lo dispone el art. I o de la ley 14. ISO 
que, conforme a lo establecido en el art. 41 del decreto-ley 12SÓ ' 
58, determina la competencia de los juzgados nacionales en lo 
criminal y correccional federal de la Capital — Fallos: *J4i> : TmS 
y los allí citados, entre otros — . 

Que, como resulta de las constancias de la causa, el camión de 
Cas del Estado que resultó con los desperfectos mencionados a 
fs. 2:?, estaba afectado a la prestación de servicios en la Capital 
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y en localidades de la Provincia de Buenos Aires (Tigre, Olivos, 
Llavallol) que están comprendidas dentro de los límites del lla- 
mado Gran Buenos Aires (conf., art. 8 9 del decreto 10.102/49 y 
otros). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador general, se 
declara que el Sr. Juez Nacional en lo Correccional es el compe- 
tente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y llágase 
saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilhaso — Aristóbulo D. 
Akaoz de Lamadrid — Luis María 

BOFFI BOGGERO — JULIO OYHA- 
NARTE. 



JOSE L. MARTINEZ v Orno 

RECTRSO EXTRAORDINARIO : Requisito* propios. Sentencia definitiva. Re- 
sol aciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

El ñuto de prisión preventiva no es, en principio, sentencia definitiva a ¡os 
Tines del recurso extraordinario 



JOSE IXCEK y Otka v. DEBOKA SYAKCZ i>k ROCCHAXSKI 

IMPUESTO A IA)S REDITOS: Procedimiento \j recursos. 

Pese al limitado alcance que el art. 2" de la resolución n" 191 del 20 de 
julio de 1950, de la Dirección General Impositiva, impone al contenido de la 
"declaración jurada" requerida a los fines del certificado único para la trans- 
ferencia de inmuebles, no cabe descartar la contingencia de que ella incluya 
datos relativos al estado patrimonial del transmitente del dominio, razón por 
la cual corresponde en principio considerarla amparada por la garantía del 
secreto que consagra, en favor del contribuyente, el art. 100 de la ley 11.683. 
Pero tal conclusión no puede extenderse a las restantes actuaciones produ- 
cidas con motivo de la solicitud del certificado. 

Por consiguiente, si la prueba solicitada por la actor» en el juicio sobre 
escrituración tiende a acreditar la existencia de trámites administrativos 
para la obtención del certificado y la actitud asumida por la demandada con 
motivo de ellos — circunstancia ajena al fundamento de la norma del art. 100 
de la ley ll.OH.Í — corresponde confirmar la resolución dictada en el juicio, 
que ordena requerir de la mencionada Dirección se remitan "todas las actua- 
ciones promovidas por Certificado Único en razón de la venta de la finca. . 
con la salvedad de que en el oficio pertinente se limitará la información so- 



(i) 4 do diciembre. Fallos: 2:',9: 495. 
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licitad;» a la fecha en que fué presentada la solicitud y a los trámites 
administrativos realizados con posterioridad. 

Dicta m kn dkl Piíocriunoi; Gkxkkal 

Suprema ('orto : 

En osto juicio por escrituración la actora solicitó que, como 
paite» do su prueba, so requiriera do la Dirección (¡onoral Imposi- 
tiva la remisión de las actuaciones promovidas por certificado 
único para !a venta del inmueble cuya escrituración se persigne. 

Contra la resolución judicial favorable a dicho pedido la ex- 
presada Dirección (¡onoral ha interpuesto recurso extraordinario 
por entender que se opone» al cumplimiento do lo requerido lo 
dispuesto por el art. 100 do la ley do réditos (t. o. en 19.V)). 

Kl recurso es procedente por hallarse» en jueuo la interpre- 
tación de una norma federal; y en cuanto al fondo del asunto 
pienso que corresponde confirmar la decisión recurrida. 

Y)\ certificado único exigido para la escrituración de inmue- 
bles por la resolución n° 1Í>1 de -0 de julio de !!>.")() de la Dirección 
(Joneral Impositiva, suprimido por la resolución numero 41-, 7io 
es equiparable a las declaraciones juradas, manifestaciones, o in- 
formes, prest atados por el conf riba yeat r, previstos en el art. 100 
do la ley de réditos. 

50 trata do un certificado a expedir por la Dirección , y si bien 
es cierto que al efecto debían suministrarse» bajo declaración ju- 
rada (art - í} ele» la resolución 1ÍH) los datos que permitieran esta- 
blecer la naturaleza ele» la operación, talos datos no oran ele» carác- 
ter personal ni relativos al patrimonio ele» un contribuyente. Se» 
referían, por el conlrnrio, a actos jurídicos bilaterales y tendían 
a determinar las condiciones en que debían formalizarse. 

51 a elle) se» a*»Tc!>-a que en la especie la controversia judicial 
ha sido motivada precisamente por el acto jurídico para forma- 
lizar el cual se pielió el certificado en el que debían suministrarse 
los elatos relativos al mismo, y que la contienda se» ha trabado en- 
tro quienes lo celebraron, no creo (pie, bajo la invocación del se- 
creto establecido por el art. 100 para otros supuestos, pueda no- 
tarse al juez ele la causa información come) la que éste solicita 
para fallarla. 

Kn consecuencia considero epie corresponde confirmar la re- 
solución apelada en lo que ha podido sor materia do recurso. Bue- 
nos Aires, l!4 do abril do 19o9. — lhnnón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: í4 Inger José y Milinevsky de Ingcr Juana 
c/ Svarcz de Bouchanski, Débora s/ escrituración", en los que a 
fs. 112 se ha concedido el recurso extraordinario contra la senten- 
cia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil de fecha 15 
de diciembre de 1958. 

Considerando : 

Que, a pedido de la parte actora, el juez de primera instancia 
dispuso librar oficio a la Dirección General Impositiva (fs. 3 vta.) 
a fin de que remitiese 4 4 todas las actuaciones promovidas por 
Certificado Cnico en razón de la venta de la finca de la calle AVar- 
nes 1348/50 que la parte demandada efectuara a la actora y que 
según referencias del escribano Sr. Manuel Rubinstein fue pre- 
sentado el 10 de marzo de 1954 bajo el n 9 4857, debiéndose poste- 
riormente presentar nuevo Certificado Cnico con fecha 15 de oc- 
tubre de 1954 bajo el n 9 25.219". 

Que la referida repartición contestó el oficio haciendo saber 
la imposibilidad de proporcionar la información solicitada "aten- 
to el secreto que impone guardar el art. 100 de la ley 11.GS3 (t. o. 
en 1955)" (fs. 15). El juez resolvió reiterar el oficio a fs. 70 vta./ 
71, siendo el respectivo auto apelado a fs. S2 por el apoderado de 
la Dirección (¡encral Impositiva y confirmado a fs. 106 por Ja 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil (Sala B). Contra esta 
resolución interpuso recurso extraordinario el representante fis- 
cal, que le fue concedido a fs. 112. 

Que el recurso extraordinario es procedente con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 14. inc. 3 9 , ley 48, en virtud de haberse cues- 
tionado en autos la inteligencia del art. 100 de la ley 11.(583 (t, o. 
en 1955) y ser la decisión apelada contraria al derecho que el re- 
currente funda en dicha norma federal. 

Que el 4 4 certificado único para la transferencia de inmuebles" 
fué creado por la resolución n 9 191 del 20 de julio de 1950, cuyo 
art. 2 9 exigía (pie fuese solicitado por el escribano interviniente 
en la transferencia 4 4 con una antelación de, por lo menos, treinta 
(30) días hábiles a la fecha en que deba extenderse la escritura 
del inmueble a transferirse", agregando: 44 Kn la respectiva soli- 
citud, que se presentará en formulario oficial de la Dirección, de- 
berán suministrarse, bajo declaración jurada, todos aquellos datos 
que permitan establecer la naturaleza de la operación y que, a su 
vez, faciliten la determinación de las sumas que corresponda in- 
gresar". 
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Que poso al limitado alcance que la norma transcripta im- 
pone al contenido de esa "declaración jurada", no cabe descartar 
la contingencia de que ella incluya datos relativos al estado pa- 
trimonial del transmitente del dominio, razón por la cual corres- 
ponde en principio considerarla amparada por la garantía del se- 
creto que consagra, en favor del contribuyente, el art. 100 de la 
ley 11. (¡8. - *. 

Que tal conclusión, sin embargo, no puede extenderse a las 
restantes actuaciones producidas con motivo de la solicitud del 
certificado único. De acuerdo con las reiteradas manifestaciones 
formuladas por la parte adora en estos autos (especialmente ís. 
4;*/44 y 10'J) y en el principal, la prueba solicitada tiene por 
objeto acreditar la existencia de trámites administrativos en aquel 
sentido y la actitud asumida por la demandada con motivo de ellos, 
circunstancias que, sin duda, resultan ajenas al fundamento de 
la norma cuya inteligencia se cuestiona. Kn consecuencia, corres- 
ponde modificar la resolución recurrida en el sentido de que, en 
el oficio a librarse a la Dirección (leneral Impositiva, se requiera 
información acerca de la lecha en (pie fue presentada la solicitud 
exigida por el art. 2 l} de la resolución n° lí)l del 20 de julio de 
1Í)Ó0 y do los trámites administrativos realizados con posteriori- 
dad, indicando sus respectivas fochas. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la resolución de fs. 10(5 con la salvedad formulada 
en el considerando que antecede. 

AtjFrkdo Oiujaz — Bkxjamíx Yillk(;\s 
Basavitjsaso — AiiisTÓBriiO D. 
Aráoz dio Lamadkid — Lns Makía 
Boiti Bor.cKito — Jruo Ovha- 

XAKTK. 



S. R. L. MAKIA O. Vi>.\. i>k ttrEKKEKO i: lluos 

ItHCritSO EXTItAOJWIXAIUO: Trámite, 

De conformidad con lo dispuesto en el art. 7 de la ley 4055 lo atinente a la 
ejecución de la sentencia, respecto de la cual se ha concedido el recurso ex- 
traordinario, debe cuestionarse ante el superior tribunal de la causa 



(i) i) do diciembre. Fallos: 207: 55. 
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JUAN CARLOS RODRIGUEZ 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Competencia ori- 
ginaria de la Corte Suprema. Generalidades. 

La demanda sobre restitución de un cargo diplomático del servicio exterior 
de la República no encuadra en ninguno de los supuestos que, paua la juris- 
dicción originaria de la Corte, prevén los arts. 101 de la Constitución 
Nacional y 24 del decreto-ley 1285/58, ni importa la interposición de un 
recurso a los fines de la jurisdicción apelada del Tribunal 



AQUILINO DOMINGO MOHAN IX) v. ARTURO ASOHER KUSTCHER 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Senten- 
cias con fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de orden 
com úu. 

El pronunciamiento que, con «cierto o error, por interpretación y aplicación 
de normas de las leyes no de lera les ll.í)24 y 14.442. cuya validez constitucional 
no se ha impugnado de manera "prima racic" fundada, declara procedente 
el juicio ejecutivo por cobro de alquileres, iniciado después de la sentencia 
que decreta el desalojo, es insusceptible de recurso extraordinario con base 
en los arts. 14, 17, 18 y .">1 de la Constitución Nacional ( 2 ). 



EUGENIO MASSIM v. ALDO GUATELLl 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Resolución. Límites del pronunciamiento. 

El recurso de amparo deducido directamente ante la Corte, respecto de una 
sentencia judicial que se estima arbitraria, es improcedente como procedi- 
miento autónomo y como l'orma de requerir el ejercicio de la jurisdicción 
apelada del Tribunal. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarían. I m procedencia del recurso. 

La sentencia que hace lugar al desalojo fundado en el cambio de destino del 
inmueble, por interpretación y aplicación de normas que no revisten carácter 
federal, no excede de lo que es propio de los jueces de la causa, ni justifica 
la apertura del recurso extraordinario con base en la jurisprudencia excep- 
cional establecida en materia de arbitrariedad. 



(i ) 9 de diciembre. 
(-) de diciembre. 
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FALLO DE LA CORTK SUPREMA 

Buonos Aires, í) do dioionibro do 1959. 

Vistos los autos: "Rocurso do hoolio doducido por ol deman- 
dado en la causa Massiui Eugenio c/ Guatolli Aldo", para decidir 
sobro su procedencia. 

Y considerando : 

(¿uc ol recurso de amparo deducido directamente ante esta 
Corte, respecto de una sentencia judicial (pie se estima arbitraria, 
es improcedente. Lo os como procedimiento autónomo, porque 
importaría extensión de la competencia originaria de esta (.'orto, 
que no os constitucionalmente posible — Fallos: '243: 37 y 44() — . 
V lo es también, como forma do requerir el ejercicio de la juris- 
dicción apelada, porque la invocación de la jurisprudencia sobre 
amparo no amplía la competencia (pie las leyes acuerdan a esta 
Corto como tribunal de apelación — Fallos: 24.'5: 42S y 44(5 y 
otros — . 

Que, por otra parte, de lo expresado en la queja no resulta 
que lo decidido excoda do lo (pie os propio de los tribunales de la 
causa, ni justifica la apertura del recurso extraordinario con fun- 
damento en la jurisprudencia excepcional establecida en materia 
de arbitrariedad. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Alkükdo ()i:<;az — Rkn.tamíx Yiixkcas 
Basayilbaso — Ai¡istóbti,o 1). 
AhÁoz dk Lamadkid — Lns Manía 

B()KH BoíUiKIíO Jl'LIO OVIIA- 

XAIíTK. 



OBRAS SANITARIAS m. i. a NACION v. ALDO BRI SCO 

RKCCRSO fcXTRAORDIX A RIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas titéales de procedimientos. Casos ra r ios. 

I» atinente a la inapelabilidad de la decisión dictada respecto do la peren- 
ción do instancia, en el procedimiento de apremio, es cuestión (pie no reviste 
carador federal y, en consecuencia, resulta ajena a la jurisdicción extraordi- 
naria do la Corte. La circunstancia de haberse aletradn arbitrariedad, con 
fundamento en el art. f> de la ley 14.15)1, no varía la solución del caso, pues 
lo resuelto sobre ol alcance do dicha norma, ante lo dispuesto por el art. .'5-0 
de la ley 50, constituye un problema de derogación cjue, tratándose de nor- 
mas procésalos, os propio de los jueces di» la causa. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Obras Sanitarias de la Nación c. Brusco, Aldo", 
para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que lo atinente a la inapelabilidad de la decisión dictada res- 
pecto de la perdición de instancia, en el procedimiento de apre- 
mio, no es cuestión federal y resulta, en consecuencia, ajena a la 
jurisdicción extraordinaria de esta Corte. 

Que la arbitrariedad alegada con fundamento en el art. 5 
de la ley 14.191 no varía la solución del caso. Porque lo resuelto, 
respecto del alcance del precepto mencionado, ante lo dispuesto 
por el art. 320 de la ley 50, constituye un problema de derogación, 
(]ue tratándose de normas procesales es propio de los jueces de 
la causa — doctr. Fallos: 243: 442 y otros — . 

Que, por lo demás, se trata de una sentencia suficientemente 
fundada, a la que no es aplicable la jurisprudencia establecida en 
materia de arbitrariedad. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Alfredo Owíaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Litis María Boffi 
Bo<;gkko — Julio Oyhanahte. 



ROBERTO PETT1XATO 

RKCURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Medidas precautorias. 

Las resoluciones referentes a medidas de tipo precautorio, ya sen que las 
decreten, levanten o modifiquen, no revisten carácter definitivo, en los tér- 
minos del art. 14 de la ley 48. Tal ocurre con la que, al desestimar una nuli- 
dad, mantiene la designación de depositario de un bien de propiedad acl 
interdicto (*). 



(i) 9 de diciembre. 
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KKXATO TAOLIAIUK v Otros v. LOPSZYC y Cía. 

RECl'RSO E X TRAORDI X A RIO : Requisitos propios. Relación directa. Senten- 
cias con fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de orden 
local // procesal, 

VA pronunciamiento del tribunal del trabajo de la Provincia de Buenos Aires 
que, con base en el art. 1(¡ de la ley local 4512, ordena devolver el escrito 
de contestación a la demanda, por no haberse acreditado la videncia del 
mandato, decidí» cuestiones de licelio y de derecho común y procesal, con las 
cuales no guardan relación directa los arts. 1S y :¡2 de la Constitución Na- 
cional invocados como fundamento del recurso extraordinario. >i no resultan 
de los autos circunstancias legales o de hecho (pie importen obstrucción al 
ejercicio de la representación en juicio 

RECCRSO EXTRAORDIXARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

La resolución <pie, por no haberse acreditado oportunamente la videncia del 
mandato, no mediando dificultades legales y de hecho para hacerlo, ordena 
devolver el escrito de contestación a la demanda, no es sentencia definitiva 
en los términos del art. 14 de la ley 4S ( L> ). 



DAVID S. KLAPPFA'P.ACII v Otuo 

S AS CIO X ES DISCIPLI X AHI A S 

Es adecuada la sanción de apercibimiento aplicada por la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Criminal y Correccional de la Capital a un juez de 
instrucción por la demora en la sust anciación de una causa y por no haber 
dado cumplimiento a lo dispuesto en el art. 201 i del Código de Procedimientos 
en lo Criminal; y, al secretario del juzgado, porque habiéndose ordenado 
la captura de los procesados el 20 de marzo de 1 !).">«), sólo >e libró el oficio 
correspondiente el 20 de mayo del mismo año. 

J)l( l'AMKN DKJ, I > KO( ' 1* IJA1 >OK (iKNKKAL 

Suprema Corto : 

Las sanciones impuestas a fs. 08 del expediente apresado 
al Juez Nacional de Primera Instancia en lo Penal de Instruc- 
ción n 9 \\ de la Capital Federal, Dr. David S. K lappenbacb, y al 
Secretario Dr. Manuel (íalüno, son, a mi juicio, adecuadas a la 
naturaleza y gravedad de las faltas cometidas. 

Corresponde, en consecuencia, confirmarlas en lo que pudo 
ser materia de recurso. Buenos Aires, 20 de octubre de 1959. — 
Ramón Lascano. 

( 1 ) í) de diciembre. 

(2) Fallos: 24il: 49S. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 9 de diciembre de 1 959. 

Vistos los autos: " Klappenbach, David S. y Gallino, Manuel 
— Juez de Instrucción a cargo del Juzgado n 9 3 y Secretario del 
mismo — s/ apelan multa impuesta por la Cámara Nacional de 
Apelaciones en lo Criminal y Correccional". 

Considerando : 

Que, a fs. 99 de la causa 18.533 agregada por cuerda, la 
Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
de la Capital aplico al Sr. Juez de Instrucción Dr. David S. 
Klappcnbacb y al Secretario Dr. Manuel C. Gallillo la sanción 
disciplinaria de apercibimiento. Al primero, por la demora en la 
sustanciación de la causa, iniciada el 24 de octubre de 1956, y por 
no haber dado cumplimiento a lo dispuesto en el art. 20(1 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, sino en una sola opor- 
tunidad — el 13 de agosto de 1957, fs. 52 — ; al segundo porque, 
habiéndose ordenado la captura de los procesados el 20 de marzo 
de 1959 (auto de fs. 77/79), el correspondiente oficio a la policía 
sólo se libró el 20 de mayo del mismo año (fs. 88 vía.). 

Que el Sr. Juez y el Secretario sancionados apelaron ante, 
esta Corte de la medida disciplinaria impuesta — art. 19 del 
decreto-ley 1285 58, ley 14.4(57 — , pero no presentaron memorial 
ni expusieron descargos ante este Tribunal (fs. 5 vta.). 

Que, como dictamina el Señor Procurador General, las san- 
ciones aplicadas por la ('amara se ajustan a las constancias de 
la causa y a la naturaleza e importancia de las deficiencias obser- 
vadas en su tramitación. En cuanto a la excesiva demora del 
sumario, cabe señalar que los careos dispuestos el 8 de mayo 
de 1958 (fs. 70), se realizaron el 24 de setiembre del mismo año 
(fs. 70 vta. 72) ; y que desde esta última actuación basta el 12 
de noviembre, en que se ordenó dar vista a las partes (fs. 72 
vta.) no se realizó ninguna diligencia. VA informe (pie, transcu- 
rrido un mes desde la iniciación del sumario — en el caso, desde 
el 24 de noviembre de 1956 — debió presentarse cada ocho días 
a la ('amara, sólo se cumplió una vez, el 13 de agosto de 1957 
(fs. 52), a pesar de la observación que el Sr. Agente Fiscal había 
hecho al respecto el 12 de junio del mismo año (fs. 48 vta.). 
Finalmente, es exacto que la orden de captura dispuesta a fs. 
77 79, el 20 de marzo de 1959, no se libró hasta el 20 de mayo 
(fs. 88 vta.), ni se dejó copia del oficio respectivo. 

Que, en las condiciones expuestas, no existiendo en la causa 
ni habiéndose invocado por los recurrentes razones que puedan 
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desvirtuar las comprobaciones antedichas, correspondí» confirmar 
la sanción de apercibimiento impuesta al Sr. Juez Dr. David S. 
Klappenbaeh y al Secretario Dr. Manuel C. (iallino. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador (Jeneral, 
se confirma la resolución apelada de fs. Í)S de la causa agregada 
1 S.o.'í.'i, en lo que ha sido materia de recurso ante esta Corte. 

Au-riKDo Oücaz — Bkxjamíx Vim,k<¡as 
Basaviijíaso — Ahtstóbulo D. 
Aii.voz i>k Lamadimd — Lns Makía 
Borri Boccíkko — Jclio Oyica- 

N AliTK. 



LHS Y. A(T\A 

MEDIDAS DISCH'US ARIAS. 

Dado < i nc la denuncia el ectunda por el lelrado afectaba a uno de los jueces 
integrantes de la (Ymiaia Nacional de Apelaciones en lo Civil, no debió ser 
formulada sobre la sola base de la información <|iie. >eüún lo explicó, fué 
suministrada por empleados de >ecretaría a quien actuaba romo procurador 
en el juicio. 

Kn consecuencia, correspondí* confirmar la tinción de quinientos pesos mo- 
neda nacional de multa impuesta Jil recurrente por aquel tribunal, con funea- 
menlo en la impropiedad de las sugestiones contenidas en la presentación 
y en las diversas sanciones aplicadas anteriormente al profesional. 



FALLO DK LA CORTK SITKKM A 

Buenos Aires, í) de diciembre de lí ).")!). 

Vistos los autos: "Acuña, Luis Y\ s/ denuncia irregularida- 
des ocurridas en l;< Mesa de Kntradas del Tribunal", en los <|ue 
a fs. 20 se ba concedido el recurso de apelación contra la reso- 
lución de la ("amata Nacional de Apelaciones en lo Civil de focha 
22 de junio de líW*. 

( 'onsidcrnndo : 

Que el letrado apelante, Dr. Luis V. Acuña, formuló denun- 
cia, a fs. L ante la Cámara en lo Civil, afirmando (pie no obstante 
haber recusado — con lecha 4 de mayo ultimo — al Sr. Juez de 
Cámara, Dr. Fichas, en la causa que señala, ésta se encontraba 
— el 11 de ese mes — en poder del mencionado camarista, figu- 
rando en el libro de Mesa di» Kntradas como si hubiera pasado 
a Cjiería. Solicitó, por ello, se investigara 4 'quién efectuó la 
falsa anotación en el libro do Mesa do Entradas, por orden do 
quién y con (pié finalidad". 
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La Cámara desestimó la denuncia teniendo en cuenta el infor- 
me de Secretaría de fs. 1, del que resultaba el trámite regular 
del expediente, y que este no había sido retirado por el Juez recu- 
sado. En consecuencia, y por no apoyarse la denuncia en ningún 
hecho objetivo se desestimó aquella, aplicándose al Dr. Acuña 
una multa de quinientos pesos. Túvose en cuenta para esto la 
impropiedad de las sugestiones contenidas en la presentación de 
fs. 1 y las diversas sanciones aplicadas anteriormente al letuario. 

Que esta Corte estima que las razones invocadas al inter- 
ponerse recurso de apelación y en el memorial de fs 27, no son 
suficientes para modificar la resolución recurrida. En efecto, la 
denuncia de fs. 1 afectaba, sin duda, a uno de los magistrados 
integrantes de la Cámara. Aquélla no debió, en consecuencia, ser 
formulada sobre la sola base de la información que — según ha 
explicado con posterioridad el Dr. Acuña, fs. 10 — le fue sumi- 
nistrada a quien actuaba como procurador en el juicio, por em- 
pleados de la Secretaría. A este respecto, por lo demás, el emplea- 
do Romero — único que se individualiza — expresa a fs. 18, al 
ser interrogado, que medió error al informarse al procurador 
que la causa se hallaba en Ujiería, y que al reclamar este, por 
no haberla allí encontrado, se le informó por el Jefe de Mesa de 
Entradas que el expediente estaba a despacho 4 4 explicando la 
razón de la confusión". 

Por ello, por los fundamentos del auto de fs. 5, y habiendo 
dictaminado el Señor Procurador (Jeneral, se confirma la reso- 
lución apelada. 

Alfredo Oroaz — Benjamín Villegas 
Basavilpaso — Aristóetlo D. 
Aráoz de Lamadrid — Julio 
o y han arte. 



JULIO RAUL SANCHEZ MORENO 

SUPERINTENDENCIA. 

Las cuestiones referentes a designación y promoción del personal de los tri- 
bunales nacionales son, en principio, de exclusiva competencia de las Cá- 
maras. Ello no obsta a que, cuando la Corte Suprema lo estime conveniente, 
ejerza las facultades de superintendencia general que le son propias. 

SUPERINTENDENCIA. 

Si entre el personal de los tribunales y ministerios públicos del asiento del 
Juzgado Federal de San Martín, Provincia de Buenos Aires, no existe em- 
pleado con título habilitante para el cargo de secretario, corresponde que la 
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Cámara Federal de La Piala considere la propuesta — formulada por el juez, 
para proveer la vacante — de un secretario del Juzgado Federal de Kawson; 
pues no median normas o resoluciones dictadas por la Corte Suprema que 
impidan tal consideración. 

SU VERIS TES DES (i A . 

Si bien ni el Reglamento para la Justicia Nacional ni la Acordada de la Corte 
Suprema de '.\ de marzo de lí)f)S contienen disposiciones expresas referentes 
al traslado de personal de otro distrito, tampoco lo proscriben. Por lo demás, 
tales traslados —cuando media propuesta — pueden solucionar, con justicia, 
la situación de funcionarios que se desempeñan en tribunales federales de 
lejano asiento, en tanto no resulte así perjudicada la carrera del personal 
que — con similares títulos y antigüedad - preste servicios en los tribunales 
del distrito en que la vacante ex'iste y haya expresado conformidad con el 
traslado. Mediando análogas circui^tancias debe considerarse, con preferen- 
cia, al personal de un mismo distrito, aunque a su respecto la designación 
importare ascenso. 

FALLO ])K LA COKTK SITKK.MA 

Buenos Aires, í) de diciembre de 1!K~)Í>. 

Vista la antecedente presen! ación directa del Sr. Juez Fe- 
deral a cargo del Juzgado u° l\ de San Martín, Provincia de 
Buenos Aires, Dr. Jorge Luque, de la que resulta: 

Que dicho magistrado propuso a la ('Amara Federal de Ape- 
laciones de La Plata se» designara como Secretario de su J u/gado 
al Dr. Julio Raúl Sanche/ Moreno, quien se desempeña en igual 
cargo en el Juzgado Federal de Kawson. Fl magistrado propo- 
nente invocó, al electo, las condiciones y antecedentes del candi- 
dato, la conveniencia de su traslado en razón de que la sah:d 
de su esposa aconseja — conforme a certificación medica — cambio 
de clima, y la circunstancia de que en el asiento de San Martín 
no existe personal en condiciones de ser considerado para el car- 
go de Secretario. Adujo, por ello, el Dr. Luque, que la propuesta 
se ajustaba a las disposiciones del art. 2 o , ines. a) — iu fine — y b) 
de la Acordada de la Corte Suprema de l) de marzo de 1ÍK)8 — Fa- 
llos: 240: 107—. 

La ("amara rechazó la propuesta con fundamento en lo deci- 
dido por esta Corte — Fallos: 24o: .'í(>2 — , interpretando que tal 
resolución modificó la Acordada de la Cámara de 17 de marzo 
de 1 í)59 que contemplaba en su art. 8-' — 'ni fine — la posibilidad 
de designar personal extraño a la jurisdicción. 

Que, asimismo, la Cámara entendiendo haber hecho uso de 
facultades privativas, denegó el pedido, formulado subsidiaria- 
mente, de (pie se elevaran los antecedentes a la ('orto Suprema, 
para su conocimiento. Dicha denegación es la que motiva la 
presentación directa que antecede. 
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Considerando : 

Que las cuestiones referentes a designación y promoción del 
personal de los tribunales son, en principio, de exclusiva com- 
petencia de las Cámaras, como resulta de la delegación que, al 
respecto, reglamentó la Corte en la Acordada de 3 de marzo de 
lí)58. Ello no obsta a que cuando el Tribunal lo estima conve- 
niente, ejerza las facultades de superintendencia general que le 
son propias, derivadas de la lev v del Reglamento para la Justi- 
cia Nacional — conf. Fallos: 242: 468; 243: 194—. 

Que así corresponde decidirlo en el caso, atendiendo a sus 
particulares circunstancias y por resultar conveniente aclarar el 
sentido de las disposiciones reglamentarias aplicables. 

Que la Acordada de 3 de marzo de lí).)8 dispone en su art. 
2 P , inc. a), ipie, para las promociones y designaciones en los asien- 
tos judiciales en el interior 4 'se considerará conjuntamente la 
situación del personal de los tribunales y ministerios públicos que 
tengan un mismo asiento. A igual efecto y mediando conformi- 
dad con el traslado por parte de los interesados, podra conside- 
rarse también al personal (pie se desempeñe en otros asientos 
del mismo distrito". Es decir, (pie la norma sólo impone la 
consideración del personal del asiento. Y, en el caso, como queda 
relacionado, no existe en el de San Martín personal con título 
habilitante para el cargo de Secretario. 

Que la Cámara de La Plata lia invocado en apoyo del rechazo 
de la propuesta, la resolución de esta Corte de 24 de abril último 
que observó el art. 8 9 de la Acordada de aquélla de 17 de marzo. 
Esa observación, sin embargo, no tuvo otra finalidad que la de 
permitir la consideración, para ascensos, de personal del asiento 
aun cuando no llenara los requisitos de antigüedad proscriptos 
por el art. 2°, inc. a), de la misma Acordada. 

Que, en consecuencia, no media impedimento derivado de 
normas o resoluciones dictadas por esta Corte, para que se con- 
sidere la propuesta del Sr. Juez reclamante. 

Al respecto es oportuno señalar que si bien ni el Reglamento 
para la Justicia Nacional ni la Acordada de 3 de marzo de 1958, 
contienen disposiciones expresas referentes al traslado de perso- 
nal de otro distrito, tampoco lo proscriben. Por lo demás, tales 
traslados — cuando media propuesta — pueden solucionar, con 
justicia, la situación de funcionarios que se desempeñan en tri- 
bunales federales de lejano asiento, en tanto no resulte así per- 
judicada la cari-era del personal (pie — con similares títulos y 
antigüedad — preste servicios en los tribunales del distrito en 
que la vacante existe y baya expresado conformidad con el tras- 
lado — art. 2 9 , inc. a), ap. final de la Acordada de 3 de marzo 
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áv VX)S — . Porque, como os obvio, mediando análogas circuns- 
tancias debo considerarse, oon preferencia, al personal de un 
misino distrito, aunque a su rospooto la designación importare 
ascenso. 

Por ello, so resuelvo baeer saber a la ('amara Kederal do 
Apelaciones de La Plata: 

a) Que las disposiciones reglamentarias dictadas por la 
Corte Suprema y la resolución de Fallos: 241) ■ :$(>i\ no obstan a 
la consideración do la propuesta formulada por el Sr. Juez Fe- 
deral a eariro del Juzgado n i} :) de San ^Martín, Provincia de Bue- 
nos Aires, para el carino do Secretario. 

b) Que para proveer diebo carino, ])rocede tenor en cuenta 
los títulos, antecedentes y antigüedad on la justicia nacional del 
candidato propuesto y del personal sometido a la superintenden- 
cia de la Cámara, que baya dado su conformidad con el traslado. 

Ali-míkdo Okoaz — Bkn.iamín VllJJ'.CAS 
Basavii.h \S<> AlíISTÓlU'LO J). 

AiíÁoz i ) k Lamadimd — dri.io 

OVIIAXAI; TK. 



ITALO BARONIO v. DIIÍKCCION NACIONAL m: ADIAN AS 

RECERSO DE AMPARO. 

La existencia de una vía procesal, prevista por el legislador para la tutela 
del derecho invocado excluye, en principio, el remedio excepcional constituido 
por la demanda de amparo. 

RECERSO DE AMPARO. 

La procedencia de la demanda de amparo, en los casos en que exista vía letra 1 
para la tutela del dererho invocado, se halla condicionada a la ilegitimidad 
manifiesta e indudable del acto impugnado como violatorio de alguna garan- 
tía constitucional. Tal extremo no concurre si el secuestro de un automóvil 
cuya restitución reclama el apelante fué dispuesto por la Dirección Nacional 
de Aduanas en ejercicio de facultades expresamente acordadas a dicho or- 
ganismo. 

Skxti:ncia Avv:a Nacional kn lo Civil y 0;>mi:kciai. 1m;m:i;ai, 

Buenos Aires, lí) de diciembre de 1D5S. 

Autos, vistos y considerando: 

Italo Baronio, por apoderado, pide se le ampare contra la decisión de la 
Dirección General de Aduanas, (pie procedió al secuestro del automóvil marca 
Chevrolet, sedan 4 puertas. Bel Air, modelo 1M">(¡, motor n'* 0147.ÍÍU F-óti-O, ad- 
quirido de buena fe, y patentado en el país, porque considera que la actitud de la 
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autoridad administrativa resulta infundada y arbitraria. En efecto, sin tener en 
cuenta su condición jurídica de comprador de buena fe y de tercero, aduce, sobre 
la base de un compromiso que habría contraído el originario importador del ve- 
hículo, introducido con la franquicia del carnet de passaye en douane, y a los 
efectos del pago de la diferencia de cambio, se procedió a tomar la medida 
citada, pretendiendo hacer recaer la responsabilidad de la mencionada deuda 
sobre la cosa. 

El Interventor de la Dirección Nacional de Aduanas informa que el secuestro 
se llevó a cabo "en razón de hallarse el mismo (el vehículo) en infracción al 
decreto 18.910/50, toda vez que, luego de haberse acordado su importación tem- 
I>oral en los términos del art. 114 del Decreto Reglamentario de la Ley de Adua- 
na (T. O.) y suscribir el introductor en la oportunidad la declaración que en 
concepto de garantía de cambio determina el art. 1? del mencionado decreto, el 
vehículo fue transferido y patentado dentro del país, utilizándose para ello una 
certificación aduanera apócrifa, de cuyo documento existe copia fotostática a 
fs. 15 del expediente n<> 592.077/57, que integra las actuaciones que se remiten", 
ver fs. 94. 

I¿a presente causa os similar a la que falló el suscripto mí re Bernardo Pri- 
ce s/ amparo, el 22 de octubre del año en curso, ya que aquí como allí, la medida 
tomada por la Aduana se funda en el compromiso que el introductor, en sustitución 
de la lianza, contrajo autorizando a la autoridad administrativa a detener y 
vender el automotor, de no ser reexportado en el plazo previsto, ver doc. de fs. 47. 

De modo que en definitiva el procedimiento aduanero se basa en el referido 
convenio con el importador originario, y pretender hacer valer frente a terceros 
la autorización allí contenida para secuestrar y vender el vehículo en el supuesto, 
que se ha dado, de no sacarse del país en los plazos previstos. 

Cualquiera sea, en consecuencia, el derecho y las acciones que correspondan 
a la Nación en la emergencia, es indudable que deben hacerse valer por la vía 
pertinente, y no per se, m<nnt militar!, que tal carácter reviste la medida adoptada 
frente a quien no fué parte en el convenio que se invoca, art. 1195 del Código 
Civil. 

Se trata de una medida que no se funda en el trámite aduanero previsto 
en los arts. 15 y ss. de la Ley homónima T. O. 195G, ni tampoco invoca la auto- 
ridad administrativa otra fundamentación de su conducta que el acto jurídico 
instrumentado a fs. 47, desde que las irregularidades que se habrían cometido 
con motivo de la introducción del automotor, fs. 94, no Se califica de contrabando 
o de defraudación fiscal cuya averiguación y determinación entren en las facul- 
tades propias de la autoridad administrativa. 

Por ello, y oído el Señor Procurador Fiscal, resuelvo: hacer lugar al amparo 
deducido y ordenar que la Dirección Nacional de Aduanas restituya de inmediato 
a Italo Baronio el automóvil secuestrado, a cuyo efecto se librará el respectivo 
oficio. — José Sartorio. 

Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en t lo Federal 
y contexciosoadmixistrativo 

Buenos Aires, 21 de mayo de 1959. 

Y vistos: para resolver sobre la apelación concedida a fs. 108 de la sentencia 
de fs. 102/103 de los autos "Baronio, Italo c/ Dirección Nacional de Aduanas 
s/ recurso de amparo", que hace lugar al mismo y 
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Considerando : 

Que el recurso de amparo no está legislado en Corma especial ni existe un 
procedimiento determinado para el mismo; debe estarse entonces, a los electos 
de la apelación, a las disposiciones de la ley 50 (art. 'JOS) (pie es el (Y>di«ro de 
Procedimientos para la Justicia Federal Civil y Comerchl. Como el recurso se 
interpuso dentro del plazo (pie allí se Jija, ha sido bien concedido. 

Que en lo (pie respecta a la apelación cabe consignar que atento a las fun- 
ciones .jurisdiccionales que cumplen las aduanas, conferidas por las Ordenanzas 
de Aduana y las leyes (pie la contemplan, son de su conocimiento originario las 
causas (pie se instruyen por violación de las leves aduánelas y sus relaciones 
condenatorias son susceptibles de apelación ante los Tribunales Federales. 

Que en el caso (pie motiva este recurso las autoridades aduaneras están ins- 
truyendo un sumario en razón de '(pie el vehículo, (pie sería de propiedad del 
actor, no tiene entrada definitiva en el país. 

Que, en consecuencia, al existir un procedimiento especial reblado por la ley 
para sustanciar esas clases de causas, es ante las autoridades administrativas y, 
en su caso, ante las judiciales competentes, (pie debe recurrir el actor reclamando 
sus derechos, alegando sus defensas y oponiendo todos los recursos (pie le da la 
ley pero, no por la vía (pie ha elegido, pues de admitirse el recurso ello importaría 
pasar por encima de las leves (pie organizan la jurisdicción y la competencia; la 
Corte Suprema, en el recurso deducido por Ornar C. Lumelli, se ha pronunciado 
en igual sentido {La Lejf, . 

Por ello, se revoca, con costas, la sentencia recurrida de fs. 1 0J/1 0:1, tpie hace 
lugar al recurso de amparo, — Eduardo A. Orti: Btt su al do — Jo se Frant ¡seo Iti- 
dau — Francisco Javier Vocos. 



DlCTAMEX DEL PlKHTKADOK (jKNKHAL 

Suprema ("orto : 

1*01* las razones dadas al dictaminar en el expediente 'Trice, 
Bernardo o/ Dilección Nacional de Aduanas s/ amparo" (1V248, 
L.XIII), análogo al presente, el 27 de julio último considero (pie 
el recurso extraordinario concedido a fs. 140 es procedente. 

En cuanto al fondo del asunto, el Fisco Nacional actúa por 
intermedio de apoderado especial, (pie ya ha asumido ante V. K. 
la intervención que le corresponde (fs. 1.14). Buenos Aires, 7 
de agosto de 1959. — liaitióit Ltisanio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. 

Visos los autos; "Baronio, Italo c/ Dirección Nacional de 
Aduanas s/ amparo", en los que a fs. 140 se lia concedido el 
recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de 
fecha 21 de mayo de 1959. 
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Considerando : 

(¿u<\ contra la sentencia de la Cámara Nacional de Apela- 
ciones en lo Federal y Contenciosoadministrativo de la Capital 
Federal (fs. 12í>), que revocó la de primera instancia (fs. \(Y1/ 
103), se interpuso recurso extraordinario (fs. 132/139), el que 
fue concedido a fs. 140. 

Que la decisión impugnada no admitió el recurso de amparo 
deducido contra la orden de secuestro de un automóvil adquirido 
por el recurrente, dictada por la Dirección Nacional de Aduanas 
(fs. 7)H) ; ello, en razón de que 4Í . . .es ante las autoridades admi- 
nistrativas, y en su caso, ante las judiciales competentes, que 
delie recurrir el actor reclamando sus derechos, alegando sus 
defensas y oponiendo todos los recursos que le da la ley, pero 
no por la vía que ha elegido, pues de admitirse el recurso ello 
importaría pasar por encima de las leyes que organizan la juris- 
dicción y la competencia...". 

Que las circunstancias de la presente causa coinciden esen- 
cialmente con las que esta Corte ha tenido oportunidad de exa- 
minar en pronunciamientos recientes (Fallos: 242: 300; sentencia 
del 1() de octubre pasado en la causa P.248, ^Price, Bernardo c/ 
Dirección Nacional de Aduanas s amparo"). Por tanto, en mé- 
rito a las razones en ellos expuestas, que se dan por reprodu- 
cidas, breritatis cansa, cabe declarar la sustancial improcedencia 
de la acción interpuesta, con arreglo al principio, de que la exis- 
tencia de una vía procesal, prevista por el legislador para la 
tutela del derecho invocado excluye, en principio, el remedio 
excepcional constituido por la demanda de amparo. 

1*01- ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido materia del 
recurso extraordinario. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Akistóbulo 1). 
Ahaoz de Lamadkid — Luis María 
Bofpi Boogero — Julio Oyha- 

NARTE. 



GATH y CHAVES Ltda. v. NACION ARGENTINA 

SUELDO. 

De conformidad con la definición contenida en el art. 2'\ parr. 1<\ del decreto- 
ley 33.302/45 (ley 12.921), cuyo sentido concuerda con las normas de los 
arts. 155, 157. inc. 3 9 , y 100 del Código de Comercio (reformados por la ley 



OlC .JUSTICIA DE LA NACIÓN 



401 



11.729), es de la esencia del "sueldo" o "salario" su efectiva percepción por 
parte del obrero o empleado, desde que constituye, sustancialmcnte, una pres- 
tación tendiente a proveer el sustento del trabajador y de su familia. 

IMPUESTO UNIVERSITARIO. 

Por ser de la esencia del "sueldo" o "salario" su efectiva percepción por parte 
del obrero o empleado, el tributo creado por el art. 107, inc. 2?, de la ley 13.0:U f 
no puede ser aplicado al monto equivalente a los dos meses de aumento en las 
remuneraciones (pie, con arreglo a lo estipulado eñ el convenio colectivo 
108/48, no fueron percibidos por los empleados de comercio, sino retenidos 
por los empleadores y depositados con destino a la ex- Fundación "Eva Pe- 
rón" y a la Confederación de Empleados de Comercio. 

Skxtkxcia i»kl Ji-kz Xacioxal kx m Coxtkxciosoadmixistkativo 

Itucnos Aires, 18 de octubre de 1955 

Autos y vistos : 

Para resolver esta causa, n'- 10.115, año lí)52. caratulada "Gath y Chaves 
Ltda. c/ Gobierno Nacional s/ repetición de £ 11.107,15 m/n.". 

De la que resulta : 

a) Que la sociedad causante reclama en estas actuaciones la cantidad pre- 
cedentemente mencionada cobrada por la Dirección General Impositiva en concepto 
de impuestos a los recursos universitarios, establecidos por la ley 13.0."$1. 

b) Que la actora interpreta que esa suma ingresada a la ex Fundación 
Eva Perón y a la Federación de Empicados de Comercio no constituyen "sueldos" 
o "salarios" sobre los que se puede establecer el tributo del 2 c /c ordenado por el 
art. 107, inc. 2°, de la ya citada ley vinculado al art. 2" del decreto 33J>02/45 
que expresa que los "sueldos" o "salarios" son toda remuneración de servicios en 
dinero, especies, alimentos, uso de habitación, comisiones, propinas y viáticos. 

c) Que siempre de acuerdo a la opinión sostenida por la sociedad causante, 
aquellas sumas ingresadas a las nombradas instituciones no constituirían presta- 
ción alguna que pi¡ liera encuadrarse dentro de las características de una remu- 
neración o de un st vicio dentro de los términos del decreto ^02/45 ya que el 
hecho del ingreso del equivalente de dos meses de aumento implicaría sólo una 
identidad numérica que no podría extenderse a su naturaleza jurídica porque las 
sumas entregadas según la actora tienen el carácter de contribuciones y no de re- 
muneraciones de servicios de los dependientes de la misma. 

d) Que la actora menciona para fortalecer su criterio el dictamen del Ins- 
tituto Nacional de Previsión Social adoptado a su vez por el Ministerio de 
Trabajo y Previsión, así como el dictamen del Director General de Trabajo y 
Acción Social Directa, (pie constan en autos. 

Y considerando : 

Que no obstante las razones que se han invocado y de las que se hacen men- 
ción en los resultandos precedentes, no cabe duda a criterio del proveyente 
(pie las sumas que fueron objeto de donación por parte de los empleados de la 
casa Gath y Chaves en virtud del convenio de referencia y (pie oportunamente 
ingresaran a la Federación de Empleados de Comercio y a la ex Fundación Eva 
Perón, son efectivamente salarios o sueldos en el sentido de la lev porque 
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de lo contrario debería entenderse que dicho convenio obligó a la casa Gath y 
Chaves a efectuar donaciones y es evident» que si esa institución comercial no 
podía ser compelí da a realizarlas, no existían en cambio motivos de ninguna 
naturaleza desde el punto de vista legal para que una vez lijadas las obligaciones 
de abonar un salario determinado a la entidad obrera interviniente, pudiera de- 
cidir por resolución de sus legítimos representantes — dueños de esos salarios — 
que los sueldos de ciertos meses no fueran entregados a los empleados y, que 
fueran en cambio a engrosar el fondo de instituciones cuyos principales benefi- 
ciarios son los mismos empleados y obreros, pero tal circunstancia en manera 
alguna altera el carácter de sueldos y salarios que dichas sumas de dinero poseían 
y poseen, en cuanto ellas implican sumas atribuidas al empleado y que se han 
devengado por su carácter de tal aunque no existe la incorporación patrimonial 
que significa o que configura la percepción real por el agente. Ante tal situación 
la Dirección General Impositiva como oficina recaudadora ha considerado que 
tales ingresos fueron realmente de sueldos o remuneraciones, los cuales de acuerdo 
a la ley 13.031 sufren el gravamen del 2 % ya que no había posibilidad de otorgar 
a las citadas sumas más que el carácter de sueldos referidos. Por otra parte a la 
Dirección General Impositiva es a quien corresponde determinar la verdadera 
naturaleza del hecho imponible (art. 13, ley 11.083, año 1947 y mismo artículo 
del año 1952) independientemente del criterio que pudieran tener otras reparti- 
ciones a las que la acto ra alude dado que la imposición es típicamente del resorte 
de la oficina recaudadora de la Dirección General Impositiva. En lo que a este 
último punto se refiere menester es discriminar el contenido y objetivo de una ley 
social, como la de jubilaciones de la de una ley puramente fiscal como la 13.031. 
Si bien ambas leyes consideran los sueldos y salarios que el empleador abona, 
cada una de ellas posee enfoques diversos y en las leyes fiscales contrariamente 
a lo que ocurre en la economía particular, primero se crea o se prevé el gasto 
y luego se busca la fuente que ha de cubrirlo. Determinada ésta y considerándosela 
con suficiente capacidad para hacer frente a la carga impositiva se determina el 
hecho (pie para el contribuyente determinará su propia capacidad impositiva. 
Aquel hecho imponible está constituido por el pago del sueldo; surge entonces 
claramente la diferencia que debe discernirse en los salarios cuando éstos se vin- 
cularan a la satisfacción del aporte jubila torio y a la simple percepción de im- 
puestos y como consecuencia lo que se ha opinado en un dictamen sobre el primer 
problema o aspecto no es aplicable al segundo. 

Por ello, atento las constancias del presente juicio y la de sus antecedentes 
administrativos, Fallo: no haciendo lugar a la demanda de repetición interpuesta 
por Gath y Chaves Ltda. contra Gobierno Nacional por la que repetía la suma 
de $ 11.107,15 m/n. Costas al actor. — Julio A\ López Figueroa. 

Sentencia db la Cámara Nacional dk Apelaciones en i/) Federal 
y contenciosoai>minlstratlvo 

Buenos Aires, 19 de agosto de 1957. 

Vistos estos autos caratulados "Gath y Chaves Ltda. contra Gobierno Na- 
cional sobre repetición de $ 11.107,15 m/n", venidos en apelación en virtud del 
recurso concedido a fs. 85 vta. contra la sentencia de fs. 82/84, el Tribunal planteó 
la siguiente cuestión a resolver: 

i Es justa la sentencia apelada? 

El Dr. Gabrielli, dijo: 

En los presentes autos se pretende la repetición de la suma abonada, en con- 
cepto de impuesto a los recursos universitarios establecidos por la ley 13.031, 
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sobre la parto tic los aumentos de los sueldos de los empleados de la adora que 
no había sido percibida por los mismos; es decir se discute una cuestión idéntica 
a la resuelta por el Tribunal, el día :i1 de .julio último, en los autos 'Mlarrods 
(Bs. As.) Ltda. c/ Gobierno Nacional s/ repetición" ( 1 ) y cuyos fundamentos 
doy aquí por reproducidos, brevitatis causa. 

Estimo, en consecuencia, que corresponde revocar la sentencia recurrida y 
hacer lugar a la demanda con intereses y las costas de ambas instancias. 

Los Doctores Hocen r Várela y Ilercdia adhieren al voto precedente. 

Por lo que resulta de la votación que instruye el Acuerdo que antecede, se 
revoca la sentencia apelada de Js. 82/84 y se hace lusrar a la demanda deducida 
con intereses y las costas del juicio. — Horario II. Ilrrrdia — Adolfo R. (¿abridli 
— Jita» Carlos Beccar Várela. 



Dictamen del Piíocuííaixmi General 
Suprema Corto : 

El recurso extraordinario concedido a fs. KKÍ es procedente 
por hallarse en jueuo !a interpretación de normas federales (avt. 
14, inc. de la ley 48). 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional (D.G.I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha asu- 
mido ante V. E. la intervención que le corresponde (fs. 110). 
Buenos Aires, 9 de octubre de lí)f)7. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1 959. 

Vistos los autos: "íiath y (Muwes Ltda. c 7 Gobierno Nacional 
s/ repetición de $ 11. 1.07,1 o m n.", en los que a fs. 103 se ha 



(l) Dicha sontenei os la que so transcribo a continuación: 
El Dr. Gabriolli, di.jn: 

El caso sometido a decisión do la Cámara puedo sintetizarse en los siguientes tér- 
minos: establecido un ;m monto de sueldos mediante un convenio colectivo de trabajo 
e incluida en el mismo una cláusula por la cual los empleadores debían retener las 
sumas por ese concepto correspondientes a los dos primeros meses y depositarlas a la 
orden del Instituto Nacional de Provisión ^ocial con destino a una entidad gremial y 
otra institución, la actora abonó el impuesto para recursos universitarios liquidándolo 
sobre el total de los sueldos; posteriormente, entendiendo que la parte do los aumentos 
que no había sido percibida por los empicados debía sor excluida del gravamen, dedujo 
juicio de repetición, el que fué rechazado en primera instancia. 

Teniendo en cuenta (pie el impuesto para recursos universitarios que establecía 
la ley 1 .'1.0.11 se aplicaba sobro los sueldos o salarios que se abonaran a los empleados, 
ol caso planteado se reduce a resolver si los aumentos referidos, que no ingresaron ni 
patrimonio de aquéllos, reunían las características reconocidas a todo sueldo o salario. 
Antes do considerar este punto, debe señalarse (pie la ley i:?.o:tl, en lo relativo a la 
determinación de los sueldos o salarios sobre los (pie correspondía abonar el impuesto, 
expresamente remitía al art. 2 9 , párrafo 1?, del decreto-ley .'102/45 (ley 12.921), 
que define aquéllos en los siguientes términos: "Se entiende por "sueldo" o "sa- 
lario" a toda remuneración de servicios en dinero, especies, alimentos, uso de habita 
ción, comisiones, propinas y viáticos, excepto en la parte efectivamente gastada con 
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concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cá- 
mara Nacional de Apelaciones en lo Federal y Oontcnciosoadim- 
nistrativo de fecha 19 de agosto de 1957. 

Considerando : 

Que la sentencia del a quo, revocatoria de la de primera 
instancia de fs. 82/84, hizo lugar a la demanda de repetición 
promovida por Gath y Chaves Ltda., y condenó a la Dirección 
General Impositiva a restituir a dicha firma la suma de pesos 
11.107,15 m/n., por considerar --con remisión a los fundamentos 
expuestos en la causa "Harrods (Bs. As.) c/ Gobierno Nacional 
s/ repetición M , cuya sentencia se llalla testimoniada a fs. 118/119 
de estos autos — que el impuesto instituido por el art. 107, inc. 
2 9 , de la ley 13.031, destinado a la "dotación económica de las 
universidades M , y consistente en el 2 % sobre el importe anual 
de los "sueldos" y "salarios" abonados por toda persona "que 
empleare trabajo de otra", no cabe ser extendido al monto equi- 
valente a los dos meses de aumento en las remuneraciones que, 
con arreglo a lo estipulado en el convenio colectivo n 9 108/48 
(fs. 59/69), no fueron percibidos por los empleados, sino rete- 
nidos por los empleadores y depositados con destino a la ex Fun- 
dación "Eva Perón" y a la Confederación de Empleados de 
Comercio. 

(¿uc contra esa sentencia interpuso recurso extraordinario el 



comproba ntes. . . 

En consecuencia, lo que en el caso constituía el sueldo o salario y su determina- 
ción la ley tributaria lo dejaba librado a la ley laboral. En esa forma, no se daba la 
posibilidad de que pudiera existir una colisión entre principios de una y otra materia 
que exigiera de parte del intérprete un pronunciamiento respecto a cuál de ellos debía 
prevalecer. 

Por mandato, pues, de la propia ley tributaria, debe recurrirse a la legislación 
del trabajo y a la interpretación de sus normas dentro de ese ámbito para pronun- 
ciarse respecto a la naturaleza de los aumentos de sueldos que eran destinados a en- 
tidades premíales o a otras instituciones por así haberse estipulado en los respectivos 
convenios colectivos. En ese sentido, la Subdirección de Asuntos Legales de la entonces 
Secretaría de Trabajo y Previsión, sostuvo en un caso de la especie que "la suma 
que se aumenta el primer mes y que ingresará a la Federación de Empleados de 
Comercio no reviste el carácter de un salario strictit sensu ; se calcula teniendo en 
cuenta los salarios, pero no participa de los caracteres de éste" (Exp. n? 4755-C-47). 
A su vez, el Instituto Nacional de Previsión Social por resolución del 8 de abril de 
1948 dió diversas razones tendientes a demostrar que la naturaleza de las cantidades 
correspondientes a los aumentos referidos permitía considerarlos en la categoría ju- 
rídica de los sueldos o salarios. "Los caracteres del salario — dijo — son entre otros 
la periodicidad y el de ser alimentario. Las sumas que aquí se analizan no son perió- 
dicas puesto que se han pagado una sola vez y no son alimentarias desde que la 
con vención -ley no las destina al alimento del obrero o empleado. El Código de Comer- 
cio establece como elementos definidores del sueldo, jornal, comisión u otro modo de 
remuneración, que "se lo reciba en dinero, especie, alimentos o uso de habitación' 1 
(art. 1 ¿55, modificado por la ley 11.729) y más adelante indica que "se computarán 
como formando parte de los sueldos y salarios las comisiones u otra remuneración 
y todo pago hecho en especie, en previsión de alimentos o en uso de habitación" 



JUSTICIA DE LA NACIÓN 4fi."i 

representante de la Direeeión (ieneral Impositiva (l's. 101 102), 
fundándolo en <|iie, si l>ic*ii la ley l.'UKJl se remito, (Mi lo que debe 
entenderse por "sueldo" o "salario", a la definición del decreto- 
ley 40, el problema debe resolverse con criterio "imposi- 
tivo", teniéndose (Mi (Mienta < ( ue la Tirina empleadora "ha abo- 
nado aumentos de sueldos o salarios", y (pie las donaciones de 
los referidos aumentos contaron con la expresa conformidad de 
los representantes de los obreros y empleados. 

Que el art. li 9 , párrafo primero, del decreto-ley :V):MV2 4ó 
(ley 12.<):2l), a cuyas menciones se remito el art. 107, inc. 1> 9 , de 
la ley l.'UKn, define el "sueldo" o "salario" como "toda remu- 
neración de servicios en dinero, especies, alimentos, uso de habi- 
tación, comisiones, propinas y viáticos excepto en la parte elec- 
tivamente gastada con comprobantes...". Conforme a ese con- 
cepto — cuyo sentido concuerda con las normas de los arts. l.V), 
157, inc. :>°, y 1()() del Código de Comercio (reformados por la 
ley 11.72Í))— , os de la esencia del "sueldo" o "salario", salvo 
los aportes obligatorios impuestos por las leyes de provisión so- 
cial, su efectiva percepción por parte del obrero o empleado, 
desde que constituyo, substancialmento, una prestación tendiente 
a proveer el sustento del trabajado!* y de su familia. 

(¿no como lo señala con exactitud la sentencia testimoniada 
a fs. 118 '111), a cuyos fundamentos — (pie esencialmente se aco- 
í>*on — so remite el fallo apelado, los aumentos cuestionados no 
participan de las características apuntadas y, en consecuencia, 
no son susceptibles de tenerse como materia imponible a los fines 
del tributo creado por la ley ÍS.O.'U. 



(art. 1ó7, inc. Kl ai". 1(50 señala a mi turno los " sueldos, salarios, comisiones, 

gratificaciones u otras n -íuneraciones que perciban...*'. Tna cláusula como la re- 
lativa al primer aumento >s obligatoria en cuanto determina que el obrero no la per- 
cibirá y en cuanto deja de ser salario por mutuo consentimiento que cuenta con la 
aprobación de autoridad < -^tatal . . . * ' (fs. 'J4 -7, exp. n7.7 10/4S > . 

Si bien es cierto que los conceptos transcriptos han sido expresados con relación 
a la ley 11.27S y a una ley de jubilaciones, no es menos cierto (pie los mismos lian sido 
emitidos por organismos del estado en materia propia de su competencia. Pretender 
el desdoblamiento de esos conceptos — como lo sostiene el Fisco — basando la argu- 
mentación en la particularidad del derecho tributario llevaría necesariamente a admitir 
un concepto laboral y un concepto fiscal del salario. No es míe ello no sea posible 
— no obstante la aparente contradicción — , porque en materia tributaria ya se sabe que 
debe atenderse al fin de las leyes impositivas y a su significación económica, pero no 
puede hacerse con relación al gravamen establecido por la ley l.*í.0.'U, pues, ya se ha 
visto que en el punto en cuestión remite a conceptos propios de la legislación del trabajo. 

Las consideraciones (pie anteceden permiten concluir que los aumentos de sueldo 
(pie no fueron efectivamente percibidos por los empleados, no han constituido materia 
imponible a los efectos del impuesto para recursos universitarios. 

Estimo, en consecuencia, que corresponde revocar la sentencia apelada en cuanto 
ha sido materia del recurso y hacer lugar a la demanda, con costas, en ambas instancias, 
ya que, en la parte que condena a la devolución de $ 1.117,^9 pagados por error, 

ha sido consentida por la demandada. 

Los Dres. Ileredia y Bocear Várela adhieren al voto precedente. 
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Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fs. 91 en lo que ha sido materia 
de recurso extraordinario. 

Alfhedo Okgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Luis María Boffi 

BOGGERO. 



NACION ARGENTINA v. S. R. L. ESTANCIAS LA MARTONA 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. Generalidades. 

Procede confirmar la sentencia que fija el valor del bien expropiado ajustán- 
dose al dictamen del Tribunal de Tasaciones de la ley 13.2Ü4, emitido por 
unanimidad, con la única ausencia del representante del expropiado y con la 
expresa conformidad del de la expropia dora recurrente, circunstancia esta 
última que impide la impugnación posterior por parte de los propios inte- 
resados, salvo casos de excepción no invocados en la causa (*). 



JOSE SERGIO GARCIA URIBURU —sucesión— v. INSTITUTO NACIONAL 

de PREVISION SOCIAL 

A CTOS A DMIXISTRA TI VOS. 

Los actos administrativos cumplidos en ejercicio de facultados regladas y 
conforme a los recaudos necesarios para su validez en cuanto a forma y com- 
petencia, deben tenerse por firmes c inamovibles. 

COSA JUZGADA. 

La resolución firme dictada en 1942 por la ex Junta de Administración de 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Civiles — cuya validez formal no im- 
pugnó la recurrente — denegatoria de una pensión con fundamento en la 
ausencia de los requisitos exigidos en el art. 47 de la ley 4349 entonces en 
vigencia, no pudo ser alterada en 19f>G por la Caja de Previsión para el 
Personal del Estado ante una nueva solicitud de la apelante, habida cuenta 
que el valor de la cosa juzgada afecta en pro y en contra a los administrados 
y al propio Poder actuante. 

JUBILACION DE EMPLEADOS NACIONALES: Pensión. 

Es ajustada a derecho la resolución que denegó el derecho a pensión, fundada 
en que no concurrían en el caso ninguno de los requisitos exigidos por el art. 
47 de la ley 4349, vigente al dictarse aquélla. No obsta a tal conclusión 
el art. 2? de la ley 12.887, derogatorio del art. 47 de la 4349, pues sólo se 
aplica a los beneficiarios cuyos derechos se originen desde la fecha de su vi- 
gencia, lo que no ocurrió en el caso; ni, en cuanto a la existencia de un hijo 



(i) 11 de diciembre. Fallos: 235: 706; 237: 230. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



407 



extramatrimonial, lo dispuesto por la ley 14.307, cuyo art. 7'-' consagra el 
principio de la irretroactividad cuando exista la posibilidad de alterad actos 
cumplidos con anterioridad a su sanción. 

Dictamen del Procurador General dkl Trabajo 
Exina. Cámara : 

Por decreto del P. E. dictado el ]3 do mayo de 1042 que lleva el número 
119.067 — fs. 4f>— , mediante el cual se aprobó oí proyecto de resolución remitido 
por la Caja Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, se denegó el pedido de 
pensión formulado por doña María Gabriela Methot de García Uriburu, por no 
reunir los requisitos que en ese entonces exigía el art. 47 de la ley 4349, en el 
sentido de no haber contraído matrimonio con el causante con cinco años de ante- 
lación al deceso del esposo, ya que el señor García Criburu había fallecido el 
4 de diciembre de 1941, en tanto que el matrimonio con la reclamante se había 
celebrado el 4 de mayo de 1940. 

Esta decisión quedó firme y consentida, pero el 5 de enero de 195(5 presen- 
tóse nuevamente, requiriendo el otorgamiento del beneficio, amparándose ahora 
en la existencia de un hijo nacido en el año 1922, posteriormente reconocido 
— 5 de agosto de 1941 — {fs. u'3), que la colocaba en la situación de amparo que 
prevé la última parte de aquella norma contenida en el art. 47, solicitud que fué 
desestimada, alegando la Caja la existencia de cosa juzgada que impedía rever la 
situación ya resuelta, sin que la existencia de un hijo legitimado pudiera mejorar 
la misma. Esta resolución fué confirmada por el Instituto Nacional de Previsión 
Social — fs. 92 vta. — , dando ello motivo a la interposición del recurso que prevé 
el art. 14 de la ley 14.236, fundado en los términos que ilustra el escrito 
de fs. 84/90. 

Arguye el recurrente en lo sustancial, que en el caso no existe cosa juzsrada 
toda vez que en el nuevo pedido no se ventila la "misma cuestión" que motiva 
el pronunciamiento anterior, pues en el primero, la recurrente por un exceso de 
pudor, como así por torpeza y mal asesora miento, omitió denunciar que de la 
unión con el señor García Uriburu había nacido un hijo, que con el posterior 
matrimonio quedara legitimado. A todo esto se le llama hecho nuevo para apoyad- 
la tesis de que no hay identidad de situaciones. 

N T o comparto esta tesitura y sin entrar a considerar, ni analizar la cuestión 
planteada con relación .1 derecho de familia legislado por el Código Civil, enfo- 
caré el problema sólo en el aspecto atinente a la cosa juzgada administrativa 
y al denominado hecho nuevo. 

Ese problema lo analicé in extenso en el caso "Digier, Arturo", expte. 14.669, 
Sala III, vista de fecha 15/2/956, en cuya oportunidad llegué a las siguientes 
conclusiones: A partir del caso "Carinan de Cambón, Elena" — Fallos: 17o: 
367 — , la Corte Suprema ha venido sosteniendo que para que un decreto del 
P. E. produzca cosa juzgada en el orden administrativo, se requiere (pie se trate 
de un acto regular, o sea que reúna las condiciones esenciales de validez, forma y 
competencia, realizado en el ejercicio de facultades reglamentarias, requi-itos sin 
los cuales puede ser válidamente revocado por el mismo poder que lo dictó. Las 
decisiones administrativas unilaterales que reconocen derechos subjetivos, adquie- 
ren autoridad de cosa juzgada cuando, según la doctrina de la Corte, se han 
reunido las siguientes condiciones: a) causar estado, vale decir, ser irrecurribles; 
b) ser emitidos por la administración en ejercicio de sus facultades re<rlad*is; c) 
ser regulares o sea reunir las condiciones esenciales de validez. Corma y compe- 
tencia; d) ausencia de autorización expresa en una forma legal para modificar 
el acto. 
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El criterio do la Corto Suprema, desde luego, no so ha sustentado dentro do 
una absoluta rigidez en cuanto a la convalidación do una inmutabilidad del acto 
administrativo, sino que ha aceptado la relatividad del principio en orden a las 
circunstancias del caso y ciertas modalidades que, por supuesto, no con Huyen en 
el caso a examen. 

Así por ejemplo, en autos "Uedrado, Mariano", Pullos 228: 18(5; Kov. Dere- 
cho del Trabajo, lí)f)l, p. 47.1, sostuvo que la cosa juzgada administrativa no 
tiene, en términos generales, el mismo extremo alcance que la cosa juzgada 
judicial, ya que mientras los jueces no pueden volver do oficio sobre lo que esta 
juzgado, sino cuando la ley autoriza excopcionalinento el juicio de revisión, lo 
puede en cambio el Poder Administrador cuando, sin perjuicio del derecho do 
los particulares, se trata de corregir sus propios errores. 

En el citado caso se reconoció la revisión, en atención a que no sólo favo- 
recía a la peticionante sino (pie se trataba de reparar un error de hecho que se 
había incurrido, con respecto a un cómputo de servicios practicado con anterio- 
ridad y que había motivado la denegación del beneficio presentándose como 
circunstancia sai fp'iicris, que la Caja, <i posteriori de su resolución había 
admitido la petición de la bono! iciaria, encaminada al reconocimiento de aquellos 
servicios no computados, no obstante lo cual, en última instancia, se amparó 
en la cosa juzgada para denegar el nuevo pedido. Dos eran los factores que se 
tuvieron en cuenta para optar por la revisión del acto: uno, relativo a la exis- 
tencia de un error de hecho que lesionaba los intereses de la benef iciaria, y el 
otro, atinente a que la propia Caja había admitido la exhumación del punto 
cuestionado, llegando en la investigación a constatar su propio error. 

Kn la especie, a través de los antecedentes que se han dejado expuestos, no 
se conligura la situación que, según doctrina de la Corte Suprema, puede auto- 
rizar la revisión del acto administrativo, I ranstormándolo en mutable. No so 
trata aquí de un beneficio denegado, cuyo rechazo proviene de un "error de 
hecho/' o "material", sino de la ocultación de una sil nación de derecho (pie pro- 
existía al tiempo do la resolución denegatoria y que prima facie habría mejo- 
rado el derecho de la peticionante. Muy respetables considero las razones que 
so invocan para haberlo ocultado, poro con todo el valor (pie so le puedan asignar, 
indudable os que la inmutabilidad de un acto jurisdiccional (pie declara un 
derecho o lo deniega en su caso, porque la ley vigente respalda la negativa, no 
puedo quedar supeditada a factores do orden sentimental o subjetivo, borrables 
por otra parto con el transcurso del tiempo. 

Esta os otra de las razones por las (pie no acepto la denuncia de hecho 
nuevo (pie invoca la recurrente en apoyo do su sustentación, a los finos do 
negar la existencia de cosa juzgada por tratarse do "situaciones diferentes". 

El hecho nuevo como lo sugiero su propia denominación, es el suceso que 
ocurre después de la traba de la litis y aun de la sentencia de primera instancia 
con relación a lo que es materia del pleito o el que recién llega a conocimiento 
do las partos, malgrado la locha en (pie pudo haber ocurrido. 

No so hace necesario abundar en mayores consideraciones para concluir (pie 
el denunciado en autos no reviste ninguna do las cí.raetorístioas apuntadas. El 
hecho nuevo no se gobierna en cuanto a sus efectos por la lecha de su invocación 
para hacer variar los términos de la situación legal creada al tiempo do la demanda 
del derecho, salvo cuando recién se tiene conocimiento del mismo, sino en términos 
ironoralcs, en orden a la fecha en que se produjo. Cn derecho denegado por medio 
de un acto administrativo formal y dictado por autoridad competente, conforme 
a derecho, no puedo sor alterado o modificado a posteriori invocándose situa- 
ciones o estados de derecho (pío preoxistían a la época en que el acto so dictó y 
que no se hicieron valer oportunamente, del cual so tenía perfecto conocimiento, 
fuero cualquiera la causa que pudiera hal>or originado la omisión u ocultamiento. 
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Ksc neto realizado «mi aquellas circunstancias es el que, en mi opinión, 
adquiere todo el valor de cosa juzgada. 

Por ello, es que aconsejo a V. K. la confirmatoria de la resolución recurrida. 
Despacho, 1H de marzo de 105S. — Víctor A. Sureda (irarlls. 



Skntkntia m ; ; i.a Cámara Nacional i»k Apklacioxks i»ki. Tuaha.io 

Hílenos Aires, 3d de julio de 195S. 

Kl doctor Amadeo Allocati, dijo: 

1. Kl Poder Ejecutivo Nacional, por decreto del 25 de agosto de 1933, 
otorgó la jubilación de la ley 4340 a don Sergio (Jarcia Crilniru ( fs. 13), cesando 
éste en su empleo el 30 de setiembre de 1034 (l's. 1S) para acogerse al goce del 
beneficio concedido, el cual disfrutó hasta el 4 de diciembre de lí)41, lecha de 
su deceso (fs. 49 y (>3). 

Kl causante casó en primeras nupcias con doña Krnestina Ta mi ni y, falle- 
cida ésta el 24 de enero de 1040 ( fs. 27), contrajo nuevo enlace con doña María 
Gabriela Methoi, el 23 de diciembre de 1940 ( fs. 50 y (>4). 

Ija segunda esposa se presentó ante la Caja Nacional de Jubilaciones Civiles 
el 17 de diciembre de 1941 (t's. 32 vta.), reclamando el beneficio de pensión en 
mérito a su condición de viuda del ex jubilado y haber cohabitado con él durante 
más de 30 años; mas dicha institución provisional, por resolución del 27 de abril 
de 1942 (fs. 4."*), desestimó la petición en razón de no haber durado el matri- 
monio cinco años, ni habido descendencia de él (art. 47 de la ley 4349, vigente en 
esa época), y no poder originar ningún derecho una unión reprobada por la ley 
(dictamen de l's. 35 vta.), siendo confirmada esta resolución por decreto del 
Poder Kjeeutivo Nacional del 13 de mayo de 1042 ( fs. 4(i). 

2. La recurrente guardó silencio hasta el 5 de enero de 105(5, fecha en la 
cual tornó a presentarse en demanda del beneficio de pensión, alegando el naci- 
miento de un hijo, el 30 de enero de 1022, habido en sus relaciones con el "de 
cujus" (t's. (>7 vta.) y la Caja de Previsión, por resolución del 11 de abril de 
1057, denegó este nuevo pedido, fundándose en el principio de la cosa juzgada, 
pues éste impide rever con criterio actual los casos ya resueltos con arreglo a la 
ley aplicable a la época "n la cnal se dictó el acto administrativo decisorio por 
autoridad competente, cuya revocación se pretende; y. además, como se invoca 
un presunto derecho condicionado a la existencia de hijos "legítimos", cuando 
este requisito no aparece cumplido ni pudo serlo porque en esa época era legal- 
mente imposible tal legitimación, tampoco resulta procedente la nueva petición 
(fs. 7(¡). 

Interpuesto el recurso del art. 13 de la ley "14.23(5 contra la resolución refe- 
rida y, en subsidio, el de apelación consagrado por el art. 14 de dicha ley, la 
Caja concedió el primero, confirmando el Instituto Nacional de Previsión Social 
la decisión recurrida y elevando las actuaciones a esta Cámara (l's. S2, 02 y 00). 

Kl recurso deducido lo ha fundado el peticionante alegando: a) improce- 
dencia de la defensa esgrimida por la Caja de Previsión por existir un "hecho 
nuevo", no denunciado antes de dictarse la resolución anterior, o sea la "exis- 
tencia de un hijo extramatrimonial (pie torna distinta la cuestión"; b) no existir 
cosa juzgada en materia administrativa, sobre todo cuando se niega un beneficio 
previsional; c) fundarse la resolución denegatoria en una disposición derogada, 
violentando el espíritu del legislador; d) ser errónea la interpretación dada al 
art. 47 de la ley 4340; e) no concebirse una resolución administrativa en viola- 
ción de la ley 14.307, que ha suprimido toda discriminación entre» hijos nacidos 
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do personas unidas o no por matrimonio en el momento de la concepción; f) 
otros motivos apoyados en razones no jurídicas. 

3. El hecho revelado por lu apelante en su nueva petición y al cual atri- 
buye el carácter de "nuevo", no fué conocido por la Caja de Previsión en opor- 
tunidad de dictar su primer pronunciamiento, a causa del deliberado propósito 
de ocultarlo tenido por la interesada, según propia manifestación suya; y sea 
cual fuera el motivo habido para proceder de esta manera, ese hecho no puede 
configurar la situación procesal denominado técnicamente "hecho nuevo", como 
ella lo pretende, pues para así calificarlo debió conocerlo la peticionante con 
posterioridad al cierre del período de prueba. 

Por lo demás, y como se verá más «delante, el hecho nuevo no es conducente 
a la cuestión debatida, es decir, que no puede influir en su resultado. 

4. Respecto a la cosa juzgada administrativa, cuya existencia niega el recu- 
rrente, apoyándose en citas jurisprudenciales y doctrinurias, no resultan aplica- 
bles, en el presente caso, los antecedentes invocados por ella, como bien lo destaca 
el Señor Procurador General en su dictamen de fs. 101/3. 

Si bien el acto administrativo es revocable porque el concepto de cosa juz- 
gada sólo puede aplicarse a los actos jurisdiccionales, en el "sub lite" no se 
trata de un error de hecho o de derecho incurrido por el órgano de aplicación 
que ajustó su decisión a lo actuado y probado, e incluso en el dictamen de fs. 35, 
sin conocer el hecho, tuvo en cuenta la posibilidad de la existencia de la situación 
ahora controvertido en la Alzada, pues dijo: "No atempera esta situación la exis- 
tencia de hijos nacidos mientras subsistía el vínculo matrimonial del causante con 
la primero esposa, doña Ernestina Tamini, fallecida el 24 de enero de 1941 (fs. 
25), cpie no pudieron ser legitimados por el subsiguiente matrimonio de los 
padres, debido a (pie el causante no pudo procrear legalmente en los momentos 
de la concepción de dichos hijos...". 

5. La Caja de Previsión decidió sobre el derecho pretendido en su reso- 
lución de fs. 43, con fecha 27 de abril de 1942, y en esa época se hallaba en plena 
vigencia el art. 47 de la ley 4349, que disponía: "Para gozar de la pensión, la 
viuda que no hubiese tenido hijos durante el matrimonio con el causante, deberá 
justificar que ha estado casado con el empleado jubilado cinco años antes del 
fallecimiento de éste, salvo el caso que existan hijos legitimados...". La deroga- 
ción de ese precepto recién se produce con la sanción y promulgación de la 
ley 12.887 (art. 2 V ) el 28 de noviembre de 194(¡. Dicha derogación no puede 
surtir efecto retroactivo respecto a casos ya resueltos bajo el imperio de la norma 
derogada, ni permite en su mérito reabrir el procedimiento. La Corte Suprema 
de Justicia de la Nación ha resuelto reiteradamente que es principio general en 
materia de pensiones que éstas deben acordarse con arreglo a la situación exis- 
tente al día del fallecimiento del causante (Fallos: 103: 89; 181: 27; 190: 60; 
191 : 440; 213: 231; 224: 38, entre muchos otros). 

0. La interpretación dada por la Caja de Previsión al art. 47 de la ley 4349 
la estimo correcta, pues la existencia de hijos como causal de excepción a la regla, 
se refiere a los legitimados por subsiguiente matrimonio; pero la legitimación 
sólo procede respecto a hijos naturales, y no a los concebidos cuando existía 
impedimento legal para hacerlo. El art. 311 del Código Civil es bien claro y no 
admite distintas interpretaciones: "Los hijos nacidos fuera del matrimonio, de 
padres que al tiempo de la concepción de aquéllos pudieron casarse, aunque fuera 
con dispensa, quedan legitimados por el subsiguiente matrimonio de los padres". 
La jurisprudencia, interpretando la norma transcripta, ha decidido que los hilos 
adulterinos no pueden ser legitimados por subsiguiente matrimonio (Cámara 
Civil !• de la Capital, 5/10/937, J. A., t. 00, p. 97; id. 18/0/945, La Lnf, t. 39, 

P- :«7). 

7. La resolución impugnada no es vi obitorio de la ley 14.307 como lo consi- 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



411 



(lera el recurrente. Destaco por otra parte que, a la época de la denegatoria, no 
regía y no puede dársele electo retroactivo para rever situaciones ya resueltas, 
cuando el derecho cuestionado no es el del beneficiario de la reforma que introduce. 

Por lo demás, dicha ley lia suprimido de la legislación, en verdad, las discri- 
minaciones públicas y oficiales entre hijos nacidos de personas unidas entre sí 
por matrimonio y de personas no unidas entre sí por ese vínculo (art. I'-'), habien- 
do sido dictada en benclicio de los hijos y con respecto a sus derechos y no en 
el de los padres, pues cuando se refiere a ellos lo hace con criterio restrictivo 
y en casos expresamente determinados (art. 11). I^i ley no modifica en manera 
alguna la situación habida de quienes se hallan unidos en relaciones extraconyu- 
gales, ni reconoce a favor de los responsables de esa unión derecho alguno prove- 
niente en razón del otro integrante de ella. Además, si bien la ley 14.WS7 suprime 
las discriminaciones premencionadas, en lo público y oficial no lo hace respecto 
de los derechos, en donde mantiene el distingo, por ejemplo: "Los hijos nacidos 
fuera del matrimonio tendrán en la sucesión del progenitor un derecho igual 
a la mitad del que le asigna la ley a los hijos nacidos dentro del matrimonio" 
(art. 8 V ). **I>a porción disponible, a cuya sucesión concurrieron los hijos nacidos 
dentro y fuera del matrimonio, queda limitada a la décima parte del acervo" 
(art. !)*>), etc. Así, pues, llámeselos de una u otra manera, la diferenciación está 
dada por la ley misma en su tratamiento y el hecho de reconocerles ésta derechos 
antes vedados, no les confien 1 en cuanto a la filiación, el carácter de legítimos, 
como lo pretende la apelan fe (comparto sobre el problema el punto de \ista de 
Kohxiklks expuesto en el trabajo: "La //'// / 7.767. Hijos farra del matrimonio", 
publicado en Diario de Jurisprudencia Argentina del 12 '12/057; aunque no ignoro 
«pie existen otras opiniones en contrario también autorizadas como la de ItnmiA : 
u Tratado tic Derecho dril Argentino. Familia", t. II, p. 10:(/4; Tkháx Lomas: 
"Los hijos e.ttram<ttrimoíiiales t \ p. 285 ; y lNnnws: "La filiación e.¡ tramatrimo- 
tiiaV*. en Revista La Le\j, t. 7(i, p. 88(¡, ni puede el hecho de su nacimiento pro- 
ducir una consecuencia igual a la del hijo legitimado, según lo había previsto 
el art. 47 de la ley 4U40, revirtiéndose los electos di 1 la ley — la 14.iU>7 — , conce- 
bida en beneficio del descendiente inocente, no culpable de la unión ilícita, en 
favor de quien era responsable de ésta, y "como la filiación es un estado único, 
que resulta de la realidad biológica bilateral, el estado aparente de emplazamiento 
como hijo natural — en el presente caso como legitimado , falsamente invocado 
cede ante la prueba de la filiación adulterina, y, por lo tanto, ese estado apa- 
rente es sustituido por el verdadero estado de derecho'' (Cámara Xacionul Civil, 
Sala A, 14/(i/05b\ /< Le fft t. 8.'*, p. :*<><)). 

La propia intensada plantea la revisión de la resolución denegatoria de 
fs. 43, en mérito a la "existencia de un hijo extramut rimoniul (pie torna distinta 
la cuestión" y al calificarlo de esta manera, ya hace el distingo y denuncia su 
verdadera filiación. 

8. Los demás agravios, revisten carácter no jurídico y ni pueden ser materia 
de esta sentencia, pese al indudable interés social de su planteo. 

!). Por lo dicho y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, voto por 
la confirmatoria de la decisión recurrida. 

I»s doctores Guillermo C. Valotta y Alfredo del C. M. Córdoba, compar- 
tiendo los fundamentos del voto del Señor Vocal preopinante, adhieren al mismo. 

Atento el resultado del presente acuerdo, se resuelvo: Confirmar la decisión 
recurrida. — Amadeo A llora ti — (¡aillermo (\ Valotta — Alfredo del C M. 
Córdoba. 
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Dicta m kx del Procurador General 

Suprema Corte: 

Por resolución de fecha 13/5/42 el Poder Ejecutivo con- 
firmo lo decidido por la ex Caja Nacional de Jubilaciones y 
Pensiones Civiles, que denegara el primer pedido de pensión 
interpuesto por la recurrente, a mérito de lo que disponía el 
art. 47 de la ley 4349 a la sazón vidente. 

La interesada fue oportuna y debidamente notificada de 
aquella resolución (fs. 46 vta.), con lo que esta quedó consentida 
y firme. 

La apelante, al deducir recurso extraordinario contra la sen- 
tencia de la Cámara de Apelaciones del Trabajo, no alega que 
aquella denegatoria baya sido dictada por error o con quebran- 
tamiento de las formas legales prescriptas para el caso, o que el 
órgano que produjo el acto haya obrado al margen de su com- 
petencia. 

En estas condiciones, pienso que lo decidido acerca de la 
irrevisibilidad del pronunciamiento administrativo por el tribu- 
nal de la causa, no puede ser modificado en esta instancia como 
pretende la recurrente con el argumento de que debería conside- 
rarse la de fs. 62 como una nueva petición. 

La aplicación que en su momento se hizo de la ley 4349 (art. 
47) en contra de las pretensiones de la interesada, no puede ser 
cuestionada ahora invocando leyes posteriores como es la 14.367, 
toda vez que a ello se opone un principio de reiterada afirmación 
jurisprudencial, con arreglo al cual la situación ele los deudos 
con derecho a pensión se rige por la ley vigente al tiempo de 
fallecer el causante. 

Por otra parte, he tenido ocasión hace poco de pronunciarme 
en el sentido de la irretroactividad de la citada ley 14.367 en el 
campo de los derechos patrimoniales cuando medien actos cum- 
plidos con anterioridad a su promulgación — como sería en este 
caso la primera denegatoria de la pensión, que liberó a la Caja 
de toda obligación al respecto — , habiéndose entendido con razón 
que el precepto del art. 7 9 de la ley se extiende, en general, a todos 
los derechos de la mencionada naturaleza, en obsequio de la 
estabilidad jurídica y en virtud de la misma "ratio lcgis" (conf. 
dictamen de 30 de setiembre ppdo. en la causa "Thorndike, Ma- 
ría H. García de s/ pensión", T. 64, L.X1II). 

A lo expuesto cabe agregar que no guardan relación directa 
con la materia de la causa las disposiciones constitucionales invo- 
cadas por la recurrente, no siendo tampoco valedero, a mi jui- 
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ció, el agravio mediante el cual se tacha de arbitrariedad a la 
sentencia. 

Por todo ello opino, en conclusión, (pie el remedio federal 
intentado es improcedente y (pie, por tanto, el recurso extraordi- 
nario ha sido mal concedido a fs. 115. Buenos Aires, lí) de 
diciembre de 1908. — Ramón J jasca no. 

FALLO DE LA COK TE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de ÍÍW). 

Vistos los autos: "(Jarcia Cribum, José Sergio (suc.) c/ 
instituto Nacional de Previsión Social s pedido de pensión", <n 
los que a fs. lió se ha concedido el recurso extraordinario contra 
la sentencia de la (Yunara Nacional de Apelaciones del Trabajo 
de fecha .'$() de julio de 1Í)~)S. 

( 'onsidcrnndo : 

Que habiéndose producido el fallecimiento de 1). Sergio (Jar- 
cía Uriburu con fecha 4 de diciembre de lí)41, en momentos (pie 
gozaba de jubilación acordada con arreglo a las disposiciones 
de la ley 4.'Uí), su secunda esposa, J)a. Gabriela Methot de (Jarcia 
Uriburu, so presentó (fs. IV2) ante el Presidente de la ex ('aja 
Nacional de Jubilaciones y Pensiones Civiles, solicitando se le 
concediera la pensión a !a (pie se consideraba con derecho. Acre- 
ditó haber contraído matrimonio con el causante el 4 de mavo 
de 1940, regularizando de tal manera una cohabitación anterior 
(pie se prolongó por más de treinta años. 

Que a una solicitud de la ('aja en el sentido de que la inte- 
resada informase sobre el nacimiento de» un hijo habido con el 
causante, aqu 'la manifestó ( fs. 41 vta.) que tk ni viene al caso 
ni hay constancia o denuncia alguna en el expediente, (pie ha ira 
presumir a los funcionarios de esa Caja, la existencia de tal 
hijo''. Luego, por resolución de fecha '27 de marzo de 194- (fs. 
4.')), la Junta de Administración de la referida ('aja decidió deno- 
tar el pedido de pensión, fundada en (pie el matrimonio entre la 
interesada y el causante no alcanzó a durar cinco años ni buho 
descendencia de el (art. 47 de la ley 434!)). Dicha resolución 
denegatoria fue aprobada por decreto del Poder Ejecutivo Na- 
cional de fecha U> de mayo de V.H'2 (fs. 4(¡). 

Que con fecha 5 de enero de ütob, la interesada reiteró su 
solicitud de pensión ante la Caja de Previsión para el Personal 
del Estado (fs. (W), aduciendo en apoyo de esa nueva presenta- 
ción el nacimiento de un hijo, el IM) de enero de 1Í)'J2, habido de 
sus relaciones con el Sr. (Jarcia Uriburu. El pedido fue desesti- 
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maclo en virtud de la cosa juzgada que pesaba, a juicio del orga- 
nismo, sobre la primitiva decisión (fs. 76). Confirmada esta últi- 
ma resolución por el Instituto Nacional de Previsión Social a 
fs. 92 vta., e interpuesto recurso de inaplicabilidad de ley ante 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo (fs. 95/98), este 
tribunal resolvió mantener la decisión administrativa (fs. 104/ 
106). 

Que contra esta última sentencia la interesada interpuso re- 
curso extraordinario (fs. 110/113), fundada en que: a) no existe 
"cosa juzgada" en materia administrativa; b) aun cuando se 
admitiese el principio opuesto, el resultaría inaplicable al caso 
en razón de la diversidad de ' ' cuestiones" que en ambos casos 
se sometieron al conocimiento de la autoridad administrativa; 
c) la ley 4349 fue derogada por la ley 12.887; d) se desconocieron 
los derechos emergentes de la ley 14.367; y e) se violaron los 
arts. 16 y 17 de la Constitución Nacional de 1853, desde que, 
respectivamente, atenta contra la ' ' igualdad ante la ley" la exis- 
tencia de resoluciones judiciales contradictorias en materia de 
cosa juzgada administrativa y desconoce el derecho de propiedad 
que importa "el derecho a la jubilación", así como la nueva 
disposición sancionada por la Convención Nacional Constituyente 
reunida en Santa Fe en 1957, en cuanto establece "jubilaciones 
y pensiones móviles" y asegura "la protección integral de la 
familia". Se invoca, asimismo, la doctrina de la arbitrariedad. 

Que el recurso extraordinario es formalmente admisible con 
arreglo a lo dispuesto por el inc. 3 9 , art. 14, de la ley 48, en 
virtud de haberse cuestionado en autos la inteligencia de los arts. 
47 de la ley 4349, 2* de la ley 12.887 y 14, 16 y 17 de la Consti- 
tución Nacional, y ser la sentencia contraria al derecho que el 
apelante funda en dichas normas. 

Que constituye un principio uniformemente aceptado por esta 
Corte a partir del precedente registrado en Fallos: 175: 368, el 
de que los actos administrativos cumplidos en ejercicio de facul- 
tades regladas y conforme a los recaudos necesarios para su 
validez en cuanto a forma y competencia, deben tenerse por fir- 
mes e inamovibles (asimismo, Fallos: 179: 427; 180: 224; 182: 
57; 184: 553; 186: 391; 205: 200 y otros). 

Que, en consecuencia, y si, como también lo ha resuelto el 
Tribunal (Fallos: 188: 135; 194: 125 y 254), el valor de la cosa 
juzgada afecta en pro y en contra a los administrados y al propio 
Poder actuante, forzoso es concluir que el órgano que dictó la 
resolución de fs. 76 no pudo alterar los términos de la decisión 
emanada de la ex Junta de Administración de la Caja de Jubi- 
laciones y Pensiones Civiles de fs. 44, cuya validez formal no ha 
sido impugnada por el recurrente. 
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Que, por lo demás, la conclusión a que arriba la resolución 
de fs. 7() sobre el fondo del asunto, es exacta en cuanto se ajusta 
a las normas vigentes en el momento de solicitarse el beneficio. 
En efecto, el art. 47 de la ley 4;U<) —vigente entonces— condi- 
cionaba el derecho de la viuda ai goce de pensión, sea al hecho 
de haber estado casada con el empleado jubilado cinco años antes 
del fallecimiento de éste — lo que no ocurrió en el caso — sea a la 
existencia de hijos "legitimados", circunstancia esta última que 
no concurría con respecto al hijo habido de la unión entre la 
recurrente y el Sr. (Jarcia Uriburu, desde (pie el art. .Til del Có- 
digo Civil — vigente en la época de solicitarse la pensión — sólo 
autorizaba la "legitimación" de los hijos matrimoniales nacidos 
de "padres que al tiempo de la concepción pudieron casarse". 

Que no obsta a tal conclusión el art. 2 9 de la ley 12.887 — de- 
rogatorio del art. 47 de la ley 4TW — , toda vez que aquella, según 
lo establece su art. 3 9 , sólo es aplicable a los beneficiarios cuyos 
derechos se originen desde la fecha de su vigencia, vale decir, 
desde el l 9 de enero de lí)46. 

Que tampoco corresponde la aplicación de la ley 14.367, desde 
que — como lo señala el Señor Procurador General — el art. 7 9 
de la misma consagra el principio de la irretroactividad cuando 
exista la posibilidad de alterar derechos resultantes de actos cum- 
plidos con anterioridad a su sanción, extremo que concurre, sin 
duda, con respecto a la primera resolución denegatoria de la pen- 
sión, que liberó a la Caja de toda obligación hacia la interesada. 

Que, en mérito a lo declarado en Jos precedentes consideran- 
dos, las garantías constitucionales cuyo quebrantamiento se invo- 
ca carecen de relación directa e inmediata con lo resuelto, no 
surgiendo, a juicio del Tribunal, que la sentencia en recurso ado- 
lezca de arbitrariedad en los términos de su reiterada jurispru- 
dencia sobre el particular. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia de fs. 104 UY6 en lo que ha sido materia 
de recurso. 

Benjamín Villegas Basavilhaso — 
Akistóbtlo I). Aiíaoz de Lama- 
niun — Lris María Boffi Boggeko 
— Julio Oyhaxahte. 
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POLICAKPO YEttOX CACERES v. S. A. MOLINOS RIO i>v; i,a PLATA 

KKCrnSO EXT RAORD1 SUMO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Procedencia del recurso. 

Correspondí 1 dejar sin efecto la sentencia que rechazó la demanda por cobro 
de sueldos, retroactividad y aguinaldo, fundada en un fallo plenario de la 
Cámara Nacional del Trabajo, según el cual corresponde declarar la incom- 
petencia del tuero laboral para entender en las reclamaciones fundadas en 
cuestiones relacionadas con convenios colectivos de trabajo, si antes no se 
recurrió a las respectivas Comisiones Paritarias; y (pie omite toda conside- 
ración a la ley 14.250 —promulgada con posterioridad al plenario y vigente 
al dictarse la sentencia — , cuyo art. Ib' establece que la intervención de las 
Comisiones Paritarias no excluye ni suspende el derecho de los interesados 
a iniciar directamente la acción judicial. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema ("orto : 

Do la lectura do los considerandos que luce la sentencia de 
fs. 1(>2 surge que el tribunal de la causa ha entendido que cuando, 
como en el caso de autos, el dif orondo a resolver por los tribu- 
nales de justicia es un problema vinculado con un convenio colec- 
tivo de trabajo, resulta obligatorio que previamente a la inter- 
vención de aquellos tribunales se expida sobre la cuestión en 
debatí» la respectiva comisión paritaria creada por el mismo 
convenio. 

Sobre esta base ha resuelto rechazar en todas sus partes el 
reclamo interpuesto a fs. 2, sin dejar a salvo en la parte resolu- 
tiva de su fallo el derecho del actor a promover nueva demanda 
una vez cumplido el requisito que considera obligatorio; y os esta 
decisión la que aquel recurre ahora por la vía extraordinaria 
sosteniendo, en síntesis, (pie so traía de un pronunciamiento que 
carece de apoyo legal. 

A mi juicio el agravio del recurrente debo considerarse 
fundado. 

Ocurre, en efecto, que el a (pío no sólo no ha citado en su 
resolución cuál os la norma legal (pie impone con carácter obliga- 
torio la intervención previa de las comisiones paritarias — en 
rigor, ha sustentado su pronunciamiento únicamente en los bene- 
ficios que a su entender aquella intervención traería apareja- 
dos — , sino que, además, ha omitido tomar en cuenta lo que sobre 
el particular dispone el art. lí) de la ley 14.230, norma legal ésta 
con la que so halla manifiestamente en pugna lo decidido por la , 
sentencia apelada. 

En talos condiciones, estimo que los requisitos de fundamen- 
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tación que V. E. normalmente exige como condición do validez 
de un fallo judicial (Fallos: 2:*7 : 695 y 2;?S : 550, entre otros) no 
pueden considerarse cumplidos por el que corre a fs. 162 de estos 
autos, y, asimismo, que dicha decisión tampoco se compadece con 
la doctrina sentada por la Corto en el sentido de que una sen- 
tencia (pie se arroba la facultad de modificar a sabiendas la ley, 
constituye un agravio a las garantías constitucionales de la de- 
fensa en juicio y de la propiedad, y es contraria al principio 
republicano de la división de poderes (Fallos: 2:54: :U0). 

Con apoyo en lo expuesto, opino que correspondería revocar 
el fallo apelado en cuanto ha podido ser materia de recurso extra- 
ordinario. Buenos Aires, 21 de agosto de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DK LA COKTK SITKEMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Vcrón ('áceres, Policarpo c/ Molinos Río 
de la Plata S. A. s/ diferencias de» sueldos, etc.", en los que a 
fs. 77 se ha concedido el recurso extraordinario contra la senten- 
cia del Tribunal del Trabajo de Resistencia, Provincia de Chaco, 
de fecha 4 de noviembre de 1957. 

Y considerando : 

Que a fs. 2/5 el actor demandó por cobro de la suma de 
% 6.72,'$, 15 m/n., en concepto de diferencia de sueldos, rctroacti- 
vidad y saldo de aguinaldo proporcional correspondiente a los 
años 1950, 1951 y 195:2, con arreglo al Convenio Colectivo n 9 138/ 
51 para la Industria Aceitera. A fs. 17/18, la sociedad deman- 
dada contestó la acción, alegando (pie los representantes locales 
de Empleados Aceiteros suscribieron un acta en la Delegación de 
Trabajo y Previsión el 25 de marzo de 1952, acta en la (pie se 
calificó a los "apuntadores" del establecimiento de la demandada 
— al que pertenecía el demandante — en la categoría "( 1M del 
convenio citado, y, en cambio, con su reclamación el actor preten- 
día ubicarse en la categoría U A" de dicho convenio, por lo que 
consideraba totalmente infundada la demanda. 

Que sustanciada la causa, se dictó sentencia a fs. 62/67, 
rechazándose la demanda en todas sus partes por considerar que 
os previo a la acción judicial que la ('omisión Paritaria del Con- 
venio l.'$8/51 se expida acerca de la categoría (pie correspondía 
al actor según las tareas que cumplía. (Kn la demanda se expresó, 
al respecto, (pie fueron elevadas las actuaciones a la Comisión 
Paritaria el 15 de diciembre de 1952, la (pie ordenó su archivo, 
sin dictar resolución, el 19 de junio de 195(5). La sentencia invocó. 
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como fundamento de su decisión, el fallo plenario de la Cámara 
del Trabajo de esta Capital "ín re", "Domaría, Ginés c/ Louis 
Dreyfus S. A.", del 3 de setiembre de 11)52, según la cual: "co- 
rresponde declarar la incompetencia del fuero del trabajo, para 
entender en las reclamaciones fundadas en cuestiones relaciona- 
das con convenios colectivos de trabajo, si antes no se recurrió 
a las respectivas Comisiones Paritarias creadas a tal fin por los 
mismos Convenios, subsista o no la relación procesar' (fs. 65 
vta.). 

Que contra este pronunciamiento interpuso el actor a fs. 70/ 
76 recurso extraordinario por arbitrariedad, en razón de no ba- 
berse aplicado en el caso el art. 16 de la ley 14.250, desconocién- 
dose con ello las garantías constitucionales que amparan la igual- 
dad y la defensa en juicio. 

Que el art. 16 de la ley invocada por el recurrente, después 
de facultar a las comisiones paritarias para intervenir en las 
controversias individuales originadas por la aplicación de una 
convención, establece en su segunda parte: i 'Esta intervención 
no excluye ni suspende el derecho de los interesados a iniciar 
directamente la acción judicial correspondiente' \ Esta ley, que 
consagra un principio contrario al del referido fallo plenario 
de la ('amara del Trabajo, fué promulgada el 13 de octubre 
de lí)f)3 y, por consiguiente, es posterior a ese fallo y estaba 
en vigencia al dictarse la sentencia recurrida en esta causa. Surge 
así de lo expuesto que esta sentencia, al omitir toda considera- 
ción de la ley antes citada, carece del fundamento legal indis- 
pensable para sustentarla, de acuerdo con la doctrina establecida 
por esta Corte en casos análogos (Fallos: '2117: 695; 238: 550 
y otros). 

Por tanto, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia recurrida; y vuelvan los 
autos al tribunal de su procedencia a fin de que dicte un nuevo 
fallo ajustado a lo resuelto por esta Corte — art. 16, 1* parte, 
] oy 48—. 

Alfredo ()iu;az — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — AltISTÓHULO D. 
Aiúoz de IjAmadkid — Luis Manía 
Boffi Booüerü — Julio Oyha- 
narte. 
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S. A. INGENIO AZUCAR KHO CRUZ ALTA v. MUNICIPALIDAD 
]>K la CIUDAD i»k BUENOS AIRES 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Impuestos y tasas. 

El alcance del allanamiento formulado por la Dirección General Impositiva 
en un juicio sobre devolución de impuestos, condicionado a las resultas de 
la liquidación a practicar por esa Dirección es ajeno a la inteligencia de 
la ley II. (>8:*, por ser cuestión de hecho y procesal. 

En consecuencia, es improcedente el recurso extraordinario deducido por 
aquélla contra la sentencia que ordena devolver la suma reclamada, fundado 
en que no se tuvo en cuenta la limitación invocada al allanarse, negándosele 
así las facultades de inspección v verificación que le confieren los arts. 23, 
24, 25, 40, 41 y 74 de la ley citada ( ! ). 



OLIMPIA A. G1SMONDI Yi>.\. i>k MONGIAR DIÑO v. SILVIA 

DORA NA RBAITZ 

CONSTITUCION NACIONAL: Efectos de la declaración de inconstitucionalidad. 

La exigencia del art. 2(i de la ley 13.581, integra la excepción admitida por 
la ley al régimen general de la prórroga de las locaciones. Por ello, dicha 
exigencia no puede ser obviada por vía de impugnación de inconstituciona- 
lidad en razón de no tratarse de una cláusula separable, cuya validez deje 
inalterada la norma legislativa subsistente. 

CONSTITUCION NACION AL: Constitucionalidad e inconstit uc tonal i dad. Leyes 
nacionales. Comunes. 

Las leyes de emergencia en materia de locaciones no son susceptibles, en 
principio, de ser impugnadas en forma parcial, salvo el supuesto de que se 
trate de clí isulas separables. 

CORTE SUPRJ MA. 

La Corte Suprema no puede substituirse al legislador en el establecimiento 
del régimen legal de la República. 

DlCTAMKX DKL PlU)CrHAlK)lí KNElí AL 

Suprema ( 1 orto : 

Por aplicación do la doctrina de Y. K. de Fallos: 237: 24, 
correspondería declarar que el recurso extraordinario interpues- 
to a t's. 78 es improcedente y que ha sido mal acordado a fs. 
79 vta. Buenos Aires, 12 de febrero de 1958. — Sebastian Solé*. 



(i) 11 de diciembre. Fallos: 2.14 : 103. 



420 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Gismondi vda. de Mongiardino, Olimpia 
A. c/ Xarbaitz, Silvia Dora s/ desalojo'', en los que a fs. 79 vta. 
se ha concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de la 
Cámara Primera de Apelación de La Plata (Provincia de Bue- 
nos Aires) de fecha 14 de mayo de 1957. 

Considerando: 

Que ante la demanda de desalojo promovida por la actora 
con fundamento en la causal prevista por el art. 26 de la ley 
18.581, con la modificación introducida por la ley 14.288, la de- 
mandada planteó a fs. 24 la inconstitucionalidad de dicho precep- 
to legal, en razón de que, al obligar a los inquilinos a recurrir ante 
las instituciones oficiales o privadas a efectos de solicitar la 
concesión de créditos para la adquisición o construcción de vivien- 
das, se vulneraban las garantías acordadas por los arts. 14, 17, 
28 y 33 de la Constitución Nacional. La sentencia de alzada (fs. 
73/75), confirmatoria de la del inferior (fs. 63/65), hizo lugar 
a la demanda, aplicando al caso de autos las disposiciones del de- 
creto-ley 2186/57 y, contra su decisión, la demandada interpuso 
recurso extraordinario reiterando su planteamiento de inconsti- 
tucionalidad. 

Que las leyes de emergencia en materia de locaciones, de 
acuerdo con la reiterada jurisprudencia de esta" Corte, no son 
susceptibles, en principio, de ser impugnadas en forma parcial, 
salvo el supuesto de que se trate de cláusulas separables. En la 
especie, la cláusula impugnada, referida a uno de los casos de 
exención de la obligación de proporcionar vivienda por el locador 
que desea recuperar la tenencia de su propiedad, no puede ser 
escindida del texto legal sin que se altere sustancialmente el 
contenido del régimen de emergencia subsistente. En tal caso, la 
Corte se substituiría al legislador en el establecimiento del or- 
denamiento legal de la República (Fallos: 237: 24; 238: 488; 239: 
260). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
79 vta. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Ahistóbulo D. 
Akáoz de Lamadhid — Julio 
Oyiianarte. 
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MOISKS Kl'DMAN v Otros 

RECURSO EXTRAORDIX ARD): Requisitos propios. Relaviún directa. Sen- 
tencias con fundamentos no fvdrrales o federales consentidos. Fundamentos de 
orden ¡ocal // procesal. 

Es improcedente el recurso extraordinario contra la sentencia que rechaza el 
amparo deducido contra la negativa de una sociedad de beneficencia a per- 
mitir la inhumación de un cadáver en el cementerio de la misma hasta que 
se abone una suma de dinero, si el Tullo apelado se tunda en que la negativa 
cuestionada encuadra en facultados conferidas por los estatutos de la enti- 
dad y en que, en consecuencia, no hubo restricción ilegítima y evidente del 
derecho (pie se invoca, como lo establece el art. inc. de la ley 'J:>ó5 
de Mendoza. Sustentado el fallo en razones de hecho y en la inteligencia 
de una ley local, ajenas, en principio, a la instancia de excepción, no guar- 
dan con lo resuelto relación directa e inmediata las <rarantías constitucionales, 
invocadas por el recurrente, de la libertad de culto, igualdad ante la ley y 
defensa en juicio. 

RECERSO EXTRAORDIX ARIO : Resolución. Limites del pronunciamiento. 

No corresponde dictar pronunciamiento sobre la tacha de arbitrariedad de la 
sentencia apelada, introducida por el recurrente en el memorial presentado 
ante la Corte. 

DlCTAMKX DEL I 'liOC V li ADOK (jEXKKAL 

Suprema ( 'orto : 

Los recurrentes, alocando ol carácter do hijos o hijos políti- 
oos do la fallecida Sra. Rebeca lluch do Rudinan, y dos de (dios 
ol do socios do la Sociedad Israelita de Beneficencia de Mendoza, 
dedujeron recurso do amparo ante la justicia local de osa Pro- 
vincia a fin do (pie se ordenase 1 a la referida Sociedad (pie permi- 
tiera la inhumación de los restos do la nombrada señora en el 
cementerio do propiedad de esa Institución. 

Kn apoyo de mis pretensiones, los interesados invocaron la 
ley provincial 'J.'Í.V), el derecho de profesar libremente su culto 
(art. 14 de la ( 1 onstitución Nacional), y el hecho de que 1). Simón 
Rudman, esposo do la mencionada señora, fuese uno de los fun- 
dadores, en el año lí)10, de la citada Sociedad. 

Los peticionantes consideran que la exigencia de una cuota 
de $ .")().()()() m n., reducida posteriormente a # 40.001) ni n., por 
parto de la ('omisión .Directiva de la entidad para autorizar la 
inhumación de los restos de la difunta señora, constituye* el ejer- 
cicio arbitrario y sin limitación alguna de la facultad conferida 
por los Kstatutos a esa ('omisión Directiva. Por su parte los 
accionantes ofrecieron la suma de $ 1-.000 ni n., como contribu- 
ción para esa inhumación. 



* ¿¿ FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Admitido el recurso en primera instancia fué desestimado 
por la Cámara en lo Criminal por considerar que, de acuerdo con 
lo dispuesto por el art. 2 9 de la ley referida, la restricción del 
derecho que se invoca no aparece evidente dado que el art. 25, 
inc. k) de los Estatutos autoriza a la ("omisión Directiva a fijar 
sin limitación la cuota que debe pagarse para el entierro de los 
israelitas que fallecieren, socios o no socios, y que en el presente 
caso el uso de esa atribución estatutaria no puede considerarse 
arbitrario ni tampoco un ataque al derecho de profesar libremente 
el culto. 

Contra esta decisión dedujeron los accionantes recurso ex- 
traordinario que, a mi juicio, es improcedente en razón de que las 
garantías constitucionales de la igualdad y de la defensa en juicio 
en que se ha fundado, no guardan relación directa e inmediata 
con la materia del pronunciamiento. 

Xo lo guarda tampoco el derecho de profesar libremente el 
culto consagrado por el art. 14 de la Constitución Nacional, en 
que se sustenta asimismo el remedio federal intentado, ya que el 
ejercicio de ese derecho, al igual que los otros mencionados en esa 
cláusula, no puede traducirse en la imposición a otro de una 
obligación exigible, corno se pretende en el sub jadice, ya que no 
otra cosa significaría la orden de que la Sociedad Israelita de Be- 
neficencia de Mendoza, autorice en el cementerio de su propiedad, 
cediendo a perpetuidad el terreno correspondiente (fs. 12 vta ), 
la inhumación solicitada mediante el aporte de una suma de di- 
nero fijado unilaterahncnte por los recurrentes, sin sujeción a lo 
previsto por los estatutos de esa Institución. 

Por ello considero que corresponde desestimar las pretensio- 
nes de los recurrentes. Buenos Aires, 24 de agosto de 1959. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 4 Recurso de amparo a favor de Rebeca 
ITuch de Rudman interpuesto por Moisés Rudman", en los que 
a fs. 137 se ha concedido el recurso extraordinario contra la 
sentencia de la Cámara Segunda en lo Criminal de Mendoza de 
fecha 2 de junio de 1958. 

Considerando : 

Que don Moisés Rudman y otros entablaron (fs. 4/8) demanda 
do amparo contra la Sociedad Israelita de Beneficencia de Men- 
doza, en cuanto esta, por órgano de su Comisión Directiva, dictó 
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una resolución que importaría privarlos del derecho de inhumar 
los restos de su señora madre cn^el Cementerio Israelita. Califi- 
caron tal decisión de violatoria del derecho de profesar libremente 
su culto (art. 14 de la Constitución Nacional), por cuanto la di- 
funta pertenecía a la religión judía y, en su testamento, dejó 
establecida su voluntad de ser enterrada conforme a los ritos de 
esa religión, algunos de los cuales —dicen— han sido ya efectua- 
dos, y 4 4 los demás deben cumplirse en el Cementerio Israelita, 
indispensablemente". Afirman que la negativa de la mencionada 
institución a conceder la autorización pedida, sin previo pago de 
la suma de $ 501)00,— m n. después reducida a $ 40.000, m/n., 
lo que estiman como de 4 4 ansias inmoderadas de lucro 'V les im- 
pide, de hecho, dar cumplimiento a la expresada voluntad de la 
extinta. Manifiestan que el esposo de ésta fué uno de los funda- 
dores (año lí)10) de la Sociedad Israelita de Beneficencia y que 
sus restos descansan en el Cementerio que él contribuyó a crear. 
Reconocen que es facultad estatutaria de la Comisión Directiva 
de dicha Sociedad fijar la cuota a abonarse para los israelitas que 
liaran de ser inhumados en la referida necrópolis, pero afirman 
que tal facultad no puede ser ejercida 44 arbitrariamente y sin li- 
mitación alguna". Dicen que el derecho, que a su entender les 
asiste, de inhumar a su señora madre en tal Cementerio, no puede 
quedar subordinado al prerio pago de la aludida cuota, que sólo 
podrá tener carácter de un crédito contra ellos, cura legitimidad 
no desconocen, aunque se reservan el derecho de gestionar, por 
la vía que corresponde, una prudente reducción de su monto en 
consonancia con los fines altruistas — y no de lucro — de la Socie- 
dad de referencia. Arguyen, por último, que el carácter de bienes 
del dominio público municipal, que se reconoce a los cementerios 
por la doctrina que cita, impide que el 4 ' derecho deber M de inhu- 
mar cadáveres en ti Cementerio Israelita puede ser impedido o 
restringido como lo pretende la sociedad demandada. 

Que, llamado a declarar en autos, el Presidente de la Socie- 
dad accionada, Dr. Abraham (Jrinfeld, expresó, entre otras co- 
sas: que los actores solicitaron a la entidad que representa la 
cesión a perpetuidad del terreno necesario para sepultar a su se- 
ñora madre; ésta no era socia ni había contribuido jamás a la ayu- 
da social y normal a la Institución; la contribución de $ oO.OOO, — 
m/n. — después reducida a $ 40.1)00, — m/n. — fué fijada de acuer- 
do con la posición económica del Sr. Rudman ; los socios no están 
autorizados para inhumar a un pariente o amigo en el Cemente- 
rio; sólo se ampara en los derechos de socio a las esposas e hijos 
menores de los socios; el monto de la contribución se establece 
en consideración a la posición económica del solicitante y, en lo 
relativo al pago de la cuota fijada, se otorgan todas las facilida- 
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dos que so pidan, llegándose siempre a un acuerdo; finalmente, 
que hace más do 40 años que la Municipalidad de Las lloras ha 
otorgado a la Sooiodad la pertinente ooncosión do los torrónos 
dostinados a (Vinontorio Israelita para la prestación dol servicio 
público do inhumación do cadáveres. 

Que el recurrente, don Moisés Kudman, en su declaración 
de fs. 14 vta. y IT), dijo que, al solicitar a la Sociedad el terreno 
para la inhumación do los restos, ofreció la suma do $ f).(HK), — 
m n. como contribución voluntaria. 

Que la sentencia de primera instancia (fs. 19/20) hizo lugar 
al amparo, por estimar que la decisión de la Sociedad demandada 
era ilegal y violatoria del derecho do profesar libremente su culto 
y do la garantía do igualdad (arts. 14 y 1(5 dn la Constitución 
Nacional), por lo (pie ordenó (pie se inhumaran los restos de la 
madre de los recurrentes en el Cementerio Israelita, orden (pie 
fue cumplida. Apelado este fallo por la Sociedad demandada en 
razón de estimarlo arbitrario e infundado, el tribunal a quo dic- 
tó sentencia (fs. 7)11/60) revocatoria de la de primera instancia, 
fijando el término do 10 días para que los actores retiraran del 
Cementerio Israelita los restos de que se trata, con el fundamento 
de (pie la negación de las autoridades do la Sociedad Israelita 
a quo se inhumara el cadáver hasta tanto so oblase la suma de 
$ 40.000, — m/n., encuadra en las facultades de los Estatutos 
— art. 27), inc. k — y, en consecuencia, no ha habido restricción 
ilegítima y evidente del derecho que se invoca, como establecí» el 
art. .T, inc. 2'\ de la ley local 21)7)7) (fs. ó4 y vta.). 

(¿uo en extenso escrito (fs. (54/8!)), el recurrente, don Moisés 
Rudmnu, interpone recurso extraordinario contra el fallo de la 
Cámara, que impugna, esencialmente, como violatorio dol dere- 
cho de profesar libremente el culto (arts. 14 y 20 de la Constitu- 
ción Nacional), así como del principio do igualdad ante la ley 
(art. 1()), y do la garantía do la defensa en juicio (art. 18). En el 
memorial presentado en esta instancia (fs. 163 vta., apartado 15), 
impugna la sentencia de arbitraria, en cuanto, sin que lo pidiera 
la sociedad demandada, fija el término de 10 días para que los 
actores retiren del Cementerio los restos de doña Rebeca Iluch 
de Kudman. 

Que, como surge de los antecedentes relacionados, la senten- 
cia apelada so funda en razones de hecho y en la inteligencia de 
una ley local, que, en principio, son ajenas al recurso extraordi- 
nario. Las garantías invocadas por el recurrente no guardan con 
lo resuelto una relación directa o inmediata. 

Que la sentencia no fué impugnada por arbitrariedad en 
ocasión del recurso extraordinario y sólo fué introducida esta 
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taclia (Mi el memorial do fs. 158/KJ4 por lo que no cabe que ella sea 
examinada. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (Jeneral, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a fs. 
137. 

AlKHKIM) OliOAZ BKXJAMÍN VlLKKUAS 

.HasAVILUASO AlíISTÓBl'hO D. 

Aiíaoz de Lamadiíid — Li'is Makía 
Bokki Booceiío — Jruo Oyiia- 

XAlíTK. 



CESAR TORKOHA v. FKAYSSE Unos. 

ItKcritSO hXTHAOUDIXAHIO: Trámite. 

\a) atinente ;i la ejecución di» la sentencia recurrida, por vía del art. 14 de 
la ley 4S, debe proponerse ante el superior tribunal de la causa, como ha 
ocurrido en el caso, sin que se haya apelado de la resolución respectiva para 
ante la Corte. 

HKCl'KSO K X TR AORDIX A lí I O : Trámitr. 

La facultad que asiste a la Corte para disponer la suspensión de los proce- 
dimientos, aun en circunstancias de haberse acordado la ejecución de la sen- 
tencia apelada, en los términos del art. 7" de la ley 40")"), rs estrictamente 
excepcional y no puede ejercitarse sino en supuestos en (pie ineludiblemente 
lo impongan razones de orden institucional. 



FALLO DE LA COKTE StTKE.MA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1959. 

Vistos lo- autos: "Torroba, Tesar c/ Fraysse Unos, s desa- 
lojo", para decidir con respecto a lo socilitado precedentemente. 

( *onsidcrnndo : 

Que con arreglo a lo dispuesto en el art. 7' de la ley 4055 
y la jurisprudencia establecida sobre la materia (Fallos: *_!07 : 
55; lo.'?: 390 y otros), reiterada el 9 del cte. en la causa: i4 María 
G Yda. de Guerrero e hijos S. Tí. L. s apelación multa" ((¡..T24/ 
Ti. XIII), lo atinente a la ejecución de* la sentencia apelada, por 
vía del art. 14 de la ley 48, debe proponerse ante el superior tri- 
bunal de la causa. 

Que así ha ocurrido, en el caso, sei»ún resulta del auto de fs. 
78, mantenido a fs 87 vta. y que no ha sido objeto de recurro 
para ante esta Corte. 
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Que la facultad que asisto a osta Corte para disponer la 
suspensión de los procedimientos, aún en circunstancias do haber- 
se acordado la ejecución de la sentencia apelada, en los términos 
del art. 7 9 de la ley -lO.V), es estrictamente excepcional. Y no puede 
ejercitarse sino en supuestos en (pie ineludiblemente lo impongan 
razones de orden institucional que no median en el caso — doct. 
Fallos: 170: 2(>(> y otros—. 

Por ello, se declara no haber lugar a lo solicitado en el es- 
crito que antecede. Téngase al Dr. Julio Dassen por presentado, 
por parte en el carácter (pie invoca a mérito del testimonio de 
poder acompañado y por constituido el domicilio legal. I fágasele 
saber la providencia de autos. 

AlFHEIH) OltCAZ — BkN.TAMÍN YlLLEGAS 

Uasavilbaso — Jumo Oyiianarte. 



SEGUNDO ASEXCK) y Otros 

EX líO UTO: UvqniMtos. 

Tratándose do sentencias condenatorias dictadas en juicio criminal, la natu- 
raleza del acto y las consecuencias que de 61 pueden derivar para el interesado, 
imponen la necesidad de (pie el exhorto, por medio del cual se la notifica, 
contonga la transcripción íntegra del fallo, a fin de que el condenado adquie- 
ra conocimiento cabal de sus fundamentos. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Es cierto que Y. E. lia declarado reiteradamente que. tratán- 
dose de exhortos entre jueces, no es necesario remitir recaudos 
que comprueben la competencia del exhortante, como tampoco el 
título de la obligación o las constancias del proceso sobre las que 
se funda el auto o sentencia. Pero ello no significa, en mi opinión, 
que el juez exhortante quede dispensado de remitir testimonio 
del auto o sentencia mismos, máxime cuando, como en el caso, el 
exhorto tiene por objeto la notificación de condenas dictadas en 
juicio criminal. 

La oposición del Señor Juez de Esquel al diligenciamiento 
de la rogatoria me parece pues, en este aspecto, fundada, y en 
consecuencia pienso que corresponde resolver el presente con- 
flicto (art. 24, inc. 7 9 , del decreto-ley 1285/Ó8), declarando que 
el Señor Juez exhortante debe acompañar copia de la parte dis- 
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positiva de la sentencia condenatoria. Buenos Aires, 'J(5 de no- 
viembre de 1!).")!). — lUnmhi La samo. 

FALLO DK LA COKTK SITKKMA 

Buenos Aires, 11 de diciembre de 1 !>.">!) 
Autos y vistos; considerando: 

< c )ue tratándose de sentencias condenatorias dictadas en jui- 
cio criminal, la naturaleza del acto y las consecuencias (pie de él 
pueden derivar para el interesado, imponen la necesidad de (pie 
el exhorto por medio del cual se notifica la sentencia contenga 
la transcripción íntegra del Tallo, a fin de (pie el condenado ad- 
quiera conocimiento cahal de sus fundamentos. 

Por ello y lo concordanteineute dictaminado por el Señor 
Procurador (íeneral, si» resuelve que el Sr. duez en lo Penal de 
Bahía Blanca debe acompañar copia de la sentencia condenatoria 
cuya notificación solicita por exliorto de fs. 1. Devuélvanse los 
autos al ju/u'ado de su procedencia. 

Alkisedo Oküaz — Bkx.iamíx Viu,koas 
Basavilbaso — A Kisrómu) D. 
AüÁoz i > k Lamaihiid — .In.io 
Oviianaütk. 



KLKXA l'KSCLA Ml'LYI II ILL m-: HKLLl'Cl v. KIU'AKIX) MICCKL 

PERRUPATO 

UECriiSO FXTh\\OIU>¡ V MUO : l{ct¡ms¡1ns f<>n,i<ihs. i nt nxlncmm de hi cues- 
tión fvthrtiL Forma. 

Aunque la introducción de una cuestión federal no e\it;c fórmulas especiales 
ni términos sacramentales, se requiere el planteamiento formal y preciso de 
la arbitrariedad invocada. Kn consecuencia, es extemporánea la lacha intro- 
ducida en el escrito de interposición del recurso extraordinario contra la 
sentencia de la Cámara ('cutral Paritaria, (pie coulirmó la de la Cámara 
Regional, si el recurrente se limitó a impugnar "la arbitrariedad judicial" 
del tallo de esta última. 

KFCFixSO F.XTKAOIWIX MU O : I{*qnisih>s comunes. (¡ rara mrn. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en que se habría violado el 
derecho de defensa por no darse al recurrente la oportunidad de contestar 
la demanda y ofrecer prueba, si de las constancias tic la cau>a resulta que 
a aquél se le corrió traslado de la demanda y se lo citó a una audiencia, no 
obstante lo cual se abstuvo de comparece!' y de ofrecer pruebas. 



423 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El caso federal que con fundamento en la violación de la 
defensa en juicio se plantea a fs. 88 era previsible al momento 
de efectuarse la presentación de fs. 17, y al ser articulado des- 
pués de esta oportunidad resulta extemporáneo. 

Por lo demás son inexactas las afirmaciones de que no se dió 
al recurrente ocasión de contestar la demanda y ofrecer prueba 
formuladas a fs. 114 vta. En efecto: de la demanda de fs. \/\\ se 
corrió el traslado de que informa la providencia de fs. 11 vta., 
notificada a fs. 12, y que fue evacuado a fs. 16. Señalada audien- 
cia a fs. 17 y notificada a fs. 18 el demandado se abstuvo de 
comparecer (fs. 121) no obstante lo cual se le corrió un nuevo 
traslado a fs. 23 que el accionado contestó a fs. 26, y en ninguna 
de estas ocasiones el apelante ofreció pruebas, no obstante haber 
tenido oportunidades suficientes. 

En cuanto a la taclia de arbitrariedad formulada a fs. 95 vta. 
contra el pronunciamiento de primera instancia, la misma no está 
correctamente fundada como para dar por formalmente plan- 
teado el caso federal. Por otra parte el fallo se basa en razones 
de hecho y de derecho común bastantes para sustentarlo y el 
a quo no ha excedido, ni al valorar la prueba ni al determinar el 
derecho aplicable, las facultades que son propias de los tribuna- 
les ordinarios de la causa. 

En tales condiciones el remedio federal es improcedente y 
corresponde desestimar esta queja deducida por su denegatoria. 
Buenos Aires, 20 de noviembre de 15)59. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 4 Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Belluci, Elena Ursula Mulvihill de c/ Perrupato, 
Eduardo Miguel", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, si bien esta Corte ha declarado que la introducción de 
una cuestión federal no exige fórmulas especiales ni términos sa- 
cramentales, también es de jurisprudencia requerir el plantea- 
miento formal y preciso de la arbitrariedad invocada (Fallos: 
212: 239 y los allí citados). 
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Que, como señala el Sr. Procurado]- (¡eneral ( fs. l!:¡), no 
cumple el requisito aillos mencionado — planteamiento formal de 
la arbitrariedad como caso federal-, la siguiente afirmación del 
recurrente contra el pronunciamiento de primera instancia : 
4í ...I)ejo planteado el caso federal... por la arbitrariedad ju- 
dicial cometida en vuestra sentencia, pues de ello la impugno 
también" (fs. íh"> vta. del expediente ÜSTJ aifrc.u'ado a estas actua- 
ciones). 

(¿no, en consecuencia, corresponde considerar extemporánea 
la arbitrariedad inlroducida al interponer el recurso extraordi- 
nario contra la sentencia de la ('amara Central que confirma la 
decisión de la Cámara Regional (Callos: 'j:¡4 : 74:!; 2'M\: "J7n, (Mi- 
tre otros). 

< L )ue, por lo demás, este Tribunal estima que la sentencia 
apelada tiene fundamento suficiente para sustentarla, por lo 
cual, cualquiera sea su acierto o error, no es susceptible de la ta- 
clia invocada (Callos-. iMO: :ÍS, 144, 440; -J4-J : :¡7K entre otro-). 

( t )ue el recurrente asevera que no se le dio oportunidad de 
contestar la demanda y ofrecer prueba ( fs. S vta. y 1S). Al res- 
pecto, el Tribunal comparte las comprobaciones y las conclusiones 
del dictamen del Sr. Procurador (Jeneral ( fs. *j:>) que demuestran 
la inexistencia de agravio a la garantía de defensa en juicio. 

Que, por último, los puntos resueltos por la sentencia apela- 
da a fs. l()(i son de derecho procesal e irrcvisibles en instancia 
extraordinaria sei>ún principio de jurisprudencia. Cu esas con- 
diciones, carece de relación con lo allí decidido el precepto cons- 
titucional invocado. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador (Jeneral, 
desestímase la queja. 

HkN.I AM ¡X VlLLKOAS I) AS AV 1 1 .11 ASO 

Al!! STÓ 15 1: LO 1 ) . A 1 1 Á( )/ I ) K 1 j A M A- 

di;ii) — Lns Maiiía Ron i Houok- 

liO Jl LIO OVIIAXAKTK. 



DAVID S. KLAPPKNHACII 

CORTE SVPKKMA. 

La ('orto, en (ejercicio de la competencia (\\\v lo atribuyen la Constitución y 
lns leyes, es Suprema. Sus decisiones son finales y ningún tribunal, nacional 
o provincial, puede olvidar o desconocer la necesidad institucional de respe- 
tarlas y acatarlas. 
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SANCIONES DISCIPLINARIAS. 

Las dprlnracionos dadas a publicidad por un juoz nacional, sometido a juicio 
político, con bastante anterioridad a la defensa que lia ejercido ante el 
Senado de la Nación constituido en Tribunal, en cuanto pretenden imputar 
a la Corte Suprema y a la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal 
y Correccional "graves desaciertos e injusticias", importan una falta al 
respeto y consideración que se deben a los más altos tribunales de la Nación. 
Corresponde, en consecuencia, aplicarle una sanción adecuada a la gravedad 
de la falta porque, de lo contrario, quedaría seriamente menoscabada la 
indispensable jerarquía del Poder Judicial. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Las manifestaciones que el Dr. Klappenbaeh reconoce como 
propias no guardan la consideración debida a los tribunales bajo 
cuya superintendencia se encuentra dicho magistrado. 

Tales manifestaciones no aparecen inspiradas, en mi opinión, 
por un ánimo de defensa en el juicio político en trámite, pues ade- 
más de no haber sido formuladas ante el H. Senado y por la vía 
pertinente, carecen de toda referencia concreta a los cargos efec- 
tuados contra el autor de la publicación, quien se limita a califi- 
car de modo irrespetuoso la actuación de V. E. y la Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional en la pro- 
moción de su enjuiciamiento. 

Estimo, €n consecuencia, que procede aplicar al mencionado 
magistrado la sanción disciplinaria que V. E. estime adecuada a 
la naturaleza y gravedad de la falta, de conformidad en lo dis- 
puesto en el art. 16 del decreto-ley 1285/58. Buenos Aires, 25 
de noviembre de 1959. — Ramón Lasamo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que, por acordada del 16 de julio pasado (Fallos: 244: 144), 
esta Corte, conforme a lo dispuesto por el art. 11, inc. 4 V , ap. final, 
de la ley 4055, resolvió poner en conocimiento de la H. Cámara 
de Diputados de la Nación los antecedentes elevados al Tribunal 
por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc- 
cional de la Capital, referentes a la actuación del Sr. Juez Nacio- 
nal en lo Criminal de Instrucción Dr. David S. Klappenbaeh. El 
31 del mismo mes (Fallos: 244: 145) esta Corte consideró que 
también debía hacer saber a la Cámara de Diputados las irregu- 
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laridades comprobadas en las causas que llegaron al Tribunal 
con motivo de recursos de apelación interpuestos por el Dr. 
Klappenbach contra sanciones disciplinarias que le fueron apli- 
cadas por la Cámara de Apelaciones. 

Que en el diario 4 4 La Prensa" de fecha í) de setiembre, cuyo 
ejemplar está agregado a fs. 1 de estas actuaciones, se publicó 
una declaración atribuida al Dr. Klappenbach que, entre otros 
conceptos, expresa: "Naturalmente no podre dejar de demostrar 
la verdad aunque para ello sea necesario poner de relieve graves 
desaciertos e injusticias de la Suprema ( 1 orte y de la Támara de 
Apelaciones en lo Criminal, y las actuaciones de esta última en 
que sus palabras están en oposición absoluta con los hechos. Con 
lo que se podrá esclarecer ante la opinión pública la conducta y 
los fines que persiguen las personas vinculadas a esta promoción 
de enjuiciamiento". Requerido por el Tribunal para que mani- 
festara si reconocía como propias esas declaraciones (fs. 8), el 
Si'. Juez Dr. Klappenbach manifestó que sí lo eran ya que el 
liabía solicitado su publicación, agregando, a renglón seguido: 
4 4 Los desaciertos e injusticias a que en ellas me refiero, no pueden 
ser ignoradas por quienes las han cometido, y serán, a su hora, 
expuestas y demostradas ante el Tribunal del Senado" (escrito 
de fs. 3, presentado el 7 de octubre pasado). 

Que, como resulta de lo expuesto en los considerandos pre- 
cedentes, este Tribunal, al dictar las Acordadas del 16 y 31 de 
julio del corriente año, ha procedido en el ejercicio de su facultad 
de superintendencia sobre todos los tribunales nacionales que 
la ley expresamente le acuerda — art. 11, inc. 4 P , ap. final, de la 
ley 4055 — . 

Que esta Corte, en reiteradas ocasiones, ha declarado que, 
en ejercicio de la competencia que le atribuyen la Constitución 
y las leyes, es Suprema; que esa supremacía ha sido reconocida 
desde los comienzos de la organización nacional; que sus deci- 
siones son finales; y que ningún tribunal, nacional o provincial, 
puede olvidar o desconocer la necesidad institucional de respeto 
y acatamiento a las decisiones de la Corte Suprema (Fallos: 12: 
134; 205: 614; 235: 662; 239: 353; 240: y los allí citados, entre 
otros). 

Que las declaraciones dadas a publicidad por el Sr. Juez 
Dr. David S. Klappenbach no comportan el ejercicio del derecho 
de defensa en el juicio político a que se halla sometido, defensa 
que ha ejercido ante el Honorable Senado de la Nación, consti- 
tuido en Tribunal, en la oportunidad correspondiente y con bas- 
tante posterioridad a la publicación de fs. 1 (Confr. Diario de 
Sesiones del Senado, 23 de octubre de 1959). Por el contrario, 
esas declaraciones, en cuanto pretenden imputar a esta Corte y 
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a la Cámara do Apelaciones en lo Crimina] y Correccional "gra- 
ves desaciertos e injusticias" que "no pueden ser ignoradas por 
quienes las cometieron", importan una falta al respeto y a la 
consideración (pie se deben a los más altos tribunales de la Na- 
ción; falla que es grave porque proviene precisamente de un 
juez (pie, así como está facultado y. aun, obligado a hacerse res- 
petar por litigantes y profesionales, no puede desconocer el 
deber elemental de acatar lo resuelto por sus superiores en 
ejercicio de una competencia indiscutible. Ksa falta debe ser san- 
cionada adecuadamente a su gravedad porque, de lo contrario, 
la indispensable jerarquía que corresponde al Poder Judicial que- 
daría seriamente menoscabada. 

Por ello, lo dictaminado por el Sr. Procurador General y lo 
dispuesto en el art. 1() del decreto-ley llW.VóS, ley 14.467, se 
resuelve imponer al Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instruc- 
ción de la Capital Federal, Dr. David S. Klappcnbnch. la sanción 
de multa de quinientos pesos moneda nacional, que deberá hacer 
efectiva en papel sellado dentro del quinto día de notificación. 

Alfhedo Oiíííaz — Bkxjamíx Villegas 

BaSAVILRASO AlliSTÓBULO D. 

Aiúoz de Lamadrii) — Luis María 
Bofki B()(¡(¡eií() — Jumo ()y ma- 
narte. 



INSTITUTO ARGENTINO uk DERECHO COMERCIAL 

SUPKRIX TES DES CIA . 

En los edificios públicos afectados al Poder Judicial, sólo están autorizados 
los homenajes que fuesen de costumbre. 

Por ello, sin desconocer el loable propósito perseguido ni la trascendencia 
del acto, no corresponde acordar la autorización solicitada por el Instituto 
Argentino de Derecho Comercial para colocar una placa en el edificio de 
los tribunales del fuero, con motivo de festejarse el vigésimo aniversario del 
Instituto y en conmemoración del primer centenario del Código de Comercio. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 14 de diciembre de 1959. 

Considerando : 

Que mediante la presentación que antecede el Instituto Ar- 
gentino de Derecho- Comercial solicita de la ("orle Suprema au- 
torización para colocar una placa en el edificio de los tribunales 
del fuero Comercial. El homenaje, según se expresa, ha sido pro- 
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yectado con motivo do festejarse el vicésimo aniversario del Ins- 
tituto y en conmemoración del primer centenario del Código de 
Comercio. 

Que, sin desconocimiento del loable propósito perseguido 
por la referida entidad privada, ni de la trascendencia del cente- 
nario que desea festejarse, no procede acordar la autorización 
que se solicita. 

En efecto, no siendo de costumbre la realización en edificios 
públicos afectados al Poder Judicial, de homenajes de la natu- 
raleza del propuesto, el Tribunal no estima que, en el caso, co- 
rresponde apartarse de la tradición aludida. 

Por lo demás, tal es el principio establecido por el Regla- 
mento para la Justicia Nacional que, respecto de los homenajes 
que puedan disponer los tribunales, sólo autoriza los que fuesen 
de costumbre — arts. 77, 117 y V23 — . 

('abe agregar, que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Comercial, consultada en esta ocasión, ha expresado, verbal- 
mente, opinión coincidente con la de esta Corte. 

Por ello, se resuelve hacer saber al Instituto Argentino de 
Derecho Comercial que no corresponde acordar la autorización 
peticionada. 

B EN JA M í X Y I LLECAS B ASA V 1 LB ASO 

AlUSTÓlM'LO 1). AIEÁOZ DE L.AMA- 

diíid — Lris María Boffl Bogge- 
iu) — Jruo Oyhaxaute. 



OSVALDO RAMON TABOADA v Otros v. DlíTSOKA "ESTO ES" 

RECURSO EXTRAORDI\'ARK): Requisitos .propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones posteriores a la sentencia definitiva. 

Las resoluciones posteriores a la sentencia definitiva no son susceptibles de 
recurso extraordinario, salvo que importen notorio apartamiento de lo deci- 
dido por aquélla u ocasionen un gravamen de imposible o insuficiente repa- 
ración ulterior. Ello no ocurre en el caso en que se ha desestimado el pedido 
de extracción de fondos, formulado por la actora, hasta tanto no se resuelva 
en forma definitiva la situación jurídica de la lirma demandada, que se 
encuentra interdicta. 



Dictamen del Procukadok Genekal 

Suprema ("orto : 

A los efectos del recurso extraordinario — ha declarado rei- 
teradamente Y. E. — sentencia definitiva es aquella que da fin a 
la demanda principal, quitando o condenando al demandado (Fa- 
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líos: 187: 623, entre otros). Tal concepto es, pues, ineludible, y 
si no es definitiva — con el carácter señalado — falla uno de los 
extremos que determinan la competencia de la Corte. 

En el caso sometido a dictamen, el juez se ha limitado a no 
hacer lugar a la extracción de fondos solicitada por el apoderado 
de los actores, hasta tanto no se resuelva definitivamente la si- 
tuación de la firma interdicta demandada. En tales condiciones, 
el pronunciamiento recurrido no es por cierto una sentencia de- 
finitiva que ponga fin a cuestión fundamental alguna, ya que 
al confirmar lo resuelto en primera instancia, el tribunal ha 
decidido mantener momentáneamente la indisponibilidad de los 
fondos depositados, sin pronunciarse en manera alguna sobre el 
alcance jurídico del fallo dictado a fs. 123, por lo demás pasado 
en autoridad de cosa juzgada. A mayor abundamiento, debo des- 
tacar que es el propio juez (pie dictó el fallo de fs. 43 quien con- 
diciona en forma temporal la extracción de fondos solicitada, 
sin dejar sin efecto su sentencia, ni decidir concretamente en 
forma inversa a lo resuelto entonces. 

Kn consecuencia, pienso que el remedio federal intentado es 
improcedente, y (pie correspondería declarar que el mismo ha sido 
mal Concedido a fs. 139 vía. Buenos Aires, 13 de noviembre de 
1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Taboada, Osvaldo Ramón y otros c/ Difu- 
sora "Esto Es" s/ despido M , en los que a fs. 139 vta. se ha 
concedido el recurso extraordinario interpuesto contra la senten- 
cia de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de fecha 
5 de setiembre de 1958. 

Considerando : 

Que la Cámara de Apelaciones (fs. 131) confirmó la senten- 
cia de primera instancia (fs. 123), que no hizo lugar al pedido 
de extracción de fondos formulado por el apoderado de los ac- 
tores, basta tanto no se resolviera en forma definitiva la situa- 
ción jurídica de la firma demandada y, contra su decisión, los 
actores interpusieron recurso extraordinario por considerarla 
arbitraria y violatoria de los arts. 14, 16, 17 y 18 de la Constitu- 
ción Nacional. 

Que la resolución recurrida, confirmatoria de la de primera 
instancia, fue dictada con posterioridad a la sentencia definitiva 
de fs. 43. Esta Corte tiene resuelto reiteradamente que las re- 
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soluciones posteriores a la sentencia definitiva son insusceptibles 
de apelación por vía del recurso extraordinario, excepto cuando 
importen notorio apartamiento de lo decidido por aquella u oca- 
sionen un «ravamen de imposible o insuficiente reparación ulte- 
rior (Fallos: 187: (528; 15)4: 40; 7>TA; 240: 215). Kilo no ocu- 
rre cu el sub lite, pues solamente se ha decretado el manteni- 
miento momentáneo de la indisponibilidad de los fondos deposi- 
tados hasta tanto se resuelva la situación de la firma interdicta. 
A mayor abundamiento, cabe señalar que los recurrentes no han 
cuestionado la validez del decreto-ley 5148, .V), sobre interdicción 
general de bienes de diversas personas y sociedades comerciales 
o civiles. 

Que, por lo demás, hallándose la sentencia recurrida suficien- 
temente fundada, debe desestimarse la impugnación que el ape- 
lante formula con base en la doctrina sobre arbitrariedad. 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General, 
se declara improcedente el recurso concedido a fs. vta. 

AlíISTÓKl'LO 1). Alí.VOZ l)K TjAM ADIMI) 

Lns Manía Hokfi Bocckko — Ju- 
lio Oyhaxaiítk. 



SINDICATO ORRERO dkk YKSTIIM) v. COMISION PROY1SORÍA 

m:i, GREMIO 

RECURSO EXTRAORD/X ARIO : Requisitos propios. Resolución contraria. 

La distribución de la competencia entre los jueces de la Capital Federal no 
da lugar, como prinemio. a recurso extraordinario. Esa regla admite excep- 
ción en supuestos en pie la cuestión de competencia así resuelta aléete pri- 
vilegios federales específicos. 

RECURSO DK AMPARO. 

El procedimiento de amparo admitido por la jurisprudencia de la Corte reco- 
noce fundamentos específicamente constitucionales. Lo atinente a la juris- 
dicción donde tal procedimiento sea susceptible de tramitarse puede afectar 
la eficiencia del remedio de amparo, cuyo expedito funcionamiento integra su 
esencial razón de ser. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Resolución contraria. 

Procede el recurso extraordinario contra la sentencia de la Cámara Nacional 
de Apelaciones del Trabajo (pie, fundada en (pie las disposiciones legales 
pertinentes no atribuyen competencia a la justicia laboral para entender 
en la causa, declara la incompetencia de ella para conocer de una demanda 
de amparo. 
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RECURSO DE AMPARO. 

Uno de los presupuestos de la doctrina sobre amparo es ln ausencia de 
normas que reglen el procedimiento y establezcan el deslinde de competencias 
a que deberá sujetarse el amparo. Y así como la inexistencia de normas 
legislativas no impidió la formulación judicial de la doctrina sobre amparo, 
fundada directa e inmediatamente en previsiones constitucionales, tal ausen- 
cia de normas no puede invocarse para declarar la incompetencia de los 
jueces llamados a conocer del amparo. 

RECURSO DE AMPARO. 

Si bien la demanda de amparo se halla regida, subsidiariamente, por las 
normas procesales del hábeas corpus, ello es así en tanto éstas sean compa- 
tibles con la índole sustancial de aquélla. Tratándose de la defensa de los 
derechos constitucionales que no se refieren a la preservación de la libertad 
individual, la limitación que el art. C18 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal contiene en materia de hábeas corpus, no es pertinente respecto 
de la demanda de amparo. 

RECURSO DE AMPARO. 

El amparo versa sobre una sola y genérica materia — el aseguramiento de la 
plena vigencia de la Constitución Nacional en orden a los derechos huma- 
nos — y, en ausencia de preceptos especiales, esto no puede ser sólo do 
competencia de algunos jueces, sino un deber inexcusable de todos ellos 
cuando los interesados les requieran, con fundamento, el auxilio de su 
autoridad. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional Principios gene- 
rales. 

Todos los jueces nacionales, dentro del ámbito de sus respectivas jurisdic- 
ciones territoriales y sin distinción de fueros, son competentes para conocer 
de demandas de amparo que no se refieran a la libertad física o corporal. 

CORTE SUPREMA. 

Es condición de la propia supremacía de la Corte, el desempeño de sus facul- 
tades dentro del ámbito de la jurisdicción que la Constitución y la ley, con 
fundamento constitucional, le acuerdan. Su responsabilidad más alta y grave 
es la de controlar el respeto, por las demás autoridades, de las limitaciones 
impuestas a su actuación por la Constitución Nacional. Tiene, entonces, la 
obligación ineludible de asumir celosamente las propias, pues es cabeza del 
Poder Judicial y sus decisiones son insusceptibles de contralor directo (Voto 
del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid). 

JUECES. 

Es obligación de los jueces, en cuanto órganos que son de aplicación del 
derecho, la de expedir sus decisiones derivándolas del ordenamiento jurídico 
vigente. Sus fallos han de ser fundados en las normas constitucionales y 
legales vigentes o en los principios que las integran, no en la libre determi- 
nación judicial (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz 
de Lamadrid). 
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RECl'RSO DE AMPARO. 

Kn una institución como la acción de amparo, reconocida con fundamento 
constitucional únicainenlc, rlebrn aplicarse las normas legales (pie prevén los 
procedimientos de recursos análogos. A fin de no invadir la esfera legislativa, 
se lia admitido la aplicación de los preceptos atinentes al háheas corpas, 
incluso para solucionar las cuestiones de competencia a (pie el amparo puede 
dar lu^ar. Y no hay razón para establecer otras excepciones al principio 
que el supuesto de que los preceptos análogos contraríen la esencia del 
amparo (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóhulo 1). A rao/, de 
Lamadrid ) . 

Jl'RISDH ( IOS Y COMPETESCIA : Comprímela nacional. Principios f/ ni€- 
rahs. 

Corresponde conlirmar la sentencia (pie declara la incompetencia de la jus- 
ticia nacional del trabajo para conocer de una demanda de amparo, fundada 
en que las disposiciones legales pertinentes no le acuerdan competencia para 
conocer de la causa. Kilo porque no existe, en el caso, razón esencial para 
prescindir de lo dispuesto en los arls. 'JO de la ley 4S y íiIS del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, que en nada obstan al expedito funcionamiento 
del amparo y, por el contrario, le dan base le^al (Voto del Señor Mini>tro 
Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid). 

necirso de amparo. 

Por la índole estrictamente excepcional de la demanda de amparo e< me- 
nester, para su viabilidad, (pie medie por parle de la autoridad una mani- 
ficsla violación de los derechos (pie el hombre tiene frente al Estado. Se 
trata, entonces, de una ^rave situación de hecho, de naturaleza, si no especí- 
ficamente, por lo menos lindante con lo ilícito penal. Es así prudente y 
conveniente mantener las reglas que gobiernan la competencia en materia de 
hábeas corpus (Voto del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. Aráoz 
de Lamadrid). 

Dicta m kx ¡jkl Puocukador Gexekal 
Suprema ( 1 orte : 

Lo manifestado por los integrantes de la mayoría del tribu- 
nal a quo no importa otra cosa (pie una remisión a los funda- 
mentos <pie los mismos hicieran valer al emitir opinión en ol 
fallo plenario que citan. Kn consecuencia, lo decidido a fs. 41 
de estos autos viene a sustentarse en aquellos fundamentos, y no 
en lo resuelto por la antedicha sentencia plenaria, cuya doctrina, 
por lo tanto, en modo alguno ha sido considerada de aplicación 
obligatoria al sub judice. 

Ello sentado, y sin entrar en otras consideraciones, estimo 
que debe desecharse la tacha de arbitrariedad opuesta por el 
recurrente de fs. 42. 

Por lo demás, no creo que las restantes pretensiones articu- 
ladas por este último resulten idóneas a los efectos de la aper- 
tura de la instancia de excepción. 
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En primer lugar debe tenerse en cuenta, en efecto, que la 
declaración de incompetencia de ios tribunales del trabajo para 
entender en esta causa no comporta denegatoria del fuero fede- 
ral ; y, en segundo termino, es del caso señalar que no habiendo 
mediado decisión sobre el fondo del asunto en las instancias 
ordinarias, y siendo el recurso de amparo ajeno a la jurisdicción 
originaria de la Corte (Fallos: 242: 326, entre otros), no corres- 
ponde que en este estado 1 V. E. se pronuncie sobre aquel par- 
ticular. 

A mi juicio, pues, el remedio federal intentado es improce- 
dente y ha sido mal concedido a fs. 45. Buenos Aires, 21 de 
setiembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Sindicato Obrero del Vestido c/ Comisión 
Provisoria del Gremio s/ recurso de amparo", en los que a fs. 45 
se lia concedido el recurso extraordinario contra la sentencia de 
la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo de fecha 29 de 
mayo de 1959. 

Y considerando : 

Que es exacto que, con arreglo a la jurisprudencia de esta 
Corte, la distribución de la competencia entre los jueces de la 
Capital Federal no da lugar, como principio, a recurso extra- 
ordinario — Fallos: 243: 165, 220 y otros — . 

Que, sin embargo, la regla admitida por la jurisprudencia a 
que hace mención el considerando precedente, admite excepción 
en supuestos en que la cuestión de competencia así resuelta afecte 
privilegios federales específicos, según el Tribunal ha tenido oca- 
sión de establecerlo en Fallos : 241 : 147 ; 242 : 266 y otros. 

Que la doctrina de estos últimos precedentes es de aplicación 
en el caso de autos. El procedimiento de amparo admitido por 
la jurisprudencia de esta Corte a partir de la sentencia dictada 
in re "Siri" — Fallos: 239: 459 — reconoce, en efecto, funda- 
mentos específicamente constitucionales. Y lo atinente a la juris- 
dicción donde tal procedimiento sea susceptible de tramitarse 
puede afectar la eficiencia del remedio instituido por la men- 
cionada jurisprudencia, cuyo expedito funcionamiento integra su 
esencial razón de ser. 

Que, en tales condiciones, el recurso extraordinario debe de- 
clararse bien concedido a fs. 45. 
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Y considerando en cuanto al fondo del asunto: 

Que el principal argumento a que se remite el tribunal a 
quo, esto es, que las disposiciones legales' pertinentes no atri- 
buyen competencia a la justicia laboral para entender en la cau- 
sa, no resulta atendible, en razón de la excepcional naturaleza que 
corresponde reconocer a demandas como la que aquí se juzga. 

Que, en efecto, uno de los presupuestos de la doctrina vigen- 
te sobre el punto, es la ausencia de normas que reglen el procedi- 
miento y establezcan el deslinde de competencias a que deberá 
sujetarse el amparo. En esto reside, justamente, la más notable 
singularidad de aquella doctrina, que debió surgir, para comple- 
tar el cuadro de las garantías efectivas de la libertad, con el 
carácter de formulación judicial fundada directa y exclusivamen- 
te en previsiones constitucionales. 

Que como consecuencia derivada del fundamento inmediata- 
mente constitucional del amparo, interesa destacar aquí la si- 
guiente, que contempla y resuelve la cuestión examinada: así 
como la aludida ausencia de normas legislativas no influyó para 
decidir la inexistencia del amparo, tampoco puede invocársela 
para fundar la incompetencia de los jueces llamados a pronun- 
ciarse sobre él, mucho menos cuando su consecuencia llevaría a 
frustrarlo por falta de jueces competentes. El silencio de la ley 
con respecto a los jueces habilitados para intervenir en juicios 
de amparo, obliga, por tanto, a efectuar un ponderado análisis 
de los elementos jurídicos en juego a fin de adoptar el criterio 
que mejor se adapte a la esencial finalidad de ellos. 

Que tal criterio no debe ser, necesariamente, el consagrado 
por el art. 618 del Código de Procedimientos en lo Criminal de 
la Capital Federal. Porque si bien esta Corte tiene resuelto que 
la demanda de amparo hállase regida, subsidiariamente, por las 
normas procesales del hábeas corpus (Fallos: 242: 112 y 300, 
entre otros), ello es así en la medida en que éstas sean compa- 
tibles con la índole sustancial de aquélla (Fallos: 244: ,'576 entre 
otros). Y si bien puede explicarse que, tratándose de la preser- 
vación de la libertad individual, el citado precepto haya enco- 
mendado en la Capital Federal y territorios nacionales el cono- 
cimiento del hábeas corpus sólo a los jueces del crimen y a los 
jueces federales, es evidente que con respecto a la defensa de 
los demás derechos constitucionales, tratándose de una materia 
amplia y diversa, sin relación alguna, a menudo, con la justicia 
del crimen, la limitación del art. 618 no es, aquí, "pertinente" y, 
en consecuencia, no corresponde que sea aplicada. El amparo 
versa, en definitiva, sobre una sola y genérica materia — el ase- 
guramiento de la plena vigencia de la Constitución Nacional en 
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ordcMi a los derechos humanos — y, en ausencia de preceptos espe- 
ciales, esto no puede ser sólo de competencia de algunos jueces, 
sino un deber inexcusable de todos ellos cuando los interesados 
les requieran, con fundamento, el auxilio de su autoridad. 

Ksta tesis extensiva, que se encuentra incorporada al derecho 
público de varias provincias (por ejemplo: arts. 25 y 26 de la 
Constitución de Entre Ríos y ley 2355 de Mendoza), resulta más 
congruente con el carácter dinámico que el amparo debe poseer, 
toda vez que garantiza la tutela expeditiva del derecho vulne- 
rado eliminando la riesgosa posibilidad de que entre la petición 
del actor y el consiguiente mandato judicial se interponga el 
planteamiento de cuestiones de competencia, que son siempre 
dilatorias y que, en lo que al asunto interesa, podrían determinar, 
por la demora que acarrean, la irreparable consumación del per- 
juicio que el amparo tiende a evitar. 

Que la doctrina precedente no contraría lo establecido en 
Fallos: 244: 37(), que versó sobre una cuestión de competencia 
entre Tribunales nacionales y provinciales, que, como es propio, 
se halla regida por principios particulares. 

Que, en consecuencia de lo expuesto, corresponde declarar 
que todos los jueces nacionales, dentro del ámbito de sus respec- 
tivas jurisdicciones territoriales y sin distinción de fueros, son 
competentes para conocer de demandas de amparo — que no se 
refieran a la libertad física o corporal — como la que tramita en 
las presentes actuaciones. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se deja sin efecto la sentencia apelada, debiendo volver la 
causa al Tribunal de origen a fin de que, por intermedio de la 
Sala que corresponda, se dicte nuevo pronunciamiento con arre- 
glo al contenido de esta sentencia. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid (en disiden^ 
cia) — Luis María Boffi Bogge- 
ro — Julio Oyhanarte. 

Disidencia del Señor Ministro Doctor Don Aristóbulo D. 

Aráoz de Lamadrid 

Considerando : 

Que esta Corte ha tenido ocasión reiterada de establecer, co- 
mo principio fundamental para el ejercicio de sus atribuciones, 
que es condición de su propia supremacía, el desempeño de sus 
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facultades dentro del ámbito de la jurisdicción que la Consti- 
tución y la ley, con fundamento constitucional, le acuerdan 
— confr. Fallos: 243: 176; 205: 614; 190: 142; 177: 390; 156: 
318; 154: 192; 53: 420 y otros—. 

Que esta norma básica ha conducido a precisar la estricta 
actuación jurisdiccional de esta Corte, a los casos contenciosos 
elevados a sus estrados por las vías legales pertinentes; a limi- 
tar sus decisiones, en materia constitucional, a las expresamente 
propuestas por parte interesada y en la medida necesaria para 
la solución del pleito y, primordialmente, a respetar las facul- 
tades privativas de los demás poderes constitucionales, de la 
Nación y de las provincias. 

Que, en efecto, este Tribunal, cuya responsabilidad más alta 
y grave es la de controlar el respeto, por las demás autoridades, 
de las limitaciones impuestas a su actuación por la Constitución 
Nacional, tiene la obligación ineludible de asumir celosamente 
las propias, precisamente por el carácter que inviste de cabeza 
del Poder Judicial, en virtud del cual sus decisiones son insus- 
ceptibles de todo contralor directo. Por eso también, y con carác- 
ter general, esta Corte ha dicho que 4 4 la misión más delicada de la 
justicia es la de saber mantenerse dentro de la órbita de su 
jurisdicción, sin menoscabar las funciones que incumben a los 
demás poderes' 9 — Fallos: 155: 248; y disidencia en Fallos: 241: 
291—. 

Que, por otra parte, se ha establecido igualmente que es 
obligación de los jueces, en cuanto órganos que son de aplicación 
del derecho, la de expedir sus decisiones derivándolas del orde- 
namiento jurídico vigente. Sus fallos han de ser, en consecuen- 
cia, fundados en las normas constitucionales y legales vigentes 
o en los principios ([lie las integran, no en la libre determinación 
judicial — Conf. causa "Jacobson I. y Canaro M. R. de", senten- 
cia de 23 de setiembre del año en curso — y también Fallos: 234: 
82; 236: 27 y 156; 239: 10 y otros—. 

Que son consideraciones de esta naturaleza las que han 
impuesto la conclusión de que, en una institución como la acción 
de amparo, reconocida con fundamento constitucional únicamen- 
te, deben aplicarse las normas legales vigentes que prevén los 
procedimientos de recursos análogos. Se evita, en efecto, de este 
modo, el reparo a que la jurisprudencia que admitió el amparo 
podría hacerse acreedora, porque ella misma se circunscribe a lo 
indispensable para el reconocimiento del amparo, en la medida 
que la interpretación actual de los principios, derechos y garan- 
tías constitucionales lo requieren, sin invadir, con su reglamen- 
tación discrecional, la esfera legislativa. Por esa razón, la apli- 
cación de los preceptos atinentes al hábeas corpus ha sido acep- 
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tada incluso para la solución de las cuestiones de competencia 
a que el amparo puede dar lugar — Fallos: 244: 376 — . Y no se 
percibe razón para establecer otras excepciones al principio que 
el supuesto de que los preceptos análogos contraríen la esencia 
del amparo. Desde luego, la preferencia por una solución dis- 
tinta de la legal, sin más fundamento que la preferencia que por 
ella puedan albergar los jueces, está así descartada. 

Que toda vez que no existe razón de esencia por virtud de la 
cual sea impertinente la aplicación, a los fines de la solución del 
caso, de los arts. 20 de la ley 48 y 618 del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal, que en nada obstan al expedito funciona- 
miento del amparo y, por lo contrario, le dan base legal, la 
sentencia que declara la incompetencia de la justicia del trabajo 
debo ser confirmada. 

Que a lo dicho, que basta para la confirmación de la senten- 
cia en recurso, corresponde todavía añadir que pueden invocarse 
razones por virtud de las cuales la solución acordada debe cali- 
ficarse de oportuna y adecuada. Ocurre, en efecto, que por la 
índole estrictamente excepcional de la demanda de amparo es 
menester, para su viabilidad — conforme al criterio de la disi- 
dencia del caso "Kot" (Fallos: 241 : 291) — , que medie por parte 
de la autoridad una manifiesta violación de los derechos "que 
el hombre tiene frente al Estado", no susceptibles de tutela 
jurisdiccional por los remedios legales pertinentes, de tal modo 
que, ante la grave situación de hecho en que se encuentre quien 
sufra el agravio, sea impostergable poner en movimiento las ga- 
rantías implícitas nacidas de la "forma republicana de gobierno' ' 
que reconoce el art. \Y¿ de la Constitución Nacional. 

Que, como se trata, entonces, de un evento de hecho de suma 
gravedad, de naturaleza, si no específicamente, por lo menos, lin- 
dante con lo ilícito penal, parece prudente y conveniente mante- 
ner, sin modificación, las reglas que gobiernan la competencia en 
materia de hábeas corpus, cuyos principios y normas procesales 
esta Corlo ha considerado aplicables a la demanda de amparo 
(Fallos: 242: 112 y 800, entre otros), especialmente en lo concer- 
niente a la competencia, como tuvo ocasión de pronunciarse en 
el caso registrado en Fallos: 244: 376 (Asociación Bancaria de 
San Juan, del 26 de agosto de 1959). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se confirma, con el alcance de los considerandos, la sentencia 
de fs. 41. 

Aristóbulo D. AnÁoz dk Lamadkid. 
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RICARDO BISI (ir.) v. JOSE A. \í. CARRERAS 

RECURSO DE REPOSICION. 

Procede el recurso de reposición contra la resolución de la Corte que declara 
operada en la queja la percnción de la instancia cuando, en presencia de lo 
establecido en el art. 2* de la ley 14.775, sobre prórroga de la paralización 
de los juicios de desalojo dispuesta por las leyes 14.4U8 y 14.442, ha 
mediado error en el cómputo del plazo de caducidad. 

PERENCION DE INSTANCIA. 

La norma del art. 2" de la ley 14.191, sobre cómputo de los días inhábiles, 
contempla una situación diferente a la del tiempo en (pie los juicios se han 
encontrado paralizados por ley, como ocurre con los de desalojo. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 16 de diciembre de YXSJ. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Bisi, Bicardo (h.) c/ Carreras, José A. M. M , 
para decidir sobre su procedencia. 

V considerando : 

Que el recurso deducido de reposición se funda, entre otras 
razones, en la existencia de error en el cómputo del plazo, pues, 
encontrándose paralizados por ley los juicios de desalojo, no ha 
transcurrido desde la providencia de fs. 22 vta. el término pre- 
visto en el art. I 9 , inc. 2°, de la ley sobre la materia. 

Que la ley 14.775, en su art. 2 9 , establece que se prorroga 
hasta el 30 de junio de 1959 " . . .la vigencia de las leyes 14.438 
y 14.442 sobre paralización de los juicios de desalojo y lanzamien- 
tos. . . ", agregando, en el art. o\ que sus disposiciones " . . .son 
de orden publico. . . 

Que, en consecuencia, toda vez que no ha transcurrido el tér- 
mino de caducidad aludido, desde el l 9 de julio del corriente año 
hasta la fecha de la resolución de fs. 24, la revocatoria deducida 
debe prosperar, toda vez que lo prescripto en el art. 2 9 de la 
ley 14.191, respecto al cómputo de los días inhábiles, contempla 
una situación diferente a la de autos. 

Por ello se decide hacer lugar a lo. solicitado en el escrito 
precedente y revocar la resolución de fs. 24. 

Alfredo Okc.az — Bkn.tamíx Ville- 
gas Basavilbaso — Akistóbtlo 1). 
Aráoz de Lamadrid — Lris Ma- 
ría Boffi Bocíuero — Jtlio 
o y han arte. 
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NACION ARGENTINA v. JOSE BENITO PAZ 

EXPROPIACION : Indemnización. Determinación del valor real. Generalidades. 

La circunstancia de que, sobre la base de situaciones de hecho, se haya apre- 
ciado en conjunto el valor del bien expropiado, es cuestión ajena a lo dis- 
puesto por el art. 11 de la ley 13.264 (*). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisito? propios. Relación directa. Senten- 
cias con fundamentos no federales o federales consentidos. Fundamentos de hecho. 

Es improcedente el recurso extraordinario cuando las consideraciones del 
tribunal de la causa, tendientes a la determinación del monto de la indemni- 
zación que deberá pagarse por la expropiación, no excede de lo que es 
propio de decisión por los jueces ordinarios. Los arts. 17 y 18 de la Consti- 
tución Nacional, invocados como fundamento de la apelación, carecen así de 
relación directa con lo decidido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

No procede el recurso extraordinario, con fundamento en la jurisprudencia 
sobre arbitrariedad, si la cuestión atinente al alcance de la litiscontestación, 
en cuanto al distinto origen y la individualidad consiguiente de las frac- 
ciones expropiadas, aún reconocida, no impide la apreciación que sea perti- 
nente del total, en la forma adecuada a su estado en oportunidad del des- 
apoderamiento. 



OBRAS PUBLICAS y EDILICIAS FERROVIARIAS — opef— 
v. STAUDT y PREISSNER 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La sentencia que, por razones de hecho y de derecho común, declara rescin- 
dido un contrato de locación de obra, es irrevisible en instancia extraordi- 
naria ( 2 ). 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

No procede el recurso extraordinario con fundamento en la doctrina sobre 
arbitrariedad cuando el pronunciamiento apelado, por el cual se hace lugar 
a la rescisión de un contrato de locación de obra, es confirmatorio del de 
primera instancia y no se ha demostrado que sea decisiva para la solución 
del pleito la circunstancia alegada de que el objeto de los carros, cuya 
construcción se encomendó a la recurrente, no era su utilización exclusiva 
en las reparaciones ferroviarias contratadas. 



(!) 16 de diciembre. 
( a ) 16 de diciembre. 
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IJ)CA( IOS ¡>K OBRA. 

La facultad que 1 , para conceder un plazo, acuerda a los jueces id apartado 
final del art. 'Jlíi del Código de Comercio, está condicionada a "las circuns- 
tancias" del caso, entre las (pie cuenta también la actitud de la locadora 
de obra. 



LUIS COKTEZ v. PEDRO CITA TI 

JCRISDICCIOX Y COMPETKSCIA: Competencia nacional. Principios vené- 
rales. 

No obstante la generalidad de los términos de los arts. (¡7, inc. 17, í)4 y 100 de 
la Constitución Nacional, esas prescripciones no impiden la atribución de 
(ompetencia a los jueces locales en el caso de no existir los propósitos (pie las 
in.'ormui, sea por el escaso monto de los .juicios, la relativa importancia de 
las causas civiles o penales, o por otros motivos. 

JCRISDICCIOS Y COMPKTKSCIA: Cuestiones de competencia, generalida- 
des. 

Las normas sobre competencia consagradas en el decreto-ley *i"2..*i47 -14, ley 
V2.ÍÍ4S, tienen alcance nacional y su objeto es allanar los obstáculos prove- 
nientes de la diversa distribución de la competencia que puedan oponerse 
al mejor funcionamiento de los tribunales del trabajo en el país. 

JCRISDICCIOX ) COMPETEXCIA : Cuestiones de compitencia. (iencralidades. 

Corresponde confirmar la sentencia (pie desestima la incompetencia de juris- 
dicción del fuero del trabajo, deducida con fundamento en (pie el actor es 
argentino y el demandado extranjero, si la resolución sí» sustenta en dispo- 
siciones de la ley 5178 de la Provincia de Buenos Aires concordantes con «as 
normas de carácter nacional sobre competencia contenidas en el decreto-ley 
:W.:J47/44 (ley V2.ÍUS). 

Dicta m kn dkl Puocckadok (Ikxkkal 

Suprema ( 1 orto : 

Kl recurso extraordinario de fs. ;>7 resulta procedente, toda 
vez que lo resuelto a fs. por el a quo importa denegatoria del 
fuero federal oportunamente invocado. Por lo tanto, ha sido 
bien concedido a fs. 4'2. 

Kn cuanto al fondo del asunto, \\ K. tiene declarado en 
forma reiterada que no obstante la generalidad de los términos 
de los arts. (>7, inc. 17, y 100 de la Constitución Nacional, los 
mismos han sido entendidos siempre en el sentido de que no 
se oponen a la exclusión de la competencia federal en caso de 
no existir los propósitos que la informan, por la escasa impor- 
tancia civil o penal de los asuntos, u otros motivos (Fallos: ;>(>: 
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324; 63: 111 ; 99: 383; 119: 161 ; 134: 82; 241: 104, y últimamente 
in re "Benítoz, Hipólito c/ Arquitectura Contemporánea Integral 
S.R.L. s/ despido", sentencia del 8 de junio ppdo.). pues sólo 
deben reputarse de jurisdicción federal exclusiva las causas some- 
tidas originariamente a la Corte por el art. 101 de nuestra Ley 
Fundamental (Fallos: 190: 469). 

Interpretada con este alcance la disposición constitucional 
invocada por el recurrente, pienso que la misma no puede resul- 
tar obstáculo para que la ley excluya de la jurisdicción federal 
el conocimiento de los asuntos laborales, aun en el caso de que 
el demandado sea un extranjero; y si bien el apelante funda su 
agravio en que dicha exclusión no puede ser consagrada por una 
disposición del carácter de la mencionada por el fallo en recurso 
— lo que es exacto — a mi juicio tal agravio se desvanece si se 
tiene en cuenta que el precepto legal citado por el a quo se limita 
a recoger un principio previamente consagrado por normas de 
carácter nacional (arts. 3 ? y 4 9 del decreto 32.347/44, ley 12.948). 

A mérito de lo expuesto, considero que correspondería con- 
firmar el fallo recurrido en cuanto ha podido ser materia de 
recurso. Buenos Aires, 22 de junio de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Cortez, Luis c/ Citati, Pedro s/ aguinaldo, 
etc.", en los que a fs. 42 se ha concedido el recurso extraordinario 
contra la sentencia del Tribunal- del Trabajo N 9 8 de Quilmes 
(Provincia de Buenos Aires), de fecha 20 de febrero de 1959. 

Considerando: 

Que contra la sentencia del a quo, que desestima la. incom- 
petencia de jurisdicción del fuero del trabajo, se ha deducido 
recurso extraordinario (fs. 37/41), que ha sido concedido y es 
procedente, porque lo resuelto importa denegatoria del fuero 
federal oportunamente invocado por el demandado con funda- 
mento en su nacionalidad extranjera. 

Que la apelación extraordinaria se sustenta en que, dada la 
nacionalidad argentina del actor y la extranjera del demandado, 
el fuero federal es procedente en virtud de lo dispuesto en los 
arts. 100 de la Constitución Nacional y 2*, inc. 2", de la ley 48, 
sin que pueda obstar a ello cualquier otra disposición local en 
contrario, pues en tal caso se desconocería la primacía estable- 
cida por el art. 31 de la Ley Fundamental. 
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Que, como lo señala el Señor Procurador General en su 
dictamen de fs. 56, esta ('orto ha declarado reiteradamente que, 
no obstante la generalidad de los términos de los arts. 67, inc. 17, 
94 y 100 de la Constitución Nacional, esas prescripciones consti- 
tucionales no impiden la atribución de competencia a los jueces 
locales en el caso de no existir los propósitos que las informan, 
sea por el escaso monto de los juicios, la relativa importancia 
de las causas civiles o penales, o bien, por otros motivos (Fallos: 
244: 28; 241: 104; 134: 82 y otros). 

Que en oportunidad de cuestionarse el alcance de las normas 
sobre competencia consagradas en el decreto-ley 32.347/44, ley 
12.948, este Tribunal lia declarado que ellas tienen alcance na- 
cional y que su objeto es allanar los obstáculos provenientes de 
la diversa distribución de la competencia que puedan oponerse 
al mejor funcionamiento de los tribunales del trabajo en el país 
(Fallos: 235: 280). 

Que atento la mencionada interpretación de los textos cons- 
titucionales, cabe aceptar la valide/ de las disposiciones sobre 
competencia incluidas en la ley provincial de Buenos Aires 5178, 
sin que sea óbice para ello el carácter local de dicha ley, pues 
ésta se limitó a recoger un principio consagrado previamente por 
normas de carácter nacional (Fallos: 244: 28). 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se confirma la sentencia recurrida en lo que ha sido materia del 
recurso. 

Alfredo Ohgaz — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamaükid — JrLio 
Oyhaxaiíte. 



EDMUNDO ERERNIKEL y Otho y. S. K. L. SCIIELP y SCIIELP 

IMPUESTO A LOS REDITOS: Procedimiento 1/ recursos. 

La reserva ron que el art. 100 de la ley 11.(583 ampara a "las declaraciones 
juradas, manifestaciones e informes" que se presentan a la Dirección General 
Impositiva, se limita a los datos (pie aquéllas consignan sobre el estado pa- 
trimonial de los contribuyentes o responsables, de manera tal que esas cons- 
tancias no puedan eventual mente utilizarse como "armas" contra estos úl- 
timos. 

En consecuencia, corresponde confirmar la resolución (pie, en un juicio sobre 
despido, dispone se evacúe un informe que tiene por objeto acreditar circuns- 
tancias vinculadas con los procedimientos realizados por dicha Dirección a 
raíz de la presunta infracción, por parte de los actores, de la ley de impues- 
tos internos; a lo (pie cabe agregar que la prueba derivada del informe soli- 
citado es susceptible de incidir en la solución de la causa, por lo que admitir 
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la oposición' del organismo oficial importaría menoscabar el derecho de de- 
fensa en juicio. 

FALLO 1)K LA COK TE SITKEMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Ebcrnikel, Edmundo y otro c/ Sehelp y 
Sehelp S.R.L. s/ despido", en los que a fs. 22A vta. esta Corte 
Suprema ha declarado procedente el recurso extraordinario. 

Y considerando: 

Que sejiun lo ha decidido esta Corte (causa V-51, "Clemen- 
cia Van Kosm" de setiembre 7 del corriente año), la reserva con 
que el arl. 100 de la ley 11.683 ampara a "las declaraciones jura- 
das, manifestaciones e informes" que se presentan a la Dirección 
General Impositiva, se limita a los datos que aquéllas consignan 
sobre el estado patrimonial de los contribuyentes o responsables, 
de manera tal que esas constancias no puedan eventualmente uti- 
lizarse como "armas" contra estos últimos (Fallos; 237: 355 y 
los allí citados). 

Que no es ésa, sin duda, la situación de autos, toda vez que 
las cuestiones señaladas a fs. 54 vta., 55 y 55 vta. con las letras 
a), b), c), d), e), f), #), h), i), j) y d') sólo tienen por objeto 
acreditar determinadas circunstancias vinculadas con los proce- 
dimientos realizados por la Dirección (Jeneral Impositiva a raíz 
de la presunta infracción, por parte de los actores, de la ley de 
impuestos internos. 

Que, por lo demás, dado que la prueba derivada del informe 
solicitado es susceptible de incidir en la solución de la causa, 
admitir el criterio del organismo oficial importaría menoscabar 
el derecho de defensa en juicio. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral O, se confirma la resolución de fs. 195/196 en lo que ha sido 
materia de recurso extraordinario. 

Alfkedo Okcaz — Benjamín Villegas 
Basavilhaso — Aiustóbulo D. 
Aháoz de Lamadiui) — Julio 
()y han arte. 



(i) Ver: Fallos: 242: 312. 
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CARMEN" R. RIBAS m; BERRA 
RECURSO DE AMPARO, 

El procedimiento de amparo no sustituye las vías legales establecidas para la 
decisión de las controversias entre particulares relerentes a sus derechos con- 
tractuales, ni constituye el trámite pertinente para la ejecución de resolu- 
ciones jurisdiccionales o de tipo arbitral. 

RECURSO DE AMPARO. 

Xo justifica el procedimiento de amparo la circunstancia de (pie, dictada 
decisión inapelable por el amigable componedor, el locador de obra ejerza 
el derecho de retención sobre el inmueble hasta el pa<zo de la deuda. 

Dicta m kn dkl Pkocvradok Gkxehal 

Suprema Corto : 

Kl estudio de estos autos me lleva a compartir las razones 
sobre cuya base el a quo ha resuelto que en el presente caso no 
aparecen configurados los extremos de excepción a los que la 
doctrina de V. K. ha subordinado la admisibilidad del recurso 
de amparo. 

En consecuencia, pienso que corresponde declarar improce- 
dente el remedio federal deducido a fs. 58 (confr. "Caldo, A. s/ 
interpone recurso de amparo'', fallo del 23 de noviembre ppdo.). 
Buenos Aires, 14 de diciembre de 1959. — Ramón Lascaiw. 

. FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Ribas de Berra, Carmen K.; interpone 
recurso de amparo". 

Y considerando : 

Que el procedimiento de amparo no sustituye las vías legales 
establecidas para la decisión de las controversias entre 1 particu- 
lares referentes a sus derechos contractuales y no constituve el 
trámite pertinente para la ejecución de resoluciones jurisdiccio- 
nales ni de tipo arbitral — Confr. Fallos: 244: (58; causa: "Caldo, 
Agustín s/ recurso de amparo M , sentencia de 2!í de noviembre 
ppdo. y doctr. causa: "Civale, Orlando Anjrel y Arenas Yelazco, 
Francisco c/ Merccbich Medina, Horacio Amancio, recurso de 
amparo", sentencia de 2 de octubre de 1959 — . 

Que, de consiguiente, no justifican el recurso al procedimien- 
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to de amparo la circunstancia alegada de existir una decisión 
sobre materia litigiosa, expedida por quien la recurrente afirma 
reviste carácter de amigable componedor, la inapelabilidad de 
cuyo pronunciamiento se habría pactado y la ilegitimidad de la 
resistencia al cumplimiento de lo resuelto por la contraparte. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 77. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Ahistóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid — Luis Ma- 
ría BOFFI BOGGERO JuLTO 

Oyhaxarte. 



HIPOLITO GONZALEZ y Otro v. PAQUITA B. BORGATO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Relación directa. Normas 
extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. 

La cuestión federal atinente a que el art. 34 del decreto-ley 2186/57 sería 
violatorio de los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional resulta insustancial 
para el otorgamiento de la apelación extraordinaria cuando la sentencia recu- 
rrida concuerda con doctrina reiterada de la Corte, de la que el apelante no 
da razones fundadas para prescindir. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ;/ garantías. Derecho de propiedad. 

Si la causa se hallaba en trámite, sin sentencia de primera instancia, al tiempo 
de sancionarse la norma cuya aplicación cuestiona el recurrente (art. 34 del 
decreto-ley 2186/57), no puede sostenerse que ella liaya desconocido un de- 
recho definitivamente incorporado al patrimonio del demandado, afectando, 
por ello mismo, su derecho de propiedad. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

Lo referente al alcance que cabe asignar al art. 34 del decreto-ley 2186/57, 
en tanto dispone la aplicación de sus preceptos a las causas en trámite cuan- 
do lo permita el estado de aquéllas, es materia de interpretación de una nor- 
ma de derecho común, reservada a los jueces de la causa, por lo que la 
cuestión carece de relación directa e inmediata con los arts. 17 y 18 de ]a 
Constitución Nacional, máxime si la sentencia no consagra una discrimina- 
ción arbitraria o irrazonable entre las situaciones procesales posibles; y si, 
además, el recurrente no ha enunciado concretamente las pruebas de que se 
habría visto privado, ni ha justificado la eficacia de ellas para la decisión 
de la causa. 
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Dictamen del Pkocuhadok Genekal 

Suprema Corte : 

De acuerdo con reiterada doctrina de V. K., no procede el 
recurso extraordinario cuando se omite la enunciación de los 
hechos de la causa que guardan relación con las cuestiones plan- 
teadas (Fallos: 235: 893, entre otros). 

Correspondería pues, por aplicación de este criterio, decla- 
rar que el remedio federal intentado a fs. 69 ha sido mal conce- 
dido a fs. 70 vta. Buenos Aires, 30 de junio de 1958. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "González, Hipólito y otro c/ Paquita B. 
Borgato s/ desalojo", en los que a fs. 70 vta. se ha concedido el 
recurso extraordinario contra la sentencia de la ('amara de Paz 
Letrada de Rosario (Provincia de Santa Fe) de fecha 3 de di- 
ciembre de 1957. 

Considerando : 

Que la sentencia de primera instancia (fs. 40 41) condenó a 
la demandada al desalojo de la finca (pie ocupa en la calle Brown 
n p 1742 de Rosario (Santa Fe), a mérito de haberse acreditado, 
al tiempo de dictarse la sentencia, los extremos establecidos para 
la procedencia del desahucio por los arts. 14 a 19 del decreto-ley 
2186/57, los cuales son análogos a los consignados en el art. 26 
de la lev 13.581 v sus modificatorias, entre ellas la lev 14.356, 
vigentes al momento de iniciarse la demanda. Kl sentenciante 
basa la aplicación de aquel decreto a esta causa en : a) la circuns- 
tancia de hallarse en vigencia al dictarse el fallo, y, b) ser apli- 
cable a las causas pendientes por imperio de lo establecido en su 
art. 34, así como por la referida analogía entre disposiciones de 
los citados cuerpos legales. 

Que la demandada apeló de tal pronunciamiento, aduciendo 
la inconstitucionalidad del decreto 2186/7)7, la privación de dere- 
chos adquiridos y la violación de la garantía de la defensa en 
juicio (fs. 53/55), en cuanto se lo aplica por virtud de lo dis- 
puesto en su art. 34 y, de oficio, a las causas (pie, como la sub 
examino, quedaron trabadas por demanda y contestación bajo la 
vigencia de la ley 13.581 y sus complementarias. Subsidiaria- 
mente impugna la sentencia por razones (pie hacen a la interprc- 
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taoión do normas do derecho común y a cuestiones de hecho y 
prueba. 

Que el tribunal a quo, después do considerar cada uno de 
los agravios del apelante, confirmó la sentencia recurrida (fs. 

&2/G7). 

Quo contra esta sentencia, la parte demandada interpuso 
recurso extraordinario (fs. 69/70), alegando (pie: a) el art. 34 del 
decreto-ley 21 80/ 57 sería viola torio del derecho do propiedad 
(art. 17 do la Constitución Nacional), en cuanto establece la apli- 
cación, do oficio, de dicho decreto a las actuaciones judiciales 
quo, al primero de marzo de 1957, no hubieran concluido por 
sentencia firmo, lo quo importaría privarle de los derechos adqui- 
ridos emergentes de la contestación de la demanda y de la ley 
13.581, vigente al entablarse la acción; b) se habría violado la 
garantía de la defensa en juicio (art. 18 de la Constitución Na- 
cional) al condenársela al desalojo por aplicación, de oficio, del 
decreto mencionado, sin habérsele dado noticia previa de ello y 
sin tener en cuenta "lo alegado y probado en la contestación de 
la demanda y en escritos posteriores de la causa", con lo cual 
se lo habría impedido ejercer su defensa frente al referido decre- 
to; c) serían arbitrarias las sentencias de primera instancia y la 
del a quo, que la confirma, lo quo resultaría, en primer termino, 
de las mismas razones que expresó para fundar la supuesta 
inconstitueionalidad del decreto-ley 2186/57; asimismo, porque se 
lo imponen las costas del juicio por el solo hecho de haber fun- 
dado su defensa en la ley 13.581; y, además, por otros motivos 
quo hacen a la interpretación de normas del decreto citado, a 
cuestiones do hecho y prueba y a supuestas violaciones de las 
formas procesales. 

Que si bien el recurso extraordinario se ha fundado en que 
el art. 34 del decreto-ley 2186/57 es violatorio de los arts. 17 y 18 
do la Constitución, la apelación es insustancial (Fallos: 241: 98, 
los allí citados y otros) en atención a la reiterada jurisprudencia 
de esta Corte sobre las cuestiones en que aquella se funda (Fa- 
llos: 244: 358 y sus citas). 

Quo esta causa se hallaba en trámite, sin sentencia de pri- 
mera instancia, al tiempo de sancionarse las normas cuya aplica- 
bilidad cuestiona el recurrente. Por tanto, no puede sostenerse 
quo la ley impugnada haya desconocido un derecho definitiva- 
mente incorporado al patrimonio del demandado, afectando, por 
ello mismo, su derecho de propiedad (Fallos: 243: 272; 244: 358). 

Quo, con respecto a los agravios señalados en el punto b) 
del considerando 4 V , corresponde reiterar la doctrina según la 
cual lo referente al alcance que cabe asignar al art. 34 del decreto- 
ley 2186/57, en tanto dispone la aplicación de sus preceptos a 



DE JUSTICIA 1)K LA NACIÓN 



453 



las causas en trámite cuando lo permita el estado de» aquéllas, es 
materia de interpretación de una norma de derecho común, reser- 
vada, como tal, a los jueces de la causa, por lo que la cuestión 
carece de relación directa e inmediata con los arts. 17 y 1S de 
la Tonstitución Nacional (Fallos: iMO : fil, 42."); 244: IftH y otros), 
máxime si se tiene presente (pie la sentencia recurrida no con- 
sagra una discriminación arbitraria o irrazonable entro las situa- 
ciones procesales posibles. Cabo señalar, ademas, que el recu- 
rrente no ha enunciado concretamente, eu ol escrito <1(> fs. (¡!)/7(>, 
las pruebas de (pío so habría visto privado ni ha justificado la 
eficacia de ellas para la decisión do la causa. Kn talos condi- 
ciones, la invocación do la garantía constitucional do la defensa 
no os atendible, soi»un lo ha resuelto este Tribunal — Fallos: 
242: 124, 227, 411, ios allí citados y otros—. 

Que en lo relacionado con la supuesta arbitrariedad alocada, 
su improcedencia os manifiesta con arreglo a los términos do la 
reiterada jurisprudencia do esta Corto, pues, cualquiera fuese ol 
error o ol acierto del fallo impugnado, él reconoce fundamentos 
normativos suficientes para sustentarlo. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador (Jvne- 
ral, so declara improcedente ol recurso extraordinario concedido 
a fs. 70 vta. 

Al.FHKDO OliCAZ — BkN.IAMÍX Vil, LU- 
CAS Bakaviuíaso — AitiSTÓnru) D. 

AliÁOZ DK IjAMADKID I il'TS M.\- 

iíÍa Rokki Boookko — drr.io 
Oyhaxartk. 



LUIS PAULINO MORALES MORALES v Otko 

JVRlSDíCClOy V COMVKTKSC1 A : Competencia nacional. Cansas penales. 
Delitos qne ohst ntifcti el normal funcionamiento de las instit aciones nacionales. 

Es competente el juez federal de Santa Cruz, y no el de primera instancia 
de Río Galleaos, para conocer del sumario instruido con motivo de hechos 
delictuosos (lesiones y daño) que se ludirían cometido, en la Cárcel Nacional 
de Hío Galleaos, con intervención de funcionarios y empicados cuyo carácter 
nacional no se discute; tales hechos podrían afectar u obstruir el buen ser- 
vicio de los empleados de la Nación y aún, eventualmenle, dar lunar a la 
responsabilidad patrimonial de esta última. No es necesario, entonces, para 
dirimir la contienda, establecer si el edil icio de la Cárcel de Río Galleaos 
ha pasado o no a ser propiedad de la Provincia de Santa Cruz, circunstancia 
de la que hace mérito el juez provincial para afirmar su competencia, en ra- 
zón del vencimiento de los plazos fijados en la ley 14.40S y en el decreto-ley 
4908/58. 
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Dictamen del Pkocukadou General 

Suprema Corte: 

Con independencia de la cuestión atinente a establecer si el 
edificio de la Cárcel de Río Gallegos ha pasado o no a ser pro- 
piedad provincial, es innegable que los hechos investigados en 
esta causa son de conocimiento de la justicia nacional, puesto 
que ellos han obstruido el buen servicio de empleados de la Na- 
ción, carácter este que no se discute a los funcionarios de la 
cárcel antes mencionada. 

Corresponde, por lo tanto, de conformidad con lo dispuesto 
en el art. 3 P , inc. 3 9 , de la ley 48, dirimir la presente contienda 
en favor de la competencia del Sr. Juez Federal de Santa Cruz. 
Buenos Aires, 10 de diciembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que con motivo de los hechos delictuosos que habrían ocu- 
rrido en la Cárcel Nacional de Río Galleaos, se han instruido 
sumarios ante la justicia federal y la provincial con asiento en 
dicha ciudad. Ambos jueces se atribuyen competencia por razón 
del lugar para conocer en el caso, sosteniendo el juez federal que 
la Cárcel de Río Gallegos está sometida a la jurisdicción absoluta 
y exclusiva de la Nación, en tanto que el magistrado provincial 
entiende que, vencidos los plazos fijados por la ley 14.408 y el 
decreto-ley 4908/58, el edificio de la cárcel ha pasado a jurisdic- 
ción de la Provincia de Santa Cruz. 

Que, como dictamina el Señor Procurador General, para di- 
rimir la contienda planteada no es necesario establecer si el edi- 
ficio de la Cárcel de Río Gallegos ha pasado o no a ser propiedad 
de la Provincia de Santa Cruz, pues cualquiera sea la conclusión 
a que al respecto se arribe, es indudable la competencia de la 
justicia federal para conocer de la causa. Se trata, en efecto, de 
hechos delictuosos que se habrían perpetrado con intervención 
de funcionarios y empleados cuvo carácter nacional no está en 
discusión, hechos que, en los términos del art. ,T, inc. 3 9 , de la 
lev 48, podrían afectar u obstruir el buen servicio de los emplea- 
dos de la Nación v aun, eventualmente, dar lugar a la respon- 
sabilidad patrimonial de esta última —Fallos: 238: 177, 579, 583; 
230: 277; 240: 417, 455; 242: 272, los allí citados y otros—. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 



455 



Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Federal de Santa Cruz es el compe- 
tente para conocer de los hechos a que se refieren las presentes 
actuaciones. Remítansele los autos y hádase saber en la forma 
de estilo al Sr. Juez de Primera Instancia de Río Gallegos, Pro- 
vincia de Santa Cruz. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Vi lle- 
cas Basavilbaso — Aiustóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid — Julio 
Oyiiaxahte. 



LEOPOLDO DARIO ALCARI 

AMXISTIA. 

El carácter federal, local o común de las disposiciones legales emanadas del 
Congreso depende de cuál haya sido la potestad que ese órgano ejerció al 
sancionarlas. 

En consecuencia, son federales las normas dictadas en uso de la facultad 
prevista por el art. 67, inc. 17, in fine, de la Constitución Nacional. 

AMXISTIA. 

La ley de amnistía no puede ser considerada de ningún modo como disposi- 
ción de derecho común, accesoria de la que reprime los delitos amnistiados. 
Por el contrario, su naturaleza esencial evidencia que ella es acto de gobierno, 
esencialmente político y de soberanía, cuyas consecuencias exceden la potes- 
tad ordinario de legislar en materia penal. Aún cuando la materia sobre la 
que recae sea de derecho común, el carácter de una amnistía es siempre de- 
terminado por la potestad usada al dictarla, potestad que no puede ser 
equiparada ni subo dinada a la de derogar o suspender normas penales y (pie 
federaliza la ley a través de la cual se ejerce. 

JURISDICCIOX Y < OMPETEXCIA: Competencia nacional Por la materia. 
Causas re (jifias jwr normas federales. 

No es admisible (pie la aplicación en los casos concretos de una ley de am- 
nistía pueda efectuarse sin la garantía que contempla la primera cláusula 
del art. 100 de la Constitución Nacional y con los riesgos que ella ha tratado 
de eliminar. Mediante la inserción de ese precepto se quiso impedir que el 
objeto de las disposiciones federales pudiera verse frustrado como consecuen- 
cia de las interpretaciones disímiles y acaso contrapuestas de los jueces pro- 
vinciales. 

RECCRSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de las leifes federales. 

Es procedente el recurso extraordinario si, habiéndose cuestionado la inter- 
pretación del art. P de la ley 14.436, de amnistía, la decisión ha sido con- 
traria al derecho que el apelante funda en esa disposición. 
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AM\ ISTIA. 

Establecido por la Cámara, en forma irrevisible en la instancia extraordina- 
ria, que las imputaciones originarias de la querella por calumnias e injurias 
fueron vertidas en una ''publicación de carácter eminentemente político" y 
estuvieron inspiradas por una "finalidad política", corresponde confirmar la 
sentencia (pie declara la procedencia de la amnistía reclamada en la causa por 
el querellado. 

En efecto: la ley 14.4"i(i fue sancionada con la manifiesta intención de que 
sus beneficios alcancen a los procesados por hechos de la naturaleza del 
mencionado; ello es así, sobre todo, porque el Congreso Nacional, al acoger 
de manera expivsa la concepción subjetiva de los delitos políticos y supeditar 
a ella los efectos de la amnistía, (pliso que la norma sancionada se hiciera 
extensiva a todos los actos delictuosos o calificados de tales cuyos autores 
hubieran actuado con "móviles políticos". 

AMX ISTIA. 

El precepto contenido en el art. 1", apartado V\ de la ley 14.4.'i(>, es de ob- 
servancia ineludible para el Poder Judicial, cualquiera sea el juicio personal 
de los magistrados respecto de su acierto o conveniencia con relación a los 
casos concretos; pues en todos los supuestos, la determinación del alcance de 
la amnistía, esto es, el señalamiento de los delitos a (pie ella ha de referirse, 
hállase deferido al Congreso, al (pie corresponde decidirlo en ejercicio de fa- 
cultades privativas, con sujeción, tan sólo, a las limitaciones que pudieran 
considerarse emanadas de la Ley Fundamental. 

AM\ ISTIA. 

La procedencia o improcedencia del beneficio de la amnistía depende, exclu- 
sivamente, de la concreta norma de cuya aplicación se trata y de la voluntad 
legislativa expresada en ella. 

Por tanto, ante la inexistencia de disposiciones que autoricen la excepción, 
y habiendo sido puntualizada por la Cámara la naturaleza política de las 
imputaciones acriminadas, la amnistía debe concederse aunque el delito im- 
putado sea de acción privada, no obstando a ello el hecho de que la regla 
punitiva de la que se prescinde (art. 109 del Código Penal) tutele bienes 
jurídicos que se señalan como de carácter puramente individual. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Aunque el auto corriente a fs. 24 del principal no expresa 
las razones en cuya virtud el a quo considera que 4 ' no se trata de 
ninguno de los casos previstos por los arts. 14 de la ley 48 ni 22 
del (\P.(\ M , estimo que el recurso extraordinario interpuesto 
a fs. 21 resulta, en definitiva, bien denegado. 

En efecto, la alegación de inconstituciónalidad de la ley 
14.436 — en cuanto esta abarque los delitos de acción privada — , 
que se introduce en dicho recurso extraordinario, aparece como 
fruto de una reflexión tardía, ya que ella no fue debidamente 
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articulada en la primera oportunidad (fs. 4), a fin de habilitar 
al tribunal para pronunciarse sobre ella. 

( 1 or responde, por otra parte, señalar que la interpretación 
de dicha ley no constituyo, en casos como el presente, cuestión 
federal a los efectos de determinar la apertura de la instancia de 
excepción, según lo expuse en mi dictamen de fecha 18 de mayo 
del corriente año, en la causa 4 'Riera Díaz, Laureano s. recurso 
de hábeas corpus" (R.180, L.X1IT), al que me remito brrvitaiis 
cama ( ! ). 

Procede, en consecuencia, desechar la presente queja. Bue- 
nos Aires, 8 de junio de lí).~)<). — Bumón Lascano. 



(l) Ksto dictamen dice así: 
Suprema Corte: 

De los individuos a cuyo favor se interpuso el presente recurso de hábeas corpas, 
uno: Tomás Segundo Salas, se halla condenado por sentencia firme a pena privativa 
de libertad, y contra el otro: Laureano Riera Díaz, existe orden de captura decretada 
por juez competente. 

Respecto del primero de los nombrados, el tribunal local de la Provincia de Buenos 
Aires ha declarado no ser procedente la vía elegida, y por ser la decisión recurrida, 
en este aspecto, de naturaleza procesal y no revestir carácter definitivo, pienso que el 
recurso extraordinario resulta improcedente en lo (pie a Salas atañe. 

Tocante a Riera Díaz, el tribunal, entrando a conocer del pedido de hábeas corpus, 
resuelve denegarlo, por considerar que el delito cuya comisión se imputa a aquél no 
se halla comprendido entre los amnistiados por la ley 14.4:*6 ; y el apelante entiende 
que la procedencia del recurso extraordinario interpuesto deriva de ser la ley mencionada, 
que ha sido interpretada por el a (pío en forma contraria a sus pretensiones, de 
naturaleza federal. 

Discrepo de tal opinión. No creo, en efecto, que las leyes de amnistía dictadas 
por el Congreso en virtud de la facultad que le concede el art. f¡7, ine. 17, de la 
Constitución Nacional sean de carácter federal (empleando esta expresión como opuesta 
a la de derecho común: art. 67, inc. 11 de la Constitución) y que, por lo tanto, su inter- 
pretación dé lugar invariablemente al recurso extraordinario siempre que medie reso- 
lución contraria y se hallen presentes los demás requisitos exigidos por el art. 14 
de la ley 48. 

Pienso, por el contrario, que las leyes de amnistía, si bien por su orif/rn son 
manifestación de diversa prerrogativa que la que pone en juego el Congreso al legiferar, 
participan, por su naturaleza, de la de las normas penales cuya aplicación suspenden 
respecto de ciertos hechos. 

Las normas (pie declaran una amnistía revisten, en efecto, un carácter decisorio 
con relación a las leyes penales de que se trate. Y, en tal sentido, puede afirmarse que 
una ley que otorgue aquel beneficio para determinados delitos es equiparable, en 
último análisis, a una disposición transitoria, incorporada al cuerpo legal respectivo, 
en cuya virtud quedan privadas retroactivamente de carácter delictivo ciertas acciones 
típicas cometidas durante el lapso fijado. 

Si pues, la norma transgredida por la infracción es de carácter federal, la lev de 
ajnnistía tendrá igual naturaleza; pero si la amnistía borra delitos establecidos por 
la legislación común, el estatuto que la establezca deberá ser considerado también, en 
lo que a éstos respecta, de la misma esencia (pie los que el Congreso dicta en ejercicio 
de las atribuciones conferidas por el mencionado art. 07, inc. 11 de la Constitución. 

No de otra manera puede explicarse, sin iluda, que las leyes de amnistía, en cuanto 
alcanzan a delitos comunes, sean aplicadas, como ha ocurrido en el presente caso, por 
los tribunales provinciales que impusieron la condena o deben entender en la acción 
penal correspondiente. Es claro que si se tratara de leyes federales no comprendidas 
en el mencionado art. fi7, inc. 11, aquellos tribunales carecerían totalmente de compe- 
tencia para aplicarlas (art. 100 de la Constitución Nacional), y sólo cabría, en el sub 
lite, declarar la total incompetencia del a quo. Mas poca reflexión bastaría para com- 
prender que si se pusiera en manos de los jueces federales la decisión acerca de si 
una ley de amnistía comprende o no ciertos delitos cuyo juzgamiento está sometido 
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Buenos Aires, 18 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por «Oscar 
Etcheverry y Rafael Alberto Guerra (querellantes) en la causa 
Alcari, Leopoldo Darío s/ su proceso por calumnias e injurias M , 
para decidir sobre su procedencia. 



a los tribunales de una provincifl, resultaría desconocido el sentido esencial del art. 67, 
inc. 11. y arrebatados los habitantes de dicha provincia a sus jueces naturales. Tal 
conclusión, por contraria que fuera a ciertos principios fundamentales de la Consti- 
tución, sería sin embargo, ineludible si se atribuyera en todo caso carácter federal a 
las leyes de amnistía. 

Xo conozco precedente jurisprudencial de V. K. en que se haya puesto directamente 
en tela de juicio la cuestión que dejo planteada en el presente dictamen. Y ello no es 
de extrañar, porque las leyes de amnistía dictadas hasta la presente, han sido origina- 
das, por lo general, por delitos de carácter federal: de rebelión o de infracciones al 
enrolamiento y al servicio militar en la mayor parte de los casos. La interpretación 
de dichas leyes, aplicadas a tal especie de delitos, abría tan naturalmente la vía del 
remedio federal, que no se suscitó la necesidad de esclarecer la verdadera naturaleza 
de aquellos estatutos. Así, en Fallos: 105: 72; 181: 4:50 y 234, 16, se dió por supuesto 
el carácter federal de ciertas leyes de amnistía, mas ha de notarse que ellas habían 
sido aplicadas a delitos claramente federales. 

Tampoco hay antecedentes valiosos para la elucidación del problema en la juris- 
prudencia de los tribunales estadounidenses, puesto que el poder concedido al presidente 
de aquel país para suspender penas y conceder indultos (en lo que se ha considerado 
comprendida la facultad de amnistiar) por el art. II, sec. 2, de su Constitución, sólo 
alcanza a los delitos contra tos Estados Unidos, esto es a las infracciones esencialmente 
federales, como no podría ser de otro modo, dada la ausencia de una disposición equi- 
parable a nuestro art. 67, inc. 11. Es natural, por ello, que la Corte Suprema norte- 
americana haya interpretado en repetidas ocasiones normas de este carácter. 

Pero la ausencia de precedentes jurisprudenciales o doctrinarios respecto del asunto 
— ausencia explicable por las circunstancias que he recordado— no puede ser óbice, 
sin duda, para advertir que sólo en virtud de la tesis que dejo expuesta cabe encontrar 
justificación a la facultad concedida al gobierno de la Nación para amnistiar, no sólo 
delitos federales sino también infracciones cuyo juzgamiento corresponde a las juris- 
dicciones provinciales. Si se afirmara que en este último aspecto el Congreso no ejercita 
atribuciones accesorias de las concedidas para legislar sobre las materias comprendidas 
en el tantas veces nombrado art. 67, inc. 11 de la Constitución, la facultad de amnistiar 
delitos comunes supondría una verdadera invasión de las soberanías provinciales, incon- 
gruente con el espíritu de nuestra Carta Fundamental. 

Estimo, pues, en definitiva, que las leyes de amnistía que dicta el Congreso en uso 
del poder conferido por el mencionado art. 67, inc. 17, deberán ser consideradas, ya de 
carácter federal, ya de carácter común, según sea la materia sobre la cual versen. 
En los casos en que se refieran indiscriminadamente a materia federal y a materia 
común, tales leyes deberán ser consideradas comprensivas de dos especies de normas: 
federales, en cuanto alcancen a delitos definidos y sancionados por leyes federales, y 
comunes, en cuanto desincriminan delitos previstos por disposiciones de este carácter. 

Ahora bien, en* el sub iudice se trata de establecer si el delito de derecho común 
(homicidio) imputado al recurrente, se halla comprendido en la ley 34.436, y, — do 
conformidad con lo que vengo sosteniendo acerca del carácter asesorio de este tipo 
de leyes — la interpretación del mencionado estatuto no configura, en el caso, cuestión 
que pueda dar lugar al recurso extraordinario, de acuerdo a la reiterada jurisprudencia 
de V. E. en el sentido de que la interpretación de las leyes dictadas por el Congreso 
en cumplimiento del art. 67, inc. 11, no se halla comprendida en el art. 14, inc. 3' 
de la ley 48. 

Procede, en consecuencia, a mi juicio, declarar mal concedido a fs. 43 el presente 
recurso extraordinario. 
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Considerando : 

Que, como lo señala el dictamen precedente del Señor Pro- 
curador General, no resulta de la causa que se propusiera en el 
curso de su trámite cuestión constitucional alguna que requiriera 
solución por los tribunales del proceso, en los términos del art. 14 
de la ley 48. En tales condiciones, el recurso extraordinario 
deducido con aquel fundamento es improcedente y así correspon- 
de declararlo. 

Que, en cuanto a la procedencia de los restantes agravios 
expuestos por el apelante, su consideración hace necesario deter- 
minar, previamente, si la ley 14.4:?(i es o no federal con arreglo 
a los términos del art. 100 de la Constitución Nacional y del 
art. 14, inc. 3 P , de la ley 48. 

l¿ue, de acuerdo con una jurisprudencia constante, el carác- 
ter federa], local o común de las disposiciones legales emanadas 
del Congreso dependí 1 de cuál haya sido la potestad (pie ese 
órgano ejerció al sancionarlas (Fallos: 1 ¡K? : lió y otros). 

Que, sujetándose a esa premisa, la Corte Suprema ha decla- 
rado, reiteradamente, (pie son federales las normas dictadas en 
uso de la facultad prevista por el art. (i7, inc. 17, in fine, de la 
Constitución Nacional (Fallos: 10;"): 72; 181 : 4:$0 ; 1(5 y Xñ; 

2:56: 124 y 012). 

Que la ley de amnistía, en efecto, de ningún modo puede ser 
considerada como disposición de derecho común, accesoria de la 
que reprime los delitos amnistiados. Por el coiítrario, su natu- 
raleza esencial evidencia que ella es acto de gobierno, "esencial- 
mente político y de soberanía" (J. V. (Joxzálkz, "Obras Comple- 
tas", ed. lí)3f), t. III, ir 4r<u), e^n v -, acto cuyas consecuencias 
exceden la potestad ordinaria de legislar en materia penal y 
presuponen el desempeño de la elevada función que AorsTÍx de 
Veüia define así: 44 Ks el consejo supremo de la sabiduría y la 
experiencia humana, ante la convicción de la esterilidad y la 
impotencia de la fuerza para apaciguar los espíritus, cicatrizar 
las heridas, adormecer los odios" ("Constitución Argentina", 
p. 318). 

Que, en virtud de ello, la naturaleza sustancial de la función 
ejercida y la del acto de gobierno sitb examine — que son, natu- 
ralmente, invariables — deben prevalecer sobre la índole contin- 
gente de los hechos a que se aplican — . Aun cuando la materia 
sobre la que recae sea de derecho común, el carácter de una 
amnistía es siempre determinado por la potestad usada al dic- 
tarla, potestad que, según lo dicho, no puede ser equiparada ni 
subordinada a la de derogar o suspender normas penales y que 



460 FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

fcdcraliza la ley a travos de la cual se ejerce, a semejanza de lo 
que acontece con ciertas normas derivadas del poder de policía 
(doctrina de Fallos: 243: 276). 

Que, desde otro punto de vista, no es admisible que la apli- 
cación en los casos concretos de una ley de amnistía pueda efec- 
tuarse sin la garantía que contempla la primera cláusula del 
art. 100 de la Constitución Nacional y con los riesgos que ella lia 
tratado de eliminar. Mediante la inserción de ese precepto, se 
quiso impedir que el objeto de las disposiciones federales pudie- 
ra verse frustrado como consecuencia de las interpretaciones disí- 
miles y acaso contrapuestas de los jueces provinciales. 4 4 Dar ese 
poder a catorce tribunales distintos — decía J. V. González a 
fines del siglo pasado, citando 44 Kl Federalista" — era lo mismo 
que poner en el gobierno una hidra de la que sólo provendrían 
la contradicción y la confusión" {oh. cit. } 11° 610). Y para que 
las contradicciones y la confusión no desvirtuaran las normas 
del Gobierno Federal, fué escrita la cláusula prcindicada. 

Que, por lo expuesto, el recurso deducido es procedente en 
cuanto se lo apoya en el aserto de que, habiéndose cuestionado 
la inteligencia de disposiciones federales, la decisión ha sido 
contraria al derecho que el apelante funda en esas disposicio- 
nes (art. U, inc. 3 9 , de la ley 48). 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se declara mal denegado a fs. 24 de los autos principales el re- 
curso extraordinario deducido a fs. 21/23. 

Y considerando en cuanto al fondo del asunto por no ser 
necesaria más substanciación : 

Que el recurrente impugna la interpretación del art. 1° de la 
ley 14.436, contenida en el fallo de fs. 18, basándose en que dicha 
ley no comprende los delitos contra el honor, que son — dice — 
4 4 de acción eminentemente privada" y que "sólo el ofendido 
puede perdonar" (fs. 21). 

Que, según se desprende de ese fallo, el tribunal a quo 
ha resuelto que las imputaciones originarias de la querella fue- 
ron vertidas en una 4 4 publicación de carácter eminentemente 
política" y estuvieron inspiradas por una 4Í finalidad política", 
pronunciamiento que es irrevisible en la instancia extraordinaria, 
toda vez que versa sobre una cuestión de hecho que los jueces 
de la causa han decidido en uso de facultades propias, cuyo ejer- 
cicio, en el caso, no ha sido tachado de arbitrario. 

Que, habida cuenta de tal circunstancia, la conclusión a que 
la Cámara arriba, en orden a la procedencia de la amnistía 
reclamada por el imputado, debe ser mantenida. 
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Que, (Mi efecto, no parece dudoso que la ley 14 4,% fué san- 
cionada con la manifiesta intención de que sus beneficios alcan- 
cen a los procesados por hecbos de la naturaleza del (pie aquí 
se juzga. Kilo es así, sobre lodo, porque el Congreso Nacional, 
al acoger de manera expresa la concepción subjetiva de los 
delitos políticos y supeditar a ella los efectos de la amnistía, 
cpiiso que la norma sancionada se luciera extensiva a todos los 
actos delictuosos o calificados de tales cuyos autores hubieren 
actuado con "móviles políticos" (véase: Cámara de Senadores, 
año DóS, ps. 140-17(5 y Cámara de Diputados, año 1Í).">S, ps. :>SÍ)- 
477). Esta puntualización, que es decisiva en la especie, *e encuen- 
tra refirmada por la letra del apartado V del art. I o de la ley, 
en el (pie puede leerse: "Los beneficios de la amnistía com- 
prenden los actos y los hechos realizados con propósitos po- 
líticos . . . '\ 

Que ese precepto es de observancia ineludible para el Poder 
Judicial, cualquiera sea el juicio personal de los magistrados 
respecto de su acierto o conveniencia con relación a los casos 
concretos. Lo contrario importaría sustituir la ley so color de 
establecer su sentido. Kn todos los supuestos, la determinación 
del alcance de la amnistía, esto es, el señalamiento de los delitos 
a que ella ha de referirse, hállase deferido al Congreso, al que 
corresponde decidirlo en ejercicio de facultadas privativas, con 
sujeción, tan sólo, a las limitaciones que pudieran considerarse 
emanadas de la Ley Fundamental. Así cabe inferirlo del art. 07, 
inc. 17, de la Constitución, según el cual es de competencia del 
Poder Legislativo — sin otras limitaciones que las indicadas — 
borrar los efectos de la criminalidad que él mismo atribuyó a de- 
terminados actos v excluir la nunibiüdad que dispuso respecto 
de ellos (Fallos: : 15)9). 

Que, (Mi consecuencia, los argumentos (pie el apelante expone, 
fundados en la particular naturaleza de los delitos contra el ho- 
nor, no son atendibles. Los conceptos genéricos y las definiciones 
doctrinarias que cita carecen de eficacia, porque la procedencia 
o improcedencia del beneficio depende, exclusivamente, de la con- 
creta norma de cuya aplicación se trata y de la voluntad legisla- 
tiva expresada en ella. Por tanto, ante la inexistencia de dis- 
posiciones que autoricen la excepción y hallándose presente la 
circunstancia de hecho (pie la Cámara a quo puntualiza, la am- 
nistía ha de ser concedida aunque el delito imputado sea de ac- 
ción privada, no obstando a ello el hecho de que la regla punitiva 
de la (pie se prescinde (art. 109 del código respectivo) tutele 
bienes jurídicos que se señalan como de carácter puramente in- 
dividual. 
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En su mérito, se confirma la sentencia apelada de fs. 18 en 
cuanto ha sido materia del recurso extraordinario. 

Alfredo Oiksaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Ahistóbulo D. 
Aháoz de Lamadkid — Luis María 
Jíofki Boc.gero — Julio Oyha- 

NARTE. 



MARIA ANDRES v. INSTITUTO NACIONAL dk PREVISION SOCIAL 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias. 

La sentencia que, en base al informe de los médicos forenses, declara com- 
probada la incapacidad de la peticionante en los términos del decreto-ley 
1.'i.í).J7/4f¡ y procedente la jubilación por invalidez, decide cuestiones de hecho, 
insusccptibles de recurso extraordinario. Dicha solución se impone tanto más 
si el citado informe, ordenado tomo medida para mejor proveer, no ha sido 
objeto de impugnación concreta por el Instituto recurrente. 

JUBILACION Y PENSION. 

No dándose razones suficientes para prescindir de los precedentes de la Corte, 
en lo atinente a la interpretación del art. b'7 del decreto-ley i:i.9.T7/4í>, es vá- 
lida la comprobación de la invalidez por los médicos forenses. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

La sentencia de fs. 45 del principal acepta las conclusiones 
de la pericia de los médicos forenses, ordenada por el tribunal 
de la causa como medida para mejor proveer. 

Kn consecuencia de ello, resuelve hacer lugar a la petición 
instaurada por doña María Andrés en demanda de jubilación por 
invalidez, a quien se la tiene así por incapacitada en los términos 
exigidos por el art. 56 del decreto-ley 13.937/46. 

Kn estas condiciones, como es obvio, la decisión del a quo, 
fundada en la apreciación de circunstancias de hecho y prueba, 
resulta irrevisible por la vía del remedio federal intentado, má- 
xime que el Instituto apelante, en el escrito de interposición del 
recurso extraordinario, no cuestiona la procedencia del aludido 
peritaje médico, ni ataca la valoración y alcance que a, sus con- 
clusiones asigna el fallo. 

Se agravia, en cambio, el citado Instituto de que se haya 
omitido la consideración y aplicación del art. 67 del decreto-ley 



DE .JUSTICIA DE I,A NACIÓN 4Ü;1 

1 :>.*);>7/4(i. VA motivo que para ello habría tenido en cuenta el 
juzgador estaría contenido implícitamente en la sentencia, donde 
se afirma (píe ia desestimación de la solicitud interpuesta se fun- 
dó "exclusivamente (por parle de la autoridad administrativa) 
en la circunstancia de no haberse llenado los requisitos exigidos 
en el art. ófi del decreto 1:!.!í:í7/4<>'\ 

Ksta afirmación está corroborada por el tenor de la parte* 
dispositiva de las resoluciones de fs. 24 y L\S del principal. Ks tam- 
bién verdad, sin embarco, que en el dictamen de fs. 'J7 que prece- 
dió a la confirmatoria de lo resuelto por la Taja de la Industria, 
se aludió al art. (¡7 en cuestión romo causal para denegar el be- 
neficio. 

Ante esa situación, debe deducirse que la autoridad adminis- 
trativa, tal como lo sostiene el Instituto apelante al deducir el 
recurso extraordinario, ha atribuido al plazo impuesto por el alu- 
dido art. (¡7 del decreto-ley lo.!K!7/4l> el carácter de un término 
de prueba, pues di» no ser así si» lo habría invocado expresamente 
en la partí» dispositiva de las resoluciones. 

Xo estimo necesario abrir juicio sobre el acierto de esa ca- 
racterización. Kn efecto, si se considera que se trata de un tér- 
mino de caducidad, su invocación en tal carácter por parte del 
Instituto — í pie, por lo demás, lo desconoce expresamente- - habría 
resultado tardía. Si por lo contrario, se tratan» de un término 
de prueba como pretende el apelante, la índole procesal de la 
cuestión tornaría irrevisihle lo decidido por el a quo al ordenar 
la producción de pruebas. A ohmios, claro está, que mediase viola- 
ción ti** la garantía de la defensa cu juicio, agravio que no ha 
sido articulado por el recurrente. 

Por lo demás, no me parecí 1 inoportuno recordar que en la 
doctrina enunciada por Y. K. íh re "Barreño Manuel" ( H. .'¡40 - 
XIII) se<>'un sentencia del 1S do noviembre del año corriente, se 
han tenido por ineficaces las declaraciones de testigos y los cer- 
tificados pnt róñale-, cuando el l»oneficio de jubilación por inva- 
lidez se solicitó después de transcurrido el plazo impuesto en el 
art. L'l de la ley 14..*>70 equivalente para id caso al art. .">(> del de- 
creto-ley l. , {.ÍK57/4(5. Sí' ai»Te*»'ó allí que la solución no variaba por 
la circunstancia de la presentación, cu la causa, de un certificado 
médico particular, que no revestía la forma de una peritación. 

La situación de los presentes difiere fundamentalmente de* 
aquellos supuestos. Aquí, en efecto, la decisión del tribunal del 
trabajo se basa en las conclusiones de peritos médicos oficiales, 
los cuales como ya dije no han sido cuestionados por el apelante 
al interponer el recurso. Ksas conclusiones quedaron consentidas 
por el Instituto, el (pie tampoco objetó en su oportunidad la me- 
dida para mejor proveer ordenada a fs. ,'ÍK del principal. Xo pue 
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de, por tanto, volver sobre ese consentimiento como lo intenta en 
el escrito de presentación directa. 

Por todo ello opino, en conclusión, que corresponde declarar 
bien denegado el remedio federal intentado y desestimar, en con- 
secuencia, la presentí 1 queja. Rueños Aires, 10 de diciembre de 
1959. — Ramón Lascano. 



Vistos los autos: 44 Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Andrés, María c/ I. X. I\ S.'\ para decidir 
sobre su procedencia. 

V considerando : 

Que como lo señala el dictamen precedente del Sr. Procu- 
rador General el recurso extraordinario debe declararse, en el 
caso, bien denegado. 

Que efectivamente en cuanto hace a la comprobación de la 
incapacidad en los términos del art. 56 del decreto-ley 13.937/46 
lo resuelto tiene fundamentos de hecho bastantes para sustentar- 
lo a lo que debe agregarse que la procedencia de lo dispuesto 
a fs. 38 de los autos principales no ha sido objeto de concreta 
impugnación por parte de la recurrente. 

Que en cuanto a la interpretación del art. 67 del decreto-ley 
mencionado no se da, en el escrito en que el recurso se interpuso 
ni en la precedente queja motivo bastante para prescindir de la 
aplicación de los principios establecidos en las causas " Selles, A. 
J. c/ T. X. P. S." y < < Barreña M. c/ í. X. P. S." falladas respec- 
tivamente en 14 de octubre y 18 de noviembre del año en curso. 
Vi\\ tales condiciones y atentas las demás razones del dictamen 
precedente la queja debe ser desechada. 

Por olio y lo dictaminado por el Sr. Procurador General se 
desestima la precedente queja. 



MAKIA L. S. i.k M1KAYO v Otkos y. CAKTOXKKJA KHAXCKSA v Otros 

RECVRSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Tribunal Superior. 

jurisprudencia con arrollo u la cual la Suprema ('orto de la Provincia 
de Buenos Aires no es <>] superior tribunal de provincia, en los términos del 



FALLO DK LA COKTK SITRKMA 



Buenos Aires, 1S do diciembre de líKiíJ. 



AU'líKIH) OlíCAZ - 

Basavilbako 



BkX.JAMÍN YlLLKlíAS 

- Jruo Oyuaxartk. 
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art. 14 de la ley 48, rige para los casos en que se lia desechado el recurso 
extraordinario llevado ante ella (*)■ 

RECURSO EXTRAORDIX ARIO : Requisitos propios. Tribuna} Superior. 

Procede el recurso extraordinario cuando la Suprema Corte de la Provincia 
de Huenos Aires, decidiendo el punto federal del pleito, admite l;i apelación 
deducida para ante ella y revoca la sentencia ( 2 ). 



LUIS NA.JCM v. MANUKL MEZA 

RECURSO K X TRAORDI X ARIO : Requisitos propios, (nrst iones no fe(U>ralcs. 
I ¡iter prefación de normas // actos comunes. 

\a) atinente a la rctroactividad de la ley, en maleria civil, no reviste carácter 
constitucional. La solución no varía aún cuando se invoquen los arts. !>, :"*>, 4044 
y 4045 del Código Civil, pues el problema queda siempre ubicado en el ám- 
bito propio del derecho común. 

COSA Jl'ZCADA. 

\a\ sola inciación de la demanda no basta ¡jara atribuir jerarquía constitucio- 
nal a los derechos, ni impide (pie éstos puedan ser modilicados por leyes de 
orden público, característica (pie ios precedentes de la Corte reconocen como 
electo a las sentencias firmes. 

RECl'RSO E X TR A O ROI X A RIO : Requisitos propios. Relación directa. Sumías 
patraña* al juicio. Disposiciones constitucionales, Art. 17. 

No procede el recurso extraordinario fundado en el art. 17 de la Constitución 
Nacional contra la sentencia de la Cámara de Paz (pie, por aplicación de ofi- 
cio del art. 2(¡ de la ley 14.K21, revoca el pronunciamiento del inferior que 
hacía lugar al desalojo de un departamento adquirido con posterioridad al 
año 1950. 

DECURSO EX TRAORDI X ARIO : Requisitos propios. Relación directa. Snnnas 
entrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 18. 

VA art. 1S de la Constitución Nacional carece de relación directa con la 
sentencia que no hace lugar al desalojo de un departamento reclamado como 
vi\icnda única de su propietario cuando, del escrito de interposición del re- 
curso extraordinario, no resulta cuáles son las defensas y pruebas atinentes 
a la Mtlución del caso de que el apelante se haya visto privado. 

DlCTAM KX DKI> PlíOCriiADOK (¡KN KK Al. 

Suprema ( 'orle : 

ron la notificación (fs. 2(Y2) de la providencia di* fs. lílin vta. 
la aplicación al sub nt<!icr de la lev U.S'21 resultaba previsible. 



(1) 1S ,U> diciembre. Idilios: -j:i7 : -VIS; 1M 1 : ::*n. 
C-'i fallos: IW>: :U>. 
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Kn consecuencia, el caso federal planteado después del pro- 
nunciamiento del a (]uo al interponer el recurso extraordinario 
es improcedente. 

( 1 orresponde, entonces, desestimar esta queja intentada por 
su denegatoria. Buenos Aires, 14 de diciembre 1 de 1 !>.")!). — Ra- 
món Iaisvuuo. 

FALLO 1)K LA COlíTK STPKKMA 

Buenos Aires, 18 de diciembre de 1 });")!). 

Vistos los autos: " Recurso de hecho deducido por el actor 
en la causa Xajum Luis c Me/a, Manuel", para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando : 

( c >ue con prescindencia de la oportunidad del planteamiento 
de la cuestión Federal, motivo del recurso, corresponde observar 
que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, lo atinente a la 
rclroactividad de la ley, en materia civil, no reviste carácter 
const itucional. 

( t )ue la solución no varía por razón de invocarse* los arts. .'{, 
f>, 4044 y 404.") del Código Civil con todo lo cual el problema 
(pieda ubicado en el orden propio del derecho común -— Confr. 
Fallos: L>4() : 4'2l\ y otros—. 

( L )ue toda vez que, con arrecio también a la jurisprudencia de 
esta Corte, la sola iniciación de la demanda no basta para atribuir 
jerarquía constitucional a los derechos, que implica su modifi- 
cación por leyes de orden público, característica que los prece- 
dentes de esta ('orle reconocen como electo a las sentencias Fir- 
mes, la invocación del art. 17 de la Constitución Nacional no au- 
toriza tampoco el otorgamiento de la apelación - -Fallos: iM.'í : 
M~) y ot ros—-. 

(¿ue el art. 1S de la Constitución Nacional carece de relación 
directa con lo decidido, en cuanto no resulta del escrito en que el 
recurso si» dedujo, Fs. l2()íí del principal, las defensas y pruebas 
atinentes a la solución del caso y de que el peticionante si» haya 
visto privado. 

Por ello y habiendo dictaminado el Señor Procurador ( i ene- 
ra I , si * desestima la precedente» queja. 

Hkn.iam ín Yuncas Rasaviuíaso 

AlMSTÓRTM) I). AlíÁoZ I)K I , A M A I >li 1 1 > 
-~ .1 l'UO ( > V 1 1 AN AIITK. 



DE Jl/STICIA DF. I.A NACIÓN Hi ~ 

SK( TNDINO VIZCAINO v. INST1TI TO NACIONAL 
ni: IMÍKYISION SOCIAL 

RKCl'RSO I\\ l RA i)R\)\\A RIO ; Requisitos propios. ( uestián fedcniL Cacstio- 
Hi's federales simples, I nter prefación de las I rifes federales. I .rifes fede ni les de 
carácter procesal, 

decisión de la (Yimarn <lel 'Trabajo que. ron lun<l;i menlo en los heelios del 
raso v en las normas de carártrr procesal de la ley 14.2^1», declara sn propia 
incompetencia y la de los tribunales del tuero para conocer en la demanda 
ordinaria sobre reajuste juhilatnriu promovida eonlra el Instituto Nacional 
de Previsión Social, es insuscept ible de recurso extraordinario. Kilo es, ade- 
más, ¡isí, porque los arts. H, 1(¡, 1* y !>."> de la Constitución Nacional invoca- 
dos carecen de relación directa con lo resuello. 

DllTAMKN Plíort'lí \|M>|; (¡KNKIIAL 

Suprema ( 'orte : 

V. K. tiene resuelto que, t • 1 1 principio, la declaración de in- 
competencia de un juez en euanlo la misma no importe dene- 
gación de fuero lo* U* ra I es irrevisihle por la vía del recurso 
(extraordinario (Fallos: 'j:57 : 1 -ÍS ; i>:?S : :!'J0; *J41 : 147), doctrina 
<pte estimo de aplicación al presente caso. 

Por lo demás, las «ra ra n tías constitucionales rpie se pretenden 
vulneradas no guardan relación inmediata ni directa con la ma- 
teria del pronunciamiento recurrido. Por lodo ello, me parece 
claro tpie el recurso interpuesto a fs. IV2 de los autos principales 
es improcedente, por lo ipie corresponde declarar cpie aquél ha 
sido bien denegado por el tribunal de alzada, y no hacer limar a 
la presente <|Ueja. Unenos Aires. '_!."> de noviembre de 1!*.")!*. 
liant/nt Lasca it<>. 

V UAA) 1 ) K LA COKTK Sl'lMÍKM A 

líueno» Aires, 1S de diciembre de PW*. 

Vistos los autos: "líecurso de hecho deducido por el actor 
en la cansa Vizcaíno, Kecundino c ; Instituto Nacional de Previ 
sióu Social", para decidir sobre mi procedencia. 

Y considerando : 

( c hte tal como lo señala el dictamen precedente del Sr. Pro- 
curador (leneral la decisión apelada de la Cámara del Trabajo, 
«pie versa sobre la propia incompetencia y la de los tribunales 
del fuero para conocer en la demanda deducida por el recurrente, 
tiene fundamento bastante en los hechos del caso y en no»ni is 
de carácter procesal, lo (pie impone el rechazo de la queja. 



4r,R FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 

Que ello os además así porque las cláusulas constitucionales 
invocadas carecen de relación directa con lo resuelto, como así se 
decidió igualmente en ocasión de haberse denegado, por el mismo 
tribunal de la causa, una queja por retardo de justicia respecto 
del Instituto Nacional de Previsión Social — Fallos: 241: 118 y 
otros — . 

Por ello y lo dictaminado por el Sr. Procurador General se 
desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
AlMSTÓlil LO I). AlíÁOZ i>e Lamadkii» 
JrLIO OVHANAIÍTK. 



A POLIN AHI O IR ALA 

ÍXDULTO. 

En el caso do indulto do un condenado por delitos comunes ante la justicia 
federal, con ¡interioridad a la pro\ incialización del territorio, el informe re- 
querido por el Gobernador de la provincia debe ser producido por las autori- 
dades judiciales locales o, en todo caso, por la Corte Suprema, que dictó, por 
vía del recurso ordinario de apelación, la sentencia definitiva recaída en la 
causa ; pero no por la Cámara Federal con jurisdicción en la provincia. 

IXm'LTO. 

Se halla dentro de las atribuciones que corresponden a las autoridades locn'es 
la concesión de indulto, por el Gobernador de una provincia, al condenado 
por la justicia federal, como reo de delito común, con anterioridad a la 
provincialización del territorio respectivo. 



Dicta mkn dki. Pi!Ocri:\noi¡ Gknkkal 

Suprema Corte : 

De conformidad con lo resuelto por V. K. ¡n rv "Carrasco, 
Juan s ' indulto de pena" (C.542 - XI 1 1 ), con fecha 3 del co- 
rriente, el indulto del recluido A poli na rio Irala, concedido, según 
lo informa la nota de fs. por el Señor Gobernador de la Pro- 
vincia de FWmosa, se halla dentro de las atribuciones que corres- 
ponden a las autoridades locales. Así resulta de la índole de 
los delitos (pie dieron lugar a la condena del nombrado- 

Procede, en consecuencia, también de acuerdo con el fallo an- 
tes citado, disponer la remisión a dichas autoridades de la causa 
criminal agregada. Buenos Aires, 14 de octubre de lí)59. — Ramón 
Lascavo. 
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Buenos Aires, 21 de diciembre de lílól). 

Vistos los autos: "Gobernador de la Provincia de Kormosa 
s/ comunica indulto del recluido don Apolinario hala". 

( 'onsidcrnmlo : 

(¿uc mediante el oficio de I's. ;■{, el Señor Gobernador de For- 
mosa comunica haber indultado al recluido Apolinario lrala. De 
la copia del decrelo respectivo aureuado a fs. 1, resulta haberse 
producido informe, previamente, por la ( '¡una ra Nacional de Ape- 
laciones de Resistencia. 

(¿ue, a requerimiento del Señor Procurador General, se so- 
licitó la causa crimina) correspondiente, de la que sur^e que la 
resolución definitiva fué dictada por la Corte Suprema, en virtud 
del recurso ordinario de apelación concedido en su oportunidad, 
tín esas condiciones, y conforme a lo decidido con fecha de 
octubre ppdo. en autos "Tarrasco, Juan s indulto", la pro- 
ducción del informe correspondía a las autoridades judiciales 
locales o, en todo caso, a esta Corte» — conf. art. l\° del decreto 

2i.fifií)/;«— . 

(¿ue, en lo restante, el Tribunal comparte la opinión del Sr. 
Procurador General, con arreglo a lo decidido en el fallo a que 
acaba de aludirse. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se resuelve: a) Tener presente el indulto comunicado por el Señor 
Gobernador de Formosa a fs. .5 y disponer el archivo de estas 
actuaciones; b) Devolver los autos principales al tribunal de ori- 
gen para que sean transferidos a las autoridades locales. Acom- 
páñese copia del d clamen y de la resolución correspondientes a 
la causa 4Í C. - L. XIII, ('arrasco, Juan >/ indulto"; c) Hacer 
saber a la Cámara Fedeial de Apelación de Resistencia que, en 
circunstancias como la de esta cansí, no corresponde que el in- 
forme sea producido por dicho irihunal. 

Au i;ki)o Okcaz Bkn.ja.mín Villkoas 
Ras aviuíaso A kístóium.o 1 ). 

AiíÁoz i»k La.mauiiih — Lns Makia 

RoK KI HncOKKO. 
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S. A. ElfESONE, MICIIEU Ltda. v. NACION ARGENTINA 

REVVRSO DE MUDAD. 

No corresponde considerar el recurso de nulidad, si la cuestión en él com- 
prendida, por vincularse con el fondo del asunto, es susceptible de remedio 
mediante el recurso de apelación concedido. 

REíVíSÍ)IV AVÍOS. 

Corresponde continuar la sentencia (pie no hace lugar a la reivindicación 
de tierras ubicadas dentro de la franja de ribera deslindada por la Dirección 
General de Navegación y Puertos de la Nación, deslinde que la Provincia 
de Buenos Aires aceptó por decreto de febrero 2 de 1ÍKW; (pie no fué objeto 
de reclamación por parte del actor ni por su antecesor en el dominio; y 
cuya validez pudieron discutir mediante la acción de deslinde del art. 27f>0 
del Código Civil. Ello, no obstante haber sido enajenarlas por la Municipali- 
dad local :> favor del antecesor en el dominio del reivindicante, por tratarse 
de una venta afectada de nulidad absoluta. 

DOMIMO PVHÍAVO. 

El dominio público fluvial sobre la extensión de tierra hasta donde llegan 
las más altas aguas en su estado normal no se crea mediante el acto de 
"delimitación", cuyo carácter meramente declarativo de derechos no tiene 
otro alcance (pie comprobar la existencia de un fenómeno natural al (pie la 
ley condiciona el carácter público de dicha extensión. 

REÍYISDÍV AVÍOS. 

No habiendo la acto ra cuestionado la facultad del Estado Nacional para 
trazar la línea de ribera (pie afecta al terreno cuyo dominio intenta reivin- 
dicar, carece de relevancia el agravio fundado en (pie la Provincia de Rueños 
Aires no formuló reclamación alguna sobre dicha tierra y en que no ha in- 
tervenido como parte en el juicio. También carece de significación jurídica 
el hecho de que la Provincia haya inscripto el dominio y percibido impuestos 
sobre la fracción en litigio, habida cuenta (pie ésta se encuentra afectada al 
uso público, por lo que la Provincia no hubiera podido desprenderse de su 
dominio en favor de terceros. - 

USE A DE RIBERA. 

Debe rechazarse el agravio referente a la falla de objeto y utilidad de la 
línea de ribera, fundado en la circunstancia de (pie, en la actualidad, entre los 
terrenos particulares afectados por aquella línea y el límite del río, se inter- 
ponen obras portuarias erigidas sobre terrenos ganados en él, dado que el 
acto de "delimitación" que tácitamente consintió el actor, goza de presunción 
de legitimidad hasta tanto se deslinden por la vía correspondiente, y en caso 
de ser procedente, los terrenos de propiedad pública y privada. 
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Skntkncia i» i- i. di i:/. F km; k a i. 

Kvji Perón, 17 de marzo de 1953. 

Y vistos : 

Fara dictar sentencia en este juicio seguido contra Fresone Miclieli Limitada, 
Soeiedad Industrial y Comercial, contra la Nación, sobre reivindicación: 

Y resultando : 

Que a fs. 25 se presenta el Dr. Haroldo Héctor (¡nena, con poder de Fresone 
Mielieli Limitada, S. A. I. y C, demandando a la Nación por reivindicación, cobro 
de pesos, daños y perjuicios, licliere los liedlos que lo determinan a ejercitar la 
acción cumpliendo expresas instrucciones recibidas - se*íiin dice — , y así. men- 
ciona la escritura de V- 1 de abril de lililí autorizada por el escribano de esta 
ciudad, D. Luis Cordero, inscripto en el Kc»istro de la propiedad el 21 de abril 
de 1931, bajo el n" 020 del partido de Y Ícenle López — escritura cuya a^rc^ación 
a uno de los expedientes administrativos <pie cita, menciona también expresa- 
mente, y se»ún la cual, su representada compró a D. Domingo Farodi y sus hijos 
María Antonia, -José Domingo, Matilde Constantino, Domingo y Sara Clotilde 
Parodi, Antonia Natalia Parodi de Moliuari, Domingo Farodi de Ferraris, 
Ana Parodi de Aúnese, liosa Parodi de Ferraris y Elvira Parodi de Kieajr- 
no, una tracción de terreno ubicada en el cuartel 1" del pueblo de Olivos, 
partido de Vicente López, con Trente a las calles Corrientes y camino de Circunva- 
lación y que esta formada, de acuerdo al respectivo plano de subdivisión, por los 
lotes n" 12 al 1S inclusive, de la manzana C, compuesta su extensión: lote n n 12: 
10 mts. de frente al S. E. por (¡0,25 mts. de fondo al S. ().; lote >/" /Y: lf) mts. 
de frente 1 al S. E. por 20,22 mts. en su costado al S. ()., 15,54 mts en su contra- 
frente al X. y 21,l(i mts. al X. E.; lote h" / /: 21,05 mts. de frente al S. E., 10,4S 
metros por su otro frente al X. E. formando esquina donde hace una ochava de 
5,60 mts., 29,25 mis, en el costado X. y 21,10 mts. en el costado S. O. ; lote 1!>: 
10 mts. de frente al E. por 44,70 mts. en el costado S.. 47,50 mts. en el otro costado 
al X. y 10.36 mts. en el contrafrente al S. ().; lote n'-' Ui: 10 mts. al E. por 47,50 
metros al S., 50,20 mts. al costado X. y 10,30 mts. de frente al S. ().; lote n<* 17: 
10 mts. de frente al E. por 50,20 mts. en su costado al S., 52,91 mts. en su 
costado X. y 10,36 mts en su contrafrente al S. ().; lote >/<' JS: 18,42 mts. al E. 
por 52,91 mts. en su eostado S., 55,88 mts. en su costado al X. O. y 3,95 mts. en 
su contra frente al S. O. \¿\ fracción de deferencia linda por su frente al S. E. 
con la calle Corrientes, por su otro frente al X. E. con el camino de Circunsvala- 
ción ; por el X. O. con terrenos de D. Jorjjc Mitre, hoy su concurso, y por el S. O. 
ron el lote n" 11 de los vendedores. La superficie total de los lotes deslindados 
es, se<rún títulos, de 3.472,04 mts.- y seiíún mensura practicada por el inireniero 
Augusto Ijópez de (Jomara —y deducida la ochava correspondiente — de 3.471,95 
mts.-, lo que arroja una diferencia insignificante y prácticamente despreciable. 
El plano (pie acompaña y (pie forma parle integrante de la demanda, firmado 
por dicho profesional, aclara las medidas y ubicación de los lotes de tierra, objeto 
de la reivindicación (pie enlabia, estando señalado en el mismo el perímetro total 
de los lotes con las letras 1F, (¡\ F y E. Deja expresa constancia, que la Sociedad 
Fresone Micheli Ltda.. S. A. C. e I., desde la fecha en (pie si 1 le otorgó la escritura 
de compraventa el l v de abril de 1931. por medio de la cual adquirió el domii io 
de las tierras va deslindadas, ha tenido el dominio y la posesión pública, pacífica 
e ininterrumpida de dichas tierras, hasta el día 2 de diciembre de 193X, en que fué 
despojada dice- de la po^e-ión. por el (¡ohierno de la Nación: derecho-* de 
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dominio y posesión a los que deben agregarse los que coi respondían a los ante- 
riores transmitcntcs del dominio y que exceden en el tiempo a más de 70 años de 
antigüedad. Encontrándose», pues, su representada ---prosigue manifestando — en 
el pleno goce y ejercicio de sus derechos de propietaria, fue sorprendida el día 2 
de diciembre de 193K, por un procedimiento — que califica abusivo y de todo 
punto ilegal — del Gobierno de la Nación, quien, mediante la intervención de la 
autoridad marítima, procedió a incautarse de una parte de los mismos, o sea la 
franja marcada en el plano que acompaña, con l;;s letras G", F. E, y 1F\ La 
Sociedad F resoné Micheli Ltda., con lecha 3 de diciembre de 193S, envió un tele- 
grama colacionado al señor Ministro de Obras Públicas de la Nación formulando 
protesta por ese hecho y por el desalojo violento del inquilino Enrique Gclli y 
dejando a salvo sus derechos, lo que originó el expediente 2í).í)7(¡, letra S-1938. 
Hace presente que el desalojamiento no sólo se consumó con respecto a los terre- 
nos de su representada, sino que comprendió también a los terrenos colindantes 
de D. Jorge Mitre, su concurso, cuyo síndico planteó el reclamo administrativo 
exigido por el art. V de la ley .'{052, iniciándose así el expediente n v 20.233, letra 
('-año 1!)40. A esas actuaciones de larga tramitación, se fueron agregando otras 
estrechamente vinculadas, entre ellas la reclamación que, con el mismo objeto 
que la ya señalada, interpuso su representada, lo (pie originó a su ve/, el expediente 
n° 32.203, letra F-año 1938, anexado al 0903, letra V-año 1937 —el que será 
solicitado también ad rffectnm ridrtidi—. Por las actuaciones administrativas 
mencionadas, su parte ha podido enterarse que el acta de toma de posesión le- 
vantada por el ingeniero Negri, en representación del Ministerio de Obras Pú- 
blicas, cpie consta a fs. 72, del expediente 0903, letra V-1937 —agregado al 
20.233, letra C.-año 1940— comprende "una fracción de terrenos ubicados en las 
inmediaciones del puerto de Olivos, limitada por las calles Sturiza, Corrientes, por 
la línea de ribera (M. K. 25 y M. K. 20) y la calle de Circunvalación de la plazo- 
leta portuaria*'. Aclara que la calle Sturiza corre paralela a la de Corrientes, 
delimitando así, la manzana C. En consecuencia y circunscribiéndose a los terrenos 
de la Sociedad Fresone Micheli Ltda., advierte (pie el Gobierno de la Nación ha 
tomado posesión despojando — dice — a su legítima propietaria, de una franja 
que se destaca en tinta verde en el plano que acompaña y que lleva las letras 
H", E, F y G", la que tiene una extensión de 33,0b* mts. al S. E„ sobre la calle 
Corrientes, línea G" F; 35,91 mts. en su contrafrente al N. O., línea II" E, por 
donde linda con terrenos de Jorge Mitre, hoy su concurso; (¡2,42 mts. en su cos- 
tado al N. E., línea E F., por donde linda con el camino de Circunvalación, y 
61,074 mts. en su costado al S. O. constituido por la línea de ribera H" G", por 
donde linda con más terreno de la sociedad que representa. Todo ello encierra 
una superficie de 2077, 7212 mts£. Para recuperar esa fracción, su parte deduce 
la demanda a que se ve obligada por no haber obtenido solución administrativa 
de ninguna especie en el expediente anteriormente citado y no obstante el largo 
tiempo transcurrido desde su iniciación en el mes de diciembre de 1938 hasta la 
fecha. Cita los dictámenes de funcionarios oficiales que pusieron de manifiesto 
— según expone» — la falta de todo derecho por parte de la Nación; y nada se 
hizo sin embargo — añade — para reparar en lo posible los daños causados devol- 
viendo las tierrr.s a su propietaria. Se deduciría — prosigue — que la Nación con- 
sideró (pie las tierras de su representada, así como sus colindantes, las del con- 
curso de Jorge Mitre, formaban parte o estaban afectadas a las obras o a las 
futuir.s ampliaciones del puerto de Olivos, construido con fondos votados por el 
Congreso de la Nación. Agrega que la línea de ribera, trazada hace muchos años 
por la extinguida oficina de Nivelación y Precisión, atravesaba entre los mojones 
n'> 25 y 20 los terrenos de su representada en la forma (pie indica el plano que 
acompaña, es decir, con la línea, y en la dirección II" G", y todo el terreno que 
quedaba al N. E. de esa línea hasta llegar a la lengua de las aguas consideró la 
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Nación que se encontraba comprendido en lo dispuesto en el ¡ni. 2:540, inc. 4'-', 
del Código Civil, circunstancia que le olor-aba el derecho de ocuparlo haciéndose 
justicia por mano propia agrega y oh ¡dándose ( ,ue >e trataba de tierras de 
propiedad particular, legítimamente adquirida*, después de muchos años de haber 
salido del dominio público. Transcribe e linforme del ingeniero I). .luán -José C;na- 
belli, Inspector ( ¡enera 1 de Navegación y Puertos Fluviales y Director de la (Cons- 
trucción del Puerto de Olivos, quien afirma "que tuvo especial cuidado, desde el 
primer momento, de desarrollar las obra- sobre lo (pie era netamente playa y 
lecho del líío de la Plata, y. por consi^uieiil e, todo se llevó a c;.bo lucra de la 
línea de los cercos o alambrados que servían «le límite, por su frente al río, a los 
terrenos que aparecían como de propiedad particular, etc....; (pie el (iobierno 
Nacional no tuvo necesidad de invadir la> zonas (pie se proumíau de propiedad 
particular por hallarse cercada* desde hace año^ antes de disponerse a construir 
obras portuarias en ese limar, porque el plan de las «pie se llevaban a cabo, dadas 
las características del lugar, con su playa muy tendida, exiuía avanzar en el río 
construyendo artificialmente el recinto portuario mediante cxcaxación para formar 
el canal y la dársena, terraplenando la superlicie necesaria para establecer las 
plazoletas de operaciones. Por mi, el costado de la dársena se ubicó en pleno río, 
a 100 mts. de distancia de los e-quineros de los alambrados que a la altura de la 
calle Corrientes limitaban los terrenos poseídos por particulares. Que como ese 
ancho de 100 mts., aunque iba angostándose un poco hasta llegar frente a la calle 
Mendoza, era suficiente para el terraplén de la actual plazoleta, no fué necesario 
afectar para nada, y en momento alguno, la zona de ribera (pie establece el Código 
Civil, donde el (iobierno habría tenido jurisdicción aun encontrándose alambrados 
los terrenos, y no hubo necesidad de preocuparse en averiguar si éstos estaban 
ubicados con su límite exactamente en correspondencia de línea, (pie en esa época 
se habría determinado en el lugar mediante la aplicación de la cota de ribera, 
.pues la averiguación nada práctico habría proporcionado en eso sitio especial". 
Agrega el ingeniero Carabelli en dicho informe que "el trazado y amojonamiento 
que se realizó después, de una línea de ribera en los terrenos poseídos por parti- 
culares y especialmente en los que a raíz de la transformación artificial de la 
zona operada por los terraplena mientos ejecutados para construir el puerto per- 
dieron su carácter de confinantes con el río, obedeció, a su juicio, a un error de 
concepto y no podía conducir a ninguna finalidad de orden práctico ni legal". 
Transcribe a continuación el dictamen del Sr. Procurador del Tesoro, Dr. Ber- 
nardo Velar Irigoyen, <| cual dice: "Señor Ministro: en el expediente n v 40.400 
B. 1931, que en la fecha elevó dictaminando a V. E., ha podido establecerse 
mediante informes de la Contaduría General y de la Dirección General de Nave- 
gación y Puertos: l'\ que la construcción del puerto de Olivos fué autorizada 
por el Congreso de la Nación; 2'-, que todas las obras del puerto de Olivos incluso 
plazoleta y vías de acceso, se han construido en terrenos comprendidos dentro 
del cauce y playa del líío de la Plata, fuera de la línea de los cercos y alambrados 
que servían de límites, por su frente al río, a los terrenos que de tiempo atrás 
aparecían como de propiedad particular; 3v, que la línea de ribera marcada en 
el plano de fs. 5 de este expediente (mojones 23 y 20) y trazada en el año 1027 
por la extinguida Inspección de Nivelación y Precisión, carece en absoluto de 
objeto y utilidad, por cuanto entre los terrenos de propiedad particular, que 
resultan afectados por aquella línea y el límite actual del Río de la Plata frente 
al puerto de Olivos, se interponen obras portuarias (malecones, vías de acceso 
y playa) originadas sobre terrenos ganados al río que han venido a modificar 
fundamentalmente la topografía originaria del terreno y quitan toda finalidad de 
interés público a la restricción que señala el art. 2030 del Código Civil. Por 
decreto de fecha 30 de abril de 1940 (H. O. junio 15/1940), el Poder Ejecutivo 
declaró, en consecuencia, con el pronunciamiento dictado por la Corle Suptvma 
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de Justicia de la Nación en el juicio «Piria v. Prov. de Muenos Aires», que es 
función jurisdiccional del Gobierno de la Nación el señalamiento de la línea de 
ribera que deslinda las playas de uso público, de los predios de pro piedad parti- 
cular, y que esa función será ejercida por intermedio de la Dirección General de 
Navegación y Puertos 'del Ministerio de Obras Públicas, reservándose el Poder 
Ejecutivo la facultad de fijar en cada caso el límite respectivo. Desde que la 
propia Dirección General de Navegación y Puertos, a quien compete proyectar 
la línea de ribera, estima que la trazada por la extinguida oficina de Nivelación 
y Precisión carece de objeto y utilidad, sería el caso de que por resolución minis- 
terial, ya que sobre dicho trazado no hay pronunciamiento aprobatorio del Poder 
Ejecutivo, se dejara sin efecto la operación de que se trata y se ordenara retirar 
el mojón n v 20 colocado junto al terreno cuyo dominio invoca el señor Jo rere A. 
Mitre, hoy su concurso civil, que ha venido a afectar innecesariamente la libre 
disposición del inmueble por parte de su propietario o de las personas que resul- 
taron adquirentcs de los lotes en que esa fracción de tierra fué dividida en el 
año 1932. Pero cualquiera sea la resolución que se adopte sobre este punto, es 
evidente que no inedia ya motivo legal ni razonable para que esos terrenos se 
mantengan sometidos a la jurisdicción del Gobierno Nacional o sujetos a trabas 
de cualquier índole impuestas por la Prefectura Marítima. Se ha establecido 
ya que esos terrenos no forman parte de la superficie destinada actualmente a la 
obra portuaria, ni es menester sujetarlos a reserva para futuras ampliaciones. 
Por consiguiente: o queda sin efecto el trazado hecho por la inspección de Nive- 
lación y precisión en carácter de línea de ribera, y en tal caso esos terrenos serán 
del dominio privado de los particulares que ¡invocan actualmente su propiedad 
o de la provincia en caso de que los títulos de aquéllos no resulten válidos, o bien 
se mantiene la línea, en cuyo caso una parte del terreno pertenecerá al dominio 
público de la provincia y el restante al dominio privado de los particulares o de la 
propia provincia con la restricción establecida por el art. 2039 del Código Civil. 
En una y otra hipótesis, la fracción de tierra que concierne al escrito de fs. 1 
quedaría totalmente excluida de la jurisdicción de la Nación. No he encontrado 
en este expediente ni en los otros que, relacionados con este mismo asunto, tengo 
a la vista (0903, V, 1937; 20.340, V, 1937; 9125, M, 1932; 20.400, B, 1931 ; 727, 
V, 1939; 30.292, S, 1940), ni aparece mencionado en ellos el decreto del Poder 
Ejecutivo o la resolución ministerial en cuya virtud se han creado dificultades en 
la libre disposición de terrenos que prima favie aparecían como de propiedad 
particular. Pero las trabas existen, como lo demuestra el mero hecho de que 
se*haya iniciado esta gestión por el síndico del concurso civil de don Jorge A. 
Mitre. En razón de lo expuesto, estimo que corresponde acceder a lo solicitado 
por el peticionante a fs. 1, disponiendo que se restituya a don Jorge A. Mitre, 
hoy su concurso, la plena posesión del terreno hoy deslindado en el plano de 
fs. 5, y al mismo tiempo se deje sin efecto el trazado y replanteo de la línea de 
ribera eseñalada en el referido plano de fs. 5 con los mojones 25 y 20. A conti- 
nuación entra a argumentar que la Nación es una poseedora de mala fe, inter- 
pretando, a "contrario sensu", los términos del art. 2350 del Código Civil. A este 
respecto manifiesta que los terrenos de propiedad de su representada y de que so 
incautó la Nación, escapan en cualquier supuesto a su dominio, y el mero conoci- 
miento de los reclamos que la Sociedad Kresone Micheli Ltda. le formulara en su 
oportunidad no sólo pone la cuestión dentro del art. 2434 del Código Civil, sino 
que el procedimiento violento adoptado — agrega — para posesionarse de esas 
tierras, impiden al Gobierno Nacional aducir buena fe. Por ello, debe la Nación 
ser condenada a la restitución de los frutos y productos percibidos y dejados de 
percibir, de acuerdo con lo preceptuado por los arts. 2438/39 y concordantes de 
dicho Código. Arguye finalmente que, en presencia de una acción de reivin- 
dicación entablada contra el Estado, si las tierras, materia del juicio, estuviesen 
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afectadas a una obra pública y el Gobierno invocase la facultad de expropiarlas, 
corresponde condenar a la Nación a optar entre devolver la tierra o el pago del 
precio y daños y perjuicios que se establecerán por el procedimiento de la ley 
de expropiaciones (lia dicho la Corte Suprema en el tallo registrado en La Ley, 
tomo .'*(>, j). S.'JT). Expresa que no existe ley alguna o decreto (pie resuelva afectar 
los terrenos de la Sociedad Fresone Micheli Ltda. a una obra de bien público, 
como sería el puerto de Olivos. Sin embargo — continúa — su parte se coloca 
en la hipótesis de que se declarase lo contrario, o de que no obstante reconocér- 
sele a la actora judicialmente sus derechos a la tracción que se reivindica, la 
Nación si» viese, por cualquier motivo, impedida o imposibilitada para su devo- 
lución. En tal caso, sin perjuicio de la reivindicación planteada, el Estado debe 
ser condenado — dice — , en carácter subsidiario, a pagar el valor de las tierras 
y los daños y perjuicios correspondientes a esta expropiación indirecta. Lo 
contrario importaría violar los arts. 4'- 1 y 8'- 1 de la ley 18!) y la garantía con que 
protege la propiedad privada el art. 17 de la Constitución Nacional, a cuyo efecto 
deja desde ya planteado el caso Federal (Ver Gaceta del Foro, tomo 144, p. 55, 
considerando í>'). Funda su demanda en los arts. 251:5, 2758, 2759, 24:18. 2439 y 
concordantes del Código Civil y leyes especiales ya citadas. 

2 V Que el señor representante del Estado, al contestar la demanda (fs. 85) 
niega que la actora tenga el dominio sobre el inmueble cuya reivindicación de- 
manda, y para fundar su negativa aduce que el bien, objeto de este juicio, forma 
parte del dominio público de la Nación, por lo cual está fuera del comercio 
(art. 2400 del Código Civil), y no puede reputarse bien particular sin que antes 
sea desafectado de tal calidad por ley u ordenanza; que en el caso de que se 
trata, el bien es, en parte, del dominio público del estado de Buenos Aires, y 
en parte se encuentra bajo la jurisdicción de la Nación; que al ser desocupado el 
inmueble, los tenedores del mismo no protestaron de la diligencia que los desplazó 
del terreno el 2 de diciembre de 1938. Hace un relato, a través de las actuaciones 
de los expedientes administrativos agregados sin acumular, de los antecedentes 
que, según él, prueban que los actores no tienen el dominio sobre los lotes de 
terreno de referencia: en cuanto a la escritura traslativa de la propiedad otorgada 
por el intendente municipal del partido de Vicente López, el 10 de noviembre de 
1911, a favor de los antecesores de la parte demandante, sostiene (pie la ley de 
ejidos de 1870 no autorizaba a los intendentes del partido de Vicente López 
— cuya creación es del año 1905 — a suscribir escrituras públicas de venta de 
terrenos de bañado, que, a estar a los términos de dicha ley provincial de ejidos, 
debían ser previamente indicados por el Poder Ejecutivo provincial — indicación 
(pie, por lo que expoi.c al respecto, nunca llegó a formular en acto oficial 
alguno—. Si bien reconoce (pie la Nación no tiene el dominio público de 
las tierras del bañado del Río de la Plata que encierra el puerto de Olivos, argu- 
menta (pie conserva la jurisdicción (pie la Constitución Nacional le atribuye para 
habilitar puertos y en cuyo ejercicio fueron desalojados los ocupantes de terrenos 
cuya utilización era necesaria para el puerto de Olivos. Concluye sosteniendo 
que, dictada la ley provincial de 1870, de que ya se ha hecho mención, las muni- 
cipalidades de los partidos debían proponer al Gobierno, antes de enajenar la 
ribera correspondiente, la fijación del ancho de la misma, (pie, por decreto de 187o, 
fué establecida y es de 150 varas frente al puerto de Olivos — faja de terreno 
que, conforme a lo que expresa el representante de la parte demandada, el decreto 
de 187.*] ''acepta como bien público... v y ha hecho de ella "una cosa fuera de 
comercio, (pie, como todas las de su especie, son inalienables e imprescriptibles, 
tanto (pie cualquiera sea la posesión (pie se pretenda tener sobre esa laja de tierra 
pública, inhábil es como medio legal para adquirir la propiedad (art. 15952 del 
Código Civil)". 
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Y considerando : 

Primero : Que siendo la reivindicación una acción que nace del dominio de 
cada uno sobre cosas particulares, por el cual el propietario que ha perdido la 
posesión la reclama contra quien la tiene (art. 2758 del Código Civil), la parte 
actora en este juicio, que ejercita la acción con el escrito de fs. 35. ha prohado 
con el título de propiedad agregado a los expedientes administrativos que corren 
sin acumular y transcriptos a fs. 227 vta. a 239 del testimonio de t's. 208 a 258, 
el dominio sobre el inmueble, y con el telegrama colacionado y el escrito de los 
expedientes del Ministerio de Obras Públicas de la Nación números 2!U)7(¡ y 
32.203, letra K — telegrama y escrito también transcriptos en dicho testimonio — . 
y con las declaraciones de los testigos, prestadas a fs. 134, 139, l.'ií) vta., 14(i, 14(i 
vta., (pie tuvo la posesión sobre los siete lotes de terreno situados en el cuartel pri- 
mero del par! ido de Vicente López, entre las calles Corrientes y Sturiza y el camino 
de circunvalación, trente al puerto de Olivos lotes cuyo conjunte) es de una 
superficie de .'{.472.04 metros cuadrados — . extensión de la cual la parte deman- 
dada tomó posesión de 2.077 metros cuadrados, 7.212 centímetros cuadrados, con 
fecha 2 de diciembre de 1938. Sobre el hecho de la ocupación de la parte del 
inmueble de! reivindicante, de (pie acaba de hacerse mención, no hay discrepancia 
entre actora y demandada, según resulta no sólo del escrito de contestación de la 
demanda, sino, además, de las actuaciones administrativas de fs. íií) a 70 del expe- 
diente del Ministerio de Obras Públicas de la Nación n" 10.806, letra B, que corre 
acumulado a los agregados por cuerda floja. Por lo demás, la escritura de pro- 
piedad de los actores concuerda cabalmente con el conjunto de los lotes de terreno 
de cuya superficie el Estado privó a los propietarios de 2.077 metros cuadrado?. 
7.212 centímetros cuadrados. 

Segundo: Que tanto el representante de la parte demandada, según se ha 
visto en el "resultando" 2 9 , como el perito de la misma parte, que se expide en el 
informe conjunto de fs. 169 a 193, asientan sus reflexiones — de las cuales extraen 
la conclusión de que los actores son reivindicantes sin dominio — en que la exten- 
sión de terreno que forma el objeto del presente juicio pertenece al dominio 
público del Estado. Aunque éste, por el órgano de su representante, invoca, 
según queda expuesto, otras circunstancias para defender al Estado contra la 
acción ejercida en autos, se presenta a la consideración inmediata del juzgador 
— y el sentido en que ello se resuelva es, a juicio del suscripto, decisorio, de suyo, 
sobre la suerte de la demanda — la cuestión de referencia, por ser primordial el 
pronunciamiento acerca de si el demandante tiene título para reclamar la devo- 
lución de la cosa de cuya posesión fué privado. El art. 2G39 del Código Civil 
obliga a los propietarios ribereños, como el actor, a dejar una calle o camino 
público de 35 metros hasta la orilla del río sin ninguna indemnización, con prohi- 
bición de hacer en ese espacio construcción alguna ni reparar las que pudieran 
existir, y de deteriorar el terreno de ninguna manera. Pareciera por lo que hasta 
aquí se ha advertido y por lo que explícita e insistentemente se aduce en el informe 
pericial de fs. 169 a 193 por el ingeniero Quidobono, nombrado por la Nación, 
que tanto el Sr. Procurador Fiscal como este último profesional tienen el concepto 
de que el espacio libre de la recordada norma no es una restricción del dominio 
del propietario ribereño, sino un bien público de cuya propiedad es titular el 
Estado. Entretanto, tal concepto no es el de la ley —que no incluye entre los 
bienes públicos del Estado esa faja de terreno — , art. 2340, código citado, en 
cuyo n* 4 el codificador la excluye implícitamente — ni el de la jurisprudencia — . 
Según esta última, el art. 2039 no ha tenido el propósito de establecer a favor 
de la Nación el dominio sobre la calle o camino público de 35 metros inmediato 
a la orilla de los ríos navegables; importa tan sólo una restricción a la propiedad 
de los ribereños, consistente en la prohibición de hacer construcciones en ese 
espacio, reparar las antiguas que existan o deteriorar el terreno en manera alguna; 
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sin hacerlos perder su carácter do ribereños, para convertirlos en colindantes con 
el Estado. Si el propósito del legislador hubiera sido extinguir al dominio do los 
ribereños en la zona en cuestión, no habría procedido a determinar lo que aquéllos 
habrían quedado en condiciones análogas a las de cualquier otro habitante del país 
obligado a respetar la propied::;! de un tercero, y carecería de razón <|c ser lo 
dispuesto en el art. 2572 del Código Civil, con arreglo al cual pertenecen al 
Estado los ^recontamientos de (ierra que reciben paulatina o insensiblemente por 
olVeto de la corriente de las aguas, los terrenos contiguos a las costas del mar 
o do los ríos navegables, y los arts. 2.540, inc. -I'- 1 , y 2577, en cuanto dan a la playa 
como dominio publico una extensión menor; fuera de que si la calle de :>"> metros 
formara parte del dominio público, debió estar enumerada en el art. 2340 y no 
entre las restricciones al dominio. (C.S..J.X., Fallos: 111: 1 Tí). ) "El art. 2039 del 
Código Civil no ha tenido el propósito de establecer a favor do la Nación el domi- 
nio sobre la callo o camino público de 35 metros inmediatos a la orilla do los ríos 
navegables", ha dicho el alto tribunal en otro fallo (111: 254 del caso registrado 
en págs. 197 a 202), donde señala (pie "el art. 2(¡40 del Código Civil al establecer 
que las municipalidades pueden modificar el ancho do la calle pública, si los ríos 
y canales atravesaran alguna ciudad o población, consagra, implícitamente, (pie la 
callo referida no os do propiedad do la Nación, pues en tal caso sería ésta la 
llamada exclusivamente a resolver el particular". V con referencia al argumento 
de la parte demandada, de que la municipalidad de Vicente López no pudo tras- 
mitir la propiedad del terreno actualmente ocupado por el Estado porque entonces 
ora un bañado, la ('orto Suprema dijo (pie el hecho do que el inmueble está expues- 
to al avance do las aguas, o quede normalmente, en parto, bajo el agua durante 
algún mes, no excluye la habitación, la agricultura y el pastoreo, aunque ininte- 
rrumpidos, regular o extraordinariamente, en algunas épocas del año, pues aque- 
lla radicación, siembra y pastoreo representan intereses positivos, como lo repre- 
senta el dominio de las islas sujetas a inundaciones; de tal suerte que no cabe 
.decirse (pie el título de los demandados sea meramente nominal (C.S.J.N., Fa- 
llos: 110: 305 a 381). Finalmente, el alto tribunal ha podido llegar a la conclu- 
sión, en el fallo (pie se registra en el tomo 120, p. 105, del caso publicado desde 
la página 154, (pie si la posesión del actor hubiera sido sin título válido por :u> 
haberle podido trasmitir ese terreno los herederos del vendedor sino hasta cierta 
línea (en el caso de autos la do los mojones 25 y 20, señalada con tinta roja en 
el plano de fs. 117), la Nación no estaría habilitada para cuestionar el punto a 
los fines de ocupar gratuita mente la superficie (pie queda al naciente de la 
expresada línea, porque tal superficie está fuera del agua o ha sido ganada al 
río..., y porque, como efecto inmediato de las facultades que confieren a la 
primera los arts. 20, (¡7, ines. í) v y 12, de la Constitución Nacional, ella no adquiere 
inmuebles en las riberas o playas de los ríos navegables, y sí únicamente el poder 
do facilitar y mejorar la navegación (Fallos: 111: 179 y 197; 110: .'105)". 

Kn la nota del art. 2011 del Código Civil — primero de entro los (pie impo- 
nen restricciones al dominio privado — se expone que tales restricciones *on do 
interés público, y que las establecidas "en mira de salvar otros derechos rio las 
propiedades contiguas son principalmente el único objeto de este título"; y des- 
pués de la advertencia de que en casi todos los códigos y libros de derecho osas 
restricciones se encuentran en el número de las servidumbres, es decir, en el 
derecho común, y de (pie sólo se las cambia de lugar, puntualiza (pie se los con- 
serva su carácter esencialmente civil; "son recíprocamente impuestas a los pro- 
pietarios vecinos por su interés respectivo..., no tienen otro objeto que el de 
determinar los límites en los cuales debe restringirse el ejercicio normal del 
derecho do propiedad, de conciliar los intereses opuestos de los propietarios 
vecinos". De todo lo cual se deduce que las autoridades mandarán abrir la calle 
de 35 metros do ancho sólo y cuando la necesiten; en lo cual va dicho, por sor 
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esencial, que ello ocurrirá si el inmueble sigue limitando con el río, pues esn 
cnlle es para facilitar el tráfico al público: a los propietarios contiguos y a 
todos los que quieran comunicarse con ellos por agua o por tierra. 

Las limitaciones establecidas en los arts. 2039 y 2040 del Código Civil "vie- 
nen incluidas — dice el Dr. Eduardo Costa en el informe que luego se citará — 
entre las que afectan el dominio privado, y lo son, en efecto, a la par de otras 
muchas que prolijamente enumera el código en los numerosos artículos del título 
0, libro 3. La misma limitación, la excepción, empero confirma la regla, y es la 
prueba más acabada de que las riberas de los ríos navegables pertenecen a los 
propietarios de los terrenos que con ellos lindan, los que pueden ejercer sobre 
ellas todos los actos de dominio que no les hubiesen sido prohibidos. No pueden 
hacer construcción o cosa alguna que embarace el uso público y perjudique a la 
navegación, pero pueden, siempre bajo la misma condición, aprovechar los pastos, 
los árboles, las piedras, la arena (pie sobre loa 35 metros existieren. Y a más del 
beneficio directo, tiene el propietario, como es consiguiente, la facultad de excluir 
a otros. Se ha visto, por ejemplo, solicitar permiso a la autoridad nacional para 
ex ¡dota i* las maderas y caleras que existieran en los 35 metros de un río de la 
Provincia de Corrientes: se concibe sin dificultad, ¿cuántos perjuicios no originaría 
a los propietarios esta explotación, cómo impedir sin una costosa vigilancia que 
no pasara de los 35 metros en cuestión?'*. ''Después de lo que dejo expuesto, en 
presencia del texto tan claro, como explícito de nuestra legislación, antigua y mo- 
derna, no se concibe cómo subsista todavía la idea equivocada de que las riberas 
pertenecen al dominio público, toda ve/, que el uso inmemorial o de larguísimo 
tiempo, o una disposición expresa, no las haya separado de la propiedad privada. . . 
Las riberas de los ríos y canales navegables pertenecen a los dueños de los terrenos 
limítrofes". Véase el dictamen del Procurador General de la Nación, emitido como 
asesor legal del P.K.N. el 10 de setiembre de 1889 (Ditjesto de Hacienda, por J. 
II. Pozzo y F. Rodrícukz Anido, Buenos Aires, 1!)04, págs. 1509 a 1525) y Derecho 
de riberas, por el Dr. Estanmslao S. ZkhaMjOS, en Revista de derecho, historia //* 
latras, octubre de 1903, tomo Ib", p. 592. 

El anteproyecto de Código Civil del Dr. .J. A. Bnulonm mantiene la norma 
con la sola exclusión de la restricción respecto de la ribera de los canales (art. 2491; 
edición ordenada por la ley 12.183, año 1940, tomo III, p. 125). Y la comisión 
reformadora del Código Civil ("Obseri*acioncs y actas", tomo II, p. 35, año 1938) 
aprobó el art. 2491 tal como lo proyectó el Dr. Biunx>Ni. 

Tercero: Que el Sr. Procurador Fiscal, representante del Estado, arguye, como 
se ha visto, que F resoné Micheli y Cía. Ltda., no pudieron ser propietarios de la 
parte de su inmueble correspondiente a los 35 metros extendidos en la ribera externa 
del Río de la Plata — fracción de que fueron desposesionados por la Subprefec- 
tura del puerto de Olivos—, porque, según el fiscal, amojonada la línea de ribera, 
y extendido que la reserva con que adquirieron de la Municipalidad de Vicente 
López la mayor extensión, los privaba del dominio sobre dicha superficie, la ulte- 
rior construcción del puerto no sólo no ha podido restablecerlos en el dominio de 
esa porción de terreno, sino que además de ser los terrenos cuya propiedad se 
atribuyen F resoné, Micheli y Cía. en parte del dominio público de la Provincia 
de Buenos Aires, tiene sobre ellos la Nación la jurisdicción que ejercita en virtud 
del art. OH, inc. 9'-\ de la Constitución Nacional. 

En cuanto a que sean propiedad de la provincia, adviértase que el presente 
es un juicio cuyo objeto es reivindicar de la Nación un inmueble de cuya posesión 
ésta privó a F resoné, Micheli ^v Cía. Ltda., de suerte que la restitución del bien 
al Fisco local y la consiguiente invalide/ del acto de disposición en cuya virtud 
la Municipalidad de Vicente López transfirió la propiedad del terreno, son extra- 
ños i\ la liti>; ^in que ello sea óbice para señalar, a mayor abundamiento, que la 
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provincia no sólo inscribió el título de propiedad del rci vindicante cu el respec- 
tivo registro, sino que 1c cobra impuestos. 

>, cu lo referente a aquella jurisdicción que corresponde al Kstado Nacional, 
huelga decir (pie, como por olía parte es de jurisprudencia federal, la jurisdicción, 
v consiguiente facultad de amojonar la línea de ribera, no equivale al dominio 
(C. S. .). N., Fallos: 1K5: 105; "considerando" de la> págs. 12!) /,/ y KtO) ; de 

manera que. según se lia demostrado, a la propiedad del reivindicante, la Nación 
no lia podido oponer un título de que carece. Kl Dr. Kduanlo Costa, en el men- 
cionado dictamen dijo que: "la jurisdicción de la autoridad nacional sobre los 15 ó 
:{f) metros de ribera del Código Civil -fácilmente se comprende sólo v puede 
entenderse en materia civil, en cuanto sea ucees;. rio para hacer electiva la limi- 
tación impuesta al propietario, de no ejecutar obra alguna en detrimento de un 
interés nacional". 

Cuarto: Demostrado (pie el espacio libre de lo> Turnios ribereños hasta la 
orilla del río, no es una privación del dominio, sino una restricción al mismo, 
impuesta en bien común, cuando el beneficio público no lo requiere por cuales- 
quiera de las causas por que el terreno deja de ser limítrofe con el curso de agua 
flotable, cesa ese deber del propietario (píe ha dejado de ser ribereño. De ahí que 
sea desacertado el planteamiento del perito (¡uidobouo sobre la ba>e de que la 
desaparición del límite con la costa del río por la obra del Kstado — por lo demás 
realizada en plena ribera interna (es decir, pía va. o sea río mismo; véase el 
dictamen del Dr. Kduanlo Costa, ya citado) no restablece al particular \Mi la 
propiedad de la faja de Ü5 metros. Ksto aparte del error en (pie también incurre 
dicho perito, y ya puesto de manifiesto con las citas de la jurisprudencia que sobre 
el art. 2(i.W del Código Civil ha establecido la (Note Suprema de .Justicia de reputar 
bien del dominio público la extensión de .i.") metros de ancho, de los frentes al 
curso de agua, de los terrenos limítrofes. 

Quinto: Que a las conclusiones expuestas ya se había arribado, en lo adminis- 
trativo, por los técnicos y asesores legales de esa rama del poder público — entre 
otros, el director de las obras de construcción del puerto de Olivos, y el Procurador 
del Tesoro de la Nación — , cuyos dictámenes sobre el terreno contiguo al del actor 
y también afectado por la línea de la ribera de los mojones 25, 2(5 y 27 ( f s. IStj 
del informe pericial de fs. Kií) y plano de fs. 118), aparecen transcriptos en el 
testimonio de fs. 208 a fs. 258 y en el escrito de demanda, como se ve en el 
"resultando" 1". 

Al título del actor sobre el terreno de cuya posesión fué privado y cuyo ante- 
cesor cercó y cultivó (prueba testimonial de fs. 11(5 a U7), el demandado no ha 
opuesto, pues, título alguno, y la posesión (pie éste tomó el 2 de diciembre de líWS 
en cumplimiento del decreto del Ministerio de Obras Públicas de la Nación di» 17 
de noviembre de lD.'iS (expte. o'ÍHi'l, Y, 1ÍW7, acumulado entre los agregados por 
cuerda floja), con el auxilio de la fuer/a pública, pero con la protesta del reivin- 
dicante por la desocupación de los tenedores del fundo a su nombre, llevada a cabo 
por la subpreíectura, hace procedente la acción ejercida por K resoné Micheli y 
Cía., a la cual debe accederse con el aditamento del pago de los frutos percibidos 
desde el día en (pie se le hi/.o saber la demanda, y de los que por mi negligencia, 
hubiese dejado de percibir: artículo 2ITI del Código Civil. Y con costas, porque 
el Kstado afrontó la demanda a pesar de que asesores técnicos y legales suyos dicta- 
minaron, con motivo análogo, desde muy antes en el -cutido del derecho de pro- 
pietarios cuyos inmuebles tienen ubicación análoga al de autos, y porque la juris- 
prudencia de la Corte Suprema le era adversa, como se ha visto. 

Sexto: Que sobre la subsidiaria indemnización por la expropiación a que se 
viese constreñido el Kstado en caso de que el terreno, objeto de eMe juicio, hubiere 
•¿ido declarado de utilidad pública, no corresponde pronunciamiento alguno en este 
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juicio sobre reivindicación: el Estado « jcrcitn rií, o no, con Tormo ;i las leyes, la 
respectiva acción. 

Por los fundamentos que preceden y disposiciones legales citadas, Jallo este 
juicio haciendo lugar a la demanda do reivindicación deducida por los actores 
"Frosone, Micheli y Cía. Ltda., S. A. C. o I/\ en liquidación, y, en consecuencia, 
condenando al demandado —la Nación o Estado nacional — a la restitución a los 
demandantes del terreno deslindado a fs. 172 in fine y 173 del informe de is. lb'í) 
a 193 y en el plano de fs. 17(>, por el perito designado por la parto de la Nación, 
ingeniero don José Antonio Guidobono (arl. 2794 del Código Civil). Condénase 
asimismo al Estado al pago de los frutos percibidos desde el día en que fué notifi- 
cado de la demanda, y de los que por su negligencia hubiese dejado do percibir 
(art. 24.}; i. código citado). Con costas. Francisco MmegazzL 

S KN'TKN CIA l>K LA CÁ.MAKA FKhKKAI. OK A l»K I.A< *l <>N KS 

Kn la ciudad de La Plata, a los 2f) días del mes julio de 1957 reunida en 
Acuerdo la Sala Segunda de esta ('amara Nacional de Apelaciones de La Plata, 
para tomar en consideración la causa F/4(i(>4/1953 caratulada 44 F resoné, Micheli 
Ltda. S. A. 1. y C. contra Gobierno do la Nación, sobre reivindicación", proce- 
den ti» del Juzgado Nacional n v 2 de La Plata, y previo sorteo establecióse el 
siguiente orden para su votación: Dres. Alberto Fernández del Casal, Arturo (i. 
González y Enrique N. Mallea. 

El Dr. Fernández del Casal, dijo: 

A fs. 25 la S. A. I. y C. Fresone, Micheli Ltda. demanda a la Nación por 
reivindicación de una Tracción de terreno que se pretendo de propiedad de la actora, 
ubicada en el cuartel P>, del pueblo de Olivos, Pdo. de Vicente López de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, frente a las calles Corrientes y Camino de Circunvalación, 
formada por los lotes números 12 a 18 inclusive, de la manzana C, y que figuran 
en el plano acompañad^ a la demanda, hoy agregado a fs. 118. El terreno en su 
conjunto está señalado en el plano por la poligonal H\ G', F y H, mientras que la 
fracción objeto de la demanda es la marcada con las letras G", F, E y H". 

La propiedad de la tierra reivindicada, según la actora, le correspondería a 
ésta por haberla adquirido de don Domingo Parodi y sus hijos, en abril l v de 1931, 
por escritura pasada ante el escribano de la ciudad de La Plata, don Luis Cordero, 
o inscripta el 21 de abril de 1931 en el Registro de la Propiedad. El testimonio 
de dicha escritura, que figurara a fs. 214 del expediente administrativo 32.2G3/F, 
1938, del Ministerio de Obras Públicas, cuya agregación se solicitó en la demanda, 
ha sido testimoniada a fs. 227 vta. y 239 de estos autos. 

La actora alega haber sido sorprendida el 2 de diciembre de 1938 por un 
procedimiento abusivo del Gobierno de la Nación, quien, mediante la intervención 
de la fuerza pública, representada por elementos de la autoridad marítima, procedió 
a incautarse de la tierra objeto de la demanda de reivindicación. 

Dice también la actora que la línea de ribera trazada hace muchos años por 
la oficina de Nivelación y Precisión, atravesaba entre los mojones 25 y 26 la 
tierra de su propiedad coincidiendo con la línea II" G" del plano de fs. 118 y 
que la Nación consideró que todo el terreno (pie quedaba al N. E. de esa línea se 
encontraba comprendido dentro de lo dispuesto por el art. 2340, inc. 4 V , del Código 
Civil y que osa circunstancia lo daba el derecho de ocuparla, haciéndose justicia 
por sí misma y olvidando (pie se trataba de tierras de propiedad particular, legí- 
timamente adquiridas después de muchos años de haber salido del dominio público, 
todo lo que habría quedado debidamente aclarado, en los expedientes administra- 
tivos (pie luego fueron agregados, habiéndose testimoniado a fs. 208 a 258 las actúa- 
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.iones indicadas a ls. 1(14/1(15, ordenándose luc-o la devolución de los referidos 
expedientes (ls. Í)S vta., 102 vt;i. y JO;")). 

Aliando la mala IV de la posesión del litado. que >urye del procedimiento 
violento adoptado para la incautación y de los redama .pie la adora Ir formulara, 
solicita también la restitución de los frutos y productos percibidos v dejad.» 
tic percibir, de conformidad con lo dispuesto por Ins art>. 24ÜS !) y concordantes 
del Código Civil, y. para el caso de .pie no obstante reconocerá Ins' derecho* de la 
adora a la propiedad, el Kstado M « viese por cualquier cu cimMancia imposibilitado 
para su devolución, se le pague el valor de la tierra y l.w dafu» y pe] juicios corres- 
pondientes a la expropiación indirecla. 

El Sv. Kiscal. en representación del (mbierno de ¡a Nación. en <\\ escrito de 
responde de fs. Só y ni su leíalo de fs. 272. niega a la adora el dominio (pie 
ésta invoca, alegando <|iic la tierra objeto de la reivindicación mi lia podido ven- 
derle, por pertenecer al dominio público, en razón de c*tnr ubicada dentro di' la 
Irania de liben n-ervada por el (iobicino de la Provincia de Humios Aires, rii 
un ancho de l."">() varas por decreto de noviembre 27 de 1^7:1. de conformidad con 
las disposiciones de la ley de ejidos de la provincia de diciembre > de l^Tii y por 
tratarse de terrenos de playa de río navegable, y como tal comprendido dentro 
de la disposición del art. 2.Í40 del Código Civil. 

La sentencia recurrida en vez de considerar esa de!en>a de la demandada, 
resuelve que la franja de :tf) metros (pie el arl. Jti.'ií) del Código Civil impone a los 
propietarios ribereños (pie dejen para calle o camino público, no priva a los refe- 
ridos dueños del dominio de ese espacio, sino (pie implica solanient" una restricción 
al dominio. 

l>as partes no habían planteado esa cuestión. l¿i Nación demandada no fundó 
su defensa contra la acción reivindicatoría en la pretensión de que el camino ribe- 
reño estuviera excluido del dominio privado ni la demadante hizo mérito de que la 
obligación impuesta por el art. 2(53!) del Código Civil implicara sólo una restricción 
a su dominio. No obstante ello, el Juez podía aplicar de oficio la doctrina inter- 
pretativa de dicha disposición, como lo ha hecho; pero siempre sobre la base de 
considerar que el título presentado por la reivindicante fuera válido o que la 
Nación no podía invocar la propiedad de la provincia, para negar el dominio 
invocado por la aetora. 

No se decide este punto en la sentencia apelada porque, según ella es extraña 
a la litis "la invalidez del acto de disposición en cuya virtud la Municipalidad de 
Vicente López transfirió la propiedad del terreno" (fs. 28b' vta. 287). no obstante 
que esta cuestión fué cía "amenté planteada por la Nación al contestar la demanda 
(fs. 87). Por otra parte, en el considerando tercero, a fs. 28(5 vta., el fallo apelado 
atribuye al Fiscal haber argüido que la Sociedad aetora no pudo ser propietaria 
de la parte de su inmueble correspondiente a los metros extendidos en la ribera 
externa del Río de la Plata, cuando en ninguna parte hizo tal manifestación. El 
a quo resolvió la cuestión como si el litigio hubiera recaído sobre tierra situada 
al Oeste de los mojones que delimitan la línea de ribera — en la (pie deberían 
dejarse los .'tfí metros de ancho para camino prescriptos por el art. 2MÍ) del 
Código Civil — , y no sobre tierras situadas al Este de aquella demarcación, es 
decir, sobre la playa o causa mayor del río, que es el espacio comprendido entre 
las más bajas mareas ordinarias y las más altas mareas ordinarias, según lo define 
el art. 2:*4<>, inc. 4*, del Código Civil. 

Pasando ahora a decidir las cuestiones controvertidas por las partes, considero 
que naciendo la acción de reivindicación del derecho de dominio de quien la ejerce 
conforme a la definición del art. 2758 del Código Civil, la aetora debió probar 
que era titular de tal derecho. Ahora bien, la aetora acreditó "prima facie" su 
derecho con la escritura de compraventa testimoniada a fs. '227 vta. La parte de- 
mandada discute la validez de esas escrituras, alegando su nulidad en razón de que 
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por tratarse de un bien del dominio público y, por lo tanto, inalienable, In venta 
efectuada no ha sido válida. 

\jíi reivindicante sostiene (|ue el Gobierno de la Nación no puede invocar el 
dominio de la provincia sobre el inmueble para oponerse a la accióji (alefato de 
fs. 2(¡.'J y contestación a la expresión de agravios de fs. Mil). Aduce además en 
su favor la circunstancia de que la Provincia de Unenos Aires ha inscripto la escri- 
tura pública de dominio presentada con la demanda en el Registro de la Propiedad 
y ha percibido impuestos sobre la tierra discutida, para agregar luego (pie esta últi- 
ma, a raíz de la construcción del puerto de Olivos ha dejado de ser ribereña, no 
coincidiendo el trazado de la línea de ribera entre los mojones 25 y 26 con la línea 
de ribera real actual, que ha sido desplazada a los terraplenes y malecones del 
puerto, no afectando por consiguiente a las tierras de las demandantes. Invoca 
también, en apoyo de su derecho, las opiniones expresadas en los expedientes admi- 
nistrativos cuyas constancias fueron testimoniadas a fs. 208/258, poj el Procu- 
rador del Tesoro y por técnicos del Ministerio de Obras Públicas. 

La actora no ha negado (pie la tierra motivo de su acción estuviera compren- 
dida dentro de la playa — declarada del dominio público por el art. 2340, inc. 4 V , 
del Código Civil — , ni dentro de los límites de la franja delimitada por el agri- 
mensor Germán Kuhr que la Provincia de Buenos Aires reservó para ribera por 
decreto de noviembre 27 de 187.'*, de conformidad con lo dispuesto por la ley 
de ejidos de la provincia, de diciembre de 1870. Kn su demanda reconoce expre- 
samente (pie el terreno discutido ha sido objeto de señalamiento como playa por 
parte de la autoridad nacional (fs. 28 vta.). 

Kn ambos supuestos, se trataba de tierra que la Municipalidad de Vicente 
López no podía enajenar, circunstancia que, conforme a la jurisprudencia de la 
Corte Suprema, da a la nulidad (pie afecta a los actos de disposición el carácter 
de absoluta y manifiesta, e imponen su declaración de oficio con los jueces, con- 
forme a las disposiciones de los arts. 053, 10+1 y 1047 del Código Civil (Fallos: 
144: 105, Consids. y 10, y 148: 118, Consids. (i/ 10), nulidad que por el solo he- 
cho de ser absoluta podría ser invocada por cualquier interesado (art 1047 del 
Código Civil). 

No es, pues, obstáculo para el progreso de la defensa de la Nación demandada 
el hecho de (pie ésta haya reconocido (pie no le correspondía el dominio del terreno. 
La declaración "ex-officio" de la nulidad de la compra efectuada por la actora es 
suficiente para rechazar la reivindicación, desde que la procedencia de ésta está 
legalmente supeditada al dominio del reivindicante. 

La Corte Suprema tiene establecido que compete a la Nación deslindar admi- 
nistrativamente en las costas de los mares y ríos, la línea que separa la propiedad 
pública de la playa de la propiedad privada de todo el territorio, lo que por 
cierto no excluye la intervención ulterior de los particulares limítrofes para discu- 
tir judicialmente las conclusiones a que hallan llegado los funcionarios públicos 
(Corte Suprema: Fallos: 185: 105, consid. 27). 

En estos autos, en ningún momento la parte actora ha puesto en tela de 
juicio la corrección del señalamiento de la ribera, habiéndose, en cambio, negado 
enfáticamente n discutir con la parte contraria el tema de la invalidez del dominio 
de la demandante ( fs. 200 vta.). 

Estimo (pie probado como está (pie la tierra reivindicada está comprendida 
dentro de la zona del dominio público, conforme a las disposiciones legales varias 
veces citadas, incumbía a la reivindicante la prueba de que por cualquier causa el 
inmueble estuviera excluido del dominio público. Esa prueba no se ha aportado 
y ni siquiera se ha negado el mencionado "status" de la tierra, habiéndose limi- 
tado la accionante a negar derecho a la parte contraria a invocar el dominio 
de un tercero para solicitar el rechazo de la acción. 

En razón de esas circunstancias, considero (pie no corresponde tener en 
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cuenta ta referencia que hace cu uno de sus dictámenes el inquiero Carabelli al 
hecho de que el nivel de los terrenos de la costa había descendido artificialmente, 
como consecuencia de la extracción de tepes o panes de césped ( fs. 222). Tampoco 
la opinión del perito de la actora que, invocando constancias de una información 
que no han sido debidamente traídas a los autos, según las cuales el terreno en 
cuestión habría estado plantado y cultivado, y do las cuales infiere (pie no podía 
ser cubierto por las más altas mareas ordinarias, mientras el perito de la contra- 
parte afirma (pie las aguas penetran todavía cuando las válvulas no funcionan 
nomalmente ( fs. 17!)), sin que el punto haya sido sometido al dictamen de un 
tercer perito por haberse consentido la decisión del -Juez que no hizo luirá r al 
pedido de la actora para (pie se designara el perito tercero (fs. l!)f> vta.h 

('abe hacer notar también la circunstancia de (pie la cota adoptada para el 
amojonamiento fué la correspondiente a la costa de la Capital Federal, Om.'J.'U) 
más baja que la lijada con posterioridad por decreto de mayo 7 de 1 1)47 para 
la costa de Vicente López, en base a observaciones más prolongadas (fs. lf)0/1f>l). 

Kn cuanto al hecho de (pie la Provincia de Hítenos Aires haya inscripto en 
su Registro de la Propiedad la escritura invocada por la actora y haya percibido 
impuesto sobre la respectiva tierra, no pueden tener la virtud de dar valide/, 
a la transmisión impugnada desde que aquellos actos son realizados por funcio- 
narios sin capacidad legal para obligar en esta materia a la provincia. 

Respecto a las circunstancias de que a raíz de la construcción del Puerto 
de Olivos el terreno que se reivindica ha dejado de ser ribereño, puesto que 
aquellas obras habrían desplazado la línea de ribera a los térra planes y malecones 
del puerto de Olivos, cabe hacer notar (pie tales modificaciones topográficas 
--por ser posteriores al acto de transmisión de dominio invocado como antecedente 
del título del reivindicante y (pie era de fecha noviembre 10 de 1ÍU1 { fs. 2'M\ 
vta. "in fine") no podían haber tenido como resultado darle validez al título. 
Si bien podría aparecer aquel hecho como una circunstancia con efectos aná- 
logos a los de la confirmación del acto nulo, ésta resulta imposible en el cas») 
por prohibición expresa de la parte final del art. 1047 del Código Civil, por 
tratarse de una nulidad absoluta. 

Kn lo (pie se refiere a los dictámenes* de funcionarios (pie intervinieron en 
las actuaciones administrativas y que han sido invocados por la actora en apoyo 
de sus pretensiones y que han sido testimoniados en autos ( fs. 'JOH^JfiS), corres- 
ponde hacer notar (pie si bien se basan en fundamentos atendibles en una gestión 
administrativa encaminada a obtener la devolución de una posesión indebidamente 
tomada por el Kstado o en el planteamiento de un interdicto, no tienen la misma 
eficacia en un juicio de reivindicación, cuya base es la demostración por el actor 
de su derecho a poseer. 

Corresponde, pues, en mi concepto, rechazar la demanda de reivindicación 
entablada por la Sociedad Anónima K resoné, Micheli Ltda., por no haber justi- 
ficado debidamente sus derechos de dominio con la presentación de un título 
válido. 

La conclusión a (pie llego con relación a la demanda principal hace innece- 
sario entrar a examinar las pretensiones accesorias comprendidas en el escrito 
inicial, reí érenles a los frutos y a la subsidiaria indemnización para el caso de 
que condenada la la Nación a la devolución del inmueble, ésta fuera imposible. 

Por lo expuesto, voto por la revocatoria de la sentencia de fs. '275. y, en 
consecuencia, por (pie se rechace la demanda, debiendo las costas pagarse por su 
orden, dadas las modalidades del caso y por haberse podido creer la parte actora 
con razón probable para litigar. 

Los Sres. dueces Dres. Arturo (¡. (¡onzález y Knrique N. Mallea. düeron: 



Que se adhieren al voto (pie precede 
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Por t.nito, y en nu'rito ;i lo que resulta <lcl Acuerdo que ;mtece<Ie, se resuelve: 
revocar la senl eneiü ;i|iel;.cl;i de l's. '_ , 7.")/:_ , KÍ> y, en consecuencia, se rechaza Ja 
demanda i ii.erpuesta ]ior K resoné, Miclieli Limitada Sociedad Anónima Industrial 
y Comercial contra el (¡ohienio de la Nación, sobre reivindicación. Las costas 
deben pagarse por su orden, tentó las modalidades del caso y por haberse podido 
crecí- la parle adora con razón probable pnia litigar. ¡\nn'qtir A". Mal Ira 
.\lh'¡h> f > ntíhifh ; fh>l ( f/sfii Arlan* (¡. (¿o)t:tiif 

Y\\ÁÁ) DK LA COKTK Sl'IMíK.MA 

Hucnos Aire*, i>;¡ de diciembre de 1 !).">!). 

Vistos |.» autos: ''I'Ycsone Micheli Ltda. Sociedad Anónima 
industrial y Comercial *■ (¡obierno di' la Nación s/ reivindica- 
ción ' \ 

V considerando : 

1* ( L )ne a l's. 20 ;>4 la Tirina "PYcsonc Micheli Ltda. Socie- 
dad Anónima Industrial y Comercial" demanda al Estado Nacio- 
nal por reivindicación de una fracción de terreno ubicada en el 
cuartel V de la (Mudad de Olivos, Partido de Vicente I/)pez 
( Prov. de Buenos Aires), la <|ue forma parte de la fracción com- 
puesta por los lotes números 12 al \ll inclusive de la manzana 
"C'\ que linda por su frente al S. E. con la calle Corrientes, por 
su otro frente al X. E. con el Camino de Circunvalación, por el 
X. í). con terrenos de I). Jorge Mitre (boy su concurso) y por el 
S. O. con el lote n 9 11 de los vendedores, todo ello de acuerdo con 
el plano de fs. 118, en el que el perímetro total se señala con las 
letras E, F, II' y G' y la parte que se reivindica con las letras 
E, F, G" y II Aduce haber adquirido el dominio de dicho te- 
rreno de D. Domingo Parodi y sus hijos, mediante escritura pu- 
blica de fecha l 9 de abril de 1931, pasada ante el Escribano de la 
(Mudad de La Plata I). Luis Cordero, agregando que gozó de la 
posesión pública, pacífica e ininterrumpidamente de la tierra 
mencionada, hasta que el día 2 de diciembre de 1938 fue despo- 
jada de la posesión mediante un acto arbitrario del Estado Xa- 
cional, que haciendo uso de la fuerza publica 4 4 representada por 
elementos de la Autoridad Marítima", procedió a incautarse de 
la franja a que se ha hecho referencia. Sostiene que la línea de 
ribera trazada por la extinguida Oficina de Nivelación y Preci- 
sión entre los mojones 25 y 26 dentro de la tierra de su propie- 
dad — que se señala como uno de los fundamentos de la actitud 
adoptada por el Estado Nacional — 4 'carece en absoluto de obje- 
to y utilidad" en virtud de que, habiéndose ejecutado las obras 
correspondientes a la construcción del Puerto de Olivos, confor- 
me a dictámenes técnicos que transcribe, dentro de lo que se con- 
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sidoró 4 'notamente playa y locho del Río do la Plata" y lucra do 
los (rrcos o alambrados que servían do limito a la fracción rei- 
vindicada, ésta perdió su carácter do confinante* con el río, y 
quedó por lo lauto fuera de la zona de ribera que establecí» el 
Código Civil. Subsidiariamente, para el caso do que no fuese po- 
sible la devolución do la tierra, pide si» condone al Kstado Nacio- 
nal al pago de su precio y daños y perjuicios, solicitando, además, 
con arrollo a lo dispuesto en los arts. 24:>S, 1*4:5!) y concordantes 
del Código Civil, (pie la condenación comprenda la restitución do 
los frutos percibidos y dejados do percibir. 

2" Que en su escrito de contestación de la demanda ( fs. 
87) ÍK1), el Sr. Procurador Fiscal niega a la paito aotora la pro- 
piedad de la tierra reivindicada, la que, en >u opinión forma 
parto del dominio público de la Provincia do Buenos Aires y so 
encuentra en parte» bajo la jurisdicción nacional. Sostiene que el 
reconocimiento di» los derecbos de posesión y dominio formulado 
en el ano 1!)11 por la Municipalidad de Vicente López a favor de 
J). Domingo Parodi no puede considerarse valido en virlnd de 
(pie fué realizado al mareen de las disposiciones contenidas en la 
ley provincial de Ljidos del año 1K7(>, relativas al procedimiento 
a observarse en la enajenación de los bañados sobro los río* Pa- 
raná y de la Plata, agregando (pie en la época cu que fué formu- 
lado dicho reconocimiento rocían las disposiciones del Código de 
Procedimientos de la Provincia, sancionado en 1ÍM17), que esta- 
blece la forma en que puedo adquirirse por prescripción la tierra 
pública. Afirma, además, que la fracción reivindicada se» encuen- 
tra dentro do la extensión de ir>() varas establecida como ribera 
por el Ingeniero (Jornián Kuhr con respecto a los partidos ri- 
bereños de San Nicolás do los Arroyos, Zárate, Baradero, San 
Podro, San Forna ido, San Isidro y Belgrano, la que fuera apro- 
bada por decreto del 27 de noviembre de 187-?, añadiendo que tal 
circunstancia transformó la faja comprendida dentro de dicha 
extensión en una cosa fuera del comercio y, como tal, en inaliena- 
ble o imprescriptible. 

.'5 9 Que a fs. 277) 1Í8Í), el juez de primera instancia hace lugar 
a la demanda de reivindicación, en la inteligencia do que el art. 
263Í) del Código Civil no establece en favor del listado el 4 4 do- 
minio" sobre la calle o camino público de ;]7) metros inmediato 
a la orilla de los ríos navegables, sino (pie sólo importa una res- 
tricción al dominio de los propietarios ribereños, agregando que 
la alegada invalidez del título otorgado por la Municipalidad 
de Vicente López a I). Domingo Parodi es cuestión ajena a la litis 
y que la restricción impuesta por el art. lííJÜÍV del Código Civil 
perdió su razón de ser en virtud de haber dejado de ser el te- 
rreno limítrofe con el curso de agua. La Cámara Federal de 
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Apelaciones do la (Mudad do La Plata revocó la sentencia dr 
primera instancia (fs. :$2K/\'W4) fundándose, substanciahnentc, 
(Mi la circunstancia do que, hallándose ubicada la tierra cuya pro- 
piedad invoca la actora dentro de la franja delimitada por el 
agrimensor (¡crinan Kuhr, que la Provincia de Buenos Aires re- 
servó para ribera por decreto de noviembre 27 de 1S7.'$, la enaje- 
nación realizada por la Municipalidad de Vicente López a favor 
del señor Domingo Parodi se halla afectada de nulidad absoluta 
con arreglo a las normas de los arts. { X)'A y 1044 y 1047 del Código 
Civil, señalando que las modificaciones topográficas operadas a 
raíz de la construcción del Puerto do Olivos no pudieron consti- 
tuir confirmación do aquella nulidad, en virtud de su carácter 
de absoluta. Asimismo, subrayó el hecho de «pie la parte actora 
no puso en tela de juicio la corrección del señalamiento de la línea 
de ribera y que la circunstancia de que la Provincia de Buenos 
Aires haya inscripto la' respectiva escritura en su Registro de 
la Propiedad y haya percibido impuestos sobre las tierras cues- 
tionadas u nn pueden tener la virtud de dar validez a la trans- 
misión impugnada, desde (pie aquéllos actos son realizados por 
funcionarios sin capacidad le^al para obligar en esta materia 
a la Provincia". 

4 P Que contra ese pronunciamiento la partí» actora dedujo 
recursos ordinarios de apelación y nulidad, los que son proceden- 
tes desde el punto de vista formal, en virtud de que el valor de 
los lotes reivindicados excede, en su conjunto, la suma de pesos 
50. 000, — m n., se^un resulta de las constancias obrantes a fs. 
;W(i/:?41 de estos autos (art. 24, inc. 7", ap. a) de la ley 1 3.998, re- 
producido por el art. 24, inc. ()), ap. a) del decreto-lev 1285/58 
(ley 14.467). 

5 9 Que en el memorial de fs. :jf>0/;U)l, la actora funda el re- 
curso de nulidad en la circunstancia de que la Cámara, al pro- 
nunciar la nulidad del título de dominio invocado como funda- 
mento do la demanda, no dejó a salvo de dicha sanción a la frac- 
ción de tierra situada hacia el O. o S. O. de la línea de ribera 
trazada entre los mojones 2.") y 2(i, poso a (pie aquélla no fué objeto 
de discusión en el juicio. Y con respecto a la apelación, el recu- 
rrente concreta ante esta instancia los siguientes agravios: a) No 
es posibh» declarar la invalidez del acto de disposición realizado 
por la Provincia sobre* la tierra reivindicada, desde que ésta no 
fué parto en el juicio, nunca formuló reclamo sobre» el dominio 
de aquella fracción y la enajenó voluntariamente con arreglo a 
ias disposiciones do la ley de Kjidos de 1870; b) Xo es exacto que 
haya aceptado la fijación de la línea de ribera, y sólo es aceptable 
discutir con la Provincia — no con la Nación — la legitimidad 
del deslinde (Mitre el dominio público y el privado; o) La línea 
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de ribera cuestionada cu ¡uilos no coincide ni coincidió con la ri- 
bera real y, actnalnicnlc carece de toda finalidad a raí/ de la 
construcción del Puerto de Olivos; d) Kl hecho de que la Provin 
cia haya inscripto la lierra reivindicada en su líe^istro de Pro- 
piedad, y percibido impuestos sobre ésla, implica el reconocí 
miento del dominio privado; e) Las disposiciones del Códiuo de 
Procedimientos de la Provincia de Buenos Aires relativas a la 
''posesión treintenana" no modificaron las normas de la ley de 
Kjidos del año 1S70, específicamente destinada a reulameiit a r la 
adquisición de "bañados" -obre los ríos Paraná y de la Plata. 

Ii° (¿ue la cuestión comprendida en el recurso de nulidad 
es susceptible de remedio mediante el recurso de apelación acor- 
dado. Por lo lauto, y dado que en el caso de ser procedente la 
nulidad deducida en el punto II del memorial de fs. .'!Ó0 .'!(>! el 
Tribunal debería pronunciarse sobre el fondo del asunlo (art. 'SM\ 
de la ley .~>U), corresponde entrar a considerar los agravios com- 
prendidos en el recurso de apelación. 

7" Que la parte adora no ha cuestionado la facultad ejer- 
cida por el Kstado Nacional para trazar la línea de ribera sobre 
e| lerreno cuya propiedad invoca. La aceptó, como principio, en 
forma explícita ( fs. ;!,V)), limitándose a observar la falta de ob- 
jeto y utilidad de la línea trazada en el año 1!)'_!7 por la Oficina 
de Nivelación y Precisión, "por cuanto expresó, transcribiendo 
liarte del dictamen del Sr. Procurador del Tesoro en el expe- 
diente ^l).l\'!:> ( 74(1 (testimoniado a fs. "JOS) entre los terrenos 
de propiedad particular, que resultan afectados por aquella línea 
y el límite actual del Pío di 1 la Plata frente al Puerto de Olivos, 
se interponen obras portuarios (malecones, vías de acceso y pla- 
ya) originadas sobre terrenos ganados al río que han venido a 
modificar fundamentalmente la* topografía del terreno y quitan 
toda finalidad de interés público a la restricción del art. "J(i:»!> 
del ( YmIí.u'o ( MviP \ 

S° Que las apreciaciones transcriptas no loaran desvirtuar 
la presunción de legitimidad (pie cabe reconocer al acto cuestio 
nado, (on anterioridad a la promoción del presente juicio, ni la 
partí 1 adora, ni su antecesor en el dominio del inmueble (pie se 
pretende reivindica r, formula ron reclamación al mi na cont ra el 
acto de delimitación, no obstante que su validez pudo discutirse 
oportunamente mediante la acción de deslinde autorizada por el 
art. "J7.")0 del (Vidi^o Civil, en el supuesto de que aquéllos hubie- 
sen considerado afectado su derecho de propiedad con motivo de 
aquel acto. 

!*° Que, en esas condiciones, carece de consistencia el ama- 
vio fundado en (pie la Provincia de Buenos Aires no formuló 
reclamaciones sobre la propiedad <le la fracción reivindicada, y 
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en que aquélla no intervino como parte en este juicio. En efecto; 
el dominio público fluvial sobre la extensión de tierra hasta donde 
llegan las mas altas aguas en su estado normal (arts. 2340. inc. 4", 
y 2577 del C. Civil) no se crea mediante el acto de "delimitación", 
cuyo carácter meramente declarativo de derechos no reconoce 
otro alcance que el de comprobar la existencia de un fenómeno 
natura] al que la ley condiciona el carácter público de dicha ex- 
tensión (Mazza, "Dei Diritti sulle Acque", Roma, 1913, p. 232; 
llATHior. "Prccis de Droit Administratif et de Droit Public", 
ed. 1933, p. 837; Matiknzo, "Cuestiones de Derecho Público Ar- 
gentino", t. II, p. 747). Por otra parte, según se ha expresado, 
el apelante ha aceptado expresamente que es al Kslado Nacional 
a quien incumbe la facultad de delimitar la ribera, y no existe, en 
el caso, sentencia judicial que haya rectificado la línea trazada 
en el año 11)27. Por consiguiente, habida cuenta que la extensión 
demarcada con las letras K, F, (í" y II" en el plano de fs. 118 se 
encuentra afectada al uso público ministerio legis % mal puede 
concluirse (pie la Provincia de Buenos Aires tenga o haya tenido 
facultades para desprenderse de su dominio en favor de terceros. 
Por lo mismo, carece de toda significación jurídica el hecho de 
que aquella haya inscripto el dominio y percibido impuestos so- 
bre la fracción en litigio. 

l() p Que tampoco adquiere significación, en el caso la cir- 
cunstancia de que la Provincia no haya sido pai te en este juicio, 
desde que : a) La causa de la acción entablada obedece — según 
se desprende de los términos de la demanda — a supuestos hechos 
abusivos realizados por el Estado Nacional como consecuencia 
de un acío administrativo de ese mismo Kstado, cuya legitimidad 
constituye, precisamente, una de las cuestiones esenciales a de- 
cidir; b) Mediante decreto de fecha 2 de febrero de 1933 (Regis- 
tro Oficial de la Provincia de Buenos Aires, 1933, enero-junio, 
p. 124 12fi) la Provincia de Buenos Aires aceptó la línea de ribera 
fijada por la Dirección General de Navegación y Puertos de la 
Xación con respecto a la costa de Vicente López y San isidro, 
consintiendo de tal manera la legilimidad del acto que se cuestio- 
na en estos autos. 

II 9 Que, a título ilustrativo, importa observar que en opor- 
tunidad de gestionarse la información sumaria a que aludía el 
art. 28 de la ley 697) de octubre 31 de 1870 — mediante la cual 
obtuvo el antecesor de la aetora el reconocimiento de derechos 
de posesión y dominio por parte de la Municipalidad de Vicente 
López — , el ingeniero municipal advirtió, según consta a fs. 38 
del informe agregado al folio 77 vta. del protocolo correspondien- 
te al año 1911 del Escribano D. Manuel P. Filgueira (registro 
ii" 1, Partido de Vicente López) (pie el Tribunal tiene a la vista, 
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que 44 como el Kxmo. Gobierno Nacional no ha fijado material- 
monto la línea de ribera, el límite por este costado puede que 
llegue a sufrir alguna modificación cuando aquella operación se 
ejecute". Si bien es cierto que en el título otorgado por la Mu- 
nicipalidad a favor de I). Domingo Parodi no se menciona la 
circunstancia expuesta por el ingeniero municipal, os obvio que 
esa omisión no induce la existencia do derecho alguno a favor del 
reivindicante, desdo que, formando parto dicha fracción del do- 
minio público fluvial, no pudo sor objeto de comercio do derecho 
privado. 

l- v (¿no las conclusiones a que se llega en los anteriores 
considerandos tornan innecesario determinar tanto si la fracción 
reivindicada coincide», en los hechos, con la extensión a que aludí 1 
el art. l\'540, inc. 4 9 del Código Civil, como si, en la actualidad, la 
línea de ribera ha sido desplazada hacia los paredones y maleco- 
nes del Puerto de Olivos. Porque, en efecto: aún cuando se con- 
siderara — como lo entiende oí perito designado a propuesta de 
la partí 1 actora (fs. 17í)) — que en la época en que el señor Do- 
mingo Parodi obtuvo el reconocimiento de sus derechos de pose- 
sión y dominio por parto de la Municipalidad do Vicente López 
la fracción (pie se reivindica en este juicio so hallaba plantada 
y cultivada, lo (pie demostraría, en su opinión, •'que no eran te- 
rrenos fácilmente cubiertos por las aguas, como en el caso de los 
que pueden ser cubiertos por las más altas mareas ordinarias", 
aún en oso supuesto la acción intentada no podría prosperar en 
razón del tácito consentimiento prestado oportunamente al acto 
de dilimitaeión, el que goza de presunción de legitimidad hasta 
tanto se deslinden, por la vía correspondiente, y en caso de ser 
procedente, los terrenos de propiedad pública y privada. Por lo 
mismo cabe desean. ir el agravio consistente en la actual carencia 
do finalidad práctica de la línea trazada en el año l!*-7, motivada 
por el desplazamiento supuestamente operado en virtud do la 
construcción del Puerto do Olivos. 

l.T Que, en consecuencia de lo expuesto, carece do utilidad 
pronunciarse sobre los restantes agravios enunciados en el me- 
morial de fs. ;>r>( > ^(51, correspondiendo declarar (pie la partí» ac- 
tora --en virtud de las razones manifestadas en los consideran- 
dos (pie anteceden— - no tiene derecho de dominio sobre la fracción 
reivindicada, cuyo perímetro so señala con las letras K, F, (F' y 
11" en el plano de fs. US, y su pretensión, por lo tanto, no en- 
cuentra apovo (mi las normas de los arts. líTóS y afines del Código 
Civil. 

14 p Que importa aclarar, por último, (pie la conclusión a 
(pie se llega no comprendo a la fracción de tierra situada al Oeste» 
de la línea tic* ribera trazada (Mitre los mojones -.") y iMi. desde 
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que el derecho de propiedad de la parte actora sobre dicha frac- 
ción no se ha debatido en la presente causa. 

Por ello, se revoca la sentencia de fs. 328/334 en cuanto ex- 
tiende la nulidad del título de propiedad invocado por la actora 
a la fracción ubicada al O. de la línea de ribera trazada entre los 
mojones :Í5 y 26; y se la confirma en cuanto rechaza la demanda 
de reivindicación. Las costas de todas las instancias por su orden. 

Alkkkpo ()iu;az — Bkn.jamín Yillk- 
gas Basavilraso — Aristóbulo 
D. Akáoz de Lamadrid — Luis 
María Bofki Rouu.kko — Julio 
Oyhaxakte. 



NACION" ARGENTINA v. MOISES FELDMAX 

EXI'KOPi A( IOS : I ndemn izar ión. Determinación del valor real, (¡eneralidades. 

Aunque en un considerando del decreto respectivo se exprese» que el lote 
expropiado ** reviste carácter militar y es el único (¡ue por su situación, exten- 
sión y demás características generales reúne las condiciones indispensables 
para plaza de armas de las unidades destacadas en la ciudad de Resistencia", 
tal circunstancia no debe computarse a los efectos de determinar la indem- 
nización, pues las apreciaciones que la utilidad del bien merece al expropia- 
do]*, fuera de que deben suponerse» favorables por razones obvias, constituyen 
un factor totalmente ajeno al criterio "objetivo" de valuación consagrado 
por el art. 11 de la ley i:i.2(¡4. 

EX PPOPI . I ( ¡OS : / ndem nización. Determinación del valor real, (ieueralidades. 

Corresponde confirmar la sentencia (pie tija el valor del inmueble expro- 
piado sobre la base de la estimación hecha por el Tribunal de Tasaciones, 
-i el recurrente no ha aportado a la causa argumentos nuevos (pie permitan 
apartarse de ella. 

EXPHOPI ACIOX : i nde m ¡libación. Determinación del valor real. Valor de la 
tierra. 

\¿i alegada "diversidad de criterios" entre los miembros del Tribunal ele Tasa- 
ciones no constituye argumento capaz de fundar la elevación del monto que 
pretende el apelante, si los seis vocales que votaron por el rechazo del dicta- 
men producido por una de las Salas del Tribunal se pronunciaron, salvo el 
representante del demandado, por la fijación de una indemnización menor 
a la establecida en ese dictamen. 

E X PPOP? A( IOS : Indemnización. Determinación del valor real, neutralidades. 

Corresponde rechazar el airravio (pie el recurrente funda en que el precio 
establecido no se adecúa a la realidad económica actual, habida cuenta que 
el valor del inmueble expropiado debe fijarse con relación a la época en «pie 
»c piodujo la desposesión, y (pie la depreciación monetaria no constituye 
factor conmutable a aquellos fines. 
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HKCl'fíSO OKDISAHIO DE A LACIOS : Triara nistanria. Jimios ru que 
la S avión rs parte. 

No procedí* o! recurso ordinnrio <lc a]>clíición ni tercera iustíineia si el monto 
ile los honorarios reculados en el juicio de expropiación, en la parte en (pie 
están a car^o de la Nación, no alcanza el mínimo leíral señalado en el art. 24, 
inc. (>'\ ap. a), del decreto-ley 1'2Sf)/5S (lev 14.4(i7). 

FALLO DK LA COWTK SITRKMA 

Unenos Aires, '2'.) de diciembre de lí)f;l). 

Vistos los autos: "Fisco Nacional ( Procurador Fiscal) c/ 
Moisés Feldmau s expropiación". 

Y considerando : 

Que el presente juicio de expropiación se* refiere al inmueble 
silo en la Provincia del Chaco, Departamento Capital, fracción 
2 del loto rural n Q 27r2, con una superficie de 2'.] ha. 94 a. 7(> ca., 
del (pie se tomó posesión el 2'A de setiembre de 1947 ( f s. 20). VA 
Tribunal de Tasaciones, por mayoría, valuó el inmueble expro- 
piado, inclusive mejoras, en la suma de # .")7.(i40 m n. (fs. 17 o ' 7 
1S:2). Kl juez de primera instancia (fs. 1S!> 187) elevó la indemni- 
zación a la suma de $ 129.47S ni n., declarando el pairo de las costas 
en id orden causado. Apelado ese pronunciamiento, la Cámara 
Federal de Apelaciones de "Resistencia fijó el mismo precio esta 
blecido por el Tribunal de Tasaciones, e impuso a la adora las 
costas de primera instancia y las de la alzada por su orden. 

Que contra o>ta última sentencia interpusieron recursos de 
apelación el Sr. Fiscal de ('amara (fs. 211) y el representante de 
la expropiada (IV. 'Jl.'D, los <me fueron concedidos a fs 2M] vta. 
fil Sr. Procurador (¡cucral desistió a IV. 22l\ del recurso inter- 
puesto por el representante de» su partí», teniendo en cuenta «pie 
la diferencia existente entre el precio fijado en el dictamen de 
fs. Ib.") 172 por el representante del expropiador ante el 'Tribu- 
nal de Tasaciones (# .TU>S7,bO ni/n.) y el establecido por la 
(Yminra (£ 57. (¡40,00 m n.), no alcanza el límite previsto por el 
art. 24, inc. b". apart. a), del deereto-lev 1 2ST> ;>S (lev 14.4í!7). 
En cuanto al recurso de la demandada, él e> procedente, respec- 
to del fondo del asunto, en los términos de dicha norma. 

Que el apelante (fs. 224 "J'JS) so agravia de la sentencia del 
a «pío porque: a) el precio debió fijarse de acuerdo a la calidad 
"excepcional" que atribuyó al inmueble expropiado el 1 propio 
decreto 1 (¡ 47 ( IV. 1 4) : b) la discusión habida entre hw miem- 
bros del 'Tribunal de Tasaciones no ofrece kt la sensación cabal 
de que la cuestión 'valor del inmueble' se determinaba sin duda 
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alguna"; c) ol precio establecido por el tribunal a quo no se 
adecúa a la realidad económica actual; d) son bajas las regula- 
ciones de honorarios practicadas a favor de los profesionales 
intervinientes. 

Que, efectivamente, en el primer considerando del decreto 
-•Í.41 () 47 se expresa que el lote expropiado 44 reviste ^carácter 
militar y es el único que por su situación, extensión y demás 
características generales reúne las condiciones indispensables pa- 
ra plaza de armas de las Unidades destacadas en la ciudad de 
Kesistencia" (fs. 1). Pero no es ésta una circunstancia quo deha 
computarse — como pretende ol recurrente — a los efectos de 
determinar la indemnización, desde quo las apreciaciones que ia 
utilidad del bien merece al expropiador, fuera de (pie deben supo- 
nerse favorables por razones obvias, constituyen un factor total- 
mente ajeno al criterio "objetivo" de valuación consagrado por 
ol art. 11 de la ley 13.2(54. 

Quo ol apelante no ha aportado en esta instancia ningún ante- 
cedente o elemento nuevo tendiente a desvirtuar las conclusiones 
a que arribara ol Tribunal de Tasaciones, limitándose a dar por 
reproducidos los argumentos expuestos ante ol Juez de Primera 
Instancia en la oportunidad del art. 21 de la ley 13.264. En esas 
condiciones, corresponde confirmar la sentencia apelada en cuan- 
to admite las fundadas conclusiones establecidas por ol organis- 
mo oficial (Fallos: 23(i : 392; 237: 230, 297 y 511 ; 238: 398; 241 : 
58 y otros). 

Quo, por lo demás, la k 4 diversidad do criterios" entre los 
miembros del Tribunal de Tasaciones, a que alude el apelante, 
no constituyo argumento capaz de fundar la elevación que pre- 
tende, desdo quo los seis vocales que votaron por el rechazo del 
dictamen producido por la Sala Tí do dicho Tribunal so pronun- 
ciaron, salvo ol representante del demandado, por la fijación de 
un monto indemnizatorio menor al establecido en ol mencionado 
dictamen. 

Quo, finalmente, habida cuenta quo el valor del inmueble 
expropiado debo fijarse con relación a la época en que se pro- 
dujo la desposesión (Fallos: 237: 230 y otros), y quo la depre- 
ciación monetaria — también alegada, aunque tardíamente, por ol 
demandado — no constituyo factor computable a aquellos finos 
(Fallos: 241 : 73 y otros), correspondo rechazar el tercer agravio 
mencionado. 

Quo la apelación deducida respecto de los honorarios do los 
doctores Marcelino Sánchez o Indalecio Sánchez os improcedente, 
pues el monto de los regulados en primera instancia — quo están 
a cargo del Fisco con arreglo a lo resuelto por la Cámara sobre 
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las costas— no alcanza al mínimo legal —Fallos: 2:54: !!>!), % 2'Xi; 
1243 : f)fi y otros — . 

Por ello, se confirma la sentencia de ts. 207 iMl) en todo lo 
que ha sido materia del recurso ordinario de apelación. Tostas 
de esta instancia al demandado. 

Bkn.i a m í n V i l i . \-a i \s Rasan ii. h aso 

Akistóiwlo I). AhÁo/ pk Lama- 
niíin .1 ruó ( )viian aktk. 



NACION AHíiKNTIN A v. AMJKL ANTONIO liACK i A \Á'V< > v Otko 

nnuzación. D* (ermiuarn'm (h I calor mil. (¡rncrtilirfarff s. 

Corresponde confirmar la sentencia que fija el justiprecio en formo coinci- 
dente ron el del Trihuiinl de Tasaciones, emitido con la sola disidencia del 
representante del expropiado, si las consideraciones expuestas por éste no 
demuestran el error ni contrarrestan la eficacia del dictamen de a<piel 
organismo. 

EX PHOP I AC /OX : i ndvinnizaeión. Determinación rfrl calor real. ( ¡cneralidades. 

No hasta la sola afirmación del ex propiador do que su parte ha tenido pre- 
sente el avalúo fiscal para el pago de impuestos, aumentado en un 10 
para calificar de "muy excesivo" el monto fijado por el Tribunal de Tasa- 
ciones y aceptado, salvo pequeña diferencia, por el fallo apelado; máxime 
ante el hecho de no haber comparecido su representante ante el Tribunal, no 
obstante habérsele citado en legal forma. 

EXPfiOPJACIOX : Indemnización. Otros daños. 

Procede reintegrar a los expropiados el importe de los impuestos correspon- 
dientes al períod» posterior a la fecha de la desposesión. 

HK( l J KSO OPD! X I ISÍO DE APKÍ.ACIOX : Terrera instancia. Juicios en que ht 
X ación es parte. 

No procede el recurso ordinario de apelación en tercera instancia respecto 
del monto de los honorarios regulado* a lo* profesionales de la parte deman- 
dada, en un juicio de expropiación en que ta Nación e^ parle, si la simia 
disputada, a cargo del FÍm-o. no alcanza el límite de > ."SO. 000 m/n. 

FAI-IjO dk la COWTK STPKKMA 

Buenos Aires, de diciembre di» \ { X)\). 

Vistos los autos : tk Kisco Nacional c/ Baciíralupo, An^el Anto- 
nio y Domingo Santiago s expropiación". 
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Considerando : 

Que los recursos concedidos son procedentes, do acuerdo con 
lo proscripto por el nrt. 24, inc. b*', ap. a), del decreto-ley 128.")/ 
f>8 (ley 14.4Í57). 

Que con destino a la construcción de un policlínico, el actor 
promovió demanda (fs. 9), por e.\])i , opiación del inmueble 1 for- 
mado por las manzanas 24 y ;>1 de la localidad de Lanus, Partido 
del mismo nombre, Provincia de Buenos Aires, ("orno precio del 
desapropio estableció el de la valuación fiscal, aumentado en 
un 10% (ley i:?.2b4), o sea: $ ,")9.4O0,00 m n. por la manzana 24 
y $ :)ÍUi()(),()U m n. por la u 9 31, totalizando la suma de * 99.000,00 
m /n. (fs. lo y depósitos de fs. 18 y 19). 

Que, en su contestación (fs. Sl/90), los demandados solici- 
taron en concepto de indemnización total la suma de $ 998. 950,00 
m/n., o lo que en más o en menos resultare de la prueba a produ- 
cirse, con sus intereses desde la lecha de la desposesión — (pie 
sostenían fué el 2(> de agosto de 1948 — y las costas del juicio. 
Calificaron de completamente exigua la suma ofrecida y depo- 
sitada en carácter de indemnización, atento la excepcional ubica- 
ción (pie estimaban tienen los terrenos expropiados, sitos en un 
barrio densamente poblado y en donde se habrían efectuado desde 
hace varios años importantes fraccionamientos a precios muy 
remuneradores. Valuaron en $ 40.000,00 m/n. las mejoras exis- 
tentes en los terrenos. En suma, pretendieron por los terrenos 
$ 9r>8.í>r>0,00 m/n. y por las mejoras $ 40.000,00 m/n., lo que 
totaliza la expresada cantidad de $ 998.900,0o m/n. Manifesta- 
ron, además, <pie mediante» procedimiento irregular y antes de 
que mediara resolución administrativa alguna que lo autorizara, 
el actor procedió, en la fecha indicada y sin aviso previo, a tomar 
posesión efectiva (le los terrenos, iniciando de inmediato la demo- 
lición de las mejoras existentes. 

Que, en definitiva, la fecha de la desposesión real fué el 24 
de setiembre 1 de 1948 (fs. í)7), anterior a la del decreto que 
declaró a los referidos terrenos de utilidad pública y sujetos a 
desapropio (2f) de enero de 1949, fs. 21/22)., 

Que el Tribunal de Tasaciones (fs. 142/14:5), por mayoría 
de sus miembros y con la sola disidencia del representante de 
los demandados, determinó el valor del inmueble — incluso me- 
joras — en el precio total de $ 010.(520,00 m/n. Para la fijación 
de ese valor efectuó una quita correspondiente al importe de 24 
meses de alquileres, a título de coeficiente de disponibilidad. 

Que la sentencia de primera instancia estableció el monto 
de la indemnización en $ (517.800,00 m/n., (pie coi-responde al de- 
terminado por el Tribunal de Tasaciones, más el importe de lo 
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que este dedujo en concepto de coeficiente de disponibilidad, que 
declaró improcedente, por mediar contratos vencidos y haber 
entrado el actor en inmediata posesión de los terrenos. Condenó 
al pago de los intereses a partir del 24 de setiembre de 1948 e 
impuso al oxpropiador el pago de las costas del juicio (fs. 155/ 
158). Apelada esta sentencia por ambas partes (fs. 159 y 160), 
la Cámara la confirmó (fs. 167/168), aunque modificando el 
monto de las regulaciones hechas a favor de los profesionales de 
los demandados. 

Que se agravian los demandados de la sentencia (fs. 174/ 
177) por no estar de acuerdo con el criterio que empicó ol Tribu- 
nal de Tasaciones para la determinación del valor de la tierra 
expropiada, y por considerar injusta la reducción del honorario 
regulado en primera instancia a favor del letrado patrocinante. 
En cuanto a lo primero, aducen, entre otras razones, que 44 si 
bien no puede desconocerse que las ventas a considerar para 
establecer el valor promedio, no deben ser en principio posterio- 
res a la fecha de desposesión, no se puede llevar al extremo ese 
criterio, para tomar operaciones de compraventa muy anteriores 
a la fecha de desposesión, y en cambio descartar las muy próxi- 
mas, posteriores a dicho acontecimiento, como podría ser, por 
ejemplo, un período de 6 meses". Formulan consideraciones so- 
bre la desvalorización de la moneda, el tiempo que lleva en trá- 
mite el juicio — 10 años — y el procedimiento irregular de toma 
de posesión por el actor. 

Que el Señor Procurador General (fs, 179) da por reprodu- 
cidas las consideraciones hechas valer por los representantes de 
su parte a través de las actuaciones, y a mérito de ello pide se 
revoque la sentencia recurrida de conformidad a la petición fiscal 
(fs. 164), vale decir fijando como total indemnización la suma de 
$ 99.000,00 m/n., sin intereses y con imposición de las costas a 
los demandados, e impugnando la sentencia en cuanto ordena 
reintegrar a los expropiados el importe de los impuestos y con- 
tribuciones que gravan a los terrenos en cuestión, devengados 
con posterioridad a la fecha de desposesión. 

Que en lo referente al agravio de los demandados relativo 
al criterio con que la Cámara estableció el valor de los terrenos 
expropiados, corresponde su rechazo por cuanto la decisión se 
sustenta en fundamentos razonables, coincidentes con los expre- 
sados por el Tribunal de Tasaciones, mediando al respecto la 
sola disidencia del representante de la parte demandada, a los 
que cabe agregar todavía los expresados por el Sr. Juez de pri- 
mera instancia a fs. 156 vta./157 (Fallos: 238: 543; 237: 230; 242: 
35 y otros). 

Que el agravio del actor referente al monto de la indemniza- 
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ción no es aceptable, pues no basta la sola afirmación de que su 
parte ha tenido presente el avaluó fiscal para el pago de impues- 
tos, aumentado en un 10 % — lo que importa % 99.000,00 m/n. e 
indicaría a su juicio, con mayor aproximación, el valor real de las 
manzanas expropiadas — , para calificar de "muy excesivo" el 
monto fijado — con la única disidencia del representante de los 
demandados — por el Tribunal de Tasaciones y aceptado, salvo 
pequeña diferencia, por el fallo impugnado; máxime ante el hecho 
de no haber comparecido su representante ante ese Tribunal, no 
obstante habérsele citado en legal forma (fs. 142/143). 

Que es procedente reintegrar a los expropiados el importe 
de los impuestos correspondientes al período posterior a la fecha 
de la desposesión, con arreglo a lo resuelto por esta Corte en 
Fallos : 244 : 39, por lo que el agravio del Fisco al respecto debe 
ser desestimado. 

Que, en cuanto a los honorarios regulados a los profesio- 
nales de la parte demandada, no cabe pronunciamiento de esta 
Corte, en atención a la reiterada jurisprudencia del Tribunal 
sobre el punto (Fallos: 242: 28; 243: 56 y otros posteriores). 

Por ello se confirma la sentencia apelada en cuanto ha sido 
materia del recurso. Las costas de esta instancia en el orden 
causado. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid — Julio 
Oyhanarte. 



JOSE FEDERICO LOPEZ 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Pensiones militares. 

El problema atinente a la compatibilidad entre la precepción de retiros mili- 
tares y el cobro de prestaciones jubilatorias ha sido objeto de inequívoca 
aclaración por parte del docreto-ley 6277/58, cuyo art. I 9 modifica a tal efecto 
el art. 29 de la ley 14.370. 

El carácter aclaratorio de esa norma y su consiguiente aplicación a casos 
no juzgados se desprende con evidencia de los considerandos que encabezan 
el mencionado decreto-ley. 

ACUMULACION DE BENEFICIOS: Pensiones militares. 

Si bien el art. I 9 del decreto-ley 6277/58 se refiere específicamente al art. 29 
de la ley 14.370 — sancionada con posterioridad a la promoción de las 
actuaciones por el interesado — , debe reputársele asimismo aclaratorio del 
art. 1* de la ley 13.076 (modificatorio del art. 38 de la lev 11.110), de«de 
que el concepto establecido por éste acerca de la acumulación de beneficios 
fué sustancialmente adoptado por la ley 14.370, salvo en lo atinente al límite 
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máximo acumulable. aumentado a $ 3.000 m/n. En presencia de menciones 
normativas análogas no es concebible que el alcance de aquella norma acla- 
ratoria quede supeditado, en cada caso, a la ley vigente en el momento de 
solicitarse el beneficio. 

En consecuencia, corresponde confirmar la sentencia que reconoce al solici- 
tante el derecho a percibir simultáneamente la totalidad de los haberes co- 
rrespondientes a la jubilación ordinaria acordada y los de su retiro militar, 
con prescindencia del límite máximo fijado por las leyes 13.065 y 13.076. 

Dk'tamkn- pe la Dihkoción General de Asuntos Jurídicos 

Adoptado romo resolución por el Directorio del Instituto Nacional de 

Previsión Social 

Señor Subdirector General de Previsión Social : 

T. El presente expediente viene en apelación al Instituto Nacional de Pre- 
visión en virtud del recurso interpuesto a fs. 01 por el ex presidente de la Caja 
Nacional de Previsión para el Personal de la Navegación contra la resolución de 
fs. 00/01, teniendo en cuenta "la importancia de la cuestión, de la cual deben 
surgir normas de aplicación uniforme para todas las Cajas...". 

TI. La resolución recurrida concede jubilación ordinaria íntegra a don José 
Federico Lope/., con un haber de $ 895,81 m/n., a partir de la cesación en el 
servicio, 27 de noviembre de 1952 (fs. 16), no obstante que el peticionario goza 
de retiro del Ministerio de Marina como Suboficial Principal Mayor (R), con 
un haber de $ 1.072,50 m/n. La resolución establece también, con carácter cene- 
ral, que la percepción simultánea de retiros militares y beneficios civiles es 
procedente sin limitación alguna en cuanto concierne a sus montos respectivos, 
por no encontrarse regida por disposiciones del nrt. 77 del decreto-ley 6395/46 
ni por las leyes 1 .1.005 y 13.070. 

III. Considero que la resolución de carácter general que propugna la Caja 
Marítima es inadmisible en cuanto reconoce la compatibilidad ilimitada de haberes 
jubila torios civiles con haberes de retiros militares. 

La veraz y minuciosa argumentación contenida en el dictamen del Sr. Asesor 
Letrado de la Caja de fs. .'U/50 (en especial de fs. 42 a fs. 46, punto III), hacen 
innecesario abundar en razones en el sentido que el art. 92 del decreto-ley 14.535 
(ley 13.065) y art. 38 de !a ley 11.110 (ley 13.070) no oponen dudas al intér- 
prete, cuando incluyen entre los beneficios acumulables hasta $ 1.500 m/n. a 
"cualquier otra jubilación, pensión o subsidio, otorgado por organismos que no senn 
dirigidos o administrados por el Instituto, sean de carácter nacional, provincial, 
municipal, militar o graciable". 

Es verdad que la Cámara del Trabajo en el caso Carranza Lucero resolvió 
la acumulación sin tope de jubilación civil y militar, pero también es verdad 
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación no se ha expedido sobre el parti- 
cular, y frente a textos legales expresos, amplios y categóricos, cuales los men- 
cionados, no cabe al Instituto hacer distingos que la ley no hace, ni autoriza. 

Con fecha 22 de agosto de 1955, la Cámara del Trabajo, con la firma de los 
doctores Honet Isla, Pettoruti y Cattánco, en el caso Galínd* f \r, Santiago José, 
reiteró la doctrina del caso Carranza Lucero, que fuera firmado por los camaris- 
tas nombrados y por el Dr. Machera; más la argumentación empleada en la 
emergencia, es la misma que se invocara en el fallo anterior. Y como tal argu- 
mentación no es a mi juicio convincente, estimo que debe insistirse en autos 
en el criterio sustentado por el Instituto, amparado en el texto amplio de la ley. 

Cuando se ha tratado de interpretar el art. 21 del decreto-ley 9316/46, 



498 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



modificado por la ley 13.971, que autorizaba una compatibilidad entre el haber 
de "prestaciones provenientes de los regímenes nacionales, provinciales y/o comu- 
nales y el ejercicio de c.:rgo público" hasta un tope de $ 3.000 m/n., el Instituto 
siempre consideró que las "prestaciones nacionales" son las que conceden todos 
los regímenes de previsión de carácter nacional, pertenecieran o no al sistema del 
Instituto Nacional, cuales los regímenes policial, militar, etc. 

Si así fué interpretado uniformemente, el art. 21 del decreto-ley 9316/46, a 
pesar de no referirse a jubilaciones militares expresamente, con m:i v or razón 
debe interpretarse el art. 38 de la ley 11.110 (ley 13.076) y el art. 92 del decreto- 
ley 14.535 (ley 13.065) en el mismo sentido y con igual alcance, ya que expresa- 
mente se incluyen en estas disposiciones las jubilaciones, pensiones o subsidios 
de carácter militar. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en el caso Alcavaza, Luis E., 
publicado en La Ley del 8 de octubre de 1955, declaró que el art. 38 de la ley 
11.110 (ley 13.07G) es aplicable al "jubilado" de la Policfa Federal que es. a su 
vez, titular de una jubilación civil, por cuanto dicha disposición legal "declara 
comprendidos en su límite, la acumulación de beneficios que provengan de "cual- 
quier" otra jubilación, pensión o subsidio otorgado por organismos que no sean 
dirigidos o administrados por el Instituto, sean de carácter nacional, provincial, 
municipal, militar o graciable, y queda dicho que la acordada al recurrente es 
una jubilación". Agregó la Corte: "la claridad del precepto acerca de la cues- 
tión planteada, revela la improcedencia de la pretensión, toda vez que la circuns- 
tancia de regirse los dos organismos jubilatorios mencionados, por leyes y sistemas 
propios, sólo permite considerar a la Ca ja de Retiros, Jubiluciones y Pensiones 
de la Policía Federal, precisamente en la categoría de ente no diriTiclo o admi- 
nistrado por el Instituto" "Por lo demás y en lo que atañe a la existencia 
de la reciprocidad y a la excepción que se pretende, cabe dar por reproducidos 
aquí lns razones que esta Corte Suprema consignara al decidir el en so inserto 
en Fallos: 229: 304, pues dada la identidad de los textos legales (art. 38, ley 
13.070 y 92, ley 13.065), aquellos fundamentos son de estricta observancia en 
cuanto a que no sólo no existe desconexión o divorcio entre los textos de la ley 
11.110 y los de la 13.593, sino que es menester conservar la armonía en los 
regímenes de previsión social, fundados en situaciones humanas semejantes y las 
soluciones que es'ablecen un concepto positivo de igualdad, porque cst^s son 
normas que responden también a la solidaridrd de los intereses que la legislación 
respectiva debe contemplar." 

Las consideraciones expuestas resultan de aplicación al caso de autos, si bien 
con ello la Corte no se ha expedido expresamente sobre el caso de compatibilidad 
entre jubilación civil y retiro militar, sino entre jubilación civil o jubilación poli- 
cial. Restaría saber si la Corte acepta el distingo a los efectos de la compati- 
bilidad entre "jubilación" y "retiro", que a mi juicio no existen a esos efectos, 
aunque haya diferencias de forma que no hacen al fondo del asunto. 

Por otra parte, las consideraciones que se hacen a fs. 57 y 58 son, en general, 
aplicables a todos los jubilados, fueren civiles o militares, y no solamente a estos 
últimos. 

IV. En lo que concierne al régimen de las bonificaciones, que es materia 
del apartado B de la resolución de fs. 60, es menester observar que debe tenerse 
en cuenta lo dispuesto por el art. 2 9 de la lev 14.370 que fija el quantum y el 
modo de determinación de dichos adicionales, sin perjuicio que el Superior rati- 
fique los incisos e), f), g) y h) del citado apartado B, donde se dispone qué 
Caja ha de ser la que deba sufragar las bonificaciones. 

Por último, nada ten<ro que observar a lo previsto en los incisos c) y d) 
del apartado B de la resolución subexamen. 4 de enero de 1956. 
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Señor Director Nacional de Previsión Social: 

En atención al dictamen precedente, al cual el suscripto adhiere, esta Direc- 
ción aconseja que la Superioridad debería adoptar en autos la siguiente resolución : 

Confírmase la resolución dada por la Caja Nacional de Previsión para el 
Personal de la Navegación (fs. 60/01), con excepción de lo dispuesto en los 
ines. a^ y b) del ap. B, declarándose que la compatibilidad entre beneficios 
militares y civiles se halla regida por el decreto-ley (¡395/46 (lev 12.921), art. 
77, por el art. 38, de la ley 11.110 y art. 92 del decreto-ley 14.535/4 (ley 12.921*, 
modificado por las leyes 13.07G y 13.065, respectivamente. 4 de enero de 1955. 

Dictamen del Procurador General del Trabajo 
Excma. Cámara : 

No creo necesario extenderme en mayores consideraciones para optar por la 
revocatoria de la resolución recurrida, pues, peso a las duras críticas de que ha 
sido objeto un precedente jurisprudencial emanado de este Tribunal, lo real es 
que la solución que corresponde adoptar debe ser la misma a que se arribó en 
aquel caso. Me refiero a los autos "Carranza Lucero, Nicanor" (La Ley: 71: 711; 
Fallos: 226: 375). 

Sólo deseo aclarar que, en tal oportunidad, el Instituto Nacional de Previsión 
Social, al intentar el recurso extraordinario planteó dos cuestiones: a) si era 
o no limitable legalmente, en cuanto al monto, la acumulación de una jubilación 
civil y un retiro militar; b) a quien correspondía ¡.bonar la bonificación insti- 
tuida por la ley 13.478. 

La Corte sólo decidió esta última cuestión, puesto que, de acuerdo a lo 
dictaminado por el Señor Procurador General de la Nación, consideró que la 
primera no podía ser materia del remedio fedeiY.l intentado, toda ve/, que 
la conclusión a que se arribara sobre el particular revestiría el alcance de un 
pronunciamiento abstracto, ante la concreta situación ph'.nt^ada. 

De esta forma quedó desestimada la pretensión del Instituto y, consiguiente- 
mente, consentida y firme la sentencia de este Tribunal. 

Considerando pues que, tanto en su forma como en su fondo, es viable el 
recurso interpuesto — art. 14 de la ley 14.230 — , aconsejo a V. E. la revocatoria 
de la resolución recurr da. Despacho, 29 de julio de 1957. — Víctor A. Sureda 
Graclls. 

SENTENCIA DE I. A CÁMARA NACIONAL DE APELACIONES DEL TRABAJO 

En la ciudad de Buenos Aires, a los treinta y un días del mes de julio del 
año mil novecientos cincuenta y siete, reunidos en la Sala de Acuerdos, bajo la 
Presidencia de su titular Doctor Armando Dr.vid Machera, los Vocales Doctorea 
Mario E. Videla Morón y Electo Santos, a fin de considerar el recurso deducido 
contra la resolución de fs. 70, se procede a oir las opiniones de los Señores Voca- 
les en el orden de sorteo practicado al efecto, resultando así la siguiente exposi- 
ción de fundamentos y votación : 

El Dr. Videla Morón, dijo: 

El Instituto Nacional de Previsión Social, en su resolución del 31 de ju'io 
de 1050 (fs. 75 vta.), declaró "que la compntibilidad entre beneficios militares 
y civiles se halla regida por el decreto-ley 0395/40 (ley 12.921) art 77; por el 
art. 38 de la ley 11.110 y art. 92 del decreto-ley 14.535/44 (ley 12.921), modi- 
ficado por las leyes 13.076 y 13.065, respectivamente". 
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El actor se agravia de dicha decisión, pues entiende no ser aplicable, en el 
presente caso, las normas legales precitadas, en razón de tratarse de un "retiro 
militar" y no de jubilación, pensión o subsidio. 

El Instituto, en el ilustrado dictamen de fs. 73/84, el cual sirve de funda- 
mento a la resolución recurrida, hace sus argumentaciones para oponerse a la 
compatibilidad en el goce simultáneo de un beneficio emanado de las leyes nacio- 
nales de previsión y un "retiro militar", y decide así pronunciarse por no parc- 
cerle convincente la sentencia dictada por este Tribunal in re, "Carranza Lucero, 
Nicanor", del 22 de agosto de 1956, y aplica, para respaldar su criterio, el fallo 
de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, dictado en el caso "Alcavaza, Luis 
E.", referente a la acumulación de "jubilación civil" y "jubilación de la Policía 
Federal", aunque advierte no se definió en él la compatibilidad entre "jubilación 
civil" y "retiro militar". 

Extraña, en verdad, la omisión incurrida por la demandada, cuando cita la 
jurisprudencia de este Tribunal, al no hacer referencia al caso análogo al de 
autos, fallado por esta Cámara en 23 de marzo de 1956, in re "Jolly, Armando 
Juan s. jubilación (ley 4349)", pues en el considerando IV) del voto del vocal 
preopinante, se hace el distingo entre las instituciones provisionales denominadas 
"retiro militar" y "jubilación civil", aplicable al "sub lite", habiendo sido, en su 
hora consentida dicha sentencia. 

Estimo, sin desmedro de lo dictaminado por el Señor Procurador General 
a fs. 88, cuyo criterio comparto y hago mío, aplicable en esta ocasión lo dicho en 
la citada sentencia del 23 de marzo de 195G, y, a tal efecto, reproduzco aquí lo 
expuesto en ella, o sea: "IV) Es necesario establecer, como acertadamente lo 
señala el recurrente a fs. 65/70, cual es la naturaleza del «retiro militar» y, en 
su mérito, señalar las notas caracterizantes distintas a las de jubilación, a fin 
de determinar la diferencia existente entre ambos institutos jurídicos y poder 
considerar excluido el «retiro militar» de la expresa disposición legal aplicada 
por el Instituto." 

"En efecto: la ley 13.990 organiza las fuerzas armadas de la Nación y en 
su articulado señala todo cuanto atañe al «personal militar». El «retiro militar» 
significa una situación de revista para el «personal militar» (art. 50, ley citada), 
el cual puede encontrarse en diferentes situaciones comprendido: cuadros perma- 
nentes retirados,. . . etc. (art. 4 9 , ley citada) y tanto en la actividad como en el 
retiro, goza dicho personal de «estado militar» (art. 4 9 , ley citada). En razón 
de ese «estado militar» está sujeto a un conjunto de deberes y obligaciones impera- 
tivamente impuestos, comprendido en la jurisdicción militar y disciplinaria 
en lo pertinente a su situación de revista (art. 7*, ley citada), formando parte, 
cualesquiera sea esa situación, de las fuerzas armadas (arts. 7 9 , 63 y 65, ley 
citada). Puede el retirado pasar del «retiro efectivo» al «retiro activo» y de éste 
a aquél, y retornar nuevamente al primero, lo cual significa su reincorporación 
a la actividad, en orden a la necesidad del servicio, por imperio de la ley, o por 
voluntad y petición del interesado (arts. 84 y 85, ley citada) y goza* mientras 
reviste como retirado de un «haber de retiro» y no de «jubilación», «pensión o 
subsidio» (art. 05, ley citada). 

El «retirado militar» mantiene, va esté en situación de retiro efectivo o activo 
(art. 63, ley citada), su «estado militar» y forma parte de las fuerzas armadas 
de la Nación, debiendo considerarse su «haber de retiro» como un «sueldo de reti- 
ro» y no una jubilación, pues puede ascender. 

El «retirado militar» tiene deberes y obligaciones a cumplir aun dentro de 
esa situación de revista, pues prosigue formando parte del «personal militar»; 
mientras el jubilado civil ha dejado de pertenecer al personal de la Administra- 
ción Pública y no es más agente civil de la Nación ni tiene deberes y obligaciones 
a cumplir, en tal carácter, como tampoco las tienen los otros jubilados, compren- 
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didos en los regímenes nacionales de previsión social para con sus respectivos 
patronos, en cuanto fueron sus subordinados. 

El «retiro militar» puede producirse en cualquier etapa de la carrera, por 
inhabilitación para ejercerla, en razón de un detecto físico; por calificaciones 
bajas impidientes de la promoción al grado inmediato superior; por deber pro- 
ducirse vacantes por imperio de la ley (art. 89, ley citada), y, en cambio, la 
jubilación ordinaria sólo exige una antigüedad de servicios determinada y la 
edad mínima tope, siendo un derecho del titular, al cual podrá o no acogerse 
voluntariamente, según las circunstancias. 

"El art. 92 del decreto-ley 14.535/44, modificado en la forma precitada, 
cuando dice «. . .son acumulables entre sí y con cualquier otra jubilación, pensión 
o subsidio, otorgados por organismos que no son dirigidos o administrados por el 
Instituto, sean de carácter nacional, provincial, municipal, militar o graciable, 
hasta Ja suma de $ 1.500 m/n.». 

La calificación dada por la ley ha de hacerse agregando el adjetivo «militar> 
al sustantivo «jubilación, pensión o subsidio», según el caso, y como bien lo señaló 
el Señor Procurador General en su dictamen del citado caso «Carranza Lucero, 
Nicanor» (La Leí/, tomo 71, p. 711), sólo cabía aceptar como locución substanti- 
vada para señalar un beneficio existente, dentro de nuestra legislación, las de 
«pensión militar» o «subsidio mili lar» y estas derivan de leyes distintas de la orgá- 
nica de las fuerzas armadas, donde la pensión se origina en el «retiro militar», 
gozado por el causante o al cual tuvo derecho ésíc, según su «estado militar». 

L;;s «pensiones o subsidios militares» previstos por el mentado art. 92 del 
decreto-ley son las reconocidas por las leyes especiales a los derechohabientes de 
guerreros de la independencia, del Brasil y del Paraguay, y de los Expediciona- 
rios del Desierto, como así también los comprendidos en el art. 4 V , con respecto 
a las situaciones previstas por los ines. b) y í ) del 3? de la ley 12.821, modifi- 
cado por el decreto-ley 17.923/44, convalidado por la ley 12.921, y así se declara." 

Por lo dicho, y conforme a lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
a fs. 88, voto por la revocación de la resolución de fs. 75 vta., haciendo lugar 
al pedido de compatibilidad solicitado por don José Federico López entre la 
jubilación proveniente de un régimen nacional de previsión y el retiro militar 
del cual es titular, sin limitación alguna, por no ser aplicables en esta situación 
los arts. 77 del decreto-ley 6395/40 (ley 12.921); 38 de la ley 11.110 y 92 del 
decreto-ley 14.535/44 (lev 12.921), modificados estos dos últimos por las leyes 
13.07(5 y Í3.065. 

Los Dres. Santos y Machera, dijeron: 

Que compartiendo los fundamentos expuestos en su voto por el Vocal pre- 
opinante, se adhirieron al mismo. 

Por lo que resulta del precedente Acuerdo, el Tribunal resuelve: 

Revocar la resolución de fs. 75 vta., haciendo lusrar al pedido de compati- 
bilidad solicitado por don José Federico López entre la iubilaeión proveniente 
de un réeimen nacional de previsión y el retiro militar del cual es titular, sin 
limitación alsruna, por no ser aplicables en esta situación los arts. 77 del decreto- 
ley 6395/46 Mpv 12.921); 38 de la lev 11.110 y 92 del decreto-ley 14.535/44 (ley 
]2.9?1). modificados estos dos últimos por las leyes 13.076 y 13.065. — Mario 
E. Videla Morón — Armando David Machera — Electo Santos. 
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Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso extraordinario concedido a fs. 99 es procedente, 
por haberse puesto en cuestión la inteligencia de normas federa- 
les y ser la decisión del superior tribunal de la causa contraria 
a las pretensiones del apelante. 

En cuanto al fondo del asunto, opino que es correcto el cri- 
terio adoptado en el fallo del a quo en el sentido de admitir la 
acumulación, sin limitaciones en cuanto al monto,, de un haber 
de retiro militar con la prestación abonada por una caja civil de 
previsión social. 

Entiendo que ello debe ser así porque la limitación derivada 
de las leyes 13.0(55 y 13.07G no comprende los haberes que perci- 
ben los individuos de las fuerzas armadas en situación de retiro. 

Esta conclusión se justifica, en mi sentir, no tanto por una 
glosa gramatical del texto legal en sí, que deja subsistente cierto 
margen de incertidumbre, como por consideraciones de índole 
sistemática que esclarecen su campo de aplicación. 

Tales consideraciones las suministra en primer termino la 
diferente situación en que se encuentra el retirado militar res- 
pecto de la institución armada, con relación al jubilado civil res- 
pecto de la administración, organismo o empresa en que prestó, 
servicios. A ello hice referencia, siquiera incidental, en el caso 
que se registró en Fallos: 236: 588, distingo que fué admitido 
por V. E. 

En segundo lugar, y como razón más decisiva, es preciso te- 
ner en cuenta que esa distinta situación de retirado y jubilado 
asume también caracteres de contenido económico, no sólo disci- 
plinario, que obligan a resolver de manera diversa sus casos 
respectivos. 

En efecto, el beneficiario de jubilación que vuelva al servicio 
o continúe en otro que no hubiera sido considerado para otorgar 
la prestación, puede solicitar, al cesar en el mismo, el reajuste o 
transformación del beneficio, con la inclusión de las remunera- 
ciones pertinentes (ley 14.370, art. 24; decreto-ley 9316/46, arts. 
11 y 14). Cabe por otra parte aducir que la ley 14.370, que impo- 
ne la prestación única a partir de su vigencia (ver mi dictamen 
de fecha 25/10/957 en la causa "Raiter, Isaac Moisés s/ jubila- 
ción" R.31, L.XIII), no establece limitación de monto en la me- 
jora del haber jubilatorio de origen. 

Para los retirados militares, en cambio, las remuneraciones 
por servicios civiles simultáneos o sucesivos, no son computables 
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a los efectos de la determinación del haber de retiro ni poseen 
tampoco la virtud de mejorarlo. 

En estas condiciones parece razonable que no rija para un 
caso como el de autos de un retirado militar que después obtiene 
un beneficio civil, la acumulación limitada que vinieron a auto- 
rizar las leyes L'MHif) y i;J.07G para los afiliados de las cajas 
integrantes del Instituto Nacional de Previsión Social, situación 
esta última que ha modificado en buena parte, vuelvo a recor- 
darlo, la ley 14.870 (arts. 23 y 24). 

Por estas razones y concordantes del fallo apelado, opino 
que este debe ser confirmado en cuando pudo ser materia del 
recurso. Buenos Aires, 28 de abril de 1958. — Sebastián Soler. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 19f)9. 
Vistos los autos: "I/>pcz, José Federico s/ jubilación". 
Considerando : 

Que, según consta en autos, el Sr. José Federico López, titu- 
lar de un haber de retiro de $ 1.072,f)0 m/n., con más un aumento 
de $ 100,00 m/n. —fundado en el decreto G000/.Y2— (fs. 6), soli- 
citó y obtuvo jubilación ordinaria, cuyo monto debió ascender a 
$ 895,81 m/n. (fs. 2(>), conforme a lo provisto por el decreto-ley 
639i)/46. Con tal motivo, discutióse si ambos beneficios, habida 
cuenta de la naturaleza que les es propia, podían o no ser acumu- 
lados con prescindencia del límite máximo fijado por las leyes 
13.0Ü5 y líi.OTG. 

Que, al pronun *iarse sobre ei punto, el tribunal a quo, revo- 
cando la decisión emitida por el Instituto Nacional de Previsión 
Social (fs. 76), hizo lugar al pedido de compatibilidad solicitado, 
declarando que el era procedente sin limitación alguna por no ser 
aplicables a esta situación los arts. 77 del decreto-ley (>.'>í).">/4(> 
(ley 12.921), :J8 de la ley 11.110 y í)2 del decreto-ley ' 14.r>:r>/44 
(ley 12.1)21), modificados estos dos últimos por las leyes i;>.07(5 
y í;U)6r> (fs. 8Í>/!)1). 

Que, contra esa sentencia, el apoderado del Instituto Nacio- 
nal de Previsión Social interpuso recurso extraordinario (fs. 97)/ 
0(i), el que le fue concedido (fs. })!)) y es procedente en razón de 
haberse cuestionado en autos la inteligencia de normas federales 
y ser la decisión contraria al derecho que el apelante funda en 
ellas. 

Que el problema atinente a la compatibilidad entre la percep- 
ción de retiros militares y el cobro de prestaciones jubilatorias, 
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ha sido objeto de inequívoca aclaración por parte del decreto- 
ley 6277, del 28 de abril de 1958, cuyo art. V dispone lo siguiente: 
"Modifícase el art. 29 de la ley 14.370, agregando como tercer 
párrafo, el siguiente: "El principio de la acumulación a que se 
refiere la primera parte de este artículo, no sé aplicará a los 
prestatarios de servicios que tuvieran derechos jubilatorios de 
acuerdo con esta ley, y que se hallaren en el goce de un retiro 
militar, excepto cuando los servicios civiles invocados se hubie- 
ren prestado simultáneamente con los de carácter militar, o cuan- 
do hayan sido ya computados, para establecer el haber de aquel 
retiro". 

Que el carácter aclaratorio de esa norma y su consiguiente 
aplicación a casos no juzgados, como el de autos (art. 4 9 del 
Código Civil), se desprenden con evidencia de los considerandos 
que encabezan el mencionado decreto-ley, pues en ellos, tras 
expresarse que la incompatibilidad entre el cobro de ambos bene- 
ficios no guarda armonía "con el espíritu que informa la ley", 
se dice: "Que frente a ello, y no existiendo en la ley 14.370 
incompatibilidad alguna en el goce de ambos beneficios, se hace 
un deber ineludible reparar, mediante una equitativa aclaración 
legislativa, las posibles dificultades que pueda traer aparejada 
una norma legal, puntualizando así su verdadero alcance". 

Que si bien el art. I 9 del decreto-ley 6277/58 se refiere espe- 
cíficamente al art. 29 de la ley 14.370 — sancionada con posterio- 
ridad a la promoción de las presentes actuaciones — , debe asi- 
mismo reputarse aclaratorio del V de la ley 13.076 (modificato- 
rio del art. 38 de la ley 11.110), desde que el concepto establecido 
por éste acerca de la acumulación de beneficios fué substancial- 
mente adoptado, salvo en lo atinente al límite máximo acumu- 
lable, que se aumentó a la suma de $ 3.000,00 m/n., por la referida 
ley 14.370. En presencia, pues, ele menciones normativas análo- 
gas, no es concebible que el alcance de aquella norma aclaratoria 
quede supeditado, en cada caso, a la ley vigente en el momento de 
solicitarse el beneficio. 

Que siendo así, cabe concluir que el interesado tiene derecho 
a percibir simultáneamente la totalidad de los haberes correspon- 
dientes a la jubilación acordada en autos y los que le abona el 
Ministerio de Marina según planilla de fs. 6. 

Por ello, y habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se confirma la sentencia de fs. 89/91 en lo que ha sido mate- 
ria de recurso extraordinario. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Luis María 

BOFFI BOGGERO. 
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S. A. COMPAÑIA SWIFT dk LA PLATA v. INSTITUTO NACIONAL 

i>k PREVISION SOCIAL 

JUBILACIOX DEL PERSONAL DEL COMERCIO, ACTIVIDADES AFI- 
NES Y CIVILES : Personas comprendidas. 

Establecido por el tribunal a quo, de manera irrevisible en la instancia extra- 
ordinaria, que existe, por una parte, subordinación de los obreros y, por otra, 
dirección y vigilancia de la empresa frigorífica recurrente, respecto del per- 
sona! de "changadores" o peones ocupados transitoriamente por la última, 
es incuestionable la inclusión de tales trabajadores dentro del régimen jubi- 
latorio establecido en el decreto-ley 31.(505/44, de conformidad con lo dis- 
puesto en el art. 2* de ese cuerpo legal. La falta de continuidad de la rela- 
ción jurídica (contratación discontinua, accidental o transitoria) no tiene 
significación alguna ante lo que preceptúa el art. 7 y , in fine, de dicho decreto- 
ley. En consecuencia, corresponde confirmar el fallo que condena a la 
empresa a cumplir la obligación establecida en el art. 05 del decreto-ley 
aludido. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Si las actuaciones fueron promovidas, esencialmente, con el propósito de 
que quedara establecida la existencia o inexistencia de obligación de la 
empresa respecto de su personal de changadores frente al régimen jubila- 
torio con arreglo al art. 111 del decreto-ley 13.037/40, equivalente al art. 82 
del decreto-lev 31.005/44, la decisión acerca de la mera calificación de los 
servicios de la que resulte cuál es la Caja que, más adelante, otorgará el 
beneficio respectivo, no lesiona derecho alguno actual de la compañía actora. 

Dicta m rx m: la Comisión* \n: Lkoisi.ación' k Tktkkimíktación 

Adoptado romo resolución ))or el Directorio del Instituto Nacional 

de Previsión Social 

Señores miembros d< la Junta: 

La Cía. Swift de La Plata S. A., se presenta en estas actuaciones solicitando 
se le aclare la situación frente a la Sección, del personal de changadores o peones 
que prestan servicios en los mercados de Hacienda de Liniers o Avellaneda, ocu- 
pados en tareas accidentales relativas al movimiento de ganado. Manifiesta la 
sociedad recurrente que nunca ha considerado a esos changadores dependientes 
suyos, atento que son trabajadores autónomos o independientes, pudiendo consi- 
derárselos como contratistas de mano de obra; asimismo hace notar que falta en 
la relación de los mismos con la sociedad, los elementos típicos de un verdadero 
contrato de trabajo, continuidad y permanencia. 

En la Inspección efectuada a la firma en cuestión, el inspector actuante 
constató que cuando la cantidad de trabajo a realizar para el movimiento de 
ganado excede a las posibilidades normales del personal permanente que el frigo- 
rífico dispone, recurre al empleo de "changadores" que se ofrecen pan esas 
labores extraordinarias; los mismos mediante una remuneración por horas o por 
realización completa de determinado trabajo ejecutan las operaciones descintas 
por cuenta del empleador, finalizadas las cuales vuelven a ofrecerse indistinta- 
mente a otros frigoríficos; añade que la diferencia entre el personal permanente 
que realiza todos los días las tareas de movimiento de ganado y el ocasional 
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llamado "changadores" radica en la estabilidad, pero se halla igualmente sujeto 
a la vigilancia y dirección de la compañía, quien al liquidarle su jornal le paga la 
parte proporcional del sobresueldo anual complementario. 

Esta Comisión que comparte el dictamen del Departamento Legal agregado 
a fs. 9, considera que el personal de referencia no reviste el carácter de autónomo o 
independiente que la firma le asigna, sino que al efectuar sus tareas bajo el 
control y vigilancia de la empresa surge que la ingerencia de la misma tiene por 
finalidad la de controlar sus propios intereses, por lo que a juicio de esta Comi- 
sión se halla cumplida la relación de "trabajo por- cuenta ajena" que a los 
efectos de la aplicación de nuestro régimen legal exige el art. 2 9 , inc. a), sin 
que por ello sea óbice pr.ra la inclusión el hecho de que sus tareas sean de 
carácter transitorio o accidental (art. 7 9 ). 

Por otra parto, es de aplicación en el caso presente por analogía la Reso- 
lución del II. Directorio de fecha 5/10/950 en que se resolvió: "Declarar compren- 
didos en el régimen del decreto-ley 31.665/44, a los señores Pedro y Juan Elizaga 
y a los señores Elido José Imperiales, Miguel Elizaga, Felipe José Sánchez, José 
Imperiado, Ricardo Sánchez, Silverio Antonio Genestouse, Alfredo Genestouse y 
Salustiano Aguilr.r, ocupados como capataces y peones, respectivamente, por la 
firma Pedro y Antonio Lanusse en el Mercado de Hacienda de Avellaneda." 

Por las consideraciones expuestas vuestra Comisión de Legislación e Inter- 
pretación aconseja elevar al H. Directorio el siguiente proyecto de resolución: 

lo) Está comprendido en el régimen del decreto-ley 31.665/44, el personal 
de "chnn*x: dores" o peones que transitoriamente ocupa la Cía. Swift de La Plata 
R. A., en los mercados de Hacienda de Liniers y Avellaneda, en labores relativas 
al movimiento de ganado (art. 2' y 7*). 

2 P ) En consecuencia, la firma mencionada debe dar cumplimiento respecto al 
personal mencionrdo con las obligaciones que establece el art. 65 a partir del 
1* de enero de 1945, bajo apercibimiento de las sanciones que determina el 
art. 68. 9 de noviembre de 1951. 



Sentencia dk la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo 

Buenos Aires, 21 de octubre de 1957. 

Vistos y considerando: 

Para resolver la apelación deducida, el Dr. Cattaneo, dijo: 

Pi bien la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación al resolver "in 
re" "Descours y Cabaud S. A. s. incumplimiento decreto-lev 31.665/44" ( sen- 
tencia de junio 4 de 1956 registrada en el tomo 235, p. 33/41 de la Colección de 
FfllloO declaró que para estar comprendido dentro del régimen del decreto 
31.665/44 (art. 2*), además de la actividad por cuenta ajena, se requiere la 
existencia de alguna relación de empleo elemental, que evidencia la subordinación 
o dependencia con el comerciante, para que no se configure el trabajo por cuenta 
propia — que lo excluiría como actividad libre contemplada en el inc. c) del 
art. 3°; posteriormente precisó los alcances de esta doctrina destacando que la 
nota de la "dependencia" requerida se cumple con la sola "dependencia econó- 
mico" de onien trnbaia por cuenta ajena, extremo éste que ha tenido en cuenta 
el decreto 31.665/44 para imponer la obligación de los aportes — art. 2*, ines. a) y 
M v nrts. 7*. 8* y 13— (sentencia dictada por la C. S. J. N. "in re" "Rotto 
Ricardo v Cía. S. R. L. s. incumplimiento decreto-ley 31.665/44" — de fecha 
junio de 1956 publicada en el tomo 235, págs. 135/140—). 

TVínmlo a salvo el criterio sustentado por esto Sala II al resolver "in re" 
"A. R. E. C. O. S. A. c/ I. N. P. Social s/ decreto-ley 31.665/44" —sentencia 
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11.290 del 18/11/5.')—, considera el opinante necesario ajustar el presente fullo 
aj pronmciamiento del Superior 'i ribunal de la NV.ción con los alcances e inter- 
pretación de la ley efectuada por este último. En tal sentido analizando jas 
constancias del escrito de fs. 1/3, informe de fs. 7 que determina las exactas 
condiciones de prestación de h:s t reas sometidas a consulta, dictamen de fs. 9 
y resolución de fs. 11/13 vta, de la. Junta Seccional (decreto 31.(505/44) y del 
I. N. P. Social escrito de apelación, memoriales de is. 34 y 30/37, arriba el 
suscripto a la conclusión de que la resolución apelada sur se correcta en cuarto 
declara comprendidos en el régimen del deerc'o 31.005/44 a los trabajadores 
denominados "changadores" que utiliza la actora en los mercados de Hacienda de 
Liniers y Avellaneda, pues éstos se desempeñan por cuenta ajena — de Compañía 
Swift de La Plata S. A.—, observando i?unl modalidad en el cumplimiento de 
sus labores que el personal permanente de la empresa con idéntica subordinación, 
vigilancia y dirección dt la Compañía. 

Siendo así sólo se diferencian del plantel permanente en la contratación 
discontinua, accidental transitoria, que no excluye la nota tipi Picadora de la depen- 
dencia económica y del trabajo por cuenta ajena r.ludida por la Corte Suprema 
en el fallo citado. 

A mayor abundamiento, también debe destacarse que el pairo de la remu- 
neración por jornada, o en otra forma no implica menoscabo para la real situa- 
ción de la relación laboral mantenida entre las partes, siendo por el contrario 
una característica del traba jo dependiente el hecho de percibir junto con el jornal 
la pa^ra de la parte proporcional del sueldo anual complementario que sólo se 
devenga en virtud del decreto 33.302/45 para los que cumplen sus tareas bajo 
dependencia respecto a su empleador. 

Kn mérito a lo expuesto voto por la confirmatoria de la sentencia de fs. 11/13 
en cuanto ha sido materia de recursos y agravios. Costas por su orden en la Al- 
zada atenta la naturaleza de la causa (art. 02 de la L. O.). 

El Dr. Pettoruti, dijo: Adhiero mi voto al del Dr. Cattaneo por sus funda- 
mentos agregando que cualquiera fuere la ('aja donde debiera incluirse a los 
"changadores" de la «pelante decreto 13.937/46 o 31.605/44 — en su desempeño 
por cuenta ajena y bajn dependencia económica del empleador — igualmente re- 
sultaría la obligación de la compañía de efectuar los aportes y regularizar su 
situación a los fondos de una de las Cajas. 

El Dr. Miguez, dijo: Adhiero mi voto al del Dr. Cattaneo por sus funda- 
mentos. 

Por ello y como resultado de la votación que antecede, se resuelve: Con r irmar 
la sentencia de fs. 11/13 en cuanto ha sido materia de recurso y asrravios. Costas 
por su orden en la alzada (art. 92 de la L. O.). — O.scar 37. A. Cattaneo — Ores- 
te Pettoruti — Miguel (7. Migues. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Abierta, como ha quedado, por V. E. la instancia extraordi- 
naria de conformidad con mi dictamen, tócame ahora expedirme 
sobre el fondo del asunto. 

Pienso al respecto, que la situación de las personas de que 
aquí se trata, esto es, los llamados " changadores" que trabajan 
(Mi los mercados de hacienda de Avellaneda y Liniers, por cuenta 
y orden de la Compañía " Swift de La Plata" S. A., ha sido bien 
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encuadrada por la sentencia de fs. 39 en el ámbito del decrclo- 
ley 31.665/44. 

En efecto, si, como lo sostiene el fallo en recurso con funda- 
mentos de hecho y prueba irrevisibles por vía del remedio fede- 
ral intentado, las condiciones en que esos trabajadores prestan 
sus servicios no difieren de los (pie rigen para el personal per- 
manente a órdenes de la recurrente, salvo en el carácter inter- 
mitente de su contratación, no se advierte cuál sería la razón 
valedera para excluirlos del régimen provisional. 

De las condiciones de hecho establecidas en el sitb examine, 
se desprende que los "changadores" operan bajo el gobierno y 
vigilancia de la empresa que los utiliza, de donde resulta que la 
paga que reciben por la actividad encomendada "importa una 
situación de dependencia económica", lo cual justifica la obliga- 
ción de hacer los aportes que indica el art. S p del decreto-ley 
31.665/44 v que en el caso se requieren a "Swift de La Plata" 
S. A. (cf. Fallos: 235: 129). 

No desvirtúa la precedente afirmación, como pretende el ape- 
lante, el hecho de que la contrata de esos trabajadores sea libre 
y voluntaria de su parte, ya que esa característica es común a 
toda relación laboral, y no puede ser de otro modo, desde el mo- 
mento que el trabajo obligatorio sería repugnante al régimen de 
la Constitución (art. 15). 

Observo, por último, que debí? desestimarse la pretensión 
del recurrente en el sentido de que su obligación de efectuar 
aportes jubilatorios sería exigible, en todo caso, por la caja del 
decreto-íey 13.937/46. 

Ello por no ser, en principio, cuestión justiciable la determi- 
nación del régimen al cual se ha de aportar (cf. Fallos: 229: 
460), y no acreditarse un interés legítimo y actual para proceder 
como se pide. 

Opino, en consecuencia, que corresponde confirmar la sen- 
tencia apelada en cuanto pudo ser materia del recurso. Rueños 
Aires, 30 de julio de 1958. — Ramón Lasrauo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Compañía Swift de La Plata S A. < 
Instituto Nacional de Previsión Social s planteamiento situación 
frente al decreto-ley 13.937/46". 

Considerando : 

Que contra la sentencia de fs. 39/40, confirmatoria de la 
resolución del Instituto Nacional de Previsión Social, por la que 
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se declaró que 4 4 está comprendido en el régimen del decreto-ley 
31.665/44, el personal de "changadores" o peones que transito- 
riamente ocupa la Cía. Swift de La Plata S. A., en los mercados 
de Hacienda de Liniers y Avellaneda en labores relativas al 
movimiento de ganado", y que dicha empresa debe cumplir la 
obligación establecida por el art. 65 del mencionado decreto-ley 
a partir del l 9 de enero de 1945, se interpuso recurso extraordi- 
nario (fs. 49/50), el que fue denegado (fs. 31). Deducido el per- 
tinente recurso de queja (fs. 62/64), esta Corte declaró la proce- 
dencia formal de la apelación intentada (fs. 72). 

Que, según lo pretende el recurrente, la sentencia de la Cá- 
mara debe ser revocada, por cuanto no se ajusta a la correcta 
inteligencia de las disposiciones federales que rigen la materia. 
Sostiene que 4 'el personal de changadores' 9 no es alcanzado por 
esas disposiciones, ya que no se trata de "dependientes", sino 
de 44 trabajadores autónomos o independientes, a quienes se po- 
día calificar como contratistas de su mano de obra". Sólo me- 
dian, añade, prestaciones eventuales de trabajo, de modo que la 
actora carece de derecho a exigir la prestación de los servicios, 
los que pueden serle rehusados y, en cambio, realizados para 
4 4 cualquiera que los demande". Faltaría, pues, relación de depen- 
dencia. Kn el peor de los supuestos, dícese también en el escrito 
de fs. 49 50, la afiliación del personal, de ser obligatoria, debería 
efectuarse en la Caja del decreto-ley 13.937/46. 

Que el pronunciamiento del tribunal a quo incluye la afir- 
mación de que los trabajadores cuya afiliación se discute hállan- 
se colocados en una situación jurídica caracterizada por los si- 
guientes rasgos principales: a) se desempeñan por cuenta ajena; 
b) lo hacen en las mismas condiciones que el personal perma- 
nente de la empresa; c) o sea que, por un lado, existe subordi- 
nación de los obreros y, por otro, dirección y vigilancia de la 
compañía (fs. 39 vía., voto del Dr. Oscar M. A. Cattaneo, al que 
adhirieron los demás miembros de la Cámara). 

Que, siendo irrevisibles tales conclusiones de hecho en la 
instancia extraordinaria, no parece dudoso que el argumento bá- 
sico del apelante no puede prosperar. Conforme al texto expreso 
del art. 2" del decreto-ley 31.665/44 y a la doctrina establecida 
por esta Corte en el precedente de Fallos: 23o: 129, la sola con- 
currencia de las modalidades señaladas en el considerando ante- 
rior es bastante para decidir el mantenimiento de la sentencia 
dictada por la Cámara. Si en otros supuestos el alcance de aquel 
precepto puede suscitar dudas, no cabe discutir que, cuando me- 
dia subordinación o dependencia en los términos ya vistos, es 
procedente e incuestionable la inclusión de los trabajadores den- 
tro del régimen jubilatorio sobre el que versa el litigio. 
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Que, por lo demás, el obstáculo aparente que podría derivar 
de la falta de continuidad de la relación jurídica, esto es, ríe 
lo que la sentencia apelada llama "la contratación discontinua, 
accidental o transitoria", no tiene significación alguna ante lo 
que expresamente preceptúa el art. 7 9 , iv fine, del mismo decre- 
to-ley. 

Que en cuanto al aspecto — incidentalmente planteado — re- 
lativo a si corresponde aplicar el régimen del decreto-ley 31.665/ 
44 o el del decreto-ley 13.937/46, debe entenderse, como lo advier- 
te el Señor Procurador General, que el apelante carece de interés 
jurídico actual. Ello, de modo principal, debido a que las presen- 
tes actuaciones fueron promovidas, esencialmente, con el propó- 
sito de que quedara establecida la existencia o inexistencia de 
obligación de la empresa respecto del personal de changadores 
frente al régimen jubilatorio con arreglo al art. 111 del decreto- 
ley 13.937/46, equivalente al art. 82 del decreto-ley 31.665/44 
(fs. 1/3), de manera tal que la decisión acerca de la mera cali- 
ficación de los servicios de la que resulte cual es la Caja que, 
más adelante, otorgará el beneficio respectivo, no lesiona derecho 
alguno de la actora. Y en esas condiciones la cuestión ha de 
considerarse abstracta. 

En su mérito, habiendo dictaminado el Señor Procurador 
General, se confirma la sentencia de fs. 39/40 en cuanto ha sido 
materia del recurso extraordinario. 

Alfredo Ükgaz — Benjamín Villk- 

C. AS BaSAVILBASO AlliSTOBULO 

D. Akáoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Bogoero — Julio 
Oyhanaute. 



MAMA FLOMDOR VALLK v Otkos 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competí ¡tria prual. Pluralidad d<> delitos. 

La circunstancia de que la justicia federal conozca del hurto <|iie se imputa 
al procesado no obsta a la competencia de los tribunales provinciales respecto 
de la defraudación que aquél habría cometido ni vender a particulares las 
cosas hurtadas. Trátase, en el c;:so, "prima fació", de delitos conexos pero 
independientes, cuyo conocimiento corresponde a la justicia federal y provin- 
cial por aplicación de las reglas generales de competencia y sin perjuicio de 
observarse oportunamente lo dispuesto en el art. '*S del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal. 
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Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 'Valle, María Floridor y otros p. ss. aa. 
s./ hurto". 

•Considerando : 

Que el recurso extraordinario interpuesto a fs. 46 por el 
Sr. Fiscal de ('amara es procedente, pues la resolución de fs. 43/ 
44, en lo que ha sido materia de la apelación, resulta denega- 
toria del fuero federal, invocado expresamente en el dictamen 
de fs. 4 vta. 

Que en el estado actual de la causa y sin perjuicio de lo 
*)ue pueda decidirse cuando se califiquen en definitiva los hechos 
investigados en ella, la resolución de fs. 43/44 debe ser confir- 
mada. En efecto: la circunstancia de que la justicia federal co- 
nozca del hurto imputado a María Floridor A T alle no es suficiente 
para acordarle competencia respecto de la defraudación que aquél 
habría cometido al vender a particulares las cosas hurtadas. Trá- 
tase, según puede apreciarse "prima facie", de delitos conexos 
pero independientes, cuyo conocimiento corresponde a la justicia 
federal y provincial por aplicación de las reglas generales de 
competencia y sin perjuicio de observarse oportunamente lo dis- 
puesto en el art. 38 del Código de Procedimientos en lo Criminal 
—Fallos: 2<)(>: 2<il ; doctrina de Fallos: 233: 121; 235: 41; 243: 
368 y de la reiterada jurisprudencia de esta Corte en materia de 
encubrimiento — . 

Por ello, se confirma el auto apelado de fs. 43/44 en cuanto 
ha sido materia del recurso extraordinario deducido a fs. 4(). 

Alfkkpo Or<;az — Lris María Boffi 

HOCOKKO — .Jl'UO OlIYANARTE. 



S. A. COMPAÑÍA pk TIERRAS m:l RIO NEGRO — ESTANTÍA v CABANA 
MAQriXCII AO v. XACIOX AROKXTÍXA 

RECURSO EXTRAORMXARiO : Rerp'isitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas ¡ocales de procedimientos. Casos varios. 

Lo resuelto, sin arbitrariedad, en materia de validez o nulidad de notif ieao:o- 
nos, es ajeno a la instancia extraordinaria. 
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CONSTITUCION NACIONAL: Derechos y garantías. Defensa en juicio. Proce- 
dimiento y sentencia. 

El requisito de la múltiple instancia judicial no es de naturaleza constitucional. 
En consecuencia, no procede el recurso extraordinario fundado por el recu- 
rrente en que, al aceptarse la validez de la notificación de la sentencia — di- 
ligencia que reputa nula — y, por ende, mantenerse el pronunciamiento que 
declara extemporáneo el recurso ordinario de apelación, se le ha privado de 
la tercera instancia, con violación del art. 18 de la Constitución Nacional. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Los agravios que se invocan en el recurso extraordinario 
interpuesto a fs. 216 del principal configuran cuestión federal 
bastante como para que V. E. proceda a su examen en la instan- 
cia de excepción. 

En cuanto al fondo del asunto el Fisco Nacional (D.G.I.) 
actúa por intermedio de apoderado especial, el que ya ha asu- 
mido ante V. E. la intervención que le corresponde (fs. 228). 
Buenos Aires, 18 de agosto de 1958. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: ' 'Compañía de Tierras del Río Negro S. A. 
Estancia y Cabaña Maquinchao c/ Fisco Nacional (Dirección 
General Impositiva) s/ -(demanda contenciosa) repetición". 

Considerando : 

Que a fs. 208 el tribunal a quo denegó el recurso ordinario 
de apelación interpuesto por la demandada contra la sentencia 
de fs. 199/204 por haber sido presentado fuera del término legal. 
Posteriormente, la demandada promovió incidente de nulidad 
respecto de la cédula de notificación de fs. 205 por entender que 
no fué diligenciada en el domicilio constituido en autos. Como 
el a quo resolviera a fs. 213 desestimar la nulidad aducida, se 
interpuso recurso extraordinario contra su decisión, sostenién- 
dose que al aceptarse la validez de la cédula impugnada y, por 
ende, confirmarse el pronunciamiento que declara extemporáneo 
el recurso ordinario de apelación, se le ha privado de la tercera 
instancia, lo cual constituye una violación del art. 18 de la Cons- 
titución Nacional. 

Que la decisión recurrida, referente a la validez de la 
notificación impugnada, resuelve, sin arbitrariedad, una cuestión 
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de derecho procesal y de hecho, ajena a la instancia extraordi- 
naria (Fallos: 241: 30; 1Í38: 67). 

Que, a mayor ahundanuento, debe destacarse, como lo señala 
acertadamente el a quo, (pie no surge de las manifestaciones del 
apelante que haya ignorado la notificación de la sentencia de fs. 
199/204; y que el domicilio en el cual se habría practicado la 
notificación referida corresponde al (pie constituía la demandada 
en las diversas causas que tramitan por ante los tribunales de 
la Capital Federal. 

Que en cuanto a la pretendida violación de su derecho de 
defensa en juicio, en virtud de que, al aceptarse como válida la 
notificación cuestionada, se le deniega el recurso de apelación 
interpuesto a fs. 207, cabe señalar que esta Corte ha resuelto 
reiteradamente (pie el requisito de la múltiple instancia judicial 
no es de naturaleza constitucional (Fallos: 20Ó : GS; 238: 247; 
244: 301). 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 220. 

Akistóiu'lo 1). Akáoz dk Lamadhid — 
Lns Mai:ía Bofki Boggeko — Jr- 

XAO OvilAXARTE. 



JUAN MERLI 

RECURSO DE AMPARO. 

Ks improcedente el íeeurso de amparo si el apelante tuvo y tiene a su alcance 
procedimientos leuales adecuados para la defensa de los derechos que invoca. 
Tal es el caso en (pie se ha rechazado la demanda de amparo contra resolu- 
ciones municipales y de la Secretaría de Comunicaciones de la Nación (que 
disponen la prohibición de venta y circulación de publicaciones calificadas 
inmorales, así como el allanamiento de domicilio y secuestro de aquéllas) 
con fundamento en (pie el recurrente abandonó el recurso jerárquico inter- 
puesto ante la nombrada Secretaría de Kstado y no asrotó la vía administra- 
tiva ante la Municipalidad. 



DlCTAMKX DKL 1 y \\OC V lí A1H >1I (¡KNKlíAK 

Suprema Corte: 

Ses>ún lo pone de manifiesto el recurrente (fs. 34 vta. y 30) 
y eonsta en el expediente aiíreuado "Kditorial Poseidón S.R.L. 
e/ Municipalidad de Buenos Aires s / ilegitimidad", aquél dedujo 
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oportunamente, con motivo de las mismas disposiciones munici- 
pales que han dado lugar a esta acción de amparo, un recurso 
contencioso administrativo ante la Cámara Nacional de Apela- 
ciones en lo Civil, tribunal que resolvió declarar improcedente 
dicho recurso por no haberse agotado aún la vía administrativa 
(fs. 63 del expediente mencionado). 

Son pues aplicables al sub lite las razones que fundaran la 
decisión de V. E. in re "Peterffy, Eugenio s/ recurso de amparo", 
con fecha 14 de octubre de 1959. Aquí también, en efecto, el 
actor no sólo tuvo a su alcance otra vía procesal preconstituída 
para la defensa del derecho que invoca, sino que además la utilizó 
efectivamente — sobre la base de los mismos argumentos que 
ahora reproduce — con lo que dió lugar a decisiones judiciales 
firmes que desecharon su reclamo. 

Ello hace, como también lo puso de manifiesto V. E. en el 
fallo recordado, que la acción de amparo no pueda prosperar, 
pues ella constituye un remedio de excepción cuyo empleo, en 
principio, corresponde únicamente en ausencia de procedimientos 
establecidos por el legislador para la tutela judicial del derecho 
debatido (Fallos: 242: 300 y 434). 

En lo que atañe al agravio derivado de las disposiciones 
adoptadas por la Secretaría de Comunicaciones como consecuen- 
cia de la calificación municipal, estimo también ajustada a dere- 
cho la resolución recurrida, pues, como lo señala la sentencia de 
primera instancia (fs. 64), el recurso jerárquico interpuesto por 
el apelante se encuentra paralizado por inacción de éste (fs. 16 
y sigtes. del expediente agregado 72.199 MO/58), lo que hace 
prematura la interposición del presente. 

Opino, en consecuencia, que procede confirmar el auto de 
fs. 88 en cuanto pudo ser materia del recurso extraordinario. 
Buenos Aires, 9 de noviembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 
Vistos los autos: "Merli, Juan s/ recurso de amparo' \ 
Y considerando: 

Que don Juan Merli dedujo recurso de amparo a fin de que 
se ordenase cesar los efectos de las resoluciones municipales 
12.106, 12.122, 12.119, 14.520, 12.109, 12.357, 716/58, 909/58, 1499/ 
58, 1774/58, 1912/58, 2777/58, 2781/58, 3054/58, 3519/58, 13.060/ 
57, 13.584/57, 969/58, 13.928/57, 13.584/57 y 2161/58, en tanto 
aquellos se traducen en "restricciones, amenazas, allanamiento, 
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violación le domicilio y prohibición de venta y circulación de los 
libros" de su propiedad. Sostuvo que el juzgamiento de esas 
publicaciones por parte de la Municipalidad trasciende las fa- 
cultades inherentes al poder de policía e implica violación del 
art. 18 de la Constitución Nacional, añadiendo que la prohibición 
de venta y circulación de aquellas, así como el allanamiento de 
domicilio y secuestro dispuestos por la autoridad administrativa, 
comportan, respectivamente, violación de los derechos de publi- 
car ideas por la prensa sin censura previa, de la inviolabilidad 
del domicilio y de la propiedad (arts. 14, 17 y 18 de la Constitu- 
ción Nacional). 

Que el juez de primera instancia rechazó la demanda por 
considerar que el recurrente no instó el recurso jerárquico inter- 
puesto contra las resoluciones 9194 y 0308 de la Secretaría de 
Comunicaciones, ni agotó la vía administrativa ante la Munici- 
palidad (fs. 64/66). La Cámara Nacional de Apelaciones en lo 
Criminal y Correccional confirmó, por análogos fundamentos, la 
sentencia de primera instancia (fs. 88). 

Que contra la sentencia del tribunal a (pío interpuso recurso 
extraordinario el Sr. Merli, fundándolo en que, con arreglo a la 
doctrina establecida por esta Corte en los casos "Siri" y "Kot", 
el amparo 4 4 constituye recurso independiente y al margen de 
los supuestos y pretendidos trámites administrativos". Reiteró, 
asimismo, los argumentos que se han relatado en el primer con- 
siderando de esta sentencia (fs. 90/91). 

Que, como se desprende de las constancias de los expedien- 
tes agregados sin acumular, y se ha señalado en los pronuncia- 
mientos de primera y segunda instancias, el recurrente no ha 
obtenido aún decisiones definitivas en los recursos administrati- 
vos que oportunamente dedujo contra las medidas dispuestas por 
la Secretaría de Comunicaciones de la Nación y por la Munici- 
palidad de la Ciudad de Buenos Aires, relacionadas con las 
publicaciones objeto de la demanda. De los expedientes de la 
Secretaría de Comunicaciones 72.199, 175 y 525 (ver especialmen- 
te fs. 21 de este ultimo), surge, en efecto, que el Sr. Merli aban- 
donó el trámite correspondiente al recurso jerárquico deducido 
contra las resoluciones emanadas de aquella Secretaría; y del 
expediente municipal 81.006 (fs. 2), se desprende que la recla- 
mación formulada por aquel fué remitida al IT. Concejo Delibe- 
rante con fecha 13 de abril de 1959. 

Que las circunstancias relatadas precedentemente demues- 
tran, con claridad, que el recurrente tuvo y tiene a su alcance 
procedimientos legales adecuados para la defensa de los derechos 
(pie invoca, por lo que la vía intentada debe declararse improce- 
dente (Fallos: 242: 300 y 434; 243: 55, 179 y 423; sentencia en 
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la causa "Price, Bernardo c/ Dirección Nacional de Aduanas s/ 
amparo", del 16 de octubre de 1959). 

Que la conclusión a que se ha arribado en el considerando 
que antecede, torna innecesario el pronunciamiento de esta Corte 
acerca de los agravios constitucionales invocados por el apelante. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara improcedente el recurso extraordinario concedido a 
fs. 94 vta. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte. 



ROMAN ALFREDO SUBIZA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Sucesión, Domicilio del causante. 

Siendo contradictoria y poco clara la prueba producida con respecto al últi- 
mo domicilio dol causante, fallecido en la Ciudad de Buenos Aires, y domici- 
liándose ocho de los diez presuntos herederos — incluida la familia legítima — 
en esa ciudad, corresponde admitir La competencia de los tribunales de la 
Capital Federal, de conformidad con el principio establecido en el art. 3285 
del Código Civil. 

Dictamen del Procurador General 

Súprema Corte: 

La cuestión de competencia trabada entre el Juzgado Nacio- 
nal de Primera Instancia en lo Civil X* 18 de la Capital Federal 
y el Juzgado en lo Civil y Comercial X 9 2 del Departamento del 
Norte — San Xicolás — de la Provincia de Buenos Aires, corres- 
ponde sea dirimida por V. E. al no existir un órgano superior 
jerárquico común que pueda resolverla (art. 24, inc. 7 9 , del decre- 
to-ley 1285/58). 

Se trata de lo siguiente: con fecha 31 de junio de 1955, doña 
María Luisa Subiza de Llantada, ante la justicia nacional de la 
Capital Federa], inicia el juicio sucesorio de su padre legítimo, 
don Román Alfredo Subiza, quien había fallecido algunos días 
antes en esta ciudad. Poco más tarde, inicia la misma sucesión 
doña Alcibíades Echevarría Huerta de Subiza ante el Juzgado 
en lo Civil y Comercial X 9 .'i del Departamento de la Capital de 
la Provincia de Buenos Aires, en su carácter de cónyuge en se- 
gundas nupcias del causante; y poco después también lo hace 
doña Edith Peralta, en su propio nombre y en el de sus hijos 
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menores Juan Domingo y María Rosa Subiza, igualmente ante 
la justicia ordinaria de la misma provincia, pero radicando el 
juicio ante los tribunales de la ciudad de San Nicolás, en la que 
afirma tuvo su último domicilio el de cuias. 

Al tener conocimiento de la existencia de los otros dos jui- 
cios, doña María Luisa Riobóo de Subiza — esposa legítima del 
causante — se presenta en los autos nombrados en primer tér- 
mino y deduce cuestión de competencia por vía de inhibitoria, la 
que es resuelta favorablemente por el juez nacional (ver resolu- 
ción de fs. 172 del principal). Librados los correspondientes 
exhortos, mientras el magistrado de La Plata acepta la invita- 
ción a inhibirse que le formulara el juez de la Capital Federal 
(ver auto de fs. 153 del expediente agregado 32.763), el titular del 
Juzgado de San Nicolás no hace lugar a lo solicitado (ver exhor- 
to librado por el juez provincial que corre agregado a fs. 626 del 
principal), quedando debidamente trabada la contienda jurisdic- 
cional al mantener el magistrado nacional su competencia para 
entender en las presentes actuaciones (ver auto de fs. 678 del 
principal). 

En cuanto al fondo del asunto, ante las conclusiones contra- 
dictorias de las diversas pruebas arrimadas tanto ante la justicia 
de esta Capital como ante la de la Provincia de Buenos Aires, 
pienso que estamos en presencia de un caso dudoso, pues no 
se ha demostrado fehacientemente, a mi juicio, cuál fue en ver- 
dad el último domicilio real del señor Subiza, por lo que estimo 
de aplicación al caso de autos lo resuelto en varias oportunidades 
por V. E. en el sentido de que en situaciones análogas debe tenerle 
por cierto que dicho domicilio lo tenía el causante en el lugar 
de su fallecimiento, en donde, por lo tanto, debe abrirse su suce- 
sión (Fallos: 133: 340 y 172: 158, entre otros). 

Abona a favor de tal solución la circunstancia de que por un 
lado se encuentran todos los herederos del de cuius — tanto su 
esposa e hijos legítimos, como los hijos extramatrimoniales que 
se han hecho parte en autos — y, por el otro, tan sólo el tutor de 
dos de los hijos menores del causante, no reconocido como tal 
por la propia madre legítima de los mismos. En talos condiciones, 
pienso que podrían existir en el caso sometido a dictamen pare- 
cidas razones sobre cuya base la Corte Suprema, interpretando 
el art. 3285 del Código Civil, ha resuelto que siendo poco clara 
o contradictoria la prueba producida con respecto al último domi- 
cilio del causante, y no resultando que haya otros herederos que 
los presentados en el juicio sucesorio iniciado ante el juez del 
lugar del domicilio de los mismos — donde sostienen que también 
lo tenía el de cuius — , corresponde admitir la competencia de 
dicho magistrado (Fallos: 200: 565; 224: 661 y 228: 753). 



518 



FALLOS DE LA CORTE SUPREMA 



En consecuencia, toda vez que el causante falleció en esta 
Capital y es en ella donde se domicilian ocho de los diez presun- 
tos herederos, incluida su familia legítima (ver la pertinente de- 
claratoria dictada por el juez nacional a fs. 534 del principal), 
considero que correspondería dirimir la presente contienda en 
favor de la competencia del Juzgado Nacional de Primera Ins- 
tancia en lo Civil N 9 16 de la Capital Federal. Buenos Aires, 
12 de noviembre de 1959. — Ramón Lascano. 



FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado procedentemente por el Señor 
Procurador General, con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita y, además, en Fallos: 244: 80 y causa C.659, "Carrizo, 
Raúl Martín", fallada el 11 de setiembre pasado, se declara que 
el Sr. Juez Nacional en lo Civil de la Capital Federal es el com- 
petente para conocer del juicio sucesorio de don Román Alfredo 
Subiza. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de 
estilo al Sr. Juez en lo Civil y Comercial de San Nicolás, Pro- 
vincia de Buenos Aires, a quien se devolverán los expedientes 
11.519, 11.875 y 7.451, agregados sin acumular. 

Alfredo Oroaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio 
Oyhanarte. 



OSVALDO FERNANDO GOROSITO 

JURISDICCIOX Y COMPETENCIA: Conflictos entre jueces. 

La disensión que plantea la resistencia, expresa o no, al diligenciamiento de 
rogativas entre jueces de distinta jurisdicción, constituye una especie de los 
conflictos entre magistrados que incumbí? a la Corte Suprema solucionar, en 
ejercicio de su jurisdicción legal. 

PROVINCIAS. 

Si bien las autoridades provinciales no pueden prevalerse de las normas 
contenidas en sus propias leyes para trabar o turbar en modo alguno la ac- 
ción de los jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación, es 
indudablemente propio de ellas reglamentar por vía de leyes, decretos o 
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acordadas, la forma de dar exacto cumplimiento al auxilio debido a la justicia 
nacional, pudiendo establecer la vía a seguirse para que los jueces provincia- 
les den curso a los encargos dirigidos por los magistrados de la Nación. El 
mismo criterio ha de observarse cuando, no existiendo la reglamentación 
antes mencionada, las leyes locales de procedimiento o de organización de 
los tribunales señalen concretamente un determinado juez como competente 
para suministrar al juez nacional la colaboración que necesita. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA : Conflictos entre jueces. 

No importa desconocimiento de la obligación legal de acatar el pedido for- 
mulado por el juez nacional, ni vulnera las prerrogativas del Poder Judicial 
de la Nación, la devolución — sin diligenciar— de un exhorto librado por el 
juez federal de Bell Yillc, Córdoba, al Tribunal Superior de Justicia de la 
Provincia, si la decisión de este último se funda en que la rogatoria versa 
sobre materia ajena a su competencia, porque el trámite para la remisión de 
un expediente archivado corresponde, dentro de la Provincia, al Juez en lo 
Civil y Comercial en turno; tampoco est i afectada, en el caso, la necesaria 
colaboración y armonía de las autoridades provinciales con las nacionales 
en el ejercicio de la jurisdicción que ¡.tribuyen a esta la Constitución y las 
leyes de la Nación. 

Exhorto del Juez Federal 

Luis F. Garzón Ferrevra, Juez Federal de Primera Instancia en la Ciudad 
del Bell Yillc, a S. E. el Señor Presidente del Tribunal Superior de la Provincia 
de Córdoba. 

Saluda, exhorta y hace saber: 

Que en los riitos "Contra : Gorosito, Osvaldo Fernando, p. s. a. de inf. al art. 
2 9 de la ley 11.38(>", se ha resuelto dirigir a V. E. el presente, con el objeto de 
solicitarle quiera dignarse disponer la pertinente a electos de que se remita a 
este Tribunal "ad effectum videndi" y con cargo de inmediata devolución, el 
expediente e Información Sumaria de inscripción de nacimiento del ciudadano 
Osvaldo Fernando Gorosito, tramitado por ante el Juzgado de 1° Instancia en lo 
Civil y Comercial de San Francisco, Secretaría n<> 1, enviado al Archivo de Tri- 
bunales en el año 1958, bajo n? 381 — Fallos: 151 : 375, C. Suprema—. 

Por tanto, a V. E. rueiro y exhorto el diligenciamiento del presente ofreciendo 
reciprocidad para casos análogos. 

Dado, sellado y firmado en mi despacho a 21 días de septiembre de 1959. — 
Luis F. Garzón Ferreyra. 

Resolución del Tribunal Superior de Justicia 

Córdoba, 13 de octubre de 1959. 

El exhorto dirigido por el Juez Federal de Bell Villc al Presidente del Tri- 
bunal en los autos: "Contra: Gorosito Osvaldo Fernando, p. s. a. de inf. al art. 
2* de la ley 11.386". 

Atento: 

Que si bien los jueces provinciales deben cumplir los encáreos que en des- 
pacho preeatorio les dirija un juez nacional (ley 48, art. 13; C. S. N. Fallos: 
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10: 464), en este último orden judicial la costumbre protocolar exige que el 
exhorto se dirija a un juez de igual categoría (J. A.: 48: 485; Alsina, I (1* ed.), 
p. 738). 

Que siendo esa la regla observable en el caso, corresponde devolver el exhorto 
al Juzgado de origen. 

Que la cuestión planteada y concretamente resuelta por la C. S. de la Nación, 
Fallos: 151: 375, explica que esta resolución no obsta a la observancia en este 
caso de la norma protocolar señalada. 

Por ello y habiendo dictaminado el Fiscal, 

Se resuelvo: 

Devolver sin diligenciar el exhorto de que se trata. — Núñez de la Rúa — 
Oviedo Jocou — Gómez Franco -- Gorriti. 

Resolución dkl Juez Federal 

Bell Ville, octubre 29 de 1959. 

Y visto : El auto del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia de fecha 
13 de octubre del año en curso que dispone devolver sin diligenciar el exhorto -de 
este Tribunal remitido en fecha 21 de setiembre ppdo. y reiterado con fecha 16 
del mes actual; y 

Considerando : 

1) Que el art. 13 de la ley 48, el 20 de la ley 13.998 y el 20 del decreto-ley 
1285/58 (confirmado por la ley 14.467) imponen a los tribunales provinciales el 
cumplimiento de los encargos que en despachos precatorios les dirijan los jueces 
nacionales. La expresión que utiliza la ley "juez provincial" está tomada en sen- 
tido genérico y ha sido interpretada rigurosamente por la Corte Suprema (149: 
403; 187: 257; 242: 480; 235: GG2, 861, 971 y los allí citados). 

2) Que en los casos citados registrados en la Colección de Fallos de la Cor- 
te, 146: 414 y 221: 625 se decidieron conflictos idénticos al aquí planteado, ex- 
presando la Corte en el último y con referencia a las leves nacionales: "...nin- 
guna de cuyas disposiciones impide al Sr. Juez Nacional de La Rioja dirigirse 
directamente al Tribunal provincial competente — cualquiera sea su jerarquía — 
para la realización de la liligencia dispuesta, al que está vedado trabar la acción 
de la justicia nacional en el ejercicio de su jurisdicción". 

Por ello y dictamen fiscal, Resuelvo: Insistir ante el Tirbunal Superior de 
la Provincia en el diligenciamiento del exhorto remitido. En caso de negativa se 
da por trabado conflicto en los términos del art. 24, inc. 7* del decreto-ley 1285 
que deberá ser resuelto por la Corte Suprema de Justicia a la que se elevarán 
los autos. — Luis F. Garzón Ferreyra. 

Resolución del Tribunal Superior de Justicia 

Córdoba, 3 de noviembre de 1959. 

Autos y vistos: 

La insistencia del Señor Juez Federal del Bell Ville en que sea este Tribunal 
Superior el que diligencie su exhorto librado para el cumplimiento de un trámite 
cuya ejecución en el orden provincial corresponde, con arreglo a la competencia 
que determina la ley, al juez en lo Civil y Comercial de Turno, de igual grado 
que el exhortante; 
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Y considerando: 

Que ni de la letra ni del ospíritu de las leyes nos. 48 (art. 13) y 13.998 
(art. 20), así como tampoco del decreto-ley 1285/58 (ratificado por la ley 14.467), 
resulta que el deber que tienen los tribunales provinciales de cumplir los encargos 
que en despachos precatorios les dirijan los jueces federales, involucre el aban- 
dono de las reglas protocolares que deben guardarse, con arreglo a lo señalado 
en el auto de fs. 3, entre las "Autoridades de la Nación" en el ramo judicial (Cons- 
titución, Segunda Parte, títulos 1? y 2 V ). 

Que menos razonable resulta mantener la tesis contraria cuando, como en el 
caso snb examine, el despacho precatorio versa sobre materia totalmente ajena 
a la competencia del tribunal superior exhortado por el tribunal Federal de grado 
inferior. 

Que no es del caso citar en contra de la igualdad de trato que el principio 
federal establece entre los tribunales encangados de conocer y juzgar de las mate- 
rias de orden nacional y los encargados de h icerlo en las materias conservadas 
por las provincias, el precedente de la Corte Suprema de la Nación, Fallos: 221: 
625, porque, precisamente, según la doctrina unitaria absolutista dominante enton- 
ces en el país, la jurisprudencia superior de esa época no puede invocarse hoy 
como la mejor y más saludable regla de interpretación federalista. 

Que cabe señalar que los precedentes citados en Fallos: 221: 625, y los de- 
más mencionados por el Juez exhortante, no ratifican el abandono del protocolo 
y las buenas relaciones judiciales que propugna aquella resolución. 

Que, finalmente, las facultades judiciales determinadas que las provincias 
delegaron en el Gobierno Federal por medio de la Constitución, si bien exigen 
que los Estados locales no las frustren ni obstaculicen, no imponen sumisiones 
ni supremacías que supriman o cercenen las prerrogativas que como Autoridades 
de la Nación les incumben. 

Que por ello y correspondiéndole a la Corte Suprema de Justicia de la Na- 
ción, mantener o rechazar ese precedente, 

Se resuelve : 

Elevar el exhorto a la Corte Suprema de Justicia de la Nación para que 
resuelva la cuestión planteada. — Núñez de la Rua — Oviedo Jocou — Gómez 
Franco — Gorriti. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

Teniendo en cuenta que la disensión que plantea la resisten- 
cia al diligenciamiento de rogativas entre magistrados de dis- 
tinta jurisdicción, constituye una especie de los conflictos entre 
jueces que incumbe solucionar a la Corte Suprema (Fallos: 235: 
662, entre otros), estimo que el presente corresponde ser dirimi- 
do por V. E., al no existir un órgano superior jerárquico común 
que pueda resolverlo (art. 24, inc. 7 9 , del decreto-ley 1285/58). 

En cuanto al fondo del asunto —se trata de la negativa del 
Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Córdoba a dar 
curso a un exhorto librado por el Juez Federal de Bell Ville 
(Provincia de Córdoba)— el art. 13 de la ley 48 establece (y lo 
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repite casi textualmente el art. 20 del decreto-ley 1285/58) que 
siempre que un juez nacional se dirija a un juez provincial a 
objeto de practicar cualquier acto judicial, el encargo será cum- 
plido, habiendo V. E. fijado el alcance de la expresión 4 4 Juez 
Provincial" en un caso análogo como equivalente a tribunal de 
provincia al declarar, sobre la base de lo dispuesto en la norma 
citada, el obligatorio cumplimiento, por parte del Superior Tri- 
bunal de Justicia de la Provincia de Jujuy, del embargo de suel- 
dos decretado por un juez federal, quien había solicitado de aquél, 
sin conseguirlo, la efectivación de la medida ordenada (Fallos: 
146: 414). 

Por aplicación de la doctrina sentada entonces por la Corte, 
y reiterada posteriormente, considero que correspondería decla- 
rar que el Superior Tribunal de Justicia de Córdoba debe proce- 
der al diligenciamiento del exhorto librado en autos por el Juez 
Federal de Bell Ville. Buenos Aires, 23 de noviembre de 1959. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 
Autos v vistos; considerando: 

Que, como dictamina el Señor Procurador General, la inter- 
vención de esta Corte en el caso os procedente, con arreglo a lo 
dispuesto en el art. 24, inc. 7 9 , del decreto-ley 1285/58, ley 14.467 
(Fallos: 235: 662; sentencia del 4 del corriente en la causa C.781, 
* 4 Bartolomé, Fernando s/ defraudación"). 

Que el Sr. Juez Federal de Bell Ville, Córdoba, se dirigió 
por exhorto al Tribunal Superior de Justicia de dicha Provincia 
solicitándole dispusiera lo pertinente para la remisión, "ad cffcc- 
tum videndi M , de un expediente que tramitó ante la justicia civil 
y comercial de San Francisco y que se encuentra actualmente 
en el Archivo de Tribunales de la Ciudad de Córdoba. El Tri- 
bunal Superior devolvió el exhorto sin diligenciar, fundado en 
que la rogatoria debió dirigirse a un juez provincial de igual 
categoría. El magistrado nacional insistió en su decisión, citando 
los arts. 13 de la ley 48, 20 de la 13.998 y 20 del decreto-ley 1285/ 
58 y la jurisprudencia de esta Corte en el sentido de que la expre- 
sión "juez provincial" contenida en dichas normas se refiere a 
cualquier tribunal de provincia y de que ninguna disposición legal 
impide que un juez federal se dirija directamente a un tribunal 
superior provincial. El Tribunal de Córdoba también insistió en 
su negativa porque el exhorto versa sobre materia ajena a *u 
competencia, ya que el trámite para la remisión de un expediente 



DK JUSTICIA DE LA NACIÓN 



523 



archivado corresponde, dentro de la provincia, al Juez en lo Civil 
y Comercial en turno, de igual grado que el exhortante. 

Que, desde luego, las autoridades provinciales no pueden 
prevalerse de las normas contenidas en sus propias leyes para 
trabar o turbar en forma alguna la acción de los jueces que for- 
man parte del Poder Judicial de la Nación. Así lo han dispuesto, 
a través del tiempo, los arts. 13 de la ley 48, 20 de la 13.998 y 20 
del decreto-ley 1285/58, vigente en la actualidad (ley 14.467) ; 
y la jurisprudencia de esta Corte ha aplicado reiteradamente 
dichas normas (Fallos: 242: 480; 243: 59 y otros). Pero también 
ha declarado que, ' 4 salvado dicho principio, es indudablemente 
propio de las autoridades de cada provincia reglamentar por vía 
de leyes, decretos o acordadas, según lo estimaren más convenien- 
te, la forma de dar exacto cumplimiento al auxilio debido a la 
justicia nacional, pudiendo establecer, como en el caso de autos, 
la vía a seguirse para que los jueces provinciales den curso a los 
encargos dirigidos por los magistrados de la Nación" (Fallos : 
240: 89). El mismo criterio ha de observarse cuando, no exis- 
tiendo la reglamentación antes mencionada, las leyes locales de 
procedimiento o de organización de los tribunales señalan con- 
cretamente un determinado juez como competente para suminis- 
trar al juez nacional la colaboración que necesita. En todos los 
casos, se trata del respeto por los tribunales nacionales de las 
leyes o reglamentaciones locales cuando de estas no resulta impe- 
dimento o traba para el cumplimiento de las funciones judiciales 
a cargo de aquéllos. 

Que esta doctrina es aplicable al presente caso. No surire 
de las constancias de estos autos que la decisión del Tribunal 
Superior de Justicia de Córdoba haya provocado un efectivo 
entorpecimiento en la tramitación de la causa a cargo del juez 
federal, que tampoco ha invocado esa circunstancia, ni se da la 
situación que esta Corte contempló en Fallos: 242: 480. El Tri- 
bunal Superior de Justicia ha declarado que, conforme a la ley 
local aplicable, el cumplimiento de la medida solicitada por el 
magistrado nacional corresponde al juez en lo civil y comercial 
de la provincia. Ello no importa, desde luego, desconocimiento 
de la obligación legal de acatar el pedido ni vulnera las prerro- 
gativas del Poder Judicial de la Nación; tampoco esta afectada, 
en el caso, la necesaria colaboración y armonía de las autoridades 
provinciales con las nacionales en el ejercicio de la jurisdicción 
que atribuyen a estas la Constitución y las leyes de la Nación. 

Por estos fundamentos, y habiendo dictaminado el Señor 
Procurador General, se declara que, para la tramitación del 
exhorto de fs. 1, el Sr. Juez Federal de Bell Ville debe dirigirse 
al Sr. Juez en lo Civil y Comercial de turno de la ciudad de 
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Córdoba. Remítanse los autos al Sr. Juez Federal y hágase saber 
en la forma de estilo al Tribunal Superior de Justicia de Córdoba. 

A.LFREDO OrGAZ — BENJAMÍN VILLE- 
GAS Basavilbaso — Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio 
Oyhanarte. 



S. A. COMPAÑIA de TIERRAS del RIO NEGRO — ESTANCIA y CABAÑA 
MAQUINCHAO v. NACION ARGENTINA 

RECURSO ORDINARIO DE APELACION : Tercera instancia. Sentencia defi- 
nitiva. Resoluciones posteriores. 

La resolución que desestima el ineidcnte de nulidad respecto de la cédula 
de notificación del fallo de la Cámara no es la sentencia que pone fin al pleito 
en los términos del art. 24, inc. 6', del decreto-ley 1285/58 (ley 14.467) y 
la jurisprudencia de la Corte ( x ). 



RAMON ANTONIO CEREIJO 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

El auto por el cual se sobresee provisionalmente en un proceso penal no cons- 
tituye sentencia definitiva a los efectos del recurso extraordinario ( 2 ) 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimiento. Casos varios. 

Es materia propia de los jueces de la causa el alcance que cabe atribuir a la 
norma del art. 435 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 



DAMIAN MENDOZA v. BANCO de PRESTAMOS y ASISTENCIA SOCIAL 

de SALTA 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

No procede el recurso extraordinario, fundado en que sería violatorio de la 
defensa el í alio dictado con omisión del veredicto previo estatuido en la ley 



(1) 23 de diciembre. Fallos: 182: 168; 190: 139; 200: 143; 244: 86. 

(2) 23 de diciembre. Fallos: 244: 65. 
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953 de Salta, si el tribunal de alzada ha declarado que el apelante no planteó 
en la oportunidad debida la nulidad de la sentencia de primera instancia, 
que quedó así consentida, conforme a la ley local de procedimientos. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

No procede el recurso extraordinario fundado en que el fallo es arbitrario 
porque aplica la ley nacional ]2.(>37, en lugar de la Constitución Provincial, 
y, además, en que la interpretación de la prueba es errónea. Ello porque 
— cualquiera sea el acierto o error del Tribunal de Alzada — , éste no excedió 
sus facultades propias al aplicar dicha ley; y porque, tratándose en el caso 
de una decisión fundada suficientemente en los hechos de la causa, no basta 
para sustentar la apelación la mera discrepancia del recurrente con el cri- 
terio del tribunal respecto de la valoración de la prueba. 

CONSTITUCION NACIONAL: Derechos ij garantías. Derecho de propiedad. 

La circunstancia de que el monto del honorario alcance al valor de la condena 
no es, por sí, motivo de eonfiscatoriedad, cuando la sentencia tiene presente 
otros elementos del juicio y la regulación se vincula al monto de él, cuya 
fijación es irrevisible en la instancia extraordinaria. 

HONORARIOS: Regulación. 

La validez constitucional del honorario no se subordina sólo al valor del 
litigio ni al interés del litigante a quien incumbe su pago. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. I m procedencia del recurso. 

La regulación de honorarios efectuada en un juicio por reincorporación o 
indemnización regido por la ley 12.(537, no es pasible de la tacha de arbitra- 
riedad, que se funda en que da como producida la opción a pesar de hallarse 
ella pendiente de la decisión del Banco demandado, y fija los honorarios en 
una suma antojadiza y más elevada aún que el monto de los sueldos cuyo 
pago se ordena en la sentencia, si ésta tiene presentes los dos términos de la 
alternativa planteada en la demanda, con independencia del ejercicio de la 
opción y del monto de los sueldos cuyo pago ordena el fallo. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el deman- 
dado en la causa Mendoza, Damián c/ Banco de Préstamos y 
Asistencia Social de Salta", para decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, según el recurrente, el fallo apelado omite el veredicto 
previo a la sentencia estatuido por la ley provincial 953 y vulnera 
así la garantía constitucional de la defensa en juicio (fs. 22 y 
sigtes.). A su vez, el Tribunal de alzada señala que el apelante 
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no planteó la nulidad en la oportunidad debida, por lo cual con- 
sintió el fallo conforme a las normas procesales que rigen el 
cayo (fs. 14). 

Que las circunstancias precedentemente expuestas se refie- 
ren a una cuestión de derecho procesal y local, cuya decisión com- 
pete a los jueces de la causa y es irrevisible en instancia extra- 
ordinaria. En esas condiciones carece de relación con )o resuelto 
el precepto constitucional invocado. 

Que la arbitrariedad alegada se funda en las dos afirmacio- 
nes siguientes: 1°) El fallo aplica la ley nacional 12.637 en lugar 
de la Constitución Provincial que, sin embargo, debió prevalecer 
sobre la ley mencionada (fs. 24 y 24 vta.); 2 9 ) El pronuncia- 
miento es insostenible porque 44 ha sobreestimado y valorado co- 
mo positiva la relativa y contradictoria prueba producida por el 
actor y en cambio se ha subestimado y desechado sin motivo la 
rendida por mi parte" (fs. 27). 

Que al aplicar la ley 12.637 el Tribunal de alzada no excedió 
sus facultades propias, por lo cual, cualquiera sea su acierto o 
error, la decisión recurrida no es susceptible de la tacha de arbi- 
trariedad (Fallos: 235: 276; 237: 74, entre otros). 

Que además esta Corte ha declarado que los litigios entre 
los empleadores y sus agentes donde se discuten los derechos 
originados en las relaciones laborales, versan sobre cuestiones 
de hecho y de derecho común ajenas a la jurisdicción extraordi- 
naria aun cuando se mencionen leyes de índole federal (Fallos: 
342: 252, entre otros). 

Que la sentencia tiene presente la prueba. Se trata, en efec- 
to, de una decisión suficientemente fundada en los hechos de la 
causa que el Tribunal de alzada estima conducentes para la deci- 
sión del caso. No incumbe a esta Corte juzgar por la vía del 
recurso extraordinario el criterio de los jueces para seleccionar 
y apreciar las pruebas (Fallos: 240: 252, 440; 242: 170, 371, entre 
otros). En consecuencia, la argumentación del recurrente, < a n 
cuanto supone una valoración de las constancias procesales dis- 
tintas a la efectuada por el Tribunal de alzada y sólo fundada 
en la mera discrepancia de aquél con el criterio que informa la 
sentencia apelada, es ajena a la competencia de este Tribunal en 
instancia extraordinaria (Fallos: 342: 227; 240: 410, entre, otros). 

Que, asimismo, se sostiene que la regulación de honorarios es 
confiscatoria y es arbitraria (fs. 27 y 28). 

Que la circunstancia de que el monto del honorario alcance 
el valor de la condena no es por sí motivo de confiscatoriedad 
cuando, como acontece en el caso, la sentencia tiene presente 
otros elementos del juicio y la regulación se vincula al monto de 
él, cuya fijación pertenece a los jueces de la causa y no es revi- 
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sible on instancia extraordinaria (Doctrina de Fallos: 236: 70; 
Fallos: 234: 655; 236: 173, entre otros). 

Que, además, esta Corte ha dicho que la validez constitu- 
cional del honorario no se subordina sólo al valor del litigio ni 
al interés del litigante a quien incumbe su pago (Fallos: 236: 173). 

Que, por último, afirma el recurrente que la regulación es 
arbitraria "porque da como producida la opción a pesar de 
hallarse ella pendiente de la decisión del Banco demandado y 
fija los honorarios en una suma antojadiza y más elevada aún 
que el monto de los sueldos cuyo pago se ordena en esa misma 
sentencia" (fs. 28). Tampoco hay arbitrariedad en lo resuelto 
sobre este punto. En efecto, los dos términos de la alternativa 
planteada en la demanda — restitución en el empleo más la indem- 
nización de los sueldos dejados de percibir hasta la fecha de la 
reincorporación o, en su defecto, pago mensual de los haberes 
hasta alcanzar el derecho a la jubilación — , constituyen el doble 
objetivo perseguido por la demanda, obj.etivos que la sentencia 
tiene presente para determinar el monto del juicio (fs. 11), con 
independencia del ejercicio de la opción y del monto de los suel- 
dos cuyo pago ordena el fallo. 

Por ello desestímase la queja. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 

AllÁOZ DE LaMADRID JULTO 

Oyhanarte. 



SARA RUBINSTEIN y Otra 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Cuestiones de competencia. Generalidades. 

Lás cuestiones de competencia entre jueces de distintas jurisdicciones deben 
resolverse por aplicación de las leyes nacionales de procedimientos. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de delitos. 

Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los hechos 
delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" como indepen- 
dientes, deben ser investigados por los jueces del lugar donde habrían sido 
cometidos, sin perjuicio de aplicar, si es el caso, lo dispuesto en el art. 39 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

En consecuencia, corresponde a la justicia en lo criminal de instrucción de 
la Capital Federal conocer de la denuncia por falsedad de instrumento pú- 
blico que se habría cometido en dicha ciudad al inscribirse en el Registro 
Civil una partida de matrimonio y a la justicia de instrucción en lo criminal 
y correccional de La Rioja, entender en el presunto delito de defraudación 
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perpetrado al obtener — con la copia de la partida — declaratoria de here- 
deros en el juicio sucesorio allí tramitado. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte : 

El delito de falsedad en instrumento público, aunque haya 
sido cometido con el fin de realizar una defraudación posterior, 
es independiente de ésta y concurre con ella materialmente (Fa- 
llos: 217: 502 y los allí citados). 

Corresponde, en consecuencia, dirimir la presente contienda 
de competencia declarando que debe entender en la averiguación 
y juzgamiento del presente delito de falsedad de la partida de 
matrimonio, cometido en la Capital Federal, el Sr. Juez Nacional 
de Instrucción, y en el presunto delito de estafa el Sr. Juez de 
Instrucción de La Rioja, con observancia del principio estable- 
cido en el art. 39 del Código de Procedimientos en lo Criminal. 
Buenos Aires, 10 de diciembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que las cuestiones de competencia entre jueces de distintas 
jurisdicciones deben resolverse por aplicación de las leyes nacio- 
nales de procedimientos, según lo ha decidido reiteradamente 
esta Corte — Fallos: 241: 43 y los allí citados — . 

Que aunque en la presente causa no se ha realizado ninguna 
investigación respecto de los hechos denunciados a fs. 2/5, de 
las constancias de ella resulta que en la Capital Federal se habría 
cometido el delito de falsedad en instrumento público al inscri- 
birse en el Registro Civil una partida de matrimonio, celebrado 
en el extranjero, sobre la base de una copia manuscrita en la 
que se habría omitido asentar que la esposa era divorciada (fs. 
2/5, 27/28 y 34/35). En la ciudad de La Rioja se habría come- 
tido el delito de defraudación al obtener, con la copia de la par- 
tida así inscripta, declaratoria de herederos en el juicio sucesorio 
del marido. 

Que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda 
existir entre los hechos delictuosos denunciados, ellos se presen- 
tan "prima facie" como independientes y deben ser investigados 
por los jueces del lugar donde habrían sido cometidos — Fallos: 
233: 121; 243: 368 y otros — sin perjuicio de aplicar, si es el 
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caso, Jo dispuesto on el art. 39 del Código de Procedimientos en 
lo Criminal. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal de Instrucción 
de la ("api tal Federal es el competente para conocer de la denun- 
ciada falsedad de instrumento público y que el Sr. Juez de Ins- 
trucción en lo Criminal y Correccional de La Kioja debe conocer 
del presunto delito de estafa. Remítanse los autos al Sr. Juez 
de La Kioja, quien hará expedir los testimonios necesarios, y 
hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez de la Capital. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte. 



ALEJANDRO PEDRO OSORIO 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia nacional. Cansas penales. 
Delitos en perjuicio de los bienes y rentas de la Nación y de sus reparticiones 
aiitárquicas. 

Correspondo ni juoz nacional en lo correccional de la Capital, y no al Juez 
en lo criminal y correccional federal de esa ciudad, conocer del delito de le- 
siones culposas sufridas por un soldado conscripto al ser embestido — mien- 
tras cumplía una comisión del servicio — por el vehículo conducido por un 
particular. 

En las circunstancias del caso, y en atención al carácter igualmente nacional 
de los jueces en conflicto, la eventual responsabilidad civil que podría re- 
sultar para el Estado no está necesariamente relacionada con lo que se re- 
suelva en el proceso acerca de la responsabilidad criminal del autor del 
hecho. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

Si bion las lesiones sufridas por la víctima del becbo que 
se investiga en estos actuados — un soldado conscripto en comi- 
sión de servicio — , podrían cventualiucnte originar alguna con- 
secuencia de carácter patrimonial para el Estado Nacional, tal 
consecuencia derivaría, en todo caso, del juego de las disposi- 
ciones legales relativas a retiros militares sin relación con la 
responsabilidad penal que pudiera atribuirse en la presente causa 
al conductor del automóvil. 

Estimo, por tanto, que debe continuar entendiendo en el pro- 
ceso el Sr. Juez en lo Correccional. Buenos Aires, 17 de diciem- 
bre de 1959. — Ramón Lascano. 
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Buenos Aires, 24 de diciembre de 1959. 
Autos y vistos; considerando: 

Que tanto el Sr. Juez Nacional en lo Correccional como el 
Sr. Juez en lo Criminal y Correccional Federal, ambos de la 
Capital, se han declarado incompetentes para conocer de la pre- 
sente causa. De lo actuado en ella resulta que el soldado cons- 
cripto Alejandro P. Osorio fué embestido por un vehículo con- 
ducido por un particular y sufrió lesiones leves. Al declarar a 
fs. 8, el soldado Osorio manifestó que el accidente ocurrió cuando 
salía de la Secretaría de Guerra en cumplimiento de una comisión 
del servicio. Fundado en que, por dicha circunstancia, puede ver- 
se comprometida la responsabilidad del Estado, el Sr. Juez Co- 
rreccional se declaró incompetente; el Sr. Juez Federal hizo Jo 
propio, sobre la base de que, siendo un particular el autor del 
hecho presuntamente delictuoso, la responsabilidad civil del Esta- 
do por las lesiones que sufrió el soldado conscripto Osorio sería 
indirecta o eventual. 

Que el Tribunal comparte las conclusiones del precedente 
dictamen del Señor Procurador General, pues en las circunstan- 
cias del caso y en atención al carácter igualmente nacional de 
los jueces entre quienes se ha planteado la contienda, la even- 
tual consecuencia de carácter patrimonial que podría resultar 
para el Estado no está necesariamente relacionada con lo que se 
resuelva en esta causa acerca de la responsabilidad criminal del 
autor del hecho. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Correccional es el com- 
petente para conocer de esta causa. Remítansele los autos y hága- 
se saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte. 



ANTONIO CENTENARIO LAGRECA 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Tribunal de Justicia. 

No procede el recurso extraordinario, como principio, sino respecto de sen- 
tencias judiciales definitivas, es decir, de las resoluciones de los órganos 
permanentes del Poder Judicial de la Nación o de las provincias 
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RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Tribunal de Justicia. 

Procede el recurso extraordinario, respecto de las decisiones de funcionarios 
administrativos, sólo cuando éstos ejercen, de manera final, atribuciones ju- 
diciales que son propias de los jueces en el orden normal de las instituciones 
y se hallan sustraídas a su conocimiento por prescripción legal. Ello no ocurre 
con lo atinente al otorgamiento o el retiro de la patente de maquinista por 
el Prefecto Nacional Marítimo, eñ los términos del Digesto Marítimo y Flu- 
vial y del decreto 31C/58. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: ' 4 Recurso de hecho deducido por el recu- 
rrente en la causa Lagrcca, Antonio Centenario s/ apela resolu- 
ción Prefectura Nacional Marítima n 9 201 del 14/8/59' \ paia 
decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a jurisprudencia reiterada de esta Corte, el 
recurso extraordinario no procede, como principio, sino respecto 
de sentencias judiciales definitivas, es decir, de las resoluciones 
de los órganos permanentes del Poder Judicial de la Nación o de 
las provincias. 

Que respecto de las decisiones de funcionarios administra- 
tivos, la jurisprudencia sólo admite el otorgamiento de la apela- 
ción cuando estos ejercen, de manera final, atribuciones judicia- 
les, es decir, propias de los jueces en el orden normal de las 
instituciones y sustraídas a su conocimiento por prescripción legal 
—Fallos : 243 : 292, 427, 448 y otros—. 

Que ni el otorgamiento ni el retiro de la patente de maqui- 
nista, en los términos del Digesto Marítimo y Fluvial y por apli- 
cación del decreto 316/58, por el Prefecto Nacional Marítimo, 
constituyen ejercicio de funciones sustraídas a los jueces, ni son, 
en consecuencia, susceptibles de revisión por esta Corte, por 
invocación de cláusulas constitucionales ni por interpretación del 
decreto mencionado y en ejercicio de su jurisdicción extraordi- 
naria. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aristóbulo D. Aráoz de Lama- 
drid — Julio Oyhanarte. 
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SERAFIN MANCINI 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

Los cónflictos de autoridades provinciales son extraños a la jurisdicción ex- 
traordinaria de la Corte. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Relación directa. Normas 
extrañas al juicio. Disposiciones constitucionales. Art. 5. 

La invocación del art. 5 de la Constitución Nacional, dada la índole política 
de las cuestiones que suscita y cuya naturaleza no cambia por la alegación 
de otras cláusulas constitucionales, no autoriza el recurso extraordinario 
contra el pronunciamiento de la Suprema Corte provincial por el cual se 
desestima la querella, planteando conflicto municipal, promovida por un 
Intendente separado provisionalmente de su cargo por el Consejo Deliberante 
respectivo, a raíz de la disposición de una partida de fondos que debía que- 
dar inmovilizada. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

La garantía de la defensa y las cláusulas de los arts. 29, 30 y 31 de la 
Constitución Nacional no autorizan a la Corte Suprema de la Nación a re- 
visar el alcance de la jurisdicción atribuida a la Suprema Corte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires, respecto de los conflictos locales entre autoridades, 
por ser punto regido exclusivamente por las normas provinciales, en los tér- 
minos de los arts. 104 y sigtes. de la Constitución Nacional. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 24 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: " Recurso de hecho deducido por Serafín 
Mancini en la causa Mancini, Serafín; — Intendente de Biné. Mi- 
tre — s/ conflicto municipal", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando: 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte, los con- 
flictos de autoridades provinciales son extraños a la jurisdicción 
que le acuerda el art. 14 de la ley 48 — Fallos: 178: 199 y otros — . 

Que por lo demás, la invocación del art. 5 de la Constitución 
Nacional no sustenta el recurso extraordinario dada la índole 
política de las cuestiones que suscita y cuya naturaleza no cam- 
bia por la alegación de otras cláusulas constitucionales. Éstas, 
en efecto — arts. 29, 30, 31 — carecen de relación directa con lo 
resuelto, en los términos del art. 15 de la ley 48. 

Que, por otra parte, ni aquéllas cláusulas ni la garantía de 
la defensa en juicio autorizan a esta Corte a revisar el alcance 
de la jurisdicción atribuida a la Suprema Corte de la Provincia 
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de Buenos Aires, respecto de los conflictos locales entre autori- 
dades, por ser punto regido exclusivamente por las normas pro- 
vinciales, en los términos de los arts. 104 y sigtcs. de la Consti- 
tución Nacional. En tales condiciones la queja debe ser desechada. 
Por ello se desestima la precedente queja. 

Benjamín Villegas Basavilbaso — 
Aiustóbulo D. Aráoz de Lamadrid 
— Julio Oyhanarte. 



JAIME MALAMUD v. PEDRO CITATI 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Casos varios. 

Las cuestiones atinentes al régimen lc<ral fie la rebeldía, al ennro de la prueba 
en tales condiciones y a las consecuencias de una absolución de posiciones 
por parte del demandado, no revisten carácter federal, ni su aplicación com- 
promete la garantía invocada de la defensa 



PEDRO RUBEN PRAT 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Interposición del recurso. 
Ante quién debe interponerse. 

El recurso extraordinario debe interponerse ante el superior tribunal de la 
causa, que es quien debe pronunciarse al respecto ( 2 ). 

RECURSO DE QUEJA. 

La denegatoria por parte del juez de primera instancia de la apelación 
extraordinaria, siendo ineficaz la interposición de la misma ante él. no da 
lugar a la intervención do la Corte por vía de queja. 



LUISA AMELIA LLANO de MARTINEZ v. LA IGLESIA e INSTITUCION 

de los PADRES SALESIANOS 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. 

El desconocimiento de los fallos pronunciados por la Corte Suprema da luí*ar 
a recurso extraordinario si se discuten derechos concretamente reconocidos por 
ellos en la causa en que fueron dictados. 



(1) 24 de diciembre. 

(2) 24 de diciembre. Fallos: 243: 46. 
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EJECUCION DE SENTENCIA. 

Si la Corte Suprema, en oportunidad del recurso extraordinario interpuesto 
con anterioridad, desestimó expresamente la tesis de la "indivisibilidad" de 
la sentencia recurrida en el principal, a la que consideró dividida en "partes 
viciadas" — a cuyo respecto procedía que la Cámara dictara nuevo fallo — 
y "partes firmes" — con efectos propios de la cosa juzgada — la ejecución 
de estas últimas ha podido iniciarse válidamente. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal Cuestio- 
nes federales simples. Interpretación de otras normas y actos federales. 

Decidido por la Corte Suprema, en anterior pronunciamiento, que la sentencia 
de la Cámara había quedado firme en cuanto resolvía la caducidad del legado 
de un campo y la obligación de restituir los frutos, os indudable el derecho 
del actor a reclamar la entrega o restitución del inmueble litigioso, derecho 
que se basa en el fallo irrevisiblc y obligatorio de la Corte. 
Por consiguiente, la decisión que, en el procedimiento de ejecución de esa 
sentencia, hace lugar a la excepción de inhabilidad de título y desestima la 
ejecución, importa desconocer un pronunciamiento obligatorio de la Corte, 
por lo que debe ser dejada sin efecto. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Resolución. Revocación de la sentencia apelada. 

Teniendo en consideración las modalidades excepcionales del juicio — entre 
ellas su prolongadísima duración, la interposición, con éxito, de tres recursos 
extraordinarios y el hecho de que no haya podido hacerse efectiva la sen- 
tencia que la Corte expidió en favor de la recurrente hace cuatro años — 
corresponde que el Tribunal avoque el conocimiento de la causa y, a fin de 
evitar nuevas dilaciones, decida sobre el fondo del asunto planteado. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

La sentencia cuya ejecución se ha promovido a través de este 
incidente recayó en un juicio que, en lo fundamental; perseguía 
la revocación de legados y la restitución de los inmuebles involu- 
crados en ellos. 

Uno de estos inmuebles — el denominado "El Carmen", que 
es el que se pretende recuperar mediante la presente ejecución — 
fué legado por la causante a la Institución Salcsiana la cual, al 
momento de abrirse el juicio testamentario, carecía de personería 
jurídica. Por este motivo la justicia, en su momento, atribuyó a 
la Iglesia la titularidad del legado. 

Al deducirse la acción el inmueble de referencia hallábase 
en poder de la Institución Salesiana, ya con personería jurídica, 
si bien el dominio continuaba inscripto a nombre de la Iglesia 
(Arquidiócesís de Buenos Aires, fs. 147 vta. del principal). Por 
eso la demanda se dirigió contra ambas instituciones: contra la 
Iglesia, titular del legado y del dominio, se accionaba por cadu- 
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cidad del legado atribuyéndole incumplimiento de cargos; y con- 
tra la Institución Salesiana, detentadora del inmueble, por su 
restitución. 

Así lo reconoció expresamente el fallo de primera instancia 
al expresar: 4 'Se acumula a la acción de revocación de legados 
la acción dirigida contra la Institución Salesiana en tanto y en 
cuanto sea poseedora de cosas determinadas de la herencia, pa- 
ra obtener la restitución de ellas, como una consecuencia legal de 
la revocación , con todas las condenaciones accesorias" (fs. 396 
vta. m fine/3dl del principal). 

Dicho fallo resultó favorable a la actora. Declaró la caduci- 
dad de los legados hechos a favor de la Institución Salesiana, y 
como consecuencia legal necesaria de la revocación condenó so- 
lidariamente a la mencionada entidad y al Arzobispado de Bue- 
nos Aires a devolver a la actora los inmuebles legados en el tér- 
mino de treinta días (fs. 412 vta. del principal). 

Apelado este pronunciamiento el tribunal de urado se ex- 
pidió por sentencia que corre a fs. 589/614 y (pie resultó desfa- 
vorable a la actora, menos en lo que concierne al campo 4 4 El Car- 
men". Pero con respecto a él se creó, con motivo del fallo de la 
alzada, una situación que para la mejor comprensión del asunto 
conviene reseñar. 

El Camarista que votó en primer término lo hizo en el sentido 
de "que corresponde confirmar en todas sus partes la sentencia 
de primera instancia" (ver a fs. 601 vta. del principal el punto 
11 de las consideraciones finales del voto), la (¡ne ordenaba la ins- 
titución- riel inmueble. 

El Camarista que votó en segundo término, si bien desestimó 
las protensiones de la actora no vinculadas con el campo "El Car- 
men", con relación i éste manifestó (fs. 610 del principal) que 
el legado debía revocarse, que los frutos se deberán desde la fecha 
de la notificación de la demanda y agregó: "Xo hacer lugar a la 
reivindicación de los otros inmuebles reclamados en la deman- 
da", lo que necesariamente supone que respecto do uno de 
esos bienes, por lo menos, so hacía lugar a la reivindicación, y 
este no podía ser otro que el único que era objeto de la revoca- 
ción del legado. 

Esta interpretación la corrobora el torcer voto del presidente 
del tribunal quien, según lo manifiesta a t's. 610 in fine y vta , 
sólo debe votar, según el art. o4 do la ley local 1738 (Orgánica de 
la Administración de Justicia), sobre los puntos en que disientan 
los otros dos camaristas, y al enumerar esas disidencias (fs. 610 
vta.) no incluye la (pie sin duda se habría configurado si el se- 
gundo roto no hubiera coincidido con el primero en el sentido de 
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decretar la revocación del legado conjuntamente con su restitu- 
ción. 

No obstante lo expuesto aconteció que la parte dispositiva 
del fallo no hizo mención expresa a la obligación de restituir el 
legado revocado. Sobre este punto la resolución se limitó a "Con- 
firmar la sentencia apelada en cuanto revoca el legado estable- 
cido por la cláusula octava del testamento de autos, con obliga- 
ción de restituir los frutos desde la notificación de la demanda " 
(fs. 613 vta. in fine / 614 del principal). 

A raíz de esa omisión la actora interpuso aclaratoria (fs. 
619). También dedujo recurso extraordinario (fs. 632) por idénti- 
co motivo y por los demás agravios que le ocasionaba el fallo de 
la alzada. 

La aclaratoria tuvo, sobre el punto que me ocupa, un resul- 
tado quo a mi juicio se puede calificar de sorpresivo (fs. 652). 
Con excepción del voto del Camarista Dr. Perdriel se resolvió 
desestimarla como si la restitución del inmueble comportara re- 
visar o modificar el fallo. 

Así las cosas tocó intervenir a la Corte como consecuencia 
del recurso extraordinario que se había deducido. V. E. admitió 
entonces (fs. 755) que, en lo que era materia de recurso, corres- 
pondía dejar sin efecto la sentencia y devolver los autos para 
que el a quo emitiera nuevo fallo. Con particular referencia a la 
restitución del campo "El Carmen" es aplicable la consideración 
de V. E. que reputó arbitrario el fallo recurrido como consecuen- 
cia de lo decidido en la aclaratoria, al resultar de olla que ni del 
dispositivo ni de los considerandos cabía establecer decisión ex- 
plícita sobre el punto en cuestión. Va de suyo entonces que en el 
nuevo fallo que en virtud de lo dispuesto por el artículo 16, 
primera parte de la ley 48, se ordenaba dictar al superior tribu- 
nal ordinario de la causa, éste debía decidir explícitamente lo re- 
lativo a la restitución. 

A objeto de que se cumplimentara el pronunciamiento de 
V. E. de fs. 755 los autos fueron devueltos al tribunal remitente, 
el que al hacerlo (fs. 778/790) revocó íntegramente la sentencia 
de primera instancia dejando por lo tanto sin efecto su propio 
pronunciamiento anterior en lo que resultaba favorable a la ac- 
tora. V. E. decidió entonces (fs. 347) que este fallo excedía los 
límites dentro de los cuales debía expedirse el -a quo dados los 
términos de la anterior decisión de la Corte de fs. 755 y reconoció 
expresamente que "la decisión de la Cámara en cuanto había re- 
suelto la caducidad del legado del campo "El Carmen" y la 
obligación do restituir sus frutos desde la fecha de la demanda, 
había quedado firme" (fs. 848); agregó que la referida decisión 
de la Cámara sólo hallábase invalidada en la medida en que afee- 
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taba las pretensiones de la actora cuyo recurso prosperó — (ante 
la Corte) — 4 4 esto es lo referente a la caducidad del legado de la 
casa calle 25 de Mayo 928, la nulidad de la transacción de fs. 
18/36 y la restitución de los bienes reclamados con sus acceso- 
rios"; y dispuso que los autos fueran remitidos al tribunal de su 
procedencia * 4 para que proceda de conformidad con lo expuesto 
precedentemente ' \ 

El actor ha entendido equivocadamente a mi juicio que de 
acuerdo con las dos resoluciones de la Corte ha podido iniciar 
esta ejecución para que se le restituya el legado revocado, cuando 
en realidad, lo que sobre este punto V. E. ha resuelto es que en la 
nueva sentencia a dictarse el a quo debe incluir decisión explícita 
al respecto, lo que evidentemente hasta ahora no ha ocurrido. 

Por ello estimo que, en lo que ha podido ser materia de re- 
curso extraordinario, la decisión de fs. 86/94 de este incidente 
que rechaza la ejecución debe ser confirmada, devolviéndose los 
autos al tribunal de procedencia a fin de que se encuentre en 
condiciones de dar cabal cumplimiento a lo resuelto por V. E. por 
sentencia de 19 de julio de 1957 (fs. 847). Buenos Aires, 17 de 
marzo de 1959. — Ramón Lasca-no. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 4 Incidente de ejecución de sentencia en la 
causa: * 4 Martínez, Luisa Amelia Llano de c/ La Iglesia e Institu- 
ción de los Padres Salesianos s/ revocación de legados en el tes- 
tamento de Carmen Camelino de Amarilla". 

Considerando : 

Que, a fs. 394 413 de los autos 4 4 Martínez Luisa Amelia Llano 
de v. La Iglesia e Institución de los Padres Salesianos s/ revo- 
cación de legados en el testamento de doña Carmen Camelino de 
Amarilla", agregados por cuerda, el Sr. Juez interviniente de- 
claró, por sentencia de 3 de agosto de 1953, la caducidad de los 
legados hechos en favor de la Institución Salesiana (cláusulas 6 a 
y 8 ? ) y recogidos 4 4 por el Arzobispado de Buenos Aires en virtud 
de la sentencia dictada por el Tribunal Superior de la Provincia 
con fecha 15 de abril de 1929". En consecuencia de ello, condenó 
solidariamente 4 4 al Obispado de Buenos Aires y a la Institución 
Salesiana" a devolver a la actora, dentro del término de treinta 
días, determinados inmuebles, entre los que figuró el campo de- 
nominado 4 4 El Carmen del Itaimbe", sito en el Departamento de 
Ituzaingó, Provincia de Corrientes. 
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Que, deducidos los pertinentes recursos por los demandados, 
el tribunal de segunda instancia, además de pronunciarse sobre 
las diversas cuestiones debatidas entre las partes, confirmó la 
sentencia apelada "en cuanto revoca el legado establecido por la 
cláusula octava del testamento de autos, con obligación de resti- 
tuir los frutos desde la notificación de la demanda" (fs. 589/614, 
punto primero de la parte resolutiva). 

Que la actora interpuso recurso extraordinario de apelación 
contra esa sentencia (fs. 632/638), el que le fué denegado (fs, 
654/657), con motivo de lo cual, habiéndose deducido recurso de 
queja, esta Corte declaró la procedencia de aquella apelación, y 
se pronunció, en 21 de diciembre de 1955, sobre el fondo del asun- 
to, resolviendo, 4 4 en lo que al caso interesa", dejar sin efecto 
el fallo recurrido y devolver los autos al tribunal de su proce- 
dencia a fin de que éste emitiera nueva decisión con arreglo a lo 
previsto por el art. 16 de la ley 48 (i's. 755/756). 

Que, en tales circunstancias, la Cámara a quo, al sentenciar 
nuevamente la causa, en 8 de noviembre de 1956, revocó el fallo 
de primera instancia obrante a fs. 394/413 y rechazó, 4 4 en todas 
sus partes", la demanda promovida por doña Luisa Amelia Lla- 
no do Martínez (fs. 778/790). 

Quo olio motivó que la actora interpusiera, otra vez, recur- 
so extraordinario (fs. 792/800), ol que le fué concedido (fs. 801). 
Así, la Corlo Suprema debió pronunciarse en esta segunda opor- 
tunidad sobro el asunto controvertido (fs. 847/849), y, al hacerlo, 
interpretando su anterior sentencia de fs. 756/766, dijo: a) que 
4 4 la decisión de la Cámara en cuanto había resuelto la caducidad 
del legado del campo 4 4 El (/armen" y la obligación de restituir 
sus frutos desde la fecha de la demanda, había quedado firme"; 
b) que la anulación de la sentencia do fs. 589/614 sólo alcanzaba 
a 4 4 las partes viciadas por arbitrariedad y sin afectar a las que 
han quedado firmes por dar satisfacción a la parte impugnante", 
os decir, a la actora; y c) que 4 4 la nueva arbitrariedad alegada 
(fs. 792) se justifica porque han quedado revocadas decisiones 
que se encontraban firmes y respecto de las cuales no cabía un 
nuevo pronunciamiento, esto es, las que se relacionaban con la 
acción de la actora, que la Cámara rechazó, con la constitución 
en mora de la demandada, que consideró acreditada , y con la 
caducidad del legado del campo 4 4 El Carmen", que había admi- 
tido". De conformidad con estas consideraciones, pues, fué anu- 
lada la sentencia de fs. 778/790 y se dispuso que los autos vol- 
vieran una vez más al tribunal a quo, para que éste se pronun- 
ciara 4 4 exclusivamente sobre los puntos que comprendió ol re- 
curso extraordinario de fs. 632 y que motivaron la anulación del 
fallo anterior en la medida que ha sido señalada". 
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Que, a osa altura del procedimiento, la actora, doña Luisa 
Amelia Llano de Martínez, promovió la presente ejecución de 
sentencia, y, en el incidente respectivo, peticionó la restitución 
del campo "Kl Carmen", conforme a lo resuelto en el fallo de 
fs. 847/849 y a lo proscripto por el art. 2794 del Código Civil, 
" reservando la liquidación de los frutos para otro procedimien- 
to ulterior" (fs. 10/11). 

Que, sustanciadas las actuaciones, la Cámara Civil y Comer- 
cial de Corrientes, confirmando lo resuelto por el Sr. Juez de 
Primera Instancia (fs. 52/64), declaró la improcedencia do la 
acción ejecutiva (fs. 86/94, en 21 de marzo de 1958), de modo 
tal que la actora debió interponer su tercer recurso extraordina- 
rio para ante esta Corte (fs. 96/98). Afirmó esta vez el apelante 
que el fallo de fs. 86/94 adolece de arbitrariedad y le causa gra- 
vamen irreparable, "después de diecisiete años de pleito y me- 
diando dos sentencias de la Corle Suprema". Adujo, asimismo, 
que la Cámara, al declarar la improcedencia de la ejecución, ha 
incurrido en un acto que importa desconocimiento de las decisio- 
nes de este Tribunal insertas a fs. 75í3/7;"iíí y 847/849, lo que su- 
pone agravio al orden constitucional y, en el caso, hace procedente 
el recurso extraordinario. 

Que la procedencia formal del recurso no ofrece dudas, ha- 
bida cuenta del carácter obligatorio de las decisiones adoptadas 
por esta Corte en el ejercicio de su jurisdicción y de que, en la 
especie, se alega el desconocimiento de aquéllas (doctrina de Fa- 
llos: 2;tt>: 199; 2:tt: IV2 ; 189: 292 y otros). En tal sentido, es firme 
el principio de jurisprudencia según el cual la interpretación de 
las sentencias de la Corte Suprema da lugar a recurso extraor- 
dinario en los supuestos en que se discuten concretos derechos 
reconocidos por ellas (Fallos: 2.'58: 521 y 241 : 157). 

Que, en cuanto al fondo del asunto, interesa señalar que el 
fallo impugnado, que fué dictado con la disidencia de uno de los 
integrantes de la (-amara, se fundó, como se infiere de las opi- 
niones vertidas por los otros dos miembros, en las siguientes 
aseveraciones: a) "estando pendiente de resolución la reivindi- 
cación iniciada contra la Institución Salesiana, no es posible en- 
tregar bienes en poder de ella ejecutando la sentencia de revoca- 
toria del logado"; b) es preciso contemplar la situación de terce- 
ros "ajenos a la cuestión. firme y que alegan otros derechos"; 
c) la sentencia que se ejecuta no impone a los demandados »a 
obligación de hacer entrega del campo "VA Carmen"; d) "la ac- 
tora no es heredera forzosa y no ha entrado en posesión de los 
bienes de la herencia". Sobre la base de estas consideraciones, 
en las que se vio otros tantos e insalvables obstáculos opuestos 
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al reclamo deducido, se hizo lugar a la excepción do inhabilidad 
de título declarándose la improcedencia de la ejecución. 

Que, ante todo, conviene dejar establecido, para una más 
clara dilucidación del caso, que la ejecución de la parte firme de 
la sentencia de fs. 589/614, relativa a la caducidad del legado de 
que aquí se trata, ha podido iniciarse válidamente. Así se des- 
prende, con certeza, del fallo anteriormente emitido por esta Cor- 
te a fs. 847/849 de los autos principales, donde expresamente se 
desestimó la tesis de la "indivisibilidad" del pronunciamiento de 
fs. 589/614, y, por consiguiente, se afirmó que este último debía 
considerarse dividido en "partes viciadas", respecto de las cua- 
les procedía que la Cámara dictara nueva sentencia, y "partes 
firmes", a las que se reconoció naturaleza de decisiones ejecuto- 
riadas, atribuyéndoseles, por tanto, los efectos propios de la cosa 
juzgada. 

Que, aclarada esa circunstancia, corresponde afrontar el 
examen de la concreta cuestión sometida a juzgamiento, cuyo 
punto de partida se encuentra en lo que esta Corte resolvió a fs. 
848: "Que resulta así evidente que la decisión de la Cámara en 
cuanto había resuelto la caducidad del legado del campo "El 
Carmen" y la obligación de restituir sus frutos desde la fecha 
de la demanda, había quedado firme". Trátase ahora de especifi- 
car la extensión de este pronunciamiento con referencia al pro- 
blema suscitado en el sub lite y decidir si d(?ntro de el está com- 
prendido el derecho de la actora a reclamar la entrega o resti- 
tución del inmueble litigioso, es decir, si ese derecho tiene apoyo 
en una sentencia irrevisiblc y obligatoria de esta Corte. Y a ese 
fin, parece conveniente atenerse a los antecedentes y constancias 
del juicio principal, aludido en el considerando l 9 , de los que 
surgen, entre otras, las siguientes comprobaciones fundamenta- 
les: a) El fallo de fs. 394/413, que imponía a los demandados la 
obligación de "devolver a la actora Luisa Amelia Llano de Mar- 
tínez en el término do treinta días" varios inmuebles, incluido el 
que origina esta ejecución, fué confirmado por la Támara, justa- 
mente en lo concerniente al campo denominado " Kl Carmen", 
sin que se introdujeran modificaciones ni reservas de ninguna 
especie relacionadas con aquella obligación. 

b) Como con acierto lo pone do manifiesto el Sr. Procura- 
dor General (fs. 151/1,13), el contenido de los votos emitidos por 
los señores magistrados que suscriben el fallo de fs. 589/614 
(expte. principal) evidencia que no fué intención de ellos revocar 
lo decidido en primera instancia respecto de la referida obliga- 
ción de restituir. 

c) Ninguna circunstancia ni antecedentes justifica, pues, 
que se impute a aquel fallo la contradicción lógica de que adole- 
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eería si, por un lado, ordenara a los demandados restituir los 
frutos a la demandante desde la notificación de la demanda y, 
por otro, no dispusiera la correlativa restitución del dominio de la 
cosa productora de esos frutos. 

En mérito a estos elementos de hecho y de derecho, que la 
Corte Suprema tuvo en vista cuando dictó la sentencia de fs. 847/ 
84Í), cabe declarar que ésta, al reconocer valor y eficacia de cosa 
juzgada al punto primero de la parte resolutiva del fallo de fs. 
589/614, incluyó el derecho de la actora a obtener, dentro del 
término fijado por el Sr. Juez de Primera Instancia, la restitu- 
ción del inmueble sobre el que versa el recurso extraordinario. 
De donde se sigue que la Cámara, al resolver lo contrario, ha 
desconocido una decisión obligatoria que debió respetar fielmen- 
te en atención a la doctrina expuesta en el considerando 8* y a la 
jerarquía que este Tribunal inviste de acuerdo con la Constitu- 
ción Nacional (Fallos: 236: 199), por lo que su pronunciamiento, 
adverso a las pretcnsiones de la apelante, debe ser dejado sin 
efecto. 

Que a ello no obstan, naturalmente, los demás argumentos de 
que se ocupa dicho pronunciamiento, por cuanto significa, tam- 
bién, desconocer la fuerza imperativa y la autoridad de cosa juz- 
gada — que, en lo que aquí interesa, reviste lo dispuesto a fs. 847/ 
849 — invocar circunstancias ajenas a este juicio — como la pen- 
dencia de una acción reivindicatoría — para negar la restitución 
peticionada; intentar la revisión de cuestiones ya decididas — co- 
mo lo son las referentes al carácter del título y de las facultades 
que posee la actora — ; y alegar, contra ésta, derechos supuesta- 
mente pertenecientes a terceros extraños a la causa en que se 
dictó la sentencia que se ejecuta — terceros que, en todo caso, de- 
berán ejercer tales derechos por la vía que corresponda — . 

Que asimismo, la conclusión antes vista tampoco es obstacu- 
lizada por el hecho de que, a fs. 7óo vta., esta Corte haya aseve- 
rado que el fallo de fs. 589/614 no contuvo decisión explícita 
acerca del derecho a obtener la restitución del campo "El Car- 
men". En ello, efectivamente, debe verse tan sójo el señalamiento 
de una de las deficiencias formales en que incurrió la Cámara, 
mas no el aserto de que la aludida cuestión no estuviere implí- 
citamente resuelta. Sobre este punto, lo dicho más arriba, en el 
considerando ll 9 , es decisivo y hace innecesario abundar en más 
extensas consideraciones. 

Que, como surge de todo lo expresado, la actora ha podido 
peticionar la restitución del inmueble litigioso. Es titular del 
derecho (pie en tal sentido se atribuye, porque así resulta, inequí- 
vocamente, de una decisión judicial firme y, por tanto, ha estado 
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habilitada para intentar la vía ejecutiva de que dan cuenta las 
presentes actuaciones. 

Que, en virtud de ello, teniendo en consideración las modali- 
dades en verdad excepcionales que singularizan a esta contienda, 
entre las que puede mencionarse su prolongadísima duración, la 
interposición, con éxito, de tres recursos extraordinarios y el 
hecho de que aun no haya podido hacerse efectiva la sentencia 
que esta Corte expidió en favor de la actora — con relación al 
bien controvertido — hace ya cuatro años, justifican plenamente 
que el Tribunal haga uso de la facultad prevista en el art. 16 de 
la ley 48, avoque el conocimiento de la causa y, a fin de evitar nue- 
vas dilaciones, decida sobre el fondo del asunto ordenando la 
ejecución (doctrina de Fallos: 189: 292; 236: 199 y otros). 

Que, en consecuencia, procede declarar, conforme a las ra- 
zones expuestas en los considerandos precedentes, que en el caso 
se hallan reunidos los requisitos necesarios para la procedencia 
de la acción deducida en la demanda de fs. 10/11, siendo inadmi- 
sibles las defensas opuestas por los demandados. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se revoca la sentencia apelada de fs. 86/94. Y, de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 16, segunda parte, de la ley 48, se declara 
procedente la ejecución promovida y se condona a las demanda- 
das a restituir a la actora el campo denominado 1 ' El Carmen del 
Itaimbé" dentro del término de treinta días. Las costas de todas 
las instancias en el orden causado, en atención a las característi- 
cas del juicio. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Julio Oyhanarte. 



ARCADIO MENDEZ 

RECURSO DE AMPARO. 

No procedo el recurso de amparo deducido contra el acto de una Cámara 
Gremial que priva al recurrente de su calidad de socio, si !:i resolución del 
Presidente y Secretario de la entidad disponiendo la suspensión del apelante 
aparece avalada por la asamblea societaria, que ratificó lo actuado por la 
Comisión Directiva y votó por mavoría la expulsión. 

No existe, pues, manifiesta ilegalidad o arbitrariedad de los actos impugnados 
en la situación de autos, que no es más que un conflicto cuya solución puede 
lograrse mediante los procedimientos ordinarios y no por la vía excepcional 
del amparo. 

RECURSO DE AMPARO. 

Es improcedente el recurso de amparo deducido contra la resolución de una 
Cámara Gremial que priva al recurrente de su calidad de socio, desde que la 
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demanda no ha sido promovida contra un acto emanado de autoridad pública 
(Voto de los Señores Ministros Doctores Don ,\ristól)ulo D. Aráoz de La- 
niadrid y Don Julio Oyhanarle). 

Dictamen del Phocm iíadoü (íkneüal 
Suprema Corte : 

Xo croo (pie el caso que se trae a conocimiento de V. K. por 
medio del recurso extraordinario concedido a fs. 18 de estos au- 
tos, pueda ser equiparado a aquél (pie motivara el pronunciamien- 
to registrado en Fallos: 241 : 291 ; pues, en mi opinión, en el sub 
indico no resulta de un modo claro y manifiesto la ilegitimidad 
de la restricción a la libertad de trabajo de (pie se agravia el 
recurrente. _ 

Según este, en efecto, las autoridades de la Cámara Gremial 
del Transporte Automotor con sede en la capital de la Provincia 
de Catamarca, al suspenderlo en su carácter de socio de esa enti- 
dad en los términos de que informa el telegrama (pie corre a fs. 1 
del agregado, no se ajustaron a las prescripciones estatuarias 
(pie rigen la vida de la institución. 

Sin embargo, de lo actuado se desprende que pocos días des- 
pués de interpuesto este pedido de amparo, una asamblea socie- 
taria especialmente convocada para juzgar la conducta del actor 
y de otros cuatro consocios, resolvió ratificar la suspensión dis- 
puesta por la Comisión Directiva, para seguidamente pronun- 
ciarse en favor de la expulsión de aquél (v. acta de fs. 39/51 del 
expediente que corre por cuerda, especialmente fs. 40 y 49). 

Por cierto que en actuaciones posteriores a su presentación 
inicial el recurrente también impugnó la validez de la antedicha 
asamblea, con base en (pie la resolución de la Comisión Directiva 
que dispuso convocarla debía considerarse nula por no constar en 
legal forma en el libro de actas correspondiente. 

Kilo no obstante, tampoco me parece (pie esto último baste 
para considerar inconsulta y arbitraria la medida que se objeta. 
Sobre el particular cabe poner de relieve, en efecto, que en nin- 
gún momento el recurrente ha pretendido (pie aquella circunstan- 
cia influyó en la constitución de la asamblea de referencia, ni mu- 
cho menos, que lo por ella resuelto no representó la voluntad de 
la mayoría de los socios de la institución. Por lo demás, debe te- 
nerse en cuenta que planteada como cuestión previa ante la propia 
asamblea lo referente a la nulidad de la convocatoria, sobre la base 
de iguales argumentos a los aquí utilizados, la misma desestimó la 
impugnación y se pronunció en favor de la legalidad del acto, el 
cual se llevó a cabo — merece también señalarse — con la presen- 
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cia de un representante del organismo administrativo local en- 
cargado del control de las entidades dotadas de personería ju- 
rídica. 

A mi juicio, lo expuesto basta para apreciar que la restric- 
ción que pueda haber sufrido el derecho invocado por el actor no 
aparece claramente desprovista de toda apariencia de legitimi- 
dad, y por lo tanto, pienso que la situación de autos difiere subs- 
tancialmente de la que dio ocasión al pronunciamiento de la Corte 
más arriba recordado. 

En consecuencia, estimo que la doctrina entonces sentada no 
es de aplicación al presente caso y que, por ello, corresponde con- 
firmar el fallo apelado. Buenos Aires, 15 de setiembre de 1959. — 
Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 
Vistos los autos: "Méndez, Arcadio s/ recurso de amparo". 
Considerando: 

Que el recurrente, alegando su calidad de miembro de la Cá- 
mara Gremial del Transporte Automotor, organización subcon- 
tratista de ía obra del dique "Las Pirquitas", Provincia de Ca- 
tamarca, deduce recurso de amparo en mérito de lo resuelto por 
este Tribunal en Fallos: 241 : 291, por entender violada en su per- 
juicio la garantía de trabajar y ejercer toda indutria lícita am- 
parada por el art. 14 de la Constitución Nacional, en razón de 
que fué privado en forma arbitraria (telegrama de fs. 1) de su 
calidad de socio de dicha institución, y, consiguientemente, impe- 
dido de ejercer su profesión de camionero transportista en la obra 
mencionada. 

Que el tribunal a quo, revocando lo resuelto por el juez de 
primera instancia, no hizo lugar a la demanda, por entender que 
4 4 el juicio relativo al conflicto interno entre socios y autoridades 
sociales de la citada Cámara Gremial, a la validez o nulidad del 
acto jurídico de la suspensión o de la expulsión M del recurrente 
como socio, son asuntos impropios y extraños a la naturaleza del 
recurso de amparo, y deben ser resueltos por otras vías (fs. 56). 

Quo esta doctrina es coincidente é con la sostenida por esta Cor- 
te en Fallos: 244: 68; 242: 300, 434, en el sentido de que, siendo 
el recurso de amparo un remedio excepcional, sólo es procedente 
en ca^o de manifiesta ilegitimidad o arbitrariedad de los actos im- 
pmmados. En el sub iurlice, la resolución del Presidente y Secre- 
tario de la entidad transportista disponiendo la suspensión del 
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recurrente, aparece avalada por la asamblea societaria convocada 
para juzgar la conducta de varios asociados, que ratificó todo lo 
actuado por la Comisión Directiva y votó por mayoría la expul- 
sión (ver expte. ai>re£. fs. 40 y 49, in fine). . 

Que, en estas condiciones, la demanda interpuesta es impro- 
cedente, toda vez que la situación de autos no es más que un 
conflicto entre una asociación gremial y uno de sus asociados, 
cuya solución es susceptible de lograrse mediante los procedi- 
mientos ordinarios y no por la vía excepcional del amparo. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se confirma la sentencia apelada. 

Alfkkdo Ouuaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Akistóbulo 
D. Akáoz dk Lamadiud (según stt 
voto) — Lris María Boffi Bocce- 
ko (según su roto) — Julio Oy- 
iiAXAitTE (según su roto). 

Voto de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid y Don .Truo Oyhanarte 

Considerando : 

Que, como se desprende de la relación de antecedentes con- 
tenida en el voto precedente, la demanda de amparo sustanciada 
en las presentes actuaciones no ha sido promovida contra un acto 
emanado de autoridad pública, circunstancia que basta para de- 
cidir la improcedencia del remedio intentado. Kilo, de conformi- 
dad con las consideraciones que los abajo suscriptos expusieron 
en los precedentes d«' Fallos: 241: 291 y causa C. 698, "Caldo, 
Agustín '\ fallada el 21] de noviembre» ppdo, las que se dan por 
reproducidas en lo pertinente, breritatis cansa. Corresponde, 
pues, la confirmación de la sentencia apelada. 

AiiisTÓiH'Lo I). Akáoz dk Lamadrto — 
Ji'Lio Oyiianahtk. 

Voto del Senoií Mixistko Doctoh Don Lns Mm;ía 

BOKKI BocCKIIO 

Considerando : 

Que, seí>un los antecedentes de la causa, ésta guarda una ana- 
logía esencial con la resuelta en Fallos: 244: (iS, ante lo cuftl, 
teniendo por reproducidos en lo pertinente los fundamentos ex- 
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puestos por el suscripto en aquella causa, el amparo no puede 
prosperar. 

Por ello, habiendo dictaminado el Sr Procurador Goneral, se 
confirma la sentencia recurrida. 

Luis María Boffi Bogoeko. 



ALEXE JURI HILLAR 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Las decisiones referentes a prisión preventiva y excarcelación no constituyen, 
por vía de principio, sentencia definitiva a los fines del recurso extraordi- 
nario, sin que obste a ello la invocación de la garantía de la defensa en 
juicio ni el alegado error en la interpretación de los textos legales. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Sentencia definitiva. Re- 
soluciones anteriores a la sentencia definitiva. Varias. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra la resolución que 
deniega el pedido de libertad formulado por el procesado, detenido durante 
un lapso mayor que el fijado en el art. f>90 del Código de Procedimientos en 
la Criminal, con prisión preventiva firme y excarcelación denegada, en un 
proceso de características excepcionales (30 cuerpos de expediente, casi G000 
fojas de actuación, 98 personas implicadas, múltiples incidentes y recursos 
interpuestos durante la tramitación del sumario). La jurisprudencia según 
la cual las decisiones referentes a prisión preventiva y excarcelación no cons- 
tituyen, en principio, sentencia definitiva a los fines del recurso extraordina- 
rio, debe mantenerse en el caso, cuyas circunstancias especiales llevan a apli- 
car la regla general y no la excepción reconocida en precedentes del Tri- 
bunal. A lo que cabe agregar que el recurrente no pretende que el lapso de 
prisión preventiva cumplida exceda la condena que pueda corresponder al 
delito por el que se lo procesa ni que sea arbitraria la interpretación que el 
tribunal de la causa ha dado a la norma legal citada. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Tal como lo ha declarado reiteradamente V. E-, las resolu- 
ciones atinentes a la prisión preventiva, o a la excarcelación no 
son susceptibles de recurso extraordinario, por no constituir sen- 
tencias definitivas en los términos del art. 14 de la ley 48 (Fallos: 
234: 450; 236: 271 y 314; 238: 390; 239: 495; y 240: 12, entre 
otros) ; y "no cabe admitir excepción con fundamento en el error 
en la interpretación del texto constitucional o legal invocado,' en 
cuanto es punto que puede encontrar remedio en ocasión del fallo 
final de la causa. Y no es admisible oponer a esto la argumenta- 
ción de que en tal situación habrá que esperar el pronunciamiento 
que ponga fin al proceso, pues tal agravio podría reproducirse 
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en todos los casos de prisión preventiva, lo que, de aceptarse, 
invalidaría el principio antes enunciado". (Fallos: 238: 394), 

A ello debe agregarse, en el presente caso, que la cuestión 
resuelta por el a quo, al denegar la libertad solicitada, versa so- 
bre la interpretación de la norma contenida en el art. 699 del 
Código de Procedimientos en lo Criminal, cuya naturaleza pro- 
cesal hace también improcedente, en este aspecto, la apelación ex- 
traordinaria deducida. 

Estimo pues, que corresponde declarar mal concedido a fs. 
53 el recurso de referencia. Buenos Aires, 25 de noviembre de 
1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Millar Alexe Juri — solicita orden de 
libertada 

Considerando : 

Que, fundado en lo dispuesto por el art. 699 del Código de 
Procedimientos en lo Criminal, el procesado Alexe Juri Ilillar 
solicitó se dispusiera su libertad, alegando encontrarse detenido 
desde el 23 de julio de 1957, con prisión preventiva firme y excar- 
celación denegada. El Sr. Juez Federal desestimó el pedido (fs. 
10) y esta resolución fué confirmada por la Cámara Federal de 
Apelaciones de Córdoba (fs. 40/41). El tribunal a quo, luego de 
valorar las circunstancias excepcionales del proceso — 30 cuer- 
pos de expediente, casi 6.Ü00 fojas de actuación, 98 personas im- 
plicadas, múltiples incidentes y recursos durante la tramitación 
del sumario — llegó a la conclusión de que la prisión preventiva 
es una medida cautelar, que debe mantenerse hasta la finaliza- 
ción del proceso; que, aunque en el caso se ha excedido el término 
fijado en el art. 699 del Cód. Proc. Crim., la interpretación y apli- 
cación de este precepto no debe llevar a establecer, por vía indi- 
recta, una causal de excarcelación no prevista por la ley ; y que 
el término de dos años a que se refiere la norma legal citada es 
meramente ordenatorio, establecido para asegurar la marcha nor- 
mal del proceso, sin que su inobservancia traiga aparejada san- 
ciones de carácter procesal que lleven, como lo pretende el proce- 
sado a decretar la inmediata libertad del detenido. El recurso 
extraordinario interpuesto a fs. 44/52 y concedido a fs. 53, se 
funda en que la inteligencia acordada por la Cámara al art. 099 
del Cód. Proc. Crim. resulta violatoria de los derechos a la liber- 
t¿id personal y a la defensa en juicio consagrados en los arts. 14 
y 18 de la Constitución Nacional. 
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Que, como lo señala el Sr. Procurador General, esta Corte 
ha resuelto reiteradamente que las decisiones referentes a pri- 
sión preventiva y excarcelación no constituyen, por vía de prin- 
cipio, sentencia definitiva a los fines del recurso extraordinario, 
sin que obste a ello la invocación de la garantía de la defensa en 
juicio ni el alegado error en la interpretación de los textos lega- 
les (Fallos : 234 : 450 ; 236 : 314 ; 238 : 394 y 306 ; 239 : 495 ; 240 : 12 ; 
sentencias del 4 y 11 del corriente en las causas M.408 G.352, res- 
pectivamente). 

Que la jurisprudencia mencionada debe mantenerse en la 
presente causa, cuyas circunstancias ciertamente excepcionales, 
puestas de manifiesto por la Cámara y reconocidas por el recu- 
rrente, llevan a la aplicación del principio y no de la excepción 
reconocida en los precedentes del Tribunal. A lo cual cabe agregar 
que el recurrente no pretende que el lapso de prisión preventiva 
cumplido exceda la condena que pueda corresponder al delito por 
el que se lo procesa ni que sea arbitraria la interpretación que el 
tribunal de la causa ha dado a la norma legal cuestionada en el 
caso. 

Por ello, se declara improcedente el recurso extraordinario 
concedido a fs. 53. 

Bexjamín Villegas Basavilbaso — 
Luis María Boffi Boggero — Jr- 
lio Oyhaxarte. 



ALFREDO GOMEZ MORALES v Otkos 

JURISDICCION Y COMPETKSCIA: Competencia nacional Causas penales. 
Delitos que obstruyen el normal funcionamiento de las instituciones nacionales. 

Corresponde a la justicia nacional en lo criminal y correccional federal y 
no a la de instrucción, de la Capital Federal, conocer de la causa en la que 
se investiga la infracción a la ley 1 2.90(5, imputada a un ex Ministro de Fi- 
nanzas de la Nación y Presidente del Ha neo Central y a un ex Director de 
aquel Ministerio, consistente en maniobras que tendían a establecer un mo- 
nopolio mediante el otorgamiento de permisos de importación. 

Dictamen del Phoccisadok Gexrkal 

Suprema Corte: 

La ley 12.006 no reprime sójo los hechos constitutivos de 
monopolio, sino también los que sean tendientes a establecerlo 
(arts. 1 y 2 de dicha ley). 

En consecuencia, si las imputaciones efectuadas contra los 
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procesados Coire y Gómez Morales resultaran acreditadas, los 
nombrados habrían participado, siendo funcionarios públicos na- 
cionales, en actos que caen bajo las sanciones establecidas en el 
mencionado cuerpo legal. 

En efecto, de las constancias de autos surge que en los mo- 
mentos iniciales de la operación que se sostiene constituye la ma- 
niobra delictiva, tanto Gómez Morales, en su cargo de Ministro 
de Finanzas, y Presidente del Banco Central, como Coire, en su 
carácter de director de cambios y moneda de dicho ministerio, 
tuvieron intervención decisiva en el otorgamiento de los corres- 
pondientes permisos de importación (v. especialmente declara- 
ciones testimoniales a f s. 31 vta. y 35 vta. ; documentos de f s. 102, 
103, y 120 y siguientes, firmados por Coire; declaraciones de fs. 
401, 522, 523, 527 vta., 575, 582 y 1682). 

De establecerse, pues, la veracidad de las imputaciones formu- 
ladas, el delito sería de aquéllos que corrompen u obstruyen el 
buen servicio de los empleados de la Nación, y, por lo tanto, la 
investigación de los hechos corresponde a la justicia en lo Fede- 
ral (art. 3*, inc. 3', de la ley 48). 

Corresponde señalar, por otra parte, que entre los hechos 
a investigar se halla la presunta comisión del delito de contra- 
bando a que se refiere el auto de prisión preventiva de fs. 1230, 
y a cuyo respecto no se pronunció explícitamente la Cámara 
Federal en su resolución de fs. 1430. 

Corresponde, en consecuencia, a mi juicio, dirimir la presente 
contienda declarando que deben continuar entendiendo en la cau- 
sa los tribunales en lo criminal y correccional federal. Buenos 
Aires, 21 de setiembre de 1959. — Ramón Laseano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado a fs. 1795 por el Sr. Procu- 
rador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Criminal 
y Correccional Federal de la Capital es el competente para se- 
guir conociendo de la presente causa. Remítansele los autos y há- 
gase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Nacional en lo Crimi- 
nal de Instrucción. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Villegas 
Basavilbaso — Luis María Boffi 
Boggero — Julio Oyiiaxarte. 
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MARIA PELLEGRINI 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal. Pluralidad de de- 
litos. 

La solución del supuesto previsto por el art. M del Código de Procedimien- 
tos en lo Criminal depende de la mayor o menor gravedad de los delitos de 
que conocen los jueces federales en conflicto, sin que la conexidad o la falta 
de ella obsten a la aplicación de las reglas legales sobre competencia. 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de delitos. 

Si no aparece acreditado que la defraudación presuntamente cometida en ju- 
risdicción del Juez Federal de San Martín sea, por su naturaleza, reiteración, 
monto de lo defraudado y demás circunstancias del caso, más grave que la 
defraudación imputada a la misma persona en la causa que, iniciada con «n- 
terioridad, tramita ante el Juez Federal de la Capital, corresponde entender 
del proceso a este magistrado. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

De las actuaciones agregadas surge que el hecho ocurrido el 
24 do diciembre de 1956 en la sucursal de correos n 9 18 de la 
calle Gaona 1328 de la Capital Federal, que se menciona en el 
memorándum do fs. 1 de estos autos, habría tenido como autora 
a Juana Haydée Castillo (declaración indagatoria de fs. 509 y 
careo de fs. 1610, ambas del agregado), la cual utilizó para ello 
la libreta de ahorro n 9 3.215.931, cuyo titular es María Pellegrini 
(ver fs. 478 del agregado) y la libreta cívica de ésta, n* 2.365.505, 
adulterada con la foto de la procesada Castillo (fs. 380 del agre- 
gado). 

Resulta entonces prima facie presumible que sea también 
ésta autora de las defraudaciones que con los documentos men- 
cionados se efectuaron el mismo 24 de diciembre en la sucursal 
n 9 12 do Corrientes 3602, Capital Federal, y on la sucursal de 
Hurlingham el 20 de diciembre — día on que la Castillo reconoce 
haber recibido los documentos — , hecho oste último que investiga 
el Sr. Juez Federal do San Martín (v. memorándum e indagato- 
ria citados), y ha dado lugar a la presento contienda de com- 
petencia. 

So trata por tanto del caso previsto por el art. 37 del Código 
de Procedimientos en lo Criminal, y teniendo en cuenta que el 
delito de mayor entidad ha sido cometido en la Capital Federal 
(memorándum de fs. 1), soy de opinión que corresponde dirimir 
este conflicto declarando la competencia del Sr. Juez Nacional 
en lo Criminal y Correccional Federal n v 2 de la Capital Federal 
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(Fallos: 242: 159 y 527). .Buenos Aires, 21 de diciembre de 1959. 
— Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos: 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General, con lo resuelto por esta Corte en los casos 
que cita y, además, en la causa "Mauricio Bendiske y otros", 
fallada el 28 de setiembre pasado, se declara que el Sr. Juez 
Nacional en lo Criminal y Correccional Federal de la Capital es 
el competente para conocer de este sumario. Remítansele los 
autos y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez Federal de 
San Martín, Provincia de Buenos Aires. 

Aristóbulo D. Aráoz de Lamadrid — 
Luis María Boffi Boggero — Ju- 
lio Oyhanarte. 



CARLOS JUAN PODRECCA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de delitos. 

Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre los he- 
chos delictuosos denunciados, si ellos se presentan "prima facie" como in- 
dependientes, deben ser investigados por los jueces del lugar donde habrían 
sido cometidos. 

En consecuencia, corresponde al juez federal de Azul, Provincia de Buenos 
Aires, conocer en el delito de falsificación de libretas de enrolamiento que 
se habría perpetrado en su jurisdicción; y, al juez en lo penal de Mar del 
Plata, del de defraudación que también se imputa al procesado. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El delito de falsedad en instrumento público, aunque haya 
sido cometido con el fin de realizar una defraudación posterior, 
es independiente de ésta y concurre con ella materialmente (Fa- 
llos: 217: 502 y los allí citados). 

Por aplicación de esta doctrina, corresponde entender en los 
delitos de falsificación de anotaciones en las libretas de enrola- 
miento a la justicia federal de Azul, y en los de defraudación 
a los tribunales de la Provincia de Buenos Aires. 
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En tal sentido procede, pues, dirimir la presente contienda 
de competencia. Buenos Aires, 23 de diciembre de 1959. — Ra- 
món Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos : 

De acuerdo con lo dictaminado precedentemente por el Señor 
Procurador General y con lo resuelto por esta Corte el día 24 del 
corriente en la causa C.808, "Rubinstcin, Sara y otra s/ estafa'', 
se declara que el Sr. Juez en lo Penal de Mar del Plata es el 
competente para conocer de las defraudaciones imputadas a Car- 
los Juan Podrecca. Devuélvanse estos autos al Señor Juez Fede- 
ral de Azul y hágase saber en la forma de estilo al Sr. Juez en 
lo Penal de Mar del Plata, a quien se remitirá la causa 3846, 
agregada sin acumular. 

Benjamín V illec.as Basavilbaso — 
Aiustórulo D. Aráoz de Lama- 
imii> — Luis María Boffi Boggero 
— Julio Oyiianarte. 



S. R. L. "H. I. R. U" v. FEDERACION ARGENTINA de TRABAJADORES 
de la INDUSTRIA GASTRONOMICA 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitncwnalidad, Facultades del 
Poder Judicial. 

El control encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y legis- 
lativa requiere que el requisito de la existencia de un "caso" o "controver- 
sia" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de la 
división de los poderes. Tales casos o causas, en los términos de los arts. 100 
y 101 de la Constitución Nacional, son aquéllos que contempla el art. 2 de la 
ley 27 con la exigencia de que los tribunales federales sólo ejerzan juris- 
dicción en los casos "contenciosos". 

CONSTITUCION NACIONAL: Control^ de constitucionalidad. Facultades del 
Poder Judicial 

La aplicación de los preceptos de las leyes de la Nación, por vía de principio, 
no puede impedirse por medio de la promoción de un juicio declarativo de 
inconstitucionalidad. 



DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 553 

CONSTITUCION NACIONAL: Control de constitucionalidad. Facultades del 
Poder Judicial. 

Los actos de lns uutoridiidcs constituidas y las leyes dictadas por el Con- 
greso de la Nación se presume que son válidos, mientras no se pruebe trans- 
gresión constitucional. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

Xo procede el recurso extraordinario contra la sentencia que, en razón de 
no existir "caso contencioso", rechaza la demanda sobre inconstitucionalidad 
del art. 33 de la ley 14.455 y de la resolución ministerial 218/58, en cuanto 
disponen que la parte patronal debe actuar como agente de retención respecto 
de las contribuciones obreras para el fondo asistencial de una asociación pro- 
fesional de trabajadores. 



Dictamen del Phocuiiadok General 

Suprema Corte : 

Comparto el criterio sustentado por los pronunciamientos de 
fs. 32 y 44 del expediente principal, en el sentido de que en el 
mismo no existe planteada una controversia concreta susceptible 
de ser resuelta por los tribunales de justicia. 

En ausencia, pues, del "caso contencioso" exigido invaria- 
blemente por la Corte como requisito indispensable para acudir 
ante aquellos, pienso que corresponde no hacer lugar a esta pre- 
sentación directa motivada por la denegatoria del recurso extra- 
ordinario deducido a fs. 49 de los autos de referencia. Buenos 
Aires, 26 de noviembre de 1959. — Ii anión Lasca-no. 
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Buenos Aires, 28 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: ' * Recurso de hecho deducido por la actora 
en la causa "II. I. R.U." S. R. L. c/ Federación Argentina de 
Trabajadores de la Industria Gastronómica", para decidir sobre 
su procedencia. 

Y considerando : 

Que con arreglo a la jurisprudencia de esta Corte el con- 
trol encomendado a la justicia sobre las actividades ejecutiva y 
legislativa requiere que el requisito de la existencia de un "caso" 
o "controversia" sea observado rigurosamente para la preser- 
vación del principio de la división de los poderes — Fallos: 243: 
176 y sus citas — . 

Que como también se dijo en la oportunidad mencionada 
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" tales casos o causas en los términos de los arts. 100 y 101 de !a 
Constitución Nacional son aquellos que contempla el art. 2 9 de 
la ley 27 con la exigencia de que los tribunales federales sólo 
ejerzan jurisdicción en los casos "contenciosos", lo que excluye, 
como lo señala la jurisprudencia que menciona el dictamen del 
Señor Procurador General, las declaraciones generales y direc- 
tas de inconstitucionalidad de las normas o actos de los otros 
poderes, en tanto su aplicación no haya dado lugar a un litigio 
contencioso para cuyo fallo se requiera la revisión del punto 
constitucional propuesto". 

Que se sigue de lo expuesto que, por vía de principio, la apli- 
cación de los preceptos de las leyes de la Nación no puede impe- 
dirse por medio de la promoción de un juicio declarativo de 
inconstitucionalidad. La solución responde además a la presun- 
ción de validez que debe reconocerse a los actos de las autoridades 
constituidas y, muy particularmente, a las leyes dictadas por el 
Honorable Congreso de la Nación. Y obedece también a la cir- 
cunstancia de que, en el orden nacional, no ha sido prevista la 
posibilidad de la promoción de causas similares a la que motiva 
la queja. 

Que por aplicación de la doctrina enunciada en los conside- 
randos que anteceden y no mediando en el caso circunstancias 
de excepción, la queja debe ser desechada. 

Por ello se desestima la precedente queja. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aiustóbulo 
D. Auáoz de La madrid — Luis 
María Boffi Boggero. 



MARIA A. RAPISARDA y Otras v. S. A. INDUSTRIAS LLAVE 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas locales de procedimientos. Doble instancia y recursos. 

La resolución que deniega el recurso de inaplicabilidad de ley del art. 28 
del decreto-ley 1285/58, en principio, es insusceptible de apelación extra- 
ordinaria. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Improcedencia del recurso. 

Es inaplicable la jurisprudencia establecida en materia de arbitrariedad con- 
tra la resolución fundada de la Cámara del Trabajo que, previo dictamen del 
Procurador General del fuero a que se remite, desestima el recurso de inapli- 
cabilidad de ley del art. 28 del decreto-ley 1285/58. 
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Dictamen del Phocuradok Genkru. 
Suprema Corte : 

Lo decidido a fs. 395 do los autos principales — que deses- 
tima el recurso de inaplicabilidad de ley interpuesto a fs. 387 
por el apelante — no es revisible, dada su naturaleza, en la ins- 
tancia de excepción prevista en el art. 14 de la ley 48. Y como 
en virtud de tal decisión, la sentencia definitiva de la causa es 
la de fs. 378 del principal, me parece» claro que con respecto a 
ella, el recurso extraordinario interpuesto a fs. 399 ha sido dedu- 
cido fuera de termino. 

En consecuencia, considero que corresponde declarar bien 
denegado a fs. 405 de los autos principales el remedio federal 
intentado y no hacer lugar a la presente queja. Buenos Aires, 17 
de diciembre de 1959. — llamón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, :2S de diciembre de 1959. 

Vistos los autos; "Recurso de hecho deducido por la deman- 
dada en la causa Rapisarda, María A. y otras c Industrias Llave 
S.A.", para decidir sobre su procedencia. 

Y considerando : 

Que como lo señala el dictamen precedente, respecto de la 
resolución que deniega el recurso de inaplicabilidad del art. 28 
del decreto-lev 1285/58, no cabe, en principio, recurso extraordi- 
nario —Fallos: 243: 29G y otros—. 

Que tratándose de un pronunciamiento fundado, expedido, 
además, previo dictamen del Señor Procurador General del Tra- 
bajo — fs. 293 de los autos principales — a que la resolución de 
fs. 395 se remite, la jurisprudencia establecida en materia de 
arbitrariedad es inaplicable al caso. 

Que el recurso de fs. 399 es extemporáneo respecto de la 
sentencia de fs. 378. 

Por ello y lo dictaminado por el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Alfhkik) Oiujaz — Bknjamíx Villk- 

OAS BaSAVILBASO AlUSTÓBULO 

D. Ahaoz dk Lamadhid — Lns 

MANÍA BoFKl BOíiOKHO Jl'MO 

Oyhanarte. 
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IRMA ETEL MARIA ALIN dk MACHUCA v. NACION ARGENTINA 

DAÑOS Y PERJUICIOS : Determinación de la indemnización. Daño material. 

Correspondo confirmar la sentencia en cuanto estima razonable que el ac- 
cidentado, hombre de 32 años y de presumible buena salud, hubiese prolonga- 
do su existencia en 36 años — según tablas de mortalidad — , si el represen- 
tante de la Nación recurrente no ha desvirtuado en forma esa aseveración. 
Tampoco os admisible la impugnación del fallo en cuanto computa la des- 
valorización de la moneda en el cálculo del resarcimiento por la muerte de la 
víctima en un accidente de tránsito, desde que el tribunal apelado la considera 
como una de las circunstancias de hecho necesarias para establecer la repa- 
ración integral que incumbe a los jueces apreciar en materia de responsa- 
bilidad aquiliana. 

DAÑOS Y PKfíJU ICIOS : Determinación de la indemnización. Daño material 

Si la sentencia de la Cámara se ha inspirado en la prudencia de los jueces 
para "fijar el monto de la indemnización y el modo de satisfacerla" (art. 
1084 del Cód. Civil) correspondo desestimar el agravio del recurrente en 
cuanto aduce que la indemnización fijada por la muerto del esposo do la ae- 
tora en un accidente de tránsito debe comprender únicamente lo necesario 
para la subsistencia de la viuda y de los hijos menores, no debiendo tenerse 
en cuenta sólo la edad de la víctima, ni lo que, hipotéticamente, hubiera po- 
dido ganar en el termino probable de su vida. 

Sentencia del Juez Nacional en lo Civil 

Buenos Aires, 30 de setiembre de 1957. 

Y vistos, estos autos caratulados "Alin de Machuca, Irma Etel c/ Fisca Na- 
cional s/ daños y perjuicios", de los cuales resulta: 

1*) A fs. 13 so presenta doña Irma Etel María Alin de Machuca, por sí 
y por la representación do sus hijos Liliana y Silvia Estela Machuca y Alin, por 
intermedio do apoderado, iniciando demanda por indemnización de daños y per- 
juicios contra ol Fisco Nacional — Ministerio de Asistencia Social y Salud Pública 
de la Nación — . 

Manifiesta que su esposo don Ramón Arcadio Machuca, se desempeñaba en el 
cargo de ayudante do administración en ol referido Ministerio, que en ese carácter 
acompañó al conductor de ambulancia Emilio Rleiman hasta el Sanatorio "Som- 
mer" de General Rodríguez, Provincia de Buenos Aires. Cumplida la misión e 
iniciado el regreso, ocurrió el vuelco de la ambulancia en que viajaban, de resultas 
del cual falleció su marido. 

Instruido el correspondiente sumario, quedó perfectamente demostrado la 
forma y circunstancia del accidente, producido en la ruta 194 y ocurrido por culpa 
del conductor Emilio Sleiman — también empleado del Ministerio de Salud Pú- 
blica — . 

Teniéndose en cuenta los antecedentes referidos, las obligaciones y daños 
emergentes y consecutivos al deceso de la víctima, su extrema juventud y todo 
lo que su mujer e hijas podían esperar de él en el futuro, reclama como indem- 
nización la suma de $ 150.000 m/n. 

Funda su derecho en los arts. 699, 1109, 1110 y 1113 del Código Civil. 

Solicitando que oportunamente se haga lugar a la demanda, con costas. 
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2 9 ) Corrido traslado de la demanda, éste es evacuado a fs. 27 por el Señor 
Agente Fiscal, Dr. Eduardo M. Guzmán, en representación del Superior Gobierno 
de la Nación. 

Pice que por no constarle y no tener antecedentes, niega que los lieclios se 
produjeran en la forma narrada o en otra, de donde pueda surgir responsabilidad 
alguna para su representada. 

Para el supuesto de que los hechos alegados por la parle adora fueran 
probados y se estableciera la responsabilidad de la Nación, impugna desde ya 
como muy elevada la suma reclamada en concepto de indemnización. 

Finalmente solicita el rechazo de la demanda, con costas, y para el hipotético 
caso de que se estableciera la responsabilidad del Gobierno Nacional, pide se 
reduzca la indemnización a sus justos límites. 

Considerando : 

I. En el alegato de fs. 210 el Señor Agente Fiscal, representante del Go- 
bierno de la Nación reconoce expresamente la defunción de Ramón A rea di o Ma- 
chuca; el hecho del accidente; la condición de empleado del Ministerio de Salud 
Publica de la Nación y de conductor de la ambulancia de Emilio Sleiman, cau- 
sante del accidente; la misión especial o acto de servicio que desempeñaba Ma- 
chuca; la causalidad entre el accidente y el fallecimiento de Machuca y la 
antigüedad de éste en el empleo y el salario promedio de $ 1.254 mensuales 
que ganaba. 

Tampoco puede discutirse la propiedad de la ambulancia que surge clara- 
mente del informe municipal de fs. (il y corroborantes actuaciones administrativas. 

Sostiene en cambio el Señor Agente Fiscal que no se ha probado la respon- 
sabilidad de la Nación, porque no se ha establecido la imprudencia, culpa o 
negligencia del conductor. 

Es este pues el único punto a resolver y como consecuencia si corresponde 
o no indemnizar a los cansahabientes de la víctima. 

II. Del sumario agregado sin acumular se desprende que el único culpable 
del accidente ha sido Sleiman, conductor de la ambulancia, quien obró con impru- 
dencia al querer pasar un camión en un camino muy angosto, cuyas hanquinas 
no ofrecían seguridad alguna porque estaban barrosas por la reciente lluvia. Era 
pues previsible que la maniobra intentada a velocidad relativamente llevada entra- 
ñaba serio peligro, como desgraciadamente quedó demostrado en los hechos. Por 
otra parte, encontrándose la ambulancia en viaje de regreso no aparece justificada 
la urgencia del conductor de querer pasar a un camión en un lugar realmente 
poco apropiado (véase la descripción hecha en el sumario y el croquis ahí 
agregado). 

Por lo expuesto y las razones concordantes expuestas por el Señor Asesor 
de Menores, considero que habiendo ocurrido el accidente por culpa o negligencia 
del conductor de la ambulancia, su principal, en este caso el Gobierno de la 
Nación, es civilmente responsable de los daños causados, por imperio de lo dis- 
puesto por los arts. 1109 y 1113 del Código Civil. 

III. Teniendo en cuenta la edad de la víctima, 32 años, el sueldo que perci- 
bía en su empleo y las demás circunstancias que deben ser consideradas en casos 
como el presente, considero equitativo fijar como única indemnización la suma 
de $ 120.000 m/n. 

Por estos fundamentos, lo dispuesto por los arts. 1084, 1109, 1113 y concor- 
dantes del Código Civil, fallo: Haciendo lugar a la demanda. En consecuencia, 
condeno al Fisco Nacional a pagar a doña Irma Etcl María Alin de Machuca y a 
sus hijas menores: Liliana y Silvia Estela Machuca y Alin, la suma de pesos 
120.000 m/n., más sus intereses desde la fecha de la notificación de la demanda 
y las costas del juicio. — Luis María Bunge Campos. 
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Sentencia de la Cámara Nacional pe Apelaciones en lo Civil 

Buenos Aires, Capital de la República Argentina, a los 17 días del mes de 
octubre de 1958, reunidos en acuerdo los Sres. Jueces de la Excma. Cámara 
Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala "B", para conocer del recurso inter- 
puesto en los autos caratulados: "Alin de Machuca, Irma Etel María c/ Fisco 
Nacional s/ daños y perjuicios", respecto da la sentencia corriente a fs. 215/17, 
el tribunal estableció la siguiente cuestión a resolver: 

La sentencia apelada, ¿es arreglada a derecho? 

Practicado el sorteo correspondiente resultó que la votación debía efectuarse 
en el siguiente orden: Señores Jueces de Cámara Dres. Fliess, Navarro y Martínez. 
A la cuestión propuesta, el Sr. Juez de Cámara Dr. Fliess, dijo: 

I. Por la muerte de su marido — y padre de las dos hijas menores — , ocu- 
rrida en un accidente de tránsito, la actora demandó al Fisco Nacional por indem- 
nización de daños y perjuicios, reclamando la suma de $ 150.000 m/n. 

La sentencia hace lugar a la acción, condenando a la demandada a pagar 
$ 120.000 m/n. 

Apelan ambas partes y se agravian. La actora por considerar reducida la 
suma indemnizatoria y la demandada porque estima no probada su responsabi- 
lidad, como igualmente por ser elevada dicha indemnización y por la imposición 
de costas. 

II. El accidente que le costó la vida al marido de la actora se produjo 
mientras éste, que era empleado del Ministerio de Salud Pública de la Nación, 
viajaba como acompañante en una ambulancia, es decir, que murió en un acto 
de servicio. 

No hay duda, ni se discute, que el causante no tuvo la mínima culpa en el 
hecho, al que fué totalmente ajeno. 

Si bien la parte agraviada aduce que "si hay algún responsable del accidente, 
no puede ser otro que el conductor del camión" (fs. 229), esto es, del camión 
que circulaba delante de la ambulancia, cuyo chófer intentó pasarlo, originándose 
en tales circunstancias el infortunio, no deja de reconocer que "no ha demostrado 
debidamente la existencia de la causa que libera de responsabilidad al conductor 
de la ambulancia" (fs. 229 vta.). 

Y bien, de las constancias del sumario criminal agregado sin acumular emerge 
que el vuelco de la ambulancia se debió a la imprudencia de su chófer, Sleiman, 
empleado de la demandada, quien al querer adelantarse al camión referido hizo 
una temeraria maniobra, de cuyas resultas fué a dar a la barrosa banquina, 
cayendo a la zanja y apretando a Machuca, que murió en el acto. Esto es lo 
que claramente resulta de su primera declaración en el citado sumario, y a ella 
hay que estar en lo fundamental (fs. 7). Su segunda declaración, efectuada 
cerca de un mes después (fs. 26), importa una inaceptable modificación de su 
originaria y espontánea narración, introduciendo evidentemente nuevas circuns- 
tancias, producto de cerebraciones posteriores o de consejos de terceros, con el 
humano propósito de mejorar su situación en el proceso penal. Nada dijo la 
primera vez sobre que el camión le chocó el guardabarro delantero y, menos aun, 
que Machuca, asustado, quiso tirarse de la ambulancia y cayó. 

Bastan los elementos que fluyen de esa primer declaración, unido a las 
circunstancias en que se produjo el accidente, para dar por bien establecida la 
culpabilidad de Sleiman, y, en consecuencia, la responsabilidad de la demandada 
(arts. 1109, 1113 del Código Civil). 

III. Es elevada, ¿es reducida la suma indemnizatoria fijada por el Juez? 

No cabe duda que lo que se propone la ley en el art. 1084 del Código Civil 
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(aplicable a los cuasidelitos, en función del art. 1109) es evitar o remediar el 
desamparo de la familia que el muerto tenía a su cargo, al concederles a la viuda 
y los hijos ol derecho de reclamar "lo que fuera necesario" para su "subsistencia". 
La indemnización establecida por esta norma — que queda librada "a la prudencia 
de los jueces" — mira o se orienta hrcia el futuro; desde luego, partiendo del 
pasado y valorando la situación familiar y económica existente al producirse la 
muerte del marido y padre. 

Fsa reparación se da a los seres cuyo sostenimiento dependía, de hecho y de 
derecho, de la víctima, y a la cu:;l se encontraban ligados por los vínculos más 
estrechos de sangre o de matrimonio. 

Viene ese art. 1084 a erigir el "daño causado" de los arts. 1068, 1069 y 1079 
en una fuente de compensación dinámica frente a quienes se ven privados ilíci- 
tamente de la persona cuyas subsistencias atendía. 

Tiene esc texto de Vklez Sárspikld — que se apartó voluntariamente en esto 
de su inspirador Freitas, al introducir la expresión : "lo que fuere necesario 
para la subsistencia" (véase: Orgaz, J. A., t. IV, 1944, Sec. Doc, p. 14) — un 
elevado contenido social, situándose así en cabal concordancia con el actual sen- 
tido del derecho y de lns leyes. 

Pero si ese art. 1084 establece un límite mínimo para la indemnización : no 
menos que lo necesario para la subsistencia, lejos está de imponer un límite 
máximo, puesto que, de acuerdo al principio legal de la reparación integral (art. 
1069), corresponde compensar todo el daño efectivamente sufrido y las ganancias 
de que fueron privados los damnificados. 

Pues bien, en el caso examinado, el muerto en el hecho ilícito deió a sn 
muicr, de 28 años, y a sus dos hij-s de 8 y de 5 (partidas de fs. 3 a 9), en 
total desamparo económico, pues sólo contaba la familia con el sueldo de aquél. 

Por cierto que dentro de lo "necesario para la subsistencia" de la vnda y 
los hijos menores no sólo están incluidos el alimen'o, el vestido, la vivienda, la 
asistencia en las enfermedades, sino igualmente otras necesidades materiales, 
entre las que se cuenta de modo esencial la educación de esos hijos (arts. 265, 
372, C. Civil y 51 ley Matr.). * 

Pero, además de tiles circunstancias — de las que es obvio destacar la muy 
corta edad de las dos hijas — , hay que tener en cuenta la edad de la víctima, que 
murió a los 32 años, con un término probable de vida — según las tablas de 
mortalidad — de 36 rños (informes de fs. 54, 56, 60 y 63). Por cierto, no 
existiendo prueba en contrario, según elemental presunción, la buena salud de 
Machuca hay que darla por aceptada. Tal sanidad, por lo demás, trasunta 
de rutos. 

El gran valor económico que, en el caso y para los accionantes, significaba 
la vida del marido y padre no sólo está en relación con el beneficio que para 
ellas producía esa vida, sino igualmente en lr.s "ganancias" que, de no haber 
muerto, habría producido a la familia durante el tiempo probable de vida. Me 
refiero al sueldo que, como encargado de la sección contable de la Dirección 
de Lucha Antileprosa (fs. 141), tenía aquél (en 1955, $ 1.254 m/n.). Y al 
eventual derecho a la jubilación, transformable en oportuna pensión para la 
mujer. Todo lo cual no puede dejar de valorarse en la medida que la prudencia 
judicial lo aconseje. 

Con el mismo criterio, y de acuerdo al principio de la reparación integral 
y a que la indemnización debe estimarse al momento de la sentencia, corresponde 
computar la desvalorización monetaria; que no deja de tener incidencia hasta 
por el hecho, público y notorio, de que un sueldo de $ 1.250 en 1955, actualmente 
ya está muy por encima de esa cifra debido a los reiterados aumentos generales 
y a las bonificaciones —precisamente — por el mayor costo de la vida, que no es 
otra cosa que inflación. (Me remito a la doctrina aceptada por esta Sala en el 
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fallo del 15 del corriente mes, causa 44.268, "Comeglio de Cuesta c/ Institución 
Cooperativa del Personal de los FF. CC. del Estado s/ daños y perjuicios".) 

Y eso, aparte del razonable progreso que, por ascensos, podría lógicamente 
coadyuvar favorablemente sobre la economía de la familia. 

Claro está que no puede partirse, a los efectos indemnizatorios, de que todos 
los ingresos — sueldo, en el caso — del muerto se convertían en provecho para 
la mujer y los hijos, puesto que el causante insumía parte de él. 

Por último, al establecerse el monto de la indemnización, no debe partirse 
— a manera de la técnica de los seguros — de la fijación de una suma de capital, 
cuyas rentas exclusivamente equivalgan, sea a lo que producía el muerto, sea a lo 
necesario para la subsistencia de sus deudos. 

En las indemnizaciones judiciales por actos ilícitos, debe sí tenerse en cuenta 
las dos cosas, tanto el capital como los intereses que dará éste, pero de tal modo 
que, entre ambos, se equilibre el daño causado. Es decir, en los casos de "homi- 
cidio" (art. 1084) no habrá de funcionar el capital como una cantidad hipotéti- 
camente invariable o intocable, sino como integrando junto con las rentas de ese 
capital la compensación que, de acuerdo con las modalidades del caso, corresponda. 

Podría, sí, en tales casos de homicidio, fijarse una renta o pensión; pero 
sin entrega de capital. Solución que es teórieo-lcgalmcnte posible, en virtud de la 
parte final del art. 1084, pero a que en la práctica no se recurre. 

Por todo ello es que considero que el monto de la indemnización que debe 
fijarse en autos es de $ 135.000 m/n. 

IV. Las costas han sido bien impuestas en la sentencia a la demandada, no 
sólo porque no medió plus petitio y porque la actora se vió en la necesidad de 
litigar, sino porque aquéllas tienen carácter resarcitorio. 

V. Por lo expuesto, voto en lo principal afirmativamente, debiendo confir- 
marse la sentencia apelada inclusive en cuanto impone los costas, modificándosela 
respecto al monto de la indemnización, que corresponde fijar en la suma de 
$ 135.000 m/n. Las costas de la alzado a lo demandada. El Sr. Juez de Cámara 
Dr. Martínez, por razones análogas a las aducidas por el Dr. Fliess, votó en el 
mismo sentido a la cuestión propuesta. El Dr. Alfredo Navarro no intervino 
por hallarse en uso de licencia (art. 109 del Reglamento paro lo Justiciu Na- 
cional). Con lo que terminó el acto. 

Sentencia 

Y vistos: 

Por lo que resulta de la votación que instruye el acuerdo que antecede, se 
confirma en lo principal la sentencia apelada de fs. 215/17, modificándosela en 
cuanto a la suma que condena pagar, la que se eleva a $ 135.000 m/n., con más 
sus intereses desde la fecha de la notificación de lo demanda y las costos de ambas 
instancias a la demandada. — José Víctor Martínez — Jorge F. Fliess. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

El recurso ordinario de apelación concedido a fs. 254 es pro- 
cedente de acuerdo con lo que prescribe el art- 24, inc. 6 P , ap. a), 
del decreto-ley 1285. 

En cuanto a los intereses del Fisco Nacional éstos han sido 
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defendidos por su representante en la memoria presentada a 
V. E. (fs. 258). Buenos Aires, 15 de diciembre de 1958. — Ramón 
Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Alin de Machuca, Irma Etel María o. 
Fisco Nacional s. daños y perjuicios". 

Considerando : 

Que el recurso ordinario concedido es procedente, de acuerdo 
a lo prescripto por el art. 24, inc. 6 9 , ap. a), del decreto-ley 1285/ 
58 (ley 14.467). 

Que la actora, por sí y sus hijas menores, demanda al Fisco 
Nacional por indemnización de los daños y perjuicios resultantes 
de la muerte de su esposo, empleado del Ministerio de Asistencia 
Social y Salud Pública de la Nación, a raíz del vuelco, en un 
accidente de tránsito, de una ambulancia de ese Ministerio, en la 
cual aquel iba como acompañante del conductor, y en cumplimien- 
to de un acto de servicio. Teniendo en cuenta la edad de la víc- 
tima, el sueldo que ganaba, y otras circunstancias que detalla, 
solicita una indemnización de $ 150.000 m/n., y la imposición de 
las costas del juicio a la demandada (fs. 13/16). 

Que la sentencia de primera instancia, en virtud de las alu- 
didas circunstancias y otras que estima deben ser consideradas 
en casos como el sub u(dic<\ condena a la accionada a pagar a la 
actora una indemnización de $ 120.000 m/n., mas sus interese^ 
desde la fecha úr la notificación de la demanda, y las costas del 
juicio (fs. 215/21 7). 

Que ese pronunciamiento fué apelado por la actora por esti- 
mar baja dicha indemnización, y por la demandada por conside- 
rar, entre otras razones, elevado el monto de la condena, en el 
supuesto hipotético de que en definitiva se la declarase respon- 
sable del accidente en cuestión (fs. 225/227 y 22S 2H2) ; también 
apela el Fisco por la imposición de las costas. VA tribunal a quo, 
después de declarar responsable» a la accionada por el accidente, 
eleva la indemnización a la suma de $ l.'tó.OOO m n., teniendo 
en cuenta para ello, entre otros fundamentos, los siguientes: rl 
alcance que, a su juicio, debe atribuirse al art. 10(58 del Código 
Civil, aplicable a los cuasidelitos, en función del art, 110Í) del 
mismo cuerpo legal; la edad de la víctima (32 años), con un 
término probable de vida de ,% años — según tablas de mortali- 
dad — , y su presumible buena salud; haber dejado en total des- 
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■ amparo económico a su mujer de 28 años, y dos hijitas de 8 y 5 
años; las 4 * ganancias' ' que de no haber muerto, habría producido 
a la familia durante el tiempo probable de vida, o sea el sueldo y 
el eventual derecho a jubilación; la necesidad de computar la 
desvalorización monetaria de acuerdo con el principio de la repa- 
ración integral, y el que establece que la indemnización debe esti- 
marse al momento de la sentencia. Declara bien impuestas las 
costas a la accionada. 

Que en su memorial de fs. 258/259, la recurrente no insiste 
en alegar su falta de responsabilidad en el accidente, y reduce 
sus agravios al monto de la indemnización, que estima elevada 
y a la imposición de las costas, cuya eximición solicita. Arguye, 
en cuanto al monto del resarcimiento, que no existen en autos 
elementos de juicio que permitan aceptar — como lo hace el tri- 
bunal apelado — que el accidentado tuviera una vida probable 
de 36 años; y que es, en todo caso, a la actora a quien incumbía 
probar el buen estado de salud que se atribuye al causante. No 
admite que corresponda computarse en el cálculo indemnizatorio 
la desvalorización monetaria, lo que no estaría de acuerdo con 
la jurisprudencia de esta Corte en materia de expropiación. Adu- 
ce que la indemnización (arts. 1083 y 1084 del Código Civil) debe 
comprender únicamente lo necesario para la subsistencia de la 
viuda c hijos menores, no debiendo tenerse en cuenta sólo la edad 
de la víctima, ni lo que hipotéticamente hubiere podido ganar 
en el termino probable de su vida. En cuanto a eximición de las 
costas afirma, sin precisar, que " los elementos de juicio existen- 
tes en autos permiten arribar a tal solución' \ 

Que ha de estimarse razonable que el accidentado hubiese 
prolongado su existencia en 36 años, siendo insuficientes los fun- 
damentos del recurso para desvirtuar los claros conceptos de la 
sentencia impugnada. 

Que, con respecto a la dcsvalorización monetaria, la senten- 
cia apelada la ha considerado como una de las circunstancias de 
hecho necesarias para establecer la reparación integral, que 
incumbe a los jueces apreciar en materia de responsabilidad aqui- 
liana (doctrina del art. 37, ley 14.237). No es, por consiguiente, 
fundada la impugnación que a este respecto se formula en el 
recurso. 

Que con respecto al agravio que el recurrente expresa a con- 
tinuación es do concluir, para desestimarlo, que la sentencia del 
a quo se ha inspirado en la prudencia de los jueces para "fijar 
el monto de la indemnización y el modo de satisfacerla", según 
lo expresa el art. 1084 del Código Civil. 

Que cabe declarar bien resuelto el capítulo de las costas, 
máxime ante la escasa precisión de los agravios expuestos. 
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Por lo tanto, habiendo dictaminado el Señor Procurador Ge- 
neral, se confirma en todas sus partes la sentencia apelada. Con 
costas en esta instancia. 

Alfredo Okgaz — Benjamín Ville- 
gas BaSAVILBASO AniSTÓBULO 

D. Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio 
Oyhanarte. 



S. A. HISPANO ARGENTINA, FARKICA de AUTOMOVILES 

— H.A.F.Ü.A.S.A. — 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Quiebra. Fuero de atracción. 

Corresponde al Juez Nacional en lo Comercial de la Capital Federal, y no al 
Juez en lo Civil, Comercial y Minas de Mendoza seguir conociendo del 
expediente, en reconstrucción, sobre convocatoria de acreedores iniciado ante 
la justicia de la Capital, con anterioridad al juicio similar radicado ante la 
provincia —cuyo magistrado plantea cuestión de competencia por vía de 
inhibüorin— , si de las actuaciones resulta que el expediente extraviado 
concluyó con la homologación del concordato. Es el magistrado n carro del 
juzgado que intervino en la primera convocatoria el que está en condiciones 
de reunir los antecedentes que permitan a los acreedores verificados hacer 
valer sus derechos de tales y al deudor, en su caso, probar el pago de las 
cuotas concordatarias. 

Dictamen del Procurador General 

Suprema Corte: 

Toca a V. K dirimir la cuestión de competencia a que se 
refieren las presentes actuaciones, de acuerdo con lo que esta- 
blece el art. 24, inc. 7 9 , del decreto-ley 1285/58. 

El caso es el siguiente: con fecha l 9 de febrero de 1957, la 
Hispano Argentina Fábrica de Automóviles, Sociedad Anónima 
(H.A.F.D.A. S.A.), inicia juicio de convocatoria de acreedo- 
res, radicando el mismo ante la justicia ordinaria de la Provincia 
de Mendoza (ver fs. 23/29 del expediente agregado). Abierto el 
juicio a fs. 39, el magistrado interviniente, a solicitud de la con- 
vocataria, plantea cuestión de competencia por vía de inhibitoria 
al Juzgado en lo Comercial n* 2 de la Capital Federal —ante el 
cual tramitan los autos "H.A.F.D.A. S.A. Hispano Argentina 
Fábrica de Automóviles S.A. s. convocatoria, expediente en re- 
construcción" — , a cuyo efecto libra el correspondiente exhorto 
para que dicho juez "previa la prueba de libros de comercio y 
toda otra que tienda únicamente a la demostración del cumplí- 
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miento del concordato anterior por la convocataria, se inhiba de 
seguir entendiendo en estos autos, ordenando su archivo o dis- 
poniendo su remisión a este Tribunal' ' (ver rogatoria de fs. 491/ 
515, del principal). A fs. 526 del principal, el magistrado exhor- 
tado no hace lugar a lo solicitado y a fs. 580 hace llegar las 
actuaciones a la Cámara del fuero, la que procede a elevadas a la 
Corte Suprema, a los efectos consiguientes. Y a su turno, el 
juez de Mendoza, al serle requerido por V. E. el expediente tra- 
mitado ante su jurisdicción, remite el mismo, lo que equivale, a 
mi juicio, a insistir en su competencia. 

Para poder llegar a una solución en cuanto al fondo del 
asunto, me parece indispensable reseñar algunos antecedentes. 

A raíz de la pérdida del expediente caratulado "H.A.F.D. 
A. S.A. s. convocatoria de acreedores ,, , radicado ante ol Juz- 
gado Nacional en lo Comercial n 9 2 de la Capital Federal desde 
el 29 de diciembre de 1954, se ordenó a fs. 27 vta. su reconstruc- 
ción. La convocatoria tramitarla en el expediente extraviado con- 
■ chivó con la homologación del concordato, el cual, como consti- 
tuyo el título de los acreedores verificados para perseguir su 
cumplimiento, debe naturalmente ser gestionado ante el juez de 
la convocatoria y no ante otro de ajena jurisdicción. 

En cuanto a la convocatoria tramitada en Mendoza, como es 
obvio que no puedo tratarse sino de los créditos posteriores a 
los ya verificados en la primera, me parece claro que su prose- 
cución depende enteramente del cumplimiento del concordato 
homologado, es decir, del pago de las cuotas concordatarias — art. 
10, inciso 4 o , do la lev 11.719 — , según resulte de la reconstrucción 
del expediente perdido, sin que tengan ninguna relevancia, a tal 
efecto, las manifestaciones de los propios eonvooatarios, sean 
hechas en el presente juicio o en el iniciado en Mendoza. 

En tales condiciones, no es difícil arribar a la conclusión 
de que el único juez competente para intervenir en el expediente 
de convocatoria en reconstrucción no puede ser sino el magistrado 
a cai'go del juzgado que intervino en la primera convocatoria, 
ya que el y sólo el es quien está en condiciones de reunir los 
antecedentes que permitan a los acreedores verificados hacer va- 
ler sus derechos de tales y al deudor, en su caso, probar el pago 
de todas las cuotas concordatarias. Por ello, no resulta razona- 
ble pensar que deba inhibirse de seguir entendiendo en el juicio 
quien intervino desde un principio — hace ya casi cinco años lar- 
gos — y menos aun que deba remitir las actuaciones a Mendoza 
para que allí continúe la tramitación del mismo. 

Como bien lo pone de manifiesto a fs. 526 el juez nacional, 
no es posible prescindir de las constancias del expediente trami- 
tado en esta Capital, en especial lo resuelto por la Cámara de 
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Apelaciones en lo Comercial a fs. 476, no sólo en cuanto confirma 
la sentencia de primera instancia de fs. 336 que declara recons- 
truido el expediente de convocatoria extraviado, sino cuando 
expresa: 4 i Consta de la manera más fehaciente y ni siquiera lo 
discuto H.A.F.D.A. S.A., que se presentó solicitando la con- 
vocación de sus acreedores; que no pagó la segunda cuota del 
concordato homologado, y que ese concordato la obligaba al pago 
total de sus deudas, sin intereses, en el plazo de dos años. Sobre 
esto último no cabe discusión, porque la Excma. Cámara Nacional 
Especial en lo Civil y Comercial, en el expediente que se tiene 
a la vista, lo declaró en presencia de los autos de convocatoria 
que tramitan por ante el Juzsrado de Comercio del Dr. Rossi, 
Secretaría del Dr. Castro Walker, que fueron sustraídos. Tam- 
poco cabe duda acerca de que el pago de la segunda, tercera y 
cuarta cuota debió efectuarse, respectivamente, el 26 de diciem- 
bre de 1956, el 26 de abril de 1957 y el 26 de agosto de 1957. Y el 
propio representante de la convocataria, refiriéndose a manifes- 
taciones de su representada, ha reconocido que quedó impaga la 
segunda cuota". 

A mayor abundamiento, como igualmente lo destaca el juez 
de esta Capital, la Cámara ha dejado expresamente establecido 
en la resolución de fs. 476, que la convocataria "ha tenido las 
más amplias posibilidades para exponer sus puntos de vista y 
aportar pruebas, y que su conducta procesal es inconciliable con 
la seriedad que incumbe a los jueces imponer en los debates 
judiciales". Por ello, lo relativo a lo decidido por el tribunal al 
tener por reconstruido el primitivo expediente — como se dice 
acertadamente en el auto de fs. 526 — , resulta irrevisible, en ra- 
zón de haber pasado en autoridad de cosa juzgada; como conse- 
cuencia, "no corresponde en este estadio recibir prueba en estos 
auto?; que pueda referirse al cumplimiento o no del concordato 
y que tan ligeramente sostuvieron en sentido afirmativo los re- 
presentantes de la convocataria, bajo juramento, ante o\ juzgado 
con jurisdicción en la ciudad de Mendoza, donde promovieran una 
nueva convocatoria" Así lo resuelve el juez nacional y correcta- 
mente a mi juicio. 

Por las razones expuestas, considero que la presente con- 
tienda debe ser decidida en favor de la competencia del Juez 
Nacional de Primera Instancia en lo Comercial n 9 2 de la Capilal 
Federal. Buenos Aires, 28 de octubre de 1959. — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos : 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Señor Pro- 
curador General, se declara que el Sr. Juez Nacional en lo Co- 
mercial de la Capital es el competente para seguir conociendo del 
expediente, en reconstrucción, sobre convocatoria de acreedores 
de Hispano Argentina, Fábrica de Automóviles Sociedad Anóni- 
ma. Remítansele los autos y hágase saber en la forma de estilo 
al Sr. Juez en lo Civil, Comercial y Minas de la Primera Circuns- 
cripción Judicial de Mendoza, a quien se devolverá el expediente 
n 9 66.397, agregado sin acumular. 

Alfredo Oroaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo 
D. Araoz de La madrid — Julio 
Oyhanaute. 



JORGE ALBERTO ROCCA 

JURISDICCION Y COMPETENCIA: Competencia penal Pluralidad de delitos. 

Corresponde al Juez en lo Penal de La Plata y no al nacional en lo criminal 
de sentencia de la Capital Federal, resolver sobre el destino de los automo- 
tores si se ha dado término a la causa seguida por hurto de aquéllos — trami- 
tada ante la justicia de la Capital — y se encuentra abierto el proceso sustan- 
ciado por el delito de encubrimiento, resultante de la venta de los mismos 
vehículos en jurisdicción de la Provincia de Buenos Aires. 

Sentencia del Juez en lo Penal 

La Plata, 10 de setiembre de 1959. 

Y vistos : 

l 9 ) Que el Sr. Juez Alberto A. Chiodi, interinamente a cargo del Juzgado 
de Sentencia letra "A" remite a disposición de este Juzgado la documentación 
que obra a fs. 375/376, y, al mismo tiempo, comunica que los automóviles y 
repuestos de automóviles secuestrados por orden del Sr. Juez Nacional de Instruc- 
ción Dr. Ure, secretaría Bretón, han sido puestos a disposición del infrascripto 
en la playa de estacionamiento de la Avda. 9 de Julio de la C pital Federal. 

2 V ) Que tales efectos, como digo, fueron secuestrados por orden del Señor 
Juez Nacional de Instrucción y corresponden, como elementos del cuerpo del 
delito, a los autos principales 11.492 que se tramiían por ante el Juzgado de 
Sentencia "ut supra" aludido, secretaría n 9 1, a cargo de Carlos A. Fleury. 
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3*) Que sobre tales elementos han sido dictadas diversas medidas caute- 
lares y, en otro orden de ^osas, su vinculación con ln causa que, por encubri- 
miento, se sigue en esta jurisdicción por ante el Juzgado a mi cargo, es de nula 
observancia procesal, dado que la misma se encuentra concluida con sobresei- 
miento provisorio desde el mes de octubre de 1958. 

4') Que, por lo dicho, entiendo que la situación jurídica de los mismos debe 
ser materia de decisión de la autoridad que ha instruido la causa principal de 
referencia, autoridad que en definitiva es competente para decidir del ulterior 
destino de los bienes que ha sido motivo del delito de robo, por aplicación de la6 
normas civiles (art. 2412) aplicables a cada caso concreto. 

Por ello, no compartiendo la opinión del Sr. Juez Alberto A Chiodi, previo 
desglose de la documentación obrante a Js. 375/37H, resuelvo: Remitirla al Juz- 
gado de origen haciéndole saber, además, que los efectos depositados en Avda. 9 
de Julio de la Capital Federal quedan en el mismo sitio a su disposición. En 
caso de no compartirse el temperamento expuesto invito a V. S. a entablar la 
respectiva cuestión de competencia para que sea dirimida por la Excma. Corte 
Suprema de la Nación. — Juan Carlos Calvete. 

Sentencia del Juez Nacional en- lo Criminal de Sentencia 

Buenos Aires, 7 de octubre de 1959. 

Y vistos: 

Para resolver la cuestión de competencia planteada a fs. 40(5 por el Sr. Juez 
en lo Penal Dr. Juan Carlos Calvete, a cargo del Juzgado de Primera Instancia 
en lo Penal n v 7 de la ciudad de la Plata, Provincia de Buenos Aires. 

Y considerando: 

Que el suscripto al resolver en el fallo de fs. 339 — confirmado por la Exema. 
Cámara a fs. 305 — que los depositarios de los automotores hurtados continuaran 
detentando en esa calidad los efectos, a disposición del Sr. Juez Dr. Juan Carlos 
Calvete, y poner a disposición de aquel magistrado los efecto* — repuestos y 
automotores — depositados en la Plava de la Avda. 9 de Julio — Policía Federal — 
lo hizo teniendo en cuenta los propios dichos del condenado Rocca, en ol sentido 
de que los rodados substraídos eran conducidos a la Provincia de Buenos Aires, 
donde una vez desarmados, desmantelados y nuevamente armados, eran vendidos 
en esa jurisdicción a compradores cuyo título se discutió en el juicio 4975 que 
tramitó ante el Juzgado aludido. 

Que por ello el proveyente entiende que es aquel magistrado el que debe 
resolver en definitiva sobre la entrega de esos efectos, por cuanto el sobreseimiento 
provisional dictado en el sumario 4975, por su carácter, no deja terminado el 
mismo sino abierto hasta que se aporten nuevas pruebas. 

A mayor abundamiento cabe consignar que también contribuyó a adoptar 
ese temperamento la incompetencia del Sr. Juez Instructor, decretada a fs. 75 
y 89, cuyos testimonios se remitieron a fs. 191, de conformidad a lo solicitado 
por el aludido Sr. Magistrado a fs. 141. 

Por ello, existiendo terceros que habrían adquirido los rodados en aquella 
jurisdicción y habiéndose, en el sumario 4975, discutido el carácter de los mismos, 
corresponde a aquel magistrado la resolución definitiva de las cosas. 

Por ello, oído el Sr. Agente Fiscal y lo dispuesto en el art. 43, inc. 3?, del 
Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Resuelvo: Mantener la resolución de fs. 339, confirmada a fs. 365 y, en 
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consecuencia, elevar esta causa n la Excma. Cámara para que por su intermedio 
se eleve a la Excma. Corte Suprema de Justicia para que se dirima la cues- 
tión que dejó planteada. — M. A. Fernández Badessick. 

Dictamen del Procurador Gekeral 

Suprema Corte: 

La sentencia de fs. 339/346, confirmada a fs. 365, ha dado 
término a la causa en lo que se refiere al hurto de los automo- 
tores cuya disposición ha dado lugar a esta contienda. 

Pero ello no obstante, como por la venta de los mismos ve- 
hículos se siguió proceso por encubrimiento en jurisdicción de 
la provincia de Buenos Aires (fs. 75 y 141), en el que sólo se ha 
dictado sobreseimiento provisional, por lo que la causa sigue 
abierta (Fallos: 240: 149), corresponde ahora al Sr. Juez de 
Primera Instancia en lo Penal n 9 7 de La Plata, que investiga 
dicho delito do encubrimiento, resolver acerca del destino de las 
cosas que habrían sido objeto de aquella infracción- 
Procede pues, a mi juicio, declarar que los efectos referidos 
deben ser puestos a disposición del magistrado provincial. Bue- 
nos Aires, 10 de diciembre de 1959. — Ramón Lascano. 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1959. 

Autos y vistos: 

Por los fundamentos del precedente dictamen del Sr. Pro- 
curador General y los concordantes del auto de fs. 414, se declara 
que corresponde al Sr. Juez en lo Penal de La Plata resolver acer- 
ca del destino de las cosas a que se refiere, en lo pertinente, la 
sentencia de fs. 339/346. Devuélvanse los autos al Sr. Juez Na- 
cional en lo Criminal de Sentencia a fin de que reitere el oficio 
copiado a fs. 375, con transcripción del auto de fs. 414, del dicta- 
men precedente y de este pronunciamiento. Hádase saber en la 
forma de estilo al Sr. Juez en lo Penal de La Plata. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo 
D. Aráoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio 
Oyhanarte. 
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GERARDO AN-GARAMI 7 Otros 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Exclusión de las cuestiones de hecho. Varias. 

Lo atinente a la prueba de la existencia de persecución gremial o política, 
en principio, es cuestión de hecho insusccptible de revisión en instancia 
extrrordinaria y que no guarda relación directa con la garantía invocada 
de la defensa. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Sentencias arbitrarias. Principios generales. 

La existencia de arbitrariedad debe ser alegada de manera explícita. 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos propios. Cuestión federal. Cues- 
tiones federales simples. Interpretación de las letfes federales. 

La aserción de sor claro el derecho invocado a la amnistía dispuesta por la 
ley 14.4.'tti y de que ésta debe interpretarse en forma extensiva, no constituyen 
cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos formales. Interposición del re- 
cu rs o . Fu ti da mentó. 

El fundamento del recurso extraordinario excluye las impugnaciones formu- 
ladas en términos generales y no se satisface con simples afirmaciones no 
demostradas, tales como la de estimarse comprendido en el régimen legal de 
la amnistía. 



Dictamen del Procurador General 

Suprema Corto: 

Do conformidad cotí ol criterio que tongo expuesto en dictá- 
menes anteriores ("líiora Díaz, Laureano" R.180, L.XTTT; 
"Sampay, Arturo" S.'J:>7, L.XÍ1I; "San Martín, Juan Ignacio" 
S..W), L.XTTT), la interpretación de la ley de amnistía, aplicada 
a delitos comunes, tales como los imputados al recurrente en la 
causa criminal agregada, no es susceptible de revisión mediante 
la vía establecida por el art. 14 de la ley 48. 

Por otra parte, no se advierte en la sentencia dictada a fs. 27 
del principal la alegada violación de la garantía de la defensa en 
juicio de que se agravia el apelante. 

Procede, pues, en mi opinión, no hacer lugar a la presente 
queja. Buenos Aires, 17 de diciembre de 1959. — Ramón Lascano. 
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FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 30 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: 4 * Recurso de hecho deducido por el abo- 
gado defensor de D. Andrés de los Santos en la causa Angarami, 
Gerardo y otros s. presunta defraudación'*, para decidir sobre su 
procedencia. 

Y considerando: 

Que, en principio, lo atinente a la prueba de la existencia de 
persecución gremial o política es cuestión de hecho insusceptible 
de revisión en instancia extraordinaria y que no guarda relación 
directa con la garantía invocada de la defensa. No se ha alegado, 
por lo demás, de manera explícita a fs. 27 del principal, la exis- 
tencia de arbitrariedad, en los términos de la jurisprudencia de 
esta Corte sobre la materia. 

Que en tales condiciones no resulta de los autos que medie 
cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordina- 
rio, pues no es tal la aserción de ser claro el derecho invocado 
a la amnistía que se pide, ni la de que la ley respectiva debe ser 
interpretada en forma extensiva. El fundamento del recurso 
extraordinario excluye, en efecto, las impugnaciones formuladas 
en términos generales — Doct. Fallos: 187: 505 — y no se satis- 
face con simples afirmaciones, no demostradas, tales como la de 
estimarse comprendido en el régimen legal del caso — Fallos: 
243: 52; 242: 411 y otros—. 

Que, en consecuencia, el recurso extraordinario ha sido, en 
el caso, bien denegado. 

Por ello y habiendo dictaminado el Sr. Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Abistóbulo 
D. Araoz de Lamadrid — Luis 
María Boffi Boggero — Julio 
Oyhanarte. 
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EDUARDO IVAN PIZARRO y Otros v. DOMINGO ALBERTO AQUILINO 

RECURSO EXTRAORDINARIO: Requisitos comunes. Gravamen. 

Ln impugnación constitucional de las cláusulas de las leyes de emersrencia 
videntes en materia de locaciones urbanas, con mira a aumentar los benefi- 
cios que aquéllas acuerdan, no da lugar a recurso extraordinario. Tal ocurre 
con la invalidez, alegada por el inquilino, del art. 2G de la ley 13.581 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos propios. Cuestiones no federales. 
Interpretación de normas y actos comunes. 

La ley 14.821 es de carácter común y su interpretación no da lugar a recurso 
extraordinario. 



PARTIIK) JUSTICIALISTA de la PROVINCIA de COhRIENTES 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

Es improcedente el recurso extraordinario deducido contra ln resolución de 
la Junta Electoral Permanente de Corrientes, que rechaza el reconocimiento 
de una agrupación como partido político dentro de la provincia. 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

No procede el recurso extraordinario contra resoluciones de naturaleza polí- 
tica, ai'n cuando provengan del ejercicio de atribuciones de tal índole enco- 
mendadas a los tribunales de justicia. 

En consecuencia, es improcedente e 1 deducido contra la resolución de la 
Junta Electoral Permanente de Corrientes, que rechaza el reconocimiento de 
una agrupación como partido político dentro de la provincia (Voto del Señor 
Presidente Doctor Pon Alfredo Orgaz y del Señor Ministro Doctor Don 
Benjamín Villegas Bas.wilbaso). 

RECURSO EXTRAORDINARIO : Requisitos comunes. Cuestión justiciable. 

Hallándose en juego tan sólo la participación en elecciones provinciales, es 
ajena a la isfera del recurso extraordinario la resolución d* 1 la Junta Elec- 
toral Permanente de la Provincia de Corrientes que, con arreglo a la inter- 
pretación de disposiciones locales, declara no poseer atribuciones para decidir 
acerca del reconocimiento de nuevos partidos provinciales. Ello, habida 
cuenta que dicho órgano, sin desconocer normas ni actos del Gobierno Fede- 
ral, estima inexistente, en el orden provincial, la personería de la agrupación 
a cuyo nombre se formulan las peticiones — personería que fuera acordada 
por el Juez Federal a cargo del Juzgado Electoral de ese distrito — . 
La interpretación contraria lesionaría una de lrs bases esenciales sobre las 
que se apova el Estado Federal Argentino, la que la Constitución consagra 
en su nrt. 10f) (Wo de los Señores Ministros Doctores Don Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte). 



(i) 30 de diciembre. Fallos: 240: G5. 
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RECURSO DE QUEJA. 

La sola enunciación de haberse violado distintos artículos de la Constitución 
Nacional no constituye fundamento suficiente del recurso extraordinario de- 
ducido por vía directa. A lo que corresponde agregar que la deficiencia 
de fundamento de la queja no se remedia con la agregación de recaudos (Voto 
del Señor Ministro Doctor Don Luis María Boffi Boggero). 

FALLO DE LA CORTE SUPREMA 

Buenos Aires, 31 de diciembre de 1959. 

Vistos los autos: "Recurso de hecho deducido por el Partido 
Justicialista de la Provincia de Corrientes en la causa Partido 
Justicialista de la Provincia de Corrientes s/ Personería", para 
decidir sobre su procedencia. 

Considerando : 

Que, con arreglo a reiterada jurisprudencia de esta Corte 
—Fallos: 237: 386; 238: 283; 240: 11 y los allí citados—, el 
recurso extraordinario no procede respecto de resoluciones de 
naturaleza política, propias de organismos electorales, aun cuan- 
do la decisión provenga del ejercicio de atribuciones de aquella 
naturaleza, encomendadas a tribunales de justicia; la circunstan- 
cia puramente accidental de que el legislador atribuya funciones 
electorales a dichos tribunales, no altera la naturaleza de aque- 
llas funciones ni basta para convertirlas en judiciales o como 
emanadas de un tribunal de justicia. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador Gene- 
ral, se desestima la queja. 

Alfredo Orgaz — Benjamín Ville- 
gas Basavilbaso — Aristóbulo D. 
Aráoz de Lamadrid {según su vo- 
to) — Luis María Boffi Boggeho 
(según su voto) — Julio Oyha- 
narte (según su voto). 

Voto de los Señores Ministros Doctores 
Don Aristóbulo D. Araoz de Lamadrid y Don Julio Oyhanarte 

Considerando : 

Que, según consta en el expediente agregado a las presentes 
actuaciones, los apoderados del Partido Justicialista compare- 
cieron ante la Junta Electoral Permanente de Corrientes, acom- 
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pañando testimonio de la sentencia dictada por el Sr. Juez Fede- 
ral a cargo del Juzgado Electoral de ese distrito, la que reconoce 
a la mencionada agrupación como "partido político dentro de 
la Provincia", y, en su mérito, solicitaron: a) se tuviera por acre- 
ditada la personería del Partido Justicialista como partido pro- 
vincial; b) se les proveyera de los juegos de padrones corres- 
pondientes, así como de ejemplares de la ley de elecciones y 
"demás recaudos pertinentes" (fs. 1/3). 

Que la aludida Junta Electoral, en su décima reunión, recha- 
zó las peticiones ante ella formuladas, sobre la base de diversas 
razones, entre las que figuraron las siguientes: a) la personería 
acreditada por el testimonio adjunto 4 ' es a los efectos de la par- 
ticipación en las elecciones nacionales" y "carece de relevancia 
en el orden provincial"; b) "el reconocimiento de nuevos parti- 
dos escapa a sus atribuciones (las de la Junta) conforme a la 
ley 1511" (fs. 4/5). 

Que, contra esa decisión, se dedujo recurso extraordinario 
(fs. 6/8) que fué denegado (fs. 10), con motivo do lo cual los 
interesados interpusieron el recurso de queja que motiva este 
pronunciamiento. 

Que, hallándose en juego tan sólo la participación en elec- 
ciones provinciales, es ajena a la esfera del recurso extraordi- 
nario la resolución del órgano competente de la Provincia de 
Corrientes que, con arreglo a la interpretación de disposiciones 
locales, declara no poseer atribuciones para decidir acerca del 
reconocimiento de nuevos partidos provinciales y, en consecuen- 
cia, deniega la solicitada entrega de padrones, ejemplares de la 
ley electoral, etc. Ello, habida cuenta de que dicho órgano, sin 
desconocer normas ni actos del Gobierno Federal, estima inexis- 
tente, en el orden provincial, la personería de la agrupación a 
cuyo nombre se formulan las peticiones. 

Que toda interpretación contraria a la expuesta causaría 
lesión a una do las bases esenciales sobre las que se apoya el 
Estado Federal Argentino: la quo la Constitución consagra en 
su art. 105. 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la presente queja. 

Aristóbuix) D. ArÁoz de Lamadhid — 
Julio Oyiiaxarte. 
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Voto del Señor Ministro Doctor Lon Luis María Boffi Boogero 
Considerando : 

Que la sola enunciación de haberse violado distintos artícu- 
los de la Constitución Nacional no constituye fundamento sufi- 
ciente del recurso extraordinario deducido por vía directa. A lo 
que corresponde agregar que la deficiencia de fundamento de ia 
queja no se remedia con la agregación de recaudos — Fallos: 240: 
420 y otros — . 

Por ello, habiendo dictaminado el Señor Procurador General, 
se desestima la precedente queja. 

Luis María Boffi Bogoero. 



